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ENSATO  HlS[ORI(KHIL0S0FH]0-LB61l 
SOBRE  EL  DUELO. 


Ia  severidad  de  las  leyes  represivas  del  duelo  es  y  será  siempre 
insuficiente  para  proscribir  una  costumbre,  que  fundada  en  un  sen- 
timiento de  estimación  personal  está  naturalmente  favorecida  por 
los  instintos  y  tendencias  sociales  de  la  época.  La  fangosa  pragmática 
sobre  desafíos,  inserta  entre  nuestras  leyes  de  la  Novísima  Recopi- 
lacion»  castiga  con  la  muerte,  la  confiscación  y  la  infamia  á  los  due- 
listas, á  los  padrinos  y  á  todos  los  que  en  el  duelo  intervienen,  y  tan 
terribles  conminaciones  no  han  producido  sin  embargo  otro  resulta- 
do que  la  completa  impunidad  de  los  que  se  desafían. 

El  dueb  se  defiende  y  s^  defenderá  aun  por  mucho  tiempo  da 
los.  patíbulos  levantados  en  su  contra  y  de  la  cólera  impotente  de 
los  gobiernos.  Mientras  U  legislación  castiga  á  los  duelistas ,  la  so- 
ciedad honra  á  los  combatientes,  y  condena  al  deshonor  y  al  menos- 
precio al  hombre  tímido  ó  sensftto  que  provocado  á  duelo  Ao  le.  acep- 
ta. Bl  mismo  legislador  que  escribe  en  las  tablas  de  la  ley  la  pena^ 
de  muerte  contra  el  desafío  se  bate  ea  duelo  aji  dia  siguiente ,  y  el 
sevei^o,  escritor  f  ue  le  con4ena  en  ^ufi  obras  oomo  (|iia  apelación  al 
principio  de  la  fuerza  contra  el  derecho,  contó  un  actp  de  rebelión 
contra  los  podercjs  sociales,  como.ui^.res^o  délas  costumbres  salva- 
ges  de  otros  tiempos^  responde  seguramente á  uaa, provocación,  y  se 
conduele^  mas: tarde  cpmo  un  jpa^ver^....   , 

.  Unaj  legislación ,  n^s  tolerai^Xe,  y.  que  por  lo  qiisino  seria  mas  ra* 
cionaly  mas  juata»  conduciría  eficazmente ,.;)«),  á  estirpar  el  due- 
lo ,  porgue  no  es  posible  en  puesta  edad,  pero  sí  á  disminuir  los 
laacespersonales»  y  íi  bacef  monps.laqientables  sus  consecuencias. 
Ma|s„pa,rA  prepara  e^ta  refonma  en  la  legislación  es  menestei: 
destruir  saltes  las  pr,eociip^iones.ex,isteutes  contra  el  d^f^fío.  No 
,  escribo  cpii  Ja.espf^r^i^z^de  que.  mis  dpf^trioas  desde  lue^o^  se  acepr 
ten.  ^ax^,  obrar,  e^teprof^igip  se  neqesit/ai-ia  una  voz;aa&  e|oi9uqnjLcv 
y  ^vfi  Ufáo  ^na  pal^üiiíanviis.autpriz^da  que  1^  saia;  |o  coafie^so.  Me 
propongo  ún^ipQnte  provocar  uu^cfiscusion  desapasionaflaj  impar* 
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cial,  en  la  que  otio»  podrán  seguirme  coa  mas  f ordiaa  y  de  seguro 
con  mas  tálente. 


•^í-' 


i 

ORIGEN  Y  FUNDAMENTOS  DEL    DUfSLO* 

El  duelo  descansa  en  un  senümic^nto  de  dignidad  individual,  con- 
tra el  cual  luchará  vanamente  la  severidad  de  la  legislación ,  á  lo 
menos  mientras  no  cambien  los  principios  dominantes  en  la  civili- 
zación de  los  pueblos  modernos. 

El  honor,  este  sentimiento  vago  y  misterioso  de  la  naturaleza^ 
es  el  instinto  mas  noble,  el  rasgo  más  característico  de  la  raza  huma- 
na. El  hombre  podrá  estravfarse  en  las  ideas  que  se  forme  acerca 
del  honor;  podrá  suceder  que  los  habitantes  de  distintas  regiones  le 
hagan  consistir  en  motivos  diferentes,  tal  Vez  en  una  estravag^ncia 
ó  en  nna  ridiculez,  tal  vez  en  el  crimen.  L6s  cortestinos  de  Lnis  XIV 
fundaban  el  honor  en  la  libettad  de  las  costumbres  y  en  un  espíritu 
altanero  de  servil  lealtad  respecto  de  aquel  monarca ;  los  repiíblica- 
nos  francieáes  en  alardes  de  impiedad  y  en  el  mas  insolente  desprecio 
de  la  vida.  Pero  como  quiera»  el  hombre  obedece  á  la  voz  del  hoüor 
en  todas  partes ;  este  sentimiento  se  deja  ver  en  todas  las  süuaeio- 
iies,en  las  clásesmas  altas  déla  sociedad  y  en  las  mas  humildes,  en 
el  hombre  satvagie  como  en  el  civilizado;  tan  instintivo  y  poderoso 
como  el  de  la  refigioh,  tiene  como  ella  sus  héroes  y  sus  niártires, 
y  es  que  tiene  sa  fundaikíento  y  su  ótígen  en  una  tey  geneirál  de  la 
humanidad,  Kir  el  t  arágter  social  del  hombre. 

En  esta  vida  départipaeiony  éomtfnidad  en  que  vive  la  especie 
humana,  está  la  eá^Kcácion  naitnral  de  este  fenámenío. 

El  honor,  en  todas  partes  y  en  todas  épee&s ,  fdndese  e!B  esl«  ó 
en  aqneRa  razdn,  ho'es  mas  que  ét  deseo  natural  en  el  individuo  de 
aparecer  superior  á  Ibs  ofos  de  los  demás  y  de  gtangearse  por  este 
camino  su  estiihabiofn' ó  su  respetó.' Si  t>ttdie^a  stiponerse  un  hombre 
dslado  y  sin  comunicación  alguna  (xm  las  otros ,  esfe  lnoosbre  seria 
enterameofte  estraSo  á  las  ideas  del  honor,  ñi  tas  cóniprenderia  si* 
quiera.  Tampoco  el  honor  se  concibe  en  lá  sola  comunfícaciDn  de 
dos  seres.  Dos  individuos  solos  y  aislados  sentiriaú  el  poder'  de  tas 
inspiraciones  y  de  los  áfibctos,  mas  no  tendrían  idea  deíl  honor;  pero 
ímádase  á  estos  dos  seres  uno  mas;  iino  solamente,  y  en  esta  comu- 
líícacioB  de  tres  el  fenómeno  aparece  desde  lu^,  principia  la  riva- 
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lídad  y  te  competencia,  c»da  (mal  pretende  s^  siperior  á  Im  otNS 
dos ,  y  se  disputan  la  preferente  consideración  de  ^oa  ponp^jSer 
ros(l).  .   • 

Pero  ^1.  nodo  de  considerar  él  honor  varia  en  cujla  edad  sQgna 
las  nec^idades  de  los  tiempos ,  y  ipas  que  todo  segiw  los  principios 
dominantes  en  la  organización  de  la  sociedad. 

Los  griegos  y  romanos ,  que  tan  sensibles  eran  á  las  ídeaf  del 
honor ,  no  conocieron  sin^o^biur^o  el  duelo ,  á  lo  menos  bajo  las  foE* 
mas  que  ha  recibido  de  l^a  civilización  de  las  naciones  modernas.  Los 
combates  parciales  aceptados  á  veces  á  presencia  de  dos  ejércitos 
^enemigos  para  escasar  el  ñmesto  trance  de  una  batalla  sangrienta» 
no  tienen  pareeído  con  el  desafío  de  nuestra  edad.  Los  antiguos  ni 
siquiera  podían  concebir  esta  costumbre  de  un  o^nbate  individual 
que  nuestra  sociedad  considera  como  el  medio  de  Siatísfacer  á  un 
agravio  personal  ^  de  veiig^  una  injuria  privada ;  y  es  que  fd  t^o- 
aor  por  ua.efMto  de  Jas  ideas  dooMnantes  en  aqn^la  civilización  ^ 
hacia  consistir  en  el  h<^oisinoy  en  una  completa  ahnegsu^ion  Jf&c^ 
nal.  Régulo  volüiendo,^  las  prisiones  de  Qtrtago  cedia  h  un  3eñAi* 
miento  de  honor ,  como  Curcio  arrojándose  á  la  sims^  ^íerta  en  |a 
plaza  de  Boma^ooiBo  el  soldado  de  las  kgiotnes  que  mod^  abraza- 
do á  sus  estandartes,  untes  que  volver  al  enemigo  la  espalda;  coi^a 
en  dias  mas  pv^xim^s  &  los  nuestros  el  veterano  delagu^día  impí)- 
rial  de  Nafiojleism  ({iie .  perecia  antes^  que  ab^onar  sv  bf9«^^  ^ 
una  derrota  vergonzosa. 

No  es  difícil  la  explicación  déoste fenámeno. 

Dos  grandes  principios  han  presidido  siempre  á  los  destinos  d^ 
género  bnmoo:  el  SOCIALISMO  y  el  INDIVIDUALISMO.  Spbi;a 
una  de  estas  dofs  basi»  ha  descansado  en  tod^  époc^  la  organ\?sa^-^ 


'  (1 )   f}6«  faébos  deldnido  en  k  és^rfieaeion  de  la  tsoría  sobre  ei  honop 
mo  nosotros  la  comprendemos^  porque  es  muy  común  decir  que  el  honor  es 
una  cosaindefíuifaile,  unft  gulfuer^,  con^Q  se  dice  también  queseo  índeter- 
minabies  las  reglas  del  ^sto .  escuras  y  vagas  las  ideas  que  nos  folrmamos 
de  la  belleza;  j  esto  ^e  se  dijo  una  vez  á  pesar  de  ser  un  grande  «rror^^o 
ha  Tenido  ,rep|ti9PdP  por  mpcbos  como  uoa  verdad  que  no  adipite  conura-^ 
dicción.  Gl^^Qi^orcomola  belleza  y  como  el  gusto  no  son  indefinibles.  Lo 
que  hay  es  que  el  mundo  acepta  muchas  veces  como  verdafdes  los  eooees 
masgroserosy^porque  albaga  mas  á  ¡a  humana  condición  dar  por  ayeriguada 
la  verdad  de  las  cosas  que  descender  á  un  examen  profundo  y  fltosólroo  de 
ellas.  La  rtsolucioa  de  na  pioblema  compromete  id  entendimiento;  los  dog«» 
mas,  las  verdades  reconocidas  seducen  por  su  sencillez,  y  tienen  CVW|te 
menos  este  poderoso  atraotivo  p^a  la  ifesuneion  y  la  perezt^, 
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em  de  la  sociedad,  y  es  mny  probable  qae  estos  dos  principios  se 
disputen  eternamente  el  señorío  del  mundo. 

Así  como  el  individnalismo  predomina  hoy  en  todos  los  estados 
de  Europa  y  tai  vez  con  exageración,  él  SOCIALISMO  era  el  prin- 
cipio constitntiYo  de  los  pueblos  antiguos,  el  rasgo  caractalstico  de 
aquella  edad. 

Es  verdad  que  así  debía  suceder  en  unas  sociedades  cuyo  estado 
habitual  era  la  guerra ,  y  su  necesidad  permanente  la  conquista.  Las 
luchas  continuas ,  los  azares  de  la  vida  errante  diezmaban  diaria- 
mente la  población,  y  en  semejante  estado  la  importancia  del  indi- 
viduo desaparecía  ante  la  idea  de  la  patria ,  la  gloria  de  su  nombre, 
el  engrandecimiento  del  Estado.  Un  espartano  no  tenk  tnas  interés 
ni  mas  honor  que  el  de  Esparta ;  el  orgullo  de  un  ciudadano  de  Ro- 
ma consistía  en  el  bien  de  la  república,  en  su  poder,  en  la  gloria 
de  sus  legiones,  como  la  bandera  de  un  regimiento  es  el  ídolo  de 
sus  veteranos  (i).  La  libertad ,  la  vida ,  todo  se  sacrificaba  en  el  al- 
tar de  la  patria;  el  ciudadano  solo  tenia  deberes  que  ciimpiir,  no 
derechos,  y  nada  podía  exigir  de  su  país  como  tfo  fuese  el  honor  de 
sacrificarse  en  sus  aras. 

Hoy  que  á  ese  sentimiento  de  heroísmo  y  abnegación  de  los  anti- 
guos ha  sucedido  el  de  la  importancia  y  dignidad  individual ,  el 
hombre  obedece  á  un  sentimiento  de  honor,  pero  no  le  concibe  de 
otro  modo  que  batiéndose  en  un  desafío,  y  vengando  por  su  propia 
autoridad  y  por  su  mano  una  ofensa  personal. 

La  ruda  pero  generosa  altivez  de  los  bárbaros  que  invadieron  el 
pueblo  romano ,  los  hábitos  de  un  pueblo  dispersa  y  conquistador, 
el  espíritu  áe  independencia  y  la  noble  fiéfeza  de  aquellas  razas 
cambiaron  naturahnente  las  ideas  que  se  tenían  del  honor  en  ia  an- 
-tigua^civilizacieni  y  dieron  vida  á  esa  costumbre  de  encomendar  á 
los  azares  de  un  c(unbate  individual  la  dei^i^íon  de  todas /las  que^ 

relias. 

jBl  duelo  sin  embargo  no  es  ya  lo  que  en  los  días  de  su  apari- 
ción. Nuestros  desafíos  no  son  los  de  los  bárbaros,  ni  los  de  la  edad 
media;  porque  con  el  duelo  ha  sucedido  lo  que  con  todas  las  cosas 
é  instituciones  humanas  sucede ,  que  nacen ,  se  desenvuelven,  ere- 


(1)    Ciertamente  la  milicia  es  la  única  íosUtucion  de  ios  pueblos  motkr- 
nois qué  se  asemeja  á  ios  Estados  de  la  antigüedad,  porque  eueUa  taxnUen 

la  idea  del  individuo  desaparece  «ate  la  gl^  d§  su»  bomlms. 
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Gen,'  llegan  á  sa  apogeo,  yal  pasar  por  cada  uno  áe  esloa  periodoi 
sevaa  modificaodo  basta  que  por  fia  pierden  sn  primitiva  exagerar 
cioDy  y  vienen  á  madurar  y  regularizarse. 

El  duelo  apareció  en  Europa  importado  por  los  paeblos  genoiini* 
eos  con  un  doble  carácter ,  porque  no  solamente  era  el  medio  de  to- 
mar satisfacción  de  una  injuria  privada,  sino  el  de  terminar  todas  las 
contiendas.  En  las  cuestiones  jodiciales  era  el  dnelo  un  géo^o  de 
prueba. 

Nacía  esto  de  varias  causas. 

En  el  desquiciamiento  general  que  produjo  la  caida  del  imperio 
de  los  Césares ,  en  aquella  terrible  catástrofe  en  cftae  estuvo  para  pe- 
recer d  género  humano,  si  no  le  hubiera  salvado  una  ley  de  la  Pro- 
videncia ,  se  perdieron  las  ideas  de  la  justicia  y  del  derecho,  del  go- 
bierno y  de  la  autoridad;  no  habia  mas  derecho  que  la  fuerza;  rotos 
todos  los  vínculos  de  la  subordinación  y  del  respeto,  desechos  todos 
los  ídolos,  casi  dispersa  la  sociedad »  aniquilado^  el  principio  de  la 
obediencia,  los  poderes  públicos  debilitados  no  bastaban  para  acudir 
á  la  defensa  y  amparo  de  los  dereehos  individuales,  y  en  tal  estado 
eL  hombre  tenia  que  salvarse  por  sus  propios  medios«<  < 

Las  mismas  leyes  aiUorizabanla  persecaeíon  y  la  venganza  pri- 
vada; d  delicuente  era  muciías  veees  entregado  á  les  rencores  de  la 
persona  agraviada  y  de  sus  parientes  que  podían  herirlo  ó  matarlo; 
y  solo  traslandándonos  á  aquellos  tiempcüs  en  que  la  sociedad  abdica- 
ba de  tal  modo  su  poder,  es  como  podemos  juzgar  éd  las  costum- 
bres de  la,  edad,  y  como  se  esplica  y  se  concibe  nuestrodereého  an- 
tiguo en  materia  de  deimfÍQs.        :  \ 

El  duelo  al  fin  es  un  oombatcipersoniil ,  pero  ordenado,  solem- 
ne ,  que  con  la  intervención  de  padrinos^ó  jueces,  igualadas  ks  ar- 
mase, iguala  también  cuantos  posible  la  condición  de  los  combatien- 
tes ;  y  entre  esas  luchas  sin  testigos,  oon  armas  ^^elignales^  en  qtie 
es  tan  posiUe  herir  y  matar  sobre  seguro  y  por  la  espalda ,  entre 
esos  combates  sin  r^a  ni  ley,  y  d. desafío^  la  razón  y  los  instintos 
generosos  y  nobles  se  ponen  de  parte  de  este  último.  «Ningún  hi- 
f  dalgo  mate,  corra,  deshonre  Ki  f\ieroe  i  otro  sin  desafiarse»,  es  la 
feliz  espresion  déla leyi.%  título  ft.f,tiibr0-L^  del  Fnéro  Viejo  de 
Castilla.  El  desafío  se  concertatá  en  presencia  del  rey  >  «é  el  rey  les 
>debe!poner  dia,  é  darles  plaao  en  que  UdieiK,  é  mandar  con  qué  ar- 
>mas  üdiQn  >  é  ponerlos  fieles  que  vean  é  ifueoigan  lo  que  ficierta» 
»é.qii$  les  parUm  el  campo  y  el  sol»  son  las  palabras» testuales  do  1^ 
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4ros  antígnoe  Fueros  estíñ  eacittas  bajo  este  espíritu  de  noUeaa  j 
lealtad.  >       •  . 

El  duelo  fué,  pues,  en  los  días  de  su  apariciou  uu  verdadero 
Iffogreso  social ,  un  adelanto  en  las  oostumbres  y  un  noble  ammqtle 

4/e  4ligQÍdad  que  honra  á  la  especie  humana,  euy«  destino  no  e^  «e- 

•guraaiente  perseguirse  y  msUarse  énuna  guerra  salvagie  y  desleal. 

Contribuyeron  no  poco  á  generalizar  el  duelo  y  á  justifiearlela^ 
creencias  religiosas  de  la  época  por  dost  motivos  diferentes. 

ri    Por  tea  parte  el  orístianismo  egercia  ya  en  las  costumbres  de  los 

^eblos  del  Norte  un  influjo  saludable  y  civilizador;  y  unardügion 
que  predicando  el  santo  principio  de  la  igualdad  enaltecía  al  hom^ 
bre  y  teodia  á  sacar  al  gé&ero  humanof  del  envilecimiento  y  degpa- 
dacioü  de  las  edades  pasaAas^  naturalmente  habia  de  despertar  en 
las  almas  ese  espíritu^e  nidependenda  ^  ese  sentimiento  de  aHst  «s* 
limación  de  uno  projúa,  en  que  hemos  dicho  está  el  origen  y  él  ftia- 

'  damento  del  desaffo. 

Ba^  otro  punto  de  vista,  ea  el  atraso  de  aquellos  tiempos  se 
creía  que  Dios  no  abandonaría  minea  la  causa  de  la  justicia ,  y  que 

.  el  vencedor  en  un  duek»  semi  siempre  el  que  tuviese  de  su  parte  la 
ra3on.  En  todas  los  casos  en  que  no  era  dable  á  la  inteligencia  bu- 
luana  eneoutrar  la  vienlad  pfr  lod  medios  racionales ,  el  duelo  era  «na 
lespecíe  de  apelación  á  be  Prp^ridenda ,  cuya  intervención  se  invoci- 
<ba.pafa  que  señalase  con  la  vietorta  de  qué  lado  estaba  la  inoeencia 

-  deldanecSio^' 

Esta  ciega  confianza  en  la  mediación  divina  era  muy  propia  y 

.  'Balur^l  enia^ellos  tiempos ;  y  puedo  considerarse  si  en  mi  mundo 
lenqae  doaÚDaban  tales  ¿ieas^  ^  eneomendar  á  la  suerte  de  las  ar- 
mas la  dectsioh  de  todas  lai  eontíeiidas  era  una  costumbre  tan  bár- 
bara y  liiera  de  precito  como  generalmente  se  cree. 

Hoy.qiie  el  espíritu  humano  ha  descubierto  ya  todos  los  medios 
raeionales  deaverigUarki  verdad  en  los  procesos  y  en  todos  los  ac- 

'  los  de  la  vida  civil,  bey  nos  parece  absurdo,  repugnante,  vandálico 
encomendar  á  la  punta  da  la  eq^da  ij  lo  seria  seguramente),  la  de- 
cisión de  los  pleitos,  Pero  trasladémonos  ^  aquellos  tiempos  y  aun  á 

:  tiempos  mas  posteriores»  y  dígasenos  ímparcialmente  si  no  es  algo 
mas  bárbaro  que  el  d«rio,  el  tormento,  la  prueba  del  agua  htrvien- 

.  do,  la  del. hierro  caliente,  etc.,  qi»  se  han  usado  entre  nosotros  con 
pasmb>geDeral  hasta,  «na  époeanoniuy  lejana.  El  duelo  idtfin^o 


mísBO  qneles  |aieios  dé  Df  m,  m  apoyaba  en  ias  Creencias  religio* 
sáSy  en  4a  fé  viva  cpie  el  hombre  tenia  en  la  Ttovidéncia,  ea  la  ¡dea, 
de  que  la  canea  de  la  jmtida  no  podía  eer  abandonada  por  Dios»  que 
es  la  razoa  eterna,  la  justicfat  iftisma.  El  dvelo  además  tenia  una  ten* 
dencia  á  ennobleeer  la  espeeie  humana,  porque  parecía  f uiidarse  en 
que  un  hombre  no  po<Ha  ser  mas  que  otro  en  una  pelea  leal  é  igua- 
ladas las  condieíones  de  los  eombatieales:  y  bajo  todos  estos  puntos 
de,  vista  d  duelo  se  reeomendaba^n  aquellos  tiempos  en  cnanto  era 
posible- á  «  propio,  7  quinera  el  délo  que  esta  costumbre  hubiera  s¡« 
do  la  mayor  preocupación,  elmayor  de  los  errores  y  aberraciones  del 
entendimiento  humano. 

Y  á  la  índole  partfcidar  del  dueto,  y  á  los  dobles  motivos  en  que 
podía  fundarse  ó  hallar  su  diseoílpa  é  justificackm ,  hay  que  atribuir 
el  favor  de  que  por  largo  tiempo  goaó  en  la  sociedad  y  aun  en  bs 
mismas  leyes.  El  diesafío  en  los  dia«  de  su  apogeo,  no  solo  estuvo  fa- 
vorecido por  las  costumbres  ^  las  Meas,  sino  honrado  por  la  opinión, 
autorizado  por  Ub  leyes,  ennoblecido  por  las  solemtiidades  y  las 
«fiestas  con  <]tte  muchas  veces  se  aoompaiaba  el  séquito  de  este  com- 
bate singular.  La  historia  nos  di  cuente  -  de  muchos  célebres  desa- 
fíos á  que  asistieron  los  rer^res  y  los  nkagnafes  para  autorizarlos  con 
3U  presencia. 

Pooo' tiempo 'despees,  A  por  las  coBseeuieneias  funestas  que  tu- 
pieron alguMjs  lances  personales ,  ó  porque  los  progresos  del  espíri- 
tu humane  ne  toleraban  que  «e  dispénsate  al  duelo  el  favor  de  épo« 
cas  anteriores,  esta  costúrala  filé  perdiendo  su  importancia. 

Se  Uegó  á  «onooer,  aunque  a^  tarde,  que  era  una  locura  exigir 

.  de  la  Providencia  que  repitiese  y  ttultq^ieiíse  los  milagros  en  cada 

desafío,  é  ilu8lra(te  la  cóácieneia  pAMka  en  este  orden  de  ideas,  d 

duelo  desapareció  cono  era  natural  de  losliligios,  encomendándose  i 

la  razón  la  decisión  de  ias  eaesMonee  Ibreaflies. 

Ya  este  hé  un  nuevo  progreso ,  pero  ^  necesitaba  hacer  algo 
mas.  A'  proporción  que  el  orden  sorbiera  reoompoiiiendo ,  á  propor* 
eion  que  la  autoridad  pdbliea,  la  monarquía  y  todos  los  poderes 
coastítuidoB  se  fueran  recobrando  de  su  an^^aá  debilidad  ó  aniqui- 
lamiento, el  doelo  tenia  que  abandonar  el  campo  y  reducirse  á  mas 
estrechos  límües ,  porque  no  era  eoaa  de  permitir  que  se  apdase  i 
la  suerte  de  los  combates  en  aqueiiea  negoeios  para  cuya  determí'* 
nación  la  fnerzapública  y  las  feyet  ne  emn  ya  impotentes. 

I  amefectfi,  00(0  ha^neudo  i  «oedir;  esta  Miz  reaemon  se lut 


^ 


verificado  casi  del  todoea  nue^tnia  dia^;!  Se  baria  tía  ambaFgo 
mucha  Uqsion  un  gpbiqrnD  que  quisiera  aun  hoy  empeiaree  en  la 
estirpacioa  absoluta  del  duelo.  I4  sociedad  esfá  ya  bastante  ilustra* 
da  para  considerar  el  desaCto  eomo  una  iniquidad,  como  un  indigno 
abuso  de  la  fuerza,  como  un  acto  de  baratería  ó  salvajismo,  cuando 
se  provoca  por  un  motivo  leve,»  y^aiinque  la  ofensa  sea  grave,  si 
puede  buscarse  una  reparación  en  ios  tribunales ;  pero  esta  misma 
sociedad  no  solo  acepta  el  duelo,  sino  que  le  aplaude  cuando  ée  ape* 
la  á  él  como  un  medio  de  satisfacer  á  un  agravio  personal  de  aque* 
Uos  para  cuya  reparación  los  poderes  públicos  no  bastan. 

T  la  sociedad  tiene  razón.  Este  modo  de  considerar  el  honor  no 
es  equivocado.  £s  por  el  contrario  muy  conforme  á  los  sentimientos 
de  nuestra  eda(ji;  mas  aún  si  se  considera  que  ya  en  el  desafío  no 
decide  ^  fuerza  sino,  el  >vaior,  porque  el  descubrimiento  de  la  polvo* 
ra  y  otros  adelantos  han  igualado  al  débil  con  el  fuerte.  Bagamos 
alto  en  esta,  idea.  En  )p, antiguo,  que  los  duelos  no  podían  verificar'^ 
se  mas  que  i  arma  b)^(^,  decidia  siempre  la  fuerza  física,  y  xm 
hombre  pQdia  no  tener. á supesar^ta  cualidad,  por  mas sensibie.que 
fuera  alas idea3. del, houQr,  .por.;nasquese  estimase  á  sí  propio.  El 
dueb  reducido  á,  ui^a  luoba  de  fuerza  no.  se  hubiera  ciertamente 
mantenido  en  nuestra  edad,  á  pesar  de  esos  sentimientos ;  de  digni- 
dad individual,  que  e^rella'.prftval^eeii,  Sbs  con  el  descubrimiento  de 
la  pólvora  el  due)o, se  ha  j^nnohiecido.  hasta,  cierto  panto^  porque 
^también  se  Jtiaa  cambia4o  y  enn^btecido  ias  condiciones' del  valor;  él 
valor  se  h^  hecha  mas  «dM^  y  el  desafia  qne  le  personifiea,  no  es 
,  ya  el  símbolo  de  la  fu^fjza-teula,  ^^moíen.-losi  dias  de  su  aparición, 
como  después  ei^^euipoj^^postedriores,  sino  la  expresión,  la  fórmula 
de  ese  tenpipileid^.  e^pír^u»  ^tm^  vfidor.  del  alma  que  inspira  el  sen- 
timiento d^i  propiQ .deber «-y  qUQino  neoesitaieatar  aimbado  por  las 
fuerzas  físicas  ni  por.nipguq  ptfo  elemento.  •: 

La  sociedad,  de  nuestros,  días  perdona  pues  al  hombre  decbnsti- 

..  tucioii  déb^l^  porque  ui  l^  fuerza -es.  ya:ttQ^  cualidad  tan  estimable» 

^  ni  su.  faU^  es  «a  defecto  q^  pueda  nadie  fácilmente  corregir;  pero 

no  perdP^a  (lolpú^ai^.mpdQaL  hoo^ie  de  ánimo  apocado  y  pusilá- 

,  nimp,  que  huye  icoi^o  iipa  miyerv  ¡que  se  deja  maltratar  impnnemea- 

.  te,.qi^nosa^i|ia,nwwport3upatria  ni:<por  sus  creencia^,  con  quien 

por  copsigi^ea^fnj  loS'indiWduos,<ní  los  partidos^  ni  los  gobiernos, 

ni  las  nacioiies  pi^en  dOjátariparatada.  Paratenpr  d  vsior  que^ie 

jBecefiU e^la  actual «o^iedadiJiastai  M<^ser  edtrano á  las ideks  de 


decoro,  basta  ün  sentímienidí  dé  decencia;  y  como  esto^  sentimientos 
dle  decencia  y  de  decore  son  tan  poderosos  eñ  lad  sociedades  mo- 
dernas, á  lo  menos  en  las  clases  acomodadas,  como  lo  era  lá  religión 
en  otros  tiempos,  de  ahí  que  el  dnelo  se  mantenga,  de  afií  la  impo- 
sibilidad de  proscribirlo  en  todos  liys  casos  y  situaciones,  de  ahí  que 
no  merezca  tal  como  está  hoy  recibido  f  á  calificación  de  una  costum- 
bre bárbara,  vandálica  y  repugnante  á  las  leves  de  la  humanidad, 
pues  cabalmente  por  suceder  lo  contrario,  por  estar  apo;^dos  en  los 
instintos  mas  honrosos  de  la  e^)ecie  es  por  lo  que  es  mas  fuerte  que 

Jas  leves.  '         •      ' 

•I 

En  el  duelo  se  observa  este  fenómeno  moral  en  que  no  se  ha  re- 
parado lo  bastante.  Las  leyes  le  castigan  con  cruel  severidad,  fa 
Iglesia  le  anatematiza,  y  sin  embargo  el  duelo  se  defiende  en  medio 
de  los  anatemas  y  de  los  castigos.  La  historia  de  la  humanidad  nos 
dá  cuenta  ciertamente  de  muchas  prácticas  y  costumbres  abomina- 
bles, absurdas,  que  han  triunfado  largo  tiempo  de  la  razón  y  del 
buen  sentido  de  los  pueblos;  pero  han  estado  defendidas  por  un  es- 
píritu ciego,  tradicional,  ó  han  tenido  el  favor  de  las  creencias  reli- 
giosas, de  la  superstición  ó  del  fanatismo;  mas  no  hay  en  la  historia 
de  los  errores  humanos  el  ejemplo  de  tma  preocupación,  que  com- 
batida por  la  religión,  castigada  por  las  leyes,  haya  atravesado  como 
el  duelo  por  los  siglos  sm  debilitarse  siquiera. 

Y  algo  debiera  decir  á  los  adversarios  del  desafío  la  observación 
de  este  fenómeno  moral,  inconcebible,  si  el  duelo  se  fundara  en  un 
falso  punto  de  honor,  si  fuera  una  lamentable  aberración  del  género 
humano,  si  fuera  una  bárbara. preocupación  indigna  de  los  pueblos 
cultos. 

No  es  pues  el  duelo  una  preocupación  de  nuestros  dias,  no  se 
funda  en  un  falso  punto  de  honor. 

Es  el  gran  principio  constitutivo  de  las  sociedades  modernas,  es 
el  INDIVIDUALISMO,  es  el  sentimiento  de  alta  estimación  de  sí 
propio  el  que  mantiene  el  duelo  en  nuestras  costumbres. 

La  preocupación,  el  error,  están  de  parte  de  los  que,  animados  de 
ciertas  prevenciones  contra  el  desafío,  han  querido  condenarle  sin 
meditar  bastante  lo  que  se  decian.  En  este  error  tienen  su  funda- 
mento y  su  origen  todos  los  ataques,  todas  las  apasionadas  decla- 
maciones que  se  hacen  contra  esta  costumbre.  No  tiene  tampoco  otra 
esplicacion  la  inoportuna  severidad  de  las  leyes  contra  el  desafío. 
Ni  hay  que  buscar  otro  principio  al  impotente  empeño  de  los  gobier- 
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nos  por  proscribirlo;  empeño  irapotente  »í«  porque  el  duelo  se  levan^ 
ta  triunfo^  enmedio  de  tantos  y  tantos  demeatos  conjarados  en^ 
saoontnu 

En  último  análisis,  bien  considerado  todo  respecto  del  duelo» 
puede  hacerse  esta  predicción.  Mientras  el  bonor  se  conciba  de  la 
manera  que  hAy  se  concibe,  nienti^  el  individualismo  domine  como 
principio  CiU  las  creencias  y  en  las  institucjiones,  subsistirá  el  desafío, 
y  resistirá  á  todos  los  esfuerzos  de  los  gobiernos  para  su  represión» 
Solo  en  un  cambio  completo  de  los  elementos  de  la  civilización  actaaU 
soló  pasando  el  mundo  por  una  de  aquellas  trasforniaciones  profun- 
das que  señalan  la  hora  de  una  gran  revolución  en  el  genera  huma- 
no, solo  volviendo  á  dominar  el  SOCIALISMO,,  desaparecerá  el 
desafío  moderno  para  ser  reemplazado  por  los  combates,  por  las  vir* 
tudes  heroicas  de  la  antigüedad,  ó  volveria  á  caer  la  raza  humana 
en  el  envilecimiento  y  degradación  de  los  últimos  dias  de  Roma. 

(Se  continuará.)   ^ 

Cirilo  Aivarez* 
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Al  esponer  la  teoría  feudal  de  nuestro  reino  de  Aragón,  solo  de 
sus  fueros  me  he  ocupado,  y  de  las  doctrinas  que  nuestros  juriscon- 
sultos y  comentadores  han  sostenido  para  esplicar  sus  tendencias, 
tanto  sociales  como  políticas. 

He  visto  que  en  el  privilegio  general  se  anatematizaba  elm^ro  y 

mixto  imperio;  y  que  después  de  asegurar,  que  no  habia  existido  ni 

era  posible  asistiese  en  nuestro  reino,  se  fijaba  al  mismo  tiempo  la 

significación  que  se  quería  dar  á  este  término  forense;  y  de  todo  he 

0  I         II  ■" 

(1)    Véanse  las  págs.  321  y  417  del  tomo  XIII;  las  56,  193  y  307 
del  tomo  XIV,  y  la  111  y  229  del  tomo  XV. 
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deducido»  que  sí  la  potestad  Aeal  «anca  había  ádo  absalnla^  mÉDoa 
lo  pudo  ser  el  poder  dominical  de  los  Señares  de  vsmUos. 

Ai  leer  cómo  nuestras  Cortes  declaraban  qoe  el  rana  de  Ara» 
gon  consistía  en  sa  libertad,  y  qne  solo  i  preoíd  de  eela  podrían  6o« 
portar  sus  moradores  la  pobreza  y  esterilidad  de  sn  «saekv  heme 
convencido  de  qae  la  esclavitud,  esto  esi»  el  poMallaje  fntM  na  ea-« 
bia  dentro  de  sus  instituciones,  y  que  en  caso  de  haber  existido  en 
el  territorio  aragonés,  debió  ser  en  puebles  no  poblados  i  loe  Fueros 
del  Beino,  y  siempre  á  poder  de  abusos  y  nsnrpaGÍoneSvqiie  (merced 
á  la  confusión  de  los  tiempos  y  á  la  prepotencia  de  alganos  podero* 
sos)  habrían  prevalecido,  como  muchas  veces  prevalece  el  erünea^ 
contra  toda  justicia  y  contra  toda  ley. 

Guiado  por  este  espíritu,  en  mis  estudios  feudales»  he  visto»  en 

^Gto,  que  el  abuso  de  la  costumbre,  elevado  á  prueba»  bajo  el  ti«^ 

tulo  de  vrmemorial  franqueó  la  puerta  á  las  invasiones  del  feudalis* 

mo,  enseñoreado  ya  de  toda  Europa;  y  que  sometida  á  sus  hábitos  y 

resabios  la  Marca^hispana,  consiguió  infiltrarlos  en  el  condado  de 

Ribagorza,  donde  se  levantaron,  convertidos  en  verdaderos  feudos* 

.  Empero  he  observado  tamlNen»  que  las  Cortes  aragonesas  se  ocn-^ 

paron  de  este  contagio;  y  que  tratando  de  poner  coto  á  tales  usur^* 

paciones,  declararon  fuera  de  la  ley  á  los  pueblos  que,  por  débiles  6 

desavisados  se  habían  sometido  á  tan  bárbaro  régimen.  ¡Castigo  du* 

ro,  pero  merecido,  de  quienes,  con  tantos  medios  ferales  para  couh 

batk  este  linaje  de  tiranía,  así  sucumbían  ante  el  primer  amago  de 

la  soberbia  señorial! 

Bastantes  eran  estos  datos  y  estas  doctrinas  constitutivas  del 

reino  araganés,  para  convencerme,  deque  las  instituciones  feudales 

no  pudieron  compadecerse  con  la  índole  política  de  sa  monarquía; 

pero  al  considerar  además  que  su  corona  era  paccionada,  que  nanea 

sus  reyes  en  sus  mayores  desapoderamientos  lograron  constituirse 

en  señores  de  vidas  y  haciendas;  que  nunca  tampoco  pudieron   dis* 

poner  de  parte  ninguna  del  reino,  ni  de  cosa  alguna  de  él;  y  que  ios^ 

pueblos  de  realengo,  libres  de  por  sí,  y  aforados  á  las  franquicia» 

generales  del  reino,  no  podian  cambiar  do  condición  porque  pasa» 

sen  á  ningún  Señorío  particular,  no  tuve  á  mal  caso»  sostener  quo 

el  Feudalismo  era  incompatible  con  la  constitución  foral  aragonesa. 

Esto  he  hecho  en  los  artículos  anteriores,  mas  sin  salirme  de  Iosp 

Fueros^  de  los  Actos  de  corte  y  de  los  procedimientos  oficiales  de 

cada  jurisdicción,  dentro  del  estadio  ó  círculo  de  sus  atribuciones. 
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Empero  DO  ha]^  ínstiíacioii  fiin  ableos  que  ia  meaosca^en  y  ami 
desnaUíralieen;  BÍ  paeblo  aigiiüe  tampoco  en  cuya  historia  mo  se  re^ 
gistreo  hechos  que^fean  y  degradan  su  índole  y  su  carácter;  ni  siu 
acontecimioiDtos  lame&tabtes  qtie  superiores  en  fuerza  y  en  poder  4 
todo  diqiie:soGÍal,  no  sé  hayan  sobrepuesto  á  las  leyes,  por  muy  ro* 
bttsta  que  haya  sido  laorganizacion  política  del  Estado  donde  tuvie- 
ron lugar. 

Si  nunca  sudoso  alguno  aleanzase  á  sobreponerse  ¿  las  prescrip- 
ciones legales  de  un  país;  si  nunca  ia  maldad,  y  mas  aun,  el  fraud  e 
simulado  y  la  usurpación  pudieran  romper  el  freno  de  la  discipli- 
na, nunca  tiunpocoel  crimen  hubiera  quedado  impune;  y  sin  la  im- 
punidad, hartos  siglos  hace  que  los  delitos  serian  una  cosa  descono- 
cida en  las  scíciedades' civiles.  Dadme  la  inflexíbílidad  de  las  leyes,  y 
la  incorruptibiiidad  de  tos  tribunales;  dadme  por  cabo  ^  término  de 
ambos  estremos,  la  ineludibilidad  de  la  sanción  penal,  y  os  daré  la 
tierra  purgada  de  todo  delito.  De  otro  modo,  ia  menor  ó  mayor 
frecuencia  coü  que  estos  se  cometen,  pero  nunca  su  cohipieta  estir*- 
pacion^  será  la  medida,  cotí  que  pueden  graduarse  la  escelencia  de 
las  instituciones  de  un  pueblo,  la  mayor  ó  mejor  bondad  de  sus  cos- 
tumbres públicas.  ' 

En  ningunas  ha  estado  la  potestad  Real  mas  limitada  que  en 
las  de  Aragón,  y  en  ningunas  tampoco  ha  existido  una  serie  tan  con- 
tinuada de  reyes  mas  morigerados,  mas  humanos  y  respetuosos.  In- 
finitos son  los  testimonios  que  pudieran  aducirse  de  esta  verdad, 
que  muchos  antes  que  yo  han  reconocido  y  ensalzado  ;  pero  la  his- 
toria de  nuestro  reino  no  se  presenta  por  eso  limpia  de  toda  man. 
cha,  ni  la  diadema  de  sus  monarcas  dejó  de  mancillarse  con  actos 
indignos  de  la  magestad  Real. 

Acaso  los  reyes  mas  señalados  por  su  buen  tino  en  el  arte  de 
gobernar,  sean  los  que  en  casos  dados  hayan  caido  en  mas  graves 
prevaricaciones,  en  menos  escusables  atentados.  T  digo  esto,  por- 
que al  fijar  mi  imaginación  en  este  punto ,  viéneseme  á  mas  andar 
la  memoria  del  Rey  Católico ,  que  en  la  historia  aragonesa  tiene  so- 
bre sí  la  mas  grave  imputación  en  que  haya  incurrido  ningún  otro 
de  los  monarcas  de  nuestro  reino. 

Y  sin  embargo ,  este  que  tenia  á  la  mano  recursos  forales  de 
ineludible  eficacia  para  la  potestad  Real,  y  que  los  habia  usado  an- 
tes, y  los  vino  usando  después,  con  reyes  no  menos  celosos  de  sus 
prerogativas  que  Femando  Y,  guardó  silencio  sobre  tan  grave  aten-  > 
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tado:  y  la  misma  ciudad  de  Zaragoza,  que  tantos  escándalos  pro- 
moviera con  su  Privilegio  de  veinte,  presenció  muda  é  impasible  el 
asesinato  de  uno  de  sus  Jurador  á  manos  de  los  oQciales  del  mo- 
narca. 

Nada  he  podido  averiguar  que  esplique  las  causas  de  este  si- 
lencio; porque  la  historia  no  hace  mas  que  referir  el  hecho,  sin  que 
comentarista  alguno  se  haya  tomado  el  trabajo  ni  aun  de  calificar- 
lo. Lo  refieren  con  horror,  é  indican  el  espanto  que  puso  en  el  áni- 
mo de  las  gentes  tan  grave  crimen;  pero  sin  duda  ante  la  impasi- 
bilidad de  los  encargados  de  su  vindicación,  entorpecióseles  la  mano 
para  escribir  sus  quejas,  y  hasta  se  les  era6argó  la  voz  en  la  gar- 
ganta para  trasmitirlas  á  otra  edad,  envuelta  eu  la  tradición. 

He  querido  con  esto  indicar,  que  al  esponer  las  doctrinas  políti- 
cas del  antiguo  reino  aragonés,  no  pasó  por  mi  ánimo  negar  que  en 
su  historia  no  se  registran  hechos  repugnantes  á  sus  instituciones, 
porque  esto  fuera  demasiado  pretender  en  tari  larga  serie  de  siglos, 
y  en  el  vaivén  de  las  violentas  vicisitudes,  por  donde  atravesó  su 
paccioriada  monarquía,  sino  que  estos  hechos,  aun  tolerados  en 
circunstancias  dadas,  aun  apoyados  por  el  estravío  con  que  las  ma- 
las pasiones  suelen  en  dias  de  turbación  y  desasosiego  torcer  el 
curso  dé  las  leyes,  ó  reducirlas  al  silencio,  iiada  pueden  probar 
contra  tas  instituciones  de  los  pueblos,  así  como  Ik  escepcion  no 
destruye  la  existencia  de  la  regla  general. 

Escepcibnes  de  esta  índole,  y  bien  ¿raves  de  suyo,  se  citan  y  se 
comentan  en  pro  del  feudalismo  aragoúé^:'  perb  probando  su  ¡lega- 
lidad, justificando  que  fueron  contrarias'  ál  espíritu  y  letra  de  nues- 
tros fueros,  quedará  probadoyjrístificado  también,  que  ni  la  tole- 
rancia de  los  monarcas,  ni  el  erróneo  parecer  de  los  jurisconsultos 
en  quienes  se.  buscó  apoyo,  alcanzan  á  legalizar  lo  que  dentro  de 
sus  leyes  no  tenga  posible  legitimación. 

Gravísimos  son  algunos  de  los  heéhos  que  se  esponen  para  pro- 
bar la  existencia  del  feudalismo  aragonés,  y  esto  en  épocas  en  que 
apenas  existían  restos  feudales,  len  los  délnás  reinos  que  constitu- 
yen la  monarquía  espaSola.  Son  íóiiiadbs  estos  ejemplos  del  prome- 
dio ya  de  la  casa  de  Austria,  y  tan  absurdos  por  sí  mismos,  que  es- 
to Cabalmente  debiera  argüir  contra  ellos. 

Parece  qte  por  los  anos  1600,  y  á  resultas  de  una  reyerta  pro- 
movida en  la  villa  del  Belchile  entré  varios  de  sus  vecinos,  perso- 
nas dé  calidad  algunos,  y  hasta  deudos  del  conde  de  dicho  nombre  ^ 

TOMO  XVI.  3 
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hubieron  de  venir  á  las  manos  con  el  alcalde  de  dicha  vHla,  á  quien 
apalearon,  dándole  además  una  cuchillada. 

Presentes  á  este  caso  se  hallaban  algunos  individuos  de  justicia, 
que  descuidaron  la  defensa  del  maltratado  alcalde,  ó  por  temor  ó 
por  parcialidad  acaso,  ó  porque  huyendo  los  agresores  se  pusieron 
en  cobro,  primero  en  un  monasterio  próximo,  y  después  en  la  ciu- 
dad de  Zaragoza.  Nada  resolvió  el  conde  sobre  este  escándalo, 
cuando  los  testigos  presencíales  fueron  á  darle  cuenta  del  suceso  á 
la  referida  ciudad;  pero  trasladándose  á  Belchite,  pocos  dias  des- 
pués, tomó  á  su  mano  á  cinco  dellos,  condüjolos  á  la  villa  de  Ijar, 
é  hizo  dar  azotes  á  uno  y  garrote  á  los  cuatro  restantes. 

Ruidoso  escándalo  promovió  en  el  reino  tan  grave  atentado,  que 
i  no  serlo,  pasara  por  desahogo  natural  de  las  iras  señoriales;  y 
esta  insurrección  del  espíritu  público,  contra  tan  rudo  proceder, 
probará  siempre,  que  el  procedimiento  no  deberia  estar  muy  de 
acuerdo  con  las  costumbres  y  prácticas  del  reino,  por  que  con  sus 
fueros  de  seguro  que  no  lo  estaba. 

Llegó  á  oídas  de  Felipe  III  no  solo  la  gravedad  del  caso,  sino  el 
riesgo  también  de  que  (por  el  desabrimiento  y  enojo  con  que  se  ha- 
bía tomado  en  el  r^íno  tan  inicuo  proceder)  se  suscitasen  perturba- 
ciones que  pudieran  alterar  la  paz  de  él,  y  resuelto  el  monarca  á 
poner  remedio  y  eficaz  correctivo  á  tan  insolentes  desmanes,  con« 
sultó  la  manera  de  tomar  la  satisfacción  debida. 

Harto  remiso,  é  irresoluto  y  aun  temeroso  andubo  su  consejo, 
en  darle  el  que  mas  pudiera  corresponder  á  tales  desapoderamien- 
tos; y  suponiendo  dos  cosas,  en  que  de  buen  grado  no  se  puede 
convenir,  y  son,  que  la  villa  de  Belchite  pertenecía  á  los  pueblos 
desaforados  de  potestad  absoluta^  y  que  el  ejercicio  de  esta  dominio 
caXura  tenía  el  apoyo  de  los  fueros  en  los  señoríos  jurisdiccionales, 
acordóse  por  toda  providencia,  que  se  tomasen  informes  sobre  el  ca- 
so, de  quienes  pudieran  darlos  competentemente  con  secreto  y  con 
imparcialidad. 

La  respuesta  del  Consejo  de  Aragón  á  esta  consulta,  que  se  le 
comunicó  después,  fué  declarar  al  conde  de  Belchite  homicida  vo- 
luntario, como  sí  hubiese  ejecutado  aquellos  asesinatos  violentamen- 
te con  tiros  de  encopeta,  ú  otro  género  de  muerte;  pero  desviándose 
de  lo  que  á  la  potestad  jReal  competía  contra  los  abusos  de  jurisdic- 
ción cometidos  por  aquel  señor  de  vasallos. 

Dio  por  sentado,  que  el  daño  era  propio  y  connatural  de  las  li* 
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bertades  de  que  aun  disfrutaba  nuestro  reino  (con  piadosa  inten- 
ción sin  duda);  y  aconsejó  la  templada  y  liviana  providencia  de  que 
se  tragese  á  la  corte  de  Castilla  la  persona  del  conde  para  proceder 
contra  él  como  desobediente  (porque  llamado  antes  despreció  el 
aviso):  si  bien  preveía  que  de  ello  habian  de  resultar  por  parte  de 
los  señores  de  Aragón  ruegos,  importunidades  y  embajadas,  fun- 
dándose en  que  los  monarcas  sus  predecesores  habian  tolerado  estos 
habusos. 

Nótese  en  todo  esto ,  que  la  marcada  tendencia  del  Consejo ,  en 
esta  manera  capciosa  de  señalar  el  daño  y  ponderar  los  inconve- 
nientes de  su  remedio,  no  era  la  reforma  y  estirpacion  de  estos  des-  ■ 
manes,  que  solo  calificaba  de  abusivos,  sino  la  de  las  instituciones^ 
contra  cuya  legitimidad  nada  se  podia  alegar ,  si  bien  indicaba  que 
para  ello  era  necesaria  la  intervención  de  las  Cortes. 

A  importantes  reflexiones  podría  abrir  la  puerta  este  dictamen» 
dado  por  jurisconsultos  de  la  escuela  de  Felipe  II  (pues  de  ella  traíaa 
su  raíz  las  doctrinas  que  profesaban),  y  que  en  obrar  así  no  haciaa 
mas  que  seguir  el  designio  de  su  maestro ,  en  el  punto  de  anular» 
bajo  formas  legales,  las  libertades  aragonesas,  así  como  había  des* 
truido  su  augusto  padre  las  de  Castilla  por  fuerza  de  armas  en  la 
jornada  de  Villalar. 

Para  esta  empresa  contábase,  sin  duda,  con  la  servil  docilidad» 
que  ya  se  habia  ensayado  en  las  Cortes  de  Tarazona,  á  seguida  do^ 
la  decapitación  de  Lanuza ,  cuya  magistratura  pasó,  por  su  muerte» 
á  manos  de  oscuros  leguleyos,  educados  al  calor  de  las  doctrinas 
austríacas. 

En  el  mismo  sentido  de  templanza  respecto  al  conde ,  pero  sia 
tocar  el  punto  de  la  reforma  constitucional,  se  halla  escrita  la  carta 
del  abogado  fiscal,  el  doctor  Mira  vete  de  Blancas  (carta  que  sirvi6 
de  apoyo  al  informe  del  Consejo),  proponiendo  medidas,  de  difícil 
ejecución  en  su  concepto,  si  para  eludirlas  echaba  mano  el  interesa» 
do  del  recurso  privilegiado  de  la  Firma;  en  virtud  de  lo  cual,  á. 
nada  se  procedió  por  entonces. 

Graves,  muy  graves  de  tolerar,  son  los  errores  que  (en  mi  con- 
cepto) contiene  el  espediente  instruido  sobre  los  asesinatos  det 
conde  de  Belchite.  Cierto  es  que  los  desafueros  á  que  se  entregaron 
los  señores  de  vasallos  de  nuestro  reino,  durante  la  dominación  de 
la  casa  de  Austria,  escedieron  á  los  de  épocas  anteriores,  y  que  esta, 
reacción  feudal  tiene  una  esplicacion  muy  sencilla;  pero  nunca  la 
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será  que  el  reconocimiento  de  tales  abusos  se  sostuviera  al  apoyo 
de  nuestros  fueros,  sino  al  interés  bastardo  de  tendencias  antí- 
forales. 

Una  vez  abatido  el  poder  señorial  de  la  nobleza  por  los  Reyes 
Católicos,  para  robustecer  con  sus  despojos  la  jurisdicción  Real,  co- 
menzáronse á  temer  los  acrecentamientos  populares,  por  los  que  taa 
de  propósito  se  habían  consagrado  al  entronizamiento  del  absolutis- 
mo monárquico.  Esta  misma  raza  de  jurisconsultos,  tan  avezados 
por  sus  estudios  á  las  doctrinas  del  derecho  romano,  fueron  los  que, 
bajo  aquellos  monarcas,  habían  declarado  qué  el  uso  de  los  remedios 
(orales  no  cabía  en  las  causas  de  fé  instruidas  por  el  Santo-Oficio; 
declaración  que  repitieron  bajo  su  biznieto  Felipe  II,  con  motivo  de 
la  manifestación  de  Antonio  Pérez ,  logrando  falsear  así  las  liberta- 
des públicas  de  aquel  reino ,  y  siendo  este  falseamiento  la  causa  ¡a- 
mediata  y  necesaria  de  su  ruina. 

Sin  embargo  ,  semejante  declaración,  era  tan  absurda  con  arre- 
glo á  los  fueros  de  aquel  reino,  como  contraría  á  las  prácticas  mas 
antiguas  y  autorizadas,  en  los  puntos  en  que  la* jurisdicción  foral 
venía  á  rozarse  con  la  eclesiástica. 

No  se  tome,  pues,  á  estrañeza  que  la  escuela  qué  entahces 
atentó  tan  derechamente  contra  las  libertades  del  país,  sostuviera 
dos  siglos  después  (cuando  se  hallaba  mas  en  sazón  el  proyecto  de 
su  ruina)  la  potestad  dominical  de  los  señores  de  vasallos,  á  cuyo 
servicio  y  estipendio  vivían,  y  con  cuyos  abusos  medraban. 

Pero  no  por  esto,  ni  por  la  autoridad  que  entonces  alcanzaron 
sus  dictámenes,  deben  pasar  hoy  sin  correctivo  sus  errores  y  malas 
doctrinas. 

Nunca  en  Aragón  fueron  los  señores  jurísdiécíonales  señores  de 
potestad  absoluta. 

En  esto  han  convenido  cuantos  escritores  regnícolas  se  hayan 
(dé  propósito  ó  por  incidencia)  ocupado  de  esté  "asunto:  Esos  señores 
feudales  ejercían  su  potestad  dominical  solo  en  pueblos  desaforados, 
sin  que  nunca  alcanzaran  á  revestir  sü  poder  de  forma  alguna  juris- 
diccional. 

Bajo  este  supuesto ,  que  no  espero  sea  desmentido ,  lá  villa  de 

Belchite,  pertenecía  al  Honor  del  conde  de  su  nombré ,  y  nunca  su 

señorío  pudo  tomarse  como  ¿te  potestad  absoluta.  La  administración 

de  justicia  estaba  en  ella  organizada,  según  los  fueros  del  reino, 

orno  resulta  del  espediente  mismo  instruido  sobre  los  asesíoíatos  del ' 
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conde.  Teujentes  de  alcalde ,  jurados  y  ministros  todos,  de  jasticía 
fueron  las  personas  contra  quienes  se  procedió  por  no  haber  presta- 
do auii^ilio.al  alpalde  en  su  conflicto  con  los  deudos  del  conde. 

Esto  manifiesta,  que  el  poder  ejercíase  en  Belchite,  como  ver- 
dadera jurisdicpion,  ayudándose  de  las  formas  legales  en  sus  pro- 
cedimientos de  oficio  t  y  esto  basta  para  rechazar  la  condición  de 
vasallos  de  s\^no  servicio  que  los  jurisconsultos  de  Felipe  III  qui- 
sieron imponer  á  los  vecinos  de  dicha  villa. 

Pero  existe  por  fortuna  un  documento  auténtico,  irrefragable, 
que.des^utoriza  la  voluntaria  cuanto  errónea  calificación  de  aque- 
llos consejeros.  Tengo  á  la  mano ,  tomándola  de  la  Colección  de 
fueros  y  curtas-pueblas  del  académico  Sr.  Muñoz ,  la  de  dicha  villa, 
y  deella  resulta,  que  Belchite  ni  fué,  ni  nunca  pudo  ^ser  población 
desaforada,  ni  estar  sometida  á  la  potestad  absoluta  de  ningún  se- 
ñor de  vaaallos. 

Don  Alonso  el  Batallador ,  á  quien  pertenece  dicho  doQumeiMo, 
t)torgó  en  1116  á  los  vecinos  de  dicha  villa,  carta  de  liberación  tan 
franca,  como  que  al  declararlos  libres  é  ingenuos,  quiere  que  en  sus 
causas  usen  de  los  mismos  fueros  concedidos  anteriormente  á  la 
ciudad  de  Zaragoza,  Y  no  solo  manifiesta  que  es  üúo  de  jsus  paebb^ 
de  realengo  y  de  ¿onor,  es  decir,  de  señorío  jurisdiccional,  sino 
que  después  de,  declararlos  exentos  de  varios  gravámenes ,  genera- 
les éntrelos  pueblos  de  su  índole,  manda  que  se  consideren  siem- 
pre ingénnos,  libres  y  francos,  ellos  y  sus  hijos,  y  sus  casas  y  sus 
tierras,  obrando  en  todo  conforme  á  su  voluntad,  salva  solo  la  fide- 
lidad al  monarca  otorgante  y  á  sus  sucesores. 

Huelgan  para  mi  propósito  las  demás  cláusulas  de  dicha  carta- 
puebla,  y  omito  por  ello  su  inserción ,  puesto  que  por  ser  no  me* 
nos.  notables  pudieran  dar  margen  á  mas  amplias  esplicaciones. 

Libre,  pues,  estaba  de  todo  señorío  dominical  la  villa  de  Bel- 
chite, cuando  el  Batallador  quiso  dar  fomento  y  medros  á  su  vecin- 
dario con  los  privilegios  y  exenciones  de  su  carta^puebla;  y  sus  ve- 
cinos no  pudieron  perder  su  condición  de  ingenuos  cuando  por  al- 
guna regia  merced  pasaron  al  feudo  de  honor  de  su  conde  titular. 
Ignoro  la  época  en  que  esto  aconteció,  y  los  términos  también  en 
que  la  dotiadon  estuviese  redactada,  porque  importa. poco  i  oií 
designio  la  noticia  de  estos  estremos;  pero  como  quiera  que  los  mo- 
narcas aragoneses  al  repartir  los  honores  de  su  reino  entre  sus 
rieos'hombres  no  podían  cambiar^  su  ífidoifi,  resultará  siempre  qo^ 
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la  villa  de  Belchíte  nunca  pudo  someterse  á  señor  alguno  de  potes^- 
tad  absoluta. 

Y  mal  pudo  tampoco  reconocer  el  Consejo  de  Aragón  la  legitt* 

'inidad  de  los  actos  señoriales  de  su  conde ,  aunque  su  término  no 

'liubiera  sido  el  de  tan  inicuos  asesinatos:  ni  encarecer  tampoco  lat 

dificultad  de  poner  remedio  á  tales  escesos  con  ayuda  de  los  fueros 

del  reino,  proclamando  además  doctrinas  tan  insostenibles  dentro  de 

nuestro  régimen  foral. 

Ya  tengo  indicado  antes,  la  buena  voluntad  con  que  los  juris- 
consultos de  la  escuela  creada  por  Felipe  I  (de  Castilla  II)  propen- 
dían ¿  conceder  á  los  señores  de  vasallos  esa  potestad  cJfsoluta  que 
nunca  pudieron  tener  los  de  Aragón  en  los  pueblos  de  sus  honores: 
y  cuánto  creció  la  insolencia  de  estos  régulos  al  calor  con  que  la 
casa  de  Austria  fomenié  sus  desmanes,  para  que  sirvieran  de  re- 
presa á  la^spansion  que  á  la  clase  popular  se  concediera  por  los 
Reyes  Católicos,  cuando  necesitaron  de  su  auxilio  contra  la  prepo- 
tencia feudal. 

Pero  dado  este  paso ,  se  cambió  de  plan  y  de  sistema.  Sometidos 
á  la  jurisdicción  real  los  señoríos  de  toda  especie ,  y  viviendo  y  re- 
cibiendo sus  medros  de  la  corona  los  antiguos  ricos-hombres,  ma& 
tpie  sus  rivales,  eran  sus  servidores;  y  de  sus  servicios  y  buena  vo- 
luntad necesitaba  el  trono  austríaco  para  levantar  el  absolutismo 
monárquico  sobre  la  ruina  de  las  libertades  públicas,  plan  que  ini-^ 
ció  Cários  I,  y  que,  desarrollado  mas  resueltamente  por  su  hijo  Fe- 
lipe, pasó  para  su  completo  acrecentamiento  al  primer  vastago  de  la 
casa  de  Borbon,  que  lo  llevó  á  cabo  con  el  hierro  de  la  conquista. 

Mas  sea  de  esto  lo  que  quiera,  es  lo  cierto  que  la  villa  de  Bel- 
cbite  nunca  perteneció,  ni  pudo  pertenecer  á  ningún  señorío  de  po- 
testad absoluta;  y  que  los  escesos  y  desafueros  de  sus  señores  po- 
dian  y  debían  someterse  al  ejercicio  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  y 
de  los  recursos  forales. 

Sus  condes  nunca  ejercieron  legítimamente  mas  jurisdicción 
■  que  la  foral ,  y  ni  en  sus  mismos  archivos  existen  documentos  que 
•acrediten  género  alguno  de  feudalismo  en  su  honor.  Hoy,  después 
del  prolijo  examen  que  de  todos  ellos  se  han  hecho  por  los  señores 
de  vasallos  para  sostener  sus  derechos  señoriales ,  no  se  conserva 
-memoria  de  que  el  conde  de  Belchite  disfrutara  en  lo  antiguo  de 
otra  prestación  que  dos  séptimos  del  diezmo  de  algunos ,  que  no  to- 
'dos  los  términos  de  dichavüla,  y  de  los  privilegios  de  molinos  y 
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horno,  y  del  de  riego  para  una  finca  de  muy  corto  valor,  que  es 
lo  ünico  que  actualmente  posee  en  su  condado. 

De  igual  índole,  aunque  mas  censurable  todaviá,  es  el  segundo 
caso  que  se  nos  cita  del  pueblo  de  Galanda,  relativo  al  gravísimo 
atentado  cometido  en  él  por  la  que  se  titulaba  su  señora,  dona  Vic* 
toría  Pímentel,  mujer  de  D.  Martin  de  Alagon. 

Era  por  lo  visto  dicha  dama,  que  se  había  educado  en  la  corte 

de  Felipe  III una  verdadera  seSora  de  horca  y  cuchillo,  que 

daga  en  cinto,  y  pendiente  del  mismo  un  par  de  pistolas ,  recorría  su 
Estado,  componiendo  su  cortejo  de  gentes  de  condición  aviesa,  y  ar- 
riscada, de  la  que  por  su  índole  facinerosa,  se  conocían  en  aquellos 
tiempos  con  el  nombre  de  lacayos. 

Decretada  en  España  la  espulsion  de  los  moriscos,  hubo  de  apo- 
derarse dé  sus  bienes,  cosa  que  parece  ofrecía  alguna  dificultad  ,  en 
la  villa  de  Galanda,  según  lo  indicaba  su  mismo  alcalde,  y  para  alla- 
nar el  camino,  procuró  ganar  á  su  servicio  la  espresada  Pimentel, 
á  un  tal  Salaverte,  catalán  comarcano,  que  tenia  fama  de  mozo  re- 
suelto, y  que  había  dado  celebridad  á  su  nombre  con  el  terror  que 
inspiraban  sus  crímenes.  Una  vez  aprovechado  este  auxilio ,  los  ve- 
cinos de  Galanda  principiaron  á  temer,  que  no  teniendo  á  la  ma- 
no moriscos  que  atrepellar,  y  desabriéndose  Salaverte  de  no  dar  ali- 
mento á  sus  instintos  facinerosos,  quisiera  ensayarlos  en  los  cristia- 
nos viejos,  y  en  su  virtud  pidieron  á  su  señora  despidiese  del  ve- 
cindario á  tan  temible  huésped. 

Acudió  la  Señora  á  esta  súplica,  espulsando  á  Salaverte  de  la  vi- 
lla, á  quien  por  harto  remiso  en  su  obediencia  conminó  con  la  pena 
de  muerte. 

No  son  de  referir  las  malas  artes  que  puso  en  juego  la  Pimentel 
para  atraerse  la  persona  de  su  antiguo  servidor,  que  se  andaba  algo 
soliviantado  con  el  proceder  de  su  señora ,  ni  la  perfidia  altamente 
alevosa  con  que,  habiéndolo  cogido  entre  sus  redes,  lo  hizo  ajusticiar 
públicamente. 

Los  medios  de  que  echó  mano  para  conseguir  su  prisión,  esce- 
den por  su  repugnancia  á  todo  encarecimiento;  pero  son  tales,  y 
hasta  tal  punto  envilecían  las  condiciones  de  su  sexo  en  una  dama 
de  su  calidad,  que  mas  que  á  la  estincion  de  los  moriscos,  debió  ha- 
berse consagrado  el  monarca  á  la  espulsion  de  las  razas  señoriales, 
que  de  aquella  manera  ejercitaban  sus  pretendidos  derechos. 

Según  el  espediente  formado  por  la  villa  de  Calaiida  en  el  co- 
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ticia mayor  del  reino,  á  fin  de  projtocolizar  en  debida  .foripa  su  fuero 
de  población^  r^^nlt^,  que^dicba  villa  con  sus  agregadps  peripecia 
á  la  orden  de  Caíatrava:  qi^e  en  1602  enajenó  su  señorío  á  don 
Martin  de  Alagon^  conde  de  Sástago,  y  á  dofia  Elvira  Pií^entel  su 
mujer:  que  muerto  dicho  ^ia^on,  se  rescindió  la  indicada    yejata  á 
instancia  de  la  orden  de  Caíatrava,  por  falta  de  cumplimiento  á  es- 
ta del  indicado  conde  de  Sástago:  y  que  vuelta  la  villa  de  Sástago 
á  su  anterior  estado,  se  tomó  posesión  de  su  señorío  por  el  procu- 
rador de  Caíatrava  como  consta  por  escritura  pública  de   1626, 
testificada  por  Manuel  Quirós,  escribano  de  S.  M.  y  oficial  mayor 
de  la  escribanía  de  cámara  de  las  órdenes  de  Caíatrava  y  Al- 
cántara. 

Dos  cosas  (entre  otras  muchas),  resultan  de  la  toma  de  pose- 
sión, la  una  que  el  señorío  era  jurisdiccional,  y  lá  otra  que  los  veci- 
nos de  Calanda  podian  usar  y  gozar  de  todos  los  fueros,  observan- 
cias, usos,  costumbres,  privilegios,  franquezas  del  reino  de  A,ragon: 
debiendo  advertir  que  en  esta  carta  puebla  no  se  trata  de  otorgar 
nuevos  derechos  á  los  pobladores  de  aquella  villa,  sino  de  consig- 
nar los  que  siempre  habian  tenido  y  disfrutado. 

Estas  solas  indicaciones  bastarían,  sin  el  apoyo  de  ningunas 
otras,  para  destruir  el  carácter  de  potestad  absoluta  que  se  ha  que- 
rido atribuir  al  señorío  de  Calanda  y  sus  anejos. 

Los  que  pretenden  sostener  tan  falso  dictamen,  no  se  curan  de 
manifestar  si  la  enajenación  del  feudo  de  Calanda  se  hizo  á  favor 
de  la  Pimentel,  estranjera  sin  duda,  según  su  apellido,  ó  á  su  espo- 
so, quien  por  el  suyo  pertenecía  á  una  de  las  casas  de  nuestros  ricos- 
hombres,  que  eran  ios  condes  de  Santiago.  Tampoco  espresan  si  la 
tal  Señora  de  vasallos,  lo  era  por  su  marido,  y  viuda  ya,  obraba  en 
virtud  del  usufructo  foral,  ó  si  en  vida  de  aquel  procedió  por  sí  y 
ante  si  al  crimen  de  que  se  le  acusaba. 

En  uno  y  otro  caso,  viuda  ó  casada,  debió  notarse  una  grande 
irregularidad  en  sus  procedimientos,  por  los  que  intentan  hoy  sos- 
tener su  potestad  feudal;  porque  ni  en  vjda  de  su  esposo  podia  ad- 
ministrar ni  gobernar  su  señorío,  ni  en  su  calidad  de  viuda,  podia 
según  nuestros  fueros  usar  de  la  potestad  absoluta^  aunque  Caíanla 
hubiese  pertenecido  á  esta  clase  de  señoríos,  ni  sus  vasallos  lo  fue* 
ran  semtutis,  6  de  signo  servicio. 

Pero  hay  mas:  los  pueblos  de  señoríos  pertQoecienjtes  á  iglesias 
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ú  Órdenes  eclesiásticas,  iacluyeado  eo  estas  las  militar^^L,  no  e^- 
bao  sujetas  á  la  potestad  absoluta  de  sus  seSorQf  y  aunque  fuese  de 
esta  índole  su  señorío;  y  aun  los  que  hubieran  {jierteoedido  á  la  po- 
testad dominical,  libertábanse  de  esta  condición,  i$uando  de  poder 
de  sus  señores  absolutos  pasaban  ai  del  monarca,,  porque  entonces 
convertíanse  en  pueblos  de  realengo,  es  decir,  de  señorío  Juftsdic- 
€ionaI. 

Constituidos  en  su  nuevo  estado  donde  el  monarca  no  tenia  mas 
jurisdicción  que  la  foral,  mal  podía  éste  al  darlos  su  honor  y  trasmitir 
al  donatario  mas  derechos  que  los  que  el  mismo  obtenía  en  lo»  pue- 
blos sobre  que  recaía  su  donación;  y  esto  hubo  de  acontecer,  cuan- 
do el  monarca,  separando  el  pueblo  de  Calanda  del  señorío  de  laór  - 
den  de  Calatrava,  b  dio  en  horm  á  la  Pimentel  ó  á  su  esposo. 

Estas  indicaciones,  que  se  apoyan  en  la  doctrina  coman  de  to- 
dos los  escritores  y  jurisconsultos,  que  han  tratado  esta  materia  de 
señoríos,  ^on  cQnsecuencia  legítima  de  la  aversión  que  se  profesaría 
an  auesíro  reino  á  las  pominicffturas  señoriales,  aversión  que  se 
descubre  distintamente  en  las  mismas  leyes  que  las  autorizan.  Las 
observancias  del  reino  no  señalan  otra  causa  de  legitimidad,  que  la 
costumbre,  pero  costumbre  abusiva,  como  que  se  fundaba,  en  la 
violencia  y  usurpaciones  de  la  jurisdicción  ordinaria,  según  los  mis- 
mos fueros  manitiestan. 

£1  de  Ripacurcia,  al  reconocer  la  existencia  de  los  señoríos  de 
potestad  dominical,  no  solo  dicta  las  disposiciones  convenientes,  pa- 
ra impedir  su  propagación  en  el  reino,  sino  que  declara  fuera  de 
ley  á  los  pueblos  que  hubieran  consentido  en  semejante  vasallaje:  ^ 
el  jurisconsulto  Ramírez,  tipo  entre  los  nuestros,  del  mas  intransi- 
gente ultramontanismo  político,  no  solo  asegura,  que  era  general  el 
odio  que  se  profesaba  á  esta  clase  de  señoríos,  sino  que  supone,  que 
la  potestad  de  tratar  bien  y  md  4  ^os  vasallos,  nunca  estuvo  en 
práctica,  siendo  por  el  contrí^rio  la  letra  qué  la  consigna  una  vana 
fórmula,  cuyas  consecuencias  nadie  aceptó  jamás.  Asegura  también 
que  esta  Potestad  absoluta  traía  su  corriente  del  derecho  de  con- 
quista sobre  los  infiel^,  ,á  quienes  los  conquistadores  hicieron  mer- 
ced de  la  vid^  y  de  $us  propiedades,  de  que  eran  dueños  por  las  le- 
yes de  I9  giifirrja  bajo  la  condición  del  vasallaje  de  signo  servicio,  á 
que  los  ^caceneis  se  somet^p*  .De  tan  vicioso  ejemplo,  supone,  pa- 
só el  ahu^a  á  algunas  o^irtas-ppeblt^s,  que  aceptaron  de  sus  respec- 
tivos s^onroj^t  loa  coloiM^s  qu^  9e  resignaban  á  poblar  las  tierras  de 
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estos  bajo  tan  dora  condieíon.  Por  lo  demás,  la  anatematiza  coma 
bárbara,  y  desde  laego  puede  deducirse  de  sus  doctrinas,  que  allí 
donde  en  el  fuero  de  población  no  se  haya  estipulado  esta  clase  de 
vasallaje,  allí  donde  el  vasallo  no  lo  ba  aceptado  voluntariamente, 
era  contraria  á  nuestros  fueros  la  potestad  dominical. 

De  muy  buen  grado  convengo  en  esta  parte  con  el  jurisconsulto 
Ramirez,  por  que  sobre  sus  doctrinas  vengo  esponiendo  nuestra  teo- 
ría foral,  en  este  punto  de  los  señoríos  de  Aragón. 

Véase,  pues,  si  con  estos  antecedentes  pudo  el  Sacro-Consejo 
contestar,  en  la  forma  que  lo  hizo  á  la  consulta  de  Felipe  ni  sobre 
el  asesinato  de  la  ütnential;  y  véase  asimismo  si  los  errores  de  su 
dictamen  pnedeñ  redundar  en  menoscabo  de  unas  instituciones  que 
rechazaron  siempre  los  escesos  y  malos  hábitos  del  feudalismo,  y 
que  sin  embargo,  se  quieren  calificar  de  esencialmente  feudales. 

Las  bases  que  sirven  de  apoyo  á  esta  opinión,  no  existen  en 
nuestros  fueros,  sino  en  las  malas  tendencias  de  los  sabidores  del 
derecho  bizantino ,  tan  plagado  de  resabios  feudales,  y  que  educa- 
dos además  en  la  escuela  tudesca,  quisieron  traer  á  nuestro  código 
las  doctrinas  absurdas  dé  la  esclavitud  romana,  tan  de  todo  punto 
rechazadas  por  nuestra  legislación  foral. 

Pero  la  carta-puebla  de  Calanda  ha  venido  á  reparar  el  silencio, 
que  tan  sospechoso  se  hacia  en  boca  de  los  que,  tomando  á  empeño 
el  sostener  el  espíritu  feudal  de  la  constitución  aragonesa  ,  tan  de 
pasada  procedian  en  el  examen  de  los  dos  casos  citados.  Consta  de 
aquella  que  el  señorío  de  dicha  villa  se  enajenó  á  favor  del  conde  de 
Sástago  :  que  dicha  villa  estaba  poblada  á  los  fueros  de  Aragón ,  y 
que  por  consecuencia,  sin  la  necesidad  de  apelar  á  las  doctrinas  fo- 
rales  que  regian  en  nuestro  reino  en  punto  á  la  viudedad  señorial  y 
á  los  señoríos  de  iglesias  y  órdenes  militares,  se  pone  en  descubier- 
to el  grave  error  con  que  procedió  en  su  dictamen,  tanto  el  Sacro 
Consejo  de  Aragón ,  como  todos  los  demás  jurisconsultos  que  toma- 
ron parte  en  elesclareci  miento  de  este  negocio. 

Han  equivocado ,  pues ,  su  camino  los  que  con  la  esposicion  de 
estos  dos  actos  de  verdadero  vandalismo  señorial ,  hayanse  propues- 
to poner  de  relieve  el  espíritu  feudal  de  los  fueros  aragoneses,  y 
robustecido  mis  indicaciones' sobre  la  manera  con  que  la  casa  de 
Austria  le  dio  misdros  y  acrecentamientos,  con  su  negligencia  unas 
veces,  con  su  asentimiento  otras.  Tanto  Betehite,  como  Calanda, 
fueron  pueblos  dados  én  Aofior  donde  no  cabía  el  iseSorio  de  potestad 
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abioluta,  y  donde  la  Real  jurisdicción  pndo  obrar  de  lleno  contra  los 
asesinatos  ailí  cometidos ,  comenzando  por  privar  de  él  á  los  tales 
señores  de  vasallos.  La  Plmentel ,  por  otra  parte ,  aun  cuando  el 
señorío  de  Calanda  hubiera  sido  absoluto ,  no  podia  ejercerlo  por  su 
calidad  de  viuda ,  ni  por  la  procedencia  eclesiástica  que  ésta  tenia. 
Cabalmente,  desde  su  egresión  de  la  orden  de  Calatrava ,  hasta  que 
volvió  á  ser  incorparado  á  la  encomienda  de  la  misma ,  trascurrió  ' 
solo  el  espacio  de  unos  veinte  anos ,  y  mal  pudo  en  tan  corto  trech» 
crearse  costumbre  alguna  que  sirviera  de  asiento  á  tan  vandálicos 
abusos. 

Pata  proceder  en  esta  materia  por  albédríos  y  por  fa%añas ,  ne- 
cesitábase de  mas  tiempo,  sin  que  esta  falta  pudiera  subsanarse  con 
sus  escesos. 

Manel  Lasala* 


DE  LA  INSINUACIÓN  DE  LAS  DONACIONES. 


Es  un  requisito  ó  circunstancia  esencial  para  la  validez  de  las 
donaciones  que  escedan  de  quinientos  maravedises  de  oro,  esto  es, 
de  23,600  rs.  vn.,  según  unos,  y  de  7,352  rs.  32  maravedises,  se- 
gún otros. 

La  ley  9,  tít.  4,  Partida  8.*,  dice  lo  siguiente:  «Si  un  orne  qui- 
csiere  dar  á  otro,  ó  á  otro  lugar,  puédelo  facer  sin  carta  hasta  500 
«maravedis  de  oro.  Mas  si  quisiere  facer  mayor  donación  de  lo  que 
«es  sobredicho  en  esta  ley,  lo  que  fuere  dado  de  mas,  nou  valdría. 
«Fueras  ende,  si  lo  fieiese  con  carta  é  con  sabiduría  del  juzgador  de 
«aquel  lugar  dó  ti^iesse  la  donación.  r> 

Esta  debe  presentarse  al  juez  de  primera  instáacia  del  partida 
en  que  se  hubiere  otorgado,  por  el  mismo  donante,  á  fia  de  que,  en- 
tersulo  de  no  haber  mediado  violencia,  dolo  ni  coacción,  se  sirva  in- 

sinuarla,  aprobando  y  confirmando  su  liberalidad,  para  que  sea  va- 

^■^i^***— i— * ' ■  t         ii  II  I — 

(1)  El  número  de  loa  capitalistas  de.  100,000  duros  está  e»  compa- 
ración con  tos  de  menos  capilal,  en  relación  de  1  de  aquellos  por  3,085  d» 
los  segundos.  Las  leyes  deoen  hacerse  en  utilidad  de  los  mas,  para  los  ca- 
sos que  86  presentan  con  frecuencia.  ' 
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ledera  y  estable.  Sjaeste  requisito  seria  nula,  no  con  respecto  á  toda 
la  caatidad^  sino  ea  cuaato  al  esceso  de  los  quiaíeutos  maravedises 
de  oro. 

De  modo  que  el  principal  objeto  de  la  citada  ley ,  concordante 
con  el  derecho  común,  fué  evitar  que  los  donantes  fuesen  víctimas  de 
algún  engaño  ó  seducción,  ó  que  por  este  medio  no  destruyesen  su 
patrimonio  con  donaciones  inmoderadas. 

Mas  en  Cataluña,  al  prescribir  la  ley  la  insinuación,  tuvo  un  fin 
mas  previsor  y  mas  elevado,  cual  fué  el  de  evitar  los  fraudes  que  se 
cometían  contra  los  acreedores  en  una  época  en  que  no  podía  darse 
á  aquel  acto  toda  la  publicidad  que  3e  requiere,  por  no  hallarse  en- 
tonces establecido  el  registro  de  hipotecas. 

Bien  claro  lo  dice  la  constitución  1.%  tít.  9,  libro  8,  volúmeni;® 
de  las  del  Principado  de  Cataluña,  con  estas  terminantes  palabras: 

«Para  evitar  los  fraudes  que  con  frecuencia  se  cometen  ea   las 
«donaciones  que  se  hacen,  ordenamos  que  cualquiera  donaciones 
^universales,  ó  de  la  mayor  parte  del  patrimonio,  ó  que  escedan  de 
«quinientos  florines  (1),  deban  ser  registradas  en  las  curias  (escriba- 
«nías)  de  los  ordinarios  de  la  cabeza  de  la  Veguería  en  la  cual  sehí- 
«cieren  dichas  donaciones,  escribiéndose  el  dia  en  que  dichas  dona- 
«ciones  se  anoten  en  el  libro  que  se  titula  de  donaciones  y  hereda- 
amientos,  con  un  íadioe  que  contenga  los  nombres  y  apellidos  de.  los 
«donadores  y  donatarios  y  del  escribano  que  hubiese  autorizado  la 
«donación;  y  si  las  tales,  donaciones  no  fueren  continuadas  diez  dias 
«antes  del  préstamo  ó  contrato,  no  hagan  fuerza  ni  valor  (nótese 
«esto)  en  perjuicio  de  bichos  acreedores  censalistas ,  ni  otros  que 
«tengan  sus  créditos  en  escrituras  ó  vales,  sino  del  dia  de  las  conti- 
«ñuaciones  de  aquellas  en  adelante.» 

En  presencia  de  la  letra  y  espíritu  de  esta  ley,  puede  muy  bien 
•sostenerse  que  en  Cataluña  son  válidas  y  obligatorias  tales  donacio- 
nes, aunque  les  falte  el  espresado  requisito,  cuando  no  han  sido  he- 
chas en  fraude  de  los  acreedores,  que  es  lo  que  se  propuso  evitar  la 
ley,  y  salvas  las  acciones  que  competen  al  donante  para  revocarla, 
anularla  ó  rescindirla,  con  arreglo  alo  prescrito  por  el  derecho 
común. 

La  terminante  disposición  de  la  constitución  citada  viene  robus- 

•      ■  ■  I  *■      I        — ——i»^.— ■——■——— ^■^—.^■—.—^—^    ■     I      ■■■■■»^— — M— fc— **^*i^   ■■  ■  I 

(i)    Cuatrocientas  veinticinco  libras  catalanas,  equivalentes  á  .4>^33  rs. 
U  mrs.  vn» 
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tecida  por  el  principió  de  derecho  de  qae  la  espresíon  de  una  cosa 
69  la  esclasion  de  la  otea.  Inclvsio  unius  est  exclurio  alteiius. 

Si  la  ley  ha  prescrito  qae  no  tengan  fuerza  ni  vigor  tales  dona- 
ciones en  perjuicio  de  los  acreedores  del  donante,  para  editar  los 
fraudes  que  con  las  tales  donaciones  se  cometian  en  perjuicio  de  Io& 
mismos,  naturalmente  ha  querido  que  fuesen  eficaces  y  valederas* 
cuando  no  media  esta  circunstancia. 

Así  que,  en  nuBstra  humilde  opinión,  nos  parece  contraria  á  esta 
constitución  la  jurisprudencia  que  declara  nulas  en  Cataluña  las  do- 
naciones que  carecen  del  espresado  requisito  de  la  ínsinnacion» 
cuando  no  han  sido  hechas  en  fraude  de  acreedores. 

Ahora  que  los  traspasos  y  los  gravámenes  de  la  propiedad  se 
hacen  públicos  por  medio  del  registro  de  hipotecas,  podría  mny  bien 
suprimirse  el  requisito  de  la  insinuación,  con  tanto  mas  motivo, 
cuanto  que  se  ha  llenado  el  objeto  que  se  propaso  la  constitución 
catalana,  al  paso  que  tampoco  se  consigue  el  que  se  propuso  la  ley 
de  Partidas,  supuesto  que  generalmente  el  jwee  aprueba  la  donación 
pro  formula  á  la  simple  solicitud  del  donante,  sin  hacerle  compare- 
cer á  la  presencia  judicial,  sin  verle  y  sin  interrogarle  sobre  las  cir- 
cunstancias que  han  mediado  para  hacer  la  donacron. 

El  célebre  Cáncer,  part.  4.%  cap.  8,\  númert  8,'  dice  que 
muchas  veces,  y  casi  siempre,  la  insinuación  se  hace  sin'  conoci- 
miento del  juez,  y  solo  se  toma  razón  p6t  el  escWbano  encargada 
del  registro  Je  donaciones. 

Las  hay  que  no  necesitan  insinuarse  aunqne  pasen  de  SOO  mara- 
vedises de  oro,  tales  como  las  remuneratorias,  porque  na  son  sina 
una  compensación  de  los  beneficios  recibidos;  las  del  tercio  y  rema- 
nente del  quinto  hecho  á  los  descendientes  legítimos,  porque  hasta 
lamuBrte  del  donador  no  puede  saberse  si*  pasáráti  dfe  dicha  canti- 
dad; las  que  se  hacen  por  causa  de  muerte;  lias  que  se  hacen  al  Rey 
ó  por  el  Rey;  las  que  tienen  por  objeto  la  redención  de  cautivos;  la 
reparación  dé  casa  derribada  ó  cualquiera  otra  obra  pía;  las  que  se 
hacen  por  razón  de  dote  6  casamiento,  y  las  donaciones  propter  nup-- 
tias;  las  recíprocas  y  algunas  otras.  Véate  á  Escriche,  en  su  Diccio- 
nario razonado  de  Legislación  y  Jürispmáencia ,  tomo  2.®,  página 
174;  á  Molina,  Deprim:>genituris,  lib.  é.^  cap.  8."^,  núm.  45;  Julim 
Gíartts,  lib.  4,  sentencia  ».*;  Donatio,  9,  2,  tidm.  2,  et  9;  16, 
núm.  6;  y  Antonio  Gómez ,  tomo  2.**,  Van  reé.,  cap.  4.^,  núme- 
ro 10. 
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Sí  la&  espresadas  donaciones  no  necesitan  de  la  insiimacioa  ¿ 
aprobación  del  juez,  según  el  derecho  común  y  la  respetable  opinión 
del  gran  número  de  autores  que  hemos  citado ,  no  se  alcanza  la  ra- 
zón por  qué  ha  de  exigirse  este  requisito  en  las  demás,  supuesto  que 
en  estas,  lo  mismo  que  en  aquellas,  puede  haber  mediado  violencia» 
dolo  ó  coacción. 

Opinamos,  pues,  que  la  ley  no  debería  exigir  el  espresado  re- 
quisito, asi  por  las  razones  espuestas,  como  porque  cuando  la  dona* 
cion  adoleciere  de  alguno  de  los  espresados  vicios  ó  defectos,  las 
mismas  leyes  conceden  facultad  al  donante  para  anularla,  rescindir* 
la  ó  revocarla,  como  se  hace  con  los  demás  contratos,,  y  lo  hemos 
sostenido  con  buen  éxito  alguiias  veces  ante  los  Tribunales. 

En  Cataluña  es  una  cuestión  ardua  si  la  donación  roborada  con 
juramento  necesita  de  insinuación.  Cáncer,  Var,  1,  cap.  8,  núm.  4, 
y  otros  célebres  tratadistas  del  Derecho  municipal,  dicen  que  no, 
porque  el  juramento  suple  la  insinuación,  entendiéndose  esto  en 
perjuicio  del  donador  que  juró;  mas  no  de  un  tercero,  como  por 
ejemplo,  de  un  acreedor  del  donante.  La  razón  es  porque  el  juramen- 
to confirmatorio  de  un  contrato  no  produce  ningún  efecto  para  la 
confirmación  de' este,  ó  para  otro  objeto,  en  perjuicio  de  un  tercero 
que  no  contrae  ni  jura,  pues  el  juramento  de  uno  no  puede  ser  da- 
ñoso á  otro. 

Hay  también  otro  caso  en  que  valdrá  la  donación,  aunque  esce- 
da de  500  maravedises  de  oro  y  no  esté  insinuada,  como  por  ejem- 
plo, si  el  donador  hubiese  impuesto  al  donatario  la  obligación  de  te- 
ner que  mantenerle  durante  su  vida,  ó  de  pagar  ciertas  obligaciones 
ó  legados  que  disminuyan  considerablemente  el  valor  de  los  bienes 
donados  ó  el  importe  de  la  donación,  hasta  el  punto  de  no  resultar 
líquida  para  el  donatario  la  suma  de  los  500  maravedises  de  oro . 

Así  lo  declaró  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia  en  sentencia  pro- 
ferida sobre  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  el  presbítero  D.  José 
González  de  la  dictada  por  la  Audiencia  de  Burgos  en  el  pleito  con 
Casilda  Peres,  en  21  de  noviembre  de  1846,  publicada  en  la  Ga- 
ceta  del  27  de  dicho  mes  y  año,  que  se  halla  en  el  tomo  1 .°  de  la 
Colección  publicada  por  la  Empresa  de  la  Revista,  pág.  67;  fundán- 
dola el  Tribunal  en  el  siguiente  considerando: 

tiQue  no  habia  términos  hábiles  para  fijar  desde  luego  el  líquido 
>» valor  de  la  donación  y  la  consiguiente  necesidad  de  insinuarla,  si 
»escediade  la  cuota  legal,  puesto  que  la  prolongación  incierta  de  la 


os  LA  nfáülfüAaOR  DI  I.AS  D01fACI0!rES.  Si 

•vida  del  donante  (á  qnienes  debía  mantener  el  donatario )  podría 
•reducirla  á  la  nulidad»  y  ann  convertirla  en  gravosa.» 

Hay  otro  caso»  en  qae  creemos  ha  de  valer  la  donación  aunque 
no  haya  sido  insinuada»  y  es  cuando  el  donante  ha  fallecido  sin  re* 
vocarla»  ó  sin  alegar  contra  ella  ninguno  de  los  vicios  ó  defectos  ca* 
paces  de  invalidarla;  porque  en  este  caso  concurre  la  razón  de  la 
ley  4,  tít.  11,  Partida  4.*^,  que  prohibe  las  donaciones  entre  marido 
y  mujer:  «Fueras  ende  (dice)»  si  aquel  que  fizíere  la  douacioa  non  la 
«revocase,  nia  la  desfiziese  en  vida:  ta  entonces  fincariavaledera.n 

Esta  misma  razoa  concurre  en  el  caso  propuesto»  y  por  consi- 
guiente, donde  hay  identidad  de  razón,  debe  haber  identidad  de  de*- 
cisión.  Ubi  eadem  ratio,  ibi  idemjus  debetesse. 

Lo  mismo  sucede  con  la  donación  hecha  por  el  padre  á  favor  del 
hijo  que  está  bajo  la  patria  potestad;  pues  aunque  según  el  derecho 
romano  no  es  válida  por  reputarse  ambos  una  misma  persona,  se 
contirma  con  la  muerte  del  padre  sí  no  la  ha  revocado. 

Cuando  el  donante  no  ha  revocado  ni  venido  contra  la  donación 
durante  su  vida,  ha  manifestado  su  voluntad  constante  de  que  sub- 
sistiese después  de  su  muerte»  y  seria  contrariar  esta  misma  volun- 
tad el  declararla  nula,  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  ser  este  el  espíri- 
tu de  la  ley  9,  tít.  4.^,  Partida  8/,  que  ordena  la  insinuación  para 
que  el  donante  no  sea  víctima  de  alguna  violencia»  intimidación  ó 
engaño. 

Si  hay  razón  para  que  valgan  las  donaciones  hechas  entre  marido 
y  mujer  y  entre  padre  é  hijo  en  los  casos  prescritos  por  el  derecho, 
no  la  hay  menos  para  que  valga  la  que  esceda  de  quinientos  florines 
muriendo  el  donante  sin  haberla  revocado. 

Si  esta  opinión  pudiese  ofrecer  alguna  duda,  se  esplicaría  satis- 
factoriamente  por  la  citada  ley  4,  tít.  11,  Partida  4.*,  y  por  las  es- 
presadas  disposiciones  del  derecho  común;  porquetas  contrariedades 
que  se  observan  en  ciertas  leyes  deben  esplicarse  por  los  principios 
que  se  encuentran  en  otras.  Leges  legibus  concordare  promptum  est. 
Lex  unte.  Cod,  de  inoff.  testam. 

Es  preciso  no  olvidar  jamás»  que  en  ninguna  ciencia  se  hacen 
mas  indispensables  y  necesarias  las  reglas  de  la  crítica  y  de  la  in- 
terpretación ,  que  en  la  de  la  aplicación  de  las  leyes»  en  aquellos  ne^ 
gocios  de  grande  interés  y  en  ios  que  se  disputan  cuantiosos  dere-> 
chos. 

La  ciencia  consiste»  como  ha  dicho  un  célebre  magistrado,  en  la 
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médula  de  la  razón ,  no  en  la  corteza  de  16  eserito.  Este  principio, 
que  ha  sido  también  controvertido,  que  ha  sido  hasta  negado  por 
los  inconvenientes  de  su  abuso;  hijo  por  lo  cdmuá  del  faltai  dé  recti- 
tud ó  de  inteligencia,  es  unb  de  los  fótidaiíi^ntos'de  nuestra  legisla- 
ción; pues  como  dice  una  ley  de  Partida;  el  saber  las  leyes  non  e^ 
tan  solamente  el  aprender  é  decorar  las  letras  dé  ellas,  mas  el  ver- 
dadero entendimiento  de  ellas.  De  poco  ó  nada  le  serviría  á  uno  el 
saber  de  memoria  todos  los  códigos  si  ignorase  el  espíritu  de  sus 
leyes. 

Nos  hemos  estendido  tanto  sobre  esta  materia,  por  ser  de  las  mas 
difíciles  y  de  mayor  importancia  y  trascendencia,  y  que  con  mucha 
frecuencia  ocupa  la  atención  de  los  Tribunales. 

Si  no  hemos  acertado  en  nuestra  opinión,  esperamos  se  nos  haga 
la  justicia  de  creer  que  la  hemos  espuesto  con  el  laudable  fin  de 
prestat  un  servicio  á  lá  ciencia,  que  es  el  fin  que  nos  hemos  pro- 
puesto en  todos  nuestros  artículos  y  trabajos  jurídicos  durante  una 
serié  de  anos/    • 

Francisco  de  Poo. 


» . 
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Noo  86  deben  facer  las  leyes  si  non  sobre  las  c<h* 
t     sas  que  sueleo  aca^scer  ameoudo 

Eq  las  que  se  facen  de  nuevo  debe  ser  catado  en 
cierto  la  pro  que  sale  dellas  ante  qoe  partan  de  las 
otras  que  fueron  anliguainente  lenidas  por  buenas 
et  por  derechfc.  Ley  13,  tít.  33,  Part.  7.* 

Después  de  quince  años  de  ana  destitacion  inmerecida,  debo  al 
Gobierno  actual  de  la  nación  mi  receso  á  la  carrera  del  profesorado 
español. 

Vuelvo,  pues,  á  los  estudios  predilectos  de  mi  juventud,  sino 
con  mas  caudal  de  conocimientos,  con  menos  pasión  por  cierto,  y  por 
consiguiente  con  mas  imparcialida:d;  pagando  de  esta  manera  á  mi 
país  y  á  su  Gobierno  una  muy  pequeña  parte  de  la  deuda  de  grati* 
tud  que  sobre  mí  pesa. 

Una  de  las  cuestiones  mas  importantes  para  el  porvenir  de  mi 
patria,  y  mucbo  mas  para  algunas  de  las  provincias  de  la  Monarquía, 


(1)  El  Sr.  D.  Francisco  Castañs,  autor  de  este  artículo,  fué  por  espa* 
ció  ae  muchas  años  profesor  de  derecho  en  la  Universidad  de  Barcelona. 
La  intolerancia  de  sus  adversaríosí  polfiticos  le  separó  dei  profesorado  que* 
b^bia  desempeñado  con  general  ^ceo^cion.  RestitMÍdo  á  la  enseñanza  des- 

Ímes  de  mucuo  tiempo,  fué  nombraab  catedrático  de  la  Universidad  de  Sa- 
amanca.  Apenas  se  nabia  posesionado  de  la  cátedra,  una  muerte  repentina 
le ba  arrancado  á su famUia»  á  sos  amigos yiji  ht  ciencia.  Deseando  contri- 
buir al  esclarecimiento  de  las  cuestiones  ^  que  dá  lugar  el  proyecto  de  Có- 
digo civil,  habia  ofrecido  á  la  Bireccidn  def  la  Revista  escribir  algunos  ar- 
tículos, respecto  al  sistema  del  derecho  catalán.  Cumpliendo  su  promesa  ,1. 
pocos  dias  antes  de  su  prematura  é  inesperada  muerte  remitió  este  articu^v 
lo  preliminar  de  otros  con  que  pensaba  favorecer  nuestras  páginas.  En  él 
aboga  por  la  conseWacion  del  derecho  catalán,  en  lo  que  á  ia  cuestión  de^ 
legítimas  se  refiere  é  impugna  á  nuestro  celoso  6  ilustrado  colaborador  Don 
Francisco  de  Pou.  Para  dar  una  muestra  de  que  en  nuestra  Revista  caben 
todas  las  opiniones  que  ep  el  terreno  científico  se  ventilan,  y  un  tríbulo  de 
aprecio  aja  buena  memoria  delSr^  Castañs,  damos  lugar  á  este  fracmento, 
Si  se  dispertara  en  todas  partes  el  deseo  de  hacer  juicios  comparativos  entre 
las  legislaciones  ferales  y  ja  de  Castilla,  se  vendría  mas  en  conocimiento 
de  las  ventajas  é  inconvenientes  de  la  uniformidad  del  derecho  civil  en  to- 
da la  Monarquía,  se  ayudaría  al  legislador  en  sus  reformad,  se  ilustraría  la 
epiíiion,  y  el  nuevo  Código  civil  saldria  en  su  dia  con  todas  las  prendas  de 
aoiiesion,  de  convenienqia  y  de  prestigio. — Los  Directores  de  la  Revista. 
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es  la  que  se  presenta  como  resuelta  por  el  art.  642  del  proyecto  de 
Código  civil,  estableoieado  la  sucesión  forzosa  y  Umitando  la  osten- 
sión de  la  facultad  de  testar:  cuestión  que  antes  de  resolverse  ha 
sido  indudablemente  tan  meditada  y  discutida  por  los  ilustrados 
miembros  de  la  comisión  de  Códigos;  como,  según  parece,  combati- 
do y  defendido  después  su  acuerdo  por  celosos  y  apasionados  juris- 
consultos y  escritores  del  país. 

Sin  embargo,  y  á  pesar  de  np  tener  á  la  vista  mas  que  la  esta- 
dística oficial,  las  disposiciones  del  proyecto  referido  y  los  escritos 
publicados  por  mi  paisano  D.  Francisco  de  Pon,  no  titubeo  un  ins- 
tante en  emitir  mis  observaciones  y  juicios  contrarios  á  uno  y  otros; 
no  aspirando  al  par  que  aquellos  á  otro  objeto  que  el  de  la  felicidad 
general. 

Si  como  catalán  puede  alguno  atribuir  mis  opiniones  á  ciego  ca- 
rino hacia  las  instituciones  de  mi  país  natal,  áese  sentimiento  tierno 
que  nace  con  el  hombre  y  se  desarrolla  con  él,  sentimiento  justo  mu- 
chas veces  y  no  pocas  motejado  con  la  calificación  de  espíritu  de 
provincialismo;  mi  calidad  de  hijo  segundo-génito,  y  la  circunstan- 
cia de  no  haber  recibido  ni  antes  ni  después  del  fallecimiento  de  mis 
padres,  ni  siquiera  la  legítima  correspondiente,  deberá  convencerle 
de  su  equivocada  apreciación;  y  de  i|ue  solo  un  convencimiento  pro- 
fundo de  la  bondad  y  utilidad  general  de  aquellas  antiguas  y  vene- 
randas instituciones,  es  el  que  guia  mi  pluma,  escribiendo  contra 
los  intereses  y  derechos  aparentes  de  esa  clase  á  que  pertenezco,  y 
que  algunos  con  mas  sentimiento  que  razón  creen  postergada  é  in- 
justamente desatendida. 

El  Sr.  de  Pon  está  sin  duda  libre  de  todo  compromiso:  no  es  la 
parcialidad,  no  el  antagonismo  provincial  los  que  guían  su  pluma; 
si  concreta  sus  observaciones  contra  la  legislación  catalana  y  la  de- 
fensa de  los  hijos  segundo-génítos  de  aquel  país,  cuando  en  otras 
provincias  limítrofes  y  no  limítrofes  de  Cataluña  está  vigente  una 
legislación  mucho  mas  dura  (según  los  principios  del  Sr.  de  Pou), 
y  que  atiende  mucho  menos  ala  suerte  y  bienestar  de  los  hijos  se- 
gundo-génitos  de  las  mismas,  es  porc[ue  se  ha  propuesto  sola  y  es- 
elusivamente  hablar  de  la  legislación  especial  del  país  á  que  debe  el 
ser  y  en  que  se  halla  establecido.  Pero  no  es  porque  pueda  desco- 
nocer esta  verdad:  para  demostrarla  basta  recordar  la  legislación 
foral  de  Navarra  y  de  Vizcaya,  de  Aragón  y  de  Valencia,  y  com- 
parar sus  disposiciones  con  las  del  Código  catalán. 
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Mientras  que  en  Cataluña  la  ley  ha  fijado  para  legítimade  los  id-. 
jos  la  cuarta  parte  de  los  bienes  del  padre  testador  (1) ,  en  Navarra. 
por  punto  general ,  cumple  cQn  dejarle  una  robada  de  tierra  en  los, 
montes  comunes  y  la  cantidad  de  cinco  sueldos  (2);  en  Vizcaya,  al- 
gún tanto  de  tierra,  poco  ó  mucho  (3);  ^n  Aragón,  solo  cinco  suel- 
dos por  bienes  raices  y  otros  tantos,  por  bienes,  muebles  (4) ;  y  en 
Valencia  la  parte  que  quisieren  (5). 

Mientras  que  ea  Cataluña  no  puede  el  padre  desheredar  ásus. 
hijos  sin  espresar  una  causa  legítima,  y  obligando  al  heredero  á 
justificar  que  es  verdadera;  en  Navarra,  por  regla  general,  no  hay 
necesidad  de  alegarla  siquiera,  mientras  quede  salva  al  hijo  ó  hijos 
tá  mencionada  legítima  foi^l. 

Mientras,  por  fia,  debe  el  heredero  en  Cataluña  describir  ía-^ 
ventarlo  de  los  bienes  y  derechos  del  difunto  ante  escribano  y  dos 
testigos ,  bajo  pena  de  ser  responsable  con  sus  bienes  propios  de 
pagar  las  cargas  todas  de  la  misma;  puede  en  Aragón  prescindir  dñ, 
esta  formalidad,  sin  que  esté  obligado  mas  que  á  lo  que  alcancéis 
los  bienes  hereditarios  (6). 

Y  sin  embargo,  no  se  ocupa  el  Sr.  de  Pon  de  aquellos  pobres 
desheredados  de  estas  provincias  aforadas ;  ni  cita  en  sos  diferen* 
tes  escritos ,  ni  conozco  yo  jurisconsulto  ni  publicista  alguno  de  las 
mismas  que  haya  probado  con  razones  convincentes  y  con  datos 
inequívocos,  ni  lo  injusto  y  perjudicial  de  su  legislación,  ni  la  nece- 
sidad de  su  reforma,  ni  la  conveniencia  de  la  proyectada  por  el  G6^ 
digo  civil;  como ,  en  mi  humilde  opinión ,  tampoco  lo  ha  justificado 
él  por  lo  que  respecta  á  la  legislación  catalana,  ni  lo  creo  posible» 
cuando  datos  inequívocos,  documentos  oficiales ,  la  historia  y  U 
lógica  demuestran  lo  contrario. 

En  la  convicción  de  que  el  Sr.  de  Pou  nada  ha  omitido  de  cuant(^ 
conducirle  pudiera  á  su  objeto,  y  habiendo  yo  suplido  su  silencio  ea 
lo  que  mira  á  la  legislación  foral  de  Navarra  y  Vizcaya,  Aragón  y 
Valencia,  paso  á  ocuparme  detenida  y  ordenadamente  de  todos  los 


(1)  Lib.  6.%  tít.  5,  const.  seg. 

(2)  Lib.  3.**,  tít.  Í3,  ley  16  de  la  Nov.  Rec.  de  Navarra.  La  robada  de 
tierra  es  mas  de  media  fanega,  y  equivale  á  400  varas  cuadradas  de  Na- 
varra, que  admite  un  robo  de  sembradura. 

(3)  Ley  H,  lít.  20  de  los  fueros  de  Vizcaya- 

(4)  Fuer.  ún.  de  testam.  nobL:  fuer.  ún.  de  testam.  civium. 

(5)  Const.  42  de  Jaime  V. 

(6)  Observ.  3.%  y  ley.  12  de  teslof». 
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asertos  y  razonamientos  que  ha  aducido;  esperando  probar  comple* 
tamente  7  de  una  manera  incontrovertible  la  inexactitud  de  aquellos 
y  la  incongruencia  de  estos:  y  como  conseóuencia  legítima  y  definí-» 
tíva,  cque  no  solo  es  justa,  útil  y  necesaria  la  conservación  del  fue- 
tro  catalán  y  de  las  otras  provincias  ferales;  sino  también  que  puede 
crser  conveniente  elevarlo  á  la  categoría  de  ley  general  de  la  Na- 
«cion ; »  si  es  que  se  cree  de  tanta  lírgencia  y  de  tan  indispensable 
cumplimiento  el  precepto  constitucion(al  relativo  á  la  uniformidad  de 
la  lej^lácion. 

I. 

Los  defectos  que  se  imputan  al  fuero  catalán,  y  por  razón  de 
congineácia,  al  de  las  demás  provincias  citada»,  son  los  siguientes: 

1.^    Que  su  disposición  es  contraria  al  derectio  natural. 

2:^  Que  contribuye  poderosamente  al  celibato,  disminuye  ea 
eOnsecúéncia  el  número  de  matrimonios,  y  por  lo  mismo  la  pobla- 
doDÍ  y  tíqüéza  pública. 

3*^  Que  es  una  de  las  causas  de  la  emigración  al  Nuevo-Mundo^ 
aumenta  la  empleo-manía,  y  el  número  de  profesares  en  las  carre- 
tas científicas  de  una  manera  superabundante. 

4.°  Qué  él  fuero  catalán  vincula  la  propiedad  en  un  corto  núme» 
fb  dé  individuos,  que  generalmente  hablando,  se  dedican  al  ocio  y 
á  lo^  placeres;  entrando  tan  solo  en  la  circulación  una  cuarta  parte 
Se  la  riqueza  provincial;  y  que  sus  efectos  son  muy  parecidos  á  los 
resultados  que  han  dado  los  mayorazgos  en  Castilla. 

8.^  Que  el  fuero  catalán  como  vinculador  ha  impedido  la  divi* 
visión  de  la  propiedad  en  perjuicio  de  la  agrícultnra  y  de  la  riqueza 
nacional. 

6.^  Que  el  fuero  catalán  introduce  la  probreza  y  el  desaliento^ 
foiüentalas  semillas  del  mal  moral,  turba  la  armonía  y  la  concordia 
de' fas  familias,  abre  ancho  campo  á  los  pleitos  y  deja  sin  ocupación 
tbiaítaalsa  enorme  de  individuos  con  graoe  riesgo  de  la  pública  tranr 
guitidad* 

Estos  son  los  puntos  qife  he  visto  descollar  en  los  escritos  del 
Sr.  de  Pou.  Si  alguno  he  omitido,  le  suplico  se  digne  recordármelo; 
protestándole  que  habrá  sido  contra  mi  voluntad ,  y  que  como  los 
anteriores  no  quedará  sin  la  debida  refutación. 

Para  proceder  con  la  claridad  debida  examinaré  por  su  orden  cada 
uno  de  los  citados  puntos;  haciéndome  ^cargo  de  los  asertos  en  que 
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aquello!  se  apoyan,  y  de  las  consecuencias  ó  ilegítimas  6  equivoc»^ 
das  que  se  hayan  ^deducido» 

CUESTIÓN  1.* 

¿El  fuero  catalán  es  contrarío  al  derecho  naturatt 

No  seguiré  al  Sr.  de  Pou  en  la  escorsion  que  ha  hecho  por  el 

campo  histórico  de  la  legislación  de  Castilla  y  de  Cataluña;  que  sí 

'dá  una  muestra  de  su  erudición,  nada  prueba  á  su  objeto,  y  antes  lo 

contrario;  como  en  ocasión  mas  oportuna  me  hago  un  deber  de  evi- 

•  denciar. 

Para  resolver  pues  la  cuestión  propuesta,  es  conveniente  el  exa- 
men previo  de  si  la  facultad  de  testar  es  permitida  por  el  derecho 
natural  y  si  existe  en  lucha  ó  en  armonía  con  el  derecho  civil.  Al 
efecto  es  preciso  definirlos. 

Por  derecho  natural  entiendo  yo  el  conjunto  de  prescripciones 
permisivas  y  negativas  escritas  por  el  dedo  eterno  de  la  Providencia 
en  la  conciencia  humana,  y  que  no  tienen  ni  pueden  tener  mas  ob- 
jeto que  la  conservación  y  perfección  del  hombre  en  el  orden  físico, 
moral  é  intelectual:  y  por  derecho  civil  el  conjunto  de  leyes  escritas 
y  promulgadas  que,  basadas  en  las  eternas  prescripciones  del  dere- 
cho  natural  y  que  regulando  las  relaciones  del  ¡Qdivjduo  oou  la  fa,-, 
milia  y  del  ciudadano  con  el  ciudadano,  deben  tener  por  objeto  la  con 
«ervacion  y  perfección  de  la  sociedad  en  todas  sus  partes. 

Es  visto  pues  que  el  derecho  civil  no  puede  estar  en  lucha  con 
el  derecho  natural,  cuando  aquel  es  la  manifestación  practicada 
este,  y  cuando  uno  mismo  ó  idéntico  es  su  objeto  final. 

Ahora  bien;  la  facultad  de  testar  considerada  en  abstracto,  la 
facultad  de  disponer  hoy  del  destino  que  debe  darse  mañana  á  las 
€Osas  que  nos  pertenecen;  la  facultad,  ó  mejor  el  deber  de  prevenir 
lo  conveniente  para  nuestra  conservación  y  perfección  futura,  para 
Ja  conservación  y  perfección  futura  de  la  familia  que  es  nuestra 
-emanación  y  la  reproducción  nuestra;  para  la  conservación  y  per- 
fección de  la  sociedad  que  constituimos,  y  de  que  en  bienes  y  en  ma- 
les somos  solidarios;  es  una  de  esas  prescripciones  eternas,  positivas 
en  la  esencia,  permisivas  en  la  forma,  escritas  por  la  mano  de  Dios 
en  la  conciencia  de  la  humanidad  y  reveladas  por  toda  la  qreaciQU. 

Luego  la  facultad  de  testar,  independiente  de  la  fprma^  es  de  de- 
recho natural. 
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En  visú  de  esto,  y  á  pesar  de  los  elogios  que  ^I  Sr.  de  Pott  me- 
rece Mr.  Linguet,  yo  me  creo  dispensado  de  refutar  las  opiniones  del 
escritor  que  sienta  de  un  modo  absoluto  «que  del  verdadero  derecho 
•natural  no  existe  el  menor  vestigio  en  la  sociedad,  que  es  incompa- 
»tible  con  ella  y  que  lleva  necesariamente  consigo  la  destraccion 
jidel  derecho  civil.  Que  la  esencia  del  derecho  natural  es  una  liber- 
9tad  indefinida;  y  que  la  del  derecho  civil  es  la  privación  absoluta 
»de  esta  libertad.'» 

¡Desgraciada  la  Sociedad  cuyas  leyes  no  estén  basadas  en  los 
eternos  principios  del  derecho  natural ! 

La  facultad  de  testar  no  es  indefinida,  sino  limitada  por  el  dere- 
cho natural  por  cuanto  el  hombre  no  debe  disponer  de  sus  cosas  de 
una  manera  contraria  á  su  conservación  y  perfección;  á  la  conserva- 
ción y  perfección  de  su  familia  y  de  la  sociedad. 

Así  es  que  la  facultad  de  testar,  reconocida  por  el  derecho  civil 
de  todas  las  naciones  cultas,  no  debe  sufrir  mas  restricción  que  la 
indispensable  para  conservar  y  perfeccionar  la  sociedad,  objeto  prin- 
cipal por  el  que  el  hombre  está  enlazado  con  ella,  habiendo  indicado 
en  parte  la  aplicación  por  sí  mismo  del  derecho  natural  y  sujetado 
su  criterio  individual  al  criterio  del  legislador. 

De  ahí  la  variedad  del  derecho  civil  en  lo  relativo  á  los  testa- 
mentos y  sucesiones  en  todas  las  naciones,  y  aun  en  diferentes  pue- 
blos de  una  misma  nación.  Admitido  por  todas  el  principio,  se  hallan 
divergentes  en  la  aplicación. 

De  ahí  las  diferencias  entre  los  fueros  de  Cataluña ,  Navarra  y 
Vizcaya,  Aragón  y  Valencia  con  la  legislación  de  Castilla. 

Aquellos,  teniendo  por  objeto  la  conservación  y  perfección  de  la 
familia,  reconocieron  en  el  padre  al  legislador  casi  absoluto  de  sus 
bienes,  permitiéndole  disponer  en  su  última  voluntad  de  las  tres 
cuartas  partes  de  ellos  á  favor  de  cualquiera  de  sus  hijos,  y  aun  en 
favor  de  estranos  á  la  familia,  quedando  reservada  á  los  hijos  todos 
legítimos  la  otra  cuarta  parte  de  la  que,  solo  en  determinados  casos 
pueden  ser  privados. 

La  legislación  de  Castilla,  atendiendo  al  individuo  mas  que  á  la 
familia,  al  hijo  mas  que  al  padre,  limitando  el  círculo  de  la  autori- 
dad de  este,  desconfiando  de  su  inteligencia,  y  sentimientos,  le  per- 
mite disponer  solamente  del  quinto  de  sus  bienes  para  satisfacer  á 
sus  sentimientos  religiosos,  ó  de  justa  gratitud  ó  por  otro  motivo,  y 
del  tercio  á  favor  de  uno  ó  mas  de  sus  hijos  y  descendientes,  reser- 
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vando  para  los  hijos  lo  restante  que  forma  la  mayor  parte  del  patri- 
moüio  del  testadpr. 

Los  fueros  mencionados  lo  fiaron  casi  todo  al  carino  previsor,  á 
la  inteligencia  y  justicia  del  padre,  á  quién  queda  libertad  bastante, 
ya  para  satisfacer  exigencias  del  alma,  y  afectos  del  corazón,  ya 
también  para  evitar  en  lo  posible  las  consecuencias  de  la  desigual* 
dad  física,  moral  ó  intelectual  de  sus  hijos:  libertad  que  queda  muy 
reducida,  por  no  decir  nula,  por  las  leyes  de  Castilla. 

Sentados  estos  precedentes,  entremos  de  Heno  en  la  cuestión. 

Los  derechos  y  deberes  son  correlativos  y  nacen  de  la  diferen- 
te condición  del  hombre.  En  el  estado  ó  condición  de  familia ,  lo 
que  es  un  deber  en  el  padre  es  un  derecho  para  el  hijo ,  y  vice- 
versa. 

La  condición  de  padre  le  constituye  en  el  deber  de  conservar  y 
perfeccionar  la  existencia  física,  moral  é  intelectual  de  sus  hijos;  y 
de  este  deber  natural  nace  el  derecho  de  estos  á  los  alimentos  y  á 
la  educación:  derecho  sancionado  por  la  legislación  foral  de  una  ma- 
nera conveaiente  y  racional  para  la  época  mas  importaate  de  la 
vida,  parala  época  de  debilidad  y  de  ignorancia,  de  sensaciones  y 
sentimientos  diversos  y  encontrados,  y  duradero  hasta  que  pueda 
dirigirse  por  su  inteligencia'y  sentimientos,  hasta  que  pueda  bas- 
tarse por  su  fuerza  corporal. 

¿A  qué  otra  cosa  tienen  derecho  los  hijos,  además  de  los  alimen- 
tos y  de  la  educación?  ¿Pueden  aspirar  por  solo  la  condición  de  hi- 
jos á  los  bienes  que  libremente  heredados,  adquiridos  y  conservados 
por  el  padre  deja  después  de  su  muerte,  impidiéndole  disponer  de 
ellos?  Por  derecho  natural,  no;  porque  esto  sería  negar  al  padre  el 
derecho  de  dominio,  el  derecho  que  tienen  los  mismos  hijos  sobre  sus 
cosas;  porque  sería  perpetuar  la  desigualdad  que  la  organización,  ó 
la  falta  de  educación  ha  producido  entre  los  hombres,  cuando  la  as- 
piración de  la  humanidad  es  hacia  la  igualdad  perfecta  ;  sería  con- 
ceder á  la  ciega  casualidad  lo  que  negaría  á  la  inteligencia,  previ- 
sión, carino  y  justicia  del  padre;  cuando  este  en  la  distribución  de 
sus  bienes  no  debe  prescindir  de  que  todos  sus  hijos  se  hallan  en 
distinta  condición  y  en  diferentes  necesidades  por  su  edad  y  consti- 
tución física,  por  su  estado  normal,  por  el  desarrollo  de  su  inteligen- 
cia, por  su  posición  y  relaciones  con  la  sociedad. 

¿Y  quién  puede  apreciar  con  mas  justicia  y  mejor  criterio  que  eh 
padre  los  defectos,  virtudes,  necesidades  y  demás  circunstancias  de 


40  RE^STADE  LEGISLACIÓN. 

SUS  hijos?  ¿Quién  mejor  que  él  está  en  él  caso  de  conocer  y  querer 
suplir  las  consecuencias  de  semejante  desigualdad? 

La  ley*  no  puede  descender  á  ésos  pormenores  y  menos  preve- 
iürlos.  Por  consiguiente  la  legislación  que  menos  limite  la  facultad 
de  testar,  es  la  mas  conformé  al  derecho  natural: 
'  Por  consiguiente  la  legislación  foral  relativa  á  esta  cuestión, 
no  solo  no  es  contraria  al  derecho  natural,  sino  que  sus  prescripcio- 
nes son  mas  conformes  á  él  que  la  legislación  castellana  y  la  pro- 
yectada reforma. 

Pero  se  dice  con  mas  sentimiento  que  verdad  «que  los  padres 
«ahusan  ó  pueden  abusar  de  semejante  derecho;'  que  pueden  dar  á 
cun  estraño  las  tres  cuartas  partes  de  los  bienes  con  postergación  de 
los  hijos;  y  que  la  ley  civil  debe  preverlo  é  impedirlo.»  ¿Y  es  cierto 
que  en  Cataluña,  ó  en  las  demás  provincias  forales  hayan  abusado  ó 
abusen  los  padres  de  semejante  facultad?  Yo  no  lo  creo,  ni  lo  temo 
posible. 

Sin  embargo,  el  Sr.  de  Pou  lo  afirma;  dá  las  razones  en  que  se 
apoya,  razones á  mi  juicio,  insuficientes  é  insostenibles.   ¿Después 
de  cinco  siglos  de  existencia  que  cuenta  el  fuero  catalán  ¿se  conoce 
algún  caso  en  que  el  padre  sin  grandes  motivos  haya  dejado  á  un 
estrano  las  tres  cuartas  partes  de  los  bienes,  y  solamente  una  cuarta 
á  la  totalidad  de  sus  hijos?  Yo  no  lo  creo;  porque  á  ser  así,  no  habría 
el  Sr.  de  Pou  dejado  de  hacer  valer  este  argumento,  cuando  concre- 
tando los  hechos^  el  principal  fundamento  de  su  discurso  es  el  de  que 
«los  padres  por  lo  común  instituyen  heredero  al  hijo  primogénito 
«quedando  para  todos  los  demás  solo  la  cuarta  parte  de  los  bienes; 
«de  manera  que  por  la  ley  recibe  aquel  una  porción  igual  á  los  de- 
«más  como  á  hijo;  y  por  el  padre  las  restantes  tres  cuartas  partes 
«como  á  heredero.»  Y  para  presentar  de  mayor  bulto  la  desigualdad 
que  semejante  proceder  á  primera  vista  introduce  entre  los  herma- 
nos, hace  la  siguiente  deducción. 

«De  modo  que  un  padre  que  tenga  ocho  hijos  y  un  patrimonio  de 
400,000  duros  de  capital,  corresponden  al  heredero  75,000  por  di- 
f  cho  concepto  y  los  restantes  23,000  repartidos  entre  todos  los  hijos, 
«corresponden  3125  á  cada  uno  de  ellos.  De  modo  que  el  heredero 
«(que  es  casi  siempre  el  hijo  primogénito)  se  lleva  78,125  duros, 
«cuando  á  sus  infelices  hermanos  solo  les  corresponden  3125." 

Este  es  el  principal  argumento  y  la  base  de  la  opinión  del  señor 
de  Pou,  cuya  inexactitud  paso  á  probar  con  datos  y  documentos. 
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i.^  Que  son  muy  pocos  los  padres  que  eu  las  proviiicias  forales 
dejen  al  morir  un  capital  liquido  de  100,000  duros. 

2.^  Que  es  muy  raro  y  escepcional  el  caso  en  que  le  sobreviran 
ocho  hijos  (1). 

3.^  Que  en Catahmael  padre  atando  iiislituye  heredero  á  su 
hijo  primogénito^  no  le  dá»  sino  que  le  restituye  luista  cierto  ponto 
unos  bienes  cuya  conservación  y  aumento  algunas  reces  se  debe  solo 
á  su  laboriosidad  y  economía. 

4.^  Que'no  es  exacto  por  punto  general  que  á  los  segundo-gé- 
nitos  se  les  deje  solo  la  cuarta  parte  de  los  bienes. 

No  se  oculta  al  Sr.  de  Pon  en  su  ilustración  que  no  deben  ha- 
cerse leyes  sino  para  los  casos  que  con  mas  frecuencia  'Ocorren,  que 
deben  redundaren  beneficio  de  los  mas;  y  que  el  hacerlas  en  bene- 
ficio de  los  menos,  no  debieran  llamarse  leyes,  sino  privilegios. 

Ahora  bien;  ¿por  qué  en  corroboración  de  sus  opiniones  aduce 
el  ejemplo  del  padre  que  deja  á  su  fallecimiento  un  capital  de  cien 
mil  duros  y  no  el  de  centenares  de  millares  que  dejan  solo  mil,  ó 
menos,  ó  nada? 

En  efecto,  ninguno  que  recórrelas  provincias  catalanas,  y  espe- 
cialmente sus  pueblos  mas  importantes ,  y  fija  su  atención  en  este 
particular,  nadie  difícilmente  podr¿  afirmar  que  el  número  de  los  que 
poseen  un  capital  de  100,000  duros  llegue  á  un  cinco  por  ciento,  no 
de  la  población,  sino  ni  del  total  de  los  contribuyentes:  pero  si  á  mas 
de  su  esperiencia  y  observaciones  examina  la  Estadística  oficial,  se 
convencerá  que  su  importancia  es  casi  nula,  y  que  sin  otras  conside- 
raciones no  merece  la  atención  del  Legislador.  Examinemos,  pues 
ese  documento  oficial. 

¿Cuál  es  la  población  de  Cataluña,  Aragón  y  Valencia  ?  (2) 

¿Cuántos  de  sus  habitantes  contribuyen  al  Tesoro  para  su  pro- 
piedad rústica,  urbana  ó  pecuaria  ? 

¿Cuántos  por  su  industria  y  comercio? 

¿  Cuántos  pagan  una  contribución  (](ue'sirponga  un  capital  de  cien 
mil  duros?  

El  siguiente  estado  responde  t)ficialmente. 


(1)    Y  es  éíias  jaro  todavía  en  una  familia  opulenta. 

(2) .  La  egladística  oficial  no  comprende  á  Navarra  y  provmcias  Vascon- 
gadas; por  eaa  razón  no  las  incluyo  ea  mis  cálculos,  á  pesar  de  ser  provincias 
torales  y  ser  sürléglsfaclon  tan  parecida  á  la  de  Cataluña. 
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El  examen  del  estado  anterior  arroja  por  resaltado  total  942,870 
contribuyentes  propietarios ,  industríales  ó  comerciantes ,  de  los 
cuales  solo  299  lo  son  por  cuotas  de  6,000  rs.  vn.  en  adelante,  que 
suponen  por  término  medio  un  capital  de  600,000  duros. 

La*  buena  fé  que  guia  mi  ploma  no  me  permite  callar  que  nuestra 
estadística  administrativa  no  es  tan  perfecta  ni  tan  precisa  que  no 
deje  lugar  á  duda:  creo,  pues,  que  hay  contribuyentes  que  lo  son 
á  la  vez  por  propiedad ,  industria  ó  comercio ;  y  que  si  bien  no  fi- 
guran por  la  cuota  espresada ,  contribuyen »  no  obstante ,  por  estos 
conceptos  en  la  misma  ó  en  distintas  provincias  por  cantidades  me- 
nores ,  que  acumuladas ,  les  constituyen  en  la  categoría  de  capita- 
listas de  100,000  duros;  y  por  lo  mismo  que  es  mayor  su  número 
de  lo  que  parece  (1). 

Pero  téngase  presente  también  que  si  no  me  hago  cargo  de  ese 
aumento ,  pcNrque  carezco  de  datos  oficiales ,  por  la  misma  razón  y 
para  compensarlo  dejo  de  rebajar  casi  todas  las  cargas  que  deben 
deducirse  para  la  regulación  de  la  legitima ,  y  que  tal  vez  son  de 
mayor  importancia  que  aquel ;  tales  como  el  capital  de  los  censos  y 
censales  con  que  está  gravada  la  propiedad,  el  2  por  100  del  dere- 
cho de  hipotecas,  el  importe  de^e  el  2  hasta  el  10  y  mas  por  100 
en  los  laudemios,  la  diferencia  de  valor  de  una  finca  en  renta  ó  en 
venta,  etc.,  etc.;  y  que  además  de  esto  hay  bastantes  de  esos  mis- 
mos contribuyentes  indubitados  que  ó  no  deben  legítima ,  ó  no  de- 
ben regirse  por  la  legislación  catalana  (2).  - 

En  vista  de  esto  ¿tienen  alguna  significación  299  contribuyentes 
por  nn  capital  de  100,000  duros  en  contraposición  á  los  intereses 
de  los  restantes  942,471  que  representan  un  capital  mil  veces  ma- 


(1)  La  estadística  oficial  no  arroja  datos  bastantes  para  apreciar  su  im- 
portancia. Uno,  sin  embargo,  ofrece  (pág.  82  á  86),  que  hace  muclio  á  mi 
objeta,  y  es  el  siguiente : 

Aglomerando  las  cuotas  de  contribución  desde  1,000  rs.  arriba,  resulta 
que  53  contribuyentes  pagan  por  sos  propiedades  el  que  menos  50,782  rs.; 
y  que  ninguno  de  ellos  es  catalán. 

I  Qué  buen  ejemplo  de  la  división  de  la  propiedad  en  Castilla ! 

(2)  Entre  los  primeros  deben  contarse  los  bancos  y  cajas  de  crédito,  las 
sociedades  industríales  y  mercantiles,  teatros,  liceos,  circos,  célibes ,  etc.; 
y  entre  los  segundos  los  que  nacidos  y  habitantes  en  Castilla  se  rigen  por 
las  leyes  de  este  país,  entre  otros  puede  citarse  al  Excmo.  Sr.  Duque  da 
Medmacaii,  que  contribuye  en  Barcelona  con  la  cuota  de  34,972  rs.  vn. 

• 
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yor  y  esfrémadamente  dividido,  y  deredios  de  uoa  cuantía  inapre- 
ciables? (1). 

¿Dónde  están  pues  los  términos  hábiles  de  la  comparación  del 
Sr.  de  Pou,  cuando  el  mas  descollante  dista  tanto  de  la  exactitud? 

De  esta  misma  falta  adolece  el  otro  término  de  aquella,  Guando 
supone  una  familia  de  ocho  hijos,  caso  que  ociffre  con  la  misma,  sí- 
no  mayor  rareza  que  aquel. 

Ábranse  sino  las  páginas  del  último  censo  (el  estado  anterior)  y 
comparando  el  número  de  habitantes  con  el  de  las  cédulas  ó  Eami* 
lias,  se  verá  que,  por  término  medio,  constan  estas  de  cinco  indivi- 
duos, inclasos  los  padres:  por  consiguiente,  es  mucho  conceder  si 
por  regla  general  se  fija  de  tres  á  cuatro  el  número  de  los  hijos  le- 
gítimos. • 

Son  por  lo  mismo  evidentes  las  dos  equivoeaciones  del  Sr.  de 
Pou,  al  haeer  la  indicada  comparación  y  demostrados  con  datos  ofi- 
ciales mis  dos  primeros  asertos. 

Paso  pues,  al  tercero,  para  cuya  purificación  me  servirá  tam- 
bién la  estadística  oficial  v  la  historia. 

I^Bciseo  fiitstais. 


DB  m  INTERESES  EN  EL  CONTRATO  DE  PRfiSTilO. 


¿  Hay  en  el  dia  términos  hábiles  para  una  demanda  judicial 
^bre  reducción,  de  iuíereses.^en  el  contrato  de  préstamot 

Yo  entiendo  que  sí ,  aun  cuando  parezca  no  avenir^  muy  bien 
con  semejante  dictamen  la  ley  de  14  de  marzo  de  i856 ,  que  auto- 
rizó, como  es  sabido,  la  libre  coatratacion  en  esta  materia.  Para  mí 
es  cosa  evidente  que  estipulándose  un  interés  tan  crecido,  que  es- 
ceda  ea  mucho  ó  en  algo  de  una  mitad  sobre  el  tipo  ordinario,  sobre 
el  tipo  comunmente  usado  donde  esta  especulación,  se  conozca, 
sobre  el  tipo  económicamente  presimiible  donde  no  se  conozca; 
para  mí ,  digo ,  es  indudable  que  habrá  lugar  en  estos  casos  al  re- 
curso ordinario  de  lesión  enomisirm  ó  enorme,  ya  p^ra  la  rQjgf^iaioa 


del  contrato,  ya  para  la  mdatáoa  de  iateicaes  i  sa  jasto  Ifanle, 
segim  el  prestamista  eligiere. 

EfeclÍTanieiite:  la  abolieioa  de  la  tasa,  que  fué  lo  único  que  s^ 
biamente  ordené  la  ley  mencionada,  do  Ueya  consigo  la  sopresioft 
de  las  demás  garantías  que  á  dicho  contrato  son  inherentes  por  su 
consideracioii  general  de  oneroso;  en  cuyo  supuesto ,  dándose  tales 
acdones  en  todos  los  de  esa  especie,  con  arreglo  á  las  leyes  2.^ 
y  3.^,  tiu  1.%  lib.  10  de  la  Noy.  Recop.,  no  encuentro  raxon  alguna 
para  que  el  contrato  de  préitamo,  mediando  interés,  deje  de  subor- 
dinarse á  las  condiciones  y  requisitos  jurídicos  que  regulan  en  ge- 
neral la  contratación  onerosa. 

La  abolición  de  la  tasa,  repito ,  no  fué  mas  que  la  supresión  de 
una  especialidad  en  el  contrato  de  préstamo :  la  ley  no  hizo  otra 
cosa  que  desencarcelarlo  del  estrecho  circulo  en  que  estaba  encer* 
rado ,  dándole  la  espansion  y-laliólguraque  sin  perjuicio  de  la  mo- 
ral ,  y  sin  autorizar  el  esceso  y  el  fraude  ^i^estaba  de  muy  antes  de- 
mandando la  ciencia  ecionómica,  y  que  es^  á  no  dudar,  el  freno  mas 
poderoso  contra  las  demasias  de  una  especulación  insolente ,  sin  ri* 
Tflüdad  y  sin  competencia. 

Mas  al  decretar  la  ley  la  abolición  mencionada,  dejó  subsistentes 
las  garantías  comunes  del  derecho  civil ;  borró ,  por  decirlo  así ,  e! 
circulo  mínimo  del  contrato  de  préstamo  sin   tocar  al  circulo 
máximo  de  la  contratación  general. .  ¿Por  qué ,  pues ,  al  pactar 
intereses ,  habremos  de  pisar  esta  línea?  En  el  orden  legal ,  en 
et  derecho  constituido ,  no  es  ciertamente  una  omnímoda  libertad  el 
resultado  contrapuesto  á  la  tasa,  para  que  de  su  estincion  se  deduzca 
la  absoluta  carencia  de  Umite  en  la  estipulación  de  intereses.  El  ar- 
rendamiento, la  compra-venta ,  y  demás  actos  de  contratación  one- 
rosa, no  están  sujetos  á  tasa,  y  sin  embargo  no  se  pacta  impune- 
mente el  precio  indiscreto  que  constituye  las  citadas  lesiones.  Para 
escluir,  pues ,  de  la  sanción  civil  de  las  mismas  al  préstamo  no  gra- 
tuito ,  era  preciso  que  de  un  modo  terminante  lo  hubiera  declarado 
la  ley ,  no  bastando  al  efecto  la  sola  enunciativa  (art.  2.°)  de  que 
«podrá  pactarse  convencionalmente  interés  en  el  simple  préstamo.» 
Así  se  pactan  los  precios  y  rentas  en  los  ya  citados  casos  de  com- 
pras y  arriendos,  y,  á  pesar  de  ello,  hay  Usion  emrme  y  enormiÁi- 
im  en  tales  contratos ,  con  las  acciones  consiguientes  para  remedio 
del  mal. 

£n  suma:  el  préstamo  á  interés  quedó ,  sí  ^  exonerado  de  su  an- 
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ttgua  restricción  peculiar ;  pero  no  relajadas  ó  ^modificadas  en  con- 
cepto algano  las  condiciones  y  garantías  comunes  de  la  contratacioa 
onerosa ,  á  la  cual  corresponde  el  citado  convenio ;  esas  garantías  y 
condiciones  le  afectarán  hoy  como  á  los  demás  de  su  clase ,  y  for- 
marán,  digámoslo  asi,  su  circunscripción  y  horizonte.Iegal. ' 

Creo,  por  lo  mismo,  que  es  admisit^le  en  el  día,  legal  y  oportuna 
en  su  caso,  una  reclamación  judicial  sobre  reducción  de  intereses 
en  el  contrato  de  préstamo. 

Jítsé  irías  Bríne. 


DERECHO  INTGaKAClOML  PRIVADO. 


iSerá  válido  y  producirá  efectos  legales  en  España  el  matrimo^ 
nio  civil  contraido  por  4os  españoles  residentes  en  Francia  f.  obser-- 
vando  las  formalidades  que  aüí  se  exigen  para  la  legitimidad  del 
matrimonio  (1)? 

ARTÍCULO  2.** 
í^g^nn  el  derecho  español. 

I. 

Examinando  esta  importantísima  cuestión,  según  el  derecho  in-* 
iernacional,  hemos  descubierto  la  ley  de  civilización  y  de  progreso 
que  habia  hecho  prevalecer  en  k)s  Estados  de  Europa,  á  despecho 
del  principio  absoluto  de  su  soberanía,  el  derecho  internacional  pri- 
vado, para  resolver  los  conflictos  que  hacen  frecuentes  ladiscordan- 
'Cla  de  legislaciones,  y  las  relaciones  hoy  tan  continuas  entre  unos  y 
otros  pueblos,  que  parece  que  aspiran  á  formar  uno  solo  en  lo  por- 
venir. 

Tócanos  hoy  estudiar  esta  misma  cuestión  bajo  el  punto  de  vis- 
ta puramente  español. 


(1)    Véase  la  pág.  133  del  tomo  XV. 
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No  desconocemos,  sin  embargo,  que  bien  podíamos  en  rigor 
prescindir  de  hacerlo,  después  de  haber  demostlrado  que  el  derecho 
internacional  privado  de  Europa  proclama  en  todas  partes  la  iegiti* 
midad  del  matrimonio  civil  contraído  en  Financia  por  dos  estranjeros 
con  completa  observancia  de  las  formalidades  establecidas  en  el  Có- 
digo de  Napoleón.  Porque  España,  que  en  la  asamblea  de  las  na* 
Clones  cultas  ocupa  un  lugar  distinguido,  no  ha  podido  menos  de 
sentir  lo  mismo  que  las  demás,  sus  hermanas,  la  necesidad  de  bas- 
car una  regla  universal,  un  supremo  criterio  para  poner  en  armo* 
nía  la  discordancia  de  su  derecho  con  el  derecho  de  otros  Estados, 
ora  esta  discordancia  ocasione  la  residencia  en  su  territorio  de  sub- 
ditos estranjeros,  ora  nazca  de  actos  lícitos  celebrados  en  país  es- 
trano  por  sus  propios  hijos. 

Así  es,  que  nos  proponemos,  al  escribir  este  artículo,  no  tanto 
demostrar  que  no  rechaza  nuestro  derecho  lo  que  la  Europa  procla- 
ma, no  tanto  allegar  nuevas  razones  que  robustezcan  la  tesis  que 
sustentamos— la  legitimidad  del  matrimonio  civil  celebrado  en  Fran* 
cía  por  dos  españoles— como  reivindicar  para  nuestra  patria  la  glo- 
ria de  haber  sido  la  primera  entre  las.  naciones  de  Europa  que,  en 
medio  de  la  ignorancia,  del  esfrépito  de  las  armas  y  del  aislamiento 
en  que  vivian  los  individuos  y  los  pueblos  en  la  edad  media,  per- 
cibió la  dirección  á  la  unidíad  del  espíritu  humano,  que  impele  á  los 
pueblos  á  multiplicar  sus  relaciones,  á  fomentar  unos  mismos  inte- 
reses, á  adoptar  unas  mismas  costumbres,  á  observar  un  mismo  dere- 
cho, á  regirse  por  unos  mismos  principios,  y  á  vivir  una  misma  vi- 
da. Con  este  motivo  tendremos  oportuna  ocasión  de  admirar  una 
vez  mas  la  inmortal  obra  del  Rey  Sabio. 

n. 

El  derecho  debe  ser  la  justicia. 

Está  es  una  de  esas  ideas  fundamentales  que  constituyen  é  ilu* 
minan  la  conciencia  de  todos  los  hombres,  y  que  es  de  desear  que  á 
la  vez  constituyan  ó  iluminen  la  C/Onciencia  de  todos  los  pueblos. 

Eminentemente  práctico  aquel  supremo  fin— la  justicia — no  se 
ha  de  realizar  estudiando  á  príori  la  naturaleza  humana  y  constru* 
yendo  el  derecho  positivo  con  arreglo  al  resultado  de  esta  íntima, 
antropológica  observación.  La  inflexibilidad  de  los  principios  ajúsi- 
tase  mal  frecuentemente  con  las  necesidades  presentes  de  la  vida 


civil;  y  el  saber  y  la  razón  de  la  humanidad,  qae  es  la  historia, 
ofrece  garantías  de  acierto»  que  m  siempre  ^e  encaentrau  ea  las  nía? 
sublimes  especulaciones  de  la  filosofía.  L9s  hejcbíos,  las  necesidades 
sociales,  las  costumbres  y  li^sta  las  preocupaciones  de  los  pueblos, 
señalan  al  legislador,  uq  ^i^nos  imperiosamente  que  los  principios 
puramente  racionales,  el  camino  que  debe  seguir  al  dictar  y  al  re* 
formar  el  derecho.  Las  leyes  son  impotentes,  lo  mismo  cuando  lasti- 
man los  primitivos  derechos  del  hombre,  que  cuando  desconocen  las 
grandes  necesidades  sociales. 

El  carácter  mismo  del  hombre,  eminentemente  social,  sus  múl- 
tiples inclinaciones,  sus  incesantes  deseos,  su  incansable  actividad  y 
hasta  sus  mismas  pasiones  continuamente  le  incitan  á  establecer 
nuevas  relaciones  con  otros  hombres,  ora  sean  hijos  de  su  propio 
país,  ora  estrapjeros,  ei^anchando  así, de  dia  en  dia  la  esfera  de  su 
actividad  y  desarrollo.  El  derecho  no  puede  prescindir  de  este  esr 
piritu  ni  dejar  de  seguir  este  civilizador  impulso.  De  otro  moda 
pesarla  con  insoportable  tiranía  sobre  los  ciudadanos,  y  sus  dispo-» 
siciones  serian  primero  eludidas  y  después  destruidas  por  la  graD 
corriente  de  las  ideas  y  por  la  suprema  l<^y  de  la  necesidad. 

Nuestra  propia  historia  lo  demuéstrala 

Después  de  la  gran  ruina  del  in^perio  romano  oqcidental,  dos 
razas,  mejor  dicho,  dos  pueblos  ocupaban  nuestra  Península:  el  vi- 
sigodo vencedor  y  el  romanq-hi^M^Ap  venqido«  La  altivez  y  valor 
4el  fiero  conquistador  le  hacia  mirar  con  desprecio  al  subyugado 
español,  que  á  su  vez,  incomparablemente  mas  civilizado ,  juzgába- 
se, aunque  vencido,  superior  á  sus  dopina^ores^  El  recelo,  el  anta- 
gonismo, el  odio  entre  ambos  pueblos  era  natural,  y  común  el  deseo 
de  levantar  entre  ellos  insuperable  barrera.  De  aiquí  la  ley  de  razas, 
y  el  Código  de  Eurico,  ley  de  lo^  godos,  y  el  Breviario  de  Aniano, 
ley  délos  romanos. 

Todo  esto,  sin  embargo,  fué  inútil.  Los  dos  pueblqs  vivian  den- 
tro de  un  mismo  territorio ,  y  esto  bastó  para  que  el  espíritu  social; 
que  lleva  siempre  el  hombre  hacia  el  hombre  i  aniquílase  sucesiva- 
mente todos  Jos  obstáculos  que  á  uno  de  otro  separaban.  El  tiempa 
se  encargó  de  la  obra,  y  amortiguáronse  las  antipatías ,  y  estrechá- 
ronse las  distancias,  y  comenzaron  las  relaciones;  y  aquellas  dos 
razas ,  tan  enemigas  y  antipáticas,  mezclaron  y  confundieron  sus 
glorias  y  sus  dolores  en  una  misma  vida  y  en  una  misma  historia, 
focmando  un  solo  pueblo,  como  dice  un  distinguido  publicista,  en  el 
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templa^  en  el  foro  y  ea  el  hogar  (1).  Los  siglos  dictaron  la  ley  al 
]^islador«  Y  los  siglos  la  dictarán,  siempre  que  exista  sin  satisfacer 
una  gran  necesidad  social . 

;         '  '  ' 

ni. 

En  el  primer  periodo  de  nuestra  reconquista  pocos  serian  los 
estranjeros  que  vinieran  al  suelo  español ,  por  todas  partes  afligido 
y  profundamente  turbado  por  el  rápido  triunfo  de  las  armas  árabes. 
Menos  serian  todavía. los  españoles  que  pagaran  el  Pirineo  conser- 
vando vínculos  políticos  ó  civiles  con  su  patria.  Los  habría,  sin  du- 
da alguna,  que  huyendo  de  los  azares  y  males  de  la  guerra  busca- 
ran en  estrana  tierra  seguridad  y  protección  para  su  persona  y  bie- 
nes, ;ya  que  ni  una  ni  otra  cosa  encontraban  en  la  p^ropia.  Pero  los 
qu^e  así  cobardemente  abandoaaban  la  madre  patria;  cuaado  tenia 
necesidad ^jel  yaloJ!.y.e»s£uerzo  de  todos  sus  hijos:,  rompían  de  una 
vez  y  para  siempre  todos  los  lazos  que  á  ella  les  unían ,  y  perdían, 
por  este  solo  hecho,  su  primitiva  nacionalidad.  En  aquellos  tristísi- 
mos,, pero,  gloriosos  días,  la  razón  y  la  historia  convienen  en  que  no 
habia  mas  españoles  que  los  que  con  las  armas  en  la  mano  disputa- 
ban.el  territorio  á  los  soldados  del  Profeta. 

.  Sin  embargo^  bastante  tiempo  después ,  cuando  nuestras  glorio- 
sas monarquías  comienzan  á  engrandecerse  y  estienden  por  tierra 
de  moros,  anchamente  sus 'fronteras ,  nobles:  y  príncipes  estranjeros , 
sobre  to4o  qn  el  siglo  XII,  conducidos  por  el  deseo  de  adq^irir  glo- 
ria y  jiquezas,  ó  impelidos  por  el  espíritu  reUgioso  y  caballeresco, 
cs^racterístico  de  la  época,  vinieron  á  nuestro  país  á  tomar  parte  en 
la  campaba  d^  siete  siglos  que  contra  la  media  luna. abrieron  tan 
heroicamente  nuestros  padres  en  Govadonga. 

Jl  sja  yez  es  probable  que  las  mismas  condiciones  de  los  tiempos 
llevaran  también  á  los  españole^  á  la^  naciones  estranjeras,  ya  para 
intervenir  en  cuestiones  políticas  y  alianzas  diplomáticas ,  ya  para 
arreglar  asuntos  de  comercio,  ya  (aml^ien  para  probar  fortuna  en 
empresas  guerreras,  que  ofrecian  tanto  mayor  aliciente  á  aquellos 
espíritus  ayei^tureros  cuanto  mas  difíciles  y  estraordinarias  pare- 
cían. 


üé«M 


(f)    Pacheco.— D«ia  Mwiarquia  visigoda  y  de  su  Código  el  libro  de  ios 
jueces  6  Fuero  Jii^go. 
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De  este  modo,  la  razón  indica  que  debieron  naii^r  en  Europa  las 
comunicaciones  entre  unos  y  otros  pueblos,  y  la  historia  acredita 
que  así  efectivamente  sucedió. 

Estos  hechos  y  este  estado  de  cosas  ofrecía  desde  luego  al  de* 
recho  una  interesante  cuestión  que  resolver ;  á  saber ,  á  qué  ley 
deberían  arreglarse  los  actos  que  verificaban  los  subditos  de  un  país 
en  el  territorio  de  otra  nación;  cuestión  delicada  que  decidieron  con 
admirable  espíritu  nuestras  leyes  de  Partida,  á  favor  del  país  ea 
que  los  actos  ocurrían ,  de  la  misma  manera  que  había  sido  resuel- 
ta antes  por  los  grandes  jurisconsultos  de  Roma,  de  la  misma  naa* 
ñera  que  ha  sido  resuelta  después  por  la  Europa  entera. 

En  el  famoso  título  1.^  de  la  Partida  1.^  el  gran  legislador  de 
Castilla  esplica  en  la  ley  15  el  modo  como  deben  obedecer  las  leyes 
y  juzgarse  por  eHas.  Allí,  después  de  consignar  el  general  principio 
de  que  los  subditos  del  legislador  están  obligados  á  obedecer  las  le- 
yes, añade  las  siguientes  importantísimas  palabras.  «E  eso  mismo 
decimos  de  los  otros  que  fueren  de  otro  señorío,  que  ficiesen  el  plei- 
to, ó  postara,  ó  yerro  en  la  tierra  do  se  juzgase  por  las  leyes:  ca 
maguer  sean  de  otro  lugar  nom  puedemser  escusados  de  estar*  á 
mandamiento  álsHas,  pues  que  el  yerro  ficiesen  onde  ellas  han  poder: 
¿  aunque  sean  de  otro  señorío ,  nom  puedem  ser  escusados  de  se  jua- 
gar por  las  leyes  de  aquel  smorío,  en  cuya  tierra  oviesen  fecho  al- 
guna de  &sta9  COBOS . 

Así,  en  el 'SigioXIII,  el  sabio  Rey  D.  Alfonso,  parece  un  prodi- 
gio, asentábalos  fundamentos  del  derecho  internacional  privado,  qne 
han  sido  en  nuestros  dias  objeto  de  tan  serios  y  concienzudos  traba- 
jos; y  sóbre{K)niéttdose  á  la  ignorancia  de  su  época  ensenaba  al  mun- 
do que  los  principios  eternos  de  derecho  y  de  justicia  no  tienen  por 
término  las  arbitrarias  divisiones  del  territorio;  y  qne  lo  que'^s 
justo  y  legítimo  en  el  país  en  que  sucede,  no  puede  ser  considerado 
como  injusto  ni  ilegítimo  en  otras  regiones  de  la  tierra  donde  brille 
el  sol  de  la  civilización. 

¡Qué'díria  la  híHoria  si  'nuestros  misioneros  al  llevar  alas  tri- 
bus idólatras  la  luz  del  Evangelio,  y  al  esparcir  entre  ellas  la  mo- 
ral purifieada  en  el  crisol  del  cristianismo  predicaran  á  eonsintiéraa 
como  buena  la  doctrina  de  que  al  convertirse  á  la  fé  cristiana  deja 
bao-los  infieles.de ser  esposos  y  padre^Iegítimos, -porque  su-uaion 
no  habia  sido  bendecida  por  la  Iglesia!  ^Qaé  dina  la  Europa  si  hoy 
se  diera  aquí  el  espectáculo  de  considerar  &  todos  los  espaS<des,  que 
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lian  eóntraído  matrimoiiio  en  los  psrfses  á  t|u&  la  Ibrtaiia'  é*la  dei<» 
>  gracia  los  iia  Hévádo,  sajetándose  á  ias  formas  allí  establecidas;  eo^ 
mo  esposos  Uegftimos,  7  como  ilegítimos  se  coMderáran  tandiieii 
sus  hijos!  ^{Qué  diría  el  mondo  sise- deolararamraeeba  i  la  espa- 
ñola que  ^cotiMjo  matrimonio  coa  un  estranjero,  que  no  siendo  em- 
tólico,  ó  siéndolo  no  quiso  sujetarse  á  recibir  la  b¿idioion  edesifati- 
ca,  después  de  haber  contraído  el  matrimonio  cítí^  en  un  paía^n 
donde  esta  ebsé  de  matrimonio  iuera  la  forma  legal  del  contrajo! 

Semcfanté  absurdo ,  tal  inmoralidad  y  lauta  ignominia  im*  é^ 
tablece,  no  lat  ha  podido  establecer  nuestro  'derecho.  AleMImri^» 
«ñas  veces  cbn  su.  silencio,  otras»  como  en  las  Partidas,  eos  létiriBos 
espresos  ha  proclamado  siempre  legítimos  lodos  los^  aoloa  cífiles^.'j 
.]K)r  coBsecnencia  el  matrimonio  también^  celebrados  en  el  esHánjo- 
ro  con  arreglo  á  las  leyes  alU  vigentes. 

IV. 

•  •  •  I 

»  '  •  •       •  .  '       '   ■ 

No  erstposíble,  atendida  sú  ilustradon,  que  desooBéderan'eiMt 

docUrtda  lo$ distinguidos  juriscoBsúlto8¿qdeí  intértiniecon  en  k  for-^ 
«tmacion  del  pidyectó  delGóttigo  civil  español,  que>  4iby  está  fíjete 
-á  la  censura  pública.  T  así  es  que  adoptando  lo  tquedo  hecho 

nia  rigiendo  en  E^ana,  lo  que  se  ha  elevado  á  la  ealéigaría  de 
<  rechoinferoacioual  europeo^  lo  'que  est¿  enla^nnral/enla  condea* 

€ia  de  todos  los  hohnbres  justos,  en  el  inteténde  bia  teiilías»  del 
i  Estado  y  de  la  sociedad  misma>i  dijeron  eaerartículo  Xk:'.  (ffl  m»- 

trimonio  contraido  en  el  estranjero,  siendo  los  dos  contrayelitéa/6 
I  uno  de  eMs  espaSol,  te  regirá  por  las  leyes  de  España,  eniouanWá 
r  la«capacidad é  impedimentos  dirimentes  del  español:  salvói«||M'SÍ 

-  no  se  hubiese  celebrado  en  presencia  del  párroca  y  dos  testígo^f'.^ 

-  líos  contrayentes  vinieren  al  reino,  lo  ratifiquen  á  los  dos.  meses  de  eit 
'*yemda,<debíendo«stender8elacoriespeiidiéDilepaiiida  eivel  liUrbde 

matrimonios.» 

Ten  veihdad'^qüe  alíe»liddecer'€»l69 fimid^  norempian  los 
^ autora  del  proyecto lá^ hiétoria^de nusstroiáer^to^ l^de eso;;ao 
hacían  en  la  primera  parte  del  artículo  mas  que  aplicar  al  (aso  del 
matrimonio  lo  que  para  todos  los  actos  de  la  vida  civil  habían  orde* 
nado  en  general,  como  hemos  visto,^  las  leyes  de  Pi^tidaJ  Nd  bran 
ciertamente  innovadores  atrevidos,  sino  escrupulosos  conservadores» 
^^   Descúbrese  esto  patanteni^nto  ál  e&aminac  ei  comentario  del)  se- 
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«Sor  :€raro(8  Goyena,  lefeceate  á  este  artieulo,  en  doúde^  lejos  de 
4ar  razones  para  cambiar  el  dereciio  antiguo,  todo  lo  qae  dice  es  lo 
^misino  que  nosotros  venimos  sosteniendo  con  arreglo  al  derecho  ac- 
toal^  á.saber:  qoe  la  faz  de  la  Iglesia  no  es  en  rigor  mas  que  una 
^emnidad  del  acto;  que  el  párroco  no  es  mas  que  un  testigo  califi- 
cado (1);  y  que  las  formas  y  solemnidades  de  los  actos  se  rigen  por 
as  Jey  es  del  país  en  qae  tuvieron  lugar. 

No  (necesitamos  encarecer  la  gran  autoridad  del  distinguido  jn- 
-riisoonsaUo;  que  acabamos  de  citar.  De  él  dijo  al  Gobierno  el  digno- 
,pi:e8idiente  de  la  comisión  del  Código  civil,  que  su  interpretación  >y 
^«esotuoioiies  podían  considerarse  como  auténticas,  por  haberse  hecha 
;^Févia  idiseusioury  con*  aprobación  de  la  sección. 

También  merece  elogio  la  escrupulosa  diligencia  que;  en  el  ar. 

tículo  que  hemos  trascrito,  puso  la  comisión  en  separar  loque  per- 

tenecia  al  estatuto  personal  de  lo  que  correspondía  al  estatuto  for-- 

mal.  En  todo  lo  que  del  primero  es  propio,  sujeta  al  español  á  la 

ley  de  su  país.  En  lo  que  es  propio  del  segundo  á  la  del  país  en 

rqneíse  «elebra  el  'matrimonios  dando  este  nuevo  tributo  á  la  san- 

-tidadide  los  principios^  á  la  conciencia  pública,  al  bien^p  la  fitmilia^ 

<¿ia; necesidad  social.  Según  esto,  si  un  Español  contrae  matrimonia 

Hen  Francia^  i  por  ejemplo,  con  una  prima  suya  sindispensa,  aunque 

-d  matrimonio  en  iguales  circunstancias  seria  válido  y  subsistente 

-entre  franceses,'  porqne  el  parentesco  mas  allá  del  grado  tercero  no 

íes  alM  obstáculo  para  la  celebración,  del  contrato  (3),  sinembargo^ 

•siendo,  como  hemos  dicho,  uno  de  los  contrayentes  espsmol  no  seria 

<  válido,;  porque  en  España  el  impedimento  llega  hasta  el  octavo  gra- 

"do,  y  el  que  se  casa  prescindiendo  de  esta  disposición  infringe,  en 

^cttdquiera  puntó  enque  se  eacuentra,  una  ley  que  se  refiere  ^  su 

vestatuto  pers(mal,  es  decir,  en  el  caso  presente  á  su  capacidad.  Em- 

«perb  si  el  matrimonio  se  ha  de  celebrar  ante  la  Iglesia  ó  ante  la  an* 

•loridad  civil,  i  la  ley  del  país  en  que  el  acto  tiene  lugar  es  i  la  que 

toca  decirlo.  -    : 

rHa.'iwnido  á  saadonar  también  e^tos  principios  fundamentales 
•  de  derecha  una  disposición  moderna:  el  Rc^  decreto  de  17  de<octa<» 


\i 


(1),   Las  ra^sooes  en.  que  noa  fundamos  para  sostener  estas  proposicionesp 
las  espondremos  con  toda  ostensión  en  el  siguiente  artículo,  cuando  trate- 
^mod  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  canónico. 
-    (2)'  Atts.  m  im delGódigó civU francés. 
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"^bre  de  1681»  Esté  decreto  declara  que  ion  tálidósY  cansan  ante  los 
tribunales  BspaSóles  los  efectos  qne  proceden  en  justicia,  todos  Tos 
contratos  7  demás  adtos  públicos  notariados  en 'Francia  ó  en  otro 
cualquiera  país  estranjero,  siempre  que  concurran  en  ellos  la  dr- 
•cunstanciá  d^  que  el  asunto  materia  del  acto  ó  contrato  sea  lícito  7 
permitido  por  las  leyes  de  España,  que  los  otorgantes  tengan  apti- 
tud ó  capacidad  legal  para  obligarse  con  arreglo  á  la  ley  de  su  país, . 
que  en  el  otorgamiento  se  hayan  observado  las  formas  establecidas 
^en  el  país  donde  se  hayan  verificado  los  actos  ó  contratos^  y  que  en  el 
del  otorgamiento  se  conceda  igual  eficacia  y  validez  á  los  actos  cele- 
brados en  territorios  de  los  dominios  españoles. 

Esta  sanción  moderna  de  los  principios  que  sostenemos»  esta  con- 
sagración nueva  de  las  disposiciones  emitidas  en  las  leyes  de  Parti- 
da; este  reciente  tributo  rendido  en  España  á  la  cansa  de  laciviliza- 
-cion  del  género  bumano,  hace  insostenible',  al  menos  en  nuestro'  con- 
€epto,  la  opinión  que,  á  primera  vista  y  sin  profundizar  la  materia, 
pudiera  alguno  sustentar  contraria  á  la  legitimidad  en  Espaíia  del 
matrimonio  civil  contraído  en  Francia  por  dos  españoles  que  tenían 
aUí  su  résidehcia.  T  debe  tomarse  en 'cuenta  que  las  disposicio- 
nes qne  ocmstituyen  el  mencionado  Real  decreto  fueron  adoptadas' 
después  de ttáa  detenida  deliberación,  en  la  cual  se  oyeron  á  los  mas 
autorizados  cueras  del  Estado,  entre  ellos,  ál  Tribunal  Supremo  de  ' 
Justicia  y  al  Consejo  Real.  De  modo,  que  los  prindpios  en  él  consig- 
nafdos  no  solo  tienen  la  autoridad  legal  que  les  corresponde  cómo  par- 
te de  nüesiro  derecho  escrito,  sino  que  llevan  eñ  si  lá  ^ran  autorídfad 
científica  'y  ^  moral  dé  que  disf hitan  los  individuos  que  éomponen  ' 
aquellas  sdtísittias  corporaciones. 


/ 
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V. 


Acabaos  de  Ver  que  nuestro  antiguo  y  novísimo  derecho  dá 
fuerza  legal  én  España  al  matrimonio  contraído  por  los  españoles  en 
el  estranjero,' éiempre  que  teniendo  capacidad  para  hacerlo  según 
la  ley  de  su  origen,  se  atienen  en  su  celebración  á  la  del  país  de  sil 
residencia. 

T  para  terminar  nuestra  tarea  cúmplenos  ahora  hacer  ver  que, 
aun  cuando  no  hubiera  declarado  espresamente  la  validez  de  esta 
•clase  de  matrimonio,  tendríamos  sin  embargo  que  convenir  en  ella 
y  reconocer  sus  efectos  legales.  • 


Hay.  principios  tan  carcUnal^,  taa  jradiaieiitariosde.dereebo 
que  bs  leyes  na  pyiedea  descanocer;  aatQssieiQpre  ea  ellas^.pre-- 
sappapn^  Negar  esta  verdad,  seria  arrancar  del  derecha  la  mo* 
raljdad*. 

Por  el  cootrario»  bay  doctrinas,  tan  funestas  y  tan  absurdas,  que 
no  fó  necesario  quie  la  ley  las  rechace  con  daros  términos  para  coa* 
deoarlas.  Negar,  esta  verdad,  seria  convenir  en  qae  el  objeto  del  de- 
recho podría  ^er  en  algún  caso  degradar  al  hombre,  destmir  la  fa- 
milia y  perturbar  el  Estado. 

Entre  estos  pi;incipios,  que  es  necesario  síeqapre  acatar ,  ningana 
quizá  es  mas  interesante,  mas  fundamental,  mas  universal »  que 
aquel  que  proclama  que  el  estado,  civil  de  las  personas  es  indivisibie. 
Su  olvido  impjica  lo^  mas  gran4es  errores,  las^  mas  trastornadoras 
conseci^encias.  El  que  es  padre  de  familia,  en  Francia,  el  <pe  e» 
hijo  legítimo  en  Italia,  el  que  es  soltero  en  Bélgica,  el  /que  es  casa*^ 
do  en  Inglaterra^  como  padre  de  familias  debe  ser  considerado,  ó 
como  hijo  legítimo,  ó  como  soltero,  ó  comp  oasado,en,£spana  y  ea 
todo  el  mundo.  Esta  es  una  doctrina  general,  de  derecho,  natural)  de 
sentido  común.  La  existencia  de  un  individuo  qi|e  sea  í  la  vez  ca- 
sado y.spUero,  legítimo  é  ilegítimo,  mayor  y  menor  de? edad,  es  ua 
absurdo  incalificable,  un  imponible  moral,  una  idea  que  perague>  y 
no  alcfijíiza  á  comprender  la  mas  perspicaz  inteligencia. 

Ahoria  bien,  sostener  qpe  nuestro  derecho  niega  iuerza  legal  ¿ 
todo  n^trimpnio  celebrado  en  el  estr^jerp,  que  no  sea  contraído 
ante, el  párroco  y  testigos  en. la  formaestablecidaen.el  Co^lio  de 
Trente,  es  injuriar  á  nuestro  país,  suponiendoque  nuestras  leyes  san^ 
cionan  el  conjunto  de  despropósitos  jurídicos  que  acabamos  de  een^ 
surar. 

T  no  se  crean  exajeradas  nuestra^  palabras,  porque,  sin  remon- 
tarnos á  teorías,  concretándonos  solo  al  terreno  de  la  práctica,  te- 
nemos en  nuestra  mano  el  hacer,  ver  álos  que  tal  penai^Mr'  que 
desde  el  jumento  en  que  semejante  idea, prevalezca,  la.  familia  se 
destruye,  la  poligamia,  empieza,  la  moralidad  concluye  y  el  Estado 
se  aniquila. 

En  efecto:  hemos  visto  que,  según  el  Código  francés,  el  matrimo- 
nio civil  cont^caido  por  (}os  españoles  en  Francia  es  allí  válido .  y  le- 
gítimo: legí^i^,  llanca  ia  ley  fraAcesa  á  la  esposa,  y  legítimos  á  los 
hijos.  Ahora  hi^,  ;,^](, derecho  español  rechaza  este  matrimonio? 
Pues  entonces  aquellos  contrayentes  pueden  venir  á  España  y  ca*^ 
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sac$^4HNi  quienes  mejor  les  plaasca,  segan  la  farmade  la  ley  espaM«» 
la.  T,  si  semejaate  doctrina  no  fuera  condenada  por  todos  los  pueblos 
cultos^  snoesivameote  recornendo  países  la  mujer  podria  .tener  tan- 
tos maridos  legítifisos,  y  el  nuurido  tantas  muyeres  legítimas^  y  los  dos 
taatas  clases  de  hijos  legítimos  ó  ilegítimos  cuantas  fueran  las  na^ 
eioaes  fue  visitasen,  toda  vez  qa/d  en  todas  podrian  casarse  según  la 
foroia  de  sus  leyes»  pues  no  reconocerían  estas  la  eficacia  de  los  an- 
terioresconlaces»  en  la  hipótesis  que  dejamos  establecida* 

A  tales  absurdos  conduce  derechamente  el  no  reoonocer  que  lo 
que  es  legitimo  en  el  país  en.  que  sucede  es  legítimo  en  todas  partes. 
A  tan  Irastornadores  y  disolventes  resultados  lleva  el  negar  b  indi- 
visibilidad del  estado  civil  de  las  personas.  Tanta  inmoralidad  y 
vergüenza  podria  caer  sedare  nuestro  derecho  si  rechazara,  tratán- 
dose de  la  forma  de  la  celebración  del  matrimonio,  el  principio  adop- 
tado por  toda  Europa: ,  lúcus  regü  actum. 

Afoiiunadamente  dejamos  demostrado  que  tanto  las  leyes  de 
Partida,  como  nuestro  d^eebo  moderno  .'establecen  lo  contrario.  El 
África  no  comienza  en  los  Piriiteos. 

Algaidr*  Groizard. 
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iQuemlory  fé  deben  tener  en  España  Iq$  instrumentos  otorga- 
dos  por  súbditQs  estranjerosi  ante  los  fiónmks  eqMñoles  ?    . 

Está  generalmente  admitida  como  regla  de  derecho  internacional 
que  los  cónsules  y  demás  ajentes  comerciales  tienen  fé  pública  para 
autorizar  contratos,  testamentos  y  toda  clase  de  instrumentps  públi- 
cos que  hayan  de.prodi^ir  efecto  en  la  nación  á  que  aquellos  perte- 
necen;,pero  algunos  limitan  esta  facultad  á  los  actos  otorgados  por 
subditos  de  la  misma  nación ,  y  en  este  sentido  parece  hallarse  re- 
dactado, el  art.  2.**  de  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1827,  según  el 
cual  «joingun  cóa^l  ni  vice*cónsul  estranjero  será  interrumpido  por 
las  autpridades  locales .  ep  recibir  y  legalizar  protestas  de  averías, 
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ní«ii  otras  funciones  estrajudiciaies  anejas  á  su  empleo  que  desem- 
peññüiím  súbdito$  de  su  nación.*    '  *  *■■■■■ 

Pór  el  principio  de  reciprocidad  á  esto  deberían  limitarse  tam- 
bién los  cónsules  espaSoIes  en  el  estranjero ,  respecto  del  punto  de 
que  tratamos.  Sin  embargo ,  én  el  art.  22  del  Real  decreto  de  29  de 
setiembre  de  1848,  se  dispuso  to  siguiente:  «Los  cancilleres  de  los 
consulados,  mientras  lo  son,  se  reputan  notarios  con  fé*  pública  en 
lo  judicial  y  escriturario  dentro  del  distrito  de  aquellos:  Los  documen- 
tos que  autorizaren  harán  fé  en  juicio  y  fuera  de  él  en  la  demarca- 
cien  del  consulado ,  y  legalizados  por  el  cónsul ,  en  todo  él  reino.» 

No  obstante  lo  genérico  de  esta  disposición  que  ^e  refiere  á  toda 
clase  de  documentos,  sin  distinguir  si  han  sido  otorgados  por'  natu- 
rales ó  estranjeros,  algunos  letrados  han  creido  que  debía  entender- 
se con  ía  limitación  antes  indicada  de  que  los  documentos  sean  otor- 
gados por  subditos  españoles.  Esto  ha  dado  lugar  á  varías  reclama- 
ciones, siendo  una  de  ellas  la  que  en  Í8S7  elevó  al  Ministerio  dé  Es- 
tado el  Cónsul  de  España  en  Burdeos  por  haberse  negado  los  Abo- 
gados dé  Zaragoza  á  bastantear  un  poder  que  ante  él  hábiá  otorga- 
do un  subdito  francés.  Con  el  fin  de  adoptar  una  disposición  general 
relativa  á  este  asunto,  se  pidió  informe  al  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia; y  pasado  el  espediente  al  Ministerio  fiscal ,  éste ,  con  fecha  4 
de  diciembre  de  dicho  año  de  18K7,  emitió  el  siguiente  dictamen , 
para  cuya  publicación  estamos  autorizados. 

«El  Fiscal  dice:  Qué<;oii  Reail  orden  dé  9del  mes  próxftno  pasa- 
do, se  remitió  á  consulta  de  este  Tribunal  la  comunicación  que  el 
Ministerio  de  Estado  dirigió  al  de  Gracia  y  Justicia  con  fecha  de 
29  del  mes  anterior,  encareciendo  la  necesidad  de  qué  se  adopte 
una  disposición  general  relativa  á  la  fé  que  deban  merecer  los  ins- 
trumentos otorgados  por  subditos  estranjeros  ante  los  cónsules 
españoles. 

Motivó  dicha  comunicación  laque,  en  17  del  mes  últimamente  ci- 
tado, elevó  el  cónsul  de  S.  M.  en  Burdeos  al  Ministerio  de  Estado  >  en 
que  manifestaba  que  cuando  se  hizo  cargo  del  consulado  tuvo  ocasión 
de  enterarse  de  que  por  práctica  de  antiguo  observada,  los  vecinos  de 
Burdeos  y  de  su  distrito  otorgaban  poderes  ante  los  cónsules  espaSo* 
les,  para  que  produjeran  su  efecto  en  nuestros  tribunales,  tanto  de  la 
Península  como  de  ultramar.  Que  siguiendo  esta  jurisprudencia  con- 
tra la  cual  nunca  ni  en  ningún  caso  sé  ofreciera  la  menor  dificultad 
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autorizó  eserit«r«9'ée  lii  "^spresoNla^cUse  paht 'ser' presentadas  en 
Paleada,  BHbeo/ Patttpiotta,  ItAi^l  fiateMV  Saniiagid  de  f!aba  y 
Gnayamo,  y  que  en  marzo  y  julio  últimos  lUfl^  Juan  Banlista  Doma- 
dieu  de  aquél  coniercio,  otorgó' pederéis  auteeTmismooOn  objeto  tde 
promover  derlas  rec(amaiciótie&  ante 'los  fungados  de  Bilbao,  Paim- 
piona  y  Zaragoza^  los  cualesy  aunque*  ^mítidds  •en  los  dos  primeros 
puntos,  no  fueron  aceptados  por  los  abogados  del  illtinio,  quiénes  se 
negaron  á  bastanfearlos'per  ser  ^sti^adjero  el  interesado. 

Considera  dicho  cónsul  errónea  semejante  doetriña,  puesto  que 
se  halla  en  contradicción  abvdrta'  con  la  práctica  observada  en  los 
tribunales» de  EspiaSayültramardeqüe  tiene  conocimiento,  &  te- 
nor délos  anteicedeiites  indicados,  y  redama  que  se  dé  la  oportuna 
disposición  para  eVitar  desacuerdos  de  esta  especie,  si  se  juzgase 
conireni^te;  llamando  á  la  vez  ta  atención  de  ta  superioridad  hácb 
otro  concepto,  erróneo  asionsmo,  que  sientan  \ih  id)ogados  de  Za- 
ragoza, rediiddo  á  que  los  cónsules  e^tíóleé  tampoco  pueden  auto- 
rizar poderes  otorgados  por  subditos'  de  nucisM'  nación  cuando  los 
notarios  ó  escribanos  del  piHfs  en  que  residen  eMienden  nuestro 
idioma.  '•  •  '         '  '  *    • 

ElMinisteriodeEstadoalaconipaiar  esta  espositioQ,  no  sola- 
mente significa  su  conformidad  con  lo  míantfestado  en  eHa,  sino  que 
ia  iqioya$  añadiendo  que  en  su  concepU>se  íncuttiria  en  b  contradíe- 
ci(m  masmanifiesta,  si  se  aceptaseis!  fe  públicsi^  de  los  cónsules  para 
legalizarlos  documentos  otorgados  en  el'país  de  su  residencia,  y  se 
les  negase  para  auterízurlos  por  si  mismo;  *     '''^' 

Estos  precedentes  fijan  con  toda  hicidez  los  tétnmUos  de  lá  cues- 
tión que  deterftiina  la  consulta,  y  una  tez  cencidos,  botará  en 
sentir  del  Fiscal,  una  breve  i^seSa  de  iá¿  d(^]M>6id6nes  legales  refe- 
rentes á  la  materia  para  concluir  con  isencilVas  dedniccione^ ',  4^^  ^I 
dictamen  de  los  abogados  de  Zaragoza,  que  don  sobrada  ra¿on  com- 
bate el  cónsul  de  Burdeos,  está  <Iestítnidoder todo  fundamento,  así 
en  el  orden  legal  como  en  el  de  la  conventetM^ia'  pñiblica. 

En  183&aigunos  Dibogadós  de  Barcelona  devolvieron  á  varios 
particulares  der  Marsella  poderes  otorgados  ante  la  cancillería  del 
coosulado  espaml  de  dicha  última  ciudad,  bajó  el  concepto  de  que 
no  hacian  fé  en  nuestros  tríbunalesr.  Dada  sin  duda  la  oportuna 
queja,  se  comunicó  al  Regente  de  aquella  Audiencia  una  Real  or- 
den, su  fecha  de  29  de  diciembre'  del  mismo  aSo ,  en  que  se  pres- 
cribió que  en  Cataluña  fu<esen  aceptadoé  con  arreglo  ¿  las  disposi- 

TOMO  XVI.  8 


dones  víg^tes,  los  poderes  y  dMá«.ÍQfttniiiie»to»  füblioos  que.;' 
se  otorgasea  ante  los  eóosnk»  deU  aacionjea  el  esCranjerov  corláa« 
dose  perjidcios  á  los  interesados. 

Tambtendebe.cítaiveeoadjráD0(fNrop¿sito<^  . 

auterior,  la  de  la  Regeoeía  dd  ireÍMi  de  9  dejumode'  i84¿,  por  la 
que  se  rn^adá  á  los  tribnmles  qoe  no:  AdiMtan  .doeiunefttoe  proce- 
dentes del  estranjero,  qoeso  eslén  .autorúados  ó  kgaUeados  por 
los  cónsules  ó  ajentes  eoasulaxas  deS^M.^aí^nodUados  en.el  país  de- 
que aquellos  precedieren. 

Tampoco  debe.olvídarse  en  lapvesentíeiiQTestigaioíon  una  de  las 
disposiciones,  que  contieno  ;el.Bpl>  decfetode.29de  «etiembí»  de 
1848  dado,  ^gun  se  toe  en.  sn  preámbulo^  eondobjetoi  de  adoptar 
las  medidas  necesaria»  refeieates.  al,  drdoajttdi(^  (de  k»  consulados 
de  España  en  ios.países  estra^ems,  j  en  especialien  tosipuAtosidei 
Levante  .y.  costas  deJBerberia.  Easu  artíoiiIeSS'se  dá  áloscanct- 
Heces  de  los  consulados  la.fó  páUica,  asi.  para  to,  jadidalcoiio  pa^ 
ra  Jo  escriturario,  teniendo  Taydej&  ;los  docMpeatos  que-  autorizan  • 
en  todo  d  reíno^  si^foeven  itogafis^os  pov  Jos  consoles  tespooliyDs* 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  art.  S82  detenniaa!de:> 
otra  partid  que  los  instruaenJosotoigadosen  elieslranjero  tendrbn 
vaUdez  ante  nuestros  trUNuatos.  énando  i  reúnan, los  requisits»-  pre*^ 
venidos  en  el  país  de  que  proceden,..  6  los  que .  requieiea  las- lej)es  i 
españolas  para  su. aulenlicidid;  piecepto.qae,  lejos^de  oponerse  4 
la  práctica  recordada  y  ¿  lus  Reales  órdenes  anteriores»  lascom?  = 
prende  sin  la  menor  duda  en  su  intimo  pensantientOk 

Por  último,  loa  Reato  decrelos  de  17  de  octubre  de  1851  y  de 
17  de  noviembre  de  1852<iiie  pmituaUxan  los  indicados  requisitos^ 
no  hacen  m^ito  especial  de  la  calidad  de  las^  personas  autorisantes^ 
de  modo  que  así  pueden  referirseiá  los  notados  4i  funcionarios  que  > 
tienen  fé  pública  en  el  estranjero  como  4  nuestros  cónsules. 

De  esta , tan  breve  oomn  suciajU  reseña  se  desprende  un  princi^ 
pío,  que  nunca  debe  perderse  en  las  cuestiones  de^derecho  internan 
ci(mal  privado  qne  se  rozan  con  las  facuil&des  de  nuesiros  .ajemtes 
consulares  en  el  estranjerp.  Este  principio  .es  ^.queles  cónsulesv  vi-* 
ce-cóQsuIes  españoles,  y  .hasta  lofii  cancilleres  en  sn  taaoy  son  oonsi- 
derados  comoiuotarios  públicos,  y  que  .eft:  consecuencia  los  actos, 
que  ante  ellos  pasan  suj^disUncioa  de  personas;  despeólo  de  los  otor* 
gantes,,  deben  ser  aceptados  pcir  nuestros  ^ribunales^  como  por  lo  ge^ 
neral  lo  han.sido  siemprq^  seg^9  coa  sobrada  razmi  lo  aduce  el 
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eóosid  de*:S»  M»  én  Bordees <eii  *Ba  omiiiDÍoaoi(Mi4e^  S9.«b  octubce 

T  á  este  principio  acompaaa  una  consideracioft^  ^pie  ao  es  de 
poc»  pes<^,  pero.  referénteMÉ  ha  casas: oomsiiiareB».  las cnies  por  el 
hecho  de^4eB0r  en  ellas  sos  mondas  y  oidnas  los  rqweseBtaBtee 
de  noestra  nación  en  el  estraajero  se  reputan  como  parte  de  ella» 
espeeisdmeme  respecto  de  ios  acias  ^pie-en  las  mismas  tienen  lagar. 

Si  foeiga  necesario  adntír  ejemplos  de  h»  aserciones  del  eónsal 
de-BarAeos»  quedebennurapseoomouiiadeditceien  legitima  déla 
regla  que  acaba  de  asedarse  >  ntuehoaen  Tsadad  ee  pudieran  oítar; 
puches  oiosa  sabida,  que  ,^tanto  abara  como 'antes  <,  se  han  admitido 
gestk»néS'enloBlribQnale#enT«rtudde  representadoa  fondada  en 
escrituras  de  poder,  auMizadas^Bieleitrattjero por.  funcionarios  de 
aquelfo  clase;  y  si  la  k^shicion  moderna  «o  féchate- dicha  autori  - 
zacióa;  anles  bien  tiendo  ^n>>«MitfnnaS'MñfeffK!ss  á  dítetar  sa  es- 
fera; si  procura  constaoiisÉwfntei  eatreoimr  las^ieiaeíones  de  familia 
entre  las  naciones  rcivilisadas  é  indépimdioiiies^  m  así  coimeBe  al 
interés  de  todos  los  pafeesydeieadaiinaideeHos,*  inoonveniente 
faeMr,  y  aun  itegal  si  oabsi,  petifar^á  nuestros  cénsales  ana  facultad 
reconocida  por  inconcusa  práctica  y  fundada  en  declaraciones  ter- 
minatifeSé  ,      .     ;  ; 

fis,  sin  embargo,  muy  digno  de  ofanrratseal  «tratar  de  esta 
cuestión,  qneentite  EspaSay  algtnaa  naciones  estas  reglasintema- 
cionales  se^han  llevado  &  la  perfisixntn^r  medio  de  datados  con<» 
sahir^s;  más  é  pesar  de  estOf  liorpoctipieAsLse  haya  estipalado  par* 
cialmenté,  se  deditee  que  la  reglaigeperal  qoe^emana  de  aqnfil  prín- 
ciiMO  haya  caducado  y  poestp  qneiea  todbs  o^sosres^indudable'la 
validea  de  losi  instrumeftlos^otorgados  ante  los  ótenles  espmolcs  en 
el  edtranjerO)  síftconsidenicion «alguna alas  focldtades  que>ad(»rnan 
á  los  insoles  es^aiijer0fS'eivnMtrD;país«    > 

Dicii^  regla  general  viene  ¡  óbsdryáñd€0&  en  SspaSa  sin?  d^fiender 
debsconveftiosrcoaisulaFes,' todüiToa^fue  es:anleríor.á  eslos,  y 
no-nacióide  susrestipúlacionesi. Estó^  eonveiÍM  la  peiríéccionan ,  la 
ratifican  y  entienden  sas^liienefiüios  iksnaeiímesquei^s  celebran; 
per»  no  eja*ceá  infloeneiatalgailarespecíoáraiineUofi  países  que 
todafrte  no 'los  'han- ajustado,  qouí  ^^^aSaiZi  y  en  tantees  así ,^  en 
cuanto  las  regias  y  preceptos  que  comprendeníd  derecho  de  gen- 
tes ,  pneatoiqne^se  dirigen  á  Jatpqosperídadty  inanestar  del  mundo 
civilizadkr^  «o|i  de  fairnrableinteiipreliaeiDiirjde  ornado  iqvw(ia  con- 


tfoista  que-ftaca  ennti  puotot,  muy  presto  se  oNttturica^á  6tro9  y  se 
generaliza ;  las  ventajas  que  consiguen  dos  naciones,  pronto  las  «te**  ^ 
«laman  las  dunas;         :  -.    ,  -      =.  ( 

Entreotros  <KinyenÍ0s-de  que  tiene  i^bnócímieolo  el  Fiscal,  citará  • 
á  proposita  el  ajustado .' enIÉe  Espaia^  f  Cerdea  en'SdeiabsU  del  ' 
ano  último,  en  elcual  y:  enc^  ¡arU  6.^'  se  dispone  q«e  los  cóisvAes 
generales ,  cónsules ,  vicencónsutes  4e  ambas  nadones  .tieoea  el  de-  * 
rocho  de  recilúr  en  6as4;aQdiIteriasF,:eB  eldomÍGÍlio.de.'láS:pactei&  y 
Á  bordo  de  los  buques  de  sti  país  Jas  deelajTaciones^uelos  capítanss .  ^ 
tripulantes,  pasajeros ^^negooismiés t  y  caalesquiera'  otros, subditas 
quieran  hacer,  inclusos^ . los  teslamentost y, últimas  YOluntadds  y  tor^  : 
dos  los  demás  actos  notariadas  >  1  sm  esceptuar  ..le»  queátevaa  ppr  > 
objeto  estaUecer  hipoteeas :  ;iiuetambii^&  ..tienen  el  4ereG^  de  re-  ^ 
cibir ensus oancállerias todos taS'actQ& coaveaeionado^ entieuno <[^  ^ 
mas<iesuscompatriota9y  olras.peffsottaAvdeli'pafe  en;.que:l:esside^;^   : 
así  como  todos  los  aolos^iiT«BeioBjadoS(relatiyos  ^3Gl4l^i?a^le^te;  á 
los  ciudadanos  del  país  de.du^  rosidbnci^t^  (Mníi  tal  que  se  refieraa  á   , 
bienes  situados  ó  á  o^go^os  que!  debtti  tratarse  ea  el  iterr^itorio  de  ■ 
la  nación  áque  perteneeea  lei  cánsuL'  6  ajeiíate ,  ante  el;  c^  se  oe* 
leoren*    .  •  ■  »•■.■»  .  •• ..  ■^■l,  ''»>.;  .■.•;»•:'  «"'./i  vi . ■  •.     i ! 

A  este  grado  de  perfección  deberá  llegarse  antes  de  mucho*  tíam-   / 
po,  respecto  de:otras  Baioioiiesfison!la8>caále8  se  estáa .fijando:  las  te- 
ses para  iguaües  tratados,  cuy0.  ^QiiO:lsecáiqae,  $e  haigan  extensivas   . 
álosajentesconsttlarés.deios  reaptiotí^o»  pafees  tasdaicultad^s y  : 
preeminencias  de  que  están  fe?estidQ»  loa  nuestros,  por  virtud  de  ü  . 
jurisprudei^iay  dtsposiciopeBal.priiKapio  indioadas.^  ^^ :  <.      <,  > 

En  todo  caso  no  puede»  duscitarsie  para  nosotros  difioialtad  de  \ 
ningún  género,  porque  se  trata  del  efecto  que  4eben<  producir  ea  ^ 
España  tales  doenmeátos^  acerca  de  lo  cual,  £i  rigurosaoiepte  $e  ^son-* 
sidera,  ninguna  combinación  oonregias  yrleyes^  estranas  se  necesi- 
ta, mucho  mas  cuándo  «1  principio  absoluto  de  reciprocidad  que  6d- 
tablecian  los>decreto8  de  17  de  octubre  de  18S1  y  de  17  de  novi^n- 
bre  de  18S2,  no  lo  reproduce  esplicitámente .  la  ¡ey  vigente  Ide  En- 
juiciamiento ,  que  previene  tan  solo,  como  queda  dicho,  que  los  ins- 
trumentos procedentes  de  países  estranjeros  tengaü  las  formas  ea 
ellos  estabtocidas  y  los  requisitos  que  para  su  autenticidad  requie- 
ran las  leyes  españolas. 

El  Fiscal  oree  suficiente  lo  •  espuesto^  paca  concluir  que,  si  los  • 
instrumentos  á  que  se  rffiere  la  consulta  pendiente,  procadea^de 


DE  LOS  INSTA«|lgim)S:CKnf>MkOOftMVC  LOS  CÓlfSIJLES.        (i 

algtin  país  coa  el  cual  se  hayan  celebrado  conyenios  consulares  ú 
otros  de  su  espe€íji,;df b^^  ^mt  Vf  ^^lyai^  ^gfai  lo  couTcnido 
en  estos:  en  iáies  casos  djsperá' estarse  á  lo  estipulado  en  los  trata- 
dos. Que  los  procedentes  de  ios  demás  países  por  el  hecho  de  ser 
autorizados  ó  legaliz^dosi  pof  ^JOfu^os  cónavles,  también  han  de  ser 
admitidos  como  válidos,  en  virtud  del  principio,  práctica  y  disposi- 
ciones de  que  se  ha  hecho  nyéfitq;^  lí.fípi^  convendrá  hacerlo  enten* 
der  asi  á  quien  corresponda,  para  evitar  quejas  de  los  ajenies  con* 
sulares  y  p^juidos  á^  los  interesados. 

En  este  concepto,  hiende  el  que  ««iscribe .  podrá  evacuarse  el 
informe  reclamado  por  la  Real  orden  citadav  anteriormente,  ó  de 
aquel  otro  modo  que  al  Tribunal  pareciere  mejor.  > 


^  • 


'  Si  no  estamos  mal  informados,  el  Tribunal  Suprenio  dé  Juáicia 
eváduó  su  informe  én  los  términos  propuestos  por  el  Mhii^terío  fis- 
cal. Ko  tetiemos  íioticia'de  qutr'el  Golilérho  haya  pnbfiéftdo  resolu- 
cíoii  alguna  sobre  este  asuntó;  peíro  en  vista  de  las  razones  y  fünda- 
meütfos  legales  en  qué  se  apoya  e)  luminoso  dictamen  fiscal ,  que  pre- 
céá'e,'  y  de  lá  autoridad  que  le  dá  la  cot^órmidad  del  Tribunal  ,'es 
de  esperar  que,  luego  que  sea  conocido,  se  fije  la  Jurisprudencia  en 
elsenti^o  que  en  él  mismo  se  ésprésa. 


JK     .••       í 


los  Birectores  it  lá  fteVista. 
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¿£n  tos  juicios  6;^ctait;os,  t'itfni? 'oMígoda  el  re(>^0eHta^  éenu- 
fMretriaske€hoB'yfánd9menta$  te  ^b^edwenelemriU^m  que  ale-' 
gue  su»  eioeipeUmetí 

Comenzamos  por  indicar  que  abrigamos  la  convicción  de  que 
ia  tef  de  Ejijuidaimento  ci)rii^ao.wp^  ¿enejante  obligación.  Se 
ofrece»  ginemjtorga,  Ma  jcue^tioii  ^a  uAcaso  práctico;  y  non  piaiece 
conveniente  oejiparnqs  en  i^ijanáU^ís  de  los  preceptos  de  diofas^  l^y, 
j«la(ivo54este  particular^  comomedíodeí^ar  nuestras  ideas,  tra- 
tándose, coino  se  tra¡^4,  de  UArpuntg;.  de  procedimiento  qu^desde 
luego  reoquocemos,;  puede  su9tei^tarse  con  copia  de  ra^onesi  por 
uno  y  otro  lado.  < 

Preciso  nos  es  reconocerante  todp  (¡uet^ea  general^  la  L^yi  de 
enjuiciar  que  nos  rige  ha  dado  un  paso  muy  avanzado'  en  pro  de  la 
lealtad  y  fran<iueza  en  lo$  debate^  del  foro,  cuando  ha  establecido 
al  tratar  dé  las  deiñaiidas  órdiiiiáfías,  la  indeclinable  obligación  de 
numerar  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  vienen  á  formar 
la  base  de  las  acciones.  Con  semejante  precepto  se  evitan  las  diva- 
gaciones, se  metodizad  juicio,  se  auulia  grandemente  al  juzgador, 
y  se  cierra  por  otra  parte  le  puerta  á  toda  táctica  insidiosa. 

Y  esta  es  ia  razón  en  que  muy  bien  puede  apoyarse  la  opinión 
.que  se  pronuncia  por  la  oUijpafiimdUMP^^  ^1  ^^^  ejecutado  está  de 
enumerar  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  en  su  escrito  de 
escepciones,  auxiliada  de  otro  lado  por  el  silencio  de  la  ley  sobre 
este  punto. 

Reconocemos  verdaderamente  que  todo  esto  tiene  mucha  fuerza; 
pero  nos  parece  que  la  tienen  mucho  mayor  las  razones  que  de 
contrario  pueden  alegarse  en  apoyo  de  la  opinión  que  arriba  deja- 
mos indicada.  Directamente  contribuye  á  nuestro  intento  no  perder 
de  vista  la  índole  y  naturaleza  del  juicio  ejecutivo.  En  él,  con  efec- 
to, no  se  trata  de  hacer  declaración  alguna,  sino  de  asegurar  la  in- 


'Mfi  iiüicio''  tJKGimvo.  63 

imtiktB  TeftKntoím  de  lo  que  ya  se  tiene  por  sttficíeatemente  díseu- 

lído  y  declarado ^Q  virtud  decusa  escritura  púMtca  ó  de  una  eoafe- 

:aoB  judicial^  y  de  aquí^las^  varí&Brtes  dd  diodo  de  actuar  en  esta 

clase  de  juicios,  relatiyamente  al  juieio  ciiil  ordinario,  y  la  neoe- 

:  sidad  de  estar' áiakftrárde^  la  Ley  en  cuanto  concierne  á  hs  {brmas 

-  del  prooédwiiei^. 

Una  de>esa8>  valíanles  en  que  debemos  fijamos  precisamente, 
-porque  es  de  dénde  tomamos  el  fundamento  para  asentar  que  el  reo 
ejecutado  no  viene  obligado  á  la  numeración  en  un  escrito  de  es- 
~*cepc¡ones>  es  la  que  mirar  req;>efclo  á  la  forma  de  demandar  y  con- 
itestar.iEfi  el  titoio  del  juicio  ordinario  se  leen  dos  artículos  e^re- 
«os,  son  los^M  y  355,  que  previienen  de  una  manera  terminante 
:  que  la  demianda  y  conteBtaeiott  resq[»ectivamente  se  formulen  espo- 
jiú»doi  sueintamente  y  numerando '  los  hechos  y  fundamentos  de 
derecho. 

¿Estacase  tomismo  lo'que  en  las  qecuciones  tiene  dispuesto  la 

-  Xey  de  onjimar?  Bajo  ningún  concepto.  Existe  si  un  artleulo, 
el  948,  que  prescribe  que  la  demanda  ejecutiya  se  formule  en  los 
términos  pvefvenidos  para  la  ordinaria;  pero  cuando  se  dispone 

<  «oerea  déla  oposidon  y  alegato  del  ejecutado,  la  ley  guarda  un 
-profundo  silencio,  que  si-bien- antes  hemos  reconocido  que  puede 
favorecer  á  una  con  iarason  general  de  la  ley ,  la  opimon  que  ha 
-^vado  ála^OfibhioiOfti  pfictica  del  caso,  en  contrario  á  la  opinión 
í  que  sostenemos,  flsworece  mui^  maá  &  la  resolución  negativa'  de  la 

-  {Hreguma Pelaire  la  que  notf  haflamos  esct^endo.  Ello  es  cierto  que 
'  la  ley^fuéen  eslremo  espUeita  ti  circunscribir  las  formas  de  la  de- 
manda y  de  la  cMiiestaeion  en  4ofi  |ttioios  ordinarios:  también  es 

verdad,  que  >  igual  Micilud  de^eq^renon  se  halla  al  ocuparse  de 
las  demandas  en  las  ejecuciones :  luego  es  claro ,  á  nuestro  en« 
ténder  y  como  <  ccnsecueneia  4ndeeliaftble"de  semejantes  espresas 

^  {Nresci^ipcíenes ,  .que-  cuando  ha  oaHAdo  alhaUar  de  la  contesta- 
ción en  esta  cktse  de  procedimíonlo,  6  sea  del  escrito  de  escepcio- 

*«ies,  su  dleficiono  pviedeni  debe -raponerse  casual,  ni  suplirse 

¿por  una  interpretación,  que^muy  bien  se  ooirftodipia  con  una  acla- 
ancioa  déla  ley,!  a^ibuyéndose  asé  al  poder  judidal  facultades  que» 
propia  y  le^lmente-  Imbltndo,  ^n  y  oorresponden  al  mismo  le- 
gislador. Ese  silencio  no  es  inmotivado»  ni  puede  atribuirse  á  des* 
cuido  del  autor  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  que  en  la  materia  de 
que  nos  yamoe  ocupándola  sido  estrMaéamieiite^'  exaiotoát  señalar 


1 


.  las  forioas  del  prooedimieQto.  Ese  siieyoeiQ  m  pAslt.jao6o(rQ8*ii¿kpfe' 
cepto  mudo  del  legislador,  que  ha  queridio^  oaUando»  dejar  al  Ubre 
arbitrio  de  todo  ejecutada  la  .facilitad  de  naaierar  óJa.de  akgar  sus 

.  escepcípnes  á  la  antigua  i|ga&za,    f  . 

breemos  ver  para^e^imuchas  razooies:  i^^ique^  no.d¿ndose  eu 
las  ejecuciones  discusión  propiamente  dicha,  falta -el  Biotivor.  de  ter- 
minante para  precisar,  los  {<Kinas  de  enjaiciltr  á  la  misma,  idéntica 
marcha  del  juicio  ordioa^io:  2/  que,,  siendo  q1  {VocíedimieQto  ^n 
las  ejecuciones  de  tpdo  punto  singular  ;eñ  su  comienzo  y  sucesivo 
tracto,  las  formas  a<jk^(ada^  dobea  ser  usadas  y  guardadas  >  así  co- 
mo las  ha  prescrita, la ;le^. y  nq  de. otra  macera;  pubstolqufi: estas 
forpff^s  son  una.  escqpc^pde.lasidel  .¿uicno  ordinario:  S*^  que, 

.  acortado  grandemente. el .téipmjtfia  d¿,  la  alegación  jior  partedel reo 
ejec.ujtado^  y,re(^ioí40'toda;á^ijsimple:  escrito  por  cada  parle;,  no 
cabe  enmienda  de  un  error  padecido  en  los  hechos,  comoio  bay 

,  en  los  juicios  ordinarÍ9is,<w  ¿l:QtQrgafní0nto  dejas  réplicas;  de  las 
duplicas .  y  dp  los  :es9ril^pi  ■  de^,  ^mpAüacíp)! ;  y  oomQ  pudiera  ^uce^lsr 

[  con  la  mayor  facilid^-qiie  e^ie^^rorse  diej:a  por  parit&del  ejecuta- 
do, viniendoTasL  á  pa4efer(UU:4i9hriment9'la  veirdad,.qtt^jes:eliilanca 
de  todo  procedimíe|Ltqt,c4^^qii'l  la:uecesidad.dei.<{ue  quede  ^ah  libre 

.  arbitrio  de  aquel,  sobre  el  cual  pesa. la  demanda  ejeoutiva/el  nume- 
rar .ó  no  los  heqhqs,'que;basaa  la 'es^e^iou*'. 

Cpn  esta  potestad  ^Piopu^lia  todo,  pues  ^ue  á  la  ves  que  el  ^- 
cutado  no  viene  espuesto/jji  ser;vic¿¡9t*4e<la  ^ucmUi  que*  el  qu^la 
incoa  ha  tenido  un  tiempo  4hmitado.  para  prepacaryi)^  deja  de  veía- 
se suplido  en  esta  ocasión  >por  laileyhmisma «ajusto  homenajéala 
franqueza  del  proQedíniiento^  en  ia  determinacioQ  que  hace  de  las 
únicas  escepciones  admi^ibteSi  y  eajUiíaculCad  de  ordenar  las  prue- 

.  bas  que  atribuye  al  Juez.  •   i   :    * 

Por  lo  espuesto,  pues^  ae  Té  que  a4í  como  el  procedimiento  civil 

.  ordinario  ha  sufrido  leomiendaí  en  demandas  y  respuestas  y  también 

.  el  procedimiento  ejecutiva  conrelacáoffi  las demandas,.no  se  ha  in- 
troducido variante;  alguna  relativamente  á  la  forma  de  la  oontaata- 
.  cion  del  ejecutado^i^qo^  por.lo  mismQ  le  vemos  con  la  libre  facultad 
de  niunerar  ó.  no  su  alegatp  deescepcioaes,  según  los  casos  y  cireuns- 
.  tanciás,  y  la  couveiiieneia.de  su  derecho.^— MANUBL.SaiULLA. 

'  Coriteslacixm. 


<  í 


Respetamos  la  Qpi«iipft  4^  &•  BruaUa  on  la  cuestioA  que  propo 
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ne;  pero  no  podemos  dejar  de  manifbstar  con  franqueza  que  profe- 
samos otra  muy  distinta. 

La  locación  de  la  nueva  Ley  de  Enjuiciamento  civil  es,  por  punUy 
general,  clara  y  precisa,  de  modo  que  está  al  alcance  de  todas  las 
inteligencias;  y  aunque  no  puede  negarse  que,  en  algunas  ocasio« 
nes,  ofrece  motivo  á  dudas  con  su  silencio,  en  medio  de  esa  oscu- 
ridad, no  es  difícil  conocer  su  espíritu,  estudiando  su  objeto  y  sus 
tendencias  en  la  totalidad  de  sus  disposiciones. 

Fijándonos  en  los  artículos  que  tienen  relación  con  la  pregunta, 
observamos,  con  efecto,  que  la  Ley,  al  dictar  reglas  para  la  trami* 
tacion  del  juicio  ejecutivo,  guarda  silencio  acerca  de  un  punto  que 
pudo  tener  presente  el  legislador,  porque  precisamente  conduce  á 
su  sistema  de  reforma.  Después  de  establecer  los  trámites  del  juicio 
en  la  parte  que  concierne  al  actor  ejecutante,  y  previendo  el  caso 
de  oposición  del  ejecutado,  dispone  en  el  articulo  969,  que  se  entre- 
guen los  autos  á  su  procurador  por  término  de  cuatro  dias  para  que 
dentro  de  ellos  alegue  sus  escepeiones;  y  pasando  á  declarar  cuáles 
deben  ser  estas,  como  únicas  admisibles,  nada  prescribe  respecto  de 
los  requisitos  que  ha  de  contener  el  escrito  de  oposición.  De  aquí  na- 
ce la  duda  de  si  el  ejecutado  tendrá  obligación,  al  formularla,  de 
numerar  los  hechos  que  refiere  y  los  fundamentos  del  derecho  que 
alega  en  su  favor. 

Aunque  la  Ley  no  fija  estos  requisitos  para  la  oposición  del  eje- 
cutado, es  preciso  suponer  que  exige  todos  aquellos  que  sean  nece- 
sarios para  la  claridad  y  buen  orden  del  juicio,  como  los  tiene  pre- 
venidos terminantemente  respecto  de  otros  escritos  de  igual  natura- 
leza. En  el  art.  S94,  al  tratar  del  juicio  ordinario,  determina  las 
formalidades  que  deben  observarse  en  la  redacción  de  la  demanda; 
y  después  en  el  226,  preceptúa  que  los  Jueces  repelan  de  oficio  to- 
das las  que  no  se  hubiesen  acomodado  á  las  reglas  prescritas.  Estas 
disposiciones  tienen  por  objeto  establecer  la  sencillez  y  claridad  en 
las  peticiones  de  los  litigantes,  de  modo  que  se  conozca  perfecta- 
mente la  persona  del  demandante  y  la  del  demandado,  el  Juez  ante 
quien  se  pide,  la  cosa  que  se  reclama,  el  derecho  que  se  ejercita,  y 
los  hechos  de  que  este  se  deriva.  T  como  todos  estos  puntos  son  co- 
muaes  á  ambos  litigantes,  porque  uno  y  otro  deducen  »fts  preten- 
siones para  conseguir  el  fin  que  respectivamente  se  proponen;  no 
podía  la  Ley  dejar  de  estender  su  precepto  al  demandado,  cuyo 
derecho  interesa  conocer  del  mismo  modo.  Así  es  que,  ocupándose 

TOMO  XVI.  9 


€6  RBYISTA  DE  LXCHSLAGKMr» 

delaconstestacmnenerart.  283,  dispone  que  se  iformule  en  los 
mismos  términos  prevenidos  para  la  demanda.  Mas  todavía,  siendo 
consecuente  en  sas  prescripcioi^s,  comprende  también  en  ellas  la 
demanda  ejecutiva,  mandando  en  el  art.  945,  que  se  observen  las 
mismas  solemnidades  en  sn  redacción. 

Ahora  bien;  si  el  espíritu  que  domina  en  todos  estos  preceptos 
es,  como  se  comprende,  regularizar  y  simplificar  las  peticiones  de 
las  personas  que  litigan,  ya  demandando,  ó  ya  defendiéndose,  ¿qué 
razón  hay  para  desconocer  ese  mismo  objeto,  ese  mismo  interés, 
cuando  se  trata  del  demandado  en  el  juicio  ejecutivo?  Ciertamente 
que  la  Ley  ha  guardado  silencio  al  ocuparse  de  su  oposición  relati- 
vamente á  los  requitos  que  debe  contener;  pero  de  este  silencio  no 
puede  deducirse  que  no  los  exige,  porque  equivaldría  á  permitir  la 
confusión  y  el  desorden  que  se  oponen  á  las  buenas  prácticas.  La  Ley 
ha  prescindido  de  las  formalidades  que  deben  observarse  en  la  opo* 
sicion  del  ejecutado;  pero  esto  nunca  puede  autorizar  para  creer 
que  permite  un  escrito  desreglado,  sin  designación  de  las  personas 
que  intervienen  en  el  juicio,  sin  espresion  de  lo  que  se  pide,  y  sin 
concierto  en  los  razonamientos,  que  son  requisitos  de  que  ninguna 
ley  ha  dispensado  jamás.  Si,  pues,  estas  solemnidades  han  sido  siem- 
pre obligatorias  y  se  consideran  también  ahora,  á  pesar  del  silen- 
cio de  la  nueva  Ley,  no  puede  aprovechar  este  mismo  silencio  para 
suponer  que  el  demandado  en  el  juicio  ejecutivo  está  fuera  de  la  re- 
gla general  establecida  en-  cuanto  á  la  esposicion  y  numeración  de 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  que  es  un  principio  adoptado 
por  la  Ley  misma. 

En  nuestro  concepto,  sea  cual  fuere  la  naturaleza  del  juicio,  es 
obligatorio,  tanto  al  demandante  como  al  demandado,  esponer  cop 
<;laridad  y  numerar  además  los  hechos  y  los  fundamentos  de  dere- 
cho en  todos  los  escritos  que  afectan  á  la  esencia  del  negocio,  como 
son:  la  demanda,  contestaeion,  réplica,  duplica  y  alegatos,  sin  es- 
clñir,  por  consiguiente,  el  escrito  de  oposición  en  el  juicio  ejecuti- 
vo. Este  sistema  tan  recomendado  por  los  resultados  que  ha  produ- 
cido en  los  tribunales  ackainistrativos ,  facilita  la  resolución  de  los 
pleitos,  dando  á  los  Jueces  antecedentes  bien  ordenados  para  pro- 
nunciar sos  fallos  con  acierto. 

HermeiegíM*  María  Riii. 
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0«IM»VI.TA« 


Lo$  e^pañoUn  menores  de  edad,  rendentes  en  iemUíTio  ettran- 
jerOy  en  Méjico,  por  ejemplo,  ¿pueden  nombrar  curador,  can  arreglo 
álosarts.  1237  y  1238  d^  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ciíril,  para 
que  los  represente  en  los  juicios  voluntarios  de  testamentaría  que  se 
verifiquen  en  la  Peninsula ,  ó  quedan  sujetos  á  U)  que  disponen  los 
articulos  416,  417  y  US  de  la  misma  leyl 

Creemos  fuera  de  toda  duda  que  tos  españoles ,  menores  de  edad  » 
residentes  en  territorios  estranjeros  pueden  nombrar  curador  coa 
arreglo  á  los  arts.  1237  y  1238  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
pues  mientras  no  pierdan  su  nacionalidad  están  sujetos  i  las  leyes 
que  rigen  en  España,  en  cuanto  se  refiera  á  su  estado  y  capacidad. 
Oe  aquí,  que  están  obligados  á  hacer  el  nombramiento  de  curadores» 
si  bien,  en  cuanto  á  la  forma,  habrán  de  atenerse  á  lo  dispuesto  en 
los  tratados  de  relaciones  judiciales  con  la  nación  en  donde  los  me- 
nores tengan  su  domicilio,  ante  cuya  autoridad  judicial  deberán  ha- 
cer nombramiento  y  remitir  las  diligencias,  para  mayor  autentici* 
dad,  al  Juez  que  conozca  del  juicio  voluntario  de  testamentaría» 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  34  del  Real  decreto  de  17  de  no- 
viembre de  1852  sobre  Estranjeria.  No  veo,  pues,  contradicción  en* 
tre  los  articulos  de  que  llevo  hecho  mérito,  y  los  de  la  misma  ley 
416,  417  y  418 ;  y  por  consiguiente  creo  que  unos  y  otros  pueden 
aplicarse  en  sus  respectivos  casos. 

Tal  es  mi  dictamen,  'y  desearia  sirviese  de  motivo  para  que  VV. 
ocupen  las  páginas  de  la  Revista  esponiendo  el  ilustrado  de  sus  au- 
torizados Directores.  — B.  D.  R. 

Contestación. 

Estamos  conformes  con  el  bien  pensado  dictamen  que  antecede, 
en  su  parte  sustancial.  Solo  nos  separamos  de  él  en  un  punto,  y  á  la 
verdad  el  menos  importante.  El  art.  34  del  Real  decreto  de  18IÍ2 
3obre  estranjeria,  se  refiere  á  los  exhortos  de  los  jueces  estranjerosi, 
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no  á  las  diligencias  qae  como  actos  de  jurisdicción  voluntaria  se 
practican  ante  ellos  y  que  se  entregan  á  las  partes,  ya  originales,  ya 
en  compulsa,  ya  en  otra  forma.  Estos  documentos  se  legalizan  en  la 
forma  que  las  leyes  previenen,  por  regla  general,  respecto  á  los  do- 
cumentos estranjeros,  y  asi  hacen  fé  en  juicio. 

Las  Directores  de  la  Revista. 


DEL  JOIdO  T6L111ITAR10  M  TimNBNTM. 


COMSIJIiTA. 


El  art.  4i4  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ordena,  que 
para  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaría,  se  presente  la 
partida  de  defunción  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate  y  el 
testamento  del  difunto. 

El  art.  351  dispone  que  el  juicio  de  ab-intestato  no  pueda  pre- 
venirse sino  en  el  caso  de  que  no  conste  la  existencia  de  disposi- 
ción testamentaria  y  el  finado  carezca  de  descendientes,  ascendien- 
tes, ó  colaterales  dentro  del  4.**  grado. 

El  art.  376  previene,  que  terminados  los  pleitos  cuyo  objeto  es 
declarar  quiénes  son  los  herederos,  se  arregle  la  tramitación  á  lo 
establecido  para  el  juicio  de  testamentaría. 

En  vista  de  estas  disposiciones  legales  se  pregunta-  ¿Muerto  in- 
testado un  sugeto  sin  dejar  descendientes ,  pero  si  ascendientes,  pon- 
drá la  viuda  acudir  á  los  tribunales  pidiendo  la  formación  del  jui" 
ció  voluntario  de  testamentaría  con  objeto  de  resolver  las  cuestiones 
que  produce  naturalmente  la  disolución  de  la  sociedad  conyugal? 
En  caso  negativo,  iqué  clase  de  juicio  deberá  provocarse? 

El  que  suscribe  es  de  opinión,  que  no  pudíendo  tener  cabida  el 
juicio  de  ab-intestato,  toda  vez  que  la  ley  lo  escluye  cuando  existen 
ascendientes,  descendientes  ó  colaterales  dentro  del  4.®  grado,  por- 
que supone  que  en  este  caso  se  ha  llegado  desde  luego  sin  necesi- 
dad de  controversia  atestado  que  marca  el  art.  576,  ó  sea  el  de  ser 
con&cidos  los  legítimos  herederos^  debia  entablarse  el  juicio  volun- 


4ario  de  testamentaría,  acomodándose  á  la  tramitación  marcada  pa* 
dra  el  mismo;  p^ro  habiéadose  cja  1&.  prá¡qtica  contradicho  esta  opi- 
nion,  negándose  la  pretensión  adiicida,  sin  otro  fundamento  qne  la 
de  no  presentarse  eL  testamento  del  difunto,  como  dispone  el  artícu- 
lo 414  de  la  ley,  acude  á  ustedes  rogándoles  que  con  su  superior 
ilustración  se  sirvan  ocuparse  de'e^ta  büestion  en  su  sqprecible  pe- 
riódico; pues  siendo  muy  frecuente  en  la  práctica,  conviene  quede 
dilucidada  hasta  el  punto  que  sea  posible. — J.  Lopiz  Somalo. 

Contestación. 

Aceptamos  como  nuestro  el  dictamen  que  precede,  si  bien  ha- 
ciendo una  modificación,  no  en  el  fondo,  sino  en  alguufk  de  las  fra- 
ses que  contiene,  y  aun  creemos  que  en  ello  estará  conforme  el  con- 
sultante.  Esta  modificación  se  reduce  á  que  en  lugar  de  considerar 
que  en  el  caso  propuesto  en  que  el  finado  tenia  ascendiente  hay  lu- 
gar al  juicio  voluntario  de  testamentaria,  creemos  que  hay  un  jui- 
cio ab^intestato  sí  bien  adoptando  las  formas  y  los  trámites  establecidos 
en  el  juicio  de  testamentaria,  por  haber  herederos  conocidos.  Así 
lo  deducimos  del  articulo  376  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuando  dice  tratando  del  juicio  ab-intestato  que  declarados  quienes 
Bon  los  herederos,  se  acomodai'á  el  juicio  á  los  trámites  establecidos 
para  el  de  testamentaria.  No  sirve  citar  contra  esta  nomenclatura 
el  art.  351  de  la  misma  ley,  porque  este  no  dice  que  no  haya  juicio 
ab-intestato,  cuando  existan  descendientes,  ascendientes  ó  colate* 
rales  dentro  del  cuarto  grado,  sino  que  se  lúnita  á  decir  que  el  juez 
no  pueda  prevenirlo.  £1  fin  de  la  ley  en  este  artículo  fué  evitar  que 
se  convirtieran  de  oficio  en  judiciales  los  ab-intestatos  que^  por  ha- 
ber herederos  conocidos,  no  debian  diferenciarse  de  los  casos  en  que 
el  finado  había  dejado  testamento;  recordaba  antiguos  abusos  y  que- 
ría corregirlos.  Por  lo  demás,  escusado  es  indicar  que  cuando  los 
descendientes,  ascendientes  ó  colaterales  dentro  del  cuarto  grado  no 
aceptan  la  herencia,  entonces  la  autoridad  judicial  no  podrá  escu- 
sarse  de  prevenir  el  ab-intestato. 

Los  Directores  de  ia  ReTista. 
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PROCEDlllElSTO  CRIMINAL 


C01I81JI.TA. 

¿Hd  lugar  á  la  prisión  del  que  fingiéndose  dueño  de  una  cosa  la 
enajena ,  arrienda ,  grava  ó  empeña;  delito  que  tiene  señaladu  en  el 
Código  una  pena  pecuniaria  en  toda  su  estensionl  {art.  45S.) 

Contestación. 

No  dadamos  responder  negativamenle.  Para  ello  nos  fundamos: 

i.^  En  que  la  privación  de  la  libertad  de  los  procesados,  que  no 
es  nunca  una  pena  según  terminantemente  lo  reconoce  el  art.  22 
idei  Código ,  no  puede  tampoco  tener  efecto  sino  en  aquellos  casos 
en  que  esta  medida  és  conveniente  á  la  administración  de  justicia, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  legales ,  para  que  no  quede  eludido 
por  la  fuga  el  cumplimiento  de  la  sentencia. 

2.^  Porque  aun  cuando  el  delito  sea  calificado  con  el  nombre  de 
estafa  y  no  con  el  de  engaño,  diferente  de  la  estafa  propiamente  di« 
cha,  títulos  ambos  que  usa  en  el  Código  el  epígrafe  de  la  sección 
2/,  cap.  4.^,  tít.  14;  lib.  2.^  en  que  está  comprendido,  la  escepcion 
que  establece  el  art.  6.**  del  Real  decreto  de  50  de  setiembre  de  1853, 
no  puede  sin  embargo  ser  aptieable  á  este  caso ,  pues  lo  contrario  se- 
ria sacrificar  á  su  letra  el  espíritu  de  esa  misma  disposición  legal, 
que  tiende  marcadamente  á  reducid  los  autos  de  prisión  prodigados 
antes  sin  conveniencia  alguna  pública  y  sin  necesidad  suficiente;  sig* 
nificacion  que  claramente  revela  la  esposicion  de  motivos  que  pre* 
cede  á  dicho  Real  decreto. 

3.^  Porque  en  tales  casos  no  hay  que  asegurar  el  cumplimiento 
de  penas  personales,  sino  el  embargo  de  bienes  bastantes. 

4.^  Porque  es  anómalo  y  absurdo,  que  lo  que  no  puede  hacerse 
nunca  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria,  como  es  en  este  caso  el  pri- 
var de  su  libertad  al  procesado,  tenga  efecto  durante  la  sustancia- 
cion  de  la  causa  sin  motivo  ni  razón  que  lo  justifique.  Esto  que  pa-> 
rece  podría  ser  aplicable  á  otros  casos ,  como  por  ejemplo  al  reo 
menor  de  i  8  anos  que  cómete  uñ  hurto  por  valor  que  no  llega  á 
cinco  duros,  porque  entonces  la  pena  es  de  multa,  no  lo  es,  sin  em* 
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bargo,  puesto  que  en  tal  caso,  á  difereocta  del  propuesto ,  la  pena 
señalada  al  delito  es  personal,  y  hasta  la  senteiieia  defiaMiya  no  se 
aprecian  las  circunstancias  que  hacen  rebajarla  uno  ó  mas  grados* 

3.^  Porque  el  acordar  la  prisión  del  reo  seria  topue$to  ila  ra- 
wriy  depresivo  de  los  derechos  de.  segwidad  individual  y  altametite 
pernicioso  por  sm  consecuencias ,1^  palabras  que  se  usan  en  el  preám* 
bulo  del  Real  decreto  de  30  de  setiembre  de  1883  para  motivar  sus 
disposiciones  én  el  sentido  de  restringir  los  autos  de  prisión  que  an- 
teriormente se  prodigaban  sin  motivo. 

Los  DireetoNS  ét  la  Kensti. 


DE  Li  ASISTENGIl  DE  CINCO  lAGISTRADfR 

PARA  LA  VISTA  T  FüdULO  DE  GUSTAS  CAOBAS. 


Dige  en  mi  artículo  sobre  sustanciacion  de  causas  crimínales  (1), 
que  me  ocuparía  de  lasque  se  siguen  contra  ausentes;  sin  renunciar 
á  mi  propósito,  me  parece  conveniente  iniciar  la  siguiente  cuestión. 

¿Será  necesaria  la  asistencia  de  cinco  magistrados  para  ver  y  fa- 
llar las  causas  por  delitos  á  que  la  ley  impotie  como  principal  una 
pena  temporal ,  y  como  accesoria  una  perpetua? 

Hé  aquí  una  cuestión  en  mi  juicio  de  mucha  importancia,  de 
grandes  consecuencias,  porque  su  resolución  podrá  causar  una  gra- 
vísima novedad  en  los  tribunales  colegiados;  principiaré  mis  obser- 
vaciones deseando  verlas  combatidas  para  ilustrarme,  ó  apoyadas 
para  convencerme;  ojalá  se  discutiesen  todas  las  cuestiones  solo  an- 
te la  razón,  ante  la  lógica:  de*la  discusión  en  esta  forma  brota  la 
luz,  de  la  discusión  apasionada  sale  por  lo  común  la  confusión,  el 
error,  raras  veces  la  verdad. 

La  regla  42  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación  de  las  dispo- 
siciones del  Código  penal  dice:  tEl  número  de  cinco  magistrados 
es  únicamente  necesario:  Lepara  ver  y  fallar  aquellos  procesos  en 
que  el  juez  haya  impuesto,  ó  pedido  el  fiscal  de  S.  M.  la  pena  de 
muerte,  ó  alguna  de  las  perpetuas.»  Aquí  debo  observar  que  el  juez 

ha  de  imponer  la  pena  principal  después  dp  caüficar  el  delito  y  apre- 

■■  -  ' 
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dar  ias  pruebas;  pero  eo  cuanto  á  la  accesoria  m  cabe  error,  siem- 
pre ha  de  ser  la.  designada  por  la  ley:  eu  la  primera  cabe  gradua- 
ción, en  la  segunda  no;  podrá,  repito,  haber  error  en  la  aplicación 

de  la  principal,  pero  e»  imposible  en  la  accesoria. 

Veo  una  ley,  la  acato;  sin  embargo ,  como  se  trata  de  reforma, 

deseo  contribuir  por  mi  parte  á  que  se.  haga  con  perfección.  ¿Será 
conveniente  y  justo  que  ,1a  pena  accesoria  sea  mas  grave  que  la 
principal?  ¿Será  conveniente  y  justo  que  el  juez  y  los  tribunales 
obligados  á  recorrer  tres  grados  para  la  pena  principal,  no  puedan 
recorrer  estos  mismos  grados  para  la  accesoria?  Supongamos,  lo  que 
es  muy  frecuente,  que  se  sigue  una  causa  contra  cuatro  ó  mas  pro- 
cesados y  que  á  uno  de  ellos  se  deben  imponer  veinte  años  de  ca . 
dena,  á  otro  quince  y  á  otro  doce,  pues  todos  tres  han  de  sufrir  la 
misma  pena  accesoria  que  es  perpetua;  supongamos  que  á  otro  pro- 
cesado en  la  misma  causa  se  le  debe  con  arreglo  al  artículo  74  re- 
bajar la  pena  al  grado  inferior  y  se  le  imponen  siete  ú  ocho  años  de 
presidio  mayor;  sin  embargo  de  haber  variado  la  naturaleza,  la  in- 
tensidad y  la  duración  de  las  pejias  principales,  las  accesorias  son 
siempre  perpetuas  (arts.  55  y  56). 

Si  la  ley  hubiese  querido  que  se  vieran  por  cinco  Magistrados 
las  causas  en  que  se  ha  de  imponer  pena  perpetua,  aunque  fuese  ac- 
cesoria, es  para  mí  seguro  que  hubiese  establecido  que  se  vieran 
por  este  número  aquellas  en  que  se  hubiese  de  imponer,  ó  cadena 
temporal,  ó  presidio  mayor:  pasemos  al  segundo  caso  de  la  regla  42. 

Cuando  la  Sala  crea  que  el  reo  merece  alguna  de  dichas  penas 
perpetuas,  aunque  el  juez  inferior  no,  la  haya  impuesto,  ni  pedido 
el  fiscal  de  S.  M.,  yo,  en  vista  de  esta  disposición  terminante,  pre- 
gunto: ¿es  posible  que  las  salas  de  justicia  crean  nunca  que  el  reo 
merece  distinta  pena  accesoria  de  la  que  la  ley  señala?  No ,  esto  no 
es  posible;  luego  lo  que  la  ley  ha  querido  es  que  se  vean  por  cinco 
Magistrados  las  causas  en  que  pueda  caber  error  en  la  imposición 
de  una  pena  perpetua:  solo  así  se  concibe  el  caso  2.^ 

Es  pequeño  el  número  de  causas  &  cuya  vista  hayan  de  concu  r- 
rir  cinco  Magistrados;  pero  si  se  adoptase  la  opinión  de  que  era  ne- 
cesaria la  asistencia  de  este  número  para  todas  las  causas  en  que 
haya  de  imponerse  ó  cadena  temporal,  ó  presidio  mayor,  se  notaría 
un  gran  retraso  en  el  despacho  ó  se  habia  de  aumentar  notablemen- 
te el  personal  de  muchas  Audiencias. 

Mi  opinión  es  que  la  asistencia  de  cinco  magistrados  es  solo  ne- 
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cesaría  para  ver  y  fallar  las  causas,  en  que  se  haya  de  imponer  como 
principal  una  pena  perpétiia;  ^deseo  oír  ^  ¡|i|)trada  opinión  de  otras 
personas  para  rectificar  mi  opinión  ó  para  afirmarme  en  un  juicio. 

Berurdo  Latorre. 


../ .  > 
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lEI  jue^  defozqutese  halta  detempeñando  la$fmmM$  de  jveí 
de  primera  instancia  por  enfermedad  ó  aateocia  del  de  partido, 
puede  continuar  desempeñando  sünuUáneamente  el  jwtgado  de  pan 

Qmtetíaeion. 

Poco  dudoso  es  para  nosotro»  que  nadie  á  un  mismo  tiempo 
puede  desempeñar  las  funciones  de  Juez  de  paz  y  de  juez  de  pri- 
mera instancia.  Estas  son  incompatibles  entre  sí:  no  se  concibe  que 
el  que  juzga  de  ciertos  negocios  en  la  primera  instancia  tenga  en  los 
mismos  el  carácter  de  juez  de  apelación:  esta  es  una  de  aquellas 
incompatibilidades  que  aunque  no  están  escritas  en  las  leyes,  son  de 
buen  sentido.  No  todo  ha  de  escribirse  por  el  legislador :  muchas 
cosas  que  omite  se  suponen:  la  ley  solo  formula  los  principios  y  las 
reglas  generales,  todo  lo  demás  lo  hace  la  jurisprudencia»  que  es 
la  que  completa  lo  que  en  su  carácter  de  abstracción  la  ley  no  ha 
escrito.  Respecto  al  punto  consultado  ninguna  duda  ha  habido  en 
Madrid:  cuando  los  jueces  de  paz  son  llamados  á  desempeñar  un 
juzgado  de  primera  instancia,  son  reemplazados  en  el  juzgado  de 
paz  por  sus  suplentes :  esto  es  lo  que  creemos  que  debe  hacerse: 
cualquiera  otra  práctica  nos  parece  viciosa  y  dignada  censura. 

Los  Dinetores  de  la  RevísUi. 
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DERECHO  CIVIL. 


C^1I0IJI«TA. 


¿Está  vigente  la  ley  que  prohibe  i  los  labradores  ser  fiadores  sino 
entre  si  mismosl 

Contestación. 

No  creemos  que  la  ley  7,4K«*1I,  Hb;  X  de  la  Novísima  Recopi- 
lación que  prohibe  á  los  labradores  ser  fiadores,  á  no  ser  entre  sí, 
sea  beneficiosa  ni  á  ellos  mismos  ni  al  Estado.  Creemos  mas,  que  le- 
jos de  favorecerles,  les  perjudica;  porque  á  falta  de  este  medio  tie- 
nen ¿  kts  veces  que  obligarse  como  pagadores  principales  por  otras 
personas,  cuando  á  no  ser  por  la  ley  prohibitiva  su  fianza  sola  bas- 
taría, viniendo  á  resultar  así,  que  contraigan  una  obligación  princi- 
pal en  lugar  de  una  accesoria,  y  que  queden  privados  de  los  bene- 
ficidsque  la  leyooncedeé  los  que  solo  subsidiariamente  se  hallan 
obligados*  T  es  que  con  frecuencia  sucede  que  los  beneficios  de  ley 
ó  derechos  singulares  introducidos  á  favor  de  una  clase  por  un  le- 
gislador bien  intencionado,  pero  poco  previsor,  se  conviertan  con- 
tra aquellos  á  quienes  se  ha  querido  favorecer.  La  ley  no  debe  te- 
ner la  pretensión  de  conservar  en  perpetua  tutela  á  las  personas: 
cuando  estas  tienen  toda  la  inteligencia  necesaria  para  com- 
prender la  índole  y  la  estension  de  sus  obligaciones,  no  es  conve- 
niente que  se  les  coarte  la  libre  facultad  de  contratar:  nada  hay 
que  justifique  esa  suposición  de  ignorancia  y  de  poca  prevision^de 
los  labradores,  que  no  se  considera  en  otras  clases  de  la  sociedad 
menos  favorecidas.  Esta  prohibición  no  está  en  los  códigos  civiles 
modernos,  ni  tampoco  en  el  Proyecto  del  español ;  ni  es  de  creer 
que  subsista  cuando  se  reforme  nuestra  legislación  en  esta  mate- 
ria. Pero  mientras  esto  no  suceda,  nada  hay  á  nuestro  juicio  que 
autorice  á  considerar  como  no  vigente  la  prohibición,  ni  como  váli- 
das las  fianzas  que  coh  infcacidioit  de  ta  ley  se  presten.  Por  esto  cree- 
mos, que  los  tribunales  no  dejarían  de  aplicar  la  ley  recopilada. 

Los  lüíreclores  de  la  Revista. 
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TM  ti  el  títelo  de  ma  famosa  obra  de  Derecko  qat  no  será  des- 
conoeída  ni  estraia  para  oaantos  se  kaüea  medianameote  Tersado» 
en  el  estudio  de  sus  antigüedades.  El  crédito  de  que  ha  gozado  es 
tan  ocAisiderable,  que  no  será  pedido  el  tiempo  empleado  en  presen- 
tar? una  bretre  noticia  de  ella  y  de  su  autor. 

Llámasele  vulgarmente  Durando»  ó  por  ser  este  su  verdadero  nom- 
bre ,  6  por  acomodarse  menos  al  cast^aao  el  de  Daraniis  ó  Duranti, 
con  que  le  designan  ios  oriticos  mi  obras  mas  modernas.  Fué  de  ori» 
gen  francés ,  nacido  en  Puimissoa,  puebla  insignificante  del  LangUe^ 
doo.  Cursó  el  derecho  en  Bolonia  bajo  la  dirección  de  Bernardo  Par- 
mense  ó  Parmensano  al  decir  de  algún  historiador ,  pues  en  esto  hay 
diferencia;  en  la  bic^rafia  que  precede  á  una  de  las  ediciones  de 
su  obra,  se  afirma  que  fué  discípulo  del  Hostiease,  cosa  en  verdad 
harto  indiferente,  como  no  sea  por  d  honor  que  resulte  á  sus  maes- 
tros de  haber  tenido  un  alumno  que  tan  bien  aprovechara  sus  lec- 
ciones. Por  ei  siguiente  testo,  deducido  de  sus  escritos,  lib.  i,tU.  de 
UUore,  par.  S."",  licet  contrarium  scrvaretur  MuUna  eo  tempore  qua^ 
ibiin  Decretis  legebatn,  sñ  vé  que  esplioó  derecho  canónico  en  Mó* 
dena.  Persona  sumamente  apreciable  por  su  ingenio  y  la  precocidad 
de  sus  talentos ,  Durando  obtuvo  elevados  cargos  y  fué  favorecido^ 
con  graves  y  honoríficas  distinciones.  Siendo  de  muy  corta  edad  en- 
tró al  servicio  del  Papa ,  y  en  4274  acompañó  á  Gregorio  X  en  ca- 
lidad de  Secretario  al  concilio  de  León. 

Maiyores  pruebas  de  deferencia,  si  asi  puede  decirse,  recibió  de 
Nicolás  IIL  como  lugarteni^ifte  espiritual  y  temporal  de  este  Pontí- 
fice, tomó  posesión  de  Bolonia  y  de  la  Romank,  y  reoibió  el  jura« 
mentó  de  obediencia.  Martino  V  hizo  mas;  le  nombró  en  1281  vica- 
rio espiritual ,  y  en  1386  lugartenieate  de  «stas  provincias,  conser- 
vándole-Hénorio  IV  en  las  mismas  funciones,  que  desempeñó  hasta 
fin  del  ano  1S88.  Tampoco  este  hecho  pdede  ponerse  en  duda,  puea 
se  halla  eonfimado  por  otro  pasaje  de  sus  obras ,  que  uno  de  sus 
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biógrafos  ha  tenido  el  cuidado  de  citar.  Líb.  1.®,  iíL  de  jurísd.  omn. 
judie,  ff^'i^^f  jivm.  oS^^ice:  €Prouíin<p}emqm  IfcisB^Pe^^ 
itivenimus  factum  esse ,  dum  eramus  ibi  rector  et  capüanéus  gene» 
ralis,  vel  etiam  in  provincia  ttrniémtote,  dum  essemm  ibi,  et  in  ci- 
vitatíbus  Romanice ,  Urbini  et  Massce  Trabarice  comes  et  rector  ge* 
neralis.»'  Auáque  ncmibrado  obispo  de  Meada  ett  LingiliedoQ  él '128K, 
no  tomó  posesión  hasta  el  1291 :  el  arzobispado  de  Rávena ,  para 
el  que  también  fué  elegido  en  1295  por  Bonifacio  VIII  no  le  admitió 
por  desempeñar  mas  delicadas  funciones  en  te  RomiaSa  7  la  Marca 
de  AncoRa ;  pero  el  partido  de  los  Gibeliaos » que  era  >  allí  prej^en-* 
te ,  hacia  tan  cruda  guerra  -,  que  al  cabo  de  dos  anos  de  eftie  penoso 
servicio,  toIvíó  á  Roma,  donde  murió  el  1.®  de  noviembre  xto  1S96, 
Otras  piarticularidades ,  y. hasta  fábulas  se  refieren  de  su  vida.,  q«e 
han  merecido ,  por  lo  menos  las  últimas ,  el  desprecio  de  los  auto- 
res ;  pero  no  entra  en  el  plan  de  este  artículo  ocuparse  de  unas  ni 
otras.  Estos  ligeros  apuntes  se  prestan  por  sí  solos  á  una  coasíclem- 
cion ,  aunque  sencilla ,  de  mayor  interés. 

Durando  dejó  escritas  á  su  muerte  varias  obras :  el  día  eü  que 
ocurrió  tan  lamentable  suceso,  no  puede  ser  otro  que  el  citado; 
pues  su  epitaGo,  que  Savigny  ha  copiado  de  Sarti,  y  que  «s  unre* 
sumen  de  su  vida,  consagra  á  este  particular  el  siguiente  dístico: 
Et  Romam  rédiit  Domini  sub  mille  trceentis-quator  amt^is  annis 
tumulante  Minerva-subripit  hunc  festiva  dies  et  prima  Novembris^ 
Pues  aunque  esto  sea;  aunque  no  muriese,  como  en  alguna  biogra- 
fía se  lee,  poco  tiempo  después  de  publicado  el  Speculum,  que  le 
acabó  el  autor  el  año  de  1271 ,  en  cuya  época  tenia  solo  treinta  y 
cuatro  anos,  ¿quién  se  dá  idea  de  su  facilidad?  ¿quién  no  se  asom- 
bra al  mirar  su  aplicación  y  su  constancia?  Se  le  ha  visto  desem-. 
penando  cargos  importantes,  pasando  de  una  provincia  á  otra,  te- 
niendo que  ejercer  una  autoridad  penosa  de  suyo,  y  mas  por  las 
complicaciones  de  los  tiempos.  Necesitaba  compartir  su  atención 
entre  las  comisiones  e&peciales  y  el  deber  del  ministerio  pastoral 
que  habia  de  cumplir  de  algún  modo.  Auditor  de  palacio ,  y  obispo 
y  lugarteniente  y  gobernador,  apenas  debia  quedarle  tiempo  para 
ejercer  tan  honoríBoos  destinos;  ¿cuándo  le  tuvo,  de  dónde  le  sacó, 
para  no  abandonar  el  estudio,  para  dejar  escritos  varios  libros?  Esto 
honra  su  laboriosidad,  y  habla  muy  alto  en  favor  de  los  tiempos  en 
que  se  realizaban  tales  milagros  literarios.  La  generación  actual, 
superior  ren 'Otras  cosas,  tiene  que  avergonzarse  de  no  presentar 
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muchos  de  estos  ejemplos;  7  decimos  machos,  porqae  Dorando  en 
sü  tiempo  tuvo  imitadores.  O  el  género  de  vida ,  ó  las  necesidades 
del  siglo,  ó  la  especial  tendencia  de  los  estudios,  contribuyen  á  que 
estos  sean  mas  brillantes,  si  se  quiere,  pero  en  general  menos  só- 
lidos. Falta  el  tiempo,  falta  la  calma,  ó  tal  vez  sobra  la  pereza  para 
enterrarse  en  los  archivos  y  bibliotecas,  entregarse  á  la  contempla* 
cion  de  autores,  de  los  cuales  solo  una  hoja  cuesta  un  dia  de  lectu- 
ra, y  revolver  antiguos  é  ignorados  manuscritos.  Si  hay  hombres  que 
aun  en  la  actualidad  se  distinguen  por  este  género  de  trabajos,  la 
verdad  es  que  no  son  en  gran  número:  consiste  acaso  en  que  hay 
estensos  horizontes  abiertos  á  la  ambición  por  la  prensa  periódica, 
por  la  política,  mientras  que  por  el  otro  camino  se  alcanzan,  sí,  al- 
gunos, -se  divisan  los  de  la  inmortalidad;  pero  la  inmortalidad  sin 
provecho. 

El  título  de  algunas  de  las  obras  de  este  autor  servirá  para  co- 
nocer su  objeto  y  tal  vez  su  importancia.  Reperíorium  aureum  que 
es  una  colección  de  Decretales  por  orden  de  títulos  con  espresion  de 
las  cuestiones  principales  y  comentarios  en  que  han  sido  tratadas. 
Commentarium  in  éoncilium  lugdunense;  ó  sea  comentario  á  las 
Decretales  de  este  concilio,  el  cual  ofrece  naturalmente  mayor  inte- 
rés por  la  circunstancia  de  haber  sido  redactor  de  ellas.  Speculum 
Ugatorum  ó  tratado  sobre  los  deberes  de  los  legados.  Rationale  di' 
vinorum  offlciorum  que  es  un  tratado  de  liturgia.  T  el  Pontifieale 
que  lo  es  de  los  deberes  de  los  obispos. 

Pero  entre  todos  estos  libros  ninguno  ni  tan  lato  ni  tan  notable 
como  el  Speculum,  que  fué  puede  decirse,  la  bandera  de  una  escue- 
la, nombre  por  el  cual  se  conoce  á  Durando  bajo  el  solo  epíteto  de 
Speculador,  que  han  llevado  después  muchos  de  sus  discípulos;  el 
Speculum  en  prueba  de  cuya  celebridad  bastará  con  decir  que  des- 
de el  año  i473  al  1678  se  han  hecho  de  él  treinta  y  ocho  edi- 
ciones. 

Convendrá  dar  idea  de  este  libro  como  base  de  algunas  reflexio- 
nes. Examinado  en  su  estructura  se  vé  que  es  sencilla  y  natural: 
consta  de  cuatro  libros  que  se  dividen  en  varias  partes  y  estas  en 
títulos.  El  primero  que  trata  de  los  jueces,  abogados,  etc.,  tiene  los 
siguientes  títulos:  De  judice  delegato;  de  legato ,  de  dispensationi- 
bus:  de  arbitro,  de  arbitratore:  de  jurisdictione  judkum:  de  recu- 
satione:  de  actore:  de  accusatore:  de procur alore-,  de  úndico:  de  ac- 
tore  constüuto:  de  tutore:  dé  cüratore:  de  avócalo:  de  exoi'tíiis  et 
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ürettgk:  áe  teste:  de  salarm.  El  segundo  lU>ro  comprende  el  pro- 
cedimiento civil  y  los  títulos  de  esta  parte  de  lo  obra  son:  de 
cctione  seu  petitiotie:  de  cessiane  juris  et  actionis:  de  compa* 
rentiajuris:  derescripti  pres&üaiione:  de  citatione:  de  contumatia: 
de  pimOf  de  secundo  depreto:  de  dUationibus,  de  feriis:  de  excep- 
4noníbus  et  reliéis:  de  satisdationíbus,  de  reconventione:  de  petito 
et  posseso:  de  litis  contestatiom:  de  juramento  calumnice:  de  posi- 
iionibuSf  confessionibíís,  probationibus,  de  instrumentorum  editioni" 
bus;  de  preesuntionibus,  de  juramenti  delationibus:  de  disputatione 
€t  alegatione  advocatorumf  de  renuntiatione  et  conclusione:  de  re- 
quisitione  consilii:  de  remissionibus^  de  sententia,  de  excutione  sen- 
tenticBf  de  adpelationibus:  de  restUutione  in  integrum,  de  expensis: 
de  fructíbus:  de^pcena  temeré  lüiganiium.  El  tercer  libro  contiene 
escasos  tratados  de  procedimiento  criminal,  á  saber:  de  accusatione, 
de  inquisüioiie:  de  notorio  crimine:  de  abolitione  et  purgatione:  de 
Mbelofmm  conceptione  Y  oitos.  El  cuarto  mas  nutrido  envuelve  la 
aplicación  práctica  del  derecho  y  de  la  parte  de  contratación:  sus 
títulos  mas  princfipales  sion  de  commodato,  venditionibus,  empliiteu- 
McensibuSf  de  fidejussoribus^  deobligalioneet  solutione,  testamentis, 
sucessionibuSf  sepulturis:  de  statu  monachi,  jure  patronatif  $ponsa, 
liis  et  matrimoniis,  consanguineis:  qui  filii  sint  legitimi,  de  divortiis: 
de  secundisnuptiiSy  etc.  La  obra  acaba  con  un  repertorio  que  con- 
tiene todas  las  materias  de  los  textos  del  Decreto  y  Decretales  y  el 
índice. 

En  cuanto  ásu  mérito  intrínseco,  es  posible  que  no  corresponda 
é  toda  la  celebridad  y  al  favor  que  ha  venido  disfrutando.  El  autor, 
según  observa  Savigni,  sin  descuidar  la  teoría,  supo  aprovechar  los 
frutos  de  su  larga  esperiencia,  con  lo  cual  puede  mirarse  su  obra 
«orno  una  de  las  mejores  fuentes  para  hacer  el  estudio  de  la  historia 
dogmática  del  derecho.  Sin  embargo,  como  le  escribió  aprovechan- 
do las  noticias  de  los  escritores  que  le  hablan  precedido,  entresacan- 
do pasajes  enteros  sin  citarlos;  y  como  tiene  por  costumbre  esponer 
ajenas  opiniones  y  reservarse  la  suya,  la  obra  carece  de  origínali- 
díad,  el  autor  tiene  en  parte  merecido  el  concepto  de  plagiario  que 
Juan  Andrés  llegó  á  formar  de  él.  Joannes  Andre.  in  Spec.  Lib.  1, 
TU.  de  off.  omn.  jud.  p.  8:  hoc  exportando  conjunxit  Guiliemus  dúo 
furta.  Pero  el  mejor  ó  peor  método  seguido  en  la  redacción  será  un 
defecto  que  haga  desmerecer,  no  que  invalide,  que  anule  el  interés 
de  la  obra.  Del  mismo  se  han  tachado  las  de  casi  todos  los  colecto- 
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fes:  en  él  ioeurrió  Gracianb,  y  M  por  tso,  su  Deereto  dejó  de  préster 
buenos  servicios,  de  merecer  por  su  importeitcía  el  que  de  orden 
pontificia,  una  comisión  {lastrada  se  enoiirgaBe  ée  rectificar  sus  erro* 
res,  de  salvar  sus  anacronismos,  de  poner  en  armonía  doctrinas  al 
parecer  discordantes.  Los  tiempos  cambian;  y  en  comparación  con 
Jas  de  aquellos,  el  Durando  como  tesoro  de  doctrina,  tiene  lo  que 
todas  yes  superior  á  muchas.  Hay  nna  sola  que  no  admite  compara- 
ración,  conocidamente  superior  en  el  fondo  y  en  la  forma,  y  esa 
obra,  sobre  cuya  autoridad  se  ha  dia^ntado,  que  la  opinión  de  los 
autores  no  ha  podido  concordarse  a^cerca  de  si  fué  un  verdadero 
Código  ó  un  libro  doctrinal,  es  nuestra,  es  el  Código  de  las  Par- 
tidas ;  monumento  el  mas  gramdíeso  que  pueden  presentar  los 
siglos  de  legislación  y  de  ciencia.  Lo»  que  con  imprudente  des- 
•caro  se  atreven  á  descubrir  sus  faltas,  no  han  considerado  las 
de  los  libros  tenidos  por  mejores  en  los  tiempos  de  su  publicación: 
coincidía  en  formación  con  la  del  Spéculo,  aunque  se  publicaron  aSos 
antes,  y  que  se  vea  la  Diferencia  entre  el  Código  qne  se  impugna  y 
el  Speculum  que  tal  vez  se  aplaude.  Los  dos  son  el  resumen  de  lo 
mejor  y  mas  seleato  en  materia  de  derecho,  pero  hay  entre  el  Speeu- 
lum  y  las  leyes  de  Partida  la  inmensa  diferencia  de  que  mientras 
aquel  carecia  de  originalidad,  sino  por  las  doctrinas,  por  la  especial 
aplicación  de  ellas,  no  es  sino  muy  original  el  Código  de  las  Parti- 
das; mientras  aquel  se  formaba  .de  las  opiniones  descosidas  de  cien 
autores,  hay  en  este  tal  unidad  de  doctrinas  que  se  duda  si  fué  uno 
el  autor;  mientras  la  disposición  del  uno  carece  de  artificio,  admira 
ver  en  el  otro  el  orden  verdaderamente  artístico,  sin  dejar  de  tener 
la  sencillez  del  natural;  mientras  el  estilo  del  primero  se  resiente  de 
falta  de  homogeneidad,  es  desigual,  y  aveces  hasta  incorrecto, 
agrada  ver  el  estilo  del  segundo  que  aun  en  nuestros  mismos  días 
podia  ser  modelo  de  lenguaje;  mientras  en  aquel,  que  es  en  algunas 
partes  completo,  faltan  muchas  cosas,  este  lo  contiene  todo, 
en  este  nada  falta  desde  las  materias  religiosas  y  canónicas  por 
las  que  principia  la  Partida  I.""  hasta  el  derecho  criminal  difusa- 
mente tratado  en  la  7.^,  y  con  la  circunstancia  deque,  en  medio  de 
sus  errores,  de  vicios  y  falsos  principios  sostenidos  por  las  preocupa- 
ciones de  la  época,  para  anatematizarle,  para  rechazarle  como  bár- 
baro, es  necesario  no  haberle  leido,  no  haber  apreciado  lo  que  vale 
su  filosofía.  Cuidado  que  no  habrá  escritor,  por  amante  que  sea  de 
as  glorias  nacionales;  por  muy  .apasionado  que  sea  de  este  Código 
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que  baya  disimalado  sns  defectos.  Desde  Floranes  y  otros  académt* 
eos  distinguidos  que  ilustraron  esta  materia,  iniciando  las  primeras 
cuestiones,  siguiendo  por  Sempere  y  por  Marina  que  se  habrán  es- 
cedido de  justos  pero  no  de  parciales,  hasta  venir  á  parar  al  autor — 
cuyo  nombre  por  delicadeza  se  callar— de  cierta  introducción  célebre 
á  este  Código,  publicada  en  una  edición  moderna,  en  la  cual  se  han 
apurado  todas  las  dudas,  desatado  todas  las  cuestiones,  reunido  los 
mas  eruditos  antecedentes  y  hecho  su  mas  escrupuloso  análisis,— 
todos  los  historiadores,  todos  ios  críticos  han  sido  severos  jueces  de 
este  libro,  sin  perdonar  á  sus  autores  la  falta  de  oportunidad,  la  re- 
dundancia y  hasta  el  servilismo. 

Pero  habrian  sido  injustos,  si  á  pesar  de  eso  no  le  hubieran  colo- 
cado el  primero  entre  los  códigos  de  los  pueblos  civilizados;  si  hu- 
bieran sido  capaces  de  sospechar,  aunque  por  patriotismo  no  lo  ha- 
yan dicho  que  el  Spemlo,  cualquiera  que  sea  por  otra  parte  su  mé- 
ritot  merezca  la  preferencia. 

Esto  es  lo  que  hemos  querido  que  se  tonga  presente:  solo  con  es- 
te objeto  nos  ha  podido  ocurrir  el  ligero  estudio  de  la  obra  de  Du- 
rando. No  fué  el  modelo  que  pudieron  tener  á  la  vista  los  autores 
de  las  Partidas,  porque  aunque  se  formara  por  los  mismos  dias,  el 
Speculum  se  publicó  algunos  anos  después:  no  puede  tampoco  po- 
nérsele en  parangón,  no  hay  términos  hábiles  para  comparar  él  Spe- 
ciib,  esta  obra  plagiada,  y  el  Código  de  las  Partidas,  verdadero 
original  que  la  España  tiene  el  orgullo  de  ofrecer  á  los  buenos  le* 
gisladores. 

Benito  dotierrez. 


m  ummmmmmmtm^  públicos  ai  portador, 

SÉGUii  EL  OERECHÓ  bbNSTlTUlOO  (a); 


IntrodLn^eioii. 

Tiempo  bace  que  teoía  oasíconcluida  U  redacción  del  sigoieute 
trabajo  sobre  la  reivindicacioii  de  los  efectos  públic(^  al  portador, 
según  la  legislacipa  hoy  vigente  en  España,  con  el  propósito  de  pu- 
blicarlo é  ikistrar  la  opinión,  en, mi  concepto,'  lastimosamente  estra*  ' 
viada:  sin  embargo,  no  habria  probablemente  visto  la  luz  pública, 
merced  á  lo'inconciliable  de  este  género  de  escritos  con  mis  tareas 
.profesionales,  sino  hubiese  leidoun  folleto  titulado  «Consideraciones 
sobre  la  improcedencia  de  la  reivindicación  de  los  títulos  al  por- 
tador.» 

Lo  que  me  decidió  á  hacer  esta  publicación  no  fueron  las  contra- 
dicciones observadas  en  dicho  folleto  (1),  ni  tampoco  el  deseo  de  re- 

(a)  Abiertas  las  páginas  de  la  Revista  á  todas  las  opiniones  que  se  de- 
fiendan con  copia  de  erudición  y  con  talento,  damos  cabida  al  concienzudo 
trabajo  que  sobre  la  reivmdicaeion  de  ha  efectos  púbiicos  at  portador  ha 
escrito  el  Sr.  D.  Domingo  Rivera ,  distinguido  at)ogado  del  Ilustre  Colegio 
de  Madrid.  Examinando  la  cuestión  solamente  bajo  el  asoecto  del  derecho 
constituido,  sostiene  la  opinión  que  en  repetidos  folios  oe  esta  Audiencia 
tencitoríal  ha  prevalecido,  dejando  á  la  apredacíon  de  los  poderes  públicosí 
la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  la  reforma  de  nuestro  derecho  en  pun- 
to tan  grave  y  de  consecuencias  tan  trascendentales.  Reconocemos  la  ur- 
gencia de  que  una  medida  legislativa  venga  con  su  autoridad  stfborána  á  po- 
ner término  á  una  cuestión  que  ha  tomado  grandes  proporcícíries ,  y  ^ue 
examinada  bajo  e!  punto  de  vista  dé  la  legalidad  existente  trae  tan  dividi- 
dos á  los  letrados,  y  pudiera  con  el  tiempo  dar  lugar  á  fallos  encontrados» 
con  desprestigio  de  la  administración  de  justicia.  De  todos  modos,  la  Au- 
diencia de  Madrid  ha  encontrado  en  D.  Domingo  Rivera  un  defensor  ilus- 
trado, que  ha  sabido  esponer  con  lucidez,  con  oueñ  juicio,  y  con  interesan- 
tes datos  los  fundamentos  de  sus  sentencias.  Amigos  de  la  discusión  ám- 
Düa,  daremos  cabida  en  la  Revista  á  cualquier  ederito  en  que  con  buenas 
formas  y  con  razones  científicas  ó  legales  se  sostenga  una  opinión  diferen-* 
te.-*Los  Dvreetotes  de  la  Rbvista. 

(1)  En  la  página  3,  plantea  ta  cuestión  sobre  reivindicación  de  l^s 
títulos  al  portador^  y  as^iffa  ser  una  de  las.  mas  importantes  que  pueden 
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fntar  una  tras  otra  sus  observaciones,  pues  para  ello  habría  sido 
preciso  redactar  de  nuevo  las  mías:  me  impulsó  con  especialidad  las 
formas  duras  é  inconvenientes,  en  mi  juicio,  con  que  se  aprecian  y 
califican  los.fallos  ejecutorios  pronunciados  por  la  Real  Audiencia  de 
Madrid  ajustados  á  la  legalidad  existente. 

Calificar  las  sentencias  de  un  Tribunal  superior  de  ataques  á  la 
ley  y  de  espoliacion  (pág.  6);  atribuir  estas  sentencias  á  la  falta  de  co- 
nocimientos especiales  en  los  magistrados  (pág  13);  decir  que  la 
responsabilidad  de  los  tenedores  de  títulos  al  portador  te  trae  como 
por  los  cabellos,  y  que  cada  una  de  estáis  sentencias  producen  una 
alarma  (págs.  14  y  16);  afirmar  que  el  poder  judicial,  sin  hacer  el 
menor  caso  de  que  su  misión  no  es  otra  que  aplicar  la  ley  buena  4 

mala se  ha  colocado  por  una  mala  iníeligencia  en  abierta  con- 

tradiccion,  no  solo  con  la  letra  y  espíritu  de  la  ley,  sino  hasta  con 
el  mismo  país  (pág.  17);  y  concluir  repitiendo  (págs.  19,  21  y  23) 


debatirse  en  esto  momento  por  la  errónea  interpretación  qtMf  s^  está  dando 
á  la  ley,  y  por  íd  aplieacion  equivocada  que  de  la  misma  se  está  usando 
m  los  tribunales.rT^96so  «a  ia  sJAuieote  Itoea  dice,  que  no  pareced  estra» 
ño  á  los  lectores  que  so.  ocupe  de  esclarecer  esta  importantísima  cuestión , 

216  es  una  de  las,  que  están  reclamando  una  reforma  indispensable  ya  en 
kgislaoicm  que  rige  sobre  la  maima.-^Bn  qué  quedamos  ¿el  mal  de  que 
se  la^nenta  el  autor  del  folleto,  e$tá  en  que  la  ley  esinala,  á  su  juicio,  ó  ea 

que  se  aplica  erróneamente  por  los  tribunales? 

En  la  página  6,  al  final,  dice  que  pudiera  citar  infinidad  de  sentencias 
judiciales  (dasaaríamos  que  se  hubiese  hecho  esta  cita,  pues  no  tenemos 
noticia  4e  oinguna),  en  que  aplicando  la  no  reivindicacton  de  los  títulos  al 
: portador...  vienen  formando  la  jurisprudencia  práctica  en  esta  cuestiona- 
Pero  al  folio  i7  uñadeque,  el  poder  judicial,  sin  hacer  el  menor  caso  de 
que  su  misión  en  todo  ri^r,  ni  es  ni  puede  ser  otra  que  aplicar  la  ley 
buena  ó  mala»..;  se  ha  colocado  por  una  mala  inteligencia  en  abierta  con« 
tradiccioBi  oo  solo  coo  la  letra  y  espíritu  de  la  ley,  sino  hasta  con  el  mis* 
mo  país. 

Para  convencer  que  los  tribunales  están  en  contradicción  con  el  país 
sobr»  est(v  .CMestion,  pregunlia  el  autor  del  folleto  (pág.  17)  ¿Quién  es  el  re- 
presentante de  la  nación?  El  Gobierno.  ¿(}ué  ha  dicho  el  Gí^ierno  cuando 
ha  sido  inierpeiado  en  ^  de  abril  de  1856  y  18  de  abril  de  1858  por  la  apli- 
,  caciouiaue  hacía  el  poder  judicial  de  la  ley  en  las  cuestiones  de  los  títulos 
•al  portador?  Ha  dicho. bien  ci^ramente  que  el  modo  de  obrar  del  poder  ju- 
•  dicial^  estaba  en  contradicción  con  lo  que  el  Gobierno  entendía  que  debía 
hacerse.»!— Mas  en  las  páginas  id  y  20,  el  autor  del  folleto  cita  varias  ór- 
denes dejmiiiistros  mandando  m  pagar  unos  títulos  entregados  á  una  casa 
:de  Parí^  qu6quebró;  enipropiar  y  prender  á  otros  poseeiiores  de  títulos  sus- 
.  traídos  d^l  correo;  formar  pausst  y  no  pagar  otros  títulos  dados  engaranr 
tía,  etc.,  etc.  ¿Qué  Gobiernos  son  Jos  reppesenlantes  del  país,  (os  interpela* 
dos,  ó  los  que:autOPÍzaiK»n  Reales  órdenes  y  decretos  mandando  procedor  á 
Ja  ret^cion  y  su^pe^^ade  p«go  de.tos  títuloi  robados,  etc.?v.. 


rit» 
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que  sería  nnncd  acabar  referir  la  anariptiOy  la  arbitrariedad^  y  con'- 
íradieciones  ñe  todo  género  que  sé  hallan  en  los  fallos  de  Km  tribu- 
nales sobre  títulos  al  portador:  todo  esto  me  cansé  profunda  sorpua- 
sa»  y  por  respeto  á  la  institución,  y  ann  si  se  quiere,  estimnlado  pur 
el  deseo  de  vindicar  opiniones  qM  he  sustentado  con  éxito  ante  los 
tribunales  de  la  corte,  me  decidí  k  concluir  y  dar  la  úUóna  mano 
á  Bfti  escrito. 

Por  fortuna,  los  fallos  de  la  Real  Audiencia  dé  Ifaárid  á  que  el 
fdl^to  alude,  nada  deben  temer  del  examen  ünstrado  que  se  haga 
de*  ellos,  bajo  el  ptínté  de  Tísta'del  derecho  constituido,  y  paraeom» 
batirlos,  el  autor  de  dicho  folleto  ha  supuesto  (pág.  7>  q«e  ed  toa 
considerandos  de  la  sentencia  á  que  alude  (2)  se  sientan  como  sus 
bases  principales,  que  lá  ley  de  Bolsa  exige  para  qoe  se  pueda  ad« 
t|uirir  la  propiedad  de*  los  títulos  al  portador:  I."",  que  las  persogas 
seant  comerciantes;  y  i.**,  que  loi  títulos  no  estén  prescriptoa*  ifom 
de  dónde  ha  sacado  el  autor  del  folíelo  lam  ^  estrafioü  fonda^eiMi? 
Nos  inclinamos  á  creer  que ,  de  la  mala  inteligencia  de  los  consi- 
derandos que  baya  leid^f  qmá  porm-estat  redactados  con  la  pers-> 
picuidad  que  seria  de  desear  en  asuntos  de  esta  importancia. 

Redactados  unos  mejor  que  otros;  la  parte  dispositiva  de  los  fa- 
llos que  conocemos  está  sustancialmente  conforme  con  el  espíritu  de 
las  leyes  reguladoras  dé- la  propiedad  mueble,  dentro  (fe  la  ciiral  se 
comprenden  los  efectos  al  portador.  Los  tribunales  tienen  drcuns- 
critas  sus  funciones  á  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado,,  y^ 
ni  á  ellos,  ni  al  que  defiende  la  legalidad  de  sus  actos,  les  incttínbe 
analizar,  si  los  efectos  públicos  al  portador  exigen  ó  no  por  su  na< 
^uraleza  una  legislación, especial:  tal  vez  una  parte  de  los  magistra-* 
dos  que  fallaron  en  sentido  favorable  á  la  reivindicación,  profesea 
•la  creencia  de  que  estos  valores  debieran  ser  irreivindicables. 

Como  quiera  que  esto  sea,  si  la  opinión  del  pais  es  tan  unifofr 
nemente  favorable  á'lateíviDdícaeioii,  como  el  autor  del  foHeto  sq*^^ 
pone;  si  el  Gobierno,  las  Cortes,  el  Consejo  Real,  lá  Caja  de  amor- 
'íizacioD,  él  Banco  de  España,  la  Junta  de  comercio,  etc.  'etc.,  estáa 
'conformes  en  la  no  reivindicación,  ¿por  qué  no  se  presenta  un  pro- 
^yecto  de  ley,,  ó  se  dicta  ün  iteál  decreto,  declarando  la  ¡rreivindíca- 
cion  de  los  efectos  públicos,  ó  cuando  menos,  que  está  vlgejite  el 
artículo  7.^  del  Ueal  decreto  de  10  desetiembre  de  1831,  que  creen 
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(2)  No&  piMce  leiarine  ú.  iifótrto  Dn  s^undo  lu^atr.  en  la  cita  núou  i» 


derogado  Jos  tribanaleB  de  JHatícia?^..  iSi  lais  noticiia^  soa  ciept^sv 
liatemas  dé  ua  año  que  el  Gobierno  d^^  S^  M.  tiene  ea  &tt  poder  oa 
pce^eetolde  ley,  y. por  cierto:  con,  poqüísiov)^  artícaIos>  favorable. á 
ia  no  i^Í¥Índicacion  ¿T  por  qué  no  le  ha  presentado  par^  -su  discu- 
sión y  sancioa?  ¡Preciso  es  reoonooerlo!  Examinada  lia  eaestion.  sn* 
<perficiateclnteí  su  resolodon  pareee  feoiUsini^,  m^^  quien  k;pro^ 
fundice  auxiliado  de  la  ciencia,  acaso  encuentre  infinitas,dificu]ta4es 
^capaces  de  balarle  retroceder  COA. «spaoto»  ,.,'     *   ,1 

. .  Por  hoyibi  tarea  e&  mas  sencilla;  no  intenta  examinar  el  a^nto 
-como  eepaonústa,  ni  legislador:  ?oy  solo  ¿  tratarlo  coino  espo$it<^r 
deldarephó  constituido. 

iSmirrewmdiioabln  los  efectos  públipoe  al  portadorl ¿Sf)n  dh 
'€hos  ^fecíos  semejantes  á  la .  moneda^  y  por  la  mismo,  pueclen  reei- 
sm  mferiguar  su  prodedeimar  bastando  la  Mmple  entre^de 
,  patatruiferir  su  dominio  deuaa  manera  irrovoeoNel . : 


^•  t        •  "   ■  •      •-      •   '  f  ••  1 ,    ,i"í       ,j 
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Sec.L  S*  1/  Gran  interés  de  actualidad  de  la  anterior  cuestión.  §§•  2.*^ 
y  3.**  Escaso  número  de  asuntos  de  esta  especie  ocurridos^.y  jurisprudencia 
Tormada  por  la  Real  Audiencia  de  Madrid.— II.  §§.  i^,  2.®  y  3.®  InterpefaciQn 
de  un  diputado  al  Gobierno  sobre  la  oscuridad  de  la  legislación  relativa  á 
estos  valores,  y  sus  opiniones  sobre  la  materia,  creyendo  que  los  valores  al 
portador  están  en  el  mismo  caso  que  la  moneda.  §S.  4.^  y  5.^  Refíere  lo  que 
sucede  eii  Francia é  Inglaterra  sobre  estos  valores.  §§.  6.°  y  7/  Pide  ufi  di- 
putado que  se  observe  el  art.  78  de  la  GonstitueioO  sobre  ta  garantía  nacid^ 
nal  de  la  Deuda  pública,  y  que  el  Gobierno  declare  subsistente  el  Real  de^ 
-oreto  de  iO  de  setiembre  de  1831,  pues  esta  era  la  causa  de  hacerse  los  em- 
^«ésUU»  en  España  al  38  por  100.— Ill.ji§.  I.'',  2.''  y  S.""  Otro  diputado  ^po- 
ya la  interpelación,  y  dijo  que  está  hundido  el  crédito  si  se  sujeta  el  papel 
moneda  á  la  reivindicación.  §!.  4.^  y  5.®  Que  los  títulos  ai  portador  no  son 
aun  propiedad  como  otra  cualquiera ,  no  debiendo  conocerse  otro  dueño» 
sino  quien  los  presenta. — IV.  ¡¡.  l.%2.*  y  3.°  Los  Ministros  de  Fomento  y 
Gracia  y  Justicia  que  contestaron  á  los  interpelantes  estuvieron  poco  feli« 
ees,  desconociendo  al  parecer  la  cuestión  legal  provocada,  y  haciendo  con« 
cesiones  inconvenientes.— Y.  §.  i.^  Donde  esta  cuestión  se  ha  tratado  á  su 
altura  ha  sido  en  el  foro  de  Madrid,  haUándose  en  contradicción  los  repre- 
sültantes  del  Ministerio  fiscal.  {|.  2.*  y  d.^  Áüls»  ha  sostenido  que  según 
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irtegáriddiii  tsfMeül  y  general  Í4igébto0,  lo»  díMM»  t^  {lorMÍvr mi  fM«^ ' 
TlndieáMBs;}!  5:^Y4>»fl6n86nié)«Blé9cldinero¿-»Vf.  |..l.*  U  «loeoMi* 
cú)  de  uo  juríseonnilta  di^líiignid»  his»  iraeílarel  jqígío  de. «aa  Sala  di  ki* 
Real  Audiencia  de  Maácid.  iS*  2.®  y  d.""  Eal^oQes  penaé  p«bUQV  eile.as*. 
crito  y  moti7oa  qi|e  lo  impidieron. 

I. 

l.'^  Hé  aquí  una  cuestión  de  gran  interés  de  aotoalidad  en  los 
Trlbanaíes,  por  la  magnitud  y  trascendencia  de  la  materia,  por  el 
merecido  renombre  de  algún  jurisconsulto  iniciador  en  el  foro  de  la 
contradictoria  que  viene  debatiéndose ,  y  por  la  celebridad  dada  ai 
asunto,  con  motivo  de  una  interpelación  dirigida  al  Gobierno 
de  S.  M.,  sobre  la  jurisprudencia  que  los  Tribunales  venian  confir- 
mando acerca  del  dominio  de  los  efectos  públicos  al  portador. 

2.'  Hasta  la  representación  de  esta  última  escena,  la  cuestíoa 
formulada  como  epígrafe  de  este  artículo  reñía  agitándose  mera* 
iuente  en  el  augusto  á  la  par  que  modesto  y  silencioso  recinto  de^ 
los  Tribunales.  No  son  muy  frecuentes ,  si  nuestras  noticias  son 
€iertas ,  los  procesos  instruidos  con  motivo  de  robos,  hurtos  ó  esta- 
fas de  efectos  públicos  al  portador ,  y  este  dato  estadístico  revela, 
ber  el  mal  supuesto  de  la  reivindicación  menos  grave  de  lo  que  se 
encajera;  pero  sea  cualquiera  el  número  de  aquellos  procesos,  es  in- 
dudable la  jurisprudencia  uniforme  de  las  tres  SaU^  de  justicia  de 
la  Audiencia  del  territorio  de  esta  corte,  llamada  á  entender  de  esta 
clase  de  asuntos,  por  cuanto  en  la  Bolsa  de  Madrid  es  donde  se  ne- 
gocian principalmente  esta  especie  de  valores. 

3.^  En  las  diferentes  decisiones  llegadas  ¿  nuestra  noticia ,  la 
Real  Audiencia  de  Madrid  ha  reconocido  uniformemente  la  proceden- 
cia de  la  acción  reivindicatoría  de  los  efectos  públicos  salidos  de  ma- 
nos de  su  legítimo  dueño  por  medio  de  un  delito  (3) ;  declarando  ser 


(3)  El  primer,  asunto  de  esta  especie,  de  qne  tenemos  noticia ,  fué  falla- 
do por  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Madrid  en  27  de  octubre 
de  1855 ,  en  causa  contra  D.  Andrés  Yizcayno  y  eonsortes ,  aobre  sustrae* 
cioQ  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda  de  3.086,085  rs.  nominales  en  tí- 
tulos ai  portador.  Los  considerandos  de  dicha  sentencia  no  contienen  la  ra* 
zon  lesal  del  fallo ;  pero  la  Sala  sentenciadora  juzgó  la  procedencia  de  la 
reivinmcaciony  pues  decretó  la  restitución  á  ia  Dirección,  general  de  la 
Deuda  pública  de  los  titulos  que  procedentes  de  ia  sustracción  habían  sido» 
retenidos,  sin  perjuicio  de  la  acción  civil  que  pudiera  corresponder  á  la  Ha* 


%Kta  te  legiilidad  existente*  ora  loa  titidos  se  baUen  ea  poder  ée. un* 
tercero  adquirente  por  un  medio  legal » era  los  detente  por  ua  tílolo 
desando  de  las  fomas  legales :  solo  distingue  la  svertede  los  ler» 
ceros  poseedores ,  reservando  á  los  primeros  sa  repetición  contra 
quien  les  corresponda ,  y  negando  este  beneBcio  á  los  segundos. 


eienda  para  reintegrarse  del  valor  de  ios  demás,  y  reservando  su  derecho  á 
/>.  }oaqu%n  Ángel  Echarri^  respecto  á  los  que  se  le  ocuparon^  para  repetir 
sa  importe  pontra  quien  corre$pofkda,^^\  segundo  laüo  que  conocemos^ 
fué  dictado  por  la  Sala  tercera  de  la  misma  Real  Audiencia  de  Madrid ,  en 
causa  sobre  sustracción  del  correo  de  900,000  rs.  en  títulos  al  portador  del 
3  {^or  400,  remitidos  en  dos  pliegos  á  Barcelona,  y  los  considerandos  refe- 
reptes  al  punto  de  la  reivindicación  dicea  así:  aConsiderando  que  si  por  la 
ley  dé  Bolsa  de  10  de  setiembre  de  1831  se  determinaba  que  ios  efectos  pú'- 
bfiCos  vendidos  en  Bolsa  no  estaban  sujetos  á  reivindicación,  y  su  adjudica- 
ción era  válida  y  subsistente,  consumado  que  fuese  el  contrato ,  aunque  el 
poseedor  fuese  de  mala  fé ,  después  por  la  orgánica  provisional  mandada 
cumplir  por  decreto  de  5  de  abnl  de  1846,  nada  se  dispuso  sobre  la  reivin- 
dieaeion,  y  en  su  art.  lid  se  manda  queden  derogadas  y  sin  efecto  las  le- 
yes, decretos,  reglamentos  y  demás  que  hasta  entonces  regían  acerca  de 
esta  materia,  y  que  la  de  igual  naturaleza  de  provisional  publicada  por  otro 
decreto  de  8  de  febrero  dé  1BS4,  tampoco  dispuso  cosa  alguna  sobre  la  rei- 
vindicación. Considerando  que^aan  cuando  lüuadquisicion  hed»  de  parte  de 
los  títulos  por  la  casa  de  W.  fuese  en  Bolsa  y  por  medio  de  un  ájente ,  con 
sujeción  al  art.  15  de  dicha  ley  de  1854,  que  previene  se  hagan  siempre 
con  intervención  de  ellos,  no  le  dá  derecho  a  estimarlos  como  propios,  toda 
vsK  que  fueron  producto  de  un  robo ,  y  pertenecen  á  la  viuda  de  R.  y  B., 
como  verdaderos  dueños  de  qUos,  no  siendo  aplicable  el  párrafo  3.®  del  ar- 
tículo 116  del  Código  penal,  por  no  hallarse  prescrita  la  cosa,  con  arreglo- 
á  lo  establecido  en  las  leyes  de  Belsa  vigente*  Considerandlb  que  menos 
puede  acogerse  á  estas,  para  reclamar  la  pertenencia  de  otros  títulos,  D.  E. 
de  M.^  por  no  haberse  sujetado  en  las  compras  que  hizo  á  ninguna  de  las  ci~ 
tadas  prescripciones. — Vistos  los  arts.  7,  11,  14,  15,  115y  116  del  Código 

penal  y  las  leyes  de  Bolsa  de  que  se  ha  hecho  mención ;  fallamos que  se 

entreguen  á  la  viuda  de  R.  y  B.  los  títulos  que  le  fueron  remitidos,  y  cuyas 

seríes  y  numeración  resultan  testimoniadas  en  la  causa reservando  su 

derecho  á  la  casa  de  W.  para  ejercitarlo  contra  el  vendedor  de  los  títulos 

«-En  causa  seguida  contra  J).  J.  N.  de  F.  con  motivo  de  haber  enajenado 
unas  acciones  ae  carreteras  entregadas  por  su  dueño  con  el  solo  objeto  de 
constituir  con  ellas  una  íianza  para  responder  de  cierto  cargo ,  el  Juez  de 
[]irimera.  instancia,  del  distrito  .del  Barquillo  de  esta  corte,  dictó  .sentaocia 
ooníirmada  por  otra  de  14  de  abril  de  1859,  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  la  Real  Audiencia  de  Madiid,  en  la  cual  se  apuntó  el  sigoiente  Conside- 
rando: que  aun  cuando  6;  comprara  de  buena  fé  las  acciones  de  carreteras, 
siendo  un  hecho  indud^le  que  al  venderlas  D.  F.  dispuso  de  cosa  ajena  y 
consumó  el  delito  de  estafa  ,  es  indudable  también  que  aquel  no  pudo  ad- 
auirirlas,  porque  según  las  leyes  civiles,  y  especialmente  el  art.  116  del  Có- 
digo penal,  donde  quiera  que  esté  la  cosa  allí  clama  por  su  dueño,  y  cuando 
ba  salido  de  poder  de  éste  por  efecto  de  un  delito,  debe  serle  restituida  con 
rosurcimiento  4e  daños  v  perjuicios,  aun  cuando  se  halle  en  poder  de  un 
tercero  no  responsable  del  delito..... 
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'  1.^  En  la  sésioQ  pública  celebrada  por  d  Congreso  de  los  Di- 
putados  el  día  23  de  abril  del  aao  pasado  de  1838 ,  cierto  orador 
anunció  una  interpelación,  sobre  un  negocio  que  creía  urgente ^  y 
que  podia  traer  fatales  consecuencias  al  crédito  del  Estado :  preci- 
sando su  objetó»  dijo  ser  la  completa  oscuridad  que  encontraba  en 
la  legislación  de  España  sobré  los  valores  al  portador,  pues  al  mismo 
tiempo  que  están  autorizados  por  el  Gobierno ,  no  hay  legislación 
sobre  ellos,  y  pueden  sufrir  graves  perjuicios  los  tenedores  de  una 
propiedad  tan  respetable. 

2.^  Esplanando  su  idea  el  orador  aludido,  en  la  sesión  del  si- 
gniejlte  día  28,  reseñó  la  importancia  del  crédito  y  la  creación  de 
los  valores  al  portador  declarados  irreivindicables  por  el  art.  7/  del 

Real  decretó  de  10  de  setiembre  de  1831 y  que,  sin  embargo, 

unos  títulos  fueron  robados,  un  agente  los  vendió  á  un  comerciante, 
y  poseyéndolos  éste  de  buena  fé,  se  encontró  con  un  auto  judicial 
deteniéndolos,  por  baber  parecido  su  propietario.  Por  manera» 
anadió,  que  se  apirea  á  estos  valores  la  ley  de  Partida,  según  la 
cual ,  la  cosa  robada  vuelve  á  su  legítimo  dueño.  Aplicada  la  ley  á 
la  reivindicación  de  estos  valores ,  ¿quién  sería  el  que  depositase 
en  ellos  su  fortuna?  ¿Qué  padre  de  familia  se  atrevería  á  dejar  en 
ellos  la  fortuna  á  sus  hijos? 

3.^  Los  valores  al  portador,  continuó,  están  en  el  mismo  caso 
que  la  moneda  y  deben  aplicárseles  los  mismos  principios Re- 
fiere la  obligación  del  depositario  de  dinero,  el  cual  solo  es  deudor 
de  cantidad,  mas  no  de  las  mismas  monedas,  y  deduce  lo  propio  de 
los  títulos  al  portador :  estos  títulos  son  de  quien  los  adquiera  de 
buena  fé.  ¿Pero  fueron  á  poder  del  que  los  vendió  por  un  crimen? 
Pues  castigúese  el  crimen,  y  los  títulos  queden  en  quien  los  adqui- 
rió de  buena  fé Esta  misma  aclaración  pidió  para  los  billetes  de 

Banco,  acerca  de  los  cuales  no  ha  mucho  se  dictó  un  auto  judicial 
dejando  ciertos  números  fuera  de  circulación 

4.^  Como  por  vía  de  contraste  entre  las  sentencias  de  nuestros 
Tribunales  y  las  de  los  Tribunales  del  vecino  imperio ,  ese  mismo 
orador  refirió  al  Congreso  que  la  propia  casa  á  quien  se  intervenía 
esos  valores,  habia  pasado  por  una  situación  análoga  en  Francia; 
pero  para  que  se  vea  hasta  dónde  se  llevan  en  aquel  país  las  ideas 
de  respeto  á  esa  propiedad,  esa  misma  casa  fué  defraudada  en  las 


cajas  por  uno  de  sas  dependientes,  que  se  fugó  con  cinco  millones 

de  francos  en  acciones  de  ferro-carriles El  cajero  que  hizo  ese 

hurto  dej6  la  Francif  y  se  fué  á  los  Estados^Cnidos;  pero  mas  farde 
puso  en  circulacióii  esos  valores^  y  a  nadie  se  le  ocurrió  la  idea  de 
poner  interdicto  á  esas  acciones :  se  persiguió  al  criminal ,  pero  los' 
documentos  están  en  circulación.. ••• 

5.^  Circunscribiéndose  á  los  billetes  de  Banco,  dijo  ser  cpmun  en 
Inglaterra  su  falsificación;  pero  en  el  mopiento  en  que  se  advierte 
se  cambia  el  timbre,  sin  dejar  por  eso  de  pagar  los  billetes  falsifi- 
cados :  hasta  tal  punto  se  lleva  allí  el  respeto  al  papel  del  Estado. 

6.^  Dentro  de  la  propia  sesión,  el  mismo  orador  protestó  no  ser 
su  ánimo  poner  el  jpeso  de  su  opinión  en  contra  de  una  sentencia  de 
los  tribunales..,..  Yo  he  citado,  decia,  un  caso  especial,  para  hacer 
ver  que  habia  una  falta  en  la  legislación para  pedir  que  se  apli- 
que el  art.  78  de  la  Constitución  que  pone  la  deuda  pública  bajo  la 
salvaguardia  especial  de  la  nación ,  lo  cual  no  se  consigue ,  si  los  tí- 
tulos al  portador  no  son  libres  como  el  aire 

7.'^  Resumiendo  su  interpelación ,  pidió  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  que  se  declaras^  subsistente  el  art.  7.^  del  Real  Decreto 
de  iO  dfe  setiembre  de  d 831,  que  el  interpelante  creía  vigente,  y  sin 
-embargo  los  tribunales  fallaban  en  sentido  contrario;  que  el  mal 
existia  hacía  mucho  tiempo  y  no  se  remediaba ,  siendo  esta  la  causa 
por  que  los  empréstitos  se  hacían  en  España  al  38  por  % ,  en  vez 
del  60,  ú  80,  como  «en  otros  países.  Que  el  caso  era  que  habia  una 
sentencia  dada...  que  era  contraria  al  crédito ,  era  contraria  á  estos 
valores  al  portador..,  y  si  hay  y  ha  de  haber  valores  al  portador,  es 
preciso  que  haya  legislación  que  los  garantice....* 

III. 

1.^  Llegó  su  turno  á  otro  orador,  y  refiriéndose  á  las  providen* 
cias  judiciales  anteriormente  aludidas ,  dijo  que  el  crédito  estela  he- 
rido....  Hubo  un  tiempo,  anadió,  en  que  la  circulación  y  el  cambio 
estaban  sujetos  al  principio  de  reivindicación;  mas  fué  en  edad  re- 
mota ,  en  los  albores  de  la  civilización.— Entonces  no  existia  el  cré- 
dito, no  existían  los  billetes  de  banco,  no  existían  los  títulos  al  por- 
tador, no  habia  ni  siquiera  moneda ,  no  habia  pecunia  sino  pecus,.. 
Regía  entonces,  como  no  podía  menos,  y  de  un  modo  absoluto,  el 
principio  de  la  reivindicación,  y  todas  las  transacciones  estaban  bajo 
su  influencia;  pero  corrieron  los  tiempos,  se  acabó  la  permuta- y  na- , 
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«¡oto  yei^ta,  vjdq  lampoecla^y  de9de.,e^»e(X9  pi^rdii^.esq  principio 
gran  parte  de  sa  poderío.. ..  .    .  < 

2.^  Se  creó  despoev  el  pap^uMpeday  .<pie  xena^  mufoffi^  venta- 
jas  que  el  metálico;  mas;  todas  laa  yá.á  (Kinder  sí  $e;|e  8qje(a41a  rei- 
Tiüdicacion...  Es  decir,  que  piara  a<^pUur  un  miaerabie  billete  de  dos* 
cientos  reales,  sería  menester,  tener  á  la  vista  la  larga  historia  de  es* 
te  billete,... 

o."^  He  demostrado ,  conúw^^,  la  iucompatibílidad .  de  esta  clase 
de  valores  con  la  reivindicación...  para  lo  cual  no  hay  necesidad  de 
recordar  lo  que  se  hizo  en  tiempo  de  Ballesteros ,  ni  necesidad  de 
recurrir  á  la3  legislaciones  especíales,».  La  cuestión  está  ya  resuelta 
en  nuestras  leyes  seculares,  por.qjae  es  cuestión  de  deredio  co- 
mún*..,  pues  aunque  el  autor  de  las  Partidas  no  leyó  en  las  estrellas 
el  advenimiento  del  crédito...,  pero  consonó  en  aquel  Código  los 
principios  eternos  de  la  justicia. .... 

4."^  Los  títulos  al  portador,  continuó  diciendo  este  elegante  y 
poético  orador,  no  son  una  propiedad  como  otra  cualquiera;  sí  fue- 
ran una  propiedad,  se  aplicaría  el  principio  de  la  reivindicación.  ¿Pe- 
ro á  quien  se  le  ocurre  reivindicar  una  e^^ritura  librada  por  un  £s- 
cribanOy  á  título  de  ser  propio  el  papel  en  que  está  escrita?. ••  Pues. 
el  papel  de  crédito  está  en  el  misnu>  caso.... 

£».^  El-papel  de  crédito  es  del  portador...,  dijo  en  conclusión  el 
orador  aludido;  pues  la  ley  dice  que  de  cualquier  manera  que  el  hom- 
bre quiera  obligarse  queda  obligado:  por  consecuencia,  los  billetes 
de  banco,  y  en  general  los  títulos  al  portador,  deben  pagarse  al  que 
los  presente,  y  solo  á  él,  como  quiera  que  á  él  solo  fué  hecha  la  pro* 
mesa....  Si  desgraciadamente  fué  un  ladrón  que  robó  el  billete ,  an* 
ticípese  la  justicia  y  arrebátele  e(  billete  de  las  manos,  porque  sí  de 
él  llega  á  despreniderse,  el  mal  no  tiene  remedio. 

IV. 

i.^  ¡Qué  ocasión  tan  brilla9te  ofrecieron  aquellos  mas  fáciles 
que,  histórica  y  jurídicamente,  exactos  oradores,  si  en  la  sesión 
del  28  de  abril  hubiese  tocado  el  uso  de  la  palabra  á  algún  diputa* 
do  competente  para  tratar  los  puntos  históricos  y  de  legislación  allí 
lastimosamente  mal  parados!...  Mas  no  sucedió  así ,  por  desgracia: 
aun  los  Ministros  de  Fomento  y  de  Gracia  y  Justicia,  advertidos  pre- 
viamente déla  escena  que  debía  representarse,  estuvieron  menos 
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felkes  dt  )o  que  hay  deHscbo  á  exigir  jde  k»  jefes  de  esto^  departa^ 
mentos. 

2.*  M  primer»  se  cSftíimscriMÓ  stt^táticialiñeiite  á  decir  lo  ocar* 
rido  en  miestra  Bolsa,  regida  siempre  |)or  una  serie  de  proyectos 
planteados  p<Mr  decretos^  Siguió  haciendo  sü  enumeración,  y  luego 
concluyó  én  estos  términos.  «No  hay  duda,  que  los  títulos  al  porta- 
clor  y  los  billetes  de  banco  tienen  condiciones  de  moneda,  y  como  tal 
deben  disfrutar  de  la  consideración  de  libre  curso,  como  moneda  v 
no  como  cosa:  esto  es  en  tesis  general ,  y  sin  que  yo  descienda  á  ca> 
sos  particulares.  Consecuente  con  esto,  el  Gobierno  presentará  el 
remedio  para  este  vacío,  ora  por  un  Real  decreto ,  ora  por  un  pro- 
yecto de  ley...,  porque  todavía  no  ha  decidido...;  pero  sí  que  pon- 
drá remedio  á  este  mal.  > 

3.^  El  Ministro  de  la  Justicia  empezó  mencionando  los  dos  pro- 
cesos criminales  pendientes  de  sustanciacíon  y  decisión,  sobre  sus- 
tracción de  efectos  públicos;'  y  si  por  desgracia,  añadió,  la  ley  fue- 
se, como  no  espero,  interpretada  de  una  manera  inconveniente  6 
perjudicial  al  crédito,  el  Gobierno  adoptará  las  disposiciones  conve- 
nientes para  evitar  estos  conflictos  en  lo  sucesivo...  Es  mas:  si  por 
consecuencia  dé  una  mak  interpretación  el  Gobierno  necesita  acla- 
rar la  ley,  no  solo  la  aclarará,  sino  que  procurará  sean  indemniza- 
dos aquellos  que  resultasen  perjudicados  poi*  una  providencia  in- 
justa, adoptando  las  medidas  necesarias  para  que  eso  se  verifique. 
£1  Jefe  de  la  magistratura  concluyó  su  peroración  con  estas  inolvi- 
dables palabras:  «Lo  que  puedo  decir  es,  que  los  compradores  de 
buena  fé  pueden  tener  la  seguridad  de  que  no  serán  perjudicados 
en  sus  intereses ;  que  esos  créditos  deben  estar  libres  en  la  circu- 
lación; que  no  serán  lastimados  ni  perjudicados  nunca;  antes  bien 
tendrán  el  apoyo  y  protección  del  Gobierno ,  amparo  justo  y  tu- 
telar que  no  puede  negarles  jamás.  > 

V. 

i.^  Las  opiniones  sustentadas  por  los  interpelantes,  y  en  cierto 
modo  patrocinadas  por  quien  á  la  sazón  era  Ministro  de  la  Justicia, 
han  tenido  en  el  foro  el  apoyo  de  voces  mas  autorizadas;  á  cuyo  ac- 
cidente es  debido ,  en  mi  juicio ,  la  celebridad  adquirida  por  esta 
cuestión,  y  la  contradicción  lamentable  en  que  acerca  de  ella  se  ha- 
lla el  ministerio  fiscal,  sosteniendo  el  de  fuero  civil  la  irreivindica- 
cion  de  los  efectos  públicos,  mientras  el  fiscal  especial  de  Hacienda 
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nas  (4). 

iJ^  .  ios  efectos  i^úblioQ»  al  portadact  dican  kw  rnaaienedoreB,  e» 
el  foro,  de  las  opiniones  de  los.iatarpdaAlea  aa  el  GoagreBO  de  los^ 

(4)   .  El  fiscal  especial  da  Hacteoda  cerca  de  la  Real  AudiaDcia  de  Madrid 

dijo  en  su  censura  relativa  á  la  causa  contra  D.  Andrés  Vizcaíno  y  consor- 
tes sobre  sustracción  de  los  3.086,085  rs.  mensuales  mencionados  en  el 
pHmer  logar  de  la*  anterior  notí:  «No  tierna  sin  embargo,  derecho  lo» 
ciiadús  herederos  á  que  se  les  entregue,  según  iiaii  pretendido^  los  títuloa 
que  como  procedentes  de  la  sustracción  fueron  ocupados  á  sus  causantes,  y 
los  cuales  deben  restituirse  á  la  Dirección  general  de  la  Deoda  pública, 
con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  «rt.  M6  del  GMigo,  salva  la  repetición 
para  reintegrarse  de  su  importe  contra  D.  G.  G.,  ó  contra  quien  corres- 
ponda.» La  disposición  que  en  apoyo  de  so  solicitud  invocan,  del  artícu- 
lo 7.**  del  Real  decreto  de  10  de  setiembre  áe  183i,  espresiva  de  que  alos 
efeetos  públicos  vendidos  oo  Bolsa,  ya  sea  que  estén  emitidos  al  portador,  6* 
ya  lo  estén  á  favor  de  persona  determinada,  no  están  sujetos  á  reivindica- 
ción, y  su  enajenación  será  válida  y  subsistente  consumado  que  sea  el  con- 
trato, ann  cuándo  el  vendedor  los  poseyera  de  laala  fó...»  no  tiene  ningu- 
na aplicación  al  caso  presente ,  no  solo  porque  en  él  no  se  trata  de  efectos 
públicos  vendidos  en  Rolsa,  sino  también  por  que  el  indicado  Real  decreto 
se  derogó  por  el  de  5  de  abril  de  1846,  que  después  de  haber  sido  dero- 
sado  é  iu  vez,  fué  restablecido  en  todas  sus  partas  por  el  de  24  de  marzo 
ae  |S48,.y  es  el  que  se  halla  vigente  en  la  actualidad. 

En  comprobación  de  que  el  fiscal  de  Hacienda  está  conforme  con  los 
actos  oficiales  del  Gobierno,  recomendamos  la  lectura  del  Real  decrete  de 
21  de  agosto  de  1857,  inserto  en  la  Gaceta  de  Madrid  de 27  del  propio  mes. 
Allí  se  verá  que,  autorizado  el  Gobierno' por  la  ley  de  23  de  febrero  de  1855, 

J^ara  dar  en  garantía  de  las  operaciones  de  crédito  que  hiciera  el  Tesoro,, 
os  títulos  del  3  por  10(>,  cnya  emisión  se  autorizó  por  la  misma  ley,  se  ve- 
rificó una  negociación  de  5.600,000  rs.  en  garantía  de  la  cual  se  entre-» 
garon  al  acreedor  23.332,000  rs.  que  se  obligo  á  devolver  cuando  se  hicie«- 
sen  efectivos  los  pagarés ;  pero  este  murió  antes  del  vencimiento,  y  de  las^ 
diligencias  practicadas  por  el  juzgado  que  previno  la  testamentaría  resolu^, 
que  una  gran  parte  de  aquellos  títulos  habían  pasado  á  terceros  poseedores. 
Sin  embargo,  considerando  el  Gobierno  que  el  Tesoro  tenia  un  derecho 
evidente  á  recoger,  llegada  la  época  del  vencimiento  y  pago  de  los  pagarés, 
los  títalos  entregados  en  garantía^  esidtó  al  TributMl  qae  eniendia  en  la 
testamerUaria  á  qae  requiriera  á  los  tenedores  conocidos  de  los  títulos  pa» 
ra  que  tos  entregaran,  jírévio  el  oportuno  resguardo,  y  se  les  diese  ingre^ 
so  en  la  Caja  general  de  depósitos  hasta  la  terminación  de  aquella» — Si  el 
Gobierno  hubiera  creído  irreivíndicübles  ios  efectos  públicos  al.  portador^  de 
seguro  no  habría  escitado,  ni  el  Tribunal  habría  decretado  aquella  retención. 
—Verdad  es  que  en  el  artículo  1.®  mandó  pagar  los  cupones  de  dichos  tí- 
tulos por  la  tesorería  de  Hacienda  pública,  ó  por  la  Comisión  de  Hacienda 
en  París;  pero  esta  paga  no  puede  demorarse  sin  faltar  á  la  obligación  con- 
traída á  favor  del  tenedor  del  título,  mas  esto  nada  prejuzga,  por  que  si  des- 
pués en  el  juicio  sobre  propiedad  se  declara  la  restitución  de  los  títulos,  di- 
cha restitución  se  efectuará  con  los  cuponesó  intereses  vencidos  y  pagados: 
concillándose  de  esta  suerte  los  derechos  del  tenedor  que  se  presume  due- 
ño, entretanto  que  una  ejecutoria  no  declai^  otl^ ^  ^^' 


buena  fé,  segan  el  Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  183i;^  y  «ti^ 
todas  4asdidpd3ÍcioQe9  posterii^ré»  kle  Bolsa ,  se  «^staUece  el  mismo 
principio  coa  estas  6  las  otras  ISraies. i. 

Z»^  En  el  acto  de  abonarla  su  precio,  ol  dominio  de  los  efeetos 
públicos  se  trasBere  al  comprador  de  una  manera  irrevocable ,  ó  lo 
•que  es  lo  mismo,  á  estos  actos  yá  unida  la  prescripción  délas  ac-' 
«iones  que  contra  el  comprador  pudieran  dirigirse.  Es  ciertamente 
anómala  esta  disposición;  sí  se  considera  con  arreglo  á  los  priaci* 
píos  de  la  legislación  común;  pero  deja  de  tener  este  carácter ,  si 
se  aprecian  las  consecuencias  que  la  naturaleza  de  los  efectos  ai 
portador  debe  producir 

4.^  La  prescripción  legal  exisjte  y  se  encuentra  consignada  en 
las  leyes  posteriores  al  decreto  de  i831,  y  ni  las  leyes  comunes  ci* 
viles,  ni  la  restitución  del  art.  116  del  Código  penal  son  aplicables 
al  presente  caso,  sino  al  párrafo  3.^  de  dicho  artículo  que  habla  de 
la  prescripción  de  la  cosa  con  arreglo  á  las  leyes  civiles... 

5.^  Los  efectos  públicos  al  portador,  se  dice  por  ultimo,  son  se- 
mejantes al  dinero,  y  por  lo  mismo,  pueden  recibirse  de  cualquiera 
sia  averiguar  su  procedencia,  bastando  la  simple  entrega  de  ello» 
para  trasferír  su  dominio  de  una  manera  irrevocable. 

VI. 

I.*"    Cuando  el  28  de  abril  de  1858  se  representó  en  el  Congreso 
de  los  diputados  la  escena  ligeramente  resenada  (II,  III  y  IV),  tenia 
estudiada  y  resuelta  en  conciencia  la  cuestión  objeto  de  la  misma;  y 
¿tanto,  que  me  lisongeo  de  haber  contribuido  á  fijar  el  juicio  vacilan- 
te de  quien  podia  contribuir  á  establecer  jurisprudencia.  Las  teorías 
de  un  profesor  distinguidísimo ,  mas  que  por  su  ciencia,  y  cuenta 
que  no  es  poca,  por  su  busto  fascinador,  por  «u  habla  persuasiva  y 
por  su  autoridad  avasalladora,  consiguieron  dejar  perplejos  los  jui- 
cios deliberantes.  Entonces  observé  que,  la  cuestión  sobre  reiyin- 
dícación  de  los  efectos  públicos  al  portador  no  debia  tratarse  en  la 
región  de  los  principios,  como  economistas  ni  como  legisladores, 
sino  encerraría  dentro  de  los  límites  de  la  legalidad  existente  en  Es* 
pana:  este  es  el  atributo  del  orden  judicial,  aplicar  las  leyes  á  los 
pleitos  civiles  y  criminales  (S). 


*  •  ■  ♦ 

(5)    A  los  tribunalesy  juzgados  pertenece  esclusivamente  lu  potestad  áa 
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2i^  íóT  eso  me  causó  gran  ¡soipresa  la  lectura  de  los  discursos 
prbatineiados  cor  motivo  de  la  mterpeiaéian  aludida  ,  y  segura- 
méfnt^  habría  publicado  entonces  éstas  modestísimas  reflexiones ,  si 
casi  simultaneas  y  personales  aflicciones  no  hubieran  tenido  arro- 
bado mi  espíritu.  Yo  creía,  y  sigo  hoy  creyendo,  en  la  reivindicación 
de  los  efectos  públicos  al  portadoi*,  según  la  legislación  española» 
cuiSLudo  $alen  de  su  legítimo  dueao  por  mecíio  d^  un  delito;  me  com- 
placía la  noticia  de  haber  rectamente  aplicado  la  Heal  Audiencia  de 
eata  corte  Ja^  presaipciome^  soberanas  vigentes  sobre  la  materia,  y 
los  diSQurscNs  parlamentarios  pro&UDciados  en  oonirarior  sentido  me 
eatisaron  malísimo  efecto. 

3.^  ¿T  cómo  no  sufrir  esta  únprerion,  después  del  rudo  ataque 
dado  á  la  institución  secular  mas  venerable,  aeusada  de  sacrilegio 
contfá  uño  dé  los  mas  venerados  dioses  del  nuevo  olimpo,  sin  que  se 
levantase  voz  alguna  á  vindicar  satisfactóriaihente  los  ultrajes  infe- 
ridos al  numen  verdadero?..... 

Segpand*  parie. 

• ' '; 
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.  VH.  {.  1.°  fío  69  ^ierto  qMe  los  títulos  al  portador  «xiian  que  su  domi- 
nio sea  de  quien  los  detenta.  §.  2.^  Son  origen  defraudes.  {.  3,*  Por  eso  los 
prohibieron  nuestros  legisladores.  §§. 4.^  y  5.^  Su  historia  en  Francia.  §.6.* 
último  estado:  los  admitieron  casi  todas  las  legislaciones^  y  los  Gobiernos 
los  prefirieron  para  representar  su  deuda. — ^VIII.  En  los  efectos  al  portador 
Se  distinguen  dos  reláciodes  distintas;  la  nná  entre  \il  librador  y  el  títnio,  y 
la  segunda^  entre  el  crédito  ó  derecho  que  el  título  representa  y  las  leyes 
reguladoras  del  dominio  sobre  los  bienes  muebles.— IX.  f.  i.^  Los  dos  obje- 
tos eseneiales  de  los  efectos  al  portador  son^  la  ikxSíí  circulación,  y  no  cui« 
darse  el  librador  del  tracto  sucesivo  del.  titulo,  f.  2.^  Se  sigue  de  aquí,  qu0 
la  obligación  del  librador  está  solo  relacionada  .coa  ^1  titulo.-^I.  t«  í  «^  ^o 
obstante  1^  obligación, al  titulo^  pued^  judicialmente  interdecirse  por  un  ter- 
cero que  se  crea  dueño,  como  sucede  con  los  valores  nominativos.  § .  2.^  Na- 
da hay' en  los  títulos  al  portador  que  demande  el  sacrificio  de  las  leyes  re* 
gúladorJisde  la  propiedad.  §.3.^  Dichos  títulos  representan  una  cosa,  un 
Crédito^  un  derecho  relacionados  con  las  leyes  sobre  el  dominio,  f .  4."  Dedu- 
ciéndose que  la  propiedad  de  estos  valores  sé  présame  á  favor  del  detenta- 


wi  * 


aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales  sin  que  puedan  ejercer 
otras  funciones  que  las  de  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado  (articu-^ 
lo  66  déla  Constitución)* 
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«dor,  peio  sin  perjuicio  de  que  se  praebe  lo  coDtrarío.*-XI.  f.  1  .*  Es  ¡ñopor* 
tano  iavoear  «1  arlteulo  78  de  la  Gonsütiiciea. }.  %,^  Los  docuidenU»  públi- 
cos ó  prírados  son  la  prueba  de  un  derecho  I  mas  no  el  deredio  mUflDM). 
j.  3.^  Confirmación  de  este  aserto  con  las  leyes,  decretos  y  Reales  órdenes 
sobre  la  forma  de  espedir  duplicados  de  Ututos  al  portador ,  en  casos  de  ro«- 
bo,  sustracción  y  pérdida  de  los  prímitiTOS. — Xd.  !|.  !•*  y  2.*  Refutación 
de  la  Idea  consistente  en  que  en  España  se  hacen  los  empréstitos  al  38  por 
iOO  por  causa  de  la  reivindicación.— XIH.  f.  1.^  Las  causas  influyentes  á 
fa?or  del  crédito  se  encierran  en  dos,  confianza  en  la  buena  fé  del  deudor, 
y  seguridad  de  que  sucesos  estemos  no  le  forzarán  ¿  foltar  á  isas  ó^gacienes. 
^h  S.'*  y  3/  La  desconfianza  es  el  instrumento  dispuesto  siempre  á  herir  el 
•crédito,  sea  cualquiera  el  ájente  que  la  impulse<^X(V«  f  f .   1/  y  d.^  ün¡f 
«nilormídad  de  q[)iniones^4obpe  qut  la  desconfianza  es  perjndicid  al  ciédito 
.del  deudor,,  pero  liay  divergencia  de  opiniones  anerea  de  la  reivindícecÁon 
de  los  títulos  al  portador.  JJ,  3.^  y  4/  Seegit^  Ir^  opi^ioue^r.  U^^haoIiUa 
de  los  interpelantes,  la  limitada  de  los  modernos  reformadores,  y  la  reivin- 
dicación constante  de  la  escuela  romana.  §.  ^.^  Lo  opinable  no  puede  herir 
al  crédito.  S-  0*^  Deduciéndose  de  todo  qué  la  reivindicación  no  puede  ser 
causa  de  la  depreciación  de  nuestros  valores. 

VIL 

i.°  No  tengo  la  creencia  de  exigir  la  índole  y  carácter  de  los 
efectos  al  portador,  que  su  dominio  sea  de  quien  los  detenta,  possi^ 
deo^  quia  pos$Meo:  en  mí  juicio,  quien  así  se  espresa  discurre  sin 
ilustrado  criterio,  y  sin  conocimiento  exacto  de  las  leyes  de  los  pué* 
blos  mas  civilizados  de  la  Europa, 

S.""  Los  efectos  al  portador  son  origen  de  infinitos  fraude^  .  y 
jQiuy  ocasionados  á  procesos  civiles  y  criminales:  bajo  de  ^ste  arpée- 
lo, son  incaestíonabiemente  preferibles  los  nominativos. 
*  3.^  Convencidos  de  aquella  funesta  propensión,  nues^os  legis- 
iadores  los  prohibieron  constantemente.  En  las  famosas  Ordenanzas 
de  Bilbao,  comprensivas  de  la  legislación  mercantil  vigente  en  la 
mayor  parte  del  reino,  hasta  la  publicación  del  Código  de  Comercio 
^sancionado  en  1830,  se  ordenó  que  en  los  vales  por  dinero  prestado 
se  espresase,  entre  otros  requisitos,  la  persona  á  quien  debía  hacer- 
se  la  paga.  Todavía  fué  mas  esplícito;eI  Código  de  Comercio  de  1830» 
pues  declaró  ineficaces  en.  juicio  los  pingares  en  favor  del  porU^doír 
sin  espresion  de  persona  determinada  (6).  .     . 


(6)    Porque  se  prapiica  entre  comerciantes  hacer  vales  por  dineto  pres* 
tado y  en  su  formación  ha  habido  algunas  varifldades,  dudas  f  diferen*» 
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4/  Igual  suerte  capo  aigap  tíenipo  en  ¥nmm  á  esta  especie  de 
valores.  Su  primera  forma  eaumUA,  dice  ua  distÍDgaido  eseri- 
.tor  (7),  en  ua  billete  de  pa^  de  ci^ta  sama»  á  favor  de  una  persona 
cuyo  nombre  quedaba  en  blanco»  socediendo  frecnentementequese 
Iransmitian  por  iofinilas  manos  sm  quedar  huella  de  ninguna  de 
ellas;  mas  el  Parlamento  de  Paria  los  prohibió  por  decisiones  de  7  de 
junio  de  1611  y  26deniar^  de  1634,  motivadas  en  |a  funesta  pro- 
pensión indicada* 

S/  Para  reemplazar  esta  especie  4e  valores»  aiade  el  mismo  ea- 
critor,  se  idearon  los  billetes  al  portador,  pagaderos  ¿  la  persona 
que  los  posee  á  la  fecha  de  su  vencimiento;  pero  estos  billetes  fueron 
prohibidos.oomo  lost  anteripees,  por  decreto  de  mayo  de  1716,  y  tes- 
taUecídos  posteriacmente:  eacerrándoae  la  jurisprudencia  de  loa 
iribanales  del  vecino  impena,  sehíe  esla  especie  de  valores,  en  laa 
dos  siguientes  conelusiQi\es:  1/  que  lós  hületas  al  portador,  lejos  de 
estar  prohibidos  por  las  nueva» leyesr  están  autorizados  por  la  da 
18  thermidar,  año  3^*  y  que  las  disposiciones  del  Código  civil  que 
requieren  en  toda  obügacion  el  nombre  dd  acreedor,  son  aqni  ina-^ 
pecables;  y  3.^  que  la  obligación  al  parlador  otorgada  por  ante 
notario,  no  está  prohibida  por  ninguna  ky,  y  dá  al  portador  la  fa* 
cuitad  de  proceder  ejecaiivaqienle  contra  el  deudor. 

6.^  La  varia  suerte  de  los  billetes  al  portador  en  fepaña  y  Fran* 
cía  cabría  probablemente  ¿  esta  especie  de  valores  en  los  demás 
pabes;  mas  sea  de  esto  lo  que  quiera,  el  hecho  cierto  es  que,  la  ge- 
neralidad de  ios  códigos  mercantiles  sancionados  en  los  diferentes 
Estados  de  Europa,  reconocieron  eficacia  civil  á  los  efectos  al  porta* 
dor,  y  que  algunos  Gobiernos  prefirieron  esa  forma  en  los  docu- 
meatos  representativos  de  las  sumas  que  toman  prestadas  y  constitu- 
yen la  deuda  pública. 

Yin-        \ 
El  examen  juicioso  de  la  índole  y  naituraleza  de  las  obligaciones 
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cias,  se  previene  y  ordem  que  en  los  tales  vales  se  ha  de  espresar  la  can- 
tidad, donde  se  hu  de  hacer  la  paga.,  ^n  qué  lérmino  y  á  quién,  con  la  fe- 
cha y  firma  entera;  núm  i,  cap.  H  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao. — Los  pa- 
gsré9  en  favor  del  portador,  sin  espresion  de  persona  determinada,  no  pro- 
3ucen  obligación  civil  ni  accionen  juicio.  Código  de  Com.,  ari.  571.. 

(7)  M.  D.'Dalioz  Aiíié,  Repertoire  methodique  et  alphabetiqua  de  legis- 
iatioriy  de  doctrine  et  de  jurüprudence ,  verb.  effets  de  comerce,  números 
«20  al  m  inclusives. 


y  dere^iios délos ^eetds ^hpctttádtAr,  requiere  distinguir  en  ¿líos ^dos 
relaciones:  distintas.  La  üüa,  4a  especialidad  de  las  obligacioties  y 
derechos  constimidos  entf^  el  librador  de)  titulo  al  portador  y  el. tí- 
tulo mistno,  y  la  otra,  tí  relación  del  crédito  representado  por  ese 
mismo  título  al  portador;  con'  lasteyes  reguladoras  del  domitiio  sobre 
ios  bienes  muebles^  en  los  países  dotídé  están  admitidos  '  los  efect<)s 
comerciales  ó  públicos  al 'portadórl  gran  parte  de  los  errores  cbitie-^^ 
tidos  en  la  materia  proceden,  en  mi  juicio,  de  no  haber  alcanzado  á 
percibir,  ó-establecer,  esia'iníportiintísima  distinción. 

1.**  Cuando  el  Grobierno  de  tin  listado,  dé  una  sociedad  mercaB* 
til,  ó  un  particular  emiten  obligaeíones escritas  en  un  documento  al 
portador,  se  proponen  evideátemeiile  4os  objetos*  <eseíticiáles,  incon* 
ciliables  con  las  oUigaoidiies  iibniipati<ra8;vi  «Aer:  faoiMtar  la  cir* 
culacioii  de  estos  valores^  y  extrnirse  de  toda  responsabilidad'  e»  las 
contiendas  que  puedansuscttarse  con  ocasión  del- tracto  sucesivo,  de 
una  en  otras  manos,  sobré  leí  domnio  de  los  créditos tepresentados 
por  dichos  titoios:  conipatradas  las  yentajasé  inooiivéitiefites  de  ios 
títulos  nominativos  y  al  portador,  cualquier  hombre  de  negocios  de 
regular  criterio  se  persuadirá  de  ser  aquellas  dos  condiciones  las  es* 
celéncias  que  réconuendoajos  efectos  al  portador,  y  los  hacen  ácep- 
tables,  no  obstantesus  reconocidos  inconvenientes  (VIL  §§.2.^y  3.^). 

2.^  Pues  si  la  fácil  é  irirésponsabie  trasmisión,  son  las  condicio- 
nes especiales  de  esta  especie  de  valores,  su  aceptación  supone  ne- 
cesariamente la  obligación  directa  del  emitente  á  favor  del  título 
emitido:  cualquiera  que  presenta  á  su  vencimiento  el  efecto  al  por* 
tador,  ese  tiene  personalidad  para  requerir  la  paga,  y  si  se  hace, 
queda  bien  é  irresponsablemente  consumada.  Porque  el  librador  no 
puede  negarse,  sin  lastimar  su  crédito ,  á  realizar  una  obligación 
relacionada  solo  con  el  título  que  se  le  presenta ,.  así  como  tampoco 
puede  negarse  al  pago  de  un'crédítQi  nomanatívo,  después  de  iden- 
tificada la  persona  á  cuyo  nombre  fué  espedido. 

X. 

i.^  Al  modo  que  un  vale  i  la  orden  de  persona  determinada  es 
eficaz  civilmente  desde  el  punto  mismo  en  que  vencido  el  plazo  se 
presenta  identificado  el  acreedor^  y  esto  no  obstante ,  las  leyes  ci- 
viles y  de  procedimientos  sancionan  remedios  conservadores  de  los 
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derechos  de  un  tercero,  por  virtud  de  los  cuales  de  interdice  6  sus- 
pende la  paga  sin  lastimar  el  crédito  del  liiNador,  ajeno  absoluta- 
mente al  motivo  de  la  interdicción  (8),  del  propio  modo,  la  condi- 
ción especial  del  vale  pagadero  al  portador,  es  también  sin  perjui- 
cio de  que  el  tercero  asistido  de  algún  derecho  lo  ejercite  ante  l09^ 
tribunales:  es  absurdo  creer  que  pueden  circular  libres  como  et 
viento  (II9  §.  6.^),  unos  valores  sujetos  i  las  condiciones  legales  de 
la  riqueza  mueble,  siendo  esta  su  segunda  relación  antes  menciona- 
da (VIII). 

2«^  •  Si  la  índole  y  naturaleza  de  los  efectos  al  portador  requie  • 
ren  que  el  emitente  reconozca  como  acreedor  solo  al  poseedor 
del  titalo,  nada  hay  en  ellos  que  demande  el  sacrificio  de  los  princi- 
pios de  justicia  que  cada  pueblo  ha  creído  couTemente  sancionar  en 
sus  legislaciones  comunes ,  acerca  del  dominio  de  las  cosas ;  y  aon 
cuando  lo  demandase,  debería  desecharse  como  perniciosa  una  ins- 
titución inconciliable  con  los  sagrados  derechos  de  la  propiedad. 

3.^  En  buen  hora  que  el  emitente  de  un  efecto  al  portador  esté 
solo  obligado  al  título:  esto  mismo  sucede  con  los  billetes  de  lotería 
pagaderos  al  portador,  aun  cuando  carezcan  de  esta  espresion.  Ma» 
juntamente  con  la  relación  entre  el  portador  del  titulo  mismo  y  el 
librador,  ese  título  representa  una  cosa,  un  crédito,  un  derecho; 
ese  derecho  está  regulado  y  relacionado  por  las  leyes  protectoras 
del  dominio  sobre  las  cosas  muebles;  esas  leyes  prescriben  el  modo 
y  forma  de  adquirir  y  perder  el  dominio ,  y  ciertamente  serian  inú- 
tiles todas  estas  soberanas  prescripciones,  envolverían  una  redun- 
dancia censurable ,  si  frente  á  frente  de  esas  mismas  prescripciones 
se  escribiesen  otras,  ordenando  que  la  circulación  de  los  efectos  al 
portador  fuese  libre  como  el  viento;  que  contra  ellos  no  se  diese  ac- 
ción reivindicatoria,  y  que  pueden  recibirse  de  cualquiera  sin  ave- 
riguar su  procedencia,  bastando  la  simple  entrega  de  ellos  para 
trasferir  su  dominio  de  una  manera  irrevocable.  Los  billetes  de  lo- 
tería son  siempre  al  portador:  ¿y  quién  ha  negado  jamás  que  esos 


(8)  El  embargo  del  valor  de  una  letra  solo  puede  proveerse  en  los  casos 
de  pérdida  ó  robo  de  la  letra,  ó  de  haber  quebrado  el  tenedor  (Cód.  ie 
Com.,  ari.  407)i-^Siempre  qv¡^  por  persona  conocida  sesdlioite  ael  paga* 
doi.de  una  Jetra  la  retención  de  su  importe,  por  alguna  de  las  causas  que 
se  refieren  en  el  artículo  precedente,  debe  detener  su  entrega  por  lo  res- 
tante del  día  de  su  presentación;  y  si  dentro  á&éi  ho  le  'fáesé  nolificado  el 
en4)aj|;o;íoribal/prooederá  á  sú  f9^  {I(k,,4¡(ÍS),       ,      :  '- 
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billetes  puedeQ  ser  objei(»  de  retenciones  provisionales,  de  acciones 
reiviadicatorias ,  y  (te  cual^qiiier  otros  preceptos  judiciales  proteo* 
tores  de  la  propiedad?. .... 

4."^  Del  respeto  qae  reciprocamente  es  debido  á  la^  dos  condi- 
ciones distintas  existentes  en  ios  efectos  al  portador  (VIH),  se  dedu- 
ce que  la  propiedad  de  estos  valores  se  presume  á  favor  del  posee* 
dor;  pero  que  esla. presunción  no  es  irrevocable,  sino  dependiente 
del  éxito  de  las  pruebas  Judiciales  suministradas  para  coaveneer  ser 
otro,  y  no  el  detentador,  el  legítimo  dueño.  Entre  tanto  que  no  exis* 
ta  un  decreto  judicial ,  provisional  ó  definitivo ,  el  poseedor  de  un 
efecto  al  portador  es  «1.  único  acreedor  del  librador:  esto  solo  exige 
la  índole  especial  de  la  obligación  al  portador ,  la  <mal  queda  estiu*- 
guida  desde  A  ponió  mismo  de  recogerla  el  obli^o^  Ma^  si  se 
contiende  en  los  tribunales  sobve.la  propiedad  de. uno  de  esos^  valo- 
res; si  en  el  curso :del  üftigio,  ó  en  4a  ejecutoria,  se.d^r^a  la.iQtor- 
diccion  de  un  efecto  al  portador,  6  la  restitución  á  »  verdadero 
dueño,  y  en  ambos  casos  es  formalmenite  requerido  el  librador ,  el 
punto  referente  á  su  obligación  queda  intacto;  la.  contienda  es  purar- 
mente  de  dominio,  y  por  tanto,  aj^ia.  al  crédito  del  Gobierno ,  de 
la  empresa  ó  del  particular  obligados. 

XI. 

1.^  Supuestas- la^  anteriores  observaciones,  fácil  e$  coni{aende)r 
la  inoportunidad  coQ  que  s^  invoca  el  art;  78  de  la  Constitución  po- 
lítica, el  cual  podía  \^  deuda.pública  bajo  la  salvaguardia  de  la  na- 
ción ((I.  §.  6.y.  es4a  invocación  searia  oportunísima,  si  el  Gobierno 
descuidase  el  pago  de  sus  obligaciones  al  vencimi^to  de  un  efecto 
al.porlador;  mas  carece  de  aplicaoi<m  racioiwd  cuando  no  se  trata 
de  la  relación  eptfe el. título  y  el  libcadar ,  sino  de^un  Utigio  sus- 
teptado  entre  doi»  personas  qne  pretenden  ser  buenos  del, crédít<^ 
6  derecho  repceseKtad^.porf ese  mismo  título.  Volvemos  i  repetírloi; . 
esta  no  es  ctt^tiy)iide.oréditO)»  si^o  upa  ccwktiiín^a  sobeo  el  d^winí^i : 
de  un  mueble  sometido  á  las  leyes  reguladoras  de  esta  especie  de 
propiedad,  según  las  respectivas  leyes  de  cada  país. 

2.^  Demostrado,  en  mi  juicio ,  qi^e  el  poseedor  de  un  efecto  al 
portador  se  presume  ser  dueño  de  él  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario (X.  §.  4.^),  que  la  obligación  del  librador  de  dicho  efecto  es 
directa  al  titulo  (IX.  §.  2.^),  que  esta  obligación  se  estingue  desde,  el 
punto  mismo  de  recoger  el  titulo  al  portador  ú  obligado  (X.  §•  é*%  ' 
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y  que  la  índole  especial  de  estos  valores  requiere  dejar  absoluta- 
mente exento  áV  librador  del  resultado  de  las  contiendas  que  pudie-' 
Tan  suscitarse  con  ocasión  del  tracto  sucesivo ,  de  una  en  otras  ma- 
nos ,  sobre  el  dominio  de  los  créditos  representados  por  los  efectos 
al  portador  (IX.  §.  1.^,  todavía  se  ofrece  al  examen  un  punto  im- 
portantísimo de  derecho  resuelto  por  las  leyes  comunes ,  según  la& 
tonales  deben  resolverse  todos  los  casos  semejantes  ó  análogos,  mién* 
tras  una  ley  especial  no  limite  su  uso.  Los  documentos  públicos  & 
privados  no  son  otra  cosa  sino  la  prueba  de  un  derecho,  mas  no  el 
derecho  mismo ,  y  en  el  sentimiento  universal  está  que  no  se  pierde^ 
erderechó  á  un  inmueble ,  ó  á  un  crédito,  si  el  dueño  ha  perdido 
ó  le  han  sustraído  la  escritura  ó  el  vale  justificativo  de  sus  dere- 
chos. Existen  medios  legales  de  subsanar  h  pérdida  de  un  protocolo, 
y  los  vales  al  portador  se  subsanan  por  otros  cuando  perecieron  i 
fueron  irobados ,  sustraídos  ,  etc. 

3..^  En  confirmación  de  este  aserto.  Invocaremos  el  texto  de  di- 
ferentes soberanas  disposicíottes  dictadas  desde  i827  hasta  el  dia, 
mandando  espedir  duplicados  de  los  documentos  de  créditos  estra<- 
YÍa4os ,  destruidos  ó  robados ,  sea  en  poder  de  personas  particula- 
res, ó  en  el  curso  ordinario  de  las  oficinas  del  Estado ,  previas  las 
formalidades  establecidas  al  efecto  (9);  cuyo  duplicado  no  se  daría, 

(0)    Por  Real  orden  de' 20  de  setiembre  1827,  se  mandó,  de  €OBfüraM<» 
daa  con  el  parecer  del  Consejada  Hacienda,  facilitar  á  los  interesades  el 
dapHcado  del  crédito  allí  indicado,  y  que  se  siguiese  la  práctica  que  en  se*- 
anejantes  casos  observaban  los  establecíimentos  del  Baoeo  de  San  €ários  y 
Cinco  Gremios  Mayores  de  Madrid;  de  obligar  á  los  interesados  á  que  aoQ-'> 
•dan  ante  un  juez,  quien  penetrado  de  las  causas  del  estravk)  del  docUmen-^' 
to,  providencia  y  pasa  el  correspondiente  oñcío  para  que  se  espida  otra  por 
la  oficina  correspondiente,  ac<fmpañando  copia  ó  tesUrntrnio  de  la  abUga^  • 
€ion  ó  fUmsa  de  mefor  derecho  que  debe  preceder.  Esto  misaio  se  orddnrík 
por  Real  orden  de  18  do  julio  de  1830,  respecte  de  los  doounMntes  da  eré^ 
dito  ó  vales  reales  que  hubiesen  padecido  eslra?¡o,  sea  eb  poder  de  persa* 
JM  particulares,  6  en  el  curso  ordinario  de  las  ofícinas  de  Haeienda.  Pot^ 
otra  Real  orden  de  26  de  junb  de  1837,  se  mandó  que  contunesa  hipoteca, 
especial  la  escrKura  de  fíamca  que  se  otorgase  para  reeibir  crédUae  de  ifli 
dolida  dd  Eétadó  eii  equivalencia  de  otros  estranados;  y  en  1.*  deoctahre 
siguiente,  las  Cortes  autoriiáron  al  Gobierno,  para  que  á  favor  de  ios  áim^ 
nos  de  títulos  al  poftádor,  qoemadoi  con  \k  correspondencia  péblica,  se  eei«> 

Íiéiese  un  estraeto  do  inscripción,  con  la  egresión  de  no  negociable  hasta» 
i  próxima  renof ación  de  los  títulos,  satisfaciéndose  entre  tanto  á  ios  mh^ 
moa  tenedores  del  papel  los  intereses ,  prérla  una  fianza  i  satialaooioa  á^ 
4las  oficinas  del  Gobierno  ;<  entendíéndNise  esta  medida  mientns  dorasaoL: 
aquellas  ciicmisuncias.  Por  áltimo,  en  I0  de  mayo  do  1852  se  didáiuiat» 
üeal  érdea  mandando  espedir  duplicados  d^  patios  tStaloi  nstnldea  d»  ¡m^ 
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si,  como  algnnos  suponen,  documento  alpt^rtador  quisiese  decir  que 
€s  solo  de  quien  le  detenta:  por  que  ni  el  robo ,  lü  la  sustracción,, 
ni  la  pérdida  suponen  la  destrucción  del  título  primitivo ,  y  sin  em- 
iMirgo  en  todos  estos  casos  se  entrega  un  duplicado.  De  donde  se  si- 
gue que^  si  al  siguiente  dia  de  librarse  dicho  duplicado  con  las  for- 
malidades prevenidas ,  se  presentase  el  portador  del  título  primitivo» 
se  trabaría  ün  litigio,  sobre  el  dominio  del  crédito  ó  derecho  repre- 
sentado por  esos  mismos  títulos,  de  la  competencia  esclusiva  de  los-^ 
tribunales  de  justicia.  Entre  tanto ,  el  librador  permanecería  estraño 
á  esa  misma  cuestión ,  esperando  la  declaración  de  quien  era  su  le- 
gítimo acreedor  con  arreglo  á  las  leyes,  y  garantizado  con  la  fianza^ 
éd  aerador  de  mejor  derecho,  si  obtuviese  favorablemento  en  la  con- 


oficinas  de  Burgos,  Barcelona ,  Goruña  y  Zaraj^oza  ,  añadiendo  que  cuando- 
ocurran  sustracciones  de  igual  naturaleza ,  la  Junta  de  la  Deuda  consulte  ú 
Gobierno  lo  que  en  cada  caso  considere  mas  conveniente.— Además  de  estas 
disposiciones  generales ,  ilustraremos  este  punto  con  algunos  casos  particu- 
lares resueltos,  por  la  administración  pública  y  por  los  tribunales  de  justi-. 
<;¡a.  En  la  Gaceta  de  Madrid  de  29  de  julio  de  1857  circuló  la  Dirección  ge- 
nera del  Tesoro  público ,  que  habiendo  sido  quemados  con  la  corresponden- 
cía  de  Málaga  bs^a  billetes  del  anticipo  de  230  millones ,  cuy;^  numera- 
ción se  espresa ,  la  Dirección  babia  acordado  ponerlo  en  conocimiento  del 
público  y  para  que  si  se  presentase  alguno  con  la  misma  numeración  sean 
tenidos  desde  hiego  por  ilegítíiBOs.  fin  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  La- 
vapiés  de  esta  corte  contra  D*  J.  S.  y  S.,  conductor  de  correos  por  sustrac- 
ción de  13  documentos  déla  Deuda  del  Estado,  importantes  171,942  rs.^ 
remitidos p(?r  D.  Pedro  Pascual  Vela, desde  Cádiz,  á  18  de  marzo  de  185», 
á  suberiítóno  D.  Manuel ,  residente  en  esta  corte,  resulta  ai  folio  214 :  que 
cn'el  Juzgado  de. Hacienda  se  habia  seguido  espediente  á  instancia  del  Dont  . 
Manuel  Pascual,  sobre  espedicion  de  duplicado  de  los  13  documentos  de  la  • 
deuda  del  5  por  100  que  se  habian  estravíado;  cuyo  espediente  termind  ' 
mandando  espedir  el  duplicado  de  dichos  documentos ,  previa  la  oportuna 
fianza.  En  la  Gaceta  del  lunes  17  de  octubre  de  1859  se  publicó  esta  sen- 
tencia: «En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Prado  de  esta 

corte entre  D.  J.  P.  S.,  como  apoderado  de ,  y  el  Director  gerente 

de  h  sociedad  del  ferro-carril  de  Langreo ,  sobre  que  por  ésta  se  espidaa 
nuevas  inscripciones  de  15  acciones  al  portador ,  núms.  1140  al  1154 ,  que^ 
se  estraviaron  en  la  noche  del  17  de  julio  de  1854..^.,  se  ha  dictado  auto 
en  vista  mandando  que  la  citada  sociedad  espida  las  nuevas  inscripciones  al 
portador  por  las  referidas  15  acciones  núms.  1140  al  1154....<  presentán- 
dolas al  Juzgado  para  trasladarlas  á  la  Caja  general  de  depósitos,,  de  donde 

no  podrán  ser. estraidas  basta  pasados  cuatro,  años ,  y  que  se  publique 

esta  determinación  en  los  p^iódicos  oficiales  de  París ,  Londres  y.  de  esta 
corle;  apeitibiendo  á  cualesquiera  personas  que. pudieran  tener  derecho  á  r- 
aquellas ,  que  pasado  dicho. término  sin  i»aberse,pn!sentado  já  deducirlo,  se  . 
«ntregarán  á  la  testamentaria,  no  admitiéndose  redamación  alguna  en  conr 
tniriofae^'Conpoaterioridaa.D  i.   i  •    *  .      i.v    .i      •    -V* 
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tienda  él  portador  del  titulo  primitivo  (10).  Esta  doctrina,  y  las  mti* 
cias  que  la  ¡lastran ,  convencerán  á  los  sustentadores  de  la  no  rei- 
Tíndicacion  de  los  documentos  al  portador ,  de  que  estos  no  son  asf^ 
llamados  por  que  lleven  consigo  la  promesa  formal  de  no  reconocer 
otro  dueño  que  al  que  le  tenga  en  su  poder;  sino  en  contraposicioa 
á  los  títulos  nominativos ,  los  cuales  llevan  inscritos  el  nombre  de  la 
"^rsona  á  cuyo  favor  están  espedidos. 

1.^  Aun  produce  mayor  sorpresa  el  oir  al  orador  interpelante 
atribuir  la  depreciación  relativa  de  los  efectos  públicos  de  Espa« 
5a ,  á  existir  de  mucho  tiempo  el  mal  de  la  reivindicación  de  esto$ 
calores:  los  tribunales ,  decia,  fallan  en  sentido  favorable  á la  reí- 
vindicación ;  el  mal  existe  hace  mucho  tiempo ,  y  no  se  remedia, 
siendo  esta  la  causa  porque  los  empréstitos  se  hacen  en  España'  al  38 
por  100 ,  en  vez  del  60  ü  80 ,  como  en  otros  países  (II.  §.  1.^). 

2.^  Desde  luego  se  convence  á  primera  vista  la  exajeracion  de 
aquel  aserto,  recordando  el  exiguo  número  de  casos  de  reivindica- 
ción de  títulos  de  la  Deuda  pública  ocurridos  en  la  Real  Audiencia 
de  Madrid ,  llamada  casi  esclusivamente  al  conocimiento  de  este 

.     III  II  —,— aa.^— — — ^<— .■       B  lili  II  I  M^—i— ——————  MI  I   I  I     ■ 

(iO)  Para  ooe  los  Diputados  interpelantes  y  el  autor  de)  folleto  á  que  an- 
tes hemos  aluaido  no  crean  que  estas  doctrinas  son  contrarias  a)  crédito  de 
los  títulos  al  portador,  nos  permitiremos  traducir  algunas  ideas  de  las  que 
consigna  Mr.  Dalloz  en  su  Repertorio  de  legislación  ,  doctrina  y  jtnrispxu^ 
^encia/ palabra  efectos  al  portador  y  núm.  925.  Uno  de  los  medios  de  eré* 
dito  mas  seguros ,  dice ,  es  evid^temente  el  de  prevenir  á  los  poseedores 
de  acciones  al  portador ,  en  cuanto  sea  posible ,  contra  los  riesgos  de  robo 
ó  de  pérdida.  ¿  Qué  daño  puede  resultar  de  esto  á  las  compañías  ,  si  ellas 
obtienen  garantías  suficientes ,  para  el  caso  en  que  las  acciones  perdidas  ó 
robadas  vmiesen  á  ser  presentadas  por  un  tercer  portador?  Ellas  no  pueden 
temer  sor  mezcladas  en  los  procesos  (]ue  se  aaiten  entre  el  portador  y  el 
-que  se  dice  legitimo  propietario,  limitándose  a  consignar  los  dividendo^ 
referentes  é  las  acciones  legitimas El  autor  citado  cree  qUe  para  ne- 
garse á  dar  el  duplicado  serian  precisas  algunas  estipulaciones ,  y  sobre 
todo  que  fuese  imposible  identificar  los  valores  perdidos  ó  robados ,  pocoue 
éstos  no  tuviesen  ningún  signo  ¡»*opio  á  reconocerlos ,  citando  como  ejem- 
plo los  billetes  del  Banco  do  Francia ,  y  luego  concluye :  Nos  parece ,  en 
consecuencia ,  que  por  analogía  con  los  arts.  152  y  siguientes  del  Código  de 
Comercio ,  se  debería  autorizar  al  propietario  de  una  acción  perdida,  para 
exigir  el  pago  en  virtud  de  mandato  judicial  y  previa  caución.  Así  fué  de«* 
cidido  en  uu  caso  de  pérdida  de  acciones  al  portador ,  por  consecuencia  d& 
un  robo  comprobado  judicialmente '/declarándose  que  el  propietario  tiene 
«i  derecho  de  obtener  nuevos  títulos  por  la  compañía,  previas  las  garantías 
Jiofícientes.  Contra  esta  decisión  se  mterpuso  recurso  de  casación  ^y  í^ 
desestimado. 


género  de  cuestiones ,  por  ser  la  Bolsa  de  la  corte  el  úmoo  .mercaxfo 
donde  tienen  cotización  oficial  esos  valores ;  mas  como  si  la  banca 
entera  de  la  corte  de  España  hubiese  querido  protestar  contra  la 
teoría  sustentada  por  el  orador  aludido ,  mientras  bajo  las  bóvedas 
tlel  Congreso  de  los  Diputados  se  cantaba  el  salmo  de  profundis  á 
la  muerte  del  crédito ,  por  haberse  fallado  la  restitución  á  su  legiti- 
tno  dueño  de  los  títulos  que  le  fueron  robados  al  ser  conducidos  por 
el  correo,  resonaba  el  hossanaen  los  círculos  de  la  Bolsa:  pues  coti» 
zados  el  dia  27  el  consolidado  á  39-30  y  el  diferido  á  27-20,  el  28,. 
dia  de  la  interpelación »  mejoraron  8  cents,  cada  uno  de  dichos  va- 
lores, y  el  dia  29  el  3  por  100  consolidado  «ubíó  á  59-40  cents. ,  si 
bien  el  diferido  quedó  á  27-20.  Estos  datos,  tomados  de  las  cotiza- 
ciones oficiales  de  aquellos  dias ,  á  las  cuales  nos  referimos  ,  con- 
vencen la  exajeracion  é  inaxactitud  de  las  opiniones  de  los  interpe- 
lantes y  sus  secuaces ,  sobre  los  motivos  de  depreciación  relativa  de 
nuestro  crédito.  Si  la  opinión  general  temiese  los  efectos  de  la  rei- 
vindicación de  los  valores  públicos  al  portador,  ese  temor  habría  in- 
fluido instantáneamente  en  los  cambios  realizados  en  el  mercado: 
porque  nada  hay  mas  suspicaz  ni  receloso  que  el  interés  privado.  A 
semejanza  del  barómetro,  antes  de  asomar  una  nubécula  por  los 
horizontes  financiero»  diplomático  ó  político,  su  aparición  se  anuncia^ 
con  horas  ó  minutos  de  antelación,  en  las  columnas  de  la  Bolsa. 

i  xin. 

1.^  Las  causas  influyentes  en  la  conservación  y  fomento  del  cré- 
dito son  infinitas;  pero  todas  ellas  pueden  reducirse  á  dos^  á  saber: 
el  juicio  ventajoso  que  forma  el  acreedor  de  la  conciencia  del  deu- 
dor, con  relación  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  y  2.^  La  con* 
fianza,  la  seguridad  que  tiene  ese  mismo  acreedor  de  que  no  se  al- 
terará el  orden  moral  y  material,  dentro  y  fuera  del  reino,  en  tér* 
minos  de  forzar  á  su  deudor  á  suspender  el  pago  de  sus  propias  obli- 
gaciones: difícilmente  existirá  una  causa  influyente  en  ,1a  deprecia- 
ción del  crédito,  que  no  esté  encerrada  en  una  de  aquellas  dos  cla- 
sificaciones. 

2.''  ün  deudor  que  descuida  sistemáticamente  sus  obligaciones; 
que  en  períodos  mas  ó  menos  regulares  lleva  forzados  á  sus  acreedo- 
tes  á  un  concurso,  donde  irremisiblemente  tienen  que  optar  entre 
perder  el  todo,  ó  la  mitad ,  tercera  ó  dos  terceras  partes  de  sus  cré^ 
^tos;  un  deudor  que  gasta  notoriamente  mas  de  sus  ordinarios  ín- 
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gresos,  y  esto  bo  obstante  suprime  recursos  pormabetiieeí)  y  los  reem- 
plaza ebo  el  eventual  y  peraidoso  de  aometitar  m  pasivo ;  tiu  deudor 
^ue  señala  ciertos  productos  para  cubrir  el  todo '4  parle  de  sus  obli- 
gaciones, y  luego  los  distrae  consultando  solo  su  voluntad  ó  eapri- 
obo;  na  deudor  de  semejante  especie,  ora  sea  el  eute  moral  Gobier- 
no, ora  una  empresa,  ora  un  particular,  'propietario,  industrial, 
banquero  ú  cona^reiante,  ese  deudor  hace  por  su  parte  todo  lo  posi- 
ble para  desconceptuarse)  y  de  seguro  sufrirán  sus  obligaciones  una 
gran  deprecracioa  en  el  merdskáo.  ta  demostración  práctica  de  ia 
realidad  de  las  nansas  enumeradas  y  otras  semejantes,  las  hallará  el 
lector  en  el  catálogo  de  sus  propias  esperiencias ,  sin  necesidad  de 
producirla  aquí  por  medio  de  ejemplos  tal  vez  inconvenientes. 

3.^  Mas  á  veces  vienen  causas  esternas  á  forzar  la  situación  del 
deador ,  oUigáttdole  á  desmentir  el  ventajoso  concepto  que  de  él  ée 
tiene.  Las  agitaciones  y  revueltas  políticas,  tan  frecuentes  en  estos 
tiempos,  en  casi  todos  los  Estados  del  mundo;  los  preludios  de  una 
disensión  diplomática;  los  rigores  de  una  guerra  entre  algunas  de  las 
principales  potencias,  y  ios  temores  de  que  la  inchapaeda  ser  gene- 
ral; las  consecuencias  funestas  del  abuso  que  se  hace  universalmen- 
te  del  crédito:  estas  y  otras  causas,  mas  ó  menos  secnndarias ,  vienen- 
de  vez  «n  Citando  á  despertar  la  de^onfiansa ,  instrumento  dispues- 
to siempre  á  herir  el  crédito,  sea  cuatqtiiera  el  ajenie  que  le  impulse. 

XIV. 

1.°  Mas  esta  desconfianza,  enemiga  irreconciliable  del  crédito, 
se  refiere  siempre  al  concepto  bueno  ó  malo  'del  deudor:  no  ha  exis- 
tido, no  e&iste  ni  puede  existir  controversia  racional,  sobre  ser  favo- 
rable al  crédito  el  concepto  ventajoso  que  se  tiene  del  deudor,  y  des- 
ventajoso ,  el  concepto  desfavorable  que  inspira  ese  mismo  deudor. 
El  crédito  ciíece  ó  disminuye;  según  la  facilidad  con  que  el  deudor 
realiza  sus  obligadcmes:  esta  es  una  verdad  incnestionaUe  é  incues- 
tionada. 

i.^  No  existe  igual  uniformidad  de  opiniones  acerca  de  la  con^ 
veniencia  ó  inconveniencia  de  sujetar  los  electos  públioos  á  la  acción 
reivindicatoria  derivada  del  dominio  de  una  persona,  sobre  los  bie- 
nes mueUes  ó  inmu^les.  No  busquemos  susteotadores  de  exagera- 
ciones semqantes  á  la  de  comparar  la  circulación  de  los  valores  al 
portador  con  la  del  aire,  porque  ciertamente  no  hallaríamos  muchos 
sectarios  de  esta  doctrina:  k  divergencia  formal  de  opiniones  existe 
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entre  los  sostentadores  de  la  ilkHitada  reivindicación  de  los  efectos 
al  portador,  y  los  que  circanscriben  esta  acción  al  caso  de  haberlos 
adquirido  sin  las  formalidades  proscriptas  para  las  enajenaciones  de 
los  muebles. 

S.""  Séanos  permitido,  sin  embargo,  observar  que,  si  los  valores 
al  portador  pierden  todas  sus  ventajas  desde  el  punto  mismo  de  so- 
meterles á  la  reivindicación;  si  esta  clase  de  valores  son  incompaíU 
bles  con  la  reivindicatíanf  como  con  mas  arrogancia  que  criterio 
pronunció  uno  de  los  partidarios  déla  circulación  délos  títulos.  Ubre 
como  el  aire  (in.  §§.  2.®,  3."^  y  4.^);  entonces,  en  todas  las  naciones 
se  ofende  mas  ó  menos  el  crédito,  tal  como  le  entienden  los  susten- 
tadores de  aquellas  opiniones;  porque  ni  en  Francia,  ni  en  Inglater- 
ra, ni  en  Wurtemberg,  ni  en  Badén,  ni  en  los  Estados  Unidos,  ni  en 
legislación  alguna  de  las  consultadas  existen  los  valores  al  portador 
de  la  manera  escepcional  supuesta.  En  dichas  legislaciones,  esos  va- 
lores están  comprendidos  entre  la  riqueza  mueble,  y  siguen  mas  ó 
menos  la  suerte  deparada  á  esta  especie  de  bienes:  de  donde  se  si- 
gue, que  en  ninguno  de  los  pueblos  citados  se  tiene  la  creencia  de 
ser  incompatible  la  acción  reivindicatoría  con  las  condiciones  e^e- 
ciales  de  los  efectos  al  portador. 

4.°  Sea  de  esto  lo  que  quiera,  el  hecho  cierto  es  que,  sobre  el 
punto  referente  á  la  reivindicación  de  los  efectos  al  portador,  no 
existe  la  unidad  de  opiniones  observada  acerca  de  los  motivos  de- 
primentes del  crédito  del  librador.  Hay  quienes  opinan  que  su  cir- 
culación debe  ser  libre  como  el  aire,  siendo  incompatibles  con  la 
acción  reívindicatoria  esta  especie  de  valores,  y  á  este  número  per- 
tenecen los  interpelantes.  Hay  también  quienes  opinan  que  los  valo- 
res al  portador  están  comprendidos  dentro  de  la  riqueza  mueble,  y 
que  Respecto  de  los  muebles,  laposemnes  tüulo  cuando  son  adqui- 
ridos en  la  forma  legal,  y  de  esta  escuela  son  muchos  de  los  moder- 
nos reformadores;  y  hay  en  fin  quienes,  sin  distinguir  la  propiedad 
mueble  de  la  inmueble,  exigen  siempre  el  dominio  en  el  traductor, 
otorgando,  sin  distinción  de  casos,  la  acción  reivindieatoría  al  ver- 
dadero dueño  contra  cualquier  detentador  de  la  cosa:  esta  última  es- 
cuela es  la  romana  prevaleciente  donde,  como  en  España,  aun  ren- 
dimos culto  á  los  principios  de  aquella  sapientísima  legislación. 

K.^  Conste,  pues,  la  divergencia  de  opiniones  acerca  de  los  va- 
lores al  portador,  existiendo  quiénes  los  creen  incompatibles  con  la 
reivindicación,  quiénes  la  limitan,  al  caso  de  haberlos  adquirido  sin 
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forma  legal»  y  quiénes  la  estienden  á  todos  los  casos  en  t(ne  salie- 
ron de  poder  de  su  dneno  por  medio  de  un  delito.  Esta  divergencia 
supone  el  punto  opinable,  la  existencia  de  razones  en  pro  y  en  con- 
tra» y  lo  que  es  opinable  y  discutible  no  puede  racionalmente  creerse 
<^ontrario  al  crédito.  Los  partidarios  de  ^  libérrima  circulación  de  los 
efectos  al  portador  creen  que  aplicándoles  la  reivindicación  no  habrá 
quien  deposite  en  ellos  su  fortuna  (IIl.§.2.^);  pero  yo  tengo  la  creen- 
cia de  que  será  muchísimo  mayor  el  número  de  padres  de  familia 
que  reusarían  dejar  á  sus  hijos  su  fortuna  en  efectos  al  portador»  si 
se  sancionase  la  doctrina  a^luta  de  q«e  su  posesión  es  título»  y  que 
no  podrían  reivindicarlos »  aun  euando  hubiesen  salido  de  su  poder 
por  medio  de  un  robo»  y  se  hubiesen  comprado  clandestinamente. 

6.^  De  todo  se  deduce»  que  la  legislación  y  jurisprudencia  de  los 
tribunales  españoles  favorable  á  la  reivindicación  no  es  ni  puede  ser 
la  causa  de  que  los  empréstitos  se  hagan  en  España  al  38  por  100» 
en  vez  del  60  ü  80»  como  en  otros  países.  Entre  diversas  causas 
mas  ó  menos  secundarhs»  la  principal  de  esta  diferencia  consiste  en 
el  mayor  valor  del  dinero  en  España.  El  interés  menor  exigido  en 
Madrid»  plaza  quizá  la  mas  concurrida  de  capitales  de  España»  es 
del  6  y  7  por  100  con  garantía  saneada»  y  aun  son  muy  frecuentes 
los  préstamos  al  8  y  al  10  por  100  con  esa  misma  garantía.  Por  esto, 
los  valores  de  los  efectos  públicos  tienden  todos  á  nivelarse»  y  la  ni- 
velación está  en  un  7  por  100»  término  medio  del  interés  del  dinero 
en  la  capital  de  España»  y  mientras  este  fenómeno  subsista»  el  Go- 
bierno continuará  haciendo  sus  empréstitos  al  38  ó  40  por  100»  en- 
tretanto qiie  otros  Gobiernos  colocarán  los  suyos  al  60  ú  80^  por  ser 
ordinariamente  el  3  ó  4  por  100  el  interés  del  dinero  en  sus  respec- 
tivos países.  No  es»  pues»  la  existencia  de  la  acción  reivindicatoría  la 
causa  de  la  depreciación  de  los  efectos  públicos  espáSkiIes»  sí  esta 
fuese»  lo  propio  sucedería  en  todos  los  mercados  del  mundo:  porque 
en  todos  ellos  son  mas  ó  menos  reivindicables  esta  especie  de  valo- 
res» cuando  han  salido  de  poder  de  su  dneno  por  medio  de  un  deli- 
to» y  se  han  adquirido  sin  la  forma  legal. 

Terrera  parte. 

SUMAIIO. 

XV.  §.  1."  En  ningún  país  existen  leyes  especiales  reguladoras  del  domi- 
iiio  sobre  los  efectos  públicos  al  p<nrtador.  f .  2.*  Las  mismas  razones  invo- 
cadas á  favor  de  los  efectos  públicos  al  portador,  existen  á  favor  de  cual- 
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quiera  mueble  oo  iodWiduaKzüdo.  |w  'éJ^La,  verdad  es  que,  al  r^oWer  Di 
legislador  este  punto,  opta  entre  dos  ¡ncouTenieatfes  de  gran  monta,*— XVI. 
S§.  i.^  2/"  y  3.®  Bases  de  las  legisiacíoaesromapa  y  canónica  sobre  la  pro- 
piedad.^XVIL  {.   i.^  Nuestros  legisladores  siguieron  la  doctrina  romana. 
S§.  2/,  3.®  y  4.**  Examen  del  Fuero  Real  y  de  las  leyes  de  Partida.  §§.  5.% 
y  6.^  Conformidad  del  art.   116  del  Código  penal  con  las  leyes  anteriores. 
§.  7.®  Esta  congruencia  supone  qi;ie  los  Redactores  del  Código  penal  no  cre- 
yeron que  los  títulos  al  portador  exigían  disposiciones  especíales. — XVIif . 
$.  4.^  Al  frente  de  la  escuela  roitaana  se  ha  alzado  la  germánica  proclaman- 
do que  la  posesión  es  título  en  ios  muebles.  $.  2.^  EÍ  Código  Napoleón  si- 
guió este  principie.  §.  3.^  Pero  narios. reformadores  siguierim  el  ramauo. 
§.  4.®  Otros  siguieroQ  el  Código  .francés  por  respeto  al-comercio  y  á  las 
subastas  públicas.  {.  S,°  Pero  esta  doctrina  está  en  contradicción  con  las 
legislaciones  romana  y  española.— XIX.  §.  l.^Reaí  decreto.de  10  de  setiem- 
bre de  1831,  creando  la  Bolsa  de  Madrid.  §.  2.^  Su  objeto  principal.  J§.  3.^ 
y  4.°  Medios  indirectos  de  conseguir  que  los  efectos  públicos  se  vendiesen 
en  Bolsa,  y  efectos  legales  de  estas  ventas.— XX.  §§.  1.®  y  2.®  El  Real  de- 
creto de  IQ  de  setiembre  de  1S31  está  derogado  en  todas  sus  disposiciones. 
—XXL  §§.  1.**  y  2.*  Argumentos  de  les  que  sustentan  que  el  art.  7.**  de 
dicho  Real  decreto  do  «stó  üérogadow  §§.  S."";  4.^  b.""  ^  6.'*  Refutaéion  de 
ios  anteriores  argumentos.  §$.  7."^,.  S.""  y  9.^  Si  la  )ey  de  1846  calló  sobre 
la  reivindicación,  fué  pera  dejar  sometido  ei9te  panto  á  la  legislación  eo*- 
mun,  imitando  el  sistema, de  ias  Bolsas  de  Pavis  y  Lóhdres.^XXil.  §§.  1.^ 
2.°,  3.*^  y  4.^  Las  dlsposicioqes.  del  Código  peaal,  derogan  tácitamente  ^1 
artículo  7.**  del  Real  decreto  de  1831,  §§..5.^  y  6  **  Principios  contrarios 
de  que  partieron  dicbo  art.  7.®  y  el  116  del  Código  penal.— XXIII,  i.%  2,* 
y  3.®  Impugnación  de  las  opiniones  de  los  que  sustentan  que  los  títulos  al 
portador  se  prescriben  tan  luego  como  se  pagan.— XXÍV.  §§.  i.°,  2.®  y  3.** 
Que  aun  cuando  los  títulos  al  portador  estuviesen  equiparados  á  látnoneda 
robada,  etc.,  su  restitución  procedería.— XXV.  §§.  1.*,  2.*,  3.*,  4.**  y  5.** 
Lo  propio  sucede  con  los  billetes  de  Banco.  §.  6.^  Medios  de  remediar  la 
alarma  consiguiente  á  estos  sucesos.— XXVI:  Conctusien. 

XV.     '  ■'■       •  •: 

1.^  No  es  oi^rUn  que. loa  derechos  representados  por  los  efectos 
públicos  al  portador  constituyan. uoa  propiedad  singftlar,  la  cual  re- 
quiere  una  legislación  especial.  Ni  en  Empana,  ni  en  Francia,  ni  en 
parte  alguna,  que  sepamos,*  ekl^téü  leyel  especiales  reguladoras  de 
los  derechos  sobre  los  efectos  púUieos  al  portador;  estos  se  rigen 
por  las  prescripciones  del  derecho  civil  sobre  los  bienes  muebles,  y 
por  consiguientje;  siguen  la  suerte  geaeralmeate  tranzada  á  esta  es** 
pecie  de  riqueza. 
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2.®  T  pensando  juiciosamente  ¿por  qo^é  se.ha  de  permUir  reivin- 
dicar  un  relox,  una  cadena^  un  alfiler  ú  otra  cualquier  alhaja  cons- 
truida sin  ningún  signo  que  las  individualice,  aun  cuando  se  haHen 
en  un  tercero  adquirente  de  buena  fé,  y  no  se  ha  de  otorgar  ignaf 
reivindicación  respecto  de  un  efecto  público  ó  mercantil  robado?  Se 
contesta  (III.  §.  2."^),  por  que  al  aceptar  un  billete  de  200  rs.,  seria 
menester  tener  á  la  vista  la  historia  larga  de  este  billete;  pues  at 
comprar  ó  permutar  una  cadena  de  ciento,  seria  igualmente  preciso 
traer  su  historia,  y  si  injusto  es  privar  al  comprador  de  un  efecto 
público  porque  lo  adquirió  de  quien  lo  había  robado,  no  habría 
menos  injusticia  en  privar  de  un  alfiler,  relox  ó  cadena  á  quien  los 
adquirió  con  igual  buena  fé,  de  quien  no  era  su  dueao. 

3.^  La  verdad  es  que,  al  resolver  sobre  este  y  otros  puntos  de 
legislación  civil  y  penal,  el  legislador  opta  entre  dos  inconvenientes 
de  grandísima  monta.  De  un  lado  vé  la  causa  del  legítimo  dueño  de 
un  objeto  mueble,  invocando  sus  derechos  robados,  y  de  la  otra  se 
halla  quizá  con  un  compi;ador  de  buena  fé,  invocando  á  su  favor  sus 
respetabilísimos  títulos.  ¿Qué  hacer  en  semejante  conflicto?...  Los 
legisladores  de  ciertos  pueblos  han  preferido  la  condición  del  dueño 
en  todos  los  casos,  mientras  que  ciertos  otros  limitaron  la  preferen- 
cia del  anterior  dueño  al  caso  en  que  la  cosa  mueble  se  hubiese 
vendido  sin.  las  formas  legales;  p^ro  siguieron  la  suerte  del  compra- 
dor, si  este  la  adquirió  con  sujeción  i,  las  formalidades  de  antema- 
no establecids^s. 

XVL 

1.®  La  legislación  romana  cimentó  ia  propiedad  sobre  bases  soli- 
dísimas; lo  mismo  hizo  con  la  familia:  ambos  son  grandes  elementos 
de  estabilidad  y  reposo  de  las  naciones.  Por  eso  el  instinto  revolu* 
cionario  tiende  siempre  á  relajar  las  leyes^  especialmente,  en  sus  re- 
laciones con, la  propiedad:  las  revoluciones  sociales  necesitan  un  in- 
terés para  consolidarse^  y  el  mayor.de  todos  los  intereses  es  variar 
la  forma  de  la  propiedad. 

^.'^  Era  una  base  de  la  propiedad  entre  los  romanos,  que  donde 
quiera  estuviese  la  cosa  allí  clamaba  por  su  dueño.  Así,  pues,  si  el 
vendedor  disponía  de  bienes  del  dominio  de  un  tercero,  solo  queda- 
ba al  comprador  acción  para  reclamarle  su  estimación  coi^  jos  da- 
ños y  perjuicios;  pues  el  vwdadero  dueño  podia  reivindicar  la  oosa 
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del  comprador,  á  no  sier  que  este  lá  hubiese  usiícapido  (11). 
3.*  E^  derecho  canónico  sancionó  también  la  doctrina  de  lalegís* 
lacion  romana  acerca  de  las  infléxibíes  consecuencias  del  derecho 
de  propiedad;  pues  según  la  regla  79  de  las  sancionadas  como  pre- 
ceptos generales,  nemó  potest  plus  juri$  transferre  in  alium,  quam 
•sibi  competer edignoscatur. 

lYIL 

1.^  Imbuidos  en  estas  doctrinas,  nuestros  legisladores  recono- 
cieron unánimemente  la  conveniencia  de  sancionarlas  en  nuestros 
cuerpos  legales,  y  esa  sanción  existe  en  el  Fuero  Real,  en  las  Siete 
Partidas,  y  en  el  Código  penal  hoy  vigente:  no  obstante  la  distancia 
que  separa  los  tiempos  en  que  vieron  la  luz  aquellos  cuerpos  lega* 
les,  sus  autores  rindieron  siempre  culto  á  los  sabios,  á  la  par  que 
fecundos  principios  de  la  legislación  romana. 

2.®    El  Fuero  Real,  primer  cuerpo  de  leyes  concebido  por  el 
Santo  Rey  Fernando,  y  publicado  por  D.  Alfonso  el  Sabio,  con  ei 
ostensible  propósito  de  darlo  como  fuero  municipal  y  de  esta  suerte 
ir  introduciendo  la  unidad  en  el  caos  del  elemento  local  á  la  sazón 
dominante;  este  importantísimo  fuero  declaró  la  suerte  del  que  com* 
prare  lo  ageno  non  lo  sabiendo,  y  la  nulidad  del  acto  de  vender  lo 
ngeno  sin  mandado  de  su  dueño.  El  comprador  de  buena  fé  no  incur- 
riria  en  pena,  si  alguno  te  vendia  cosa  agena;  pero  estaba  obligado 
á  restituir  á  su  dueño  la  cosa  comprada,  repitiendo  contra  el  vende- 
dor el  precio,  las  despensas  que  hubiese  hecho  en  la  cosa  vendida, 
y  los  perjuicios  sufridos.  Esto  tnismo  se  disponía  para  las  donacio- 
nes y  permutas;  pero  si  el  comprador  sabia  que  el  vendedor  no  era 
dueño  de  la  cosa  vendida,  no  solo  estaba  obligado  á  la  restitución, 
con  todos  sus  frutos  é  intereses,  sino  también  á  la  pena  del  duplo 
impuesta  al  vendedor  (12). 

3.°  Conformes  en  su  fondo  con  el  Fuero  Real,  las  leyes  de  Par- 
tida son  mas  esplícitas  con  relación  á  la  materia  que  nos  ocupa.  Sí 
uno  vendia  á  otro  la  cosa  de  un  tercero  en  nombre  de  este,  y  el  ter- 
cero después  confirmaba  la  venta,  el  contrato  se  convalidaba;  pero 
si  la  venta  de  cosa  ajena  se  hacia  á  nombre  de  quien  no  era  su 


(i  1)    Ley  30,  §.  I,  D.  de  act.  wpí.— Cód.  lib.  IV ,  tít.  LU ,  §.  5.*---Cod. 

iib.  VIH.  tu.  XLV,  §.  25 

(i2)    Leyes  9^  y  9.%  tlt.  10,  lib.  3,  del  Fuero  Real. 
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dueño,  debía  di3tmgairse  si  el  comprador  sabia  ó  ígooraba  que  nm 
es  la  cesa  de  aquel  que  ge  la  vende.'  En  el  primer  caso,  es  decir,  ú 
el  comprador  era  de  noiala  fé,  no  solo  estaba  obligado  á  restüoir  la 
cosa  á  su  daeno,  sino  que  no  podía  prescribirla,  y  generalmenle,  ni 
aun  demandar  el  precio  dado  al  vendedor;  pero  en  el  caso  segando» 
esto  es,  sí  el  comprador  creía  de  buena  fé  al  vendedor  dueño  de  la 
cosa,  entonces  puede  prescribirla,  y  demandar  en  todae  quiía»  el 
precio  dado  por  la  cosa  injustamente  vendida  (13). 

4.^  Las  prescripciones  mencionadas  del  Fuero  Real  y  las  Siete 
Partidas  son  generales;  ninguna  limitación  contienen  i  favor  de  de- 
terminada especie  de  valores,  y  por  lo  mismo,  su  eficacia  es  incues- 
tionable para  todas  las  cosas  que  constituyen  la  riqueza  mueble  6 
inmueble.  Convencidos  de  esta  idea,  nos  sorprendió  oír  á  uno  de  los 
oradores  aludidos,  que  para  convencer  la  incompatibilidad  de  la  rei- 
vindicación con  los  efectos  al  portador  (III.  §.  3.®),  no  babia  necesi- 
dad de  recordar  lo  que  se  hizo  en  tiempo  de  Ballesteros,  ni  necesí- 
dad  de  recurrir  á  las  legislaciones  especiales.  «La  cuestión  está  ya 
resuelta,  anadió,  en  noiestras  leyes  sequlares,  porque  es  cuestión  de 
derecho  común...  pues  aunque  el  autor  de  lasPartidas  no  leyó  en  las 
estrellas  el  advenimiento  del  crédito....  pero  consignó  en  aquel  có- 
digo los  principios  eternos  de  la  justicia»...  JÚ  leer  este  período,  ca< 
si  testualmente  trascrito,  cualquiera  creería  que,  en  el  Código  mara- 
villoso que  dio  á  su  autor  el  renombre  de  sabio,  existiría  precepto  al- 
guno favorable  á  la  irreivindícacion  de  los  efectos  muebles  ó  de  Ios- 
derechos  comprendidos  en  documentos  á  favor  de  incierta  ó  de  de- 
terminada persona;  pero  nada  menos  que,  eso.  Las  leyes  seculares  de 
España  no  resuelven  la  cuestión  en  el  sentido  supuesto  por  el  orador 
aludido:  la  resolución  es  contraria,  según  queda  plenamente  demos- 
trado. 

5."*  Mas  aun,  el  Código  penal  fué  recientemente  redactado  y  san- 
cionado, y  su  artículo  116  es  la  sintiési$  fiel  de  la  doctrina  apoyada 
constantemente  en  la  legislación  secular  de  España.  Dicho  art(culo> 
declara  que,  la  restitución  de  la  cq^  pjijeto  de  un  delito  deberá  ha- 
cerse siempre  que  sea  posible^  aunque  se  halle  en  poder  de  un  ter- 
cero,, y  este  la  haya  adquirido.por  medio  legal,  salva  su  repetición 
contra  quien  le  coírespondai.ijplo  tiene  una  escepcion  esta  regla;. 
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cuando  el  tercero  ha  prescriplo  la  cosa,  con  arreglo  á  las  leyes  ci- 
viles. 

6.°  Existe,  pues,  tá  mas  perfecta  armonía  entre  la  legislación 
ci?il  y  penal  de  España,  no  obstante  que  entré  aquella  y  esta  media 
iitt  espacio  de  siglos/y  no  obstante  también  que,  si  D.  Alfonso  el 
Sátrio,  y  los  jurisconsultos' qué  le  auxiliaron  en  su  famosa  empresa, 
no  vieron  en  las  estrellas  el  advenimiento  del  crédito,,  los  redactores 
del  Código  penal  vigente  le  rieron,  reconocieron  y  apreciaron  bajo 
todas  §us  actuales  formas  y  condiciones,  y  sin  embargo  nada'  inno-  ^ 
^aron.  Las  leyes  del  Fuero  y  délas  Partidas  declaran  la  obligación 
de  restituir  á  su  dueSo  la  óosa vendida  por  quien  tío  lo  era,  y  esta 
misma  obligación  está  sancionada  en  el  Código  penal.  Las  primeras, 
reservan  sú  derecho  al  comprador  de  buena  fé  pata  repetir  él  precio, 
danos  y  perjuicios  contra  el  veAdedor,  y  el  segundo  otorga  igual 
derecho  á  quien  linbtese  adquirido  la  cosa  por  medio  legal.  Aquellas 
declaran  que  el  comprador  de  buena  té  pudde  adquirir  por  tiempo  et 
dominio  de  la  cosa  vendida  por  quién  no  era  su  dueSo,  y  éáte  és- 
ceptúa  de  lá  obligación  de  restituir,  al  tercero  que  prescribió  la  cosa 
con  arregló  á  las  leyes  civiles. 

7.^*  Esta  cotigruencia  entre  las  legislaciones  antigua  y  moderna, 
civil  y  penal,  supone  racionalmente  qué  el  advenimiento  del  crédito, 
bajó  la  forma  artística  con  que  hoy  es  conocido,  no  constituye,  á  los 
ojos  de  nuestros  legisladores,  un  ser  dé  organización  singular  y  cu- 
ya existencia  requiera  forzosamente  uft  libro  csclusivo  en  nuestros 
<;ódigos.  La  opinión  contraria  envuelve  un  agravio  á  los  redactores 
del  Código  penal  vigente,  entré  los  cuales  se  hallaban  la  mejor  y  mas 
granada  parte  dé  nuestros  jurisconsultos.  ¿Qién  tes  hará  la  injusticia 
de  suponer  que,  por  impreyisíon  ó  ignorancia,  no  esceptuaron  de  la 
restitución  general  del  articulo  116  del  Código  penal,  á  los  terceros 
^ue  hubiesen  adquirido  efectos  al  portador  por  medio  legalTIBsa  omi  - 
£Íon  tiene  ésplicacioa  satisfoctoria:  vamos  luego  á  darla. 

xvra. 

1.^  Al  fícente  de  la  escuela^  romana  que  reconoce  como  principio, 
re$  ubicunque  stt  pro  domino  sao  elamat,  se  ha  levantado  otra  es- 
cuela que  esoeptúa  las.  CQsa&  muehlea.  adquiridas  en  forma  legal;,  á 
cuya  escuela  pertenecen  machos  de  los  modernos  reformadores,  si 
J>ien  algunos  exageraron  mas  que  ottas  fus<coii8e€Qeñcias:  uit'escrr^ 
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tor  distinguido  demuestre  ei  origéo  germáftieo  dé  «sta  doctrina  (14). 

S.^  El  Código  Napoieoii  derlaira  qtfe,  en  ciiMito  á  los  bienes  moe- 
bleSy  la  posesión  es  título:  pOBrideoi  qkia  póiMdeú.  No  obstante,  si 
la  cosa  nmeble  fué  perdida  6  robada;  «8  daeflo  pnede  reivindicarla 
durante  tres  ano»  contados  dbsde  el  día  de  la  pérdida'  ó  del  robo, 
contra  aquel  enuniyo  poder  se  halle,  salvo  la*  acción  áh  ei^  para  re- 
petir su  indemnisaGion  de  quien  la  ftvbO'.Esta  regla  tiene  sos  escep- 
cionés,  á  saber,  cvando  e(  comprador  adquirid  latosa  robada 6  per- 
dida en  feria,  meneado,  en  sabasta^pAbliéaó^de  mercader  dedicado 
á  ventaá  de  cosas  semefanCe^  en^  cuyes  caaos,  el  dueSo  originario 
no  tiene  acción  reivindicatoría^  sino  pagando  al  poseedor  el  precio 
do  adqaisieion  (1S)« 

3.^  ELprinoipio  Gerintoieo  fK^siidtfo»  qiiiei  |»MÍ(í^/  sancionado 
por  el  Código  iranoéscv^n  reiacíein  á  4os  bienes  mUeMes,  no  está  ad- 
initi4p  por  toda»  las  modernas  legisfaicioaes;  Mttcha»  siguen  la  Roma* 
na»  que  requería.  Uresa&os  paradla  prescripción  délos  mnebles(i6),  y 
en  este  número  se  cuentan  losioódigos  deBaviera,  Bolina,  Pafma  y 
Módena,  del  cantón  de^Fjribovrg,  de  «Servia  y  de  Austria;  este  ulti- 
mo Código  esige  la  piescriiieiott  de  seis^aSes  cuando  la  cosa  se  ha 
comprado  de  un  descoioddoó  de  unposeedor  de  mala  fé.  Los*  misa- 
mos tres  años  exigen  las  l^gíslacioiies  de  Poftngal,  de  la  Luisiana, 
del  Cantón  del  Tesino  y  de  Zttríeb;  pero¡en  caso  de  nmlft  fé,  en  Por- 
tugal se  requieren  itremla  anof ,  y  ea  la  Luisiana  y  en  el  Tesino  diez. 
En  Sajonia,  laprescripcion de  las  cosas  boebies  dura  un  año,  seis 
semanas  y  tres  dias,  y  en  Basiiea  y  en  Soíulera,  diez  smos  (t7). 

4."*  La  segaridadi  necesaria  ai  ícomercio  y  el  respeto  debido  á  las 
solemnidades  Gcm  que  se  ejecutan  las  subastas  públicas,  aconsejaron 
ciertaunente  lapres^ipciondéliarUo«lo»3390  d¿t  Código  francés,  se- 
gún el  cual,  el  comprador  de  bienes  muebles  por  alguno  dolos  títu- 
los que  menciona,  no  pedia  ser  pri^^ido  de  ellos,  aun  cuando  fueseu 
Tobaidos,  sino  previa  indemnización '  del  dueño  originario ;  y  auu 
cuando *eslardisposioiM  ñola*  hayáá  aceptado  todos  los  reformado- 
res, ftté^  sancionada  en  los  códigos^de  4a- Luisiana  (48);  en  el  Napo- 


.    (14)    Del  elemento  germánico  en  et  Código  Napoleón,  por  filr.  Z(Bp(f 
(Revue  ¿trangére  etfran^aise  de  legisloHon,  tomo  lX>  pág.  179.)* 
(45)    Código  Napoleón,  arls.  2279  y  2280.= 

(16)  Inst,  Ululo  VI,  lib.  11.  ^    mr      . 

(17)  CoriGordanGé  entre  ^  Ut  oéiée  eiéUe  e^tmgeft  H  te  eoá$  Ntipoteonz 
Deazieffieedition/P&ris»  165J5.I   : 

(18)  Artículos  2473  y  3474. 


lítapo  (19);  en  el  Sardo  (20);  en  ei  del  Ckiaton  de  Yaid  (2i );  en  el 
de  Austria  (22),  y  en  algunos  otros  de  cuyas  disposiciones  no  pode^ 
mos  responder  exactamente.  El  proyecto  de  Código  civil  efijiaSoi, 
publicado  en  Í8S2  de  órde^i  del  ciobiemo,  introduce  en  este  panto 
la  doctrina  del  Código  frfincés,  pues  establece  la  prescripción  de  tres 
anos  con  justo  título  y  bnena  fé  respecto  de  la  propiedad  de  los  tne- 
nes  muebles,  y  de  seis  anos  cuando  dicbos  bienes  fueron  hurtados  & 
perdidos,  y  luego  aSade:  cpero  si  hubiesen  sido  comprados  en  feria,, 
mercado,  subasta  públiea,.ó  de  comerciante  que  vendía  efectos  pa» 
recidos,  el  dueño  que  los  reclama  antes  de  la  prescripción  deber& 
indemnizar  al  posesor  .el  pcecio  que  pagó  por  ellos  (23). 

8.°    Tales  son  las  reformas  radicales  introducidas  en  las  modera- 
ñas  legislaciones.  Laposesioa  equivaled  título  en  cuanto  á  los  bie- 
nes muebles,  han  dicho  nnos,  y  solo  se  requiere  la  prescripción  ' 
cuando.dichos.  bienes  fuett^n  perdidos  ó  robados.  Otros  creyeron  pe- 
ligrosa esta  doctrina  y  se  limitaron  á  acortar  el  tiempo  de  posesión 
necesario  para  prescribir  los- bienes  muebles,  duplicando  dicho  tiem- 
po cuando  traian  on  bastardo  origen;  y  aun  muchos  legisladores  que 
desecharon  en  tesis  generai>el  principio  d^  la  posesión  es  tttulóy  lo- 
aceptaron  cuando  la  cosa nuebie  f ué  comprada  en  feria,  mercado, 
subasta  pública  ó  de  comerciante  que  vendía  efectos  parecidos:  re^ 
formas  todas  contraria^  ¿  las  prescripciones  de  las  legislaciones  ro-> 
mana  y  española,  según  las.  cuales,  las  cosas  mnebles  se  prescriben 
á  los  tres  anos  con  justo  titulo  y  buena  fé  (24);  peroí  si  traen  nn 
origen  vicioso,  el  poseedor  de  buena '  fé  necesita  treinta  anos  para 
prescribirlas  (25),  y  el  de  mala  fé  no  las  prescribe  jamás(XyiI.  §.3.*). 
Estas  son  las  razones  de  diferencia  entre  las  leyes  españolas  y  las 
estranjeras  sobre  la  riqueza  mnidrie>  en  la  cual  se  comprenden  los^ 
títulos  al  portador.         . :    .     ,      .     : 

I.''    Después  de  establecido  el  Código;  de  Comeicio  pi^omulgada 

(19).  Artículo  2186 

(20>  Artículo  2412.    /  » 

hi)  Artículo  1682.; 

22)  Artículos  367  y  368.. 

23)  Artículo  1962.  .  . 

24)  iftKaii^,4iLVI,Jih.tt,l^.le|9,.Ut.29r,  p.  UI. 
(25)  Instituta,  tít.  Y[,  líb.  IL— Ley  8,  {.  1.%  tít.  39,  lib«  7  del  Cod.«-r¥; 

leyes  9  y  21,  título  29,  P.  III.  1  .    -       ' 


Dt  LA  miTOfPICACIOll  PK  t06  JBPICT08  PÚBUGOS.         US 

en  30  desmayo  éd  1829,  el  ilostrado  Gobierno  español  de  aquella 
épcHa  creyó  co^^ve^iente  erigir  en  la  corte  una  Bolsa  ó  Lonja  de 
GontrataiQÍoQ. pública,  en  que  faciUtindpse  con  la  reunión  periódica 
de  103  personas  que  ejercen  el  trinco,  la  comunicación  de  las  esp^ 
culapiones  que  eombins^  el  interés  individual  de  cada  uno»  pudieran 
estas  ejecutarse  con  suma  facilidad,  así  como  lambien  con  la  regula-' 
ridudperfectfí  que  no  puede  faUai'  en  la$  operaciones  que  se  hacen 
bajo  la  gwmtía  4e  la  publiádaif  y  de  ajenies  intermediarios  que 
tienen  um  responfabilidad  directa  en  que  se  ffuarden  y  observen 
fielmer^  la^  formalidades  legajfif:  el  Real  decreto  erigiendo  la  Bolsa 
de  ANlrid  tiene  la;  fecha  de  10  dé  ^tiembre  de  1831. 

S.""    JE¡n  dichp  Rpal  decreto  se  declaió  ser  objetos  especiales  de  la 
Bolsa:  1.^  la  negociación. de  los  efectos  públicos,  y  2.^  los  valores, 
Bierca^ía^ y  contratos  decooiercío (36):  eatendiéqdose legaUnente 
bajo  la  denominación  de  efectos  públicos,  no  solo  los  emitidos  por  el 
.Gobierno  español  y  losgobieritos  estranjerQs,  consignando  el  pago 
sobre  sus  ca¡jas  resp^tiv^,  sino  también  los  pertenecientes  &  algún 
establecimiento  ó  particular  á  qui^  se  hubi^  concedido  Beal  au- 
toriaacionpara  ello.  Se  prohibió  la  celebración  de  reuniones  públi- 
cas ni  secretas  para  ociptrse  en  negociaciones  de  tráfico,  todas  las 
.  cuales  jdebipn  celebrarse»  en  la  Bolsa,  conminando  con  ciertas  penas 
á  los  oontrayenton^;  p^ro  se  autorizó  «i, lo^  comerciantes  para  cele- 
brar xenníopes. privadas  ein.fuscasaiS,  .escritorios  y  almacenes,  po- 
diendo contratar  por  ^mismos  ó  con  intervención  de  corredores 
sfilvo  las  operaciones  de  efectos  púl)licos  que  no  se  reali(;en  in/ej^a* 
menld  (f 6  contodo,  las  cuales  se  yerifiparían  indispensablemente  en 
la  Bolsa  y  qon  intervención  dfs  sus  AJQi^^»  (>^  P^^  do  nuli- 
dad (27).  Los  efectos  públicos  podian,  pues,  negociarse  entre  comer- 
ciantes dentro  y  fuera  de  la  Boitíi  salvo  las  operaciones  i  plazo,  ó 
no  realizadas  integramente  de^  cpfUq4o,  las  cuajes  debian  ver¡fi<^r$e 
indispensablemente  en  la  Bolsa  y  con  intervención  de  ajante  pú- 
blico. 

3.^.  Si  éílégisladór  no  quiso ,  por,  éntoi^ces ,  prohibir  á  los  co- 
merciantes ía  contratación  á  domicOío  sobre  efectos  públicos ,  como 
lo  aconsejaba  la  conveniencia  públicá|„  como  se. practicaba  en  otros 
países^  y  como  mas  adelante  se  dispuso  en  el,  nuestro,  con  todo. 


^ 


26)    Artículo  2."*  del  Real  decreto  de  10  de.setiembre.de  ,iS3i« 
Articulo  6/,  Ídem.  ..     ., 

TOMO  XVI.  18 


^  I :  "   •     >    í     »  I 
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farofeció  las  operaciones  éj^cuiadás  dentro  de  la  Boba ,  dedaraüdo 
que  los  ajenies  eran  responsables  civil¿nente  de  la  legitimidad  de 
los  efectos  públicos  al  portador  negociados  en  ella ,  quedándo- 
les á  salvo  su  derecho  contra  la  pelpsoha  por  cuya  cuenta  los  hubie- 
*'sen  enajenado;  cuya  respoásáWlídad  no  existía  en  los  contratos  ce- 
lebrados fuera  déla  BolSa  (28);  pero  el  principal  estímulo  para  incli- 
nar las  voluntades  á  favor  de  la  contratación  dentro  de  la  Bolsa 
consistió  en  declarar  que  loa  efectos  públicos  vendidos  en  ella¿  ya 
sea  que  estuviesen  emitidos  al  portador,  ó  ya  á  favor  de  pefsona 
determinada ,  no  estaban  sujetos  á  reivindicación ,  y  su  enajenacioa 
seria  válida  y  subsistente  aun  cuaúdo  el  vendedor  los  poseyera  de 
inála  fé,  salva  la  actibn  det  legítimo  propietario  contra  el  mismo 
vendedor  ú  otrafe  personas  qtie  tutiesen  responsabilidad  legal  «n  los 
actos  con  que  hubiese  sido  desposeído  dé  los  efectos  6  defraudada  su 
propiedad  (29).  *  * 

4.**  En  resumen :  tí  Real  decreto  de  40  áe  'setiembre  dé  A9SÍ 
supone  virtualmente  que  los  efectos  públicos  nominativos  ó  al  por- 
tador estaban  sometidos  á  las- disposiciones  gétíeralés  del  derecho 
sobre  reivindicación  dé  fa  'ríq^  mueblé ;  ^H)  intíodrijci  una  es- 
cepcion  á  favoi*  délos  vendidos  en  Bolsa,  y  esta  éscépcion  se  intro- 
dujo en  la  creencia  dé  que  )át>  débián  quedar  burlados  los  derechos 
adquiridos  bajo  la  garatítía  dé  lisí'  publicidad'  y  de  ajétttes  interme- 
diarios responsables  directamente  de  la  legitimidad  de  lo$í  títulos, 
de  la  idoneidad  é  identidad  délos  contratantes:'  siguiendo  dé  esta 
suerte  el  principió  germánico  dé  que  la  posesión  es  título  en  los 
muebles ,  y  qué  eátós  son  irreiviñflicablés  cuando  fueron  vendidos 

en  mercado ,  subasta  pública ,  etc.  (XVIH.  §§.  1.**  al  S.*") 

k  •     .      , .  , .    .  .   •    ^  "<■ '    I  ' 

1.**  Empero  el  Real  decretó'  de  10  de  setiembre  de  ISZÍ  está 
derogado  en  todas  sus  disposiciones  por  la  ley  provisional  de  Bol^a 
de  5  de  abril. de  1846,  y  aun  cuando  así  no /u^se ,, el  art.  t.i  de 
dicho  Real  decretó  declarando  la  írreivindícacion  de  los  efectos  pú- 
blicos vendidos  eh  Bolsa,  í'ó  habría  quedado  desde  qiie  adquirió  ca- 
rácter dé  ley  el  art. "lindel  Código  péúal  vigen^^       ' 

2.^    La  ley  proviéióiiar^aijó  ¿í  en  sü  última  disposición  general: 


(28>    Arts.  liayltóidl'  '     •"  ^    '  -  ^' 

i%9)    Art.  Vid. 
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,  quedan  dero^ada^  y  sia  efecto  las  leyes  ^  Reales  decretos^  instrac^ 
ciones^  reglamentos  y  demás  disposiciones  que  basta  áqoi  regíaó 
sobfe  lási  materias  conteaida$  en  la  presente  ley  (30).  Esta  locucioa 
general ,  absoluta  /  sin  limitación  de  especie  alguna,  no  permite  es- 
tablecer dístinciopes  sobre  si  la  derogación  fué  total  ó  píarcial :  las 
derogaciones  espresas  son  siempre  generales,  á  difer/encia  de  las 
tácitas,  llamadas  así  porque  se  derivan  de  una  ley  posterior  contra- 
Tia  ál  texto  dé  otra  anterior.  Si  la  ley  provisional  de  Bolsa  de  tf  4e 
abril  de  1846  hubiese  callado  sobre  la  suerte  de  las  disposiciones 
:^ober^anas  anteriores;  si  al  menos  se  hubiese  limitado  á  derogarb^s 
en  cuánto  fuesen  .contrarias  á.  lo  por  ella  preceptuado,  como  $aele 
Íre,cuentém<^te'<leclararse,  y  como  declaró/ con  mas  ó  menos  pre* 
cisión,  el. aríícúlo  adicional  ^^  la  ley  .anterior  de  20  de  xunjo 
4e  1815  (3Í),  entonces  estarían  en  sil  lugar  los  que  sustentan  estar 
vigente  él  arfl.7t°  dcí  Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  dtól; 
porque  ninguna,  disposición  existe  en  los  artículos  de  las  leyes  áñ 
Bolsa  pósierípresy  que  declare  la  doctrina  favorable  á.lá  reivindica- 
ción. Más  esta  derogación  nacida  de  un  texto  de  ley  posterior  ,  con- 
trarío á  otro  anterior ,  ^  innecesaria  cuando  la  ley  posteriormente 
publicada  contiene  liná  disposición  énal  que  deroga  todas  las  leyes , 
Reales  decretos ,  instrucciones  y  reglamentos  que  venían  ríj;¡endo 
Jiasta  entonces  sobre  la  materia  objeto,  de  la  misma. ' 

•       ■  •.;•  •     XH,    •  ■  ■.     .-■■ 

1.®  No  obstante  lo  inconcuso/ en  mi  juicio,  de  ías  doctrinas  an- 
teriores  sobre  los  efectos  de  las  •  derogaciones  espresas  ó  tácitas, 
Tiay  quiénes  sustentan  que  el  art.  11$  dé  la  ley  provisional  de  S  de 
abril  de  1846  derogaba  solo  las  leyes  anteriores  en  lo  que  fueran  á 
ella  contrarias»  mas  no^  lo  que  no  estuviese  por  ella  tratado  ni 
dispuesto;  eñ  cuyo  úllimlo  casó  se  encuentra  el  art.  7!*  del  Real.dé- 
/creto  de^lO  de  setiembre  d^  1831.  Después  de  jo  dicho  (]^X)  acerca 
^Áñ  las  deiróg^cídnés  esprésas  y  tácitas  de  la¿  leyes  pi(^  otras  poste- 
riormente promulgadas^  parecería  escusado  insistir  sobijd.  ej  míspip 
punto ,  si  no  tuviésemos  que  refutar  argumentos  de  íodólc  distinta: 


••*•« 


'    i29i)  r  My»  p|ra^VÍ^ÍQQ9l,de  $  de.abril  de  1646,  art.  i  13. 

\3i}  Ley,  provisional'  para  la  Boba  de  Madrid ,  su  fecha  20  de  ium 
é^.l849:  Amoill6«dlddnaf.  U  (iresehte  ley  tendrá  sucumplháfenloi  M 
sesenta  jAUnéBiii  p^Mi^RSiofl^  quedando,  desde  entonces  deragadM  o^sk*^ 
ítiípra  ái$fQiimfm  <»  c^ntrarto...,.  ,     ^ 

I 
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eátds  argumentos  se  toman  del  objeto  de  las  leyes  posteriores  al 
Beal  decreto  de  1831 ,  espresado  en  los  preámbulos  de  las  mismas» 

2.^  cCo vencida  la  Reina,  dice  el  de  la  ley  provisional  de  23  de 
Junio  de  Í84ÍÍ,  de  la  necesidad  de  poner  un  eficaz  remedio  á  los  ma- 
les que  se  advierten  en  las  negociaciones  de  efectos  públicos  á  pía- 
zo,  que  sé  hacen  en  la  .Bolsa  de  Madrid,  dispuso  que  se  sometiese  á 
tas  Cortes  uu  proyecto  de  ley ,  por  el  cual  se  reformaba  la  que  hoy 
rige  en  aquellos  puntos  que  la  esperiencia  ha  demostrado  era  preci- 
so ,  para  poner  á  cubierto  los  intereses  generales  y  particulares. •••»> 
'Esta  soberana  disposición ,  se  arguye ,  no  derogó  el  Real  Decreta 
de  18^1,  si  taoen  cuanto  fuesen  contrarias  sus  disposiciones ,  y  es- 
tas se  refirieron  solo  á  modificar  las  jugadas  á  plazo »  y  las  garantías, 
número  y  responsabilidad  de  los  ajentes  de  cambio.  Ba^ta  aquí  esta- 
mos .conformes  con  nuestros  adversarios ;  la  ley  provisional  de  1845 
'po  derogó,  sino  que  reformó  el  Real  decreto  de,  1831/  y  esta  idea 
indicada  én  el  preámbulo ,  se  sancionó  en  el  artículo  adlccional  cita- 
do: quedando  derogadas,  oH  dice,  cüatesqútérá  disposiciones  en 
eontrariq. 

S.^  Pero  los  males  nacidos  de  las  jugabas  á  plazo  continuaron, 
añaden  los  sustentantes  délas  opiniones  contrarias  á  la  reivindicación,. 
y  la  ley  provisional  de  8  de  abril  de  1846  cortó  por  lo  sano  en  pun- 
to á  jugadas  aplazo....  c Habiendo  acreditá(Í6  la  esperiencia ,  dice  ei 
preámbulo  de  esta  ley ,  qué  las  operaciones  á  plazo  sobre  los  efectos 
públicos,  autorizados  por  la  ley  de  10  de  setiembre  de  1851 » lejos 
ée  contnbuir  al  fomento  de  tas  relaciones  comerciales  /y  á  promover 
la  circutácion  de  los  valores  del  Estado ,  se  han  convertido  en  ua 
agió  iniiioral,  contrario  á  las  leyes  y  perjudical  así  al  comercio  co- 
mo át  ctédítode  aquellos  mismos  valores,  y  no  habiendo  sido  sufi- 
cietites  {iái'a  refrena^  éstos  deplorables  ab'usQs  las  disposiciones  dic- 
tadas ^siendo  ya  indispensable  dictar  las  medicas  severas  que  recla- 
inan  eifadeta  Arden  dé  la  contratación  déla  Bolsa  para  qué  en  ella 
^e  óbsétrVen  las  condiciones  esenciales  que  se  requieren  en  todo  gé- 
nero de'cbnirato  legítimo...  vengo  en  mandar  se  observe  el  siguieíi» 
te  pf  oyecto  de  le'y.* 

'  '4.^  %sta  leer  atentamente  el  preámbulo  anterior  y  compararla 
con  el  d^  la  ley  provisional  de  184S,  para  convencerse  de  la  úotáble 
dif^reofiÑírque  los  distingue,  fin  el  de  194S  se  indica  s^lo»  um  refor- 
ma' Mbiei^  jugadas  i  plazo ,  y  eft  el  de  1646'tto  «e  índiea^l  pen- 
samiento de  reformar  conservando /si  no  el  dé  Suprimir  dichas  jugá- 
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das,  y  de  establear  medidas  severas  pai;a.4ae  ^  observen  las  con* 
4iciones  e^evfiales  re^Keridas  en  tpdo  género  de  coútratQ  lefUlimo; 
La  ley  de  4846  se  propuso  uo  objeto  mas  amplio  que  el  de  la  de  1845, 
|)erQ  este  coaveficimleplo  es  mayo^  despUes  de  observar  en  dicha  lej 
de  1846  tado,  va^  sistema  contrarío  ial  ensayado  en  el  Real  Decreten 
de  1831:  examinemos  y  comparemos  algunas  de  sns  principales 
bases. 

SJ*  El  artículo  SO  de  la  ley  provisional  de  8  de  abril  de  1846 
preceptuó  que  todas  las  negodaciones  de  efectos  públicos  leriaa  al 
contado,  cuya  base  es  contraria  á  la  sancionada  en  el  art.  38  del 
Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831:  coa  esto  se  acndJA  á  una 
de  las  necesidades  espresadas  en  el  preámbulo  de  la  ley  derogatoria. 
El  Real  decreto  citado  prohibía  bajo  ciertas  penas  las  reuniones  ilí- 
citas para  ocuparse  de  negocios ;  p^ro  autorizaba  á  los  comerciantes 
para  cel^ebrar  en  sus  casas,  escritorios  y  almacenes  los  contratos  y 
negocios  que  les  conviniesen « sin  otra  limitación  que  las  jugadas  á 
pla»9  sobre  efectos  públicos  (XIZ.  §.  ^.%  y  la  ley  de  1846  estable- 
ció la  forma  de  contratar  dichos  valores  dentro  del  local  de  la  Rolsa» 
pues  declaraba  su  nulidad  si  no  se  pasaba  una  nota  de  cada  opera- 
cioj^ ,  y  si  ésta  no  se  publicaba  en  seguida  por  la  vez  del  anunciador 
de  la  Bolsa  (32).  jLa  libre  contratación  de  los  comerciantes  quedó  cir- 
cunscrita por  la  nueva  ley  á  los  valores  y  efectos  de  comercio;  pero 
los  efectos  públicos  debían  necesariamente  negociarse  en  la  Bolsa, 
coa  los  pormenores  establecidos  con  dicho  objeto,  y  esta  innovación, 
aconsejada  por  altos  motivos  de  conveniencia  pública,  fué  introdu* 
cLda  por  la  ley  derogatoria.  Igual  alteración  se  hizo  respecto  de  la 
facultad  de  contratar  privadamente  los  comerciantes,  concedida  por 
el  Real  decreto  de  1831 ,  pues  la  ley  de  1846  ordenó  que  todas  las 
operaciones  sobre  efectos  públicos  se  hiciesen  precisamente  c^n  in- 
tervención esclusiva  de  los  ajentes  de  cambio  (33). 

6.^  Verdad  es  que  en  otros  puntos,  mas  ó  menos  secundarios,  la 
ley  provisional  de  Bolsa  de  1846  siguió  el  espíritu  del  Real  decreta 
de  1831 ;  pero  á  poco  de  meditar  sobre  los  113  artículos  de  la  pri- 
mera ,  se  convenqe  que  comprende  todo  un  sistema  de  contrata- 
ción en  la  Bolsa;  cuyo  sistema  está  vaciado  en  el  molde  de  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  Bolsa  de  París ,  salyo  entre  otro^  ^[  punta 


(32)  Ley  provisionsa do  5  de  abril  á%  IS4e,«rts,  W,  21,  t2, 23  y  36. 

(33)  Id.,  arts.  20  y  40.  ,  . 
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referente  á  la  prohibiciou  de  las  jugadas  á  plazo.  El  pensamietito  de 
los  autores  de  lá  ley  de  8  de  abril,  no  fué  reformar  el  Real  decreto 
de  10  de  setiembre,  si  no  derogarlo  en  todas  sus  partes.  Por  eso  re- 
produjeron sus  disposiciones  ^n  lo  qué  no  eran  contrarias  al  nueva 
sistema  ensayado,  y  por  eso  también  su  articulo  final  contuvo  una 
derogación  espresa -/porque  se  quiso  no  dejar  subsistentes  otras 
prescripciones  sobre  contratación  de  efectos  públicos,  que  las  con- 
tenidas dentro  de  la  misma  ley  provisional  de  Í84fí.      ' 

7.^  ,  La  irreivindicacion  de  los  efectos  públicos  vendidos  en  Bolsa 
no  fué  reproducida  ni  espresamente  derogada ,  siendo  en  realidad 
caso  6miéó';'mas  al  obt'ár  así,  los  autores  de  la  ley  provisional  men- 
clonada  siguieron  también  la' legislación  de  la  Bolsa  de  París,  que 
tampoco  menciona  este  punto,  dejándolo  sometido  á  las  prescripcio-' 
ñes  del  derecho  común,  como  sucede  en  la  generalidad  de  los  de- 
más países  (XfV.  §.  5.®).  Siguiendo  este  sistema,  allí  donde  la  po- 
sesión es  título  con  respecto  á  los  bienes  muebles,  los  efectos  pú- 
blicos al  portador  vendidos  en  Bolsa  serán  irreivindícables  (XVíIf. 
§§.  2.**  y  4.**);  pero  donde  por  el  contrario ,  la  legislación  cómun 
sigue  el  principio  romano  de  que  donde  quiera  que  está  ía  cosa  allí 
clama  por  sü  dueño,  la  reivindicación  de  los  efectos  públicos  al  por- 
tador vendidos  en  Bolsa  es  incuestionable  (XYII):  tal  es  la  situacioá 
legal  etitré  nosotros,  desde  la  derogación  absoluta,  incondicional,, 
ilimitada  de  las  leyes,  Reales  decretos,  instrucciones,  reglamentos 
y  demás  disposiciones  anteriores,  contenida  en  el  art.  113  de  la  ley 
provisional  de  5  de  abril  de  1846  (XX). 

8.®  Si  en  Francia  no  son  reivindicables  los  efectos  públicos  ven- 
didos en  Bolsa  y  con  intervención  de  ájente  público,  no  es  porque 
allí  exista  disposición  alguna  especial  que  así  lo  declare;  siiio  por- 
que según  el  att.  2280  del  Código  Napoleón ,  el  dueño  anterior  de 
un  mueble  perdido,  robado  ó  sustraído,  no  tiene  acción  para  réi- 
Tindicarlo,  si  el  poseedor  actual  lo  compró  en  feria,  mercado,  etc.; 
pero  si  dicha  compra  la  hubiese  hecho  sin  las  formalidades  legales, 
es  decir,  fuera  de  Bolsa,  y  sin  intervención  de  ájente  de  cambio,  en 
Francia  como  en  España,  el  dueño  de  un  documento  al  portador 
robado  tiene  aóción  para  demandarle  contra  quien  le  posee  sin  título 
legal'  séguü'éstá  regla  dé  derecho:  qui  contra  jura  mercatur ,  fco- 
num  fidem  "presumitur  non  habere. 

9,^  '  £n  Inglaterra  tampoco  existen  disposiciones  especiales  con ' 
relación  á  los  efectos  públicos  al  portador,  los  cuales  están  someti- 
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dos  á  las  prescripciones  reguladoras  de  la  propiedad  mueble.  Según 
ellas,  todo  contrato  de  venta  celebirado  en  las  ferias, y  mercados, 
obliga,  no  solo  á  los  contratantes,  sino  también  á  los  que  tienen  un 
derecho  de  propiedad  spbre  la  cosa  vendida.  En  la  generalidad  de 
las  ciudades  del  Reino-UnidQ,  los. mercados  se  cf)lebran  en  ciertas 
épocas  del  año.  y  cpn  sujeción  á  sus  ijeglamentosi;  pero  la  ciudad  dé 
Londres  está  declarada  mercado  permanente,  escepto  los  domingos, 
de  suerte  que,  las  transacciones  en  ella  consumadas  están  exentas 
de  la  reivindicación:  solo  bs  caballos  no  pueden  cambiar  de  mano, 
sia  queja  venta  esté  espresamente  coasentida  por  el  propietario  (34). 

XXII. 

.V  •  •     • 

i.^  Si  alguna  duda  pudiese  quedar  acerca  de  la  derogación  del 
articulo  7<i^  del  Real  decreto  de  10  dé  setiembre  de  1831,  por  el  113 
de  la  ley  de  5  de  abril  citada,  desapareceria  completamente  después 
de  sancionado  el  Código  penal  vigíate  desde  19  de  marzo  de  1848, 
Según  él,  toda  persona  responsable  criminalmente  de  un  delito  lo  es 
también  civilmente  (3S) ,  y  la  responsabilidad  civil  comprende  en 
primer  lugar,  hkrestUucimy  en  segundo,  la  reparación  del  daño 
causado  y  en  tercero,  la  indemnización  de  perjuicios  (36).  La  resti* 
tucion  deberá  hacerse  de  la  misma  cosa ,  continúa  el  propio  Código, 
siempre  que  sea  posible,  con  abono  de  deterioros  ó  menoscabos  á 
regulación  del  Tribunal.  Se  hará  la  restitución,  annque  la  cosa  se 
halle  en  poder  de  un  tercero  y  este  la  haya  adquirido  por  medio 
legal,  salva  su  repetición  contra  qaien  le  corresponda.— Esta  dis- 
posición no  es  aplicable  al  caso  en  que  él  te^roero  haya  prescripto  la 
cosa,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  las  leyes  civiles  (37). 

S.°  La  réstitiAcion  deberá  haeerse  de  la  misma  cosa,  siempre  que 
sea  posible,  aunque  la  cosa  se  halle  en  poder  de  un  tercero  y  este 
la  haya  [adquirido  por  medio  legal:  es  importantfeimo  este  legal 
precepto.  Su  significado  general,  absoluto,  no  permite  racionalmen- 
te dudar  sobre  si  comprende  lo  mismo á  las  cosas  robadas,  á  las 
hurtadas  que  á  las  estradas.  Si  los  redactores  del  Código  aludido 
hubiesen  querido  poner  alguna  limitacién  á  la  restitución  de  la  cosa, 


(34)  Laya ,  Vroit  Anglais ,  tít.  III,  cap.  I,  §§.  2.*»  v  ^: 

;35)  Código  penal,  art.  Í5. 

36)  Id.,  art.  H5. 

;37)  id.,  id.,  116. 


)a  habrían  escrito  á  contiauacion  de 'aquella  regla  general;  pero  no 
habiéndola  establecido,  el  juzgador  entendido  j  recto  no  debe  oír 
otro  consejo  que  el  del  legislador  que  le  dice:  «donde  quiera  que  por 
medio  de  uñ  delito  se  ha  privado  i  uno  de  lá  cosa  cuyo  dominio  le 
pertenece,  allí  decretarás  su  restitución  siempre  que  sea  posible, 
aunque  se  baile  ea  poder  de  un  tercero  y  este  la  haya  adquirido  pof 
medio  legal». 

3/  Del  precepto  absoluto  del  artículo  aludido  del  Código  penal 
se  deduce  otra  consecueneia,  á  saber,  que  la  restitución  de  la  cosa 
procede  siempre  que  sea  posible,  ora"  verse  el  delito  sobre  un  semo- 
viente, sobre  una  alhaja,  sobre,  un  efecto  al  portador  ó  sobre  nna 
moneda.  Sí  la  intención  de  los  redactores  del  Código  penal  hubiese 
sido  escluir  de  la  ley  común  la  moneda,  el  papíet^moneda,  ó  los  Va- 
lores púbUcos  al  portador,  lo  habrían  espresado  de  una  manera  ia*^ 
dubitada,  estableciendo  una  escepcioa  á  favor  de  estos  efectos,  ma- 
yormente cuando  á  la  sabiduría  de  aqaellos,  en  su  mayor  parte  es- 
clarecidos jurisconsultos,  no  podia  oscurecerse  el  significado  latísi- 
mo de  la  palabra  cosa  en  el  diccionario  jurídico  (38).  £1  párrafo  ter- 
cero del  artículo  referente  á  la  restitución  de  la  cosa  siempre  que 
sea  posible,  esceptúa  el  caso  en  que  el  tercero  haya  prescrito  h.  cosa 
con  arreglo  á  las  leyes  civiles;  pues  del  piropio  modo  se  habrían  es-^ 
cluidó  del  precepto  genersd  la  moneda,  ó  los  efectos  públicos  al  por- 
tador, si  los  redactores  del  Código  hubiesen  creído  conveniente  esta 
esclusíon.  No  la  establecieron;  at  decretar  la  restitución,  usaron  la 
frase  mas  general,  siempre  quesea  posible,  y  los  tribunales  de  jus- 
lieia  no  pueden  prescindir  del  cumplimiento  dé  este  general  precep^ 
to,  si  quiereit  obrar  dentro  del  limité  de  sus  atribuciones ,  circuas- 
critas  á  aplicar  rectamente  las  leyes  á  los  pleitos  civiles  y  crimi- 
nales. 

4."^  Siguiendo  el  sentido  recto  del  precepto  legal  que  ordena  la 
restitución  de  la  misma  cosa  á  su  dtteno,  siempre  que  sea  posiUe, 
aunque  la  cosa  se  halle  en  poder  de  un  tercero  y  este  la  haya  adqui- 
rido por  título  legal,  parece  racionalmente  imposible  que  haya  quien 
sostenga  la  irreivindieadón  de  los  efectos  púUicos  al  portador  v6n^ 


(38)  Las  cosas  son  el  segando  objeto  del  derecho*  El  nombre  cosa  es  ge- 
neralísimo,  pues  comprende  á  cuanto'  hay  en  el  mundo;  pero  aquj  sé  toma 
por  aauello  que  no  siendo  persona  ni  acción  puede  ser  de  algún  útil  ó  co-x 
modíaad  al  hombre.  Ilustración  del  Derecho  Real  de  España ,  por  D.  Juan 
Sala,Ub.  II,  lít.  I,§.  i.*» 
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didos  eii  Bolsa,  declarada  por  el  art.  7.^  del  Real  decreto  de  19  de 
setiembre  de  1831.  Aun  eu  la  hipótesis,  por  ^lí  combatida,  de 
que  dicho  articuló  no  estuviese  derogado  por  el  113  de  la  ley  provi- 
sional de  5  de  abril  de  1846  (XX  y  XXI),  su  derogación  tácita  sería 
incuestionable  después  de  la  publicación  del  Código  penal  vigente; 
pues  su  art.l^B  sanciona  una  doctrina  contraria, 

'S.**  T  la  contradicción  entre  el  art.  7/  del  Real  decreto  de  10 
de  setiembre  de  1831,  y  el  116  d6l  Código  penal  sancionado  en  19 
de  marzo  de  1848  es  evidentísima.  En  el  primero  se  erige  en  título 
la  posesión  de  los  efectos  públicos,  aun  cuando  se  hayan  adquirido 
del  poseedor  de  mala  fé ,  salva  la  ácdon  al  legifímó  propietario . 
contra  el  vendedor  y  demás  personas  responsables  de  los  actos  de 
desposesibn  ó  defraudación  de  sn  propiedad;  mientras  que  en  el  se- 
gundo se  favorece  al  propietario  desposeido  ó  defraudado  en  sus  de- 
rechos de  cualquiera  clase,  reservando  al  poseedor  de  la  cosa  su  re- 
petición contra  qdien  corresponda,  aun  cuando  la  haya  adquirido 
por  medio  legal.  Los  autores  del  Real  decreto  de  1831  siguieron  el 
principio  germánico,  la  posesión  es  título  en  cuanto  á  los  efectos 
públicos  vendidos  en  Bolsa,  y  los  redactores  del  Código  penal  acep* 
taron  rigorosamente  el  romano,  según  el  cual  la  cosa  clama  por  su 
dueño  donde  quiera  que  se  halle,  sin  otra  escepcion  que  la  nacida 
de  la  prescripción  conforme  á  las  leyes  civiles.  Entre  el  legitimo 
dueño  que  invoca  sus  derechos  robados  ó  defraudados,  y  el  com* 
prador  de  buena  fé  invocando  en  su  favor  este  legítimo  título,  el 
Código  penal  optó  por  el  primero,  y  el  Real  decreto  de  10  de  se- 
tiembre de  1831,  por  el  segundo. 

XXIII. 

1.^  A  juzgarles  por  su  conducta,  los  sustentadores  de  las  opi- 
niones, favorables  á  la  irreívindicacion  de  los  efectos  al  portador,  es- 
tán igualmente  convencidos  de  la  derogación  tácita  del  art.  7.^  del 
Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831;  por  el  116  del  Código 
penal;  pues  entre  sus  razonamientos,  ninguno  se  encamina  a  per- 
suadir que  dentro  de  la  prescripción  generad  del  segundo,  no  están 
comprendidos  los  efectos  de  que  habla  el  primero.  Verdad  es  que 
seria  difícilísima  empresa,  por  no  decir  imposible,  la  de  persuadir 
que  están  escluidos  los  efectos  al  portador  robados,  del  precepto 
penal  que  ordena  restituir  la  misma  cosa  siefnpre  que  sea  posibU, 
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aun  ciuindo  se  haUe  en  poder  d^  un  tercero,  y  este  la  haya  .adqui- 
rido por  medio  legal. 

2.®  Cuando  llegan  á  este  puQlo»  Io$  partidarios  de  la  irreivia* 
dicacioA  se  defienden  con  este  arg;upiento:  cen  el  acto  de  abonarse 
suprecioi  el  ^ominio  4^  los  efectos, públicos  se  trasfíere  al  compra- 
dor de  una  manera, irreyocable,,  ó  lo  que  es  lo  misn^p,  á  astos  actos 
vá  unida  la  prescripcji.Qn  de  las  s^ione^.  que  cputra  el^popprador 
pudieran  dirigirse.  Es  ciertamente  an6ma,ia,  esta,  jíispo^ipipn^ ,  si  se 
considera  con  arreglo  á.Ios  principios  de  la  legislacipa  copimn;  pero 
deja  de  tener  este  carácter,  sí  se  aprecian. las,  cousecuencias  que  la 
naturaleza  de  los  efectos  al  portador  deben  producir  (Y.  §.  3.^)»  uLa 
prescripción  legal  existe,  anadia  otro  vigoroso  defeospi:  de  la  írrei- 
vindicacion,  y  se  encuentra  consignada,  en  las  ley^s  posteriores  al 
Real  decreto  de  1831;  pues  el  artículo  1^6  de(  Código  penal  ao  es 
aplicable  al  presente  caso,  sino,  el  párriafo  3.^  de.dicbp  articulQ  que 
habla  de  la  prescripción  de  la  cosa  con  arreglo  á  las  leyesciví- 
!es.....«  (V.  §.  4.^)  (39). ,  , 

3.®  ¡Que  la  presqripcion  legal  ej^iste  desde  ej  pupto  mi§mo  que 
se  abona  el  precio  de  los  efectos  públicos  veadidosl......  Para  espre- 
sarse en  este  sentido,  es  preciso  desconocer  ú  olvidar  el  significado 
jurídico  de  la  palabra  presa*ipcion;  solo  así  se  concibe  dar  una  tan 
violenta  inteligencia  al  párrafo  tercero  del  art:  116  del  Código  pe^ 
n,al.  Usucapión  ú  prescripcipn^  palabras  sinónimas  en. derecho,  por 
mas  que  se  diferenciasen  en  lo  antiguo,  es  la  adquisición  de  dominio 
por  continuación  de  posesión  for  el  tiempo  definido  por  la  ley.  Usu- 
capió, es  decir,  adquirir  por  el  uso^;ganár  por.el  uso  el  dominio  de 
alguna  cosa,  y  la  base  de  este  modo  singular  de  adquirir  consiste, 
según  un  distinguido  escritor  (40),  eA  que  no  reivindicando  el  dueño 
su  cosa,  en  el  término  de  la  ley,  se  presume  que  la  renuncia  á  favor 
del  poseedor.  Si,  pues,  este  es  el  sentido  legal  y  científico,^de  lapa- 
labra  prescripción,  es  caprichoso  suponer  la  existencia  de  dicha 
prescripción  desde  el  acto  mismo  de  abonarse  el  precio  de  los  efec 
tos  públicos  vendidos,  cuando  el  párrafo  S.""  del  art.  H6  del  Códi. 

(39)  Estas  fuBron.las  opiniones  del  Fiscal  de  S.  M.  en  su  censura  emiti- 
da en  ej  proceso^  de  que  hornos  hablado  en  el  tercer  lugar  de  ¡a  nota  nú- 
ropro  1.°:  compírense  con  las  opiniones  del  fiscal  especial  de  Hacienda  en 
la  misma  Real  A^udiencia,  apuntadas  en  la  lifíta  (núm.  2.**)  y  se  verá  la  dis- 
coRáancáa  existente  entre  los. ajenies  del  Gobierno,.  . 

(40)  GroUius,  dejür,  bel  acpac.,  lib.  H,  5,,3i8  v,  siguientes.^  •  . 
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go  p^JMjl  eicqpiuó  de  la  rcstUuciof^  de  la  misma  cota  objeto  de  uq 
delito,  el  caso  en  que  dicba  co6a  s^  halle  en  poder  de  uu  tercero  y 
este  la  haya  prescrito  con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  aludió  ,^  la  po- 
sesión requerida  para  ganar  por  Tiempo  las  cosas  (XVIII.  §.  $.?).  Si  el 
comprador  de  unos  efectos  públicos  robados  los  posee  durante  trein- 
ta anos,  en  la  creencia  de  que  los  adqiürió  de  su  legitimo  dueño» 
c;^e  comprador  hace  suyos  los  títulos  por  la  prescripciout  y  no  pue- 
de ^r  jco;)denadq |i xestituirlos:  e^toes  lo  quQ  dice  el  párrafo  terce- 
ro, d^l  artíf^ulo  citado.  Pero  4e  c^stó,  á.  jsapoaer  que  la  prescripción 
se  realiza  sin  necesidad  de  tiempo,  por, el  solo  acto  de  la.,  entrega 
del  preció,  hay  un  espacio  inmenso  qt|e  parece  increihle  p^tse  des- 
s^^rcibido  á  los  ojos  de  personas  perita9  en  derecho. 

IXIV. 

1.®  Igual  juicio  nos  merece;  otro  argumento  utilizado  por  los 
sustentadores  de  las  opiniones  contrarias  á  la  reivindicación,  y  por 
cierto  que  es  el  mas  generalizado  entre  el  vulgo  que  repite  á  coro 
sus  ecos.  <Los  títulos  al  portador,  dicen,  se  hallan  equiparados  á  la 
moneda,  pudiendo  recibirse  de  cualquiera  sin  averiguar  su  proce- 
dencia, bastando  la  simple  entrega  de  eHoé  para  trasferir  su  domi. 
nio  de  una  manera  irrevocable  (V.  §.  5.**).»  ¿Y  en  qué  Código,  ley  ó 
reglamento  apoyan  su  aserto  los  sustentadores  de  ^mejante  equipa» 
ración?  Confieso  francamente  no  haber  hallado  precepto  alguno  que 
lo  justifique,  antes  bien  existen  signos  y  prescripciones  convincen- 
tes de  la  desemejanza  entre  la  moneda  verdadera,  y  los  títulos  al 
portador. 

2.^  Los  efectos  públicos  al  portador  tienen  dos  signos  estemos 
que  tos  individualizan,  á  saber:  la  serie  y  el  número  de  orden;  la 
moneda  carece  de  dichos  signos,  y  esta  es  la  primera  y  mas  sustan- 
eiai  distinción.  El  efecto,  al  portador  no  lleva  en  su  sustancia  el  va- 
lor que  simboliza,  sino  que  es  meramente  el  título  representativo 
de  ese  mismo  valor,  á  la  manera  que  la  copia  de  la  escritura  simbo- 
liza la  cosa  comprada;  pero  la  moneda  no  es  el  título,  sino  el  pro* 
pió  valor  específico  que  desaparece  si  se  pierde  ó  es  robada.  De  es- 
ta segunda  diferencia  se  sigue  la  tercera,  á  saber:  que  si  una  ó  ma^ 
monedas  son  perdidas,  ó  robadas,  al  perjudicado  no  le  queda  casi 
recurso  alguno  de  reintegro,  mientras  que  el  dueño  de  efectos  pú- 
blicos al  portador  que  justifica  plenamente  su  destrucción,  ro- 
bo, etc.,  solicita  y  obtiene  un  duplicado  de  esos  mismos  títulos,  co^ 
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sujeción  á  las  formalidades,  establecidas  al  éfeétó  (JLÍ.  §.  S.^).  Las 
Reales  órdenes  de  31  de  Jutio  de  1847  y  28  de  octubre  de  1880  es- 
tablecen la  forma  dé  ceríitícar  ios  [pliegos  comprensivos  de  efectos 
•de  ia  Deuda  pti1)lica,  y  el  óbjefo  dé  estés  certificados  es  que,  en  caso 
de  sustracción  ó  estravío,  se  den  los'dnplibados  á  los  dueños  de  foá 
títulos  certificados  y  estraviados,  coind  lo'  vemos  comprobado  coa- 
ejemplos  (41).  Además  de  éstas  diferencias  snstancialeá/etisten  otras 
accidéntales  que  resista  la  equiparación  entre  lo's'eféctios  públicos  > 
al  portador  y  la  moneda;  porque  los  primeros  no  pueden  negociar* 
se  sino  con  la  intervención  dé  los  ajentes  de  cambio,  y  en  la  Bolsa, 
según  las^  prescripciones  de  la  ley  vigente  (42):  prescripciones  fuá- 
<dadas  en  altos  motivos  de  cohvenietícíá  pública  (&),  sin  uso  alguM 
<eon  relación  á  ia  moneda. 

.3.^  Pero  aun  en  la  hipótesis  de  que  los  títulos  al  portador  se 
bailasen  equiparados  á  la  moneda,  todavía  sostendríamos  que,  piro- 
bado  haber  sido  tales  títulos  ó  monedas  objeto  de  un  hurto  ú  robo, 

deberis^  decretarse  su  restitución  al  robado,  ni  mas  ni  menos  que  sí 

-----     ■  ■  -  ' -    ■       

<4{)    Véasela  nota  7.  ' 

(42)  Lev  provkjíoiial  de  8  de  febrqro  de  1854:  artículos  15, 3i  y  sus  con* 
bordantes.  Hay  quienes  creen  que  los  comerciantes  pueden  contratar  á  do- 
micilio sobre  efectos  públicos;  pero  este  es  un  error:  el  art.  9.**  solo  autoi*!- 
za  á  los  comerciantes  para  eomra;tar  sobre  efectos  mercantiles,  mas  no  so* 
bre  efectos  públicos. 

(43)  En  buenos  principios,  todos  los  comerciantes  deben  estar  autoriza-* 
dos  para  tratar  entre  sí  en  asuntos  mercantiles,  sin  necesidad  de  ájente  in* 
termediado;  pero  altos  motíTos  de  eonvecneneia  pública  aconsejan  que  todaii 
las  operaciones  sobre  efectos  públicos  se  hagan  forzosamente  con  interven- 
ción de  ajentes  de  cambio:  esta,  fornjia  de  contratación  ofrece  ventajas  al 
Oobierno  y  á  los  particulares. -^Ál  Gobierno,  porque  siendo  tan  inmensa  la 
masíi  de  su  deuda,  seria  muy  fácil  introducir  en  el  mercado  una  porcioo. 
crecida  de  títulos  falsos  que  comprometiesen  su  crédito;  lo  cual  se  aleja  exi- 
giendo que  en  estas  operaciones  intervengan  oficiales  familiarizados  con 
los  efectos  públicos,  é  interesadas  en  descubrir  ios  falsificaciones,  por  ia 
responsabilidad  que  se  les  in^pone.^—Y  $s  también  favorable  á  los  particu- 
lares, porque  se  evitan  muchos  riesj^os  personales  y  pecuniarios  coatratua- 
do  por  unte  un  ájente  que  -garantiza  la  legitimidad  ele  los  títulos,  la  per*- 
aonaiidad  de  contratnntes  y  la  eficacia  de  la  obligación.  Casi  todcvs  lo^  pro-* 
cesos  conocidos  sobre  sustracción  de  títulos  proceden  de  adquisiciones 
hechas  sin  intervención  de  ájente:  los  ladrones  no  se  atreven  fácilmente  á 
proponer  una  venta  de  efectos  robados  á  uo  oficial  público.  Sin  embargo,  es 
tal  la  fuerza  de  los  hábitos  arbitrarios  arraigados  entre  nosotros,  que  son 
rarísimas  las  operaciones  al  contado  consumadas  con  intervención  de  ájente 
de  cambio:  intervienen  ajentes  intrusos,  Yuigo  Zurupetos,  quienes  cobran 
su  corretaje  como  ajentes  públicos,  y  si  alguno  reusa  su  intervención,  lle- 
van su  osadía  hasta  el  punto  de  censurarle  durapíiente,  cook)  sucedi6  algu* 
na  vez  á  mi  presencia. 


M  transe  de  w  c^lo,  de  cif^rte.  cjwiiidjid  de  (ngo^  ete.^  e^;.  Por 
que  Totvemos  4.  repetido»  el  artícólQ  116  del  Código  penal  contiene 
un  precepto  absoluto;  «la  reslitucioa  deberá  bacerse  de  la  mi$ma 
cosa  siempre  que  sea  posible...  auucpie  la  cosa  te  halle  eo  poder  de 
un  tercero,  y  e«te  la  haya  adquirido^nor  inedio  legal,  salva  su  repe*^ 
ticiou  contra  qaien  le  corrf^pouda:»  por  ,consigttieote«  su  aplica- 
cien  procede  ea  to^o  caso»  eatrptaato  que  ua  precepto  especial  a(^ 
lo  modifique*  ¿í  ^i^iste  alguna  exf nciofi  i  fanur  de  la  moneda  roba- 
áA%*.  No;  la,  ^  difi^rencia  exisfen^  ánq  iavor,  nace  de  su  natura- 
leza^ mi«o^,  ¡es. decij*,  de  la  dificultad  casiinvenicible  de  comprobar 
qpe  ^es  monedas  son  las  mismas  rque^  fueron  robadas.  Porque  las 
monedas  son  iguales;  no  tieaeQ  serie  ^im/umera^n ;  llegan  solo  el 
aSo  de  su  acuñación ^  y  dentro  jdp  e^te  ano.y  coa  los  mismos  tjro- 
queles  pueden;  haberse  i^uSiüdo  millón^.,  de  elfas»  De  aqu^  y  soI<^ 
de  aqui„nace  la  difícult^.deid^ntific^urlas;  pero  si  asi  y  todo,  es- 
tas dificultades  se  vencieran  en  m  candado ,  y  se  comprobase  fue 
tales  monedas  halladas  en  poder  deán  terqero  fueron  Jas  hurtadas 
ó  robadas,  los  Tribunales  d^  justiciía,  f^yas  ati^ibuciones  est&n  cir- 
cíonscritas  ¿  ejecutar  la  lef ,  ájiuifar  scfun  ella ,  y  hacer  que  se 
ejecute  lo  jii;^gado^.  decre^taríoA.  la  restítuciofi.ó  devolución  de  la» 
monedas  robadas  ,.como  pem^  iapcesofi^^^ieci^ia  del  delito  perse- 
guido (HD- §^  V  y  3^*).         n.      V..  ,: 

1.^  Demostrada,  en  mi  juicio ,  |a  derogación  del  art.  'í/  del 
Real  decreto  de  10  de  jseüpmbjre  df(  1831 ,  y  la  sumisión  de  los 
efectos. páblicos  al  pprt^pr  i  las  l^yesre^ladoras  de  la  propiedad 
mueble  0ÍJ11.  §§.  3.%  4/.  y  S.!Oi  y  dej^ostrado  también  qiie,  aun 
en  la  hipótesis  de  ser  áxchps  ef^ptos  s^fijanfes  á.Ia  moneda ,  dada 
el  caso  de  e^tar  plenamente  prohado/ que  determinadas  mone4a» 
fueron robada$,  su  restituck)n  procedería  cotí  arreglo  á  las  leye» 
dviles  y  sd  art..  116  del  Código  penal. qon  olías  concordante ^  ya  no^ 
es  de  esti]fi5ar,  que  los  Tribunales  dicten  providencias  mandando  re- 
tener ciertos  billetes  del  Banco  de  Espima,  y  noticiarlo  á  la  DJrec- 
^ciouide  djyp^o  esti^bleqmiefito  para  la  cyeQtliúon.de  e^tjS/ precepto; 
poniuec^  arreglo  .8^1  art..  61  del  ir^lamento  provisippal  para  .la 
administración  deji^s^icia,  wo  ^e  lo3.^  primeros  deberes  del  Juez^ 
instructor  de.uá  proceso  /es  asegtwar  ios  efectos  en  que  consiste  el 
delito,  6  lo  que  es  igual ,  Jo?  IjíUlst^  ¿  ^ec^^  ^.^porladj^r ,  \9»jindo 
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esmáadabtéíel'rólK)  'Ae  cíerton  ndmerod  dcítérmiiiados  de  eÍlo!s:'el 
Oóbiehio  mismo  ordena  esté  procedimiento  coa  oeasfon '  de  briier 
dispuesto  cierto  acreedor  pignoraticio  deun  crecido  nütneró' dé 'tí- 
tulos del  3  por  400  (44).  '    *• 

'  ±^    Póf  fortuna  ^n  rarísimos  los  ejemplos  de  retenciones  de 
númtrMsr  determinados  déüiillétés  del  Banco,  no  recordando  sino  el 
meñcíoftiado  anterió^m'énté^  (II.  §i '3.^) ;  mas  pudieran  íriultlpticarse, 
y  el  femedib  nb  puedeTenírdé  la  justicia,  sino  deí  poder  legístóti-^ 
vo  ú  de  la  ádministr^cibtt'dél  tírojiiéBarncó.  Aliñ  cn!aiid6  süá  bilté^s 
«e  diferencian  dé  lainótíeda,  loí  cierto  es'qiie  circíáláii  febmó'  tál/'y 
hacen  sui  veces  entre  comerciantes  y  partícalares:  cuando  se  entre- 
ga ó'reéibe  una  suma;  t^ádie  repara  et  número  de  los  billetes  V^ino 
las  eantidáUes  que  representan.  Lo  propio  sucede  en  los' depósitos 
'hécEosr'éoi' manos  de  ^rti(Ml^és  ó  en  las  cajas  dé  íos^fóbletí- 
mientes'  públicos:  ^i  se  constituyen  c6n))¡netbs  del  Banco  de  Tispalíá, 
'el  dbóúmeñto  que  Ib  acredita  isolb  menciona  lá  caMidad ,  á  diféféá- 
cia  de  loé  áepásitós'cónsisteútes^  éá  efectos  de  la  Deutfá  púMrca,  f¿s 
cuales  se  redactan  con  espresion  de  far  serie  y  numeración  de'Iós 
*  mismos  éfélctbsdépo^ádos:' Be  ésta  (fifersa  ¿ostumbr^  éii  la  cóhs- 
'  litucioh  dé  los  áepósitós  se  sigue  qtíé;'én  el  prinier  caso/  ¿I  ¿fepósi- 
tario  sólo  és  deudor  dtf  íianílíferd ;  y  eíi  el  ségnndo,'dé  especie:  esta 
es  la  razón  porque  son  mas  raros  los  casos.dé  restítócitm  de  bflíetes 
del  Banco,  que  los  de  efectos  p^l^lpos  al  portador.  Mas  supongamos 
la  existencia,  de  un  depósito  cpn  espresion  del  numero  de  los'  billetes 
que  íe  cbii^títúyén;  y  qné'éát^s'  ion  süátiíaíflós.  ¿Pueden  lég^lm'ente 
proveer  ios  f  r¡ WnáW  ¿ü' retfendóh ,  sí  fueren  hal&dbéf  iPbdlríáü, 
en  su  óasáf  décretát  la  restiíucióh'dé  esb¿  mismos  biljetés/si  liiesein 
con  otíortuúidad  retenidos?  To  Téáufeívp  afirmátiválñebte  ambas 
cuestiohes/y  tte  fuíidó  cá  los  mi^moá  argumentos  utilizados  al  ha- 
"  Mar  tf^  ló^' efectos  públicos  y^dé  la:  moneda:  en  España  no  hay  ley 
'  especial  ^tó  iáqúe  estb/Vafóréfe  del  círculo  de  la  riqueza  mueble /y 
mientras  Iño^é  prnehé  lo  Contrario,  cnanto  se  diga  conti'a  lá  resti- 
tución de  iKchós'  valot^e^  son  dbclámáóióhU  désprbvistas^^  de  legal 
apoyo:  ••"•"••:    ••    '(;■'   •'■     ••■'•  ^^    -'     '■-•••■  ^    '-■  ' 

3.^    Vcirdad' es  que  seníejantes  providencias  de  los  tribunales  no 

'  li^njéan  él  interés  del  Bknoo  de  EspaSa;  no  porque  lastimen  su  cVé- 

dito  como  alguno  afirina:  el  crédito  es  ajeno  á  los  preceptos  jndicia- 


<44) '  Véase  !a  tiota  nbm.  i,  párrafo  asegundo. 
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''lésprév^jitiVósó  iréslitptorios'^e  uñod  billetes  tobado?,  como  es  tam* 
Bien  ajeho 'del  crédiá)  idél  ácéj(»tatlte/  la  providencia  que  manda  sus- 
pender éípagó'/de  uhaiet^^  robada:  Loqué  sé  mortifica  realmente  es 
el  inferes  del  Banco  i^AéV  ^í  meúüdeá^n' semejantes  'providencias 
judiciales,  muchas  personas  reusarian  aceptar  un  papel-Ynonedaí  es- 
puesto  a  tales  contingencias.  ¿Mas  es  solo  e§te  el  riesgo  que  corren 
el  Banco  de  España  y  los  tenedores  de  sus  billetes?  ¿No  corren  ries- 
gos mayores  y  más  frecuentes  cóti  ocasión  de  las  falsificaciones  de 
dichos  l^iílétpisf  t*efí  ^eméjañíés  casos ,  ¿  qu^.se  hace  para  obtener 
d«íos  tribúnsfiés  la  ¿omproDáóiói)  del*  ctímeñ  y  el  castigo  de  sus  au- 
tores? Keflexíonemos  sobre  estas  preguntas,  Ijorque  cuantos  medios 
utilice  el  Banco,  y  Iqs  tribunales  para  comprobar  losáutofes  de  ta 
falsedad,  otros  tantos  pueden  einpTeai^  para  convencer  el  robó  de 
uhós  billetes  determinados. 

4/  Supongamos  que  se' presenta  en  lá  Caja  del  Banco  de  Cspa- 
ná  lina  pér^dúáj^of^dórá  debelen  miF  reales  en  billetes,  de  los  cua- 
les sonfaísWía'mhadJ'^^^  dét Banco  en  pre- 
sencia de  un,  suceso  de  está'  esjpbcie'?  El  piptttadó  Interpelante  dijo 
ser  común  eñinglatérrá'lá 'falsificación  délos  billetes  delBanc¿; 
jpero  que  ^ú' él  nioménto' que  se  advierte  síe  cambia  ef  timbre,  sin  de- 
jar por  £so  áe' pagar 'lo$  billetes  tilsificádos  (ti.  §.  5*.)*  Ignoro  si  es  ó 
no  cierta  ésta  costumbre;  áün  cüañdó  nada  veo  en  ella  de  estraordi- 
Aario;  pues  sTla  eventualidad  dé  üná  falsificacioü^supone  la  pérdida 
dé  una  cre.cidá[súipa;Wtó  está  compensada  con  la  facultad  de  emi- 
tir un  Capital  eñ  jiápel  mujf  superior  á  su  activo,  y  con  la  innienáa 
Snáncia  que  suponen  los  Ülve^soé  medios  de  destrucción  de  sus'bi- 
tes.  Sumé  'él  Báncó  dé  EJ^paSisi  cada  año  el  importé  de  estas '  ven- 
tajas,  y  seguramente  obtendrá  un  lucro  inmenso ;  pues  lo  racional 
seria  qué,  en  éóm^eñsácion  dé  ésías  tnismas ;  ventajas ,  cargaste  con 
el  inconveniente  de  fndeUinizar  áf  portadol:  de  bttená  fé  dé  uno' ó 
más  billetes  falsos:  poi^quéeasí  la  totalidad  de  las  personas' Bnt^ 
quienes  circulan  estOs  valores  desconoden  sus  signos  distintivos ,  y 
si  alguna  véz  t^¿éren^én^á5a¡dbs^  resbtirían  en  lo  sucesivo  esta  es- 
pecie de  papel-moi^édá!  ¿Procede  el  feíñco  de  esia  suerte?  Sí  su  con- 
ducta es  a6rmátíva,l4itiismá.tá2on  de  alfó^^  la  circulación  de  sus 
billetes  acoñséla'qiie  ibdéíúnice  del  propio  modo  á  quienes  los  reci- 
bieron ignorando  sú  vicioso  origen;  pero  sí  el  Banco'dé  España  no  ili- 
demniza  á  los  piortadolrés  de  buena  fé  de  billetes  falsos,  no  tiene  ni 
tvá  pretesto  para  ehtorpeber  la  accióA  de  la  justicia,  cuando  ésta  )e 
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manda  retener  uno  6  mas  billetes  robafips:  porque  la  ^etepcion  j 
pérdida  de  los  billetes  falsos  declarada  legal  á  favor  del  Banco»  no 
puede  calificarse  de  ilegal  cuandose  decretan  por  virtud  de  ün  robo 
contra  un  particular,  á  quie^i  fueron  violenta  ó  clandestinamente 
sustraídos. 

8.^  Ora  pague  ó  no  el  Banco  lo!^  billetes  falsos  presentados  en  su 
caja.  ¿Qué  hace  con  el  portador  de.^sos.  mismos  billetes?  ¿Lo  deja 
ir  sin  someterle  á  pesquisa  alguna,  ó  lo  detiene,  ó  cuándo  menos  dá 
parte  al ,  jyez  competente,  con  espresion  de  la  persona  y  domicilio 
del  portador?  Si  el  Banco  indemniza  al  portador  del  billetQ  falso  y 
le  exime  de  toda  pesquisa  judicial,  es  consecuente  al  resistir  la  di^* 
tención  de  un  billete  robado,  y  del  portador  del  mismok  Has,  ^i  no 
estoy  equivocadoj,  el  Banco  ño  Ija  procedíclo  de  est^  suerte,  ni  pro- 
cedería en  lo  sucesivo,  si  se  repitiesen  las  falsificaciones  de  sus  bi* 
lletas.  Esto  equiyaldria  á  dejar  impune  m^  crjmen  gravísimo,  de 
funestas  consecuencias  para  el  Bai^CQ  y  paralas  particulares  entre 
quienes  circulan  sus  biUetes.  ¿Qué  niedio  mas  racional  de  buscar  lo» 
autores  de  la  falsedad,  que^l  de  interrogar  a¡l  portador  ¿  portado- 
res de  los  efectos  falsos?  £!n  buen  hora  que. no  se  moleste  al  inqui- 
rido sino  dá  razón  de  quién  se  lo  entregó^  y  si  por  W  circu^iistanciá» 
que  en  él  concurren  aleja  de  sí  la  sospecha  de  criminiilídad;  mas 
persona  alguna  medianamente  conocedora  de  las  formas  del  enjui- 
ciamiento crimina]  puede  ignorar  que,  denunciados  como  falsos  unos 
billetes  del  Banco,  la  primera  actuaciojí  ()el  Juez  seria  inquirir  deja 
persoga  en  cuyo  poder  se  hallaron^  el  nombre  de  aquella^  4^.  quien 
los  hubo;  de  suerte  quq»  ó  el  Banco  pmite  denunciar  la  falsificación, 
cuando  menos  sijgila  los  nombres  de  Jas  personas  que  presentaron  en 
su  caja  los  billetes  falsos,  ó  no  hay  medio  de  espusar  á  estas  persó- 
ñas  la  vejación  de  ser  judicialmente  inquirídos:  porque  los  Jueces  y 
tribunales  tienen  el  ^eber  de  convencer  la  e^^istencia  de  los  delitos 
y  sus  autores  por  üjoáos  los.  jñ^^joa  que  ^u  inteligencia, y  cel^  les 
dicte,  y  uno  de  los  medios  mas  raQJonales  de  averiguar  el  origen  de 
un  documento  falso,  es  el  de  interrogar,  a  la  p^i^oo^a  e^^  cuyo  poder 
sehalKpor.elnopbredeiagueseloeotregó^^^^   ,^  .  ,/ , 

6^^  ^i  mis  noticias  son  ciertas,  él  proyecto  de  ley  preparado  por 
el  Gobierno,  sobre  restablecimiento  del  art.  7/,  del, fteal  decreto  de 
10  de  s^tiembife  áe  Í831,  contiene  algunos  artj(c'uíps  que  pondrán, 
remedio  á  la.  alarma  consiguieoíte  á  dejai^  fiiera  dp  circulación  los.p- 
Jleies  del  Banco  de  España  que  bu^e^easi^Q  robados,,  y  ^adie  oja» 
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interesado  qae  el  Banco  en  que  dicho  proyecto  obtenga  la  sanción 
de  los  poderes  constitucionales;  pero  aun  podria  hacer  el  Banco  algo 
mas  por  si  mismo.  Con  la  legislación  vigente  en  España  sobre  la  reí* 
vindicación  de  la  riqueza  mueble,  no  hay  memoria  de  que  un  Tri- 
bunal haya  mandado  restituir  unas  monedas  de  oro  ó  plata  que  hu- 
biesen sido  robadas,  de  las  que  tienen  curso  legal  (4S),  cuando  fue- 
ron» halladas  en  poder  de  un  tercero,  y  esta  carencia  de  ejemplos  solo 
es  debida  á  la. casi  imposibilidad  de  identificarlas.  Pues  estudióla 
administración  del  Banco  si  es  conciliable  suprimir  en  sus  billetes  la 
nameracioD,  único  signo  que  los  individualiza;  y  si  esta  cuestión 
puede  resolverse  afirmativamente^  quedarán  removidos  los  incon- 
▼enientes  de  la  comprobación  de  los  efectos  robados. 

XXVI. 

CONCLUSIÓN. 

En  resumen,  mi  opinión  es  que  la  jurisprudencia  sentada  por  la 
Beal  Audiencia  de  Madrid  favorable  á  la  reivindicación  de  los  efectos 
públicos  al  portador  es  conforme  al  espíritu  y  letra  de  la  legislación 
vigente^  y  que  supuesta  la  convicción  plena,  legal,  evidente  de  que 
determinados  efectos  de  la  deuda  pública,  determinados  billetes  del 
Banco  de  España,  ó  determinadas  monedas  fueron  hurtadas  ó  roba- 
das, la  justicia  no  puede  prescindir  de  acordar  su  retención  y  en  su 
caso  decretar  su  restitución  siempre  que  sea  posible:  siendo  solo 
atributo  del  poder  legislativo  alterar  esta  situación  de  las  cosas,  si 
fuese  realmente  contraria  al  crédito  déla  nación,  y  de  los  estableci- 
mientos públicos  autorizados  para  emitir  billetes  equivalentes  á  la 
moneda. 

Bomngd  Rivera. 


(45)  Durante  la  última  guerra  dinástica,  un  ajante  diplomático  estran je- 
ro  faé  robado  en  la  Mancha,  y  éntrelos  objetos  robados,  existían  unas  rao- 
nadas  sin  curso  legal  en  España.  Se  instruyó  un  proceso,  y  en  é!  se  man- 
daron restituir  las  monedas  halladas;  cuyo  precepto  se  pudo  cumplir  porque 
semejantes  monedas  no  podían  confundirse  con  otras  semejantes:  si  las  mo- 
nedas hubiesen  sido  francesas  6  españolas ,  la  restitución  habría  sido  pro- 
.  bablemenle  imposible. 

I  TOMO    XVI.  í'í 
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DE  LA   LEfilTIMÁm. 


ARTÍCULO  1.^ 

En  la  profunda  y  filosófica  díscucion  de  que  al  comenzar  esta 
centuria,  fueron  objeto  todas  las  instituciones  jurídicas,  vióse  alzar 
la  voz  de  eminentísimos  jurisconsultos  que  con  noble  ardor,  con  ge- 
neroso entusiasmo,  con  elevado  espíritu  de  justicia  y  con  verdade* 
ro  celo  por  la  felicidad  de  los  pueblos,  sometieron  al  debate  todos 
los  principios  en  que  descansa  el  derecho  privado  de  las  naciones, 
derecho  creador  de  ese  orden  magnífico,  portentoso,  maravilloso  de 
relaciones  que  estrechan  íntimamente  al  individuo  con  el  individuo 
en  la  vida  social.  Todo  fué  sabiamente  discutido,  todo  fué  sabia- 
mente depurado  por  los  hombres  que ,  forzoso  es  decirlo,  llevan  la 
primacía  de  la  reforma,  al  par  quo  de  la  ciencia  y  el  talento.  Los 
jurisconsultos  franceses,  han  legado  á  el  mundo  un  riquísimo  tesoro 
de  legislación  que,  lejos  de  ser  estéril,  ha  servido  para  modelar  la 
mayor  parte  de  los  códigos  civiles  de  Europa. 

En  tan  elevada  tarea,  en  tan  gigantesca  empresa,  inútil  es  de- 
cir que  figuró  dignamente  la  familia,  savia  fecunda  de  la  sociedad, 
verdadera  arca  santa  donde  se  encierra  todo  lo  grande  y  magestuo- 
so,  que  viene  á  terminar  el  no  menos  magestuoso  y  grande  edificio 
social;  objeto  indispensable  de  la  reforma,  si  hubiese  de  rendir  á  la 
civilización  el  primer  tributo  de  respeto  que  se  la  debe,  el  desen- 
volvimiento moral  y  justo  de  los  muchos  y  complicados  derechos  que 
la  constituyenl  Pero  en  la  familia  lo  primero,  lo  esencial  era  sentar 
las  bases  de  su  legitimidad ;  era  fijar  las  reglas  que  determinen  la 
pureza  ó  impureza  de  su  origen.  Prescindir  de  la  legitimidad,  ol- 
vidar ese  atestado  de  pureza,  es  dar  lugar  á  que  los  derechos 
vacilen,  se  «confundan,  se  debiliten,  se  ofrezcan  velados  por  la  du- 
da que  es  muchas  veces  su  verdadera  negación.  Para  fijar  esa  su- 
i)lime  condición  de  vida  de  la  familia,  la  legitimidad,  era  preciso 
acudir  ante  todo  á  un  hecho  consagrado  por  la  naturaleza  y  santifi- 
cado por  la  ley  universal,  el  matrimonio,  que  bajo  el  sello  religioso 
j  bajo  el  amparo  de  la  ley,  debia  de  ser  forzosamente  el  origen 
puro  de  donde  se  viera  descender  á  la  familia.  Fuera  de  él,  el  rigor 
de  la  moral,  el  esclusivísmo  de  ciertos  principios,  parece  que  acón-* 
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sejaban  no  reconocer  otra  procedencia,  no  reconocer  otra  dase  dr 
tmiones  ni  en  sí  mismas,  ni  en  sus  consecuencias.  Pero  la  sociedad 
marcha  de  distinto  modo;  el  hombre  para  quien  se  hace  la  ley»  no 
sigue  siempre  la  recta,  porque  los  impulsos  del  corazón,  porque  los 
estravios  de  las  pasiones,  le  haui  hecho  siempre  andar  el  camino  mas 
costoso  y  mas  largo:  el  legislador  tiene  que  seguirle  porque  su  obn^ 
«s  para  este  mundo;  él  mas  allá  tiene  quien  le  rija  soberanamente 
j  quien  le  exija  la  responsabilidad  de  sus  acciones.  Por  esto  si  no 
habia  que  sancionar  ciertas  uniones  ilícitas,  habia  por  lo  inenosque 
transigir  con  ellas  para  no  dejar  sus  frutos  abandonados  á  la  incle* 
inencia  de  la  injusticia;  habia  que  reconocer  como  necesaria  la  crea- 
-cion  de  un  medio  con  que  se  pudiera  elevar  á  la  esfera  de  la  legici«^ 
midad  á  lo  que  había  nacido  fuera  de  ella.  Esto  ciertamente  ni  po* 
4ia  estenderse  á  Ma  clase  de  uniones  ni  á  todo  género  de  deseen- 
«dencia;  hubiera  sido  consagrar  el  escándalo :  por  eso  se  limitó  á  las 
eonocidas  con  el  nombre  de  concubinato,  que  rectamente  entendido« 
no  supone  mas  que  el  comercio  carnal  de  dos  personas  que  pueden 
unirse  por  el  matrimonio.  Vino  como  por  la  mano  la  obra  del  em- 
perador Constantino:  una  ficción  de  derecho  que  d¿  á  los  hijos  na*^ 
turales  todas  las  condiciones  de  legítimos,  la  legitimación  por  el  ma- 
trimonio subsiguiente.  £ste  medio  que  á  primer  golpe  de  vista  pa- 
rece tan  racional  y  tan  justo^  á  pesar  del  anatema  de  Justino  y  del 
silencio  de  la  legislación  inglesa,  ha  sido  puesto  en  tela  de  juicio» 
considerándose  por  unos  como  elemento  fecundo  de  moralidad  y  de 
orden  social ,  y  por  otros  coíno  inagotable  germen  del  concubinato. 
En  esta  situación,  ¿qué  partido  adoptar?  Este  es  el  primer  punto 
que  nos  toca  dilucidar  y  resolver. 

Hombres  eminentes,  jurisconsqltos  profundos  y  sabios  legisla- 
dores como  D^Aguesseau,  Portalís,  Tronchet  y  otros  no  menos  res- 
petables, han  impugnado  esa  legitimación  como  inmoral,  á  pesar  de 
que  la  historia  la  ha  sancionado  y  los  legisladores  modernos  la  han 
reservado  un  lugar  en  los  códigos. 

Si  se  ha  de  conservar  la  bella  armonía  de  la  ley  moral,  ai  la  fa« 
>  milia  ha  de  hallarse  basada  en  un  hecho  decente  y  deeoroso,  no  de« 
be  reconocerse  otra  causa  que  la  debida»  que  e\  matrimonio.  Salir  de 
aquí,  traspasar  este  limite  legal  y  ^q^S^^'  reconocer  para  eHa  otra 
origen,  es  transigir  con  pasiones  (^^  aa\^^  toíftwiUtlas  y  dar  i^  la 
sociedaíd  un  escándalo,  mas  grave  ^  Wv^ft^^  ^^^^  porque  procede 
ide  la  ley.  Si  á  la  moral  interesa  v  \V  \.\V^  ^^^  ^  come^eVi  4i^  V»a 
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'dos sexos  se  verifique  dentro  del  matrimonio,  toda  otra  unión,  todo^ 
otro  comercio  que  fuera  de  él  se  realice,  es  ilícito,  pecaminoso,  in- 
morsü,  y  nunca  por  ningún  motiro  deben  sus  frutos  ser  elerados  4 
ht  esfera  de  la  legitimidad.  Es  una  necesidad  imperiosa  la  de  esti- 
mular al  matrimonio  coMbiendo  indirectamente  las  uniones  ilieítas, 
eon  la  negaeion  de  los  derechos  de  legitimidad  á  los  hijos  que  de 
ellos  nazcan;  es  preciso  que  los  que  legalmente  pueden  estrecharse 
por  el  santo  Vinculo  no  confundan  sus  corazones  sino  después  de  hat- 
berlo  hecho,  ya  que  ningún  obstáculo  formal  se  lo  impide;  es  preci- 
so que  sepan  los  coñcubinarios  que  van  á  condenar  á  sus  hijos  ¿  la 
desgracia,  pues  con  evidente  mala  fé  y  con  conciencia  de  la  iomora- 
lidftd  del  acto  que  consuman,  debe  levantárseles  una  barrera  que 
les  detenga  en  la  senda  de  sus  estravfos.  El  matrimonio  que  es  una 
necesidad  material  de  la  especie  humana,  es  al  mismo  tiempo  una 
necesidad  moral  que  raramente  se  satisface  si  antes  de  contraerle  se 
apura  la  ilusión  que  constantemente  le  produce;  santo  y  moral  de 
suyo,  no  debe  servir  nunca  para  confirmar  otra  unión  reprobada  ni 
aun  en  sus  mas  grandes  consecuencias;  es  necesario  también  que  de 
la  ley  no  salga  una  confesión  franca  y  esplícita  de  las  pasiones  hu- 
manas. El  mismo  Constantino  á  quien  se  debe  la  legitimación  de 
que  ahora  tratamos,  reconoció  tácitamente  todos  estos  males  cuan- 
do no  se  atrevió  á  estenderla  para  el  porvenir,  sino  que  la  limitó  á 
los  hijos  naturales  engendrados  al  tiempo  de  la  promulgación  de  la 
ley.  Uno  de  sus  sucesores  en  el  imperio,  Justino,  la  proscribió  con 
estas  palabras :  in  postertm  vero  sdant  omnes  legüimis  matrimo- 
niiskgitímam  sibi  posterüatetn  qtUBrendum;  injusta  nanque  libidi- 
num  desideria  nulla  de  costero  defendit;  y  en  fin  la  legislacioa 
de  la  Gran  Bretaña  no  la  ha  dado  cabida  entre  los  medios  de  cons- 
tituir la  patria  potestad.  Como  si  esto  no  fuera  bastante,  la  legitima- 
ción por  subsiguiente  matrimonio  puede  dar  lugar  á  fraudes  de  la- 
mentables consecuencias,  haciendo  legítimo  á  un  hijo  que  ni  siquie- 
ra fuera  natural.  Bé  aquí  cuanto  pudiera  decirse  por  los  enemigos 
mas  francos  de  ella;  pero  ni  estas  consideraciones  ni  otras  que  pu- 
dieran alegarse,  serán  nunca  suficientes  para  proscribir  de  los  có- 
digos la  legitimación  de  que  tratamos. 

Cuando  las  cuestiones  de  moralidad  han  de  resolverse  en  el  vas- 
to campo  de  la  legislación,  hay  que  ver  en  ellas  una  espada  de  dos 
filos  que  puede  herir  al  mismo  tiempo  á  la  justicia  y  á  la  moral  pú- 
Uica  qae  á  la  moral  individual;  hay  que  colocarse  en  la  peligrosa 
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sitoacioii  de  elegir  entre  dos  males»  el  uno  de  svns  gravedad»  de 
mayor  trascendencia,  porque  Tá  á  afectar  al  caerpo  general  ét  la 
sociedad;  el  otro  mas  tenue,  aunque  ei^to»  que  aféela  direclaaieild 
al  individuo.  En  tal  conflicto,  sí  es  que  conflicto  puede  Mamarse» 
¿qué  rata  faabr&  de  seguir  el  legislador?  No  veo  que  la  eleccioa  sea 
dudosa,  evitar  siempre  el  mal  mayor.  Esto  es  lo  que  se  hace  sando- 
nando  la  legitimaciea  por  subsiguiente  matrimonio^ 

Confieso  con  lealtad  y  paladinamente,  que  toda  unión,  que  lodo 
comercio  carnal  consumado  fuera  del  matrimonio,  por  personas  que 
no  tenían  impedimento  ninguno  para  casarse  cuando  delinquieron, 
es  un  hecho  inmoral,  ilícito,  y  por  consiguiente  reprobado.  Goafieao 
también,  la  mala  fé  que  existe  entre  los  que  le  realizan;  finalmente 
^nfieso  que  la  sociedad  está  altamente  interesada  en  fomentar  el 
matrimonio,  aniquilando,  si  es  posible,  la  harragania.  ¿Pero  será  el 
medio  seguro  de  conse^irlo  imprimir  en  la  fuente  de  la  descenden«» 
cisL  el  estigma  de  la  reprobación  legal,  ó  el  sello  de  la  legitimidad? 
Para  mí  es  concluyente  que  debe  adoptase  el  segundo  medio . 

Mal  es  y  muy  grave  el  que  producen  las  uniones  ilícitas ;  pera 
desgraciadamente  son  un  hecho  positivo  que  se  presenta  realizada 
en  todos  los  tiempos  y  en  todos  los  pueblos,  en  mayor  ó  en  menor 
escala  por  todas  las  clases  de  la  sociedad.  JLa  ley  ba  sido  impotente 
por  do  quiera  para  evitarle ;  es  mas,  alguna  vez  le  ha  sancionado 
terminantemente;  y  no  es  que  ese  hecho  encuentre  apoyo  en  la  0|^i- 
nion  pública,  como  sucede  con  el  duelo,  lo  que  con  tai^a  conslancia 
le  haya  sostenido;  es  que  procede  de  la  mas  impetuosa  y  violenta  de 
las  pasiones  humanas  que  se  sobrepone  en  su  fabuloso  desarrollo,  á 
los  desdenes  de  la  opinión  pública  y  á  los  preceptos  de  la  ley.  El 
correctivo,  si  es  posible,  ha  de  salir  del  santuario  de  la  familia,  de 
una  educación  moral  y  prudente  que  baga  superior  á  la  inteligencia 
sobre  el  corazón  y  preste  á  k  conciencia  la  actividad  y  ia  sensibili- 
dad esquisita  que  requiere  para  llenar  cumplidamente  las  funciones 
de  su  sublime  y  severa  magistratura.  Pero  hasta  aquí,  no  vemos 
mas  que  ese  acto  simple,  aislado,  sin  consecuencias,  que  es  como  le 
consideran  siempre  los  impugnadores  de  la  legitimación,  porque  de 
otro  modo  ni  siquiera  un  momento  se  concibe  que  la  reprobasen» 
Descendamos  á  sus  consecuendas,  y  la  mas  cafetal  de  todas  es  pro- 
ducir un  individuo,  un  hombre  á  quien  la  ley  le  dá  Jos  derechos  y 
consideraciones  de  tal,  si  ha  vivi¿  ^i  tiempo  y  reunido  las  demás 
condiciones  que  exije;  seria  preciso  i|w>iirrir  en  el  absurdo  para  su* 
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{Mmer  que  el  resnhado  dé  esta  acckm  es  punible  como  la  accíoft 
miraia.  El  hijo  que  nace,  nace  tan  puro  é  inocente  como  el  que  fué 
concebido  dentro  del  matrimonio;  ¿por  qué  condenarle  á  la  orfan- 
tlad  y  á  la  vergüenza  perpetua?  ¿Por  qué  bacerle  responsable  dé  un 
hecho  completamente  estraSo  i  él?  ¿Ha  delinquido  en  algo?  ¿Tiene 
por  ventura  otro  pecado  que  etpe  cado  original  que  borrará  como 
todos  al  fijar  su  tierna  planta  en  los  umbrales  de  la  Iglesia?  Pero 
remos  venir  en  cima  un  argumento  que  ciertamente  ni  nos  asusta' 
ni  debilita  nuestras  profundas  convicciones:  en  ese  caso,  se  dirá, 
sanciónese  la  legitimación  de  los  hijos  de  toda  clase  de  uniones;  si  sxt 
inculpabilidad  les  dá  el  derecho,  su  inculpabilidad  es  siempre  la 
mismia  y  el  derecho  debe  serlo  también;  pero  esta  objeción  cae  por 
su  base  al  considerar  que  fuera  de  aquella  unión  que  supone  siem- 
pre la  posibilidad  de  contraer  matrimonio  al  tiempo  de  la  concep- 
ción de  los  hijos,  que  fuera  de  los  hijos  verdaderamente  naturales^ 
la  legitimación  no  es  posible,  ó  por  que  hay  un  vínculo  anterior 
que  impide  absolutamente  el  .matrimonio,  ó  porque  hay  un  escánda- 
lo monstruoso  que  evitar,  escándalo  superior  á  todas  las  ventajas  de 
esta  legitimación. 

La  sociedad  está  interesada  en  dar  á  los  hijos  la  legitimidad 
siempre  que  no  resulte  una  lesión  profunda  é  irreparable  de  los 
eternos  cánones  de  la  moral;  por  eso  en  buenos  principios,  ni  se  ha 
consentido  ni  debe  consentirse  que  el  matrimonio  pueda  legitimar 
otros  hijos  que  los  verdaderamente  naturales;  es  decir,  los  habidos 
de  padres  que  al  tiempo  de  )a  concepción,  y  solo  entonces,  podiaa 
casarse  justamente  y  sin  la  venia  legal . 

No  es  cierto  tampoco  que  esta  legitimación  fomente  el  concubina- 
to; no  he  visto  todavía  que  ninguno  de  los  autores  que  ha  presenta- 
do este  argumento  como  decisivo,  se  haya  tomado  la  molestia  de 
desenvolverle  para  probar  su  fuerza  aparente.  No,  los  concubina- 
rios  no  piensan  en  tal  legitimación  cuando  consuman  el  acto  que 
les  dá  ese  nombre;  no  se  pretenda  comparar  este  hecho  con  otro& 
delitos  que  se  cometen  ordinariamente,  en  los  que  la  fria  reflexión 
de  los  delincuentes  puede  recaer  sobre  la  mayor  ó  menor  responsa- 
bilidad, ó  sobre  la  impunidad  acaso  que  les  ofrezca  la  ley;  son  cir- 
cunstancias completamente  distintas  las  en  que  se  comete  aquel  y 
estos,  circunstancias  que  no  nos  detenemos  á  esplicar  porque  se  co- 
nocen á  príori  por  todas  las  inteligencias,  desde  la  mas  eminente 
hasta  la  mals  vulgar;  anundamos  esta  idea  para  hacer  comprender 
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qae  la  legitimacioD  no  es  un  estímulo  del  concnbioato»  es.  por  el  con- 
trario un  motivo  impulsivo  á  la  celebración  del  matrimonio.  Si  des* 
eendiéramos  á  examinar  las  distintas  causas  que  en  la  serie  de  los 
tiempos  han  fomentado  y  fomentan  el  concubinato,  veríamos  que 
unas  veces  provenia  directamente  de  la  ley,  como  sucedía  entre  los 
rcMDaaoSy  como  sucedió  posteriormente  en  la  edad  media  y  como 
acontece  hoy  en  algunos  pueblos  de  Europa,  y  veremos  otras  influ- 
yendo indirectamente  en  la  relajación  general  de  la  sociedad,  hija 
de  infinitas  y  de  complicadas  causas;  pero  atribuirle  á  la  legitima- 
cion,  es  confundir  el  mal  con  el  correctivo,  es  confundir  el  medica- 
mento con  la  enfermedad. 

Los  que  se  unen  fuera  del  matrimonio,  si  lo  hacen  en  un  mo- 
mento de  estravío,  no  hay  razón  para  suponerle?  siempre  estravia- 
dos,  no  hay  razón  para  creer  que  esa  especie  de  locura  no  tendrá 
un  intervalo  lúcido  en  elque  brillará  su  inteligencia  vivamente  he- 
rida por  la  dulcísima  impresión  que  por  necesidad  les  ha  de  produ- 
cir la  aparición  del  fruto  de  sus  entrañas;  si  una  pasión  los  estra- 
vió,  un  sentimiento  innato  y  mas  fuerte  que  aquella,  el  amor  á  la 
descendencia,  el  cariño  paternal,  les  impulsará  irresistiblemente  á 
reparar  aquella  falta^  confundiendo  sus  corazones  con  el  vínculo  del 
matrimonio,  y  dando  á  sus  hijos  cuantas  ventajas  y  derechos  les  otor- 
ga este,  y  los  cuales  se  reasumen  en  la  legitimidad;  otro  sentimiento, 
el  del  honor,  les  hará  avanzar  con  paso  precipitado  á  tomar  su  posi- 
ción legal  que  los  libra  de  una  mala  nota  y  salva  á  sus  hijos  de  las 
desdeñosas  murmuraciones  de  la  opinión ;  otro  sentimiento ,  el  del 
amor  á  sí  mismos  les  abrirá  el  camino  franco  para  estrecharse  en  in- 
timidad santa  en  lugar  de  cansarse  de  su  violenta  situación  y  de 
abandonarse  mutuamente  por  su  propia  vergüenza.  ¿Qué  aliciente 
poderoso  encontrarían  ,  si  no  se  les  ofreciera  la  legitimidad?  ¿Cómo 
abrazarían  el  matrimonio  para  presenciar  el  espectáculo  que  ofrecen 
los  hijos  naturales  al  frente  de  los  hijos  legítimos?  Cómo  evitarían 
las  rivalidades  que  entre  estos  produciría  la  desigualdad  de  sus  de- 
rechos? ¿Cómo  se  conformarían  á  tener  ante  sus  bojos  el  testimonio 
constante  de  su  estravío?  ¿Cómo  podría  la  madre  liacer  la  noble  os- 
tentación de  su  pudor,  que  es  la  virtud  y  el  tesoro  mas  precioso  de 
la  mujer?  ¿Cómo  podrían  los  hijos  reverenciar  debidamente  á  aque- 
llos padres  que  le$  habían  condenado  á  la  vergüenza?  ¿Cómo  se  de^ 
sarrollaria  en  ellos  el  honor  y  la  dignidad  al  verse  menguados  en 
sus  derechos  desde  el  día  en  que  salieron  á  el  mundo?  ¿Qué  gratitud 
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sentirían  hacia  sus  padres?  Qué  carino  hacia  sus  hermanos?  ¿Qué  in- 
terés finalmente  por  la  familia  ?  Tampoco  es  raro  ver  que  dos  per* 
sonas  que  han  vivido  largos  años  en  concubinato,  al  acercarse  el  día 
de  la  muerte  del  uno  de  ellos,  contraigan  el  matrimonio  que  los  ja* 
risconsultos  llaman  in  extremü:  en  aquel  terrible  miomento  la  voz  de 
la  conciencia  hiere  ma»  poderosamente  que  imnca  los  tímpanos  del 
moribundo,  los  remordimientos  se  presentan  bajo  su  mas  terrible  as ' 
pectOy  y  si  la  gracia  de  los  sacramentos  les  aplaca,  abré  al  misHio 
tiempo  los  ojos  del  alma,  escita  el  sentimiento  de  la  justicia,  y  el 
que  se  halla  postrado  en  el  lecho  del  dolor,  fija  los  ojos  en  el  pecado, 
contempla  una  mujer  deshonrada,  á  sus  hijos  abandonados  y  se  apre* 
sura  á  reparar  sus  faltas  celebrando  el  matrimonio ,  que  borra  todo 
recuerdo  ingrato,  en  cuanto  á  los  efectos  legales.  ¿Presenciaríamos 
estos  ejemplos  de  piedad  y  arrepentimiento,  si  ese  padre  ó  esa  madre 
que  van  á  exhalar  el  último  suspiro,  no  encontraran  en  la  legitima- 
ción el  medio  de  dar  á  sus  hijos  lo  que  les  faltó  por  no  haber  seguido 
las  prescripciones  de  la  moral? 

Mas  no  paran  aquí  todavía  las  consecuencias  de  no  admitir  la  le- 
gitimación: los  hijos  naturales  que  no  pueden  sustentar  el  apellido  de 
su  padre,  encontrarían  mil  dificultades  para  realizar  un  matrimonio 
medianamente  ventajoso,  porque  no  somos  todavía  tan  despreocupa- 
dos que  al  pensar  en  una  persona  para  compartir  con  ella  ios  pocos 
placeres  y  las  muchas  amarguras  déla  vida,  no  nos  retraiga  la 
impureza  de  su  origen,  cuyos  resultados,  si  bien  se  miran,  han  de 
afectar  en  algo  á  los  descendientes:  y  la  legitimación  por  el  subsi  - 
guíente  matrimonio,  es  el  velo  con  que  la  ley  oculta  la  nota  depresi- 
va de  los  padres  y  de  los  hijos. 

La  legitimación  «s  además  en  la  sociedad  un  medio  preventivo 
contra  los  infanticidios.  Grande  es  el  amor  maternal,  immenso,  com* 
prensible  solo  para  el  que  le  abriga  en  su  corazón ;  pero  es  mayor 
todavía  el  celo  de  la  mujer  para  ostentar  su  pureza  á  los  ojos  de 
los  demás;  quítenla  la  esperanza  de  conservar  esa  estimación,  prí- 
vesela de  legitimar  á  sus  hijos  por  medio  del  matrimonio  y  de  apa- 
recer tan  digna  esposa  como  la  mejor,  y  en  tan  terrible  lucha  que 
entabla  con  el  honor  y  el  carino  de  sus  hijos,  es  muy  posible  que 
triunfe  el  primero  por  el  momento ,  por  mas  que  después  llore  con 
lágrimas  de  sangre  la  irreparable  pérdida  de  ambos  tesoros. 

Si  en  el  orden  moral  apoyan  la  legitimación  consideraciones  tan 
trascendentales,  no  son  menos  importantes  en  el  orden  legal.  La  le- 
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gitímidad  es  una  circanstancia  esencial  en  la  familia;  asegurarla  esi 
la  obra  maestra  del  legislador:  con  ella  se  consigna  la  fijeza  7  nni» 
4bA  de  los  derechos  y  se  garantiza  la  justicia  en  su  distribución; 
créase  un  punto  de  partida,  el  único  á  que  se  ha  de  atener  el  legis- 
lador, los  padres  y  los  hijos  en  la  regulación  y  en  el  ejercicio  de 
aquellos;  se  establece  una  sólida  base  en  que  se  agentan  con  toda 
fírmeza ,  y  cuyas  consecuencias  se  Ten  estender  á  las  genencio* 
Des  sucesivas ;  se  consigue  el  orden  de  la  familia  y  se  adelanta 
mucho  para  obtener  el  orden  social ;  el  selb  de  la  ley  se  vé  impreso 
en  el  hogar  doméstico  y  ofrece  á  su  jefe  natural,  que  es  el  {Mtdre , 
éuma  focilidad  para  ejercer  su  magistratura  con  decoro,  con  digni- 
dad y  con  felices  resultados;  en  suma,  la  legitimidad  es  á  la  familia, 
lo  que  la  brújula  al  navegante. 

El  derecho  canónico  que  en  esta  materia  nadie  considerará  como 
autoridad  sospechosa,  ha  ido  mucho  mas  allá  que  todas  las  legisla- 
ciones antiguas  y  modernas,  consignando  el  principio  de  qué  la  le* 
gítimacion  es  una  consecuencia  del  matrimonio.  En  virtud  de  todas 
estas  consideraciones,  creemos  que  ni  un  solo  momento  puede  vaci- 
larse en  adoptarla;  creemos  en  fin,  que  es  una  de  esas  instituciones 
i  que  solo  se  podría  renunciar  cuando  desaparecieran  del  mundo  ios 
hijos  naturales. 

II. 

Justificada  la  necesidad  absoluta  de  esta  legitimación,  vamos  á 
examinar  si  es  una  consecuencia  del  matrimonio  mismo ,  ó  es  hija 
de  la  ley;  cuestión  que  aunque  no  de  tanta  importancia  como  la 
anterior,  es  sin  embargo  de  grande  interés  científicamente  consi- 
derada. 

En  este  punto,  como  en  todos  aquellos  que  ofrecen  alguna  duda, 
no  ha  sido  una  sola  la  opinión  presentada  y  sostenida.  Algunos  ju- 
risconsultos han  creído  que  el  matrimonio  por  sí  solo  tiene  tal  vir« 
tud,  tal  poderío,  que  es  bastante  para  producir  la  legitimación  de 
los  hijos  naturales,  aunque  no  se  haya  establecido  por  la  ley.  Otros, 
cuyo  dictamen  nos  parece  mas  acertado,  t^n  pensado  que  si  la  ley 
no  la  establece,  el  matrimonio  no  será  bastante  para  producirla. 

En  efecto,  por  mas  que  del  i|^«|^f  ímonío  nazcan  muchos  y  muy 
considerables  derechos;  por  mas  f^     ¿\  sote  sea  la  base  de  la  fami- 
lia; por  mas  que  sea  preciso  co^j/      iirV>  ^^wno  una  gran  causa  pro- 
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dactora  de  grandes  efectee;  por  mas  que  las  leyes  lo  haymi  protegí* 
do  á  porfía  y  procurado  fomentarlo  rodeándole  de  honores  y  prero* 
gativas;  por  masque  en  si  mismo  como  contrato  y  sacramento  tenga 
k  fuerza  y  estabilidad  de  que  carecen  otros  actos  jurídicos;  por  mas 
qne  sea  un  hecho  9ui  generis,  especialísimo  que  fija  el  estado  y  el 
destino  del  hombre  y  de  la  mujer  en  la  vida;  por  mas  que  la  legiti- 
midad de  la  descendencia  sea  una  circunstancia  tan  apreciable  y  taa 
atendible  á  los  ojos  del  legislador;  por  mas  que  el  matrimonio  tenga 
tanta  influencia  en  el  <^rden  social,  es  ilógico  y  absurdo,  suponer 
que  por  sí  mismo,  sin  la  intervención  de  la  ley,  puede  dar  el  carác- 
ter de  legítimos  á  los  hijos  que  nacieron  fuera  de  él.   Su  carácter 
distintivo  de  las  demás  acciones,  su  naturaleza  esencial,  consiste  ea 
constituir  un  estado  legítimo  en  el  que  se  realice  la  ley  natural  de 
la  procreación;  esta  que  es  su  fin  principal,  debe  comenzar  en  él, 
como  quiso  Jesucristo  al  establecerlo  y  los  legisladores  al  sancionar* 
lo;  para  que  podamos  decir  que  un  hecho  es  efecto  suyo,  es  necesa- 
rio que  realmente  de  él  y  solo  de  él  provenga.  Los  hijos  concebidos 
con  antelación,  no  pueden  ser  nunca  mas  que  ilegítimos  si  la  ley  no 
le  otorga  la  fuerza  para  legitimarlos,  porque  teniendo  un  origen  im- 
puro, vicioso  ó  inmoral,  es  imposible  que  el  matrimonio  establecido 
para  legitimar  y  santificar  el  comercio  de  los  dos  sexos  y  la  descen- 
dencia que  de  él  proviene,  pueda  por  sí  solo  dar  el  estado  de  legiti- 
midad á  una  cosa  que  no  le  pertenece,  que  le  es  completamente  es- 
trana,  que  tiene  por  causa  una  causa  inmoral  é  ilícita,  cuando  él 
por  sa  institución  es  emínentemenie  Ucito  y  moral,  cuando  está  es- 
tablecido para  crear,  para  producir  y  no  para  dar  fuerza  á  lo  creado 
y  producido  antes. 

Si  le  consideramos  solo  como  sacramento,  es  necesario  reconocer 
forzosamente  su  impotencia  para  dar  fuerza  á  lo  que  nació  antes  de 
él;  la  gracia  divina  que  presta,  no  es  para  remitir,  no  es  para  per- 
donar lo  que  antes  se  hizo  contra  la  moral  y  contra  él,  sino  qne  es 
para  que  después  de  celebrado  disfruten  de  ella  los  cónyuges  en  su 
vida  común,  y  con  ella  y  por  ella  contribuyan  á  la  multiplicación  de 
la  especie,  pero  de  ninguna  manera  para  que  este  sacramento,  san- 
to y  moral  como  todos,  pueda  dar  fuerza  á  lo  que  no  fué  ni  moral-, 
ni  santo.  En  este -terreno  tan  estrecho,  ni  pueden  suponerse  ficcio- 
nes, ni  puede  andarse  un  poco  mas  de  lo  que  coasienta  él  dogma 
católico,  y  si  el  matrimonio  fué  instituido  para  dar  á  los  hijos  dentro 
de  él  procreados  el  carácter  moral  y  religioso,  asi  como  para  hacer 
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ráigiosay  moral  la  uríoii  de  ^üs  padres,  no  pnede  nunca  suponerse 
que  otra  nnion  realizada  antes  de  él,  que  otros  hijos  antes  de  él  en- 
gendrados puedan  tener  esos  caracteres.  Si  le  consideramos  solo  co» 
mo  contrato,  aunque  supongamos  siempre  en  los  contrayentes  el 
deseo  de  legitimar  á  sus  hijos,  la  voluntad  de  verificarlo;  aunque 
sapoíngamos  mas,  aunque  supongamos  que  las  partes  pactan  tácita  6 
espresamente  esa  legitimación,  ese  pacto  cae  por  su  base,  porque  la 
voluntad  del  individuo  por  sí  sola  en  los  diversos  giros  que  toma,  eu 
los  distintos  modos  con  que  se  manifiesta,  es  incapaz  para  crear  de- 
rechos que  puedan  afectar,  no  ya  á  terceras  personas,  sino  á  la  mo- 
ral publica  y  al  orden  social;  en  esta  materia,  lejos  de  ser  ley  la  vo- 
luntad de  tos  contrayentes,  ha  sido  y  debe  ser  siempre  esclava  de  la 
ley.  Podrá  argüirse  tal  vez  que  el  reconocimiento  de  los  hijos  natu- 
rales^ es  hijo  precisamente  de  la  voluntad  de  las  partes,  que  al  ve- 
rificarle crea  derechos  que  pueden  afectar  á  terceras  personas;  pero 
á  esto  se  contesta  que  en  vez  de  destruir,  afirma  el  orden  social,  tan- 
to que  muchas  veces  las  leyes  le  hacen  obligatorio.  El  mismo  nom- 
bre del  acto  que  nos  ocupa,  el  sustantivo  legitimación  hace  conocer 
positivamente  que  no  procede  del  matrimonio,  sino  de  la  ley  que  la 
ba  establecido.  Si  otra  cosa  fuese  ¿no  la  hubiera  conocido  la  Iglesia 
y  establecido  antes  que  las  leyes  civiles?  Cuando  Constantino  la  es- 
tableció ¿habia  ningún  precedente  de  ella?  La  Iglesia  ¿no  ha  conde- 
nado siempre  toda  unión  habida  fuera  del  matrimonio,  incluso  el 
concubinato? 

La  ley  y  solo  la  ley  civil  es  laque  ha  podido  dar  vida  á  esta  insti- 
tución. Encargada  de  regular  el  matrimonio,  como  contrato,  en  todo 
aquello  que  tiende  afijar  elórdenylos  derechos  delafamilia,  ha  creído 
conveniente  y  necesario  que  aquel  sea  un  medio  de  legitimar  á  los 
hijos  naturales,  es  decir,  un  medio  de  darles  los  derechos  civiles 
que  tienen  los  legítimos,  porque  en  esto  consiste  precisamente  la  le- 
gitimación; razón  mas  para  que  no  se  la  considere  efecto  del  matri- 
monio, sino  de  la  ley  civil,  porque  como  sacramento,  no  es  mas  que 
un  medio  espiritual  que  no  puede  producir  por  sí  mismo  derechos 
civiles,  y  como  contrato  es  un  medio  temporal  que  producirá  los  que 
previamente  determine  la  ley.  Si  asi  no  fuese,  si  el  matrimonio  pro- 
dujera por  sí  mismo  la  legitimación,  si  en  virtud  de  su  propia  fuerza 
se  convirtiera  en  legítimo  lo  ilegítimo,  ¿por  qué  no  se  habia  de  es- 
tender á  toda  clase  de  hijos  ilegítimos,  siempre  que  de  la  unión  no 
resultara  un  impedimento  indispensable  para  contraer  el  matrimo- 
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mo?  ¿Por  qué  no  faabía  de  legítifliar  á  los  hijos  de  simple  y  aun  de 
doble  adulterio,  tan  luego  como  se  realizase  por  haber  desaparecido 
de  la  escena  el  cánynge  ó  cónyuges  inocentes?  ¿Por  qué  no  á  los 
incestuosos,  previa  la  dispensa  del  impedimento,  en  los  casos  en  qne 
esta  fuera  posible  ?  ¿Por  qué  no  á  los  mancares,  cuando  ni  siquiera 
se  prohibe  celebrar  matrimonio  á  sus  padres  ?  Es  evidente;  si  la  le* 
gitimadon  fttera  un  efecto  necesario  del  matrimonio ,  se  verificaría 
siempre  que  el  matrimonio  pudiera  verificarse.  La  célebre  Decretal 
de  Alejandro  III,  en  que  se  apoyan  ios  partidarios  de  la  opinión  con- 
traria, Decretal  copiada  literalmente  en  las  leyes  de  Partida,  habla 
en  términos  generales  cuando  dice  tanta  e$t  m  matrmanii  ut  qui 
antea  mrd  geniti,  pa$t  arntradun  matrimanium  legitimi  habeantur. 
Véase  aquí,  que  al  decir  el  Pontífice  y  jurisconsultos,  ut  qui  antea 
sunt  geniti  se  éspresa  de  una  manera  tan  general ,  que  comprende  a 
todos  los  hijos  ilegítimos,  y  no  es  de  creer  que  el  jefe  de  la  Iglesia  ca* 
tálíca  diese  un  golpe  tan  rudo  á  la  moral  cuyo  sagrado  depósito  le 
está  encomendado.  Mas  suponiendo  que  en  esos  términos  generales 
quiso  r^erirse  esclusivamente  á  los  hijos  naturales,  ¿habremos  de 
entender  que  al  usar  Alejandro  III  de  las  palabras  tanta  est  vis  mU" 
írimonii,  quiso  hacer  depender  de  este  la  legitimación  como  uno  de 
los  peculiares  efectos?  Imposible.  Alejandro  III  era  un  notable  ju- 
risconsulto y  no  podia  desconocer  que  hay  efectos  jurídicos  qiie  si 
bien  nacen  ipso  facto  á  conseenencia  de  un  hecho,  es  porque  la  ley 
previamente  ha  declarado  que  los  producirá;  y  entonces  se  dice  que 
es  tal  la  fuerza  del  hecho,  que  su  sola  realización  produce  inmedia- 
mente  tales  ó  cuales  consecuencias,  pero  sin  perder  de  vista  que  la 
ley  las  ha  determinado  antes.  Asi  por  ejemplo ,  en  las  instituciones 
de  heredero  condicionales  se  dice  que  el  cumplimiento  de  la  condi- 
ción tiene  tal  fuerza  que  retrotrae  los  efectos  jurídicos  al  dia  de  la 
muerte  del  testador,  pero  esa  virtud  no  procede  del  hecho  mismo, 
sino  de  la  ley  qne  se  la  ha  dado  y  se  la  puede  quitar. 

Tan  exacta  me  parece  la  interpretación  que  he  dado  á  esta  De- 
cretal, que  en  otra,  muy  próxima  á  ella  por  cierto  (1),  se  dice  ter* 
minantemente  que  el  romano  Pontífice  puede  legithnar  en  sus  terri- 
torios, pero  que  en  los  ajenos  no  puede  hacerlo,  sino  por  causas 
muy  graves  y  para  los  efectos  espirituales ,  nisi  in  spiritualíbuSf  lo 
que  prueba  que  ni  el  matrimonio  por  si  solo  produce  la  legitimación, 

(i)    Gap.  XIII,  lit.  XVII,  lib.  IV.  de  las  Decretales. 
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ni  nunca  se  le  ha  qn^ido  dar  esa  fberza  por  los  Romanos  Pontí* 
fices; 

Es  muy  frecueiite  ver  sin  embargo,  que  los  qae  defienden  la  le^ 
gitímadon  Gomo  jasla  y  neoesaria,  la  consideran  al  mismo  tiem-^ 
po  como  consecuencia  del  mafrimóBio.  To  no  creo  qae  sea  ne«» 
cesario  ir  tan  allá;  no  creo  que  para  sostener  la  primera  opinioD,  sea 
preciso  abrasar  la  seganda;  esto  Táidría  tanto  como  basar  la  ver> 
dad  eñ  el  error»  caandorealmente  esforzóse  separarles.  La  legitima^ 
cion,  que  no  es  resaltado  del  matrimonio,  debe  serlo  sia  eoibargo  de 
la  ley  civil,  cuya  misión  es  darle  aquellos  efectos  que  reclamen  la 
moral  y  el  orden  público,  pues  suponer  otra  cosa  seria  como  negar 
á  la  ley  civil  la-  potestad  de  establecer  cualesquiera  reglas  sobre  el 
contrato  que  es  de  su  mimon  eschishrammle.  La  misma  Iglesia  ha 
dado  el  ejemplo  exigiende  la  dispensa  pontificia  para  que  se  yerifi«- 
que  la  legitmiacion,  según  se  vé  por  la  Decretal  ultímamenle  citada. 

{Se  continuará.) 
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No  vamos  á  escribir  un  tratado  completo  sobre  esta  importante 
materia,  como  conSprenderán  nuestros  lectores,  sino  á  esponer  su*- 
cintainente  el  derecho  particulajr  que  rige  sobre  esta  clase  de  suce^ 
síones  en  el  antiguo  Principado  de  Cataluña. 

Deben  regirse  generalmente  por  el  derecho  romano,  que  se  ha- 
lla vigente  en  dicho  Principado ,  según  el  Real  decreto  llamado  de 
Nueva  Planta  y  diferentes  decisiones  del  Supremo  Tribunal  de  Jus- 
ticia en  que  así  se  ha  declarado.  El  citado  Real  decreto  fué  publica- 
do por  Felipe  V  en  1716. 

Las  mismas  solemnidades  en  la  formación  de  los  testamentos; 
las  mismas  reglas  acerca  de  la  capacidad  legal  de  los  testadores;  el 
mismo  ordenen  las  sucesiones;  y  todo  cuanto  está  prescrito  por  ú 
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derecho  pomun  remane»  acerca  de  esta  importante  materia»  se  ob* 
serva  en  este  antiguo  Principado,  salvas  las  variaciones  que  se  han 
introducido  por  las  leyes  posteriores  al  citado  Real  decreto  y  por 
el  fuero  municipal  de  este  país;  pues  aunque  el  derecho  romano  se 
observa  en  Cataluña,  como  supletorio  del  municipal,  con  preferen- 
cia al  derecho  patrio,  y  señaladamente  á  las  leyes  de  Toro»  esto  ha 
de  entenderse  en  cuanto  á  la  legislación  anterior  al  citado  Real  de* 
creto,  pues  que  las  leyes  posteriores  rigen  con  preferencia  al  dere- 
cho romano  y  canónico,  y  hasta  el  municipal  se  entiende  por  dias 
derogado. 

La  absoluta  potestad  que  c<m  la  ley  de  las  Doce  Tablas,  se  con* 
cedió  i  los  romanos  de  disponer  ampliamente  de  sus  bienes  p^ra 
después  de  su  muerte,  tiempo  en  que  se  habia  perdido  su  dominio, 
era  en  cierto  modo  ejercer  una  autoridad  suprema  ó  legislativa.  Por 
esto  los  testamentos  tuvieron  en  ciertas  épocas  todo  el  aparato  de 
una  ley;  y  ningún  legislador  dejó  de  prescribir  para  otorgarlos  muy 
seguras  y  solemnes  formalidades  á  los  testadores  en  la  forma  y  mo- 
do de  testar  y  en  las  cosas  que  debían  comprender  necesariamente 
los  testamentos.  Mas  en  Cataluña  han  dejado  de  observarse  algunas 
de  estas  formalidades  en  virtud  de  disposiciones  posteriores  al  Real 
decreto  de  Nueva  Planta,  y  señaladamente  desde  que  se  publica  la 
Real  cédula  de  l?de  marzo  de  1755,  que  forma  la  ley  28,  tít.  15, 
libro  7  de  la  Nov.*  Réc.,  por  la  que  fué  derogado  el  privilegio  lla- 
mado Recognovetwit  proceras;  la  constitución  ^4.'  del  tít.  13  de  los 
notarios  y  esoríbsuíios,  y  todas  los  demás  que  motivaron  6  pu(}ieroii 
influir  en  las  escepciones  puestas  á  los  escribanos  colegiados  en  el 
reglamento  de  1736,  las  cuales  se  mandaron  quitar  con  la  misma  ley. 

Se  ordenó  por  ella  que  todos  los  escribanos  del  Principado  de 
Cataluña,  y  señaladamente  los  de  la  ciudad  de^Rarcelona,  sin  dis*- 
tinción  de  colegiados  pi  no  colegiados,  guarden  y  cumplan  lo  pre- 
venido en  el  citado  reglamento  de  1736  en  todos  sus  capítulos,  y  que 
observen  además  inviolablemente  las  reglas  establecidas  por  la  cita- 
da ley  sobre  toda  especie  de  testamentos  y  contratos. 

Según  el  artículo  3.°  de  esta  ley,  deben  los  escribanos  estender 
y  formalizar  en  los  Manuales  los  testamentos  nuncupativos,  desde 
luego  que  se  hayan  otorgado,  sin  esperar  la  muerte  del  testador. : 

En  cuanto  al  testamento  cerrado,  en  el  acto  de  la  entrega  que 
de  él  hace  el  testador  al  escribano,  debe  firmar  este  y  el  mismo  tes- 
tador, con  los  dos  testigos  instrumentales,  sobre  la  cubierta  ó  car- 
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peta  del  testamenlo,  que  se  estiende  en  medio  pliego  del  sello  4.^ 
De  modo  qfue  bastan  dos  testigos  para  este  acto. 

En  otra  Keal  cédala  de  29  de  noviembre  de  i 736,  se  establece, 
^ue  los  curas  párrocos  ó  sus  tenientes  pneden  recibir  testamentos  ó 
últimas  voluntades,  cada  uno  en  su  territorio  6  feligresía,  no  ha- 
biendo en  ella  escribano  real  ó  numerario,  debiendo  hacerlo  en  el 
papel  sellado  que  corresponda.  Fero  se  observa  que  los  reciben  di^ 
chos  eclesiásticos  no  solo  en  donde  no  hay  escribano,  si  que  también 
en  las  villas  y  ciudades  en  caso  de  epidemia,  como  ha  sucedido  mu- 
ehas  veces  en  Barcelona  en  tiempo  del  cólera  y  de  otras  epidemias. 

En  todas  las  parroquias  hay  un  libro  llamado  de  testamentos 
«n  el  que  se  estienden  el  uno  á  continuación  del  otro  los  que  reci- 
ben los  párrocos.  Cada  uno  de  estos  libros  suele  comprender,  trein* 
ta,  cuarenta,  cincuenta  ó  mas  número  de  años,  según  su  volumen. 
T  cuando  se  ha  de  sacar  de  aquel  libro  algún  testamento,  h)  verifi- 
ca un  escribano  con  el  papel  sellado  correspondiente. 

En  orden  al  testamento  del  ciego  no  se  ha  hecho  novedad  y  se 
observan  las  mismas  formalidades  prescritas  por  el  §.  4  de  la  Insli- 
tuta,  tít.  Quibus  non  est  pemUssunC  faeere  tesíameníum,  y  la  ley  8, 
Cod.  tít.  2i,  L.  6.  Según  estas  leyes,  además  del  escribano  deben 
intervenir  siete  testigos,  y  en  su  presencia  debe  el  testador  esplicar 
con  claridad  á  quien  nombra  por  heredero,  así  como  los  legados  y 
demás  que  quisiera  disponer. 

Luego  de  escrito  y  leido  el  testamento  y  estando  conforme  el 
testador  con  su  contenido,  debe  signarlo  el  escribano  y  firmarlo 
junto  con  los  siete  testigos  presenciales. 

Hay  otro  testameuto  llamado  confidencial  ó  sacramental,  que  es 
aquel  en  que  un  vecino]de  Barcelona  á  presencia  de  dos  ó  tres  tes- 
tigos, aunque  no  exista  escribano,  espresa  su  última  voluntad,  por 
escrito  ó  de  palabra,  en  el  mar  ó  en  la  tierra. 

En  todo  testamento  es  necesaria  la  institución  de  heredero  para 
su  validez,  menos  en  Barcelona  y  demás  ciudades  que  gozan  del 
privilegio  concedido  por  la  ley  única,  tít.  1 ,  lib.  6  del  volumen  2. 
La  ley  i.%  tít.  8,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  autoriza 
el  que  uno  pueda  morir  en  parte  con  testamento  y  en  parte  sin  él, 
no  rige  en  Cataluña  por  ser  anterior  al  Real  decreto  de  Nueva  Plan- 
ta. Sin  embargo,  por  medio  déla  cláusula codicilar,  se  sostienen  los 
legados,  aunque  se  invalide  6  anule  el  testamento  por  fallarle  la 
institución  de  heredero. 
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A  pesar  de  que  por  derecho  oaoómco  y  civil  vigentes  e&  Catalana 
se  halla  prohibido  el  nombramiento  de  heredero  ea  una  persona  in«- 
derta,  ó  con  dependencia  de  la  volantad  de  un  terceyro^  se  ha  sos- 
tenido siempre  la  institución  de  heredero  de  confianza,  ó  de  un» 
persona  á  quien  el  testador  ha  comunicado  confidencialmente  su 
voluntad  para  que  la  cumpla  y  ejecute,  sin  tener  comunmente  que 
dar  cuenta  ni  razón  á  nadie  de  sus  operaciones,  ni  estar  obligado  á 
declarar  la  confianza. 

Estamos  opuestos  á  esta  clase  de  institución  de  heredero ,  que 
dá  lugar  á  graves  abusos  y  monopolios  y  á  un  gran  número  de  plei- 
tos, porque  hay  muchas  personas  que  van  á  caza  de  estas  herencias 
con  notorio  inenoscabo  de  los  intereses  de  los  parientes  del  te^ad^ 
á  quienes  comunmente  se  posterga  á  una  persona  estrana:  y  no  solo 
se  hace  esto  con  los  parientes  del  difunto,  sino  algunas  veces  hasta 
con  su  esposa,  con  sus  hermanos  y  con  los  propios  hijos  del  testa- 
dor, á  quienes  solo  se  dá  aquello  que  no  puede  quitárseles  y  que  les 
corresponde  por  la  ley. 

Son  tantos  y  tan  grandes  los  sdmsos  que  en  esto  se  cometen, 
que  hasta  hemos  visto  testamentos  cerrados  escritos  todos  de  letra 
y  puño  del  mismo  heredero  de  confianza ,  cusmdo  el  derecho  civil 
prohibe  muy  acertadan^nte  que  el  heredero  pueda  escribir  el  tes- 
tamento. 

Se  dirá,  quizás,  que  el  heredero  de  confianza  no  adquiere  para 
si  la  herencia,  y  que  el  caso  es  diferente,  pero  creo  que  no  hay  mu- 
cha diferencia,  si  se  atiende  áque  puede  llegar  á  abusar  de  la  con* 
fianza  y  quedarse  con  la  herencia* 

Los  autoras  catalanes  están  conformes  en  que  el  hijo  de  familia 
no  puede  otorgar  testamento  sino  en  cuanto  á  su  peculio  castrense 
ó  cuasi  castrense,  pues  que  en  cuanto  á  ellos  se  considera  como  pa- 
dre de  familias.  De  los  demás  bienes  no  puede  testar  sino  está  eman- 
cipado ó  fuera  de  la  patria  potestad. 

La  ley  4,  tí.  48,  lib.  10  de  la  Nov.  Rec^,  que  autoriza  al  hijo  de 
familia  para  testar,  no  está  vigente  en  Cataluña,  por  ser  anterior  al 
Real  decreto  de  Nueva  Planta.  Puede  no  obstante  hacer  donación 
por  derecho  ó  fuero  de  Cataluña:  pero  siendo  menor  de  25  anos  no 
puede  dar  á  aquella  persona  bajo  cuya  potestad  se  halla,  á  no  ser 
que  precedan  ciertas  formalidades. 

Deben  consentir  ó  aprobar  la  donación  tres  personas»  las  m^s 
allegadas.^  ó  mas  íntimos  amigos  del  donante  ^  declarándolo  éste  a$í 
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en  bt  escritura  con  juramento  ^  i  intervenir  decreto  6  aprobación 
del  Juez  (1). 

Según  esta  misma  constitución^  no  vale  ia  donación  hecha  por 
el  menor  áfav(Mr  de  aquellos  con  quienes  habita  ó  mora  como  sub- 
dito ó  dependiente,  porque  se  presume  hecha  con  dolo,  ó  que  el 
donante  ha  sido  reducido  por  aquel  á  quien  debe  su  subsistencia. 
'  Sin  embargó  deque  la  donación  inoficiosa  no  es  válida  por  el 
derecho  común,  porque  priva  al  hijo  de  la  legitima,  se  sostiene 
por  derecho  especial  de  Cataluña,  sin  que  puedan  los  hijos  revocar- 
)ai  sino  hasta  el  importe  de  su  legítima  (2). 

Se  halla  vigente  en  Cataluña  la  famosa  Auténtica  hec.  inUr.y 
Céd.  de  test,  f  que  dispone,  que  el  testamento  hecho  á  favor  de  los 
hijos,  no  se  considera  revocado  por  otro  en  que  se  instituye  algún 
estrano,  aunque  el  testador  diga  que  su  voluntad  es  que  valga  el 
último,  no  obstante  cualquier  otro  que  hubiere  hecho  antes;  á  menos* 
que  añadiere,  aun  á  favor  de  lo$  kijas,  por  no  ser  presumible  que 
el  testador  quisiese  preferir  para  la  sucesión  de  sus  bienes  personas 
estranas  á  sus  propios  hijos. 

c^  No  trataremos  aqui  de  las  cláusulas  llamadas  derogatorias  que* 
suelen  ponerse  en  los  testamentos,  porque  ja  hemos  dicho  lo  has-, 
tante  al  tratar  ex^profeso  de  esta  materia  en  el  artículo  publicado 
en  esta  Revista,  tomo  XIII,  pág.  461,  con  cuya  ocasión  tribútame» 
las  mas  espresivas  gracias  al  profundo  jurisconsulto  Sr.  D.  Pedro 
Gómez  de  la  Serna,  por  la  recooiendacion  que  ha  hedio  del  citada 
artículo  en  el  tomo  IIV,  pág.  244. 

Es  para  mi  muy  lisonjera  esta  recomendación ,  y  me  anima  á 
escribir  con  mas  ardor  sobre  una  ciencia  á  la  que  profeso  particu*. 
lar  carino,  y  á  la  que  he  dedicado  los  mejores  imos  de  mi  juventudi» 

En  Cataluña  está  vigente  la  ley  Hac  edictali,  Cód.»  De  secun-^ 
dis  nuptiis,  que  es  la  6,  tít.  9,  lib.  5,  Cdd.,  que  prohibe  al  cónyuje 
sobreviviente  dejar  al  segundo  consorte  mas  de  lo  que  haya  dejado 
k  aquel  hijo  del  anterior  matrimonio  á  quien  haya  dejado  menos. 
Esta  disposición  es  justa  y  prevfaora  para  evitar  que  los  halagos, 
las  caricia^,  las  seducciones  ó  las  amenazas  del  segundo  consorte 
arranquen  del  otro  una  disposición  ó  liberalidad  en  perjuioio  de  los 
hijos  del  primer  matrimonio; 


»*m 


(\)    Gonát.  %  lib.  5,  tit.  4,  De  tulors. 

(21    C<mt.  única,  Ifb.  8,  lít  9,  Dg  cfonacio»**»  Cáncer.,  Vár.  I,  cap.  8, 
desde  el  núm.  Ii9  al  129. 

TOMO  XVI,  19 
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EnCaBliHa,  que  la  sacesion  forzosa  está  mas  bíeii  arreglada 
qne  en  Cataluña,  no  se  necesita  de  esta  ley  para  poner  an  justo  y 
razonable  límite  á  estas  liberalidades  en  perjuicio  de  los  hijos ,  por- 
qae  como  el  padre  debe  disponer  de  cuatro  quintas  partes  de  la  he* 
nwcta  á  faTor  de  los  mismos,  y  de  la  restante  quinta  parte  aun  ha 
de  pagarse  los  funerales  y  demás  legados,  difícilmente  puede  llegar 
el  caso  de  que  el  segundo  consorte  sea  mas  favorecido  que  ninguno 
ds  los  citados  hijos;  mientras  qne  en  Cataluña  si  no  se  diservase  la 
espresada  ley ,  podría  el  segundo  consorte  llegar  á  tener  tres  cuar- 
tas partes  de  la  herencia,  por  ser  solo  la  cuarta  parte  la  legítima  de 
los  hijos,  aunque  sean  muchos. 

Por  eso>  hemos  declamado  tanto  contra  el  vicioso  sistema  de  su^ 
oesion  forzosa  que  rige  en  Cataluña ,  y  no  cesaremos  en  naestraa 
justas,  quejas  hasta  que  hayamos  conseguido  algún  alivio  en  favor 
de  esos  hijos  desgraciados,  que  son  el  mayor  número,  á  pesar  de 
los  poderosos  «nemigos  que  esto  nos  ha  acarreado  y  de  los  grandes 
compromisos  que  nos  ha  traído.  Lucharemos  contra  los  poderosos, 
contra  las  Academias  y  contra  todo  el  mundo;  porque  con  la  aulo^ 
ridad  de  la  nainraleza,  de  la  razón  y  de  la  justicia ,  nos  creemos 
invencU)les  y  no  nos  arredran  dificultades  de  ningún  género. 

La  legitima  no  debe  en  Catátala  dejarse  precisamente  por  dere« 
ého  de  institución ,  como  entre  los  romanos ,  sino  que  basta  para 
satisfacer  esta  oliKgaoion  el  dejarla  por  vía  de  legado ,  fideicomiaa 
ú  etro'CiHdquier  tílnlo;  de  modo  que  no  se  puede  pretender  por  esto 
la  nulidad  del  testamento  (1). 

Anlee  de  pfbliearse  la  citada  ley  se  había  concedido  lo  mismo  á 
los  veoiiios  de  Perpioait  en  un  privilegio  de  4  de  ios  idus  de  ne« 
i4embre  de  i548  y  oUos  anteriores.  Por  estos  privilegios  podían 
dejar  &i  su  testamento  por  legítima  á  sus  hijos  cinco  sueldos ,  sin 
qie  aquellos*  pudieran  romperlo. 

De  esto  dimana,  sin  duda,  que  se  vea  muehos  testamentos  aa 
que  lea  padsesdigao  á sus. hifos  esta  canlided,  que  es  la  de  2  rea- 
les 32  maravedís  vellOB  porrazoa  de  legítima. i|!sto  es  muy  común; 
pero  BO  se  entiende  que  los  padrea  deban  dejar  esta,  cantidad  para 
qne  su  testa^ieiito  sea  viUdo.^  m  qne  los  hijos  deban  contentarse 
con  ella ,  sino  que  basta  qu^  les  dejen  mas  d  meaos  con  tal  qae  ha* 

^«u,  IIIl/llt>niU  tR7  D1IU9  11LJAUUUIÜ9  Blj^UIta  LUSMI ,    (7   ulgnll    wK    UO    teS 


C()    1^7 1,  tiU  2,  lib.  «,  TOl.  1.* 
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dejan  nada»  porque  les  han  satisfecho  ya  la  legitima  ó  dotado  oom- 
Patentemente. 

La  cantidad  qne  dejan  los  padres  &  sus  hijos  á  titulo  de  legiti- 
ma ,  DO  impide  que  estos  puedan  pedir ,  como  sucede  todos  los  diasi, 
la  mayor  cantidad  que  les  corresponda  por  la  ley  hasta  el  cumplí- 
iniento  de  didxa  legitima,  en  fuerza  de  la  ley  30^  Cád.  De  inoff. 
iestam,,  y  el  párrafo  3,  Jnst.  cod.  >  que  estinen  Cataluña  en  bi 
^ayor  observai^cia(l). 

Sin  embargo  de  que  la  legítima  no  se  debe,  s^'no  después  de  la 
muerte  del  padre,  sucede  con  alguna  frecuencia,  que  los  padres  la 
pagan  á  los  hijos  por  causa  de  matrimonio »  y  alguna  veces  en  es- 
tado de  solteros,  con  el  fin  de  obtener  de  ellos  la  correspondiente 
renuncia  para  que  no  puedan  pedir  nada  al  heredero  después  de 
la  muerte  del  padre. 

No  tenemos  inconveniente  en  a&rmar,  que  en  nuestro  concepto 
son  nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  renuncias  que  se  hacen 
por  los  hijos  á  favor  de  los  padres,  no  $iendo  por  cai^a  de  matri- 
monio  y  mientras  permanecen  bajo  la  patria  potestad ,  por  reputar- 
se  en  este  caso  por  una  misma  persona  con  el  padre ,  seg^  el  de-^ 
recho  romano. 

jBn  cuanto  á  los  padres,  dispone  la  constitución  1/,  tjft.  3«  li* 
Jbro  6,  vol.  1,  que  aunque,  en  el  testamento  del  hijo  no  se  hieíeie 
mención  de  ellos  ó  de  otros  ascendientes,  por  derecho  de  institución, 
^ea  válido  y  firme  el  testamento,  quedándoles  salva  la  legftima  que 
les  corresponde  en  el  caso  de  no  exjstir  descendientes. 

En  cuanto  á  la  ciudad  de  Barcelona  y  lugares  que  gozan  d^  sus 
privilegios,  es  válido  el  testamento  y. cualquiera  otra  especie  de  lU* 
ma  voluntad,  aunque  se  hayan  omitido  las  personas^que  (|eben  ins- 
lituirse  en  cuanto  á  su  legítima ,  ó  de  que  debe  hacerse  mencicoi 
pues  les  queda  ^vo  el  derecho  para  pedirla,  á  no  ser  que  ^uesail 
justamente  preteridos  ó  desheredado^  (2). 

En  virtud  de  esta  constitución  se  sostiene  el  testamento  ó  últi« 
oía  voluatad » aupque  se,  hubiese  omitido  alguna  solemnidad  de  de* 
rec|)o,  mientras  que  hayan  intervenido  dos  testigos,  aunque  no  senii 
rogados  y  que  sea  hecho  ó  hecha  en  pública  (o];ma. 


»  iiMn    i>í   im<    ■  >i     III  iMi'  "  I     ■  " '    ■  '*  " 


tt)    Cáncer.^  párr.  4,  cap.  3,  n.  t6;  Fontonellcí,  cite.   «,  gtoB.  8^ 
part.  2,  nám.  52  y  sis. 
(2)    ConstttttcíQi»  utmi!^  .tít,  l«  Ub.  6»  vol.  2. 


Í4l6  REVISTA     ra  LEGISLACIÓN. 

Sucedía  antiguamente  en  Cataluña,  que  los  padres  ú  otras  per- 
sonas, para  que  los  hijos,  amigos  ó  parientes  pudiesen  contraer  en- 
laces mas  ventajosos  ó  conseguir  mayores  dotes,  hacian  heredamien- 
tos ó  donaciones  de  gran  cuantia  á  favor  de  dichos  sugetos ,  con  la 
inteh'gencia  que  entre  ellos  mediaba  de  que  verificándose  el  matri- 
monio rétrodonarían  el  marido  á  su  padre  ó  al  donante,  lo  que  este 
le  hubiese  dado,  ó  harían  otros  actos  para  hacer  ilusoria  en  todo  ó 
en  parte  la  donación.  Para  evitar  estos  fraudes  se  promulgó  la  ley 
tínica,  titulo  2,  libro  8  de  las  Constituciones  de  Cataluña ,  que 
dice  así: 

«Para  evitar  los  fraudes  que  con  frecuencia  se  cometen  en  las 
icosas  abajo  escritas,  ordenamos  y  determinamos,  que  si  se  hiciere 
» algún  instrumento  por  los  hijos  á  favor  de  los  padres,  ó  por  cuaK 
Bquiera  otra  persona,  en  disminución,  derogación  ó  perjuicio  del 
»heredainiento  ó  donación  hecha,  ó  para  hacer  por  aquellos  padres  y 
«cualesquiera  otros  á  sus  hijos,  ó  á  cualesquiera  otros  en  tiempo  de 
ibodas,  el  tal  instrumento  sea  nulo,  de  ningún  valor ,  é  irrito  ipso 
i^jure,  sin  que  se  le  dé  fé  en  juicio  ni  fuera  de  él  en  modo  alguno, 
sprohibiendo  á  todos  los  escríbanos  de  nuestros  dominios  que  red- 
aban tales  instrumentos  (1). » 

Esta  ley  contiene  un  precepto  de  moralidad  y  de  justicia  dignos 
de  figurar  en  el  cCódigó  civil  españolo  por  los  fraudes  que  con  ella 
se  evitan;  y  esta  es  la  razón  porque  la  hemos  transcrito  íntegra- 
mente. En  el  Fuero  Municipal  de  Cataluña  hay  algunas  disposicio- 
nes dignas  de  reformarse  por  haber  cambiado  las  circunstancias  que 
las  motivaron;  pero  generalmente  hay  muchas  bdenas  y  dignas  de 
ser  imitadas. 

Es  sabido  que  el  pupilo  no  puede  hacer  testamento  por  falta  de 
edad.  Por  eso  se  estableció  la  sustitución  pupilar,  por  medio  de  la 
cual  dispone  por  el  pupilo  el  padre  y  no  la  madre,  porque  esta  susti- 
tución se  inventó  por  el  derecho  de  patria  potestad.  De  los  bienes, 
que  el  pupilo  hubiese  adquirido  por  sucesión  de  su  madre,  solo  pue- 
de el  padre  disponer  por  medio  de  esta  sustitución  entre  los  her^^ 
manos  ú  'otros  parientes  de  la  misma  madre  hasta  el  cuarto  grado^ 
según  el  orden  de  derecho  romano  (2). 

Es  original  el  orden  trazado  por  la  constitución  2»  tít.  2,  líb.  $, 


r- 
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1)  D.  Pedro  IH,  en  las  Cortes  de  Perpiñan  en  1351,  cap.  20. 

2)  'ConsC.  última,  de  pupillars  $  aHr$8  subsiHuoioni. 
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yjol.  i°  para  la  sucesión  de  los  bíeaes  de  los  impúberos  fallecidos 
ab-íatestatO|  ó  á  quienes  el  padre  no  ha  dado  sustituto.  Los  bienes 
qfue  el  pupilo  hnbieá«  heredado  de  su  padre  ó  madre,  deducida  la  le 
gítima  que  corresponde  i  los  ascendientes,  se  reparten  respectiva- 
mente entre  los  mas  próximos  parientes  de  la  linea  del  padre  ó  ma 
4re  premuerto  de  que  procedan  los  bienes,  con  esclasion  .del  cányu* 
je  sobreviviente,  salva  la  legítima  que  le  corresponde  sobre  los 
mismos  bienes,  sin  embargo  de  que  por  las  reglas  generales  de  la  su- 
cesión intestada,  de  que  vamos  á  tratar,  le  corresponderían  dichos 
bienes  en  mayor  cantidad. 

Lo  dispuesto  en  la  citada  constitución  solo  tiene  lugar  cuando 
existen  parientes  de  la  linea  paterna  ó  materna  hasta  el  cuarto  gra* 
do;  puesto  que  no  habiéndolos  hasta  dicho  grado,  que  deban  heredar 
al  impúber,  sucederá  á  todos  sus  bienes  el  padre  ó  madre  que  le  so. 
breviva,  sin  distinción  de  bienes  paternos  y  maternos. 

Cáncer,  par.  1,  cap.  1,  nüm.  57,  propone  el  caso  de  sí  cuando 
el  pupilo  deja  un  hermano,  hijos  ambos  de  unos  mismos  padres,  y 
hay  otro  hijo  de  un  mismo  padre,  pero  de  diferente  madre,  deben 
suceder  ambos  hermanos  á  los  bienes  que  el  pupilo  había  heredado 
de  su  paáre,  y  afirma  que  deben  suceder  ambos,  porque  según  la  ci- 
tada ley  se  atiende  al  origen  de  donde  proceden  los  bienes  y  no  á 
Ja  unión  de  grados. 

Sin  embargo  de  esta  respetable  opinión  otros  autores  sostienen 
lo  contrario,  diciendo  que  debería  suceder  el  hermano  hijo  de  un 
mismo  padre  y  madre,  con  esclusion  del  otro  hermano,  porque  la 
misma  ley  dice,  que  deben  suceder  al  pupilo  los  parientes  mas  inme- 
diatos, guardando  entre  ellos  el  arden  de  derecho  romano. 

Mas  el  célebre  Mieras,  al  tratar  de  esta  cuestión  en  la  obra  que 
escribió  sobre  el  derecho  municipal,  núm.  103,  se  hace  cargo  de  las 
razones  alegadas  en  pro  y  en  contra  de  una  y  otra  opinión,  y^se  in- 
clina á  favor  de  Cáncer,  fundándose  en  que  las  palabras  guardando 
entre  eüos  el  arden  de  derecho  romano,  deben  entenderse  en  cuanto 
á  la  prioridad  y  diferencia  de  grados,  á  saber,  que  los  hermanos  sean 
preferidos  á  los  sobrinos,  y  así  sucesivamente. 

La  sucesión  legítima  ó  ab-intestato  tiene  lugar  siempre  que  el  di- 
funto no  ha  hecho  disposición  alguna  de  sus  bienes,  ó  cuando  la 
disposición  que  hubiese  hecho  ha  sido  invalidada  ó  declarada  nula. 

En  nuestro  Código  municip^  j^i^^eta  de  la  citada  constitución 
pupilar,  no  existe  disposición  a^^*     gobtevesta  importante  materia. 
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SI  títab4.  lib.  6,  voi.  1,  solo  habla  de  las  sucesiones  áb-inteétato^' 
de  bienes  feadales,  los  qne  han  dejado  de  existir  en  toda  la  naciod 
en  virtud  de  las  leyes  que  se  han  publicado  sobre  señoríos. 

Así  es,  que  estando  vigente  en  Cataluña  el  derecho  romaao , 
como  supletorio,  este  es  el  que  se  sigue  y  observa  estrictamente  so- 
bre la  sucesión  intestada^  salvas  las  modificaciones  hechas  por  la 
citada  constitución  pupilar  y  por  la  ley  de  i6  de  mayo  de  1833. 

Entre  los  romanos  se  sucedía  antiguamente  bajo  los  principios^ 
de  agnadon  rigorosa;  pero  los  Pretores  hicieron  varias  innovaciones 
ó  mudanzas  so  pretesto  de  equidad,  que  era  la  que  se  tomaba  por 
base  de  todas  sus  decisiones,  ha^ta  que.  el  célebre  Justihiano  varió 
todos  aquellos  módósde  suceder  con  la  novela  118.  Siguió  con  ella 
los  impulsos  de)  corazón  y  los  designios  de  la  naturaleza,  ordenando 
la  sucesión  de  descendientes,  ascendientes  y  colaterales  en  el  modo 
siguiente: 

Los  descendientes  ocupan  el  primer  orden  en  las  sucesiones  le- 
gítimas, pues  suceden  en  primer  lugar  á  sus  ascendientes  fallecidos 
ab-intestato.  Pei^o  la  existencia  legal  de  los  descendientes  se  atiende 
alo  dispuesto  en  la  ley  5,  Cod.  de  posthum.  hcered,  in$t.  vel  exhoR- 
red.,  por  lo  que  se  consideran  existentes  todos  los  que  nacen  vivos 
y  no  son  monstruosos,  prescindiendo  de  las  circunstancias  que  exi- 
ge la  ley  2,  tít.  8,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  ser  bau- 
tizados, nacidos  vivos  y  haber  vivido  24  horas. 

Los  descendientes  suceden  in  capita  á  la  herencia  del  difunto. 
Si  su  padre  6  ascendiente  hubiese  premuerto,  sucederán  sus  hijos  6 
descendientes  in  stirpes  á  la  porción  que  correspondería  á  aquel  si 
viviere,  tanto  si  concurren  6  no  con  personas  de  anterior  grado« 
Esto  concuerda  con  la  ley  3.*,  tít.  13,  Part.  6.*,  por  16  que  respecta 
á  los  descendientes  legítimos  y  legitimados. 

En  cuanto  á  los  ilegítimos,  son  naturales,  espúreos  ó  de  punible 
unión.  Si  son  naturales  y  suceden  al  padre,  tendrán  una  sesta  parte 
de  su  herencia,  que  partirán  con  su  madre,  si  no  hay  mujer  legíti- 
raa,Jcontralo  que  dispone  la  ley  9,  tít.  13,  Part.  6.*,  que  la  admite 
aunque  la  haya. 

Si  son  naturales,  ó  espúreos,  suceden  del  mismo  modoque.los  le- 
gítimos á  la  herencia  de  la  madre,  á  menos  que  esta  fuese  ilustré. 
L,  2,  Dig.  ad  señal,  Orfitianum  et  L  8,  Cod.  eod. 

Los  de  unión  punible  y  dañada  están  escluidós  de  la  sucesión,  ni 
les  corresponden  á  estos  desgraciados  otros  alimentos  que  los  que  se 
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left  deben  por  la  equidad  nalaial  y  disposicieicft  canóaicas.  Novela 
S9,  e9fi.  dttmo> 

La  sucesión  mateoEMí  de  ios  hijos  naturales,  ó  espúreo»  es  distin« 
la  de  la  trazada  por  ta  ley  S^  tít«  20,  lib^  M  de  la  NoWsima  Reco« 
pilacion. 

El  segundo  orden  de  sooesien  es  el  4e  los  aseendíeiilte.  Guando  * 
el  dMihito  ho  deja  desooidientes,  la  ley  llama  á  los  aseendíentes  á  la 
sncesien  de  sus  bienes.  Los  más  próximos  escluyen  también  á  los 
mas  remotos,  fil  padre,  por  ejemplo,  esclujfe  al  abuelo  y  demás  as* 
cendientes.  No  tiene  lugar  aquí  el  derecho  de  representación. 

Cuando  hay  varios  ascendientes  de  un  mismo  ó  igual  grado,  su- 
ceden por  líneas  sin  hacer  distinción  de  bienes  paternss  y  matemos, 
porque  no  la  hace  la  Novela  118,  cap.  2,  contra  lo  que  dicen  Barto- 
la y  Cáncer  en  suesposicion  á  la  ley  3,  Cód.  de  bonis  qux  liberiSj  ete^ 

Cuando  existen  ascendientes  de  primer  grado  y  hetmanos  del 
difunto,  concurrirán  con  estos  á  la  sucesión  de  su  herencia,  que  se 
dividirá  in  capUa  entre  eiles,  según  la  disposición  de  la  citada  ley, 
contra  lo  que  prescriben  las  leyes  1  y  2.  tít.  20,  lib.  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  que  en  esta  parte  derogaron  la  ley  4,  tít.  15,  Par* 
tida  6,  que  estaba  conforme  con  el  derecho  romano. 

La  sucesión  de  los  hermanos  con  los  asc^dicntes  del  difunto  de 
primer  grado  se  estiende  á  los  hijos  de  los  hermanos  que  han  falle- 
cido, por  derecho  de  representación.  En  este  caso  sueeden  in  stir- 
pes.  Si  no  concurren  con  algún  üo  podrán  los  ascendientes  pretender 
su  total  esclusion  por  la  omisión  que  se  observa  en  la  Novela  127, 
á  pesar  de  ser  esto  contrarío  á  la  equidad. 

El  tercer  orden  de  sucesión  legítima  es  el  de  los  colaterales.  Esta 
solo  puede  tenerlugará  falta  de  descendientes  y  ascendientes,  cuan- 
do no  concurren  con  estos  á  la  sucesión  del  difunto^  como  se  ha  di* 
cho  anteriormente.  No  concurriendo  ascendientes,  y  sí  solo  herma* 
Bos  del  difunto  por  ambas  líneas,  sucederán  estos  in  capUa.  Los 
hijos  de  los  premuertos  sucederán  in  stirpes. 

La  Novela  127  no  habla  en  este  caso  de  los  nietos  de  los  herma- 
nos que  hubiesen  fallecido.  De  modo  que  según  ella  estos  se  consi- 
deran escluidos  de  la  sucesión  por  los  hermanos  y  sobrinos  del  di- 
funto. Si  no  existiese  niogun  hietmono  i  ^^^^  hubiese  hijos  de  her- 
manos, en  este  caso  en  vez  de  sq  ,p ^  in  stirpes  6  en  representación 
de  sus  padres  preáuertos,  suc^  .^^*    jfi  copita  6  por  iguales  parles. 

Si  no  existiesen  hermanos  ^  ^^yíl'^  ^s\^^^*^»^^^^i^^  *^  ^^^^^'  ^^'■ 
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árá  lagar  la  sucesión  de  los  hermanos  unilaterales  con  los  hijos  de 
estos,  que  hubiesen  fallecido,  observándose  en  este  caso  las  mismas 
reglas  trazadas  para  la  sucesión  de  los  hermanos  gennanos.  Si  hu- 
biese solo  hijos  de  los  hermanos  unilaterales  dd  difunto,  serán  pre« 
feridos  á  los  tios  de  este. 

Faltando  todas  las  personas  que  se  han  referido  entran  los  demás 

parientes  que  se  hallen  en  igual  y  mas  práximo  grado  del  difuato 

hasta  el  décimo  inchisive,  prefiriéndose  después  del  cuarto  grado, 

en  virtud  de  la  ley  de  i6  de  mayo  de  183S,  á  las  personas  si* 

guientes: 

Primero;  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  y  sus  des- 
cendientes, por  lo  que  respecta  á  la  sucesión  del  padre,  sin  perjuicio 
del  derecho  preferente  que  tienen  los  mismos  para  la  sucesión  de  la 
madre. 

Segundo;  el  cónyuje  no  separado  por  demanda  de  divorcio  con- 
testada  al  tiempo  del  fallecimiento,  entendiéndose  que  á  su  muerte 
deberán  volver  los  bienes  raices  de  abolengo  á  los  colaterales  del 
quinto  hasta  el  décimo  grado  inclusive,  computados  civilmente  al 
tiempo  de  abrirse  la  sucesión.  A  falta  de  estas  personas  sucederá  el 
Estado,  con  arreglo  á  la  citada  ley. 

Para  los  efectos  espresados  se  verifica  la  computación  délos  gra- 
dos en  la  linea  oblicua  sacando  los  que  cada  uno  de  los  parientes 
dista  del  tronco  común.  Los  hermanos,  pues,  se  h.allan  en  segundo 
grado,  el  tío  y  sobrino  en  tercero,  los  primos  hermanos  en  cuarto  y 
así  sucesivamente. 

Este  es  el  orden  y  estas  son  las  reglas  que  se  observan  en  Gata- 
luna  en  la  sucesión  testamentaria  y  en  la  legítima  óab-intestato. 

En  cuanto  á  los  derechos  de  hipotecas  que  se  devengan  por  di- 
chas sucesiones  en  todos  los  casos  y  en  toda  la  nación,  puede  verse 
el  «Sistema  hipotecario»,  publicado  por  el  autor  de  esta  memoria. 

Francisco  de  Poa* 


PRISTAGIONIS  SEfiOMAUH. 


TRIBUNAL  SUPREHO  DE  JUSTICIA. 

DIGTÁMEIf  FUGAL 

acerca  de  cuál  sea  el  tribunal  eompelenie  para  conocer  icios  de^ 
mandas  contra  el  Estado ,  sobre  reintegro  é  indemnisadon  de 
prestaciones  suprimidas  por  la  ley  de  señotios. 

El  Fiscal  dice :  Qae  ha  examinado  la  coasalta  que  por  condacto 
de  este  Supremo  Tribaaal»  eleva  á  S.  M.  la  Sala  de  gobierao  de  la 
Real  Audiencia  de  Valencia,  sobre  si  es  competente  para  conocer  en 
primera  instancia  de  la  demanda  ante  ella  deducida  por  D.  Pedro  Pi- 
lón y  Tobalina  y  otros  consortes,  reclamando  el  reintegro  de  ciertas 
prestaciones  comprendidas  en  la  encomienda  de  Torrente  que  queda* 
ron  suprimidas  al  publicarse  las  leyes  de  s^orios. 

Tanto  para  conocer  la  naturaleza  de  la  acción  ejercitada  por  los 
demandantes  como  para  resolver  con  acierto  la  cuestión  que  formu- 
la la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  es  oportuao,  ante  todo ,  re- 
bordar, «omo  punto  de  partida,  que  las  Cortes  al  declarar ,  por  su 
decreto  de  6  de  agosto  de  1811  incorporados  á  la  nación  todos  los 
señoríos  jurisdiccionales  y  al.  abolir  las  prestaciones  y  privilegios 
que  el  mismo  origen  tenian,  al  propio  tiempo  estatuyeron  que  aque- 
llas personas  que  los  hubieran  obtenido  por  titulo  oneroso  serían 
reintegradas  del  capital  que  resultare  de  los  títulos  de  adquisición,  y 
las  que  por  recompensa  de  grandes  servicios  reconocidos,  indemni- 
zados de  o{To  modo. 

Sucesores  D.  Pedro  Pilón  y  Tobalina  y  los  demás  recurrentes  en 
los  derechos  adquiridos  por  D.  Manuel  Sisto  Espinosa  en  virtud  de 
,  la  escritura  de  venta  de  la  Encomienda  de  Torrente  otorgada  á  su 
favor,  en  9  de  febrero  de  1808,  por  el  señor  D.  Carlos  IV,  han  crei- 
do  que  suprimidas  las  prestaciones  inherentes  á  la  misma,  en  su  de- 
recho estaban  ejecutando  ante  la  Audiencia  de  Valencia  la  acción  de 
reintegro  que  el  decreto  de  6  de  agogto  concede  á  los  que  percibían 
rentas  jurisdiccionales  por  título  0(^1,,^ qso  adquiridas. 

No  pareció  á  la  Sala  segunda  •>    \a  Xud^^<^^^>  á  la  que  se  dio 
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cuenta  de  esta  petición,  tan  clara  sa  competencia  para  conocer  de 
ella  en  primera  instancia,  y  pasé  sencillamente  la  demanda  ai  Fis- 
cal sin  darle  de  ella  traslado. 

Este  digno  funcionario  del  ministerio  público  desde  luego  estima 
que  la  cuestión  era  por  to*  mfn^s  dadosa.  El  testo  tenninante  del 
mencionado  decreto  sujeta  el  juicio  de  reintegro  al  conocimiento  en 
primera  instancia  de  las  AuiUeicias;  mes  una  serie  de  disposiciones 
posteriores ,  que  la  Sala  conoce  perfectamente ,  someten  al  de  los 
Jueces  de  partido*  todos  los  jtrictos  tfñ  primera  instancia. 

En  la  duda  de  si  estas  disposick»tes  generales  derogaban  aquella 
disposición  especial,  creyó  de  su  deber  adadir  al  qa^  suscribe  espo- 
niéndole la  situación  en  que  se  encontraba  y  preguntándole  cuál 
era  el  camino  que  le  correspondía  seguir. 

Esta  Fiscalía,  enterada  de  la  consulta,  no  tuvo  inconveniente!  eiT 
manifestarle  su  opinión  Tavorable  á  la  competencia  del  Juzgado.  Mas 
no  desconociendo  los  fundamentos  que  podian  alegarse  en  favor  de 
la  opinión  contraria,  indicó  al  Fiscal  que,  si  su  inteligencia  y  con* 
ciencia  se  lo  dictaban,  podia  usar  del  beneficio  que  concede  el  art.  i  S 
de  dicho  decreto  de  i81i,  provocando  la  consulta  en  la  forma  qué 
previene  el  Reglamento  provisional  para  la  administración  de  j  us- 
ticia. 

Así  efectivamente  lo  ha  hecho,  y  pasándole  los  autosr  por  la  Sa- 
la de  justicia  á  la  de  gobierno  de  aquella  Audiencia ,  esta  ha  el^ 
vado  la  consulta  á  S.  M.  conviniendo  con  su  Fiscal  en  que  la 
cuestión  es  dudosa,  pero  disintiendo  en  el  modo  con  que  debe  re- 
solverse, pues  que  en  tanto  que  este  áe  inclina  á  sostener  la  compe^ 
tencia  del  Tribunal  Superior,  la  Sala  de  Gobierno  opina  por  la  del 
Juzgado  de  primera  instancia. 

Indicado  ya  acerca  de  este  punto  el  parecer  de  esta  Fiscalía^ 
con  satisfacción  añade  que  en  él  le  afirma  el  ilustrado  dictamen  de 
la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  en  que  con  tanto  acierto  sé  ha- 
cen resaltar  las  razones  que  existen  para  negar  á  la  Audiencia  la 
facultad  de  conocer  en  primera  instancia  de  la  demanda  que  ha  da- 
do origen  al  espediente  que  motiva  este  informe. 

Sin  embargo,  aunque  ligeramente  espondrá  algunas  considera- 
ciones que  le  inducen  á  opinar  de  este  modo. 

La  primera  y  capital  consiste  en  creer  que  el  punto  de  parti- 
da y  el  cardinal  criterio  para  resolver  toda  cuestión  de  procedimien- 
to, como  t(yda  cuestión  de  competencia,  debe  ser  en  principióla 
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Ley  ée  Eniuíeiamieñto  civil,  norma  general  7  regla  á  que  deben 
ajustarse  la  forma  y  la  ritualidad  de  los  jakios.  No  es  otra  tosa  lo^' 
que  ha  qaerido  el  legislador  al  declarar  en  su  art.  141S  derogadas 
todas  la^' leyes.  Reales  decretos,  ReglamentiDs,  órdents  y  fueros  en 
que  se  hayan  dictado  reglas  para  el  Enjaiciamiento  civil. 

Ahora  bien:  esta  ley  dé  Enjuiciamiento  no  admite  mas  compe- 
tencia que  la  de  los  Juzgados  para  conocer  en  primera  instancia* 
Sobre  este  principio  están  calcados  todos  los  artícolosdel  titnlo  pri- 
mero que  tratan  de  las  cuestiones  de  competencia,  y  este  mismo 
principio  ha  sido  proclamado,  annqoe  de  una  manera  indirecta,  en 
el  título  17,  pues  si  se  examina  su  articulado  se  adquiere  una  com-> 
pleta  certidnmbre  de  que  no  pueden  entender,  mas  que  por  vía  de 
apelación,  las  Audiencias  en  los  negocios  civiles. 

El  hecho  de  no  haber  establecido  la  ley  un  procedimiento  espe- 
cia) para  que  los  Tribunales  stipéríores  conozcan  en  primera  ins^ 
tancia,  demuestra  por  sí  solo  que  aquella  regla  es  inflexible  y  que 
contra  ella  no  se  admite  escepcioo. 

Está,  ()oes,  derogado  el  art.  9.**  del  decreto  de  6  de  agosto 
de  4814  por  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  resuelta  por 
lo  tanto  en  ella  la  cuestión  de  competencia  á  favor  del  Juzgado.. 
Pero  también  es  preciso  reconocer  que  esta  cuestión  venía  ya 
anteriormente  resuelta  en  el  mismo  sentido,  nada  menos  que  desde 
la  publicación  de  la  Constitución  de  1812,  es  decir,  un  ano  después 
de  publicado  el  decreto  que  atribuye  el  conocimiento  délas  deman- 
das de  indemnización  á  las  Audiencias. 
No  es  difícil  demostrarlo. 

La  reforma  general  que  querían  llevar  á  cabo  los  legisladores 
reunidos  en  Cádiz  no  podía  realizarse  de  una  vez.  A  ello  se  opo- 
nía su  misma  importancia  y  grandes  intereses  creados  al  abri- 
go del  antiguo  sistema,  en  abierta  pugna  con  las  ideas  entonces  do- 
minantes. No  se  destruyen  en  un  día  obras  de  siglos,  ni  en  un  dia  efe 
posible  variar  el  modo  de  ser  de  una  nación;  y  nada  menos  que  k 
una  y  otra  cosa  aspiraban  las  Corles  de  Cádiz.  Sabían  esto  aquellos 
legisladores,  y  por  lo  mismo,  en  tanto  q«e  preparaban  la  reforma 
política,  base  en  que  había  de  descangat  ^^  admimslrativa  de  todos 
ramos  que  también  entraba  en  su^      :  j^s,  se  dedicaron  k  las  de  in- 
tereses materiales,  y  entre  esta^    ^  V^^^^^^^  pTedWeccion  k  \a  de 
señoríos,  simpática  á  los  pueblo^    ^0^^  ^  ^fecUAa  muchos  miereses 
creados  en  su  perjuicio  á  la  som|^*  v,  (JÍ\^  ^xüi^^^  Vus^ívIu^votí^s. 
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Anterior  el  decreto  de  6  de  agosto,  suprimiendo  los  señorios  ja- 
risdicoionales  á  la  reforma  judicial,  necesariamente  tuvo  que  atem- 
perarse ¿  la  organización  que  al  tiempo  de  su  publicación  tenían 
nuestros  Tribunales.  Descansaba  esta  en  el  principio  de  que  la  ple- 
nitud de  la  jurisdicción  estaba  en  las  Audiencias,  Cbancillerias  y 
Consejos^  los  cuales  conocían  en  primera  instancia  de  muchos  asun- 
tos por  caso  de  corte.  Entre  los  privilegiados  contábanse  los  juicios 
de  reversión  é  incorporación  á  la  Corona.  De  ellos  conocía  el  Con- 
sejo ante  el  cual  se  examinaba  la  legitimidad  de  las  mercedes  y  do* 
naciones  Reales,  y  se  fijaba  la  ostensión  que  á  sus  cláusulas  debia 
darse. 

De  este  principio  hubo  pues  que  partir,  y  esta  es  la  razón  por- 
que en  su  art.  9.^  dispuso  que  las  cuestiones  de  reintegro  y  de  in- 
demnización se  ventilasen  en  primera  y  segunda  instancia  en  las 
Audiencias;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  fuesen  casos  de  corte,  toda 
vez  que  participaban  mucho  de  la  naturaleza  de  los  juicios  de  re- 
versión é  incorporación. 

Pero  publicase  la  Constitución  de  1812  y  todo  esto  varía :  en  su 
titulo  8.^,  hoy  vigente,  establécense  nuevas  bases  de  la  administra- 
ción de  justicia;  en  él  se  señalan  las  facultades  de  las  Audiencias, 
y  se  consigna  terminantemente  que  deben  conocer  de  todas  las 
causas  civiles  de  los  Juzgados  inferiores  de  su  demarcación  en  se- 
gunda y  tercera  instaíicia ,  y  no  se  les  confiere  en  ningún  caso  de 
competencia  para  conocer  en  primera. 

Los  casos  de  corte  quedan  suprimidos  y  el  art.  9/  del  decreto 
de  6  de  agosto  perfectamente  derogado  por  la  ley  fundamental. 

Si  en  un  principio  alguna  duda  pudo  suscitarse  acerca  de  este 
punto,  desvanecerse  debió  al  publicarse  el  Reglamento  de  las 
Audiencias  y  Juzgados  de  9  de  octubre  de  1812.  En  su  art.  13  se 
dice  terminantemente  que  las  facultades  de  las  Audiencias  serán 
conocer  en  segunda  y  tercera  instancia  de  las  causas  civiles  y  cri- 
minales que  se  les  remitan  por  los  Jueces  de  primera  instancia  en 
apelación  ó  en  los  casos  que  previene  la  ley.  £n  el  art.  63  se  dis- 
pone lo  conveniente  respecto  aquellos  negocios  ya  incoados  ante 
las  Audiencias  en  primera  instancia  al  publicarse  la  ley.  En  el  10 
del  capitulo  2.^  se  establece,  que  todos  los  demás  pleitos  (se  escep- 
lúan  los  juicios  verbales  y  causas  civiles  "¡y  criminales  de  cualquiera 
clase  y  naturaleza  que  ocurran  en  el  partido  entre  cualesquiera 
personas)  se  entablarán  y  seguirán  precisamente  ante  el  Juez  letra- 
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do  de)  mismo  en  primerii  instancia,  esceptaándose  los  easos  en  que 
los  eclesiásticos  y  militares  deban  gozar  de  fuero  con  arreglo  á  la 
Constitución  y  de  los  que  según  aquella  misma  ley  puedan  ó  deban 
Gonocec  los  alcaldes  de  los  pueblos  y  los  que  se  reserven  á  tribuna* 
les  especiales. 

Ahora  bien,  no  estando  entre  estas  escepciones  el  juicio  de  in- 
demnización de  que  habla  el  decreto  de  6  de  agosto,  este  juicio^ 
como  todos  los  no  esceptuados,  quedaron  por  esta  ley  preciiamente 
sujetos  á  los  Juzgados.  Lá  Attdieneía  desde  aquel  día  quedó  Mn  ju* 
risdiccion  para  conocer  de  ellas  en  primera  instancia. 

En  esta  misma  idea  abunda  el  Reglamento  provisional  para  la 
ádministrncion  de  justicia.  Los  jueces  letrados  de  primera  instancia 
son,  según  su  art.  36,  los  únUkíS  á  quienes  compete  conocer  en  la 
mismk  instancia  de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  correspon« 
dientes  &  la  Real  jurisdicción  ordinaria,  inclusas  las  que  basta  en- 
tonces habían  sido  casos  de  corte.  Entre  las  escepciones  que  de  esta 
regla  admite,  no  c»omprende  el  juicio  de  indemnización.  Por  último, 
en  et  capítulo  que  habla  de  las  Audiencias,  no  se  les  reconoce  fa-- 
cuitad  en  ningún  caso  para  entender  en  primera  instancia  en  nego^ 
eiod  civiles. 

£1  Reglamento  provisional  para  ia  administraciott  'de  justicia 
vino  por  lo  tanto  á  derogar  una  vez  mas  el  art.  9.®  del  tantas  veces 
nombrado  decireto  de  6  de  agosto  de  48ii. 

Lo  mismo  hizo  el  Real  decreto  de  90  de  junio  de  1852 ,  que  ar- 
regló la  jurisdicción  en  los  líegueios  de  Hacienda.  Su  art.  3.^  ter» 
minantemente  dispone  que  el  conocimiento  de  los  negocios  judiciales 
de  Hacienda  corresponde  en  primera  instancia  á  los  Jueces  de  par- 
tido de  su  respectiva  capital;  y  si  se  examina  el  capitulo  3.^,  se  en* 
cuentra  que  á  las  Audiencias  solo  corresponde  conocer  de  los  mis- 
inos en  segunda  ó  tercera  instancia ,  pero  nunca  en  primera. 

No  niega  el  Fiscal  que  hubiera  sido  conveniente  que  al  resta- 
iriecerse  en  1823  y  en  4837  esle.  decreto  se  hubiera  espresamente 
derogado  a(|uél  artículo ;  maé  no  puede  convenir  en  que  fuese  ab- 
solutamente necesaria  esta  espresa  declaración,  una  vez  destruida 
lá  antigua  organización  judicial  que  autorizaba  los  casos  de  corte. 

Las  ibismás  leyes  de  s^oHos-de  3  de  mayo  de  1823  y  de  26  de 
agosto  de  1837  corroboran  este  juí^U  pues  mas  ó  menos  espliciu- 
mente  vinieron  á  proclamar  la  «(MUn^JL^cfe  *^  ^  Jis^g^spara  co- 
locer deis» materias* ft que Wr^fL^^i  -  ' 
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Elariiocdo  4.''  de  la  primera  de  estas  dos  ley^  teroiiiiaDlQiiiente 
declara  que  los  poseedores  ifm  pr«teii4a9  que  sus  seaoríos  territo- 
riales son  de  los  que  debea  considerarse  como  propiedad  p^rlÁpulac, 
pres^tea  a^te  los  Juece»  respeotivos  de  primera  instancia  los  Utiilo^ 
de  adquisícioa.  ¥  mas  esplicita  la  segunda,  no  solo  cofirma  esle  pi*^- 
ceptQ ,  sino  que  ordena  terminaBtenieDte  en  su  arti^ulO'  13  /qfpe  an  to- 
dos los  pleitos  que  se  instaureu  ¿consecueacía  y  para  el  cunyilÍ0i|ei|L- 
4o  de  lo  que  deja  establecido,  serán  parte  los  respectivos  Promotores 
Fiscales  de  los  Juzgados  deprimiera  iufUar^  y  los  fiscfili^  di^l^ 
Audiencias. 

P^laliras  qne  demuestran  que  s^gua  el  espíritu  de,  las  mÍ3C998  le- 
yes de  seSorios  el  articido  9.^  del  decreto  (^  6  de  agpsto  bahía  d^ 
jado  de  existir  con  la  antigua  or^^auoizacion  judicial. 

Aua  cuando  así  no  fuera,  otras  consideraciones  que  el  fiscal  v^ 
puede  menos  de  indicar  s^ian  bastantes  para  que  no  comenzase, el 
juicio  ante  el  Tribunal  Superipr.  IpútiL  es.  en  jurisprudencia  coasí^ 
nar  ua  derecho,  si  la  ley  no  fiya  el  modo  y  la  forma,  de  ejeroit^r  .e^f» 
oiismo  derecho.  Los  Tribun^des  deben  limitarse  á  juzgar  y  á  ^jeciir 
lar  lo  juzgado;. no  puedeaen  cfso  algunot  inveotai;  procedim^eiit6|S^ 
porque  esto  seria  invadir  las  atribuciones  del  poder  legislati^Ot  Da.lo 
«ual  se  deduce,  que  9.  aian  cuaidío.^  ooiisíd^ari^  vigíate  el  ^epcio- 
nado  artículo  Q."",  no  síería  ppfljl^e  sustanciar  aate  b^  iudieapia,  j^ 
falta  de  procedimiento  especial,  el  pl^ito iastguradq  .^te  ja  mff^^a 
por  D.  Pedro  Pilón  y  Tobalina. 

Perniciosa  consecuencia  seria  ti^mbiea  de  la,  .opinión  que  ,el  Fi»r 
i^l  impugna,  que  oo  habría  lu^c  en  el  presente  ca^o  i  utitizar  uinr 
guno  de  los  remedios  estraordínaríos,  que  la  ley  poi[ve  e^  m^n^  de 
los  Uiigantes  i^ra  reparar  los  danos  que  puedan  caii3ar  en  sp  de^ 
rechos  los  Tribunales  Si}perify:es  con  sns  fallo?;  observacipi^  qii|$ 
debe  tenerse  muy  en  .qneaia»  tratando^  de  ua,jaAipto  en  que  t^pi 
4írectain^nte  está  interesado. el  Estaco.  No  procederiaiv  los  recursos 
de  injusticia  notoria;  y  segunda  suplu^cípn^  pues  90I0  tienen  íúg^ 
^ua  el  artíQulo  1."^.  del  jReal  decreto  d^  4  de  no^ien^hre  de  il^S.eii 
aqueles  negocips ,  penii^Ues  de  -  las  Audi^MüaSf  Tribtmc^s  de  Cfo* 
meráo  u,or(Hinmri0^  antes  4el  i3  de  oftosto  ite  1836.  Nonsabria  el  4^ 
nulidad  porque  es  imposible. ea  aquellos  pleitos, que, oocpaienz^ron 
antes  del  primero  de  ^nero  de  Í9S&  ea  que  pdncipiiá  .i  r^.  l^iUJier 
va  Ley  d^  EiyuM^tftHMeaAo  jpivjln  Par  úUí^o,  no  podria  utilizarle  <A 
de  casación  que  ésta  mismaJUf  4^  Eiyui^iu^^  estaWeeti 
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€OD|tra  las  seatencias  de  vista,  poique  no  admilíendio  ea  niagiia  caso 
que  las  Audieocias  caoozQaa  en  revista,  sería  aI>sardo  que  prospe- 
rara uu  recurso  contra  una  ejecut,oría  dictada  en  revista,  como  ten- 
dría que  suceder  en  la  hipótesis  qv^  el  Fiscal  viene  examinando  de 
estar  vigente  el  artículo  9.°  del  decreto  de  6  de  agosto,  y  con  arre* 
glo  á  sus  disposiciones  tei\erse  que  f sallar  el  juicio  de  iademni;&acion 
promovido. . 

Resulta  de  to  espuesto  en  concepto  del  Fiscal  que  la  falta  de  un 
procedimiento  especial,  la  Constitución  die  1812,  el  decreto  de  9  de 
octubre  del  mismo  ano,  el  reglamento  pirovisional  para  la  adminis*» 
tracion  de  justicia,  el  Real  decreto  de  20  de  junio  sobre  la  jurisdio- 
cion  de  Hacienda,  las  mismas  leyes  de  Señoríos  y  sobre  todo  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  resuelven  la  cuestión  objeta  de  la  consulta 
en  favor  de  la  competencia  del  Juzgado  especial  de  EUicienda.  Si 
V.  A.  fuera  de  esta  mi$ma  opinión,  cree  el  Fiscal  que  debería  ma- 
nifestarlo asi  al  Gobierno  de  $«  M.  al  dar  curso  á  la  consulta  que 
motiva  este  informe. 

Sin  embargo  la  Sala  como  siempre  resolverá  lo  que  mejor  estime* 

Hadrid  .17  de  marzo  de  18S9  (1)« 
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pnüido  en  un  espediente  sobre  declaración  d^  categorías  en  la  ear^ 
rera  judyciaU 

El  Fiscal  dice:  Que  con  motivo  de  dos  comunicaciones  de  los 
Fiscales  de  las  Audiencias  de  Albacete  y  Valtadolid,  relativas  á  que 

(i)  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  evacuó  la  consulta  de  acuerdo  cqi| 
•t  dictamen  del  Sr.  Fiscal ,  y  elevada  al  Gobierno,  se  dictó  la  Real  órdén 
de  3  de  junie^  de  i8t(9,  que  se  p«blícó  ^^  t0M  X  de  nuistro  Boun»*-- 
Attf  j9íriiPla^M4«  kk  Revista.  ^  ^      . 
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que  Sé  les  guardaran  las  preemiaencias  y  consideraciones  de  Presí  - 
den  tes  de  Sala  á  que  se  creían  con  derecho,  acudió  este  ministerio 
á  S.  M. ,  encareciendo  cuan  nebesario  era  que  se  dictara  una  medi- 
da que  cortase  conflictos  que  solo  la  prudencia  habia  podido  evitar. 
El  Gobierno ,  que  habia  fijado  su  atención  sobre  las  muchas  solici- 
tudes que  se  presentan  pidiendo  decoraciones  de  categorías ,  títulos 
de  los  empleos,  cuya  categoría  se  pretendia,  y  hasta  antigüedades  ea 
la  carrera  desde  la  fecha  de  los  mismos  títulos ,  encarga  á  este  Tri- 
bunal que  manifieste  su  dictamen.  Al  efecto  le  previene  que  indique 
las  reglas  que  deben  observarse  para  desterrar  los  abusos  introducid 
dos,  no  lastimar  los  derechos  adquiridos,  aun  cuando  lo  sean  por  una 
interpretación  abusiva ,  y  conseguir  que  sea  una  verdad  de  hecho 
la  prohibición  de  los  honores  de  la  toga  y  de  las  distinciones  hono- 
rificas  de  un  empleo  superior  al  que  se  desempeñe. 

Que  el  mal  es  grave  y  que  requiere  un  remedio  radical,  no  puede 
ponerse  en  duda.  A  los  antiguos  hdnores  que  destruyen  el  orden  ge- 
rárquico,  y  rebajan  los  grados  superiores  de  la  carrera  judicial  y  fis- 
cal para  elevar  los  inferiores,  se  ha  añadido  una  cosa  mucho  peor, 
la  de  las  categorías,  que  ,  según  ta  interpretación  que  se  les  ha  da- 
do, van  mas  allá  que  los  honores.  Consecuencia  de  esto  es  que  na- 
die se  contenta  con  ser  lo  qu§  en  Ja.  realidad  es :  que  haya  magistra- 
dos de  Audiencias  con  honores  del  Tribunal  Supremo ,  magistrados 
con  categoría  de  Regentes ,  magistrados  y  fiscales  con  la  de  Presi- 
dentes de  Sala,  tenientes  fiscales ,'  jueces ,  abogados  y  relatores  con 
la  de  magistrados ,  tenientes  fiscales  y  relatores  con  la  de  jueces  de 
término ,  y  que  se  haya  llegado  al  caso  de  que  sea  difícil  el  se- 
ñalar el  lugar  que  á  cádá  uno  Id  corresponde  en  el  orden  judiciaL 
En  prueba  de  ello ,  varios  son  los  casos  en  que  se  ha  visto  prácti- 
camente la  dificultad;  se  limitará  el  Fiscal  á  indicar  aquí  el  de  haber 
un  auditor  de  guerra  disputado  la  preferencia  á  los  presidentes  de 
Sala ,  y  haberse  resuelto  así  providencialmente  por  la  Audienciaí 
hasta  que  S.  M. ,  conformándose  con  el  dictamen  de  Y.  A.,  corrigió 
este  abuso ,  y  esa  subversión,  del  orden  g^rárqujco  de  la  magistra- 
tura. Pero  no  se  .pueden  pasar  en  silencio  por  lo  conocidas  que  soa 
las  graves  dificultades  á  cpiedió  lugar  en  la  üllima  apertura  del  Tri- 
bunal la  colocación  que  debían  ocupar  los  diferentes  funcionarios  de 
la  escala  judicial. 

. .   Si  (uvierai  qu^  resolvef^^ici  la  (cuestión  en  principios ,  una  sola  re* 
fh  bastaría  para  terminarla:  con  ordenar  que  cada  uno  futrarlo ^ 
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e« ,  estaría  teraÚQa^o  taa  enojosisioio  negocio.  De  este  modo  ^  ade- 
más de.  iatxoílocir  eo  la  admiaistracioa  de  justicia  las  buenas  doc- 
trinas ,  no.^  dacia  nuevo  pábulo  á  ese  prurito  de  honores  y  distin- 
ciones 4  qt|e. pocas  veces  «on  aiQreedorcs  los  que.  con  mas  empeño 
las  sQlioitan.  Pero,: ¿coa8ttltaria.e^ta  resolución  á  ios  derechos  ad- 
quirido^?    '  ..  ,  , 

Yarias  son  las  disposiciones  que  mas  ó  menos  directamente  han 

dad9  li^^c  áU  aaarquia^de  que  el  Fiscal  se  lamenta. 

'     Püiede  CQAsidOBatse  cfnnio  la  primera  el  Aeal  decreto  de  7  de 

imtzq  dOi  l^i.  Al  establece^rse  enél  las  reglas  que  debian  seguirse 

éa  iapp<^viS|ioa  de  jt^iS  plazas  del  orden  judicial,  se  estableció  la  di- 

.  visión. jde  .catQgoqiaSf.iElsta  .división  solo  tenia  por  objeto,,  como  es- 

j^e,sam/^(e.)o,dyo  elart.  4.%  foQüitar  la  ejepucion  del  decreto  y 

4l,90¡^,(^je¡to  ^  que  piídiera  9^nnr  de  guia  al  MinUtCfio  de  Gracia 

sjf  J[^8t¿£W'Pwa.kafer^ítí^^^  corre^ondientes.  Lejos  estuvo, 

puei,  de.Iaiint^ion  deLQobierno  que  lo  ^ue  se  li^acia  para  llevar 

á  efo^sta.  UA  órdén  regular  de  «pcoauíiciones ,  sirviese  4e  pretesto  al 

a|»i|so.laaioQtabte  qiie  se  introdujo  ^  abusp  que  se  tr^tó  de  impedir 

fitl-aegaa:  ¿  las  oategor^  qias  unificación  que  la  que  espresamente 

les  concedia  el  decreto.  T  es  que  los  malos  hábitos  difícilmente  se 

•de$afi^aigao.»!y<iue  la  caixer^  judicial;  ^n  que  deben  ser  mas  mo- 

^  destas  qm  l^n  ninguna,  otra  la^  aspiraciones ,  se  ha  resentido  tam- 

bioii  de  k)ti|ii^§n  otras.. jcarjreraaacoflitece ,  creyendo  algunos  que 

asi  como  en  la  milicia  hay  capitanes  con  gradp  ^q  pomandantes, 

debe  baber  ea*|alqg9i  jaeces  con:grado  de  ms^isirados. 

•  Debió  fortífi^aa:  est^  opinión ,  y  aun  dá  lugar  á  creer  que  era  la 
oficial,  la  ^eal  arden  de  23  de  diciembre  de .  iS^l  f  espedida  por  el 
Miaisterio de .Qrapia  y  Justicia,  e^euyo  art.,^.^  se  d^cia  que  era 
ivece8ariojiliuV>,para  el  uso  de. honores,  gracia^  y  condecoraciones 
jqve  ise  otorgaran  por  dicho  Mii^t^fi^^,  pues  si  bien  espresamente 
UQ.bablaba  de  jUs  catfigqvíaft»  9:1  IvsQbo  es  q^e  mffit^on  i  espedirse 
.ií¡Lf¡ÍQ»  i  Ips  comprendidos  en ella^.^.del  mismo  modo  que  se  bapia 
aptiguamepte  4?pn  los  que  obteqian  boftQi:es:,(t?  magistrados.  Lain- 
.terpre(íicifín„.pup^,  4el  GoWecoQjué  f íiYOjr?ible  á . los.  qne  dab^n 
al  Heal  decretp  de  c^tegfíri^  uns^  ^igiÜ6p^<>>^  4M^  «^  ^^'  > 

ja^ eqplfciío, estilla Qtro  Rci^docrft^^  *^^ 
.  cba  de\7.de marzo  de  ^851..ün  su  n^*  2,''  otdeaa,qup.al  conceder- 
se lat jttbil^jftii  áJqs,mag^tr;5Klos^v  ;    r^  pueden,  ctbt^er  los  hono- 

.  re^,dft,)»i,»t^f:^.íW«fWii«w^    \i?^.Qfte\^uffli?i^V5^^ 
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y  catedráticos  de  jurisprudencia  que  se  hayao  distioguido,  coando 
se  retiren  del  foro  ó  del  profesorado,  puedan  obtener  los  honores  de 
cualquier  empleo  judicial,  para  cuya  obtención  en  propiedad  tengan 
aptitud  legal.  Así  se  barrenó  el  Real  decreto  de  45  de  setiembre 
de  1845  á  que  ya  había  abierto  un  partillo  otra  Real  orden  de  14 
de  diciembre  de  1848,  concediendo  á  los  Decanos  de  los  colegios  de 
abogados  los  honores  de  la  toga  mientras  ejercieran  aquel  cargo,  y 
personalmente  si  hablan  desempeñado  tres  veceá  el  decanato.  Y  esta 
disposición  que  se  comprende  hablando  de  los  Decanos  de  lo9  cole- 
gios de  las  poblaciones  en  que  hay  Andiencia,  tal  como  está  redac- 
tada ,  es  estensiva  á  todas  las  poblaciones  en  que  hay  colegio,  su- 
cediendo por  lo  tanto  que  en  un  partido  en  que  el  juez  es  solo  de  en- 
trada, el  decano  del  colegio  y  los  que  lo  hayan  sido  tres  teces,  ten- 
gan los  honores  de  magistrados.  Presume  el  Fiscal  que  la  aplicación 
práctica  de  está  Real  orden  se  habrá  limitado  á  tos  colegios  dé  las 
capitales  en  que  haya  AudSencíia,  y  n6  desconoce  que  el  art.  4.*  del 
Real  decreto  de  7  de  mar¿o  dé  1851  fia  Uthitado  cónsidéraMemente 
sus  efectos:  pero  de  todos  modos  aparece  claramente  que  antfes 
de  1851  ya  se  hisibk  échiaido  en  piarte  por  tierra  la  Real  drden  d&45 
de  setiembre. 

En  22  de  diciembre  de  1853  de  nuevo  se  quebrantó  la  prohibi- 
ción de  conceder  honores  y  categorías,  pues  que  se  dio  categorías 
tk  magistrados  y  fiécaleá  á  los  relatores  detesté  Supi^tímo  Tríbuáal 
y  délas  Audiencias. 

Loables  sm  dnda  fueron  las  intenciones  de  los  qué  crey^on  qne 
tlebiañ  aconsejar  á  la  Corona  estas  deviaciones  del  principio  saluda- 
ble que  habia  Hegado  á  prevalecer:  peto  no  calcularon  por  desgra- 
cia los  males  que  originaban  tales  escepciones.  Justo,  muy  justo  es 
que  los  que  han  empleado  sus  mejores  aSos  en  servir  al  Estado  en  la 
carrera  de  la  magistratura  y  judicatura  encuetitfen  la  rec(]impensa 
de  pasar  los  último^  dia6  de  su  vida' en  el  descansó,  y  rodeados  de 
la  consideración  y  honores' que  tenian  cuando  estaban  e/n  servicio 
activo:  pero  no  es  fácil  détnostrarque  sea  ítil  ni*  conveniente  al  bien 
del  país/dar  ál  que  sale  del  servicio  íbajút  considerhcióti  (fue  )al  que 
en  el  servicio  cóbtiñüá.  Jtrsto  es  también  qiie  al  catedrático  distin- 
guido se  le  den  muestras 'dé  lá  ¿dnsideració'n  y  aprecio  del  país,  pe- 
ro del mi«(mo  modo  que  áiin^jdez  ó 'áuii 'magistrado por  impoirtárites 
que  sean  sus  servicios ,  6'  por  ¿ráiWe  qué  sea  stf  sabéf,  ño  se  lé  dá 
'  (el  título  dedói^or  si  a<rádém{t!áéélit^'iió  té  obtuvo,  ni  losüoñore^y 


CATEGOBÚS  W  JJi  CAUBJSRA  JUDICIAL  .  163 

/^tegoria  de  catedrático,  no  debe  darse  taiopocp  al  catedrático  la 
.  calegoria  de  magistrado.  £1  magistrado,  el  catedrático,  el  juez,  el 
abogado,  el  relator,  todos  sirven  al  Estado,  á  todos  los  cubre  la  to- 
.^a:  esta  es  el  distintivo  profesional,  esta  es  el  vinculo  común  que 
une  á  los  juristas  que  se  han  dedicado  á  la  práctica  en  sus  diferen- 
tes ramos,  y  á  los  .que  se  han  consagrado  á  las  especulaciones  déla 
ciencia.  Nadie  debe  desdeñarle  de  ser  lo  que  es,  nadie  debe  tener 
la  pretensión  de  sacriticar  á  una  vanidad  pueril  intereses  perpetuos 
de  la  administración  de  justicia.....  No  por  esto  dirá  el  Fiscal  que  los 
decanos  de  los.  colegios,  dejen  de  tener  las  consideraciones  que  ac- 
tualmente disfrutan.  Esta  distinción  no  es  á  la  persona,  es  á  la 
nobilísima  profesión  del  foro. 

Por.  estas  .consideraciones,  y  coa  el  fin  de  satisfacer  los  déseos 
del  Gobierno,  de  no  lastimar  derechos  adquiridos  aun  cuando  1q  i»ean 
por  una  interpretación  abusiva  de  las  disposiciones  vigentes,  el  Fia* 
cal  propone: 

1.^  Que  se  restablezca  en  toda  su  fuerza  y  vigor  el  Real  decreta 
de  19  de  setiembre  de  1845. 

2.^  Que  en  su  virtud  no  se  concedan  á  nadie  en  adelante  hono- 
res de  magistrados  ó  jueces,  ni  se  degiarQ  que  sejrxfcios  prestados 
en  un  destino  de  la  carrera'jtídicial  ó  fiscal  se  eatiendan  hechos  en 
destino  de  mayor  categoría.  * 

o.^  Que  se  abroguen  los  artículos  2.**  y  3.^  del  Beal  decreto  de 
7  de  marzo  de  18S1  relativos  á  los  honores  de  la  carrera  judicial  y 
Ja  Real  orden  de  22  de  diciembre  de  1853. 

4,°  Que  se  declare  espresamente  que  el  Real  decreto  de  7  de 
marzo  de  1851,  que  fija  las  circunstancias  para  obtener  destinos  en 
la  carrera  judicial,  servirá  en  lo  sucesivo  en  conformidad  de  lo  que 
dice  su  artículo  4.^,  solo  para  facilitar  que  se  hagan  con  acierto  las 
(propuestas  de  praníU)ciones«  ,  . 

5.^    Que  á  los  que  están  sirviendo  en  la  actualidad  cargos  q^e 

IK)r  consecuencia  de  la  interpretación  qne  se  ha  dado  á  dicho  Real 

decreto ,  son  considerados  como  de  categoría  svig^erior  i^  los  eoi*^ 

plees  que  obtienen,  conijinúen  con  {^derechos  en  cuya  posesión  ^e 

-tiallan*.  ■    -<  >  ' 

6.®  Que  iosqae  sirven  actq^i  y^ cargos  q«e#  pasado  cierto 
número  do  áños^  dan  derecha  4  ^^®  ^víiiatia^auvww^wi^ikcioii- 
servados  en  este  derecho»'  'Wí» 

Para  coBctaií  est» consiUt,. ;       .      A-y^iiA^^^^^ 
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que  la  ha  promovido,  á  saber  las  reclamaciones  de  dos  fiscales  acer* 
cadel  lugar  que  debían  ocupar  cuando  fueran  llamados  á  suplir' á 
otros  magistrados.  El  Fiscal  cree  que  la  justicia  exige  que  ocupen 
su  lugar  por  antigüedad  entre  ios  demás  magistrados,  si  bien  aun- 
que tengan  la  categoría  de  presidentes  de  Sala,  nunca  en  la  vista  de 
los  pleitos  deban  anteponerse  al  Presidente  de  la  Sah,  porque  dése 
toda  la  fuerza  que  se  quiera  á  una  ficción,  no  puede  llevarse  á  tér- 
minos que  destruya  la  verdad.  No  por  esto  debe  considerarse  dero- 
gada la  Beal  orden  de  i6  de  marro,  ni  obsta  esto  para  que  en  los 
actos  de  pura  ceremonia  se  les  dé  el  lugar  que  lea  corresponda  en- 
tre los  presidentes  según  la  antigüedad  que  cuenten  en  esta  ciatego- 
ría,  conforme  prescribe  la  Real  orden  citada  de  16  de  marzo. 

Xsí  podrá  consultarlo  el  Tribunal  ó  como  estime  mas  acertado. 
■-)iladrid  4  de  febrero  de  1858. 

GtHez  de  li  Sem* 
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COMSVIiTA. 

En  un  asunto  dvü  ordinario,  ¿es  indispensable  proponer  la 
¡prueba  dentro  del  plazo  que  para  ello  concede  elart.  275  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  ó  podrá  el  litigante  que  durante  él  no  haga 
la  propuesta,  hacerla  en  el  resto  deí  térrhino? 

En  la  Revista  general  de  Legislación  v  JM<Bf Rin>EN€iA  na  be 
visto  tocada  esta  cuestión,' que  prácticamente  me  ha  ocurrido  ya 
algunas  veces.  Me  consta,  ya  por  é^tos  cases  práotíeos,  ya  por  re* 
lacion  'dé  tetra'dod  respetables  de  ia  ciudad  de  Valencia,  que  la  Aa- 
dienclá  fl^rterritorio  ¿a  adoptado  la  juñspnidenoia  de  no  oiirar 
^omo  preciso  que  el  litigante  proponga  prueba  alguna  durante  tt 
térfüidd  tMM  eHo  marcado  ^or  ebeitado  ticiiil^r  teoíeaitoasi  como 
^lateVítil  .para  proponerla  todo  el  lérmíiio  de  prueba.  ¥a  que  no.me 
sea  dado  sostener  mi  opinión  en  el  terreno  de  lá  práctiea,  por  ser 
scéttiraria'la  del  iribmial  de-apelaekm,  ^pie  ea  deteüiva  hade^deci- 


djr  1«9  ca^st¡ope$  que  eua  el  fiartíciilar  se  suscfteiu  qoisieraver  tra- 
tada la  cufístioa  ea  el  de  la  ciencia  dirigiéndome  á  ese  periódico^  i 
^n  de  que  sus  ilustrados  redactores  tengan  ¿  bien  evacuar  mi  con- 
sulta, deapuesdp  tener  la  paciencia  de  leer  los  fundamentos  en  que 
apoyo  mi  pobre  opinión. 

.  Se  vé  claramente  que  la  naeya  ley  ha  querido ,  en  cuanto  í 
pruebas,  introducirla  novedad  de  dividir  en  dos  el  término  de  la  . 
tramitacipn  antigua,  y  así  como  en  ésta  durante  todo  él  podía  pro- 
.ponerse  y  hacerse  la  prueba ,  quiere  que  haya  un  término  para 
|)roponerla  y  otro  distinto  para  practicarla.  Esta  idea  la  vemos  ter- 
minantemente consignada  en  el  juicio  de  menor  cuantía^  pues  que 
enelart,  114p  dispone  que  pasado  el  término  de  los  tres  días  que 
señala  para.  la  propuesta  de  prueba ,  no  podrá  esta  proponerse  ni 
adicionarse  lapropqestaj  y  aun  en  el  juicio  ordinario,  si  no  tan 
espresamente,  vemos  que  el  artículo  273  marca  el  término  para 
proponer  al  decir  «que  recibidos  los  autos  á  prueba  se  entreguen  por 
seis  diasá  cada  una  de  las  partes  sucesivamente  para  que  propon- 
gan lo  que  les  canvenga» ;  con  lo  que  tenemos  señalado  el  término 
de  doce  dias  para  proponer  la  prueba ,  y  el  de  cuarenta  y  ocho, 
que  son  los  que  restan  hasta  los  sesenta  de  término  general  de 
prueba,  para  ejecutarla.  Esto  equivale  á  decir  que  el  término  se 
subdivide  en  dos  períodos,  una  quiata  parte  de  su  totalidad  para  la 
propuesta,  y  las  cuatro  quintas  restantes  para  la  ejecución. 

Verdad  es  que  el  final  del  citado  art.  273  es  contrario  á  esta 
subdivisión  de  propuesta  y  ejecución  al  disponer  que  en  el  resto  del 
término  pueda  solicitarse  cualquiera  otrq  prueba ,  porque  corta  el 
deslinde  de  los  dos  plasmos.  Pero  esta  añadidufa  incongruente,  de- 
bida es,  a|  parecer,  á  que  el  juicio  ordinario  se  mira  como  de  mucha 
mas  entidad  que  el  de  menor  cuantía,  y  á  que  se  ha  creido  que 
pueden  sobrevenir  en  él  mil  accidentes  que  den  lugar  á  tener  que 
•echar  mano  de  varios  medios  de  prueba,  para  cuya  propuesta  no  sea 
«n  muchos  pasos  suficiente  el  término  coücedido  por  el  art.  27o. 
Este  circunscribe  la  obligación  de  proponer  en  los  seis  d\as,  si  no 
toda,  la  mayor  parte  de  la  prueba,  cuando  dice  vtsin  perjuicio  de 
que  en  el  resto  del  término  puedan  soUcUar  cualquiera  otra,*  pues 

que  este  pronombre,  de  relación  c^mo  ^^^  ^^^*'  ^^  P^^.^^  ^^^^' 
rirse  mas  que  á  la  pr,ueba  que  se  v  ^^  ^to^ueslo  dnrai^le  el  plazo 

concedido  por  el  art.  273,  y  el  A/^*^  ^e»-  ^^^^^  ^^  ^^  ^^^*^  ^^^^' 
citar,  no  deja  duda. en  que  l^  ^V*^^  cp^^^*^^^  ^^^  *^^^^^^  *^^^^ 
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plazo  se  proponga  algunsí ,  y  no  haciéhdbio  es  ólaró  que  no  podnr 
admitirse  |Íasado  el  plazo ,  por(pie  entonces  no  debería  nüiica  lla- 
marse con  propiedad  otra. 

Loa  partidarios  de  la  opinión  contraria  sostienen  qne  el  objeta 
del  art.  273,  no  ha  sido  otro  que  el  de  que  cada  litigante  tenga  en 
m  poder  los  autos  por  seis  días  por  vfa  de  instrucción  para  hacer  la 
propuesta  de  prueba,  que  no  es  preciso  así  que  tenga  lugar  dentro 
de  los  seis  dias,  cuando  el  término  de  prueba  es.  para  proponerla  y 
practicarla,  y  que  el  objeto  del  precepto  del  citado  art.  273  es  la. 
entrega  de  los  autos,  y  el  fin  de  esta  la  propuesta  de  prueba.  Se- 
mejante interpretación,  sino  falta  de  ingenio,  lo  está  en  mi  concepta 
de  apoyo  en  la  letra  del  precepto,  que  es  tan  elaro  que  no  permite 
interpretación  alguna,  al  decirse  entreguen  los  autos  por  seis  dias 
á  cada  una  de  las  partes  para  que  propongan  la  prueba,  pues  que 
á  haber  querido  otra  cosa  distinta  de  lo  que  estas  terminantes  pala- 
bras espresan,  no  es  tan  pobre  nuestro  idioma  que  no  permitiera 
espresarlo  fácilmente  con  solo  decir,  para  que  se  enteren  de  ellos 
y  puedan  durante  eí  término  de  prueba  proponer  y  hacer  la  que  le& 


convenga. 


Estoy  conforme  en  que  el  término  para  proponer  la  pruba  sejmí- 
re  como  común,  y  que  así  tenga  derecho  el  demandado  á  hacer  la 
propuesta  durante  los  seis  dias  en  que  se  le  comunican  los  autos  para 
ello,  como  durante  los  seis  en  que  antes  estuvieron  en  poder  del  ac- 
tor, y  que  este  lo  tenga  así  durante  los  seis  dias  en  que  los  ocupa,  co- 
mo durante  los  seis  en  que  los  tiene  el  demandado.  Convengo  en  que 
este  término  de  la  propuesta  se  mire  como  de  los  prorogables,  y 
que  así  en  el  caso  de  devolver  uno  ú  otro  de  los  litigantes  los  autos 
pasados  los  seis  dias,  bien  en  virtud  de  apremio,  bien  sin  él,  y  á 
ellos  acompañe  la  propuesta  de  prueba,  deba  admitírsele,  y  seguir 
adelante  la  sustanciacion  de  aquellos  següñ  su  estado,  que  en  este 
caso  no  es  ¿tro  que  el  de  practicar  la  prueba  propuesta,  con  la  fa- 
cultad en  los  litigantes  de  solicitar  cualquiera  otra  en  el  resto  deí 
término.  Pe^o  de  ningún  modo  creo  que  quede  en  facultad  del  liti- 
gante própotier  prueba  en  el  restó  del  término,  sino  la  ha  propuesta 
durante  el  plazo  para  ello  señalado,  porqué  en  este  caso  podemos  ' 
decir  como  él  Sr.  D.  francisco  Palau,  ilustrado  abogado  de  Valencia, 
en' un  artículo  qué  sobre  la  ftiateria  publicó  en  Eí  Foro  Valenciano^  * 
¿de  qué  sirve  el  art.  273  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil? 

J6s¿Rki6. 
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C&ntestdtiún. 

íio  estamos  conformes  con  la  opinión  de  nuestro  ilustrado  sus- 
critor.vCreemos  por  el  contrarío  que  aunque  no  se  haya  propuesta' 
la  prueba  dentro  del  plazo  en  que  las  partes  deben  devolver  los  au- 
tosy  se  ha  de  admitir  la  que  después  se  proponga  dentro  del  térmi- 
no probatorio.  Daremos  los  fundamentos  de  nuestra  opinión. 

Al  ordeuar ;  el  arl.  %1S  de  la  tey  de  Enjuiciamiento  civil  que  se 
entreguen  los  autos  por  seis  dias  á  cada  una  de  las  partes  respecti- 
vamente para  que  propongan  lo  que  les  convenga,  quiso  resolver  las 
antiguas  dudas  que  existían  antes  sobre  el  tiempo  por  que  cada  uno 
de  los  litigantes  debía  tefi^r  los  autos  en  su  poder:  quiso  también 
evitar  los  abusos  que  de  antiguo  venian  practicándose,  retenieur 
do  los  autos  el  que  primero  los  tomaba,  y  reteniendo  su  devolu- 
ción. 4  pesar  de  apremios  y  recogidas  por  roas  término  que  su 
contrario.  El  dejar  esto  á  la  prudente  discreción  del  Juez  estaba 
ya  desacreditado  por  la  esperiencia,  y  daba  lugar  á  las  veces  k 
que  se  creyera  parcialidad  en  el  juzgador  por  actos  en  que  real- 
mente no  la  tenia.  Los  autos  se  entregan  para  que  los  interesados 
puedan  examinarlos  con  el  detenimiento  necesario  y  presentar  las 
pruebas  que  sean  mas  conducentes  al  objeto  de  las  respectivas  pre- 
tensiones. Se  corrigió  el  derecho  antiguo,  porque  además  de  iara- 
zon  espuesta  habia  en  él  una  notable  desigualdad  entre  los  litigan- 
tes, puesto  que  el  uno  tenia  por  lo  menos  doble  término  que  el  otro 
para  preparar  y  hacer  su  prueba;  pero  no  se  negó  el  derecho  de  ha- 
cerla en  todo  el  término  probatorio.  Ahora  el  que  tome  antes  los 
autos,  solo  tendrá  seis  dias  de  ventaja  $obre  su  contrario,  lo  que  st 
bien  no.  los  constituye  en  una  igualdad  absohita,  al  menos  se  aproxi- 
ma én  lo  posible  á  ella  disminuyendo  considerablemente  la  desi- 
gualdad antigua. 

MaSf  lejos  de  exigir  la  ley  que  la  prueba  se  presente  dentro  del 
término  de  los  seis  dias  ó  al  terminaráe  y  devolverse  los  autos,  nada 
dice,  y  ni  una  sola  frase  emplea  de  qtie  esto  pueda  inferirse:  deja' 
por  el  contrario  en  el  libré  arbitrio  de  las  partes  presentarla  enton- 
ces ó  después  con  tal  que  sea  eñ  el  término  de  prueba,  si  bien  te- 
niendo en  cuenta  que  áeria  muy  frecuente  y  aun  lo  cómun  ofrecerla 
al  devolverse  los  autos,  añade  que  esto  és  sin  perjuicio  de  que  en 
er  resto  del  termino  puedan  solicitar  cualquiera  otra.  A  muestro 
modo  de  entender,  esta  és  la  verdadera  interpretación  de  la  ley,  que 
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si  se  separó  en  algo  de  la  regl^qy^ habi^  adoptado  para  los  nego« 
cíos  de  menor  cuantía,  como  efectivamente  lo  hizo,  sería  tal  vez 
por  la  consideración  de  que  en  estos  la  prueba  generalmente  es  sen- 
cilla y  sobre  hechos  recientes,  lo  que  no  sucede  si^íipre  éli  los  demás 
negocios  cuyas  pruebas  suelen  ser  complicadas  y  á  las  veces  sé  re- 
fieren á  hechos  que  han  tenido'lugar  en  tiempos  muy  antiguos. 

Los  Diréetohis^  üth  Revista. 
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¿Debe  comidemrse  siempre  como  cireunstancia  atinante  la 
confesión  del  r€ó ,  ó  ¿s  freciso  qv4  concurran  tn  ella  deríos  y  deter- 
minados requisitos? 

He  aquí  una  cuestión  que  se  está  debatiendo  todos  los  dias  en  los 
Tribunales  y  sobre  la  que  es  diversa  la  opinión  de  algunas  Audien- 
cias. '\         •..•.• 

Es  innegable  que  debe  de  servir  en  ciertos  casos  como  motivo  de 
atenuación  esa  prueba  de  arrepentimiento  que  dá  el  reo  con  la  con- 
fesión y  que  tanto  sirve  para  la  celeridad  d^l  procedimiento  como 
para  castigó  del  culpable;  pero  tambieü  lo  es  que  no  debe  de  dejar- 
se siempre  en  manos  del  delincuente  la  facultad  de  librarse  de  una 
pena  á  que  se  haya  hecho  acreedor  por  sus  escesos. 

Debe  darse,  sí,  cierto  aliciente  á  los  reos  para  lograr  sus  confesio- 
nes, pero  es  preciso  ser  muy  cauto  y  circunspecto  en  concedérsele, 
porque  de  otro  modo  seria  dejar  siempre  en  su  poder  un  arma  de 
que  podían  hacejr  uso  según. mejor  les  conviniese. 

Nuestras  antiguas  leyes ^  demasiado  severas,  no  cpusiderarqn 
nunca  ala  confesión,  como  cau^a  atenuante  del  deUto,  y. á pesar  de 
apelar  al  tormento  para  arrancarla ,  ño  creyeron  conveniente  dar 
ningún  estimulo  pata  conseguirla  voluntariamente. 

Así  se  vé  que  el  Fuero  Real  y  las  Partidas,  después  de  enumerar 
varias  clases  de  conoscencias,  no  dan  ningún  favor  á  la  confesión  es- 
pontánea que  hace  el  reo  de  su  crimen,  y  solo  ordenan  que  se  ratifi- 
que la  dada  por  este  en  el  tormento  y  que  no  tenga  ninguna  fuerza 
la  prestada  por  miedo  de  muerte  ó  por  deshonra. 


habiendo  ^álífd6  Tin  reto  qitóí'tetííá('fiiSo$  cómplices  y  y)[ue  sethitaban 
dé  déscírtirfí  M^tíét^  óportuító  por  la  Sab  del  Alcalde* ^1  'ofrecerle 
la  flrindfatíotí  de  1á  pena  si  los  décFáffabá  y  cóA^uKat'  sobre  ieRo 
¿  S.  M.  qüe-désiJüeSs i^éiblWíyib'siffafemé: 

i\éú^o^ñ  cotíbe<!ér^fti ÜAículM* qtíc  ^licita  la  ^lá  para  prrfce- 
üder  én  la  ttáasa  tíe  Ní-éuíiiiífiébdó'ío*  AfrecHo,  pero  en  lo  sucesivo 
» antes  áé  prometer  á  Iba  reos  en  ca^s  de'  esta  natni'aléza.  imptini- 
»dádes  o'miiioi^^éiott  de  peiíás,  m^  Ib  óonsaFtarí  la  Sata))  (1). 

Mas  á  pesar  de  un  mandato' tan  explícito, ia  práctica  encargada 
de  refbfmaif  y  suplir' los  aetds 'de*  legislación  ftiépOcd  k  poco  conce- 
diendo cierta  tompóí^mai(AH'\Qé  r^&  confesos»;  é  inseínsibleniente 
admitid  en  ella  una  cansa*  dé  atenuación  de  la  penalidad. 

Sin  enibargó ,  el  nuevo  Código ,  conociendo  que  era  arriesgado 
el  establecerla  en  principio.,  no  sé  atrevió  á  determinarla  de  una 
manera  flja'é'  inváríaWe ,  sino  kiue-  salo  la-  aprtcló  para  ciertos  casos, 
y  con  cspédáles  requisitos:  -  « 

E^  verdad  que  en  fós  mas  de*  los  cas06  en  que  por  el  Código  Be 
aprecia  la  confesión,  no  es  solo  como  un  motivo  de  atemoacron,  sino 
de  absoluta  disculpa ;  pero  támbieh' loes  que  ann  anplíándola  á 
otros ,  éh  conformidad  con  las  reglas  en  elfos  establecidas,  siempre 
se  encuentra  limi^dá  y  «ircunscrita.  • 

Por  regla  general ,  Itt  confesión  de'  un  reo  no  es  ni  puefe  ser 
circunstaiicía  átenüáíite  de*  sUdélinéitencíáf ,  por  no  halMurla  deter- 
minado la'ley  de  ünit  niáneráí  rfftíoítííée'y«  a&*f^a(Jía;  y  solé  puede  ad- 
mitirse como  ta}  cuahHb'concuttaii 'en  ella  los  requisitos  que  de 
aquella  se  desprenden '      •  •  . 

La  ley ,  éiirpapadá  todavía  eñ  lofs  antiguos  principios,  y  no  atre- 
viéndose jusiaméntt^  áda^t^  gran  ^átli^,  solo  aprecia,  la  eonfésion 
para  el  objeto  de  biinorária  peña  éá  iós  deHtos  no  consumados^ 

Basta  para  convencerse  de  est^  opinión  lo*  dispuesto  en  el  pár- 
rafo 4.°  del  art.  4.*  para  los  delitos  de*'proposiíío¿  y  conspiración?, 
en  el  209  para  d  dé  sociedades  secretas;  Jr  en  el  250  pata  los  de 
falsificaci(¿i ,  en  que  reíjtiieré  la  circunstancia  indispensable  de  ^uc 
se  haga  antes  de  la  emisión  dé' tá  mónedaó  dé^nmenlos. 

I>e  todos  iestos  artícnfós',  plies,  séf  dfeduce ,  que  la  confesión  solo 


(i)  Sálkzar,  NotieíciéMCtmsefo. 
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puede  aproyechar  al .  rep  s^U^Q  ppJ^,  4,  fl^Uto  mfs^  np,  ^ ^  ^ba^  .causifido 
níogun  perjuípio,  y  espooH)  UA^pm^b^  die^,Y0Íi]^UffJ9|i|^Mupleb^^^ ' 

Otra  de  lascoDdicíqaes.^iaf^!,  fi^^n.dicb)s  anídalos,  4^)mÍ  de^te-: 
ner  la  Gonfesíon,  es  que, s^ liaga  wUés  de i^phars^  fl^rof^i^Unif^nío^ ; 
y  sea  como  una  delación  que  se  hace  el  Q^lpab|^í^^í.W3Qip^  ]/  ^  ' 

Digno  de  toda  consideiia^ipn  debe.^pr  ,el  i^ifipüeutp.  que  .des- 
pués de  haber  cometido  ua  acto«nmiuaL^.(^n|reg^  yoiuQtariamen- 
te  á  la  espada  vengadora  de  la  justicia ,  y  Ja  ley»  deoiasistdp  sjSibia» 
no  ha  podido  meaos  de  participar  de  este  sen^n^epto,..y  de  ver  en 
aquel  hecho  un  motivo  de  ateauaci/CMi..!  ?    / 

También  se  deduce  de  los  arts.  163  y  209 ,  queja  po^fesion  se^ 
verifique  antes  de  que  el  tribunal  tknga  coNocimaNTo  imsl.  delito^ 
ó  una  pnuEBA  plena  de  su  existencia  y  de  la  del  delincmei^te. 

El  art.  163  obliga  á  todos  ejercer  un  justo  espionaje  para  la 
conservación  de  la  sagrada  vida  del  Rey  y  de  su  iat)íiediato  sucesor, 
y  de  él  se  desprende  naturalmente  que  la  confesión  ha  de  ser  el 
descubrimiento  de  ¿in  proyecto  de  que  la  autoridad  no  tenia  noticia^ 
para  de  este  modo  evitar  que  los  conspiradores  lleven  á  efecto  sus 
diabólicos  planes. 

Se  confirma  aun  mas  esta  opinión  con  lo  dispuesto  en,  el  art.  2oi> 
en  que  se  dice:  que  los  culpables  de  falsificación  que  se  delataren  ¿ 
la  autoridad  antes  de  comenzar  el  procedimiento,  quedarán  exentos 
de  pena.  La  ley,  si  bien  ha  querido  favorecer  al  reo.  que  con  su  con- 
fesión además  de  acelerar  el  procedimiento ,  quit^  todas  las  dudas 
sob'e  el  delito  y  el  delincuente*  no  h«^  podido  sin  embargo  premiar 
á  aquel  qucí  sabiendo  existe  una  prueba  completa  de  su  criminali- 
dad, no  se  obstina  en  una  negativa  infructuosa^  ..,. 

J  por  ultimo  otro  de  Jos  requisitos  que  deh^.r^^unír  lá  confesión 
del  reo,  según  los  art^.  4^"",  SOQy.^SQ  d?)  Pádigo  penal, es  que  sea 
una  verdadera  revelación  del  delito  .y  de  sus  pircunstancias,  y.  no 
una  narnaciou  inext^^ta;  de  él  y  d^ ;sus  accidentes,. que , destruya,  en 
parte  su  gravedad;  porque  entonces  ea  y^z  ^^á^v^ou,  eAl^  el  crimi- 
nal una  prueba' de  arrepentimiento,  .no  Iji^.beoha  mas  que  distraer 
el  ánimo  Judicial  y  enlárp§cer-|a,pa<rsa  .coa  Ijupóte^  que  ^^do 
falsasespreeíaodespuestrftfíu:  de  rebatid,    ;  ,.,    ,  . 

.  Se  vé  pues  de  lQ$,ar^ii?i|ioB  que  b^^ios  ejuiqie^ado^.qu^  para  «fue 
la  confesión  se  aprecie  por  los  tribunales  como  causa  de  disculpa  de 
lá  delincuéücíá,  es  pféiCteo r l^.^'tpie iBtdHtlto " no  ^lea* cuusumado: 
%"",  que  no  se  haya  comenzado  el  pro($4ifi;ieAtp^3^''^  qui^lj^^utcj^j- 
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dad  no  tenga  ninguna  noticia  del  delito  ni  del  delincuente ;  y 
4."",  que  sea  nna  verda^f^^j^v^fteioiijiel  hecho  y  de  sos  circons* 

Ahora  bien  ¿será  necesarioque  concurran  conjuntamente  todos 
estos  requisitos  para  que  la  cop^^f^^I^eo  sea  noa  causa  atenúan* 
te  de  su  delincuencia? 

£1  njBsisTiMisNTo  de  que  trata  el  párrafo  4,''  del  art..  4.^:  el  ks- 
PONTANEAMIENTO  del  209;  y  la  delación  del  239,  hac€^  creerlo  así  p 
y  manifiestan  que  la  confesión  no  produciría  el  efecto  de  eximir  de 
responsabilidad  al  reo.de  cualquiera  de  estos  delitos,  si  no  concur- 
rían en  ella  todas  las  circustancias  de  que  hemos  hecho  mérito. 

Peto  considerando  á  la  confesión  solo  como  motivo  de  ateauaci9n9 
y  aplicando  á  ella  las  demás  di^osiciones  del  Código,  la  cuestión  no 
puede  resolverse  del  mismo  modo. 

La  regla  1/  del  arL  9*''  del  Código  penal  dice  que  serán  circuns- 
tancias atenuantes  todas  aquellas  en  que  no  concurran  todos  los  re* 
qoisitos  necesarios  para  eximir  de  responsabilidad,  y  por  consiguien- 
te aplicando  esta  máxima  al  caso  actual,  es  indudable  que  aunque 
falte  alguno  de  ellos,  no  ppr  eso  dejará  de  ser  la  confesión  causa  bas- 
taate  para  la  disminución  de  la  pena,  siempre  que  no  sea  de  aquellos 
que  la  dan  su  valor  intrínseco  como  son  el  tercero  y  cuarto  de  los 
que  hemos  designado. 

Es  verdad  que  la  ley  ha  hablado  de  la  confesión  de  una  manera 
taxativa,  y  que  .por  lo  tanto  no  debe  estenderse  á  otros  casos  que 
á  los  que  ella  tiene  apreciados  con  anterioridad ,  pero  si  esto  es 
cievto  para  considerarla  como  causa  de  exención  de  responsabilidad» 
no  es  lo  mismo  para  lenerla  como  motivo  de  atenuación ,  porque 
además. de  sep  una  regla  de^  derecho  que  debe  ampliarse  lo  favora- 
ble y  restringirse  k)' odio^,  el  precepto  que  se  establece  en  la  re- 
gla 8/  del  art.  9.^  del  Código  penaU  justifica  de  una,  manera  sufi* 
ciento  el  que  se  aplique  á  ella  una  int^ipretaclpn  estensiva. 

Así'  pueis  creemos  que.  la  confesión  solo  será  circunstancia  ate-  . 
nuanteeaaado  concurran  la  mayor  p^rte  deU>&  req^islips  que  hemos 
designackr,  y  dé^  ningún  modo  cuaD¿^  índepeudienle  de  la  confesión  . 
del  reo  hay  en  autos.uaa  prueba  pWj.  dfi»^^  Ae\\n\iueuc\a,  y  umbien 
cuando  no  esuna  revelación  te^a^.   -    i  ^\vlQiX4e  sus  circunslan- 
cias  poique  entonces  faltan- Jos  |\  \^  ^  \ea  lwí^^wvenÍ9^  ^^  ^^^  *^ 
deriva...    •,  .    .    ^W\^^      .      .,  '    .• 


i^2'  kirrisfi  he  tt&isílkcíién: ' 
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Cóñ  arreglo  á  los  principios  de  nuestro  derecho  anterior  á-ta  Ley 
de  Enjuiciamiento  citil,  no  tenia  la  mujer  capacidad  para  ser  nom- 
brada curadora  como  no  fuera  de  su  hijoóde  su  nieto.  Es  verdad' 
que  fas  leyes  de  Partida  solamenle  imponen  esta  prohibición  ¿  las 
mujeres  respecto  á  la  tutela,"  pero  nunca  se  dudó  que  su  espíritu  era 
ostensivo  á  la  ¡curadoría.  Sucede  aquí  lo  que  en  otras  partes  del' de- 
recho en  que' las  doctrinas  que  se  adoptan  en  un  punto  determinado 
por  identidad  dé  razón  se  aplican  á  otros.  ¥  esto  no  sucede Bolamen* 
te  en  nuestro  derecho,  tuto  también  lugar  en  el  romano.  Formado 
este  derecho  como  se  ha  dicho  oportunamente,  por  aluvión,  conjunto 
«le  reglas  adoptadas  lenta  y  sucesivamente,  no  podía  tener  en  su 
compilación  esa  precisión,  ese  carácter  generálizador,  ese  método 
que  separando  las  disposiciones  comunes  á  dos  ó  mas-materias  délas 
especiales  á  cada  una,  brilla  eii  los  Códigos  modernos.  Por  eso,  tra- 
tando de  la  estipulación  comprendió  muchas  reglas  qoe  habían  de 
ser  aplicables  á  todos  los  contratos  pdr  titulo  luorstivo  ^  comb  tra- 
tando del  contrato  de  compra  y  venta,  lujé  con  relacioii  á  é(  muchos 
preceptos  comunes  á  todos  los  contratots  onerosos;  ¿el-  misme  modo 
al  organnizar  la  tutela,  comprendid  muchas  dis^sicioaes  que  eran 
aplicables  á  lá  curadoría  y  al  tratar  de  la  curadoría  de  ItM:  menores 
muchas  que  se  referían  también  á  la  curadoría  ejemplar.  Las  Partí- 
«das,  á  pesar  de  su  mérito  indisputable,  no  hicieron  esta  geparafiion 
rigorosa:  siguieron  el  ejemplo  del  derecho  romano  tambiea  eael  par- 
ticular; pero  sucedió  lo  mismo  que  enRomá;  nadie  dudó  de  la  inter- 
pretación que  debía  dárseles,  y  respecta  á  la  curadoría  nanea  se 
puso  en  cuestión  que  según  la  ley  solo  estaban  admitida^  á  desem* 
peñarla  la  abuela  y.  la  madre,  con  esclusion  de  todas  las  demás  mu* 
jeres. 
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Prevaleció  por  lo  taol^coa  esa  sola  ^scepcion  el  priacipio  de.  que 

la  tutela  y  curadoría  eran  cargos  públicos  y  viriles;  y  esta  regla 

ha  veoklo  rigieado  ea^ime^ra  focíedad  hasta  tiempos  miiy  re- 

ciaotes^  ... 

.  M^f-  á  pesar  de  la  ley  observadla,  siempre  respecto  á  la  tutela  y 

curadoría  de.  los  aseñores,  empezó  á  introducirse  modernamente  upa 
práctica  favorable  á  ios  incapacitados,  que  si  bien  contrariaba  al  ae- 
techo  e^orito,  satisfacía  ^necesidades  de  un  orden  mas  elevado  que 
el  empenp  de  sostener  en  toda  su  fuerza  un  princi[]lio  que  desde  a|p- 
tiguoi  venia  estableado.  .Elmpefsóse.á  dar  á  los  que  se  incapacitaban 
como,  curadoras  ejemplares  á  ^i^s. mujeres ^  sí  tenian  circunstancias 
adecuadas  para  desempeñar  el  cargo;  práctica  que  conGando  la 
guar4a4^^iiC9qpadtadoá<qujj^f,^c>i^l^^  fuese  la  disposicioa 

de  la  ley,  realmente  la  desempeñaba  casi  siempre,  á  quien  mas  ca- 
rino y  mas  interés  tenia  por  el  infeliz  pirívado  de  razón,  y  á  quien 
mas  habia  de  mirac^tor  p1  hiCfí  4Noda.la^iamilia,  señaló  al  legisla- 
dor el  camino  que  debia  adoptar  para  la  reforma.  Pero  esta  prác- 
tica no  era  general,  y  casi  sje/i^yr^g^f^valecia  sobre  ella  el  precepto 
escrito  por  el  legislador. 

Lat^y  de  Enjuiciamiento  civjl  realmente  no  tenia  la  mi&ipn  de 
corregir  al  derecho  civil  en  el  sentido  estricto  de  esta  frase,  escomo 
se  diría  ahora  en  la  nomenclatura  que  adoptan  algunos ,  las  leyes 
sustantivas:  su  objeto  eran  sqIo.  jas  leyes  que  se  referían  al  procedi- 
miento en  los  negocios  civiles:  sin  embargo,  muchas  veces  hizo  es- 
cursiojf^es  á  aqyiel  terreno,  y  especiajmeoite  en  los  puntos  li^adc^  mas 
inmedi^tame/ite  con  el  prpcedimienfo.  'Í^o  fuié  el  punto  á  que  en  el 
p^ticttlar: aloanzó  menos  ](a  curad(}ría  ejemplar,  en  la  que  hizo  cam- 
bios importantes.  Fué  elprímero  destruir  el  antiguo  principio  de  que 
toda  curadoría  era  datjva;  la  del  incapacitado  debia  ser  en  adelante 
legítima  primero,  y  solO|á  falta  de  la  legítioiai,  po4ia  la  dadiva  tener 
lu^r.  Admiti(i  además  y  dio  fuerza  ele  ley  á  \2Í  práctica  racional  de 
que  las  casadas  con  el  inoapacitado  fueran  llamadas  á  la  curadoría 
ejemplar,  y  la  es^ndió  á  las  parientas  que  estyív^eran  dentro  del 
segundo  gradoi  si  bien  anteponie^íio  siempre  al  pftdr^  y  á  Iqs  hilos 
varones.  Solo  en  defecto  d^  esto;  (>\iradores.  legítimos  ó  en  el  caso 
de  ijLO  tener  la  oap^cida4  peee^^j.:  ¿^^a  el  deseippenp  de  su  car^o 
ó  deesc^sarsellegíti^)»mente,^^^*?*^^  curadoría  dativa. 

La  ley  ha  esperado  y  conirazoñ  ^  C^*  ;te\  ^^^^  ♦  ^  ^^  ternura  de,\a 
m^j  de  Wtiia?  y  de  la?  W  ^o^    Awfe  4^.¥^5'^^^*  '^^^^^¿^  ^^^ 
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lejanos ,  de  dmigos  y  de  personas  absoiatamente  estraSa^  á  la  fa- 
milla. 

T  que  el  artfcuto  iiiS  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  bajo  la 
denominación  de  hijos  y  henmnoft  comprendió  á  las  hijas  y  á  las  her- 
manas, no  puede  ponerse  en  duda,  porque  así  lo  esplica  ei  artículo 
i246  cuando  dice  que  si  hay  varios  hijos  ó  hermanos  sean  preferidos 
los  varones  á  las  hembras. 

Mas  la  ley  que  hizo  este  importantídmo  cambio,  admitiendo  en 
la  curadoría  ejemplar  á  mujeres  á  quienes  el  derecho  antes  racha  - 
zaba,  no  es  aplicable  ni  á  la  tutela  ni  á  la  curadoría  para  bienes:  en 
«1  orden  de  llamamiento  ninguna  alteración  hizo  para  estos  caraos. 

L«i8  Víifeetorés  de  la  fietísU. 


( 
1 


COMUIiTA. 


iTiene  el  padr^  facultad  ifara  hipotecar  los  bienes  que  el  hijo 
Jiei^fide  ie  su  madrel 


DICTÁUBN. 


A  no  asegurársenos  que  en  alguna  parte  pasa  como  doctrina 
corriente  que  el  padre  está  autorizado  para  hipotecar  y  aun  para 
vender  los  bienes  que  al  hijo  han  correspondido  de  la  herericia 
materna,  no  creeríamos  que  podia  estar  sujeto  i  dudas,  tas '  íéyés 
de  Partida  no  dan  lugar,  á  nuestro  juicio,  á  cuestiones  sobre  este 
puntó.  La  8  de!  tít.  XVII  de  la  Parí.  IV,  ál  éstableóer  cuáles 
son  los  bienes  adventicios,  ó  el  peculfo  adventicio  dé  los  hQos^  pone 
cómo  uno  de  los  ejemplos  el  de  la  herencia  dé  lá  madre,'  y  aSade 
que  la  propiedad  pérrenece  al  hijo  y  el  usufructo  al  padre.  La  ley 
i5 del  iit;  XVnt  déla  misma  Partida  solodii  ál  padre  cuando 
emancipe  al  hijo  el  derecho  de  reservarse  la  mttád  del  ustífructoy 
la  ley  48  de  Toro  (3  del  tít.':Vdél  lib.  t  de  la  Nov.  Réc.)  oídétó  cftíe 
el  padre' restituya' los  bienes  adventicios  al  hijot}  l^ija'que  áe |ca§e 
y  velé,  sih  que  ie  quedé  parle  alguna  ílél  usufrücíó'de  elfes.  "¿s 
claró,  pues,  qiié  los  bienes  éóríe^óudíciités '  áios  hijos '  plór  hérett^ 
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€ia  de  la  madre,  no  son  del  padre,  sino  de  los  hijos,  que  este  debe 
conservarlos,  restituirlos  en  su  día,  y  que  por  lo  tanto  no  está  fa-^ 
cuitado  para  enajenarlos,  porque  nadie  puede  enajenar  Ip  que  no 
^s  suyo,  ni  lo  que  está  sujeto  por  la  ley  ti  por  cualquier  ado  civil  á 
restitución. 

Ni  tampoco  puede  hipotecar  los  bienes  adventicios,  porque  co- 
mo dice  la  ley  7  del  tít.  XlH  de  la  Partida  V,  solo  pueden  hipotecar 
los  que  son  dueños  ó  los  (pie  tienen  un  derecho  en  la  cosa,  és  decir, 
que  nadie  puede  empeñar  ni  hipotecar,  mas  que  aquello  que  le 
corresponded  Eii  él  caso  propuesto,  at  padre  no  le  corresponde  la 
propiedad;  luego  es  claro  que  no  puede  hipotecarla.  Mas  como  tiene 
un  derecho  en  la  cosa/ que  es  el  usufructo,  este  derecho,  y  no  mas, 
es  lo  que  pbdrá  dar  en  garantía  como  hipoteca;  pero  solo  en  cuanto 
á  él  le  corresponde,  con  arreglo  á  las  leyes,  y  por  lo  tanto,  tan 
tuegq  cói^o.  él  hijo  Ó  hija  se  cásén;  como  el  padre  pierde  el  usu^uc- 
to,  c'ottcfuirá  del  tddo  la  hipoteca;  V  éonclttirá  solo  en  la  mitad,  en 
el  caso  de  una  émaúcipacion  Voluntaria  y  no  legal. 

' '  Lfs  Díreeldres  de  la  Revista. 


LMffiLACKHi  IIPOTEfiABU. 


1.^  Estando  dentro  ie  los  15  dios  del  otorgamiento  de  una  es- 
critura de  adjudicación  detienes  de  una  herencia,  ¿habrá tugará  la 
multa  (fcí  2  por  100  que  pardee  sier  lo  que  exige  un  contador  de  ftí- 
potecast  .       . 

9.^  tiabiendotres  irítérééadós  en  la  adjudicación  ¿podrá  com^ 
prenderse  Ja  deíodosj^es^  bajoie  un  solo  testimonio,  ó  habrá  lugar 
al  reintegró  de  un  pliego  dé  papel  de  ilustres  por  cada  uno ,  como 

^xigc^l  ifíismo  -eontaderl • 

*    5.*    iPuede  ííegam  a  contador  dé  hipotecas  á  poner  en  el  testi- 
.  monid,  notaJe¡li  dm  en.q^.  séjle  presentó^  -,.,  /  .     ' 

4.*  :  ¿<l\uKb  iiegprs^á  A|r.  mtificafsionde  esta  wgativa  y  de  la 
de  toma  de  razont  '  ^ 
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ÍJontest^ré  á  l^is  xpaírQ.  cuesüonjes:  en,  septido  negativo  á  las 

dos  primeras;  y  ea  sentido  afirmativo  á  las  dos  segunda^,* 

l^^  .]gstapdai  dentro, de.  los, <{uJQce  di49  deispiies^  de  otorgada  la 
escritura  de  adjudicaciouy  se.  e^t^éüjtifflfiDoh^^    de  la  toma-:de|a- 

zon;  porque  los  lo  dias  marp^dó.s  por  ef  arÍL  8.®  del  Real  ¿ecreto 

de  26  de.oovieipbre  d9.,1852,  debep  ^ontárse^  cuando  hay  partición, 

degde  la  fecfi$i  esclusive.dé,  la  adjudicaQÍon;  V  por  consiguiente  no 

.hay  lugar  a  la  multa.,        ., 

^  2/  El  haber  y  adiudicapiou  dejos  tr^s  ¡n)leresado3  en  ja  h^ren- 
c¡^ ,  no  puedp  comprenderse  ba|p  ua  solo  testimonio,  porque -cada 
uno  de  Ips  jpartícipes  en  ella  i  debe  t^per  jijn  t/^ulo  de  .|)erten^cia 
para  acreditar  siepípre  sa  procedeijicla!,  gue  es  la  a^jüdjcsjcjon}  y  con 
.él  presentarse  cada  cual  á^.lá  to^si  de  ras^olu^  |deatiK)  de  los  Í5  di^s 
espresados :  disposigipn  marcada,  ein  nuestras  antiguas , leyes « ,y  ^n 
la  Novísima  de  Enjuíciámiebte  civil,  árt.  491V  iademas  de  que  el 
comprQüdejr  Ifoya^u^i^oyi^íCÍ^^^  un  solo  testimonio,  seria  lo 

mismo  que  estender  tres  instrumentos  bajo  un  solo  pliego  de  papel, 
en  contravención  al  art.  63  del  Real  decreto  de  8  de  agosto  de  1851: 
no  pudiendo  subsanarse  estoTcoñ ^"reintegro  del  papel  que  se  exi- 
ge, porque  auaque  la  Hacienda  quedaria  indemnizada  en  parte,  re- 
sultarían los  intere^áJüj  pfiVadéb  d^li^á.Uiílfhlespecial  y  respectivo 
á  cada  uno  por  su  haber  y  adiudicacion. 

3.*    El  contador  puede  negarse,  en  el  caso  supuesto,  á  poner  la 
nota  que  se  exige,  por  noi^r^M^ilo^umento  hábil  para  tomar  la 
ra^on  de  tres  adj.udicacipae$  ei^  u^  §olo.  pli[ego, ,    .      ,  , 
4.*    Asimismo  puede,  negarse  ^  p^pedir  la  certificaciqn   que  se 

^pide,  porque  no. bay  abuso  de  la  resisteajeia  á ,Ía  toma  de  razón; 
pero  no  cuando  hubiera  ai^bitrariedad  eii  negar  la  ceftifipacion,  ó 
fuers^  la  negativa  sobi:e  a^bi|^  ^p.onpi,eUdQ.pQr  e.l.cqntador.(j).   , 

;      '■  ,  iaiitfeí  Mktté  'áédaúo. 


.•  ;<1)  ,  ^^DJfi«íet^*ei$>dei*ial(^vi|T4^4«ttQi(K>i^p«^  las^fi^inion^  que 
se  emiten,  si  bieYi  creen  rQ.^c,tp  al  p^r^to  cuarto,  crue  aunque  no  puede 
decirse  que  hay  falta  en  el  Goht^ddt^-  iíae  Hti 'iiiéj¡^'i  dar  cértif)c«icioh,  es 

>inás  ^ocoimopara  IH,>y  ibafimpúÁlát  i»e!lpédsla^  emr«aado;i»;caüsás  por 
que  no  ha  tomado  razón.  .-^,    ^  ,    ,,  . 
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SOBRE  EL  DUELO  (1). 
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(Continmáon.) 

EL  DUELO  EXAMINADO  Á  LA  LUZ  DE  LAS  TEORÍAS  DEL  DERECHO  PENAL. 

La  le^lacíoa  no. ha  estado  siempre  de  acuerdo  en  el  modo  de 
considerar  el  desafío;  hubo  un  tiempo  en  que  fué  un  acto  indiferente 
párael  poder;  ^ozó  de  ^to  favor  en  la  edad  media,  y  en  el  si- 
glo XYIII  las^  leyes  ban  llegado  á  castigar  á  los  duelistas  con  la  in- 
fámia»  la  confiscación  y  la  muerde;,  merced  á  las  tendencias  pacíficas 
de  una  genéraeion  {Ncofundamente  pensadora  y  agitada  por  las  con- 
troversias de  Ift  escuela. 

¿Cuál  de  estas  legislaciones  será  la  mejor,  la  que  tolera  el  duelo 
coñsiderándple  siempre  como  un  acto  indiferente  para  la  justicia ,  ó 
la  que  siempre  le  proscribe  como  un  grave  delito,  ?  ninguna  de  las 
dos. 

En  el  duelo  Imy  que  considerar  dos  cosas ;  de  un  lado  el  acto  en 
sí  miAmoi!  la  simple  proyocacion  ¿  desafío,  su  aceptación,  el  hecho 
de  batirse  sin  resultado;  del  otro  las  consecuencias  materiales  de  es- 
te hecho,  lasi  heridas,  las  muertes  que  á  veces  result|in,  y  que  á  par- 
te del  d^elo  pueden  ser  otros  tantos  hechos  justiciables. 
.     M  en  eH  terreno  del  poder,  ni  en  el  de  la  ciencia  debe  prescin- 
dirse  de  esta  distinción,  porque  nunca  puede  dejarse  de  distinguir  lo 
que  es  diverso  en  el  orden  de  la  naturaleza;  y  diferencia  hay  á  la 
verdad  entre  la  provocación  á  desafío  Y  *^  acseptacion,  entre  un  due- 
lo concertado  y  otro  llevado  á  ^^  tAfttóí^^»  entre  el» duelo  que  no 
tiene  ningún  resultado  fatal  y  el  ^  \i¿i^W  ^^^"^^^  ^  «^^tose  los 
combatientes. ,  HUc  * 


l>    Hi«l«i.    I  I    >i  H  I      j 


(1)    Véase  la  pág.  5  de  este  tojw 

TOMO  XVI.  ^K 
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No  hay  pues  que  confundir  el  duelo  con  sus  consecuencias. 

Bajo  este  último  punto  de  vista  el  duelo  es  un  mal,  un  suceso  la- 
mentable siempre;  pero  un  mal  es  también  la  guerra,  aunque  se  ha- 
ga con  derecho,  un  mal  es  el  suicidio,  aunque  proceda  de  un  acto 
de  demencia;  lamentable  es  toda  desgracia  aunque  sea  producida 
por  el  acaso.  %  di.^ara  el  arma  de  un  cazador,  y  hiere  ó  mata  á  un 
companero  que  ha  cometido  la  imprudencia  de  salirse  de  su  puesto, 
y  colocarse  en  una  dirección  peligrosa ;  hé  aqui  un  mal  material, 
una  catástrofe;  perecen  en  el  hundimiento  de  un  terreno  los  traba- 
jadores que  practicaban  su  escavacion;  un  enfermo  en  el  defirió  de 
de  la  fiebre  comete  un  homicidio;  todo  el  mundo  vé  en  estos  sucesos 
una  desgracia  lamentable ,  una  terrible  fatalidad ,  pero  no  un  cri- 
men; la  conciencia  humana  compadece  á  las  víctimas,  pero  no  con- 
dena á  nadie. 

No  insistiremos  mas  sobre  este  punto,  porque  esta  doctrina  cor- 
re ya  en  el  mundo  sin  ningún  género  de  contradicción  ni  de  duda, 
y  porque  además  la  cuestión  es,  si  aunque  no  resalten  heridas  ni 
muertes  hay  en  el  duelo  un  delito;  si  en  la  simple  provocación  i  de- 
safío, si  én  su  aceptación,  si  en  el  hecho  solo  de  batirse  hay  una  re- 
belión contra  los  poderes  sociales,  una  apelación  á  la  fuerza,  ana 
subversión  de  los  principios  dejustida,  la  sustitución  ilegítima  de 
la  propia  autoridad  y  de  los  medios  individuales  á  la  autoridad  pil- 
blica. 

No  hay  para  qué  negar  que  esta  cuestión  se  resuelve  afirmatiya- 
mcDte  casi  por  todos  los  escritores;  pero  no  somos  de  esta  opinión, 
aunque  sea  la  mas  generalmente  recibida. 

El  duelo  en  nuestra  opinión  no  es  siempre  un  delito.  Lo  será  en 
mas  de  una  ocasión;  lo  será  siempre  qué  no  se  funde  en  un  motivo 
legítimo,  porque  la  aplicación  de  eáte  medio  seria  entonces  injustifi- 
cable, abusiva,  y  el  abuso  es  siempre  un  hecho  criminal,  aunque  sea 
en  el  ejercicio  de  un  derecho  ei  mas  santo  y  respetable.  Licita  e¿ 
la  propia  defensa  contra  una  agresión  injusta,  la  libre  manifestación 
de  las  ideas  por  medio  de  la  iinprenta  es  un  derecho  constitucional; 
pero  si  la  defensa  se  lleva  mas  allá  de  los  términos  raóionales,  ó  si 
el  es(5ritor  público  prostituye  su  pluma  para  calumniar  infamemente 
á  los  demás,  descendiendo  al  terreno  vedado  de  las  intenciones  ó  de 
la  vida  privada,  ni  uno  ni  otro  usan  de  un  derecho ,  abusan ,  y  se 
hacen  reos  de  un  delito  que  será  mas  ó  menos  grave,  según  sus  ac- 
ddentes.  Lo  mismo  sucede  en  el  dueloi  y  el  fundamento  de  esta  opi 
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nion  creemos  hallarle  en  las  teorías  de  la  penalidad,  en  los  princi- 
pios inalterables  de  la  justicia,  de  la  moral  y  de  la  ciencia. 

Rogamos  á  los  que  no  pienesn  como  nosotros  que  no  se  escM-* 
balicen,  y  que  aguarden  á  juzgarnos  despu^  de  haber  oido  todo  la 
que  tenemos  que  decir. 

Examinemos  esta  cuestión  tan  profundamente  como  merece. 

Que  el  duelo  no  tiene  todos  los  caracteres  del  delito,  es  evídea* 
te  para  todo  el  que  cerrando  los  ojos  á  la  luz  no  quiera  descono^ 
cer  los  elementos  que  constituyen .  i»^  naturaleza  de  esle  becht 
iDoral.  '•  i'  ^ 

Primeramente  la  conciencia  humana  no  ha  estado  siempre  4^ 
acuerdo  en  condenar  al  duelo,  y  ha  condenado  siempre  al  robo ,  la 
violación,  el  asesinato,  el  incendio  y  todos  los  hechos  que  se  les  pa- 
recen. ¿Y  por  qué  han  repugnado  siempre  al  género  humano  el  robo 
y  otros  hedtos?  Porque  este  es  el  privilegio  del  crimen. 

Hagamos  alto  en  esta  investigación  de  las  leyes  de  la  fUQral. 

1  oda  acción  prohibid^  por  las  leyes  penales  de  un  pueblo  sera 
ciertamente  un  delito  legal,  y  en  este  orden  de  ideas  el.diAelo  e^  ^a 
delito  en  donde  quiera  que  las  leyes  le  castigan.  Pero  la  ley  i^p  pue**' 
•de  convertir  en  delitos  los  hechos  que  no  1q  son,  como  ao  podría  ab* 
i^olver  como  inocentes  el  robo  y  el  asesinato.  Si  no  ha  de  ser  impo* 
tente  la  legislación  en  esta  materia,  tiene  que  seguir  los  instini^o^  d& 
la  conciencia  humana.  Declare  la  ley  que  la  propia  defenss^  es  .v^i^ 
crimen,  ó  que  el  robo  es  un  acto  inocente;  el  roibo  será  á  pes^r  dct 
esta  declaración  un  delito,  la  propia  defensa  un  derecho.  Las  le^o^ 
en  materia  penal  no  son  ó  no  deben  sej*  otra  cosa  que  ia  espresioq^ 
de  lo  que  siente  la  humanidad  sobre  los  hechos  que  sirven  de  n^ate* 
ria  á  sus  dedaraciones.  La  moral  condena  qojpio  un  delito  el  asesi^ 
aalo,  y  la  ley  que  lo  declara  tal  y  que  lo  pena,  no  hace  ms^  que 
reconocer  este  hecho  preexistente,  y  añadir  su  sanción  á  las  sancio* 
aes  de  la  justicia  púiica,  que  están  ea  la  reprobación  g^eral,  ¿ 
las  sanciones  de  la  conciencia  y  de  la  morral,  que  están,  en  el  f  ^ssjt 
y  en  los  remordimientos. 

La  existepdia  del  cr^en  en  U4  hecho  que  no  repugne  á<la  cqfx- 
ciencia  humana,  es  una  idea  de  que  na  s^eo^Qs  darnos  es(ilic«^i(^])t,i 
porque  la  moral  no  es  mas  que  i^  j^y  del  espíritu  humAao.  Apeli^-: 
inos  en  este  punto  á  los  pj^Á^^ci^;  y  doGláa^s  reconocidas  poc  tu- 
das las  sectas  filosóficas ,  por  ^.  ^  i^  escudas  4^1  deTessJxp^  .If^ 
utilitarios,  lo.  mismo  que  los  a.  H**  A^a  el  i^wb^^  da  caslig^  en. 


"^S  iof^ 
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d  sentíimeiito  de  una  jasticia  primitiva ,  todos  convienen  en  esta 
idea  capital. 

.  .La' teoría  es  esta.  No  Ufaos  los  actos  qae  condenan  la  moral  y  la 
conciencia  son  un  delito ,  pero  tampoco  puede  haber  delito  en  un 
hecho  inocente  para  la  colieíéncia  y  la  moral.  Por  el  contrario,  los 
límites  de  la  justicia  humana  son  inas  estrechos;  la  moral  y  la.  reí  i* 
gion  se  miíéven  en  mfts  ancha  esfera,  y  así  es  que  la  justicia  social 
m  soto  puede  ni  debe  coadenár  ioque  lá  mor^l  no  condena,  sino 
que  hay  muchos  hechos  reprobados  por  la  moral  que  las  leyes  n» 
debeii^erseíruir  criminalmente. 

Pues  é^á  es  cabalmente  la  primera  especialidad  del  duelo.  Pre^ 
giintada  la  conciencia  de  los  duelistas  siles  persigue  el  rcmordí- 
Biienfo  cuando  han  tenido  de  su  parte  la  razón,  cuando  hiaá  provo- 
cado ó  aceptado  el  desafió  fundados  en  un  motivo  legítimo.  Habrán 
espefimentado  el  pesar,  el  disgusto  que  produce  siempre  una  situa- 
ción comprometida;  y  si  el  duelo  ha  tenido  un  término  fataU  les  ha- 
brá q\iedádo  lá  amargura  de  un  suceso  doloroso,  pero  inevitable^ 
por '¿11  compromiso  que  ellos  no  hubieran  deseado  jamás,  mas  el  pe- 
sar de  los  remordimientos  nunca.  Interrogad  á  la  sociedad,  á  la  opi- 
nión pública,  intérprete  de  la  conciencia  común,  respecto  de  un  des- 
afío dé  los  que  ía  opinión  misma  califica  de  inevitables  por  sus  mo- 
tivos, y  ía  sociedad  absuelve  y  sanciona  este  hecho  de  honor. 

T  tío  hay  que'  défeir  que  el  duelo  en  general  es  reprobado  por  la 
sociedad  misma.  En  los  tíias  dé  Jos  casos  esto  es  verdad,  porque  tam- 
bién son  pófcos  Tos  duelos  que  se  fundan  en  un  motivo  .grave  y  ra** 
cional;  los  más  son  hijos  de  una  calaverada  ó  de  una  imprudencia,  y 
^¿  tal  caso  lo  qué  la^ociedad  reprueba  no  es  el  principio,  sino  su 
exageración,  fes  el  abusoi  del  duelo;  pórqtie  la  razón  pública' no  puede 
menos  dé  reptóbáí-  la  aplicación  de  este  medio  por  una  causa  frivo- 
la ó  ilícita,  no  puede  menos  de  reprobar  el  desafío  por  moda,  la» 
provocaciones  dé  un  baratera  ó  de  un  espadachin,  la  mofa  insolente 
de  un  duelista  de  oficio.  Pero  ya  lo  hemos  dicho  otra  vez;  no  hay 
que  confundir  el  abuso  del  desafío  con  el  desafío  mismo,  como  no 
hay  qtTé  confundirlas  consecuencias  lamentables  de  un  duelo  con  el 

becho  moral.  •  .     .    ,  i 

Podrá  oponerse  al  razonamiento  que  vamos  haciendo  que  el 
mundo  se  fohna  á  veces  ideas  equivocadas  acerca  de  la  moral  por 
motivos  supersticiosos  é  por  fanatismo,  y  por  consiguiente  que  la 
conciencia  de  la  humanidad  no  siempre  será  una  buena  guia. 
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Esto  es  verdad  limit^ándoló  éñ  su  apNbabion  á  épocas  y  pueblos 
determinados.  Las  mnieres  persas  que  tíeneu  ia  desgracia  de  perddr 
á  su  marido  se  arrojan  á  la  hoguera  para  seguirle  á  Ja  luBiba;  f  es 
tan  fuerte  allí  esta  terrible  preocupación,  que  loa.paricAtes  de  la 
victima  y  el  pueblo  asisten  á  este  tremendo  espectáeaio  como  á  una 
solemnidad,  á  una  fiesta.  Los  autos  de  fé  que  ordenaba  la  inquisí«. 
eion  para  quemar  á  centenares  los  hereges  fueron  por  algún  iiesoipo 
entre  nosotros  espectáculos  solemnes. á.  que  asistían  los  ceyes  y  los 
obispos,  y  un  pueblo  alborotado  que  se  gozaba  en  el  martirio  de 
las  víctitoas,  sin  que  la  suerte  de.  los  desgraciados^  ai  lo'borrible  del 
suplicio  arrancasen  á  la  muchedumbre  fanatizada  ni  ua  suspiro  de 
compasión,  ni  una  lágrima  de  dolor.  Las  turbas  de  jacobinos  ea  la, 
revolución  francesa  empapaban  los  pañuelos  ;en  la  sangre  de  los  que 
morian  en  el  patíbulo  de  los  revolucionarios,  y  deificaron  la  guillo- 
tina; pero  estas  locuras  de  la  razón  humana,  ó.  han  sido  de  corta  du- 
ración, ó  han  vivido  en  cortos  periodos ,  ó  han  estado  ^^fendidas 
por  el  fanatismo  político  ó  religioso,  que  es  el  patrimonio  de  la  mul- 
titud y  de  las  masas,  y  ninguna  de  estas  ciscunstai^qias  concurre  en 
el  desafio. 

Primeramente  no  es  el  vulgo,  no  es  una  muchedumbre  supersti- 
ciosa y  fanatizada  la  que  aplaude  y  mantiene  esta  costumbre;  es  la 
parte  inteligente  y  pensadora  de  la  sociedad  la  que  ;9e  desafia,  soii. 
las  clases  altas  y  acomodadas»  son  el  filósofo  y  el  moralista  que  le  < 
condenan  en  el  retiro  de  su  gabinete,  es  el  mismo  le(gislador:que  le. 
castiga-,  tal  es  bu  poder,  tal  su  prestigio. 

Por  otra  parte  la  rei¡igioa  lecondena,  los  gobieruQ^  lepersiguejn^ 
y  sin  embargo  el  duelo,  que  nació  con  la  invasión  de  los  bárbaros», 
ba  seguido  todas  las  Celsitudes  y  revoluciones  de  Eupopa,  ha  sobre^ 
vivido  á  los  gigantes  acontecimientos  por  que  ha  pasada  esta  parta 
del  mundo,  y  companero  de  su  civilizacien  en  su  iolMM»a  copio  en 
su  virilidad^  vive  aplaiidido  y  triunfante  después  de  muchos  siglos^ 

Noes  por  consiguiente  bi superstición,  patrimonio  de  lanwche^ 
dumbre,  la  que  mantiene  el  duelo,  porque  la  muchedumbre  na  se 
desafia;  no  son.  las  idea^  equivocadas^  acerca  ée  )a.moial  las  qne^  han 
obrado  este  prodigio,  ni  le  han  dalo.^^^^^^^'^^^^^'^^^''^'*  P^^^oa 
las  persecucámes  en,  nombre  4e,]|i  r^^pis^  la  hora  4e  Ips^pa^hulps 
politibbs;  nuncalas  aberracionee  a  «  I|)¡t0i&QnenW^mmaBaQblnvi^ 
ron  tal  favor  y  tales  triunfos;  ^^  A  ^lintepe^a  la  verdad,  el 
privilegio  de  las  ideas  fecim^  p^  ^e  awii»  «^  íwemr  for- 
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laledéodose  en  la  resistencia,  y  ganando  terreno  en  cada  lucha» 

T  en  el  duelo  hay  que  hacer  otra  ohservacion.  No  solamente  no 
le  Ireprneba  la  conciencia  del  género  humano,  cuando  se  funda  en 
motivos  legítimos,  no  solamente  le  exige  y  le  aplaude  la  sociedad, 
sino  que  es  nn  motivo  de  merecimiento. 

Antes  hemos  hecho  notar  que  ninguno  que  sustenta  nn  desafía 
cuando  la  rázon  está  de  su  parte,  esperimenta  pasado  el  lance  la 
amargura  del  remordimiento  por  su  conducta.  Ahora  haremos  ob- 
servar que  al  contrario  es  una  de  las  acciones  honrosas,  de  la  vida^ 
es  un  título  que  le  recomienda  á  los  ojos  de  los  demás,  y  ese  mismo 
liombre  que  se  avergonzaría  de  haber  mentido  una  sola  vez,  que  no 
querría  que  se  hiciesen  públicas  sus  debilidades,  por  ejemplo  con  un» 
mnjer,  ti  otras  flaquezas  de  su  vida,  no  se  ruboriza  de  que  se  haga 
públi(^  un  desafío,  sino  que  si  buscó  por  tal  medio  la  reparación  de 
un  nltraje  irreparable  de  otro  modo,  lo  cuenta  él  mismo  con  una 
noble  altive2. 

Otra  especialidad  hay  en  el  duelo.  El  elemento  geáerador  deB 
delito  es  el  principio  del  mal,  y  no  es  el  principio  del  mal  el  que 
conduce  al  desafío.  No  es  un  principio  de  perversidad,  no  es  un  in- 
terés corruptor,  no  son  las  matas  pasiones  el  principio  generador  del 
duelo.  El  hombre  de  mala  índole  no  se  bate;  asesina,  se  venga;  se 
bate  él  que  se  estima  á  sí  propio,  el  que  es  incapaz  de  cometer  una 
vülaníá,  una  mala  acción.  ¿Y  cómo  ha  de  ser  culpable  y  reprobado 
per  la  moral  nn  hecho  producido  por  un  sentimiento  de  virtud,  por 
las  pasióiies  mas  generosas?  Porque  no  ha^y  que  dudarlo;  para  batir- 
se en  di^afío  se  necesita  mas  qtte  valor  el  sentimiento  de  la  virtud» 
No  hay  tifa  hombre  que  provoque  ó  acepte  un  lance  de  esta  especie^ 
cómo  nó  sea  un  baeratero  ó  dueKsta  de  oficio,  que  no  ^spérimente 
disguslo  y  grave  pesar  por  su  situación;  se  bate,  espone  su  vida» 
se  conduce' vaterosam^nte,  pero  este  es  un  acto  de  heroísmo,  es  una 
vlctiáiak|ue  se  sacrifica  ¿  sí  propia  en  homenaje  alas  costombres  de 
tAa  sociedad  que  as(  lo  exige. 

AnticipándotíOs^i  las  observaciones  que  puedan  hacérsenos^  n6 
queremos  concluir  este  punió  sin  hácemo»  cargo  de  uf  ai^mento 
qué  eneohtráiti^  ett  ttn  ártíeuio  tobmelitaelopublksMb  en  la  Jte^ 
vüW^emáfMiée^LéigUlúeim^^  delaSo  de  1844w  Ei| 

eéte  trabajo,  ései^to  sin  duda  oon  talento,  annqne  bajo  e)  imperio,  de 
Ifl^pi^MnipiMfolies  exiatentes^pntFa  el  dudo,  My  etfe  j^mío .  JiOf 
table.  «En  el  momento  en  que  están  los  dos  que  van  abatirse  enfreu'* 
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>te  uno  del  otro,  aun  Cttaado  el  delito  no  se  ha  consumado  ni  ana 
«empezado  i  ejeeatar»  hay  ya  sin  embargo  uno  de  los  elementos 
»oonstitutiyos  de  toda  intención  criminal,  la  inmoralidad  del  agen- 
»te;  inmoralidad  por  el  objeto  ó  fin:  este  elemento  no  puede  variarse 
»ó  varía  con  mucha  dificultad  en  el  desafio.  Lo  que  sí  es  variable 
»es  el  del  peligro  social,  siendo  circunstancia  mas  ó  menos  agravan- 
3»  te  para  la  imposición  de  la  pena,  según  que  se  haya  logrado  el 
»objeto  ya  en  todo,  ya  en  parte.  En  otro  deUto  cualquiera,  el  hom* 
»bre  que  hiere,  manifiesta  maycHr  perversidad  que  el  que  mata;  por* 
»qiie  por  regla  general  no  lleva  en  uno  y  en  otro  caso  la  misma  in- 
»lencion.  Pero  en  el  desafio  todos  los  resultados  que  pueda  este  tener, 
^heridas  ú  homicidio,  preexistenya  en  el  designio  premeditado, 
»en  el  peligro  y  azares  que  ainbós  contendientes  aceptaron»  Cuando 
«llegan  al  sitio  coavenido,  y  elegidas  armas  de  fuego  dispara  el  uno 
»o<»tra  el  otro,  ¿hay  en  realidad  alguna  diferencia  para. apreciar  la 
«criminalidad  de  la  acción  entre  que  se  maten,  se  hieran,  ó  se  li- 
»8ien?  No,  porque  la  intención  era  la  misma.» 

A  juzgar  por  lo  que  se  deduce  de  este  párrafo,  aparte  de  las  con* 
sideraciones  á  que  dan  lugar  los  que  le  preceden,  se  vó  claramente 
que  su  autor  se  propuso  demostrar  que  en  el  desafio  por  lo  menos 
hay  un  fin  inmoral,  porque  hay  intención  de  matar,  y  esta  no  pue- 
de, ser  nunca  legítima;  lo  cual  no  d^a  de  ser  una  grande  equivoca** 
cion.  La  intención  de  matar  no  puede  calificarse  ée  inmoral  por  sí 
sola,  porque  no  lo  es  en  sí  misma,  del  mismo  modo  que  el  acto  de 
matar  á  otro,  el  hoaúddio  consumado  puede  ser  un  acto  inocente- 
Intención  de  matar  tiene  el  soldado  de  una  batalla;  iat«BCÍon<  de 
matar  tiene  sin  duda  el  propietario  que  defiende  á  escopetazos  su 
casa  contra  los  malhechores  que  latasaltan,  y  á  fé  qua  no  cometen 
un  acto  iumocal.  Para  que  baya  perversidad  en  la  gente,  para  que 
haya  inmoralidad  en  la  acción,  pava  que^eusia  »te  prjmev  eleinen* 
to  conitílutivo  <iel  crimen  no  b9st^  la  intención  de  matar  á  otro;  es 
menester  que  la  intenoíon  ea.  si  uisaia  sea  inmoral  portsus^metitos, 
por  su  ohjetow    .  ^  /^    .. 

.  Fuera  de  que  no  es  derto  qu^  en  <1  desafio  faarfa  intención  de^ 
matar.  {413  cosas  pueden  tamr  |^^;  ténnino,  patot  nú  es  este  su 
principal  obj6t4>;  «n  finiOsla^J^^^Aa  ta^ad^  honor,  y 
asi  es  que  no  hay  quien  despu  ^^P^^^\\slec\»  este»  «nieÜ  Aesjues 
de  batí w».  w  alaígue  ¿eii^iA  ^e^\^«ianoi  «a»iTa\v  ^nése 
felicite  de  que  el  desafío  no  1%    ^•^Ao  o\to  tesuVUAo,  Olta  ptue- 


V 


184  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

ba  mas  de  que  no  es  k  venga nza,  no  es  ésta  mala'  pasión  La  que 
,  motiva  el  duelo.  Mas  adelante  volveremos  sobre  esta  idea. 

Pues  todas  estas  singularidades  tiene  el  duelo  en  su  abono,  y 
estas  singularidades  sie  deben  á  algo.  Todas  estás  diferencias  entre 
el  desafío  y  los  otros  delitos  son  fenómenos  dignos  de  observarse  y 
de  que  la  filosofía  se  ocupe  de  esplicarlos.  Es  tiempo  de  que  no  se 
condene  el  duelo  porqtie  otros  le  han  condenado,  de  que  la  ciencia 
deje  de  ser  pueril  y  rulinaria,  y  de  que  se  medite  algo  mas  lo  que 
se  dice  sobre  está  materia.  En  el  mundo  las  cosas  no .  suceden  por 
milagro.  Todo  lo  que  en  él  pasa  es  porque  no  puede  menos  de  pa- 
sar conforme  al  6rd^  inmutable  de  la  creación,  por  mas  que  nos 
parezca  un  fenómeno,  y  las  especialidades  del  duelo  tienen  sin  da* 
da  su  razón  en  alguna  ley  del  mondo  moral»  que  no  se  ha  acertado 
á  descubrir,  porque  se  le  ha  juzgado  siempre  con  prevención. 

Resneltosá  decir  nuestra  opin¡on,>  aun  á  riesgo  de  atraernos  las 
censuras  mas  amargas,  nosotros  atribuimos  todos  estos  fenómenos 
á  que  el  duelo  en  pamcmo  no  ^  puede  condenar.  Esta  es  por  lo 
menos  nuestra  firme  convicción.  '€uando  se  provoca  por- una  deesas 
ofensas  que  de  otro  modo  en  la  opinión  no  admiten  desagravia;  el 
desafío  es  tan  legítimo  como  el  derecho  de  propia  defensa.  Veamos- 
de  probar  est^  aserto.  .     . 

Todas  las  legislaciones  reooníocen  como  principio  que  «el  que 
causa  un  mal  e0  defensa  de:  su  persona  y  derechos  no  com^e  nin- 
gún delito^  y  no  hace  mas  que  usar  de  un  derecho  suyo.  En  esto 
están  conformes  lodos  los  códi^s  antiguos  y  modernos ,  el  Fuero*» 
Juzgo,  las  Partidas,  los  códigos  es^anjeros.  La  propia  defensa  no 
es  solo  un  motivo  .de  escusa,  es  una  causa  de  completa  esculpacioa. 
El  viajero  que  defendiéndose  de  ua  bandidoje  hiere  ó  le  mata»  no 
es  delincuente  ni  poco  ni  mocho;  4  pesar  de  las  heridas  ó  de  la 
muerte,  no  es  rea  de  «heridas  ni  de.  homicidio.  ¿T  porqué  la  legisla- 
ción declara  que  aun  el  matarla  otro  e&  defensa  propia  es  ua  acto 
legítimo  é  inocentet  Porque  el  poder  de  la  sociedad,  ni  el  de  las  le- 
yes bastan  en  «1  caso  de  una  iojosla  y  repentina  agr^iod  para  de- 
fender al  individuo  atropellado;  y  á  donde  la  sociedad  y  los  poderes 
públicos  ftoalesaAa^'iUHla  adicoafprineá  las  buenas  doctrinas,  i 
la  mord  y  á  la  juitícía  qoe  aoloriinr  la  pik)pia  defensa^  p«es  otra 
cosa  sería  abiuda^  seria  hacer  Mjor  la  oondieton  del  ínjasto  agre* 
sor  que  la  de  su  vktima. 

La  teoría  social  ea  esta.  8n  k  sociedad  el  hombre  no  es  nidebe 
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ser  el  juez  en  sn  causa;  el  hombre  no  venga  sus  ofensas  por  su  ma- 
no, ni  se  hace  justicia  de  propia  autoridad.  La  sociedad  toma  por 
su  cuenta  su  desagravio,  se  apodera  de  los  he(;hos,  decide,  ju¿ga» 
y  satisface  á  lá  justicia,  tto  á  la  venganza.  De  otro  modo  para  nada 
servirían  los  poderes  públicos-  esta  es  la  diferencia  entre  el  estado 
salvaje  y  el  estado  social,  pero  esto  no  estorba  para  que  allí  donde 
no  basta  el  poder  de  las  leyes  y  de  la  sociedad  para  defender  á  los 
individuos/ él  honibre  se  defienda  por  sí  propio.  En  suma  el  dere- 
ctíode  defensa  no  tfene  otra  razón  ni  otra  esplicacioñ  que  la  im- 
]^tencia  de  las  leyes  para  protejer  á  los  asociados  en  todos  los  ca- 
sos posible^.  Si  el  poder  pudiera  hallarse  en  todas  partes ,  en  todos 
los  momentos  y  en  todas  las  situaciones  pslra  defender  la  persona 
del  hombre  ó  su  fortuna,  la  propia  defensa  no  seria  lícita,  y  así  es 
que  al  mistnb  que  se  defiende  de  ún  ladrón  y  puede  matarle  en  el 
ax^to,  no  le  es  licitó  tocarle  ni  herirle  desde  el  momento  en  que  in- 
terviene la. fuerza  pública,  páralos  golpes  del  agresor,  ó  asegura 
s^  persona. 

Mas  un  poder  público,  un  gobierno  que  pueda  defender  á  los 
asociados  en  todos  los  momentos  y  en  todas  las  ocasiones  no  es  po- 
sible; dería  menester  una  escolta  para  cada  individuo  y  muchas 
veces  tio  bastaría.  Concíbase  el  gobierno  mejo^  el  país  mejor  ad- 
nriñistradó,  en  donde  la  seguridad  individual  tenga  mas  garantías; 
figurémonos  que  los  ajentes  del  poder  se  estienden  por  todas  partes 
oomo  un  campamento  sobre  e!  mismo;  todavía  \oi  individuos  se  en- 
contraran táuiifaas  veces  en  él '  caso  de  no  contar  para  sn  defensa 
mas  que  Con  los  medios  propiod.  De  aquí  el  qué  las  leyes,  de  acuer- 
do con  la  Aioral,  cfue  manda  al  hooibre  como  un  deber  su  conser- 
vación,'eleven  á  la  categoría  dé  I6s  derecho^  humanos  lá  defensa 
individual,  siempre  (|ue  no  sea  dable  la  apelación  á  la  ínei^a  pú- 
blica, fists  es' sü  soto  LÍMrtt.  '     ' 

Hagamos  la  aplicación  de  eátos  principios  &  la  cuéstioá  que  nos 
ocupa.  Ef  hombre  no  es  un  sei'  puramente  material  y  físico,  es  un 
ser  racional  é  inteligente,  es  iáetñki  vat  ser  moral,  y  eáta  última 
cohdícíob  es  la  que  más  le  ennoblece  y  lé'diáílií^e.  fil  Iiombré  por 
consiguiente  puede  ser  ofendido  físícamenié  en  án  ^irsonay  nio- 
talmente  en  sú  repuls^idn;  ^  sf  {\mn»  éetechó-pará  defender,  su 
pérsoáá  y  sus  liienes  contra  tfí^\  j|.^ía  áia;|re^\6ii  de  que  no  bas- 
te á  defenderle  ét  poder  i  sodál , .  ^*r  ¿«i*  tib  ba  de  serte  licito  de 
fendcr  sn  propia  diguÉad  btJLKxfi*  irtio  S^^^^  *^  uUraies  en 
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que  no  hay  que  esperar  el  desagravio  de  ia  defensa  de, las  leyes? 

Para  un  hombre  honrado  es  n^is  estimable  su  reputación  que 
sa  fortuna,  y  mas  que  su  vida»  si  esta  ha  de  conservarse  sin  digni- 
dad, á  precio  de  humillaciones  y  de  afrentas.  La  fortuna  puede  re- 
pararse, la  vida  puede  perderse  gloriosamente  muriendo  como  lo» 
mártires  ó  como  los  héroes;  pero  el  hombre  deshonrado,  envilecido,, 
que  una  vez  consiente  en  su  degradación,  .no  se  rehabilita  nunca. 
El  primer  deber  moral  y  religioso  del  hombre  es  el  de  su  conserva^ 
cion;  pero  un  deber  mas  alto  es  el  de  defender  la  dignidad  de  sa 
ser,  si  ha  de  reisponder  á  los  altos  fines  de  la  Providencia. 

Una  vez  que  esto  no  pueda  negársenos,  el  terreno  de  la  discu- 
sión se  estrecha  de  raciocinio  en  raciocinio,  y  la  cuestión  queda  re- 
ducida  á  estos  breves  y  sencillos  términos:  ¿Alcanza  el  poaer  so- 

CUL  Á  DEFENDER  LA  DIGNIDAD  HUMANA  EN  TODOS  LOS  CASOS?  No  cicr» 

tamente,  como  no  alcanza  en  todos  los  momentos  y  en  todas  las 
situaciones  á  defender  la  persona  del  hombre  y  sus  bienes.  Una 
buena  ley  de  injurias,  que  es  el  desiderátum  de  los  adversarios  del 
duelo,  no  bastará  nunca  á  este  propósito.  Podrá  contribuir  á  hacer 
menos  frecuentes  los  lances  personales  una  legislación  qi^e  sea  es^ 
esta  parte  severa  y  filosófica,  pero  hay  injurias  que  arrojan  una 
mandba  indeleble  sobre  el  hombre  que  las  sufre,  y  que  no  basta* 
rian  á  borrar  los  castigos  mas  severos. 

T  ESTA  ES  LA  CfJESTION  PLANTEADA  EN  SU  yEaDABEaO.  T|»aj|N(í^ 

Como  no  se  nos  prvebe  que  el  honibire  puede  hallar  cni  Ips  tribuna- 
les satisfacción  para  todos  los  ultrajes  posibles;  mientras  no  se  npi^ 
convenza  de  que  la  sociedad,  que  no  basta  á  defender  al  hombir^ 
material  en  todos  I03  momentos  y  en  todas  las  situaciones,  alcanza,, 
sin  eipbargo,  á  defen4er  al  hombre  moral,  el  que  p^a  defender  sn. 
dignidad  y  su  honor  apela  al  duelo,  no  bace  mas  que  usai:  de)  dere7 
cho  de  propia  defensa,  como  el  que  rechazando  á  un  asesino  que  le 
amenaza  con  un  puñal,  le  dj^si^ra  un  pistoletazo  al  corazón.  .  v 
,  Pues  á  decir  verdad  no  C9A9CWQS  ninguna  legis^cion  qucf  ten- 
ga suficientes  pedios  de,  reparar  cierto  géi^ero  de  ulti:ajes,  ni  creer 
mgs  que  pueda  haberla. 

Supóngase,  uq.n^ido  i  quiei^  ^  traíais  de  ridic^li^  públic^* 
mente. poniendo  en  duda  la  ^deUdad  de  su  mujer.  ,¿Salyarj^  sv  desr^ 
honor  acudiendo  á  m  ^tribunal  de  justicia  pfua  qua  se  conáciniise  al» 
insolente  provpcs^r  á  que  se  desd(geraT  lYpO]^  qué  pena  castpc^ 
ría  la  ley  suficientemente  una  provocación  de  talfsp^cj^  El  marido 
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que  tal  hiciese  se  haría  para  los  demás  un  objeto  de  menosprecia^ 
merecería  su  deshonra  y  tendría  que  abandonar  una  sociedad  que 
no  le  perdonaría  su  (^barde  conducta,  ó  las  burlas  picantes  y  ma- 
lignas que  habría  de  sufrir,  porque  todos  se  le  atreveriao»  acaba^ 
rían  por  condenarle  á  la  desesperación  ó  al  aislamiento.  Figurémo-- 
nos  también  un  militar  á  quien  se  le  provocase  llamándole  cobarde  y 
dándole  públicamente  una  bofetada.  Y  estos  son  i^ravíos  bien  co- 
munes. Recordamos  un  juicio  por  injurias  en  el  que  un  hombre  que 
había  tenido  la  insolencia  de  ultrajar  á  ui^a  joven  soltera,  se  atre- 
vió á  sostener  delante  de  un  juez  la  verdad  de  sus  dichos,  anadien» 
do  para  probarlos  todas  las  circunstancias  que  podían  dar  á  los 
hechos  mas  apariencias  de  verosimilitu4*  Recordamos  otro  suceso 
mas  grave  todavía.  Una  persona  de  calidad  debía  casarse  con  una 
joven  de  una  distioguida  familia,  y  cuando  est;aba  para  ajustarse 
definitivamente  la  boda,  hubo  quien  en  medio  de  un  café  se  atrevió 
á  decirle  que  su  prometida  esposa  había  tenido  ya  el  honor  de  ser 
madre.  T  queremos  que  se  nos  responda  si  hay  suficiente  poder  en 
las  leyes  para  defender  el  honor  contra  cahumias  de  esta  índole. 
Considérense  las  consecuencias  de  un  juicio  en  el  que  un  joven  iür 
solente  tiene  la  audacia  de  sustentar  que  él  mismo  ha  recibido  los 
últimos  favores  de  una  mujer,  y  calcúlese  también  la  vindicación^ 
la  defensa  qne  puede  hallarse  en  las  leyes  contra  la  última  infamia 
que  hemos  referido. 

Gomo  los  casos  propuestos  hay  mil  po9ibles,  y  en  todos  la  legis* 
hcion,  Iqs  tribunales  y  los  poderes  públicos  reunidos  son  nulos  para 
el  bien,  impotentes  p^a  la  defensa  y  reparación  del  honor  ultrajan- 
do, mas  nulos  aun  para  borrar  las  consecuencias  del  mal  inferido 
por  la  maledicencia  ó  la  calumnia.  La  cuestión^  pues,  está  resuelta. 

K  DONDI  BL  PODIR  SOCIAL  NO  ALQAMZil  PARA  DIFUfORn  LA  BIGIHnAn 
mSUABÍM,  LA  DEFSffSA  INDIVIPUAL  VO  U  SOLO  LÍCITA»  SOlO  QW  ES  IL 

OSO  Dg  jm  iiiSHKGHo.  No  puede  contestarse  la  verdad  de  esta  teoria« 
A.1  llegar  á  este  pnnto,  sin  en^rgo,  nos  sale  al  pi^o  otra  cues* 
tioai  qiye  oecesitanios  resolver,  si  ^o  ha4e  a^  tiempo  perdido  el  que 
hemos  empleado  en  la  demostración  4e  westros  prinicípíos;  iiorqa^ 
puede  pregi]|ntársenos.  ¿quién  asegtti;#.'quiQ,el  duelo  ea  el  medio  i^ 
puopósitp  de  lavar  el  hWQir  en  todos  los  casos  y  dé  «aparar  los  nlr 
tcajes^para  cqyo  desagravio  sea  ineficuz  la  legislación  y  sean  impo* 
tenteos  I09.  poderes  piiftUooi? 

Parece  absurdo,  en  efecto,  que  se  encomiende  á  la  punta  de  una 


L-u._ 
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espada  ó  al  disparo  de  una' pistola  la  defensa  del  honor  y  de  la  dig- 
nidad humana,  porqué  al  término  del  cómbate,  después  de  todo,  se 
nos  dirá,  no  será  menos  honrado  él  vencedor,  ni  será  menos  honra- 
do el  vencido,  yiá  razan  estará  del  mismo  lado  que  aintes  de  haber 
comenzado  la  luchft.  Aceptamos  este  argumento  de  los  adversarios 
del  duelo  sin  debilitarle,  y  vamos  á  darle  la  mas  cumplida  contes- 
tación. ' 

Seria  respuesta  cumplida  ídecír,  si  quisiéramos  ahorrarnos  el 
trabajo  de  üna'discndion'  mas  empeñada,  que  'el  mundo  por  lo  me- 
nos cree  que  el  duelo  és  el  úiíico  medio  de  borirar  una  afrenta  y  de 
salvar  el  honor  maticHíado,  y  que  por  errada  que  sea  esta  creencia, 
basta  que  la' opinión  ^é  baya  pronunciado  en  esite  sentido  para  que 
no  pueda  vivarse  de  otro  modo,  para  que  no  pueda  ni  deba  apelar* 
se  á  otro  medio,  pues  la  reputación  depende  del  juicio  de  los  demás, 
y  inienU^s  la  sociedad  no  tenga  otras  ideas  acerca  del  hünor  y  su 
juicio  no  varíe,  do  hay  mas  que  someterse  á  su  imperio.  Pero  no 
queremos  ^rinchcrarnos  en  este  argumento,  sin  embargo  de  ser 
todo  pof^roso;  porque  lo  peor  de  todu  es  que  Ja  sociedad  tiene  ra- 
zón, y  que  su  ópitfion  en  esta  materia,  su  modo  de  juzgar  es  el  mas 
natural,  el' mas  prbpio  de  nuestras  costumbres. 

Ciertamente  cuando  el  desafío  tenia  por  objeto  la  decisión  de 
una  querella  como  eütre  los  bárbaros,  la  termíbacion  de  una  con- 
tienda judicial  como  en  la  ediad  media,  tenia  algo  de  absurdo,  por- 
que no  es  á  estocadas  como  se  encuentra  la  verdad  ni  la  razón;  pero 
el  duelo  en  mieslra  edad  ha  cambiado  de  condición,  como  han  cam- 
biado las  condiciones  del  valor  y  las  condiciones  de  los  tiempos;  el 
desafio  se  ha  ewüimdo.  No  es  ya  su'  objeto  probar  quién  tiene  ra- 
zón en  un  j«icio¿  ni  la  decisión  á  estoca<fos  de  ana  querella.  No  es 
lainpoco  su  objeto  ]a  venganza,'  la  satisfiaccioii  de  esta  mala  pasión. 
{Se  quiere  una  prueba  de  esta  verdad?  Ob^rvese  la  feliz  termina- 
ción que  tienen  los  duelos.  Aun  en  k>s  desafíos  qne  no  acaban  sa- 
tisfactoriamente antes  dé  llegar  á  batirse,  ponqué  el  encarniíamien- 
lo  de  lo$  eombatientes,  6  circunstancias  desgraciadas  hacen  imposi- 
ble un  aéomodamiento  anteKer,  suosde  siempre  que  si  i  ks  príme^ 
tas  enchutadas;  á  tos  prhneras  disparos  de  la  pistola  no  sébieren, 
el  honor  se  considera  ^ti^feciho  y  d  asunto  queda  concluido.  1í  es 
qne  en  el  desafío' moderno  fo  que  se  ¡proponen  el  que  ie  provoca^ 
como  el  qne  le  acepta,  de  e»  matane  uno  á  otro,  esotra  cota  la  que 
¿e  busca,  es  la  satisfacción  de  la  dignidad  ofendida,  és  la  repara* 


SXÍJKIN  HIST<)niCO-f ILOSÓFICO-LfBGAL  SOBI^K  U.  DUI^LQ.     189 

cion  de  una  afrenta  que  sería  irreparable  «de  otro  modo  ove  acrb- 

OtlTANDO  £L  AGRAVIADO  SN  UN  I«ANCK  MaSONAL  QÜM  HÚ  XiaiGl  LA  HU- 
MILLAGION  POR  QDB  SS  LV  QUIERI  HAQKR  PASAR»  M^SdTOQUI  TIRm  VA- 
WfL  PARA  ARROSTRAR  I^  I^UBRTR ' AlTCSS  QÜK  PALTARSl  Á  SÍ  PROPIO» 
AlfTBS  QUS  TOLERAR  CQRARDUEITEB'SL'nfSmtfTO  Y  IiADISHOlIRA* 

leu  este  sentido  d  desafío  moderno  llena  oamiriidameate  sa 
objeto.  iQaé  otra  pru^,  qué  otro  mediO)  qneda  al  ealumniado  de 
borrar  las  manchas  que  la  calumnia  ha  echado  sobre  su  frentef  Mo- 
rahoiente  oingpafia  que  sea  tan  satisfactorifi '  como  el  duelo  para  la 
sociedad  y?  Piara  la  razón,  porque  d  itíundo  se  hace  el  sigüientx 
RACioctunp.  Eli  hombre  calumniado  qiietsiifre  coa  paciencia  la  inju«- 
ría  y  que  no  contesta  ó  castiga  con  sa  mano  al,  ofensor»  parece  que 
mierece  su  deshonra,  pue$  qqien  en  tal  ocasión  se  porta  de  tal  modo» 
no  es  estrano  que  se  suponga  que  no  se  habrá  conducido  mejor  em 
tal  otra.  Por  el  contrariQ  quien  se  ofende  vivatnebte,  el  que  se  mues- 
tra celosQ;deIa.estimacion  def  los  demás»  y  se  espolie,  á  un  pistóle- 
tazQ  en  el, coraron  ppr  ooQser varia,  de  seguro  la  tieney  la  merece; 
por  lo  menos  po^e  de'au  lada^todas Jai  presunciones,  j  su  conducta 
en  un  caso  dado,  prueba  bastante  4  su  favor  que.  no  es  un  hombre 
mf^p«  ;Gapa7  de  las.  villanías  que  se  le  atribuyen.  .  < 
.  .  £sta!  es  la  principa)  virtud  del.  desafio  moderno;  esta  es  la  dife*- 
xencia.que  bay.  entrene!  d^ielo  en  nuestros  días  y  «I  duelo  entre  los 
bárbaros,  .y  en  la  edad  media;  y  ya  lo  liemos  dicho  otra  vez ,  la  so« 
ciedad  exigiria  sin  razón  que  un  bombee  se  aventajase  en  cualidad 
des  físicas,  porque  á  su  pesar  podian  faltarle ;  pero  lo  que  es  iffl«> 
perdonable  es  que  le  falte  valor,  esa  fortaleza  de  ánimo,  esa  auda- 
cia natural  de  su  sexo  que  establecen  su  superioridad  y  su  destino 
en  la  naturaleza;  Queremos  que  se  nos  entienda  bien.  No  es  ese.  va- 
lor temerario  de  las  batallas ,  que  se  enciende  con  él  humo  de  la  pól- 
vora »jmtre  el  polvo  de  las  evoluciones  y  el'estreiHtoso  es^uendo 
de  las  arma$  del  que  aquí  hablamos,  no  es  tampoco. el  valcur  del  fu- 
ror ó  de  la  ira»  sino  ese  valor  conciliable  con  la  prudencia  y  aun  con 
el  piedo  disimulado ,  que  naoc;  de  un  seatimjen to.de  pndor  y  de  dig^ 
nidad».sin  el  cual  el  hombre^ria i^ulo para lavlttud ,  nulo* para  las 
p^siqnes  gQi^ero^s,  nulo  paca  su  patria»  porque  el  qne  no  se  esti- 
ma á  si  mismo ,  el  que  prescinde  de  la  opinión  que  de  él  formen  los 
demás»  y  qu  un.  momento  critico  de  su  vida  >  se  xonduce  como  un 
egoísta  ó  como  una  mujer,  podrá  ser  ua.miserablcí  ái^n  malvado^ 
pero  nunca  un  hombre  virtuoso»  ni  generoso »  ni  honrado,  ni  justo. 
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El  valor  en  este  sentido  es  la  mas  alta  condición  humana  ^  es  la 
faente  de  todas  las  virtudes  y  de  todas  las  grandes  aeoiones.  Nada 
ha  habido  grande  y  generoso  en  el  mundo  que  tío  se  deba  &  ese  sen- 
timiento íntimo  depndor  y  de  decoro  que  es  instintivo  en  el  hombre, 
que  no  está  envilecido  y  degradado  por  bajas  y  malas  pasiones.  El 
valor  de  esta  clase  en  el  hombre  es  como  el  pudor  en  una  mujer ;  el 
45er  desgraciado  que  carece  de  esta  cualidad  es  una  degeneración  de 
sa  especie.  Mándese  á  un  hombre  de  esta  clase  batirse  y  morir  por 
su  patria ;  mándesele  que  á  imitación  de  los  senadores  de  Roma  ten- 
^  el  valor  cívico  de  su  puesto  y  responda  con  una  impotente  digni- 
dad á  la  insolencia  de  los  galos ;  mándesele  que  se  conduzca  como 
BAILLI  ea  el  famoso  juego  de  pelota.  El  sentimiento  del  propio  de- 
lier  es  el  ánico  que  puede  producir  el  valor  de  esta  clase ,  y  el  desa- 
fío es  hijo  siempre  de  este  sentimiento ,  cuando  se  provoca  ó  acepta 
con  justa  causa. 

Dedúcese  de  todo  lo  dicho  que  el  duelo  puede  ser  alguna  vez  tan 
legítimo  eomo^l  derecho  de  defensa.  Mientras  no  basten  las  leyes  á 
defender  al  hombre  de  todos  losagravios,  el  duelo  no  es  mas  que  la 
defensa  del  honor ;  hasta  donde  el  poder  de  las  leyes  alcance »  el 
duelo  es  ilegitimóles  mas ,  es  un  resto  de  salvajismo  y  de  barbarie; 
á  donde  el  poder  de  las  leyes  no  baste ,  el  duelo  es  un  derecho  que 
no  es  cierto  que  condene  la  moral ,  que  no  deben  castigar  las  leyes. 
No  se  confunda  el  duelo  con  los  abusos  del  duelo ;  también  se  abusa 
del  deredio  de  defensa ;  todos  los  principios  llevados  á  la  exagera- 
ción son  un  mal,  la  libertad  es  una  licencia,  la  obediencia  puede  ser 
una  degradación,  un  envilecimiento. 

m. 

INFLUENCIA  DKL  DÜJftLO  SOBRK  LAS  COSTUMBRES. 

Hemos  considerado  el  duelo  en  su  origen  y  en  sus  fundamentos; 
le  hemos  considerado  en  sus  relaciones  con  la  justicia  y  la  legisla- 
ción ;  nos  falta  juzgarle  en  su  relación  con  las  costumbres.  Si  el 
duelo  se  recomienda  bajo  el  primer  punto  de  vista ;  si  reducido  á 
&us  justos  y  naturiafes  limites  es  muchas  veces  justíBcable  bajo  el  se- 
gundo, bajo  el  dltimo  aspofcto  el  duelo  es  un  progreso  moral  de  los 
tiempos  modernos. 

La  severidad  de  las  costumbres  entre  los  antiguos  se  mantenía 
lácíhneate  por  los  inflexibles  principios  é  instituciones  en  que  des* 
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cansaba  la  organización  de  aqueHa  sociedad.  En  Esparta,  y  ann  en 
Roma  bastaba  para  mantener  las  costumbres  la  comtítucian  dada  á 
ia  propiedad  y  jila  familia ;  en  la  destrucdon  del  imperio  el  influfo 
saludatíe  y  úiviUzad&r  del  cristianismo,  y  la  ruda  pero  noble  aüi- 
éez  de  los  pueblos  que  se  alzaron  sobre  sus  ruinas ;  en  la  edad  me- 
día el  espíritu  cabaUereseo  y  la  fuerza  del  entusiasmo  religioso;  y  en 
días  mas  próximos  á  los  nuestros  ese  mismo  espkitu  religioso  por 
una  parte,  y  por  otra  la  fuerte  organización  del  poder  público. 

Hoy  todos  estos  elementos  han  desaparecido.  AI  principio  de 
autoridad  y  de  fé  ha  reemplazado  el  espíritu  de  discusión  y  de  da- 
da ,  las  creencias  religiosas  se  han  debilitado »  el  entusiasmo  y  l^s 
pasiones  generosas  han  cedido  su  puesto  al  interés ,  á  los  goces  ma- 
teriales y  al  positivismo ;  y  los  mamvillosos  adelantos  en  las  ciencias 
&icas,  las. prodigiosas  invenciones  del  espiritu  humano,  los  vapo- 
res ,  los  caminos  de  hierro,  las  sociedades  mercantiles ,  ese  estado 
de  comunicación  en  que  viven  todos  los  pueblos ,  han  producido  tal 
confusión  y  mezcla  en  las  ideas »  que  unido  todo  i  la  nivelación  de 
las  clases  por  el  ensanche  que  se  ha  dado  al  circulo  de  los  derechos 
ipoliticos ,  el  mundo  parece  marchar  á  convertirse  en  una  nueva  Ba- 
bel ,  en  que  perecieran  todos  los  escarnios  de  la  virtud ,  todos  los 
senlimientos  generosos,  si  al  hundirse  la  antigua  sociedad  con  todas 
808  iostituciones  no  hubieran  aparecido  como  un  fenómeno  salvador 
un  instinto  de  pudor  y  de  decoro  propio  y  esclusivo  de  nuestros 
dias.  A  falta  de  ia  severidad  de  las  antiguas  repúblicas,  á  falta  del 
iierotsmo  y  abnegación  de  ios  tiempos  primitivos ,  en  la  debilidad  de 
las  creencias  religiosas,  en  el  aniquilamiento  del  principio  de  auto-^ 
rídad,  á  fiedta,  en  fin,  del  espíritu  caballeresco  de  otras  edades, 
domina  en  las  sociedailes  modernas  un  sentimiento  de  decencia ,  de 
dignidad  y  de  orgullo  individual ,  qae  es  el  genio  bienhechor ,  la  ley 
providencial  de  nuestro  siglo.  Si  en  los  pueblos  modernos  ( dice  un 
aventajado  escritor)  chay  los  mismos  vidos  y  debilidades  que  en 
«otros  tiempos,  se  encobren  d  menos  bajo  el  velo  del  pudor  y  del 
»decoro.> 

Así,  pues,  la  grande  obra  de  los  gobiernos  debe  ser  mantener  vi- 
vos estos  sentimientos  de  nuestra  edad  *  Y  i^o  proscribir  absoluta* 
mente  el  duelo ,  ni  las  demás  casK|«0\|tes  ^^  en  ellos  se  fundan^ 
8Íno  dirigirla» ,  regularizarlas ,  w  ^  si  ^^^^  conviene  contener  el 
principio  en  su  desborde,  en  s^  *^f^  -^Votí ,  t^o  ^^  »^i^^Wwte  de 
todo  punto.  ^Xí^í 
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Y  losgobieroos  en  esta  obra  no  debe&  detenerse  pcAr  la  resisten- 
cia que  en  un  ^iocipio  pudieran  .oponer  vulgares  preocupaciones, 
porque  la  opinión  ilustrada  después  vendría  á  hacerles  justicia.  Ni 
es  tanto  lo  que  puede  tener  el  duelo  de  repugnante  en  una  sociedad, 
que  por  una  parte  le  acoge  y  le  exige  imponiendo  de  hecho  .este 
sacrificio  á  sus  individuos,  y  por  otra  parece. reprobarle  en  sus  leyes 
y  en  sus  libros. 

Fuera  de  qpie  las  iuslituoi^mes  mas  repugnantes  al  parecer  y  mas 
im'cuas  constituyen  .á  veoj^s  toda  la  fuerza  de  la  sociedad  y  de  los 
pobres  públicos.  £1  derecho  de  vida  y  muerte  que  tenían  los  ro- 
manos sobre  sus  hijos;  la  omnipotente  autoridad  del  jebde  la  fami- 
lia, la.perpétua  tutela  de  susmujeres^»  la  insolente  altivez  delp»- 
tricrado,  la  esclavitud  misma,  los  delirios  de  sus  filósofos, 4odas  estas 
instituciones  y  costumbres  que  nos  parecen  hoy  tan.  inicuas ,  eran 
los  fuertes  elementos  con  que  aquella  sociedad  defendía  sus  costum^ 
bres  contra  el  influjo  maléfico  desuna  religión^  que  si  por  una  parle 
era  á  propósifo  para.producir  los  guerreros  y  los  héroes.,  no  hacía 
concebir,  la  idea  de  la  divinidad,  sino  por  la  ei^geracion  de  las  malas 
pasiones  y  por  las  fábulas  torpes  del  paganismo  y  la mítolo|gía;  con- 
tra el  .influjo  maléfico  de  una  religión,  que  sin  aquellos  elementos  de 
resistencia  había  de  producir  necesariamente,  como  sucedió  mas 
tarde,  los  monstruos  de  locura  y  de  ferocidad  que  mancharon  lapúrr 
pura  y  que  á  manera  de  grandes  figuras  nos.revelan  d  inconcebible 
cinismo  de  una  generación  que  partía  su  vida  entre  el  circo  de  los 
gladiadores,  y  las  liviandades  de  las  cortesanas  y. de  los  príncipes. 

SlEMPRB  LA  IffiGRADAGION  DEL  GBNBllOlflUAIANO  SB  SüCBDK.EIff  liOS 
PUEBLOS  A  LA  PkftDIDA  1>E  LAS  QOSTUMBaSS*  BIIÉMÍ4S  Ó  MALAS  QUE  IfA^ 
GIBRON  CON  SU  GIVlLIZAGICm,  T  QUE  .S6  SfANl^IEáOIf  V  ATRAVESARON 
CON  ELLA  LOS^STGLOS.  -      »'  '     • 

Que  loB  hombres  pierdan  en  nuestra  ^dadtese  sentimiento  de  pu«- 
dor  y  de  decoro  qtie  les  hace  buscar  unasatisfaccion  eo.el  desafio^ 
que  el  duelo  y  otras  costumbres  que  se  le  parecen,  porque  tienen  el 
mismo  fundamento  y  origen^  desaparezcan  ente ramehte^  que  la  le- 
gislación consigaproscribirlajs,  y  que-  la;Socíedad  se  defienda  des«- 
pues  contra  una  civilización  egoísta,  contra  un.  siglo  de  deimoraJi^ 
zacion  y  de  hierro,  contraía  dispersión  delafaúailia,  centra  ese  toiv 
rente  nivelador  que  parece  anegar  al  mundo;  que  se  haga  después 
un  llamamiento  á  los  ciudadanos  para  defender  la  libertad  y  la  pa- 
tria; que  se  hable  á  nuestra  generación  de  entusiasmo,  de  naciona-, 
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lldMyfla>Jnéépe]ideBda;jlaUii«gÍQMoa^  cot^m- 

)dlidoiLtlel'pociTeiiict!Sv  iáímefiéks^^i'l^Qi:  forM¡m'^  «Hi^do  se  ba 
ttlvadkysMpre't>Qr>6a»>mHiBt9»«>¿jpi»W^.^^  los  go* 

tt^riHwydii4a9rjdeolaiíiaQÍt>i\o»tiefiMia  filiolBO^JíjiiJli^  y  .me,zquimt 
«II' idos  leadsiMM  oQino  4tt  su  eq^í^ 

'     '¥»t-piMmBdieDdaikiAto*titeaccMisidf^^  la 

-eoéslifchi^eBf  üvdeiyeflotilMMs  d^vado^  toodrfiiia^fki^  de  obsarTar 
i{ue.e)  lifltidhdDéímídel  dualo  otiríliace  Miitwidastal  «odo  en  unesr 
¿t»  MMeddd» '4uR.  él:  jpQdf i  «qoiiuii  p.rQoeiipfi<M»a,  «na  ^berracíojjL 
del  entendimiento,  pero  es  una  preocupacípOiiqtt^  Im^  gobiernos  np 
daten  cdndéDao;ApB8ÍOBa4iifian(6«$s»aiáffi^  ,.  ., 
"     I»  desa^»«riaíbddei«6taicbBtiiridNr^  luego  «a 

¿niív«  Hial # eldé  yohBr  «a  impoiíoiác  h  {«eiza'l)irata(4!espens(as  áe 
iafilpaUsanas^áa  fí«p8ééfail^'{»|ro  noidecabardft.y  ifHmda  (^on^icion, 
tqiiete^tla'difaiieHféauentrevtíifialvaiaiyial  |MMlbr0iqiviU¡iado ;  y  ^ta 
«^ficaríaBl  »»troo9o  ^ah <góttefa  ibomaiii».  'Y>t  Wat  verdadera  ce^- 
cion  en/ia8roiMHmbreaida'ki«£iimpak.>JM)ft,4adi«i4HP$>  dotadopL  de 
^pandes  faenofi:  anéleo?  senántoleBlaí!  y  ;4iiidaqe^.f  Sía  ■  misf^a  -supih 
ateridad<imtestapiti4Q>laaMÍQBpim  iñest^fiahw^  cíeirtio,  jda^pr^cy) 
ihi|ciai^4loBásiqde  lesLOondMé  laoUipeiileiáiabaflaír  dei  efitas.xreí^- 

tales  violencias  en  que  nofanbleieorocito'^aogí^^  .49bhel¡  t^m^  de 

<  <;  Sit.eldaeliifAesaparecieka  d&^ma^toas.i^aBtimbfQ^i»  m  e»;  fáql 
qt^eolar  lar  qaa  aubedetáa  ietir  moaiaooiedad  cpi^  Wie  «ea  in^dio^de  los 
.e^MblÉBnlott^dfiíáor sai^  oeQn^oúeato  de 

:  ja  cÍ¥Ílincioi|)hase  -iáa.  neoestfrioB  ios(  )NimQft&npdos»i  Jos ;  mira* 
iiqiefllto»  báeiacte/dtoiási  :iio6  «rótiiosi  y  fciiBprai^  le^pistos,  lía 
'  idoade. waiküaiiügaia  y ^«0»  cbantt  iwad^»  ^yiiwritíise 'Qo  ua  g»a^e 
.  iásulto;i4iioinair  laBifermaa;y  elf:aiise  deiuaa^di^^^WgM^^M*.  ^^6^i^' 
^noñaBlhallaiiifi9:én  4iaa  Íle¡edaa9tai4eiiif«iMiíáQO9()(lJ0£b^Qa  el.eotu- 
¿•faiaaiBoi  y  la  del}oia:de  l9s.4riaaeafwa*  y  t.lt9<Hwdad^s;  ^eaiesas.reu- 
- nianes  qíteiieaff n( por  pfiact{lalfiatí«^ifa ..^H^a^eioA á^ .la  vaaid^d 
-fíQrfliodte'delfj[u}oy.<la;ostetitaaÍQi^4^  i  las  que  cqfi- 


■«*•■*«*< 


a4¿'^*; 
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Ventad  incoosiileftUIii/^  hombl^é  de  mtmdó  y  dein^gooipá^eLmittar 
y  el  cápitalistaí;  ér  tritano  ^amliioia^  >¡r  et  ^faoabPB  4g^BffctPrPo?  F^n 
4fts que  por  cottftígttieiite'lji  galmtérkv*  los  .intrigas. taorosas^^Ias 
burlas,  las  rivalidades  detedaéfipecie  y  kasta  las  paaioiies  poütioas 
tienen  su  entrada  y  &«  ¡mesto.  7&iáiito»láBfees  desi^ádabies.  Guia* 
tas  palabras  imprudentes  y  atre^rídás  Tendrían  i.  turbar  eates  £es^ 
tas,  si  en  el  ehoqüe  de  tantos  génie»  vm  6  benes  iturbuleiiloB ,  .de 
tantos  intereses  y  pasiones,  el  temor  de  prévwaírttft  desafío  na -fuera 
nn poderoso lefrayenier      *  »  -  ,  .<  : 

Contribuyen  muiiho;  e9  Terdftd,  áque^sto  no  Bocedn  otros  jalo- 
tivod  de  gran  pti^O;  no  queremos  atribuir  mIo  al  duelo  la  virtad  de 
mantener  el  orden  en  esas  reuniodea  de  la  alta  y  buena  «sociedad» 
porque  no  estamos  tan  ciegamente  apasionados  por  esta  eostumbre 
«orno  otros  lo  están  esí  su  contra;  contribuyen  muy  prioeipabnenle 
el  carácter  y  la  edüoatcion  de  las  personas  que  ooncarréná  ules 
fiestas,  contribuyen  los  hábitos  de  cortesanía,  esas  ftrmnias  delica- 
das de  la  etiqueta,  que  las  gen^  vidgáies  suelen  a|nceciar  en  poco 
porque  no  las  compMiden;  oontribáye  inas'qae  tpdo  el  sentimieáto 
de  reprobación  general'  de  qué  se  bace  objeto  la  persona  i|ue  por 
desgracia  iocaree  en  una  inooQsideracioii,  en  la  menor  Mta  de  mira* 
miento,  pero  no  contiene  menos  el  •duelo. 

La  s^ridiad  de  estK>n»r8e  A  pasar  por  un  lance' en  que  es  posí- 
bre  recibir  un  pistokMnzo  ó  una  estocada,  es  el  contentivo  mas  po- 
deroso para  los  hombres  de  Tioienta  y  altíra  condidon;  A  no  ser  por 
este  temor  los  escándalos  de  esta  clase  serian  freouenteseomo  io  son 
por  desgracia  eU'iasr  reuniones  de  fai  muchedambre  que  no  tiene  el 
hábito  del  desafio^  ni  siquiera  loomprende  los  senlimtenfios  de  <ioa 
este  procede.  Así  se  ?é  que  ea  tas  ferias^  en  las  romeriasy  en  las  ta* 
bernas,  en  donde  qnieTi  ^e  se  agripa  y  réune  la  multitud,,  las 
gentes  se  insultany  mortifioán^niílmodos/se  hacen  las  álasmnas 
mas  picantes,  se  crasan  las  chantas  mas  groseras ,  y  sí  á  pesar  da 
eso  alguna  vea  las  cotes  no  pasan  de  aquí,  porqne  todo  se.alri- 
luye  á  una  ruda  y  naiural  franqaeza,  lo  común  es  que  estas  Caneít* 
nes  acaban  por-navajadas,  por  asesinatos  y  otrosascesos^  que.por 
cierto  no  son  mejoces  <|ne  el  duelo. 

T  no  es  solo  en  estos  lugares  de  recreo  en  donde  el  tenKNr  de  ón 
deslío  posible  sirve  de  contentlyo  y  de  freno.  Bn  el  jincho  campo 
de  las  instituciones,  ea  las  mismas  regiones  del  poder  contriNre  i 
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nmut^ei;  (s)  decoro  y.  ^lJ^^fvelo.r.{¡)  4^9)a€eatíew.y:m  >« 
i)iW5^,:y-l#cjeLquesew*¿eHos  violeirtíislap  lidjMi.deiíosiPW^Hiwt- 
|qfi;jy  ^  sudQipped?.  wwíiísucto  qjiiep  ^haya^  per^odisit^  líi  4ilK^ 
ía4Q.a}g»JWr,Y^,i6  quiftjicosaiíei^  h^a^  qué  pwHo  .«egítfi  ¿Jos 
hombres  políticos  el  espirita  de  partido,  eli^alor  dftlas  di^^Him^eé, 
^  triaiiffKió  l^errotade.niia  ]^o^KW)^<^iauf^¥'^^inpiWMJl»  lasuerte 
.4e»ui^,l»n4eíííi6.deii^jwm$lier¡p«^  .  ^  .,  í  .  ;  .í 
.,  pi¡.di|el9  tí^Q^Mpor  ;iltim  la  yir;tfid,4e.  ^mqaílar 4 Qfpfcite de 
.¥epg^n;s^:yde  apagar  ^0$.  lo^  (idíoev  P^  gruiré  «pie!  hay^t  sijo  Ja 
ofeosa  recibida,  los  que  se  batea  ea.  ap  .4wfip  se  iargau  g^mM^ih 
parale  la  ina^p  4  e(^cliiúr^  b  |uch4»  y  (jb^paes  del  comi^atQ  qo  sa- 
tea .a^r^c^rse,.  porque. ea  este  mome&to  gravey  scrffipne  para 
apubos  i^^e^coatra^o^cfiída  QuaUípejoc  &  ^u  cf^itrario»!  han  jipc^odiir 
do  ¿  es^ioiarse^  j  ^  \x^  yi^io  uno, y  otro  dignos  de  M .  W^iQW^ 
Pregoatad  ¿.Ío0  dos  hombrjEis  ip^  ,  implacables  que  bayaa  desalüior 
gadO;$n  farpr  y,sas  iras  eaw  du^lO|i  y  aooque ^ . hayaii;  beridia» 
.^que  h^j^  estado  en  gra^e  peligro  la  e^steaci^  de  vm  4e  eUos» 
<el  aiismo  faror  del  combate  hace  mas  íntima  so  uaW  y  su  aipisf^d 
4d  otro  dia.  ¿Será  el  desafío  tan  inmoral  y  tan  malo  cuando  inspira 
^a  nobleza  de  sentimientos,  y  ^]  eleva  el  alma  sobre  las  pasiones 
oías  ruines? 

Por  el  contrario  los  odios  se  {^rpetúan  entre  dos  rivales  que  nc^ 
se  han  ^tido.  Por  i^igni^o^nte  que  $ea^  motivo  de  «jia.  de^zon 
ó  d^  una  in(^iaodidad  Qon  ún  individuo,  cuando  por  medio  del  doe- 
lo  ao  se  ha  llegado  a  ííi^a  decorosa  satisfacción»  qu^da  siempre,  un 
amargo  recuerdo  de  la  ofensa ,  que  ^  renueva  cada  vez  que  las 
áo^  personas  vuelven  á  verse,^  y  lo  peor  es  que  se  perpetúa  y  ps^re* 
4ce  crecer  con  la  distancia  del  tiempo,  á  proporción  que  el  diad^ 
^agravio  se  aleja.  Pocas  personas  hay  que  no  tengan  un  testimonia 
de  esta  verdad  éñ  su  conciencia.  Pocos  son  tan  felices  en  la  amis- 
tad, en  las  relaciones  de  familiia  y  ^n,  todos  los  negocios  de  la  vida 
que  no  pa3ea  por  alguno  de  ésos  ratos  amargos  que  son^  aiempre  et 
iesulta(k>>díe  ifna  contentación  acsüioírada  é  imprudente.  $i  h¿i  lle- 
gado á  í^f  inanos  ó  bs^ii  iestádp  á  punto  de  batirse,  estos  disgusto» 
pasan  sin  dejar  rastro  ni  hiiella  pata  lo  venidero,  y  la  amistad  se 
aGrum  y  ^rejuy^i^oe;  ^rp  si  kfi  posas  han  sucedido  y  hp^a  media- 
áo  una  s^tí^fs^^ion  decorosa^  |a  ofensa  inas  pequeña  sp  convierte 
eagravp,  y;iiace  el  espíritu  de  yéuganza,  y  tal  vez  se  llega  a  otro 
oimen  para  satisfacer  eáta  mala  Ím^ 


'■?  > 
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iHideft  pMpétnlÉieüte.  En  las  ildfeaá  y  eh  las  clases  '^Ititoais  de  la 
^Éb^dad  qué  tib  ^  ¿oneolf  di  dtiélb,  se  obséhrá 'el  ttii Am)  tetióíaeñd, 
y^dé  api  tetiei^á  eki  ^UMem,  d  asesíúíálé,  él 'éinrenéííáttiieiito, 
^*i««i¿díA  de'ifltese^,  feíc.       :  '     ' 

Loisí  áAfttes  itei'  fefOf 'tíofá  tótífimian  ^h  ésia'  Gpmiml  Efl  la  edad 
inedia,  que  el  duelo  era  frecuenté^,  el  étíVebénátíiesfty  y  ia  alevosía 
'¿ciJq>aMií*ií«rá  téü  á^lbs  '^trftüAikles;  mientras  'que  en  lá  Italia  mo- 
étíthn:^ énia Ft^aKidáde  idhsMs dias  se stteedeH y  Müpmkh cdn 
•l»íf«^teBíe*ltíwfnlwdé'edta'^^^  '    '    ' 

*>'  <9 yk^híttüknb'Bélkú perákt de vtttá  tbdab esfa^ tbnsnferá- 
yádile^.'l'ltehoiíibres hay  ^üé  Jiftgattoá  cbilid  sdff, íl^on «tts paísici- 
iie§t>Wiiaft  f  niáfásVBl'dttelo  séfrá'tina  édsWmbré  tan  mMeíntab- 
•rSÍWnío  se  (Quiera;  pferó'Kay'qtife^éáwJfer  cWtré  él  Y  e]  áiesináte,  las 
Tltóeités'm:qtí¡merar;éf  %^^^elIebáAfento,  iítc.t  hay  qñe  eácíójer  entre 
téáitos  crftncñes  qufe  f)eísbní&5áií'  íá  Wek'za  Bhitaf  6  la  aleftoáfa,  y  el 
dttéló/Íqüé'aidqiJlé''M'de&  Uá  biéñ/fiétaé'^ fündataiütafo  t^iñstintb» 

i|íiteíflobtesy*letttctosv'''''*'-        '"''  "•'•"  '* '; ' 
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^^'  Sé^^'cbíiáeiikéVdtíéW 

qué  ¿s'tó%ór  pirebéupátíontóáávfá  tótt^^^  ciegamente.  Sé  ép- 
' cribé  (íoüírá  el'désáfío  ba|o-éT  itopério  dé  lá^  iri|presiones  dólorosás 
que  píi^oduceñ  las' Heridas,  1  as 'muertes ,,  qiie  aTgiitíás  veces  son  jCl 
término  deplbfáBíe  dfé'éste  HóiíílJitte pérsoñatísecuéñtañ  éstos  lan- 
ces kesgraciadósj  y  ^no  sé'  tienen  présenles  los  cfírtíenes  que  evita  el 
■  influjo  benéfico  que  ejerce  en  la^  costümbiies^  las  "sociedades  n^- 
qernas. 

1."     £^i  Queio 

"''  lí.^'  'Él- duelo  dáci^ñW^'ek'ÜÚ  senljífniénto'ae'dl^idáa  IndMdilal 
'ms  poderoso  atólas  leVfes'reptóvás^^ 
mentos  gela  actual  civilización.  

género  de  mirajes  que  el  honor  no^periñité  perdonar  y  en  cti 

ya  reparación  las  leyes  seíaiostrálríañ  absurdas  6  ííúpbféhfés^.  "    ' 
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4/   El  daelo  en  nuestra  edad,  á  falta  del  entosiasmo  generoso  y 

'  ^c  los  w|^fíf^;fiRPf  ic9f  .4e  f^^/m^ipii^^ 
4efiende  á  las  sociedades  y  las  costumbres  contra  una  civilización 
egoísta,  y  que  contribuye  á  impedir  la  completa  degradación  de! 

género  humanAI»i«t«i^lN|ifQRaiMrft'<t^^^  en  sus 

creencias. 

Por  último,  no  preteaáOMV  q/mmí¿ánim  se  santifique.  La  reli* 
gion  le  condena^  la  Iglesia  le  anatematiza,  y  nosotros  no  solo  acep- 
táfinos  du-lálto,  Mno qtie  üos  someténtds á  él  em  ^taparte; ^tít^'lk 
asíbttíifk  eoncieñtiá  religiosa  Mh  «¿a^^severá^  que  lá' moral  natu- 
ral y  la  legislación.  La  relicion  exige  del  hombre  una  abhej^ión  sin 
lünites,  el  sacrificio  de  su3  buenas  y  maUs  pasiones,*  una  peoitente 
resi^acion,  el  heroísmo,  el  martirio,  porque  sus  fundamentos  son 
laespiacion^  una  virtud .  austera  y  absoluta  y  la  b^enaveni^uran- 
za;  y  no  es  esteei  terreno  de  la  legislación  y  de  la  ciencja,  ni  la  mo- 
ral ifatural,  ni  las  leyese'  ^  menos  estas  últinu|s  descansan  en.  igua- 
les principios.'  Éí  Wén  hora  que  l?t  legislación  no  eleve  eí  desafio^ 
ala  categoría  de  un  derecho  hums^np;  uq  pretendemos  tanto;  pre- 
tendaos tap  soío  que  los  moralistas  y  fih^sofos,  no  le  condenen  ru- 
tinari^imente,  ^é  la, legislación  y  ios  gobiernos  ño  le  proscriban  sin 
cqteriiO  ni  resultado,  pedimos  que  la$  leyes  le  toleren  en  cqanto 

'"  Qrfli'iUivrei.' ' '" 
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9%jm  ictM  jcmoucí»  M  ios  RassUfriHiis.  ^ 

TRrBUiAL  SUPUWI  K^UtTlCtA^ 
-   .    .1  muníÁíaBm  naau.     -.  .    . 

fwr  lajmi»(Hceion  otñl,  de^lM^He  no  fwdeinaier  bajo,  ia  poteir, 

El  Fiscal  dice:  Qne  publicada  la  ley  de  1."  de  mayo  de  1859 
poniendo  en  vei)ta  las  propiedades  del  clero,  algunos  vecinos  de  A... , 
como  los  de  otros  mochos  pueblos,  procedieron,  ya  á  rematar  ea 
sabasla  las  Gncas^ya  á  redimir  censos  que  gravitaban  sobre  sus 
propiedatles.  Nuestro  Episcopado ,  en  esta  ocasión ,  como  en  otras, 
dio  un  ejemplo  insigne  del  espíritu  evangélico  que  le  anima,  y  des- 
pués de  haber  acudido  al  poder  temporal  manífcstaado  1a3  disposi- 
ciones canónicas  en  la  materia,  y  los  deberes  que  estas  le  imponian 
de, levantar  su  vos  para  defender  los  derechos  de  la  Iglesia  y  la  in- 
tegridad de  su  propiedad;  cuando  la  ley  se  acordó,  á  pesar  de  sus 
protestas,  solo  se  ocupó  de  prevenir  y  de  alejar  conflictos  peligro- 
sos, de  evitar  cuanto  pudiera  afectar  al  orden  público,  y  de  cubrir 
con  su  manto  d4«í^Í^Í4]^iniiellos  mismos  que  entrasen  ¿  ocupar 
los  bienes  eclesiásticos  de  que  así  se  disponía.  A  este  Gn  los  Obis- 

(1)  PublicamoB  el  dictamen  eTacnado  por  et  Sr.  Fiscal  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  en  una  cuestión  de  desüuda  de  jurisdicción  entre  la 
autoridad  civil  y  la  eclesiástica,  coma  lo  hacemos  des[Hies  de  utro  dictamen, 
emitido  antes  por  la  misma  Fiscalía,  6,  que  dieron  lugar  causas  pareddas  a 
las  que  promovieron  el^oef^at»  i  «yAai^  relación  este  inforine.  Aun- 
que en  fa  Revista  damos  caDma  d  V>m*nI  oprnloues,  j  mucho  mas  cuaR- 
Oo  proceden  de  un  jurisconsulto  tan  autoriíado  por  su  ciencia  y  posición 
en  el  orden  judicial,  como  es  el  Sr.  Seijas  Lozano ,  no  to  hemos  insertado' 
antes,  como  tampoco  el  que  ponemos  á  continuación,  porque  se  rozaban 
con  la  política  de  actualidad.,  de  que  huimos  siempre  en  nuestra  publica- 
ción, consagrada  solo  á  los  intereses  permanentes  de  la  ciencia.  La  cele- 
bracian  del  último  Concordato,  ha  heeno  que  los  puntos  de  que  en  el  infor- 
me se  trata  pertenezcan  á  la  historia,  que  no  sean  motivo  de  nuevas  alar- 
mas ni  den  lugar  á  ios  tristísimos  conDictos  que  hemos  presenciado:  solo 
son  cuesiione'!  de  la  ciencia,  las  que  siempre  caben  en  nuestra  Revista, 
hecha  absirairinn  de  las  opioionas  individuales  da  los  que  la  dirigen.— los 
Dirttíoret  de  la  Revista. 
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poft«e  díngíeMMi  ate.  Santa  SedOi-coo  la  reflerTa.qae  el  caso  &  la 
sazoA  exigua,  pidM»dO;por.  Peiiiteaeiaria  iodolto  para  los  compra- 
dores ,  á  fia  de  poder  akolterlos  ea  el  sacranealo  de  la  Penitencia 
de  las  ecnsnrts  eclesiáslícasy  :y  de  <|iie  voWiemí  al  r^iil  de  la  Iglesia 
las  ovejas  sotare qtienfes  aq«eHlíi<  pesaban  ^  si«  tenerlas  indefinida-^' 
nente  aparfadas  del  rehaSo  de  Jesucósta.  Roma  escuchó  benévola 
sa&súpGeas,  aplaudiendo  el  taMífo^sele  y  cristianfi^  sentimientos 
de«losiffeladQséspm>les,  y  les. proveyó  de  las  bcoltades  sdicita- 
das  ^-exigiendo,  con  arieglo  á  los  pvÚM^pios  fandamentales  en  mate- 
ria tié  sae^amenlós^  c|ue  los  <^  Jo^;;pi(liei|en  babian  de  prome*^ 
ter>  coí:  sieial  M  vecoMciinjetto ^e  sn  faUa  y  de  Ja  antoridad  de 
la  Iglesia,  qnéi  habían idfl  estar 4-  k)  que. en  Ift  materia  se  resolviese 
definitivatteÉte  por  la  mísaia.  De  este  «iodo  e)  sacerdocio  podia,  no 
solo  cumplir,  cono cnmpUt^M  con  lo  que  debia  i  Díqíí  y  con  lo  que 
debia <á  la  pedestal  temporal,  fim  mostrar,  y  pracfí^r  su  caridad 
evaágélioa>  haoiendo'parlieipes  de.lasígr^ia^y  bienes  espirituales 
de  la  Iglesia  á  los.  que  por  los.  deoreto^ide  e$ta  ^(abaft^apartados  de 
las:mismas•^  ,••{  . : -í  .-r.-.»  .  :•    .r  .'.;..  ■ 

:rPQfo;CQndidQiii9beiml0!6^.de  l<^i;trijitorno$^  esta  índole' 

se.i^aliaatf  en  las  aaeioees,  y  le^  eaando  las.  i^as.en  n^teria  de 
reUgiott.  hai^  <sit(rMo]  lameitables  e^aylos,  que  los  mismos  benefi- 
cioa.que.^adwpeiisa se^inte^ri^i s^iM^tr^ y .^íig^mente ,  de» 
voWJéndoae.fmrsemisíftne^^iiíVfaide  gcatítodiPQf:^  lo^J^ienes  recibí- 
dos4.Así  fué  qtts¡de64etl«ego»y  i^i^  ^primei^w  aptps  4e.los.  párrocos. 
qnit>prQardiaA.{H)f  ^AfJmKúige^  $iv  d^oho  sentido,^ 

pr»iiioipii|rQ9)^49rf4Qcir9ev  VMWAbfi  kis.qHOiCi^^guiíeirQQ  causas  crí-; 
ininales^tqi»ei(»$Pdps^tb$Mi^  Min|rar^(^  iq^rjpr.d^^I^  ^inistr^-^ 
cioiií  de  Immfnmettms  íjWAwIwWi  l^:p(iitftp^|d,^piritual  de  1^' 
Iglesia,  en  ló  que  á  nadie  sino  á(S«9;paslpr^jpsJ(q^^ntromejer^^ 
á  laifot^tiid  oi^  t  que  es  7  d^e  sei!  pu.guaqrdJíB^j  ipi:atect9ja^ 

Qii(»4p!ei40si)lai¿en)taMes)h^^  qofi  iiii^^B^,f^>  omion, 
ppeteatetpaf  a  lii  foipa^ipp  .d^.e^la^camiií.^  ^K^ve^ade  4^%.,  ^á  quieo, 
el  Jím4\mm<mmi^n,^\  .wq?  sjqii^w^í^í  PP4«ff<«qínfr^r»  «habia  re- 
dimMií>^im}C|ifi^,«ue/gi^aiYi4«^i«ift.&^^  %íimfílkJfiim^  ^^Me^^r. 

ym^  ^  Uí.f/mi¥é  .üm  i»f:cíbuHi.^i.ie  ifmv^^i  y.  Ve^»  ^, 

seiíse  co»ie»4)é¡nr0pp  d^taftbta  U,,ff§.  Segmi  mAaf9P^^f  4icbo: 
cw^JOriWiigw^^ilf  9(n«y>9tm^#rr9peAtidA.4^tbi^  fji^brantado  Jos. 
PWBc»ÍM>*  *íiwifeíw?%.li^jlf^  ld»M»S*>.l«*»*fs^.4l5s^r,  y.ejecu-j 


tar  lo  que  éáta'tíesbNtesé  éü  te  tinit«f1a/G»ftMnie«Bietlo  tt  peBÍ-; 
teñtoi  hízo'^títbd ;  tpie  ésitimdtiV'el  éiini>:p«ra  <^  el  prelado  le 
absolviese '6e lad oelnstirad ^édiá6ti«ié>  t^eMl'.pistNpeituiroieCéGtor 
pteró  edtendidálte  voz'P<)r>ef  püé^bl^y'é  iQtetpIeláitdase^maKgnmenti' 
te ,  el  párroco  érefé' dé  sa  deber  mattiftesCir  á  losiMigneses  Iw  mg-^. 
titttd'dé  su  {ií^oceder  ^  y 'lo  hfeodésdfe  ti  altavv  ^cétebiMAo-el  santo* 
sacríficie  de  la iii^l^dil^iétidé1@s  qae^lMpMW  nai niqistáe 

él,  sii»!r  de  los  ^í^fMés'  éclesiá»t1c»»  i  de.  séprelMki'^ieá-  is|lb[{11í«* 
mientio  díe  tVtts,  f  sio  seile  p#l(ifiitatíivo  «^aelmintarloe^  poes  si  le 
fuera  dado^di§pei»arfo  lo  hMia^  k;Ofiio  ilária^'$a  yidá'poD  k»feligre« 
ses  que  lé  eátatoü  éncfoitféMiadosv'Nd'iáeaNé  «staoairi^  los 

qoe  deseaban,  sindMa^ovIgtlorattcia^^üe  tolSleáaioM 
¿amebte  á  la  pbtéstadcitK  bn  materia^ectestátttioás,  mn  4islÍBguír  las 
dos  esferas  diítílifíás  de  su  respectiva  aceioi»yf«e«dierQn  al  juez  de»., 
denaociandó  e!  hecho  /  pidiendo  se  proeedieie-  cbnira^  párvoco. 

También  ocurrió  que  habiéndose  presentado  otro  ?eciiio  de  A.^.. 
á  'ditte  cui'a^pará  que  bantiáase  k  una  hija  raf  a,  pregufttAmlole  éste 
por  el  nombre  del  que  habia  de  ser  padrino  de  la  bautízadt»  como 
lé  designad  ótrd  sugeto'  dé  quieb  ptH)lioffiaie«té<  se  sabia^  qiie  tam- 
bién hábta' redimido  ceüsos  edesiáslícos,  procHnft  dísoadirie  iooli^ 
ñáñdofe  á  que  eligiese  i  otfb  p&rá  evitarle^  uñ  coMfelo ;  enoargáb'- 
dole  lá reserfá,  pues  feeniil"sn  ittpedittéñttoecteditalKOi  B^conoeio- 
lo  d  pádí^ ;  peró  stt  tntijéi^  y^l  elegídd  in$ti^ti«MHi,  lo^piiblibaroík  y 
negáronse  á  que  se  baüt^ara  ia  nSSk  Coa  olio  (MidritM^ii  demorandií^ 
el  bautizo,  sita  que  el  cura'instasfe  tif'ge«lidtiára;  per<H  alflti  oedien 
r(m  at[trell6^,  y  él  sacramMtoiNil  admMlMró  li^iáViéndé  otro  padrino» 
ed  cumplimiento'á  lo  que  en*  esta  páHe  4fsp<mfe  el  Rifóal  Romano. 
También  este  heclm  produ^  dCm  denMiticiá  eottlriMet  espfresado  páp* 
rck^o,  qüeseai;timaldá1áyiEiréferídli.  í   • 

fií^riiido  él  ídmario/  se  acordó  ia'iods^aldrla  del  etfi,  <|mea 
sé  escusó  á'prestkria  á  no  Itnpartfi^  d  wsSSú  4^m  ym  propié,  y 
afeudü  al  previsor  juez  e^l^síMtieó  del^.^u  paM'tfué  te  amparase  en 
isüTuetb.  ElecléinMti^o eiM^ló'tf  |}uez  i^.¡:.i  téííbáiaAoMé  el  co- 
nocimiento yd^nncündólé  la  compéieiMia ,  y  'M^  ^promotor, 
cbnformé  coa  sd  pefiéSon ;  acordd'didhéf  AMt  W'UAíbkioa  por  no 
ser  ca^sá  dé'desatiieh^/  mandkddtí  4g|ti»^  doiMtttse^  pairarla  apro-* 
bacíon  á  la  AdfliéÉti*  ^....  ftaáictf  «l'Mgobió  M  Ha  <9Ma^....  i» 
ésta,  quéoyóá(liIÍitiiÍtferidtp»t»ái;  el'fmal  pldi»  h:ap«<obactonde 
la  iühibicíoti.  Pero  ta  Sak;  olvidánéé  qM4a  fsrísiieéofi  eslifti^f^ 


n  LOS  ACTOS  mncuaon  :9K  MtiUfemÁsTicofi.      Vt: 

pstaib ,  7  UmUiMla  tamMeá'  tai ¡nqfwá  rteotier  úm(m»nto''9Art^ 
p&nto'dé  la  tiihífeipioQ/4e€r9l^>4a6íÍ8e  Uftrasr  árdea. aliuez  ^aim 
qm' itfümase  a§  citado  cuiU-que  naaífcHUBBiáiktbttil^cooedidat'poii 
dt^dtfti  ^perier ,  y  que  cu  este  «ato  ta  «rlílMBia  y  ise^itMimmiuoi 
HÍ2AM  féáo  así  /  y  jal  j^rrocé  Mistré  las  él4BBM»^«8j«ía:del  rofOn 

rendo  Obispo  de ,  á  consulta  suya,  previniéndole  que  respeeCD  k 

la^adtÉHil^aokte  del  Satfranieatoid^  ial  Pcnifcatia ,»  alayieaa^ft  lo 
q«i«^prepctibé  e)  cap;  d:""  de  te:s0siÉB.92  daljGf iMliUb>ide.Tléftto  i  y 
réspiselO'al^el batttMne^á^to^tiexiMinaMielt&Hualroiii^  y, Car 
Bdñíés  delal^esíav'-   '--í  -•  w  •  t  ?»   •».,!;  •/  •  •    »• 

'  ^8 'eiMe  dato  se/mlrii  idr liL > fifiB&teri» iKsiaU qpe  nmm^. 
cmsttte'  én  lo»prindi{MOb^  coaÉ8twi^MHDBle?i5Da6Ígnaáw.  por  jA  j^mio 
enjuta*  eatisa,  6gpiii04Qe>JajipveGÍMíoá'de  la<  «itpiíBMMciaqw 
determinaba  dicha  orden,  solo  podía  hacerla  el  iues  competiste 
(f&e  ^^'«it>eilesíásliQo,  y.pof  l«í mianiDnraprQditcia  sn anlnwr  res- 
ptfisítaí.  Porün  «ifosipidiiiipie.paMtrqne  2elifiobiaiiiOide&il»*pah 

dé  la  cattsa^  se  estebdíemléstnioaJM) deteMMsiiriDv:.}  m iMHéim 
allliAisteiiode^iíaataf  Jiátidajw^^  Mro 

la'Safeat^en  TdeenerotiltwoprMoyó  aM>í€sbd)bMÍMda/  dintensoa 
cctíáderaiidos»  foodadaeMias^qMNVOcMttilOsdaiaKbiéi^^ 
sttttadft^  mas  hoi  deirohióila.^l8diocmi>  ají  ioteiw^  isíM-qoe  qer^ 
déndda. ei| primesa^iiistáiMia^flObreseyá^en*  la  «mlai;en'0«aitQ á 
dicho  ipáüToeo»  declaré eBBÉta.>dt  jreiyiMaliiiiáad. aj^ miaioiiy'lai 
coBlasdeoÉuno^yiinaBdi^  saoa^iaiiiiiMá^  <|aq 

se^remilfeaaÉ á 9Ste Sopvéa» f riho^al^coiifoniia  alo dtepaashii  m 
e)|íPt«  9(>  del'Beglaiiteitoiprekriribii^  pbMífb  aáDÚOMrtraoM  de  }iteH 
ticia^  ifin'deqttetV^  dLacoordeltoifaeaitkMfiiftari  atujad 

dos:  Goiméndkdioiaarl.  90  to4^  ^'^"■'■BnB  <^ 
e«teSapreiio7ribiilial^  ^pieñ  lai8Bgniidati9eidM<i|ae  oaoMuide  laa 
caMas,4«e  por  delitos  commM^aaaMieiiflilar.  iétmaB.  copitta  loa 
m  RR.  AnoUspoi.  ó  RR.  &bmtm^.wlwlbkaéf^  ep  díohof  jrtiúiiiD 
otra  diflpoiÍ0Htt aplisabk«l idaof-piaidite^ji^da^  mo^teáéd 
oljétacoa  qwel  lie8liinMio<aBliaiff9BálidattlsBiiM^ 

:S1  Fiscal  pre8CBidir¿on!eslaiedpqdÍB^  Mtihi 

procedido  e&  k'  caaiaqué  loinotiva,  fématqftííi  actos  eale  fumlo 
sé  estáriinitniyendaolfOii»  el>THkkinaliphnD»  MifMi  por:  la^  ley  cor^ 
m^oéAb  el^noeiflüeatoentaiD^iípir^periadcif  y^U  dedaracmi  dtt 
Í6qaCf]jot«  81^  MaritadoacéMi^^  éa^CMCMirtia 
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alexÉJnende'rifoir'ieipié^  ditoftBiiíNiM 
bay  d  no  lugar  ¿iforaúflli:ai'ft¿:)OiiiHp»  4e^.r^..  por  las  órdteaoi», ,^ 
instnieoioneK  %q»  ^6oéi«líd¿  al*  tmrioco léft  jAik « .  «^  >  xelaliv^ft  &  la  ,ai«; 
nmistriidtm  de  SacNoclitoi^  id  ia.mter¥eQoioQ  ea  eUte^  los  if^e^ 
adqiiírieróa  Metías  «oMiitioMl  iiivktoé  ^de  b^  ley  de  l^^  de^  mayO/ 

Taly  Uit  lame&liM5fe¿iekésliav.fei^e  lapídeas  liao.«iifri4a.e9 
iHiesira  désgitaeíáda :pát#iá,  'deUdá-á-its  trfestojraos  poUlioos  que: tap^ 
repétkiameiite :  se  háhiveriÉeade^eiiirto^^UiBaime^  centiiria^  y.  4 
los  no  menos  funestos  ejemplos  que  nos  han  dado  al{^aa^  Qlfa^ 
nacioHes,  qiie'el  éirar  sé^codfbddeiifreiBUtf^^  la^  verdiidy 

y  apena»  aoertaaoe  ¿  iM¡af¡m\ufml de >  esta.  Tan icierto. es > rguj^ . 
iia^arMJlftifflpitaeBieiitela'aiab'Sqnitta  i))a  ti^    sin  qae  la^peí^ 
TÍerta  y^iíialignideJ  ■  k¡'.  '.^•••t  r.tl^oq  o!,;-'  ,  i  í  ■-  ,..    ••.  \,.\>\\:^,-  >!    - 

Esnnaiverdad  lán^l^istetflomoiBéoiicpsa,  que  lasnadi^iiQ^i  f^ 
meneiitos  dificilas  áoadéa  áínreaea  á  'iqtdiids  e&>qiie  el  dereclio  ao^ 
es  siempre  respiatadéeri  tadat;s«  {»if»Hud»!  ya  paradvitari^geos^ 
mayores^:  ya  pai«  >pftmMraii5etla>paa  oíaleñald  laisonsejDvaotQii  del 
órdén  públicc^^  ¿a^iwiaalwoesíd^d.de<M  miañas^  y  á  oúyol^iMten 
nimientó yáiaMáú^en  naebas«cftseej<|l«de>iios  mas  dtds  (intet^ese^ 
del  EstadOiliPeva'euaiidoieslo  sii!0edcy>y^^4iiiKhfií  mas  si  aqeeUosimter 
res69  afi^tafOídeKclMiiE^'ó  ^ifldpíoi:<leii{iatitaeioaeB  independkiiitesv 
eoffi» < h>  e»  lai Iglesia,'  idvestá^-enMlas.wtrilMieíoBes^delj  pódet)bml 
aBblfir»embbráflilrita{«ooMpt''de  ftbtaüeatre  de  sü  esfen^  i^i  «ataii 
pniietrar  en>la<i«)n6íefii;¡a'de»l88ríoíiMlltdano6  ptosidetenñinarisaslaa*^ 
tos UliesMei'  támlo tfBeáooatáqueli'ál «tedeo^  tiúblico.  La-deudeaar 
motitiahoíea'Ciladayafciediio^ki  iisid0¡deiaiiitt'de  iSaS^  ea^Ki^oaiil^ 
á4os  liieiies' l9chsiáaEAioeir^fa6j«p»ldeieBOs.aa^ 
dUe;  icamctérea  /ymcniÉudafr^  mufui^  «iieceskiad  'de.idelQrAiiaar^ 
paé9toqueé«Uo¿i|D.'e8táii^laliuidoala$  Xríbuliaiesidi^jiHéieíai  Eú- 
tnhtdispos¡GÍonteicaBéinoaií£ii;eenlfanovdeléQ  'fii[opiedad 

déiaiigledíaibajo  péBaaledeaíástíBfSíttyeraé^.  r»fu«idii€id¿.  <6ll  dr 
SáatO/<iQBCflMiidai  fli esto,.'-  fiitlegí^hdor  íoomi  boñopimientai^®'  '^U^» 
acordó  la  desanHMrtíáflK^lcQ>b(iáM}enafcionvMJM]ai^  á^los  ITxír. 

bdnide&reKaauímii/lÉsIiÉeenní  l|iitviiikr'  parapteaoiodir  deeátaildis- 
patiioíoBasv  Peft^  p«peadto  ^lQyvnitiaemt>el»íi|ácaadieiá  flom|>ito^-jidr 
deeiaróilailagítifli^tf  inndi)itoni dé:  tilde  :ena)aaaa¡OBe%:iiiidenaitó: 
bis  mosnEás'iécUsiá^tifaas^'^i  ÍHptd}órel<)ejelcif»idenhsl«faHÉdta^ 
^.to^fiaatordi  deii|  Ulbttítteif  Ji9o^«vlle>  iill;]ÍÍMtP^i)4«t|^9Í9*)  ni 
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16'dictfadie,  pm'  iiádá'd&Iodtak  «A  poder  MspMBlleoift  i  potestad. 

.Aií<o#dadit  por  la  téy^pivil  Iifiéiu(í«iajQÍMiv  <biu  efeeM»  ae  iimitabatt 

a.ld  l6^itíiiHdad0i:vit^  pdra'y  ftimpletocato  tívil;  fmíO'  At)mnm 

tenerlo  entendido  los  oomp^ndotael.  La  pcetooMOQ  de*^  por  «sto 

ki-tglesiiilhabia>dehaber7  tealer  por  derogada  sasiproitiaffdispaoH 

cioites^  dé  qiie  loa  eánonas  tebiandeTtopulárMí  aboHdoaéieateefeeto», 

de  t8ii0r«e=por1eváo|ada8'SQS  céoÉuraai  y  (pío  los  infradorea  de^ 

ettits  padieraiitontiQínHr  partítí^iMbidé  las  gracias  de.  la  misma 

Iglesia;  de ^u&  sacfameittoá  y  'domáa  bieaes  es píritiMries  de  eUa>  sim 

la^yoeipidliBcroa  ptóvia^oda  ia  misma  ^  récoiioeíeado  sa  podér-y-  an*- 

tnridaé  y  somejtiéadaBclá  las  reglas  que  fijasen  sos  Pastores^  es  tan 

absurdo  qist  ni  anuí  mereoe  reEatarsé.  Sola  'la  ignorancia  poede  ea 

cierto  "moÑdo' disculpar  las  estranaa  gestíonea  de  los  ideonnoiadorea 

del'cnhL-páüreco'de  A^''  *  •  s  '*'  •"■"-  •"  •   ".»■•••. 

'  Invocaban  iaoálifieablémeiite  iea^s  ln^oltasala  con,  qte  ik  miada 
leyaehniaa/'que  e^  lá  general'  y' ^oomoa  á'toda»,  preaeribieiido  su 
ob^pvaacia,  en  la- que se^manda i^ «tMas* las*  autoridades «sieiviles 
comb  militares  y<  éctesiáMioasvrqiie  /la '  gnardeii  y  hagdu'  gni^rdar, 
e^mpliby  ejecutar,  élc.vdeÁibieittli^  de  ^>dlaf(  qm^  por  esta  «aera, 
dadpá'la»  eciésiá6(ica9irféd»sit  cauthtv^y  qoe  tai  era  akjar  da  loa* 
saemmeaeosá  losxMai^rádotisB dk eHaabieiieBí  Dísoolpable'es'liWsta 
cmrt^  punto  en  quienes  no^ttoitéln  oUigaaioflr^de  eoáoear  el  deieeho 
fie  se  eonfuñdíem  á  toaútorldadésiqaaímQ^né  detiteden  eclesüs^ 
tieo(  ejér^n  «funoionei  qa^^émkimii'  dOíddlegacUiiHeíidv  <^iti>> 
pmritmente>eete%ástiaá9  iqo&  >h«at  meiMdar'<ideCMoaíBolai  sa  pdde»: 
e$píritttal-y;  sobm^'  euy<»<  ejeraioio'la-/ppteatiid)itempoira^ 
puede  mandar,  ni  entrometerse,  satveavt  inspeecáofi  para  evitar  iSl 
abu^<»y  tatatipaé  el)  árdé» 'pdbHoBLvBpspaapaUesi  üniotenmité  al 
mismo  Dias^l  ejerdcísídeilai^teftitáájdéf  absol^ev^ytpoodqnai^  qlia 
Je^wsríBto  ilesboQooM, *éiáregándoUs laaliaae^;  deiilosfioiekíss üo 
líénéa^que^'dkr^Qentari  te  potestad  divikdBÍixisóqiie%^^ 
ll»#aouttad^  pero  iú  aotaiá  8US)münloai6Bpa0íorei,'po«queFBollos  tie^ 
téelñs^téMk  iobnstitñdoian'tríbnfaal^ideila)  l^iiencia^y'asii^ 
9e»ieonoibe»siqüíera!  que»  pvdién^  ialeBlarsol  talr  deaoñ^^  y  mano9 
ante  los  tribunales  seculares.  .  <  ■  '  ^  ^ 

Bb^eola  cu  bi  noadnísRin  dafc  padrino  ^aiii  idlibaatia6p<taBi^o 
puede  la  potestad  temporal  entromáléM  eb  'toáv^Ios  ^  iflok/4k  la 
Iglesiai  ni  em^s  circunstancias  que  esta  requiera  en  los  que  han  de 


i]itor¥«Hrea'  eHps/yiMiiip  «»!«•»  SMrameBl»6^S9io«:fU)ft.|^^ 
esenoialffleaté  espiriiiialei  j  ájcpM  á  toda;  sitbafdMiadi»^  i^múi  Avaii 
dado  caed  de  qie  en  «no  u  otao^iaetoihttkien  podldtí  ba|>Qi}alHMM>« 
qw.DftliaboiiBas  qüe^el  eaMplidiJ0nlode;^Q9ÍQÍo|ie9/Qan6AÍoa^y 
dd  Ritnal  Ronaiio^  noaenaálds  triMiKa]i(8  aQCttiaDe(»iá.|oft4|ai0iMir-' 
respiDdenfftla  rapnatM  y  .oM»GÍfl^eiil(H:sm#  á  U^  ^¡dmitíJM»*  La* 
materia '6S'fibiavydMmateftiifte  «eohaiáalíca^  y  como  taldel  eaola- 
sivo  eeaocúnteoto' y  oiqipeCeoQiafde  la  Igiem^T  de  &«is  tribiHialea4 

Siendo  edtoftsíf  y.noipuéientto  caber  «quiéranla*  maa;  UgiMra  dn- 
da;  no  se  akaaia-eóa»ia  Saiai  deda^iLiidiaDciá  de**,^  pallo  .«^er 
(fae^l9s«hecl|08 que díenm'  iagairé  preleslo^á dioha proceso jM^aa* 
ca6rÍMtjo<la}ttrtáfli6GkMi'de:este  jSapDBmo  Tribiiiial,  para  preceder 
pav ellos «pnirael  Preladftiqíie  diésos'^denésal  parroooi^e*  Ai.w« 
<fenjtior>de  la»preseripbieBes''C«ii^nicasj  Sa  ectoc  ya  lo  idemoÉtró  «ft 
declarar  inculpable  al  Párroco  solo  porque  pco^ió  á  rátii^  deoho- 
diéaata  débidyi,imiaadalaitíra^oiiifae  sus  aaKiA^estabaaaiaaladoaá  los 
cáAoilesvy^  nuca  podiánBerjoaliotaMeSfpop  los  tribunales  ^seoiilares.. 
'  Bste  Sappémí»  laha  dodlacadOiyalariitea^rp  odso  entecamente 
igóai  procedente  df  la  misma  t  Aadienoia».  babténdose  s^mitido  tes- 
timonia «n la  propia^ fonaa ^rpanaeliaoóima  «objeto,  coi|itnioCí^p de 
órdenes eamamcadas oa$ igualfi» par elM.  R.  Arasobbpa die aquCf 
lia -Métfóptíli;  faro  icoma  par  aste^  ifribonal  Swpreaio  no  sa  aumdd 
que  se luoiera saber  lareaolaeÍDli.á  diohaAudienGia,  y.aunqite  4a  no 
habérsela  oamimi<auto'algniia»  -nilftaida  resnltaasn  gestión»  pareaít 
qae  debia  infBrir  la  restíiucioa  qMibabia  mcaído>  no  puado  fandarr 
se  eft  esta  prtanncio^  «na  MH^im,  Máe»  si  podría  oi«ersoqae  aquel 
precédantela. indinaba á'gpiaidaricQnaeoueiMiia en. sus  resohioíon$)s* 
naeatraaao  le  «asteas  íotracosa.^ 

IWelbelFiseldiO|NaaqllelaiBála!podda  dec!aff|triq«a  no  liajr 
airfi«toaparapsoceder'eanlrfaiilA^;Q^pada.«.  por  las  iikitruocío* 
aea  que  oooniiiieb  al  páMroaé  da^  A¿;^,  y  á<  los  étm»  d&  su  obispado* 
reiatifaaála  administeaiBiba  de  los  Sai|to6  Saorameatosf».  materia 
qu0  eaelusívamaote.  le  asfá  sometida^  ponióndosQ  la  ra^oluoion  qai 
racáiga^cbíi  este  ctmsiHfet  fisted  eli  coaociÉMantodol  MWsieríO;  da 
€haam  ;  laatioía  y*  da  •  lar  nisami  Aiilteaqa,^  las  afooto^ 
aientes. 

Aaii  podiitaedrAailoi^  SaU^  *  daiioiléiiaÉecea  vas  atartjadii. 
•iMiyX) da i8((8.2i-  -im    i.  '.■^,':- 


rf^  ./  .;m;.>  j    \m   /  í  ^í  ,  ,>.t  .  ifj 


^  mm  (¡miDOnS  tt  flR!IB"!IÍGnNI!IS: 


V       '  I       •.  • 


en  el  espediente  forfnadó  á  f^üseáüenda  de  una  ikal  Stden  para 
,  qued  Tribuna}  Supremo  át  Justicia  emüiéra  su  dictamen  sobre 
la  iiifp^tracion  y  ejecución  dé^un If'ésériplp  ¡le  la  Sagrada  Peni- 
tenciaria referente  d  bienes  rmíondÜis' sin  el '^^ 
t\XT,\y  sobre  negarse  lú  ábsoUcíóH  i  compraííorés  de  los  mismos 


lllFfó<^l  iMi  fistola  RiAF'éfNlm 

•  Jue^de  ptimert  úiBtafi^del'dlsCrtiiy^del  >Ri.v^(ité  k  üía<M<lei.^., 
yáetlüni  á'lá'^Ái)isa(k;rii«iiirt  fiím  dé  fVto- 
laiiáu^^^  daüer  iflii^dÉaiA^iyi^feMtiidQ  »á  .re«rf|iio4e  h  S«gra- 
<fii  9mlmo\SitiUf  ttoar/coitiohíeA«i«d<dé|  Srv  MteíAr»>dela«6obBf- 

la  opéátoí^a  dé  atgdtiO9>¿ié»m^a^iJt^4ao|0jritMidé3^^  sv* 

^oiiíétidQÍdeiqite^ii  Asid  <5diitpiettiícohtw-toiéiljíe^ir«fo<de  la-Stn- 

biérao^lé^^iH/'ftl  pedü^ilútbkatei  á  ¥/'A.  «»ii%lt«kii/  soló  á  1»  bw- 
na  administración  de  judtíote;  f  Ao4l'«lcátDeii  de-unaocoestiduNddi- 
ea^ár<ba]€^É(d'a^f^tO'poMtleo>é'iM«^  emitifá  «U..«ettmeD 
eü  edte  tiéni^pté^y  stiv^lírse  ^eAifisido  ^oi'  hihiatú  Bear  absUutoipeiite 
itecedáMo  Veitá?  p^^^efAUtritfis  iktímf  'tí  ^MechrOibaj»  au  vénladQro 
Y  legitimó  á$^^Kr;iDé  eM  Bfóáiittifi«oéiMi*>)yorsuipan«  f parlar 
*déI<Tf ilránÁt  dlsc«diófié^i|Uei«i»^<IO'oéliljfl^^  bietK'COii  el  CMáoler 
é^ndóHf  G(tteí  M  )Mid«r:|iidielail  dtífe»Í0<m.áamglo>)Si/n<mMB^e^ 

Do&^ób  los  pntas»  ^JMími¡ifímié^]»VrisLV*rémáA  U  4t«lbáh 
tada  únd  de  eUdi  Mkt^si^  ^^aradMlébfte'BvwDlíiad^  « .  <      - 

;  Refiere  el  tpni&0fO'hií>caiuiif00«d^ 
'  Si6  tttgor  4  élth  to  isigaieátal  0i^4^eni<>  if^.u.;'  oddipié<*al!wQD- 
biémo  «ilgffños  bieim«'iii»iiMleii'perte«eciMi0ss  á  jp^ 
irikddnlé^te  ab^nléstetcrlifttérM'saaihdredbrAsíJisiprkaps^ma^ 
4tetqwtfibiape»kfe^ll69JD^AámiB<!^^S•tlA^i^^ 

•  áUaMli^siOB  7  ?4ato»<a«bM0%*'JPliVr«fci*aMirtMCáA  Stt:SMii*td 
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si  c<Hi  segaridadde  conciencia  podría  acceder  ó  consentir  en  la  venta 
de  dichas^wp^jiipa^^/)!^  comA^  fm  Jier»|^Mj  Ninguna 
mención  hizo  de  los  primos  caniáteSLpor  parte  ae  madre.*  Las  preces 
que  al  efecto  elevó  i  Su  Santidad  no  tienen  ni  firma,  ni  fecha;  él,  sía 
«mbargojas  ha  reconoció  cbií¿)  ¿uyaá'.  A  ibóntinuacion  de  ellas  está 
un  rescripto  e^j^dído,  por  penitenciaria,  en  que  se  permite  la  enaje- 
nack)n  bajo  las  cuatro  condiciones  sígáiéníés:  1^*^  que  se  retengan 
los  bienes  á  arl^itrio  de  ía  Ij^lesia»  y  obedeciendo  á  lo  que  en  coa* 
secuencia  mandare:  SLVque  los  bienes  se  conserven  y  seínejorea: 
3.%  que  se  satisfagan  las  cargas  piadosas  á  qiie  estén  afectos:  4/^  que 
se  haga  saber  esta  determinación  á  los  herederos;  por  escrito^  para 
que  sepan  á  qué  atenerse.  El  rescripto  lleva  la  fecha  de  16  de  di- 
<s¡enbre  de  Í8M^  LeyA  Ik FfiMiwf»  etfeicrípto^n  iuia.r<w^«!l  que 
tevienm  los.  heredeso»  que  oeomrarvn  It  irregyjaridad  de  la  oondue- 
U  det  que  había  dírigido^laBpriMx»  á  Sck Santidad,  y.«e  opusiéronla 
-cumplir  lo  preceptuada  :por  la ,  PenütenciMÍa.  De  notar  es  fiw  Dw 
Fcaociscb  na  había parlieipido  é  iiiflgttiia  da  ^  co-herederf»,lo  qna 
pensaba  hacer  j  NotídoM^et  Ctobierao  da.S.  SL»  i  quien  did  p$urte  4?1 
¡hecha e}  Gobernador  deila  pi!aviiie¡a,.:maad6  recoger  <1  rescripto.y 
proceder  á  la^pie  hubiera  jugar^coa  arreglo  á  deDecho.  Siguióse  J^ 
^caasa,  oi  la  que.  lMÍNmdo;'fido  mcaiado.  el  Jues.d^  di^rito  de 

SanB ,  tomó  por  acompañado  al  del  distrito  del  P......  .y  no  es- 

láaáa  éonfarpoeaieB  ¡la  seatcaeta,  fallar^  por  sfparadd*.  ¿a . Sala 
friineira  de  Ja.  Andíetteta  reviicó  el  definitivo ,  proqanpiado,  por  el 
jQézde^SanB.¿.:¿.^<70onfirfaó  bdeUompanado.  . , 

Bl  punto  capital  de  diveneeacia  entre  ¿s  dos  sentencias  cpnsi^ 
«nque  al- pasa  que  «el  JuesdeJSon  P»...*  cree  que  el. hecho  por 
ijute  $e  ha  praeedido  está  cMpcendido  como  delilQ  en  el  |Gódigo  pa- 
ñal, y  en  su*  coasecaeacia  impone  al  qae  lo  perpetró  lap^a  de 
quince  años  deestranamiealalemporal»  inhabilitaicion  absoluta  para 
cargos  y  derechos  poltom ,  sujeoíoa  á  la.VÍ^laacia  de  la  autoridad 
«dniaale  el  tieiap6  de  fatoaadeaa  ^  y  atro  tanlp  mas  y  pago  de  las 

costas  y  gastos  del  Juíeio,  el  Jaca  dd  distrito  4el  P y  la  Audiea- 

/cia  dkaea  iqae^  aaaqae  <éI  ahecha  es  digno  de  represión  y  no  esti  pe- 
aadapar  fdC¡ódigo,.y  por  to  tanta  declaran  que  deben  M>stener^ 
4e  toda  procedinmaiD »  y  aa  cuanta neaester  es,  absaelvea  iibre- 
«eatey  8m;nilaivD.;  riaastse»  4e  Paula  A......  siendo  de  ofició 

las  oostasy  castos  ddjtticírivynnilAtailoal.Gobiern^ 
iMünonia en itiaeioQ da  lai  Íitt|;eBoiai^iylait8posíciaa  delasra* 
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«BMiqtieasisleii al liugkdftíféva^qBferiqttdébiewser* objeta  (te 
sMcúai  penat  la  pnblíeidüdyy  4Ímtcioii«ilQi*iMripto  Mfeffkte. 

•^  Da^  iii^  apare6e!«qiií)iM^<4htf>gjEiirim0i«i^^  no  4ebe  ei^ 
mimt^éi' Fiscal^  í^po9ifai^m]mi^^ 

^fOd'Bñ'batftofnesto^'^^^  j  de  gobíer- 

«io^Qé  debe  quederidel  tod^imegoaipari  elipf^,  ejecaliye^  ó  para 
las  ooBpoi^eMoes  ó  autondades  4|iieiaa0^ 
€ansaiiada$;.'EQ  efeot^;.  einnde  ^eaUlNi  eiii:f8aiip|tia(laecia  el  Canr 
•oocdatade^.^de  marzo  ^  18BÍ!^A^iiaifdo4iaa|>M.bahía  surgidcüia* 
fionade  >  JaaHsoBtestacioiipft  ipie  ^aqirQaíto  él  «idíiim  des^iiea ,  ^uanf- 
4a:Biagma ^eJasakaa {i^ies ^ostpitaiitoe Iiahja.piie9to  en divta aa 
fMVsa  3r  eAsacia,  ea  iSM  ^int^^ii^^^JíW  .U^ff9¿t^^  rescrip- 
tos abiiBdfiameate  ^Híiaeirtos  a)  CpiiOMr4fitP(»]y  .9e  pjEe^ftiMi»^  al  PooU^ 
fice  Romano  en  lucha  y  en  contradicción  consígoiPÁsno.'  En  el  art.  4t 
del  .G^neardato.  Su  Solidad  AiaeUk\$  4^r^i(gf^.  ^  9^  dui^anU 
lm.pt^ada$  ^rcun$tanem^tM(W0H  pmfl^.mM  dominio^,  de 
flspíam  bienes  edmáfUímiali' tmifr,  ^  ,l4i.;4iw^i9im,doí(M  ala 
sasson  vigmks,  y  estén  im^i$»e9ikm4e4lo$é  üM  V^  heijian  sucedido 
ó  sucedan  en  má$  dmcl^ddkim  €mti:9itQiit^f¥^Hr4iu  fnolestqdot 
en nm(^,tie^o  ni  mamv^im S.  S*.WÍpWilo$  Sumes  Pontífices 
sus  sifcesm^;  antes  bien:eH¿$i  emei\SHSi,pimihh<ibiente^  fdisfru^ 
tures  se§ui^%p9iCi^mnte,Uk  bienes. ,  y, sus 

em^hiLtfíieaM$  y  pr¿dueties^' Cmí^i^ 
criplp  de  ia:Peniteadaria;;  tVéapMe^>cUwalaf^iyrit<ntea  que  co<i- 
tiene»  y  ao podrá  meaos  de*  eoopo^  h  coalradí^oii  qianifiesta 
entre  el  Papa  concordando,  y  la  Penitenciaria  decidiendo  • 

Noae  crea  por  esto  qne  ^\  llioifl|tepOr£9cai  v^  ¿  .«sntrar.f^n  la 
Meatíon  política  é  intermiQiPQa)»:  qa&d^a  4al  tpda  intacta,  y  qua 
an  su  Goacapto  debe  el  Tribunal, también  dcyar.  iatacla  al  Gobierna 
de  S.  M.:  si  ha  oitadoel  GoBQordato,  sí  lia:^nfiü»to  de  mafíifiesto  la 
eontradicaiaa  entre  el  Concoiidata  y  elraioiiptot  es,  pocque  de  e^ta 
eoBtradicdon  infiere oonseoaeaaiaaan, el^rdan  Iqgal que  eupondrá 
an este dietámen.  /j.  ■»  •„  ¡      j:  «f.  . ... 

Pasanda  al  ei:ámea  da  las  moim  qaa  ¿a  Mádo.  para  la  divar- 
Ijencia  de  díoUmenes  eati^  Ips  qqe  ^baii  Jazgado  da  e^la  negocio» 
debea  esprewrsela&de  cada.aaPf  ^;lue^ 4^1: distrito  de  San  B..... 
ci|se  que  el  beobo  est^ipaaado  en,  ai/art-  i4S  del  Código  penal: 
fúndase  para  ello  en  que  el  re«^r¡Bt(^  ae  jH^^lme,  al  fuero  esterno,.  y 
qttep(»r.te,Utt(oiip^eMáeieatia4(dpaa^rPW^  qaa^par  ai«t*  9da 


te  tey9^vttt'lii;lMDli}deteN0«ÍBpHt'tt^ 

necesitan'  liid  bfefvWltefleiiiteiloiaiwel  fiBfiumemiffüíámr'm  euaal» 

yeiMá  él  i4Bi9ii0yMa«iMákNi  «litera  Pi*  d  ctaiteiio^ 

^'jtt6adélP/...;^l|á4ii<iMda««tedUtaiiM((|aeí4e9ibp^ 

lenoiftria ,  isttm»  ditigMLod  At  Cueno  üHerha;  ^e^tátt  eiettt&tf  de  lod» 

iftite  éttsí  fa&dlo««»i(ino^por  w»  tes  dumma  dejtitde.eiUff  compnm^ 
diitos'étf  llsMesN9^oilidMt<ÁpMi$^  ttoqpólodai  Peto >iBMl]éiM^ 
tftAky  el^^flCkz  ddMTtaiánditftiíA;  ^(fve'tiifta^ie  que  >eslos^«b)¿aa  ^dtl 

álfts l^6á^d«9<¥tA#V^tM[l9ér bb|e¡to''d<í <8eihcÉm*p6iiid , » b  mwfti* 
fiesMÍWOf^bléffi^M ^ttpKMelid -dd k  qde  oitle&aet  fttrvaifó'S.'' 

-del- wt.'2;P'dél'Gé«glil''^*''> <'•'•*•  ••••^    "í^-'  t  ^•'' •'• 

'cuiiiidO'óbiíéfileffl^^lílAlliéidáíd'^  ie^aiMtoK)baipreiidea  á  petisona»  q<ae  00 
ios  hato  Mté{4dd^VcKikM6'90ft4iil^^ 

coii(;íétidá  ík)fre»^^He'QO  HMI^b'  ümÜív^S' üiyesretáptAdS  p9ík'  oreer 
'peoadiO'^  Mftt<'dé^qiM%e»lrafá  /eUianidO'  liáBí  dé^  teiNlftir  e}MmiOÉ  *¥ 
son  ejeodtadosWél'Mefro^^tAíiitaí^  ottabd«f  démftúatty'^éspre^ll- 
giátt  lasrle^fes  dél^i^é^;  ^^Hk^do  tlaricmtliét  liiipiíMto^^  ser  sd- 
leíeáted  iás -(^(McOirdift^  (fcMl^iWNlé  <e«lpé  la  ^testad  e^pirilttaly  tm- 

'dientan^  K  scAíéMíiifíl^é  iád^iidéliidia^'AeK^BdMldé V  e«á«  áiijel^s^l 

pase.         '•'     -í»'!-'  '     '  *'■  '     ::: 'i  *i   ; /X-  :•      f' '.  ..;-/!  .f.   •,   ' 

'  '  T  e(Ti^(^ lé 'diiéé téü n^^ttikai^  nd{d«M  Ai  |>or  'On^seiló  mo- 
^Ití6iíla^f6i  n^s^táh^'^if  «eMd'  atéftdiAeifia^léti^  'y  el  «spiPltiüAe 
'nué^fd/di^ec^/QréeiAias^''qtté  feb^'^^  decIüMAsí&i  'p^ 

iinéi^^^l^fés  átvMM^h&hM  ia  tdrdlist  ¡Até- 

''pi^tiibiéá'^^'leS  h^{ffidéibÍt¡tíbir^dM^<Pí..wl  y  lai4«dla«dade.^^j. 
'^DéMfiéntálseS'itdé^Étii^^af^^  en  maiem 

criminal :  estos  serían  el  mejor  correctivo  de  la  mdaiinlfetigencieuide 
'  Ui^  ^y4sf  «Moé'Miárflá  Mf^snMiidáto^é  áéstflver^  étt  Mas  Aodien- 

ciasv  d'taHeí^n  biÉ^HaNb^Io  ^  <é¿  ^^>d6  'la  itffóma  AudíON^ 

se  ébndéháV  «itd^^i](á'Md'Mé^^>mtttt<6es(o1d^  en^qu^^bayiaé- 
-  eesidfiíd  dé  pédlR^né  Wlfiyk  (^ñál^é^^eán'écAnplMadak:  estosv'^r 

.últite>;  ^fCárfái^4a>fll^taiSíid<ití'ti^^  ^  atat^aa  4:\u  indépéd- 
¿  deiidá  r  áoMHaMi^  dA  SMadto^caibttdi^'^ftdlto 


M  LOS  COMPftAMNnS  MB  BIMM  ITACIOlfALIS.  900 

Ite  ley<ft«  Bl  Fiscal  no  dice  que  eü  la  iiilert>réCaeioti  dada  á  mus»^ 

tro  dereclió  por  el  juez  del  P y  la  Audiencia  de se  haya 

procedido  de  mala  fé:  por  esto  no  pide  desde  ioego  que  se  les  exija 
lá  responsabilidad',  pero,  lo  repite,  en  sn  ooneepté  la  letra  y  el  es^ 
jtffito  de  nuestras  leyes  exig^  otra  cosa:  d  Fiscal »  al  menos ,  dé 
oCrd  modo  las  comprende. 

El  aft.  445  dél  Código  penal  diee  Nteíahieiite:  El  que  $in  lo^ 
requMtos  que  pte$drtten  la9leye$  ejeenOare  en  d  reino  huioB ,  bre« 
IM,  re^órtfitM  ó  despachos  déla  corte  ponHfidla,  ó  lee  diere  eureo^ 
ó  tos  pkMkate,  tierd  castigado  een  las  ponas  de  priskm  coreedonaX 
jf  multa  de  900  0  3,000  duros.  Si  el  áeUneuente  fuere  edeáiástíeo, 
Itípenú  será  de  estrmamienio  temptO'd;  y  en  caso  de  reínetdeneiar 
¡a  de  esíraStatnienío  perpetuo.  Lo  que  dehíe,  poes,  discotirse  es  si 
él  rescripto  de  qne  se  trata  estaba  6  no  sujeto  sA  pase ;  porque  es- 
tándolo,  se  halla  fuera  de  duda  que  su  pttbKeaeion  y  curso  están 
penados  p6r  él  Código. 

T  esto  és  poco  dudoso  eh  concepto  del  Fitealí  él  artículo  segundo* 
de  la  ley  9,  tít.  III,  lib;  H  die  la  Not.Rec.  dice  que  también  se  pre- 
senten cualesquiera  bulasé  breves^  éxeseriptoS,  aunque  sean  de  pat^ 
tieulares,  que  contuvieren  derogacién  áhreeta,  ó  indirecta  dd  Samto 
Concilio  de  Trente,  disciplina  redlHda  en  él  Reino  y  concordatos  de 
mi  Corte  con  la  de  Rofut,  los  Notariatos,  grados^  títulos  de  honor,  6 
tos'  que  pudieren  oponerse d  lospriéSh^, ó  regaliasdemi  Corona, 
patronato  de  leyes,  etc.  Tal  es  el  testo  de  la  ley.  T  debiendo  según 
ella  todo  rescripto  de  derogadon  directa  ó  iohlirecta  de  concordatos  ser 
presentado  al  pase,  es  claro  que  lo  debió  ser  él  oMenído  por  D.  Fran- 
cisco de  Rsiula  A.,  por  cuanto  en  ^  sé  híare  al  Concordaren  uno 
&b  sus  puntos  capitales.  Ni  puede  ser  obstteilio  él  articulo  9  de  la 
misma  ley  recopilada  que  dice:  los  ireyes  4e  Penitenciaria  como  di- 
rigidos al  fuero  interno  quedan  exentos  de  toda  presentación;  por- 
que de  él  mismo  se  infiere  que  cuando  tos  breves  ó  rescriptos  se  diri- 
gen solo  «i  fuero  esterno  no  se  libertan  dél  piase.  T  estoes  tanto  mas 
digno  de  atención,  cuando  en  el  caso  de  que  se  trata,  no  se  pide  ab- 
solución de  un  pecado  propio,  no  la  tranquilidad  de  la  conciencia  de( 
esponente,  no  una  cosa  qué  debiera  quedar  entre  la  Penitenciaria  y 
él  supHcanfe  y  á  lo  sofmo  el  confesor;  «Miy  alcontnurio,  el  que  pide, 
lo  hace  para  sí  y  para  otros  de  quienes  no  tiene  misión,  y  que  lo 
repugnan;  lo  hace  sin  necesidad  de  tranquilizar  su  conciencia,  que 
tranquila  quedaría  si  la  Peniteneiafia  se  huMera  •limitado  á  sus  fun- 
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ciooe^,  y  mas  ajp.-^Áél.j^iMvsr^irBi^MAcmdQ  á.la  herpqid^,  lyft  qu^.t^ojiii 
j^sofÍRulos  par»  ^ujfliíl?^  ,:|o  iiace  no  .para  ^.ue,  quede  oeuHOíf   (lO; 
l^aJQ  sigilo  saG(^Q[^el)|^ly^i^flip^^q^e.page.áse^.a^^^^ 
y.püblieQi  lo¡hapeiipHi;ft,quf^£V(¥a^.hasj».ea  i&ljuodode,. di^tFÍbuír' 
una  lestameutarÁa^  j  con  la  ^ái^sula  de  q^  j^¿  ^^r4^a,fi|:Jua(l9 1  9^; 
notifique  á  todos  los  herederos  para  que  sepfip  i.j(itté.at^e)ii^F$e.  N^^;, 
fiQ  e^.para.  est^s  t^^íj^  J^  e^f¡p^i^,de,  la  ley;  es  .^plp  para !  los 
dirigidos  al  fuero  ÍEtQr4PiO,tqMP^,^n  los  .únicos  e$cep toados,. y  »aoa  Fa^ 
zon^  porque  de  pkQ  imQ^;aa,cQpprqmetecian  ios  secretos  de.la  coa-v 
i^íenm.  Y  eljui^z  del vP>.«tt.'  i^I «^ley^r.sa  ^oo^uUa  debió  cpppci^r. caál. 
era  el  verdadero  ,^spíi:i(^.4(^^l^^ley^  recQpilaidl^^r^^aQf^paca.apO'^;^ 
yar  loque.espQ9e«.cUa^l^|»oi|L,134eUít.ni  dej.  liKII^e  la  Noy.  Rer 
i^opilacion,  eaqu&^¡dediiu^fi^  «que.lQS  l>r.eve^  d^  ^secfil^rijsacipn,  pe-, 
dido», y  obtenidos*  pM^  fe^jiiteofiajciayfpp  es^u  eximidos  d^l  pa^«  ,ppc. 
|K)x^oTi?esponders^g|]jp(<s^:n$^Miri^leizaisiu^espe4^^        la  P,eniteaeiar« 
ría.  Así  se  hizo  en  tiempo  del  Sr.  D.  Carlos  IV,.  en  u»  punto  que  era 
de  iafínita  menor  tra$peA4enoia. que  el ^ gravísimo  que  en  menguaydé 
nuestras  leyes  y  dfiJia^MjleppiHi^cia  de.la  spbecfuía.:  y  de^  la  digni^, 
dad , de. nuestro ps^s»  se. luipern^itido lasagra.d^ Penitenciaria.  Clistro 
e$>  inies,  y  cpnocvio.dejbe  ser^á todos. el. espirítu^de  nuestras  l^yes, 
eomo  clarees  e^.cpnoepio  de.este  piinisterio.su  tenor  literaU         ^ 

Por  estas considei:aciones>np  se  está,  en  opinión, del  Fiscal,  en  el 
caso  del  art.  2.^  d^l  Código  penal,  por  mas  que  así  hayan  opinado  el 
jue2  del  P......  y  una  Sala  deja  Audiencia  de.. .«.poco  impreguadoa 

del  espíritu  de  nuestro  derecho,  é  interpretandpmalamentesiAletra^ 

Dicho  lo  cpnyeniei^teai^^rpa.de  este  punto,  pí^s^  ^1  Fiscal  á.  la 
comunicación  del.Sr.  MÍQistcp  4e  la  Gol^ernapion  del  Aeinp.  Di^ese^^ 

eneUaque.el  Gober^aador  .4e  la  provincia  de  L le  participa 

con  referencia  al  alisfld^  dq.P ,  la  Qposícipn  de  algunos  pár- 
rocos á.  la  ley  de  desamort^acióP  y  I^  funesta  coacción  que  ejercen 
en  la  <x)ncienoia«  de.  los.  fieles  4t<q(^ienes  se  nipga  la  absolucio.n,.  y  se 
les  amenaza conni^gades  &c|)uliujra  eclesjástica*.  Aná4cse  que  el  ci* 
tado  alcalde  afiroi^,  que  s^l  obrar,  así  el  clero  cumple  con  un  manda- 
to espreso  de  la  Santa  Sjede^  circunstancia  que  la  Reina  desea  que 
sp  tenga  n)uy  presente  por  d.Minisjterio  de  Gracia  y  Justicia,  al  dic  - 
tarlas  medidas  que  .capFjengaot  para; afianzar  el  cumplímjy^nto  de  la, 
ley  de  i.°  de  mayo  de  18^.      .  .« 

Esta  simple  indioacíon  basta  para  conocer  quedos  clase3  de  me* 
didas  puede  haber  qiie  contribuyan  á  llew  á  efecto  los  justos  de- 


DE  LOS  GO^I|APdiMB^tetl|IB(«R0l«É|:iO]VÁLES. 

gobierno,  medidas  de  administración,  que  no  son  sin  duda  del  ratturt 
te  de  este  tribunal,  y  acerca  de  las  cfKi^o^'áñiOt^t  Iqué^áQtf^DOQ- 
sultado.,.]p|,,g^bÍQr|io  ^JPÁ^cipdo  circulares,  dando  instrucciones,  re- 
movienáofos  obstáculos  qne  en  la  ejecución  práctica  de  la  ley  de 
1.''  de  mayo  se  encuentren,. x^^^g^pjj^  ftccion  de  todos  los  Minis- 
terios para  este  fin,  sabrá  sin  duda  sobreponerse  á  las  dificultades 
que  algunos  poco  res{^tuosq^|á  la^  J^fs.se.atreyan  á  suscitarle. 
Poderosamente  podrá *«(íiñm¡íttlr  áMío%fMinílterio  de  la  Goberna- 
ción, ayudando  á  descubrir  por  medi^-de  sus  ajentes  los  delitos  y  ac- 
tos punibles  de  los  que  hagan  una  resistencia  criminal.  Aun  la  par* 
te  que  en  este  camino  puede<cfefeA**rfl*M¡n¡sterio  de  Gracia  y  Justi* 
<cia  por  rae4io  de  disposiciones,  generales  de  administración,  no  es 
'propia  de  la,  consulta, del  tríburiaj  que  debe  limitarse  a  lo  qué  ¿6  re- 
Jieré  aja  msticia.  .,  .  .  , 

ElFiscal^üe  suscribe  ha  tenido  ya  mas  ae.una  vez '  ocásioü  de 
decir  bficíáíménte  su  parecer  a  algunos  fiscales  ae  Tas  AücReiiciasI 
IiPs.aQtps  d^  Jas.autor¡dadeS|eclesi^ájica:S.^^a.^sij  vida  ofipial,  1(^  de 
ios^púnistrp^.íel  altar  que  quem  leyes,, que  faltan  á  lo§ 

debeles  de  sumisión^  lealtad. y, obediencia  qué  deben  al  Gobierno^ 
qué  abu'sando  de  sus  funciopes  inducen  la  perturbación  y  la  intran- 
^ji^iUdad  ea  las  conciencia,^,  cgien  de  Heno  bajo  la  Jurisdicción  de  las 
Jieve$,penal€js,^ ^cuando  sus  actos  criininales  admiten  apreciación  por 
los,¿edios'd^  pjflieba  qiie  el  derecho  tiene  establecidos:  la  justicia 
debe  ser  severa  é  inflexible  con  ellos:,  este  debei:  de  todos  los  tiein- 
pos  ^s  mas  at)remiante  hoy,  cuando  tanto  se  abusa  de  lo  mas  sagra- 
do, í^ero  al  mismo  tiempo  debe  respetarse  el  sigilo  sacramental  en 
los  términos  que  está  ordenado  por  la  Iglesia,  y  no. deben  llevarse 
las  pesquisas  al  ¡  punto  de  herir  á  las  conciencias,  pi  interponersp  en- 
tre el  confesor  v  el  penitente  en  todo  lo  que  fiené  de  secreto  el  Sa- 
cramento de  la  Penitencia.  Si  losajeñtes  de  la  administración  pudie- 
ran.descubrir  ía  certeza  de  lo  *^que  dice  el  alcalde  de  Pi.'...,  ó  al 
menos  adauirir!  dalos  de  otra  clase  quQ  sirvieran  de  base  á  proce- 
J50S  en.  que  se  pudiera  poner  en  evidencia  la  verdad,  harían  uq  graá 
servicio  al  país.  V.  Á.  entonces  no  desaprovecharía  la  ocasión  cíe  ma- 
nifestar su  celo,  para  que  ^e  administrara  bien, pronto,  y  ejemplar- 
mente  la  justicia,  como  lo  hace  siempre  llenando  una  de  sus  mas  aW 
las  é  importantes  atribuciones./ 

]£n  este  sentido  procede  ¿q  coacto  del  Fiscal  eracuar  el  ia-^ 


mnmrrA  tm  unnueíoir. 
itrae  pedido.  ¥.▲.■(»  obstante  raaolveri  lo  que  esüint 

JMtO. 

Madrid  29  de  «bril  de  18». 

fiMwi  le  h  Sému 
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lE$  bastante  la  autoridad  que  ejercen  las  •Jueces  de  pax,  para 

que  puedan  cometerse  contra  ellos  los  deUtos  de  alentado  y  desaea* 

iode  que  tratan  los  artículos  1S9  y  i92  del  Código  penatt  Caso 

úfirmativo,  iqué  Tribunales  conocerán  de  las  causas  de  esta  espeeiel 

• 
En  él  dia  qué  el  6obi6riro  con  sm  disposiciones  trata  de  enal* 

tecer  cuanto  sea  pKHíble  la  nueva  institución  de  los  Jaeces  de  paz, 
creemos  hacer  uñ  servicio  á  los  snscritores  á  la  Revista  y  al  pü-* 
blico,  poniendo  á.  discusión  todos  los  puntos  en  que  no  existen  re^^ 
soluciones  esplicitas  y  térúiinantes,  siendo  por  lo  tant6  de  pura  in- 
terpretación las  consideraciones  y  preeminencias  que  de  la  legislacioEr 
dictada  basta  ahora  sobre  los  Jueces  de  paz  puedan  desprenderse, 
con  objeto  de  desvanecer  lás  dudas  que  en  lo  sucesivo  quizá  ocurran 
acerca  del  carácter  con  que  la  ley  ha  investido  á  aquellos  funciona-^ 
rios.  El  epígrafe  que  encabeza  éstas  líneas,  creemos  Ocurre  perfec* 
tamente  á  nuestro  propósito,  pues  que  solo  la  esténsion  de  la  auto- 
ridad que  qercen  lo's  Jueces  de  paz,  es  la  que  puede  con  facilidad 
dejar  de  comprenderse,  á  causa  de  no  concederles  la  ley  atribncio- 
nes  de  ningún  género  en  la  parte  penal  de  nuestro  derecho,  cuyo 
solo  motivo,  sin  que  hubiera  otros,  bastaría  por  sí  pafa  hacer  des- 
conocer su  verdadera  autoridad  é  importancia.  Hechas  estas  breves 
indicaciones,  entremos  en  la  esplánacion  de  la  materia  que  nos 
ocupa. 

¿Pueden  cometerse  los  delitos  dé  atentado  y  desacato  contra  un 
Juez  de  paz  en  todo  caso  y  circunstancias,  ó  solo  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones?  Sobre  ambos  puntos  versarán  nuestras  observaciones 
sucesivas.  El  Real  decreto  de  22  de  octubre  de  18&í8  en  que  se  creáis 


los  Jaeees.de  paz,  establece  en  sa  aft«  8.*  qae  di6h0s  ftmelimariM 
gozarán  de  la  miflma  considenM^ioii  y  ezeadoiies  que  los  alcaides 
de  los  pueblos,  como  quiera  que  estos  por  la  GoBstituekMi  y  las  le« 
yes  sean  la  primera  y  principal  asioridad,  donde  no  las  bay  supe- 
riores, de  aqui  quQ  de  la  citada  disposición  relativa  á  los  Jueces  de 
paz  se  desprenda  naturalmente  bailarse  unos  y  otros  en  la  misma  lí- 
nea de  consideración  é  importancia,  por  mas  que  sean  distintas  sus 
atribuciones.  El  pensamiento  y  espíritu  que  encierran  las  palabras 
del  Real  decreto  citado,  no  pueden  sin  violencia  referirse  íl  otra  cosa 
que  al  rango  y  siq)erioridad  nacidos  del  cargo  que  desempeñan  los 
Jueces  de  paz,  y  como  qpiera  que  la  principal  exención  de  que  go- 
zan los  Alcaldes  de  los  pueblos  sea  el  considerárseles  como  autori- 
dad en  todo  caso  y  circunstancias  para  poder  baeer  uso  de  ella  siem- 
pre y  cuando  convenga,  ya  al  se^vici^  y  tranquilidad  públicos  de 
<|ue  especialmente  se  hallan  encargados,  ya  ¿  la  misnyi  autoridad  ó 
poder  que  representan,  cuando  de  cu^dquier  modo  la  vieren  ultraja- 
da ó  escarnecida,  de  aqaí  también  que  la  antedicha  disposición  al 
tratar  de  los  Jueces  de  paz,  no  ha  podido  referirse  á  otras  exencio- 
nes que  las  que  van  apuntadas ,  pues  que  no  bay  paridad  ni  aun 
remota  en  las  focultades  de  anos  y  otros  funcionarios,  pudiendo  por 
Jo  t^ato  deducirse  con  fundamento  que  lo  mismo  los  Alcaldes  que  los 
Jueces  de  paz  son  autoridades  de  funciones  permanentes  y  que  con- 
tra unos  y  otros  puedmi  eometeffse  ios  delitos  de  atentado  y  desaca- 
to. Con  todo,  sí  no  bastasen  estas  condiciones,  vendrían  á  corrobo- 
rarlag  la  facaütad  concedida  á  los  Jueces*  de  paz  de  las  cabezas  de 
partido  por  el  fteal  decreto  de  28  de  novieaibre  de  1886,  de  susti- 
tuir en  ausencias,  enfermedades  y  vacantes  los  Juzgados  de  primera 
instancia,  el  uso  de  sellos  de  franqueo  en  la  correspondencia  de 
oficio'para  que  les  autoriza  la  Real  orden  de  i9  de  marzo  de  1857^ 
concesión  que  si  bien  de  poca  importaneia,  no  d^  de  demostrar  la 
tendencia  de  equiparar  los  Jueces  de  paz,  en  cuanto  sea  posible^ 
<x>n  las  denlas  autoridades  ^cl  Estado^  y  finalmente  el  uso  de  bastoa 
<x>n borlas  águai  al  de  1|Q^  alcaldes^, concedido  perla  Real  orden  de 
16  d^  abrü  de  1857»  que  fqa  ei^  toda  su  estension  la  real,  efectiva 
é  irrecusable  autoridad  que  leprcen  los  funcionarios  de  que  vamos 
hablando. 

Siempre»  desde  la  mas.renipte  antiigt^ftd,  se  ha  establecido  en 
^cuantos  reglameotosi  leyes  y  Códigos  haA  trat^  de  los  Tribunales 
y  personas  enoargfito  de  coaqpi^ner  los  mismos^  el  distintivo  que 
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lurymi' desasar ^  'ióSé  de  ser  re(^BOc»dos  y  respetadod^eb  ^ás'^tesí 
de  tma  ánasiéraconTeniei^  coiiiobjeto  Ué^se b^oiiiiiguii  pt^étestéi 
puÜieFa  éní^a^e  üi  taiahoiHitr  ét  lustre  y  prestigio  que  debe  acom- 
pa5árátddo1ndlvídiio  íóííidivldaw  ettcargados^evélárpoi'é!  or- 
den social  y  distribtiír'ia  justicia, eiitresü^  condiudsídati^,  a^optáíi^ 
¿oseen  tódó^ los  casosri  conimtty . raras ^seepctetiefe;  el  tiiáo  áet  bá§-i 
ton  c(>Tíí6sigao'tíertO/viíiMe'y,uiíh?ersata  reconocido  de  jttíis*- 
dicción,  aonlqué  áG(Wmpanado^décJgun'rfeí}uÍ9ííto  dirigido  4  evitar  stt 
confíisioú  teótt^l  ñáado  por -los'particaláres.  Siguiendo  •  el  GífAiérne- 
esté  sistema,  y  al  ctieaf  la  inslUuGkm  de  los  Jue<iefef  de  ^az^  tan  •con- 
veniente y  útil  por  cuantos  conceptos  se  lá'mife,  procura  revestirle 
de  un'sigtt'O  demostrativo  de  autoridad  y  i  armonizarla,  eii  cuanto 
fuera  jioslblé,  con  la  de  los  Alcaldes  de*  lój&  puebtos,  é*  qúteiiéái  ha- 
blan aquéllos  dé  sustituir  ente  otayor- par  le  de  ios  riegoctos  jud¡ciaté& 
que  la  aicitigualegislacfott  les  tenia  encomendados,  disponiendo  al 
efecto  que  loa  Jtíecés  de  pae,  para  ser  en  todo  caso  réconoéííote  y 
poder  darse^ á  conocer  cotóo  tatos;  ustófea  el  mismobaston  con' bor- 
las que  los  alcaldes,  con  objeto*  de  hacer  vater  la  autoridad  que- 
éjefcen,'siempre  que  el  servicio  pübKeo  lo  reclamase,  coino  tepre- 
sííntantesdela  primera  autoridad  del  Estado  é  inmediatamente  en- 
cangados de  intérponertaen1os=  casos  establecidos  polola  ley.  Queda 
pues  demostrado  también  con  te^dícho  s(*re  el  *so  del'bástbir,  qué^ 
los  Jueceá  de  paz  son  autoridades  de  frftíciones  permanentes  6  Ha- 
madófe  á  ejercerlas  en  todo  caso  y  tirtíütístancias  del  mísmt)  faio- 
do  que  los  Alcaldes,  pudiendo ' piot*  to-^antio^set' desacatados  y 
atentarse  contra  ellos,  tina  vez  éspúeátos  loé  fundamentos'  legales 
en  que  se  apoya  la  opinión  afirmativa  que  sustentamos  acerck  de  la 
autotidáíd'qué  ejercen  los  Jueces  de  pa»,  y  patentizado  que  la'  mis- 
ma vá  inherente  á  elfos  'siempre  y  'en  todo  'caío;  qtiefla  bastante 
contestada  la  pregunta  que» antes haéfemós. dé  A  podian -cónieterse^ 
los  déliíos  espré*ados,  éstatído  aquéltoi  en  el  ócrcféió  de  feus  Pun^ 
cionés'J  Eii  atención  á  ser  él  Juí^ado  dé  ^az  u¿o  dé  los  Tfibotoalés 
establecidos  ptJr  ía  ley  cion  atribucioiiés  propíasv  cuales  son  las  con- 
ágnadáá  en'  laLey'de  Enjuicfamienté  civil;  fiojpiiede  j)onerseentela 
de  juicio  que  las  regláá  del' 'derecho  H^mufiíafílicáblfes  á  los  demás; 
Tribunales,  las  mismas  son  referentes  á  los  Juzgados  dé  pétz  en 
¿uSttttó  Meen  relaéíén  á  lá  ^w%  buéfr  5fáím  y  medios  éd  repre- 
sión y  casligb;  contra  los  qtie  tüAááeA  fle  algunr  iñódó'  6  impidiesen 
el  Ubiré  éjérciéid  de  su  ftfinistério.  Réásumfendé  las  refle'riones  es* 
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puestas,  resulta  que  los  delitos  de  atentado  y  desacato  descritos  y 
penados  en  los  artié&Ib^iJBdy  IS^dei  j[||dÍgJ4kPÍiíÍlei^  1^  mismo  co- 
meterse contra  los  Jueces  de  paz^  que  contra  las  demás  autoridades 
reconocidas  hasta  ahora  como  tales  para  este  efecto,  por  reunir 
cuantas  circunstancias  se  exigep  npr  la  ley  i>af  a  spr  considerados 
como  de  facciones'  permanentes  ó  llamados  á  ejercerlas  en  todo  caso 
y  circunstancias.  Para  terminar  nuestro  trabajo,  solo  nos  rest^  ha- 
blar de  los  Tribunales  que  deben  conocer  en  los  delitos  de  este  or- 
den cometidos  contra  los  Jueces  de  pái.  Estos  ño  pueden  ser  otros 
que  los  del  fuero  común,  ante  los  cuales  el  Juez  de  paz  contra  quien* 
se  hubiese  cometido  el  hecho  punible  de  está 'especie,  puede  y  debe 
producir  la  oportuna  querella,  siguiendo  después  el  negocio  la  tra- 
mitación ordinaria,  como  si  se  tratase  de  uno  de  los  delitos  comu- 
.  nes  de  qtie  continuamente  conocen  dichos  Tribunales. 

Jamás  el  punto  que  atfaza  esta  consulta  ha  ofrecido  género  al- 
gxmo'de  duda  al  que^úscribe,  más  en  priiíier  lugar,  el  haberlo  visto' 
alguna  vez  impíignado  y  contradicho  hasta  con  calor,  y  en  segundo 
el  deseo  dé  que  se  conáighen  opiníotíes  autorizadas  en  un  caso  en- 
teramente nuevo  y*de',  contíilüá  aplicación,  especialmente  en  los 
pueblos,  le  han  movido  á  esplanar  lá&  razones  eií  que  funda  su 
opinión  favorable  á  la  verdadera  y  completa  autoridad  de  los  Jueces 
de  paz  (1).      '  '  .  . 

..  ícdro  Ocfeittao  Ckrafllas. 
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(1)  No  cabe  nip^un  género  de  duda,  eii  nuestra  concepto,  que  los  Jue- 
ces- de  paz  sea  autoridades  permanente^,- y  ijfire  por  !ó  tanto  los  atentados  6 
desacatos. que  se  cometan' contra  «1Í09  en  el  ej«HtidO'de'Sii6  funciones  caen 
bajo  la  penalidad  con  qu^  el  pódigo  cajiga  tales  delitos.  Los  Jueces  que 
deoen  entender  en  estas  causas  son  los  aue  entienden  de  los  demás  atenta- 
dos y  desacatos  contra  las  áutoridítdes^  del  dnJén'ci^il  judicial,  de  las  que 
respecta  ^1  particular  eo  nada  se  áifef^6Í2^i>.iiio  cneamo^  que  sea  neeosaria 
querella  en  forma  para  que  conaience  el  procedimiento  el.  Juez  competente; 
bastará  soló  qué  reciba  ana  comunicación  del  atentado  ó  desacato,  porque 
está  obligado  á  perseguirlo  de  oñdo.^Loa'üvreetores  déla  Revista. 
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DERECHO  MERCANTIL. 


DEL  CONTRATO  Á  LA  GRUESA. 

¿Puede  el  capitán  constünirle  alguna  vez  sobre  las  mereoderios 
que  conduce  á  bordo  del  buque  de  su  manáof—Y  si  la  prohibicm 
llegase  á  ser  perjudicial  al  cargador,  iqué  conduUa  debe  observar 
aquel  mandatario  procurando  por  los  intereses  del  dMño  del  cargar 
mentol 

La  responsabilidad  de  los  capitanes  de  los  buques  mercantes 
con  los  navieros  y  los  cargadores,  debe  medirse,  y  se  mide,  por  la 
alta  importancia  de  su  cometido.  Honra»  vidas,  caudales,  los  teso* 
ros  de  la  industria,  todo  esto  se  confía  á  la  probidad  é  inteligencia 
del  navegante  que  atraviesa  animoso  los  mares.  Problemático  es  ú 
el  Código  español  de  Comercio,  como  el  del  vecino  imperio ,  exi- 
gen de  este  ^!and9ktario  mayor  diligencia  que  la  correspondiente  i 
la  prestación  de  lo  que  se  llama  culpa  leve,  fin  su  solicitud  por  que 
la  nave  llegue  cuanto  antes  á  su  destino,  sobreviene  con  frecuencia 
la  necesidad  de  tener  que  arribar  á  otro  puerto ,  y  la  de  reparar  el 
buque  para  proseguir  el  viaje.  También  ocurre  de  continuo  qué, 
ausentes  el  naviero  y  los  interesados  en  la  carga ,  por  falta  de  cor- 
responsales del  armador  en  el  puerto  de  la  arribada ,  y  sin  fondos 
d  capitán  en  país  estranjero  ó  en  apartadas  regiones ,  no  puede 
reparar,  rehabilitar  ni  aprovisionar  la  nave.  En  íntimas  relaciones 
hoy  todas  las  partes  del  globo  por  el  lazo  fraternal  del  comercio, 
aquel  administrador  encuentra  modo  de  salir  del  grave  conflicto  en 
que  le  pone  fuerza  mayor  insuperable,  acudiendo  al  escelente  re- 
curso del  préstamo  á  riesgo  matftínuí. 

Este  contrato  aleatorio ,  que  guarda  mucha  analogía  con  el  de 
seguros,  porque  los  riesgos  marítimos  son  el  objeto  de  uno  y  otro, 
ha  contribuido  poderosamente  al  desarrollo  de  la  navegación  y  el 
comercio.  Poco  conocidos  los  seguros  entre  los  antiguos,  acudían 
frecuentemente  al  medio  del  préstamo  á  la  gruesa  ventura  que  em- 
plearon los  Rodhios,  y  deque  se  trata  en  el  titulo  2,  libro  22  del 
Digeslo ,  y  en  el  33,  libro  4.^  del  Código  repelüx  prcelectionis.  No 
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hace  á  nuestro  intento  examinar  9i  este  coniraio  es  real  de  áereehQ 
de  gentes  ó  c(msensualf  como  sin  entrar  en  mas  esplicaciones  sobre 
esta  denominación,  le  intitula  Mr.  Pouget  en  sus  Principes  de  DraU 
marítime,  publicados  en  1858*  Este  jurisconsnllo  califica  despules  el 
cambio  marítimo ,  no  de  contrato  sinalagmáíieo  imperfecto ,  sino  de 
uniUtí^al,  como  lo  bizo  en  su  tiempo  Mr.  Pothier.  Parécenos,  sí, 
notable  en  un  escritor  de  t^anta  ciencia  como  Emerígon ,  el  lenguaje 
que  emplea  diciendo  que  el  contrato  del  préstamo  marítimo  es  mas 
real  que  personal.  Cualquiera  que  sea  la  exactitud  científica  y  tec- 
nológica qae  haya  en  estas  calificaciones,  siempre  resultará  que  el 
préstamo  marítimo  difiere  considerablemente  del  préstamo  común 
y  del  mercantil  terrestre.  Produciendo  aquel  contrato,  ora  real,  ora 
consensual,  un  crédito  privilegiado,  y  mediando  interés  de  gran 
cuantía  ante  la  perspectiva  de  riesgos  marítímos ,  en  que  no  pari* 
ran  mientes  sus  rígidos  in^fugnudores.  debían  prevenirse  lamenta- 
bles abusos ,  y  adoptarse  precauciones  sensatas  en  favor  de  ia  mo- 
ral y  de  la  buena  fé  mercantil.  Esto  es  lo  que  ha  hecho  nuestra  ley, 
exigiendo  para  que  el  contrato  í  h  gruesa  surta  los  efectos  que  se 
propusieran  los  contrayentes,  la  presencia  de  un  riesgo  indubitable. 
De  otra  suerte  se  con  vertiría  en  una  mera  apuesta  ^  segu|i  la  espre- 
sion  de  Mr.  Corvetto,  sosteniendo  el  prestador  que  el  Jiuque  termi-» 
nará  felizmente  su  viaje ,  y  lo  coalrario  ei  leñador  del  dinero.  No 
hay  que  perder  de  vista  que  aquel  acepté  el  riesgo  de  que  se  trata, 
y  que  solo  mediante  esla  obiigaekNi>  pnede  justificarse  el  interés 
nátttioo,  elevado  por  lo  general,  gravoso  de  continuo,  y  superior 
siempre  al  de  los  éemás  contraías.  Designáronse  también  dará  y 
terminanlemente  las  cosas  que  podian  hipotecarse  al  pago  del  capital 
y  réditos ,  salvo  empero  el  der^ho  del  prestador  á  asegurar  median- 
te el  contrato  análogo  que  hemosi  indioado  antes ,  el  importe  de  las 
cantidades  que  se  espone  i  perder  por  «t  riesgo  que  tomara  á  su  car- 
go. No  le  pareció  bastante  al  iegiriador  haca*  esta  designación ,  no 
le  pareció  bastante  que  se  eensiderasen  escluidos  de  la  responsahíU* 
dad  hipotecario-'tiáuticay  los  muebles  que  no^  incluyen  en  su  cata* 
logo,  ó  ra  su  lista.  Por  esto,  para  efttar  toda  suerte  de  dudas  hubo 
de  prohibir  absoiutamente  que  se  lomase  dinero  á  la  gruesa  sobre  los 
fletes  no  devengados  de  las  naves ,  ni  sobre  las  ganancias  que  se  es- 
peraran del  cargamento ,  ni  sobre  los  salarios  de  los  marineros  bajo 
la  pérdida  de  toda  clase  de  premio ,  siendo  a»  mas  completo  y  claro 
e)  deredio  prohibitivo  que  como  estaba  consignado  en  el  eapítnio  33 
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de  ¡as  OraknáWz'as  'dé  Snlláo  dé'í78T:'l|á2ótíes  podérbsás  abonan  eá- 

tas  importantes  íiiediditó /sin  ^la^^'^tt^teS^  abusarse  bon  facili- 

dad efe  la  ignorancia  J^  miseria  deí  pérsbhaé' desvalidas,' contenién- 
dose tatóbieü  eúlds'íímífes  de'fa  prude^tia',  ial  que  sonaiadó  ganan- 
cias cuantiosas  (juieré  éspóttehfe'áüná' ruina  probable  por  lo  tóenos. 
La  ley'  ha  proclamado^  fiftaiiAente' de  üiía  manera  absoluta,  que  eí 
riesgo  marítimo  és  condición  y  fundamento  esencial  é  indispensablte 
del  contrato  de  ^uésa  vetrturá.    '  "' 

Pero  volvamos'  al  capitán  qué  entra  dé  arribada  en  un  puerto 
con  averías  corisidéyáWes  eñ  el  buque  dé  su  iiabdo,  y  éarece  de 
fondos  y  de  crédito  para  iepárkr,  pafatehaBilítar,  par^a  aprovisionar 
la  nave  y  llevarla  á  su  destiño,  dümpliénáo  religiosamente  el  con- 
trato dé  fletainentd.'Ef  sabe  que  puede  tomar  á  préstamo  las  canti- 
dades necésariái5'pafa'd5'chá§  atenciones' y  que  tiene  el  deber  dé  ba¿ 
cerlo,  como  ünicoímedhy  legal  <|iie  las ^iMxnstancias  le  deparan  para 
surgir  cuanto  antes  6n  el  pueftó-á  que  se  dirige  la  espedieíóú.  Pide 
eií  efecto  á  pnéstamo  la  cantidad  ique,  ségun  presupuesto,  cuestan 
las  obras  de  la  repai^éM,  rébafMKtaciOniy  aprovisibiiamiéntó  de  la 
nave,«in  las  cliales  es  imposible  dar  la  vela  en  vuelta  dé  sü  destino, 

hipotecando  para  ello  fas  tres  cu^ttas  partes  del  cuerpo  y  quilla  de V 
baque  siniesirádo; .    ■  .  .        ;  •    v  *     . 

>'  Estos  objetos  no  b&sfóüsmaiiiliargoipara  indeasnizatral  presta^ 
dor  del  capital  y  del  interés  náutido/ya  qttjs  prescinda  del  ordinaria 
que aqud  devragueKeii Uev^ntaatidadide mora  ó  negligencia»  por 
que.  receto  á  isa  pago  hay  ana  accioii  personal  comuA.  Ocúrresele 
así  las  cosas  al  enpitanxftte.  (mede-eonstíteirse  el  préstamo  á  la  gruesa^ 
conjunta  ó  separiKlamenee,  <  sobre  el  Imrpo,  velamen,  armamento^ 
vitaalias  y  iBereaderíQs;  y  usando  déla  facultad  consignada  en  el 
artículo  817  delCódigOide  Gomorcio,  ofrece 'también  esta  última  ga- 
rantía, al  prestador^  len  la' iitdígBiioia  de;  que  proeara  por  los  inte'- 
rases  de lo& cargadei^et^.  Peroy  olíanse  perfecciona  el  contrato  á  la 
gruesa,  porque  reparan  laspaptes  oontrayentesen  la  prohibición  res* 
pectiva  del  otro  attículo.6>7i ^del  Gó(y9a>  prolongándose  el  crítico 
estado  de  la  espedkakHiiyó  seiespone^e}  prestador  áque  su  póliza  no 
produzca  oportunamente.  &iefza;.ejeoHtiif!^  para  tcabar  embargo  en 
las.m^rcaderías'y'de  10'que!SUfiiÍBÍstra«-algttna3*ileGdoaesla  esperien- 
cia.  CufiindotALudiflloS':á.doloi»60«;ide«iaga£os/praeba^es  déqnehay 
tal  cual  vezoquivocacbnóerror,  siquií^ra  indisculpable,  en.lain*- 
teIigeiaoiade;lpa«rtoa)o»6t71:y^$17dfii.C6digo.  Veaknos  aboca  si 


m<^ív\0,  éttnuésíraséiitir/y'tecdridtKítafc'qiie  dcbe'ob^rvar el  capi- 
feln  en  el. extranjero  ó  endMl«  refiioU>«»  caatidO'Cfl  cd$c»;  aparejos, 
Tetámen,  armamento  y  vituaHas  Já  bUqüe  mi  gáranlieeú  saficientef^ 
mente  racantidád  que  solicitaá  préélamb^y  el'kiterésó  l^emífo  del 
riesgo.  liíárf  timo.  ... 

En  kt  Ubre  disposición  qtie  de  s<M  (^<wasí  eompété*  al  dúéno,   se 
comprende  él  derechode-hípótecartasy^dlirlas  en  prenda  por  sti 
propia  conTenlencia.  Ordinariaiftente  üinguoaotra  persona  está  fa- 
céKada para  imponer  tales  graTáitfenes'^bn'Ia  propiedad  ajena,  y 
deeittosqtie  ordinariamente,  piaA*á  éalVáriosf  easoé  én  qne  la  ley 
supone  un  pode#  presunto  del  düéSb,  otorgando  ella  misma  esta  au- 
tcnrizacion.  El  artienlo  817  coiidede^qOé  ^aeda  constituirse  el  prés- 
tamo á  la  gruesa  sobre  el  bu^ué,  Velamen,  amlanieftto,  rituallas  y 
mercaderíascargadas;  pero  como  toda  sa|)Osimon  para  que  sea  ra- 
zonable ha  de  tener  térnúnos^báMes,  sigues^  secesáriamente '  que 
aquella  facultad  se  i*efiere-al  dueño  decios  objetos  muebles  ^ue  se 
quieren  hipotecar »  ó  al  administrador  ó^  encargado  á  quien  la  ley 
otorga  este  derecho  en  interés  de  pé^sonas^  ausentes.  Bt  capitán  es  & 
no  propietario  de  las  mercaderías^  que  se  ballaná  bordo.  En  el  pri- 
mer easo,  por  esta  consideración  é  por  4á<de  «poderado  del  carga- 
dor, si  tiene  autorización  espedal  suya,  oonstitiiye  válidamente  et 
préstamb  á  la  gruesa  sobre  loseféetos  dé  que  tratamos:  pero  en  el 
segando  no  puede  hacerlo,  porque  carece  de* poder  del  dueño,  ora 
espreso V  ora  presunto  entirtud  de  deposición  legal;  y  si  lo  hiciese, 
nuiaiaMpoteoa,  carecería  el  prestador  de  la  acción  que  le  compe- 
tieiu  si^  no  adoleciese  de  e^e  vicio  e)  gravamen  impuesto;  El  capi- 
tán está  ^  facultado  por  la  ley  paratomar-  dmeroá  la  gruesa  se-^ 
hre el  casco,  quilla  y  aparejos  4cl  buqué, -porque  tiene  interés  en 
ello  el  naviero,  y  porque  es  aligación  suya  derivada  del  contrato 
de  flethméntov  procuraría  todo*  trftn<6eq«e  la  esj^dieionUegie  i  btien> 
puerto^  y  se  entreguen  las  mercaderías  á  sus  dueños^,  ó  consignata- 
rios. Y  para  en  él  caso  de  qué  no  sutrtiese  efecto  el  arbítiio  propnesH 
to  del  ^préstainoá  la  gruesa  ventura,  so  le -autoriza  por  el  mismo 
artículo  644  del  Código,  acechar  mano  de 'la  parte  del  xargamen^ 
to  qno  basto  áeubrír  las  neoe^idades  mas  apremiantes.'  Según  esta 
disposición  y  ios  principios  de  dei^echo,'  se  escederia  visiblemente  ^ 
capitán  de>sus  atri))ncione8|  tomahdo  á  préstamo  á  riesgo  marítimo 
sobre  las  mercaderías  cargadas,  éhi  que  pudiera  trabarse'  -ejecución 
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«n  ella»  por  Tirtncl  de  la  acción  real  ó  hipoteeario^niaritiinA  y  am 
qae  resultase  lampooQ  obligado  el  naviero,  ó  armador  por  la  abusi- 
va conducta  de  su  mandatario.  Los  artículos  38  y  39 ,  capitulo  24 
de  las  Ordenanzas  de  Bilbao  de  1737,  establecieron  sustancialnenle 
el  mimo  derecho  que  el  consignado  en  el  644  del  Código.  Nada  se 
dispuso  sobre  esta  materia  en  el  célebre  Libro  del  Consulado  que 
elogiaron,  no  sin  raaon  y  sin  juslicía,  Chrocio,  Vinnio  y  otros  publi- 
cistas y  jurisconsultos,  porque  alli  no  se  trata  de  verdaderos  cambios 
marítimos;  sino  de  contratos  Gomunes  que  deparan  contra  el  presta- 
dor, acciones  mistas  que  pueden  ejercitarse  después  de  la  pérdida 
de  los  objetos  hipotecadas.  Pero  nunca  antes  de  la  codificación  mer- 
cantil de  1839,  se  creyó  que  en  la  facultad  concedida  al  capitán  pa* 
ra  enajenar  las  mercaderías  de  á  bordo  en  momentos  supremos,  se 
«emprendiese  la  de  hipotecarlas  ai  cumplimiento  de  los  c<mtratos  á 
la  gruesa.  £1  mismo  derecho  creemos  introducido  por  los  artículos 
234  y  236  del  Código  del  vecino  Imperio,  pues  la  facultad  de  empe* 
nar  y  vender  li^  mercaderías  concedida  disyuntivamente  al  capitán, 
ao  equivale  á  la  de  constituir  sobre  eUas  préstamos  á  la  gruesa. 
Nuestra  ley  se  propuso,  sin  eadiargo,  evitar  todo  lina^  de  dudas 
é  interpretaciones,  prohibiendo  á  los  capitanes  por  el  articulo  671 
hipotecar  el  cargamento  á  la  seguridad  de  estos  contratos  aléalo* 
ríos,  y  declarándolos  nulos  respecto  á  las  mercaderías. 

Por  el  817  se  espresan  las  cosas  muebles  sobre  que  puede  presr 
tarse  á  la  gruesa;  por  d  644  las  facultadas  del  capitán  en  ciertos 
casos  para  enajenar  parle  de  aquellos  objetos.  Últimamente  si  por 
la  importancia  de  esta  atribución  pudiera  creerse  comprendida  en 
ella  la  de  tomar  dinero  á  la  gruesa  sobre  las  mercaderías;  estas  du- 
das deben  desaparecer  «omptetamente  ante  el  testo  del  referido  ar- 
tículo 671^  No  puede.  $1  ^¡^tan.  iom$r  dinero  á  lagrue$a  $obre  el  ear- 
gamerUo,  y  eoio  deiimerío  ieri  uielUmz  el eonirato  tonreipecto  i  es- 
te. No  cabe  ima  prohibieion  mas  terminante  que  esduye  todo  debate 
en  orden  al  art.  817,  y  evita  acudir  á  lo»  principios  que  dominan 
la  materia,  para  poner  en  armonía  dos  lugares  legales  que  lejos  de 
isontradecirse  se  distinguen  por  su  claridad.  En  nuestro  dictamen 
no  admite  duda  lo  que  vamos  esponiendo,  por  mas  que  ocurran 
préstamos  á  1»  gruesa  hechos  por  el  capitán  sin  carácter  de  sobre- 
cargo ni  apoderado  de  los  interesados  en  las  mercaderías,  sobre  los 
objetos  de  la  lista  del  art.  817.  fistos  casos  v»  probartm  mas,  sino 
que  hay  actos  que  no  pr^duoe^t  oUigaeion  civil  ni  natural,  sin  em- 
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terg<>  de  haberse  propuesto  de  buena  fé  las  partes  eoatratantes  for- 
inaKaBar  un  contrato  válido  y  eficaz. 

Reparando  y  habilitando  el  capitán  el  buque  de  su  mando,  6^ 
propórdonándose  fondos  para  ocurrir  i  estas  indtspensabies  obras 
úñ  traspasar  los  limites  que  el  derecho  le  prescribe,  desempeia  un 
defafer  ineludible  y  consulta  los  intereses  del  naviero  que,  noticioso 
del  siniestro,  baria  como  persona  prudente,  lo  mismo  que  cumple 
hacer  &  su  mandatario  en  las  esprñíadas  críticas  circunstancias.  El 
contrato  de  flétamento  impone  á  entrambos  la  obligación  de  tras- 
portar las  mercaderías  al  punto  convenido  dé!  globo ,  así  como  al 
fletador  la  de  satisfacer  exactamente  el  precio  pactado.  Fué  preciso 
que  vikU^  Colón  á  prolongar  los  limites  del  mundo,  para  que  se 
desarrollara  y  trasformase  el  comercio  marítimo;  pero  ni  fué  muy 
n^renüatkte  ni  se  sintió  la  necesidad  de  leyes  especiales  en  los  pri- 
meros tiempos  de  aquel  célebre  suceso.  La  77,  título  18,  Partí- 
da  3.%  contiene  un  elegante  modelo  de  póKzas  de  flétamento  que 
puede  acomodarse  á  los  menesteres  del  comercio  que  se  emprende 
por  medio  déla  navegación  de  altura.  Los  puertos  de  Lisftoyia,  Rwa" 
deo,  Córufta,  Santander  y  SevÜla  son  los  que  se  le  ocurrieron  po- 
ner  al  augusto  hijo  del  Santo  Rey  de  Castilla  como  ejemplo  de  los 
viajes  dé  su  siglo  por  los  mares  del  Océano.  T  volviendo  á  nuestro 
asunte,  por  lo  mismo  que  incumbe  al  locador  ó  fletante  evitar  la  in- 
navegabilidad  del  buque,  ó  buscar  otro  que  reciba  la  carga  y  la 
portee  á  su  destino,  si  no  pudiese  continuar  el  viaje  la  nave  fletada, 
se  justifica  grandemente,  no  solo  la  conveniencia,  sino  la  necesidad 
en  que  estíi  el  capitán  de  reparar  y  habilitar  el  barco  siniestrado,  to- 
mando á  la  gruesa  sobre  el  mismo,  el  dinero  ó  los  valores  que  recla- 
men estas  obras.  Seria  injusto  que  averías  que  sobrevienen  al  casco, 
aparejos,  arreos  y  pertrechos  por  fuerza  mayor  insuperable,  ó  por 
vicio  propio  de  estos  objetos,  se  comunicasen  á  las  mercaderías,  por 
cuya  conducción  ó  trasporte  hay  que  pagar  el  flete  estipulado.  Se- 
mejante jurisprudencia,  introduciendo  el  desorden,  la  confusión  y 
la  incertidumbre,  aniquilarian  toda  suerte  de  comercio  marítimo.. 
Cada  palo  aguante  su  vela,  es  una  especie  de  refrán  náutico,  de- 
biendo reputarse  como  la  síntesis  de  parte  de  un  tratado  jurídico 
sobre  responsabilidad  por  perjuicios  sufridos  en  las  cosas.  Claro  es 
que  hacemos  ahora  completa  abstracción  de  las  obligaciones  y  de* 
rechos  qu^  nacen  de  la  naturaleza  de  las  averías  sufridas  por  las 
naves.  Si  operaciones  marinaras  ^mnpromeiídaB,  ^ó  unaarrib«iafor*^ 
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;^qsa,.ó,$¡nieftfqs  Q<?)ifrid|g  e;iji^^,,|)jfqjfp.y  sms ^Cí;e§ow,s,  c<vistita- 
yen  averia  gruesa  ó  común,  puDtqg.^^  .e§toa  que,  b^f)K^(i.  ^^.^discu'^ 
tirse  y  re^ojL^er^  eAtiea[i¡)tp,.J5cn^ipa  s.tr¡íiuaal;Coiifpet9ates.,     ;. 

^  ,Sq  objetará  qfí^l^  f^uaxltad  de  yei^d,er  Ifi  parte  uecesaria.del  car- 
gáímeuíp.iea  (^l.caso.eíprp^a^o  al  rem^ife  del  art  644  del  Código  ^  ^s 
nl^  P9,a3id^rible-j{|i>e  Ja.  íde..tQaiijf;,á,  préstanio  á,  ri^sgq  marítimo 
sohre  .la$^  mer^ad^fí^ts,  jj^a  ,CQ}icÍuir,  ,q.ue  llegando. (este  s.^ipremo 
<5a6o ,,  pu^de  el  cs^pilaiJL  hJRQ^^  al  cumpUmientp  ,del  cgnütrato 
esgepiaL.  í(p  .es  jfjp^^ic^bieij^^^uwgstr^  2^3untQ  la  regla  de  derecho  db,, 
<inQri¡4ebet  QuigJ^Mcet-^  quoíl^tfiinus  esfnon  licerp.,p  porque  el  jufis- 
€pn$ulto.UJ{)iao(),  ó  lajey  del  Di^^st^o,  suponen  la  «ausencia  dp  una 
prohibición  filosófica  y. termíftaníe,^cpm^^  la  del  art:  67^  del,Cód¡go^ 
deC^oí»ercip.^J?or  otjag^urte^pu^de;  .^egajcse  quésegim^s  árduat^por 
regla g^npral. la.facul^id  4e,;V,í^Í9Jí  el  cargarnentó,  que.  el  tomar 
prest4d9^ot)ri^.^  mi^AOjá  l^  gruesa, yeatura,.  Enajenada^  las  meÑ. 
caderias  para  subvenir  á  las.j0Le9esidades.d^l  buque,  el  propietario 
^s  un  acreedor,  del  ^n^viero  qije  debe  pagarle  ¡nesc\isablemente  él 
precio  que  lo^r^rian  aquellas  ^n  el  puerio  de  la  descarga.  Constre- 
nido  el  dueño  de.iaa  mercáderias  4  ir  en  socorro  de  la  propiedad  del 
fletante,. tan  injusto. seria. que' eaf^e/iadas  aquellas  corriera  eí  carga- 
dor el  riesgo  d^la  ,pj^r^ida  d^  buque,  como  que  llegando,  éste  4 
biieqtpuertQ,  tuviera  que  pagar  intereses  crecidos  por  préstamo^ 
hechos  en  bonefi^io  de  (a  nave*  Ni  con  jos  contratos  á  la  gruesa,  ni 
sia  los.  de  seguros  ya  mejorados  admirat)lemente ,  pódria  sostenerse 
hoy  un  Y;is^tp  comercio.  Por  último,  desde  el  momento  de  la  enaje- 
nación de  las  mercaderías ,  dejan  de  estar  ellas  en  riesgo ,.  faltándp 
así. la  base  en  que  descaasa. esencialmente  el  préstamo  marítimo. 
Los  comentadores  de  la  Ordenanza  francesa  de  1681,  discurrieudo 
por  estQs  principios,  sostenían  que'  el  cargamento  vendido  por  el 
capitán  er^  objeto  de.un  contrato  forzoso  á  la  gruesa;  pero  distin- 
guidos juripconsuIt(^s  del  mismo,  paí^  se  encargaron  de  demostrar, 
y  demostraran  eiji  el  siglo  pasado,, .el  grave  error  en  que  ¡ncurríérjan 
aquellos  renombrados  escritores. 

Ni  hay  contradicción  entf.e.lo^  arts.  817  y  464  y  671  del  Código^ 
ni  puede,  negai^se  qup  está  espresamente  prohibido  al  capitán  tomar 
dinero  á  la  gruesai  sobre  las  mercaderías  que  lleve  á  bordo  de  su 
Jbuque.  Si  lo  hiciese,  el  contrato  seria  auIo  por  lo  tocante  al  carga- 
mento que  no  queda  hipotecado,  ni  £^1  pago  de  intereses  náuticos  ú 
ordinarios,. ni  al  de  p.^tealgun[|&  deí  capital.  Culpables  el  .prestador 


exjgjr  el  primero  .al.capi/^i^,m^  .(me,^j4?^YoUf  jop  del  pfjacij?2Ü,  sii^ 
premio  á.réditp  aj^uaq,  (jjerto.quf.el  slm^oi^ie^^j^d.  utilizado  de  la 
Oi^ntidad  recibida,,  x  que  f.l,qa^t\QQ.§ífe]ptai^a.  s^lo^jáj  ui>.Q.de  los  culi-, 
fiables;  pero. 90  bay.otrA,ii{9dio  ile.Qoatouer  4 1<>§ prcis^docíis  ea  el 
^to  ó  límite  trazp^dojpr  ¡el^der^fjbo..  %  sj^  el  p^^íit^a  fuese  iásoíven-^ 
^Q,  no  I^y  acQ^QU  cóajra  el  dueap^e  h  aayegor.  virtud  de  los  actos 
de  a^quel  mand^t^i;io^,  djPihieüdo  ívap^ijkv^  4  sí  ijüspó  é)  pj^estador^ 
Is^  coo^cueac¡as,d^  suJ.igbre?^.^jrre^HW 
los  621,.  6^,  62^  y'  62,4  ^eí^Ci^^igo  esf4,  bipp  dJ5,^rmíi;^áda.  la.  aatuV, 
raleza  de  la  2^cioa, que. IJe^  4  uue6lr()s^,dias  cóa^  coppcido  uombre^ 
de^x^citori$,  Ni,cn^\\^9^e\l^,^,\j¡iUoí¡nÍ(^,^^^  Ips^ 

navii^ros;,  ai.aWa)efiuu?4^a.^pop^^^oc^^  sjle.mpre  quQ  if>s  ca- 
pitaaestse:,^scedidseni,de,l^s.  aatuxal^s  atril^u9y)aes. .  La3  clases  pa- 
tcicias  y  de  caballero^  rpoj^aoos  efud|aQ:la  l^y.qpe  I9.S  prohjbiera  de- 
dicarse á,  (oda  &u^t|^  d,e  coxpeifcío;,  pfufieifi^o  a^ /^epte  de  sus  esta- 
bleciíaieQtos.,terrestre$.ó.m^ríJtimo$,,  JQdiv|duos,3UJetps  al  dominio 
4e  aquellos  senofe?,,  coa  ]og  uowbceS}  de  irpstUqr  ó  eSf(^r0tQr ;  pero 
habieadq  conquistado.  e;9fa priOJí^sipa  la.impfyctaacia jiei  lustre  qu^ 
la,  correspoadeu  de  derecho, .  J.cffaA  dip,  coijitíi^ifo.  eu  nuestra  socie- 
dad aristocracias;  leg/^if^as,  poique  pjrocéd^.(^él,tr£^bajp  y  del  ta- 
lento ,  el  origen  de. la  accipi^  náutica  ^  de .  la  .l;err?3tre  á  que  aludir 
mas ,  ha  quedado  solo  parfi  satisCaoer  una  9uriosidad,  puf  amenté 
hisitórica,  y  discurrir  sobre,  la  civilización  paralela»  digámoslo  asi, 
de  las  diversas  edades.  Los  efeptps  de  la  acdoii  exercüoria  son  lo$ 
Qíiismos  hoy  que  surcan  Ips  mares  baques  magniíficos  de  ve^  y  de 
yapor,.; que  caando, cenias  las  costas. del  Océano  aquellos  navios 
que  el  Rey  Sábip  de  Castilla*  compara  eui  la  ley.  8  •%  tít.  24,  Parti; 
da  i? ,  al  caballo  luengo.  ¿delgadQ-  ¿bien,  (^ch^ , .  y  también,  cuando 
desconocido  este  mar  para». e|. comercio,. las  naves  tiriás,  rhodias  y 
rooianas  cruzaban  solamente  el  Mediterráne^o. 

Efemos  llegado  al  caso  antes  propuesto  dei^que  no  sean  bastante 
garantía  para  el  prestador,  el  casco ,  aparé] os. y  demás  que  el  ca- 
pitán puede  hipotecar  a  la  seguridad  del  pago  de  la  suerte  principal 
y  del  interés  náutico.  El  art.  644  del.  Código  le  depara  el  medio  de 
cubrir  las  necesidades,  de  ^bspluia  urgencia,. inclu  jen  do  nosotros  en 
esta  cuenta  los  gastos  indispensable^  para  que  pueda  continuar  el 
buque  la  vuelta  de  $u  destinó.  Consiste  el  enunciado  arbitrio  en  la 
venta  de  la  parte  indispensable  del  cargamento  ^  debiendo  verificar- 
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se  en  piibKca  soiíast^  con  aatoritacimí  jodieíal.  Parece  qae  el  eapi- 
fan  tiene  trazada  asi  la  línea  de  conducta  que  debe  observar  en  to- 
das las  eventualidades,  y  sin  embargo  es  incuestionable  que  surgen 
frecuentemente  dudas  sobre  el  modo  de  consultar  y  procurar  aquel 
mandatario,  por  los  intereses  que  le  están  encomendaidos.  una  mabt 
venta  de  las  mercaderías,  ó  la  renuncia  de  un  precio  ventajoso  en 
d  mercado  á  que  se  dirige  la  espedicion ,  ocasionaría  á  veces  al 
propietario  mas  perjuicios  que  el  tomarse  prestado  á  la  gruesa  sobre 
su  cargamento.  Aserrándose  casi  siempre  ios  capitales  de  estos  con- 
tratos marítimos,  hay  ocasiones  en  que  el  estado  de  los  negocios- 
mercantiles  de  las  plazas  permite  lograr  el  dinero  ó  los  valores  nece- 
sarios á  un  precio  6  interés  muy  cómodo.  Por  el  aii.  109,  tít.  i.*, 
libro  2  del  Código  de  Comercio  dd  vecino  imperio,  se  debe  al  dueño 
de  las  mercaderías  vendidas  el  precio  que  tendrían  otras  de  b 
misma  clase  en  el  puerto  de  lá  descarga ,  y  si  naufiragase  el  buque, 
el  que  lograran  en  el  de  la  arribada.  Con  este  derecho  no  sufre  el 
cargador  lesión  alguna  en  sus  mtereses,  porque  si  bien  es  cierto  que 
perdiéndose  ef  buque  no  tendría  que  satisfacer  nada  por  el  capital 
y  premios  del  préstamo  marítimo,  logra  ahora  que,  vendidas  las 
mercaderías ,  se  le  pague  por  el  naviero  d  precio  que  aquellas  con* 
siguieron  en  el  puerto  de  h  arribada.  Llegando  al  de  su  destino ,  se 
libra  también  de  los  indereses  náuticos,  y  consigne  por  la  parte  ena-r 
jenada  del  cargamento,  el  valor  que  alcanzase  en  el  puerto  á  que 
se  dirige  la  espedicion.  No  es  esto  lo  qne^se  establece  en  nuestro 
Código ,  superior  al  francés ,  según  opiniones  muy  autorizadas.  El 
art.  9S5  declara  avería  simple  ó  particulw*  el  menor  valor  que  ha^ 
yan  producido  los  géneros  vendidos  por  el  capitán  en  una  arribada 
forzosa  para  pago  de  alimentos  y  salvarse  la  tripulación  ,  ó  para 
cubrir  cualquiera  de  fats  necesidades  que  ocurran  en  el  buque.  T  por 
él  9^36  se  considera  gruesa  6  común  el  mecoscabo  que  resultare  en 
el  valor  de  los  géneros  que  (bese  preciso  vender  en  dicha  arribada  á 
precios  bajos ,  para  reparar  el  buque  del  daño  recibido  por  cual- 
quiera accidente  que  pertenezca  á  la  clase  de  averías  gruesas.  Tale» 
son  para  el  cargador  las  consecuencias  de  la  venta  de  las  mercade* 
rías  que  el  capitán  puede  hacer ,  en  uso  de  la  facultad  de  la  segun- 
da parte  del  art.  6U  de  nuestro  Código.  No  nos  proponemos  ahora, 
ni  examinar  la  conveniencia  de  la  declaración  del  art.  935,  ni  com- 
parar estas  disposiciones  con  las  citadas  del  derecho  francés.  Sola- 
mente observaremos  que  puede  haber  muchos  casos  en  que  sea  pr& , 
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ferible  al  propierarío  de  las  mercancías  que  se  tome  dinero  á  la 
gruesa  sobre  ellas ,  que  sufrir  el  perjuicio  del  menor  ralor  de  las 
mismas,  ya  por  si  solo,  ó  con  los  demás  interesados  en  la  nave  y 
cargamento.  No  se  pierda  de  vista  que  hasta  el  rédito  ó  premio  náu- 
tico ,  si  procediese  la  hipoteca  de  que  tratamos ,  debería  ser  en  al- 
gunas ocasiones  de  cargo  de  dichos  partícipes  ó  interesados  como 
averia  gruesa  ó  común. 

Parécenos  que  al  acudir  el  capitán  al  Tribunal  del  puerto  de  la 
arribada  en  el  caso  de  la  segunda  parte  del  art.  644,  debe  esponer 
sujuicio  acerca  de  si  seria  ó  no  mas  conveniente  al  propietario,  to- 
mar dinero  á  la  gruesa  sobre  la  parte  necesaria  del  cargamento  que 
enajenarla  ó  venderla  en  pública  subasta.  Opinando  en  aquel  senti- 
do, se  obtendría  que  et  Tribunal  proveyese  de  defensor  al  ausente 
propietario  de  las  mercaderías,  y  queá  solicitud  saya,  y,'  previa  la 
oportuna  justificación,  se  le  autorízase  para  adoptar,  como  mas  ven- 
tajoso el  primero  4e  dichos  dos  espedientes.  Lejos  de  infringirse  la 
ley,  s6  atacarían  y  practicarían  así  los  principios  de  justicia  y  de 
derecho.  Quizá  se  diga  que  no  hay  establecido  un  procedimiento,  á 
que  pueda  sujetar  la  instrucción  de  las  diligencias  que  entonces  sur- 
girían; pero  lo  mismo  sucede  relativamente  á  las  también  judiciales, 
que  tienen  lugar  de  continuo,  según  mas  de  veinte  artículos  del  li- 
bro 3.^  del  Código  que  trata  del  derecho  marítimo.  Aquellas  como 
éstas  se  practícarian  conforme  á  la  jurisprudencia  en  la  actualidad 
vigente,  dado  que  no  es  uniforme,  en  los  Tribunales  de  comercio,  y 
en  los  Juzgados  de  primera  instancia  del  litoral,  cuando  conocen  de 
los  negocios  de  aquel  fuero.  Casi  todas  éstas  actuaciones  pertenecen 
á  la  jurisdicción  voluntaria,  en  orden  á  la  cual  guarda  completo  si- 
lencio la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil.  Materia  es  la  que  aca- 
bamos de  enunciar,  y  la  de  la  organización  de  estos  Tribunales  que 
reclaman  nuevas  disposiciones  en  consonancia  con  los  progresos  de 
la  época  y  lo  que  nos  enseña  la  esperiencia.  Para  tomarla,  se  nece« 
sita  ensordecer  á  pretensiones  de  clase  que,  trascendiendo  á  goticis- 
mo, se  ehtablan  á  vueltas  de  protestas  ó  poco  sinceras,  ó  escasas  de 
lógica.  La  jurisdicción  asesorada,  ó  los  jueces  legos  de  derecho  no 
pueden  defenderse  hoy  con  razones  propiamente  dichas.  Son  prefe- 
ribles los  juzgadores  puestos  en  los  puertos  ó  en  los  otros  lugares 
queson  ribera  del  mor,  ante  quien  vienen  lo&  navieros  en  plei^ 
tOy  etp.  á  los^  Pripres  y  Ctosnles  y  el  Tribunal  de  alzadas  creados  en 
Burgos  por  los  Reyes  GatóKcos  al  finar  del  siglo  XY.  Introducida  la 
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jurísdiccioH  consular  en  esta  otra  Corona,  á  vueltas  de  injiBtas  im- 
putaciones á  una  clase  importante  y  noble,  que  no  era  responsable 
del  defecto  de  las  leyes  del  procedimiento ,  se  autorizó  á  los  Magis- 
trados mercantiles  de  la  insigne  ciudad  de  los  Jueces  de  Castilla,, 
para  conocer  de  los  fletamentos  de  los  buques  que  salian  de  los  puer- 
tos de  Vizcaya  y  Guipúzcoa  y  deloi  villas  de  la  costa  y  merindad 
de  Trasmieraf  pero  asunto  es  éste  que  reclama  artículo  aparte. 

Ramón  de  Solaio  Alvear. 


DERECHO  CIVIL. 
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AKTÍOULO  8.^ 

«Los  derechos  de  la  sangre  no  pue- 
»den  destruirse  por  ningún  derecho 

»CÍYÍI.» 

Ley  8,  ff.  de  rep.  jur. 

«Es  pnncipio  cierto,  que  la  felicí- 
>dad  de  un  Estado  consiste  en  que  los 
«particulares  no  sean  muy  ricos,  por- 
»que  los  demás  so  reducen'  á  jornale- 
»ros  suyos,  mendi^n,  no  se  casan  y 
»ei  Estada  se  disminuye ,  mientras  los 
»ricos  se  enervan  con  la  disipación, 
»con  la  gula  y  otros  vicios. ))Campoma- 
nes,  Tratado  de  la  regalía  de  amor^ 
tissacion. 

Si  es  generalmente  sentida  la  muerte  del  sabio,  lo  es  dohlemen* 
te  para  mi  la  del  catedrático  de  Salamanca  D.  Francisco  Castans, 
porque  me  ha  privado  del  placer  que  hubiera  tenido  en  ver  oonclui* 
da  la  impugnación  que  se  proponía  hacer  de  mi»  escritos  sobre  esta 
importante  materia. 


■«UM4tMiitn*w«iii^i^ai#M*MMMi«*^w 


(1)    Véanse  las  págs.  ^7  y  19S  del  tomo  Xül ,  i9é  y  419  M  tomo  XIV, 
¿3  í  241  del  tomo  XV  y  23  de  este  tomo  de  Revcsya. 
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.Sin  embargo  de  que  sas  ideas  eran  contrarias  á  las  mias,  hubie- 
ra tenido  un  particular  gusto  en  verlas  controvertidas  en  el  campa 
-de  una  ilustrada  y  razonada  discusión,  porque  esta  es  la  mejor  ga« 
rantía  del  acierto.  Nunca  me  han  disgustado  las  inpugnaciones» 
porque  estoy  en  la  idea  de  que  el  escritor  que  no  tiene  ánimo  para 
sufrir  la  crítica  ó  la  censura  de  sus  obras,  debe  tirar  la  pluma,  por- 
que nunca  hará  cosa  buena. 

Debo  ante  todo  manifestar  mi  agradecimiento  por  la  moderacioii 
y  la  templanza  con  que  ha  combatido  mis  ideas  el  señor  Gastaos» 
y  sobre  todo  por  la  justicia  que  ha  hecho  á  mi  posición  y  i  la  iodo* 
pendencia  de  mi  carácter,  creyendo  que  son  hijas  del  conveacimieii*- 
lo  y  que  no  llevan  otro  objeto  que  el  de  la  felicidad  general. 

El  ejemplo  que  nos  ha  citiado  de  las  provincias  de  Navarra^  Viz- 
caya, Aragón  y  Valencia,  si  algo  prueba,  es  que  en  aquellas  pio- 
vineias  los  hijc^  segundos  son  4;aato>  6  mas  desgraciados  aunque  en 
Cataluña,  y  que  su  legislación  foral  en  materia  de  sucesión  forzosa 
oiecesita  de  ser  reformada  con  arreglo  al  «Proyecto  de  Código  civil 
españolo  en  beneficio  de  aquellos  desgraciados,  que  forman  la  gran 
masa  de  la  nación. 

Se  nos  cita  la  ley  16,  Üi.  i3,  lib.  3  de  la  Recopilación  de  Na- 
varra, que  dice  que  cumple  el  padre  con  dejar  al  hijo  una  robada 
de  tierra  en  los  montes  comunes  y  la  cantidad  de  cinco  sueldos;  pero 
se  ha  omitido  decir  que  esta  ley  no  invoca  para  ello  capitulo  alguno 
del  fuero  general,  sino  el  teso,  estUo  y  costumbre  incotwusa  é  ümo^ 
lablemente  observada  de  tiempo  iam/emorial;  y  que  el  fuero,  por  el 
«oDtrario,  en  su  capítulo  8,  tít*  4»  lib.  %  establece  solamente  cuatra 
causas  de  desheredación. 

Es  verdad  que  en  Vizcaya  y  pueblos  de  Álava,  comprendidos  ea 
la  tierra  de  Ayala,  Llodio  y  Aramayona,  pueden  los  padres  desbere* 
dar  libremente  á  los  hijos,  eligiendo  para  la  sucesión  al  que  mejor  i^ 
{Mirezca,  separando  á  los  demás  con  el  mueble  y  raiz  mas  despre- 
>ciable;  pero  han  de  disponer  foranamente  dek  herencia  á  £avor  de 
los  descendientes,  caso  del  haberlos. 

Es  cierto  que  en  Aragón  el  padre  es  arbitro  de  fijar  la  legUU 
,ma  de  los  hijos  y  en  instituir  heredero  á  uno  solo  de  ellos.  La  legí- 
tima por  práctica  y  costumbre  es  de  diez  sueldos  jaqueses,  cinco  por 
bienes  sitios  ó  raices  y  cinco  por  los  muebles,  pero  los  tribübates 
conceden  suplemento  de  léigítima  á  los  hijos  cuando  lo  que  se  les 
4deja  no  guarda  proporción  con  los  bieúes  del  padre. 
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En  un  tiempo  se  introdajo  la  práctica  en  aquel  reino  de  qu^  el 
padre  pudiese  instituir  heredero  á  un  estrano,  dejando  á  los  hijos  los 
diez  sueldos  por  legítima;  pero  se  desterró  como  contraria  al  fuero, 
por  el  que  está  el  padre  obligado  á  dejar  la  herencia  á  los  hijos,  6 
por  lo  menos  á  uno  de  ellos* 

¿El  fuero  catalán  es  contrario  al  derecho  natural?  Esta  es  la  pri- 
mera cuestión  que  nos  presenta  el  séfior  Castans  en  su  citada  im- 
pugnación, y  al  resolverla  negativamente  no  ha  tenido  en  cuenta  la 
bistoria,  la  legislación  y  los  principios  humanitarios  y  benéficos  de 
t¡ue  tanto  abundan  nuestros  escritos.  Por  eso  dice  en  la  página  37, 
al  emprender  su  impugnación,  tno  seguiré  al  señor  de  Pou  en  la 
iiescursion  que  ha  hecho  en  el  campo  histórico  de  la  legislación  de 
i^Castillay  Catúluña.nr 

Respeto  mucho  la  opinión  de  mi  ilustrado  companero,  pero  se 
me  permitirá  que  hajga  observar,  que  si  en  alguna  ciencia  es  iece- 
sario  el  estudio  dé  la  historia,  en  ninguna  lo  es  tanto  como  en  la  ju- 
risprudencia: «No  puede  formarse  una  idea  exacta  de  la  legislación 
»de  un  país  el  que  no  sabe  su  historia  (1).» 

Para  resolver  la  cuestión  propuesta,  se  dice  que  es  conveniente 
^1  examen  previo  de  si  la  facultad  de  testar  es  permitida  por  dere- 
"cho  natural  y  si  está  en  lucha  ó  en  armonía  con  el  derecho  civil. 

La  primera  parte  de  esta  proposición  creo  que  ha  quedado  com- 
pletamente demostrada  de  un  modo  contrario  á  las  ideas  y  á  las  as- 
piraciones del  señor  Castans  en  las  primeras  páginas  de  hi  Memoria 
whre  la  conveniencia  y  utilidad  déla  sucesión  forzosa,  que  publiqué 
en  Barcelona  en  el  ano  de  1857. 

»Tal  es,  decia,  la  respetable  opinión  de  este  profundo  juriscon- 
sulto (Linguet)  sobre  la  libertad  de  testar,  y  en  el  dia  apenas  hay 
ninguno  que  no  tenga  la  testainentificacion  por  derecho  puramente 
^civil,  ni  gobierno  que  no  reconozca  en  sí  la  competente  autoridad 
^iíara  suspendería,  ampliarla  ó  restringirla»  (2). 

«La  kstoria,  que  ensena  mas  que  todas  las  opiniones  de  los  ju- 


(1)  Memoria  sobre  los  derechos  y  privilegios  de  las  mujeres  casadas  y 
de  tas  viudas  en  Cataluña^  por  el  autor  de  este  artScalo,  inserta  en^el  to« 
mo  XV,  pág.  121  de  esta  Rbyista. 

(2)  Puffeadorf,  de  dejur,  nat.  et  gent,,  líb.  4,  cap.  10  et  II.  Hcinec- 
eíus,  Eiem.  jur.  nat.  et  gent.,  lib.  i,  cap.  11.  J^  tn  disset.  de  testamen^ 
iifae.  -  ' 
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ristas,  demuestra  que  la  mayor  parte  del  género  humano  no  ha  eo« 
nocido  los  testamentos.  En  Grecia  no  los  hubo  antes  de  Solón  y 
Epitáteo  (1).  T  Platón  después  de  ponderar  los  incouTenientes  de 
la  testamentifícacion  en  el  estado  de  vejez  ó  enfermedad,  acense* 
jaba  que  se  coartase  la  libertad  de  testar  (2). 

En  el  reino  de  Siam  los  bienes  de  los  difuntos  se  dividian  en  trea 
partes;  una  para  el  Rey,  otra  para  los  sacerdotes  y  otra  para  loa 
hijos  (3). 

Entre  los  Etiopes  son  preferidos  á  estos  en  las  herencias  los  pa« 
Tientes  del  padre  y  de  la  madre  (4).  Entre  los  Armenios  no  heredan 
las  mujeres  (S).  En  algunas  provincias  hereda  el  fisco  á  los  estran- 
jeros  (6).  En  otras  no  pueden  testar  los  menores  de  2S  anos.  En 
otras  ningún  soltero. 

Si  en  el  estado  de'  la  naturaleza,  en  el  origen  de  las  sociedades 
no  se  conoció  el  dominio,  si  nadie  tenía  la  propiedad  de  las  cosas» 
si  estas  pertenecian  al  mas  fuerte  ó  al  primer  ocupante,  ¿en  dónde 
estaba  el  derecho  de  hacer  testamento? 

Este  derecho,  ó  la  facultad  de  disponer  de  nuestros  bienes  para 
un  tiempo  en  que  ya  no  existiremos,  no  nos  viene  por  cierto  de  la 
Baturaleza  (7),  pues  en  el  derecho  natural,  el  hombre  muere,  sua 
bienes  quedan  vacantes  y  se  apodera  de  ellos  el  primero  que  llega: 
mas  las  leyes  civiles  en  todas  las  naciones,  después  de  fijar  el  de- 
recho de  propiedad  y  de  hacerle  comunicable  mediante  los  contra- 
tos, le  hicieron  también  trasmisible  en  el  instante  de  la  muerte» 
abriendo  asi  la  puerta  á  los  testamentos  y  sucesiones. 

Los  griegos  antes  de  la  guerra  de  Troya,  vivían  de  la  rapiña; 
y  el  que  coteje  la  descripción  que  hace  Tucidides  de  las  antiquísi- 
mas costumbres  de  Grecia,  con  las  que  hacen  César,  Melá,  Tácita 
y  Estrabon  de  los  antiguos  alemanes,  hallará  una  semejanza  común 
á  todas  las  naciones  bárbaras  del  mundo.  El  uso  de  las  naves,  es. 
decir,  el  comercio  marítimo,  hizo  civilizados  á  los  griegos:  nacieron 
las  artes,  se  inventaron  las  ciencias,  se  formaron  las  leyes,  se  ert- 


(1)  Plutarcus,  in  Sohne,  et  in  Egid.  Arist.  PolÜ.,  lib.  2,  cap.  9. 

(2)  De{e^.  lib.  32,  Dig.ll. 

(3)  Scliouten,  ap.  PuíTendorf,  he,  eit. 
U)  Puiíeadorf,  t6. 

(5)  Heineccius.  Bhment,  jur,  german.y  lib.  2,  tft.  9. 

(6)  Heineccíus,  ib» 

(7)  Antonio  Gómez,  á  la  ley  3  de  Toro. 
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^ieroa  los  tribunales  y  hallaron  los  ciudadanos  el  modo  de  vivir  en 
la  necesidad  mutua  de  cada  uno. 

Así  es  que  en  el  estado  de  la  naturaleza  no  se  conocían  los  tes- 
tamentos.  La  facultad,  pues,  de  testar  ó  de  disponer  de  nuestras 
cosas  para  un  tiempo  en  que  ya  no  existiremos  no  es  de  derecho 
natural.  Queda,  pues,  con  esto  probado  la  primera  parte  de  la  pro- 
posición de  im  modo  contrario  á  las  ideas  de  mí  contrincante. 

El  derecho  civil,  por  el  que  se  ha  consignado  en  los  códigos  de 
todas  las  naciones  cultas  la  facultad  de  hacer  testamento,  como  \o 
reconoce  mi  adversario,  lleva  necesariamente  consigo  la  regula- 
cion  del  derecho  natural  de  que  habla  el  célebre  Linguet  en  el  lu- 
gar citado  en  mi  Memoria  sobre  la  conveniencia  y  utilidad  de  la  su-^ 
cesión  forzosa  (1). 

La  esencia  del  derecho  natural  es  la  libertad  indefinida,  corno- 
ha  dicho  este  profundo  jurisconsulto.  De  este  derecho  no  existe  et 
menor  vestigio  en  la  sociedad,  porque  el  derecho  civil  es  la  priva- 
ción absoluta  de  esta  libertad. 

El  pretendido  derecho  natural  que  subsiste  entre  nosotros,  es^ 
como  dice  el  mismo  Linguet,  una  producción  facticia,  absolutamen- 
te estraSa  á  la  naturaleza  y  obra  solo  del  arte  que  le  ha  dado 
origen. 

<(Este  derecho  (como  dice  Burlamaqui),  considerado  como  una^ 
facultad,  como  una  potestad,  ó  como  un  poder  de  obrar,  no  es 
otra  cosa  que  el  poder  que  tiene  el  hombre  de  servirse  de  su  liber> 
tad  y  de  sus  fuerzas  naturales  con  respecto  á  los  hombres;  siempre 
q^  la  fxízon  apruebe  este  ejercicio  de  sus  fUerzas  y  de  su  li- 
hertady>  (2). 

£1  derecho  tomado  en  este  sentido  (prosigue  el  autor  citado)  tie- 
ne por  opuesto  á  la  obligadoríy  que  no  es  mas  que  una  reducción,  6 
wm  limitación  de  la  libertad  naluraly  producida  por  la  razón,  mien- 
tras esta  no  nos  permite  resistir  á  los  que  usan  de  su  derecho  coa 
respecto  á  nosotros. 

Tal  es  el  pretendido  derecho  natural  que  subsiste  entre  nosotros, 
según  la  definición  de  este  sabio  escritor,  absolutamente  estraño  k 
la  naturaleza  y  obra  solo  del  arte  que  le  ha  dado  su  origen,  como 
ha  dicho  Linguet  con  tanta  oportunidad. 

(1)  Véase  las  págs.  224  y  463  del  tomo  XII  de  esta  Revista,  donde  I» 
hemos  publicado. 

(2)  Elementos  del  derecho  natural. 
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Pero  este  derecho,  repito,  qae  no  es  el  primitivo  derecho  de  la 
naliiraleza,  por  el  cual  disponia  el  hombre  arbitrariamente  de  sus 
oosas  y  hasta  de  una  manera  contraria  á  su  conservación  y  perfec- 
ción, y  á  la  conservación  y  perfección  de  su  familia,  y  de  una  so- 
ciedad civil  que  no  existiaen  el  estado  natural.  Véase,  pues,  cómo  son 
inoportunas  las  consideraciones  aducidas  por  mi  competidor  para 
destruir  la  respetable  opinión  de  Linguet. 

Una  vez  establecida  la  sociedad  civil  y  natural,  cualquiera  que 
sea  su  gobierno,  está  obligada  por  derecho  natural  á  conservar  y 
protejer  á  todos  los  que  nacen  en  ella,  y  por  lo  mismo  debe  mirar 
eon  igual  favor  y  .predilección  al  hijo  segundo  que  al  primogénito. 
Por  derecho  natural  nacen  los  miembros  del  Estado  sujetos  á  las 
leyes  de  la  sociedad  donde  reciben  la  vida.  Esta  obligación  nace  de 
la  naturaleza  misma  de  la  sociedad  y  del  fin  porque  fué  esta  esta- 
blecida. 

El  Gobierno,  pues,  cualquiera  que  sea  su  forma,  no  solo  debe 
piK^^er  á  todos  los  individuos,  sino  que  debe  procurar,  por  medio 
de  leyes  justas  y  benéficas  establecer  entre  ellos  la  igualdad  de  de- 
rechos que  sea  compatible  con  el  orden  natural  y  civil. 

Las  leyes  que  tienden  á  destruir  esta  igualdad,  permitiendo, 
como  la  Conslitucion  catalana  y  la  legislación  foral,  que  el  padre 
pueda  establecer  una  notable  desigualdad  en  los  bienes  y  fortunas 
de  lo$  hijos,  hasta  el  punto  de  hacer  rico  al  uno  y  dejar  á  los  de- 
más reducidos  á  la  indigencia,  son  contrarias  á  esle  mismo  derecho 
natural  que  se  invoca  por  nuestros  adversarios. 

Sí  es  un  deber  natural  del  padre  el  criar,  alimentar  y  educar  á 
aquellos  á  quienes  ha  dado  el  ser,  no  lo  es  menos  el  proporcionarles 
una  decorosa  subsistencia,  ó  el  darles  una  porción  razonable  de  sus 
bienes  al  tiempo  de  su  muerte.  Este  es  un  deber  que  la  naturaleza 
y  la  ley  le  imponen  de  consuno.  El  padre  no  tiene  ya  sobre  sus  hi- 
jos un  poder  arbitrario;  no  es  dueño  ó  señor  de  vid» ó  muerte  como 
en  los  primeros  tieaq[)os  de  Homa,  y  debe  por  lo  tanto,  no  solo  ali- 
mentarlos y  educarlos,  sino  que  no  puede  hacerles  desgraciados  ni 
quitarles  la  parte  de  bienes  ó  fortuna  que  racionalmente  les  corres- 
ponde después  de  su  muerte,  por  su  calidad  de  herederos  forzosos 
del  mismo. 

Si  el  padre  es  rico  y  opulento  al  tiempo  de  su  muerte,  no  puede 
tolerar  la  naturaleza  ni  permitir  las  leyes  de  ningún  país  civilizado 
que  los  hijos  se  vean  reducidos  á  la  indigencia,  ni  que  entre  ellos 
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se  establezcan  distiaciones  ó  desigaaldades  odiosas  y  desproporcio- 
nadas hasta  el  punto  de  que  el  uno  se  quede  con  toda  la  herencia, 
con  todos  los  bienes,  con  toda  la  fortuna  y  que  los  otros  no  tengan 
muchas  veces  donde  guarecerse  ni  de  qué  comer. 

Esto,  en  vez  de  producir  los  beneficios  qué  se  proponen  los 
apologistas  del  sistema  foral,  ha  dado  lugar  á  todos  los  males  que 
hemos  enumerado  en  nuestros  escritos.  Testigo  presencial  el  Esce- 
lentísimo  Sr^  D.  Pascual  Madoz  de  los  pleitos,  odios  y  rivalidades 
que  engendra  este  sistema  entre  las  familias  catalanas,  en  el  acto 
de  recibir  á  una  comisión  de  los  hijos  segundos  de  Cataluña ,  que  se 
le  presentó  demandándole  su  apoyo  y  proteccion^en  el  Congreso, 
pronunció  el  discurso  siguiente: 

ccTo  les  prometo  hacer  todo  lo  que  pueda  en  favor  de  su  peti- 
ción, porque  la  considero  justa,  y  además  está  en  mis  convicciones. 
Señores,  ¿no  hemos  quitado  los  mayorazgos  y  las  vinculaciones? 
¿Por  qué  se  ha  de  permitir  que  en  Cataluña  se  vincule  bajo  un  fri- 
volo pretesto?  ¿No  hemos  mejorado  la  suerte  de  ios  hijos  segundos 
y  terceros  de  la  grandeza  de  toda  España,  ¿  por  qué  no  se  ha  de 
mejorar  también  la  de  los  hijos  segundos  catalanes?  Esta  tolerancia 
es  un  contrasentido  de. las  leyes  del  ano  i2  y  37.  Yo  me  ocuparé 
de  esto,  porque  en  las  reformas  no  se  ha  de  cejar  ni  un  solo  dia 
hasta  verlas  terminadas;  cuanto  mayores  sean  las  dificultades,  ma- 
yor debe  ser  la  constancia  en  vencerlas. 

»Por  o(ra  parte,  esta  ley  catalana  no  ha  logrado  ni  puede  lograr 
el  objeto  que  se  propone,  cual  es  la  gratitud  de  los  hijos  hacia  sas 
padres,  porque  donde  no  hay  amor  no  hay  gratitud,  en  donde  hay 
amor  no  hay  distinciones,  en  donde  hay  distinciones  se  crean  ene- 
mistades y  odios  entre  el  hijo  primogénito  y  sus  hermanos,  y  esia 
es  la  causa  deque  en  ninguna  provincia  de  España  hay  tantos  plei- 
tos como  en  Cataluña.y> 

«En  los  pocos  días  que  estoy  en  ella  y  en  todas  partes  se  me  han 
pedido,  y  he  negado,  recomendaciones  para  los  jueces  y  Sr.  Regente 
de  esta  Audiencia,  por  los  pleitos  que  tienen  pendientes  los  hijos 
contra  sus  padres,  los  padres  contra  sus  hijos,  los  hermanos  contra 
sus  hermanos;  de  modo  que  esta  ley  lejos  de  lograr,  como  he  dicho, 
el  objeto  que  se  propuso,  ha  sido  y  es  la  desunión,  la  discordia  y 

la  perdición  de  las  familias.y>  (1) 

----■■      ■       ■ — I — - 

{i)  Véase  «La  Corona)),  periódico  de.  Barcelona  de  4.°  de  diciembre 
de  1859,  y  el  Boletín  de  la  Rbtista,  tomo  IX. 
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Nada  podríamos  añadir  nosotros  al  vivo  relato  que  ha  hecho  con 
esta  elocuente  manifestación»  una  persona  tan  digna,  tan  compe- 
tente, tan  autorizada  y  tan  conoeedera  del  país  y  de  la  familia  ca- 
talana como  el  Sr.  Madoz. 

Don  Pedro  Nolasco: Vives,  decano  del  Ilustre  colegio  de 
Abogados  de  Barcelona ;  uno  de  los  mas  celebrados  escritores  mo- 
dernos del  derecho  c^laa,  y  cuya  opinión  no  podrá  ser  sospe- 
chosa á  nuestros  antagonistas ,  al  traturde  esta  materia  se  espre- 
sa así: 

c  Algunos  han  criticado  la  disposición  de  esta  ley  (la  constitución 
que  s^ala  la  legítima  de  los- hijos)  bajo  dos  aspectos:  el  primero, 
porque  quiso  limitar  en  taiila  manera  la  legítima  de  los  hijos,  que 
deben  contentarse  con  solo  la  cuarta  parte  de  la  herencia,  por  mu- 
cho que  sea  su  número;  y  el  segundo,  porque  en  dicha  ley  &e  faculta 
á  los  herederos  para  paga^  la  legitima  en  dinero  ó  en  cuerpos  here- 
ditarios. En  cuanto  á  lo  primero,  oreen  que  fué  mas  razonable  de- 
rogar la  ley  gótica,  que  la  costumbre  segunda  que  se  dice  ha- 
berse observado  en  algunos  distritos ,    porque   limita  demasia- 
do la  libertad  del  padre;  pero  al  mismo  tiempo  dicen  que  de- 
bia  dejarse  en  observancia  la  costumbre  primera,  ó  mejor  la  ley 
romana  que  en  ella  se  cita,  que  es  la  novela  i8,  capítulo  i.'',  en 
la  que  se  señala  la  tercera  parte  de  la  legítima  si  los  hijos  no  pasan 
del  número  de  cuatro,  y  la  mitad  si  esceden  de  dicho  número.  Re* 
cuerdan  que  Cataluña  estuvo  en  un  estado  mas  floreciente  en  los  sí^ 
glos  XIV  y  XV  en  que  se  observaba  generalmente  la  costumbre  pri- 
mera, que  no  después  de  iS8^  en  que  se  prefirió  la  ley  2  de  este 
título.  En  efecto,  fueron  funestos  los  efectos  de  esta  ley,  pues  el 
grande  prurito  de  vincular,  que  ^e  estendió  con  tanta  vehemencia 
en  aquella  época,  encontró  mas  materia  eu;  que  cebarse;  y  libres  los 
padres  en  la  disposición  de  las  tres  imartas  partes,  y  pudiéndose 
satisfacer  en  dinero  la  otra  cuarta  parte,  se  estancó  la  propiedad,  y 
casi  no  habia  podido  adquirirse  una  .sola  finca,  sino  á  beneficio  de 
lo  que  se  ha  espresado  en  la  página  3d8  dé  este  tomo.  De  otra  parte 
los  hijos  segundos,  viéndose  reducidos  i  una  legítima  tan  mezquina , 
y  no  habiéndose  acostumbriado  aun  á  negociar  el  dinero  que  se  les 
entregaba,  se  vieron  casi  oondenados  al  celibato,  y  resaltó  un  efecto 
contrario  al  que  se  propusieron  los  autores  de  la  ley,  pues  no  ca- 
sándose los  hijos  segundos  4Íe  las  casas  principales  en  aquella  época 
en  que  lamiUcia  no  ocnpaba  tanta  gente»  ^  perdieron  muchísimas 
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de  aqueüas  casas  primipdes,  para  úuya  conservación  se  hizo  pre- 
cisamente esta  ley.^  (1) 

Esto  prud)a  con  6videapk.los  HUiies  que  ha  producido  en  Cata* 
luna  la  ley  de  sucesión,  y  que  desde  remotos  tiempos  ha  sido  ob^ 
jotoilela  crítica  7  de  la  eeasura  de  autores  catalanes  muy  res- 
petables. 

No  pretendo  que  se  estaUecca  entre  los  hijos  una  absolnta  igual- 
dad, ó  que  los  bienes  del  padre  alliempo  de  su  muerte  se  repartan 
entre  ellos  por  partes  iguales,  cooio  algunos  han  pretendido.  Nada 
de  esto.  Estoy  enteramente  opuesto  á^ta  igualdad,  pues  quiero 
que  se  deje  al  padre  la  faooltad  de  mejorar  á  alguno  de  sus  hijos, 
como  se  hace  por  medio  del  artículo  642  del  Proyecto  del  Gódigo 
civil  español. 

Esta  facultad  (como  decía  en  mi  citada  Memoria)  que  la  ley  con* 
cede  á  los  asendienkes,  nos  parece  muy  conforme  por  estar  acorde 
con  la  justicia  y  con  los  sentimientos  de  la  naturaleza.  Si  se  prohi- 
biese toda  mejora  en  £avor  de  los  herederos  forzosos,  es  cierto  que 
se  establecerla  entre  ellos  una  riguirosa  igualdad,  como  ha  dicho  un 
ilustrado  jurisconsulto.  ¿Mas  esta  igualdad,  este  nivel  perfecto,  este 
absoluto  equilibrio  entre  los  hijos  de  un  mismo  padre,,  seria  siempre 
justo,  correspondería  siempre  á  los  sentimientos  del  corazón  y  á  los 
designios  de  la  naturaleza?  ¿  Cómo  la  naturaleza  ha  podido  otorgar 
defecbos  iguales  á  los  que  de  tan  diverso  modo  ha  tratado?  ¿Dónde 
encontrar  una  familia  en  que  todos  los  individuos  tengan  una  fnerza 
física  igual,  inteligencia  igual,  una  fortuna  igual,  y  en  la  qíie  nin- 
guno ha  tenido  desgracias  y  sufrido,  enfermedades  que  no  ban  te- 
nido ni  sufrido  los  demás  de  ella?  Necesario  es  haber  perdido  de  vis- 
ta esas  desgracias  y  lesas  difer^icías ,  que  generalmente  hay  en  las 
familias,  para  querer  proporcionar  á  todos  sns  individuos  una  igual- 
dad absoluta  de  la  herencia  paterna* 

Si  la  ley  prohibiese  al  gefe  tle  jtei  familia  socorrer  al  individuo 
que  está  mas  necesitado;  si  no  pudiese  levantar  al  mas  desvalido  ó 
al  menos  protegido  por  la  fortuna;  si  tuviese  atadas  las  manos  para 
socorrer  los  males  que  está  llamado  á  presenciar;  si  no  pudiese  ha- 
cer cesar  ciertas  desgracias  entre  los  individuos  de  la  familia,  que 
quisiera  que  fuesen  tan  felices  como  los  demás;  m  una  palabra,  si 
careciese  el  padre  de  toda  facultad  é  intervención  benéfica,  se  ve- 

(i)    «Usages  y  demás  dm-echios  de  Cataluña,»  tomo  2,  págs.  346  y  347. 


' 


PE  LA  SUGSSIOV  FORZOSA.  335 

ria  priVado  del  principal  medio  de  hacer  respetar  su  autoridad  tan 
necesaria  para  mantener  el  equilibrio  y  sostener  el  orden  en  la  far 
mília,  y  de  ser  justiciero,  directivo  y  tutelar. 

Véase,  pues,  como  en  este  punto  estamos  acordes  con  el  Señor 
Castans,  con  la  diferencia  que  él  qoiere  que  las  facultades  del  pa- 
dre sobre  esta  importante  materia  sean  mny  latas,  mientras  que  nos- 
otros sostenemos  que  deben  ser  justas  y  razonables  y  en  un  todo 
conformes  á  los  sentimientos  del  corazón  y  á  los  designios  de  la  na^ 
taraleza. 

Así  es  que  la  legislación  que  encierra  dentro  de  estos  límites  la 
facultad  de  testar  es  la  mas  conforme  á  la  naturaleza  y  á  lo  que  se 
halla  establecido  en  los  códigos  de  todos  los  países  civilizados. 

No  cree  mi  contrincante  que  el  padre  pueda  llegar  á  abusar  de 
la  facultad  que  le  dá  la  constitución  catalana,  permitiéndole  dejar 
á  un  estrano  las  tres  cuartas  partes  de  la  herencia,  y  dice  que  á  su 
juicio  son  insuficientes  las  razones  en  que  me  apoyo  para  demos* 
trarlo.  Después  de  cinco  siglos  de  existencia  (dice)  qae  cuenta  el 
fuero  catalán,  ¿se  conoce  algún  caso  en  que  el  padre,  sin  grandes 
motivos,  haya  dejado  á  un  estraño  las  tres  cuartas  partes  de  lo& 
bienes  y  solamente  una  cuarta  á  la  totalidad  de  sus  hijos? 

Se  conocen  muchísimos  casos  hasta  el  punto  de  ser  una  costum- 
bre generalmente  observada  desde  tiempo  inmemorial,  .el  dejar  el 
padre  las  tres  cuartas  partes  de  su  herencia  al  hijo  primogénito,  en 
perjuicio  de  los  demás,  quienes  se  ven  muchas  veces  reducidos  á  la 
indigencia;  y  podríamos  citar  también  algunos  casos  en  que  el  pa- 
dre ha  dispuesto  de  la  mayor  parte  de  su  herencia  á  favor  de  su  se* 
gunda  consorte,  lo  que  ha  dado  lugar  á  muchos  pleitos  que  existen 
en  el  Archivo  de  la  Audiencia;  y  estas  disposiciones  serían  sin  duda 
mucho  mas  frecuentes,  si  las  facultades  del  padre  no  se  hallaren  eo 
este  punto  limitadas  por  la  famosa  ley  romana  Eac  edktcHU  Cad,,  de 
secundis  nuptiis,  vigente  en  Cataluña,  que  prohibe  al  cónyuje  so* 
brevivíente  dejar  al  segundo  consorte  mas  de  lo  que  haya  dejado  á 
aquel  hijo  del  anterior  matrimonio  á  quien  haya  dejado  menos.  No 
dejaría  de  tener  noticia  el  Sr.  Castañs  de  algunos  testadores  que 
han  nombrado  por  heredero  á  Dios  y  á  su  alma,  y  de  otros,  que  haa 
elegido  por  herederos  de  confianza  á  personas  estranas  que  se  han. 
quedado  con  las  tres  cuartas  partes  de  la  herencia.  Estos  casos  han 
sido  bastante  frecuentes  en  Cataluña.  Pero  basta  en  fin  que  el  pa- 
dre abuse  de  esta  facultad  de  un  modo  tan  patente  á  favor  del  hija 
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primogénito  y  en  perjuicio  de  todos  los  demás,  hasta  el  punto  de  ha- 
berse establecido  sobre  ello  una  costumbre  constante  é  inviolable, 
para  que  se  ponga  un  justo  y  razonable  límite  á  esta  omnímoda  fa- 
cultad. 

El  Sr.  Castans  ha  creido  hallar  en  mis  escritos  dos  equivocacio- 
nes, y  se  ha  tomado  un  trabajo  bien  inútil,  trayendo  á  colación  los 
datos  estadísticos  para  demostrarlas*  Dice  en  primer  lugar  que  el 
principal  argumento  y  la  base  de  mi  opinión  consiste  en  el  ejemplo 
que  puse  en  mi  citada  Memoria,  sobre  la  sucesión  forzosa,  de  un 
padre  que  tenga  ocho  hijos  y  un  patrimonio  de  cien  mil  duros  de 
capital,  correspondan  al  heredero  78,000  duros  por  dicho  concepto, 
y  los  restantes  25,000  repartidos  entre  todos  los  hijos,  correspon- 
den 3,i35á  cada  uno  de  ellos.  De  modo  que  el  heredero  (que  es 
casi  siempre  el  hijo  primogénito)  se  lleva  78,i25  duros  cuando  ásusí 
infelices  hermanos  solo  les  corresponden  3,125. 

¿En  dónde  están  las  equivocaciones  ó  la  inexactitud  dé  esta  de- 
mostración? El  Sr.  Castans  ha  creido  hallarlas  en  los  hechos  si- 
guientes: 

cl.°  Que  son  muy  pocos  los  padres  que  en  las  provincias  fora- 
»les  dejen  al  morir  un  capital  líquido  de  100,000  duros.  > 

Luego  hay  algunos,  como  lo  ha  demostrado  el  mismo  Sr.  Castans. 
«2*®    Que  es  muy  raro  y  escepcional  el  caso  en  que  le  sobrevi- 
ivan  ocho  hijos.» 

No  es  tan  raro  como  le  parece  á  dicho  seSor.  Esto  está  en  el  or- 
den de  la  naturaleza,  y  creo  que  de  ello  se  ven  en  todas  partes 
muchos  ejemplos. 

cS.""  Que  en  Cataluña  el  padre  cuando  instituye  heredero  á  su 
hijo  primogénito,  no  le  dá,  sino  que  le  restituye  hasta  cierto  punto 
unos  bienes,  cuya  conservación  y  aumento  algunas  veces  se  debe 
solo  á  su  laboriosidad  y  economía. » 

Esto  no  es  mas  que  un  dicho  del  Sr.  Castans,  y  si  algunas  veces 
sucede  lo  que  él  dice,  no  se  nos  negará  qué  muchas  otras  el  hijo 
primogénito  ha  causado  la  ruina  del  patrimonio  de  su  padre,  lo  que 
es  muy  fácil  que  suceda  por  lo  que  dice  el  célebre  Campomanes  en 
el  párrafo  transcrito  en  el  epígrafe  de  este  artículo.  Éste  hecho, 
pues,  nada  prueba  por  su  vaguedad  y  poca  exactitud. 

«4.®  Que  no  es  exacto,  por  punto  general,  que  á  los  segundo- 
»génitos  se  les  deje  solo  la  cuarta  parte  de  los  bienes.» 
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En  taato  es  exacto,  como  que  son  infinitos  los  casos  en  qiie  se 
les  deja.'aun  menos  de  esta  coarta  parte^  qne  es  lo  que  les  correspon* 
de  por  la  ley.  Apelo  sobre  esto  al  voto  de  los  Jueces  y  Tribunales, 
pnes  no  habrá  ano  solo  que. diga  que  no  haya  tenido  muchos  pleitos 
en  demanda  de  suplemento  de  legitima  por  no  haberse  dado  por  los 
padres  á  sus  hijos  segundo-génitos  lo  poco  que  les  correspondía  por 
la  ley.  De  modo  que  en  Cataluña  estos  pleitos  son  y  han  sido  siem- 
pre los  mas  frecuentes,  como  puede  verse  en  las  escribanías  y  en  el 
archivo  de  la  Audiencia  del  territorio,  y  como  bien  claramente  lo 
dice  en  el  lugar  citado  el  respetable  Sr.  D.  Pascual  Madoz.  De  mo- 
do que  me  admira  que  el  Sr.  Castans,  que  por  tantos  anos  habia 
ejercido  la  abogacía  en  este  Principado,  haya  sentado  un  hecho  se- 
mejante. 

Los  cuatro  hechos,  pues,  sentados  por  dicho  señor,  aparte  de  su 
inexactitud,  no  prueba  ni  probarían,  aunque  fuesen  ciertos,  las  dos 
equivocaciones  que  me  atribuye  eúr  el  citado  ejemplo,  porque  es  im- 
posible destruir  ni  negar  las  premisas  en  que  está  basado,  que  se 
fundan  en  la  ley  de  sucesión  que  rige  en  Cataluña,  y  siendo  ciertas 
las  premisas  debe  ser  legítimo  él  argiüonento  ó  la  consecuencia. 

Aquel  ejemplo  es  de  mayor  á  menor;  pero  si  se  pone  vice-versa 
resultará  lo  mismo.  Supongamos  que  un  padre  posee  un  patrimonio 
de  S0,000  duros  de  capital,  y  que  deja  cuatro  hijos  al  tiempo  de 
su  muerte,  resultará  que  el  heredero,  que  es  por  regia  general  el 
primogénito,  como  no  lo  ha  podido  negar  el  Sr.  Castans,  se  llevará 
quince  mil  por  dicho  concepto,  mientras  que  los  cinco  mil  restantes 
tendrán  que  repartirse  entre  los  demás  hijos,  y  aun  entrará  el  here- 
dero en  esta  repartición  por  una  parte  igual  á  los  demás;  de  manera 
que  á  cada* uno  de  estos  sólo  les  corresponderá  4,350  duros,  en 
tanto  que  el  heredero  tendrá  16,230.  Véase,,  ptíes,  cómo  resulta  la 
misma  desproporción,  que  no:  podrá  nunca  dei^uirse  por  ninguna 
estadística  oficial.  Asi  es  que  no  seguiré  al  Sr.  Castans  en  la  escur- 
sion  que  ha  hecho  á  la  estadística  de  Catalana,  porque  desde  lue- 
go se  observa  que  los  datos  aducidos  no  destruyen  ni  podrían  des- 
truir, aunque  fuesen  exactos,  mis  argumentos,  fundados  en  la  des- 
igualdad que  se  observa  entre  los  Jiijos  en '  la  herencia  paterna. 

Repito  que  celebro  que  el  Sr.  Castans  me  haya  proporcionado 
esta  bella  ocasión  de  dilucidar  una  cuestión  tan  importante  para 
Cataluña  y  provincias  fonUes,  y  hubiera  deseado  que  el  digno  se- 
ñor D.  Ramón  Róig  f  Rey,  presMeiité  de  h  Academia  de  JúrispVur 
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Cencía  y  Legislaícion  de  Barcelona  hubiera  hecho  lo  mismo,  porque 
<;omo  dije  en  la  contestación  á  su  discurso  leído  en  la  Academia, 
que  aun  se  mejoraría  en  caso  de  república.  Lejos  de  rehuir  las  po- 
lémicas desearia  sostener  una  ludia  con  todos  mis  adversarios, 
puesto  que  la  razón,  la  naturaleza  y  la  justicia  me  facilitan  datos 
para  vencerlos  á  todos  en  el  campo  de  la  dispusion. 

Fraídseo  de  Poo. 


DE  LOS  INTERESES  EN  EL  (lONTRiTO  DE  PRÉSTiía. 


¿Hay  m  el dia  términos  hééilei  para  tma  demanda  judieial  so*- 
breredueeion  de  intereses  en  el  contrato  de  prétíanwf 

Nuesüfo  ilusü^o  oompaSero  el  Sr.  Arias  Brime  ha  resuelto 
«sta  cuestión  afimativamente  (1),  y  nosotros,  deseando  ilustrar  un 
punto  tan  importante  de  nmesiro  derecho,  vamos  á  esponer  las  rar 
2ones  que  tenemos  para  ser  de  la  opinión  opuesta. 

Para  demostrar  que  el  oontrato  de  préstamo  á  interés  no  ha  sido 
«odificado  por  la  ley  de  1886,  cómoda  á  entender  el  Sr.  Arias, 
«ino  absoliétameníó  oreado  por  ella,  vamos  á  hacer  una  ligen  es- 
cursion  por  nuestros  Códigos  y  presentar  su  verdadero  desenvolvi** 
miento. 

El  Fuero  Juzga*  acoplando  ios  principios  de  la  legislación  ro- 
mana, establece  la  tasa  M  intéréis  en  la  ley  8.*,  tít.  8.%  iib.  8.* 
El  Fitóro  fleal,  publicado  por  el  hijo  de  un  Rey  célebre  por  su  odio 
á  los  judíos^  trató,  come  era  natural,  de  aumentar  trabas  á  laiii»- 
^Ittstrta  de  estos  miserables,  que  como  dice  Blanqui  se  dtsquUaban 
4ionel  cuito  dd  oro  de  las  afrentas  reeibid<m  á  sus  creencias ,  y  -en  la 
ley  6.*,  tít.  4.S  tib.  4.^  restableció  la  tasa  de  tres  maravedís  por 
cuatro  por  todo  ei  año^  bajo  pena  de  nulidad  y  de  tomar  lo  doUado 
á  aquel  que  lo  ionró. 


MMMta 


(i)   Rbtísu  gbnbru  na  LioisuciOEf  t  JuiusmoD&'fGu»  pig.  44  de  es(0 


lomo. 


DE  LOS  imrERKSBS  XN  EL  CONTRATO  DE  PRÉSTAMO.       OSi 

Las  Partidas  escritas  bajo  la  influencia  del  derecho  canónico,  que 
en  los  Concilios  de  Nicea  y  de  Gartago  había  prohibido  el  préstamo 
á  interés,  adoptaron  tamUen'estesisitenia  y  le  copiaron  en  las  leyes 
31  y  40,  tít.  4.%  Partida  5/ 

La  Iglesia  cada  vez  mas  poderosa  renueva  los  ataques  que  los 
Santos  Padres  habian  diri^do  contra  la  umra ,  y  hace  que  Enri- 
que III  por  servir  á  Dios  no  solo  prohibiese  el  préstamo  á  interés, 
sino  que  impusiere  á  sus  contraventores  la  pena  de  escomunion  y  la 
pérdida  de  oficio  al  escribano  que  otorgare  el  contrato.  Leyes  l.*> 
2.*  y  3.»  tít.  22,  Kb.  12  de  la  Nov.  Recop. 

No  vamos  á  demostrar  aquí  el  error  de  los  soUalistas  al  creer  que 
los  Santos  Padres  habían  combatido  la  propiedad  en  los  ataques  diri-* 
jidos  contra  la  usura ,  porque  además  de  no  conducir  á  nada  para  la 
solución  que  debatimos,  es  impasible  creer^  como  dice  Mr.  Laurier(l) 
que  San  Basilio  pueda  sbr  el  precusor  de  Luis  Blanc 

Lo  que  sí  es  necesario  tener  presente,  que  el  préstamo  á  interés 
estaba  abolido  de  derecho,  y  qne  si  bien  por  las  leyes  14,  17,  18  y 
21,  tít.  13,  libro  10,  de  la  Novísiflia,  parece  que  estaba  permitido 
un  6  por  100  entre  mercaderes  y  comerciantes;  sin  embargo  esto 
no  fué  sino  taxativo  y  limitado  para  k»  estractores  de  lanas ,  y  con 
el  objeto  de  que  no  sufriesen  perjuicio  con  el  tanteo  que  estaba  con* 
cedido  i  los  fabricantes. 

El  Código  de  Comercio  vino  á  hacer  mas  ostensiva  esta  determi* 
nación,  y  en  los  artículos  ^7  y  308,  dispuso  que  el  rédito  que  los 
comerciantes  estableciesen  en  sus  préstamos  no  podría  esceder  de 
un  6  por  100. 

A  pesar  de  las  prohicíciones  de  nuestras  leyes ,  nació,  como  di^ 
ce  el  notable  jurisconsulto  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  «una  costumbre 
^arraigada  á  vista,  ciencia  y  padeneia  del  legislador ,  y  adinitida 
»por  los  Tribunales  que  estendia  á  toda  dase  de  préstamos  el  inte- 
gres que  entre  comerciantes  estaUeeió  el  Código  de  Comercio  (2).» 
.  De  este  modo  la  q>inÍQn  «se  sobrepaso  á  los  preceptos  legales,  y 
á  la  prQhibicion  absoluta  del  préstama  sucedió  la  antigua  tasa  le- 
gal,  autorizada  por  nuestros*  primores  Códigos,  aunque  en  diversa 
escala. 

Sin  embargo  las  penas  y  las  censuras  estaban  vigentes ,  y  esto 
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(1)  La  liberté  de  Targont. 

(2)  Curs<»  de  derecho  roomMt^ 
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ademÁs  de  los  ioieonvenieñtes  de  la  tasa ,  hacia  que  el  contrato  de 
préstamo  fuese  mas  usurario. y  mas  difícil,  y  el  Código  Penal  de 
d848  para  hacer  desaparecer  alguno  de  aquellos  obstáculos  elimi- 
nó la  usura  de  la  escala  de  los  delitos.        • 

Has  esto  no  era  bastante.paraatraer  al  mercado  un  número  con- 
siderable de  valores  que  se  hallaban  retraídos,  y  favorecer  la  con- 
currencia para  la  baja  de  la  usura,  porque  estando  aun  vigentes  las 
leyes  que  declaraban  nulo  el  contrato  en  que  interviniesen  usuras,  se 
daba  lugar  al  acaparamiento  ó  monopolio  de  estas  negociaciones  por 
los  mas  audaces  que  se  hacían  pagar  bien  cai^iysu  esposicioh. 
'  Entonces  se  publicó  la  ley  de  i4' de  marzo  de  Í85S,  en  cuyo  ar- 
ticulo 1.^  y  2.°  se  dispu3o<;qiie  quedaba  abolida  la  tasa  del  interés 
del  capital  dado  á  préstamo ,  y  sujeto  laicamente  á  la  convencioft 
que  los  particulares  pactasen  por  escritii.^      .-  . 

Por  el  examen  de  las  leyes  que  hemos  enumerado  se  demuestra 
lo  que  digimos  al  principio.,  y  es,  que  el  objeto  de  la  ley  de  1856  no 
fué  el  suprimir  una  especialidad  en  el  contrato  de  préstamo,  como 
pretende,  el  Sr.  Arias  Brime,sino' darle  una  ntíeva  forma  y  una  crea- 
eime$pedal. 

La.  ley>de  1856  vino  ¿  dar-  valor  al  contrato  de  préstamo  que 
de  derecho  estaba  prohibido,  y  á  quitar  la  ta§a  que  la  práctica  ha- 
bla admitido  y  que  la  ciencia  habia  demostrado  era  tan  perjudicial 
á  los tomadoresGomo  á  la  riqueza  pública  en  general. 

De  tal  modo  es  esto  cierto,  queeii  dicha  ley  se  encuentran  de- 
terminados, no  solo  los  requisitos  necesarios  para  su  validez,  sino 
la  solución  de  las  cuestiones  que  de  él  pueden  nacer ,  y  qtié  no  dé- 
ben  resolverse  por  lasneglas  ordinarias  de  tos  demás  contratos. 
'  La  ley  que  había  dado  vida  á'  una  nueva '  contratación ,  se  encar- 
gaba de  regularkarla  j(  de  señalarla  la  esfera  en  que  legítimamente 
podía  girar;  asi  es,  que^^ después  de  determinar  en  el  art:  1.®  qué 
quedaba  abolida  la  tasa  del  interés ,  se  ocupa  en  los  siguientes  de 
designar  lo  que  se  eatíende*  por  éste;  de  marcar  la  unidad  de  ti^- 
po  á  que  hay  que  atender  para  exigirle  ;>  de  manifestar  las  cosas  en 
que  pitede  consbtir;.el  modo  de  verificarse  y  estinguirse ,  y  por  úl- 
timo, de  señalar  el  interés  que  debe  pagarse  cuando  no  se  ha  pac* 
tado  espresamente*  .í.^ 

Este  contrato.  $!^. encuentra,  completamente  circunscrito  en  la 
órbita  que  le  marcó  la  ley  que  le  dio  origen ,  y  en  elld^  únieametUc 
hay  que  buscar  la  solución  de  las  cuestmes  i.  <pie  dé  lugar. 


BB  LOS  nrmauKs  xn  sl  gostiuto  db  préstamo.    -Sel 

JkJxoíSL  ]mu  y  ¿del  contesU):  y  espirita  de  l(i»ai^.  i.*^  y  8.^  piM4? 
f  deducirse  que  hay  focultad  p$^ra  yrecja^iar  jla  r^doccioa  del  ÍAt^réts^ 
^|»of  lesión  ó  por  Qtra^uj»a? 

Ifogotr^s  créeme  que  ao^  porque  ^  ellog  ap  «^  «st^üUeee  otfio 

^(^que  que  la  ^oay;eACÍon  4^  los  /:;aiitaataD,teis,  y  ^gir  ;0waigMÍQii(6  q^e 

es  legítimo  y  valedero  todo  cuanto  ellos  espontáne^kiiettte  djeter- 

Si  la  ley  hubiera  querido  dar  cabida  á  la,J^iom.fa^¡a  «edacdi- 
do  el  atípuío'Sk^  de.i^txp  «wp^,  yren  vez  de  decir  que  al  principio 
de  cáela  año  fijaría  el  Gobierno  el  interés  que  debia  pagar  el  dea- 
dor constituido  en  mora  cuando  no  seliubiese  pactado  con  anterio- 
ridad, establecei;ia>  >pQr  el  ^siootrario^^ipa  regla  igeneral  y  absoluta 
para  apreciar  los -danos  que  por  este  contrato  se  podian  originar.  Es 
decir  que  á  la  tasa  inmóbil  delTuero  Juzgo  y  Fuero  Real  habría  sus- 
tituido otra  de  una  escala  móvil  anual. 

La  deimekmiiel «Iteres  que  dá  el  art.  8.^  oorfoboraaun  mas  la 
opinión  que  sustentamos,  puesto  gue  en  el  mero  hecho  de  decir  que 
aqueles  toda  prestación  pactaia  en  favor  de  un  acreedor  ^  ha  destruid- 
do  ^x  coi^pleíoiol  (Ofi^o^óJas  umras  de  tm^tiws  antiguos  Gódjigos» 
.y  considerado  legítimo  ^do  ^dito  ^e  Jbaya  sido  convenido  por  Iqs 
cpntrataptes. 

X^a  lesüon  ademas, de  ^er  contraria  á  Ja  libre  evolución  económi- 
ca de  los  cambios,  es  muy  difícil  de  justificar ,  porque  .el  contrato 
de  préstamo  depende  de  circunstancias  anómalas  y  variables,  de  que 
.-]pB  /DA^jdelos  instes  (solo.  tienea  noticia  los  oontnalBDtes ;  asi  es  que 
f^pjaauchaSiiMsasioiiesy  poTioircunstanrias  partioulases  conviene  to- 
mar al  dooe,  Jo.que  enépacasmoy^^dinarias  noise^erria  al  seis; 
4>tra?  sie  dé,  al  veinte  porque  se  abandona  una  ;negt)GÍacion  seguoa 
ipu^  el  tomador  tiene  que  indemnizar,  y  otras  en  fin  se  hace  pá« 
¿ar  el  rí<$sgo  que  ce  aufre  oon  ventsegack)  á  mía  persona  sin.  ga- 
JTaolia. 

T^  el  {«réstame,  fpues,  no  pnede  haberesafijesa  de  losdemás  oen- 
tratos,  y  el  de  de  esta  clase  que  paresea  mas  inmoral  atendiendo  al 
precio  ordinario  puede  9er  el  de  mas  utilidad  para  aquel  á  quieiK 
se  crea  dañoso,  y  sí  se  le  permitiese  después  ia  reclamación  dene- 
duccion  del  jnterés  por  habqr  sido  perjudicado,  sería  dejar  en  sus 
manos  un  anna  de  dqs  filos  de  qiie  podia  hacer  uso  según  las  eár- 
cunstancias» 

£1  objeto  de  los  legisladores  de  1886  fuéherir  de  muerte  ¿4a 

TOMO  XVI.  31 
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usura  facilitando  la  concurrencia  y  la  libertad  del  cambio,  y  esto  no 
se  consigue  permitiendo  en  el  contrato  de  préstamo  la  reducción  del 
interés  por  lesión  ó  por  otra  causa  análoga ,  porque  entonces  es  lo 
mismo  que  sustituir  á  la  tasa  de  derecho  otra  de  hecho  mucho  mas 
perjudicial  é  insegura,  por  lo  mismo  que  no  puede  ser  tan  uniforme 
como  aquella. 

Autorícese  la  reducción  del  interés  y  la  obra  de  los  legisladores 

dé  1886  está  destruida. 

Telesforo  Gómez  Rodrigaez. 


ÉNJ1IIGIAHIENT0  CIVIL. 


DEL  NOIBMIUKNTO  DE  CURADOR  EJEMPLAR. 

COÜSVIiTA. 

"'  Redhida  la  justificación  que  exige  el  art.  1244  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento  civil  ^  y  hecho  el  norriframiento  de  curador  ejemplar ^ 
¡puede  el  declarado  incapacitado,  presentar  contra-justificación  para 
probar  su  capacidad^  En  caso  afirmativo  ¿qué  tramiíacion  deberá 
darse  á  estas  nuevas  actuadonesl 

Conforme  con  la  contestación  dada  á  la  consulta  16,  página  318 
del  tomo  8.^  de  laRsvisTA  gbn brál  de  legislación  y  lURispauDEncu, 
creo  que  el  nombramiento  de  curador  ejemplar  debe  pretenderse, 
no  en  juicio  civil  ordinario,  como  algunos  opinan,  sino  por  la  vía  vo- 
luntaria. Terminante  está  la  sección  o^  del  título  5.^  de  la  parte 
2.*,  en  la  cual  se  fija  la  tramitación  que  debe  darse  á  estos  nombra- 
mientos; mas  como  en  ella  nada  se  dice  respecto  al  caso  que  se 
consulta  y  puede  suceder  muy  fácilmente,  que  personas  muy  capaces 
se  vean  privadas  de  tan  importantísimos  derechos,  por  consecuencia 
de  una  justificación  hecha  á  sus  espaldas,  no  encuentro  razón  para 
que  se  ¡es  prive  la  intervención  en  un  acto  de  tanta  importancia,  y 
.  «reo  que  en  el  silencio  de  la  ley,  no  puede  dárseles  otra  que  la  de 
admitirles  una  contra-justificación  á  la  dada  para  su  declaración  de 
incapacidad,  la  cual  deberá  sustanciarse  en  la  misma  vía  voluntaria. 
:  Ql^rar  de  otra  m[aner(i|  seria  esponerse  á  los  abusos  que  la  ley  pa- 
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rece  qae  quiere  precaver  con  la  jostíficacioo  que  exige  en  su  artí- 
cenlo 1244  ya  citado,  y  privar  á  una  persona  contra  su  voluntad,  y 
^in  ser  bida,  de  infinidad  de  derechos  de  suma  trascendencia.  Me 
limito  á  estas  ligeras  observaciones,  por  creer  que  son  lo  bastante 
^ra  que  los  Directores  de  lá  Hkvísta  pnedan  emitir  su  autorizada 
•opiniony  la  cual  deseo  ver  consignada  en  las  páginas  de  laRivisTA- 

Contetíacion. 

No  puede  dudarse»  á  nuestro  entender,  que  á  la  persona,  cuya 
'incapacidad  se  solicita,  deben  admitírsele  las  justificaciones  que  sean 
coiiducentes  para  demostrar  su  capacidad.  Esta  es  la  única  inteli- 
gencia que  debe  darse  al  artículo  1244  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
^ivil.  No  se  contenta  este  con  pedir  que  se  haga  una  información 
previa  al  nombramiento  de  curador  ejemplar :  exige  que  á  este  acto 
preceda  justificación  cumplida  de  la  incapacidad.  Las  informaciones 
lie  testigos  por  sí  no  son  suficientes:  es  indispensable  que  el  Juzga- 
do adopte  todos  los  demás  medios  que  su  esperieneía  y  su  concien- 
'  cia  le  aconsejen  para  enterarse  á  fondo  del  estado  de  la  persona  de 
cuya  integridad  intelectual  se  dude.  Los  reconocimientos  de  facul- 
tativos, la  observación,  el  examen  minucioso  de  los  actos  que  hagan 
conocer  le  incapacidad,  la  acumulación  de  cuanto  puede  conducir 
ul  esclarecimiento  de  la  verdad,  todo  debe  emplearse  para  venir  en 
-  cumplido  conocimiento  del  verdadero  estado  de  la  cuestión  objeto 
del  espediente.  A  este  propósito,  uno  de  los  Directores  de  laRsvisTA 
dice  en  los  Motivoi  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civü:  «Es  necesario 
:» precaver  los  abusos  que  pueden  cometerse  á  la  sombra  de  esta,  pro- 
'  9teccion  indispensable.  La  esperiencia  desgraciadamente  ha  presen* 
'  «tado  repetidos  ejemplares  de  personas  como  dementes,  estando  en 
» el  pleno  goce  de  su  razón:  no  se  podía  dejar  de  poner  coto  al  odió, 
»á  la  avaricia  y  á  otras  pasiones  mezquinas,  impidiendo  que  por  sor- 
ipresa  arrancaran  á  los  jueces  una  declaración  que,  comenzando 
>por  privar  al  hombre  de  su  libertad  natural,  le  arrebatara  la  admi- 
^nistración  de  los  bienes,  y  por  la  desesperación  lo  llevara  verdadé- 
;  loramente  á  la  demencia.  Por  esto,  ajustándose  la  Comisión  á  lo  que  se 
'  abacia  siempre  que  judicialmente  se  proveía  de  curador  á  los  inca- 
»pacitados,  propuso  que  precediera  justificación  cumplida  de  Ja 
9 incapacidad.»  Esto  supuesto  ¿ con  qjaé  derecho  podrían  escluirse 
las  pruebas^  que  ofrece  la  personan  de  cuya  mtegridad  iotelectual '^& 
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dalle,  6  ^e  tal  vez  áaqie  haya  jiíatos  motiyos4e  duda.^e  promue-^ 
^e  esta  por  qaien  tiene  un  interés  en(fae  ^.deck^e  sin  eserupolizar 
^  la  elección  de  los  medios  para  el  logro  do  su  intepto?  ¿Con  qué 
derecho  haim  el  espediente  de  dar  cabida  lá  lo  que  condujeise  á  la- 
declaración  de  ineapaeiétMiy  «sdairal.piopiotíttmpo  jlD,^^4einog- 
'trara  la  capacidad? 

Pero  además  de  estas  razones  generales  y  derivadas  de  la  misma 
naturaleza  de  las  cosas  deben  'tenevseoeii  cuenta  consideraciones  es- 
peciales á  esta  clase  de  curadoría.  El  hecho  que  en  él  se  trata  de 
aponer  en  claro  es  complejo  y  de  detícadisim^  apiiC^iacÁwiien  algu- 
nos casos;  no  sucede  lo  que  en  la  tutela  y  ouradojcía.iife  jm  m^nprc^ 
en  que. la  ca,ñsa  que  dá  lugar  4  ellas  es  sencilla,  Jd  m^or  ^e4a4 
hecho  fácil  casi  siempre  de  demostrar,  y  que  ao  suele  i^ef/^lUradi^ 
^cho.  Trátase  además  de  una.persooa  que  está  en ^j^lplemo  goce  de 
sus  derechos  civiles,  á  quien  se  pretende  privar  del  «Qjcuri^í^  direp- 
'to  de  ellos,  de  sujetar  su  persona  á  una  autoridad  inQiNidia^ ,  de 
coartar,  6  tal  vez  privarle  tiel  todo  de  la  libertad ,  de  ponerle  una 
^ipterdiccion  en  el  manejo  de  sus  bienes,  de  incapacitarta,p^uGaqiuchf$ 
>ctos  de  la  vida  civil,  entre  otros,  el^ekt  celebradqndeliaat^imoniQ^ 
^de  la  dirección  de  su  familia  y  de  la  facultad  de  testar,  y  i^e  con- 
;treer,  de  privarle  del  ejercicio  de  algunos  y, muy  importantes  .dere- 
chos políticos,  de  defenderse  en  juicio,  y  de  ooDsiderjarla  inlud)ili- 
tada  hasta  de  poder  participar  de  algunas  gracias  espirituales  como 
de  los  Sacramentos  de 'la 'Eucaristía,  Orden  y  maCrímc^ilo.  No  deben 
ser  atropellados  tantos  derechos  ligeramente;  no  debe  imponerse  so- 
bre una  frente  la  nota  de  incapacidad  sin  estar  bien  dWQS^iiada;  no 
se  debe  hacer  al  mayor  de  edad  de  peor  condición  que  >)4tlimenor  sin 
^que  se  apure  todo  lo  que  conduzca  ai  ^esclarecimiento  del  Vierdjisulero 
estado  de  la  persona,  cuyos  derechos  tanto  se:  van.  á^ent^epar,  euya 
opinión  tanto  se  vá  á  rebajar,  cuyos  intereses  tanto  ipueden> padecer .^ 
ta  ley,  pues,  no  solo  admite,  sino  que  hace  vnece^jMrio,e;xa^ipar 
todos  los  medios  de  justificación  que  ofrezca  la  persona  >  acerca  de 
cuyas  facultades  intelectuales  esté  abi^ta  la  inves(jg^iQn. 

Pasamos  aun  mas  adelante  en  esta  cuestión:  creemos. qpe  siem* 
pre  que  se  trate  de  la  curadoría  ejemplar  de  una  persona  que  po 
aparezca  con  claridad  incapacitada  intelectu^hnente,  y  mas  cuando 
baya  oposición  por  parte  de  él,  lo  que  antes  era. acto  de  jurisdicción 
voluntaria  pasa  á  tomar  el  carácter  de  juicio  contencioso. .  io, con- 
trario seria  privar  &  una  persona  que  ti^né  de  d^rechp.  Idr  pcfiii)|p$jnil 
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^é  ser  capas  del  ejercicio  activo  de  sas  derechos  sin  oirlJtV  9étí$: 
contra  ella  nn  auto  desaforado  que  las  leyes  no  autorizan.  Á  efito  no* 
se  opone  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil:  antes  bien  está  muy  cono- 
forme  con  todo  su  espíritu,  y  con  los  principios  en  que  se^Auídáen 
cuánto  á  la  jurisdicción  voluntaria  y  contenciosa  se  refiere. 

Los  Directores  de  la  RemUi. 


se  LOS  ILDRNm  PROmMIS. 

COMSIltTA. 

CuúKídú  una  vmjet  casádu  easigede  m^  mafUo  Olimpos  jvwí* 
stonisfes-,  itewítá  necesidad  deaeamfoñO'  6  su  soUeUuácertifieadO' 
de  haber  sido  ineoadaiy  admtííSa  la  demanda  de  divamopiá  deíméií 
decretarsepor  ^I' Aesim  queaparezcw  semejante  reqfrisiM 

Parécenos  coñveiiiento  y  oportuno  pi^v^hir  e{  áosÉfto'de  los  lee-  ^ 
lores,  a^ntándo  desde  luego  y  con  lisura'qüév  en-  ñuestia'  opiífibn^ 
no  es  de  necesidad  aquel  requisito ,  y  qué  nof  éstinníla  á  ocupk Aidt ' 
«n  la  dilucidácidii  de  esta  materia  lá  circúiísítáticte  dé  MbeM^iié'' 
¿adb,  én  negocio  (|ue' corría  bajo  ntié^traf  dfl^cdoiH*  Ut  tSfkceúiMW 
alimentos  provisionales,  mientras  no  viniera  al  espediente  oertifieá^ 
cion  de  aquellos  dos  estréihos ,  á'  saber ,  de  hlilKi:^  itícOMto  lá  de* 
manda  tte  divorcio,  y  de  haber  sido  adtáitidk 

-No  creemos  que  pueckin  exiíítir'  niüchas  opiífibne^eií  el  setflIM^ 
de  que  e]  decreto  de  aliiüéntós  ptoVisronalés  pueda  aplázala' haátaí'^ 
el  momento  de  ser  adinitida'  lá  dén^ádda  dé'  dívti^eib.  lia  razbn  eá^ 
clara:  siempre  niediá  un  largo  espacio  déí  tiempo^. átisrfdlda' la- ffirmá^' 
eclesiástica  dé  erijüiciiaiKéfatréiÚ  iñcoadott'y  aiditSsiékrdb  teiléitíían-' 
da,  aun  dado  (^so  de  que  Ids  Hechdsdé'láiáforfl]íá(;iW;  qué  sfielhpi:^ 
ia  ha  d'é  precedíer;  sé'debpórUástatitfes'yjisfiBcíadtis,  aUi'gttiiddseí^ 
mucho  mas  ese  e'ápacio  cnkndb  la  ihfóridácioñ  ha  dé  ser  AiñpHatfá  sr< 
oscitación  dlél^ÜkiiM^rid  fi^l,  d  porqtté  dé'tód^  nibdiíte  Id  Bafya  ásP 
estioiládi)  de'itéiiéí^iakd^eltittef  jü^ga;  T  conüiV  quiérií'  qlie^lá  cúéáiéj^' 
alinlenti^H'séaVorsll  datüVatezáí  u^érite,  cútñóWsúii'pótriiíffi^. 
«emtíll  y  cfa^i  sm  eiséepcibii,  todos  1»^  á^n^^'qtie'fMttKiil  eT  ofi-' 
jeto  de  la  jarisdiccion  voluntaria,  venimos  á  parar ,  ^^Mf  nüesth»^ 
cónti(ití¿bfes';'eilq\ie'riudka  d^Bií-ser  di^^nbdéSidád  la  certiBcaeioa 
dé iabér  sM'ádhUiid^Ta'deiiiaáaa  '^M  é  c^cJesion  de 
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provisionales  y  por  la  calidad  que  tienen  de  naturales  y  por  la  pre* 
nittira  que  ha  establecido  la  ley  de  Enjuiciamiento  en  todas  las  dis- 
posiciones que  les  copciernén. 

y  ,Mas  apariencia  de  razón  presenta  Ja  opinión  que  para  la  conce«^ 
sion  de  alimentos  provisionales  supone  la  necesidad  del  certificado 
de  haber  sido  incoada  simplemente  la  demanda ;  pero  aun  á  pesar 
de  esa  apariencia ,  creemos  que  semejante  obligación  en  el  que  so- 
licita los  alimentos  está  fuera  de  la  ley.  Fundámonos  para  ello  ea 
que  el  marido  debe  siempre  á  la  mujer  los  alimentos ,  ya  vivan  uni- 
dos, ya  se  hallen  separados,  inclinándose  de  consiguiente  la  pre- 
sunción legal  hacia  el  lado  de  que  esos  alimentos  provisionales  se^ 
exigen  con  derecho. 

Puédese,  sin  embargo,  prescindir  de  semejante  presunción, 
puesto. que  la  ley  se  ha  dado  en  beneficio,  no  de  los  que  exigen  coa. 
derecho ,  sino  de  lo»  que  tengan  derecho  á  exigir  los  .alimentos  (ar^ 
ticulo  i210):  frases  que  significan  conceptos  muy  diferentes  en  nues- 
tro sentir.  I  con  efecto:  exigir  con  derecho,  es  Jo  mismo  que  jus- 
tificar cumplidamei^te  la  acción  alimenticia,  el  hecho  sobre  que  des- 
cansa la  obligación  de  prestar  alimentos;  tener  derecho  á  exigir,  es^ 
lo  mismo  que  acreditar  la  calidad  simple ,  1&  personalidad  delpeti- 
cion^o,  del  que  se  apellida  marido,  mujer,  padre,  hijo,  her- 
manoy  etc. 

.  Tenemos  por  muy  meditada  la  ley  y  no  creemos  por  lo  mismo- 
que  se  haya  espresado  al  acaso,  aceptando  con  indiferencia  y  con- 
fundiendo en  uno  tan  diferentes  conceptos.  Prueba  de  esa  medita- 
ción, razón  ineludible  de  que  la  ley  ha  espresado  su  intención  y 
que  ha  querido.atribuir  á  sus  palabras  el  sentido  que  les  damos  y 
]i9;Otro,  es  que  después  en  el  art.  1218,  ha  ordenado  que  en  estos 
espedientes  (los  de  alimentos  provisionales  precisamente)  no  se  per- 
ista ninguna  discusión  ni  sobre  el  derecho  á  percibir  los  alimentos,^ 
ni  sobre  su,  entidad;  de  donde  deducimos  la  consecuencia  eminente- 
niente  lógioa  de  que  al  marcar  elartículo  1210  de  la  ley  de  Enjui- 
cjamieato  los  requisitos  para  decretar  alimentos  provisionales,  y  por 
lo  tanto  para  pedirlos,  ha  querido  referirse  simplemente  á  la  per- 
spna  de}  {)eticions^ri(>  y  no  á  la  razón  de  pedir.  De  otro  modo  resul- 
taría upa  contradicción  palpitante  entre  ese  artículo  y  el  1218  an- 
tes mencionado. 

Supóngase  sino  qué  tener  derecho  á  exigir,  que  es  en  lo  que 
consiste  la  letra  actual  de  la  ley,  es  lo  mismo  Idénticamente  qu«L 
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pedir  con  derecho.  ¿Caál  será  el  resaltado?  Que  habrá  una  necesí* 
dad  inevitable  de  acreditar  ese  derecho,  que  sin  que  ese  mismo  de- 
recho  se  justifique  cumplidamente  el  juez  nada  podrá  decretar :  y 
de  una  en  otra  inducción  vendremos  á  parar,  en  la  generalidad  de 
los  casos,  á  la  necesidad  de  la  discusión  como  único  medio  de  acredi- 
tar et  derecho  con  que  se  pide. 

Quizá  se  replique  que  la  nueva  presentación  de  los  títulos  basta 
al  efecto,  aunque  no  sean  eficaces:  pero  en  esta  suposición,  la  pre- 
sentación se  confunde  con  la  alegación  simple,  que  es  la  que  noso* 
tros  queremos  con.  la  calidad  de  la  persona  y  no  mas,  dejando  para 
el  juicio  abierta  la  discusión  de  la  verdad  ó  falsedad  de  esas  mismas 
alegaciones.  Pretender  que  la  simple  manifestación  del  derecho 
basta,  es  hacer  á  la  ley  contradictoria  consigo  misma,  queriendo  y 
no  queriendo  á  la  vez. 

.    Concretando,  pues,  el  concepto  legal  al  único  sentido  en  que 
puede  y  debe  tomarse,  veamos  ahora  qué  requisitos  exige  para  que 
sean  decretados  los  alimentos  provisionales,  el  art.  1210  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento.  Que  se  pidan  por  escrito  es  el  primei*o  de  esos 
requisitos,  dentro  de  cuyo  precepto  hallamos  ya  una  nueva  razón 
para  esplicar  la  inteligencia  de  la  lelra  y  la  razón  de  la  ley,  atendi* 
da  la  sencillez  de  esta  clase  de  negocios.  Nada  en  efecto  mas  senci- 
llo que  la  primera  fórmula,  pedir  por  escrito:  al  ordenar  esto  la  ley 
solo  exige  á  nuestro  parecer  algo  mas  que  la  reclamación  verbal,  pero 
no  que  se  funde  la  petición,  cosa  ajena  ]^r  cierto  á  unas  diligen- 
cias que  la  ley  apellida  espediente,  y  no  mas.  Que  se  acredite  cum- 
plidamente el  título  en  cuya  virtud  se  pidan  los  alimentos,  es  el  se- 
gundo requisito  que  la  ley  exige,  para  que  esos  alimentos  se  decre- 
ten; en  esto  creerán  algunos  ver  con  claridad  la  necesidad  de  la  cer- 
tificación de  haberse  intentado  el  divorcio,  opinando  que  no  de  otro 
modo  se  satisface  al  terminante  precepto  legal  que  exige  la  justifica- 
ción cumplida  del  título  de  pedir.  Nosotros,  por  el  contrario,  encon- 
tramos motivos  para  opinar  de  distinto  modo  en  el  advervio  cumplir 
darnente  que  usa  la  ley,  deduciendo  de  él  mismo,  que  el  título  á 
que  se  refiere,  es  precisamente  el  de  la  calidad  de  la  persona.  T  á  la 
verdad:  si  el  título  se  ha  de  justificar  cumplidamente,  ó  ese  título  se 
ha  de  referir  al  fundamento  del  derecho ,  ó  ese  fundamento  re- 
quiere  la  mayor  parte  de  las  veces  seria  indagación:  si  la  discusión 
no  se  admite  aquí,  y  si  por  fin,  sin  la  discusión  no  puede  venir  la 
justificación  cumplida  que  la  tey  ordena,  es  muy  cl^roque  el  título 
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tk  que  habla  el  art.  1210  que  analizamos,  se  refiere  precisamente  5 

la  mera  personalidad*  del  peticionario. 

De  otro  modo  la  ley  se  hubiera  espresado  á  nuestro  entender  átí 

itíánsm'  muy  diferente,  ptres  que  hasta  la  misma  voz  titulo  usa» 

dá  simplemebíté  en  su  propia  y  verdadera  inteligencist,  no*  signifidaí 
otra  cosa  que  una  señal  esterior  por  la  cuafse  viene  en  cdñocimienN 
to  dé  lo  qúje  eú  el  ititeHot  acontece. 

El  tefóeir  requisito  dte  los  apelecítfes^  por  la  fey  pafá  dícrefáf' 
alimentos  provisionales,  ninguna  relación  guarda  con  el  punto  que^ 
estamos  analizando;  basta  por  lo  mismo  anunciar  que  requiere  la 
justíficacioú  aprotfanadá  cíel  caudal  del  que  debe  dar  los  alimentu^, 
para  deducir  una  vez  mas*  de  todos  estos  requisitos  en-  conjunto, 
qae  pues  nadií'  hay  en  ellos  que  esprese  de  una  manera  termi^ 
nante  la  necesidad  de  justificar  mas  de  lo  que  sostenemos,  y  que  d^ 
todo  el  lenguaje  fegaf  se  infiere  la  sencillez  y  premura  en  la  ^s- 
tanciaciott  de  estas  soiicitudés,  y  el  peticionaria  habri  cumplida  cam 
pedir  por  escrito,  acreditándola  simple  calidad  de  su' perdona,  f 
con  aproximación  el  caudal  de  aqud  de  quien  reclame  los  afimento^r 
provisidiíafés. 

Todo  efccíu testó  de  lá  ley  dé  Eíijútciamiénto  en  la  parte  refe'-"* 
rente  á  la  jurisdicción  voluntaria,  y  especialícente  en  lo  qfue  con- 
cierne á  los  alibientos  provisionales,  está  demostrando  la  pereíito'- 
riedád  con  que  desea  que  se  proceda  en  asunto  tan  urgente  dé  suyo» 
rázon  también  en  que  nos  funtfaiBfos  para  creer,  como  creemos,  que 
la  mujer  en  nuestro  caso  no^  Viene  obligada  á  presentar  certificación ' 
arguna  que  se' refiera  á  la  incoacibn  del  divorcio,  y  mucho  mettcHs^ 
deque  su  deniandá'  haya  sido  ad!niití)(£3i;  debiendo  por  consiguientie^ 
los  Tribunales  decretar  los  sdimentos  provisionales,  una  vez  aveif- 
guada  hlc^lidad  dé  Ik  persona,  y  cutoArestá^gure  entre' aquellas^ 
¿  quienes  lá*  ley  otorga  el  derecho  á  exigirlos,  ntí  pudíendbse  eñ  caso 
aTguno  espe^r  á  la  adbüsión  de  las  demandas  díe  divoTcibpára  acor- 
dar la  concesión  deqiié  estamois  trátandb. 

Una  vez  mas  coti^gnamos  aquí!»  que-soió  deseamos  que'  oti^s 
personas  mas  autorizadas '  examinen'  esta  cuestión,  contHbnyebd'ó 
así  á  uniformad  la*  jurisprudencial  vaeilMté'  y  discoufbrme  eb  el'  es^ 
tremo  que  Uemos' analizado:— BIanu¿ii  BhtíAtitiA; 

Qwtestmoiu, 
Siti cre^ttosmaaatttorizadMqfRBl'ifkstrado  stuerRor  queba' - 
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ttítíiio  el  dictáttien  que  aliitecede>  vamos  á  manifestiir  imestra  opi^ 
Bioii  reapeeto  á  la  cuestión  qué  en  él  se  examina.  Aunque  no  déja^ 
mñi  de  estar  cfonformes  con  algunasf  de  las  apreciadonesque  se  es^ 
ponen,  no  lo  estamos  en  el  modo  de  resolver  la  consulth.  Trátase^  etf 
elfet  de  una  mujer  casada,  que  ó  há'entablado  ó  piensa  entablar  de* 
manda  de  divorció,  y'de  examibar  si  es  necesario,  para  que  el  Jntíií 
mande  darfó  los  aEmentos  provisionales  que  solicita,  que  se  acredite* 
baberse  j^a  incoado  y  admitido  la  demanda  de  divorcio;  A  este  caso; 
pues  j  y  no  á;  ninlgun  otro  de  aquellos  eft  que  la  mujer  casada  pueden 
pédít*  alimentos,  se  refiere  la  consulta. 

Ffiflo^supuesto,  no  nos  parece  quería*  t^uestiofresü  tan  bien  plai^ 
téadác^iAé>est»nv«niente'  para'sw  mas  acertada  resolución.  NOs^ 
esplicarttaosf. 

ObCjgácion  es  siA'  duda'  del  marido,  coMó  jefe'dé  lá  familia; 
sostekier  k  m  mujer  con  láisxondfefones'de  decencia  y  bienestar  qtkb 
cóñ^stMMldán  á  sü  clifie,  ffArfUba  y  circunstácnteija»:  Elsto  no  puedií*' 
ser  puesto  en  duda,  pero  tampoco  lo  puede  ser  que;  miefnfrá^  vivétt^í 
los  cénjvíffiíHlé^óúmuñú,  esta  olAigSR^icnt  ^  limita  á  la  manutención 
de  la  mujer  en  la  casa  marital.  Baca^  estar  obligado  el  marido  á  dar  á 
la  mujer  los  alimentos  fuera  del  hogar  déla  familia,,  necesario  es  que 
haya  una  causa*qú(f  autorice'' á  é^tst-  á  vivir  Mera  de  él,  ó  al  me- 
nos separada  de  su  jefe.  La  cnettkMH»pms,  de  alimentos,  no  depen- 
de de  la  de  haber  intentado  ó  de  haberse  admitido  ó  no  la  demanda 
de  divorcio  que  lá  mujer  casada  se  cree  en  el  caso  de  promover*  sino 
de  su  continuación  ó  de  su  salida  de  la  casa  del  marido.  Si  continúa 
en  la  casa  del  marido,  caso  no  muy  frecuente,  pero  que  no  deja  á 
veces  dé  presentarse,  no  tendrá  la  mujer  dere'oho  á  pedir  alimentos 
provisionales,  pero  sí  á  ser  mantenida  por  el  marido  en  la  forma  que 
anles' (]ffte^  jnifidMh;  Síya  no  eontfntlk'etf  hi^isai  del  marido,  sino 
qtteestañrt!riát'd^eltá'KgMÉttnté;dbfeo'Stf^ífto  que  ádtñitimtfs; 
ftít  haber  pedido*  y  bbtenfdo^  AipAsití»,  aKtni}tté  sea  piViMstonarone 
los  términos  qtte  áP  efect^yéMftteee'híléy  dt;  lÉhjniciflimionta  civflV 
enloiíces  tién^^  indudabléiñéttfe'déMAb  » i^fáV^m  lé  seiálén  alhtíen- 
tos,  y  para  cbnséguiHo  basifis  qué  U&^  ciMisMrft^  cfl^ctonsfánci»  de 
esfór  depositad&'por auto  jikdibial.  Ett'ebte  easoef  téslSmohio  d<&  la 
pró^déncfa  jttdicia»,  decmftmd»  d  dí^sito;  seW^titülO'que*  paM 
erseStiiamienlb'de  alimentos  sé'r^ierec^n'át^gro  al  art.  4340  de 
la'eíipfelMM  V^,  y  aun  m  pMMittolon  «jfeestftttíÉdo^ii^ seráneceáa^ 
ria  en  los  casos  en  que- la  mujer  casada  pretenda  los  aüiñeWcfs^Mf'' 
TOMO  xn.  32 
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• 

^1  mismo  Jaez  qae  decretó  el  depósito,  si  bien  la  caestion  de  áU* 
mentos  con  arreglo  al  art.  1294  de  la  ley  en  su  segunda  parte  se 
sustanciará  del  modo  establecido  por  regla  general  para  toda  cla9e, 
de  alimentos  provisionales. 

.  En  resumen,  nuestra  opinión  es  que  la  mujer  casada,  para  pe- 
dir y.  obtener  alimentos  debe  acreditar,  cuando  no  consta  ya  en  el 
Juzgado,  que  está  depositada,  aunque  solo  sea  provisionalmente; 
que  no  es  necesario  por  lo  tanto  que  haya  entablado  la  demanda  de 
divorcio,  y  menos  que  esta  le  haya  sido  admitida,  porque  según  ei 
art.  1277  de  la  ley  referida,  basta  que  la  mujer  se  proponga  inton* 
lar  la  demanda  para  que  el  Juez  pueda  decretar  su  depósito  provi- 
sional, depósito  que  es  necesario  ratificar  en  tiempo  para  que  la 
mujer  no  sea  restituida  á  la  morada  de  su  marido,  en  la  inteligen- 
cia, que  si  Ifega  este  caso,  cesarán  bs  alimentos  que  se  le  hayan  se- 
ñalado. De  este  modo  entendemos  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y 
no  creemos  que  haya  contradicción  en  las  disposiciones  que  á  este 
punto  se  refieren. 

Los  Díreetores  dé  la  Revista» 
DE  IHTBBDICTO  DK  OBRA  NUEVA. 

¿Procede  el  interdicto  de  obra  nueva,  cuando  se  ha  camado  per- 
juicio á  un  vednOp  agujereándole  hasta  él  interior  de  sus  habitacio- 
nes la  pared  de  su  casa ,  con  ocasión  de  obras  ejecutadas  en  otra 
su  contigua ,  subiendo ,  bajando  6  variando  los  pisos ,  ó  haciendo 
otras  obras  interiores! 

La  ley  I.*",  tít.  32,  Partida  3.*  al  definir  lo  que  es  obra  nueva, 
se  espresa  en  los  términos  siguientes:  labor  nueva  es  toda  obra  que 
sea  fecha  é  ayuntada  por  cmienio  n^evamerUe  en  suelo  de  tierra,  6 
que  sea  comenzada  de  nuevo  sobre  cimiento  ó  muro ,  ú  otro  edificia 
antiguo,  por  la  cuál  labor  se  muda  la  forma  é  la  faetón  de  coma 
ante  estaba :  si  atendemos  única  y  esclu^i vamente  al  sentido  senci- 
llo y  materialde  las  palabras  parece  que  significan  que  no  hay  labor 
nueva  donde  no  se  muda  la  forma  é  la  facion,  ó  lo  que  es  iguala 
según  algunos  la  entienden ,  donde  no  se  modifica  ó  varia  la  facha^ 
da  ó  forma  est^ior  de  la  casa  ó  cosa  que  se  reedifica»  mejora  ó  mud^^ 
liaciendo  ^ra» 
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.  No  es  fácil  .que  la  ley  quisiera  señalar  con.  sos  dos  jpalabrafi 
forma  é  la  fado^  un  mismo  concepto ,  como  no  es  tampoco  segura 
ni  justo  que  fuera  la  intención  del  legislador,  ni  el  espíritu  y  razoa 
de  la  ley  que  nos  ocupa  y  demás  que  forman  el  mismo  titulo,  hacer 
depender  precisamente  de  la  variación  de  la  fachada  esterior,  y  pa- 
redes que  se  ven,  la  procedencia  del  interdicto  de  obra  nueva. 

Por  el  contrario ,  suponemos  mas  probable  que  el  Rey  Sabio  al 
usar  de  las  palabras  refejrids^s,  quisiera  comprender  dos  pensamien-  - 
tos  completamente  distintos;  quisiera  manifestar  que  el  interdicta 
procediá ,  tanto  quitando ,  añadiendo  ó  mudando  en  la  forma  é  la 
facion  esteríor>  como  haciendo  obras  interiormente,  con  las  cuales 
obras  se  varían  aquellas,  no  ya  esteriormente ,  sino  por  dentro, 
trastornando,  subiendo  ó  bajando  pisos,  ó  haciendo  otras  operacio- 
nes ó  mudanzas  de  importancia ,  estension  é  interés  en  el  centro  de 
la  casa  ó  en  las  paredes  contiguas  á  la  ajena ,  siempre  de  mas  tras- 
cendencia y  mas  ocasionadas  á  dañar  que  las  hechas  esteriormente.. 

Debíamos  hacernos  cargo  y  estudiar  la  clase  de  pared  agujerea*- 
da,  pues  sabido  es  que  según  sea  esta,  así  también  tienen  mas  ó  me- 
nos derecho  los  dueños  de  ella  para  hacer  obra ;  pero  para  resolver 
la  cuestión  que  sometemos  al  superior  é  ilustrado  juicio  de  VV.,  casi 
nos  es  indiferente  que  la  pared  sea  independiente ,  libre ,  ó  de  una 
solo,  que  en  ella  se  tenga  servidumbre,  ó  que  sea  medianera  ó  co* 
mun.  En  ningún  caso  damos  á  uno  solo  la  libertad  de  obrar  absoluta 
é  inconsideradamente  perjudicando  al  otro  ó  á  su  propiedad ;  en 
ninguno  creemos,  como  algunos,  que  cumple  la  obligación  el  que 
daña  sin  mas  que  volver  las  cosas  á  su  primitivo  estado,  tapando  el 
agujero  hecho,  ó  componiendo  lo  que  descompuso. 

Siendo  medianera,  esta  palabra  indica  las  atribuciones  y  facul- 
tades que  en  ella  tienen  los  dueños,  pero  de  ningún  modo  podemos 
estenderlas  hasta  perjudicar  la  propiedad  ó  los  derechos  del  uno  con 
obras  hechas  por  el  otro:  la  misma  espresion  (común  ó  medianera), 
parece  que  marca  los  límites  de  cada  uno  de  los  dueños ,  no  obstante 
de  ser  indivisible  el  dojnínioque  en  ella  tuvieran,  pues  sirviendo  una , 
pared  para  dos  casas  y  constituyendo  parte  de  ambas,  con  su  posi- 
ción, viene  á  señalar  lo  que  á  cada  uno  corresponde,  esto  es,  mitad 
partiendo  de)  centro  hasta  una  de  las  casas  de  un  dueño,  mitad 
desde  igual  punto  hasta  la  otra  del  otro  dueño^  Estendidas  á  mas  las 
rei^pectivas  facultades,  y  dapdo  al  que  obra  libertad  para  hacerlo  sin 
reparo»  ni  iqconveniente,  y  sin  embargo  de  perjudicar  al  otro  )a  re^-  . 


éS2  *       REVISTA  DE  LEGISLACIOir. 

dfficacM,  por  ^ji^p^,  de  una  casa,  lleva  consigo  la  reedificación  6 
reposición  á  Ik  faerza  y  en  parte,  de  las  paredes  dé  la  del  vecino 
condueSo.  Atacado  asf  el  sagrado  derecho  de  propiedad  con  un  be- 
^0  que  daSay  molesta,  y  mermados  y  hasta  usurpados  derechos 
reales,  <!S  el  msultado  dé  aquella  libeilad  y  teoría,  no  quedar  mas 
recurso  que  sufrir  las  consecuencias  de  una  obra. 

Si  Ta  pared  está  sujeta  á  servidumbre,  no  puede  negarse  que 
aquél  éú'cuyd'  favor  se  hál^  constituida,  tiene  derecho  á  usarla  y 
disfhítárla  libremente ,  tal  etiar  está}  pefro  supongamos  que  d'icfia 
cíarga  ó  servidumbre  consista' en  fijar  en  pared  ajena  los  pisos  de  ca-' 
stt'conti^a  ó  vecina;  demos  por  seguro  que  estos  se' varían  levan- 
tando dónde' els 'dudoso"  ^bér  si  gf^vá  iha^  al  que  la  sufre;  ¿tiene 
esto  restf icdonesT  ¿püette  rhudárse  la  servidumbre  á  capricho  ó  por 
tóilida*  del  qúe'lá  goM 

Cutttáo  fuere  la  pared'  dé  üb5  sbfo;  coínprénd!do  e^tá:  obra  en 
d!a  cOino'quieí'e :  mas  sí  con'  niolivo  de  Ib^  trabajos  ú'  obras  perju- 
dica y  agájereá  fe  del  fecifib;  juz^gatúos  estkrá  éh  su  lugar  el  dána- 
dí)í  denuáciándiola  y  pidiendo»  la  suspensión: 

Los  li(^manó¿  en  la  denuncia  dé '  nueva  obra  (nUncíatió  novl  ope^ 
rfs)  no  dan  su  definición,  y  la  cotfcéden  á  tbdb  d  qué  sé'crfee  perju- 
dicado, yá^póir'utl  heclió,  ya  por  dáíós  sufridos  en  su  propiedad,  &  yá 
por  hubers^  mennscábá'dó  algún' otro  derecho  real;  con  razón*  ó 'sin 
ella  pedM  la  suspenábtf  de  Ids*  tráfte^os,  y  el  pretor  dectistkba  in  - ' 
mediatafriíelíté  y  comór tériiaordériatíó*.  ^irBad es  qué  sus  dfecretbá*6 ' 
disposiciones  prbhibian  edffifcar)  nfo'gúái'dándó'cierta  dístahbíá,  sien- 
do por  lO'  tanto  desconocida  pata  eObs  la  ser^dümbre  de  mediane- 
ría. Nuestras  leyes*  nadir  díceiií  réfeí>e)6ld  áiá  lüisttia,  y  éSte  vabío  dfe 
lugar  á  riiiíctíó^  piéifói  f  dfátttrfcíoéf. 

No  sé^  nos  oculta  que  los  iiiténfítrtóíé'  déttéh' téñéi'  itflérpretacion 
réétrictiVá;'  petó  *  tkriiíJ66ó  pódfemos^  olViSar'  qttó'^iilttrodüólíó's  con  el ' 
fin  de  prótéjer  Ifi^se^ilridkd  amenazada  dé  las^  pférsonas,  de  strs  co- 
sas, dei*tih*fey'danlétfpúl5fióó;y'cón'et  dé' evitar,  ptfecáv^ 
pender  tín  Hedió  qtte' nos  plérjudiéá,  mal  podtá  cumplirse  á^tíel,"  si 
solb  damos^  á  la^ %  ti  éMénsibn  y*  aplicación  qóe  combatíiúósV 

Nadaiftáé'^ fódlqüe'buWár'stt*  vfgasftiWkY  gái-áWtiá,  ri^dW má^  ; 
s€íncülB  (^moleálar,  vejar  y  perjudicar  cóif  obras  nueVab',  si'síófo 
pñed^iiitérpói<^É«rt3interdicitéi'Cttáttdáfbít  lAudadá  tá  fórina  éh 
fmon  estSérldri  Ckí  f éAUtía'  á'  séir  intitife^fb  fécuráb  sümafíéüítté;  ' 
cóá'sblb  CTíidáHbs  dttéfios  de  oblte'nueVás  <^^ 


^íejJí$  aue  ^  Jíin,  ó  pcijuíHqir  ^jn  tocwlw,  tjfjOiWttí'o  ipteriwrr 
wep(e;  Jiiscbo  esto,  3i^iuo^  estarla  de^9iie,susplms  ^o,3e  mt^nr 
4^jii9jpi., Cierto, es  qq^  t^y.qtros.reipedios  |)|ura conseguir  justicia^  f 
f^e  fp^  entablarse  o,t]ta  acciojapiara  logijaclayiodicHM^iimde  dere- 
jbÍtQs,qi^W)SQabadQS,  ó  de  l^.propije^ad  dé^foemliir^^mas.xio  es  mtr 
,iios  cjer}p,qpjie.£stps.r^me/^os,  muqhas  veces»  ^aatP4^p  serían  íasut 
$cien^^,  j)rinppaj[meBte,c^)q¡dofCQ|i^  el  mal  coiO^ 

raari^,  el  jt$i[jjiúcio.  serja.  cai^  ¡vez  v^qt,  y  jt^  .e^j^s^ú^A^e  las  per«- 
,spji^,  de  svi propiedf^dl,^y  flwiiíá^el óírfeftPíibliWíuas giandeé irror 
me4i2^1e..;^l,ao^probi|)ii)9je  por  l^s  J^ye^  d^  WWO  titulo  y  Partida^ 
*y  espjB9¡alíuente,ppr  íáiU^OJa,  (^ooip  Jp  híacp  Qou,las  que  designa^ 
^teu.^r  íil  ¿^efe)pifl94aterd^fi!í).cuswidp  ^e^hacea^w  en  ,Jo  interior 
;de  Jas  casas,  :ya,í?na|}s,par!^e?|,  ya  m  P!P  jm>^<^  forWft  viene  ^ 
;qpK^o  dp  JaÍBt^jprc^ta«jÍQn,flue  .dawos.  As^y  jpas,  si  forma^  significa 
lo  mW9  ^^  i^^f  ^  lo  V^^  ^^  |eiMt!,.J^b]ura,  rostro  j(í  4:ara  esr 
^teripr,  )tép§au)s  ,en  Ja , ley  reAundí^piar 

Sin  :ef^baTjSP  de  las  palabia^  .^e  Ja  ^y#  :que  eatiu.  ep  contra  dp 
ja)^esti:a  opinioi3[^.pqs  ^e^os<f v«jQ,tiuAdo  .^  iñ/^car  jiuesfro  parejee, 
por  el  deseo  de  dar  ocasión  á  saber  él  ilustrado  de  los  Dir^tor^ 

.4^  Ja  J^VISTA^r-JL^Z. 

íiontesfadon. 

Basta  que  ^p^uto  las  leye^  4^  Partidas  siguieipn  ^  las  romana^^ 

^1  de^nir  la  obra  huev^^  se,compréndeQoa  soio  leer  las  palabras  cor 

piada?  de  la  1.*  del  título  JJJU  de  Ja  Partjida  III,  y  compararlas 

090  las  que  tomadas  4ei  jurisconsulto  Ulpiano,  estáli  escritas  en  los 

^párrafos  11  y  ^2  de  la^ey  i:%  del  título  1.^  del  libro  XXXIX  del  Di- 

^ge^to.  í)ipe  el  §.  11  Q^  iiovtum  faceré  videttff,  qui  aut  o^i/kand^ 

aut  deirahendo  álviuid,  prüünatn  facietn  operis  mutat,  y  el  lí :  Hop 

pfUem  Edicttm  non  omnia(j^ra  complectitur:  sed  ea  sola,  quce  sola 

^i^aniuriQta  ^unt.qmrtm  (sdifioatio  veldemoUtio  viéleturfípm  novum 

]cQntimre.  ^  .pesar  pues  .d?  la  semejanza  4?  la  defiQÍcioi»,  á  pesar  de 

!u8ar  la  Jey.  romana  de  la  palabra  /actes,  quepar^eindicar  el  aspecto 

'esterior  del  edificio,  y  que  la  ley  deJ^artida  íradjijo  cQ^.la  de  faetón^ 

veinos  que  ^oco  deshuesen  laiey  8.*  del  jnisjDQp  título  del  Digesto, 

|.  9,,ee  ^opia  olro  testo  delmisroo  DÍpiano  toma4o  copio  el  anterior  de 

^u.  libro  53  qd  Édy^l^ums  en  que  alabando  y  adoptando  la  triple  diyi- 

.sion^ue  hizo  Sesto  Pecio,  4ejas  causas  de  la  denuncia  de  obra 

^Hei(a  ,en.n)jk||u)ral,;pi)hli»  é^ippsUici»  4ice  aw  }a  causa  ^atujal  ff 


cnando'sé  intróáacé  algana  cosa  en  nuestra  casa,  ó  se  edifica  en  cosa 
nuestra,  cüm  in  nosirasoRdes  quid  inniitüur,  atU  cedifieatur  in  nos- 
tro:  No  puede  pues  dudarse  que  según  el  derecho  romano,  la'denun- 
cia  de'obra  nueva  tenia  lugar  en  el  caso  de  la  cuestión  propuesta, 
siempre  que  se  taladrara  una  pared  para  introducir  en  ella  alguna 
t^osa,  y  por  lo  tanto  con  mayor  motivo  si  solo  tenia  por  objeto  causar 
tina  vejación  que  podia  escusarse.  Esto  exactamente  nos  patece  apli- 
cable á  nuestro  derecho  én  quela  palabra /"áaan'no  puede  significar 
ibas  el  aspecto  exterior  deí  edificio  ó  de  la  obra  que  la  de  facies  que 
adoptaron  los  Róbanos  al  definir  lo  que  por  obra  nueva  debía  com- 
prenderse, porque  bajo  la  denominación  facies  en  sn  sentido  propio 
solo  puede  comprenderse  por  regla  general  la  forma,  el  aspecto  de 
la  cosa,  si  bien  es  mucho  mayor  su  alcance  en  sentido  figurado,  y  bajo 
)á  denominación  antigua  de  fadon  se  comprende  toda  hechura,  bien 
füeraestéribr  ó  interior.  No  nos  parece  por  lo  tanto  que  la  interpre- 
tación de  la  palabra  facían,  tal  como  se  hace,  pueda  ser  causa  de  que 
ik  ley  no  se' entienda  del  modo  que  la  comprende  nuestro  ilustrado 
escritor.  Esta  es  la  doctrina  general.  Pasemos  á  la  de  la  pared  me- 
dianera. 

Aunque  la  opinión  general  es  que  los  Romanos  ho  conocieron  las 
medianerías  ó  paredes  medianeras  y  que  solo  admitieron  por  pactos 
ó  últimas  voluntades  la  comunión  de  paredes,  no  nos  parece  tan  exac- 
ta esta  aserción.  La  ley  8,  del  tít.  II  del  lib.  VIH  del  Digesto  copia 
un  fracmento  de  Gayo  ad  Edktum  provinciale,  en  que  se  habla 
de  la  pared  que  es  común  por  razón  natural,  parietefn  qui  naturali 
ratione  communis  est^  diciendo  que  ninguno  de  los  dueños  tiene  el  de- 
recho  de  repararla  ni  de  demolerla,  porque  no  es  el  único  dueño  de 
ella,  lo  que  según  muchos  jurisconsultos  debe  entenderse  del  caso 
^n  que  la  reparación  no  sea  necesaria:  á  está  pared  se  le  denomina- 
ba j^aríes  intergerinusó  intergerivm  como  puede  demostrarse  en  la 
primera  denominación  con  la  autoridad  de  Yitruvio,  y  en  la  segun- 
da con  la  de  Flinio.  La  ley  4  del  tít.  III  del  lib.  XXXIII  del  mismo 
Digesto  trata  de  la  pared  intermedia  entre  dos  casas,  n^dim  parie$ 
qui  utrasque  cedes  distinguat.  Baste  esto  para  emitir  nuestra  opi- 
nión en  una  materia  en  que  somos  de  los  que  están  en  minoría.  Mas 
dejando  aparte  esta  cuestión  que  mas  tiene  un  carácter  histórico 
que  actual,  hagámonos  cargo  del  derecho  del  condueño  de  la  pared 
medianera  para  hacer  obras  en  ella.  A  nuestro  modo  de  entender,  en 
1^  silencio  de  las  leyes  dbbe'  estarse  i  tos  costumbres  locales^  y  coü 
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arreglo  á  ellas  estenderse  ó  dísmiaair  los  derechos  de  los  daeSos  me- 
dianeros: en  esta  clase  de  servidambres  no  puede  menos  de  estarse  á 
las  ordenanzas  locales  y  á  las  prácticas  del  punto  en  que  está  sita  la 
finca,  á  las  que  es  de  suponer  que  todos  han  querido  someterse  mientras 
espresamente  no  hayan  pactado  lo  contrario,  creándose  así  una  es- 
petóte de  presunción  de  ley  para  esplicar  los  derechos  respectivos. 
A  falta  de  disposiciones  municipales  hay  ciertas  reglas  de  equidad 
general  que  arreglan  los  derechos  de  los  dueños  medianeros:  limi- 
tándonos al  caso  actual,  diremos  que  el  co-propietario  de  una  pared 
medianera,  no  puede  á  nuestro  entender  usar  de  ella  mas  que  ea 
proporción  á  la  parte  de  su  dominio,  y  por  lo  tanto  solo  cargar  6 
introducir  vigas  hasta  la  mitad  del  espesor,  con  tal  que  no  impida  el 
uso  respectivo  de  los  demás  medianeros;  que  para  usar  de  este  de- 
recho debe  ponerse  antes  de'  acuerdo,  con  los  oo-propietarios  de  la 
pared,  y  que  si  no  hay  este  acuerdo  ha  de  acudir  á  la  autoridad  ju- 

'  dicial  para  que  se  pongan  en  armon&  los  derechos  de  todos:  que  si 
se  desentiende  de  estas  reglas,  si  contra  la  voluntad  del  medianero 
abré  agujeros  en  la  casa,  habrá  lugar  al  interdicto.  Notable  es  acerca 
de  éste  particular  un  fracmento  de  Papiniano  (ley  28  del  tit.  III  dei 
lib.  X  del  Dig.)  en  que  con  relación  al  jurisconsulto  Sabino  dice: 
In  re  communi  nemlmen  daminorum  jure  faceré  quidquam,  invito 
atiero  posse:  Unde  manifestum  est  prohibendi  jus  esse:  y  después 
de  esprésar  la  tey  que  la' causa  de  esto  es  que  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias es  mejor  la  condición  del  que  prohibe,  establece  coa 
elegante  concisión  cuatro  casos,  á  saber;  el  en  que  el  comunero  se 
oponga  á  la  obra,  el  en  que  la  tolere  callando,  el  en  que  la  consien- 
ta y  el  en  que  la  ignore:  en  el  primero  habrá  lugar  á  la  destrucción 

'  de  lo  edificado;  en  el  segundo  podrá  el  perjudicado  reclamar  danos 
é  intereses  por  la  acción  communi  dividundo:  en  el  tercero  no  hay 
acción  alguna:  en  el  cuarto  hay  que  den^oler  todo  lo  que  perjudi* 

]  que  al  condueño.  En  defecto,  pues,  de  leyes  generales,  de  ordenan- 
zas locales  y  de  derecho  consuetudinario,  nos  parece  que  estos  prin- 
eipiosf  que  son  de  equidad  y  justicia  generaUnenté  reconocida  pue- 
den servir  de  regla  á  los  juzgadores. 

los  Díreetores  de  h  RevisU» 


¿El  que  por  causa  de  utüi4ad  púplic^  haMiiiP  ^pr(¡pUj4f>  ,ie  um 
^ñnca ,  tiene  derecho  para  recobrarla  ^n  el  coso  de  qm^la.  pkra  pro- 
ífectada  caim  de  la  esproj^ki^ 

Consideramos  la  cuej^tio^  que ^eprppoAe,  sola. y  eiiclM^vamexKtd 
en  el  supuesto  de  que  la  espropíacíon  se  ha;a  bepbo  m  defecto  de 
avenencia  de  los  particulares,  .eu  Ips  término^  que  Ja  ley  de  i7  de 
iulio  de  1836  tiene  establecidos.  ]^  e^te  sup^e^to  crjeemos  resiuej^a 
la  pregunta  én  el  art.  d.""  de  ]a  ley :  segirn  é,t  ei^  .^1  caso  de  no  eje- 
cutarse  la  obra,  si  él  Got^ierao  ó  el  en^resario  rpsuelven, deshacerse 
del  todo  ó  parte  de  la  finca  cec(ida^  el  duelo  antiguo  ^erá  ^preferido^ 
én  igualdad  de  precio ,  á  cualquier  otro  cqmprs^dQf-  Pe  aquí  se  ia-* 
fiere: 

'    4.^    Que  nó  tiene  el  antiguo  dueño  derecho  para  recobrar  el  tcx- 
íréno,  mientras  éste  no  se  enajene  4e  Quevo  por  el  adquirente. 

2.^  Que  el  adquirenle ,  ya  sea  el  Est^o ,  ya  un  en^xesario,. 
pueden  conservar  la  finca  indefinidamente  sin  ^r  Qom|>eUdos  á  poT'* 
cibir  en  su  lugar  el  precio  por  que  la  compraron. 

S.^    Que  el  antiguo  dueño  soló  tiene  un  derecho  de  tanteo. 

4:®    Que  en  el  caso  de  psar  éste  d¿í  derecho  que  la  ley  le  con- 
*^fiere/ tiene  que  sujetarse  al  nuevo  precio  que  se  dé  por  la  cosa,  Q<^ 
ál  que  él  recibió ;  ^  estp  aunque  sea  modqrna  la  espropiacion. 

Los  Directores  de  la  ReTista, 
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AaMOi».  4e  i^fUM  •bservacíoiiaf. 

Einpe2ábá«Ki6  á  «scribirs  para  los  ¡DoMSKTAmios  qite  estamos  pu- 
blieaD(k)  á  la  Lby  bb  EHJO^fAiitKNto  civil,  el  del  títald  %i,  que  tra- 
ía dB  los  recunsé^^s  $aM6ixm  >  oaando  vi6  la  i«a  pública  el  impor- 
tante y  erudito  dictamen  del  Fiscal  del  Tribunal  ^premo  de  imti- 
ahi Sr. S^jk^howAo/^eHíAiá^éU él^dspedienteisonsallivo,  formado 
éü  dicbo  Tribáttil,  fíXíiJtmtáifé^Mprbgtidú^  recargo  en  asuntos  de 
eass^ion.  Eti  nmé&  ^Mé  óemaiétfiíudo  escrito,  y  del  erudito  tam- 
bién éimportanié,  qué  poté^Ultm  ánte^ líaiM  pttbiioado  sobre  el 
mi^mo  asunto,  l^jo  el  tá»k)  4»  i  Bcoá^fim'  delt^tír9é  4éS$saeion  én 
Bsp&ñ&,y)  et  Sr.  llarqUés  de^Gemna,  P^*esidente»  «^  ha  «ido,  de  la 
Sala  ¡Mrimera  de!  propio  tribunal ,  noseréimos  enddebeír  de  hacer 
un  trabajó  ttías  áéteáido sobre esia  parte  dé  tiuestra  Obra,  aunque 
nos  estralimitáíácttttos  algún  tanto  de  su  prinoipat  ^^bjeb.  £1  concre- 
tarnos á  ló^pQÍttfiáehile  prtotioo,  é  sea  á  la  simple  éspíosicion  de  las 
disposiciones  relativas  á  dicho  recurso ,  hubiera' sidb ,  ea  las  actuales 
circunstááciaé ,  díe  encasa  utilidad  para  ntesrtii^oÉ  lectores. 

Y  con  éfedo,  eirá  dé  notar  que^  ¡aunque  diehos  des  escritos  di- 
fieren en  puntos  edendal6Sr,'éltáil^MiferÉiies  en  uno  muy  caiátal, 
cual  es,  la  necesidad  de  <^  de  íNiftiÉ^iAilñiflé  21  dte  la  Ley  de  Ew- 
juiciamiento  civil  para  que  é^'prligtictMé'láicasacion  en  España. 
Es  muy  atendible  esta  opinión  únáákne  dé  jamconsultes  tan  distin- 
guidos y  competentei^ ,  por  cuanto  á  su  notoria  ilustraron  reúnen  los 
conocimieiitos  prácticos  que  han  adquirido,  como  Fiscal  el  uno>y 
Presidente  de  la  Sala  primera  el  otro,  del  Tribunal  Supremo  d^  Jus- 
ticia. 

Por  otra  parte,  el  retraso  y  progresivo  recargo,  qu»  se  viefte  é?- 
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perimeiitando  en  el  despacho  de  los  recursos  de  casación  en  el  fondo, 
por  no  poder  dicha  Sala  primera ,  única  competente  para  conocer  de 
ellos,  dar  vado  á  todos  los  que  se  interponen,  es  ya  un  hecho  que  ha 
llaniado  altamente  la  atención  dQl  Tribunal  Supremo ,  y  con  razón 
llama  también  la  de  las  personas  que  se  dedican  al  foro,  y  princi- 
palmente la  de  quien  tiene  el  deber  de  examinar  si  es  real  y  efectivo 
•I  mal  que  se  lamenta,  para  aplicarle  el  oportuno  remedio. 

Siendo,  pues,  de  actualidad,  y  tan  importante  esta  materia,  hu- 
biéramos faltado  á  un  deber,  que  creemos  indeclinable  en  el  que  escri- 
be para  el  público,  habiendo  prescindido  de  su  examen,  y  de  emitir 
nuestra  opinión,  aunque  poco  autorizada,  sobre  las  principales  cues- 
tiones que  con  tal  motivo  se  suscitan ,  y  sobre  las  reformas  que  aca- 
so deban  introducirse  en  dicha  Ley.  Al  verificarlo ,  no  lo  hemos  he^ 
cho  con  la  presunción  del  acierto;  pero  sí  con  lealtad  y  conciencia* 
Mo  será  estéril  nuestro  trabajo,  si  personas  mas  competentes,  llama- 
das á  estudiar  esta  materia,  encuentran  en  él  alguna  idea  útil,  ó  dig- 
na de  tomarse  en  consideración. 

La  misma  razón  que  tuvimos  para  dar  la  ostensión  antedicha  á 
nuestros  Comentarios  sobre  la  casación ,  nos  ha  decidido  á  publicar 
la  parte  mas  principal  de  ellos  en  las  columnas  de  la  Revista  de  Le- 
gislación Y  JoRispRUDENGu,  en  las  que  vieron  también  la  luz  pública 
los  dos  importantes  escritos  antes  mencionados  (1).  Reproduciremos, 
pues,  en  estas  Observaciones  lo  que  allí  hemos  dicho  acerca  de  las 
bases,  bajo  las  cuales  ha  sido  constituida  la  casación;  causas  del 
progresivo  aumento  y  recargo  que  se  esperimenta  en  cuanto  á  los 
recursos  en  el  fondo;  medios  de  evitar  este  mal ,  y  reformas  que ,  en 
nuestro  concepto,  merecen  algunos  artículos  del  título  21  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

Y  siendo,  como  es,  este  trabajo,  según  acabamos  de  indicar, 
una  reproducción  literal  de  lo  que  hemos  escrito  para  dicha  obra, 
nos  ha  parecido  conveniente  no  alterar  el  orden  que  en  ella  hemos 
seguido ,  que  es  el  que  exigia  la  misma  Ley ,  en  la  esposicion  de  los 
puntos  indicados,  y  hacer,  en  los  epígrafes  de  cada  párrafo,  las 
oportunas  referencias  á  la  misma.  Advertimos  esto,  por  si,  atendi- 
da la  índole  de  este  escrito,  se  echase  de  ver  algún  defecto  en  su 
forma,  ó  impropiedad  en  el  método. 

(i)  Véa'^e  el  del  Sr.  Marqués  de  Gerona  en  las  pá^s.  345  y  siguientes 
del  tomo  XIII  de  la  Revista,  y  el  dictamen  del  Sr.  Seijas  Lozano  en  tes  332 
y  síguieuies  del  tomo  XV. 
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Del  verbo  latino  eicMtso,  cassas,  cassare,  qae  significa  quebran- 
tar; anular^  y  figuradamente  abrogar  ó  derogar ,  se  derivó  el  verbo 
castellano  casar,  usado  solo  en  lo  forense  con  iguales  significacio- 
nes, y  el  nombre  casación  que,  según  el  Diccionario  de  la  Acade- 
niia,  es  «la  acción  de  anular  y  declarar  por  de  ningún  valor  ó  efec- 
to aigun  instrumento.»  No  es  esta,  sin  embargo,  la  significación  con- 
creta que  hoy  se  dá  á  dicha  palabra:  aplícase  por  la  jurisprudencia 
universal,  y  aplícala  también  la  nueva  Ley,  al  acto  y  remedio  supre- 
mo de  dejar  sin  efecto  las  sentencias  ejecutorias  de  los  Tribupaies 
superiores  en  que  baya  violación,  falsa  interpretación  ó  mala  inteli* 
gencia  de  la  ley. 

De  aquí  se  deduce  que  por  recurso  de  casadan  se  entiende  él  re- 
medio supremo  y  estraordinario  que  concede  la  ley  contra  las  eje- 
i^utóriasde  los  Tribunales  Superiores,  para  enmendar  el  abuso,  es- 
peso ó  agravio  por  ellas  inferido,  cuando  han  sido  dictadas  contra 
ley  ó  doctrina  legal,  ó  con, infracción  de  los  trámites  y  formas  mas 
sustanciales  del  juicio.  En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  el  re- 
curso se  funda  en  que  la  ejecutoria  es  contra  ley  ó  contra  doctri- 
na admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  se  ha  conveni- 
do en  llamarle  recurso  de  casación  en  el  fondo,  por  que  versa  so- 
bre el  fondo  dé  la  ejecutoria,  esto  es,  sobre  si  ha  sido  fallada  con- 
forme á  la  ley  la  cuestión  debatida  en  el  pleito;  y  en  la  forma,  cuan- 
do se  funda  en  defectos  sustanciales  del  procedimiento,  ó  sea  en  la 
infracción  de  las  leyes  que  arreglan  la  forma  del  juicio. 

Estos  recursos  son  los  mismos  que  hasta  ahora  se  han  denomi- 
nado entre  nosotros  recursos  de  nulidad:  en  la  nueva  Ley  se  ha  sus- 
tituido á  esta  palabra  la  de  casación,  sin  duda  por  considerarla  mas 
concreta  y  técnica ,  y  por  ser  de  uso  general  en  el  foro  de  toda  Eu- 
ropa. Lo  creemos  por  tanto  conveniente,  y  mas  cuando  ya  se 
habla  adoptado  esta  denominación ,  para  espresar  igual  recurso^ 
en  el  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852  sobre  procedimiento  en 
los  delitos  de  contrabando  y  defraudación  á  la  Hacienda  pública,  y 

{{)   Introducción  do  nuestro  coment«  al  tit.  21  de  la  Ley  de  Enjuic* 
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«en  la  Real  cédala  de  30  de  enero  de  iSfSS ,  relativa  ¿  la  administra* 
clon  de  justicia  en  las  provincial  tde  ultramar. 

El  establecimiento  en  España  de  este  remedio  estraordinaria 
tiene  su  origen  en  la  Go&stitiicioaipdilica  de  1812  ^  po^  auAque 
las  leyes  de  Partida  y  recopiladas  hablan  de  la  nulidad  de  las  sen- 
tencias, es  éa  sentidí»  bien  diferente  ^  lo  que  hoy  significa  dicho^ 
•remedio:  véade,  sino»  entte  otras >  la  ley  2/,  til.  18,  lib.  11  át  la 
Novísiihft  Reoo[Hlacioa»  segim  lactisd  nopodia  objetarse  ni  admitirse 
ht  nulidad  de  una  sentencia  en  les  casos  en  que  no  procedía  contra 
ella  el  recurso  de  séplica.  T  aunque  tieneí  sdguna  semejanza  con  lo& 

antiguos  TécMcsos  át  segmtda  wpUearíímYA^if^  por 

cuanto  estos  se  admitim»  como  aquellos,  isontra  los  fallos  ejecutorios 
de  las  Audiencias  para  ante  el  primer  tribunal  de  la  nación ,  cual 
era  entonces  el  Consejo  de  Castilla,  el  que  reparaba  la  injusticia, 
ilegalidad  ó  agravio  cometido  en  la  ejecutoria;  se  diferencian,  sin 
embargo,  por  su  naturdeza  y  objeto.  En  estos  recursos  se  encaba 
•ée  lleno  en  el  examen  de  los  autos,  caldcando  las  pruebas ^  apre- 
ciando los  hechos,  f  decidiendo  del  derecho  de  las  partes  ea  aquel 
litigio,  como  se  hace  en  una  última  instancia»  sin  otra  trascendencia 
para  el  orden  público:  no  así  en  los  recursos  de  casacioni  cuyo  obje- 
to es  mas  elevado,  y  trasciendentaK 

T  con  efecto:  la  casación  es  un  remedio  de  interés  general  y  de 
orden  público.  Su  objeto ,  como  dice  un  notable  jurisconsulto  espa- 
ñol ,  es  contener  á  todos,  los  tribunales  y  jueces  en  la  estricta  obser- 
vancia de  la  ley,  é  impedir  toda  falsa  aplicación  de  esta,  y  su  erró- 
nea interpretación  y  4  la  vez  que  uniformar  la  jurisprudencia;  asi  es 
que  ha  sido  introducida,  mas  bien  por  interés  de  la  sociedad,  que  en 
beneficio  de  los  litigantes. 

Ya  hemos  dicho  que  trae  su  origen  de  la  Constitución  de  1812. 
Una  de  las  atribuciones  que  el  art.  261  de  la  misma  confería  al  Tri. 
bunal  Supremo  de  Justicia,  era  la  de  conocer  de  los.  recursos  de  nuli- 
dad que  se  interpusieran  contra  las  sentencias  dadas  en  última  ins- 
tancia; pero  solo  para  el  preciso  efecto  de  reponer  el  proeeso,  devol- 
viéndolo, y  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  magistrados  que 
hubieren  infrigiJo  las  leyes  del  procedimiento.  La  ley  de  9  de  octu- 
bre del  mismo  ano  desenvolvió  el  precepto  constitucional,  dando  for- 
ma ^  estos  recursos,  y  determinando  el  modo  de  interponerlos  y 
sustanciarlos.  Después  el  Reglamento  provisional  de  1835,  en  su 
artículo  90,  designó  también  entre  las  atribuciones  M  Tribu- 


nA  Sugptmi»  4d  Justicia  la  de  «conocer  de  los  recuntls  de  nididad,^ 
que  según  lo  que  establezcan  las  leyes»  se  interpusieren  de  las  sen^ 
tencias  ejecutorias  dadas  por  las  Audiencias.»  Ba  i3  de  agosto 
de  1836  se  restableció  la  Constitución  de  1813;  pero  no  la  ley  de  9 
de  octubre ;  y  ^  su  lugar  se  publicó  después  el  fteal  decreto  de  4 
de  noviembre  de  1838 ,  cuyas  disposiciones  sol»e  esta  materia  han 
regido  hasta  la  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento. 

Bsta  Ley ,  refiourm^ido ,  ó  mas  bien  devogando  dicbo  decreto,  ha 
•establecido  el  recurso  de  casación  sobre  bases  mas  aceptables  y 
conformes  á  los  adelantos  de  la  ciencia  jurídica.  Pero  ¿lo  ha  esta- 
blecido en  sus  }u$tos  límites?  ¿Ha  determinado  bien  las  condiciones 
intrínsecas  yestrínsecasdel  recurso,  para  que  sea  lo  que  debe  ser,  se- 
gún la  doctrina ,  y  que  cokresponda  á  su  objeto?  Cuestiones  son  es- 
tas sumamente  graves,  y  de  las  que  por  necesidad  habrán  de  ocu- 
parse desde  luego  los  jurisconsultos  competentes,  y  hasta  el  Gobierno 
de  S.  H. . 

ni. 

AineatQ yrpgf^iivo  «je  loe  feonnof  » ell<iiido.— JMot  m$miíMio9$  (i)« 

Hemos  dicho  que  basta  el  Gobierno  de  S.  M.  habrá  de  ocuparse 
de  esta  materia^ ,  porque  la  esperiencia  ba  venido  á  demostrar  en  et 
corto  perfodo  d^  cuatro  anos ,  en  que  está  rigiendo  la  nueva  Ley^ 
que  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo ,  linica  que  conoce  de  lo» 
recursos  de  casacóon  en  el  fondo,  no  puede  dar  vadb  á  todos  los  que 
se  interponen ,  y  al  Gobierno  corresponde  procurar  el  remedio  dt 
este  mal. 

En  todo  el  ano  de  1898f  en  que  prineipió  á  x^fft  la  nueva  Ley, 
ingresaron  en  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y  se  repfurtierofi  á 
sus  Sala^  respectivas ,  6  recursos  de  casación ,  y  2  apelaciones  por 
haberse  denegSH)p  la  admisión  del  recurso :  73  recursos  y  14  apela- 
cionesep  1837^  130  recursos  y  29  apelaciones  en  1888;  y  252  re^ 
cursos  y  34  apelaciones  en  todo  el  aSo  de  1889 :  de  modo  que  en 
los  ciiatxo  auQs  qomponea  un  total  de  460  recursos  y  79  apelado^ 
nes ,  quedando  además  sin  repartir,  fot  no  haber  comparecido  nin^ 

(i)    De  1^  misma  iptrpduc.  al  tít.  21 
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grtna  de  ias  partes ,  2Q  recursos  y  4  apelaciones.  Nótese  el  aumenU^ 
progresÍTO  qae  se  viene  esperímentando  en  cada  ano,  y  que  aun 
ilebe  continuar:  compárense  estos  guarismos  con  los  de  166  recurso» 
de  nulidad  y  137  apelaciones,  que  ingresaron  en  el  propio  Tri- 
bunal Supremo  en  los  diez  y  siete  anos  que  han  mediado  desde  que 
se  publicó  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  hasta  el  1.^ 
de  enero  de  1856 ,  en  que  ha  empezado  áregir  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento 9  y  se  verá  prácticamente  cuanto  se  ha  facilitado  en  ésta  el 
acceso  á  la  casación. 

De  los  totales  antedichos  han  correspondido  á  la  Sala  1.*,  con 
arreglo  á  los  arts.  lOlS  y  1073  de  la  Ley,  por  tratarse  de  la  casa- 
ción en  el  fondo ,  417  recursos  y  39  apelaciones ;  y  á  la  Sala  ^.^r 
])or  versar  sobre  la  forma,  43  recursos  y  40  apelaciones.  Esta  nota- 
ble y  estraordinaria  diferencia ,  y  el  no  seguir  el  aumento  de  estos 
recursos  en  la  misma  proporción  que  el  de  aquellos ,  tiene  una  es- 
plicacion  muy  obvia  y  natural.  La  casación  sobre  el  fondo  tiene  una 
esfera  indefinida ,  pues  procede  el  recurso  siempre  que  se  cite  como 
infringida  en  la  ejecutoria  una  ley ,  ó  una  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia ;  al  paso  que  la  casación  en  la  forma  está  limitada 
taxativamente  á  las  nueve  causas  espresadas  en  el  art.  1013,  siendo 
por  lo  tanto  nías  fácil  que  con  los  fallos  del  Tribunal  Supremo  se 
fije  la  jurisprudencia ,  y  se  evite  la  interposición  del  recurso  en  otros 
casos  iguales  ó  análogos.  Por  este  motivo  no  es  de  temer  que  emba-^ 
race  la  casación  en  la  forma ,  y  debemos  concretar  estas  observa- 
ciones á  la  que  versa  sobre  el  fondo. 

De  los  417  recursos  y  39  apelaciones  que,  como  hemos  dicho, 
han  correspondido  en  los  cuatro  anos  á  la  Sala  1.^,  por  ser  la  ca- 
sación sobre  el  fondo,  han  ingresado  en  el  último  año  de  1859,  230^ 
recursos  y  19  apelaciones ;  y  á  pesar  de  la  incansable  laboriosidad 
del  ¡Presidente  y  Ministros  que  componen  dicha  Sala ,  y  de  los  es- 
traordinarios  esfuerzos  que  están  haciendo,  auxiliados  por  el  Presi- 
dente del  Tribunal,  para  activar  el  despacho,  como  lo  demuestra 
el  haber  terminado  en  dicho  aSo  108  recursos  y  16  apelaciones, 
además  de  otros  varios  negocios  no  menos  graves,  todavía  han  que- 
dado pendientes  para  1860,  232  recursos  y  13  apelaciones;  62  de 
aquellos,  y  3  de  estas,  conclusos  para  la  vista,  y  l&^'áémás  en  sus-^ 
tanciacion:  número  mas  que  suficiente  para  el  despacho  de  dos 
anos,  atendida  la  índole  y  gravedad  de  estos  trabajos.  Y  si  i  ellos 
se  agregan  los  recursos  que  entrarán  eA  el  año  inmediato,  con'  el 
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aumento  progresivo  que  se  viene  notando,  y  que  continuará,  según 
todas  las  probabilidades,  calcúlese  hasta  qué  punto  podrá  llegar  el 
retraso,  con  mengua  de  la  administración  de  justicia  y  considera- 
bles perjuicios  para  los  litigantes. 

¿Procederá  este  mal  de  que  la  casación  no  se  ba  reducido  á  su 
justo  limite ,  traspasando  sus  naturales  condiciones  intrínsecas;  ó 
de  que  no  se  ha  establecido  bajo  las  reglas  y  condiciones  estrínsecas, 
que  son  necesarias  para  hacerla  ejecutable?  Aunque  ambas  causa» 
podrán  contribuir,  y  contribuyen  en  efecto,  creemos  que  procede 
mas  bien  de  la  segunda,  que  de  la  primera. 


IV. 


Camal  del  awinento  de  recunat  y  retrato  en  el  despacho.— -FAcnl  aeoeto. — 
Infraooton  de  doctrina.*— FaUo  en  el  fondo.— Juicio  sobre  estas  cansas  (i). 


En  cuanto  á  no  haberse  reducido  la  casación  á  su  justo  límite, 
traspasando  sus  condiciones  intrínsecas ,  es  indudable  que  la  nueva 
Ley  ha  facilitado  estraordináriamente  el  acceso  al  recurso ,  permi- 
tiéndolo en  una  multitud  de  casos  en  que  antes  ni  aun  la  súplica 
era  procedente.  Pero  ¿la  ha  sacado  por  esto  de  su  justo  límite?  Cier- 
tamente que  no,  si  se  atiende  al  rigor  de  los  principios.  ¿Existe  una 
sentencia  ejecutoria,  en  la  que  se  ha  infringido,  ó  interpretado  erró- 
neamente la  ley?  Pues  allí  debe  aplicarse  el  remedio  de  la  casación, 
sin  tener  en  cuenta  el  valor  de  la  cosa  litigiosa:  sobre  él  está  el 
interés  de  la  sociedad.  Esto  dicen  los  partidarios  de  dicha  innova- 
ción, y  es  preciso  reconocer  la  lógica  de  su  argumento. 

Sin  embargo,  es  muy  frecuente  en  jurisprudencia  relajar  el  ri- 
gor de  los  principios  en  consideración  al  interés  público  ó  privado, 
de  que  no  es  posible  desentenderse ,  y  creemos  que  no  hubiera  sido 
inconveniente  haberlo  hecho  así  en  el  presente  caso.  ¿No  se  ha  re- 
lajado respecto  de  los  juicios  verbales  y  de  menor  cuantía?  Pues  si 
en  ellos  no  se  permite  en  ningún  caso  el  recurso  de  casación  (artícu* 
lo  10i4,  §.  2.""),  sin  duda  por  la  poca  entidad  de  la  cosa  litigiosa, 
por  igual  razón  pudiera  haberse  prohibido  en  los  pleitos,  cuya  cuan-* 
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Kft  no  eseeda  de  dies  mil  reales  ^  por  ejemplo,  ptra  evitar  el  gr&ve^ 
ibal  de  que  asdendait  las  costas  á  tanto  ó  mas  de  lo  que  se  litiga.  El 
incDnrenienle  c|ne  resultarla  de  esta  limüaition,  podría  sup^arse,  e& 
nuestro  concepto ,  con  una  buena  .ley  de  responsabilidad  judiciaL  Y 
sobre  todo»  é  apüqueseel  principio  en  ipda^  su  eslension,  é  ra&trín- 
jase  cuanto  sea  conveniente :  esto  e»  lo  lógico. 

Tas^hieii  opinan  nolables  jurisconsultos  que  se  ba  establecido  la 
casación  6Nf  a  de  sua  justos  límites  y  de  sus  naturales  e^dioiones 
intrínsecas^  con  permitirse  el  recurso  por  infracción  de  la  doctiina 
admitida  por  la  jurísprudencia,  y  con  haberse  cometido  al  Tribunal 
Supremo  la  facultad  de  fallar  en  el  fonda  En  cuanto  á  lo  primero, 
es  indudable  que ,  por  no  haber  definido  convenientemente  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  lo  que  baya  de  entenderse  por  doctrina  admitida 
por  la  jurísprudencia  de  los  tribunales,  se  dá  ocasión  á  que  se  abu- 
se de  este  r^edio,  pues  bastea  citar  como  infríngida  cualquier  d^-^ 
trína^  para  que  preceda  la  admisión  del  recurso,  por  mas  que  luego 
sea  desestimado.  Véase  lo  que  decimos  sobre  este,  particular  en  el 
comentario  del  art.  1012  (§.  VI  de  estas  OBstnvÁGioiffis). 

El  otro  estremo  comprende  una  cuestión ,  quizá  la  mas  grave 
que  se  suscita  en  esta  materia ,  y  que  tiene  divididos  á  eminente^ 
jurisconsultos.  Los  que  sostienen  qi»  el  Tribunal  de  Casación  na 
debe  fallar  sobre  el  fondo  del  negocio ,  afirman  que  el  sistema  con- 
trario desvirtúa  y  vicia  la  institución ,  convirtiendo  este  remedio 
supremo  en  una  tercera  instancia,  contra  su  índole  y  naturaleza ,  y 
aducen  en  su  apoyo  la  opinión  délos  jurisconsultos  mas  üotables  de 
Francia,  cuna  de  esta  institociim,  y  la  legislación  de  aquel  palb,  á  la 
que  entre  nosotros  siguió  sobre  este  punto»  aunque  incompletamesH 
te,  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838. 

No  negaremos  que ,  si  ba  de  estarse  al  rigorismo  dootrinai ,  el 
Tribunal  de  Casación,  cuyo  ipstituto  es  cuidar  de  la  observancia  y 
recta  aplicacioa  de  la  ley ,  debiera  concretarse  á  resdver  si  esta  ha 
sido  ó  no  infringida,  ó  sea  á  decidir  en  casación,  y  nada  mas ;  pero 
ya  hemos  dicho  que  es  frecuente  en  jurisprudencia  prescindir  de  ese 
rigor,  y  se  prescinde  en  efecto  cuando  puede  adoptarse  otro  sistema 
mas  ventajoso  a)  interés  público  y  privado ,  cuya  convenienc»,  mas 
bien  que  los  'pirincipios  de  escuela»  debe  consultar  el  legislador 
en  todo  caso.  ¿I  cómo  puede  desconocerse  que  el  sistema  adoptado 
por  la  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento  lleva  sobre  este  punto  grandes 
ventajas  al  francés? 


Casando  y  fallando  én  el  fondo  el  Tribunal  Supremo,  como  or- 
dena la  Ley  en  el  art.  1060»  se  evitan  dilaciones  y  gastos  alas  par- 
tes^ y  el  grave  inconveniente,  á  que  daba  lugar  el  art.  18  del  Real 
deor^  citado  de  4  de  aoiáembre»  de  que  la  Audiencia,  ál  fiaHar  de 
nuero  el  pleito,  pueda  desairar  hi  deeision  del  IVibunal  Supremo, 
escitaado  rivalidades  y  destrayendo  el  orden  gerárquico  de  ios  tri- 
bunales. 

Para  salvar  este  inconveniente  ha  determinado  últímamente  la 
legislación  francesa,  por  una  ley  de  1.^  de  abril  dé  1837,  después 
de  haber  ensayado  otros  medios,  que  si  el  Tribunal,  á  quien  se  remi- 
ten los  autos  después  de  casada  la  sentencia,  insiste  en  el  primer 
fallo,  pueda  interponerse  segunda  vez  el  recurso,  el  que  será  deci- 
dido por  el  Tribunal  de  Casación  en  pleno;  y  si  éste  casa  otra  vez  la 
sentencia,  el  Tribunal,  á  quien  se  remitan  los  autos  de  nuevo,  de* 
be  conformarse  á  la  decisión  de  aquel  en  cqanto  al  punto  de  dere- 
cho, juzgado  por  el  mismo. 

Es  verdad  que  así  se  salva  el  inconveniente  indicado  de  que  el 
fallo  de  un  Tribunal  Superior  se  sobreponga  al  del  Supremo;  pero 
¿se  salva  también  el  principio?  Creemos  que  no.  ¿Qué  es  esto  en  rea- 
lidad sino  una  ficción  y  una  mera  fórmula?  Si  en  último  término  la 
Audiencia  ha  de  conformarse  á  loque  haya  decidido  el  Tribunal  Su- 
premo, éste,  y  no  aquella,  es  quien  de  hecho  y  realmente  falla  él  ne- 
gocio en  cuanto  al  fondo.  ¿Por  qué,  pues,  no  facultarle  para  que  lo 
haga  de  derecho,  y  desde  el  primer  fallo  en  casación?  Así  se  evita- 
rán gastos,  dilaciones  y  conflictos,  y  el  grave  inconveniente  de  obli- 
gar á  un  Tribunal  Superior  á  que  falle  quizá  contra  su  conciencia, 
so  pena  de  dar  á  la  decisión  del  Supremo  el  carácter  y  fuerza  dé 
interpretación  aiUéntica  de  la  ley,  con  efecto  retroactivo,  lo  cual 
no  es  sostenible. 

Por  estas  consideraciones  nos  parece  conveniente  que  el  Tribu- 
nal de  Casación  falle  tambiei^  en  el  fondo.  No  desconocemos  que  el 
sistema  contrario  desembarazaría  algo  al  Tribunal;  pero  no  tanto 
que  sea  motivo  suficiente  para  adoptarlo:  el  recargo  que  puede 
producir,  queda  debidamente  compensado  con  las  ventajas  que 
proporciona.  Dicho  recargo  debe,  en  nuestro  concepto»  atribuir-^ 
se  mas  bien,  como  ya  hemos  indicado,  á  las  condiciones  estrínsécas, 
bajo  las  cuales  se  ha  establecido  la  casación,  según  vamos  á  de- 
mostrar. 
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V. 


Mat  «obfe  «1  BiítaM>.«fiilito.-^TéraM»p«r«  InAarpoiMr  •!  reoarto.-*l>epó. 

lito."  CalifioáJwon  pfM«.-7-lláqMro  de  MínistoM,— Copia  4cl  iqpiuita- 

,    miento.  —Audiencia  fitoal**— Juioio  lobre  estas  condipionei  estrinieoai  ( t  )* 


En  primer  lagar,  el  término  de  diez  dias  improrogables,  que  se- 
ñala el  art.  1022,  para  interponer  el  recurso,  es  sumamente  corto: 
en  muchos  casos  ni  tiempo  tendrá  el  defensor  para  consultar  la  vo- 
luntad de  su  cliente»  y  en  la  duda,  y  para  salvar  el  procurador  su 
responsabilidad,  en  razón  á  que  no  se  necesita  poder  especial  (ar- 
ticulo d023),  interpone  siempre  el  recurso.  Mucho  menos  lo  tiene 
el  interesado  para  consultar  el  dictamen  de  otros  letrados,  ni  para 
deliberar  con  calma,  y  sin  la  escitacion  que  por  de  pronto  produce 
un  fallo  desfavorable.  Tres  meses  concede  la  legislación  francesa: 
fíjese  un  término  semejante,  al  menos  el  de  cuarenta  dias ,  y  sé  in- 
terpondrán menos  recursos  de  casación.  Esto  lo  prueba  el  hecho  de 
que  ascienden  próximamente  á  un  16  por  100  los  recursos  en  que 
se  separa  el  recurrente,  ó  se  declaran  desiertos  por  no  haber  compa- 
recido; pero  siempre  después  de  haber  ocupado  la  atención  del  Tri- 
bunal, y  turbado  la  acción  de  la  cosa  juzgada,  que  al  cabo  viene  á 
reconocerse  que  merecia  el  concepto  de  tal. 

En  segundo  lugar,  el  depósito  que  exigen  los  arts.  1027,  1028 
y  1029,  es  insuficiente  para  su  objeto,  é  ineficaz  como  pena,  ni  como 
medio  de  represión;  á  lo  que  hay  que  agregar  que  se  dispensa  de 
él  en  muchos  casos.  Recurso  ha  subido  al  Tribunal  Supremo  con 
270  rs.  de  depósito.  Esta  suma,  y  aun  en  la  mayor  parte  de  los  ca- 
sos la  de  4,000  rs.,  que  es  el  máximum,  no  basta  para  indemnizar 
con  la  mitad  á  la  parte  contraria  los  perjuicios  ocasionados  con  un 
recurso  infundado,  ni  la  otra  mitad  es  pena  proporcionada  á  la  ofen- 
sa inferida  al  Tribunal  sentenciador.  Auméntese  el  depósito;  exíja- 
se en  todo  caso,  y  de  seguro  disminuiAn  los  recursos.  Por  si  la  falta 
de  metálico  pudiera  ser  un  obstáculo,  permítase  la  fianza,  como  la 
permitía  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre.  Pero  como  todos  los  ca- 
sos no  son  iguales,  seria  justo  que  el  Tribunal  Supremo  estuvie- 
ra facultado  para  fijar,  dentro  del  máximum  de  aquel,  la  canti- 
dad, á  cuya  pérdida  deba  ser  condenado  el  recurrente,  según  la  ma- 
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yt>r  ó  menor  temeridad  con  qaé  haya  enUiblitdo  el  recorso;  y  auD 
también  para  absolverle  de  su  pérdida,  en  la  parte  qae  sirve  de 
lúulta,  7  hasta  para  imponer  en  un  caso  de  estretiiada  temeridad, 
qút  los  hay  sin  dada ,  la  prisión  subsidiaria  á  los  que  litiguen  como 
pobres ,  toda  vez  que  la  pérdida  del  depósito  se  impone  por  vía  de 
multa,  y  de  indemnización  de  perjuicios.  Esta  facultad  discrecionaU 
conferida  á  la  Sala  de  Casación,  seria  muy  conveniente  para  re- 
primir tos  abusos  á  que  se  presta  el  remedio. 
'  Además,  la  calificación  previa,  hecha  por  una  Sala  del  propia 
Tribunal  Supremo,  la  cual  desestimase  de  plano  los  recursos  notoria- 
mente infundados,  seria  el  medio  mas  espeditivo  que  pudiera  adop- 
tarse. Sin  IdL  Chambre  des  r^^ti^f^s  que  tiene  estas  atribuciones, 
¿cómo  podrían  despacharse  en  Francia  sobre  700  recursos^  que  por 
término  medio  se  interponen  en  cada  ano?  T  no  seria  estrano,  antes 
bien  es  probable,  que  en  España  lleguen  i  aproximarse  á  este  núme- 
ro, sí  se  tiene  en  cuenta  el  aumento  progresivo  que  viene  notándose, 
y  que  las  quince  Audiencias  de  la  Península  é  islas  adyacentes  fa- 
llan sobre  cinco  mil  pleitos  en  cada  ano  (i). 

El  establecimiento  de  dicha  Sala  de  calificación  es  mas  necesario 
entre  nosotros,  que  en  Francia,  por  la  circunstancia  de  que  no  tene- 
mos, como  allí  tienen,  un  colegio  especial  de  abogados  pitra  el  Tri- 
bunal de  Casación,  organizados  convenientemente,  los  cuales  con  su 
esperiencia  y  práctica  especial  contribuyen  á  facilitar  el  despacho. 
Por  falta  de  esta  ^circunstancia,  y  por  ser  nueva  la  institución,  no  es 
de  estranar  se  citen  con  frecuencia,  para  fundar  los  recursos,  doctri- 
nas impertinentes,  y  leyes  que  no  han  sido  infringidas  ó  que  no  coa- 
ducen al  caso.  Recurso  ha  subido  al  Tribunal  Supremo,  en  que  se 
citaban,  como  infringidas,  diez  y  ocho  leyes,  y  hasta  todas  las  de 
un  título  de  nuestros  códigos,  versando  los  informes  de  los  letrados 
sobre  todas  ellas,  y  viéndose  la  Sala  de  Casación  obligada  á  exami- 
narlas una  por  una  para  dictar  su  fallo.  La  Sala  de  calificación  hu- 
biera en  tales  casos  desechado  de  plano  las  notoriamente  imperti- 
entes, fijando  los  puntos  que  debían  debatirse,  con  ta  grande  eco- 
nomía de  tiempo  que  es  consiguiente. 

También  el  número  de  ministros,  de  que  se  componen  las  Salas 
del  Tribunal  Supremo,  es  un  obstáculo  muy  considerable  para  et 


(i)    En  el  año  último  de  4858  han  despachado  5800 alertos. 
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de9(H3tcho>.y  hs^tn  p^ra  la  unidad  de  la  iarispradeaiGia.  |>e  mt/^  Aiifi  i 
nialros  se  compone  cftda  Sala,  y  €ste  mismo  númoro  es  el  que  debe 
toomfrir  ¿  la  Yísta  de  los  recursos  de  que  tratamos.  Además  de  ser 
diobo  numero  insuficiente  para  fallos  de  esta  dase,  como  demostr?^ 
réoios  en  el  comentario  al  art.  1054,  resulta  quet,  ciando  por  enfer- 
nvodad  ú  otra  causa  justa  dejando  asistir  un  imnistro ,  tiene  que  «us*- 
penderse  la  insta ,  ó  suplir  la  falta  otro  de  otra  Sala ,  lo  cual  na 
siempre  es  posible,  y  queda  además  defraudado  el  objeto  que  se 
propuso  I|i  Ley,  al  asignar  auna  Sala  todos  los  recursos  en  el  fondo. 

Otifo  de  los  medios  q^e  eontribuirian  también  á  la  espedioioa  ea* 
el  despaclM),  seria  el  entregar  copia  del  apuntamiento  á  cada  una 
de  los  ministros  de  la  Sala  anl^s  d^  dia  sqnalado  para  la  vista.  De 
«ste  modo,  al  tiempo  de  v<;rse  el  negocio,  estarían  ya  enterados  de 
la  cuestión,  y  tendrian  consultadas  las  l^yes  que  se  citen  como  in- 
fringidas: podrian,  de  consiguiente,  apreciar  con  mas  conocimiento 
de  causa  las  razones  quei  espongan  los  letrados  en  sus  informes:  se 
evitarii^^  fuer^  de  a|gu;n  caso  estraordins^rio ,  el  tener  que  pasar  los 
autos ,  después  de  la  vista ,  al.  estudio  de  cada  uno  de  los  ministros, 
copao  hoy  se  hace  ^n  casi  todos  los  negocios,  y  es  de  necesidad  para 
poder  emitir  su  voto  con  la  reflexión,  examen  detenido,  jusüficacion 
y  acierto  que  revelan  los  fallos  del  Tribunal :  se  econoo^izaría  el 
tiempo  que  en  esto  se  invierte ;  y  po^  ultimo ,  se  podria  las  mas  ve- 
ces proceder  á  la  votación  y  fallo  d^l  negocio  acto  continuo  de  la 
vista ,  teniendo  por  tanto  mas  tiempo  el  ponente  para  redgotfir  la 
sentencia,  y  publicarla  dentro  del  término  legal. 

X  dicho  fin ,  y  para  facilitar  aw  mas  el  despacho,  seria  conve* 
niente  la  impresión  deUpuntamíepto,  después  de  haber  manifestado 
Jas  partea  su  conformidad  con  él,  ó  de  haberse  hecho  la$  reformas  y 
adicionen  que  se  estimen  procedente^.  Por  término  medio  pueden 
calcularse  m  ui^os  cien  reales  los  gastos  de  la  impresión;  cantidad 
bien  insignificante ,  y  mas  si  se  compara  con  las  ventaj^^  antes  in^ 
dicadas:  poco.fne^M^s  costará  á  los  litigantes  la  copia  á,el  apunta? 
miento,  qu^e  el  procurador  saca  para  el  letrado.  Estos  gastos  deber 
rian  reputarse  como  costas  del  juicio ,  y  pagarse  bajo  tal  concepto 
por  los  interesados  en  el  pleito;  y  cuando  estos  sean  pobres,  podrían 
supura,  á  calidad  de  reintegroL,  de  los  fondos  procedentes  die  la 
mitad  de  los  depósitos,  cuya  pérdida  ha  sido  declarada,  que  quedan 
detenidos  á  disposición  dd  Tribunal,  como  se  pagan  las  costas  de 
que  habla  el  art^  109IB. 


ÍM  lÜlinko^  ttiio  de  toé  difeétbé  bM'ÉÓtables,  cpie  se  eoeueátran 
miik  nfttetaí  Ley  de  l&jtüeiamieiito,  e»  el  de  no  huber  dadof  mtef- 
teádon  al  'Mhusteño  'fis^l  en  la  si»taacíM»d&  de  eslM  recursos, 
ftt&dhnse  siempre  en  infraoeioii  de  le;  6  d»  doctrina  legal;  y,  según 
ya  faerióos  diélio,^^  objeto  es  Impedif  toda  falsa  apUeacieá  de  la  ley 
y  su  ertóuea-  interpretación,  4 :1a  veti  tftte  un^nar  la  jurisprudeii* 
da:  de  modo  (|ue ,  aun  cuando  lo$  litigantes  se  «(kr^^^eohan  inmedia- 
cameiite  de  sus  efectos,  estos  son  también  de  érdén  púMico  y  en 
ÜiteMs  de  la  sociedad  en  geiier ai.. Pudieran»  ademfcs,  concurrir  ta- 
les cii^D^ttciás,  4tte  Hubiese  motivos  para  reputar  la  infiracciob 
€e  ley  cbntetida  á  siMéndas  é  con  maüeia^  y  páúra  exigir  por  tanto 
la  résponsabilidad'á  h>9  magistrados  que  dictaron  la  sentencia.  Bajo 
cualquiera  de  estos  aspectos  que  se  conáideren  los  recut^os  de  casa- 
cibn/eé  necesaria  la  intervención  e^  ellos  del  Ministerio  público; 
to  ^rafávoreoér  íá  coadyuvar  los  internes  de  una  de  las  partei^, 
i^ño  para  sostener  los  fueros  de  la  ley  y  déla  causa  púbNca,  de  la» 
^  es  legítimo  represomante  y  defensor.  Esto  está  enftrmonfa  con 
los  principios  que  rigen  en  nuestro  píH^bedimiento,  consignados  ya 
fen  el  Reglametio  pt^ovil^onal  de  i*89t(  para  la  administración  de 
justicia,  según  el  cual  (a^ts.  70,  86  y  40i>  debe  oirse  á  dícbo  Mi- 
tifetério  en  los^  negocios  civiles^  cuando  intereüsn  á  la  causa  pAblica, 
y  siempre  que  ocurra  alguUa  duda  de  ley. 
-  ¡fot  estas  consideración^  creemos  ^e  se  ha  faltado  á  una  de  la^^ 
oDudioiénes  naturales,  y  sin  duda  de  las  mas  espeditáras  del  ^ecur- 
^ ,  con  no  haber  dado  intertencion  al  Ministerio  fiscal.  Siempre  se 
ha  conferido  este  cargo  en  el  Tribunat  Sttpretoo  de  Justicia  á  los  ju- 
Tisconsnltos  mas  eminentes ,  lo  cual  es  otra  garantía  de  acierto.  El 
Fiscal ,  por  tanto ,  examinando  la  cuestión  con  la  imparcialidad 
propia' de  su  ministerio,  y  sin  la  pasión  de  los  interesados,  contri- 
buiría poderosamente  con  su  ilustrado  concurso  á  fijar  la  rerdadefa 
inteligencia  de  la  ley  ,<  y  á  facilitar  el  fallo  del  Tribunal. 

Catacloñ  en  el  fondo. — Definición  déla  'dobtrSna  tégál. — ñdhte  la 

oon^enienoia  del  reourio  pitr  SrfraiDOíon  db  UÍ  mbuia  (1). 

'  .  .  . 

Según  el  art.  1012,  que  se  refiere  á  los  recursos  de  casación  en 
el  fondo,  estos  pueden  fundarse  «en  que  la  sentencia  sea  contra  tey^ 


ó  contra  AwfHíM  «dmitída  por  la  juraprudencia  dte  los  tribanales.» 
Debe  entenderse,  cmtotm  ^  Jo.  preceptuado  ea  los  dos  arlfouios  aa^ 
leriores^  que  la  seuleucia  ba  de  s^r  ejecuíoria,  6  sobre^  defimtiva^  y 
<tictada  por  un  Tribunal  Superior.  En  cualquiera  de  dichas  dos  caU'^ 
ssts  que  se  funde  el  recurso^  yá  dirigido  á  atacar  la  ejecutoria  en  el 
fondo,  ó  en  su  esencia;  á  demostrar,  que  ha  sido  yiolada,  óinterpre- 
lada  y  aplicada  erróneamente  la  ley  en  la  decisión  de  la  contienda, 
y  á  obtener  la  reparación  de  la  injusticia  causada  con  tal  motivo. 
Esto  en  cuanto  al  interés  de  las  partes;  que  si  se  atiende  al  interés 
público /objeto  preferente  de  estos  recursos^  es  mantener  en  toda 
su  pureza  la  ley,  y  fijar  su  verdadera  inteligencia  para  que  sirva 
de  regla  en  los  demás  casos  que  requieran  su  aplicación,  unifor* 
mando  así  la  jurisprudencia. 

El  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838,  exigía  en  su  ar- 
tículo S."",  para  que  hubiese  lugar  al  recurso,  la  infracción  de  ley 
clara  y  termimrUe.  Si  la  ley  tiene  esta  cualidad  en  su  relación  ^con 
el  caso  á  que  se  aplica;  no  debe  temerse  que  sea  infringida  i  ni  mal 
interpretada;  y  si  lo  fuese,  mas  bien  que  el  recurso  de  casación,  de- 
.  J)eria  entablarse  el  de  responsabilidad:  así  es  que  en  la  práctica  no  se 
estimaba  literalmente  .tal  calificación,  y  se  admitía  el  recurso  siem* 
pre  que  se  citaba  como  infringida  una  ley,  sin  atender  á  si  era  ó  no 
clara  y  terminante.  Esto  jnismo  es  lo  que  ha  sancionado  la  nueva 
Ley  de  Enjuiciamiento  por  el  artículo  que  estamos  comentando.  Si 
el  objeta  de  este  recurso  es,  como  hemos  dicho ,  uniformar  la  jurís* 
prudencia,  nunca  puede  ser  mas  útil  la  casación  que  cuando  versa 
sobre  una  ley  oscura  ó  dudosa. 

Que  la  casación  está  dentro  de  sus  condiciones  naturales  cuan- 
do se  funda  en  la  infracción  de  una  ley,  es  un  punto  respecto  del 
cual  no  hay  divergencia  de  opiniones:  ño  así  cuando  se  permite 
fundarla  en  la  infracción  de  la  doctrina.  Si  á  las  palabras  del  ar- 
tículo 1012  c  doctrina  admitida  por  la  jurufrudencia  de  los  tribu- 
nalesi>  se  diese  la  interpretación  lata  á  que  se  prestan;  si  por  esa 
doctrina  se  entendiera  la  opinión  ¿spresada  ó  admitída  por  cualquier 
tribunal  sobre  un  punto  de  derecho,  no  determinado  en  la  ley,  es 
indudable  que  se  habría  establecido  la  casación  fuera  de  sus  justos 
límites,  desnaturalizando  el  remedio.  A  una  doctrina  de  tales  con- 
diciones no  puede  darse  el  carácter  de  jurisprudencia ,  ni  el  valor 
y  autoridad  que  tiene  la  ley:  al  lado  de  ella  puede  presentarse 
¿  establecerse  otra  doctrina  contraria,  y  conduciría  al  absurdp  el 


perAútir  el  recaía  jNnr  infimcdiiin  de  una  doctrniá,  que  no  es  mas 
que  la  opinioA  particular  de  un  Tribunal  superior ,  en  contradicción 
acaso  con  la  de  otro,  y  aun  con  la  d&  otra  S^  del  propio  Tribunal, 
pues  no  es  raro  ver  (pie  cada  Sala  de  una  misma  Audiencia  opine 
de  diferente  modo,  y  tenga  su  jurisprudencia  particular. 

No  puede,  ni  debe  entenderse,  en  nuestro  concepto,  con  esa  la- 
titud el  articulo  que  comentamos.  ¿Cómo  bá  de  suponerse  que  se  ba 
querido  dar  fuerza  y  valor  de  ley  á  cualquier  doctrina  admitida  por 
un  tribunal,  que  no  reúne  las  condiciones  necesarias  para  formar 
jurisprudencia?  La  doctrina,  á  que  se  refiere  la  Ley;  es  sin  duda  al- 
guna la  doctrina  legal ,  de  cuya  locución,  como  sinónima  de  aque- 
lla, se  usa  en  los  arts.  i014^  Í0i6,  i028  y  en  otros;  y  por  doctrina 
legal  debe  entenderse  la  que  tiene,  mas  ó  mwos  espiicitamente,  su 
f lindaimento  y  apoyo  en  la  ley,  ó  en  las  reglas  del  derecho;  la  que  se 
deriva  de  estas  ó  de  aquella,  c(Mno  consecuencia  legitima  dé  sus 
principios,  y  bajo  tal  concepto  está  admitida  generalmente  en  el  fo- 
ro, y  ha  llegado  á  constituir  lo  que  se  llama  jurisprudencia. 

La  nueva  Ley  no  ha  beeko^mas  que  sancionar  lo  que  sobre  este 
punto  estaba  ya  admitido  Mía  {práctica.  El  Real  decreto  de  4  de 
noviembre  de^  183&,  aunque' eoísc^  artículo  3.^  declaraba  que  solo 
hubiese  lugar  al  recorso,  respectóle  la  nulidad  ó  casación  en  el  fon- 
do, por  infracción  de  ley  clara  y  terminante,  después  en  el  art.  7."", 
al  determinar  la  forma  para  interponerlo,  decia,  que  esto  se  hiciera 
por  escrito  con  firma  de  letrado,  en  que  se  citasen  laky  ó  doctrina 
legalinfringida;  de  modo  que  vino  á  equiparar  una  y  otra  causa,  y 
por  amibas  se  admitía  el  recurso  (i).  También  lo  permite  por  las  dos 
la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  Í8S5,  sobre  administración  de  jus- 
ticia en  Ultramar:  «habrá  lugar,  dice  en  su  art.  i94 ,  al  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley  espresa  y  vigente  en  Indias,  ó  de  una 
doctrina  legal  recibida  á  falta  de  ley  por  la  jurisprudencia  de  lo$ 
íríbumles.^  Como  se  vé,  concreta  mas  el  concepto;  pero  el  pensa- 
miento es  el  mismo. 

En  este  sentido,  pues,  habrá  de  entenderse  el  art.  lOlS  que 
eí>tamos  comentando,  y  así  lo  viene  aplicando  también  el  Tribunal 
Suptemo  de  Justicia,  como  puede  verse  en  varias  de  sus  decisiones 
en  casación.  La  doctrina  infringida  ha  de  derivarse  de  la  ley,  ó  de 

(4)   Puede  verse,  entre  otras,  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  los* 
licia,  en  recurso  de  nulidad,  de  17  de  octubre  de  1854. 


^8^  ;  JMEYSSIlá  «■  &16BIJtfil01l. 

Josf  rin6ipmi4el  detedio  (i) :  de/otra  modo  no  poAóa  llalianKe  legal; 
y  bajo  este  conoepio  ha  4Qt  Oslar  adttiitída  geo^almente  por  la  jaris- 
pnideneia  <fe  los  tribuuates:  uo  ha  detser ila  opimon  partieular  de  al- 
eono de  ellos,  ni  de  ai^oses  -detótaüuadosv  fintondido  con  esta  res- 
tricción el  ,arl.  i012»  oreemos  oonyenienle  sa  precepto,  y  que  no  hay 
inoti¥o  para  coasiderarestddecida  tottesacion'fttóra  de  sas  jastos  lí- 
mites. Así  Ja  doctrinal  legal  estíl.eomplementov  lainterpiretacion  ó 
eqtliúaeion  de  la  Ity:  sii  i/iolacíoa^  por  mito,  es,  ñas  ó  menos  di- 
r€^mente,  4»*  vioiaoioQide  laiey  misma?  ai  no  en  sn  letra,  al  menos 
4n  saesf^itu;  y  nUnúaMes^tnaa^conTeBientela  éasacioa  que  en  estos 
^sos  para  et^itar  que  se  estraiíe  la  doctrina ,  y  para  conservar  en 
toda  su  pHreaaJos;  principios  ebnsigiifekdoa  én  las  leyes ,  ó  on  las  re- 
^as  de  deredbo,  admilÁdaS'aMno^itales  por  la  jurisprodencta. 

Para  permitir  la  easatíon  pea*  inftaccion  de  ladootrina  legal,  adü- 
iiese  también  oDmo  raaon,  y  lot  es  eniifeeto,  la  del  estado  de  nnes^ 
tra  legislación,  compuiiét^  de  cNimpUaciones  incompletas  de  leyes 
formadas  en  diferentes  siglos,  y  por  flanlo  sin^rmonía  ni  concierto^ 
«alonas  en  desuso ,  y  o4ras  ooa  antíoioiiúas  no  muy.fáoil^  de  conci- 
liar ,  siendo  por  tanto  necesaifíoí.en  líuiefaos  casos  nesolv^  las  cnes- 
4ioaes  de  dereeho.conr arreglo  á  la^Mttína  adnátidá  pm*  la  jurispra^ 
4encía.  Pero  aunque  disminuiría  notai^mente  esta  necesidad  eon  la 
publicación  de  un  bubn  CádigOvciTU  ^  no  por  esto  dejaría  de.  existir 
^r  (Completo  hasta  el  pttnto.de  hacen  íánecosaria  la  casación  por  di- 
cha K^aosa.  Por  nMks  perfecta  que  sea  una  legislación,  e& imposible 
haya  previsto  todos  los  casos;  y  obligadoslos  tribunales  á  juzgar  y 
follar  cuantas  contundas  anie  eN^s^sededUsosA,  se  verán  siempre 
en  la  necesidad  de  apelar  machas  teees  á  k  doctrioa  legal.  ¿T  no 
es  notoria  la  con^reaienda  de  laxasacion^/cuatido  esta  doctrina  sea 
infringida,  para  impedir  la  violación  de  los  prioeipios  del  derecho,  ó 
la  errónea  interpretación  de  la  ley,  en* que  por  analogía  ó  por  de- 
4nc(Sion  busque  aquella  i^  apoyo)  Bft  eato  ipreoisamente  se  diferen- 
cian los  negocios  civiles  de  los  penales :  aquellos  son  siempre  justi- 
oiables,  am^ue  no  etista  ley  apresa  ^ara  el  caso ;  pero  en  lo  pe- 
iU^l,  por  ipas  reprensible  que  sea» un  hecho,  no  es  justiciable,  si  la 
ley  no  lo  ha  definido  y  penado  como  delito  é  como  falta,  y  por 


(I)    Véanse,  entre  otras ,  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia ,  en  rectírsos  de  casación ,  de  30  de  noTíembre  de  i  858 ,  20  de  enero  y 


5  de  febrero  de  i8S9. 
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esto  ao  es  admisible  la  casación  sino  por  violación  de  ley  es* 
presa. 

Creemos  haber  demostrado  la  conveniencia  de  que  se  permita  la 
casación  en  lo  civil  por  violación  de  la  doctritia ,  siempre  qae  esta 
sea  /e$fa{/ esto  es,  que  se  derive  mas  ó  menos  directamente  de  la  ley, 
ó  de  los  principios  y  reglas  del  derecho,  y  que  se  halle  generahnente 
recibida ,  ó  autorizada ,  como  arriba  espresamos,  k  esta  doctrina  es 
á  la  que  se  refiere  sin  duda  el  art.  1012  de  la  Ley.  Mas,  por  no  ha- 
berla definido  convenientemente,  se  ha  dado  ocasión ,  como  hemos 
indicado  en  el  párrafo  lY ,  al  abuso  de  fundar  algún  recurso  en  la 
infracción  de  doctrinas,  que  no  tienen  otro  apoyo  que  la  opinión  de 
un  Tribunal  Superior,  ó.  la  de  algún  comentarista,  cuyo  nombre  y 
testo  se  ha  citado  en  el  escrito:  el  Tribunal  Supremo  ha  desesthna- 
do^  conrasson,  tales  recursos,  por  no  ser  legal,  ni  considerarse 
elevada  á  jurisprudencia,  la  doctrina  que  se  citaba  como  infrin- 
gida  (1). 


VU. 


'    CSAÍifioaoi<m  de  Um  heohof . — ¿Puede  hacerla  el  Tribimal  Supremo  (2)? 

La  injusticia  de  una  ejecutoria  puede  nacer,  ó  de  la  falsa  apre- 
ciación de  los  hechos,  ó  de  la  aplicación  errónea  del  derecho.  ¿Pro- 
Cederá  en  ambos  casos  el  recurso  de  casación  en  el  fondo?  ¿Puede 
el  Tribunal  Supremo  deliberar  y  juzgar  sobre  la  s^reciacion  de  los 
hechos ;  ó  habrá  de  atenerse  á  la  calificación  que  de  ellos  haya  hecho 
el  Tribunal  ¿  qtu)l  Héaqui  una  de  las  cuestiones  mas  importantes, 
que  la  nueva  Ley  no  ha  decidido  espresamente,  á  pesar  de  haberlo 
hecha  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1855  para  los  negocios  de  Ul- 
tramar. Esta ,  después  de  haber  ordenado  en  el  art.  198 ,  que  no 
tiene  lugar  el  recurso  de  casación ,  «si  conformes  las  partes  en  el 
derecho,  versase  la  cuestión  sobre  hechos,»  dice  en  el  211  que  «res- 
pecto á  los  hechos ,  la  Sala  de  Indias  habrá  de  atenerse  en  la  deter- 
minación del  recurso  á  la  calificación  de  aquellos ,  en  que  se  haya 


(1)  Véanse  las  sentencias  de  21  de  diciembre  de  1858,  23  de  febrero 
de  1859  y  otras. 

(2)  Del  mismo  coment.  al  art.  1012. 
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fundado  el  Tribunal  á  qua.D  Siendo,  como  son  de  un  mismo  ano 
ambas  disposiciones ,  y  aquella  posterior  á  esta ,  parece  que  haya 
^dd  intencional  su  silencio.  Sin  duda  se  ha  creído  qUe  balitaba  el 
«precepto  del  art.  1042,  que  estamos  comentando. 

T  con  efecto,  ese  silencio  sobre  este  punto ,  que  guardó  tanibiea 
«rRealdeict^to  de  4  de  noviembre  de  1838,  no  ha  sido  obstáculo 
^ta<que  el  Tribunal  Supremo ,  sin  separarse  de  fo  que  ordena  d^ 
i^ho  artfeulo ,  haya  fijado  su  jur isprudetacia  conforme  á  la  doctrina 
'Haas aceptable.  El  Tribunal,  al  decidir  en  casación,  no  juzga  sobre 
'la  certeza  de  los  hechos,  ni  de  consiguiente  sobre  el  valor  de  bs 
pruebas:  eáto  lo  verifica ,  como  debe  verificarlo ,  para  dictar  su  Caito 
^óbre  el'fdndo  delaeuestion,  cuando  ha  sido  casada  la  ejecutorta 
(art.  1060);  de  modo  que  por  regla  general  en  la  primera  decísioa 
se  atempera  ala  calificación  hecha  por  el  Tribunal  á  qm(i). 

^Masmoporestose  abstienedeexsíminarios  hedios:  como  el  de- 
recho  es  la  consecuencia  del  hecho,  los  examina  para  ver  si  en>la 
aplicación  del  derecho  se  ha  infringido  la  ley,  y  á  este  fin  los  esta» 
blece  en  la  sentencia,  según  lo  previene  el  art.  1058.  También  los 
examina,  como  es  de  necesidad,  para  ver  si  la  apreciación^  que  de 
eHos^  ha  hecho  ia  Audiencia,  esláiajiistada  á  la  ley,  cuaodoel  recur- 
so se  funda  en  la  violación  de  ley  sobre  este  punto.  En  una  palabra, 
al  decidir  ^. casación  el  Tribunal  Supremo,  solo  examina  y  aparecía 
los^hechos,  en  cuanto  es  necesario  para  determinar  si  se  ha  cometí- 
do  ó' no  ht  ittfraccion  de  ley,  en  que  se  funda  el  recurso;  y  si  existe 
-e^tainfracdon,  casa  la  ejecutoria,  orase  refiera  la  ley  violada  áda 
iapreciacioQ  de  los;  hechos,  ya  á  la  deteranaaeion  idellderecho.  Pedo 
si  no  *se  ha  r  infringido  ley  >  «alguna  en  la  oalifitiaeiaQ  de  I  bs  hechor, 
"^éntonéesiadeeision  de  la  Audiencia'  sobre  eáte,<  punto  es  ^sdliernaa  é 
iíteTooabte,  y  á  eHa  se  aíempera  el  Trttamal  Suprimo  paia  la  de- 
'terwiiacíM  del  reourso.Así  sucede  ^siempre  que^seUratade  la^  prae- 
lba<de  testigos,  en  rabona  que  el  art.  317  de  flaiey  íde^Eajuíeia- 
jaiento  citiKdeja  su  apreciación  al  criterio;  judicial  ^^. 

'  Lo'  espueslo '  se  deduce  de  la  doctrina  camigaada^fior  el  mismo 


(1)  Téáse  la  Tlbctriná  consignada  en  los  considerandos  de  Iñs  senten- 
cias del  propio' Tribunal  Supremo,  en  recursos  de  casación,  de  43  deoctu- 

(2)  Sentencias  de  9  de  marzo  y  26  de  octubre  de  1857/%3  dé'^lttbrért) 
1 1?  de  octubre  de  1858,  y  Qtm  flttfctos. 


Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  varias  de  sus  sentencias  en  casa- 
ción. También  lo  vemos  confirmado  por  el  Sr.  Marqués  de  Gerona 
en  un  importante  escrito,  que  ha  publicado  recientemente  (1).  La 
circunstancia  de  haber  contribuido  á  estflUeeer  esta  jarisprnden^ 
cia,  conveniente  en  nuestro  concepto,  como  Presidente,  que  ha 
sido,  de  la  Sala  primera  de  dicho  Tribunal  Supremo,  dá  tanta  au- 
toridad á'  sus  palabras,  que  creemos  muy  del  caso  el  trascribirlas. 
Dice  así  este  distinguido  jurisconsulto  (2): 

itLa  Sala  primera  admite  y  declara  la  casación  donde  quiera 
que  encuentra  infringida  una  ley  espresa,  aun  cuando  esta  ley  sea 
rc^ladora  de  la  prueba  legal  de  los  hechos. 

»La  Sala  no  admite  ni  declara  la  casación  donde  la  ley  deja  al 
attitrh)  ó  discreción  de  los  tribunales  la  apreciación  de  (as  pruebas 
sobre  el  hecho  mismo, 

«La  Sala  se  abstiene  cuidadosamente,  en  virtud  de  las  citadas 
disposiciones  del  articulo  3i7,  de  juzgar  sobre  los  hechos  compro- 
bados únicamente  por  medio  de  testigos;  hephos,  cji^ya  calificacioa 
queda  hoy  mas  encomendada  á  la  sana  crítica  de  nuestros  jueces 
y  magistrados.  No  habiendo  ya  ley  civil  que  regule  casuísticamente 
su  criterio,  tampoco  puede  existir  infracción  alguna  de  esta  clas^ 
en  sus  sentencias. 

«La  Sala  admite  y  declara  la  casación  por  infracción  ó  mala  ín- 
tdigencia  notoria  de  cláusula  espresa  y  terminante,  ó  sea  por  vio- 
lación de  la  ley  del  contrato,  según  la  tecnólógia  francesa. 

»La  admite  asimismo  cuando  hay  error,  no  en  la  apreciación  de 
ia  prueba ,  sino  en  la  calificación  del  acto  ó  del  hecho,  á  que  se  re- 
-fiere»  en  sus  relaciones  con  la  misma  ley,  como  v.  g.;  cuando  njfk 
Audiencia  declara  la  existencia  de  un  contrato  de  arrendamiento 
sobre  iiechos  ó  pactos,  á  que  la  ley  atribuye  el  car^icter  de  usu- 
fructo.» 

'Y  concluye  mamtestando  que  «á  estas  cuatro  reglas  de  doctrina 
pueden  reducirse  las  bases  cardinales  de  la  jurisprudencia ,  hasta 
hoy  admitida  en  nuestra  casación;»  reglas  que  edtán  conformes  con 
lo  que  antes  hemos  espuesto. 


(O    Nos  referimos  al  foUeto  iii\i\a^:'iEmmm^ddir^¥ír$iii  i€  Ctwimri 
m^J^spaña. 
(2)    Pág.  23  y  siguiente!^  cto  diohoJotldU). 
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Sobre  el  número  de  Bffiaiflroi  oonveniente  pera  deoicUr  en  oeteoion  (i)^ 

Poco  tendríamos  que  decir  respecto  de  estos  artículos,  si  nos 
concretáramos  á  esponer  su  parte  dispositiva.  Esta  es  clara  y  ter- 
minante. De  un  presidente  y  seis  ministros  se  compone  hoy 
cada  una  de  las  Salas  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia;  y  según 
dichos  artículos,  los  siete  deben  concurrir  á  la  vista  de  los  recursos 
de  casación,  desempeñando  el  cargo  de  ponente  uno  de  los  minis- 
^os,  cuyo  servicio  deben  prestar  por  rigoroso  turno,  conforme  á  lo 
ordenado  en  el  art.  36.  Podrá  suceder,  y  sucede  con  frecuencia, 
que  por  enfermedad  ú  otra  causa  no  pueda  concurrir  alguno  de 
ellos:  en  tal  caso  los  ministros  son  reemplazados  por  los  de  las  otras 
Salas,  inclusa  la  de  Indias,  también  por  turno  rigoroso,  principian- 
do por  los  mas  antiguos;  y  los  presidentes  de  Sala  lo  son  por  el 
Presidente  del  Tribunal,  ó  por  los  de  las  otras  Salas;  éstos  por  tur- 
no en  igual  forma. 

Esto  es  lo  que  ordenan  dichos  tres  artículos,  habiéndose  olvi* 
dado  el  10S6  de  que  por  el  56  se  habia  mandado  que,  en  caso  de 
discordia,  «uno  de  los  dirimentes  será  siempre  el  Presidente  en  el 
Tribunal  Supremo. »  Si  se  ha  de  reservar  para  dirimir  las  discor- 
dias, puesto  que  ha  de  ser  siempre  uno  de  los  dirimentes,  ¿cómo  ha 
de  suplir  en  las  vistas  á  los  presidentes  de  Sala?  Como  el  objeto  de 
la  Ley  no  puede  ser  otro  que  atender  al  mas  espedito  despacho  en 
la  administración  de  justicia,  interpretándola  bajo  este  concepto,  se 
concilían  en  la  práctica  esas  dos  disposiciones  contradictorias,  su- 
pliendo el  Presidente  del  Tribunal  á  los  presidentes  de  Sala  solo  en 
casos  de  absoluta  necesidad,  cuando  no  pueden  ser  reemplazados 
por  los  otros  presidentes  de  Sala  sin  que  quede  desatendido  el 
servicio. 

Aquí  terminaríamos  este  comentario,  si  nos  limitásemos  á  espo- 
ner el  procedimiento  constituido  por  los  tres  artículos  de  que  tra- 
tamos; pero  en  la  introducción  del  presente  título  (véase  el  §.  Y) 
reservamos  para  este  lugar  el  demostrar  que  no  bastan  siete  mi- 
nistros para  fallos  de  esta  clase,  y  nos  creemos  en  el  deber  de  exa- 
minar este  punto  importantísimo. 

(i)    Coment.  de  ios  arta.  1054, 1055  y  1056. 
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£a  iguales  condiciones,  la  garantía  de  acierto  está  en  el  mayor 
número  de  votos:  así  est&  constituida  la  humanidad,  y  se  tendría  por 
viciosa  é  inconveniente  cualquiera  organización  de  tribunales ,  que 
no  descansara  en  esta  base.  Es  indispensable,  por  tanto,  que  todo^ 
fallo  de  revisión  sea  dictado  por  mayor  número  de  votos  de  los  que 
pueda  tener  á  su  favor  el  fallo  revisado:  de  otro  modo  la  opinioa 
de  los  menos  prevalecería  sobre  la  de  los  mas ,  contra  lo  cual  sa 
fiubleiva  el  sentido  común.  Sensible  nos  es  decirlo;  pero  á  esto  puede 
dar  lugar  la  disposición  del  art.  1084. 

T  con  efecto;  concurriendo  siete  ministros  á  la  vista  de  estos  re- 
cursos, cuatro  votos  conformes  forman  sentencia:  puede  suceder,, 
por  tanto,  que  se  case  y  anule  una  ejecutoria  por  cuatro  voto&, 
contra  tres  de  igual  categoría  y  autoridad,  que  estaban  conformes^ 
con  los  de  los  magistrados  que  dictaron  la  ejecutoria,  los  cuales  se- 
rán tres  por  lo  menos,  y  aun  podrán  ser  cuatro  ó  cinco,  y  acaso 
también  con  el  del  juez  de  primera  instancia;  resultando  que  la 
opinión  de  cuatro  prevalece  sobre  la  de  seis,  y  en  algún  caso  tam- 
bién sobre  la  de  nueve.  ¿Qué  autoridad  moral  puede  llevar  en  sí  un 
fallo  de  esta  clase,  para  que  sea  considerado  con  todo  el  respeto  que 
'se  merece  por  su  naturaleza,  y  por  los  efectos  que  produce? 

Si  en  apoyo  de  la  disposición  que  combatimos  quiere  alegarse 
ib1  precedente  establecido  por  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de 
1838,  que  también  señaló  siete  ministros  para  la  vista  y  determina* 
cion  de  los  recursos  de  nulidad,  haremos  notar  que  dicho  Real  de- 
creto no  concedía  este  recurso  sino  contra  las  sentencias  de  revista, 
que  no  eran  conformes  con  las  de  vista;  de  modo  que,  al  voto  de  la 
mayoría  del  Tribunal  Supremo,  se  reunia  el  de  los  magistrados  que 
dictaron  una  de  las  dos  sentencias  de  vista  ó  de  revista,  lo  cual  no 
puede  suceder  en  los  recursos  de  casación  por  haberse  suprimido  la 
tercera  instancia.  T  si  precedentes  quieren  buscarse,  citaremos  los 
trecursos  de  segunda  suplicación,  y  de  injusticia  notoria  en  asuntos 
ordinarios  y  en  los  de  comercio,  que  no  podian  verse  por  menos  de 
nueve  ministros  (1).  También  debemos  citar  la  legislación  francesa, 
la  cual  exige  para  la  decisión  de  estos  recursos  la  concurrencia  de 
•once  magistrados  de  los  diez  y  seis  de  que  se  compone  cada  una  de 
las  tres  Salas  del  Tribunal  de  Casación. 


(1)    Art.  97  del  Reglam.  pro.vis.  para  la  administración  de  justicia.^ 
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B&std!  lo-  (íéHo'  para  eoiñppétid^r  la  becesidad  die  reAMiar  él  ar- 
lícato  i054  de  la  Ley  de  Enjuiciamiéíitó  civil,  y  de  dáfr  una  org»¿ 
nizacioD  adecuada  al  Tributítd  Supremo  de  Justicia.  Si  no  toda$^  las 
Salas,  al  menos  la  primera,  que  es  la  que  conoce  áfs  los  recursos  dé 
casación  en  elfbndo;  debiera*  componerse  de  once  nünistrofs,  bas^ 
tando  nueve  para  la  vista  y  decisión  de  los  recursos;  pero  áin^  qué 
paeda  decial^arse  la  casación  sino  por  seis  votos  confbrmes.  Este 
numero,  unido  á^  la  calidad  de  los  votos,  ofrece*  la*  garantfá  necesa- 
ria para  el  acierto,  sin  que  pueda  desvirtuarse  la  fuerza  moral  del 
fallo' pof  los  votos  qüie  resulten  en  sentido'  contrario:  Así  tkmBien, 
con  dos  ministros  <fe  esceso,  se  evitaría  el  auxilio  de  las  otras  Salas,, 
con  ventaja  para  la  TtnifonniAid  de  la  jurisprudencia,  y  se  fecilitá^ 
ría  el  despacbo  de  las^  ponencias,  y  con  él  el  de  los  muchos  recursos 
de  que  se  vá  recargando  dicba  Sala  primera.  Quizá  se  opongan  á 
esta  reforma  razones  de  economía,  únicas  que  en  nuestro  concepto 
pueden  objetarse;  perO' ¿qué  sigm'fiéa  ese  pequeño  aiunento  en  el 
presupuesto  del  EÉ(tado,  comparado  con  las  grandes  ventajas  que 
há  de  proporcionar  á  la  adminfetracion  de  juBtida? 

Fallo*  «B.  cawwíoM.  -8ob»e  la  lartanoMioiott  poflerior  da  lot  anfta*^  iiwffl|i 
sa  d¿  logiur  al  rawaio  «n  la  fema. — Mai  sobra  el  faUo  «n  el  fonda  (1)». 

Después  de  baber  establecido  el  art.  1058  la  forma  en  que  deben 
redactarse  las  sentencias  resolutorias  de  los  recursos  de  casación^ 
pasa  la  Ley  á  determinar  en  el  Í0S9  y  siguientes,  las  declaraciones 
que  por  ellas  han  de  hacerse ,  en  cada  uno  de  los  diferentes  casos 
que  pueden  ocurrir.  La  declaración  capital,  que  deben  contener  es- 
tas sentencias,  es  la  de  fiaber,  ó  no  haber  lugar  al  recurso:  las  de- 
más declaraciones  son  accesorias,  y  como  una  consecuencia  precisa 
é  indeclinable  de  aquella. 

El  Tribunal  Supremo  declarará  haber  lugar  al  recurso,  siempre 
que  estime  que  la  ejecutoría  ha  sido  dictada  contra  la  ley  ó  la  doc- 
trina legar,  citadas  oportunamente,  ó  que  en  el  proceifimiento  se 
ha  cometido  la  falta  alegada  como  fundamento  del  recurso,  con  tal 
que  sea  alguna  de  las  espresadas  en  el  art.  101^;  y  en  otro  caso 

debe  declarar  m  haber  lugar  ¿él  (arts.  iOSQ  y  1062).  Para,  hacer 

*-  ■  ■  . 

(I)    Gdoiétti.  á  los  art»;  i^59  á  M69  hio;. 
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estas  dedftraciones  ha  de  atender  ája  reaoltan^ia»  qic^sofireciaQ  los 
autos  cuando^  se  diotó  la  ejeeatom.  Tambieo  ha  de  tomar  eu  consi* 
deracioiváiitca  p  esdusémmerUe  la  ley,  ó  doctrina  legal»  ó  regla  del 
proeedimientoy  que  sehaymdktdo  oportummetUe  como  infríngida$; 
de  modo  que,  aoii  cuando  el  Tribunal  Supremo  estime  que  han  sido 
infríngidasotras  leyes  ó  reglas  del  procedimieatO)  no  puede  apoyar- 
se en  ellas  para  casar  y  anular  la  ejecutoria,  si  la  parte  interesada 
uo  las  ha  alegado  oportunamente;  como  fundamento  del  recurso. 
Ya  hemos  dicho  que  el  remedio  de  la  casación  solo  es  aplieable  á  las 
violaciones  en  el  fondo  ó  en  la  forma,  que  se  hayan  alegado  y  reda- 
mado en.  tiempo  oportuno.  En  el  comentario,  del  art.  1049  heimos  in- 
dicado la  razoa  de  esta  doctrina^  umversalmente  admitida* 

Si  el  Tribunal  estima  ímprooedíBiite  el  recurso,  al  declarar  no  ha-- 
ber  lugar  á  él,  debe  condenar  ealas  cosias  al  que  lo  hubiere  inter- 
puesto, en.pena  de  su  temmdad,  y  además  á  la  pérdida  del  depósi- 
to, en  los  casos  encgae  se  haya  constituido  (art.  i062).  Cuando  elre- 
ouf  rente  haya  psestado  caución^  por  estar  declarada  pobre,  se  le 
impondrán  estas  condenas,  con  espresiou  de  quQ  s6  entiendaa  para 
cuando  llegue  á  mejor  fortuna  (art.  Í03S).  Eu  tales  casos  hade  maii- 
darse  tamiMen^  qm  la  mitad  deldepésilo  se  entregue  al  que  hubie- 
re sostenido  la  ejecutoria,  oomo  indenuizaciou  de  perjuicios,  y  que 
ee  esuiserve  la<  oira  mitad  en  el  Baneo  á  disposición  del  Tribunal, 
pasa  eisbm  las  atenciones  que  se  espresan  en  el  art.  1098,  y  que  es- 
pondrémos  en  su  comentario  (art.  1063);  devolviéndose  los  autos  del 
modo  que  previene  el  i067.  Téngase  présbite  que  el  Tribunal  Sur 
ppciffio  no  puede  predcindireaeslos  casos  de  condenar  al  reourreate 
en  la  pérákla  de  todo  el  depósito.  El  art.  247  de  la  Rea),  cédula  ya 
citada  de>  30  de  enero  de  1855 ,  deja  al  prudente  arbitrio  de  dicho 
Tribunaliel  imponer  ó  no  esta  oondenadon,  cuando  el  principal  funr 
(tamentOí  del  recurso  sea  la  infracción,  no  de  ley,  sino  de  la  doctrina 
iegal*  Por  raoones  bien  obvias  es  esto  muy  iu9to,  racional  y  conva- 
Biente,  y  sentimos  no  ver  igual  disposición  en  la  Ley  de  Eiyuicia- 
mieikto  civil.  Véase  también  loque  hemos  difiho  sobre  el  depósito  eu 
al  |.  y  de  estas  OassavAciONas. 

T  cuando  el  Tribunal  Supremo  estime  y  deckure  haber  UnélÑir  al 
reei»r$a,  debe  al  {nrapio  tiempo  casar  y  anular  la  ejecutoria,  como  es 
eoBSiguiente,  m¿idanida  devolver  al  recurrente  el  deposito,  si  se  hu- 
biere congtitaido  (arL  1059),  6  la  cancelacian  de  la  fiauza  m  su  C9^^ 
.  ao;  p«es  aunque  respecto  de  esta  nada  dice  la  Ley,  basta  considerar 
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que  ocupa  el  lugar  del  depósito,  para  que,  siguiendo  el  espíritu  de 
la  misma  Ley  y  las  reglas  del  derecho,  se  libre  de  tal  gravamen  al 
recurrente  cancelando  la  fianza,  como  se  practica.  En  estas  senten- 
cias no  procede  la  condenación  en  costas,  en  razón  á  que  no  puede 
suponerse  temeridad  en  el  litigante  que,  sosteniendo  la  ejecutoria, 
es  vencido  en  el  recurso;  por  esto,  sin  duda,  hace  caso  omiso  de 
ellas  el  articulo  antes  citado. 

Respecto  de  lo  demás  que  ha  de  mandarse  en  dicha  sentencia, 
es  necesario  distinguir,  si  el  recurso  es  sobre  el  fondo,  ó  si  versa  sor 
bre  la  forma.  En  este  segundo  caso,  en  el  mismo  fallo,  en  que  se 
case  y  anule  la  ejecutoria,  debe  mandar  el  Tribunal  Supremo,  como 
previene  el  art.  i06i,  que  se  devuelvan  los  autos  al  Tribunal  de 
que  procedan,  para  que,  reponiéndolos  al  estado  que  tenian  cuando 
se  cometió  la  falta  que  haya  dado  motivo  á  la  casación,  los  sustan- 
cie y  determine  por  si  mismo,  si  aquella  tuvo  lugar  en  la  segunda 
instancia;  ó  los  haga  sustanciar  y  determinar  por  el  juez  inferior 
con  arreglo  á  derecho,  si  se  hubiese  cometido  en  la  primera.  Véase 
lo  que  hemos  dicho  sobre  este  particular  al  comentar  cada  una  de 
las  causas  del  art.  1013. 

Para  el  caso  de  que  tratamos  ordenaba  también  el  Real  decreto 
de  4  de  noviembre  de  1838,  en  su  art.  19 ,  que  se  devolviesen  los 
autos  al  Tribunal  d  quo,  para  que,  reponiendo  el  proceso  al  estado 
que  tuviera  antes  de  cometerse  la  nulidad ,  lo  sustanciase  y  deter- 
minase con  arreglo á  las  leyes;  pero  añadiendo,  que  esto  se  hicie- 
ra por  ministros  diferentes  de  los  que  tomaron  parte  en  los  fallos  an^- 
teriores.  Igual  disposición  contiene  la  Real  cédula  de  30  de  enero 
de  1888  en  su  art.  215 ,  si  bien  con  la  modificación  de  que  los  mi- 
nistros sean ,  no  todos,  sino  en  su  mayor  parte,  diferentes  de  los  que 
intervinieron  en  el  fallo  anulado.  La  nueva  Ley  no  ha  seguido  estos 
precedentes;  no  ha  tomado  estas  precauciones,  dictadas  por  la  pru- 
dencia, como  garantía  de  acierto,  y  para  alejar  toda  prevención 
desfavorable.  Del  art.  1061  se  deduce  que  los  autos  han  de  sustan- 
ciarse y  determinarse  de  nuevo  por  los  magistrados  que  compongan 
la  misma  Sala  que  dictó  el  fallo  anulado,  y  que  desestimó  la  suhsa- 
nacion  de  la  falta  que  ha  producido  la  nulidad ,  los  cuales  podrán 
ser  los  mismos  que  habian  incurrido  en  ella,  ó  la  habian  autorizado. 
Sin  duda  se  habrá  considerado  que  la  opinión ,  que  tuvieran  dichos 
magistrados  respecto  de  la  diligencia  anulada,  no  puede  ser  tras- 
cendental al  fallo  definitivo  del  n^ocio.  Así  lo  creemos  también, 
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atendida  la  honradez  y  rectitnd  de  nuestra  magistratura;  pero  mejor 
hubiera  sido ,  en  nuestro  concepto,  seguiré!  sistema  del  Real  decreto 
citado,  que  aleja,  como  hemos  dicho,  todo  motivo  de  prevención  y 
de  desconfianza,  y  ofrece  por  tanto  mayores  garantías  de  acierto. 

Réstanos  examinar  lo  que  ha  de  hacerse  cuando  se  case  y  anule 
la  ejecutoria  por  haber  sido  dictada  contra  ley,  ó  contra  doctrina  le- 
gal. Ai  determinarlo  el  art.  1060,  ha  resuelto  una  cuestión  de  las 
mas  graves  é  importantes  que  se  suscitan  sobre  esta  materia,  á  sa- 
ber: ¿  Una  vez  casada  la  ejecutoría ,  quién  debe  fallar  sobre  el  fondo 
del  pleito?  ¿el  mismo  Tribunal  de  casación;  ó  el  Tribunal  d  9110? 
En  la  introducción  del  preseate  título  (véase  el  §•  IV)  hemos  exa- 
minado ya  esta  cuestión ,  demostrando  la  conveniencia  de  que  sea 
el  mismo  Tribunal  Supremo  quien  falle  sobre  el  fondo ,  como  lo  or- 
dena el  artículo  antes  citado. 

Esto  «ipuesto,  pueden  adoptarse  para  su  ejecución  tres  sistemas 
diferentes:  1.°,  que  falle  sobre  el  fondo  la  misma  Sala  que  haya  de- 
cidido en  casación ,  acto  continuo  y  sin  nueva  vista:  2.^,  que  sea  la 
misma  Sala;  pero  en  diferente  acto ,  y  con  nueva  vista:  3.^,  que  dic- 
te dicho  fallo  otra  Sala  del  propio  Tribunal  Supremo.  Los  tres  siste- 
mas se  están  ensayando  actualmente  entre  nosotros:  el  primero  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil:  el  segundo  en  los  negocios 
de  Ultramar,  conforme  al  art.  214  de  la  Real  cédula,  tantas  veces 
citada,  de  30  de  enero  de  18S5;  y  el  tercero ,  en  las  causas  por  de- 
litos contra  la  Hacienda  pública,  con  arreglo  al  art.  108  y  sigs.  del 
Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852.  Veamos  cuál  de  ellos  es  el  mas 
conveniente. 

£1  último,,  adeniás  de  no  ser  conforme  á  los  principios  que  rigen 
en  esta  materia,  no  ofrece  economías  ni  ventajas  de  ningún  género, 
y  dá  lugar  al  peligro,  que  siempre  debe  evitarse,  de  que  puedan 
ponerse  en  contradicción  dos  Salas  de  un  mismo  Tribunal:  inconve- 
niente grave,  que  nos  hace  considerar  este  sistema  como  el  mas 
desventajoso  de  todos.  Los  otros  dos  no  ofrecen  este  peligro,  pues- 
to que  una  misma  Sala  es  la  que  falla  en  casación,  y  sobre  el  fondo: 
son,  por  tanto,  los  mas  aceptables. 

£1  primero  de  estos  tiene  la  ventaja  para  los  litigantes  de  ser 

menos  dispendioso,  y  mas  breve  la  terminación  del  pleito,  en  todos 

(os  casos  en  que  se  declare  haber  lugar  al  recurso,  pues  se  evitan 

las  dilaciones  y  gastos  de  la  nueva  vista  que,  según  el  segundo  sis- 

-lema^  es  necesaria  para  fallar  sobre  el  foado.  Pero  se  le  objetan  gra- 
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tes  inconvenientes.  Gome  el  examen  de  Ibs autos  en  tai  cafio>e»pai» 
decidir  á  la'vez  en  casación  y  sobre  el  fondo,  es^  indispensableque  d 
relator  se  estíevda  en  el>  apnntamientO)  ;  los  letrados  ea  sus  inte- 
mes,  á  todos  los  hedios  y  razones  que  se  refieran  al  fondo,  oitando 
en  otro  caso  se  concretarían  pura  y  simplem^te  á  lo  feial»ro*á  la 
infracción  de  la  ley  ó  de  la  doctrina;  resallando  de  ello,  seguft  lo» 
qne  impugnan  dicho  sistema,  mas  l&rgas  y  complicadas' las  wtlK, 
con  inutilidad  notoria,  siempre  que  se  declare  no  haber  tugar  alEe- 
curso,  lo  cual  sucede  próximamente  en  cuatro  quintas  paste»  de  hs 
que  se  entablan. 

Creemos,  sin  embargo,  que  este  inconveniente  no  e»  tan*  giraya 
como  á  primera  vista  parece,  ni  tiene  la  importancia  que  que» 
dársele.  Como  el  derecho  es  la  conseouencia  de  los  heclioe^  ^ogom 
ya  hemos  dicho,  raro  será  el  caso  en  que  no  sea  necesario  eMtrar 
en  el  examen  de  estoe,  y  del  fondo  del  negocio,  para  dendir  ai  ha 
sido,  ó  no,  infringida  la  ley  6^  la  doctrina  legal,  que  se  hayan  dtado 
para  fmidar  el  recurso.  Tenemos  el  convencimienlo  de  qoe,  salvo 
muy  rara  escepcion,  la  misma  ostensión  darían  los  letrado»  á  sob 
informes  en  uno  que  en  otro  caso,  y  así  la  confirma  la  esperteieia. 
Tno  pueda  ser  otra  cosa:  si  es  injusta  la  ejecutoria  porque  sa  ba 
infringido  la  ley,  para  probar  esta  infraceion  es  necesario  damo»- 
trar  la  injusticia;  es  indispensri)le  hacer  ver  que  ha  sido  vulneraáD 
el  derecho  de  la  parte,  lo  mismo  que  para  obtener  la  revocacm»  y 
enmienda  en  el  fondo.  Solo  prohiüendo  absolutamente  toAas^re- 
ciacion  y  discusión  sobre  los  hechos,  es  como  podría  eónsegatrae 
alguna  brevedad  en  los  informes. 

Pero  aun  cuando,  reservando  para  la  nueva  vista  todo  lo  relati- 
vo al  fondo,  pudiera  obtenerse  en  ia  primera  alguna  ventaja  baío^el 
concepto  antedicho,  no  es  bastante,  en  nuestro  cimcepto,  pava  adop- 
tar este  sistema.  A  los  gastos  y  dilaciones  de  la  nueva  vista,  m  la 
quede  seguróse  reproducirían  y  esforzarían  las  razonen  alegadas 
en  la  prímera,  hay  que  agregar  el  incosTenienite  de quees  poeiMe 
no  puedan  concurrir  á  la  segunda  vista  los  mismos  miaiBlras;  que 
asistieron  á  la  primera,  y  se  corre  el  peligro  de  qne  no  sean  aconies 
los  fallos.  Creemos  á  esto  preferible  el  qaesedevuetvaa  los  autos 
al  Tribunal  eí  9110,  para  que  falle  sobre  el  fondo. 

Por  todo  lo  espuesto  nos  parece  muy  conveniente  la  dispoaieión 
á^  art.  1060,  seguii  el  cual,  «si  el  recarso  se  hubiere  fundado  en 
ñfraccion  de  ley  ó  de  doctrina  admitida  por  la  jurísprudenota,  díelt* 
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r&  ei  Tribunal  Supremo  d  cúníhmadón,  pero  separadamerUe,  sobre 
la  cuestión  objeto  del  pleito,  la  sentencia  queerea  conforme  á  tos  mé-»^ 
ritos  de  los  antoá,  já  lo  que  exigieren  la  ley  ó  doetrina  qnebrantadng 
en  la  ejecatoría.»  En  el  párrafo  siguiente  espondremod  ttt  razón 
que  se  ha  tenido  para  ordenar,  que  esta  sentencia  se  dicte  separada^ 
mente,  aunque  á; continuación  de  la  primera  en  que  se  htdiiere  d^ 
cíatado  habef  Itigar  al  recurso. 

X.  • 


Eü  objeta  y  fin  de  los  recursos  de  que  tratamos,  reclaniaban;  la 
adopoÍMOL^de  lo  que  dispone  el  aft/1064.  Ya  hemos  dicho  que 
han  sido  eatableoidod  paca  impedir  toda  violación  de  ley  y  su  erró- 
nea ínteepretai^ieny  y  para  ^ar  yaniformar  la  jurisprudencia;  de 
modo  que  el  objeto,  de  k  caeaaioo,  no  solo  es  aplicar  rectamente  la 
ley  al  caso  particular  que  motiva  el  recurso,  sino  también  interpre- 
taria  deetfioalffiente,  y  fijar  la  jurisprudencia  para  los  demás  caso» 
análogos  que  puedaa  ocurrir.  A  este  fia  es  necesario  publicar  ofi- 
4Halmttite  las  decisiones  en  casación,  pa^  que  de  todos  sean  cono- 
cidas, y  así  la  ordena  ei  artículo  que  comentamos:  de  otro  modo 
seria  Uaflorío-  el  principal  objeto  de  este  remedio. 

Ptfo  i^omo  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  en  estos  repur- 
.sos  tienen  un  doble  mterés,  según  hemos  indicado,  dicha  puUica- 
GÍon  debe  limitarse  á  lo  que  es  de  interés  general;  á  la  parte  en  que 
se  espUca.é  interfureta  U  ley,  decidiendo  si  ha  sido  ó  no  infripgida^ 
ó  en  que  se  define  y  establece  la.doclrina;  que  es  lo  que  forma  ju» 
lispcudaneia.  sobre  la.  cuestión  legal  discutida  en  el  pleito.  £1  fallo 
sobre  A  fondo  de  la  eneation»  objeto  del  litigio^  es  ya  una  coose- 
euenoia  del  fallo  en  casación;  es  la  apUcacion  recta  de  la  ley  ó  de 
la  doetfina  legal,  en  los  términos  que  han  sido  definidas,  al  caso 
particular  que  se  debate;  y  como  de  interés  meramente  privado,  no 
debe  pubUearsie. 

Para  realizar  este  pensamiantOr  tan  fecundo  en  buenos  resulta- 
dos, y  necesario  á  la  vez;  para  el  objeto  de  la  casación,,  se  dispuso 
por  el  arL  lOSO,  que  cuaiúlo  se  estime.procedente  el  recurso  funda- 
do en  infracción  d¿  ley  ó  de  doctrina  legal,  se  dicten  dos  senten- 

(1)    Gomént.  del  art.  iO^^». 
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cias,  si  bien  á  continuación  la  una  de  la  otra:  en  la  primera  se  des- 
dara haber  lugar  al  recurso,  casando  y  anulando  la  ejecutoria»  y 
mandando  en  su  caso  la  devolución  del  depósito,  ó  que  se  cancele 
ila  caución;  y  en  la  segunda  se  falla  la  cuestión,  objeto  del  pleito, 
conforme  á  los  méritos  de  los  autos,  y  á  lo  que  exigieren  la  ley  ó 
doctrina  quebrantadas  en  la  ejecutoria.  Y  ahora,  por  el  artículo  que 
comentamos,  se  ordena  que  la  primera  de  estas  dos  sentencias, 
como  igualmente  las  que  se  dicten  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso en  el  fondo,  y  decidiendo  en  cualquier  sentido  los~  recursos 
sobre  la  forma,  ó  sea  los  que  se  funden  en  alguna  de  las  causas 
•espresadas  en  el  art.  i013,  se  publiquen  en  la  Gaceta  de  Madrid, 
é  inserten  en  la  Colección  legislativa.  De  este  modo  reciben  la  pu- 
blicidad y  autorización  convenientes.  La  naturaleza  y  carácter  de 
dichas  sentencias,  y  el  objeto  de  su  publicación ,  exigen  cpie  esta 
se  haga  de  oficio,  y  en  la  parte  oficial  de  la  Gaceta,  como  se  prac- 
tica, pues  siendo  en  interés  público,  no  seria  justo  obligar  á  los  li- 
tigantes á  que  pagasen  los  gastos  de  la  inserción  en  dichas  publi- 
caciones-oficiales. 

En  el  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  ya  se  mandó  que 
se  publicasen  en  la  Gaceta  del  Gobierno  los  fallos  del  Tribunal  Su- 
premo sobre  recursos  de  nulidad.  La  misma  disposición  han  re- 
producido el  Real  decreto  de  1882  relativo  á  la  jurisdicción  de  la 
Hacienda  pública,  y  la  Real  cédula  de  1858  sobre  administración 
de  justicia  en  Ultramar.  La  nueva  Ley  de  Enjuiciamiento  ha  orde- 
nado, como  hemos  visto,  que  además  se  publiquen  en  la  Colecdon 
legislativa,  que  es  el  libro  de  las  leyes  y  de  las  disposiciones  oficia- 
les, de  igual  autenticidad  que  aquella;  pero  de  mas  permanencia,  y 
mas  fácil  de  manejar  por  su  forma. 

Aplaudimos  esta  disposición:  quisiéramos,  no  obstante,  se  hi- 
ciera en  ella  una  reforma,  que  nos  parece  muy  conveniente.  Ni  la 
Colecci4)n  legislativa  está  al  alcance  de  todas  las  fortunas,  ni  la  for- 
ma, en  que  se  publican  en  ella  estas  sentencias,  es  la  mas  á  propó- 
sito para  facilitar  su  consulta:  salen  además  con  erratas  notables, 
unas  de  imprenta,  y  otras  acaso  de  copia.  Todos  estos  inconvenien- 
tes se  salvarían  publicándose  en  colección  separada,  con  buenos  ín- 
dices alfabéticos  de  materias,  autorizando  la  publicación  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  para  que  lleve  esta  sanción  oficial;  pero  bajo  la 
inspección  del  propio  Tribunal  Supremo.  Que  esto  es  ya  una  nece- 
sidad, lo  demuestra  el  que  empresas  particulares  están  prestando 
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este  importante  servicio  con  general  aceptación  ({)>  i  pesar  de  que 
no  lleva  la  aatenticidad  que  les  daría  la  publicación  oficial,  y  que 
es  tan  necesaria  en  documentos  de  esa  clase.  En  Francia  se  publica 
con  este  objeto  un  Boletiii  de  Casación:  nosotros  le  daríamos  el 
nombre  de  Coleceian  de  sentencias  del  TributMl  Supremo  de  /tis* 
iiciaf  ú  otro  equivalente»  para  comprender  en  ella,  no  solo  las  pro^ 
nunciadas  sobre  casación,  sino  también  sobre  competencias,  y  de- 
más que  deben  publicarse  según  las  disposiciones  vigentes.  Con 
todas  estas  sentencias,  qne  son  un  precioso  repertorio  de  jurispru- 
dencia, puede  ya  formarse  un  grueso  volumen  en  cada  ano,  á  pesar 
de  no  estar  establecida  todavía  la  casación  en  lo  criminal. 


II. 


Gerlifioaoioiief  para  la  cjeeneioB  de  lo  Juzgado. -«-^hipretioii  da  Eeaiat 
cartas  igeeatonas«— 'So*  inoonvoiíeata»  (i). 

'  Cualquiera  que  sea  la  sentencia  que  se  dicte  por  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia ,  ha  de  acordarse,  sin  necesidad  de  petición  de 
parte,  que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  que  procedan, 
á  costa  del  que  interpuso  el  recurso,  con  la  certificación  correspon- 
diente para  la  ejecución  de  lo  juzgado.  Esta  certificación  ha  de  con- . 
tener  la  sentencia  ó  sentencias  pronunciadas  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos i089  y  siguientes,  y  además  la  tasación  de  costas,  cuando 
haya  habido  condena  especial  de  ellas.  Así  lo  ordena  elart.  1067  que 
comentamos ,  debiendo  tenerse  presente  que  dicha  tasación  de  cos- 
tas ha  de  practicarse  y  aprobarse  con  arreglo  á  lo  que  prescriben 
los  arts.  78  á  81  inclusive. 

Por  la  disposición  que  comentamos,  lo  mismo  que  por  el  artícu- 
lo 886,  á  la  antigua  y  solemne  fórmula  de  Reales  provisiones  ó  car- 
tas ejecutorias,  se  ha  sustituido  la  de  una  simple  certificación,  libra- 
da por  el  escribano  de  cámara.  Sin  duda  se  habrá  dispuesto  así  por 
lazon  de  economía,  para  evitar  gastos  á  las  partes:  no  nos  parece, 
sin  embargo,  razón  suficiente  de  novedad  tan  importante.  Si  se  co- 
metian  abusos  en  la  ostensión  de  las  Reales  cartas  ejecutorias;  si  na 


(1)  Véase  nuestra  Coleccipn  de  la  JuMSPauDENCu  civil,  que  consta  de 
tres  tomos.— D.  de  la  R. 

(2)  Ck^ment.  del  art.  1067.   .  -" 


se  coQ6tder&ba  stificíeiite  la  limitación,  que  para  evitarlos  ks  piíKf 
«lart.  S.""  del  Real  deereio  ^e  5  de  enero  de  1844,^e  ^  bubiose 
mafidadoii0contavieraB<Hros  insertos  que  la  sentencia  y  la  tasa^ 
cioQ  de  co^s^nstt  caso,  oohk)  se  previene  re§peGto  de  las  Kscirtífr- 
«aciones;  pero  no  introducir  esa  novedad,  oontraria  á  nneslras  pr^ 
4ioas,  y  alias  de  todas  Jas  n£u;iones. 

La  justicia  se  administra  en  n(Niibre  del  Rey,  según  la  Qoinstitq^ 
•oinn  deliEstado,  y  en  su  nombre  por  tanto  deben  libraifse  las  cs^ 
4as  ejee«torias,iOomo  se  iian  librado  ^ien^e.  Además ,  una  ejecUí- 
loriares  uoa  ley  para  los  ^litigantes  y  sus  sncesiOfes;  y  ley  .de  tal  na- 
turaleza,  que  no  {lued^-  ¡ser  iBiodifi<^da  m  d^rji^ada  >  como  las  genar 
rales,  por  el  mismo  poder  que  las  dicta:  por  esta  razón  el  documen- 
to que  la  contenga,  debe  estar  cqn^bido  en  forma  preceptiva,  la  que 
no  puede  darse  á  las  certificaciones.  Por  otra  parte,  éstas  carecen 
del^fiotto-ieal,  y  de4as  solaauíidadiBSttqne  dan4  la&  antiguan  etjj^Hto- 
rías  mayor  auteiitíoidadipaff&alpreseate.y¿«l||orvfiQÍr.  ¿Y  no  es  in- 
conveniente é  injustificado  que  á  un  documento  de  tanta  importan- 
da ,  qaetenéierra  dectaradoneis  tan  UMeejldentales  para  la  propie- 
dad y  para  la  fainilía,jse  le  baya  despojado  .de  solemnidades . ^p^ 
•aaflientaban  isu  |)re@tigto  y  su  auteotíaídad? 

£s>de«ai(tfar  también  que,  )resp6Gt0tde  las  certificaciones  <de  que 
tratamos,  mo  ise  ha  impuesto  la  obiigacÍQn.de!toniarse  razón  de  eUa^ 
en  laiCanciUeda  del  Tribunal;  oiiiisioa  muy  notable  y  de  Ivaseeiir 
dentales,  eonaecuenoias,  i  pues  adamas  de  faltarle  eata  sotemnidadcil 
documento  que Gontteae  una  ejecutoria  :proik|iaeiada  portel  ,priiQ^ 
líribunalide  la  nación,  yoontra  la  cual  no  es  posible  recurro  algur 
aoi,:qiieda  sin  i  largaran  tía  que  jmrit  cualquier  evento  se/ tenia;  anto 
«en  el  registro  de  la  Cancillería,,  que  hace  lanta  fó  eamo  la3;^enl^^ 
^as^ng^ates.  :¥es.<odavte  mas  «notable  dioha.  omisión,  por  nuan- 
lonosehadBosFfidoen  ella  al  tratartde  la^ ejecutorias  de  las  An- 
dieneías:  véase,  sino,  .elarí.  £87,!segttn  el.Qual  ha  de< tomarse  fia- 
zon  eaJaCanciUeríaide  k (audiencia, quedando isopía  literal»  deio- 
daeertifieacíoa .con^que  aerdevnelvan  autos  para ila  ^fecocioii  de ; Jo 
jnagftdor  de  mod»  qne  seban*  revestido  de  mayoreaisolemnidades  y 
garantiBsilasioerliíeai»ooestfMmipreBtí\m&<d^  ejeaotoriastde  jto 
Tribunales  Superiores ,  que  las  que  contienen  las  dictadas  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Poriodas  e^as  consideraciones treemos  convententie,  y  aun  n,e- 
4sesariay  la  reforma  del  art.  1067,y  que^ire^t^b)!92;ea  Ía>aniti9uá 
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liráctkft  de  ybmr  Reales  car Us  ejeoutorks,  eo  Bombre  del  Rey,  fir. 
m»é$si  por  el  Presideute  del  TriJMiiuil,  el  que  lo  sea  de  la  Sala  y  das 
Mioútfos  de  la  misma,  registradas  y  selladas  por  Caucilleria,  y  oom 
las  demás  fennalidades  que.prevíeiien  los  arts.  14,  73,  73,  80  á  ^ 
inokisive  del  Reglamento  delpropo  Tribonal. 

GuaoíoB  en  intefét  de  la  ley  (i). 

Los  tres  últimos  artículos  del  lítalo  21  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento tratan  de  la  casación  en  interés  de  la  ley.  Se  le  dá  este  nom- 
bre ,  no  porque  no  sean  también  en  interés  de  la  ley  los  recursos 
promovidos  por  las  partes,  pues  ya  hemos  dicho  que  la  casación 
ha  sido  introducida  principalmente  en  interés  público ,  siendo  el  in- 
terés privado  su  objeto  secundario;  sino  porque  el  recurso,  de  que 
vamos  á  tratar,  ha  sido  establecido  única  y  esclusívamente  en  inte- 
rés de  la  ley,  sin  que  sus  efectos  puedan  sücanzar  en  ningún  caso  á 
los  interesados  en  el  pleito. 

Puede  suceder  que,  á  pesar  dé  haber  sido  dictada  contra  ley  ó 
contra  doctrina  legal  una  ejecutoria,  se  aquieten  con  ella  las  partes 
por  no  esponerse  á  los  gastos  y  resultados  del  recurso  de  casación^ 
ó! porque,  por  cualquier  otro  motivo,  así  convenga  á  sus  intereses. 
En  tal  caso  la  ejecutoria  debe  producir  todos  sus  efectos  entre  los 
litigantes,  puesto  que  se  conformaron  con  ella;  pero  al  orden  públi- 
co interesa  que  se  conserve  en  toda  su  pureza  la  recta  inteligencia 
de  la  ley,  que  no  se  altere  su  genuino  sentido  con  interpretaciones 
arbitrarias,  que  se  fije  la  doctrina,  y  se  uniforme  la  jurisprudencia. 
En  tan  poderosas  y  atendibles  consideraciones  se  fundan  los  ar- 
tfcülos  que  comeütamos  para  ordenar,  siguiendo  el  ejemplo  de 
otraá  naciones,  que  en  tales  casos  pueda  erMinisterio  fiscal  inter- 
poner recurso  de  casacioá ,  no  para  que  se  anule  ni  altere  la  ejecu- 
toria en  lo  mas  mínimo;  sino  para  formar  jurisprudencia  sobre  la 
cuestión  legal,  que  haya  sido  discutida  y  resuelta  en  el  pleito. 

'  Contrayéndonos  á  la  teoría  y  al  derecho  constituyente ,  acepta- 
mos como  bueno  el  principio;  pero,  salvo  el  respeto  que  nos  merece 
la  Ley ,  no  nos  parece  conveniente  la  forma  en  que  ha  sido  desen- 
vuelto. 

(1)    Gomettt.álosaru.  l4OO/li(Myll0St. 
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En  primer  lugftr ,  ordena  el  art.  ilOi,  que  «estos  recursos  pue- 
den interponerse  en  cualquier  tiempo^ »  de  modo  que  el  Ministerio 
fiscal  estará  en  su  derecho  interponiéndolos  inmediatamente  después 
de  publicada  la  ejecutoria ,  y  sin  esperar  á  que  trascurra  el  término 
concedido  á  las  partes  para  usar  de  esto  remedio ,  lo  cual  es  con- 
trario á  la  esencia  de  dichos  recursos,  y  á  los  principios  que  rigen 
en  nuestro  procedimiento  civil.  En  negocios  civiles  contenciosos ,  la 
acción  fiscal  no  debe  ejercerse  nunca  en  beneficio  de  uno  de  los  li- 
tigantes ,  sino  única  y  esclusivamente  en  interés  de  la  ley ;  de  otro 
modo  seria  desigual  la  condición  de  aquellos.  Que  en  el  caso  su- 
puesto la  gestión  fiscal  favoreceria  al  que  fué  vencido  en  la  ejecuto- 
ria,  haciéndole  de  mejor  condición  que  á  su  contrario ,  es  cosa  que 
no  puede  ponerse  en  duda;  porque  ¿quién  puede  desconocer  la  in- 
mensa ventaja  que  llevaría  en  la  contienda  el  que  contase  con  el 
poderoso  auxilio  del  Ministerio  público?  Y  no  se  diga  que  esta  doc- 
trina es  contraria  á  la  que  hemos  sostenido  en  el  párrafo  V  de  es- 
tas Observaciones  acerca  de  que  el  Ministerio  fiscal  debe  intervenir 
en  los  recursos  de  casación ,  pues  nó  es  lo  mismo  dar  su  dictamen 
desinteresado  é  imparcial  en  una  cuestión  promovida  y  sostenida 
por  las  partes  interesadas ,  que  constituirse  en  actor  y  ájente  prin* 
cipal  de  la  contienda  jurídica. 

Por  todas  estas  razones,  y  también  para  evitar  abusos,  hubiera 
sido  sin  duda  muy  conveniente  que,  después  de  ordenar  el  art.  i  101 
que  cestos  recursos  puedan  interponerse  en  cualquier  tiempo,»  se 
hubiese  añadido:  «cuando  las  partes  no  los  hayan  utilizado,  y  des- 
pués de  haber  quedado  firme  la  ejecutoria.»  La  legislación  francesa 
.  no  permite  que  el  Ministerio  público  interponga  estos  recursos  sino 
después  de  tres  meses  de  haber  quedado  ejecutoriado  el  fallo.  Teñe- 
mos  el  convencimiento  de  que,  no  obstante  la  omisión  de  la  Ley,  en 
este  sentido  obrará  el  Ministerio  fiscal  en  España,  como  es  de  espe- 
rar de  su  ilustración  y  prudencia. 

En  segundo  lugar,  ordena  también  el  artículo  antes  citado  que 
estos  recursos  se  sustancien  y  decidan  sin  citar  ni  emplazar  á  nin- 
guno de  los  litigantes;  pero  que  se  les  oiga,  si  se  presentasen ,  en« 
fregándoles  los  aiUos  para  instrucción  y  citándoles  para  la  vista.  No 
pudiendo  anularse  ni  alterarse  en  lo  mas  mínimo  la  ejecutoria;  no 
pudiendo,  como  no  puede  afectarles  el  resultado  de  estos  recursos, 
según  lo  declara  con  razón  el  art.  1102,  no  se  justifica  el  objeto 
de  esta  audiencia:  la  misma  razón  habria  para  concederla  á  cual- 
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quiera  que  quisiese  tomar  parte  en  tales  procedimientos.  La  cuestión 
kigál  está  ya  decidida  irrevocablemente  para  los  que  litigaron;  nada, 
|>ués,  les  interesa  el  resultado  del  recurso,  el  cual  se  dirije  única- 
mente á  formar  y  fijar  la  jurisprudencia  para  los  demás  casos  que 
puedan  ocurrir;  y  no  interesándoles,  no  hay  razón  que  justifique  la 
disposición  de  que  tratamos. 

'      Consideramos,  además,  inconveniente  esa  audiencia  de  los  que 
-fueron  parte  en  el  pleito.  Con  ella  se  despoja  á  estos  debates  del 
carácter  imparcial  y  desinteresado  que  deben  tener:  se  fomentan  las 
malas  paciones,  dando  ocasión  á  que  se  renueven  y  prolonguen  los 
resentimientos,  disgustos  y  rivalidades  de  familias,  que  suelen  pro- 
ducir los  pleitos;  y  hasta  podrá  introducirse  la  perturbación  en  las 
conciencias.  Supongamos  que  el  Tribunal  Supremo  declara  haber 
lugar  al  recurso:  habiendo  tomado  parte,  ó  pudiendo  tomarla,  en 
ésta  contienda  el  que  obtuvo  á  su  favor  la  ejecutoría,  para  esponer 
'cuantas  razones  crea  oportunas  á  fin  de  demostrar  que  fué  vence- 
dor con  derecho,  y  no  por  error  de  los  juzgadores,  ¿podrá,  después 
'del  respetable  fallo  del  Tribunal  Supremo,  gozar  con  tranquilidad  de 
conciencia  del  derecho  ó  cosa,  que  por  aquella  le  fué  otorgado?,No 
^ái  cuando  no  se  le  permita  tomar  parte,  pues  entonces  el  fallo  en 
casación 'es  para  él  como  una  nue^a  ley,  que  en  nada  puede  afectar 
las'déclairaciones:  anteriores.  Y  en  cuanto  al  que  fué  vencido  en  el 
pleito,  es  tanto  como  permitirle  Ir' contra  sus  propios  hechos,  puesto 
qiie  se  le  permite  atacar  una  ejecutoria,  que  él  mismo  consintió  no 
interponiendo  el  recurso  de  casación  en  tiempo  oportuno.  Por  todo 
ello  creemos  inconveniente,  y  contraria  á  la  índole  y  naturaleza  de 
'estos  recursos,  la  audiencia  que  el  árt.  IIÓI  concede  á  los  que  fue- 
ron parte  en  el  pleito. 

Y  por  último,  ofrece  también,  en  nuestro  concepto,  graves  in- 
¿onvenifeñtes  el  que  el  Tribunal  Supremo  haya  dé  decidir  en  todo 
caso  la  cuestión  legal  debatida  en  el  recurso,  como  se  deduce  del 
'artículo  1102,  sin  dejarle  en  libertad  para  abstenerse  de  fallar 
sobre  ella,  y  consultar  á  S.  M.,  cuando  el  caso  lo  requiera.  Su- 
X)ongamos  qne  el  Ministerio  fiscal  ha  interpuesto  el  recurso  con- 
tra una  ejecutoria,  en  la  que  se  ha  decidido  de  uñ  modo  incon- 
veniente y  contrario  á  ía  razón  natural  una  cuestión,  respecto  de  la 
que  no  existe  ley  espresa,  ni  jurisprudencia  establecida;  ó  en  que 
la  decisión  ha  sido  conforme  á  una  ley  antigua,  en  desuso,  que  aun- 
que no  derogada  espi'ésamente,  está  en  contradicción  coa  los  priDci- 
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pos  qne  hoy  rigen  «n  el  derecho;  ó  que  se  ha  hecho  ^iriieamM  de 
vm  ley  y  que  8e  presta  fundadaiHe&te  á  ioierpretacioaes  coo^arÑui;. 
¿Qué  (debería  hacer  ea  taies  casos  el  Tribunal  Supremo?  ¿Declarar 
haber  lugar  al  recurso?  No ;  porque  realmente  no  hay  ley  ni  doctrí* 
IML  l^gal  infríB|§;ida^.  ¿Desestimar  el  recurso?  Tampoco;  porque  oslo 
sería  sancionar  y  establecer  una  jurisprudenoiá  absurda  ó  kiconire- 
niente.  No  queda»  pues,  otro  .camino  que  elevar  á  S.  M.  la  oportuna 
consulta  para  que  por  quien  corresponda  se  aclare  ó  interprete  ati- 
téntícanueyate  la  ley,  é  se  decrete  locan?eiueole  para  lo  siicesi¥0. 

Esto  es  lo  que  dicta  la  razón  natural,  y  lo  que  está  en  nuestras 
tradiciones.  Siempre  nue&tros  tribunales  han  tenido  la  facultad,  y 
aun  el  deber  de  consultará  S.  M.  las  dudas,  reformas  y  proyectos  de 
ley  que  les  han  ocurrido,  teniendo  ínarcados  los  trámites  que  deben 
^ar  á  estos  espedientes  (i).  Cuando  está  pmidiente  el  pleito,  es  apre- 
miante la  necesidad  de  dictar  el  fallo  definitivo^  para  que  no  queden 
en  incierto  indefipidamejme  los  derechos  de  las  partes,  y  por  esto 
los  triJNinales  no  pueden  abstenerse  de  juzgar,  sin  incurrir  en  res^- 
ponsahíUdaá.  Además,  según  los  principios  que  boy  rigen,  no  puede 
consultarse^  $.  M.  la  resolución  que  haya  de  diciarse  en  ningnn 
pleito  pendiente.  Pero  es  muy  distinto  el  caso  de  que  tratamos :  aquí 
ya  no  hay  pleito  pendiente;  bien  é  mal,  ya  ha  sido  decidida ejecoío- 
riameote  la  cuestión  debatida  entre  ios  litigantes»  y  solo  se  trata  de 
Bjar  ó  estahleoier  la  jurisprudencia  para  los  casos  que  ocurran  en  le 
sucesivo.  No  hay,  pues,  ^^;onve^iente  ni  peUgro  aJIí^uno  en  recurrir 
á  la  intefa[)retacion auténtica,  6  al  pn^der  l$ff$l^tiví^;  f  apte&,  por  el 
cootr^ip »  se  cprm  el  riesgo  4e  (pe  el  Tribunal  Supremo  jtueda  'in- 
vadir l^s  atrjbúcionie?  de  ^i^bn  pod^>  ei  ha  4^  estar  oMig&do  en 
todo  caso  á  dictar  sentencia  resolutoria  en  los  raf^ursps  de  qvie  tr^ 
tamo$i.  ' 

No ahrig^jp^oj^,  ^  embargo,  im^v  elguio  de  que  estorsuqed^; 
nos  co^ta  el  celo  y  cuidado  de  dicho  Tribunal  para  m  estraUmitar- 
»e  de  sus  atribucionesi.  Con  la  fówuJe  de  f^9  bá  lugM"  el  msn^mf 
jr  lo  (wordadOfH^  lo  cual  será  que  se^eleve  á  S.  V»  j^  (^porMna  cenr 
sulta  con  el  oliietp  antedicho ,  ,po4rá4eonciIiaree  el  cuwpJÍÍQMeptQ  del 
art.  1102  jt  que  np  j)robibe  dícha.^QonsulU ,  «pn  b^  q^te  eti;íge  Ja  wr 

fi'*<   ■t'nniiiii    II     III*— »ii»«y    iiim    iMiiiiiiiii   miLim   wt*  m    mnixiují   »    ■niiiiiin 

(1)  l«yés  44 ,  tk.  SA  ,  l*art.  8 .*;  J  y  7,  tít.  í , Mh,  3,  Mov.  Itec. ,  y otru; 
f  et  vt.  *84{4  y  ftcgltad  i*  4^  ^0,  del  ll^g^anento  fvowsiaiHá  pasa  k  aé*- 
mini^tracion  de  jusUciif  de  Í6  de  s^Hitímbr»  de  i^^ 


Uinl^^  e^tpeci^I  del  easo  sopuestp,  que  es  muy  ppsíble,  ftteii4ído  el 
estado  4e  Que$tr9  legisl^jü^n.  Coa  códigos  completos  y  l»iieA  orde- 
i^dos  podría  4e^pst;recer  ^^  posit)ili4ad ,  qq  ofreciendo  quiz^  ea- 
toQces  )a  disposiciou  4p  >dichp  articuto  los  iniconveáieateis  indicados. 
Pero  aunque  pued(i  adoptarse  es^  fórmula,  creemos  couveniea- 
te  que  se  modifiq^jie  el  ^t.  ii02  /en  el  sepUdo  imtedícbo.  Cuando 
el  Tribunal  Supremo  cowpref^a  qpe  U^a  1^  espres;^  b^  sido  ijoi- 
fripgida  ó  mal  io^rpretada,  es  bu^no  que  b;^  la  decl^acipn  ^or- 
tupa  para  fij[^r  biep  \^  jurisprudepcia,  y  qpp  pp  se  ippfirra  eP.  lo  sp- 
cesívo  ep  errpr  semejante;  p^ro  cqandp  J^o je^stft  ley^  ^  es(A  ^í^  tan 
oscura  y  dudosa  que  se  preste  fundadamente  á  interprpt^ipnescoa- 
jtrarias,  es  sin  dpd^  Ip  mas  copTeniente  que  est^  f^ult^o  par^k  i^bs- 
tenerse  de  fallar  el  fCí^rso  ipterppesfa)  ep  íntpré^  de  )j^  ley ,  deiJa- 
rapdo  nohqb^r  ¡uge^r  á,  dccüirlo,  y  prpippver  i*  ipíprpreti^ci^sH^r 
téntica,  como  lo  ordep^  el  ^rt*  ^P  de  la  fteoj  c^Ude  ^fO  d^  #pt^ 
ro  de  i885  para  los  pegpcips  de  Ultr^n)»JC.  Q)P  1»  icefprm  i^  e^tf» 
sentido  del  art.  1102,  y  las  dos  flpe  bepies  jpdú^^  ^njíiw  ni^pef^ttf 

de  lo  dispuesto  epeí  ilpif  creeww  que*itíW)cppYep¡epte«i^  ^^^ 

tablecjdps,  y  cpp  ajrrejjÍQ  ^  «u  ^itur^lefa^lo^  ^pn^s/^^  <W»c¡9ft  en 
interés  de  la  ley. 

Hemos  emitido  sencillamente  y  cqü  frasfiAfa  JMeaIra  lui>Biílde 
ínicin,  acprra  de  la  f^^rma  5f»  ^m  h  fifty  4f  Biijuieíamíento  ctritíia 
organizado  el  recurso  de  ^MteíoA.  Arunqte  ereemos  -conveniente' la 
modificación  de  algunas  de  sus  disposiciones,  en  tesis  general  acep- 
tamos como  bueno  su  sistema.  El  mérito  de  esta  parte  de  la  Ley 
ha  cor^eapAPiídasbiitiAaAlgHnadi  ila  justa  reputación  de  los  dis- 
tinguidos jurisconsultos  que  la  redactaron.  Pero  se  trata  de  una  ins- 
titución casi  nueva  entre  nosotros ,  importantísima  por  su  objeto,  y 
difícil  por  las  graves  cuestiones  de  principios  á  que  se  presta:  ¿qué 
estrano  es,  pues,  que  Ja  piadan  do^eque  -ée  la  esperiencia  haya 
puesto  en  dada  lo  mas  ó  menos  adecuado  de  algunas  de  sus  dispo- 
siciones, ó  hecho  conocer  la  conveniencia  de  su  reforma? 

Debemos  también  advertir,  que  al  indicar  las  medidas  que  pu- 
dieran contribuir  en  nuestro  concepto  á  evitar  el  retraso  y  const- 
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^guíente  recargo  que,  á  pesar  del  celo  y  laboriosidad  de  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo,  viene  esperimentándose  en  el  despacho 
de  los  recursos  de  casación  en  el  fondo,  no  lo  hemos  hecho  con  la 
pretensión  de  que  sea  necesario  adoptarlas  todas  á  la  vez.  Algunas 
de  ellas,  acaso  de  las  que  pueden  llevarse  á  efecto  sin  necesidad  de 
esperar  á  la  reforma  de  la  Ley,  bastarian  din  duda  para  corregir  el 
mal  que  se  lamenta,  ó  al  menos  disminuirlo. 

Tampoco  pretendemos  que  no  puedan  adoptarse  otros  medios 
espéditivos.  Tenemos  entendido  que  un  distinguido  jurisconsulto, 
tque  desempeñó  no  hace  mucho  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia  con 
merecida  reputación  (1),  para  poner  remedio  á  dicho  mal,  que  ya  en- 
tonces se  presentía,  tuvo  el  pensamiento  de  crear,  en. cada  Sala  del 
Tribunal  Supremo ,  un  número  determinado  de  Ponentes ,  relevados 
de  todo  otro  servicio  que  no  fuese  el  de  asistir  á  las  vistas,  y  atender 
ti  despacho  de  tan  penoso  como  importante  cargo.  Inconvenientes^ 
aunque  no  insuperables,  ofrece  este  medio,  que  no  eran  descono- 
cidos del  ilustrado  autor  del  proyecto;  pero  es  mas  que  probable, 
(¡ue  hubiera  bastado  para  desembarazar  á  la  Sala  primera,  dando 
pronta  salida  á  todos  los  recursos ,  sin  retraso  en  la  administración 
de  justicia. 

£1  hecho  indudable  es  que  existe  el  mal ,  y  que  necesita  de  un 
pronto  y  eficaz  remedio.  El  Tribunal  Supremo  ha  llenado  su  deber 
haciéndolo  presente  á  S.  M.:  sin  duda  que  el  Gobierno  llenará  tam- 
bién el  suyo ,  como  es  de  esperar  del  celo,  laboriosidad  é  inteligen- 
cia del  digno  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  aconsejando  á  S.  M. 
la  resolución  mas  conventeite. 

«  • 

(1)    Nos  lefvimos  al  Sr..  Feraaodez  de  la  Hoz. 


Jtsé  I.  Mnresa  y  Nayirro. 


DERE€HO  INTERNACIONAL  PRIVADO. 


DE  LA  EJECUCIÓN  DE  LAS  SENTENCIAS 
DimDiS  POR  IltlBUNlLES  EXTRANJEROS. 


TRIBUNAL    SUPREMO    DE    JUSTICIA. 

mCTÁBIElf  FiMSAI. 

emitido  m  el  espediente  formado  á  consecuencia  de  una  moción  del 
Sr.  Presidente,  reUuiva  i  las  ejeeiUorias  de  trílnmáles  estran- 
.  jeros. 

El  Fiscal  dice:  Qae  el  Sr.  Presidente  guiado  por  el  celo  que  le 
distingue,  y  animado  del  laudable  deseo  de  que  las  peticiones  que' 
se  instauren  en  este  Supremo  Tribunal  para  obtener  la  autorización 
exigida  por  la  ley  respecto  á  las  ejecutorias  dictadas  por  Tribuna- 
les estranjéros  para  su  ejecución  en  España,  sigan  un  curso  regular 
y  uniforme,  ba  hecho  una  moción  en  Sala  de  Gobierno  proponiendo 
ciertas  reglas  para  que  examinadas  se  sometan  á  la  aprobación  del 
Tribunal  pleno.  A  este  fin  propone:  i.^  Si  las  solicitudes  de  ejecu- 
ción de  sentencias  dictadas  en  el  estranjero  irán  desde  luego  á  re- 
partimiento como  los  demás  asuntos  contenciosos  ordinarios,  ó  si 
por  el  contrario  se  dará  antes  cuenta  de  ellas  en  Tribunal  pleno, 
y  en  este  caso  para  qué  fines.  Y  2.^  Que  deberá  practicarse  en  igua-. 
les  casos  respecto  á  las  solicitudes  de  ejecución  ó  de  cumplimiento 
no  de  sentencias  dictadas  en  Tribunales  estranjéros,  sino  de  actas, 
cédulas  ó  despachos  de  Índole  judicial  espedidos  por  los  mismos, 
como  por  ejemplo,  para  citación  de  un  subdito  español,  embargo 
preventivo  de  bienes,  depósito  y  asuntos  análogos,  sin  duda  no  com- 
prendidos en  el  testo  de  los  arts.  922  y  siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Acogida  la  moción,  acordó  la  Sala  que  se  instru- 
yese espediente  y  que  pasado  al  que  suscribe,  con  lo  que  espusiera 
se  trajese  al  pleno  para  resolución. 

El  Fiscal  tratará  de  ambas  cuestiones  con  separación,  permitién- 
dose hacerlo  previamente  de  la  materia  en  general  con  alguna  e^^- ' 
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tensión^  ya  por  sa  gravedad  y  trascendencia,  ya  por  la  novedad  que 
en  ella  ha  mtrodocido  k  nueva  Jb|r  áa  En jujoiaoiisciki  civil  léapecto 
á  la  admisión  y  corso  de  las  ojoontorias  do  países  estranjeros.  Sabido 
es  que  en  todos  los  puntos  que  caen  en  la  esfera  de  la  legislación  ci- 
vil y  dé  í>rocedimieitk)s  ii¡lú|;iino  bay  tan  ártíiio,  14n  ¿ftcil!  úi  de 
mas  trascendentales  consecuencias  que  el  de  la  determinación  de 
los  efectos  qué  |median  producir  en  tin  pai>Ias  ejecutorías  de  Tribu- 
nales estranjeros;  ora  se  refieran  esta?  á  naturales  de  la  nación  en 
que  la  ejecución  se  pida,  ora  se  trate  acerca  del  valor  y  efectos  de 
sus  decisiones  ffópectó  á  la  propiedad  iníñüeMe,  oi*a  eií  ñn  se  refie- 
ran á  personas  que,  aunque  s^aA  subditos  de  la  nación  misma  en 
que  se  hayan  pronunciado  las  ejecutorias,  ó  de  otras  potencias,  es- 
tén bajo  hk  sálVMgiteMÍié  ié  \st^  le^eá  M  país  éu  que  se  pida  él  mtíí- 
plitüieiito  de^  áN|t:^llasf.  Esla  mnWih  M  t^tA  esieñciafy  ítecesarfaiúen- 
te  con  el  derecho  público,  con  el  internacional  y  el  de  gentes^  fias» 
ta  con  el  privado  de  cada  país,  circunstancia  que  por  sí  sola  basta 
para  reconocer  su  gravedad. 

No  és  estraio,  piiés,  y  sí  altamente  laudable,  qtíé  materia  tan 
árduáque  no  solo  puede  afectar  las  relaciones  internacionales  de  Es- 
pana  con  otras  Potencias,  sino  también  el  nombre  del  'Tribunal  Su- 
preiiió  del  Reino  dentro  ^  fuera  de  él,  haya  fijado  la  atención  de  su 
dignó  í*resideñte  para  llamar  la  del  tribunal  sobre  este  punto.  Sd 
tiiocion,  mas  que  á  otra  cosa,  se  encamina  á  que  sé  adopte  una  mar- 
cha segura  y  fija  en  la  prosecución  y  curso  de  estos  delicados  ñego- 
cios,  má time  cuando  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  sido  eñ  este 
punto  harto  concisa.  Por  lo  mismo  cree  el  Fiscal  que  aunque  la  su-* 
perior  ilustración  de  V.  A.  no  necesita  recordarle  lo  ^ue  mas  pro- 
fundamente qué  el  Fiscal  conoide,  no  será  del  todo  infructuoso  pre- 
sentar la  éuesíion  con  sus  fundamentos  histórico-jurídicos,  y  en  sus 
relaciones  con  el  derecho  internacional,  á  fin  de  que  la  resolución  se 
asiente  como  todas  las  del  Tribunal  en  bases  seguras. 

ái  lá  jurisdicción  no  es  otra  cosa  que  una  parte  del  poder  Sobe- 
rano, ó  este  mismo  poder  ejercido  por  los  Tribunales  en  quienes 
aquel  delega,  conforme  á  las  leyes,  para  dirimirlas  contiendas  ju-* 
dicialés  con  arreglo  á  las  mismas,  y  hacer  ejecutar  y  cumplir  sus  de- 
cisiones, no  cabe  duda  en  que  ese  poder  tiene  por  límites  el  territo- 
rio de  cada  país,  los  subditos  que  del  mismo  poder  dependen  y  los 
residentes  tefi  ese  territorio  en  lo  que  permita  el  derecho  de  gentes, 
«sto  es,  toáo  lo  que  constituye  la  esfera  de  acción  de  cada  soberlulo* 
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FttiídáAdoBe  én  este  principio  inconcustv,  desde  (|ue  b  eieñe!a  áet 
derecho  ptHHico  y  dé  gentes  apareció  coa  sos  primeros  affimres,  se 
reeonocié  qse  las  ejecutorias  de  tos  Tiíí banales  ito  podfftnteoer  valor 
Icgíílt éiiufia  ftatioii  esta^aSa  ni  habéis  conio  j^eeepfos  obtigatorib» 
en  ella»  pues  esto  equivaldría  á  reconocer  en  un  Príneipe  estr anj^^ 
Tú^  en  el'  <fne  trasmitió  la  potestaíd  al  Tribunal  que  fallé,  el  ejercicio 
de  )a  soberania  en  e)  país  en  qfoe  hubiera  de  ejecutarse  la  senten* 
cia,  no  éstandb  este  sujeto  á ét,  io  cual  comoabíerfatnente  contrario 
á  los  principios  fundameniaies  dét  derecho  ptiMfeo  s^ia  coaipleta- 
ifiente  absurdo. 

Iki  a(|uí  t\  absotute  silencio  que  guardaron  en  e^ta  materia  to» 
das  las  togisiaciones  antiguas,  creyéndose  innetiesaria  ma  deposi- 
ción espresa  para  coasignar  un  principio  eiementaf  del  derecho^.  La 
nuestra,  como  todas  las  deEure^,  nada  estatuyó  sobre  este  punto. 
Sttbido  es  qtite  el  creciniieAto  del  poder  central,  tuvo  eir  todas  las 
naciones  ei  propio  origen,  y  qae  dambien  se  Degó  á  este  fin  por  los 
mismos  medios^  como  anunciados  per  la  razón,  dfeternrinadbs  por 
igual  necesidad,  é  hnpulsados  por  las  misttias  ideas,  hijas  todas  de 
fa^  adelantos  de  ta  oivifieá^ion  europea.  Pbr  ello  el  sueeso  fué  casi 
éoetánek).  Re|)rfmir,  moderar  y  aun  estingnír  e)  sistema  feudal  de- 
siarroHado  á  ta  sombra  de  guerras  permanentes  y  de  la  ignorancia 
diftaodidá,  coiKienf raudo  Im  fciereas  sociales  al  t^ededbr  dei  Trono, 
fué  el  objeto>,  y  que  la  buena  y  recta  administración  de  justida  al- 
canzase lo  mfemo  al  fuerte  qlie  al  débM,  al  poderoso  que  al  misera- 
ble, filé  el  principal  ffiedio,  el  punió  que  fijó  h»  opiniones,  la  palan- 
ca poderos  que  re»fiió  tos  mas  cfmestos  intereses.  Consecuencia 
fttfzosa  dé  e^te  hecho  fué  la  concesííMi  de  h  jurisdiceíou  suprema 
ó  sóbetrana  á  los  tribunales  llamados  Reaeles>^  tódosi  los  ecteles  tenían 
el  carácter  y  focultade&  áe  los  denominados  dé  corte  en  Castilla  y 
conocidos  en  el  derecho  eu^peo  por  el  genérico  de  AuUe  regié. 

Tá  foese  per  esta  cireuastancia,  ya  porque  falcando  á  las  seo^ 
tencías  de  los  tribunales  estran|eros  la  autoridad  éa  la  jurisdicción 
para  siéfT  ejebutableB,  se  creyese  que  prestándosela  los  tribunales 
reguídCflas  que  la  tienen  para  hacer  ejecutorias  sus  decisiones,  bas- 
taba para  que  fisgón  aquellas  eficaces,  es  lo  derto  qué  entodi 
Europa  esa  potestad  h  ejercieron  los  tribunales  superiores,  depár^ 
taineutaíes  ó  territoriales,  negahdo,  que  era  lo  general,  6  conce- 
diendo la  attt^izaéion  á  tas  ejecutorias  de  tribunales  estrsnqereí^ 
que  se  les  presentaban,  ya  para  su  ejecución  en  «a  iertiteiio,  ya  pa^ 
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ra  oponer  la  escepcion  de  cosa  juzgada  previo  espediente  y  exáttieit. , 

Reputóse,  aunque  erróneamente,  que  esta  era  una  especie  de  re*.. 
galía  ó  de  derecho  propio  del  que  se  disponía  á  voluntad  de  los  tri- 
bunales, ó  al  menos  sin  reglas  fijas  y  determinadas  por  los  altos  po* 
deres  del  Estado. 

Esta  práctica  fué  general  en  Europa  y  llegó  á  constituir  jarisr 
prudencia  universal.  Ella  subsiste  todavía  en  Inglaterra,  en  varias 
Estados  de  Alemania,  de  Italia  y  del  Norte.  Que  en  ello  han  cal)ido 
al)usos,  DO  puede  ponerse  en  duda:  que  en  algunps^y  aun  en  .muchos 
se  ha  podido  decidir  contra  las  miras  diplomáticas  ó  políticas  de  los 
gobiernos  y  aun  comprometiéndose  altos  intereses,  no  es  cueistiona- 
Ue  siquiera;  pero  entre  estos  y  otros  escollos  .mayores  quizi^  el  mas 
peligroso  era  el  de  la  falta  de  reglas  seguras  de  jurisprudencia  cier- 
ta, de  principios  fijos  á  que  atenerse. 

De  muy  antiguo  se  reconocieron  en  Francia  estos  inconvenien^ 
t^s,  y  para  remediarlos  se  dictaron  reglas  en  la  ordenanza  de  1629, 
á  fin  de  limitar  los  casos  de  concesión  de.  estas  autorizaciones,  lla- 
madas allí  ó  conocidas  con  el  nombre  de  pareatis.  Enel  art.  121  de 
dicha  ordenanza  se  dispuso  que  las .  ejecutorias,  contratos  ú  obliga- 
ciones recibidos  de  los  reinos  y  soberanos  estranjeros,  por  cualquier 
motivo  no  causaran  hipoteca  ni  ejecución  en  dicho  reino;  pero  se 
diera  á  los.  contratos  el  lugar  ó  valor  de  simples  promesas,  y  no  obs- 
tante las  ejecutorias  recaidas,  los  subditos  franceses  contra  loscuar 
les  aquellas  se  hubiesen  pronunciado,  podrán  de  nuevo .  debatir  sus 
derechos,  cual  estando  íntegros,  ante  los  juec^  del  país.  Por  la  de- 
bilidad del  poder  central  y  anarquía  de  los  parlamentos,  algunos  de 
estos  negarpnel  pase  á  esta  ordenanza,  pero  por  Real  dciclaracion 
4e  1747,  se  reconoció  como  de  derecho  común  de  la  Francia,  y  sub* 
siste  hoy  n<>  obstante  las  disposiciones  del  Código  civil  y  de  proce- 
dimientos que  no  se  han  creido  dero^torias  de  aquel  principio. 
Quizá  llevjado  este  á  mayor,  exageración  rige  en  Holanda  y  Bélgica, 
en  donde  se  aceptaron  los  códigos  franceses. 

En  España  la  legislación  antigua  guardó  un  profundo  silencio  en 
la  materia,  pero  las  nociones  que  consigna  sobre  la  jurisdicción,  no 
dejan  duda  algim^  sobre  ese  principio.  La  práctica  de  acuerdo  con  la 
jurisprudencia  fué  la  misma  que  en  Francia,  y  en  los  demás  países 
de  Europa,  ó  por  lo.meaosel  Fiscal,  á  pesar  de  la  diligencia  que.ha 
puesto  en  el  escaso  tiempo  que  ha  tenido,  no  ha  encontrado  dato 
alguno  en  contrario.  ^ 
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En  Jos  tiempos  moderaos,  muy  poco  antes  de  la  publicación  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  cuando  ya  por  tratados,  ya  por 
disposiciones  generales,  se  han  dictado  algunas  reglas  en  la  materia, 
Tíéndose  ya  aparecer  otro  espíritu,  otra  tendencia  que  el  Fiscal  se 
cree  en  el  caso  de  indicar  para  que  el  Tribunal  con  su  mayor  ilus- 
tración pueda  apreciarlas  al. tiempo  de  resolver  esta  cuestión. 

Es  indudable  que  la  facilidad  maravillosa  de  las  comunicaciones 
entre  las  diferentes  Potencias  en  los  tiempos  modernos ,  estrecha 
y  multiplica  las  relaciones  de  las  mismas  y  de  sus  individuos.  EstOj 
al  paso  que  disipa  antipatías  y  estingue  el  espíritu  de  aislamiento^, 
contrario  á  la  civilización  moderna,  y  hasta  á  las  condiciones  de  la 
sociedad  actual,  aumenta  forzosamente  las  transacciones  entre  los 
ciudadanos  de  los  diferentes  países,  modificando  las  relaciones  di- 
plomáticas y  aun  jurídicas  de  los  pueblos.  Los  jurisconsultos  y  pu- 
blicistas de  todas  las  naciones  se  han  dividido  precisamente  sobre 
este  punto  interesantísimo.  Quienes  opinan  que  estas  mismas  circuns- 
tancias requieren  mayor  precaución  respecto  á  las  relaciones  jurí- 
dicas de  países  diversos  y  mas  severidad  todavía  en  la  concesión  de 
los  pases  para  no  dañar  la  soberanía  de  cada  uno,  y  cuéntese  que 
en  este  numero  hay  que  incluir  á  las  naciones  que  figuran  en  pri- 
mera línea  entre  los  pueblos  civilizados.  Los  otros,  por  el  contrario, 
sostienen  que  aquellas  circunstancias  demandan  mayor  latitud  y 
menos  rigorismo,  á  fin  de  que  la  efectividad  délos  derechos  que  de- 
terminen los  actos  que  pueden  producirlos,  multipliquen. las  transac^ 
Clones,  lo  que  es  generalmente  un  beneficio.  Este  encuentro  de  opi- 
niones, ejerce  necesariamente  su  influjo  en  las  disposiciones  legales 
sobre  la  materia,  y  basta  en  la  jurisprudencia  de  los  respectivo^ 
países. 

Pero  algo  mas,  mucho  mas,  que  la  sola  doctrina  y  que  los  prin- 
cipios jurídicos  y  de  derecho  público,  vemos  que  se  tiene  en  cuenta 
por  esas  naciones  previsoras  que  han  estatuido  en  este  punto.  Han 
tenido  presente  para  ser  mas  ó  menos  latas,  en  la  concesión,  la 
proximidad,  la  importancia  relativa  de  las  naciones,  su  población  y 
desarrollo  fabril  y  mercantil,  la  entidad  y  condiciones  de  las  tran-, 
inacciones  recíprocas  mas  frecuentes,  la  residencia  mas  común  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  y  la  influencia  que  en  el  propio 
país  podrian  ejercer  las  ejecutorias  de  otra  nación.  Asi,  por  ejemplo. 
Bélgica  es  mas  estricta  con  Francia  que  con  los  otros  pueblos,  y 
ni  la  reciprocidad  le  satisface,  como  sucede  también  en  algunos  can- 
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toftes  sttíiTi».  Esto  se  esplica  perfectanreate  y  revela  ta  prérisím  de 
sn»  gobernaotes.  Nada  redaora;  tanta  precaución  como  hs  dí^posf- 
eiónes  que  determinan  ios  efectos  délas  trabsaccione^  entre  iiídiví- 
daos  de  distintos  paises.  Nuestro  Código  de  Comercio,  potejeníplo,  re- 
quiere dos  protestos  en  fas  letras  de  cambio  para  que  sea  eficaz  ía 
acción  contra  el  librador  ó  endosantes,  eF  de  falta  de  aceptadon  v  e( 
de  pago.  Las  leyes  francesas  y  de  otras  naciones,  las  mas  quizá  de 
las  europeas,  exigen  uilo  solo;  y  de  aquí  resulta  que  en  caso  de  in- 
solvencia del  pagador,  el  comerciante  español  es  siempre  el  perju- 
dicado. El  propio  riesgo  hay  en  la  concesión  de  autorizaciones  de^ 
ejecutorias  de  Tribunales  estraújeros,  ciíando  no  se  somete  á  reglas 
previsoras  y  prudentemente  calctiladás. 

Téase  por  qué  después  que  la  legislación  francesa  se  estenrdió  á 
diferentes  reinos,  y  se  conocieron  sus  efectos,  tanto  los  patees  en 
que  aquellas  rigieron  como  otfds  eú  qde  se  percfibieroü  sus  conse- 
cuencias, se  apresuraron  á  estatuir  sobre  éste  punto  lo  qtie  conve* 
nia  á  sus  intereses,  atendidas  las  circuústancias  de  cada  nación. 

Como  la  materia  es  esencialmente  de  derecho  misto,  conviene 
apuntar  siquiera  en  este  lugar  lo  que  relativamente  á  este  piííito  es- 
tablecen IsiS  legislaciones  estranjieras  que  no  se  han  mantenido  én  su 
antiguo  principio,  y  han  estatuido  espresamente  disposícidftes;  en 
esta  parte  dd  derecho  interúacionah 

£á  todas  ellas  sin  escdpcioii,  se  ha  cometido  la  facultad  dé  dar 
ó  denegar  el  carácter  ejecutorio  i  las  sentencias  de  Tributfaféis  es  - 
tranjerós  á  los  Tribunales  territoriales  ó  departamentales.  Bt  Có- 
digo civil  de  Francia,  en  su  articulo  2123,  después  de  estatuirla  hi- 
poteca judicial,  ó  sea  la  que  tácita  y  legalmente  aace  de  la  ejeccrto- 
lia  sobre  los  bienes  inmuebles  del  condenado  por  ella,  dice  asf:  ría 
hi^pütéca  nó  puede  del  propio  modo  nacer  de  las  sentencias  pronun- 
ciadas en  páis  estranjeto,  sino  después  que  hayan  sido  declaradas 
ejecutorias  por  un  Tribunal  francés,  sin  perjuicio  de  fas  disposicio- 
nes que  en  contrario  establezcan  las  leyes  políticas  ó  los  tratados.  • 
Con  esta  disposición  está  conforme  el  art.  846  del  Código  de  pro* 
cedimientos  en  lo  civil.  Únicamente  se  exSje  que  sea  declarada  eje- 
cutoria por  un  Tribunal  que  tenga  facultad  de  pronunciar  eje- 
cutorias. 

En  el  Código  de  procedimientos  de  Holanda  corresponden  á  estos 
los  arts.  431  y  432,  siendo  conformes  sus  disposiciones. 

En  Bélgica  se  comete  también  esta  atribuciotí  á  los  tribunales 
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Réá)é9,  á«é(filé  eéé  les  i^»tHecíoiié$  casi  ab9K)hitás  titira  h»  pases 
(}tíe  GdAluvo  eí  deereto  4é  9  de  sélfeiiibre  de  4914  y  qli6  negó  está 
potestad  re^peetó  á  las  seótencia^  de  los  trHmoaies  fr^üceses^  a^ 
dtítiíó  para  los  aetoá  üotatiados  pasados  eñ  Franeiá;  y  aun  sé^n  la 
d^tískrn  de)  iVibtttial  dé  CaáMío»  de  Bftísébs  de  US  de  jiílm  d^  i82t 
acpttfilos  tribimale»  bo  peedén  coneeder  él  pase  k  las  geAféneias^  de 
Ids  dé  PlraiKiift,  tH  ftuíi  déspiies  de  haber  oido  cmitt^icknriaQiente  á 
htfi  i^etírtes  cótt  los  medios  mspei^vos. 

Pdr  e^  misfflo  ptintfipio  se  rigeh  todas  las  nacionlBs  de  Ettfopá, 
pddMtt^  décii^sé  que  es  de  déreetia  publico  éáropéo,  iltié  nnirersaU 
d^  de  qUé  las  éjecHtoriás  obteftidas  eü  un  país  no  tienen  ftierza  aN 
güHá  en  étto,  si  ofo  la  i^ecS)en  por  una  declaración  jarf£cá,  con  c6> 
itoé]t!^enl6  dé  cansa,  por  ttn  Trtbnnall^périof  territorial  del  país 
m  que  Sí»  han  dé  éjeéiitar,  ^lYo  lo  que  dispongan  los  tratados  espe- 
ciales. 

Antilógico  parecerá  tal  vez  á  algunos  que  en  ésas  nlaeiones  qtre  tan 
céio^&^lÉÉnéstran,  y  éon  razón,  de  su  in<iependéncia  y  respectiva 
sobéi^nía,  no  queriendo  que  «parezca  b!  aun  h  sombra  de  sü  éjer- 
(^éio  por  Otras,  de  cómela  et  étámen  y  pase  de  las  ejecutorias  d« 
tvlbunaléd  éstranjéroft  á  los  departamentales  6  térHtorialés,  y  no  af 
Süprétb^'dé  óáda  túia,  el  cual  ofrecería  tóda^  las  garantías  del  acierto' 
etí  la  defensa  de  lá  jttt*¡ísdi^ton  del  país,  y  de  lo»  dereebos  dt»  lo^ 
ciudadanos.  Pero  á  esta  objeción  eont^ta  cumplidamente  la  decisión 
del  Tfilmnal  dé  casación  dé  Fraüeia,  de  19  de  ^bril  de  481»,  qué  re- 
solvió ser  dé  ntáoesidad  qué  ios  IHbuualéá  á  quiénes  se  somete  uiiái 
ejecutoria  obtenida  en  país  est^ánjero  revean  ^ta  y  ilénéU  én  ciertc^ 
mcidólfikS  funciones  dé  un  Tribunal  dé  apéláéion  sobre  él  quedictd 
la^^  ejecutoria  pronunciado  úiia  nuéva  sentencia  y  ño  dando  una( 
simple  órdéuanssa  de  ejecución.  Siettdo- piles  la  cuestión  deFpa^e  b« 
verdadéiro  jiíicio  dé  révfáion,  y  come  en  apelación,  del  Mío  pronun- 
ciado ^i*  el  Ttíboná!  estranjéro,  üo  soto  es  procedente  Íafansdic-> 
cion  dé  M  trümnalés  territoriales,  sino  que  no  babia  posibmdad  dé 
éncoméíídáí'hi  á  otros.  En  efecto;  én  todos  esos  países,  la  facultad 
dé  casar  ó  anular  los  fellOs  no  puede  correr  unida  con  la  dé  decidir 
en  el  fondo  las  cuestiones  que  la^  motivan.  Así  en  el  caso  propuesto 
fbn^osamenfe  débia  eometeráe  la  potestad  dé  réveér  e^tod  jniérosá 
los  tribunales  q^  la  tienen  pa^adecidi^étt  el  Tóndó  láé  (^éstioüéá^ 
jMieialéii,  si  bié)^  con  él  temédio  dé  lá  capación  como  todos  los  l^lto^ 
definílítotí. 
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yeamos  ahora  lo  establecido  en  España.  La  primera  disposkimit 
que  se  dictó  en  la  materia,  aunque  no  general,  sino  particular,  fué 
la  del  Tratado  celebrado  con  Cerdena  en  30  de  junio  de  1851.  Ent^ 
^1  todas  las  condiciones  fueron  recíprocas,  teniendo  por  base  que  las 
ejecutorias  y  contratos  celebrados  en  cada  uno.de  los  dos  paí^  se*, 
rian  admitidos  y  cumplimentados  en  el  otro  bajo  las  condiciones . 
que  se  capitularon,  Una  de  estas  (arjt.  3Q)  cfué  la  de  que  para  que, 
puedan  cumplimentarse  por  los  Juzgados  ó  Tribunales  competentes, 
de  cada  país  las  sentencias,  ó  acuerdos  de  los  del  otro,  deberán, ser 
declarados  previamente  ejecutivos  por  el  Tribunal  Superior  en  caya 
jurisdicción  ó  territorio  haya  de  tener  lugar  el  cumplimiento. »  Cual 
se  vé  por  e^ta  disposición  se  cometió  á  los  tribunales  superiores  ter* 
rítoriales  de  la  respectiva  competencis^  el  examen  de  las  ejecutorias^ 
de  los  de  Cerdena  que  hubiesen  de  cumplimentarse  en  España,  sin 
intervención  alguna  de  este  Supremo  Tribunal. 

Después  se  publicó  la  ley  de  £njuiciamie^to  civil  de  8  de.QCtu- 
bre  de  1835  cuya  sección  2.^  del  título  18,  part.  1."",  comprende  to- 
do lo  relativo  á  esta  materia.  Como  nuestras  leyes  civiles  nada  ha- 
bian estatuido  anteriormente  sobreesté  importante  ramo,  siendo 
cadadia  mas  necesario  determinar  nuestro  derecho  sobre  él,  puesto 
que  la  frecuencia  de  transacciones  entre  España  y  I03  otros  países 
crece  progresivamente,  tuvieron  que  consignarse  en  esta  ley  los 
principios  generales  por  que  se  habia  de  regir  este  punto  at^nién-^ 
^ose  al  principio  de  la  reciprocidad  y  dejando  salvos  los  tratados, 
«celebrados  ó  que  se  celebren.  Después  de,  estas  disposiciones  gene-, 
rales  que  constituyen  los  primeros  artículos  de  dicha  sección^  se, de- 
termina la  forma  en  que  deben  instruirse  estos  negocios,  estable- 
ciéndose en  el  art.  926  que  la  ejecución  de  las  sentencias  pronun- 
dadas  en  naciones  estranjeras  se  pedirá  ante  el  Supremo  Tribunal 
de  Justicia  el  que,  previa  la  traducpion  de  la  ejecutoria  hecha  con 
arreglo  á  derecho,  y  después  de  oir  á  la  parte  contra, quese  dirija  y 
al  Fiscal,  declarará  aquel  si  debe  ó  no  dársele  cumplimiento.  Los  ar- 
tículos siguientes  de  dicha  sección  señalan  los  trámites  sucesivos  dis-, 
poniendo  el  928  que  de  la  providencia  que  pronuncie  e|  Tribunal, 
Supreniio  ni^  habrá  ulterior  recurso. 

Lo  primero  que  ocurre  al  examinar  estas  disposiciones  es  el  fijar, 
la  razón  legs^  que.ha  habido  entre  nosotros  para  separarnos  en  esta^ 
ley  del  derecho  público  europeo,  qué  cqgiete  el  conocimiento  de 
estos  negocios  á  los  tribunales  territoriales,  derecho  reconocido  en^ 
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el  ttaCack)  eón  CérdeSá ,  en  el  cuál  se  ^tablece  también  estte  priir- 
cipio.  En  sentir  del  Fiscal ,  los  autores  de  la  ley  al  formularla  y  ei 
Gobierno  de  S.  M*  al  aceptarla,  á  virtud  de  la  autorización  que  le 
ñie  concedida,  tuvieron  en  cuenta  razones  de  gran  peso.  En  primer 
lugar,  en  España  existen  diferentes  jurisdicciones  especiales ,  tan 
estensas  y  sin  trabazón  ni  vincufo  alguno  con  la  común  central, 
fuente  de  todas  ellas ,  lo  que  en  esos  países  no  sucede ,  y  mucho 
menos  en  materia  civil;  que  de  adoptarse  eólre  nosotros  aquel 
principio  resultaría  qué  píor  uh  tribunal  especial  fuera  éste  eclesíás-. 
tico,  dé  guerra  ó  de  otra  clase,  tendría  que  resolverse  la  cuestión 
internacional  y  de  tuición  de  la  jurísdisáicción  soberana  del  país 
con  olvido  de  todos  los  principios  y  mengua  de  nuestra  nombre  en 
Europa.  T  esto  seria  tanto  mas  peligroso,  cuanto  que  por  efecto  de 
nuestras  circunstancias  interiores,  creado  el  fuero  de  estranjería 
poi*  concesiones  impremeditadas  y  pof  tratados  que  después  no  han 
cumplido,'  ni  podián  cumplir,'  las  naciones  con  quienes  áe  pactaron, 
habiéndose  adscrito  aquél  á  los  tribunales  y  juzgados  de  guerra,  no 
solo  se  conserva  sin  la  reciprocidad  capitulada,  sino  que  se  ha  hecho 
éstensiyo  á  los  subditos  de  todas  las  naciones ,  aunque  con  ellas  no 
haya  tratados.  De  esto  resultaria-que  los  pases  á  las  ejecutorias  es- 
tranjera&se  acordarían  por  los  mismos  tribunales  protectores  de  los 
estranjeros  en  la  mayor  parte  de-  ios  casos  sin  intervención  ni  de- 
fensa de  la  jurisdicción  común  del  país,  pudiendo  V.  A.  calcular  sus 
consecuencias. 

En  segando  lugar ,  ésas  jurisdicciones  especiales ,  y  señalada- 
mente las  de  guerra,  que  han  absorbido  la  de  estrabjería,  no  están 
sujetas  al  remedio  de  la  casación,  aunque  éste  en  su  esencia  sea 
general,  y  por  consiguiente  cometido  que  fuese'  el  conocimiento  de 
estos  asuntos  á  los  tribunales  territoriales  en  sus  distintas  jurisdic- 
ciones, no  habiendo  casación  contra  sus  decisiones,  no  podría  nunca 
formarse  jurisprudencia  cierta  y  uniforme  mas'  necesaria  en  los  ne- 
gocios de  derecho  ihiernacional  que  en  ningunos  otros.  Radicado 
por  especialidad  el  conocimiento  dé  ellos  en  este  Supremo  Tribunal 
desapiairece  esté  gravísimo  inconveniente. 

En  tercero  y  ultimo  logar ,  no  habiendo  separado  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  ni  las  otras  especiales  que  aídmiten:  el  remedio  de 
la  casación,  de  un  modo  absoluto' la  potestad  de  casar  y  anular  las 
sentencias  de  la  facultad  de  decidir  en  el  fondo  como  sucede  en  los 
otiíos  paísfes;  en' noÉoCros  podía  cómeterae  al  Tribunal  Supremo 
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esa  revisjoa  de  las  ejeautorias  estra^isras  sia  qa^bran^araii  el  prínr 
cipio  d^  la  sagregaciaa  de  esas  dos  atribuciones.  Lo  úoícp  que  sa- 
ecderá  es  que  ea  lug^r  de  aanejarse  este  remedio  e^tre  oosotros  á 
la  reyision.propia  de  los  tribunales  de  apelación »  como  declaró  el 
de  casadoa  de  Fraapia,  será  un  reni^dio  supremo  soiojij^nt^  á  la 
ca:$aciao »  y  quizá  i^oa  menos  impropiedad  y  mas  eq[)edilQ  fSfmo 
ap^Jrfie  4e  otras  ventajas  que  no  hay  para  qué  detallar» 

£1  Fiseal  baereido,  si  no  neeesajrio,  muy  conveníe^l^  Wtr;9Mr 
en  este  examen,  cuyos  dato^  {lueden  y  deben  f^onaiderarsa  covip 
preliiuinares  para  resolver  la  cueption.  propuesto  por  e|  Sr«  Pr^fo- 
4ente  y  también  para  iniciar  la jurisprudeuGia  que  hade  crear  Y.  A., 
«n  h  matena  de  maa  gri^vedad  quizá  eu  el  derepho  íotff imeiw^ 
prii^ad^. 

Ya  ae  ^tienda  á  la  naturaleza  de  las  cuestiones  que  yersn^  .sobriB 
«i  Hoa  sentencia  dictada  ppr  ua  tribuual  estraujer'O  debe  ej^^t^ia 
en  Ciapalía  y  producir  Jes  e£^09  legal^  de  upa  ejecuforifi,  ^^- 
tando  deiRe(4iPs  y  estatuyendo  obiígaci^ues;  ya  se  considere  ^  lugar 
^queeu  la  Jey  de  Enjuioiamieuto  civil  se  ha  d^  á  aate  prpcedir 
^QUlQ  especial  que  esea  el  qaa  se  trata  esclusivamente  de  la  ju- 
jisdippíoa  couteuciosa  de  los  tnbuuaiea ;  ya  se  consiiltea  los  tr^in^jir 
tes  q^a  la  misiiia  seqala  ó  iudíoa  y  los  efectos  del  faUo  que  bf^  4f 
reca^;  yii.,  eu  foi  9e  tenga  recuenta  la  jurisprudencia  ^ivieiwl 
.adoptada  «HA  la  pratma,  es  fori^sp  couveaír  en  que  1^^  euestíoiw 
meDcionadas  son  absoluta  y  esencialmente  contenciosa^ ,  y  por  Jo 
tanto  su  conociivf^nto  ha  de  eorresppudor  ne^es^ría  y  e$c)iipiva- 
aienjte  á  Sala  de  juatíoii^.  JSsto  míaiiio  se  reconoce  por  el  Sr.  Pcaai- 
(dente;  pero  Hi  duda  está  w  si  antas  de  abrirse  la  dis^u^iou  cfw^ 
«lenciosa  4aba  danie  eueqtfi  de  las  solicitudes  que  se  presentan  al 
jtrftiinsl  pleno,  y  en  eate  case  9va  qu4  ñtrnt  Gi^rtami^ulo  de  lo^ 
dos  case$  qiue  ^9^4  «bopa  bw  «aourrido  de  est^  naturales ,  s^  in^ 
dado  cuentta  el  ptduo,  í|ne  Jb«  asordada  su  pitse  á .  $al^  de  ji^stínía. 
Pero  m  sQUür^el  fm4  em  Im  supedi<^,  a#  porque  el  tribnMl 
baya  envido  ii^íii^íi^ría  l^  iutfiri^nfúw  dfll  p^m,  ^i|o  mfVM^  ^^^P 

esta  novedad  introducida  p^lajay  deKoj^ieiamieuto  eivif  np  h^bl^ 
a9Salj|d^4PlWO  V#f»%£híhMi  4f  ÍPtjei^ ,  y  ptar  fsouswHOUtq  vinie- 
4S0U  al  pl^f  paiiaiiq«e#teafiM?ri«ra  el  m^s»  fue  d^i^w  «wmnt- 
Per  eU^  #iu  dudaJapmio^  d^l  iSr^  PraúdeMe»  cuyos  .t¿rwMiíf»s  mi(i- 
iw>s  resuelyeta  ia «ue^iM  fn^  aI  iMM^fyseír  pfi«mtit.  fo»^<$tp»  4te(B 
1^*  S.  9Me  m§§mi6  8ÍcMtiiMli<»tldl|8  Mms  Vftftir  jPlfi«a«M^ 
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al  fl$m^  7  en  este  cdso  para  qué  fioes^  Bien  coiioce  el  Tribunal  que 
babíQiido  marcado  la  ley  de  Enjuiciamiento  los  puntos  que  se  baA 
de  ventilar  y  decidir  en  esta9  negocios ,  lodos  contenciosos  y  de 
efecto»  en  juslicia»  para  ning9n  fin  útil  pueden  venir  ellos  al  pleno 
que  carece  de  potestad  en  materia  contenciosa,  salvo  los  muy  espe- 
ciales casos  en  qne  la  ley  se  la  atribuye.  £s,  pues,  un  acto  estéril^ 
que  retrasa  el  curso  y  resolución  que  en  algún  caso  pudiera  ser  ú¿ 
trascendentales  consecueneías.  En  septír  del  Fiscal,  pues,  estos  ne- 
gocios deben  pas^r  desde  luego  i  Sala  de  justicia. 

Escasas  son  las  naciones  que  ban  consignado  en  su  legisIacioB 
regla$  para  proceder  en  esta  materia,  y  1^  que  lo  ban  becho,  ha 
asido  con  tal  detenimiento  y  circunispecciQn^.  con  tan  estudiada  so- 
briedad, que  no  ban  becbo  mas  que  consignar  el  principio  4e  la  jm- 
^ilHlld^d  del  p^se,  y  los  Txibunáles  á  quienes  cometen  esta  potes- 
tad. Censurase  generalmenie  la  escasez  de  disposicioaes  de  nuestipi 
ley  de  Enjuiciamiento  acercare  la  materia  que  nos  ocupa,  y  sin  em- 
bargo, puede  asegurarse  con  toda  certeza  que  es  la  ley  mas  ámplÍA, 
mas  espresa,  mas  llena  de  detallen  que  se  ba  publicado  en  nacíea 
alguna,  quizá  con  oo  escasos  íncpuFenientes*  La  materia  es  por  s|i 
naturaleza  propia  y  peculiar  de  1^  jurifipmdencia,  y  á  ella,  no  m 
razones  de  gran  cuenta^»  la  encomendaron  los  antiguos  legisUdoreis 
y  jurisconsultos.  Pero  la  jurisprudencia»  que  eareoe  de  unidad  y  de 
estabilidad,  deja  de  serlo«  y  por  lo  mismo  deben  procnrajr^e  aque- 
llas dos  circunstancias  en  toda  jurisprudencia,  y  mas  farticolai:- 
mente  en  este  ra<no,  en  el  que  ide  la  adoptada  en  España  dependa 
qne  ^e^n  consideracía^  las  sentencias  de  nuestros  Tribunales  en  h^ 
otros  países  y  efectivos  en  ellos  los  derechos  de  los  españoles. 

El  medio  único,  en  sentir  del  Fiscal^  de  conseguir  tan  importa^ir 
le  ohjetQf  seria  el  de  atribnir  te]  conocimiento  de  estos  negocios  á 
una  sola  Sala  de  las  de  España»  cuando  las  ejecutorias  hayan  Ae 
í^umplirse^n  la  Península  é  Islas  adyacentes,  y  i  la  de  Indias  cuan- 
do b^tyan  de  ejecutarse  en  Ultramar,  y  no  sameterlos  á  repartimien- 
to^ lo  jeuai,  lejos  de  ser  opuesto  al  «spiritn  de  la  ley  de  Enjuicia^ 
miento,  está  ctentro  de  él  y  así  se  deduce  de  aus  deposiciones.  £1 
FiscaUífiee  qne  éate  a^nerdo^  ^mo  de  economía  y  orden  interiop:^ 
h^o  cierto  aspecto,  pudiera  adoptarlo  el  Tribunal,  dednciéndose  a^ 
A^  lo  dispuesto  en  losartienlos  47  ySl^de  su  reglamento;  perp 
considerada  la  importancia  de  la  materia  se  inclina  á  que  V.  Á.  lo 
someta  previamente  á  la  aprobación  del  Gobierno.  Por  eüte  miÜ9 
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se  consegairia  el  objeto  sin  inconveniente  alguno  legal,'  y  él  Go- 
bierno tendría  para  resolver  todas  las  cuestiones  internacionales  de 
su  competencia  que  ocurrir  puedan,  un  camino  fácil  y  seguro  para 
conocer  la  jurisprudencia  admitida  respecto  á  cada  una  de  las  na- 
ciones. '     • 

Sin  embargo,  como  adoptado  este  temperamento  seria  necesa- 
rio proveer  lo  conveniente  hasta  la  resolución  de  S.  M.,  el  Fiscal 
opina  que  ínterin  esta  recae  la  Sala  de  Indias  conozca  del  pase  de 
las  ejecutorias  que  se  presenten  al  Tribunal  para  su  ejecución  en 
Ultramar,  pues  respecto  á  ella  no  puede  haber  duda  en  su  esclusi- 
va  competencia,  y  respecto  á  las  de  que  se  pida  el  pase  para  la  eje- 
cución en  la  Península  é  Islas  adyacentes' se  repar,lan  por  turno  en- 
tre las  dos  Salas  de  España. 

Sobre  la  segunda  cuestión  que  comprende  la  moción  del  señor 
Presidente,  el  Fiscal  será  muy  sobrio.  Los  Tribunales,  de  naciones 
diferentes  pueden  exhortarse  entre  sí  para  la  práctica  de  actua- 
ciones que  hayan  de  tener  lugar  en  aquellgí  á  que  no  comprenda  el 
Tribunal  exhortante  como  pueden  hacerlo  las  autoridades  guberna- 
tivas 6  de  otro  orden,  reclamando  el  auxilio  que  debe  prestarse  á  la 
justicia  siempre  que  ni  se  infrinjan  én  ello  las  disposiciones  legales 
del  país,  ni  se  lastimen  los  derechos  de  los  ciudadanos^  En  este 
'puntó  la  ley  de  Enjuiciamiento  nada  ha  iíinovado  de  la  jurispru- 
dencia antigua,  ni  ha  estatuido  cosa  alguna,  ni  por  lo  tanto  ha  co- 
metido á  este  Supremo  Tribunal  él  pase  de  tales  actas.  Así  lo  ha 
reconocido  V.  A.  en  el  espediente  instado  par  él  Marqués  del  Due- 
io  sobre  un  exhorto  librado  por  un  Tribunal  de  Francia  al  Juez  de 
Estepona  recientemente.  Por  lo  mismo  bastará  estar  á  la  jurispru- 
dencia recibida  en  la  materia. 

El  Fiscal,  antes  de  terminar  éste  informe,  dirá  que  cree  también 
de  su  deber  Hangar  la  atención  de  V.  A.  sobre  un  punto  de  grande 
íhlerés.  Ya  lleva  dicho  que  en  el  Tratado  celebrado  con  Cerdena  se 
'consignó  el  principio  deque  las  ejecutorias  de  ambas  naciones, 
paira  que  puedan  cumplimentarse  por  los  Juzgados  ó  Tribunales 
competentes  dé  cadk  país,  deberían  ser  declaradas  previamente 
ejecutivas  por  el  Tribunal  Superior  en  ciiya  jurisdicción  6  territorio 
'haya  de  tener  lugar  él  cumplimiento.  Espuestos  lleva  el  Fiscal  los 
inconvenientes  de  ésta  medida  eb  España  por  la  multiplicación  9fe 
fueros  iespeciales,  lo  cuál  hace  qiie  esta  capitulación  de  sencilla  eje- 
'cuciou  en  Cerdena  no  lo  sea  en  España.'  1.^  Por  la  duda  qué  surgirá 
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sé  edCiefMte  del  faéi<6  del  l#ez  6  T^ibunM  qoé  há^a  de  prestar  el 
vmfliM^kUp:  y  3.^  pori^e  né  e^íújeiiétf  nütefrH  léy  dé  EnjQi- 
ciánriíEttlo  el  í^dürao^^dé'éftsdcioií  pafá"  eáto^  cá»^  ñi  réddiofoéiéñdoloi^ 
en  ninguno  los  fueros  espéd%^  iúdéfiéttdk^iéd  diilá'jui'mdiccioú 
<A)aflto,' jftMsitiillbf]tt)|iíKsp^'«dMc&  ftdonbkm  y'  uMfcMe,  ni  se- 
gnnÚíA  áffcpkíáíuÉ  gttráfBÜdá!  lá*  jUlrisfficbfón'  s^rába  dé!(  país. 

A^fbnüBfeiáametiier  lo§  cftkto^á^  pcft'^e  ^é  ájirstb^  díclíó  ti'átado 
bás^iPBémtíi(»  yá,  y^él'(Ííobitfrn(^<esttetflH)ei'tád'cM^l'eta  para 
anunciar  su  terminación  ó  proponer  modificaciones  en  él.  Lá  de  qué 
i^ha  püsiát^&l^Mmi^pf^MÜhíéhte  yVcúRéé^,  se  áS^n  las.  de 
«^elÜribuáal'Sot^tíity^  JtístWik  én  E^n^,  y  éh  Cerdéna  se- 
^t9airesp($6tÍvaaí'leyesf;ó>'e#dé<abMüt^  nécé^déiá,  sfeste  Trata- 
ds^bade  éslMr«f'(«Milliiifiatíd)á^^iáié^^  á  él> 

y  fundada  en Ia«i'patiiei^tr^9'CÍ^6tfástílnciasdé!  pUlTs; 

Yemowítté^d^iptm^ikñeHni^Y'dQ  fiiiJtficSániiétftii  civil  se 
iitsMyó  uunbien  ér  e8{)MK0rit€l  eli  qfüe  fué  oidoeslteTriliuiíai  Su]pré« 
n^^ra^ formar uñ niOdádigéttéi^ alguese ajüstiaisen  \oi' tratatlois 
süeesiYos^  sobre  eála  m'^eriá^y  piürá^'él  M  p6díá  tenerse  eSíi'  cdentá 
una  ley  aun  no  formada,  convendria  que  por  el  Ministerio  dé'Gráciá 
yi  Justicia  ^e^eítaée'al  deTÉé^o;-  iítt^o1o'*t>M  que  se  prbvbcase  la 
r^rma;ddiatftt:3c^  del- Tr«rtád(i  cclíl  Ge^defiá  en  los  térrUñós  pro- 
puestos, si  no  para  que  se  tuviese  presente  lo  espu^tb  en 'los  de- 
má^^qhe^se  0rii^rdB',>á'S(lHle  Iftie^séi  aftiste  atfuéila  dispo'slcibn  á  lo 
establecido  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  cíil^il,  resllééfo  á!  Tribunal  á 
que  corresponde  conceder  ó  denegarbí^sé-áW^Ká^^e^écütoria!^. 
Reasumiendo  púeií^el  Fiscal ,  opina: 

1.^  Que  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  asuntos  de  que 
se  trata  son  esencialmente  contenciosos,  debiendo  por  lo  tanto  en- 
tender de  ellos  esclusivamente  las  Salas  de  justicia  sin  necesidad  de 
remisión  á  ellas  por  el  Tribunal  pleno. 

2.^  Que  para  la  unidad,  uniformidad  y  consistencia  de  la  juris- 
prudencia, tan  necesarias'páfa'lí"'efébttvldad  de  los  derechos  de  los 
españoles  en  otros  países  y  para  facilitar  al  (robierno  de  S.  M.  la 
solución  en  las  cuestiones  que  pudieran  surgir  de  índole  internacio- 
nal sobre  esta  materia,  no  solo  es  conveniente,  sino  necesario,  que 
de  estos  negocios  conozca  una  Sala  sola  de  este  Supremo  Tribunal, 
respecto  á  las  sentenjcias  que  hayan  de  ejecutarse  en  la  Península  é 
Islas  adyacentes,  y  la  de  Indias  para  las  que  se  refieran  á  Ultramar. 
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S.""  Que  el  Tribunal  podría  señalar  la  Sala  de  España  que  deba 
conocer  de  dicbos  negocios,  y  aunque  no  sería  una  traslimitacíon  de 
facultades,  según  las  que  le  atribuyen  los  jar ts.  47  y  86  de  su  regla- 
mento el  acordarlo  por  sí,  convendrá  lo  someta  á  la  aprobación  del 
Gobierno  por  la  gravedad  de  la  matería. 

4.''  Que  sin  perjuicio,  y  en  el  ínterin  se  decide  el  punto  por  el 
Gobierno  de  S.  M.,  se  haga  el  repartimiento  señalando  ala  Sala  de 
Indias  todos  los  asuntos  de  esta  clase  que  se  refieran  á  Ultramar,  y 
áJas  de  España  por  turno  las  que  se  refieran  á  la  Península  é  Islas 
ad  Yacentes. 

^^  Que  se  escite  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  para  que 
lo  haga  al  de  Estado*  á  fin  de  que  se  reforme  el  art.  S.^'del  Tratada 
con  Cerdena  en  los  términos  que  lleva  propuestos,  á  fin  de  armoni- 
zar aquel  con  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  enobviacion  de  los  coa- 
fiictos  que  han  de  surgir  de  no  hacerse  esta  variante. 

6.^  Que  dicha  escitacion  se  estienda  á  que  la  reforma  propuesta 
para  dicho  Tratado  se  tenga  presente  al  celebrarse  otros,'  á  fin  de 
que  materia  tan  grave,  esté  regida  por  una  sola  regla  y  subordina* 
da  á  un  solo  principio,  que  es  el  fijado  por  dicha  ley  de  Enjui- 
ciamiento. 

7."*  Y  últimamente  que  respecto  á  exhortosy  demás  actos  de  Tri- 
bunales estranjeros  que  no  sean  ejecutorias,  se  continúe  la  jurispru- 
dencia admitida. 

« 

El  Tríba&al,  sia  embargo,  con  su  mayor  ilustración  resolverá, 
como  siempre,  lo  mas  acertado. 
Madrid  12  de  abril  de  18S9. 

Segas* 


DEL  MATRIf orno  Cmi 

CÚNTRAIDO  EM  FRANCIA  POR  DOS  ESPAÑOLES. 


1. 


■T-r 


iSerá  válido  y  producirá  efectos  legales  en  España  el  matrimo^ 
nió  civil  contraído  por  dos  españoles ,  residentes  en  Francia,  obser^ 
bando  las  formalidades  quealli  se  exigen  para  la  legitimidad  del 
matrimonio  (iyt 

w 

artículos.^ 

Seg^n  el  dereelio  eanénieo* 

M 
I. 

■        •  r  -      . 

■  r  •  * 

Conocemos  ya  como  respoadten  á  esta  pregunta  el  derecho  iu:* 
ternaciohal  y  nuestras  propias  leyes. 

Veamos  como  responde  el  derecho  canónico. 

Ináiediátamente  que  de  un  principio,  de  una  ley,  de  una  doctri- 
na  se  deduce  una  consecuencia  inmoral,  debe  afirmarse  que  ese  prin- 
cipio, esa  ley  6  esa  doctrina,  no  lo  son  realmente  de  la  Iglesia  cató- 
lica. 

La  infalibilidad  de  este  superior  criterio  se  siente  á  medida  que 
se  profundiza  en  el  estudio  del  derecho  canónico  y  en  el  de  la  filo-^ 

sofia  de  la  historia. 

La  Iglesia,  depositaría  y  propagadora  de  la  doctrina  y  de  la  mo^ 
ral  purísima  del  cristianismo;  la  Iglesia,  asilo  de  las  letras  y  de  las 
ciencias  en  la  edad  media;  la  Iglesia,  que  ha  inoculado  en  la  vida  de 
ios  pueblos  los  principios  de  nuedtra  gran  civilización  y  los  gérme- 
nes de  su  futuro  desarrollo;  la  Iglesia,  que,  por  medio  del  amor,  ha 
alcanzado  lo  que  apenas  pudo  conseguir  la  poderosa  Roma,  con  el 
rigor  de  su  derecho  estricto— la  unidad  de  los  individuos  en  la  fa-; 
milia;— la  Iglesia,  que  ha  ennobleciendo  á  la  mujer,  condenando  el 
libertinage  y  anatematizando  la  bigamia;  la  Iglesia,  que  ha  procura- 
do siempre  hacer  prevalecer  en  el  tiempo  el  principio  de  familia  so« 
bre  el  principio  individual  y  el  interés  universal  sobre  el  interés  na- 

(i)    Véase  tas  páginas  133  del  tomo  XV  y  4«  del  presente. 
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cional,  no  ha  admitido,  ni  admitirá  ciertamente,  jamás  doctrina  eott-- 
traria  á  la  moral;  porcp^^^a  l^^m^f  )l  li)  |iiíi^||le  base  sobre  que  pes» 
y  pesará  hasta  la  consumación  de  los  siglos  su  grandeza  divina. 

Entiejffí^,p^f^  <»l^í*>i#í?í^*fiííHí^  ^^flfl^¡»%^9trt  ter- 
reno del  derecho  canónico. 

Y  si  an  principio  universa^  de  justicia,  si  un  supremo  interés  de 
ciyilizi^qfpi^  ^^i|^;  grí^x^^  njjijir^-^^ 
^0  á  losj^^^os..  á|M:wÍ3^  ^,va}j[dw.de  Jo^  n(4tr¡WPni^<jQj|fT 
traido^pjíjí  e^íyaijJjBf 0^  s^p^  1^  f9iP[iayda4€!$ /esí^^leía^  «.eí 
país  en  que  residen,  aseguremos  sin  temor  de  equk((QqaiFpo6  de^ 
luego  que  esta  es  también  la  doctrina  de  la  Iglesia,  que  abundancia 
de  razones  y  de  autoridades  od  hatL^et&ltarnos  para  sustentar  esta 
tesis. 

Elestadp  civltí%l^P#íSP»afifJic^(d^)en4^^  W  Fcan^fift-d^teiPeli- 
^on  que  profesan;  ni  la  fuerza.  (l^mMriniQíi^<^d|eil.$ai9F|tQ^p|^$i«o 
del  contrato. 

La  ley  de,^6  dQ  $^nibr§,d^  11792»  ley  q^e;,h9^iSi4ot8iem|^^)allí 
re;sp¡etada,  lomUwwÍQflfdiaSítud)ul€»t(^.d^ía  ep» 

lo^  gloriosos  d^I  ccms^\9u]^.y4elf^I^(P^io,,^  leatJa  resit^uiriiciion  M 
i814  como  bajo  la  dinastía  de  1830,  tanto  durante  la  República  (^ 
1848  como,.b?ao  d  ai5tuaWmní|io¿.  s^ftvrtarií^aadí^  QL4we€b0i.ro»pi6 
el  estrecho  lazp  quQ.wia  l^  iwtítwaioiiifi^  .chiJea  y  r^^iigio^aft. . 

Desde  entonces  la  forma  del  matrimonio  en  Fr/9ií[|q)^:estla  .fojiiPA^ 
d^  contratQ  ^i^víJ^  Yrl^  Jigiesá^míi^p^,  bp^pi:obfii4ftesfa,iPQl.^ipii. 

Cuando  elculffiJcatMm  se,r^tí¿kcJÁyseJBiíjtr<)ii  df>. nuevo  la^ 
reladones  entre  Ja  J¿i?piíky.^l(E^tó4*wH5B^  qpfi.pxíí^idí» 

entonces  le»  de6j¿ino§;,djel.p«4lQ  franfié$.icel©br6;íel.coBfC0í;dftfP»  la^ 
cuestión  del  pi^ifrifflp^iQ^  c^w^.OH^tjQQ..  m^  en  qi^  e^jta^biwiíinter 
reeaíos  la  Igj^i^  y  elíE&tg4o.bcá9¿di$ti^to&  a^^ctos,  fiié.cQQridera- 
da  como  una  4s  jas  q^e4e^aíl^«!nB8PlvQrse  popiéiadQ^e  d^  acuerdo  am- 
has  .potestades^  I^aji^y.Qiyil  qp§Sj^^riz<Íe}.ma^mpi&ioaíc$uaLzó  en- 
tonces  una  confirmación  espr$$a  por  paiftede  lalglesia.  En  efecto  el 
artículo  54  del  concorijlato  viqo  en  admitir  q^o  los  párrocos  noda-^ 
rían  la  bendición  nupcial  á  los  que  no  justificasen  en  Iwm  yd^ida: 
forma  haber  contraido  matbimonio  ante  el  ofi>cial  del  estado^  cinil^  Da 
modo  que  matrímmiq  jr  matfiníDnio  celebrada  en. dQlnda  fcmiates^ 


:se0ikiiet  eoÉboidikb  estíputidó  eüttre  S.  S.  Pfo  TITijr  6^^il^l^(^ 
Nt^téon^  el  eotttmdoen  Fmneía  citHíndtate. 

eaihHt]«$aris(Mm9ttIto/á)^éii^lAHftD$'^ft^  que 

la&faíilflíaMrialatoen  zxjMÍíí  épocí^,' éti^íL'^t^^  tívll  y 

eclesiástica  de  kt  Ficticia,  como  CQirsejei^o  áe  fi^tadD  "y  otay(Kft'  dd. 
€M)iento{d0feiriüó  etpHneipio  de  qiie  á  la  áócieM  cofréftpóndia. 
anegtfir'lós^  ifttttiffiUkMi^  derediode  tedds  k>s'ptteblos 

y  de  todos  los  gobiernos,  que  este  derecho  les  era  ekéfttdÉfé  iáhe- 
fente;yqoeátfn<]^érWa%Hi]MnibBOeraa}ea^  á  la-lreligitín,  ijae 
lo  ditígia  p(^'Mi  niótal  7  h  bendeda -porosa  baéMtfdenCe,  fts^rfeglas 
4e  ia  tumi  Mslirfiia  no  éWdi  ta  ^há|)io  tfe  '}ttHsdibeíMi  ^para  la 
igieaid.pbtt^^á s^Id, 'seria üétefiíarló decir <j[tte la  Ignéia  le&k el 
^lenédio  de  ¿óbehMtHbr  to^,  |>ttes  que  tietie  u&a^erál  Mlverkl  ^üe 
álSoddÉ^^e' entiende»  y  péMt  'Ia<}iife  l^^a  de  lassiÉit^aedlltílii^ 
es  fiíffifi^nle.  • 

ma^im  «piii^ite,  ^áift  ettbargo,  hizK)  el  Papa  «¡«ft^AfetrUiás: 
Te^cHoal  iMCrifitéÉits  M^tiuicas  observadoítes^él^fktübi^áMijfiíe^fte 
MpriÉdese^M  ^riMrcío.  t  úó  se  otiea  qtie  Bbma  máS6'mÍótymkl9i 
pti»^^iás^dmmmáciá9,  poi^queéi  así  hübieiñ»iidO', tMSiónes 
te  tenido  deífíiÉ»  f»ara  obtener  tina  i^nüa  lavofraMé  á  susutíras. 
▲démátycle^e^ne^  en  Francia  fijóle  endond^lfaa  dejado  pmnkJker 
la  0mdari!saetoli'ttel''ai«iri»onto^  sino  también  en  Sélgica,  en  Pros 
iia,  en1a8'pft)i4neia8'del'Rhin  7  en  Austria  liaBiaipie<8eeeiebróie{ 
úlUiBKi^coiftMiriteto* 

•He8«ttta'dBil0M)S{Míttto  ({tfe«l'iiMttín«^ 
^'se«tici»ra^  Men  irá  entre  naoimifcles  6  bien^éntra^tMOjeros^fnio 
INiedi^  pi^dneiir  «fei(0ioe^»fi41es:  ^e»  ^(ñia'4etida<itfe  im  ^eiktaisje^m 
Aébtíí^k  tí te\if^  fm  no  á  ia  les^  Y  cottseeoeneia  de  e^  es  que 
las  iQifti^ttieK  de  «tosipüavofeés  éón  ^Kuametite  iíaeefdotd«»i  '^ie  no 
pttede»  eil^ir^ioeiim^itbs  léliaoR»tes<de  tía  ^matrimonios  Htnque 
intenrienen  y  í^híkMs  tbgíMtós  4el  esbid  -dii  <sim  lesilbiidea  lyae 
sirven  de  prueba  de  ios  matrimonios  contraidos.  La  Asamblea  cons- 
tituyente consignó  este  principio  éb  los  términos  siguientes:  el  po- 
der legislativo  establece  para  todos  los  habitantes  sin  dUtincion  et 
múMk^cm  fetmm  Mémmimtímo^  naeliniíiaiesy  defuMdnes 
y  «desuna  áilo^  dfiéiidesipÉblíeoaqile  ieéiibm  y  custMtan  fa»  aetati» 
Seta  4f^)i^MDniAié  eom^<^Mapor  d'decsBte  de  la  Asaáiblea  1<%is^ 
latíTa  dé  SO-dei^etkÉibrede  l7íMíg  (fue  lleva  par  ^ígrafe  ley  sc^re 
^ifíMfo dto hue^ wMKta9imdd^tMlddf6)sikkU^^   en el^cüitat 


ise  prphiUáde  aa:?io4o  tenniaiaiite  Itevat  otra  clase  de  re^stros^,- 
quedando  desde  entonces  para  este  fia  Jegalmente  iiicapiacil|tdd9(le$r: 
párroc^^S'  y  para  que  no  cupiera  la  menor  duda  acercad^,  partieülar, 
TíuQ  después  la  ley  de  7.de  veEKiimiario  del  ano^  lY  probibíeiülo^ 
bajo  severas  pea$ts,  dar  el  menor  crédito  á  sus  atestados. 

Es,  pues^4ni4adable  que  la  Iglesia.espresamente  ha  venido  á  k;e-^ 
conocer  la  fuerza  y  eficacia  del  matrimonio  civil  <}ue  en  Francia  ce^ 
lebran  na<ápnales  y  estranjerosj 

Si  esta  doctrina  seín^pugaa,  y  la  legitimidad  del  matrimonio 
civil  allí  celebrado  por  los  españoles  se  niega  ¿qué  medio  quedaría 
á  los  esposos  de  bo^ar  la  fea,.noita  de  amancebados  que  imprímiria 
entonces  sobre  su  frente  el  der/echo  patrio?  Triste  é  inaudito  es  d^* 
cirio,  ninguno.  En  vano  seria  que  después  del  contrato  civil  tuvieran 
la  precaución  de  recibir  la  bendición  religiosa,  porque  los  tribunales 
españoles,-— en  la  hipótesis  que  examinamos— no  podrían  admitir  ]a 
v^idez  de  su  enlace.  Los  documentos  que  ante  los  mismos  presenta- 
ran espedidos  por  los  oficiales  detestado  civil  para  acreditar  la  cele- 
bración del  matrimonio,  inútiles  son  desde  el  momento  que  se  niega, 
en  España  la  validez  del  contrato.  Las  certificaciones  y  los  atestado» 
que  contra  la  ley,  y  sin  autoridad  de  la  ley  los  párrocos ,  frakicese» 
pudieran. suministrarles,  los  principios  rudimentarios  del  derecho, 
las  leyes  de  la  lógica  y  la  misma  razón  natural  condenan  que  puedan 
servir  para  probar  en  España  lo  que  no  sirven  para  probar  en.  el 
país  en  que  han  sido  espedidos.  De  modo  que  los  españoles  casados 
en  Francia,  tanto  los  que  solo  han  contraído  matrimonio  civil,  como 
aquellos  que  han  recibido  la  bendición  eclesiástica-— según  la  doctrina 
que  combatimos-T-no  serán  considerados  nunca  como  esposos  legíti- 
mos en  Ejspana,  los  primeros  por  nulidad  intríaseca  del  contrato 
civil;  los  segundos,  por  falta  de  prueba  del  matrimonio  canónico. 

A.  tal  estremo  conduce  el  n^ar  la  validez  en  España  de  un  ma- 
trimcMijo  cuya  legitimidad  declaran  las  leyes  francesas. 

ffl. 

Los  escritores  de  derecho  internacional »  siguiendo  laa  huellas, 
de  los  juríconsultos  romanos,  distinguen  (^  los  aotos:  civiles  >  la  sus- 
tancia y  la.  forma,  y  dividen  las  solemnidades  en  interiías  y  esterna» 
ó  intrinsecas  y  estrimeeas^  Las  interíms  ó  intrínsecas  son  las  que 
pertenecen  á  la  estocia  de  ios  autos  y  comprenden  la  d^ps^cidad  d& 
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las'páftes^  f  su  eonsentimieato  y  el  objeto  y  los  efectos  de  los  mis- 
mos actos:  se  refieren  al  estatuto  real  y  personal,  de  modo  qae  et 
acto  en  que  estos  estatutos  se  hayan  cumplido  podrá  considerarse 
perfecto  con  arreglo  á  las  sotemmckdes  intrínsecas. 

Las  solemnidades  esternas  ó  estrínsecas  se  refieren  por  el  con- 
trario al  eistatuto  formal  y  ordeúan  las  formas  qae  sirven  de  garan- 
tía á  todos  los  actos  de  la  vida  civil  de  ios  hombres.  Estas  solemni- 
dades es  un  principio  incuestionable  de  derecho  que  se  rijan  por  las 
leyes  del  país  en  que  han  pasado  los  actos  á  que  se  refieren ,  y  así 
son  auténticos  y  tienen  iuerza  en  todas  partes,  aun  en  los  mismos 
Estados  en  que  para  esos  actos  hay  establecidas  formas  diferentes. 

En  España  la  forma  del  matrimonio  es  la  canónica,  esto  es,  debe 
verificarse  anto  el  párroco  y  testigos.  De  aquí  la  importancia— que 
nó  tratamos  de  disminuir — de  la  cuestión  siguiente. 

La  bendición  del  párroco  en  el  matrimonio  •  celebrado  entre  ca- 
tóRcos  ¿constituye  la  esencia  del  matrimonio?  Én  otros  términos  ¿es 
una  solemnidad  interna  ó  estorna,  intrínseca  ó  estrínseca?  O  lo  que 
es  k)  mismo,  adoptando  la  forma  escolástica  ¿es  el  párroco  ó  son  los* 
contrayentes  el  ministro  del  Sacramento? 

Apresurémonos  desde  luego  á  consignar  que  la  Iglesia  nada  ha 
resuelto  acerca  de  este  punto.  Jam  quoA  spectat  ad  matenam,  for- 
mam  et  Ministrum  sact*amenU  matrimonii,  theologi  disputant,  Ecle- 
sia  süetráke  Domingo  Caballari.  T  asi  ha  sido  en  efecto.  Benedicto 
Xiy  en  el  capUuh>  ÍZ  de  Sínodo  (tícH^ossaná  espresamente  manifiesta 
que  esponia  los  fundamentos  de  las  opiniones  que  existian  acerca  de 
si  los  contray^htos  ó  el  párroco  eran  ministros  del  Sacramento,  no 
ccm^  ánimo  de  que  se  adoptase  la  uña  ó  la  otra,  sino  para  que  los 
Obispos  se  persuadiesen  que  las  dos  eran  probables  y  conociesen  la 
autoridad  de  que  gozaban  sus  patronos,  y  añade  (Uqué  inde  noíi  di- 
cerediscmt  tUipsi  judiéis  partes  assumant,  quoRStionemqm  defU 
fiiantr  de  quá  Eclesia  níhü  haetenús  pronundauU,  sed  theologorum 
dispulationes  permisU. 

La  Iglesia,  pties,  los  cánones  y  los  concilios  nada  han  resuelto 
espresamento  acerca  de  la  materia:  no  han  declarado  si  el  párroco 
ó  los  contrayentes  son  los  ministros  del  Sacramento,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  su  esencia:  la  cuestión,  no  es  por  lo  tanto  de  derecho  cons- 
tituido: no  se  trata  de  fijar  y  aplicar  el  testo'  de  los  cánones,  sino  de 
pesar  y  apreciar  las  razones  que  en  pré  de  una  y  otra  opinión  se 
alegan,  y  el  número  y  calidad  de  los  escritores  que  á  uno  y  otro 


la4p  se  isidfBS^;  m  es  .lu^a,  cuestión  ^ei^flféticm  «a»  piUMMWto^HJMb 
^uQstiou  4^  .frisca. 

El  mas  distÍQguüi4Q  c|^  l€t$  txéi^gfí^  qfi^sQñti^vm  qo^Al  pátr^ei^ 
t^  el  mmftfp  dell^r^e9^,es,im  ^¿á^Vgi/^im  fí»m  ^tf-^a  em- 
bargo, 9pBg^9Wf»Qsde,e(ttfe9dirq)i»Q  l^Qpw  ^  h 
geoer^Jw^Sib^  ^g^«  ^  ({jue  gimjam  aitfQtrid^  y  laicpif»  #^«Qyto. 
en  su  SkfgsQ  elnií^r/^  myor  de.eipo^itareSf  «S»  ^  ^yMor^o^^ 

^1^  iWlifflP  Íie«b9  y  I»  o^sí  uoaiiwiddd  d^  los  «amautador^ 
dqldereel^^i^^HPQ.^  ¿legar  jp^  l$t  pr^dco^  del  p&ii{<k»  ^  la 
esencia  |í|)j|^ifjpQQÍQj  Ip  b^  .reconocido  también  la  .&tBt¡4»A  4o 
Benedicto  XIV.  j^n  If^jimii  Q^m  /^o^  antes  bomos^tado  i  dsto 
propósito,  ^gp;  ^Qcfnm á  VigmiQ ,]^*opih»ia  (la de  qveel  fáraaco 
es  inipistro  ^l  Sper^flieAfto)  p<kuc€í$  MfuU  mMüre^,  y  tango  ,m4¡h, 

tmifm  in§m(üiitvr  (mmmimm  ^m  cmtirmmt  düirim  úpim^ 
nem,  qi^mwüí'^  defemimt  sfdas  (mtrcéfiíUfé  mp  miití^kQ». 

sacramenti  matrimonii,  qtio$^  prm«lte  neíoesmójá  iMi».imfi^40'i 
cent,  sim^^A^Matídm^  ifHer  se  ineuv^  €onju0  c^^ 

Sí  ^e  Ati^ite  al  vAmfífo  y  .4  la.  auU»idad  de  h»  esofitoMis,  4» 
c^tio^^  smi¡>  íikqib^iiiQs  de  vm,  e^  r^ueiía. 

PrQsuptOP^  ^kom  Ja9ir^s9a0s  .ea<qtte  apq^an  ao  diottpm  k)» 
^utore§.(itta49P«  AloDtw^Qii^te  la  ts^ea  e^  f&«il porque  im>distinr 
gi^ido  tef^)Qg9  y  iQ^noiista,  íA  p^e  j^uita  Tom^»  Saocbez,  Trr(|uo  soj^ 
ii^recil  m0iim^  esoiibi64rQs  Iodí^  en  fólio,  en  loa  que  ae^D^ 
i^entjr^ñ  ^i^f^^ft^  tQdi^  las  ^pwoaes  y  idi^putas  ^ue  ae  han  (¡fm- 
qado ^j2^Tí^  (iie Bsi$  saci^aipeatKirrtlas Jb ^densadomi^siiabnienlte 
en  suieprudiia  obra» 

«Deb^,UHi^««$$i6Mia  ^mado^ndice  .e«fe  ttua^  teélogo-r^que^upca. 
q1  pibifoao  Ss^9  m,mttdejipms.,dd  mi^kio  WriienHnQ,  mniati:o  4ei 
Sacramento  del  matrimonio ,  sino  que  los  mismo»  ^^tcapntes  aon 

los  mmt'Tméiml/Oi  cc^lebran,  por  lo  qne  aiuo^d&^Mpiel  aoi^dlia,  ef 
matFiinQiiioQlande9MQOífué  vedyad^Of^anrami^    ¥  eateaepmeti^: 

L.      ..>  jni    ui  u  ,ujitJH!Ji    j.'i  I  tuu  '."1111.1111111  ivui  mX'  .j  juj  II  jiiJvUUJ    lOi  ■• 

(O    Vazquaz,  ^aocfaaz,  Teapla  RaiQaod,  K^rassen,  Laimrea,  Omm^ 

riquez,  Bartofomé  Ledesma,  pedro  Ledesraa,  Luis  López,  Vega  Vivaldo  y 
Kanuel  Pérez,  sostieneá  '<itié  íos  contrayentes  son  los  mimétros  del  Sa^* 
«flüpaeQto* 
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4*^  f¡«r]qaeHsiendO'd»]]iifttiADMÉio'tni  ooHtmlo  oUTanslartieca 
QP  mudó  Jesaerifito,  MoqttB^tan  rab^ltráá  Stonmento,  agne  la 
ii%<ur9le0a  de  1<»  demás  foontrntos^  qae«oiiÉiileea  tfOB  los  coolnu 
ymites  se  iUg^a  p«r  «l^mitiio  coinBiiliimeiitQ>' w^itie  otr»  heia^<de 
eUos  ww0ft  iMga  el  oontrato. 

^•''  Pomae^anle»  deLooneüiéf XNdelitiiiD,  Iob  iwtrmuMiios  dan- 
d^aos  WAa  mfM^WB  (amtimmifmmíK,fem»]^  mi  mismo 
coDpUio  (W  li)Mi<M>  ^>  fCopilMÍa.i.'*  d0MiMfrtfnonfo^  y  poriMisí- 
giiÁWte<i»i!(j^dww<8«eramettlaB;¡p»i^  capiiiib4.^  deidi-* 

y»Wf^^mí^o  nmntí  fnakrimonmm^^'^^  Ifan^t  roto  el  eoatraido 
por  infieles  porque  no  es  Sacramento. 

.Zé"  Itofqiieilaa  fMilakrasidfl pkwofo  m laeNi  laeséneía  del  matriz 
nu»oío,,iel4male«Í0le.aMii  omHides  aqueUas;,  y  por  oimfigoiente  Ái 
I^fiMH^dd millfli» «parrales ¡nii^^  porque fd  qne  b  sea  por 
no^e«JM.l)»>de!pi«tetf ii^  por  to  ot^ües  d  Swtar 

V  PftWjue  en>4t<»'tíeqpoia>^gtetia  oMtaritt  de  Jo8r»tffiiMniiQ 
elandeitiiMis^  y.ealo4)mieba  ^piatmi  Seonmenlot;  |Mi|Ba  sitíim*- 
m  eontaaUüs  ¡profanos,  osnocíeea  de  eHos  el  Jitesfiei^* 

&i''  Bonfue  lel  «Cottoílío  TlidoBtino  „  id  Jiablar  de  >8fMni*eato6  ly 
lattiQmle»oppliiiartoS'iBinmtri9  de  «liosiSaeíaimurtQB ,.  calla  «Idtl 
matrimonio.  I 

La  aeniaiUcA»  dwdád^-.ooiiiiiiiiHi»  iSlcden  y  faena  de  jesln  «izo- 
nimii^tQs  teecBi  mMsesaiía  eadUMto  eonoepto  toda  ampliaokm. 

I«aea!estioft4aíeialdHimaB3éi^.«Kanaferv  acerba  áe  la  cual  aada 
ew^t^^W^nte  tíane  eslaUaaído  k  iglesia,  la  lia  resuelto ,  aia  em^ 
WgOv  ei«l  teneaa^pntelicD  Aifárar  áe  ktopViien  por  nosoln»  «»- 
tMlMki  pw»  4ae  «sp]lcitM|ieiite  ha  jdtdéttdo  vAKdos  ditorentes 
av^nniamoaAdetaiadoaiúonlrai.lafeiivii^       párroco,  y  an  sin 

su  praseabÍBt- 

Entre  los  difercfütes  casodAj^emicolesiieiímpGadiéeamQSJsiiar, 

esoojerteos  oalamante  -algopeo*.  fut  no  áüalar  damasíado  «^  ará- 
balo. 

Besde  Juego  debe  vftceeef  eiraotfa  pceteenoia ,  ponpie  es  sumap 
mdote  á  piepésiAo  para  deooostnr^e  te.  f  resenoia  4td  párroco  con 
raqmde  á  la  dase  ée  les  aotois  iormales  del  maniemnie^  vn  heobe 
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que  seha  repetido  en 'k>svp«i8es4Míd0' el  C^  de  Trénto  sé^ha 
promulgado,  y  qoe  ba  daklo  motivóla  dórenles  declaimcioaes  de  Ja 
Gongregacioade  Catdemies  de  ioterp^etaeioii  de  dieko  Concilio.  Alu- 
dimos al  acto  de  sorprender  ai  párroco  ios  contrayentes  en  presen* 
cía  de  testigos,  y  allí  manifestar  su  inteackm  de  contraer  matríaionio. 
Si  esto  sucede,  aun  cuando  el  dacerdéle  permanezca  silencioso,  aun 
cuando  manifieste  que  se  ofwne ,  auÉ  cuando  proteste  que  no  quie- 
re celebrar  semejainte  enlace,  sieímpre  que  los  testigos  oigan  las  pa- 
labras de  los  contra  j^entes;  que  espresan  su  voluntad  de  ser  espo- 
sos, y  el  párrocoíi'esté  presente,  ^rmofnmonlo/eandnú^omenfe 
considerado ,  queda  perfecto.   '  ■ 

¿Cómo  puede  esputarse  estadoctrina ,  incuestionablemente  re- 
cibida por  la-Iglesia ,  sin  convenir  en  que  el  párroco  no  es  eLminís- 
tro  del  Sacramento,  ni  es  su  bendición  lo  que  constituye  la  eseúcia 
del  contrato?  ¿Es  posible  sostener  que  contra  la  voluntad  del  párro- 
co,  y  á  pesar  de  sus  protestas ,  el  matrimonio  se  verifica,'  y  al  pro- 
pío  tiempo  que  la  bendición  y  las  psdabr^  sacerdotales  son  la  esen- 
cia del  matrimonio?  La  razón  natural  por  sí  sola  dicta  que  estas  dos 
proposiciones  son  antinómicas.  Es  preciso  decidirse  por  la  una  ó  por 
la  otra,  ó  afirmar  que  el  matrimonio  celebado  sorprendiendo  al  pár- 
roco es  nulo,  ó  que  el  párroco  no  es  el  ministro  del  Sacramento.  Las 
dos  no  pueden  armonizarse. 

Ahora  bien,  en  tanto  que ,  como  hemos  visto,  la  Iglesia  ha  calla- 
do quién  es  el  ministro  del  Sacramento ,  ba  sido  esplícita  en  decla- 
rar que  son  válidos  los  matrimonios  contraidos  sorprendiendo  al  pár- 
roco. Así  lo  ha  manifestado ,  según  consta  de  las  anotaciones  de  Ga- 
llemart ,  la  Congregación  de  Cardenales  para  la  interpretación  del 
Concilio:  (nCongregatío  ConeilU  jcemuit  mátrimomum  eoram  paro- 
chó  et  testibus  contractum,  nm  úüudo^tety  validum  esse^  qHamoi$ 
parochminvitus  ínter fuerü  tí  áíiA  \de  causa  quam  ut  maírtmomo 
interesset  á  contrahentibm  aecésüm  fuerít^  ckm  tamén  ai  iaetum 
matrímonii  veré  et  formalUer  fuerü  adhíUtu».»  De  esta  manera  la 
Iglesia  ha  venido  á  resolver  prácticamente  una  cuestión,  que  ha  que- 
rido dejar  intacta  en  leí. terenodoctrinaL 

Mayor  importancia  tiene,  á  nuestro  propósito,)  otra  interpreta*» 
cion  de  la  misma  Congregación,  en  la  que  se  declara  que  en  los 
mismos  países  en  donde  se  observa  el  Concilio  de  Trento  puede  ha- 
ber casos  en  que  valga  el  matrinumio  sin  la  asistencia  dd  párroco. 
«Si  vcrd  parrüqum  in  quá  fuit^diqwmdb  ohservaUm  deerettsm. 
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préplá  paroM.eareair'et  CátíiedroHs  üidÁn^Efiscapo  tí' ¡capitulo 
luAenHbus  á^áneilió  fimdíatem  áHum  sacerdotem  ai  id  dití^iU 
mdbtsqueaüusíbi  $ü^  qmvitots.p(tíi)ehU  ontó  Epi9C$pisuppk(U,VM^ 
tritnóniwn  vakt  aisífue  prásOUia  pofwhi-,  semUá  (amen  m  eoj  in 
ipiú poieít  forma  canóilíif  nempé  adhibUis  sdtemduoIntB.tetíibus.»^ 
r'Por  últiiDo^sdasiafieles  contraen  matrimonio  con  arreglo,  á  la  ley 
de  811  paás  y  soe  utos  roligmos :  mas<  tarde  se. convierten.  ¿La  Igle* 
9ia  doBJara  ñirlo;8á  mafrimoiMo?  ¿Les.  obliga  á  caaarse  según  lafocma 
dei  Goncflio?  Ni  lo  uno  ni,  lo  otro.  Al  eontrario^  el  respeto,  i  los  vínr 
culos:  oantraides,!  á  la  legalidad  y  yalidéz.de  los  matrisKinios  cete- 
brados  con  buena  fé  y  cei^  las  legales  formas  que  se  óbservaa  en. los 
pueblos,  auncpie  sean*  infieles»  lo.  ha.  llevado  la  Iglesia  tan  allá»  que 
mbebos  y  distinguidos  teóÍQgos  soslienai,  qae:  en  el  acto  de:  recibir 
el  baUtismolos  esposos  infieles ,. el  contrae):  antiguo  es.  elevado  á  la 
dignidad  de  Sacramento.  Si  la  esencia  del  matrimonio  canónico  fue- 
ra lavprésencia  > del  párroco;  ¿podrían  nunca  ser*  válidos  esta. clase 
de  matrimonios?  Ciertamente  que  no.  Pof  eso  repetipios  que  práeti* 
camente  ha  prevalecido  en  la. Iglesia  la  doctrina  de  que  el  párroco 
no  jds  el  ministro  del  S^ramento ,  sino  un. testigo  calificado.    . ' 

•     .  V; 

.  En  cuantos  Ubres  de.dereeho  caoéníoo  se  habla  desmatrimonio» 
se  encuentran  poco  mas  ó  menos  estas  palabras :  dividUur  mairinuh 
nium  in  legüimum,  ratum  etconsumatum.  T  á  continuación  de  ellas 
se  esplican  estas  tres  especies  de imatrímonio.  £s  legítimo,  y  llama 
legitimo  por  antonomasia  la  Iglesia  el  que  se  contrae  con  arreglo  á 
laslejje&deun  país,  pero  »n.  intervención  eclesiástica.  Saeuftdtim 
gentium  Ug»B  cotiráhiUar  etitn  BolomAvrali  consen$u,  earet  EcU^íobí 
mMoritdU;  qlüe  dice  Dev^ti,  autor  ultramontano,  cuyas  doctrinas 
no  pueden  ;pareeer  sospechosas  en  Ja  materia. 
^  .  Es  rato,  el  celebrado  según  las  reglas  de  la  Iglesia  cuando  aun 
no.se  ha  verificado  la  unión  de  los  cuerppa.  Quod  conirahunl  fideU^ 
^  re^tilis  ChrMiaoíB  religioni^ ;  S^est  quidém  ratim ,  doñee. con- 
jugum  corpora  commitía  non  mnt. 

<  3eidicQ  el  matronottío  consumado  cuando  esjta  unión  tiene  lugar: 
Cum  hac  aceessU  maritalü  conjw:lio  nuUr^  consumatum 
effkUury  ac  significat  conjunctionem  Chrítíi  cum.Ecle$ia,  cujus  can- 
jundionis  causa  perfectum  ct  consumatum  dicUur.  .^ 
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'  Bift*eBta  dhiisíMde  la  materia  iiaMmoinal  sededuce  qae  lálgb* 
sia  {«m  llamar  y  declarar  nulo  un  matrimoiiío,  necesita  que  no  «n 
nikgkimo^^fitíOs  nicenmmadú.  Todoel que reuba  uno  deeslet 
tres  oaradéfes,  ((ue  lleve  etitk  jpioptedid  mío  de  estos  tresnoiabreB, 
es  piftra'idla  un^erdadero,  un  válido  'matrimonio,  fieeoooce'liertsk 
mente  Aferencia  entre  elios,  pero  tos  dgnaia  en- la  faena  qun  les 
omcede  y  4in  tos  efectos  eiViles  que  pnMiace^ 
dentro  iel:Bslado,> no  el  fisttúlo^slitto ideóla  Iglesin;  y  de  oqid^qne 
nopuedamenosde  aclamar  como 4e^timoi,  Tálidos^  verdadero*^  ^ 
Tilmeate  perfectos  los  ntatriMaios  que  ée^Mintraen  segm  ias  leyes 
civiles  de  los  pudrios»  aninque  ^en  el  •  adomo  intervenga  autoridad 
algUtta^«cleBi¿lioa/La  dbetrina^oonfraria  p(me  en  png^  el 

derecbo'pübltcoGon^ldireiiio  iMmé^  al  Estada  contraía 

iglesia^»  Iteva^iiaa  poftieíbacion  profunda  á  ta  fanHüa?  á  la  so- 
ciedad. ^ 

El'0iMidimiento  hum«io  no  concibe  Uen  todo  el  esoiadalo  que 
se proddttiria«i¿enifn  paisMtoriaase  laley  ia  n^ebracMn  dO'Cieria 
<»tase  de  tiiat»imciiios,  cotiforineHGMi  3oa  principios  del  derecho  n»t* 
toral,  y«siosmaitrimomóSise^rifi<M8en  Imfjo  «su  salvaguatdia,  y 
luego  la  Iglesia  los  declarase  nulos,  viniendo  así  arrebatar  á  los  con- 
yujes  la  honra  y  á  los  hijos  una  le^timídad,  que  es  un  efecto  civil, 
que  hablan  adquirido  en  virtud  de  las  leyes  de  su  patria.  Absurdo 
semqKite,  ni 4o  ha  sdsfenkto4a  l^esib,  ni  ateatmIUío  matHUií  ü- 
guno  ][riadosD. 

Un  djstingttido'^Monisia  ocntMttpoitoeo  iKpan^^^  enicmíiMo  ^ 
«orno  testo '«e  esttidia  «n  lóiisi  todas  nueslras  UaíívMídiHk»»^  liablan^ 
do  de  )a  cetet»^cieii4el  4iNa(rimoniO)  dice  (^  ^ué  «la  Bétetanídiid 
prescrita  en  el  Concilio  de  'Rf^nio,  no%s  nooesaria'm  tosinlaos  e» 
«que  no  oMá  aÁiAlMo,  pero^qtieeef^án  nulos  los  matriiBoiiiés  de  las 
peRManfWd  Viviendo  en  país  en  que  los  tmtriménios  sé'celbteM 
segnntesforÉMMMadespor^'OMblooidafe^,  se  «rartsdCÉ^  «tii»  pafa 
eximirse  de  ellas.» 

M  a^dtaitido  en  üraadM  ttConoiifOv  y  t^oneKMíÉaos^  la  MiiMion 

Stpoiña.  ... 


jMStf  JOWNr  waammm  SU? 

qm  vemtmññiÉmiamiáúfh  espmoim  queidoraiUMHuio  en*  BiAticift 
itádian^  síd;  ser ' su  ánioiD-al  tiNMlsIdam  «IK  eihiiii6e.de  «nmplir 
eMila»  fenMlKM»  tiideqtibaa  eo  le:<Hdebr«mo  de  sil  JBetrimo«- 
nío,  díoiiesei^stá  que  la  yaiídift  del  malrímoDíá  wú  que  defeode* 
mesf  i«eiitit>tambieD  es  8H epeyotcoa  U  ofKeien.dek  cwMibte  e^r 
pidbl  iñas  eatndiedo  en  inueslroe  díae^ 

QpeitHñ  k%»i(eeea|eit7a(|iieiiiO;dftdUli(»d^ 
no  lo  permite  .fai>AMl(ri«\4Q)fiftte4iiabqe>f^t4e;  plantear;  el MeQ»4)lra 
cnestion  canónica,  á  que  dá  ocasión  la  circunstancia  que  acabamos 
de  consignar,  de  no  haber  sido .  recibido  en  Francia  el  Cíoncilio  de 
Trente. 

bwtJeyesidi^iarJiíeiiav.  tariMpmOi'qin^Jwde^lMftBit^  se  de- 
mga»  ppTi  la  pmmuli^Míaa  d«i>l9f;Mifeye6iqiej'dí9pweaiocoAtiw 
qnelae  pñoMif  a»^  6  qMiiiaft  mdiiciBuiU' 

LaB4!|cle8iéstka|B  liqnen/  sHoembirgov  kíeap^lidad  dei|i]0|iara 
qiie4)hligBen:ett!  un  pa^  eginecBaano  elHB(lmsf¿ittnieiite.dipaiftde  la- 
astoiidaéitemparaLf  sutofieii^  promwlgaeMB  ei)  lasidióebsis.  Este* 
consentimiento,  pase  ó  regium  exe^áaturyi^  oficial  [tmnmlpafifm rnr 
las  ^esíaB^.e8k)qqeiM>UalQgiadí»akauar  ^'K^aeda^eliGojieilio 
'Vridmtino.  De aquíqoe enasto idíepéne^ acerca  del  matrínleaio  ne 
tiene  alliiexisteaoialesaly.de.aqiiíiiiieHd  Coneilie'deiTtento  lo  ee 
la^diteipüna  de  la  Iglesia'  f ranees»/  de  aqeí  qne^no  hayaa  sido  d&* 
logadps  en  Fqancift  jlo»  airtigueeicáneiies  sohíe  elf  flutíbrineeaío,  y  de^' 
aquí  que  eon  art eglo  á  ellqs,  y  'no  .con  afregki  sal  Concilio ;.  dtjberítt 
en  su  caso  examinarsela^hmzadelimatrimonioide que  trátenos bajoi 
el  aspeoto^pavay^escliisiyanente  cfmónicoY^enrlabípMons  que  ne-^ 
gamos^^ue  bajo  esteaspeeto  b«bieraide!resol?erae<iaGaeslwn. 

Les  esponsales,  segiiD'la' antigua  díscíplnn,  qne  iderc^é^en.  los: 
paises^enquefüé  admitidaeliQoncüiade  Xiealo^  peco  qnei  boy  serian 
encaso,  la  única  cantoica  irígeola  en  Faaneia»  donde  na  loé  adnir 
tidofpaw» popla> cópula ¿bai^Fte  matrneiÚQOQMiiniado,  ea tanto 
grado  que*  no^  puede  xKsolneese  pori  la  profcaoa  ifeligioaa;  Así  fué  i 
declarado  poffilos^PontffiGe8Aleiudto^I(y€hregon9JVII'ell  el  ca-^- 
pUulo  íüySa  déspormlUms  yen.elfS.?  de rát^nralton^- impura»  • 
r«m,  y  asitresuita  también  de  los  capUuU»  7.?  y  HJ" de la$ decreta-' 
Wd^(^nti^sí(!m^>amjt4$fumi  Aboi)a:bien^  ¿quí^  jse*  atseverá  á  ne»t 
gar  al  matrimonio  civil  lai  fuecza -rncuandotneno&THle  un^ontrata dec . 
esponsales?  Parala  ciencia  del  derecho  internacional iprivado,  pava^ 
ledos  los  rjttiicons9lteB  y.  pufaÜQÍaÉaaKmodénMfl^  paEa^lositJBstados 


de  Buibpft;  eliimcrimomo^emtésiin  Te^ 
la  Iglesia',  nd^  tendrá  si^ier»  él-baráctend&iiBaiproiseaá  de  f^ 
iit!|icüi^Pues  entOBees-^sy^sHo  qttedéjaoíios'GOiísí^do^sieinpre 
qrie  almaítrimmiib  ciVilse'^áiga  la  consiímacion,  cotiarfegNrsfi  ,dé^ 
iHB^faK)^ caiióiQi^  vig0iite «tt  Fraacia»  ser&  válida;  perftcttn^f teda  ves 
qae  los  cónyuges  hicieron  vida  comnÉv^nqve  cóiifmiie  á  las  doc^ 
trifias  de  la  Iglesia/  a^piBllms^iB6]iicF^dviljift8ó  pw  la  cópula  á  ha  - 
ce^veidaéeroy  GonsayiadoiiiátóittOino^tes^ 


't 


vn. 


A. 


No  es;  áin  emktrgo;  «ste;  el  aspcR^td'  bajo  él  ximl  el  d^^eoho!  ca- 
nómco^yJos  teólogos  y  la  iglesHi  juzgariah  el  matnmonio/cuya;  fuerza 
aspiramos á  conocer.  Sien  este Jteirreiio: heñios  colocado. la  cuestión 
ha  sídomas  bien^eón  el  ánimo  de. hacer  ver  que  por  todas  parteís  se 
presentan  cazones,  doctrinas 'y  autoridades  que  abonan  la  virtuali- 
dad de.  la  doctrina' que  sustentamos/  que  corroboran  la  fuerza  del 
matrimonio  civil. 

Hemos  visto  que  el  derecho  canónico  llama  por  antopomasia  le- 
gítimo el  matrimonio  que  se  celebra  con  arregloá  la  ley  civil  sin  in- 
tervención de  la  autoridad  eclesiástica,  y  ahora'para  completar  esta 
maJteria/ para  que  se  conozca  hasta  qué  punto  ha  llevado  la  Iglesia 
su  respeto  ai  delrecho  conistitaidode  los  pueblos,  para  que  se  aprecie 
su  tolerante  y  civilñíador  espíritu,  para  que  tenga  confirmación  la 
que  al  comenzar  este  articuló  deciatnos,;nos proponemos  demostrar—- 
á  algunos  ha  de  parecer  difícil— que  en  los  países  donde  el  Concilio 
de  Trento  no  ha  sido  recibido,  como  sucede  en  Francia,  el  matri- 
monio civil,  el  matrimonio  clandestino,  no  solamente  es  para  la 
Iglesia  un  legítimo  contrató,  sino  lo  que  es  mucho  mas,  un  matri- 
monio raÍQi  un  verdadero  matrimonio  canónico. 

Muchas  y  respetables  autoridades  pudiéramos  citar  en  apoyo  de^ 
€sta  doctrina,  clásica  entre  los  mas  distinguidos  canonistas  y  teólo* 
¿os ,  encarecida  por  aquellos  que  han  exagerado  la  supremacía  de 
los  cánones  sobre  las  leyes;  de  la  Iglesia  sobre  el  Estado,  y  del 
Pontífice  sobre  la  Iglesia.  Una  sola  invocaremos,  que  vale  por  todas, 
la  del  P.  Sánchez,  porque  en  su  tratado  de  matrmoñio  cita  los 
DKmibres  y  las  obras  de  todos  los  autores  que  se  han  ocupado  en  tan 
interesante  punto.  . 

¿El  matrúnonio  contraído  sin  la  asistencia  del  párroco  y.testigos 
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en  los  (Mases  donde  no  Irige  d  Cctodlio  de  ¡Treñto  por  los  moradores 
de  otros  países  jen  que  obliga ,  es  viMo  (1)?  r 

Así  formula  la  «cuedtioa  el  iluslre  jesuíta . 

Veamos  pomo  la  resueln^. ;    < 

En  su  concepto;  la  solucíoü  de  esta  dificultad  depende  del  modo 
deplantear^enteaider  y  1  resolver;  la  siguiente  cuestión  preliminar.^ 
¿están  obligados  les  fólranjüros  á  oteérvar' las  leyes  y  las  costüm-* 
bres  de  aquellos  lugares  por  dondéitransitan?  Una.  multitud  de  to^ 
logosy  canonislasy  joiisconsultos;  cuyos  nombres  cita  el  P.  Sánchez, 
responden  afirmalÍ¥aaiente.:Q)a«í^nl^m  tivtítUis  ptAUeum  pastulat 
ut  unimcuíU8q^e  oppidi  cofm^tudms  observentur ,  tátn  ah  incoUt 
quam  d  peregriniSj  duminiea  suM.^  Varios,  pasajes  de  San  Agus* 
tin',T  adagios  forenses  y  algunas  leyes  del  Digesto  y  de  las  Partidas 
son  el  fundamento  de  sus  doctrinas.  Verdad  es  que  hay  otros  escri- 
tores, que  el  P;  Sánchez  itamMcín  enumera,  que  por  el  cokilrario  sos- 
tienen que  los  estranjeros  no  están  obligados  ¿  obsers^ar  las  leyes 
del  país  pordoníde  pasan. = Pero  aun  entre  los  que  así  opinan>  esta 
regla  general  tiene  varias  esoepciones,  y  una  de  ellas  es  que  en 
cuanto  á  las  solemnidades  de  los  actos  ddien  ajustarse  siempre  los' 
estranjeros  á  las  ^yes  del  país  donde  se  encuentran:  tHíBGsentenr. 
tia ,  ut  non  tetieanfur  peregrírá  legíbus  et  comuetudinibus  loa  per 
quem  transeúnte  triplicem  patUur  esceptionem.  Prima  est  quod  ad 
contractuum  sotemnüaiísm,  nam  quicumque^  forenses  et  peregrini 
tenentur  servare  sdemnitates  in  contractus  requisitas  ügüms  et 
consuetudinilms  oppiii  inquo  conlnahunt:  ratione  enim  contractus 
quilil}etforum.sortUurin  loco  contractus. 

Demanera  que  tanto  los  autores  que  sostienen  que  los  estranje- 
ros están  sujetos  á  las  tejf es  del  país  por  donde  viajan ,  como  los 
que  llevan  la  doctrina  contraria,  por  las  escepciones  que  hacen*  de 
la  regla  general,  vienen  á  convenir  en  que  el  matrimonio  civil  con- 
traído por  españoles  residentes  en  Francia,  con  arreglo  á  lo  que 
dispone  el  Código  Napoleón,  es.  válido,  y  firme  bajo  el  punto  de  vis- 
ta del  derecho  canónico. 

Esto,  entre  otras  cosas,  demuestra  que  el  derecho  internacional 
privado  no  es  tan  moderno  como  algunos  se  figuran.  Hijo  de  una 
necesidad  social,  ha  existido  desde  que  ha  habido  rekiciones  entre 


(I)    GuestionXYHly  lib.  3.^,  De  consensu  clandestino. 


han  sido  aplicados  en  JtJb)  tiéiiipo»^an%i08  y  ef  la*  edlld^  mc^ia. 
Nosotros  hemos  reunidoiilBieléflmilM;  eaUidfdd6'Sil»'léy^  ^y^for- 
mado  un  cuerpo  de  doctrina;  pero  el  deks^dto  ekiíHítt;  Idniü  vida 
profia  yeváiseqiefaátoipév^M^pdábto»  f^  «ieácia  le 

imprimiera» sBoaiécter ,  m dé oléavaiMRi  qW^etBoreeto natural 
existía  antes  que  (Stroái  yiiPiftaideiff  ló^  esfdicMrab.  Sd'  forma  f^ 
Boeva;  pero  •sufniatetíki«liobfaidé'Io¿  s^gto^.' 

La  Iglesiat;  por  le:^menof  nspect««alí»iatfiib#iíi9/€lafUV  cfdpr^^; 
lamiiianiemente^  dMi^tel  giglo^tlj^ UiaiP  adifiiad^'él  pírífidt)io  in^ 
eencosode  dieirecfae^  i»teiitoi«Ml^^ii»ie^   tims'réftt  amm,  Lá§ 
Decretales  de  GtegOKiolIieA  ñUVI»0'4i^StmtdlhmetfimHrfu^ 
penen  coHM>  pfíi]|erJea)rflbloiuffK(didtfOfiiM^  qlM  vérdadls^ 

ramente  no  tiene  ^pnscfio  pam'liis  qMseftténeffiosIa  valldeü  eá  IbdiMr 
terfen(»MmatriiMniD;ci^luLa'TÍbfidai^  por  sí  sotii; 

JUMfnmoniíim  1  Mmenmi  empoküu^ ,  n»^  immlidaM^  sH^  emMeíüáJii^ 
pakiat non ^rvetifr^revela el^spMt* dé la> Beetelál^  8ift)<lérmino<^' 
son  taH'iraporiaiites  qoe  núr  pedemos'resistír  ^V  dctfieb  d<9'insertartál 
int;egr»«>  De  Frmda^utíUm  núbOem  mMerem  dó  Saisímia,  lege^ 
SMomm'4uüát'inm!0item:  vefúmquiú^nm-ei$d&m  itímM/hlegihuéf 
SaaomB et^Prmeigém;  eausotíxmegty q»oA  eam^nm'SUa,  id ^ 
Pmneomm  lige  despiMimií^  vd  üMepeir  dhni^a^ 

^teiUüálialm  sujpsrdi^it;  iHipmvsU$upifr  Im' Sín^a  S^fnadus  ut' 
iüe  trtm^gpesúr^e^ii^eliml^i^^subíkütí  eti  Éeeundit^ 

Este  caso  es  igual  al  que  nfótjva^estos  artícoló&ír  el^GénGÍlio  de-  * 
cidió  la^euestíon  por<eP'prhicipíD  loiMf^regH  adum:  rechazó  la  doc- 
trioa<de  que  peaM  laMseleJ^r^íéüiionrdel  inatrítttonio'debia^  ptevalecer  ef^ 
esiatiOa  personal :  declai^que  >e1  <  que»  había'  co&vraiéo  nUatrimonio ,; 
noieoniaTreglO(alodei«clÉii^^1idiiico>  sifioal^derediro  eivil^de  lo&S^^ 
jones  /  oslaba  legfitimameiite  «akado ,  y  que  la  Iglesia  tenía  por  vár 
lido  sw  matripi(Niio>;  y<^  o(Mitiiio  en'  qtteet'qitó,  con  pretestó  de 
no  haber  celebrado  el  primer  enlace  con  arreglo  á  los»  cánones,  pa^- 
sabaá  .segando*  matriioíOfíio:,  efajUg»m#,  y  que  para  ejemplo  de  los 
cristianos  debia:baeer  peniteneia;  y  pam  satisfacer  á  la  moral ,  á  la< 
saffltidad.deliniátrimottioiy  &  las  leyes  divinas  y  humanan,  ser  sepá^ 
rado  de  la  segunda  mujer  y  hacer  vida  conyugal  con  la  primera. 

i'Hasta  este  punto,  hasta  dar  preferencia  al  matrimonio  civil 
sobre  el  matrimonio  eclesiástico,  sieodo  aquel  anterior^  ha  llev^ 


DKL    MATRIMOinO  GITIL.  321 

la  Igle«a  sa  gran  espíritu ,  su  i^espeto  á  la  moral  aaiversal ,  su  con-* 
sideración  á  las  leyes  nacionales! 

Por  último,  todavía  es  mas  notable,  porque  siendo  posterior  al 
Concilio  de  Trento ,  debe  sellar  los  labios  á  todo  el  que  impugne  la 
legitimidad  del  matrimonio  civil  contraido  en  Francia ,  y  aun  al  que 
pretenda  negar  al  mismo  el  carácter  de  raío,  es  decir,  de  matri- 
monio eclesiástico,  la  declaración  pontifica  de  Benedicto  XIV ,  quer 
consigna  que  en  los  países  en  donde  el  Concilio  de  Trento  no  ha 
sido  proimidgado,  los  matrimonios  clandestinos  son  matrimonios 
verdaderos  y  ratos :  Matrimonia,  clandestitia  vera  ac  rata  esse  in 
lorís  in  quibtis  proedictum  decretum  minquam  fuU  promulgatum. 

Ésta  es  lá  ley  de  la  Iglesia  católica ,  esta  su  sublime  moral.  Una 
y  otra  demuestran  que  el  matrimonio  civil  celebrado  por  dos  espa- 
ñoles residentes  en  Francia,  observando  las  solemnidades  queállf 
se  exigen  para  la  validez  del  contrato,  considerado  con  absoluta 
abstracción  de  los  tratados  y  de  las  doctrinas  dé  los  escritores  de 
derecho  internacional  privado,  y  de  las  leyes  civiles  españolas  y 
francesas ,  y  solo  apreciado  bajo  un  punto  de  vista  esclusivamente 
canónico,  es  un  matrimonio  verdadero,  legítimo  y  rato.  * 


Ali^andro  Groizard* 
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Sii  .  RSVISTA  P£  LEGISLACIÓN. 

DERECHO  ADimiSTRATIVO  Y  CANÓMCO; 


DE  u  fmmm  de  sepvlmí  mKsum. 

ÜIGTÁIIIEIV 

emUido^pw^el  Fiscal  de  la  Cámara  del  Ikal  Patronato. 

£1  MiQÍ£i^p  fisioal  djice:  Qa^  por  el  Miaísterio  de  Gracia  y  Jastí- 

,  €ia  se  pide  (jfon  urg^cjia  informe  á  la  Cámara  con  motiyo  día  una 

comunicacipn  dej  Ijlipisterio  de  la  Gobernación  del  Reino  remitiendo 

un  espe4ientje  enique  a^parece  que  el  párroco  de..,.,  diócesis  de..,  .^^ 

.  se  neg^  4  dar. s^^Mura  eclesiástica  ai  cadáver  de  D..  B.  Lt  C^, 

Apte  tfl4^^cp9^s^  coiLviene  iyar.con<  claridad  y  precisiojoi  los  he- 
ch(^  tales  ppi»pi.co;ist2^p  en  el  espediente.  D.  B.  L.  C.  faUepió,eI 
día  2S jiftt  ú)ti/Daip  fel^r^ro,  según  dicp  el  alcalde  de. .o,  en  comu^- 
cacion  que  ^  d^^i^^o  dia  dirigió  al  Gobernar  de  la  provinci^. 
En  ella  dice,  qué  cuando  se  participó  al  párroco  el  fallecimiento, 
contestó  que  no  podia  dar  sepultura  eclesiástica  al  finado  sin  per- 
miso del  4iocesano,  y  que  igual  contestación  dio  de  palabra  al 
que  le  entregó' un  oficio  que  el  mismo  alcalde  le  dirigió  acerca  del 
particular.  Anadia  que  las  razones  en  que  podria  fundarse  el  párro- 
co eran  que  hacia  anos  que  D.  B.  L.  C.  no  cumplía  con  los  precep- 
tos de  la  Iglesia,  y  que  como  podia  suceder  que  el  Prelado  con- 
firmase la  denegación  de  sepultura »  consultaba  al  Gobernador 
esperando  su  resolución  que  seria  muy  conducente  para  evitar 
que  los  numerosos  pauenyy^dfil  difujoüta^  que  son  los  principales 
de  la  villa ,  se  concitaran  contra  el  cura  produciendo  funestos  re- 
sultados. Él  Gobernador  con  fecha  del  28  contestó  al  alcalde  que 
si  al  recibo  de  la  orden  no  hubiese  tenido  lugar  el  enterramiento, 
invitara  al  párroco  en  nombre  de  su  superior  autoridad  á  que  lo  (li- 
ciera;  pero  en  el  caso  poco  probable  de  persistir  en  la  negativa, 
dispusiera  que  sin  demora  se  verificara  el  enterramiento  en  el  sitio 
en  que  lo. reciben  lo6  demás  fieles,  y  que  si  por  un  lamentable  in- 
cidente lo  hubiera  sido  en  otro  lugar,  se  exhumara  el  cadáver  con 
las  formaHdades  necesarias  y  se  trasladara  al  cementerio  común. 
Ordenaba  al  propio  tiempo  el  Gobernador  al  alcalde  que  en  el  caso 
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'  'de  insistir  el  t>áf foco  en  sü  negativa  instruyera  y  remitiera  ei  opor- 
tuno espediente  gubernativo  en  que  se  consigaáran  y  jostificarau 
Jos  hechos. 

Gon  la  miÉtnik  fecha  se  dirigió  ei  Gobernador  al  R.  Obispa 
de.....«  trasladándole  el  oficio  del  alcaMe  y  la  contestación  qne  le 

'  daba,  añadiendo  que  confiaba  ^  su  ihistradon  y  sentímientos  reli- 
giosos que  £eraal  Ínclito  proi6ed«r  del  párroco  de laaple- 

tiacíon  que  merecis,  no  solo  en  sí  misma,  sino  por  la  deplorable 
trascendencia  que  podian  tener  hechos  de  esta  nataiialeza,  en 
<^ncepto  de  que  si  bien  prérenía  la  formación  de  un  espediente  go* 

'  bemativo  para  el  esclarecimiento  de  los  hecbós,  no  por  esta  eiroons* 
tancia  escluia  la  reparación^  pastoral  que  competía  ai  Pretado,  y 
qué  siendo  sati^actoria  noSrarfa  como  el  único  remedio. 

El  Prelado  en  el  dia36  eonteitóá  la  comunicación  de  qüeael* 
Im  de  hacerse  referencia,  remitieido  copias  de  la  comunioaéión  qaa 

habia  redbido  con  fecha:  93  del  cura  4e ,  y  te  eontestaeílft 

<iue  en  el  día  siguiente  24  le  había- dado.  La  cownUddcion  del  pÉr-^ 
roco  decía  qítte  se  había  puestea  en  su  noticia  por  tí:$kM¡t  el  fa*« 
llecimiento  de  0:  fi.  L.  €.,  sin  decür  cuiodo  ni  de'  qttémaáeÉt» 
pues  nadie  entraba  en  su  casa;  que  en  los  3i  áfios  qoe  residía^ 

^  «n  la  villa  ño  había  el  fitíado  dado  niüestrié  ÉingttMts  de  cristia- 
no,  porque  ni  habia  asistido  á  la  Iglesia,  ni  había  cumplido^  oou 

'  «I  precepto  pascual,  y*  que  era  piifblícb^  qtte  eMiiift^empre  Vertiea-* 
^0  doctrinas  impias  é  iri^éiigiosas ,  según  todo -el  fiable  depimia 
tinánimeinénté.  Cencida  diciendo  que  por  lo  muifeMio  y  ina- 
tibísimo  mas  que  pudiera  ánádír  nada  podía  ré^olvef  en'euaMa 
é  entierro  y  sepultura  eclesiástica,  hasta  qoe  el 'Prelájlo  deoídMa 

\sobre  el  particular.  La  contéátácidn  que  dio  él  díocesámo  áiestado* 
municacíón  fu^  qdé  sieth^ré^<jpié  el  cura  le  hbbibse  amouiestttdo  at^ 
gunat  rez  á  cumplid  cén  Jbs  éíthétéé  dé  ctísliano,  y^or  otlA'<parie 

'noleconistafáqtte  antes  de  lúorir  huliiesíe  dadd  selates'de'^íñr^et*» 

cimiento  y  manifestado  deseos  de  recibir  loé  Sanf^s*  SficrameA-» 

*  tos  como  cristiano',  se  est^b^'  en  efcaso  dé  negü!^'  M*sep^Itura 

*  eclesiástica,  pues  la  Iglesia  soló  concede  este  dei/^echo  á  bs  qáe  tHié- 
rencomo  hijó^  suyos.  En  la  citada-  cdmi^nicaóion  de  3(}'de  febtMb 
conchiía  el  Prelado  dicieúdo  al  Gobernador,  que'eípSrroéo'dtt..... 

^  no  podía  obrar  de  otra  maniera,  y  q^e  él  tomaba  sobré  sí  Wn*- 
iponsabilidad  como  de  cualquier  otro  iúcidefnle  dé  la  misma  ñátii-^ 
raleza  que  pudiera  ocuriír,  como  ocurtirian  cóñ  míayor  írecueA^ 
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si  el  ininislerío  pastoral  faera  contrariado  en  vez  de  ser  protegido^ 
por  las  autoridades  públicas. 

Con  fecha  del  25  el  alcalde  de ofició  de  naevo  al  Goberna* 

dor  de  la  provincia,  diciendo  qne  estrajadicialmente  sabía  la  ne- 
gativa del  diocesano,  y  que  por  esta  causa  ó  por  otra  los  parien- 
tes del  difunto  le  reclamaban  el  cadáver  para  sepultarlo  en  una 
finca  de  los  mismos  y  erigir  en  ella  un  monumento  que  sirviera  de 
sepulcro  á  la  parentela  que  le  costeaba  con  un  epitafio  alusivo  por 
ahora  á  las  reconocidas  virtudes  del  primero  que  lo  iba  á  ocupar. 
Anadia  el  alcalde  que  como  medida  sanitaria  se  habia  trasladado  el 
cadáver  á  uoa  casa  de  campo  á  corta  distancia  del  pueblo,  y  pedía 
instmcciones  por  ser  este  un  caso  enteramente  nuevo. 

El  Gobernador  de  la  provincia  en  una  luminosa  comunicación 
fechada  en  S8  de  febrero  contesta  á  la  que  el  diocesano  le  dirigi<]^ 
en  el  dia  26:  en  ella  defendía  y  sostenía  sus  providencias  con  copia 
de  razones  y  se  reservaba  poner  en  conocimiento  del  Gobierno  ester 
negocio,  si  el  Obispo  insistía  en  su  negativa; 

En  el  mismo  dia  28  ordenó  el  Gobernador  al  alcalde  que  sí  na 
habia  llevado  á  efecto  lo  que  le  habia  prevenido  en  la  comunicación 

.  primera  que  le  dirigió  en  el  3S  lo  verificase  desde  luego. 

La  conducta  del  Gobernador  está  aprobada  por  Real  orden  de 
ayer. 

Estos  son  los  antecedentes  estractados  con  fidelidad  en  la  parte 
qne  es  interesante  para  la  fijación  exacta  de  los  hechos. 

El  Fiscal  antes  de  emitir  su  dictamen  acerca  de  la  conducta  ob- 
servada respectivamente  por  el  R.  Obispo  de ,  por  el  Gobei- 

^nador  de  la  provincia  de y  por  el  alcalde  y  párroco  de....*, 

cree  que  debe  fijar  los  principios  que  han  de  servir  de  regla  para 
la  resolución.  Y  siente  mucho  tener  que  despachar  este  negocio  coia 
la  urgencia  que  reclama  el  Gobierno  de  S.  M.,  porque  así  no  po* 

.  drá  dar  al  dictamen  la  esterision  que  deseara,  y  que  sería  conve- 
niente en  punto  de  tanta  gravedad. 

El  Gobernador  de en  su  comunicación  dirigida  al  dioce* 

sano  de en  el  dia  28  de  febrero,  comunicación  que  bien  mere- 
ce ser  leida,  porque  trata  con  tino  las  cuestiones  á  que  dá  lugar  es^ 

.  te  desgraciadísimo  espediente,  reconoce  de  buen  grado  que  corres- 
ponde á  la  autoridad  eclesiástica,  decidir  si  un  cadáver  debe  ó  na 

^  recibir  sepultura  en  lugar  sagrado.  Esto  en  el  terreno  del  derecha 

^constituido  no  puede  ponerse  en  duda¿,  y  solo  en  el  terreno  del  dcre-^ 
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<%o  constituido,  es  como  el  Fiscal  considerará  la  cuestión,  porque 
flo  es  llamado  á  dar  su  dictamen  bajo  un  aspecto  diferente.  Ni  la 
aprobación  de  la  base  eclesiástica  para  la  futura  Constitución  puede 
ser  obstáculo  á  considerar  la  cuestión  de  esta  manera,  porque  sin 
entrar  por  ahora  en  semejante  examen,  basta  decir  que  los  hechos 
de  que  se  trata  tuvieron  lugar  antes  de  aprobarse  la  base,  para  que 
se  convenga  en  que  ninguna  influencia  debe  tener  en  la  resolución 
4lel  espediente. 

Ferd  en  el  supuesto  de  ser  la  concesión  ó  negación  de  sepultura 
^eclesiástica  un  derecho  propio  de  la  Iglesia,  ¿debe  permanecer  la 
potestad  temporal  desarmada  y  obligada  á  presenciar  impasible- 
mente los  abusos  que  las  autoridades  eclesiásticas  pueden  cometer? 
No  cree  el  Fiscal  que  haya  un  solo  hombre  de  buena  fé  que  se  atre« 
va  á  contestar  afirmativamente  á  semejante  pregunta. 

No  es  un  derecho,  es  un  deber  de  la  potestad  temporal  defender 
y  protejer  á  los  ciudadanos  de  los  abusos  cometidos  por  las  autori- 
dades eclesiásticas.  Así  dicen  los  escritores  regnícolas  mas  piadosos' 
y  autorizados  que  no  puede  desprenderse  el  Gobierno  de  esta  rega- 
Jía  sin  renunciar  á  una  parte  de  su  independencia,  sin  dividir  el  im-' 
perio,  y  sin  faltar  á  snobligacion  mas  esencial.  Los  recursos  de  fuer- 
za, los  recursos  de  protección  no  tienen  otro  fundamento.  T  no  hay 
acto  abusivo  de  un  eclesiástico  de  que  no  pueda  libertarse  el  perju- 
dicado: por  el  recurso  de  fuerza  si  se  trata  de  providencias  dimana- 
das  de  la  jurisdicción  contenciosa;  por  el- recurso  de  protección,  si* 
:se  trata  de  providencias  gubernativas,  contra  las  que  también  ha 
:SÍdo  lícito  entablar  recursos  de  fuerza.  Ofendería  la  ilustración  de  la 
Cámara  si  me  detuviera  mas  acerca  de  este  punto. 

El  Rey,  pues,  por  medio  de  sus  tribunales  y  altos  funcionarios,  ó 
excitado,  ó  motu  propio  en  los  negocios  en  que  se  interesa  el  bien 
público,  puede  corregir  los  abusos  cometidos  por  los  eclesiásticos,  ve- 
lando por  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  de  los  cánones  de  que  no' 
en  vano  es  protectora  la  Corona. 

Sentado  esto,  veamos  cuál  es  el  derecho  respecto  á  la  sepultura 
délos  que  fallecen  sm  haber  cumplido  con  sus  deberes  de  cristianos. 
Dos  causas  son  las  que  espresó  el  párroco  de en  su  co- 
municación del  23  de  febrero;  Era  la  primera,  la  no  asistencia  de 
B.  L.  C.  á  la  Iglesia  y  la  falta  de  cumplimiento  con  el  precepto 
pascual  por  espacio  de  muchos  anos:  la  segunda  consistía  en  atri- 
buirle verter  doctrinas  impías  é  irreligiosas.  Prescindiendo  de  la  va-' 


gQodad  de  esta  deauneia,  ppeqpie  dBn^nc¡a  y  ao  otra  opsa  es  la  que, 
hiiQi  el  párroco,  basta  ai  próposUo  del  i{ue  suscribe  decir  que  no  hay» 
niiign  otoon  ni  ningaoa  ley  en  ¥ir^  de  la  cual  el  que  vierte  taie& 
dtctrinas  deba  ser  privado  de  la  sepultura  eclesiástica»  para  que  so* , 
lo  quede  subsisteate  la  primera  causa.  A.ua  de  esta  solo  queda  la  de, 
no  i«cíkir  los  Sacrameatos,  que  es  la  úaica  de  qoe  bablaulas  dispo- . 

skiones  de  la  Iglesia. 

Examinemos  este  punto.  Por  muchos  siglos  no  ostentó  Is^  Iglesia 
el  rigor  que  prevateci6  después  Qcm  los  que  estaban  ^parados  de  su 
SOBO.  En  las  leyes  del  Código  repetUm  pre^leetioms  e^icontramos  una, 
atribuida  al  Emperador  Marcian(^,  que  dice:  Híeretm  legitimo  mo- 
do, utcaUri  sepeUurUur. 

Guando  en  el  Concilio  IV  lateranense  sé  ordenó  que  los  fieles^ 
confesaran  al  menos  una  vez  al  ano  y  reqibieran  la  Eucaristía  por  lat 
Pascua,  se  escomulgó  á  los  que  faltaran  ^  este  precepto:  alioquin  et 
mem  ab  mgressu  eck^m  arceatur,  tí  moriem,  chrUtímA  cqrec^t  se- 
ptiBurS.  Pero  en  el  mismo  canon  se  ordenaba  que  esta  dísposicioik 
^  publicara  frecuentemente  en  las  iglesias  para  que  no  pudiera 
alegarse  su  ignorancia,  cosa  que  no  se  sabe  se  verificara  en.. ••• 

Esto  es  todo  lo  que  en  el  particular  oos  dice  el  derec|ho  canóni- 
co: el  civil  es  mucho  mas  eacaso.  ó  por  mejor  decir  del  todo  deGcien- 
te,  pues  á  pesar  de  que  las  leyes  de  Partida  toinaa  diCef  entes  dispo- 
siciones del  derecho  canónico  respecto  á  la  privación  de  sepultura,, 
nada  dicen  de  los  que  omiten  recibir  los  SsK^ramentos. 

En  viata  de  esto  podrá  preguntarse:  ¿está  vigente  en  España  el 
canon  que  niega  la  sepultura  eclesiástica  á  los  qup  no  cumplen  cm 
el  precepto  pascual?  Muchos  son,  desgraciadamente  losi  que  e^  la 
afirmativa  deberían  ser  de  esta  manera  castigados,  y  pocos  felizmen- 
te los  escándalos  que  presenciamos  semej^intes  al  que  ha  promovido* 
este  espedieate.  Hé  aquí  una  prueba  de  que  los  fiR«  Obispos  han  car 
minado  con  tino  en  esta  materia  dfelicada,  conociendo  sin  duda  los 
gravísimos  inconvenientes  con  que  se  iba  á  trppezar.  EÍ  Fiscal  pue- 
de decir  que  á  pesar  de  ser  varias  las  caucas  por  las  cuales  según  ios 
cánones  y  las  antigujas  leyes  se  puede  privar  de  la  sepultura  eclesiástí-r 
ca»  no  las  ha  visto  i;educidas  á  práctipa,  ni  sabe  que  se  haya  dispu- 
tado respecto  de  enterraqúento  de  los  usureros,  clase  de  hombres 
muy  abundantes  ahora,  ni  de  los  monjes  que  tenian  peculio ,  ni  de 
los  toreros,  ni  de  los  duelistas,  ni  de  los  ladrones  y  salteadores  que 
murieron  ea^  crfinen.  Re^p^to  á  los  suicidas  dQ  qui(  habla  el  6o- 
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bernftdér  áe......  una  ficcUm  piadosa  los  consklerai  cino  locos,  y 

há^  ábora  dan  sido  y  son  Uefadós  é  lo»  oemetueiioB  m  donde 

deácansan  con  sas  heniiaiios  que  haa  maisrto  ctt  Ja  cotíRiiiion  de  la 

Iglesia. 

Véase,  pues,  si  hay  justos  motivos  para  dadftr  si  ef  canon  del 

Ceneilio  laleranense  se  halla  en  observancia  en  Eipaia,  y  si  no  es 
mas  legal ,  mas  conforme  con  nuestra  disciplina,  cea  nuestras  cos- 
tumbres y  con  nuestcas  tradíoiotíes  siegiik  teniendof  la  prudente  tole*. 
randa  que  ios  celosísimos  prelados  déla  Iglesia  españolaban  acos- 
tumbrado á  usar  en  esta  clase  de  materias. 

T  esto  es  muy  conforme  al  espíritu  de  la  Iglesia  que  llena  de 
dulzura  no  propende  á  abrumar  de  aflicción  ji  familias  inocentes,  ni 
coiÉsidera  que  á  la  muerte  se  haHan  separados  de  su  seno  los  hijos 
que,  aunque  estraviados,  han  podido  tener  un  momento  de  contri- 
ción en  los  últimos  de  su  vida.  ¿T  qué  Prelado  se  atreve»  y  menos 
cén  la  ligereza  que  se  ha  hecho  en  el  presente  caso^  á  considerar  co* 
rm  separado  de  la  Iglesia,  como  reprobo,  como  condenado  á  las  pe- 
nas del  infierno  á  uno  qi»  recibió  el  bautismo,  y  que  después  se  se* 
paró  del  cumplimiento  de  sus  deberes,  pero  sin  entrar  en  otra  reli- 
gion.y  sin  hacer  abjuración  solemne  de  la  católica?  ¿Quién  á  escu- 
dmar4e  este  modelos  alies  >uicios  de  Diosi?  De  segare  que  si  el 

Reverendo  Obispo  de hubiera  reflexionado  sobare  este  punto, 

habría  procedido  de  manera  diferente. 

Pero  supongamos  por  un  momento  que  el  cáBou  del  Concilio  la-  . 
teranense  esté  vigente  en  España;  supikigase  que  m  inconveniente 
alguno  puede  efecuitarse;  que  e)  Prelado  ha  rectlHdo  del  cielo  el  don 
de  saber  si  el  pecador  hizo  ó  no  en  los  últimos  momentos  de  la  vida  ^ 
un  acto  de  contrición,  ¿podrá  hacerse  k)  que  en  edte  caso  se  ha  prac- 
ticado? El  Ministro  Fiscal  no  lo  creer  siguiendo  las  buenas  doctrinas 
canónicas  sostiene  que  los  Prelados  eclesiásticos  no  pueden  iinponer , 
gubernativamente  penas  que  priven  para  siempre  de  los  derechos 
de  la  sociedad  cristiana,  que  para  eso  hay  vía*  contenciosa,  que  en 
ella  han  de  quedar  francos  4  las  partes  los  recursos  de  fuerza,  y  que 
de  este  modo  yi^ne  la  sociedad  civil  en  auxilio  4e  sus  subditos  cuan- 
do no  se  guarda  la  ritualidad  de  los  juicios  y  se  les  atrepella  injus- 
tamente. 

Y  si  entramos  en  la  misma  cuestión  ¿qué  triste  idea  se  forma  de 
todo  este  negocio?  Al  Reverendo  Obispo,  le  bastó  que  un  párroco 
hiciera .  uiia  denuncia  para  pronunciar  el  mas  terrible  de  los  fallos  y 
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que  pronaneia  la  Iglesia;  se  olvidó  de  que  qo.  Ivibia  amoaestado   i 
C. ,  y  que  no  sabia  tampoco  si  lo  habia  becho  el  párroco;  no 
tuvo  en  cuenta  que  sin  andieocia  lanzaba  una  pena  terrible;  no  re- 
paró en  que  con  justicia  se  le  podía  hacer  el  cargo  de  que  se  ensan- 
gretaba  con  las  cenizas  de  uno  á  quien  no  habia  procurado  sacar  de 
£us  errores  y  de  su  mal  camino  durante  la  vida.  Si  el  Reverendo 
Obispo  hubiera  considerado  todas  estas  cosas,  si  hubiera  topiado  en 
cuenta  que  su  precipitada  resolución  imponía  una  nota  infamante  á 
toda  una  familia,  si  hubiera  parado  la  atención  en  las  consecuencias 
probables  de  lo  que  hacia,  de  seguro  que  se  hubiera  abstenido  de  paso 
tan  impremeditado,  y  tan  poco  disculpable.  T  de  notar  es  que  en 
la  misma  comunicación  en  que  el  párroco  daba  cuenta  del  caso  y 
pedia  instrucciones  decia  con  candidez  que  no  sabia  cuándo  ni 
cómo  C.  habia  muerto,  porque  nadie  entraba  en  la  casa;  es  decir, 
que  ignoraba  si  habia  muerto  contrito ,  si  deseaba  ó  no  recibir  los 
auxilios  de  la  Iglesia,  si  quería  reconciliarse  con  ella,  si  daba 
muestras  de  piedad  y  arrepentimiento.  Y  el  Prelado  que  nada  de  esto 
sabia,  pronunciaba  implícitamente  una  escomunion condicional;  por 
inducciones  infería  que  el  finado  se  habia  querido  separar  de  la  Igle- 
sia; hablaba  de  sus  doctrinas  irreligiosas  sin  saber  cuáles  eran,  y  si 
estaban  bien  ó  mal  calificadas  por  el  párroco,  apreciación  bien  sos- 
pechosa para  este  Ministerío;  incluía  entre  las  causas  para  privar  de 
sepultura  algunas  que  no  son  canónicas,  y  en  lugar  de  ordenar  en  su 
caso  que  constando  haber  muerto  en  la  impiedad  se  le  negase  la  se- 
pultura, decia  que  esto  se  hiciese  mientras  no  constare  que  antes  de 
morir  habia  dado  señales  de  arrepentimiento.  Basta  lo  dicho  para  qua 
la  Cámara  se  convenza  de  la  irregular  conducta  observada  por  el  - 
Reverendo  Obispo  de en  todo  este  negocio^  sin  que  de  su  con- 
testación al  Grobernador  de  la  provincia  pueda  inferírse  nada  en  su 
disculpa 

La  conducta  del  párroco  es  asimismo  bien  poco  prudente:  gran* 
de  responsabilidad  ante  Dios  ha  contraído  si  oportunamente  no  pro- 
curó con  su  influencia  paternal  traer  á  mejor  camino  á  su  feligrés  á 
quien  creía  tan  estraviado.  T  de  presumir  es  que  no  lo  hiciera,  cuan- 
do nada  dijo  al  diocesano  en  su  tantas  veces  mencionada  comunica- 
ción. El  párroco  es  el  que  con  su  indiscreción  ha  comprometido 
principalmente  al  Prelado. 

Respecto  ál  Alcalde  y  Gobernador,  necesario  es  decir  en  honor 
de  la  verdad  que  han  comprendido  perfectamente  sus  deberes.  El 
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Último  ha  dado  pruebas  de  tacto,  de  saber  y  de  firmeza  en  este  ne- 
gocio delicado:  digna  es  sa  conducta  de  da  aprobación  qoe  el  Gobier- 
no se  ha  apresurado  á  dar. 

Réstame  solo,  en  virtud  de  lo  espuesto,  manifestar  como  creo 
que  debe  terminar  este  espediente.  De  suponer  es,  que  D.  B.  L.  C, 
habrá  sido  enterrado  en  el  cementerio  con  los  demás  fieles  en  justa 
obediencia  de  las  disposiciones  del  Gobernador  de  la  provincia.  Si  no 
lo  fuere,  lo  primero  es  que  se  cumpla  lo  que  acordó,  á  cuyo  efecto  si 
fuere  necesario,  debe  ir  el  Gobernadcnr  á  ejecutarlo. 

De  presumir  es  también  que  en  vista  de  la  comunicación  última 
del  Gobernador  al  Diocesano,  éste  habrá  desistido  por  su  par  te.  Bajo 
tal  supuesto,  el  Fiscal  cree  que  bastará,  que  se  le  haga  una  severa 
amonestación  por  conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Pero, 
si  no  hubiere  desistido,  si  aun  continuase  en  el  mal  camino  comen-, 
zado,  cree  el  Fiscal  que  el  Gobierno  en  vista  délo  que  ocurra  ó  haya 
ocurrido  debe  reservarse  la  adopción  de  otras  medidas  mas  eficaces. 

Al  párroco  convendrá  también  que  se  le  haga  una  demostración 
parecida  por  medio  del  Gobernador  de  la  provincia. 

Por  último,  para  evitar  la  reproducción  de  hechos  semejantes, 
que  pueden  tomar  mayores  proporciones  que  éste,  seria  conducente 
indicar  al  Gobierno  la  conveniencia  de  dar  una  circular  con  el  ca- 
rácter de  reservada  á  los  Prelados  para  que  por  medios  conciliado- 
res y  prudentes  procuren  evitar  la  repetición  de  conflictos  como  este. 
La  Cámara,  sin  embargo  lo  dicho,  acordará  como  siempre  lo  que  me- 
jor estime. 

Madrid  3  de  marzo  de  185S. 

Gómez  de  la  Sena* 


No  tenemos  noticia  de  que  por  entonces  se  dictara  la  circular 
que  creía  conducente  el  Fiscal  de  la  Cámara;^  mas  á  consecuencia 
de  un  nuevo  conflicto,  y  previo  informe  del  Consejo  de  Estado ,  se 
comunicó  al  Gobernador  de  lá  Coruna  en  6  de  octubre  de  1859  la 
siguiente  Real  orden  que  ha  publicado,  el  Boktin  judicial  de  Ga- 
licia. 

Dice  así: 

((Remitido  á  informe  de  las  secciones  reunidas  de  Gob^nacion>  Fomen- 
to, Estado,  Gracia  v  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  el  espediente  in¿trui{lo 
á  consecuencia  de  uaberse  negado  en  el  concejo  de  Cangas  de  Oní^  la  se- 
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piiltura  ecMáslka  al  cadáver  4q  Bárbara lAIyarez  fiofl  feei^a  15  '4e< juHo  61^ 
timo,  lo  han  evacuado  del  itiodo  siguiente: 

afixcmo.  -Sr.:  CompÜendo  estas  iseccionesxon  lo  que  se  las  previene  en 
Real  orden  fechada  en  26  de  marzo  último,  relativa  á  la  comunicación  del 
Vinisterio  deGraeiay  Justicla^eu  la  cual  maniGesta  el  Rdo.  Obispo  de  Ovie- 
do Jas  causas  de  no  haberse  dado  sepultura  eclesiástica  eá  Cangas  de  Onís 
á  Bárirara  Alvarez,  á  6n  de  ove  e^te  ONsejo  ififorme  en  secciones  de  Gi^*- 
oia  y  iosticia  y  GobentadoH  lo  (jue  se  le  ofrezca  y  parezca  acerea  de  la  me- 
dida general  que  pudiera  adoptarse  para  dar  intennamente  sepultura  á  los 
cadáveres  que  las  autoridades  eclesiásticas  sometan  á  entredicho. 

í>D(íS  son  las  cueatiene»  qué  aparecen  én  esta  JReal  d^postoíoi):  una  de 
derecho  canónico  y  <ie  ^iaeipüna -general  de  .la  iglesia;  y  otra  de  policía  sa- 
nitaria y  de  higiene  pública. 

»Si  no  se  hubiera  retnitido  á  ambas  secciones  la  comunicación  original 
del  I¥efaidO)  parece  qoe  no  estaban  llamadas  á  emitir  su  parecer  sino  sobre 
una  simple  cuestión  de  policía  sanitaria;  mas  tenienclo  presente  aquella  cir- 
cunstancia y  la  gravedad  del  hecho^  que  adquiere  un  carácter  mas  deter^ 
minado  por  haber  aprobado  el  reverende  Obispo  la  conducta  del  ecónomo^ 
I»oced«rán  aquellas,  por  lo  tanto,  áeu  am  detenido  eiámen.  En  lá  comu- 
nicación adjunta  dice  el  Rdo.  Obispo  al  Ministro  de  Gracia  v  Justicia,  que 
{precisado  á  informar  en  Virtud  de  Real  orden  sobre  ei  hecho  denunciada  por 
a  prensa  periódica,  ocurrido  en  Ja  parroquia  de  Mamia,  próxima  á  Gangas ' 
de^  Onis,  en  la  ^ue  se  lialJaba  depositado  hacia  doscientas  ocho  horas  el  ca- 
dáver de  una  muger.  por  haberse  negado  el  párraco  á  darle  sepultura,  y  no 
atreverse  tampoco  á  iiacerlo  el  alcalde,  por  mas  que  en  unión  del  médico  y 
cmiano  dispuso  se  le  condqpera  á  la  iglesia; 

»Asegura  el  Prelado  ser  cierto  el  hecho  en  la  parte  relativa  á  haberse 
negado  el  cura  ecónomo  de  Santa  Eulalia  de  Mamia,  en  el  concejo  de  Can- 
gas de  Onis,  á  dar  sepultura  eole^stíea  al  cadáver  de  Bárbara  Alvarezi^  que ' 
falleció  sin  recibir  los  sacramentes,  y  que  el  ecónomo  obró  por  nobafa^r  la 
difunta,  á  pesar  de  sus  repetidas  exhortaciones,  cumplido  cop  el  precepto 
de  la  confesión  y  comunión  pascual  en  muchos  años  que  la  desgraciada  pasó 
entregada  al  viciotd»  la  embriaguez^  lo  qfim  la  produjo  la  muerte,  fil  econo^ 
mo  dio  cuenta  del  hecho  y  de  su  conducta  al  Prelado,  y  este  remitió  al  ar- 
cipreste del  partido  comisión  para  que  recibiera  una  información  testifical 
sobre  los  hechos  manifestados  por  el  ecónomo.  En  etle  se  justtfícaron,  y 
tuvo  el  sentimienta,  dice^  de^probcu'  la  conducta  del  ecónomo,  declarando 
que  al  dicho  cadáver  no  podia  darse  sepultura  eclesiástica,  y  mandando  que 
se  pasara  oficio  al  Gobernador  de  la  provincia,  á  fin  de  que  se  sirviera  dic- 
tar las  órdenes  oportunas  para  que  se  le  enterrase  en  un  lugar  decente  sin 
pompa  ni  ceremonia  eclesiástica  de  nioguna  clase.  Quede  la  providencia 
gubernativa  que  dictó  no  se  alzaron  de  ella  por  la  vía  contenciosa  los  he- 
rederos de  la  difunta,  que  se  creyesen  lastimados  por  aquella,  dictada  en 
una  información  sumaria. 

)xHasta  aqu(  los  hechoe;  mas  ahora  las  secciones,  reconociendo,  como 
reconocen,  que  son  aquellos  del  dominio  esclusivo  de  la  potestad  eclesiás- 
tica, examinarán,  sin  embargo,  la  doctrina  proclamada  en  ios  Concilios  y 
sostenida  por  los  tratadistas,  relativa  á  la  privación  de  sepultura  eclesiás- 
tica, no  al  entredicho,  en  cuyo  caso  no  nos  hallamos  actualmente,  sin  em- 
bargo de  calificarse  así;  pues  sabido  es  que  el  entredicho  es  la  prohibición 
de  participar  de  ciertos  actos  del  culto,  conservando,  no  obstante,  la  unión 
coo  la  comunidad,  pena  eclesiástica  de  la  que  se  abusó  en  Ja  Edad  Media 
y  á  la  que  sé  sujetó  á  pueblos  enteros  y  ami  á  reinos. 


' :  irfU  iffÍTacioQ  da  leptiltuva  edesiás^^  «s  ^m  peq»  muy  gmve,  ()ue  solos 
pil^de  i^ppaerse  por  los  Prelados  eciesiáslicos.  Estos  nuaca  puoden  proce- 
aer  gubeárnativiainente  cuando  se  4rata  de  ¡mpon^r  Jas  peoas  qae,,privaa 
pipra  sldn[){M!e  do  los  derechos  dei  la  sociedad  cristiaqa. 
>  \))lfA  pi;i vacian  de  ^^puliarH  como  segreg^eion  4e  la  comunión  6  grey 
qñsMaaa,  coFresponde  a  la  pena  de  esconii^iiioQ  menor,  y  no  puede,  por  lo 
iaiiit#i,  imponerae  ü(V>  ppr  el  Prelado  bajo  las  prescripciones. señaladas  por. 
l%i  Deci*etales.  Aaí,  pues,,  el  Prelado  debe  ser  el  Ánico  juez  que  imponj^^a  esta 
píeAayiQQ.guberoatm^  sino  canónicamente;  y  no  debe  dejarse  su  aplicacioa 
á<4o9ipárrocps,eoónoiaos,  pues  negfUQ  ios. (4none#  y  Concilio  de  Trente,  los> 
párrocos  no  tienen  mas  atribuciones  que  las  de  administrar  los  sacramen- 
to»» la  de  instruir  á  üus  feUgreses  ea  la  l^y  divina,  y  la  de  vigilia  el  cumpli- 
miento de  ios  áeberea  de  todos  los  acólitos  y  servidores  de  la  Iglesia. 

» Algunas  sinodales  delermJoan  que  los  párrocos  procedan  con  suma  piu* 
<lf^QÍa  y  gran  discreción  á  aplicarla  preventivamente,  dando  cuenta  á  sur 
Pi^dp,  para  que  este,  previo  examen,  la  fulmine  en  la  forma  legal  y  cañó- 
uica;  mas  corresponde  esta  atribución  á  las  que  Jes  señala  el  Concilio  do 
Tiento.  ¿No  es  de  temer,  como  ba  acontecido  en  este  caso,  el  uso  poco  pru* 
dente  y  discreto  de  tan  grave  censura  9pUcada  |por  un  cura  ecónomo,  clase 
eot  lo  general  no  mu^  ilustrada?  El  santo  Concilio  de  Trente,  teniendo  pre- 
senie-estp  mismo  eu  la  sesión  23,  cánones  i,  2,  3,  4,  5,  6,  7  y  8,  señaló 
las  caucas  fijas  y  determinadas  i;>ara  imponerse  la  pena  de  /oscoipunion,  y. 
todas  las  que  especificó  son  relativas  á  los  que  niegan  abiertamente  la  creen- 
cia del  dogma  y  la  potestad  de  la  consagración»  confosion  y  predicación.  La 
r^aon  que  tuvo  para  ello  fué  el  abuso  que  en  épocas  dadas  se  biso  por  algu- 
nas Prelados,  poco  discretos,  de  las  censuras  mayores  de  la  Iglesia. 

uComo  el  espíritu  verdadero  de  esta  es  la  amorosa  candad  y  la  inago- 
table piedad,  los  Padres  del  Concilio  estatuyeron  quo  fuera  preciso  para 
inaponer  dicbas  censuras  k  rebelión  abierta  contra  la  doctrina  dogmática . 
d^  la  Iglesia,  el  Jiecbo  de  reprobarla,  escarnep^rla  y  despreciarla  pú- 
blieamante. 

^)£s  cierto  que  los  cánones  del  Concilio  Lateranense  4.^  prescribieron  la 
esclusion  del  lugar  sagrado,  motivada  en  la  únpenitencia  á  la  hora  de  la^ 
muerte,  ó  bien  ea  la  falta  de  cumplimionto  de  los  mandamientos  de  la  Igle- 
sia; um  por. ser  degaasiado  lato  este  principio  y  mas  lata  aun  su  aplicación, 
Iqs  Padres  del  Concilio  de  Trente  lo  reformaron,  y  declararon  tan  s»bia, 
doctria^,  que  es  conforme  con  el  espíritii  de  mansedumbre  y  de  divina  ca- 
ridad del  %an^elio. 

vLa  GOfflisnion  cristiana  parece,  pues,  que  no  debe  rechazar  de  su  seno 
al  hereje,  al  reprobo,  al  que  se  pon<9  voluntaria  y  premeditadamente  fuera 
de^sugr^ey. 

«¿Hállase  en  este  caso  la  desdichada  muger  que  ha  dado  lugar,  por  sa 
fallecimiento  y  prohibición  de  sepultura  cristiana,  á  tan  deplorable  acon- 
tecimiento? 

i>Las  secciones  creen  que  no,  y  lo  propio  acontece  al  referi(Jb>  Prelado, 

SUes  en  su  comunicación  atribuye  al  vicio  de  la  embriaguez  la  única  causa 
e  no  frecuentar  los  sacramento^,  y  en  cuyo  deplorable  estado  fué  sorpren- 
dida por  la  muerte.  ¿Pudo,  pues,  tener  ánimo  libre  y  detrminado  para  no 
admitirlos,  para  rechazarlos,  para  ponerse  voluntariamente  fuera  de  la  co- . 
munidad  cristiana?  ¿La  indolencia  ó  tibieza  r6Ugiosa,.la  embriaguez  de  los 
sentidos  son  causas  de  escomunion? 

uTambien  reconoce  el  Rdo.  Obispo  que  tan  grave  pena  fué  impuesta  gu- 
bernativamente en  vista  de  una  sumaria  información,  no  ter^ndo  quizás 
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presente  lo  que  prescribe  los  Decretales  j  el  Art.  9.*^  de  )a  Constitilcioa  d« 
la  monarquía,  que  declara  que  ningún  español  puede  ser  procesado  fii  sen*^ 
tenciado  sino  por  Tribunal  competente,  en  la  forma  que  prescriban  las  leyós. 
Mas  á  las  secciones  no  las  incumbe,  por  ahora,  sino  reseñar  el  hecho  y  la 
doctrina;  á  fin  de  que  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  dicten  las 
disposiciones  que  crea  mas  conformes  con  el  espíritu  del  Evangelio  y  él 
4el  siglo  en  que  Tívimos ,  y  que  se  hacen  cada  aia  mas  necesarias.  Ésto 
mismo  se  espuso  en  la  consulta  elevada  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
por  el  Consejo  Real  en  2  de  setiembre  de  i  851,  con  motivo  de  un  hecbo 
análogo  i  este,  ocurrido  en  la  diócesis  de  Jaca,  en  ía  que  se  significó  lo 
siguiente: 

((El  Consejo,  al  mismo  tiempo,  deseando  prevenir  todos  los  casos  y  te* 
niendo  presente  que  podrían  sobrevenir  circunstancias  graves,  en  las  cua- 
les pudiera  verse  la  autoridad  eclesiástica  precisada  á  hacer  uso  de  la  facul- 
tud  concedida  por  los  cánones  en  toda  su  plenitud,  y  con  la  mira  de  evitar 
conflictos  desagradables  y  contraríos  al  espíritu  de  armonía  que  debe  reinar 
«ntre  las  autoridades  de  las  dos  potestades  civil  y  eclesiástica,  asi  como 
también  todo  daño  en  la  salubridad  publica,  que  pudiera  ser  compróme-- 
tida  por  cualquier  tardanza  en-  la  inhumación,  fácil  por  otra  parte  de  pre- 
venir en  cualquier  caso,  ha  creido  que  debe  proponer  á  V.  E.  se  comuni- 
üue  orden  á  ios  Gobernadores  de  las  provincias  para  que  procuren  por  to— 
dos  los  medios  que  les  sugiera  su  celo,  no  se  niegue  la  sepultura  6n  los  ce- 
menterios por  causas  leves,  evitando  los  conflictos  con  la  autoridad  eclesiás* 
tica  en  cuanto  sea  posible;  pero  que  si  los  medios  de  conciliación  no  fuesen 
bastantes  y  un  párroco  negase  la  sepultura  eclesiástica  á  un  cadáver,  se 
Layan  de  dirigir  los  interesados  al  Prelado  de  la  diócesis,  á  fin  de  que, 
instruyendo  el  oportuno  espediente,  tome  la  resolución  que  estime  justa: 
que  entretanto  se  proceda  en  el  término  acostumbrado  á  dar  sepultura  a( 
cadáver  en  un  lugar  que  reúna  las  condiciones  apetecibles  al  efecto,  sin 

Í perjuicio  de  que  si  instruido  el  espediente  mencionado  recayese  sentencia 
ávorable ,  se  proceda  á  la  exhumación  y  traslación  á  sagrado,  con  las  pre- 
cauciones aue  marcan  las  disposiciaoes  vigentes,  dejando  en  estos  casos  li- 
bre y  espedita  la  acción  de  la  autoridad  eclesiástica,  sin  perjuicio  de  que 
eleven  sus  quejas  y  reclamaciones  al  Gobierno  de  S.  M.  cuando  creyesen 
que  aquellas  se  hubiesen  escedido  del  limite  de  sus  atribuciones.  AsimisakO' 
cree  el  Consejo  que,  atendida  la  frecuecia  con  que  ocurren  casos  de  esta 
naturaleza,  convendría  que  se  circulase  por  la  vía  reservada  esta  medida 
como  regla  general  y  con  inserción  del  presente  dictamen.» 

oPor  lo  tanto,  s!  este j)arecer  fué  adoptado  por  S.  M.  y  circulado  por 
la  vía  reservada,  queda  señalado  como  medida  ó  regla  general  para  evitar 
é  aminorar  en  lo  posible  casos  que  la  sección  se  lisonjea  en  reconocer  que 
no  serán  frecuentes  en  una  nación  esencialmente  cristiana  como  la  nuestra. 
«Sin  embargo,  el  Consejo  Real  volvió  á  ocuparse,  en  virtud  de  Real  or- 
den fecha  4  de  mayo  de  4858,  comunicada  á  la  sección  de  Gracia  y  Justi- 
cia por  el  Ministerio  de  aquel  ramo,  de  otro  acontecimiento  de  la  misma  na- 
turaleza ocurrido  en  el  pueblo  de  Torija,  diócesis  de  Toledo,  y  propuso  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  que,  teniendo  presentes  los  antecedentes  re- 
lativos á  aquel  suceso,  se  elevara  su  parecer  con  copia  literal  de  la  consulta 
de  2  de  setiembre  de  i85l. 

«Así,  pues,  las  secciones  creen  que  respecto  al  asunto  canónico,  deben 
reproducir  cuanto  se  espuso  en  2  de  setiembre  de  1851 ,  y  lo  que  se  mani- 
fiesta al  presente,  á  fin  de  evitar  que  los  prelados,  por  causas  leves  y  no 
prescritas  en  el  santo  Concilio  de  Trente,  futntinen  las  censuras  de  la  Iglesia  < 
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fx>r  un  esceso  de  celo  poco  prudente  y  discreto,  que  puede  ocasionar  maius 
muy  graves  á  la  misma. 

«Mas  la  Real  orden  de  26  de  marzo  de  4858  previene  además  que  las 
secciones  informen  lo  que  se  las  ofrezca  y  parezca  acerca  de  la  medida  ge- 
aeral  que  pudiera  adoptarse  para  dar  interinamente  sepultura  á  los  cadáve- 
res á  que  la  autoridad  eclesiástica  niegue  la  sepultura  cristiana» 

«Como  cuestión  de  policía  sanitaria,  higiene  y  salubridad  pública,  es 
como  juzgan  deber  igualmente  tratarla:  asi  se  acordó»  que  convenia  previa^ 
mente  tener  presente  el  parecer  del  consejo  de  sanidad ^  tan  competente 
en  esta  materia. 

«Este,  con  fecha  i9  de  octubre  de  i 858,  dice:  «Hecha  car^o  del  asunto 
la  sección  primera,  no  puede  menos  de  reconocer,  como  advirtió  sin  duda 
la  mencionada  sección  del  Consejo  de  Estado,  que  una  vez  inhumado  un 
cadáver  y  después  que  ha  trascurrido  tiempo  suficiente  para  que  entre  en 
putrefacción,  ofrece  su  exhumación  formales  peligros  para  la  salud  pública 
sobre  todo  cuando  ese  cadáver  putrefacto  ha  de  conducirse  á  un  camposan- 
to para  inhumarse  de  nuevo.» 

«Hállase  tan  bien  comprobada  y  tan  generalmente  reconocida  la  calidad 
deletérea  de  las  emanaciones  cadavéricas:  son  tantos  los  hechos  de  enfer- 
medades graves  y  hasta  de  epidémicas  que  han  tenido  por  oríj^en  las  exhu- 
maciones de  los  restos  cadavéricos,  que  considera  ocioso  emitir  aquí  doctri- 
nas ni  ejemplos  para  probarlo  una  vez  mas,  sobre  todo  cuando  el  convenci- 
miento es  tan  general,  aue  se  estiende  hasta  el  vulgo: 

«Fuera,  pues,  una  cfisposicion  claramente  contraria  á  las  mejor  sentadas 
reglas  higiénicas  la  de  exhumar  un  cadáver  provisionalmente  sepultado» 
para  trasladarle  al  lugar  sagrada  y  hacer  una  nueya  inhumación. 

«Por  lo  tanto,  supuesta  la  necesidad  indispensable  de  sepultar,  luego 
que  pasan  veinticuatro  horas  desde  que  ocurrió  el  fallecimiento  de  los  ca- 
dáveres de  aquellas  personas  que  las  autoridades  eclesiásticas  sometan  á 
entredicho,  es  la  sección  de  dictamen  que  aun  cuando  este  se  levante  por 
el  prelado  correspondiente,  no  se  haga  la  exhumación  hasta  que  se  cumpla 
el  tiempo  y  se  llenen  las  condiciones  que  determina  la  Real  orden  de  i  9  de 
marzo  de  i858.i> 

«Las  secciones  no  pueden  menos  de  reconocer  los  sanos  principios  qne 
aconsejan  la  ciencia  y  que  el  consejo  de  sanidad  espone  en  su  razonado  infor» 
me:  asi  pues,  tomanao  en  consideración  tan  útil  como  provechosa  doctrina^ 
nacía  les  queda  que  añadir  sino  la  necesidad,  la  conveniencia  y  la  obligación 
en  que  se  halla  la  gobernación  del  Estado  de  mirar  y  procurar  ante  todo  por 
la  conservación  de  la  salud  pública. 

«Teniendo  presentes  tan  sólidos  principios,  no  puede  tomarse  en  cuenta 
lo  que  propone  el  reverendo  obispo  de  Oviedo,  relativo  á  exhumar  el  cada- 
Ter  luego  que  pronuncie  el  fallo  favorable  y  á  darle  sepultura  cristiana  en  el 
cementerio,  lo  que  podria  producir  los  males  que  se  indican  y  que  es  forzo- 
so evitar  por  medio  de  la  saludable  medida  que  prescribe  la  ley ,  y  á  cuyo 
estricto  cumplimiento  deberá  estarse. 

«Escogitárase,  sin  embarco,  un  medio  que  concilio  en  lo  posible  el  respe- 
to que  merece  la  honra  cristiana  de  un  finado  con  el  que  se  debe  á  la  ley 
de  exhumarJon  de  cadáveres. 

«Las  secciones  son,  por  lo  tanto,  de  parecer  que  se  prevenga  á  los  Go^ 
bernadores  de  las  provincias  que,  en  casos  análogos  á  este,  los  alcaldes  dis- 
pongan del  entierro  preTentivamente  en  lu^r  decente,  contiguo  al  cemen- 
terio cercado,  aunque  no  sagrado,  cuando  sin  riesgo  de  Ta  salud  públicsí  no 
pueda  esperarse  la  resolución  definitiva  del  prelado;  mas  llevada  ya  á  cal^o 
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•  la  inhurnácidí)/ si  tfiltócesano  declara  et  derecho  dé  sét)u!tiírá  cri^Mnáto 
favor  del  fallecido,  deberá,  sin  embargo,  estarse  á  lo  prescrito  pra  h  exUu- 

'  maislon  en  Real  orden  dé  Íi7  de  mayo  de  i^45,  á  ñü  ae  evitar  los  mates  que 

*  pudierañf'sobr^enir  á  la  salud  é  higiene  pública. 

«Pérs^como  lá  censura  impaesta  es  una  pena  eclesiástica  sumamekite'  gi^- 
Te,  que  aféela  la  honra  crístiana  del  fallecido  y  su  familia,  y  le  priva  á  a(]nel 
del  beneñcio  de  las  preces  de  la  Iglesia,  seria  justo  y  convenieiifte  que  se  pu- 
l)ncara  en  la  parroquia  el  jnrimer  día  festivo  la  absofucion  del  Prelado,  y  edte 
inaiidtfra  que  en  ella  se  hiciese  inmediatamente  el  funertil,  mucho  itfas  si 
fuera  pobre  el  fallecido,  y  que  se  recitaran  ías  preces  y  responso?  y  se  apfí- 
'  «aran  por  su  eterno  descanso  segnñ  eí  litual.  Asi  se  conciliaria  el  respeto 
que  merece  la  hoíira  délos  finados  y  la  obligación  de  conservar  la  saltt^  |)ú- 
blica,  á  que  está  atenida  ia  gobernación  del  Estado. 

«En  esta  forma  se  podría  contestar  at  Ministerio  de  Gracia  y  Justlcfai^^si 
T.  E.  lo  juzga  o{)ortunfo,  i  fin  de  que  resólriera  sobre  este  particular  lo  que 
«rea  mas  conveniente,  y  én  respuesta  á^su  comunicación  de  f  9  de  maii:o 
de  1858.». . 

Y  habiéndose  dignftdoaeót'dar'S.  M.,  de  conformidad  con  el  preinserto 
dictamen  eousuUado,  de  su  Real  drdeu  lo  traslado  i  Y.  S.  como  regia  ff$  -« 
neral  para  la  resolucfdil  de  casod  análogos. 

Por  oopiaf 

L«s  Direetores  de  la  R«vfsta« 


ENJBICIAIKENTO  CIVIL  Y  lERCAlVTIL 


DE  m  mm  MmwAmm  sobbb  mmm  mcfoáMo. 

Para  la  competencia  en  los  juicios  de  condliacUm  soire  nego- 
cios éc  comercio ,  iregiri  él  mtt.  7.**  de  la  ley  de  Enjuidmmmto 
mercantil,  ó  habrá  de  estarse  á  lo  dispuesto  en  el  204  de  UcU/üt 

Cmt^hJttím. 

Al  resolver  por  el  decreto  de  las  Gértes  aprobado  eor  38  de^Mafo 
<te  1857,  qirbuládb  éñ  Rfeal  órdfen  del  dia  29,  que  los  alcaldeé "coijs- 
titucionalés  debían  ejercer  el  oficio  de  coaciliadQi^s  en  íi»?!  asua^s 
merciantiles,  cmifeniie  al  apt.  88:2  de  la  Cottstítaeiott  4e  Í8I2,  hu- 
biera sido  muy  conveniente  expresar  qué' s^r£[cti)os  de  la  ley  mer- 
cantil quedaban  deirogados  «a  virtud  de  esla  invovncMín  >  y^  aeí^se 
¿«bieran  evitado  tosxoiiiltít#á  qué  se  há'dádo  lugí^  en  algttübs 
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•  €asos ,  y  mas  ahora  con  la  publicación  del  Código  de  procedimíenfós 
•'  -ctvites.  Pero  en  el  silenao  de  la  ley ,  precisb  será  buscar  en  su  mis- 
mo céBlesto  cuál  ha  sido  el  pensamiento  y  objeto  que  se  ha  propues- 
to, y  aclarar  por  este  medio  las  dudas  que  con  frecuencia  se  pre- 
'  sentan  hasta  conseguir  con' la  discusión ,  si  es  posible,  fijar  los  pa- 
receres'que  hoy  andan  discordes. 

Sí  estudiamos  bien  el  testo  átl  cHade  decíreto,  nos  pareice  pirtér 

desoébrir  en  él  cuál  es  lá  ostensión  é  limiler  fijado  en  esta  innová- 

'  €ion«  «Estmdo  rigente,  dice ,  el  art.  282  de  la  Constitución  de  19t8, 

«no  habia  duda  en  que  los  alcaldes  eonstffudonales  debían  ejercer 

'  »el  oficio  de  conciliadores' en  K>s  negocies  mereuitites,  eaino  lo  efe- 

••eutoftan  en  los  demás ,  en  virtud  del  espresado  artículo. »  Luego 

los  alcaldes  ó  jueces  de  paz  deben  proceder  en  la  celebración  de  tas 

'juicios  mercantiles  lo  nrisno  que  en  los  itolos  negocios  comunes; 

'  por  manera  que ,  según  se  des^HMude  de  ^ta  disposicioD ,  lo  único 

que  se  ha  querido  es  unifdrMMP  las  solemnidadei  dd  jaiuio  de  eoi- 

.'  diiai»on ,  porque  hubiera  sldo>  muy  estraSo  en  verdad  que  un  mismo 

Juez  sigéiera  una  tramitación  distinta  para  la  celebración  de  actas 

<  iguales ,  teniendo  en  muchos  casos  qa»  resolver  por  sí ,  y  hasta  sin 

oscitación  de  las  partes^  si  el  negocio^era  mercantil  ótomun;  y  aun 

pudiera^  luego  durse  lugar'  á^  nulidades^  si  resol  viendo  mal  el  alcalde, 

^e  hdMán>  equivocado  im  trámites.  £sto  es  lo  que  parece  deducirse 

del  le^to  de  la  ley  v  en  cuya  docti^ina  esfin  conformes  personas  que 

antes  se  han  ocupadio  de  este  asunto^,  y  á  quienes  con  gusto  recoao- 

-<iemo9'(joino  aotoridádes  en  la  materia; 

Con  arreglo  á  to  espuesto  -,  creemos  poder  fijar  yji  el  principio  dé 
que  los  jueces  de  paz  han  de  sujetarse  á  unas  mismas  solemnidades 
-y  tramitación  para  las  citaciones  y  estension  detaclo  conciliatorio» 
«in  diferencia  alguna  de  negocios  comunes  ó  mercantiles;  y  en  su 
consecuencia' deberán- atenderse  derogados  todos  los  artículos  de 
la  ley  mercantil  que  traten  de  estos  pcarticulares,  rigiendo  tan  solo 
los  de  la  civiK 

Ahora  bien;  el  arti  7."^  >d^  lá  mercanifi  ¿queda,  ó  no  vigentii? 
En  nuestro  humilde^  parecer,  c^bm  que  rige  todavía,  y  así  lo  he- 
mos visto  practicar  en  los  casos  de  que  tenemos  noticia ,  aunque 
seátitiios  no  opinen  como  nosétros  personafi  muy  respetables  por 
cuchos  conceptos.  SMa  inmolación  solo-se  ha:  liiÉiitado  á  las  perso- 
4ia$  que  halnan  de  reemplazar  á  lit^^i  jueces  avenidores  y  á  las  fdr- 
iQulas  ó  solenoidades^del  juicio ,  el  art.  7.^  debe  en  su.  esencia  que* 
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dar  vigente »  puesto  que  no  contradice  ni  uqo  ni  otro  estrennr.' 

Tal  vez  se  crea  que  iucurrimos  en  contradicción  al  pretender  la 
observancia  del  art.  7.^,  toda  vez  que  en  él  se  habla  de  la  compe- 
tencia de  los  jueces  avenidores ;  pero  no  es  asi ,  porque  derogado  el 
art«  1206  del  Código ,  estendemos  también  esta  derogación  á  todo 
lo  que  haga  referencia  á  los  jueces  avenidores ,  y  si  queremos  que 
subsista  dicho  artículo,  es,  como  antes  hemos  dicho ,  en  su  esencia 
tan  solo.  En  efecto »  en  él  no  se  trata  de  designar  ante  quiénes  ha- 
yan de  celebrarse  los  juicios  de  avenencia  y  porque  este  precepto 
quedó  ya  fijado  en  los  arts^  1205  y  1206  del  CódígOi  sino  de  estable- 
cer cuál  de  ellos  es  el  competente ;  y  como  esto  no  contradice  en  lo 
mas  mínimo  la  facultad  concedida  á  los  alcaldes  y  luego  á  los  jue- 
.  ees  de  paz^  ui  afecta  á  las  solemnidades  ó  tramitación  de  los  jui- 
cios de  conciliación,  por  eso  no  vemos  inconveniente  alguno  en  que 
subsista  la  disposición  de  dicho  articulo ,  solo  que  en.  vez  de  leerse 
como  ahora  está  escrito ,  deberá  entenderse  del  modo  siguiente: 

«Las  comparecencias,  se  celebrarán  ante  los  jueces  de  paz  del 

'  apartido  judicial  del  Tribunal  de  Comercio  ó  del  juzgado  de  primera 

i^instanda  á  que  corresponda  conocer  del  negocio  sobré  que  versen.^ 

La  resolución  de  este  punto  la  consideramos  de  la  mayor  impor- 
.  tanciá,  porque  para  los  negocios  de  comercio  no  puede  ser  indife- 
rente la  observancia  del  art.  7.^  de  la  ley  mercantil  ó  del  204  de  la 
civil,  que  dispone  cosas  contrarias;  y  á  mas  de  las  razones  que  he- 
mos espuesto^  consideramos  mas  conforme  á  la  índole  de  los  nego- 
cios mercantiles  la  disposición  del  primero,  porque  asi  se  evitan  di*- 
liaciones  y  perjuicios  que  en  muchos  casos  podrán  ser  de  en- 
tidad. 

El  origen  ó  causa  de  casi  todos  los  pleitos  mercantiles  es  la  ma- 
nera como  han  de  ejecutarse  los  contratos,  y  cuando  estos  hayan 
de  cumplirse  en  el  domicilio  del  demandado,  como  allí  ha  de  seguirse 
también  el  juicio,  no  se  presenta  entonces  dificultad  ninguna;  mas 
cuando  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  se  ha  señalado  ué 
punto  distinto  det  domicilio  del  deudor,  como  allí  habrá  de  seguirse 
el  juicio,  el  juez  de  paz  de  aquel  punto  será  el  competente  para  la 
celebración  del  acto  de  conciliación,  y  ante  él  podrá  ser  citado  el 
demandado.  De  otra  manera,  el  comerciante  que  al  celebrar  el  coi^ 
trato  creía  que  podfia  exigir  el  cumplimiento  de  la  obligación  en  el 
punto  donde  ambas  partes  hubieren  convenido,  tendría  que  ir  á, 
huscar  al  otro  contratante  á  puntos  quizás  muy  lejanos  para  venir 
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Juego  4  donandarle  en  el  lugar  concertado;  lo  que  seria  muy  moles- 
to para  el  demandante,  con  bien  poca  ventaja  para  el  demandado 
pm^iue  luego  ha  de  comparecer  á  contestar  la  demanda  en  el  punto 
dotide  ofreció  cumplir  el  contrato. 

Si  admitimos  que  el  art.  7.^  está  vigente»  debemos  por  las  mis- 
mas razones  opinar  que  el  8.^  lo  está  igualmente,  como  que  solo  es 
una  consecuencia  de  aquel,  ó  mas  bien  una  confirmación  con  un  de- 
recho de  elección  ea  el  demandante  y  que  puede  en  algunos  ca^s 
favorecer  también  los  intereses  del  demandado. 

Prevaleciendo  nuestra  opinión,  un  vacío  queda  siempre  en  la  l^y 
con  la  supresión  de  los  juzgados  de  avenencia;  porque  habiendo 
uno  solo  en  cada  partido,  conforme  al  art.  1206  del  Código,  el  T."" 
de  la  ley  estaba  en  armonía  con  aquella  disposición;  mas  ahora, 
¿ante  qué  Juez  de  paz  deberá  celebrarse  la  avenencia?  Si  los  alcal- 
des de  las  cabezas  de  partido  hubieran  reemplazado  á  los  jueces 
avenidores,  ninguna  dificultad  se  ofrecía;  pero  en  la  innovación  se 
ha  dicho  solo*  que  los  alcaldes;  lu^,  conforme  con  los  buenps  prin- 
cipios y  reglas  de  sustanciacion,  la  facultad  de  los  jueces  avenido- 
res debe  entenderse  repartida  entre  los  alcaldes  ó  jueces  de  paz  del 
partido,  puesto  que  todos  ellos  están  comprendidos  en  el  territorio 
del  Tribunal  ó  Juzgado  que  ha  de  conocer  del  negocio;  y  en  este 
caso  será  competente  el  del  domicilio  del  demandado;  mas  si  no  es- 
tuviere domiciliado  en  ninguno  de  los  pueblos  del  partido  entende- 
mos que  entonces,  como  no  hay  domicilio  que  sirva  de  regla,  deberá 
celebrarse  la  comparecencia  ante  el  Juez  de  paz  de  la  cabeza  del 
partido,  que  es  el  lugar  donde  verdaderamente  ha  de  seguirse  el 
juicio. 

Una  observación  acabará  de  demostrar  la  conveniencia  y  ha^t^ 
necesidad  de  seguir  la  opinión  que  sostenemos.  La  ley  civil  en  el 
art.  204  ha  fijado  como  fuero  competente  el  del  lugar  del  domici- 
lio ó  residencia  del  demandado,  y  para  evitar  los  perjuicios  y  dila- 
ciones que  en  algunos  casos  se  seguirían  al  actor  con  la  aplicación 
de  esta  regla,  ha  tenido  buen  cuidado  de  dispensar,  por  el  artículo 
201,  la  celebración  de  la  avenencia  cuando  el  demandado  no  tenga 
residencia  conocida,  ó  resida  fuera  del  territorio  de  la  Audiencia  á 
.    que  corresponda  el  Juzgado  en  que  deba  entablarse  la  demanda. 
Ésta  escepcion  de  la  regla  general  no  puede  aplicarse  en  los  nego- 
cios mercantiles,  porque  en  el  art.  láOS  del  Código  y  1.**  y  2.^  de 
su  ley  de  procedimientos  se  prescribe  la  conciliación  en  todos .  los 
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casos  bajo  pena  de  nnlidad  y  una  multa  ál  Juez  y  escribano  que  con* 
travinieren  á  esta  disposición. 

Los  negocios  mercantiles,  por  su  índole  especial,  deben  tener  trá- 
mites muy  breves  y  sencillos,  porque  las  dilaciones  entorpecen  siem- 
pre las  operaciones  del  comerciante;  y  así  vemos  que  el  Código  para 
la  prescripción  de  las  acciones  fija  plazos  mucho  mas  cortos  que  los 
señalados  por  la  ley  común;  por  lo  tanto,  si  la  cuestión  propuesta  se 
resolviera  en  favor  del  art.  204  de  la  ley  civil,  sobre  tener  el  co- 
merciante que  celebrar  la  avenencia  en  todos  los  casos,  aun  cuando  la 
acción  se  dirigiera  contra  menores,  sufriría  él  perjuicio  consiguiente 
á  la  dilación  de  tener  que  buscar  al  demandado  en  su  domicilio, 
faltándose  al  principio  de  brevedad  gue  el  mismo  Código  establece. 

Franeíseo  Forner» 


ENJmCIAHI£NTO  CIVIL. 


DEL  TÉMINO  PARA  LOS  RETRACTOS. 

iDesde  cuándo  empieza  á  contarse  el  término  para  la  interposi- 
tion  del  retracto  en  las  ventas  judicialesl 

Parece  que  después  de  publicada  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
no  se  debía  proponer  esta  cuestión,  pues  que  el  artículo  674  de  la 
misma,  número  i .®,  dice  que  se  interponga  el  retracto,  dentro  de 
nueve  días  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta 
«in  hacer  distinción  entre  las  ventas  ordinarias  y  las  que  se  hacen  en 
pública  licitación.  Sin  embargo,  los  precedentes  de  nuestro  derecho 
sobre  esto  punto  y  la  circunstancia  de  no  estar  conformes  siempre 
las  opiniones  de  los  letrados ,  me  han  hecho  tomar  la  pluma  para 
emitir  mí  pobre  opinión  y  dar  lugar  á  que  otras  personas  mas  ilustra- 
das la  diluciden  por  completo. 

El  antiguo  derecho  no  estaba  tan  esplícito  como  hubiera  sido 
de  desear,  en  cuanto  al  término  para  interponer  el  retracto  en  las 
Tentas  ordinarias.  La  Ley  Recopilada  que  fijaba  el  de  nueve  días, 
dio  origen  á  que  los  jurisconsultos  discurrieran  largamente  sobre  sí 
ese  término  debía  contarse  desde  la  celebración  de  la  venta,  desde 
2a  perfección  del  contrato,  ó  desd^  su  consumación.  Uno$  y  otros. 


il 
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"sostenían  &q9  diferentes  opiniones,  apoyados  en  disposicíoiíes  legales 
^ne  citaban  con  mas  ó  menos  oportunidad.  Estas  cnestiones  pro* 
dncian  un  número  indefinido  de  pleitos,  que  los  autores  dé  la  nue- 
va Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  quisieron  cortar,  como  lo  hicieren 
estableciendo  en  el  art.  674,  que  para  que  pueda  darse  curso  á  las 

demandas  de  retracto,  se  requiere  que  se  interpongan dentro 

de  nueve  dios  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta.  Que  tal  fué  su  intención  se  demuestra,  con  leer  las  sígoien* 
tes  palabras,  de  una  obra  (i)  publicada  recientemente,  por  uno  de 
*eIios. 

f  Disputaban  nuestros  jurisconsultos,  silos  dias  que  se  daban  para 
'el  retracto,  corrían  desde  la  perfección  del  contrato ,  ó  desde  el  de 
su  consumación  y  si  debian  contarse  de  diaá  dia  ó  de  momento  amo- 
menUK....  y  todos  se  fundaban  en  textos  legales  que  interpretaban 
á  su  manera.  La  Comisión  debia  destruir  esta  inoertidumbre :  asi  lo 
4iizo,  ordenando  que  el  término  se  contara  desde  el  otorgaaíento  de 

la  escritura Lo  prefirió  por  su  certidumbre  y  por  estar  espuesto 

4  menos  fraudes,  y  á  menores  ocultaciones....  En  la  necesidad  de  re- 
solver las  dudas  antiguas,  creyó  la  comisión  que  ante  todo  debia  bus- 
car la  certidumbre,  difícil  de  encontrar  de  otra  manera,  y  cerrar 
la  puerta  á  los  fraudes  que,  tomando  otro  punto  de  padida,  serian 
inevitables.»  Vemos  pues  por  el  precepto  del  artículo  y  laesplica- 
cion  que  de  él  hace  uno  de  los  jurisconsultos  de  la  comisión,  que  el 
deseo  de  esta,  no  fué  otro,  que  cortar  esa  porción  de  dudas  y  cues- 
tiones que  tan  difíciles  hacían  los  pleitos,  y  que  tanto  embarazabaa 
-Á  los  tribunales.  Pero  esto,  como  saben  nuestros  lectores,  no  sucedía 
mas  que  respecto  del  término  de  las  ventas  ordinarias,  porque  en 
cuanto  á  las  hechas  en  pública  subasta  ó  licitación ,  la  ley  70  de 
Toro,  queriendo  evitar  cuestiones,  dijo:  ty  los  nueve  diás  que  dis-^ 
jpone  la  Ley  del  Fuero  se  cuenten  en  este  caso  desde  el  dia  del  rema- 
te,»  €á  die  vendUionis,^  huyendo  de  esta  manera  de  que  los  juris- 
consultos se  molestasen  en  buscar  un  tiempo  desde  el  cual  el  térmítio 
debiera  empezar  á  contarse.  Ahora  bien;  vista  esta  notable  diferen- 
'cia  de  lo  que  sucedía  en  unas  y  otras  ventas,  ocurre  preguntar: 
Cuando  el  artículo  674  de  la  Ley  dice  que  para  que  pueda  dársei 
-curso  á  las  demandas  de  retracto,  se  requiere  que  se  interpongan.  • . . « 

(i)    Motivos  de  la  Ley  de  Enjuidamiento  citn7,  por  D.  Pedro  Gome^ 

de  la  Serna,  pág.  14,  -  i 
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éerUfade  nim^  (Has  caiUfido»  desde  el  otorgammto  de  la  escritura,, 
¿bubla  de.laa  ventas  ordiaisurias  y  de  las  judíqiales,  ó  salo  de  laspri* 
ttera^?  Jto»  claro,  esitá  derogiMla  por  el  artÍGulo  674  la  ley  10  4& 
Toro,  en  cuanto  ma^da  que  el  término  para  interponer  el  retracto 
se  cuente  desde  el  día  del  redíate?  Hé  aquí  la  dificultad  que  nos  pro- 
ponemoa  resolver. 

Gon  ingenaidad  lo  decimos;  cualquiera  opinión  que  se  adopte, 
jejos  de  ser  absurda,  encontrará  respeial^les  raines  en  que  apo- 
yacse.  Es.  este  nno  de  los  puntos  en  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  tiene  mas  una  claridad  aparente,  que  positiva,  porque  dentro 
de  suiletra  y  de  su  espíritu  i$aben  sin  violencia  una  y  otra  opinión. 
Moselros,  ti^  embargo,  después  de  haber  meditado  mucbo  la  diü- 
euliad^  no^bemos  haHadQ  inconveniente  en  decidirnos  por  creer  y 
sosteoer^que  el  art.  674  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  defo- 
gado  k  ley  70  de  Toro,  ea  cuanto  dispone  que  en  las  ventas  he- 
chas'enpiU^lícaabnoaeda,  el  término  para  la  interposición  del  re- 
trafitose.cttente.des(te  el  dia  delrematet 

EL  art.  674  cit^Q>  dice  a^:  Para  que  p^da  d^rse  curso  á  las 
demandas  de  retra^to^se  requiere:  i  °  que  se  interpongan  enju%' 
•gado  -coim^ek^  der^a  de  nufive  dias  contadqs  desde  el  otorga- 
miento déla  escritura  de,  vetUa.""*  Esta  disposición,  como  se  vé, 
es  general;  en  ella  ni  se  distingue  de  retractos  ni  de  ventas,  y  fiel- 
mente^.  traducida,  w  siguiSca  mas  que  no  podrá  darse  curso  á  las 
demandas  de  re(rapto,  sino  cuando  se  iuterponen  en  juzgado  com- 
petente*, dentro  de  los  nueve  dias  contados  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritora  de  venta,  y  llenándose  ios  demás  requisitos  que  el  ar- 
tículo ecfige  y  que  no  son  de  este  lugar.  No  habiendo  la  ley  hecho 
distineioaes  epíre  las  ventas  ordioarias  y  públicas,  habiendo  fijado 
nn  solo  término  para  todas,  i^l  de  nueve  dia^,  y  en  fin,  habiendo  di* 
cho.qiii^íQate  término  se  cuente  desde  el  otorgamiento  dé  la  escritu- 
ra de  venta,  parece  á  primera  vista  indudable,  que  el  artículo  674 
ha  derogado  terminantemente  la  ley  70  4e  Toro ,  que  mandaba  con- 
tar el  término  desde. el  dia  del  remate.  Los  autores  de  la  nueva  ley 
no  podían  ignorar  que  el  derecho  antiguo  era  distinto  en  las  ven- 
tas privadas  y  en  las  públicas;  que  respecto  de  aquellas,  había  cues- 
tiones sobre  desde  cuando  se  habia  de  coutar  el  térmiuo,  y  respecto 
de  estas,  la  ley  70  de  Toro  habia  fijado  con  claridad  para  evitar  du- 
das, el  dia  del  remate.  De  donde  se  infiere,  que  sí  la  ley  que  cono- 
cía todos  estos  precedentes,  que  ni  remotamente  puede  presumirse 
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que  k)S  ígQOfase,  no  hizo  dístíncíones,  no  creemos  i  nadie  ántoñm-*' 
do  para  haoerbs,  y  producir  mas  dificultades  que  las  que  se  quísie-*. 
roucTitar.  Pretéudese  destruir  este  argumento  de  autoridad  cou  un 
argiunento  de  razón,  diciendo  qile  si  en  la  letra  del  artículo  674  no 
hay  distiucion  ninguna  en  favor  de  las  ventas  pdbiícas,  esa  distinción 
se  ^cuentra  p<Ar  necesidad  en  el  espíritu  d^  mismo  artículo,  porque 
si  el  motivo  de  la  reforma  en  él  ccmtenida,  no  fué  otro  que  cortar  laa 
cuestiones  que  se  suscitaban  acerca  del  dia  desde  que  debía  contarse 
el  término  para  la  interposición  del  retracto  en  las  ventas  simples  ú 
ordinarias,  no  sucedia  eso  mismo  en  cuanto  á  las  públicas^  pues  que 
la  ley  70  de  Toro  fijaba  claramente  el  dia  del  remate.  Pero  por  mas 
que  el  hecho  en  que  se  apoya  este  argumento  seacierto,  no  es  lógica 
ni  admisible  la  consecuencia  que  quiere  sacarse  de  él.  En  efecto, 
aunque  las  dificultades  no  existiesen  mas  que  respecto  del  término 
en  las  ventas  simples,  esto  no  obsta  para  que  el  legislador  dic* 
tase  una  regla  general  que  las  comprendiera  todas,  fijando  como  dia 
para  contar  el  término,,  el  del  otorgamiento  de  la  escritura.  Habia 
por  otra  parte  razones  para  que  ese  dia  fuese  el  mismo  en  unas 
ventas  que  en  otras.  La  hecha  en  pública  licitación,  si  bien  mas 
pública  y  notoria  que  la  venta  ordinaria,  y  menos  susceptible  de 
fraudes  y  ocultaciones  que  esta,  ofrecía  por  su  naturaleza  tres  tiem- 
pos distintos  desde  los  que  pedia  contarse  el  término  de  los  nueve 
dias  para  la  interposición  del  retracto:  el  de  la  venta,  el  de  la  apro- 
bación del  ríñate  y  el  del  otorgamiento  de  la  escritura.  El  prime* 
ro  no  debia  aceptarse^  porque  respetando  lo  dispuesto  en  la  ley  70 
de  Toro,  la  venta  pública  no  puede  con^derarse  tal  hasta  tanto 
que  sobre  ella  ha  venido  la  aprobación  judicial.  Esta  no  debia  de 
servir  tampoco  de  punto  de  partida,  porque  en  los  contratos  que 
tienen  por  objeto  la  traslación  del  dominio  de  bienes  raices,  se  ha 
hecho  necesario  por  las  leyes  hipotecarias  la  reducción  á  escritura 
pública,  para  que  se  verifique  el  requisito  indispensable  de  la  ins* 
cripcion  en  el  registro,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  la  toma  de  razón, 
y  no  estando  por  consiguiente  terminado  el  contrató  hasta  que.  se 
otorgue  la  escritura  pública,  no  era  prudente  mandar  que  el  tér- 
mino para  la  interposición  del  retracto,  se  empezase  a  contar  desde 
el  día  de  la  celd)raGÍott  del  remate,  como  lo  dispone  la  ley  70  de 
Toro,  ó  desde  la  aprobación  judicial,  sino  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritura  de  venta.  Otorgada  esta,  ya  no  hay  el  peligro  de  que 
el  remate  no  se  apruebe,  ó  de  que  aprobado  que  sea,  el  vendedor  ¿ 
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^l  comprador  puedan  negarse  al  camplímiento  de  sus  respectivas^ 
obligaciones  ocasionando  ün  litigio.  Así  se  evita  también  qae  se 
interponga  el  retracto  contra  una  venta  de  bienes  que  está  pea- 
diente  de  la  aprobación  judicial  ó  del  otorgamiento  de  la  escritura» 
y  (fue  por  consigníente  no  es  verdadera  venta  hasta  que  este  se  ve- 
rifica. ¿A  qué  conduciría  nna  demanda  de  retracto  sobre  una  venta* 
á  la  que  se  hubiera  negado  la  aprobación  judicial,  ó  concedida  esta» 
se  negase  una  de  las  partes  á  llevarla  á  cabo  y  reducirla  á  escritu- 
ra pública?  Espérese;  pues,  á  que  la  venta  sea  una  verdad,  á  qne- 
sehaya  otorgado  la  escritura,  y  desde  que  exista  esta,  corran  los 
nueve  dias  para  la  interposición  del  retracto.  He  aquí  como  si  la 
nueva  ley  no  tenia  en  las  ventas  públicas  qae  evitar  las  cuestiones 
que  hablan  ocurrido  en  las  ordinarias  ó  simples,  tenia  sin  embargo, 
razones  de  gran  consideración  para  hacer  estensivo  á  aquellas,  que 
desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  se  empezase  á  contar  el  tér- 
mino para  la  interposición  del  retracto. 

Pero  no  basta  esto  se  dice;  no  basta  que  haya  una  razón  para 
suponer  que  la  ley  ha  estendido  la  reforma  á  las  ventas  públicas;  es 
preciso  no  olvidar  que  hablamos  dé  retractos,  y  que  estos  como  ma- 
teria odiosa  deben  restringirse,  y  con  la  interpretación  que  se  dá  ai 
artículo  674,  se  favorece  á  los  retrayentes  en  términos  de  dejarles 
tiempo  para  interponer  la  demanda,  hasta  nueve  dias  después  de 
otorgada  la  escritura  de  venta,  cuando  mucho  antes  pudieron  y  de- 
bieron tener  conocimiento  de  esta  por  haberse  verificado  la  pública 
licitación.  Aunque  este  principio  es  cierto  y  le  admitimos  hasta  el 
punto  de  desear  que  se  aboliesen  ó  restringiesen  cuando  menos  no- 
tablemente los  retractos,  no  podemos  aceptar  la  consecuencia  que 
se  deduce,  en  el  caso  en  cuestión.  Los  retractos  como  odiosos  deben 
restringirse,  ¿pero  qué  se  adelantaría  con  hacerlo  en  el  acto  de  que 
tratamos,  si  quedaba  en  su  lugar  la  incertidumbre,  y  la  facilidad  de 
aumentarse  el  número  de  pleitos?  La  incertidumbre  es  lo  que  ba 
querido  evitar  la  ley  en  esta  materia,  como  se  dice  por  el  Sr.  Gro- 
mez  de  la  Serna  en  el  pasaje  de  su  obra  citada.  Y  por  evitar  este 
mal,  la  incertidumbre,  ha  arrostrado  el  menor  peligro  de  ampliar 
algo  en  vez  de  restringir  el  derecho  de  retracto.  Por  otra  parte,  es 
necesario  no  olvidar,  que  esta  materia  tiene  una  íntima  relación  con 
el  derecho  civil,  y  que  mientras  este  no  se  arregle  y  no  se  fijen  las? 
bases  sobre  las  que  se  desarrolla  el  procedimiento  no  puede  ser 
«ompletonada  de  lo  que  se  haga;  por  eso  la  Ley  de  Enjuiciamiento/ 
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provískmal  en  nuestro  coacepto  en  este  punto,  como  en  otros  que 
se  refieren  al  derecho  civil,  quiso  evitar  el  mal  mayor  por  el  mo- 
mento, hasta  que  hecha  la  reforma  en  todas  sus  partes,  se  puedan 
evitar  todos.  Pero  entre  tanto,  era  mas  digna  de  atención  la  incer- 
tidumbre,  que  el  principio  que  se  invoca  en  contra  de  la  interpre- 
tación que  damos  á  la  ley. 

Tampoco  es  prudente  suponer,  que  un  código  procesal,  cuyo 
primer  objeto  es  sacar  la  legislación  del  caos  en  que  se  encontraba, 
se  propusiera  dejar  vigentes  unas  leyes  sí,  y  otras  nó,  aumentando 
de  esta  manera  el  desorden  y  haciendo  que  sea  una  verdad  lo  que 
desgraciadamente  sucede  en  la  historia  de  nuestro  derecho;  que  ape- 
sar  de  haber  sido  muchas  las  veces  que  el  legislador  ha  presentado 
una  nueva  obra  al  país,  otras  tantas  ha  tenido  á  bien  dejar  subsis- 
tentes á  la  vez  las  obras  de  sus  antecesores,  y  de  este  modo  jamás 
se  podrá  entender  el  derecho  de  un  pueblo. 

Pero  se  dice  por  los  partidarios  de  la  opinión  contraria,  que  el 
artículo  674,  no  ha  podido  derogar  lo  dispuesto  en  la  ley  70  de  To- 
ro, por  ser  este  un  punto  de  mero  derecho  civil.  Este  argumento, 
sin  embargo,  tiene  dos  vicios  que  le  destruyen;  porque  sino  pudo 
derogar  el  derecho  antiguo  en  cuanto  á  las  ventas  públicas,  tampo- 
co pudo  derogarle  eib  cuanto  á  las  ventas  ordinarias  ó  privadas,  y 
es  consiguiente,  que  de  admitir  ta  derogación  en  este  estremo,  hay 
que  admitirla  también  en  el  otro,  si  no  se  quiere  que  el  principi)  de 
derecho  que  se  invoca  quede  anulado  por  una  contradicción.  Por 
otra  parte,  si  hubiéramos  de  admitir  este  argumento,  sería  preciso 
suprimir  un  considerable'  número  de  artículos  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento que  regulan  puntos  de  derecho  civil,  y  hay  que  conside- 
rsur  que  el  legislador  no  puede  prescindir  de  incurrir  en  estos  defec- 
tos, cuando  las  circunstancias  de  un  país  ú  otro  cualquier  motivo, 
hacen  que  las  reformas  legislativas  empiecen  por  donde  debieran 
concluir.  Por  esto  cuando  hemos  hecho  una  Ley  de  Enjuiciamiento, 
sin  tener  antes  un  código  civil,  hemos  tenido  que  incurrir  en  estos 
defectos.  Pero  esto  podrá  ser  del  dominio  del  legislador,  mas  nunca 
del  de  el  jurisconsulto  y  del  de  los  tribunales,  cuya  misión  no  es  de- 
liberar sobre  lo  que  se  debió  hacer,  sino  entender  lo  que  se  hizo  y 
cumplirlo. 

Es  también  muy  estraño,  que  habiéndose  establecido  en  el  títu- 
lo XIII  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  especialmente  en  el 
artículo  674,  todos  los  requisitos  necesarios  para  ser  admitida  y  sus- 
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taíDciada  una  demanda  de  retracto,  no  se  acordase  el  legísfatdor,  de 
que  la  ley  70  de  Toro  había  establecido  una  cosa  distinta,  que  po- 
día dar  hoy  lugar  á  nuevas  dificultades.  ¥  no  $e  diga  que  sí  se  hu-^ 
biera  querido  derogar  la  ley  70  citada,  se  hubiera  espresado  así, 
porque  sobre  no  ser  esta  la  conducta  seguida  por  los  legisladores,  al 
redactar  los  demás  artículos,  que  contienen  reformas  del  antiguo 
derecho,  debiera  haberse  hecho  lo  mismo,  respecto  de  la  Ley  Reco- 
pilada que  hablaba  del  término  de)  retracto  en  fas  ventas  ordina- 
rias; y  sin  embargo,  vemos  que  no  se  ha  hecho  así.  El  artículo  674 
que  establece  una  regla  general,  ha  usado  también  términos  gene- 
rales^ y  si  hubiera  querido  hacer  distinciones,  lo  hubiera  hecho. 

No  tenemos  noticia,  de  que  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha- 
ya dictado  fallo  alguno  sobre  el  mismo  caso  de  que  se  trata,  y  sen- 
timos por  tanto  no  poder  confirmar  nuestra  opinión,  con  la  respeta- 
bilísima de  ese  Tribunal.  Pero  entretanto  que  esto  suceda,  ó  el  ar- 
tículo 674  sea  objeto  de  una  declaración  legislativa,  y  sin  desco- 
nocer que  la  cuestión  ofrece  graves  dificultades,  creemos  que  ese 
artículo  ha  derogado  la  ley  70  de  Toro  en  la  parte  que  se  refiere  ál 
caso  que  nos  ocupa,  y  que  el  término  de  nueve  dias  para  interpo- 
ner toda  clase  de  demandas  de  retracto,  debe  contarse  desde  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  de  venta;  haya  sido  esta  pública,  ó  simple, 
ü  ordinaria.  Desearíamos,  sin  embargo,  oír  en  esta  cuestión,  la  ilus- 
trada opinión  de  los  directores  de  la  Revista. -^Caybt ano  Pobla- 
ción Y  Fbrnanbbz. 

Contestación, 

No  desconocemos  la  importancia  de  la  cuestión  que  precede,  ni 
tratamos  de  negar  la  fuerza  que  tienen  los  argumentos  que  se  ale- 
gan por  una  y  otra  parte.  Pero  no  por  esto  debemos  dejar  de  emitir 
nuestra  opinión,  sino  con  acierto,  al  menos  con  profundo  convenoi- 
miento. 

La  ley  de  Enjurpiamiento  civil  debia  limitarse  en  rigor  á  los  pro- 
cedimientos judiciales  para  obtener  los  derechos  que  tienen  su  de- 
claración en  el  Código  civil.  Si  este,  ó  para  valemos  de  la  significa- 
tiva espresion  de  Bentham,  si  la  ky  sustanHva  hubiera  preoedido  á 
la  adjetiva,  ó  lo  que  es  lo  mismo  á  la  de  tramitación  de  los  negocios 
judiciales  y  de  medios  para  hacer  eficaces  los  derechos^  induda- 
blemente que  mMhasiáe  las  disposiciones  que  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil  estaUeoe,  no  se  hallarían  en  sus  articulos,  sino  que 
hubieran  tenido  mejor  colocación  en  el  Código  civil.  Pero  retar- 


DEL  TEBMINO  PAftA  LOS  RETRACTOS.  348 

da4a  la  redaccioQ  definitiva  de  este,  aplazada  sin  determinación 
de  tiempo,  conocidas  generalmente  las  causas  de  esta  parali- 
zadon  y  lo  que  es  mas  la  dificultad  de  removerlas,  se  vio  la  Co- 
nusion  que  formuló  el  proyecto '  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  en 
UM  situación  anómala,  porque  encontraba  al  articularlo  muchas  di- 
fieultades,  por  no  estar  siempre  bien  determinadas  nuestras  leyes, 
y  pop  ser  obfeto  de  eternas  cuestiones  entre  los  jurisconsultos,  y  de 
diferente  aplicación  en  la  práctica  muchos  puntos  que  debian  haber 
sido  resueltos  antes.  Para  salir  de  esta  embarazosa  posición,  le  pa- 
re<»é  que  el  mejor  servicio  que  podia  hacer  al  país,  era  resolverlas, 
aunque  incidentalmente,  en  el  sentido  que  después  de  maduro  exa- 
men pareciera  mejor,  no  dudando  que  mereciera  lo  que  ahora  se  con- 
sidera por  algunos  como  una  invasión,  el  asentimiento  de  los  pode- 
res públicos  y  la  aceptación  general.  T  asi  fué:  las  Cortes  Constitu- 
yentes estaban  reunidas,  como  ló  estuvieron  sin  mtermision  por  es- 
pad»  de  mas  de  ocho  meses  después  de  publicada  la  ley,  y  seis  me* 
se!»  después  de  hallarse  en  observancia,  y  sin  embargo,  á  pesar  de 
que  en  ellas  se  trataron  cuestiones  que  tenian  relación  bastante  in- 
mediata con  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  una  sota  voz  se  alzó 
atribuyendo  á  la  Comisión  esceso  en  este  puntó.  Tan  general  era  la 
idea  de  que  había  entendido  bien  la  ley  de  autorización  otorgada  al 
CrobiernOy  y  de  que  el  trabajo  no  se  concebía  si  no  habla  de  dar  uni- 
formidad y  fijeza  á  las  leyes ,  en  todo  lo  que  inmediatamente  estu- 
viera enlazado  con  el  procedimiento. 

Esto  supuesto,  una  de  los  puntos  que  al  tratar  del  juicio  de  re- 
tracto deb¿  comprender  la  Comisión  era  la  fijación  del  dia  desde  el 
cual  empezaba  á  correr  el  término  para  retraer.  T  esto  si  bien  puede 
déeirse  que  corresponde  al  Código  eivil  ó  á  la  ley  sustantiva  en 
cuanto  declara  un  derecho,  no  es  tan  estraño  que  el  Código  de  pro- 
cedimientos fije  el  término  preciso,  fatal,  improrogable,  dentro  del 
que  debe  entablarse  la  demanda  de  retracto  saliendo  al  encuentro  de 
opiniones  diametralmente  encontradas  y  de  prácticas  locales  é  incier- 
tas, que  al  grave  inconveniente  de  la  desigualdad  de  derecho  que 
llevan  consigo,  ceden  en  desprestigio  de  la  administración  de  justi- 
cia, cuyo  crédito  no  queda  muy  bien  parado  cuando  en  un  punto  se 
rechaza  por  tardíamente  entablada  la  demanda  que  en  otro  se  ad- 
mite sin  difiiüttllad  como  presentada  dentro  del  término  legítimo. 

Fíjese  la  atención  en  lo  que  sucedía  antes  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento eivil  respecto  á  este  punto  ^   tanto  respecto  á  las  ventas 
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cojQYencionaleS)  como  ¿lasque  se  hacen  en  pública  licitación. 

Respecto  á  las  primeras,  las  opiniones  estaban  m^y  dividida» 
en  lo  toódLUte  ai  dia  desde  que  habiande  empezar  á  correr  los  nueve 
concedidos  para  retraer.  L^  generalidad  de  los  jurisconsultos,  y 
entre  ellos  el  célebre  Govarrubias ,  Gutiérrez ,  Acevedo  y  Matienzo^ 
sostenían  qu^  debian  contarse. desde  la  convención»  fundái]idose  en 
ia  interpretación  literal  de  las  leyes ;  pero  contra  ellos  se  levantaba 
la  respetable  autoridad  de  Antonio  Gómez,  que  pretendiendo  que  el 
espíritu  de  las  leyes  se  sobrepusiera  á  las  palabras  con  que  hablan 
sido  redactadas,  sostenia  que  debian  los  nueve  dias  contarse  desde 
la  tradición ,  y  defendia  su  opinión  con  vigor  y  energía  contra  la 
práctica  y  contra  la  mayor  parte  de  los  doctores  de  la  Universidad 
de  Salamanca. 

Respecto  á  las  ventas  hechas  en  pública  licitación,  es  cierto  cpie 
la  ley  70  de  Toro  ordenó  que  los  nueve  dias  se  contaran  desde  el 
del  remate,  pero  no  por  eso  dejaba  de  ser  objeto  de  controversia 
entre  los  jurisconsultos.  Pretenden  algunos,  como  Castillo  y  Ma- 
tienzo ,  que  los  nueve  dias  otorgados  para  retraer  debian  contarse 
después  de  pasados  los  nueve  que  por  práctica  se  concedían  al.  deu- 
dor para  retraer  por  el  tanto  los  bienes  inmuebles  vendidos  ea  al- 
moneda pública;  práctica  que  atestiguan  Govarrubias,  Diego  Pérez. 
y  Gutiérrez,  y  en  los  tiempos  modernos  Febrero  con  sus  adiciona- 
dores  y  continuadores,  y  Llamas  y  Molina,  en  cuyo  caso  el  térmi- 
no para  retraer  no  seria  de  nueve  sino  de  diez  y  ocho  días  contados 
desde  el  remate;  y  no  dejaban  de  alegar  Matíenzo  y  Castillo  razo- 
nes en  apoyo  de  su  opinión,  que  sí  bien  no  decisivas,  á  nuestro 
juicio,  tenían  sin  embargo  fundamentos  no  despreciables,  pues  qae 
decían  que  hasta  pasados  los  nueve  dias  que  tenía  el  deudor  para  el 
tanteo  no  podía  reputarse  la  cosa  como  vendida,  puesto  que  pendia 
del  cumplimiento  de  una  condición  resolutoria  y  en  que  se  seguiría 
perjuicio  al  deudor  que  dentro  de  los  nueve  dias  quisiera  retraer  sí 
concurriera  un  pariente  á  litigar  sobre  el  retracto. 

Pero  además  suscitaban  los  jurisconsultos  otras  cuestiones  que 
comprendían  tanto  á  las  ventas  privadas  como  las  hechas  en  pública . 
licitación  >  á  saber  sí  los  nueve  días  debían  contarse  de  dia  á  día ,  ó 
de  momento  á  momento,  fundándose  unos  en  las  leyes  que  hablaban 
del  tiempo  y  otros  del  dia  desde  que  se  concedía  el  retracto.  Esta 
cuestión  la  examinan  Gutiérrez,. Antonio  Gómez,  Diego  Pérez,  Gre- 
gorio López,  y  Palacios  Rubios,  que  fué  uno  de  los.  que  asistieron  á 
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las  Cortes  de  Toro,  y  Llamas,  de  los  cuales  alguao  discordó  de  lo& 
otros,  de  modo  que  no  llegó  á  formarse  uoa  opioioa  que  pasara  en 
la  práctica  como  incoatroverlible.  Ea  prueba  de  las  dudas  á  que 
daba  lugar  auu  en  los  tiempos  modernos  esta  cuestión,  tenemos  el 
ejemplo  del  candoroso  y  recto  jurisconsulto  cuya  obra  de  derecha 
español  es  la  primera  que  entra  en  nuestras  manos  cuando  em- 
pezamos á  estudiar  el  derecho  patrio :  este  jurisconsulto  es  D.  Juan 
Sala  y  que  declaró  qne  ambas  opiniones  eran  igualmente  probables,, 
y  que  habiéndose  inclinado  en  el  apéndice  de  retractibtis  de  sus 
Instiínciones  romano-hispanas  á  la  opinión  de  que  debia  el  término 
contarse  de  momento  á  momento»  con  lealtad  y  buena  fé  .adoptó  la 
segunda  en  su  Ilustración  del  derecho  real  de  España. 

.  Pero  aun  fuera  de  las  cuestiones  debatidas  por  los  jurisconsultos^ 
naturalmente  se  suscitaban  otras»  que  no  podian  ocultarse  á  la  Co- 
misión. Desde  luego  se  debe  tomar  en  cuenta  que  hay  tres  clases  de 
ventas  en  pública  subasta:  unas  que  se  hacen  espontáneamente  por 
los  interesados  que  quieren  hacerlas  ó  bien  por  sí,  ó  bien  para  darle» 
mas  solemnidad  é  impprtancia  al  mismo  tiempo  que  mayores  garan- 
tías acuden  al  juez;  otras  que  son  actos  de  jurisdicción  voluntaria 
aunque  necesarios  por  la  ley  para  la  enajenación ,  como  sucede  con 
los  bienes  inmuebles  de  los  menores  é  incapacitados,  y  otras  que  son 
el  resultado  de  un  procedimiento  de  apremio,  bien  provenga  de  un 
juicio  ejecutivo,  hiende  una  condenación  criminal.  Bespectoálas 
enajenaciones  de  las  dos  primeras  clases  no  había  diGcultad:  pero  sí 
respecto  á  las  de  la  tercera  clase.  En  estas,  según  la  jurisprudencia 
anteirior  ala  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  remate  debia  ser  acep- 
tado por  el  postor :  después  se  conferia  de  él  traslado  al  deudor  y 
acreedores;  si  nada  decian  dentro  de  tercero  dia,  acusada  la  rebeldía 
por  el  postor  á  petición  de  éste  se  aprobaba  el  remate,  se  mandaba 
entregar  los  títulos  de  las  fincas  vendidas  y  liquidadas  sus  cargas» 
liquidación  que  debia  ser  aprobada  por  el  juez  después  de  oir  nue- 
vamente al  deudor,  acreedores  y  postor,  depositaba  este  el  precio  del 
remate,  pedia  posesión,  se  le  mandaba  dar  y  entonces  era  cuando  el 
juez  procedia  al  otorgamiento  de  la  escritura.  Esto  supuesto  pre- 
guntamos ahora  ¿debian  contarse,  los  nueve  dias  desde  el  remate  an- 
tes de  aceptarse  por  el  comprador»  antes  de  oir  sobre  él  á  los  que 
debian  ser  oidos,  antes  de  que  el  juez  lo  aprobara,  antes  de  que  se 
examinaran  los  títulos,  antes  de  qne  se  liquidaran  las  cargas,  antes 
de  que  pudiera  el  postor  pedir  la  posesión»  antea  de  q\^  el  juez  es 
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tuviera  atitoírizado  para  otorgar  la  escritura?  De  seguro  que  encon- 
trarán de  difícil  resolución  estas  preguntas  aun  los  que  creen  que 
por  la  ley  de  Toro  debe  entenderse  literalmente  el  término  desde 
el  día  del  remate,  porque  antes  de  la  aceptación  se  consideraba  no 
perfeccionado  el  remate  por  mas  que  esto  fuera  una  mala  práctica,  y 
sino  seria  ocioso  este  trámite;  porque  antes  de  la  aprobación  judi- 
cial, el  remate  no  era  subsistente  mas  que  por  una  de  las  partes; 
porque  antes  de  la  exhibición  de  títulos  no  estaba  acreditada  la  per- 
tenencia de  los  bienes;  porque  antes  de  la  liquidación  no  había  pre- 
cio verdadero  que  pudiera  ser  consignado,  ni  comprador  á  quien 
entregárselo,  pues  que  todavía  no  lo  habría  satisfecho  y  mal  podía 
recibir  el  precio  que  él  no  habia  entregado;  porque  no  habia  cosa 
que  entregar  al  retrayente,  pues  que  pendientes  las  diligencias  judi- 
ciales no  se  sabia  aun  si  quedaría  ó  no  firme  la  venta,  cuando  la 
espericncia  ensena,  que  por  lo  defectuoso  de  la  titulación  de  las  fin- 
cas, quedaban  muchas  veces  sin  ser  efectivas  las  ventas  hechas  en 
remate.  Basten  estos  argumentos  para  manifestar  las  dificultades 
que  en  las  condiciones  dé  nuestra  legislación  anterior  encontraba  la 
prescripción  de  la  ley  de  Toro  en  su  ejecución  práctica^ 

La  ley  de  Enjaiciamiento  civil  ha  reformado  mucho  estos  trámi- 
tes :  conio  innecesaria  ha  omitido  la  aceptación  del  comprador;  ha 
mandado  que  en  el  acto  el  juez  apruebe  el  remate  y  que  disponga  la 
entrega  de  los  títulos  de  pertenencia  al  comprador  para  su  reconoci- 
miento y  le  señale  el  término  que  requiera  su  ostensión,  y  solo  des- 
pués de  esto  y  cuando  estén  suplidos  los  defectos  de  la  titulación ,  es 
cuando  se  admite  la  consignación  del  pago  y  el  deudor  ó  el  Juez 
otorgáosla  escritura.  Esta  sola  indicación  basta  para  que  se  conoz- 
can los  inconvenientes,  sino  én  tanta  escala,  como  en  el  antiguo 
sistema,  de  importancia  al  menos  para  considerar  que  no  podia  re- 
traerse la  cosa,  cuando  aun  podia  admitirse  el  precio  al  que  como 
comprador  habia  adquirido  la  cosa  en  el  rematé. 

Y  por  otra  parte  ¿sería  prudente  establecer  reglas  diferentes  para 
eada  .clase  de  ventas?  No  nos  parece  así:  una  regla  general  nueva 
y  uniforme*  á  la  vez  qué  concluía  con  todas  las  antiguas  cuestiones 
nivelaba  la  jurisprudencia  y  hacía  practicable  lo  que  como  antes  es- 
taba escrito  se  hacía  frecuenteifnente  imposible,  salvaba  todas  las 
difictfhades.  Esto  es  lo  que  creemos  que  dominaria  en  la  Comisión, 
sin  que  para  decirlo,  tengamos  otros  títulos  que  los  que  nos  sugieren 
las  razones  que  dejamos  espuestas. 
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Ni  dejó  de  inaaifestarse  en  el  mismo  artículo  674  de^  la  ley  el  es- 
píritu reformador  de  la  Comisión  que  introdujo  en  él  otras  innova- 
ciones  no  menos  graves  que  la  que  ha  dado  lugar  á  esta  cuestión  de 
las  que  por  iguales  motivos  podría  decirse  que  correspondían  al  Có- 
digo civil.  Los  requisitos  4.^,  5.^  y  6.^  bastan  á  demostrarlo.  Hasta 
la  ley  ni  tenia  el  que  retraía  la  finca  gentilicia  la  obligación  de  com- 
prometerse á  conservarla  por  el  espacio  de  dos  años,  ni  por  cuatro  el 
retrayente  condueño,  ni  por  seis  el  retrayente  que  obteniendo  ya  et 
dominio  directo  ó  el  útil  queria  consolidarlos.  £1  artículo  674  es  sin 
dada  uno  de  los  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  mas  modifican  el 
antiguo  derecho  civil:  no  debe  pues  estrañarse  que  entre  sus  modi- 
ficaciones se  comprenda  también  la  déla  igualación  de  todas  las  ven- 
tas para  el  efecto  del  retracto,  señalando  como  término  desde  que 
debe  comenzar  el  concedido  para  retraer  el  otorgamiento  de  la  es- 
critura. Por  estas  consideraciones  nos  inclinamos  á  la  opinión  del 
suscritor  que  dá  su  dictamen  eu  el  articulo  que  antecede. 

Los  Directores  de  la  Kevista* 
DE  LOS  COIPROMISOS  DE  SIIPLE  PALMA. 

CUESTIONES. 

i.^— ¿Es  válido  un  compromiso  celebrado  de  simple  palabra 
aíftes  de  i.®  de  enero  de  1856,  dia  en  qtie  empezó  á  regir  la  nueva 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil? 

2.' — En  caso  negativo,  ¿quedaron  ó  no  obligadas  las  partes  com- 
promitentes  áponei*  sus  pleitos  en  manos  de  avenidores,  al  tenor  de 
lo  acordado  en  la  estipulación  arbitral,  y  en  conformidad  á  la 
ley  1.*,  tü.  í.^,  lib.  íOde  la  Novísima  Recopiladonl 

DICTAMEN. 

La  primera  de  las  antecedente3  consultas  se  halla  ya  contestada 
negativamente  en  el  tomo  10,  pág.  82  de  la  Revhta  ,  con  la  luci- 
dez y  copia  de  razones  propias  de  jurisconsultos  tan  distingui- 
dos, pero  de  una  manera  equivocada,  en'mi  humilde  concepto,  con 
respecto  á  este  Principado  de  Cataluña,  donde  no  se  bailan  en  ob- 
servancia de  la  legislación  común  de  Castilla  otras  disposiciones, 
que  las  posteriores  al  Real  decreto  de  Nueva  Planta  del  SeSor  Rey 
D.  Felipe  V,  de  15  de  enero  de  Í716,  por  el  cual  fueron  de  nuevo 
restablecidas  las  Constituciones  que  antes  había  en  Cataluña,  y  ase 
las  concedió  la  misma  fuerza  y  vigor  que  lo  individual  mandado  en 
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él»  (cap.  86  de  dicho  decreto,  ley  1.",  til.  9.^  lib.  S.* déla  Novísi- 
maRecopilacioa,  cap.  42). 

Seatados  estos  preliminares,  examinemos  ahora  si  nuestras 
Constiuciones  resuelven  la  i.*  cuestión  propuesta.  Ya  confiesan  W. 
al  final  de  la  pág.  83  del  citado  tomo  10  de  la  Revista,  que  ni  las 
Constituciones  1.*  y  2.',  ni  mucho  menos  las  restantes  del  tít.  15, 
libro  2.^,  determinan  la  forma  como  debe  constituirse  el  acto  del 
compromiso,  infiriendo  de  esto  que  en  su  silencio  debe  recurrirse  á 
la  legislación  común  de  Castilla,  ó  sea  á  la  ley  23,  tít.  4  de  la  Par- 
tida 3.*,  terminante  en  este  punto ,  y  aquí  está  la  equivocación  á 
mi  modo  de  ver. 

Después  de  publicado  el  referido  decreto  de  Nueva  Planta,  no  es 
el  derecho  de  las  Siete  Partidas  el  supletorio  del  nuestro  municipal, 
sino  el  canónico  y  romano  como  esplícitamente  se  ordena  en  la 
tlonstitucion  única,  tít.  30,  lib.  1.®  de  los  Usages  y  otros  derechos 
de  Cataluña,  que  dice  así:  cAxi  be  manam  y  ordenam  ab  loació  y 
aprobació  de  Tapresent  Cort  que  los  Doctors  del  real  consell  hajaa 
de  decidir  y  votar  las  causes  ques  portaren  en  la  real  Audiencia,  con- 
forme y  segons  la  disposició  deis  Usatges,  Constitucions  y  Capitols 
de  Cort  y  altres  drers  del  present  Principat,  y  Contáts  de  Roselló  y 
Gerdanya,  y  en  los  casos  que  dits  Usatges,  Constitucions  y  altres 
drets  faltarán ,  hajañ  de  decidir  las  dites  causes  segons  lá  disposi- 
ció del  dret  Canonic ;  ya  quest  faltan  del  Civil  y  doctrines  deis  Doc- 
tors; y  que  no  las  pugnen  decidir  ni  declarar  per  equitat,  sino  que 
sie  regulada,  y  conforme  á  las  regles  del  dret  comú,  y  que  aportan 
los  Doctors  sobre  materia  de  equitat.» 

Por  consiguiente  la  validez  ó  nulidad  de  un  compromiso  verbal 
otorgado  en  Cataluña  antes  de  regir  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil» 
ha  de  declararse  precisamente  con  sujeción  á  las  disposiciones  del 
derecho  canónico  y  romano,  toda  vez  que  el  nuestro  municipal 
guarda  completo  silencio  en  está  parte,  como  acertadamente  VV.  re- 
conocen en  ja  mencionada  página  83.  Muchos  son  los  testos  dé  am- 
l)as  legislaciones  que  sancionan  la  validez  del  compromiso  verbal, 
aunque  no  haya  mediado  estipulación  solemne ,  como  efectivamente 
medió  en  el  que  ahora  se  ventila  en  los  tribunales  de  justicia,  ^no 
numero  nudo  pacto;  pero  me  limitaré  á  citar  los  que  ni  siquiera 
admiten  interpretación. 

En  los  capítulos  5  y  9  de  las  Estravagantes  se  lee:  Est  actio  in 
factum  ad  sentctUicR  exeeidumeinf  ei  excp.  io  statim  dattir,  etiamsi 
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nudo  pacto  compromissum  sit.  En  la  ley  11/,  párrafo  3.^  del  Di« 
gesto,  de  Recep,  qui  arbirt.  el  jurisconsulto  ülpiano  dice  lo  si- 
guiente :  Interdum  {uti  Pamponius  scribit)  recle  mdo  pacto  fiet 
compromissum.  £1  emperador  Justiniano  al  principio  de  la  ley  5/ 
del  Código,  de  ReceptU  arbitris,  se  espresa  en  estos  términos:  San- 
cimus  in  eos  arbitros,  quos  prcedíximus,  et  quos  talis  consensus  ele- 
gerít  sub  eo  pacto,  vel  in  scriptis  vel  non  in  scriptis  habito,  ut  eo- 
rum  definitioni  stetur.  Se  vé,  pues,  que  la  primera  consulta  debe 
contestarse  afirmativamente  por  lo  que  atañe  á  las  cuatro  provin- 
cias de  Cataluña,  y  negativamente  respecto  á  las  demás  del  reino, 
que  se  rijan  por  las  disposiciones  del  Código  Alfonsino. 

La  segunda  también  opino  ha  de  resolverse  afirmativamente  y 
su  distinción  de  provincias,  porque  la  indicada  célebre  ley  del  Or- 
denamiento que  ha  venido  á  formar  la  1.^,  tít.  1.^,  lib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  es  obligatoria  á  todos  los  españoles.— Frajc- 
CISCO  Sulla  y  de  Motes. 

Contestación. 

Los  Directores  de  la  Revista  no  toman  por  regla  general  sobre 
sí  la  responsabilidad  de  las  opiniones  que  se  emiten  en  los  diferen- 
tes artículos  que  insertan.  Las  firmas  puestas  al  pié  de  cada  uno  así 
Jo  indican,  y  frecuentemente,  sucede  que  se  publican  opiniones  en- 
contradas, porque  en  la  Revista  caben  todas  las  doctrinas  jurídi- 
cas que  se  tratan  convenientemente  en  el  terreno  de  la  ciencia.  En 
el  artículo  á  que  se  refiere  el  dictamen  que  antecede  hay  la  circuns- 
tancia particular  de  que  se  hallaba  suscrito  por  un  individuo  de  la 
Dirección,  arrebatado  en  su  juventud  á  la  ciencia  y  á  sus  amigos. 
Su  opinión  fué  la  que  se  estampó;  su  firma  la  que  autorizó  el  ar- 
tículo. Desearía  la  actual  Dirección  defender  lo  que  estaba  escrito 
por  su  apreciable  companero  y  aprovechar  está  ocasión  mas  de  dar- 
le el  respeto  que  merece  su  memoria.  Pero  está  convencida  de  que 
si  hubiera  tenido  presente  su  ilustrado  colega  que  en  Cataluña  has- 
ta el  Decreto  de  Nueva  planta  no  es  el  derecho  de  Castilla,  y  por  lo 
tanto  tampoco  son  las  Partidas  las  que  suplen  al  derecho  muni* 
cipal,  sino  el  derecho  canónico  y  romano  con  arreglo  á  sus  Cons- 
tituciones, habría  escrito  en  otros  términos  el  último  párrafo  del 
artículo  que  ha  dado  lugar  á  estas  observaciones.  Creen  mas:  que 
advertido  de  la  equivocación,  en  su  buena  fé,  en  su  lealtad  reco- 
nocida se  hubiera  apresurado  á  rectificar  lo  que  había  escrito:  es- 
Xo,  lejos  de  rebajar  su  buen  nombre^  lo  enaltecería.  Asi  los  Directo* 
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res  de  la  Revista  al  paso  que  cumplea  con  el  deber  de  emitir  su  opi- 
nión en  el  punto  acerca  de  que  se  les  pregunta  lo  que  creen  necesa- 
rio, atendida  la  misión  que  voluntariamente  se  han  impue3to,  están 
en  la  inteligencia  de  que  interpretan  fielmente  los  sentimientos  qoe 
constantemente  animaron  á  su  malogrado  compañero  rectificando  1» 
que,  á  vivir  él,  habria  sin  duda  corregido. 

Los  Directores  de  la  Revista, 
DERECHO  ADMINISTRATIVO. 

iLos  Cmsejos  provinciales  pueden  reformar  su  resolución  una 
vez  dictada  en  asuntos  de  quintas! 

Contestamos  negativamente  á  la  consulta  que  antecede.  Fundá- 
monos para  ello  en  las  consideraciones  siguientes: 

i.*  Porque  ningún  acto  de  una  autoridad  que  causa  estado 
atribuyendo  derechos  ó  negándolos,  es  reformable  por  ella  misma. 

2.*  Porque  sostener  lo  contrario  equivale  á  tener  en  incierto  de- 
rechos que  ya  definitivamente  se  hallan  declarados,  y  que  3i  bien 
no  puede  decirse  que  hay  ejecutorias  en  la  materia  de  que  se  trata, 
existen  en  realidad  decisiones  que  por  haber  llegado  á  ser  irrevoca- 
bles se  asemejan  á  ellas. 

3.*  Porque  de  establecerse  que  en  decisiones  referentes  á  quia- 
tas  pudieran  dejarse  sin  efecto  las  que  antes  estaban  acordadas,  se 
següiria  una  gran  perturbación  en  el  servicio  público,  en  los  dere- 
chos de  los  particulares,  y  se  abriría  una  ancha  puerta  á  la  arbitra- 
riedad y  á  los  abusos. 

4.'  Porque  con  arreglo  á  los  artículos  429  y  136  de  la  ley  de 
reemplazos  vigente,  de  las  resoluciones  adoptadas  por  las  Diputacio- 
nes provinciales,  á  que  en  este  punto  han  reemplazado  los  Consejos 
de  provincia,  solo  hay  recurso  para  el  Ministerio  de  lá  Gobernación, 
que  según  el  art.  i 38  debe  decidir  definitivamente,  pero  después  de 
oir  al  Consejo  de  Estado. 

5.^  Porque  en  un  caso  no  igual,  pero  sí  análogo,  á  saber,  res- 
pecto á  los  fallos  de  los  Consejos  de  provincia  en  los  asuntos  conten- 
cioso-adminislrátivos,  dice  la  ley  orgánica  de  estos  cuerpos  en  su 
artículo  18  que  no  podrán  reformar  sus  sentencias,  disposición  que 
parece  debe  hacerse  estensi va  por  igualdad  de  razón  á  lasresolu* 
cienes  en  cuestiones  de  quintas. 

Los  Díreetores  de  la  Revista» 


ENSATO  mSlOlHGO-FIU^EIflO-LMAL 
SOBRE  IL  DUELO  (1). 


{Conelmion.) 
V 

LSYBS  RVPaBSIVAS  DEL  DUELO. 

.  •  •       • 

El  duelo  en  la  época  de  sa  aparícioD  y  en  la  edad  media  tavo  su 
natural  defensa  en  la  legislación  y  en  las  costumbres.  Habia  de  lle- 
gar un  día  en  que  perdiese  en  muaha  parte  su  favor^  y  este  dia  habia 
de  ser  naturalmente  aquel  m  que  irobustecido  el  principio  de  la  au-. 
toridad  pública,  el  poder  se  sintiese  bastante  fuerte  para  desarmar 
4  la  venganza  privada,  y  tomar  sobre  si  la  defensa  de  todos  los  ín-. 
iereses.  Los  Reyes  Católicos  fueron  los  primeros  que  entre  nosotros, 
acometieron  la  empresa  de  proscribir  el  desafío,  y  seguramente  la 
ocasión  no  pudo  ser  mejor  elegida.  Los  gobiernos  para  entonces  na. 
necesitaban  tener  ya  con  el  duelo  las  contemplaciones  que  en  tiem- 
pos anteriores,  pero  por  desgracia  se  hicieron  la  ilusión  de  que  po- 
dian  desterrar  esta  costumbre  en  una  hora,  castigando  á  los  duelis- 
tas con  la  pena  de  muerte  y  el  perdimiento  de  sus  bienes;  y  la  fa- 
mosa ley  de  Toledo  cayó  en  completa  inobservancia  y  desuso  cabátl- 
mente  por  demasiado  severa. 

Si  se  hubiera  meditado  un  poco  sobre  este  resultado;  si  se  hubie-^ 
ra  tenido  presente  que  el  duelo  era  una  costumbre  arraigada  en  los 
hábitos  del  país  después  de  muchos  siglos,  y  que  nadie  es  bastante 
poderoso  para  romper  con  lo  pasado  y  con  el  espíritu  dé  la  edad  ea 
un  solo  dia,  no  se  habria  dictado  mas  tarde  por  Felipe  Y  otra  ley 
en  el  mismo  sentido,  y  mas  severa  aún,  y  por  lo  mismo  mas  absur^-^ 
da.  Pero  el  poder  tiene  también  su  amor  propio,  y  una  vez  empeña- 
da su  vanidad  quiso  mostrarse  fiero,  inexorable,  publicando  lafa^ 
mosa  pragmática  de  desafíos,  que  es  la  ley  S.**,  tít.  20,  lib.  12  de 

"(f)    Véanse  las  págs.  5  y  177  de  este  tomo. 

TOMO  XVI.  45 
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la  NoYÍsima  Recopilación,  en  cuyas  disposiciones  se  revelan  bien  la 
ira  del  legislador  y  el  sentimiento  que  tenia  de  su  debilidad  en  fren- 
te de  los  obstáculos  de  todos  géneros  que  le  oponian  los  instintos 
públicos,  ¡  Error  grave  ciertamente  imaginarse  que  con  un  rigor 
exagerado  se  h^bia  de  llegar  á  conseguir  lo  que  todo  el  poder  de 
las  ideas  religiosas  en  una  sociedad  fanatizada,  y  los  anatemas  y 
maldiciones  de  la  Iglesia  no  habian  conseguido!  ¡Error  grave  y  pue- 
ril creer  que  calificando  al  desafío  de  uso  detestable ,  con  otras 
odiosas  denominaciones,  la  sociedad  habia  de  cambiar  en  un  mo- 
mento de  tendencias  y  de  ideas!  Bi^  puede  afirmarse  que  ni  un  so- 
lo duelo  dejó  de  llevarse  á  efecto  por  miedo  á  la  severidad  de  las 
penas  con  que  le  castigaba  la  legislación  existente.  Las  leyes  dic- 
tadas  contra  el  desafío  ea  el  enojo  y  decebo  de  los  gobiernos  se- 
rán siempre  ineficaces  para  su  represión,  y  en  esta  parte  la  legisla- 
ción necesita  una  reforma  completa,  fundamental  ^  grande  y  ge- 
nerosa en  sus  tendencias. 

Al  ocuparse  de  esta  reforma,  la  primera  cuestión  que  hay  que 
resolver  en  el  orden  lógico  con  que  las  ideas  se  anuncian  al  enten- 
dimiento humano  en  esta  materia,  es  si  se  ha  de  comprender  el  due- 
lo en  las  decisiones  de  derecho  común  respecto  del  delito  de  heridas 
ó  de  homicidio,  ó  si  deberá  ser  objeto  de  una  ley  especial. 

No  hay  que  confundir  con  esta  idea  la  anunciada  por  algunos  de 
que  el  duelo  debe  ser  juzgado  por  una  legislación  privilegiada,  y  cas- 
tigado con  penas  que  tuvieran  hasta  cierto  punto  este  mismo  carác- 
ter. No  queremos  para  el  duelo  una  legislación  de  privilegio,  como 
no  la  queremos  para  nada.  Las  leyes  no  deben  mimar  al  desafío, 
pero  si  deseamos  una  legislación  imparcial,  oportunamente  severa, 
pero  justa,  una  legislación  en  que  se  atienda  al  carácter  especial 
de  este  delito  para  que  no  se  le  confunda  con  las  heridas  causadas 
á  traición  y  sobre  seguro,  ni  con  el  asesinato,  ni  con  el  homicidio 
en  quimera. 

En  este  sentido  el  duelo  necesita  una  legislación  especial  por  la 
sola  razon.de  que  es  un  delito  especial,  que  se  diferencia  de  los  de- 
litos comunes  en  su  origen,  en  sus  motivos,  en  los  medios  de  eje- 
cución, por  todos  sus  caracteres  y  circunstancias;  y  en  que  se  con- 
sulten estas  diferencias,  en  que  se  determinen  por  ellas  las  reglas 
rfe  la  penalidad ,  no  hay  privilegio,  no  hay  odiosas  escepciones ,  no 
hay  honor  para  el  desafío ,  así  como  no  hay  ninguna  de  estas  cosas 

cuando  se  pena  el  robo  de  dífereAtQ  manera  que  el  hartos  cow* 
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^5  sé''ck$tigail'lo$ delitospolíticoá  de  distidto  modo  que  ló's  demás» 
^  Ün  principio  es  de  derecho  común  que  la  tentativa  de  delito, 
Cuando  no  se  ha  dado  principio  á  su  ejecucioú,  no  es  un  hecho  jus- 
ficiabfóry^asl  el  que  inteíita  cometer  un  robo  ó  un  homiddio,  y 
pfepara  los  medios ,  pero  no  pasa  de  aquí,  no  es  castigado  como 
&dronni  como  homicida.  Sin  embargo,  tódas  las  legislaciones  hacen 
éscepciones  importantes  en  la  aplicación  dé  esta  teoría  á  los  delitos 
^e  pueden  afectarla  seguridad  del  Estado.  En  estos  crímenes,  la 
^ntatiVa  por  sí  soláí  e¿  un  delito  especial.  Uña  conspiración  para' 
(bastornar  el  orden  público  cuando  los  planes  dé  los  conjurados  no' 
Bán  salido  dé  su  gabinete,  no  es  mas  que  lá  tentativa  lejana  de 
a^jpuel  crimen ;  y  á  pesar  de  eso  no  hay  un  código  penal  en  que  no 
^e  declare  que  la  simple  conspiración  es  un  delito  mi  generis.  ¿T 
ípÓT  qué  se  apartan  las  leyes  en' este  punto  de  las  teorías  generales 
de  la  penalidad?  Por  la  mismí^ especialidad  de  los  hechos,  por  su 
carácter  peculiar,  por  las  circunstancias  que  distinguen  á  los  delitos 
políticos  de  los  demás ,  que  es  cabalmente  lo  que  sucede  con  el' 
duelo.  Distinguiéndose  este  delito  dé  lodos  los  otros  por  muchas  y 
^nby  singulares  circunstancias ,  la  justicia  exige  igualmente  que  se 
ié  pfersigá  y  se  le  pene  conforme  á  su  índole. 

'  Fundador  en  este  principio,  creeAios  que  no  tienen  razón  los 
qfee  sustentan  que  en  un  código  penal  no  debe  hacerse  mención  es- 
pecial del  desafío ,  sino  que  comprendiéndole  en'  las  decisiones  del 
derecho  común  respecto  del  homicidio  y  las  heridas ,  sé  le  debe 
jüzgai*  como  un  homicidio  común,  ó  como  una  herida  en  el  caso  que 
tenga  este  resultado.  Seria  monstruoso  y  hasta  inicuo  confundir  de- 
litos tan  diferentes. 

En  el  duelo  (ya  lo  hemos  dicho  antes  de  ahora)  hay  que  distin- 
guir siempre  entre  el  que  lo  provo(?a  y  el  que  lo  acepta ,  ehtre  el 
que  es  arrastrado  á  él  por  un  motivo  ligero  y  el  que  lo  ha  sido  por 
tiáa  causa  gravísima,  entre  el  que  ha  dado  motivo  para  esta  pro vo- 
cáicíon  y  entre  él  que  no  ha  hecho  mas  que  resignarse  á  un  sacrifi» 
ció  que  él  hubiera  quetido  evitar;  hay  que  distinguir  entre  la  siin- 
pié  provocación  y  aceptación  del  duelo  y  entre  el  duelo  concertado» 
ehtre  éste  y  el  que  se  ha  llevado  á  su  término ,  entre  el  que  no  ha 
táiido  niiígun  resultado,  y  entre  el  que  ha  producido  las  heridas  6 
la  muerte  de  alguno  de  los  combatientes. 

.  Pues  supongamos  un  código  penal  en  que  no  se  hiciera  mención 
especial  del  desafío,  y  resultarla  eü  muchos  casos  una  monstruosa^ 
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Penalidad.  Ea  el  silencio  de  la  legislación ,  la  jurispradencia.  de  loft 
tribonales  tendría  que  establecer  como  principio ,  ó  que  el  desafía 
era  una  circunstancia  de  agravación  en  los  delitos  de  heridas  y  ho- 
micidio» ó  que  debia  considerársele  siempre  como  una  causa  aU'^ 
nuante ,  ó  como  un  motivo  de  completa  esculpacion  y  de  escusa. 
Condenar  á  los  duelistas  en  todo  caso  y  sin  distinción  como  reos  áer 
heridas  ó  de  homicidio  con  circunstancias  agravantes  ^  ya  se  vé  qua 
seria  prescindir  de  todos  los  principios  de  justicia,  porque  el  duelo, 
podrá  ser  un  motivo  de  agravación,  cuando  se  trate  del  que  le  haya* 
provocado  sin  ningún  fundamento,  de  un  espadachín,  de  un  barate» 
ro;  pero  esta  doctrina  es  inaplicable  al  hombre  honrado  y  pundono- 
roso que  acepta  un  desafío  á  su  pesar ,  y  que  tiene  la  suerte  de  ma^ 
tar  ó  herir  á  su  contrario. 

Los  mismos  inconvenientes,  la  misma  desigualdad  é  injusticia  re- 
sultarían de  comprender  el  desafío  por  regla  general  entre  las  cir-;^ 
cunstancias  atenuantes.  T  absolver  á  los  duelitas^  absolverles  siem-^^ 
pre,  comprendiendo  el  duelo  entre  las  causas  qué  eximen  de  res- 
ponsabilidad, como  la  locura,  la  propia  defensa,  etc.,  sería  retro-^ 
ceder  á  los  tiempos  de  barbarie,  y  dar  un  testimonio  de  demencia, 
contra  el  cual  se  sublevaría  el  espíritu  público.  Porque  en  efecto  el 
duelo  en  algunos  casos  es  en  nuestra  opinión  tan  legítimo  como  el 
derecho  de  propia  defensa,  cuando  se  acepta  como  el  desagravia 
posible  de  ultrajes,  para  cuya  reparación  no  hay  defensa  en  las  le- 
yes ni  en  la  autoridad  pública;  pero  fuera  de  estos  casos  es  una 
verdadera  iniquidad,  y  ya  lo  hemos  dicho  otra  vez,  para  nosotros 
como  para  todos  es  un  acto  de  baratería  y  de  salvagísmo.  En  esta 
suposición  ¿qué  medio  queda  para  reprimir  el  duelo  en  lo. que  e& 
justo  reprimirle,  y  al  propio  tiempo  hacer  respecto  de  él  las  escep- 
ciones  que  reclaman  de  común  acuerdo  la  razón  y  una  severa  jusí* 
ticia? 

No  le  hay  á  nuestro  entender  como  no  sea  el  de  formar  una  ley 
ESPBGUL  en  que,  atendiéndose  á  la  índole  particular  de  este  he- 
cho, se  dicten  los  preceptos  y  prescripciones  que  reclama  la  misma^ 

A  no  ser  que  se  prefiera  establecer  entre  nosotros  la  jurispruden- 
cu  tíK  LOS  TRIBUNALES  FRANCESES,  jurisprudcucia  quo  si  es  aceptable 
en  un  país  en  que  la  legislación  guarda  un  profundo  silencio  sobra 
el  desafío,  no  es  para  imitarla  como  modelo,  porque  lleva  muchas. 
Teces  á  los  tribunales  de  justicia  á  la  contradicción,  al  absurdo. 

En  el  Código  penal  francés  no  se  habla  del  duelo  ni  una  sola. 


ItImIN  HISTÓRIC0-iriIÚ5ÓFlC0'Lt¿ÁL  SÓBKK  EL  VOfOJO.    "SST 

htz,  ni  por  incidencia  si(iuiera;  ni  se  le  considera  como  circnnstan- 
da  agravante,  ni  como  motivo  de  atenuación,  ni  como  cansa  de  es- 
cusa. Este  silencio  de  la  ley  ha  dado  lugar  á  graves  escándalos  y 
controversias,  y  á  dos  jurisprudencias  é  interpretaciones  distintas, 
aporque  algunos  jurisconsultos  creían  que  los  legisladores  no  habian 
iiuerido  comprender  el  duelo  entre  los  delitos  y  que  por  conse- 
cuencia estaba  admitido  y  tolerado  de  todo  punto;  otros  opinaban 
por  el  contrario  que  en  el  Código  penal  no  se  hablaba  del  duelo  por 
<M)nsiderarle  comprendido  en  las  decisiones  del  derecho  común  res- 
"pecto  del  homicidio  y  de  las  heridas. 

Triunfó  por  fiu  esta liltima opinión,  aunque  al  través  degra- 
des dificultades,  y  esta  es  la  jurisprudencia  establecida  por  los  fa- 
llos del  Tribunal  de  Casación,  gracias  á  los  esfuerzos  de  un  eminen- 
le  jurisconsulto,  el  célebre  Mr.  OCPIN,  que  supo  comunicar  ¿  las 
decisiones  de  aquel  cuerpo  en  esta  materia  toda  la  energía  de  su 
^carácter  severo  é  inflexible. 

Pero  esta  jurisprudencia  qu6  en  el  absoluto  silencio  de*  la  ley 
nos  parece  racional  y  aceptable,  tiene  el  inconveniente  de  haber 
producido  en  Francia  grandes  escándalos  para  la  justicia,  enérgi- 
'€as  reclamaciones  contra  el  poder;  todo  por  no  haber  hecho  en  el 
'<5ddigo  mención  especial  del  desafio,  y  haber  determinado  en  unos 
pocos  artículos  las  reglas  de  su  penalidad  en  todas  las  suposiciones 
posibles. 

£n  Francia  sucede  después  dé  la  jurisprudencia  establecida  pdr 
^1  Tribunal  de  Casación  que  los  tribunales  absuelven  á  los  duelis- 
tas siempre  que  del  duelo  ha  resultado  la  muerte  de  uno  de  lote 
t^mbatientes,  á  lo  menos  mientras  no  aparecen  graves  cargos  áe 
provocación,  ó  de  deslealtad  contra  el  homicida,  por  el  justo  tem¿(r 
de  que  pudiera  aplicársele  la  última  pena,  la  pena  del  asesinato.  Al 
contrario  cuando  uno  de  los  combatientes  ha  salido  solamente  heri- 
do con  mas  ó  menos  gravedad,  los  tribunales  condenan  al  culpable; 
'de  donde  resulta  que  si  el  duelista  tiene  la  suerte  de  matar  á  su 
MM)ntrario  queda  completamente  impune,  y  desafía  á  la  legislación, 
y  á  pesar  de  Mr.  Dupin  se  burla  de  la  justicia;  y  si  no  ha  hecho  m^s 
que  herirle  es  condenado  á  la  pena  de  prisión  6  á  la  de  trabajos. 
Contradicción  inaudita,  que  hace  poco  honor  á  la  civilización ,  de  la  ' 
Francia,  á  la  dignidad  del  gobierno  y  de  la  magistratura;  pero  con- 
tradicción inevitable,  porque  mas  repugnante  seria  el  espectáculo 
4k  un  patíbulo  levantado  contra  un  hombre,  que  arrastrado  por  la 
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faerzade  las  ideas  y  de  las  p9stapbr.^s  á  a(^Qp(ar  ^{le^ar.^sQjya  jiya 
l^ücé  personal/  hubiera  tenido  ,\i  /síierte  de  ínatar.  en  ¿1  ^  su.en^^ 
n^go.  '  '  ^  f     > 

Contra  esta  imprevisión  del  legislador  reclaman  enér^cament^ 
la  razón  y  la  conciencia  pública,  y  ya  en  1843  los  lüputados  Ml. 
Taillandér  y  Mr.  Ducon  pr^entaron  en  lar  cámara  un  proyecl^  d^ 
ley  que  ño  se  tomó  en  consideración,  pero  que  piodqjo  ui^a  disciif 
sion  interesante  en  la  que  tomaron  parte  $us  autores  p^ra.  apoyar^^ 
le,  Mr.  Güizot,  el  Ministro  de  la  Justicia,  y  por  ultimo  el  célebre 
Mr.  Dupin.  Las  razones  aducidas  por  los  autores  dfe  la  proposiciop 
fueron  las  que  hqmos  indicadio.  El  genio  atrevido  de  Mr.  Guiz^t  dio 
interés  al  debate^  pues  que  elevándose  á  masa^tas  cousid^acíoiie^ 
y,  sacando  la  cuestión  del  terreno  estrecho  de  la  jurisprudencia  .11|^ 
^ó  á  decir  que  el  desafío  no  era  una  preocupación^  ^ino  un  prpgce^ 
so  de  la  civilacíon  y  de  las  costumbres,  porque  hay  intereses  y  sei^r 
iimientos  en  el  hombre  que  solo  el  duelo  puede  proteger  con.eficacú^ 

ELMinistro  de  la  Jústipif^q^e  (tabló  ^n  contra  del  proyectj»  in- 
,tentó  demostrar  que  la  jurisprudencia  establecida  por,  el  Iribun$|I 
de  Ca$aQÍon  habia  producido  esceléntes  resultados,. ^ués  fffjt&  segup 
los  datos  estadísticos  de^de  1836  que  se  habia  logrado  uniformar  l;^ 
jurisprudencia  en  esta  parte  del  derechoi,  Jos  duelos  se  habían  dji%-* 
minivdo  considerablemente.  * 

No  probaba  mucho  á  la  verdad  este  argumentoi  porque  no  bas- 
.ta  que  en  cierto  número  de  años,  en  un  corto  período  haya^idq  me- 
nos frecuente  el  uso  del  desafío,  si  no  se  principia  por  demostrar '({oy^ 
esto  se  |[}ebe  k  la  bondad  de  la  jurisprudencia  establecida,  y  nOjá 
otras  causas  mas  generales.  En  la  Francia  de  182(7  á  1836  no  tiende 
nada  de  estraSo  que  el  número  de  desafíos  fuese  mayor  que  en  los^ 
irnos  posteriores.  Por  una  parte  las  tendencias  del  gobierno  de  j^ 
restauración  mas  inclinadas  al  espíritu  caballeresco  de  la  antj^u^ 
sociedad  que  á  las  costumbres  ^e  los  pueblos  modernos,  lo^.princf- 
píos  en  que  descansaba  la  organización  política  del  país,  lá  agitá- 
,  9Íp^de  las  pajones  mal  reptímidas,  los  escritos  de  Chateaubriand^ 
la  escuela  romántica  apoderada  del  teatro;  y  por  último,  la  revolü* 
clon  de  julio,  los  sentimientos,  é  ideas  que  esta  despertó,  las  sectas 
filosóficas,  la  lucha  de  los  partidos  y  de  los  principios,  el  desencade- 
namiento de  la  democracia,  espliean  perfectamente  aquel  fenómeno* 

Ta  en  1837  hablan  desaparecido  todos  estos  motivos.  El  heroi^- 
po  y  entusiasmo  de  los  primeros  dias  dé  la  revólucipn  ibAn  esüa- 
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gaiéndose,  los  partidos  políticos  habían  tenido  dias'de  prueba,  y  las 
virtudes  cívicas  iban  cediendo  sa  puesto  ai  positii4smo,  á  ia  codicia; 
7a  no 'Sonaba  b1  eco  de  guerra  que  partia  de  la  altura  del  gobierno 
cuando  la  revolución  y  ia  dinastía  temblaban  por  su  seguridad;  las 
costumbres  se  habían  dulcificado,  y  ta  sociedad  se  había  hecho  más 
egoísta»  mas  inmoral  y  corrompida,  pero  también  menos  tur  bu- 
lenta. 

A  la  yerdad,  muy  débil  era  ht  demostración  que  el  Ministro  de 
h  Justicia  quería  hacer  con  los  datos  de  la  estadística  criminal . 
'Apelando  á  estos  mismos  datos  los  autores  del  proyecto  hubieran 
podido  desmostrarle  que  desde  aquella  época  las  causas  de  envena- 
miento  y  los  desórdenes  de  familia  se  han  multiplicado  en  Francia 
'de  tal  modo,  que  no  hay  quien  no  se  estremezca  por  su  seguridad 
nun  en  el  asilo  doméstico,  sin  que  la  legislación  antes  ó  después 
haya  sido  ni  mas  ni  menos  severa  contra  estos  delitos,  sin  que  haya 
cambiado  la  jurisprudencia  establecida  respecto  de  ellos;  lo  cual 
«prueba  que  no  son  estos  cambios,  sino  la  modificación  de  las  idejs  y 
de  las  costumbres  y  otras  causas  generales  por  las  que  hay  que  es* 
pliear  las  alteraciones  de  la  estadística  criminal,  si  han  de  esplícarse 
filosóficamente. 

Otra  cosa  es  que  el  Ministro  de  la  justicia  tuviera  razotí  en  com- 
batir el  proyecto  de  ley  presentado  á  la  deliberación  de  la  Cámara. 
Mala  como  nos  parece  la  jurisprudencia  establecida  en  Francia,  es 
preferible  lo  que  hay  á  lo  que  queria  sustituirse.  Establer  una  legis- 
lación privilegiada  sobre  el  desafío^  castigarlo  en  el  caso  mas  grave 
eon  penas  correccionales,  no  hacer  ninguna  distinción  importante 
attre  el  que  provoca  un  duelo  y  el  que  lo  acepta,  no  distinguir  tam- 
poco el  duelo  provocado  por  causas  gravísimas  del  que  lo  es  por  un 
motivo  leve,  confundir  en  la  penalidad  á  un  baratera)  con  un  hombre 
honrado  y  pundonoroso,  hubiera  sido  canonizar  un  conjunto  de  ab- 
surdos y  dispensar  al  desafío  un  honor  que  no  todas  las  Veces  mere- 
ce (1). 

(1)    La  proposición  de  los  Diputados  Taillander  y  Ducon  estaba  concebida 
en  estos  términos: 

-    Artículo  i.**    At  que  provoque  un  desafío  se  le  impondrá  la  pena  de  un 
mes  á  un  año  de  prisión  y  una  multa  de  i6  á  500  francos. 

Art.  2.°    Ai  que  se  batiere  en  desafío,  3  meses  á  2  años  y  una  multa  de 
^00  á  1,000  francos. 

^  Art.  3.^    Si  del  desafío  resultase  alguno  herido  ó  quedase  imposibilitado 
de  trabajar  dentro  de  los  veinte  días  de  haberlas  recibidOi  se  impondrá  üi 
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En  una  brillante  peroración  condenó  Mr.  Dupin  lodps  los  erro- 
res del  proyecto,  y  alzó  también  su  voz  contra  las  palabras  pronun- 
ciadas por  ilr,  Guizot  favorables  al  duelo.  Por  mucho  respeto  que 
nos  merezcan  las  opiniones  de  tan  célebre  magistrado,  en  su  discur- 
^  hay  algunas  ideas  que  no  podemos  dejar  pasar  sin  correctivo,  si  ' 
hemos  de  responder  á  todos  los  ataques  que  contra  las  doetrinas  que 
sustentamos  pudieran  hacerse. 

«Las  leyes,  decia  Mr.  Dupin  en  un  arranque  de  elocueAcia  par- 
»lamentaria,  las  leyes  castigan  ios  crímenes,  los  delitos,  las  simpleg 
^contravenciones,  ¿y  todavía  se  qaiere  decir  que  hay  ofensas  contra 
» las  cuales  no  queda  mas  medio  que  el  del  duelo?»  Este  argumento 
al  parecer  todo  poderoso  tiene  una  sencilla  respuesta.  No  es  la  cues* 
tion  si  las  leyes  castigan  los  grandes  crímenes  y  los. pequeños^  las 
ofensas  é  injurias  graves  y  las  leves  faltas,  el  caso  es  que  hay  ofen- 
sas é  injurias  de  tal  índole  que  el  castigo  que  puede  imponerlas  U 
ley  por  severa  que  sea  no  es  suficiente  para  su  desagravio  y  repara^ 
cion ;  el  caso  es  saber  si  esas  leyes  penales  que  castigan  todas  esas 
co^,  son  bastantes  para  satisfacer  al  ultraje  inferido ,  si  lo  son  por 
borrar  las  manchas  que  este  imprime  en  la  reputación  del  agraviado, 
si  lo  son  para  destruir  la  opinión  desfavorable  que  se  forma  de  quien 
tolera  pacientemente  cierto  género  de  insultos,  sí  bastan  á  desvane- 
cer las  presunciones  de  la  malevolencia  y  la  malicia;  el  caso  es  ave* 
riguar  si  el  honor,  la  dignidad  del  hombre  está  bien  defendida  y 
amparada  por  esas  leyes  que  todo  lo  castigan. 

Otro  error  padeció  Mr.  Dupin  al  suponer  que  el  objeto  de  los 
que  se  desafían  es  siempre  derramar  la  sangre  del  contrario ,  para 
deducir  de  aquí  que  la  pena  de  muerte  que  se  imponen  los  que  tal 
hacen  por  ^na  ofensa  al  amor  propio ,  por  una  disputa  de  café ,  por 


aue  las  haya  causado,  la  pena  de  1  á  3  anos  de  prisión  y  una  multa  de  500 
a  2,000  francos. 

Art.  4.°    Si  á  consecuencia  del  desafío  muriere  alguno  de  los  conten- 
dientes, el  culpable  será  castigado  con  la  pena  de  2  á  5  años  de  prisión. 

Árt.  5.^    En  caso  de  reincidencia  la  prisión  será  por  5  años,  pudiendo 
aumentarse  hasta  el  doble. 

Art.  6«^    Además  de  estas  penas  los  tribunales  podrán  prohibir  al  delin- 
cuente el  uso  dé  derechos  mencionados  en  el  art.  42  del  Código  penal. 

Art.  7.^    Los  artículos  2, 59  y  60  de  este  mismo  Código,  relativos  á  la 
tentativa  y  complicidad,  serán  aplicables  á  los  hechos  pre virotes  por  esta  lef. 

Art.  8.^    Si  conociesen  los  jueces  que  en  el  delito  existen  circunstancias 
atenuantes^  podrán  aplicar  la  disposición  del  art.  463  del  Cóiigo  penal. 
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4111  altercado  en  el  juego  ^  ó  por  coesliiHiés  de  mojeres  públicas ,  es 
toda  la  jasticia  que  puede  espíecirse  del  duelo. 

Ya  hemos  demostrado  antes  de  ahora  que  no  es  matarse  lo  que 
«e  proponen  los  duelistas ,  que  es  otra  cosa  la  que  m  husca  en  un 
lance  personal,  y  el  sin  número  de  desafios  que  concluyen  sin  que 
los  combatientes  se  maten ,  prueba  í  favor  de  nuestra  doctrina.  Es 
no  comprender  el  desafio  moderno  juzgarle  bajo  este  punto  de  vis- 
4a,  y  es  apelar  á  malas  artes  y  confesar  que  no  se  tiene  confianza 
6n  la  causa  que  se  defiende,  combatir  las  opiniones  enunciadas  por 
Mr.  Guizot  refiriéndose  i  los  desaffes  por  disputas  de  café  ó  alter*- 
.eados  de  mujeres.  Ni  este  hombre  célebre,  ni  nadie  ha  podido  de- 
cir nunca  que  el  duelo  ocasionado  por  un  motivo  leve  ó  inmoral  sea 
uoa  cosa  heroica ,  ni  inocente,  ni  lícita:  cHay  ciertos  intereses  y 
^nttmientos  en  el  hombre,  que  solo  el  duelo  puede  protejer,  dijo 
Mr.  Guizot  en  la  Cámara  francesa,»  y  al  hablar  así ,  seguramente 
no  fué  su  intención  recomendar  el  desaOo  por  una  mujer  pública, 
ni  por  lo3  motivos  inmorales  del  juego.  Otros  sentimientos  mas  res- 
petables se  propuso  defender ,  y  tratándose  de  ellos ,  no  nos  asusta 
el  argumento  de  que  los  duelista^  se  hacen  justicia  á  si  mismos  im- 
poniéndose la  pena  de  muerte.  También  el  que  se  defiende  de  un 
ladrón  puede  llegar  á  matarlo  por  solo  salvar  20  rs*  que  lleve  en  el 
bolsillo  de  su  chaleco.  La  moralidad  de  las  acciones  no  se  mide  por 
:su  parte  lamentable  ,  sino  por  su  índole. 

Una  verdad  amarga  se  deduce  de  todo  lo  dicho  hasta  ahora,  y 
^s  que  no  existe  en  parte  alguna  una  boena  legislación  sobre  el 
duelo ,  y  que  todos  los  sistemas  ideados »  ó  son  ineficaces  ó  incon- 
venientes. Las  leyes  demasiado  severas  encuentran  fuertes  resisten- 
das  en  la  opinión  pública  y  en  la  conciencia  de  los  magistrados ,  y 
no  se  aplican  nunca ;  Itjes  privilegiadas^  igualmente  indulgentes 
para  todos  los  casos  del  desafío,  «orno  la  que  se  propuso  &  la  Cáma- 
ra francesa,  como  la  ley  belga,  chócaA  de  frente  con  la  razón  y  el 
buen  sentido  ,  porque  cuando  menos ,  tienen  el  inconveniente  de 
no  estar  acomodadas  á  Jos  buenos  principios  de  la  ciencia ;  <^ui- 
prender  el  desafío  en  las  decisiones  del  derecho  coman  respecto  del 
jkomícidio  y  las  heridas ,  es  prescindir  de  la  índole  especial  de  los 
hechos ;  guardar  un  absoluto  silencio  en  la  legislación  sobre  el  de- 
.^fíQ  es  dar  lugar  á  controversias  y  escándalos  entre  los  mismos  tri- 
¿únales ,  y  comprometerse  como  en  Francia  á  aceptar  una  juris- 
•prudencia,  que  en  tal  caso  es  aceptable ,  pero  que  no  por  e$o  deja 
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áe  .oooéttoir  á  eQiilgadKekraes  ^erg^^  que  desaei^tan  á  ki 
justicia,  y  que  rebajan  á  los: ojos  del  baen  seatido  popular  la  dig^ 
'iiidad  délos  eaeargadQade-adiiHoistraffla.  Y  ésto  es  peor  que  lo  que 
parece,' porqoela  justicia  no  taaUi  es  taeaa  ni  mala  porque  se ad^ 
mínis^e  con  masó  SMnos  aci^o^eomaporque  los  pueblos  lo  crean; 
Ja  YÍrtud  de  esta  institución  está  en  la  creenda,  en  la  fé^eneral. 

Si  se  desea^de  ^eras  una  bu^uiitey. sobre  el  desafío,  es  preciso 
<D0  ser  ciegos  admirador^  de  esta  costumbre ,  ni  tampoco  pre.ocu<> 
parse  en  su  contra ;  bay  que  despojarse  de  todo  género  de  preven- 
ciones;  condenar  el  duelo  en  su  e^cageracíon ,  nunca  satisfacerle; 
-pero siabsokerle  alguna  irez ,  aunque  esta  sea  rara ,  y  entonces 
ipodrá  formularse  una  ley  que  no  tenga  los  inconvenientes  que  los 
ensayos  hechos  hasta  ahora. 

Bbigamos  la  prueba,  y  disourramos  en  todas  las  hipótesis  que 
en  esta  materia  caben. 

i. ^  Hipótesis.  ÍJn  mjE&OHntovoGÁHO  y  no  ACRPTADO.-^La  sim- 
ple provocación  de  un  desafio,  cuando  éste  no  se  acepta ,  claro  es 
que  no  merece  penarse.  A  lo  mei»)s  el  legislador  no  debe  hacerse 
cargo  de  este  hecho  en  la  legislación  especial  sobre  el  duelo  ,  por* 
que  uoa.de  dos  eosas.ha  de  suceder  necesariamente.  O  la  provoca- 
ción se  ha  hecho  «n  términos  injuriosos,  y  entonces  setó  una  injuria 
como  otra  cualquiera^que  el  provocado  podrá  llevar  á  los  tribunales, 
ó  éste  se  contenta  con  responder  con  un  desdeñoso  desprecio  á  tat 
propofiocion  4e  desafio ,  sea  ó  no  ésta  jnotívada.  De  cualquier  modo, 
si  las  cosas  :no  han  pasado  de  aquí ,  no  hay  ningún  motivo  de  alar** 
ma  para  la  sociedad ,  no  bay  ningún  interés  legítimo  ofendido ,  ^ 
orden  público  no  se  ha  perturbado ,  y  por  último »  y  esto^s  16  mas 
'Convincente,  la  ley  nunca  podría  castigar  la  sin^ple  provocación  de 
un  duelo  mas  severamente  que  lo  que  queda  castigada  con  el  desa- 
precio del  que  no  le  acepta »  ó  coa  la  pena  que  le  impondrá  el  tri>- 
bunal,  cuando  el  |ffovocado ,  oon»derándolo  como  una  injuria ,  de- 
mande al  provocador. 

2/  Hipótesis.  Un  sosco  PROVocAno  y  acsptado. --^Ningún  interés 
social  ni  privado  redama  tampoco  que  la  ley  persiga  y  castigue  la 
provocación  y  aceptación  del  desafio  cuando  no  llega  á  verific^urse^ 
porque  los  dos  rivales  vi^en  á  un  acomodamiento  antes  de  conCer«- 
tarle  definitivamente ,  ó  porque  el  lance  pasó  en  un  momento  de 
calor  y  después  no  volvieron  á  acordarse.  ¿  Qué  mas  se  puede  de*- 
Me$x  que  el  que^  desaflb  no  se  haya  Uevadoá  cabo  por  oñ  avoflif» 
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jQuente  ^le  bus  paplee^?  ¿A  «qué  nías  paQde'ftsptrsrrl&  Ie^?>Srerla 
simple  provocacioa  y  acepta^ipii  del  duelo  haiy  «a  má,  k.tejr  mí  ié 
jiaede  reparar  de  na  modo  mas  eficaz  queelaTeaisíieiiteide'lQ»  Iqí- 
'l^fre^os.  £ste  arreglo  amistosa  .salUfao»  á  lédoe^iosliitere^es ,  á 
jes  ii^tecesea  morales ,  arlos  de  la  socjeésid»  i  toáfiqlereseé  privados^* 
if.fii  mal  resultaría  deque  la  justicia  viuierk  eon  su  intervención  y 
(^aparato á'turi)$rla:paz9J0Oiklada.   . 

• :   S*"^  HiípáteHs,    Mu  DWU»  eOlXOBaTAW  i>SPlNITITAKtNTB.*<-^En  la 

^posifÚQU  de  MQ:du4io  ooiueerlado  definitivaiieiLte  con  interv^cicHi 

.deiinadciuosó'jjieeestiue  tefran  seoUado  el  lugar  del  combate;  la 

r)lorj»;;.las  j^a(jiicíí>iies^  lasarlas,  tampoco  hay  un  hecho  justiciable 

para  la  ley ,  sí  en  el  momeutó  de  ir  á  batirse ,  ó  por  propia  íaspira- 

-cicm¿:ii>  por  les  consejos  y  amonestaciones 'deles  amigos  ^  el  cóm- 

;ib{tteí^er8Uspende ,  los  interesados  se  dan  una  satisfacción  y  se  atar- 

;^n  la  mano.  Perseguirles  después  de  todo ,  seria  ponerles  en  el 

caao.de  acudir  á  la  mentira  ó  á  otros  medio»  para  que  los  hechos  no 

,se  averignaran ,  y  mas  moral  es  no  oponer  mngun  obstáculo  para 

-que  iellos, mismos  puedan  hacer  pública  la  feliz  terminación  de  stt» 

/diferencias,  aplaudiéndose  por  ello ;  mas  moral  es  también  dejar  & 

ios  pajinos  que  se  honren  y  gloríen  de  haber  llevado  las  cosas  á 

;tan  buen!(érmino>por  su  mediación ,  y  de  haberse  conducido  con  tal 

prudencia  y  tal  tino,  evitando  á  dos  personas  estimables  un  lance 

-sttisíble.por  un  medio  igualmente  decoroso  para  ambas. 

4/  Hipótesis .      ÜN  DUELO  LLEVADO  Á  Sü  TÉaiflNO,  P»0  SIl^  CONSBÍ- 

«iHarcús  juAMEifTitBLBs.^Ni  auu  en  el  caso  de  haberse  batido  los 
,  oomtendlentes » xomprendemos  qué  interés  pueda  tener  la  sociedad 
en  perseguir  el  desafía,  mientras  esteno  haya  tenido  consecuencias 
,mas  ó  menos  lamentables. 

la  única  intervención  que  racionalmente  puede  concederse  á  b 

lanteridad  en  les  diverso^  casos  de  un  duele  que  no  haya  concluido 

¿poríb  hecidaini  la  muerte  de  ninguno  de  los  combatientes,  es  para 

estorbar  su  realización.  ^  negaremos  á  un  Jefe  polítitico  ,  á  un 

Juez ,  á  un  jefe  militar  ni  ál  alcaide  de  un  pueblo  el  derecho  de  in- 

:tefvenir  ^  cuando  sepan  que  un  desafío  se  está  concertando  ,  para 

iimpedir  que  se  ll^ve  á  efecto.  No  x^egarémoa  á  un  jefe  militar  lel  deh 

joecho  de  poner  arrestado  á  un  subordinado  suyo  con  este  fin,  ni  á 

un  Jefe  político  ni  á  un  alcalde  el  de  apoderarse  de  las  personas  de 

los  duelistas ,  el  do  amonestarlos  y  entregarlos  á  sus  familias  para 

^e^l^  hagan  re^ttaciar:á  m  proyecto,  que  Rindiera  tmr  su  pop* 
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tíxm  y  la' de  los 'suyos.  Raro  será  el  daelista  pertinaz  que  se  resista 
á  las  reconveadones  de  la  autoridad ,  á  la  mediación  de  los  amigos, 
Á  las  lágrimas  de  sos  liijos  ^  y  á  los  megos  de  sus  parientes ,  7  qafe 
espiado  por  todos  i  la  vez,  pueda  llevar  adelante  un  proyecto  que 
ya  se  ha  hecho  pábKco,  Estos  medios  serán  siempre  eficaces,  7  en 
4odo  caso  á  la  aatoridad  no  puede  negarse  esa  vigilancia  superior 
para  impedir  todos  los  hechos  que  podrían  terminar  por  uq  delito 
mas  ó  menos  grave.  Pero  otra  cosa  es  la  iatérvencioa  de  los  triba- 
nales ;  estos  no  tienen  una  autoridad  preventiva ;  la  justicia  juzga 
y  decide ,  y  solo  cuando  el  duelo  se  consuma  resultando  la  herida  é 
la  muerte  de  los  duelistas ,  es  cuando  puede  ser  objeto  de  un  juicio 
x;riminal. 

SMIifiótesis.  Un  dúklo  qüb  haya  tbiodo  tristes  aBSULTABOS.*-' 
Xlegado  este  caso  es  ya  legítima  y  necesaria  la  intervendon  de  los 
tribunales ,  porque  ya  hay  un  hecho  que  puede  ser  justiciable.  La 
Jegislacion  especial  sobre  desafíos  debe  partir  de  este  supuesto.  Des- 
cartados todos  los  hechos  sobre  que  hasta  aquí  hemos  discurrido, 
las  prescripciones  de  la  ley  deben  descansar  en  esta  base ,  en  la  su- 
posición de  un  duelo  realizado  con  consecuencias  lamentables.  A 
partir  de  este  principio,  ¿por  dónde  deberá  comenzar  una  k^  e^- 
«ial  sobre  desafíos  ?  ¿y  qué  deberá  comprender ,  cuál  deberá  ser  s\k 
pensamiento? 

La  primera  declaración  de  una  ley  sobre  el  duelo  deberá  ser  de- 
finirle y  caracterizarle^ 

Un  combate  personal  concertado  por  los  mismos  combatientes  y 
verificado  sin  intervención  de  testigos  ó  padrinos ,  aunque  se  haya 
Jlevado  á  cabo  con  lealtad,  no  es  un  duelo,  ¿as  leyes  no  deben  re- 
conocer el  desafío,  sino  cuando  este  se  concierta  ¡ior  los  padrinos, 
j  se  verifica  con  su  asistencia.  En  otro  caso  los  combatientes  deben 
.ser  considerados  conio  reos  del  delito  de  lesiones  ú  homicidio  con 
idccunstancias  mas  ó  menos  agravantes,  sin  ninguna  contemplación 
lal  desafío. 

A  los  padrinos»  á  estas  personas  desapasionadas  corresponde 
;tambjen  el  concierto  de  las  condiciones,  así  como  es  de  su  deber  el 
procurar  reconciliar  á  los  desafiados  por  cuantos  medios  les  sugimí 
^u  prudencia,  debiendo  ser  en  otro  caso  considerados  como  cómpU'- 
'Ces  del  delito  de  lesiones  ii  homicicKo  según  los  resultados  del  duelo. 
^1  padrino  que  en  vez  de  coatribuir  á  que  el  desafío  no  se  vefn 
^ue,  incite  á  los  combatientes  p$ura  que  se  batan,  ó  antes  6  después 


provxiqve  á  alguna  de  ellos ,  será  eoasiderado  como  reo  de  teskmes 
^  homicidio  coa  circaostaacias  agrcivante».. 

Tampoco  la  elecciaoL  de  armas  debe  dejars^  ¿  los  qae  se  desafian, 
y  menos  á  uno  de  ellos ,  como  sucede  ahora  >  según  los  usos  recibi- 
dos en  nuestro  país* 

Los  padrinos  son  los  qae  deben^ elegirlas >. y  al  hacerlo  deberán 
procurar  antes  que  todo  igualar  hasta  donok  sea  posible  la  condi- 
ción de  los  combatientes.  T  contra  los  padrinos  que  asi  no  lo  hagan 
la  ley  deberá  ser  muy  severa ,  porque  en  esto  el  legislador  puede 
estar  seguro  de  tener  en  su*  apoyo  el  sentimiento  público,  que  n^ 
tanto  se  lamenta  del^  duelo,,  como  de  que  la  legislación  no  tenga  me- 
dios de  reprimir  la  osadía.de  ciertas  gentes ,  que  porque  han  recibi-« 
do  algunas  lecciones  de  florete  ó  de  sable,  buscan  estos  lances  con* 
tando  con  que  si  alguno  responde  á  sus  provo^dones ,  la  eleccioa 
de  armas  ha  de  ser  suya.  Asi  los  desafíos  se  convieirten  en  un  objeta 
de  diversión  y  de  mofa  para  los  hombres. turbulentos.  La  pistola  es 
EL  ARBiA  DEL  DESAFÍO  HODKRNo.  Es  por  lo  mcuos  cofn  la  quc  se  prue- 
ba la.sangre  fría,  y  ^1  valor  que  nace  de  un  sentimiento  de  pudor  y 
de  vergüenza.  Solo  entre  dos  militares ,  ó  cuando  los  combatientes^ 
de*  común  acuerdo  la  acepten»  es  ya  tolerable  la  elección  del  sable  ó 
del  florete;  generalmente  hablando ,  el  arma  blanca  es  el  armado^ 
los  cobardes,  que  fian,  mas  que  en  su  valor;  en  la  fuerza  de  su 
brazo  ó  en  su  destreza.  Esta  OMNioN  pabbcbrá  sstrana.  Asusta  en 
efecto  la  idea  de  un  desafío  á  pistola  por  la  posibilidad  de  que  ter« 
mine  muy  funestamente ,  pero  en  cambio  desaparecerían  los  duelos 
por  moda,  los  hombres  de  bien  no  estarían  espuestos  á  la  burla  de 
un  espadachín,  y  serian  pocos  los  duelos  que  se  llevasen  á  cabo, 
porque  los  padrinos  mostrarían  grande  emp^o  por  estorbarlo,  y  los 
interesados  vendrían  mas  fácilmente  á  un  acomodamiento. 

A  estas  primeras  declaraciones  deberían  seguirse  en  la  ley  las 
que  naturalmente  se  deducen  de  los  motivos  que  hayan  dado  lugar 
2d  duelo,  porque  esta  distinción  es  indispensable. 

£1  duelo  ha  podido  provocarse  por  un  interés  inmoral  ó  corrup- 
tor^ por  un  motivo  leve  ó  frivolo,  ó  por  una  causa  grave  que  á  la 
menos  de  parte  de  alguno  de  los  combatientes  haga  legítima  ó  dis« 
culpable  su  acción.   .     . 

;  Supongamos  que  un  marido  es  provocado  á  duelo  por  el  aman* 
te  de  su  mujer  para  aterrarlo,  y  con  intención  de  que  consienta  6 
tolere  sü  deshonra;  figurémonos  el  caso  <te  un  desafío  prpvocado  coa 
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el  objeto  de  saoar  á  otro  mi  interés  pecaníario.  Én  cualquiera  dé  es^ 
tas  dos  HiPÓTfisis,  si  d  laacé  se  ha  verificado  resultando  la  herida  é 
}a  muerte  del  que  fué  provocado  á  aceptarlo,  ei  provocador  debe  ser 
considerado  como  reo  do  lesionéis  ú  homicidio  cm  agravaoioh>  y  es¿ 
piar  este  crimen  en  un  presidio  ó  eñ  un  cadalso^  y  li^s  testigOsnon^'» 
brados  por  su  parte  que  no  hayan  sido  engañados  respecto  de  sus 
fiiotivos^  que  hayan  procedido  con  un  verdadero  conocimiento  de  lá 
^usa,  serán  cuando  menos  cómplices  de  los  mismos  crtmened.  Petó 
el  marido  provocado  de  tal.  manera,  el  hombre  pacífico  y  honrado  é 
quiefi^  por  tal  medio  quería  robarse,  que  hayan  tenido  la  suerte  def 
Jierir  ó  matar  á  su  contrario,  dd^ráñ  ser  absuelto^  libremente,  y 
proclamada  su  inocencia  en  los  tribunales. 
.  Supoiúendo  un  duelo  provocado  por  una  causa  ligera,  en  uña  dis- 
puta de  café,  en  un  altercado  sobre  el  juego,  la  le^  deberá  consultar' 
«n  este  caso  varias  circunstanciase     ' 

d¿^    Qiéa  ha  dado  causa  al  desafíOi 

2.*    Quién  provocó  á  duelo  á  $tt  contrarío. 

5;*    De  qué  modo  los  padrinos  concertaron  el  lance,  y  qtté  esfner** 
3»s  hicieron  para  evitarlo. ' 

El  que  por  una  imprudencia  diá  causa  al  duele,  y  el  que  por  un 
fliótivo  leve  le  provocó,  deben  ser  considerados  igualmente  como 
cómplices  del  ddlto  de  lesiones  ú  homicidio,  según  que  el  resultado  ^ 
del  desafio  haya  sido  la  muerte  ola  herida  de  alguno  de  ellos;  pero* 
al  hacer  la  ley  esta  declaración  bebe  dejará  los  tribunales  ai^ho' 
campo  para  recorrer  la  escala  de  tas  penas,  é  imponer  á  los  culpa- 
btjBs  la  úUima,  la  mas  pequála  de  las  designadas  en  el  derecho  co^ 
inun  al  delito  de  heridas  ú  homicidio,  autorizándoles  adeniás  para 
recornendar  á  los  reos  á  la  real  grada,  sí  por  las  circunstancias  del: 
hecho  alguno  de  ellos  lo  mereciere.  No  hay  peligro  ni  inconveniente* 
en  dejar  á  la  sensatez  de  los  magistrados  esta  libertad,  esta  anchu- 
raiv  para  que  decidan  en  un  juicio  de  esta  clase  sin  ninguna  repug«j 
nancia,  sin  luchar  entre  su  deber  y  su  conciencia . 

.  En  la  hipótesis  de  que  el  dudo  se  verifique  por  una  causa  grave, 
larsprescripciones  déla  ley  deben  ser  otras.  Entendernos  por  cau^a- 
:gcave  uno  de  aquellos  ultrajes  que  lastiman  profundamente  la  repu- 
tación, que  rebajan  la  dignidad  de  un  individuo,  que  hieren  ciertos ' 
sentimientos  é  intereses  que  el  hombre  debe  conservar  á  preéio  de  su 
existencia,  si  ha  de  sertdigno  de  estimación,  y  en  cuya  defeca  y  pro- 
4Qpcion  las  leye$  y  los  apoderes  piiMicos  son  por  desgracia  ineficaices.  ^ 
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Bien  cemprendemos  que  seiÉiéifitíl  la  €»¡iB¡fS9mpmimi^  hachos 
eE  e^terreiK»  de  la  priotica,  parola  QiatolÁa0r$fwii^  algo  hay. 
q^ie  fiar  siempre  ala  ilustrada^  pn^liil^d^tt  laiHisi^tratara ;  algo 
hay  que  dejar  al  baea  sentida,  id  p^der  d^:|a  oanci^Gia,  y  á  la  resr 
ponsabHidad  moral  qu^.jtnpone  1%  fuen^a^jdeia  opiaíoa  púUíca. 
.No  es  esto  ac^ii^eiar  qae  oa  eloaso  ú^  un  desafío  por  motifo 
gpaye  las  ley^^g  no  puedan  ni  debaa  estrechar  el  campo  de  ^  arbi- 
trariedad judicial  basta  doade  sea  pQsble.  ^    . 

La  legislación  debe  distiogi^r  entre  el  que  dio  causa  al  desafío; 
y  el  qu^  se  vio  obligado  á  ,piK>yoe9rlo  ó  ao^rtajrlo  á  su  pesar  por  la 
insolencia  ó  villanía  de  su  contrario.  El  primero  será  considerado 
como  reo  de  heridas  ó  de  bomieidio,  y  esta  debe  ser  la  primera  de« 
claracion  de  la  ley^  mientras  que  el  segando  no  deberá  ser  condenar 
do  roas  que  á  una  pri§ion  por  cierta  tiempo  eii  una  fortaleza,  ó  si  &d 
quiere,  á  otra  pena  corporal  que  no  imprima  infamía^  ni  deshonra. 

Ruede  haber  ciertamente  motivos  que  atenúen  aun  en  estos  casos 
lajresponsabilidad  mminal  del  que  dio  causa  al  duelo  con  sus  atre* 
vimientos.  ó  insultos,  y  que  agraven  en  parte  la  culpada  su  con-^ 
^ario. 

Puede  suceder  que  el  hombre  insolóte  al  principio,  en  un  mo* 
mentó  de  reflexión  ^  de  calma,  cediendo  á  un  sentimiento  do  deber 
ó  áias  amonestaciones  de  los  padrinos,  reconozca  su  error  y  se 
preste  á  dar  al  ofendido  una  satisfacción  decorosa  y  cumplida  ajuicio 
de  los  mismos,  que  es  á  quienes  corresponde  en  este  caso  natural** 
mente  la  decisión^ 

Puede  suceder  que  la  perdona  agraviada  ^e  niegne  á  todo  gene* 
ro  de  reconciliación,  y  entonces<  las  condiciones  variam. 

La  ley,  para  en  el  caso  que  así  suceda,  deba  dejar  al  juicio  de 
los  tribujoales  gran  latitud  para  la  apreciación  de  los  hechos,  como 
en  el  supuesto  de  un  desafío  por  un  motivo  leve,  con  la  sola  restric- 
ción de  que  no  pueda  ejecutarse  su^enteacia,  sino  después  de  con^ 
snltada  con^el  gobierno. 

.  L^  suerte  de  los  padrinos  en  ambos  casos,  contal  que  hayan 
cumplido  con  su  obligación  y  que  no  haya  falta  reparable  en  su  con* 
ducta,  debe^s^  la  absolucbn,  porque  harto  pesar  han  sufrido  con 
el  compromiso  de  un  lance  que  no  ha  estado  en  su  mano  impedir. 

Héaquí  las  bases  que,  con  alguna  mbdiñcacion  en  los  pormeno- 
res, podrían  servir  á  nuestroenlender  para  formulaír  una  ley  sobre 
«í  duelo. 
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Noeslain»^  jmláspefta&de  prii^diide  honores  y  derechos 
poHtícos»  porque  mimvstmtui  6  i^xmAs;  mAtíles  para  un  insolenté 
provocador,  para  «n  daelista  de  oficio;  duras  y  hasta  absurdas  para 
un  hombre  de  hooor^  que  contra  su  voluntad  se  vé  arrastrado  al 
desafío.  Hay  que  considerar  además  que  los  delincuentes  que  las 
merezcan  por  su  conducta  las  sufrirán  ciel'tamente,  porque  en  el  de- 
recho común  son  siempre  penas  accesorias  de  las  señaladas  al  homr* 
cídío  y  ¿  las  heridas,  la  pérdida  de  los  derechos  políticos  y  la  inha- 
bilitación perpetua  ó  temporal  para  honores  ó  destinos. 

Hé  aquí  la  reforma  que  juzgamos  conveniente  en  nuestras  leyes 
sobre  el  duelo. 

Hemos  dicho  los  fundamentos  de  nuestra  opinión  considerando  el 
duelo  en  su  origen^  en  su  historia,  bajo  todos  sus  aspectos,  en  sus 
relaciones  con  (amoral  y  con  la  justicia;  en  sus  relaciones  con  los 
intereses  privados  y  sociales,  con  todos  los  intereses  legUimos. 

Para  concluir  añadiremos  una  sola  observación.  La  legislación 
existente  sobre  el  duelo  ha  caido  ^  completo  desuso;  estamos  ed 
esta  parteen  la  mayor  ansyrquía;  en  algunos  puntos  el  duelo,  cual- 
quiera que  sea  su  resaltado,  no  se  castiga  de  ninganmodo  ni  aun  se 
persigue;  en  otras  partes  se  le  trata  con  severidad,  por  ejemplo,  en 
las  provincias,  en  las  pequeñas  poblaciones. 

Los  espalóles  se  ven  perseguidos  según  el  punto  en  que  viven 
por  un  duelo,  ó  descansan  en  una  completa  impunidad.  Este  estado» 
de  cosas  es  indigno  d&  un  pueblo  culto.  En  Madrid  el  desafío  está 
tolerado  de  tal  modo,  qae  todos  los  días  se  anuncian  en  lois  periódi- 
cos lances  personales  á  presencia  del  gobierno  y  con  mengua  de  la 
autoridad.  Ea  una  ocasión  no  muy  lejana  nuestro  parlamento  mismo- 
ha  dado  muestras  de  apadrinar  el  duelo;  ni  censuro  ni  elogio  esta 
conducta;  refiero  el  hecho,  y  este  hecho  dice  mas  que  cuanto  aquf 
pudiéramos  añadir  en  confirmación  di$  nuestras  doctrinas;  este  he* 
chp  significa  que  el  duelo  podrá  ser  un  acto  tan  repugnante  é  inmo- 
ral como  suponen  los  severos  moralistas,  pero  que  la  sociedad  se 
empdoia  en  juzgarle- de  muy  distinto  modo  que  los  hombres  timora- 
tos y  concienzudos. 

Cirilo  Alvarez* 

Eiey  de  Toledo. 

Una  mala  usanza  se  frecuenta.agora  en  estos  nuestros  Reinos,  que  cuan*' . 
do  algún  caballero,  ó  otra  persona  menor  tiene  queja  de  otro,  luego  le  en-* 
Via  una  carta ,  que  eHos  llaman  Gartcl  ,  sobre  la  queja  que  del  tiene ;  r 
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desta  y  de  la  respoei^  del  otro  viene  á  conolaír,  qnñ  se  salgan  ¿  matar  en 
logar  cierto,  caoa  uno  con  su  padrino  ó  padrinos,  ó  sin  ellos,  según  que  los 
tratantes  lo  conciertan:  y  porque  esto  es  cosa  reprobada  y  digna  de  puni* 
cion,  ordenamos  y  mandamos,  que  de  aquí  adelante  persona  alguna ,  de 
ccudquier  estado^y  condidon  que  sea,  no  sea  osado  de  facer  ni  enviar  los 
tales  carteles  á  otro  al^no,  ni  lo  envié  á  decir  por  palabra;  y  quaíquier  que 
lo  4Sontraiio  hiciere,  siquier  sean  dos  ó  muchos,  cayan  6  incarraa  por  ello 
en. pena  de  aleve,  y  hayan  perdido  y  pierdan  por  ello  todos  sus  bienes  para 
la  iiuestra.Gámara;  y  el  que  rescibiere  el  cartel  y  aceptare  la  respuesta,  haya 
perdido  y  pierda  todos  sus  bienes  para  la  Cámara,  aun(]ue  trance  y  pelea  no 
venga  en  efecto;  y  si  de  ello  se  siguiere  muerte  ó  feridas  y  el  requestador 
quedare  vivo  de  la  requesta  6  trance,  muera  por  ello;  y  si  el  requestado 
quedare  vivo  sea  desterrado  del  Reyno  perpetuamente;  Y  porque  en  los  ta- 
les delitos  tienen  gran  culpa  y  cargo  los  tratantes  que  llevan  y  traen  los 
mensages  y  carteles  desto,  y  los  padrinos  que  usan  con  ellos,  mandamos  que 
ninguno  sea  osado  de  ser  en  esto  tratante,  ni  llevar  ni  traer  los  carteles  y 
mensages,  ni  sean  padrinos  del  fal  trance  ó  pelea;  so  pena  que  por  el  mismo 
fecho  caya  é  incurra  cada  uno  dellos  en  pena  de  aleve ,  y  pierda  todos  sus 
bienes^  y  sean  las  dos  tercias  partes  para  la  nuestra  Cámara,  y  el  otro  tercio 
para  la  persona  que  lo  acusaré  y  para  el  juez  que  lo  sentenciare:  y  que  los 

?|ue  miraren ,  y  no  los  despartieren ,  pierdan  los  caballos  ó  muías  en  que 
ueren,  y  las  armas  que  llevaren;  y  si  fueren  á  pie,  que  pague  cada  uno  seis- 
cientos maravedís,  y  que  estas  penas  se  repartan  en  la  forma  susO  dicha. 

Eiey  de  Felipe  ¥  y  Fernando  ITI. 

No  habiendo  hasta  ahora  podido  las  maldiciones  de  la  Iglesia  y  las  leyes 
de  los  reyes,  mis  antecesores,  desterrar  el  detestable  uso  de  los  duelos  y 
de  los  desafíos,  sin  embargo  de  ser  contrarios  al  derecho  natural,  y  ofensivos 
del  respeto  que  se  debe  á  mí  real  persona  y  autoridad;  y  valiéndose  los  que   ' 
SQ  discurren  agraviados,  del  medio  de  buscar  por  si  la  satisfacción  que  de- 
berían solicitar  recorriendo  á  mi  real  personada  mis  ministros;  habiendo,  ' 
sugerido  el  engaño,  el  falso  concepto  ae  honor,  el  ser  falta  de  valor  no  in- 
tentar ni  admitir  este  modo  de  vengarse,  como  si  la  naoion  española  nece-   ' 
sitase  de  adquirir  créditos  de  valerosa  por  un  camíuo  tan  feo ,  criminal  y 
abominable,  después  de  tantas  conquistas,  sangre  vertida,  y  vidas  sacrifi- 
cadas á  la  propagación  de  la  Fé,  gloria  de  sus  reyes^  créditos  de  su  pátría; 
y  aunque  debo  esperar  de  la  obecOencia  y  amor  de  mis  vasallos,  y  singular-^ 
mente  de  la  nobleza,  que  se  ajustarán  á  esta  nueva  declaración  de  mi  real 
voluntad  en  detestación  de  este  delito,  por  si  hubiere  ouien  se  desviare  de 
mis  reales,  instas  y  paternales  intenciones ,  declaro  primeramente  por  esta 
inalterable  ley  y  real  pracmática,  que  el  desafío  ó  duelo  deba  tenerse  y  es- 
timarse en  todos  mis  reinos  por  delito  infame;  y  en  consecuencia  de  esto, 
mando;  que  todos  los  que  desafiaren,  los  que  admitieren  el  desafio,  los  que 
intervinieren  en  ellos  por  terceros  ó  padrinos,  los  que  llevaren  carteles  ó 
papeles  con  noticia  de  su  contenido,  ó  rociados  de  palabra  para  el  mismo 
fin,  pierdan  irremisiblemente  por  el  mismo  hecho  todos  los  oficios,  rentas 
y  honores  aue  tuvieren  [)or  mi  real  gracia,  y  sean  inhábiles  para  tenerlos 
aurante  toda  su  vida;  y  si  fueren  caballeros  ie  alguna  de  las  cuatro  órde<*  - 
nes  militares  ^  se  les  degrade  de  este  honor  y  se  les  quiten  los  hábitos;  y  ' 
si>  tuvieren  encomienda,  por  el  mismo  hecho  vaquen,  y  se  puedan  proveer  ' 
en  otros;  y  esto  demás  de  la  pena  de  aleves  y  peraimiento  de  todos  sus  bie- 
nes, establecida  por  mis  abuelos  los  reyes  D.  Fernando  y  Doña  Isabel,  en 
la  ley  precedente,  qoé  mando  sea  observadaen  todo  lo  que  por  está  mi  real  '^ 
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pragmiticsi.ao  9e  hftUare  ioooyada.  Y  aaaque  pctf  el  estatuto qoe  tieaen  las 
oréeDes  milUan^sa  preganta  al  caballero  que  recibe  el  hábito,  si' ha  sido- 
retado  y  c^mae  salvó  del  reto,  porque  si  lo  hubiese  sido  y  no  se  hubiese 
saljrado,  le  auitarian  el  hábito,  le  ecbariaa  de  la  orden  ,  y  le  tendrían  por 
infame;  declaro  que  debe  entenderse  al  pres0nte,  como  se  entendió  cuapdo 
se  impuso,  y  no  de  otra  manera;  esto  es,  que  cualqukc  cristiano  que  sien«* 
do  desafiado  por  algún  moro  en  defensa  de  la  Fó  no  admitiere  él  desafio,  sea 
tenido  por  infame,  sin  que  el  referido  estatuto  sea  entendido  en  otra  foroMi. 

Y  si  el  desafio  ó  duelo  llegare  á  tener  efecto  saliendo  los  desafiados,  ó  alguno 
dediles  al  campo  ó  puei^to  señalado,  aunque  no  haya  riña,  muerte  ó  herida, 
sean  sin  remisión  alguna  castigados  con  pena  de  muerte,  y  todos  sus  bie- 
nes confiscados;  de  los  caales  se  aplique  la  tercera  partea  á  hospitales  del 
terxitorío  donde  se  cometiere  el  delito:  y  comenzado  el  proceso  o  cansa  por 
este  delito  con  dos  testigos  de  fama,  como  abajo  se  dirá ,  se  secuestrao  los 
bienes  y  adoiioistraa  dorante  ella;  y  de  los  frutos  se  paguen  los  gastos  que 
se  ofreciere  hacer,  y  se  dé  una  recompensa  razonable  al  admibtstrador;  que* 
dando  tan  solameote  á  los  hijos  del  delincuente  el  recurso  á  los  jueces  de  la 
causa,  para  que  consultándomelo  antes,  les  den  lo  necesario  para  su  preciso 
sustento.  Y  para  que  lo  mandado  por  ésta  mí  real  pragmática  sea  observado, 
inviolablemeqta^  y  evitar  que  por  medios,  indirectos  se  ejecuten  tales;  desa«* 
fios^  declaro,  qve  cualquiera  riña  que  sucediere  después  del  tiempo,  y  en 
otro  lugar  fuera  de  poblado,  ó  en  poblado  en  puesto  retirado  ó  á  deshora,  en 
que  sobrQTinÍQrot^  las  palabras,  ó  otra  cosa  que  dio  motivo  á  ella,  se.  tenga 

Í)or  desafío ,  y  se  cas^gue  como  tal ,  á  fin  de  que  no  pueda  aprovechar  el 
raude  que  pudiera  híiber,  afectando  que  se  encontraron  dé  casualidad  los 
que  vinierpu,  y  no.  de  ca3o  acorado;  y  convenido;  y  solo  podrá  el  jüez-de 
la  ^ausa  minorar  el  rigor  de  la  pena  ordinaria,  cuando  por  vehementes  con<« 
jeturas  y  presimciones  ^e  probare  que  no  ha  precedido  desafíe  6  cénvencidn 
devenir,  Y  porque  el  poder  y  autoridad  de  los  delincuentes;,  y  el  recato 
con  que  ae  comete  este  delito  dificultan  su  probanza  y  averigaacion ,  mando, 
qup.  se  pueda  probap  con  testigos  singulares,  indicios  y  cosjeturas;  de  ma- 
neta qu9  las  probanzas  sean  igualmente  privilegiadas  en  esta<  delito  que  en 
el  de  iesarm^estiadj.  Y, asimismo  mando,  que  si  el  delito  se  probare  con  dos 
testigos  4é  fama,  ó  de  autoridad;,  no  püdíeodo  ser  habido  y  preso  el  reb,  siA 
guiéadose  la  éüíusa.por  los  términos  señalados  en  las  de  rebeldía ,  y  4ontro 
de  dos  meseSf^^piieade  publicada- la  sentencia  no  sé  prosentai^e  en  ia^cár^ 
ceí,  se  tenga,  pcnr  convicto  ircemisiblemeiüte  en  cuanto  al  perdimiento  de  sus 
bienes,  sin  4]U6|,  para  la  pena  corporal  pueda  iai^ás  ser  oido  para  su  desear «< 
go<,  ni  admitiido.  pqr  mis  secretarios  memorial  alguno  suyo,  ni  do  otro  en 
su. nombre  ni  ep  su  favor,  que  no  fuere  preseatándode antes  en. la  cáreeL 
Todos  los.qjuot  vÍQreq  y  miraren  los  desafíos,  cuando  riñen,  y  no  lo  emba* 
razaren,  pudieA^o  <ÓiQO  fueren  luego  á  dar  aviso  á  la>jastidai  sean* conde- 
nados en  sm  meBo^.de  prí^ion  y  multado» en  la  tercera  parte  de  sus  bienes* 

Y  porqu$  (os  g^^e  han  tenido  algún  desafio  pueden,  refugiafée  en  algonas  ca^ 
sas  de  grandes^  nobles  ú  otras  personas  .de  mis  reinos ,  dedmo,  que  toídqs 
lo$  que  tuvieren  refugiados  en  sus  casas,  de  cualquier  estado,  ^aaó  ó  eon* 
dícion  que  sean  los  taUs  delincuentes,  sabiendo  que  lo  son,  ó  después  dé 
serpública.lft  óoUciatdel.deiite,  incurran  en  las  penas  á  que  por  derecho  y 
y  leyes  á^  o^is  reinos  son  tenid^is  losreceptores  de  otros  delincueatesi.jfan- 
do  á  todps  los  tribunales  )r  justicias,  gue  luego  auo  tuvieren  noticia  de  alk 
gon  desafío  no  pierdan  tiempo  en  ejecutar  toao  lo  que  por  esta  mi  ¿eali 
pragmática  se  manda;  y  cualquier  leve  descuido  que  en  esto  tuvieren  sea 
castigado  con  la  pena  da  aospension  de  sus  oficios ,  y  Ja^abitidad  de 
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t)tros  por  seis  años;  y  si  la  omisión  fuere  grave^  ó  incurrieren  en  dolo,  seaa 
castigados  como  )MUf|icipftnI<es  y  cdppliceff  ^qí  d^^to,  priiu^ipak  Y  porque 
las  justicias  ordinamé^^así  áe>^41ás  eximidas  eemcde-s^iono,  lugares  da 
•órdenes  Y  abadengo,  suelen  ser  omisaA. .aula  ayeriguacion  de  este  delito» 
muzclánaose  en  el  punto  de  honor,  por  ser  parientes  de  los  delincuentes^  y 
concurriendo  en  el  silencio  por.  copteippliNlri^^'ó  temor  de  los  poderosos» 
^e  son  los  que  suelen  atentar  éste  déliiot  marido'  á  todos  mis  corregidores 
^ue  luego  que  llegue  á  $u  noticia  que  {la  habido  algiin  desafío  en  algún  lu- 
^ar  deltferriíóípio  de'  sü  alcabalatório^  pasen  lal  talTugar,  y  sin  necesitar  de 
tomar  el  uso,  procedan  á  lajMearígiíacioa y  easligo  d«  los  reos,  recogiendo 
los  autos  que  se  tiubieren  hecho  por  las  justicias,  sustanciando  y  determi- 
nandoJapai|saea«oafornjjdad  do  lo  prevenido  en  esta  praj^mática ;  paira 
lodo  lo  cuaf  fes  doy  comisión  en  forma^  tatn  amplia  como  áe  derecho  sé  i4- 
qui^re;  y  les  mando  me  den  ayiso  de  su  partida,  y  de  todo  lo  que  fviMm 
obr^iido  y  resultare  eo  Quan^oi  la  aveciguacion.  Yhabieqdo  mostrado  la  esh 
pefíencia  que  el  rigor  de  las  leves  se  frustra,  porque  las  justicias  ordinarias 
templan  las  penas  légales,  no  llegandé  ni  aun  la»  noticias  de  las  causas  á  loa 
'trii)ua|lea  supeirioves,  poi*  oohidirto  Promotores  fis^^ie»,  y  por  el  sUei^cíQ» 
popreza  ó  iapartamieqto  de.lc^iqt^resjadqs;  n^do:que  toda^s  la^.  senjtencias. 
que  sobre  esííe  delito  dieren  los  corregidores^  sieqdo  en  el  distrito  de  su  ja- 
risdioeioní  el'desafio,  ó  en  el  «distrito  de  las  ordena,  ó  dentro  de. be  veitita 
le»us,daláC9?t9|la3  0o^si4UeQ'ConelGoo$aioi  y  sienda,QQja^  ^ilUsexir 
midas,  lugares  de  señorío  y  abadengo,  fuera  de  las  veinte  legui^,  lascpnsul- 
ten  con  las  chancillerias  y  audiencias,  y  que  estas  hayan  de' dar  aviso  al  mi 
cotifeM^da .  la  que  «n  vista  da  tas  i  ccRosuUáa  posoUrteiBa.  Y  ponqué  al^atios 
por ^i^facer  pop  mas.  libertad  á  su  Vien^axiza»  ^9  {>ue4?i^  del  medio  de  á^ 
sanar  á  otros  señalando  lugar  fuera  de  mis  reinos^  o  en  las  fronteras  de  ellos, 
deiilaro;  que^ésto^  tales  eeán  tambieti  comprendidos  encesta  mi  roalrprag->« 
m^^ca,.attpq)i^,eMug(|r,donde  hutúe^renireñido  esté fi^^ra^? jqAÍSrrf^^aosy, 
dominios.  Y  para  que  la^  causas  que  se  hicieren  por  este  delito  no  se  emba^ 
racen  ni  suspendan  con  pretesto  alguno,  mando  que  sean  privilegiadas ;*  da- 
inaoóia  qüeífii  por  hallarse  preso  et  detíncaente  por  otro  detíta<y  aa  airo 
jugjRaf|o>  ni  en  virtud, de  declinatoria  de  fuero  milUjir)  ai  dex)tra  cuMquiefs^  t 
caTm^d  que  sea,  no  puede  impedirse  el  curso  de  las  causas  que  se  hicieren 
por  este*  detko,  en  el  cual  tampoco  ha  dé  haber  lugar  la  prescripeion.  K 
pai^  que  ao'  sea  nocesário  poner  en  ajecucáon  la  justa  severidad  dae^ta  mi 
Teal  pragmática .  exhorto  a  mis  fíeliss  y  amados  vasallos  vivan  con  la  paz» 
unipu  y  concordia  necesarias  para  sú  conservación,  la  de  sus  familias  y  la 
del  Estado  I' guardando  entré- sí  la  correspondencia  y  el'  respeto  qoa  uaps 
d^^á  ot|Pos(y  ii^gif^qi^U  calidad  y  estado;  Jhaci^ado,ca4f^:m^Jp,qiie,pu/Qda 
para  evitar  todas  las  diferencias,  contiendas  y  querellas  que  puedan  dar  caa« 
sa  á  procedimientos  de  hecho;  en  lo  cual. reconoceré  un  efecto  singlar  da 
:s«.obedieaieiafjy  ataúcion  á  mis  véales: évdenes,  teitíéndoio  coqio  lo(te|iigO|  por 
mas,  conforme  á,.la$  máximas  del  verdadero  hooor,  como  loes  á  las  rj^las, 
d'eV Evangelio.  Y  encargo  á.los  grandes,  nobles  y  personas  dé  mayor  autow 
rWká^en  mis  reinos,  que  se  apliquen  con  el  niayor  cuidado  y^Tigüaneta  á 
t^niMiar.y  componer-  tod^  1^»  diferencias  y  disgustos  qiiec  sobrevinj^fei^ 
entre  mis  vasallos,  para  evitar  las  consecuencias  qu9  pueden  seguirse  y  pcar 
sionar  que  se  incurra'en  el  delito  que  nuevamente  se  detesta,  y  ^uedaprohif*' 
llü^  pat  fasta  imitaal  pragm&tka ,  ia  cual^  quiero^  qoa  taoga^  maosa  daLiey, 
como  si  fuese  hecha  y  promulgada  en  Cortes;  y  mando  sea  pregonada  ea 
esia  y  en  tbitas  las  canezas  de' partido,  villas  y  lugares  de  estos  raínos'i  parar 
que  ninguno  pueda  pretenderignorai^oia^:  ;  ;       ) 
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soire  qa0  m  procede  la  retToidicadaí  de  los  efectos  fdúioos  al  fwMiK 

lefim  el  derecho  ceistitaído. 

A  esta  grave  caestion  ha  dado  lagar  un  reciente  fallo  de  la  Áa- 
diencia  de  Madrid,  y  sin  embargo  de  que  ha  sido  decidida  en  favor 
de  la  reivindicación,  y  sostenido  ó  apoyado  por  los  letrados  D.  Do- 
mingo Rivera,  en  la  estensa  memoria  que  ha  publicado  en  la  Revis- 
ta GBNSaAL  DE  LeGISLAGIDN  Y  JuáiSPRÜDENCIA  (1) ,   y  por  D.  José- 

González  Serrano  en  El  Faro  nacional  no  quiero  dejar  (te  manifestar 
mi  opinión,  por  ser  una  de  las  cuestiones  mas  importantes  y  lras->^ 
cendentales  al  comercio,  á  los  intereses  de  los  particulares,  y  á  los^ 
generales  de  la  nación* 

Por  grande  que  sea  la  reputación  que  se  han  adquirido  en  el 
foro  los  Sres.  Serrano  y  Rivera ;  por  mucho  que  sea  mi  respeto^ 
hacia  las  disposiciones  de  los  tribunales,  y  á  pesar  de  estar  prevenid 
da  la  opinión  con  los  citados  escritos,  no  tengo  reparo  en  emitir  la.^ 
Qua  de  un  ínpdo  contrario  á  la  de  dichos  señores. 

No  se  me  oculta  la  desventaja  de  tener  que  lachar  con  letrado» 
de  reconocida  nombradía,  que  han  hecho  un  estudio  ex  profeso  de 
ana  cuestión  que  han  tenido  que  sostener  y  discutir  minuciosamen- 
te ante  los  Tribunales;  mas  á  pesar  de  todo  cumple  á  mi  deber  acu-*^ 
dír  al  campo  de  una  ilustrada  y  razonada  discusión  cuando  se  trata^ 
de  intereses  culminantes,  de  derechos  cuantiosos  é  importantes,  de 
cuya  decisión  pende  no  solo  la  suerte  de  las  familias  sino  el  crédito^ 
de  la  nación. 

Mi  opinión^  repito,  es  contraria  á  la  reivindicación  de  los  títulos 
al  portador.  Sin  desconocer  los  principios  sentados  por  aquellos  se- 
ñores, no  puedo  admitir  sus  consecuencias  de  una  manera  tan  lata,, 
dé  un  modo  tan  estenso,  que  no  admita,  según  los  casos  y  según  la 
dasá  de  valores  y  operaciones,  alguna  distinción. 

Es  cierto,  es  positivo,  está  fuera  de  duda,  que  la  cosa  clama  por 


(i)   Yéase  la  pág,  81  de  este  tomo» 
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'^a  dueño,  y  que  al  que  le  ha  isido  robada  puede  perseguirla,  puede 
Ireiviudicaria  del  ladrón  ó  del  que  la  hubiese  adquiridOi  sabiendo  que 
€ra  robada.  Pero  esto  tiene  sus  limitaciones,  y  por  consiguiente  no 
jprocede  ea, todos  los  casos,  en  todas  las  operaciones,  sin  escepcion 
alguna,  como  se  ha  querido  suponer.  Hay  casos  en  que  no  procede 
*la  restitución  de  la  cosa,  aunque  no  sea  legítimo  el  origen  de  la  po- 
isesion,  sí  el  poseedor  la  ha  adquirido  por  un  medio  legal  ignorando 
«1  vicio  de  la  cosa» 

No  se  alarmen  nuestros  lectores;  no  crean  que  somos  el  eco  de  tos 
compradores  dé  títulos  robados.  No,  nada  de  eso.  Somos  escritores 
independientes  é  imparciales  que  venimos  aquí  á  sostener  nuestra 
opinión  sin  que  nos  arredren  estas  calificaciones  ni  las  impugnaciones 
de  ningún  género,  y  en  verdad  que  hubiéramos  deseado  que  su  au- 
tor las  hubiese  omitido  en  una  cuestión  ardua,  de  difícil  resolución, 
en  la  que  caben  todas  las  opiniones  y  en  la  que  es  tan  necesaria  la 
discusión. 

Los  que  sostienen  la  opinión  favorable  á  la  reivindicación  de  los 
títulos,  parten  del  principio  de  que  el  ladrón  ó  encubridor  del  delito 
jamás  puede  hacerse  dueño  de  lo  adquirido  por  malos  medios.  «El 
tque  se  hallare  (dicen)  con  una  cosa  ajena,  nunca  la  hará  suya,  des- 
«pojando  de  sus  derechos  al  antiguo  propietario.  El  que  comprare, 
»aun  que  fuera  con  buena  fé,  á  uno  que  no  era  dueño  de  la  cosa 
«vendida,  permutada,  etc.,  no  tendría  mas  derecho  que  el  que  se  lo 
•cedió,  permutó,  ó  entregó  por  cualquier  otro  concepto.» 

Fundados  en  estas  teorías  ó  en  éstos  principios,  es  como  pre- 
benden sostener  que  puede  y  debe  tener  lugar  en  todos  los  casos, 
sin  escepcion  la  reivindicación  de  esta  clase  de  valores.  Respetamos 
*€sta  opinión  porque  es  preciso  respetarlas  todas  en  el  campo  de  la 
discusión.  Es  verdad  que  en  tesis  general  no  puede  prescribirse  la 
cosa  que  ha  sido  robada  ó  forzada»  mas  es  preciso  hacer  una  distin-^ 
ción  entre  el  ladrón  ó  el  poseedor  de  mala  fé,  y  el  que  la  ha  adqui- 
rido de  buena  fé,  y  por  justo  título,  ignorando  el  vicio  de  la  co^a. 

En  cuanto  al  primero,  es  cierto  que  no  puede  hacerla  suya;  pero 
^n  cuanto  al  segundo,  esto  es,  al  que  la  ha  adquirido  de  buena,  fé  y 
co^a  justo  título,  y  que  la  posee  pacíficamente  por  el  término  prescri- 
to por  la  ley,  este  purga  el  vicio  original  y  primitivo  que  afectaba  la 
cosa.  De  aquí  se  desprende  que  no  puede  reconvenírsele  como  po- 
seedor de  mala  fé,  ni  obligársele  á  la  restitución  de  la  cosa  sin  des- 
truir la  prescripcfon,  que  es  un  medto  de  adquirir  un  derecího  ff'de 


pitearse  de  i)&a  obligación.  El  qu6  prescribe  se  .asemej^t  hV/jae^ffií^ 
gá.  El  curso*  del  tiempo  ordeoado  por  la  ley  es  una  especie  de  nú>* 
neda  que  estingue  y  disuelve  las  obligaciones*  Véase  Olive.  Quo^^ 
'Notabl,íib.Í,caf.l, 

Esta  misma  distinción  la  hallamos  dentro  del  art.  116  del  C¿ái* 
gó  penal  que  se  invoca  por  los  sostenedores  de  la  opinión  contr^f ia: 
y  que  después  de  haber  ordenado  la  restitución  de  la  cosa/ dice  asir 

«Esta  disposición  no  es  aplicable  en  el  daso  de  que  el  tero^ro^ 
baya  prescrito  la  cosa  con  arreglo  á  lo  establecido  por  las  l^^s  ci- 
viles.» . 
.  Se  vé  por  ésta  disposición  que  los  mismos  legisladores  de  aquelí 
Código  reconocieron  que  aunque  la  cosa  hubiese  sido  forzada  é  4^- 
tentada  podia  estar  exento  de  la  restitución  el  que  la  hubiese  pres- 
crito con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  lo  qiie  necesariamente  iba  de 
entenderse  con  los  ^ue  la  han  adquirido  con  justo  título  y  buena  fé. 
'  Véase,  pues,  como  él  principio  de  restitución  ó  reiviadicacíoa  de 
los  efectos  públicos  no  es  tan  general  y  absoluto  como  se  ha  senta- 
do, y,^e  tiene. sus  limitaciones  en  el  mismo  Código  penal.  Por  esa 
hemos  dicho  antes,  que  hay  casos  en  que  no  procede  la  restitución 
de  la  cosa,  aunque  sea  vicioso  el  origen  de  la  posesioa,  y  creemos 
haber  demostrado  esta  proposición. 

Ahora  bien;  si  no  procede  esta  reivindicación  ó  restitución  en  eL 
caso  de  prescripción ,  si  por  medio  de  ella  se  lava  el  vicio  de  la  cosa^ 
¿por  qué  no  puede  también  en  algún  otro  caso,  auuqúe  muy  rara,, 
depurarse  este  vicio  y  eximirse  de  la  restitución?..... 

Desde  él  momento  en  que  hemos  probado  que  el  artículo  116  del 
Código  penal  no  tiene  una  aplicación  absoluta  y  sin  limitación,  que- 
da demostrado  que  no  procede  la  restitución  de  lá  cosa  en  los  casos^ 
en  qite  obra  la  prescripción  co/n  arreglo  á'las  leyes  civiles,  como  ¿i- 
c6  él  mismo  artículo. 

Si  la  ley  obrara  dé  otro  modo,  si  la  aplicación  del  citado  artícelo 
116  fuese  tan  generaly  absoluta,  como  se  ha  querido  suponer,  no  ha- 
bría ningún  caso  en  que  se  mirase  á  los  poseedores  como  propiéta- 
tios  de  la  cosa  ó  cómo  libres  de  la  restitución  ó  reivindicación,  ni 
htíhria  térihinps  hábiles  piara  poner  un  justo  y  razonable  límite  á  íos 
muchos  testigos  y  causas  criminales  que  se  promoverían.  El  desor- 
den, la  incertidumbre  y  la  confusión  estarían  á  la  orden  del  dia. 

La  prescripción  se  considera  entre  todas  las  instituciones  socía- 
li^scQfiáo  la  mas  necesaria  al  ór^en  público,,  y  no  sin  Jca%on.ha  sido 
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fUiíjiíln  porios^ntígiios  patíroná  del  .género  hfnaáho/ jwArona  'gén^ 
ri8  humanif  y  finde  Itís  coidaéos  y  ansiedades,  iínes  íúlHeUudimmyÍL 
eaosa  de  tes  torvictús  4|tie  hatee  ^á  la  spttedadmaaléáieüda  la  faz  y 
iBte^liilidad  «Élie  4ol  honteés  7 « oertando  t  ¿Nn  '>nüiiiero  ^de  l«s 
':|^eilos. 

Si  IO0  romanos»  si  ^({ttcllos  mismos  qve  santíonarcÉidiMirio  príá- 
cipio  de  que  la  cosa  clama  por  sa  dueño,  res  úbicumque  iU  pro  suo 
iamino  oUnmñtp  se  VmM  precisados  á  eslabteter  el  prineipio  de 
preseripoíoa  para  evilar  ks  imekos  emdadds  y  afanes  y  im  gran  nd- 
mero  deipleitosá  la  sodedad,  en  toda  dase  de  liienes,  ^no  ha  de  ba^ 
•ber  inconveniente  en  que  se  faaga  estensívo  este  anflao  principio 
entre  nosotros  denn  modo  ^nas  lato  y  sin  limítaoieii  de  ikmpo  para 
cierta  dase  de  valores* 

Como  ni  Jos  romaoos  ni  D.  áionso  el  Sabio  conociermi  los  t{r 
tnlos  al  portador  ni  las  operaciones  de  la  Bolsa,  ctueaecesariaménte 
ifib^  hacerse  oon  rai^zy  con «1  asentimiento  déla  confianza 
.  púUica,  resolta  qae  no  dictaron  ninguna  regla  sobré  esta  clase  de 
operadones.  Pero  n^umlmeate  se  «é,<  que  si  hubiesen  Megado-á  có- 
iiQ^rlas^  si  hubieran  (tenido  esta  dase  de  documentos  ó  títulos  al 
fN)rtodk»rbf|bieran' también  estabieeMo  reglas  segaras  para  garantirr 
los  debidamente  y  para  asegurar  en  la  posesión  de  los  mismos,  no 
al  ladnmnial  usurpador,  porque  estos  sollo  merecen  «reprobádon  y 
castigo,  sino  al  que  los  hubiese  adquirido  de  buena  f6  por  un  títulb 
traslativo  de  dominio.  Los  legisladores  que  dictaron  leyes  para  la 
.prescripdonde  ledaclase  de  bienes,  asi  mueblea  comoinlmKbles  de 
«m  modo  tan  lato,  no  hubieran  dejaido  por  cierto  de  establecer  sali- 
das, ^rantíasálayor  de  Jos  te&e^res  de  buena  fé  de- estallase  de 
valores. 

Asi  es  que  los  legisladoras  franceses,  sin  embargo  de  haber  se- 
.guido  paso  á  paso  la  leg^jjacion  romana  en  la  formación  del  Código 
de  Ns^leon,  á  la  (qpie  dieron  el  nombre  d|e  razoa  esoritaf  estable- 
cerán en  su  artículo  2^80  que  «si  el  poseedor  actual  de  Ja  6q%9,  ro- 
chada ó  perdida  la  hubiese  comprado  en  una  feria  ó  mercado  públi- 
4C0»  ó  de  un  oomerdante  que  la  vendiese»  eu  semejantes  tií^s  el 
»dueSo  originario  no  pod^á  lograr  su  recobro,  sm  iquepüimero  eh- 
•9  tregüe  al  poseedor  el  predo  que  le  ha  costa<lo. » 

Efí  otras  nadones  mas  adelantadas  que  la  nuestra  en  la  deuda 
.económica  se  persigue  ai  ladrón  de  los  títulos  al  portador  heasta  los 
l^oíses  masremotosi  se  lesojeta  álascensecuenoias  de  sadeUto  aun- 


376  ainsTA  de  LicisLiuaioii. 

qne  trate  de  ocnllarse  en  los  Estados^Unidos;  pero  no  se  motestá 
de  ningún  modo  á  los  poseedores  de  diehos  títulos* 

El  Rey  D.  Fernando  YII,  deseando  imitar  la  conducta  de  estas 
naciones  y  de  aquellos  sabios  legisladores  al  establecer  en  Madrid 
una  Bolsa  ó  Lonja  de  negociación  pública,  por  Real  decreto  de  iO 
de  setiembre  de  1831  y  en  su  artículo  T*^  dispuso  literalmente  lo 
siguiente: 

ttLóséfectos  públicos  vendidos  en  la  Boisai  ya  sea  qM  estén  emi- 
tidos al  fMnrtador,  ó  ya  lo  estén  á  favor  de  persona  determinada,  no 
están  sujetos  á  r^iviniicaeionf  y  su  enajenación  será  válida  y  sub- 
sistente, consumado  que  sea  el  cootráto ,  aun  cuando  el  vendedor 
los  poseyese  dé  mala  fé,  salva  la  acción  del  legítimo  propietarb  con- 
tra el  mismo  vendedor,  ú  otra  persona  que  tenga  responsabilidad  le- 
gal en  los  actos  en  que  haya  sido  desposeído  de  los  efectos  ó  defrau- 
dada su  propiedad.» 

Esta  disposición  es  altamente  sabia  y  benéfica,  porque  sin  esta 
garantía  para  los  adquisidores  de  los  efectos  públicos,  estos  no  po- 
drían subsistir  en  la  rigurosa  acepción  de  la  palabra.  Estos  títulos 
acreditan  la  persona  del  tenedor;  por  eso  se  dicen  al  portador ^  por- 
que han  de  pagarse,  no  á  la  orden  ó  por  endoso  de  determinada  per- 
sona, sino  al  que  los  tiene  en  su  poder.  Asi  es  que  no  debe  para  el 
pago  de  los  mismos  exigirse  justificación  alguna  de  la  identidad  de 
la  persona  del  portador.  La  posesión  presume  el  domiúio.  PossessoTy 
ergo  dontinus. 

Cuando  la  ley*  nos  concede  un  derecha),  nos  concede  también ,  al 
menos  tácitamente  y  por  vía  de  consecuencia,  todo  lo  que  es  nece- 
sario para  ejercerlo,  aun  cuando  esto  no  se  haya  esplicado,  porque 
no  puede  querer  el  fin  sin  querer  también  los  medios  de  llegar  á  él, 
fine  concessó,  concessa  intelliguníur  media. 

Hay  sin  embargo  una  persona  responsable  de  esta  clase  de  ope- 
raciones que  se  hacen  en  la  Bolsa,  y  esta  persona  es  el  ájente  ó  el 
corredor  que  interviene  en  la  operación  ó  en  el  traspaso  de  los 
títulos. 

Este  ájente,  como  que  es  el  responsable  de  la  operación,  tiene 
buen  cuidado  de  tomar  todas  las  noticias  que  estime  necesarias  ó 
convenientes  para  cerciorarse  de  la  procedencia  y  legitimidad  de 
aquella  clase  de  valores  y  de  las  demás  circunstancias  del  vendedor, 
c  Ningún  ájente  dé  crédito  (como  diced  Sr.  González  Serrano)  se 
»lanza  á  intervenir  en  una  operación  que  le  ofrezca  el  primer  des- 
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•conocido,  porque  sa  obfigacion  es  saberbien  quien  presenta  la  mer- 
»caderla  y  la  garantiza,  asi  como  todo  EscritÑmo  dá  fé  de  conocer 
9ÍL  los  contrayentes:  y  los  ajentes  de  Bolsa  no  son  otra  cosa  que  de* 
•posilarios  de  la  fé  pública  en  las  operaciones  bursátiles. » 

Véase,  pues,  como  según  las  mismas  teor(as,  según  los  mismos 
principios  sentados  por  nuestros  adversarios,  no  podrá  ocurrir  el  caso 
de  (piedar  estiafado  ó  defraudado  en  sus  intereses  el  que  ha  tenido 
la  desgracia  de  ser  robado  ó  desposeído  ilegalmente  de  aquellos  tí- 
Uilos,  aunque  se  admita  el  prindpio  de  la  no  reivindicación,  porque 
hay  un  ájente  que  debe  dar  raaon  de  la  persona  del  vendedor  si 
han  sido  vendidos  en  la  Bolsa  con  las  formalidades  prescritas  por  las 
leyes  de  la  misma,  que  es  en  el  dnico  caso  en  que  de  absoluta  con- 
formidad con  el  citado  Real  decreto  entendemos  que  no  procede  la 
reivindicación  de  los  efectos  públicos,  porque  hay  quien  garantiza 
la  operación.  . 

La  disposición  deleitado  artieuto  es  sabia,  benéfica  y  previsora, 
porque  sin  lastimar  los  derechos  de  la  persona  que  ha  sido  robada 
ó  desposeída  de  aquellos  vaionis,  dá  á  los  compradores  todas  las  ga- 
rantías que  son  convenientes  para  inspirarles  la  confianza,  tan  ne- 
cesaria en  esta  clase  de-  operaciones,  de  que  no  serán  desposeidos  de 
ningún  modo  de  los  valores  que  de  esta  suerte  adquieren  al  ampa- 
ro de  la  ley  y  con  la  intervención  de  uno  de  los  ajentes  respon- 
sables. 

Por  eso  entendemos,  que  aunque  pudiese  ofrecer  alguna  duda 
si  el  citado  Real  decreto,  que  es  una  ley  del  reino,  ha  sido  deroga- 
do por  otro  posterior,  aunque,  en  Ao,  se  le  considerase  derogado  por 
una  regia  de  sabia  y  benéfica  interpretación  y  por  disposición  espre- 
«a  y  terminante  de  nuestra  legislación,  debe  aplicarse  en  la  cuestión 
<iue  nos  ocupa  el  citado  articulo  7.^  de  la  citada  ley  de  1831  reco- 
pilada en  la  colección  oficial  de  Decretos ,  tomo  16,  pág.  375^  con 
preferencia  al  derecho  romano  que  citas  nuestros  adversarios,  según 
la  terminante  espresion  de  la  nota  segunda ,  tít.  2 ,  líb.  5."^  de  la 
Novísima  Recopilación,  que  dice,  que  se  observen  las  leyes  patrias 
con  preferencia  al  derecho  romano  y  canónico,  aunque  no  estén  en 
dicho  Códigoi  y  que  sí  en  la  RecopilaGion  se  encuentra  alguna  ley  ó 
pragmática  suspendida  4  derogada,  se  haga  aplicadan  de  la  misma, 
eitando  ocarra  alguna  duda  sin  que  haya  ley  tíára  que  la  decida. 

Las  leyes  deben  proteger  siempre  los  intereses  creados  por  las 
,  mismae.  Si  por  ellas  exislen  los  títulos  al  portador,  que,  como  he- 
Tono  XVI.  48 


mos  dicho»  Ba  8e«oaooieron  4Di  tiemp»  de  M  rornaaos,  fnedesoilon^ 
.^e  «e  garanticea  los  traqiasés  y  kfi  operacióim^e  ise  ^iui«l 
avparo  y  segan  Ja»  reglas 'CBtabteeída^.por  estas  míBiiiasJeyeb;  y 
que  el  que  así  les^idqiüeisa^wigaíitfta/se^dád,^ 
soluta  de.queaaj[K>dri'MDCfrlkear  el  oaso  de  ser  desposeído.  Sin 
e3ta  isonfianza,  siuiesla,  seiguiidad  roo '  pueden  subsistir  los  tiliriosial 
portador,  y  es  oeeesarioteQtoficee  qtese  iriiroguéü'é  que  ee^éü 
sus  teoedoresi  esta^gamaíte. 

Es  preciso  cMtelioerae«de  iquéieales  tftaios.y  las  operadenes  úk 
Bolsaae rigen;por sna  legisfeicMi  ^petíial  á  la qoe  deben  su  exié- 
tencía  y  su  origen,  y^oeiesia  legidameb'eslnny  distinta  del -dere- 
cho romano  y  del  CódigatpiMial^  que  han  sido  dictados  peora  los  ne- 
.godos. coinune»gr  generake,  nmy'dísiiitds  por^eierto  de  les  M  eok 
aiBrcioy  delaBolí^ 

Por  consiguiente,  en  esta  misyna  legislación  debemes  basesr  «h 
solución  del  negocio  quíe  nos  Of^tpii,  innlreeiifMir  al  derecha  aiHl  ni 
al  p^al^que  no  se  han  oeiqi^ado  de4fferaoioBes  ininátíies  niMsotti^- 
eialesi,  cuando -hmi  sido  heehas  con  arreglo  á  las  leyes  de  la -Bolsa. 

Ades^  que  la^  cuestiones  promovidas  y  que  se  promnetan  en 
los  Juzgados  y  Tribunales  sobreestá  dase  dé  valores  édoeunenlos 
ali^rtador,  bandeiesolvemev  no.por  las  le]w  dddereotio  roraano, 
no  por  losartfculoB  del  'Código  penal,  sino^con  nrregio.ile^resori* 
topor  el  Código  de  Comercio  y  por  la  legislación  especial  dé  ia 
Bolsa. 

M  en  aquel  Código,  ni  en  esta  legislación,  que  se  ditíevigente, 
se  han  dictado  reglas  sobre  la  retyindicacien  deles' tíiulofi  al'<peiith- 
dcNT.  Pieria  misma  razón*  de  que*  no  pueden  reivindicarse  fCuasRko  ham 
sido  adquiridos  legítimamente,  In  ley  bafguacdado  también  süeneio 
sdire  la  prescripícien  de  las  efectt^s:  pubtioos,  ni  se  ha  previsto  el 
caso  que  ha  venido  á  ocupar  ia  atención  del  «páUico  y  de  los  Tti* 
bunales;  luego  en  este  y  en  los  demásque  ocurran  de  igual  'natu- 
raleza debe  haeerse  apUeacion  del  citadoiurltoulo  7  de  la  ley  delO 
de  setieaitNPe  de  dSSly  Aúnenla  hipótesis  de  considerarle  derogada 
estaley* 

Laley^iene  fneiza perpetua,  mientrasr no  sederogue.  Ley  i4, 
m.  2,  Ub.5.''  de  ia  Noík  Bec.  Puede  derogarse  espresa  ó  tieitanien- 
te:  «e  deroga^presamente,  cuando  es  Abolida  ó  revocada  por^atm 
ley  en  iérminos  formales:  se  deroga  tácitamente  ««itodo'S^  >e$table- 
ee^una^nuQ^  ley  que^  sin  reteoar  óMuiár  teatttalmenle  la^iHüigm^ 
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itqa^w  dipfoaioiooes  iacompatibles  con  ella,,  tiendo  'de  observar 
«qaeen  este  caso  no  quedan, abrogadas  otras  disposiciones  que  \^^ 
que -son  positivamente,  incompatibles  con  la. nueva  ley,  según  ^e^^ 
.pirincipio  Posteriores  leges  ad  priores  pertinent,,  nisi  contrarío^  mt, 
ley  28,  Di^.  de,legíbm. 

£1  citado  Real  decreto  de  iO  de  setiembre  de  1831,  que  es  upa 
verdadera  ley  del  reino,  uo  ha  sido  derogado  por  lo  que  respeeta^al 
4u:tíeulo  1.°  ni  espresa  ni  tácitamente.  No  ha  sido^derogado  e^pre^- 
íiñente,  por  el  articulo  adicional  de  la  ley  provisional  en  que  pre- 
tenden apoyarse  nuestros  adversarios,  porque  este  articulo  solo  de- 
roga cucdesqüiera  disposiciones  en  cordrariOf  ó  que  sean  contrarias 
á  la  citada  ley, provisional;  y  el  mentado  articulo  7.^  no  le  es  con- 
trario, puesto  que  nada  se  dispone  por  dicha  ley  sobre  la  reivindi- 
cación de  los  valores  al  portador.  Menos  lo  ha  sido  por  la  ley  provi- 
sional de  8  de  abril  de  1846  que  siguió  el  espíritu  del  citado  Real 
decreto  de  1831,  como  lo  reconocen  nuestros  adversarlos.  Ni  esta 
ley  ni  otra  alguna  de  Bolsa  contiene  ninguna  disposición  incompa- 
tible €on  dicho  articulo,  y  por  consiguiente  no  ha  sido  derx)gado  tá-^ 
cita  ni  espresamente,  según  la  citada  ley  del  Oigesto. 

Por  el  contrario  debe  considerarse  vigeAte  el  mentado  artículo, 
Bo  solo  por  las  razones  espuestas,  si  que  también  por  lo  dispuesto 
en  el  Real  decreto  de  8  de  febrero  de  1851,  que  tuvo  por. principal 
objeto  «despojar  á  las  operaciones  de  la  Bolsa  de  toda  formalidad, 
»que  sobre  inútil  las  dificulta  y  retarda,  restableciendo  (dice)  en  ta$: 
^operaciones  al  contado  la  sencillez  que  tenianpor  la  legislaciort 
de  1831.» 

En  presencia  de  esta  manifestación,  que  contiene  la  esposicion 
de  este  Real  decreto,  nadie  podrá  negar  las  tendencias  á  restablecer, 
.  ó  por  lo  menos  á  considerarse  vigente  por  S.  M.  todo  cuanto  puede 
facilitar  la  sencillez  y  las  operaciones  de  la  Bolsa,  s^gun  la  citada 
legislación  de  1831;  de  modo  que,i^jos  de  haber  sido  derogado,  pue- 
de muy  bien  sostenerse  que  fué  considerado  en  su  fuerza  y  vi^or  et 
artículo  7«^  del  Real  decreto  de  1831,  por  cuanto  no  puede  dudarse 
que  facilita  poderosamente  esta  clase  de  operaciones,  que  es  el  ob- 
jeto que  se  propuso  la  ley,  por  la  grande  confianza  que  inspira  á  los 
que  adquieren  en  la  Bolsa  los  espresados  valórese  titules  al  por- 
tador. 

El  mismcpoder  que  han  establecido  las  leyes  es  el  solo  que  pue- 
de déstci^irlas.  Ejiís  Ast  tollere  l^em,  oujm  e»t  condere.  De  esto  se 
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'^igae,  que  la  ley  de  i851,  promulgada  por  el  rey  D.  Femando  YII, 
-1)0010  supremo  imperante,  no  ha  podido  tampoco  destruirse  sin  la 
t^ncurrencia  del  poder  legislativo,  ó  sin  una  ley  hecha  en  Cortes, 
la  potestad  de  hacer  las  leyes  reside  en  las  Cortes  con  el  rey,  según 
h  Constitución  de  la  Monarquía  espafiola.  No  es  justo,  legal  ni  con- 
Teniente  reconocer  esta  teoría  constitucional  y  negar  sus  consecaen- 
ms.  Si  los  cuerpos  colegisladores  han  aprobado  alguno  de  los  de- 
~  eretos  emanados  del  poder  ejecutivo,  no  lo  han  hecho  con  los  de  que 
se  trata,  y  por  lo  tanto  no  puede  por  ellos  ser  derogado  el  de  10  de 
setiembre  orgánico  de  la  Bolsa,  que  tiene  el  carácter  y  fuerza  de  ley 
y  que  se  ha  de  considerar  vigeate,  seHaladamente  en  todo  lo  que  no 
^tá  en  oposición  con  aquellas  resoluciones,  sin  que  por  eso  se  eche 
por  tierra  parte  alguna  de  la  legislación,  porque  difícilmente  volve- 
rá á  presentarse  nn  caso  de  igual  naturaleza.  Pero  si  esto  pudiese 
llegar  á  ser  un  mal,  mil  veces  peores  y  mas  trascendentales  serian 
las  funestas  consecuencias  que  se  seguirían  de  los  principios  senta- 
tios  por  nuestros  adversarios. 

Además  de  la  citada  ley  orgánica  de  la  Bolsa  hay  la  Real  orden 
de  4  de  marzo  de  4841,  por  la  que  se  determina  «que  cese  el  perju- 
i»dicíal  sistema  de  obligar  á  los  tenedores  de  los  títulos  y  demás  do- 
^cumentos  de  la  deuda  pública  á  responder  de  su  procedencia,  y  los 
«equipara  á  la  moneda. » 

Resulta,  en  fin,  por  legítima  consecuencia  de  todo  lo  dicho,  que 
tía  de  canonizarse  el  principio  sostenido  por  los  Sres.  Weisweiller  y 
Bawer,  de  que  los  títulos  comprados  en  Bolsa  con  las  solemnidades 
de  la  ley,  no  pueden  ser  reinvindicados  por  sus  dueños,  aunque  es- 
tos efectos  hubiesen  sido  robados,  salva  la  acción  que  compete  á  los 
dueños  originarios  contra  el  vendedor  ú  otra  persona  que  tenga 
responsabilidad  legal  en  loa  actos  con  que  haya  sido  desposeído  de 
ios  efectos,  ó  defraudada  su  propiedad,  con  arreglo  á  lo  prescrito  por 
el  artículo  7.*^  del  citado  Real  decreto  de  10  de  setiembre  de  1831« 

La  cuestión  es  sumamente  grave  y  difícil,  y  abrigamos  la  con- 
Ticcion  de  que  el  Gobierno  de  S.  M,  se  apresurará  4  dictar  una  dis- 
posición que  ponga  término  á  estos  conflictos. 

Antes  de  concluir  esta  memoria  debo  protestar  que  no  es  mi  áni- 
mo ofender  en  lo  mas  mínimo  al  respetable  Tribunal  que  ha  fallado 
sobre  esta  ardua  cuestión,  ni  mucho  menos  el  que  se  dejen  impunes 
los  delitos  de  robo,  hurto,  sustracción,  estafa  y  demás  que  puedan 
cometerse  con  los  dueños  ó  propietarios  de  títulos  al  portador  y  de- 
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js^s  docamenios  de  igaal  naturaleza.  Procédase  j^r  los  Tribunales  . 
de  justicia  con  la  mas  esquisita  vigilancia  y  con  to¿lo  el  rigor  de  la. 
ley  contra  los  autores,  cómplices  y  encubridores  de  estos  delitos; 
pero  respétese  la  seguridad  individual  y  la  propiedad  de  los  que  los. 
han  adquirido  en  la  Bolsa  con  las  solemnidades  de  la  ley. 

Si  asi  no  se  hace,  si  no  se  respeta  esta  propiedad  legítimamente 
adquirida,  no  solo  sufrirá  el  crédito  de  la  nación  y  los  intereses  da 
los  particulares,  sino  que  con  la  mayor  facilidad  podrán  fingirse  ro* 
hos  de  esta  clase  de  valores  que  tengan  todas  las  apariencias  de  reati- 
dad  y  que  vendrán  á  arrebatar  los  intereses  y  la  fortuna  de  las  fa-: . 
mílíasy  á  difundir  el  pánico  y  á  sembrar  la  desconfianza  en  la  Bolsa^ 
en  España  y  en  el  estranjero.  Por  eso  opinamos,  que  atendido  lo* 
muy  controvertida  que  ha  sido  esta  cuestión,  á  la  jurisprudencia 
Tária  ó  poco  uniforme  de  los  Tribunales  y  á  la  gravedad  y  trascen-» 
denciadel  negocio,  que  es  sin  disputa  uno  de  los  más  importantes  de 
la  nación,  d  Gobierno  de  S.  Ikt.  está  en  el  deber  de  dictar  por 
Real  decreto  una  resolución  capas  de  msmtener  el  crédito  público^. 
la  confianza  de  los  particulares  en  ios  efectos  públicos,  y  de  poner 
término  á  tantos  conflictos. 

'  Es  preciso  inspirar  confianza  á  los  adquisidores  de  esta  clase  de 

valores  si  queremos  que  se  mantenga  el  crédito  y  la  confianza  en  lo» 

títulos  al  portador,  que  es  el  alma,  del  coniercio  y  la  prosperidad  de 

lAs  naciones.  Es  preciso,  en  fin,  que  se  haga  aplicación  del  citado  ar-» 

tfculo,  ó  que  desaparezcan  los  títulos  al  portador  y  demás  efectos* 

públicos.  Imitemos  al  Banco  de  Barcelona ,  que  habiéndose  presen* 

tado  no  hace  mucho  tiempo  un  comerciante  para  que  suspendiese  el 

pago  dé  un  talón,  que  decia  habérsele  estraviado,  según  un  avisa 

insertó  en  el  Diario  de  esta  ciudad,  que  presentaba ,  no  quiso  sus» 

pender  el  pago  de  dicho  fálon  por  ser  un  documento  al  portador  f 

por  creer  fundadamente  que  esto  podría  afectar  el  crédito  de  qué 

justamente  goza  aquel  establecimiento.  Esto  está  conforme  con  la  re^*^ 

solución  tomada  por  el  Banco  de  España,  que  se  vio  precisado^ 

no  ha  mucho  tiempo,  á  pasar  una  circular  ál  comercio,  asegurando 

que  no  solo  pagaría  al  portador  ciertos  billete»,  maruládos  retener" 

judicialmenle',  sino  que  ofrecía  además  no  descubrir  al  que  los  pre^ 

sentase. 

^  Los  Tribunales,  y  hasta  el  mismo  interesado,  han  eoRsiderado 
al  Banco  de  Barcelona  exento  de  responsabilidad,  y  libres  han  de  ser . 

también  de  ella  los  que  adquirieKW  el  talón  en  pagKx  de  alguna  dear 
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dsí  6  tl^  alguna  legítima  operación  al  amparo  de  las^  feyesr,  con  taHa- 
más  razón,  cuanto  que  por  ei  Banco  ha  sido  ya  retirado  y  cancelado 
el 'talón  que  pudo  haber  sido  objeto  de  reivindicación.  Ha  desapare-^ 
cido  la  oosa  y  no  cabe  por  lo  tanto  el  principio  que  quisieran  apli* 
<;ar  nuestros  adversarios,  de  que  esta  clama  por  su  dueno; 

Sin  faltar  á  las  consideraciones  que  se  merecen  los  que  sostienen 
la^  reivindicación  de  los  títulos  al  portador,  creemos  que  esta  no  pro* 
^ée  énlos  casos  que  se  han  enumerado.  Los  hombres  desapasiona^ 
doá,  itnparctales  y  de  recto  sentir  juzgarán  de  sí  hemos  conseguido  • 
el'Objeto'que  nos  hemos  propuesto,  y  de  todos  modos  estamos  con^ 
vencidos  de  haber  hecho  un  servicio  á  la  ciencia  cdn  esta  disensión, 
qtte  es  el  único  fin  que  nos  hemos  propuesto. 

Friwascí*  d()  Pon. 
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Al  hablar  dq  uim&  ifiujee  prQganta- 
ban  nuestros  abuelos  ¿es  Kouracía? 
^  Nuestros  padres  solían  ya  preguntar 

üdB  hennoia? 

Nue4tro§  jóvenes  de  la  actualidad . 
preguntan  simplemente  ¿es  rica?' 
{Sebera  CataHna.  La  MiiJEa.) 

ExCMO.  ¿  Ilmo.  Señor. 

.  Elal^da  siempre  jia  4ote ,  bajo  sus  díve^sasr  formasi  aK^p  go^ 
nerador  de  la  familia ,  y  siendo  esta  la  n^as  antigua,  y  veneranda 
d^  nuestras  soeied^Ss  es  de  graii  imporitancía  discurrir,  oamo^in*- 
d)íi$  ia  hoQra  de  in^ntarlp  ea  este  di^urso,  sobre  si  la^  é^Qt^fo-: 
m^tan  el  matmmonio  ó  deb^ian  abolirsei  para  que  el  if iteres  no,  tu^ 
vi^ra  ningún^,  parte  en  este,  negocio  de  putf9  mnqr* 

.  l^rnaetíra^dphjfidfif  reco^dede  1q. pasado,  Inn del pj^sent^, 
y.jfaco  en.el  porvenir,  iídSjdebe^  guiar  4  tr^y^  de  las  tinieblas  y  aun, 
ú^  erroj^  á  la  ÍQvei^ga^oi\  dQ  1%  verdad»  ¡latepM^^dO:  qu^e  la  dote 
lia  sido  siempre  la  espresion  fiel  del  estado  social  de  la  mujer» 

.  (1)  Discurso  leido  en  la.  Universidad  Geptral  por^D*  &bi^«el  DanviU  y 
Collado,  Abogado  de  ids  Tribunales  del  Reino,'en  el  acto  de  recibir  lainves- 


.  Iii^)  afoello^  püeáillos :  doflde  l^gooormoam  repetkiücporla 
nnijf^e^tetsiea  todos  condenados  á>morir^  (4)  el  hombre  según  las 
el^pupnh^  palabras  del  abale  6aame(3j'erar  el  ejecutor  desapiada* 
dory  á  vee^d  ifl|usta  del  anatema  prímitm^  Solo  así  se  eotínprende 
el  esff^^o  dj^iperpéliía  esclavitud  enqae  yi¥ié  la  mujer  hasta  su  re«  ' 
generacioií  por  el  Cristianismo. 

.  C^onsecmeticia!  naturail  de  tan  infeliz  condición  es  el  rapto  de 
aqjqi^U^.castigado  cruelmente»  pioir  el  legislador >  y  considerado  en 
laSfpnmUÍ¥a9f$oeiedades'jGomo>tiinie(^  medio  de  unión  entre  los  dos 
se^Qa^fPQrforla&a  abriéndose  paso^Ia  civ^Kiacion  entre  tan  bárbaras 
co^ufnbries,  el;  rapto  toé  sustituido  por  la  compra.  Catorce  aSos  de 
servi^QSfSon  el  preciOide:RaqueI:y  Lia,  <P>^^  abandonar  la  casa  de 
su^  pa^re.  ae  quejan  de  haber  sido  vendidas  como  estranas  (3) . 

:^^  medio.de  todo  resalla  latooraüdad  de  la  familia  judia  por  la 
forp^jfjlQ.Ia»  dote.  El  maridfb  la;ooiK)e^  á  la  mujc^  como  preúiiOi  de 
sus  virtudes.  Zarcillos  de  oro  y  brazaletes  del  peso  de  diez  si* 
cl|»^i(4>>re6am9en8an  las  virtud^Side  B^beca,  y  estas  larguezas  a^a- 
vq«tf|^fio  kis.si¿los^  subsisten  >yisejOonsideran  como  arras  ó  prendas  - 
4^fi|li|jro>des^aorio«  No  ánrasoo^iba  dicho  un  esclarecido  inge- 
nio (5),  que  la  familijBt  judía^  y  aun^a  nación,  se  lálkbaL  en  un  esta*- 
dc^iat^poedioieaitne  la  dogr8dactt(^Q>'pagigina  y  la  regeneración  evan- 
géVíp^i  haata  que  el  raAtuorepujlio  atacando  por  su  basé  la  consti- 
tución de  la  familia,  vino  á  degradarla  por  4M)mpleto. 

.  ¿T.pi|áleg  fuesen, sus^Uales  consecuencias?  Vergüenza  causa  re- 
C€^d9«t«^ii}l  bombffe.,  como  eft  Babilonia  y  otros  pueblos  del  Asia, 
tt^W^M0  t(mie  de  su  (xirnet  e^  de  placer,  la  es* 

pufOtC^  el  mercado  publico.  K  precio  délas-  hermosas  sirvió  para 
dotar  á  las.  míenos,  agraciadas^  ükf^s  aun ,  si  los  esposos  lo  deseaban, 
e^a^oi  conyugal  quedabaí  disueUo  eni^aoto  con  la  restitución  de  la 
<tfjieí(6iK  pues  según  Perodoto  ^  e^a  no  era  mas  qué  el  precio  del 
cuerpo  de  la  mujer, 

Inútilmente  buscarén^os  la,  dote»  como,  institución  social  en  (^re- 
cia.  Licurgo  teniendo  solo  por  objeto  dap^l  Estado  muchos  y  vigo- 

'  lili  ^iftmmmffprr^mtm^tmmtm^f^mmmtmmm^mm'mmmmm 

(i)    Ecks.  XXV.— 33. 

(2)    Histoire  áe  la  familU^  ifik  T,  cap;  i. 

i»   (?if«w¿s,XXXL— 1^.  - 

lA)    G¿ficíM,  XXIV.— 22. 

,w>i  Gaaole,  Ub«  I.  cap.  2. 

(6)    César  Canlú,  lib.  1,  cap.-3i 
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rc«09  ciuiMaiioSy/oUigaba  al«spo86  &'n>Üir  á  la  mujer  con  qiiiea  . 
dejaba  eolazarse  (1)»  y  liasta  las  nuevas  leyes  del  Eforo  Epitades, 
fueron  desconocidas  las  dotes  (2).  El  esposo  adquiría  sus  dádivas  á 
la  esposa:  señalábase  entonces  á  la  mujer  una  dote  éu  proporción 
de  la  fortuna  de  su  familia,  y  en  ea^  de  adulterio ,  se  restituía  k> 
dado  por  el  marido  á  su  mujer. 

. :  JLa  patria  de  Perieles  y  Plátdn  entregaba  ¿  aquella  al  mas  com- 
pleto, oprobio.  AristóteleB  asegura  (3)' quelos griegos  compraban  la^  ' 
mujeres»  sobre  las  cuales  ejercían  una  antoridad  sin  límites;  ana^  ' 
diendo  que  entre  los  bárbaros  eran  iguale!»  á  los  esclavos.  Solonr 
obligaba  á  la  heredera  á  casarse  con  su  pariente  mas  próximo.  T  et  ' 
adulterio  quedó  formalmente  autorissadp  (4).  Lá  historia  de  Sócrates^ 
á  quien  se  presenta  cchüo  modelo  de  ciudadanos  honrados,  atestigu» 
que  lo  mismo  sucedía  con  la  poligamia.  En  ciertos  casos  el  le^sla- 
dor  permitía  el  trá^  masivei^onzoso;  la  sensualidad  era  consagra*^  ' 
da  por  el  ejepnplo  de  los  sabios^  (5).    ^^     •' 

Los  romanos,  para  quienes  la  familia  se  estrechaba  no  con  lo^  ' 
lazos  de  la  sangre,  sino  con  los  del  poder,  consideraban  á  la  esposa  - 
como  una  hija  sujeta  i  la  perpetua  tutela  de  sú  marido:  tutela  qu6^  ' 
pasaba  á  los  agnado^  ó  á  ,un  tnlor  itestamei^tario  (6). 
.   La^compraócoer»^iofi,  fué  la  primitiva  forma  del  matrimonid^ 
en, Roma,  como  lo  fué  en  todos  los  pueblos  de  lá  antigüedad  (7)«. 
Allí  no  podía  coQocerse  la  dote. :  < 

.  Numa  al  modificar  la  condicicm  de  la  mujer ,  estableció  el  matrí-* 
monio  por  dote  cuya  njoeva  forma  era  bt  consecuencia  del  derecha 
de  adquirir  que  retMinocia  en  la;  mujer.  De  esta  disposición  nadó  ef 
titular  madres  de  familia. éi  las  mujeres  compradas  por  sus  rnari*» 
dos  (8)  y  espífsas  ó  matrortaB.á  las  que  traían  una  dote  (9)* 

Buscáronse  desde  entonces  las  dotes,  no  las  esposas,  y  Paufi^ 
retrataba  el  carácter  de  la  época  al  decir:  «importa  sobremanera  ^h 


'(i\    Vida  de  Licurgo,  tríidúc.  de  Amyot,  ¡jág.  31. 
.m    Morc^íiy  tristona  d«ia. cttH/ú.,  lee.  2«* 

;3)    Poíií.,  m.  2,  cap.  8. 

;  4y  -  Plutareh^  tn  Sonm.  pág.  S6. 

[5)  Gaume,  lib.  I,  cap.  5. 

[6)  Dionys.  Halicarn.  líb.  2.-^ellius;  lib»  XVín,  cap.  6. 

[7)  Genes.  XXXI,  14;  Aelliáh.  Fw^  Var.  Ub.  IV.  o,  L  NovellCüií. 
Tácito,  De  Morib.  Germ.  c.  18.  .       . 

[8)  Béet.  comm*  ad.  Topic,  cicer,  lib.  2.  6eIlÍU3|  Ub.  XYlII.pág.  616» 

[9)  Plaut  Trim.  act.  V.  esc.  II,  vers*  ^.  i  .  ..  ..         \  j 
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J)i|(mf4A,)a(8wfU>}ipa,  «ii^  l»s  byas  conseisvieii  ciii4M)jt>$mente  n- 
dotei  poi^«e  e^  1^  üoÁea  6oo4iciw  Quo  les  amelgara  el,  owtrimoiulo.^ 
{idOu^&tmibBh el wísqiq Cücerop^tautor  X)e los4eber^9  repudian- 
do á  .Te;im<(ia.d^pi|e$.ide:4i|ei^(  años  de  B^aliríinaaio^  para  adquií- 
;rÁi?uR»iMievadQto.oQa;qiie;pagar  so^deH^s^*  cacándose espresar 
W^t^cpRila.  i^KVÍ^  Famia.  Repudióla  después  {»ara  ^^ardam 
4U,dE4e^  y  ^i^iním^  ^^P;  w>  poco^  imitadores  (8). 

{¡ii,]»al  ]l»oi^  piSia^aFoqti  1/^  Remanes  buscar  l^jres^moirales  en  Gre-^ 
£Í9h  E^  pu^bkK  pupa  de|af<)ÍTÍIÍ3adiou^socayó  los  cimientos  de  la 
j^¡^di^4.dQBiéstief^,  ailealaJ^eer  el,d(^i;echo  del  mas  fuerte  con^ 
ley  suprema  de  la  familia.  Por  ello  al  reconocer  y  sanicionar  una  ley 
4Q^las.'DQee,4aM^  &)*fA  n^atrijDgiimoiPQr  uso^  establecía  una  nueva 
{furnia  de  C9A^ato,  matrimonial  de  lunestas  eonsecueii^ciás.  Después 
3e  «^ijppf^tó,  el  envi^QKXÚentQ  de  la  mujer  ^.  privada  ya  con  la  ley  Vp* 
c^ppa  de  los  dercicbos  cpnpedidos  por  I^umfi,  cuí^^dio.  las  victoria^ 
de^lps  hjjost  del  I^aaio.,  ,corjrompiendo  ta3  costmpbres^  (^asionaro» 
^  leyes4ulía  y J?%p¡a':P9Ppea»  que  bacian  obügatorio  el  matrimo* 
^;  y  U  multiplican^  di^.  los,  dudadianos.  (4) 

La  máxima  ReipublioB  intere^triJfmlierss.  dotes  salvas,  hábere, 
ff^pterqu^m^tj^.fifssuiiíi^rl^üñQak  que;  desde  la  ^pooa  (jtada. 
Ja ;dote  laéf una  in^ti/iv^iíouide  ÍJ|^résipúblico.,£lla  no  sirvió  m^ 
iqv^ide^  fM^4 flíi/^P  pacaai9elArfiM:Jaf4eca^cia  de  aquet  pueblo,  ea 
otro  tiempo  señor  del  mundo.  Los  nombres  de  las  Poppeas,  Julias? 
3íefalM?^5n(.9Qi!epi<?es.y  faustpas,,,  mauícjbarf^nrsiempre  la  historia 
deiaquflla.époea. 

M^ydi^^iata  dalps^lviMat^ido  en  ,M^^  en  Grecia  y  en  Ro^ 
nía»  fuóeMi:e  los  (¿erm^aos  la  eon^i^cvom.dedawijier.  .Bespetabaqi 
[en,j^a  k(ig«i»ldad(de  wt4rale,9a;.y  ve^r^aUf^^quelar^^  de  sentid 
j^eato  que  las  iipriexima  á  ser^  superiores*  S^guian  á  los  bombres 
jon  lá^guerra,  espiuHi^^  >va^er,  ¡cpipal^ticíqdo  algupas  veces  coa 
ellos  y  curando  á  los  heridos.  Lejos  de  llevar  la  mujer  dote  al  marit- 
^0,  ést^qoífffi^  9tt  ^^^pl^cilo.  á  ^^sla.fle  pierios  donativos*,  que 
frecuentemente  consistían  en  un  par  de  bueyes ,  un  caballo  con  su 


>**f^*PPt— •WiWf-""*»"'^^*'''""""""^*""^ 


(4)  Lib.  iiáe  jure  dot. 

(2)  Plutarco.— Vida  de  Mario. 

(3)  Tah.  5. 

(4)  Lex.  Pap.  Pop.  arl.  31,  Dio.  lib.  54,  pág.  531 . 

(5)  Dt'áf.  23,  3, 2  f.  ülp. 
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arnés,  una  lanza  y  ün  escudo.  En  cambio  daba  la  esposa  una  afina- 
dura completa ,' símbolo  de  la  comunidad  dé  bienes  y  fatigas  (i). 
"  Entre  los  longobardos,  el  mondwald  yendia  la  mujer  al  marido, 
quien  por  esté  medio  se  constituía'  su  heredero ,  y  se  aprovechaba 
además  de  las  multas  impuestas  á  aquellos  de  quienes  recibía  una 
ofensa.  No  existía  allí ,  propiamente  dicho,  ninguna  dote,  pero  el 
faderfium,  que  era  lo  que  el  padre  daba  á  la  esposa  según  su  vo*- 
lúntad,  para  que  no  alegase  derecho  á  la  herencia;  el  mefium  ó  sea 
él  don  libre  que  hacia  el  marido  á  su  futura  antes  de  contraer  ma* 
trimonio ,  y  el  morghengebium  ó  don  de  la  mañana ,  hacían  las  ve- 
ces de  la  dote  (2). 

La  ley  de  los  borgonones  disponía  (3)  que  si  alguno  despedía  á 
£U  mujer  sin  motivo ,  la  habia  de  entregar  una  suma  igual  á  la  que 
había  pagado  por  poseerla.  Y  Teodorico,  rey  de  Italia,  al  dar  su 
liija  en  matrimonio  á  Hermanfrido,  rey  de  los  Turingíos,  le  escribía: 
«Os  avisamos  que  con  vuestros  embajadores  hemos  recibido  por  esta 
eosa  inapreciable ,  segün  costumbre  de  los  Gentiles,  el  precio  que 
nos  habéis  enviado,  á  saber,  caballos  con  ameses  de  plata  como 
conviene  á  semejante  matrimonio  (4).» 

El  pueblo  Germano,  pues ,  elevando  la  mujer  hasta  la  idolatría 
y  el  delirio,  preparaba  la  humanidad  á  la  civilización  crístiaúa.  Fa* 
cilitó  á  la  mujer  su  emancipación  y  al  hombre  su  desarrollo  moral  é 
inlelectual. 

España  siguió  la  misma  senda.  Ségun  Estrabon  la  compra  de  la 
mujer  estuvo  en  uso  entre  sus  primeros  moradores  (5).  Después, 
entre  los  cántabros^,  el  marido  la  dotaba ;  mas  cuando  la  Península 
fué  invadida  por  los  romanos,  se  estableció  la  ley  contraria  (6),  esto 
es,  que  la  mujer  dotase  al  marido.  Los  Germanos  restablecieron  el 
uso  cántabro ,  pues  según  Tácito  (7)  éste  dotaba  á  aquella ,  y  los 
padres  y  parientes  autorizaban  los  regalos  que  la  esposa  recibía  del 
esposo. 

Tal  fué  la  tristísima  historia  de  la  dote  en  el  mundo  antiguo,  y 


{{)  Táck.  De  mor  Crerm, 

(2)  César  Caulú,  lib.  i2,  cap.  15. 

(3)  Tít.  43. 

(4)  Casiodoro.  Var.  4,  1, 

(5)  Lib.  3,  pág.  114. 

(6)  Cód.  Theod.,  lib.  2,  tít.  15. 

(7)  De  mor,  Germ.,  núm.  18. 
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l^r  ella  sé  comprende  IsHGOñdícíon  de:  la  miijer  pagaiía  en  los  ime^ 
blos  primitivos.  Desconocida  su  verdadera  misión;  considerada  como 
coaai,  y  menospreciados  hs  altos  designios  de  la  creación ,  la  dolé  no 
fué' roas  que  el  precio  del  cuerpo  de  la  compañera  inseparable  del 
liombre.  Faltando  á  la  familia  la  unidad  que  nace  del  mutuo  afecto» 
tfaiBdó  autorizado  como  dogma  social  la  esposicion  y  la  muerte  del 
hijo.  Desconocidos  los  lazos  que  debían  transformar  el  matrimonia 
en^ manantial  de  felicidad;  y  puestos  en  olyido  los  deberes  entre 
padres  é  hijos/  no  era  posible  qae  la  dote  fuese  como  lo  fué  despuea 
y  como  debe  serlo  siempre :  medio  de  independencia  para  la.mujerp 
y  garantfe  del^xumplimiento  de  las  inescusables  obligaciones  del 
lÁatrimonio. 

El  Cristianismo,  regenerando  la  familia;  restituyendo  al  hombre 
la  idea  y  el  sentimiento  de  su  dignidad ;  dando  á  la  mujer  Un  santo 
modelo  de  obediente  hija,  tierna'  madre  y  amante  esposa ,  preparó 
la  sociedad  doméstica  á  un  nuevo  estado ,  como  introducción  á  la 
reforma  de  todas  las  instituciones^ 

Reclamada  la  indisolubilidad  de  la  aUañzá.donyugaly.la  mujer 
pasó  de  esclava  á  noble  companera  del  hombre.  El  apoyo;  la  pro- 
tección mutua  reemplazaron  á  la.  tiranía  del  marido.  La  esclavitud 
del  hijo  se  trocó  en  sumisión  filial,  la  crueldad  del  padre  en  autori- 
dad dulce  y  cariñosa.  La  madre  no  puede  ya  ser  s^arada  de  aquel 
á  quien  dio  la  vida ,  que  á  su  vez  la  obedece ,  respeta  y  honra.  En 
asumen,  todos  los  individuos  de  una  familia  forman,  gracias  al 
matrimonio,  un  lazo  santo  de  mutuo  amor  y  consideración  recíproca. 

Regenerada  la  sociedad  doméstica,  debia  serlo  también  la  dote, 
como  otra  de  las  instituciones  sociales  que  tienen  con  ella  inmediata 
relación.  Sabido  es  el  cambio  que  la  legislación  sufrió  en  tiempo  de 
Ck)nstantino ,  al  restablecer  la  indisolubilidad  del  lazoi  conyugal,  al 
permitir  las  segundas. nupcias,  al  derogar  la  célebre  ley  Voconia,  y 
.«por  fin  al  comenzar  una  reforma  terminada  después,  por  Jus(iniano, 

Reconocida  por  éste  y  sancionada  como  ley  (1)  la  obligacipn  en 
el  padre  y  la  madre  de  alimentar  á  sus  hijos,  y  repetido  este  pre^- 
cepto  por  Yalentiniano ,  Yaiente  y  Graciano  (S),  quedó  consignada 
la  verdadera  razón  de  la  dote.  No  era  ya  posible  la  duda,  y  consi-* 


(1)    Cod.  Theod.,  ley  i. 
Í2)    Dat.  IV.  Non.  Mart.  374. 


dimidt  bomo'obi^mii^Q  elpiUífe  ^  Tino  ir  Irap^tiree  en  la  te^sto^ 
oído  de^kr»  pueblos 'oristíanos* 

Asi  el  matFHnoiiío  libi>e»  M-enUte  losi  loAuinos  origen  á  un» 
ÉiRTH  espeeie  de  dote,.  do§,  bajo  ciip  dénooiípaeían  se  entendía 
todo  Ib  que  llevsdia  la  najer^ferttarom».  piara;  sopóriar  las  cai^» 
del  motrinioaioi  üá  fBrenda  ntoMmonii  cmarak  Sé  otínstituía  pat 
diMiQcióaivrd¥ooab]erdeíteespesa<al  «apoao>  cOa  el.  espcesado  objeto» 
y  kagüt^  y  iustihialno  gai^ntédaroa  en  1*  mujer ,  d)  uno ,  el  domi- 
Biodelosibieiles dótales,  f^  olro,;  k  itóiigaoion  en  el  ^adrede 
dotar  á  Bliiiija  (i). 

I  BfiíesteestttdokmQontfftron.loff  atores,  dd  inffiorlal  Código  de 
las  Partidas  la  dote  romana ,  mucho  mas  social  y  perfectar  que  la 
g6(io&.:Sbgobrd  Ftiefo^JsKgo  (9)ielriftaf^  vema  obligado  á  consti- 
tilii^^kt^dote,  eonaidentda  como  pnecio  del  duerpoide  lai^jer  y  cíir* 
cttoíslaacia^  precisa  en  los  matómonios!  de  bs  nobles.  Ne  sine  dotr 

Estas  disposiciones  que  habiande eonservarse  ea  los  fliontes  de^ 
ÁsIflHasá  través  «te  laiaiíasidn  agarena,  sirvieron  de  ]ii»e  á  nues*^ 
tra  logislaoíoii' sobre  ladtite,  j^  faeron,  no  soto  respetadas ,  si  que* 
admitidas  por  ebdeiwcho  foraí  en  Adraron,  Catedima,  Castilla  y 
León,  y  por  eí  f  uero*  Real' en  liempoi  de iD.MAifonso  el  Sá*io.  For- 
Hiátonse  kfe^oias  f  aptidas  é  imporlttodo  Ja  dote  romana,  ca^ibiar 

ron  iiadicalme^te  o^e  ponto  tan  inqM)r(aate  del  derecbo  dvil ,  colo^ 
eando^,  i£{eg4ln  feliz  ^preáon  de  ub  escritor  contemporáneo  (S) ,  id 
lado  de  la  dote  MUmna,  la  gótica  y  las  arras rcastd]aaias<que  habiaa 
nacido  después  dd  Fttero  Real. 

Ádmitiéroüta cgoho  «el* a|;o  quesea  la  maienal  marido  por  razoir 
de  casa»iíeiíto  (4>  y  ^sancicaiaron  como*  obligación  la  del  padre,  la 
del  abuelo  y  1^  de  la  maídre  en  caíso  de  heregíafS).  Las  leyes  \te 
Toro  aclaratoá  algumts  dudas  éqae  habia  dado'hi^r  la  legislación 
d^las  Partidas,  y  la  Novídtna  Recopilación  conduyó  disponienda 
'ifué'las  dotes  debían  Cüonsideparse:  ínofidosas  on  la  parte  en  que  es- 
eeidi^sen  de  la  le^tikna  de  los  bijos  (6). 

,  (1)  ¿caj  Julia  de adttttíww 6í  de  Aifido  doíate;  Cod,  5,  13.  Const.  K 
pár.  6yl^.  * 

f2)  Forum  judicum,  tít.  1 .%  3.**  y  4,^  lib.  3.® 

r3)  '  CMmtssy  Drtr:  moderno, 

US  Ley  1,  til.  H,  Part.  4.* 

(5)  Leyes  8  y  9,  dicho  tít.  y  Parí. 

(6)  Leyes  o  y  6,  tít.  3,  lib.  10. 
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£sta  dote,  que  coü  alguna  propiedad  podemos'  Hamar  clridtíaiía, 
fu  contraposícioQ  á  la  de  los  pueblos  primitivos,  tiene  pot  verdadcí- 
ro  objeto  contribuir  al  cumplimiento  de  las  ínescnsabléá  obligaciones 
del  matrimonio ,  mantener  hasta  cierto  punto  la  independencia  die^ 
la  mujer  y  simbolizar  la  comunidad  de  alectos  é  intereses.  No  *es ' 
estraño,  pues,  qué  bajo  su  triple  aspecto  haya  merecido  eii  el  mundo 
civilizado . la  atención  del'  legislador. 

Además  la  dote,  como  deber  en  el  padre,  es  el  eompteménto  de 
la  obligación  natural  de  alimentar  i  los  que  dio  el  ser,  en  tcmdqfuier 
<x>ndicion  de  la  vida  en  que  no  se  basten  á  ^í  mismos.  Aboliría  seria 
borrar  por  una  parte  los  nobles  sentimientos  de  la  naturaleza ,  y 
hacer  por  otra  mas  dificultosa  y  pesada  la  posición  del'jefey  cabeaa  ' 
dé  la  familia. 

Los  autores  del  proyecto  del  €6digo  civil,  comprendiendo  quelá 
4ote  no  debe  considerarse  comb  cargo  de  la  patria  potestad  -,  sino 
del  matrimpnio,  como  lo  es  la  de  dar'  alimentos  y  educación  á  los' 
hijos,  han  introducido  la  novedad  de  estender  á  la  madre  la  oMi^"* 
clon  de  dotar  á  las  hijas ,  y  de  eximir  de  eHa  en  todo  caso-  M' 
abuelo  (1).  De  esta  manera  corrigen  uno  de  los  defectos  mas  nóta^ 
bles  de  la  legislación  civil  española ,  y  evitan  las  dudas  sobre  la  ra- 
zón filosófica  de  la  constitución  dotal,  inevitables  hoy  ooñ  Ha  incierta 
disposición  de  una  ley  de  Partida. 

Si  tal  es  el  fundamento  y  el  objeto  de  la  institución  de 'la  dMe, ' 
no  será  aventurado  decir,  que  no  perdiendo  su  caráctet  éminente^í 
mente  social ,  en  términos  generales,  será  un  estimuló  para  la  cele* 
liracion  del  matrimonio.  Asif  vendrá  á  ser  nn  medio  de  cumplir  las' 
^Úigacionos  inherentes  á  tan  augusta  únion  y  atender  al  cuidado  y 
desarrollo  de  los  hijos,  para  que  algún  dia  pufedan  seriMiléd  á  su 
patria. 

Si  la  dote  goza  de  tan  buen  cimiento  en  el  teitenó  legal  ¿pttédéi 
fundadamente  combatirse  én  el  filosófico? 

iDeberia  abolitse  pata  ijue  el  interés  no  tuviera  nrngmtá  fortí^^ 
Mpacion  en  este  mgoáo  dé  fwro  tmx^ 

ExamfaiémoisU). 

En  el  matriuMiKuo  deben  distiiigttlrse  culdMIosameki^'ff^  n^*^ 
léis  que  impelen  AicélébraHo.  Puede 'serlo^el  amoi*,  ó  ^tb  7  ed  ihte^ 


(1)    Art,  1269. 
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rési  laudable  de  caihplir  los  deberes  inherentes  á  la  4imoa<;onyugaI^ 
ó  ünicament^  la  codicia.  /  ^ 

,  No  sin  icazon  ha  cíicli^o  un  ia£;enio  esclarecido,  que  la  historia  deL 
matrimonio  y  de  la  mujer  forma  la  de  los  verdaderos  .progresos  d^ 
\s^  humanidad,  ó  como  sí  dijéramos, ^acompañan  paso  á  paso  la  mar?  r 
cha  del  cristianismo.  Si  el  esposo  yla  esposa » según.  Chateaubriand^! 
viven  y  mueren  y  renacen  juntos;  crian  á  la  par  los  frutos  queridos 
de  su  unión;  ala  par  se  reducen- al  primitivo  polvo,  y  unidos  vuelven 
á  hallatse. por  fin  mas  allá  de  los  limites  del  sepulcro,  no  hay  duda« 
que  el  amor  debe  ser  la  base  de  todo  consorcio.  Dios  estableció  es- , 
ta  verdad  cual  otr^  de  sus  divinos  preceptos,  y  .galante ,  caballeres- ' 
co,  sublime  ó  santo,  siempre  el  amor,  dice  un  filósofo  (1),  viene  á 
ser  tan  puro  y  tan  arraigado,  que  sobre  él,  como  sobre  pedestal, 
magnífico»  se  alza  el  sentimiento  noble  del  mas  noble  patriotismo. 

Mas  no;  no  puede  ser  el  amor  el  único  móvil  de  una  unión  per-, 
pétna  como  lo  es  la  del  matrimonio.  Un  célebre  economista  ha  dír 
cho:  «el  hombre  que  se  ha  casado  sin  tener  la  esperanza  de  mante-f 
ner  lafamilia,  debe  ser  abandonado  á  sí  mismo;  su  acción  es  inmo** 
ral,  y  la  miseria  es  el  castigo  natural  y  justo  (2).»  Y  tan  terribles^. 
palabras  se  han  consignado  tal  vez  para  hacer  comprender^  que  eLr 
h$>Bd>re  no  debe  caminar  al  matrimonio  sin  mas  esperanza  que  su, 
afecto,  y  sin  otro  porvenir  para  cumplir  sus  deberes  que  el  amor.. 
La  iSJ:eaQÍon  de  una  familia;  lleva  consigo  atenciones  inescusables 
que  no  se  satisfacen  solo,  con  afecto,  y  un  matrimonio  sin  otra  espe-> 
tanza,  vendria  indudablemente  á  aumentar  el. número  de  los  desgra-. 
ciados.  Creer  lo  contrario  y  pedir  en  términos  absolutos  la  ^boliciouj 
de  la  dote  para  que  el  interés  no  tenga  ningima  parte  en  este  ne7, 
gpcio  de  peOTO  amor^  es  una  idea  propia  de  la  exaltada  imaginacioüv 
del  poeta,  pero  no  digna  del  legislador  ni  del  filósofo,  llamados  ¿l 
juzgar  de  los  [hechos  por  su  influencia  en  el  orden  social. 

Cierto  es  que  la  mujer  «lació  para  amar  y  ser  amada,  y  que^; 
acostumbrindola  al  verdadero  amor,  se  la  fortifica  contra  las  pasio* 
nes  corruptoras  que  usurpan  su. nombre;  pero  también  es  una  trist^ 
verdad,  que  la  actual  educación  de  la  mujer  no  llena  ^u  verdadero 
otgetgi»  Ocultándola  cuapto  el  amor  tiene  de  tello,  de  profundo  y 
hastade  sublima  se  lo  miente, mas  {iNei^ecto  y  mas.  puro  ^  cuanto  masf 


H)    Catalina;  La  JtfWcf. 

[i)    Mallbus.  ... 


seduce  los  sejatídos.  ,IH)r.  esto  no  comprende  que  el  amor  en  su  pore^  ; 
za^  como  dice  Madama  trembika,  es  la  piedra  de  toque  de  la  perfec-,., 
ci^n  moral.  £1  amor^  pues,  s^rála  mas  segura  prenda  de  ventura  eu  ^ 
lai sociedad  doméstica,  cuando. lejos  de  ser  el  producto  del  ocio,  ó  la  . 
satisfacion  del  amor  propio»  tenga  su  origen  en  las  buenas  cualida- 
des djsl  corazón  y  en  loS)  encantos  del  talento.  ] 

En  nuestra  actual  sociedad  se  advierte  con  dolor  lo  contrario,  - 
por  no  haberse  conservado  la  familia  en  el  grado  de  perfección  y  fe-, 
licidad  á  que  la  elevó  el  Cristianismo.  El  gran  cisma  de  Occidente 
cori^ompió  la  antigua  fé,  á  P^sar  del  concilio  de  Constanza  y  de  los 
esfuerzos  de  tan  eminentes  varones  como  San  Vicente  Ferrer  y  Fran- 
cisco Javier,  y.la  caida  de  la  autigua  capital  del  imperio  bizantino,  . 
en; medio  de  ^us  a¡delantos,  importó  de  nuevo  el  triste  recuerdo  de  , 
las  costupibres  paganas.  Por  otraparte,  el  pretendido  reformador  de 
la  Iglesia  despojó  de  toda  su  dignidad  al  acto  augusto  que  une  los  . 
esposos  santiGcándolos,  y  relajó  el  vínculo  fundamental  de  la  socie- 
dad doméstica.  Declamando  contra,  las  leyes  protectoras  de  la  mu- 
jer, destruyó  su  digpidad,  volviéndola  á  los  aciagos  tiempos  del  Pa- 
ganismo. Algunos  escritores  de  la  llamada  escuela  filosófica  del  si- 
g)p  XyiII  cpmpletaron  cuadro  tan  desconsolador,  ensenando  á  la 
n)ujer(l)  que  el  pudor  no  era  mas  que  una  cualidad  propia  dela^ 
buena  educadop;  que  la  castidad  y  la  continencia  son  virtudes  que 
para  nada  aprovechan  (2);  que  la* conducta  de  las  mujeres  liberti- 
nas es  muy  útil  al  público  (3),  y  otras  infames  paradojas  indigpas  de . 
ser  transcritas. 

Este  desbordamiento  social,  contenido  en  España  por  la  hábil, 
política  de  Felipe  II  y  el  piadoso  celo  de  Santa  Teresa,  habia  de,» 
tra^ender  á  las.  instituciones  relacionadas  con  la  familia.  El  matri-^j 
monio  no  era,, ni  es  hoy  para  la  mayor  parte  de  k>s  hombre^,  masi 
que  un  innoble  comercio.  La  dote,  desposeída  de  todos  sus  carácter, 
res  primitivos,  no  llena  el  fin  social  de  su  institución.  Para  unir  la 
mujer  al  hombre,, según  el  abate  Gaume  (4),  no  se.  consulta  nji 
su  aptitud  ni  su  inclinación;   no  se  cuida  de  averiguar  si  reúne, 
la$;  condiciones,  exigidas  por  la  religión  y  la  sociedad  para  ser 


)  fsas  costumbres,  2:*  parle,  cap.  f ,  art.  3. 

m  Cartas  Persianas,  i iZ. 

Í3)  Del  hombre^  tom.  2,  seoQi  8,  (¡ap*  18. 

(4)  fíistoire  de  la  famiUe^  I¡b.  L  '  *    1  ' 
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una  esposa  fiel:,  se  cttida  ímenids  atia  de  sal^'sí  d  tkpoÉó  qtfé'se  tei^ 
destina  pdséé  la^  cualidades  necesiaríás  para  hacerla  féKz.  Su  eaisa^ 
HÜento  esuQ  trafica  en  qué  no  pobas  veces  se  fljamékiosia  atétícion:'^ 
que  en  cuatqtfíera  otra  «spécuiadon  mercautil^  Ei^  iutisté^  peráüddil"' 
de  los  padres  <]Ueda  ^tísfecho:  hay  trná  <^rga  ittéÉ6s?  tpié  stfHK^ 
Sin  embargo,  ¿quién  puede'dVidaraqttfóllá£í;ÉfuMim^s^pákí^  ' 

liee  Ubi  suntt^Sótifá  corpu$  iltürúmet  ntmúíUttíktóhikireinfaciém 
tmm  ad  iUitó.  IVaifo  /iSwn,  eí  jrarttte  ojm^/fec^f^ídííiit^^ 
sato  da  iltam{i).i^  ^ 

Allí,  pttes,  donde  la  codicia  sea  el  !lnieo''ni6vfl  del  mati'ittiettio^y  ' 
se  haya  fingido  amor,  imposible  será  encontrar  el  gétmen  de  Ja  fié^ 
lioidad.  Allí  donde  er  hombre  ó  la  mujef;  constimídoá  por  la^bife^- 
de  los  goces  ntateriaies,  ceGísidel*en  el  'matrkncAiio  como  meáio  *de^ 
enriquecerse,  como untsákülo,  comoiina  compra  veftCa>  aM,  edüi^' 
elegantemente  demuestra  Lamennais  (2),  no  puede  esperaiise  más/*- 
qoe  el  aduHerio  ^  la  desespéracitm. 

La  abolición^  de  la  dote  no  evitaría  tan  fnncfirté^colnsee^tieiaís^,' 
si  al  mismo  tiempo  el  legislador  no  colocara  á  la' tutfjerett  e^álséé  áe^l. 
ganar  en  virtudes  lo  que  perdía  en  Wénes  y  en  iuéependeácia; 

Con  la  aboflicion  de  la  d6te  no'  renacerian  la  pai?,'  la  eonfi^i^li'^ 
nnitua,  la  auiéridad  del  padre  y  la  reverenda  de^  los  hjjos^.  Gaabdo^' 
se  turba  táfi  dfuice  armonía,  es  que^se  hall&tt  tra^nMáfsí^'laSfté^'' 
primarias  dé' látnatnrale^a,  y  sef-preseiíta  ttecesário  réfeonétUMi^  ia'^ 
familia* 

Para  conseguirlo  es  indispensable  comenzar  por  hacer  cOtt|»reÉ^' 
der  á  la  ^ujer  ia  idea  de  su  dignidad  y  sá'ftifiüenck  en  te'civiifea* 
ción  por  medio' de  sus  virtudes;  para  qué  "Sepa,  en 'una  palabra,  qtte^ 
todo  tieiíe' su»  origen  én  los  arcattos  det  corasíotí  dé'  ufiia  mSt^í'  M'^ 
ffiésofo  de  ««estros  días  ha  dicho  con  punsaute  ii^]ila<3)  qUia^'M^ 
mundo  no  isabe  lo  que  es  la  mujer,  porque  la' sotíeiladlá'^iTa  Ü 
boca  deisde^uenace  basta  que  muere;  y  ha  cofftstderadb  lá' edAca:''' 
don  cóm«6f  la  "savia  diel  árbol  de  ia  intetigette^'  y^l  áH>cfe  dé^lk' 
virtud.  -       ' 

Si  eÉ  el  '««00  de^la  soeíedad ' dofiié^ba4ik^ite'  biñM^  virtüde^' 
forzoso  es^comenigatjiagla  educacioa  df.  la  mnjflr^  pues  par  ella, 


f       ^p  P II    l»'ii»i'^<^^^iWif<^tTW»^wy^— «l»»^ 


íii 


n    EccL  VH,  V.  26  y  27. 
2)    Anuchaspands  y  Dartkáid^ 
(3)    Catalina;  La  mujtr. 


giln  Sá;  yUirati^á»;  ^bééinti^Át'la^iieao!(Mi:46%s  bdffibres.  El 
que  la  corrija,  ese  Üahrá' reliabifitáidd  «I  mattittofiiói  * 
^  tfó  hay  lútdié  que  dudéf  de  iainfluevcia  deila  majer  en  io»  desti- 
n<fe  del  maftdbl  Napoteoft  aseguraba  «qué  erport^ttií^d^tuí  niio  «s 
sién^te  btilra'^  srtí  mádte.»  Erpóela  poloníés^KTañJsiki  d^ia!  cnos«-' 
ot1ro§  goberifamós'dtotttt(ió;ylllsifitt]et^D<>s^^ 
Las  primeras  impresiona,  las  del  hogar  doMié^tico,  son  de  itfmensa 
importancia  ))araide^cuídar  isa iUreeeiim/Loíseonse^^  recibido^  <en 
«lrega¿odéití(a  madre  al'caloír  dé  stt' afeéto,  qaedafi  grabadois 
dieínpre  en  éll  coraron  del  hombre.  Hé  aquí  por  qtié  interesa  á  la 
sociedad  qü^  la^  tirttides'seattel'priii^fpál^adorno  de'M'tnnjér.  Li- 
brear ó  esciáYaá;eRas 'deciden  dé  Ifcs'eMtaünbres  iti  tes  ptiebkis,  pof'^ 
que  dtasreihan  sobfe^trtiestrkfcparioiies. 

lí  es  positAe  infundir  aqndlas  tirtttde^  á  la  muj^  dé  tiuestra 
época?  Para  lograrlo,  téngase  pr^üsente;  que  la  Anica  dásé  de  rege^ 
néracion  posible,  es  la  qn¿  s»  éM^  áéf  la  religiott  artstiana.  Hla^^ 
trasfertñó  len  una  virtM  la' 'pasión^  del  amér,  que  haflamós  ccfifiO'  la  > 
Tida  en  el  ptitnero  y  Mim>  gradó  déla  érelunon,  modiSteáhddse  enm* 
la  taateria  y  diViiiiüátadose  con  ^'^spMtte.  Blta^  hábe  á  la  mnjeir 
tierna  madfé  y  fiel  esposía;  constMij^ndó  la  feliéidad  dé  la  familia 
cristiana. 

A  tó^  qtté'se  isonriéíñ  oténdMu»,  Itíi  répétitiémos  ton  Aimé^Mkr  - 
tin:  cAmad  y  vuestros  deseos  qnedáf&ti'  satisfechas;  amad  y  seréis 
félicés^;  amad 'y  todas  láspoténcfii^^'dé'^a'tierfó  se  arrastrarán  á 
vuestros  píéfe  Ef  ambres  uííaHáina  que  arde  en  el  délo,  y  cuyos 
dulces  reflejos  bridan  haMaiiosbtros.  AJirenselé  dos  muncbs,  een-" 
cédensele  dos  vidas ;  por  medio  del  amor  duplicamos  nuestro  ser, 
por  u^Mia m  xnfül\wm  uúmH  Ü:  Dios  (i). » 

La  mas  preciada  dote  de  la  mujer  ha  de  consistir  por  lo  mis- 
dao  en  sus  virtudes.  La  práctica  de  ellas  la  hará  ser  querida ,  admi- 
rada^ h(Hmda^y.ieliz^&  ccmsideíatájliGho^  Ja-felicidalque. 
produce  4  cumpUmienloideraus  4ebe^  y'd:;goQBe  de  un  amor  pu|X). 
>  intek'in  la  muidlo  seeQflstjiaya  /porJa^ik^^ion  xle  itossenti^^i 
mientos  desús  hijos  y  por  el  ejemplo  déWs  virtnides^  en  manantial 
de  ventura  para <la  familia  f  paradla  Bociedad^iaétU  es  que  el  legisr. 
lador  derogue  el  actual  sistenü^éMil;'  pue»  éoiií' ello  baria  atin  ñas 
precaria  su  condición. 
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Hasta «intoneps  al  hablar  de  una  mujer  ..uaestros  jóTei^es  de  la., 
actaaiidad  continuaráa  pregunjtaodo  simpiemente  ¿es  rica?  Hasta  ea--  ^ 
tooces  los  seatimieatos  que  inspira  la  virtud,  permanecerán  aver- 
gonzados y  temerosos,  contemplando  la  degradación  de  los  espíritus  . 
absorbidos  por  la  codicia*  Hasta  entonces  la  que  Dios  creó  para  ayu-  \ 
da  y  compañera  del  hombre^^  bu  vano  se  afanará  por.  Ievantar3e  sor  . 
bre  la  turbia  admósfera  de.  hs  pasiones. .  . 

Pero  cuando  la  familia  se  teconstituya  ^bre  sus  verdaderas  ba^^ . 
ses;  cuando  la  mujer  sea  lamadre  y  la  esposa  digna  de  estos  sagra- 
dos títulos,  y  pueda  su  nombre^escribirse  en  el  cuadro  de  la  familia , 
cristiana;  cuando  n\iestra.  actual  juventud  al  hablar  de  una  mujer 
pregunte,  como  lo  luu^ian  sus  abuelos  ¿es  honrada?  entonces  el  legis- 
lador en  vez  de  abolir  la  dote ,  deberá  modificarla.  Entonces,  ai  re- 
formar la  institución /de  la  dote,,  como  exige  su  condición ,  podrá  es- 
tablecer ^|  derecho  de  retorsión  al  donante  cuando,  la  mujer  haya; 
fallecido  sin  hijos,  como  se  ha  conservado  en  la  legislación  foral  de. 
los  Reinos  de  Aragón ,  Vaípncia  y  Cataluña.  (1);  prohibir  el  tan  jus- 
tamente combatido  privilegio  dotal ;  (2)  y  hasta  la  notoria  desigual; 
dad  en  Ips  matrioionios,  como  lo  hizo  la  legislación  gótica  <3).  De 
este  modo  se  evitarán  infames  especulaciones,  y  aun  crímenes  esr 
pantosos. 

Regenerada  la  mujer  por  la^ religión,  la.dote  será  como  ha  de- 
bido ser  siempre^  una  institución  social,  cuyo  objeto  es  garantizar 
el  cumplimiento  de  las.obligaciones  inescusables  del  matrimonio,  y 
contribuir  á  qi^eja  familia  se  conserve,  en  el  grado  de  j[>erfeccion  y 
felicidad  á  que  la.elevó  el  Cristianismo.— Ha  dicho. 

MumI  Duvila  y  Golhuio* 


{{)  Portóles,  ad:  Oh.  .52  de  3\m  Bot  nüm.  4— Jaime  I,  37j  i  y  2— AK 
fonso  lil,  S119..2,  2.— Gfocer,  pvt,  á,  cap.  9»  núm*  ia3.— Fonlaa^Ua,  clau- 
sula 7,  glos.  3,.part.  12,  n\im,  26. 

(2)    Oportebat  ením  disponi,  marítos  creditoribus  suís  ex  sua  substantía 
satisfácete,  non  de  dote  malíeris...  L.  (2^  c.  Qw  pot.  in  pign, 
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/   Macho  se  ha  escrito  acerca  de  la  Becesida4  del  consentimiento 
paterno  para  contrae;:  matrimonio:  mucho  sobre  las  pragmáticas  de> 
i  7  76  y  1803«  habiendo,  como  en  todos  Jos  casos,,  como  hay  siempre-^ 
q)ie  se  agitan  cuesitipnes  de  derecho,  partidarios  acérrimos  de  aque* 
Uar^ultad  del  padre,  é  impugnadores  exaltados  de  la  misnuu  Soa; 
los  primeros,  los  que  tienen  ü  conc^ncia  del  respeto  debido,  á  es^i^, 
magistratura  doméstica,  los  que  desean  robustecer  Iob  sagrados  víor 
cilios  de  la  familia,  losxiue  todo  lo  temen  de  la  resolución  arbitra- 
riaf  caprichosa  de  un  hijo  en  nn  momento  de  pasión ,,  y  no  pueden  ^ 
creer  que  un  padre  abuse  nunca  por  cálc-olo  de  la  superioridad  qu^, 
la  4iataraleza  y  la  ley  le  dan  sobre  su  hijo.  Son  los  segundos  los  que> 
haciendo  intervenir  la  libertad  en  todos  los  actos  de  la  vida,  quie^ 
ven  <7ue  el  hijo  la  teinga  ,tan  amplia  como  pueda  ser  para  contraer  . 
matrimonio,  el  acto  mas  espontáneo  de  ella;  los  que  citan  por  ejem*-^ 
pío,  tal  ó  cual  padre  que  ha  opuesto  á  la  voluntad  del  hijo  la  suya», 
propia»  impulsado  por  miras  de  interés;  los  que,  sin  ánimo  de  reba^t 
jar  la  autoridad  del  padre,  porque  eso  no  puede  quererlo  nadie,  tamr^ 
poco  se  la  conceden  tal  que  deba  absorber  la  personalidad  del  hijo>.. 
tal  qae  se  mezcle  en  un  acto  al  parecer  esplusivo  de  este,  y  cuyos  rem 
soltados,  ó  favorables  ó  adversos,  á  él  solo  toca  soportarlos.. De^. 
los  dos  pareceres,  inútil  será  decir  que  adoptamos  .el,primero:  aun^^f 
q]]|e  no  obraran  razones  para  atribuir  al  p^dre  toda  entera,  la  facuK^ 
tadde  velar  por;  sus  hijos,  dirigirlps  y  gobernarlos,  el  interés  de  es- 
tos miamos  recomienda  que  la  tenga  y.  que  la  emplee  para  evitar  lo&. 
males,  qpe  son.  consiguientes  á  su  ínesperencia.  Queremos  prescin-^, 
dir  del  derecho  que  el  padre  tiepe  á  impedir  que  su  hijo^  enlazando-^ 
se  con  Jamilia.que  no  le  corresponda,  le  dé  un  heredero  á.  disgusto;, 
queremos  olvidar  el  que  tiene  como .  padre  para  no  consentir  la, 
emancipación  y  sus  efectqs,  sino  cuando  estén  compensados  con  Is^ 
ventajas  morales  que  han  de  resultarle  de  la  acertada  elección  á% 
esposa:  queremos  no  pensar  en  que  una  doble  cue&tion  moral  y  fisio* 
lógica  viene  comprendida  en  el  acto<  de  negar  ó  conceder  su  consen?^ 
tinúento;  aunque  de. todo  se  prescinda,  aunque  todose  olvide,,  e^ 
consentimiento  .páter^o  debe  inteipYenir  en,  el  ma.trinp;^io.  como  1^ 
saAtififiadpu  de  la  voluntad. del  }újp;  el  hijo  debe  pedirle, eji  testi'r; 
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monio  de  respeto^  como  complemento  de  una  resolución  que  puede 
ser  desauertaÁi,  como  la  garantía  de  uacoíise]0ílii9trad0qiie  iiecé-t 
sita  moderar  y  dirigir  los  ímpetus  de  una  pasión  tal  vez  acalorada  y 
ciega.  En  esto  se  fundan  todas  las  legislaciones  para  exigirlo,  inclu- 
so la  nuestra  que  seria  mejor,  si'reconoddéí'el  ftriiieipib,  no  liulilese 
sido  tímida  m  se^rfo,  si  no  hiñiiere  adoj/tádo  tm  término  medto 
que  no  satfefáceá  ta*  verdad,  'en  rez  de'segtnr  resueltamente  él  i^a^ 
itfino  único-y  solo  que  puede  conducir  á  eRa.  Son  de  esa  vadláKsiittt 
liiste  resultado  las  disensiones  que  pore^  causa  estallan  con  fre^ 
ctíéncia  en  la  fámiltá;  los  matrimonios  resistidos,  pero  al  cabo  ce-» 
iéhrados,  los  funestos  efectos  de  esa:  disidencia  doméstica  que  ab^c^ 
<da  el  abismo  entre  tas  femüíds  á  medida  que  el  hijo  refleiie^  s^ 
bre  la  opp^cibn  del  padfe  y  tfue  estis  vé  triunfante  la  desobedáettoíai 
4el  hijo.  Agregúense  á  esto  las  circunstancias  que  de  continuo 
aeompaSatt  á  esla  escisión;  cosa  por  otra  parte  hküi  natural.  Citím* 
to  mas  apretados  son  los  httíÉ,  mayor  el  esfueri:o  que  hay  (fit^  ha^ 
cer  para  qiiebtentaTlós;  mayor  él  estrépito  de  su  rompimiento.  ¿Qué 
suceso  ocuitirá  enel  bogar  doméstico  ni  mas  sondado-,  ni  mas  seiM'* 
do,  quisiél^mos  decir,  si  Ikféy  nos  ló  permitieíse,  mas  escaliááloso 
•que  el  depésíto  de  una  hrja  de  famifia?  Lo  es  mucho  el  que^idjo^ 
acuda  á  la  autoridad  de  la  provincia  buscando  amparo  contra  loí)  vi- 
gores de  un  padre:  lo  és  la  disipación  déúñ  hijo  que  oUiga  á  ut  ]^' 
ate  á  pedir  remedio  que  no  alcanzan^  á  darle  sus  fueros;  lo  sonilas 
rivalidades  t6  por  cuestiones'  de  familia  ó  pot  causa  de  intereses  que 
turban  alguna  vez  la  pa2^  de  las  casas.  Pero  ¿qué  podrá  comparar^' 
se  con  el  quebranto  quelos  pádt^esjperiméntan,  viéndoíe  sorpteti^r 
didos  con  la  noticia  dé  que  una  hQa'  ha  pedido  depósito?  Lo  qhé  «ott 
esto  ha  dado  á  entender,  lo  que  este  acto  significa  es,  que  la  hija 
desconfía  de  enconlrai^  justicia  en  su  padre  y  la  busca  en  Ik  autó^ 
ddad  civil^  teme  no  encontrar  seguridad  en  su  Casa  y  la  busca  en  la 
déíl  amigo; -déser  saltar  ^1  recinto  de  cáriBo  y  respeto  queia'apriÁ 
slonaen  sufamAiá,  para  ser  libré,  para  satisfacer  su  vtAfantad, 
Mja  ta^  vez  del  oaprfcfao  y  siempre  de  una  pasión:  que  sobila  pa- 
ilón es  tápñz^  haceru^s  desconofcer  cíertois  deberes. 

To  digo  quíe  será  necesario  este  vemedio,  puesto  que  lá  1éy4e''4ía' 
establecido;  pero  que  es  sensible ,  pero tjue  es  cruel  la  aScaicik  édf 
mnedio.  La  jóvenqtle  pide  un  dépésilo  tío  tíeúe  que  siepgc  íúóVMhb 
(tora  que  seletoncéda;  lé  pide  porque  le  de^,  y  h  féy  la  cohbéd^ 
iO'qúe  pidéi  su'MoItmtád  no '  se^  baMa  de  dcuefdo  con  la  de  'scas'pk^ 


4kq»»  ;^  «1 4i,sfiD60Md6  la&  dos  i[ojiuUa(te9,  no  es  la  del  ji^fe  dei» 
ta)Míii^qu«  k  lay  cooauUat  la  del  hooibre  imparcial  en  quien  no 
S^ed^i  duponerse:  mira»  contrarias  á  h  felicidad  de  la  hija:  se  conr 
salta  la  Yoluntad  de  esta ,  joven  inexperta,  joven  apasionada  y  que 
dé'limtedida  del  estadade 'Su  rcova^oai  en  el  arnuique»  impropio 
del  sexo  d^il,  con  quepvigna.poc  sacudir  la  tutela  de  sus  padres. 

Noqiiierarepetir  la  granra^on,  para  mí  mas  que  grande,  mea;*- 
9Way  vulgar»  por  bloque  se  ¡pretencteQ  autori^r  estos  y  otros  abur 
f8l96«  ia  ksy' tiende^  se  ha^ilicbo^  i  fomentar  .los  matrimonios:  á  es<^ 
responderia  que  nuaeaé  e^peasasdolos  derechos  sagrados  de  familia, 
'ÚBiiAíptífí^i^^  de  (^cdefir  ecieqoialmente  inlecesados  en  que  no  de- 
'^areeean  ia9baaes4ej  domestico;  Auoca,  si  para  conseguirlo,  hay^ 
'V^  dejar  sin  ;g^rwtiasJaautorida4.patei:na.  Si  aun  por  fin  los  ma- 
taimoiiiesr  no  se  ediehráran  sino-  en  edad  madura,  cuando  los  con- 
trayentes,  oaneeiesen  la  trascendencia  delj  acto,  la  circunstancia  si- 
qitieQa4e«u>iadÍ8elnbi)idad.  Pero  la  ley  jmtt  fommíar  los  enUce^y, 
losiautoQ^a  en  una^edad  temprana,  la  ley  reconoce  en  los  jóvenes- 
aptitud  fara  easarse  á  los  catorce  y  doce  anos,  cuando  sería  cues- 
"üonable  si  la. tienen  en  ese  tiempo- ni  física  ni  moral;  la  ley  permí- 
•te  cehdwar  el  ma^  grande  de  los  contratos  á  los  mismos^á  quienes- 
deoiara  incapaces  de  obligarse  |ioreUos  y  por  una  contradicción  que^ 
es;  el:  resollado  de  un  f^so  principio  y  permite  hacer  un  sacramento 
'¿  ios  que  hasta  di^sconooeot  los  tórmioos  y  la  esfension  de  un  con* 
Halo. 

En  tan  desfavorables  condiciones,  es  natural  que  ocurran  casos^ 
de  dopteito,  porque  lo  es  que  los  padres  resistan  las  determinado- 
(jnesdesus  hijas  fpodadas  sobre  una  impresión  pasagera;  natura 
que;  los  encargados  de  vek^r  por  la  snerle  de  sus  hijos,  aparten  ó* 
l^ocuren  apartar  las  desgracias  que  se  ocasionarían  por  una  elección 
antojadiza  y  caprichosa;  natural  y  o^y  natural  que  encargados  i0 
dar  el  consentkniento  se  nieguen  á  prestarle ,  mal  que  pese  á  la 
volmtad  de  sus  hijos,  cuando  por  motivos,,  que  á  aquellos  solo  to^. 
aprf^iar^  no  encuentren  ni  conveniente  ni  acertado  un  proyecto  de 
enlace. 

Pero  este  es  uno  de  los  actos  en  qiie  no.  suele  concederse  la  ra- 
zón á  quien  la  tiene.  Si  la  ley  \z,  ha  hallado  para  conceder  al  padre 
esa  mauifestacioo  de  su  voluntad;  si  ha  creído  que  es  de  rigor,  ha^* 
ta  cierta  edad  por  lo  menos,  ,que  la  interponga  á  fin  de  completar  j  - 
ratificar  la  del  bij^»  él  46be  serr^rhitro  y  jiioz  único;  á  nadie  debía 
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•iserle  permitido  inmiscuirse  en  stre  deterteinacíones;  y  tottto  rejvo- 
^c'arlas.  ¿Quién  puede  ser  juez  sobre  elpadre  en  lo  que  (^bíerneal 
régimen  y  dirección  de  la  famiHa?  ¿Qué  autoridad  mas  legítima  que 
la  su va? 

Y  sin  einbargo,  véase  uff  caso  en  que  las  leyes  dudan  y  preiscin- 
den  de  ella,  creyendo,  que  por  ser  mas  favorable  al. hijo,  puede  *ser 
mas  impárcialla  de  un  juez,  la  de  un  gobernador.  Esos  sotí  los  fun- 
donarios  designados  por  la  ley  para  oir  las  quejas  dé  los  hijos,  pata 
darles  la  razón  aunque  conozcan  que  no(  pueden  tenerla  cuando 
protestan  contra  el  que  llaman  rigor  de  üu  padre. 

Cn  hombre  ha  logrado  escitar  la  imagmacion  inpresionable  de 
tina  joven:  puede  ser  aquel  mayor  de  edad,  puede  ser  un  niño:  ma& 
frecuente  es  que  sea  lo  segundo,  porque  solo  en  los  pocos  anos  se 
concibe  que  uno  sugiera  cierto  género  de  medios  para  remover  loís 
estorbos  que  se  oponen  á  la  realización  de  un  deseo:  en  cualquiera  de 
los  dos  casos,  puede  ó  no  necesitar  6  tener  de  antemano  el  consenti- 
miento paterno,  que  no  se  le  rehusa  coii  tal  de  alejarle  de  la  familia; 
ese  hombre  en  estas  circunstancias,  ó  arrastrado  por  la  pasión  del 
amor,  ó  lo  que  podría  también  suteder,  obedeciendo  al  móvil  de  un 
interés  calculado,  es  el  obsequioso  amante  de  aquella  joven,  y  ni 
perdona  sacríficio,  ni  repara  en  medio  para  hacerse  dueño  de  su  co- 
razón y  maridar  en  su  alvedrío:  solo  un  obstáculo  se  opone  al  cutnpli- 
miento  de  la  palabra  de  futuro  enlace,-  con  que  la  lisongeó  desde  el 
primer  instante  y  pudo  abrirse  camino  en  su  corazón  candido -é  ino- 
'<;ente,  ese  obstáculo  es  la  negativa  del  padre;  y  qué  ¿le  cuenta  mu- 
•t;ho  por  ventura  triunfar  de  esa  negativa?  En  disimulando  sus  in- 
tenciones, y  procediendo  por  sorpresa,  cuando  el  padre  menos  to 
'espere,  el  amante  habrá  conseguido  la  interposición  de  una  autori- 
dad que  remueva  la  suya,  un  juez  llamará  á  las  puertas  de  su  casa, 
'esplorará  por  separado  la  voluntad  de  la  hija,  y  solo  con  que  esta 
sostenga  su  palabra,  y  no  retracte  la  firma  con  que  ha  suscrito  la 
*€sposicion  que  ella  no  ha  hecho  ó  que  otro  la  ha  sugerido,  el  jijez 
pondrá  entredicho  á  la  autoridad  del  padre,  solo  la  suya  prevalece; 
he  dicho  mal,  quien  dá  la  ley  es  la  hija  que  se  aparta  del  hogar  pa- 
íteme, seducida,  fascinada,  orgullosa,  si  clabe  que  tenga  orgullo,  la 
^  liija  que  presta  los  medios  para  que  un  *  hombre  advenedizo,  un 
'  iiombre  estráno,  un  seductor  quizás,  cause  á  la  autoridad  paterna 
■esa  herida  á  traición. 
•      Hasido  la  ley  por* cierto  muy  indulgente,  muyl fácil  en-éste  pun- 
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tó:  páTñ  'cosas  que  nada  impertan*  gratules  iSii^íicias:  examen  de 
testigos,  reconocimientos;  iafofmes  periciales  no  logran  acasa  de- 
clarar nrgente  nn  negocio,  ó  qiie  se  admita  y  se  diga  un  recarso: 
los^  depósitos  dé  mujeres  solteras  pafecen  siempre  casos  de  suma  ur- 
gencia. Puede  el  padre  saberlo,  cerrrar  las  puertas  de  su  casa,  vi- 
llar mas  á  su' bija,  llévai*la  á  pais  estranjero:  á  un  juez  le  esponen 
ésa  urgencia,  y' el  juez  usa  dé  su  oficio  y  dá  los  primeros  pasos  ya 
^precipitados  para  llevar  en  pocos  dias  á  completo  término  un  acto 
'grave  sin  reparar  en  qué  ese  término  puede  ser  ¡quién  lo  duda!  un 
'precipicio. 

No  es  digna  una  bija  que  asi  se  levanta  contra  la  autoridad  pa- 
terna de  que  está  lleve  mas  adelante  su  solicitud ,  y  de  que  en  mo- 
mentos de  tanta  angustia  y  de  tanta  premura,  señale  con  ániíno  se- 
teno la  casa  que  considere  mejor  para  hacer  el  depósito:  la  del  ami- 
go no  es  buena,  porque  quiere  evitar  ese  disgusto  al  amigo,  pretes- 
tos  á  la  depositada  para  que  desde  allí  se  queje  contra  la  influencia 
-de  su  padre,  la  hija  lo  señala  quizás  y  el  padre  se  conforma.  ¿Al  pa- 
dre ya  que  le  importa? 

Durante  una  sesión  que  acaba'  en  pocas  horas  queda  consumado 
'el  acto:  la  hija  envenena  el  insulto  que  ha  hecho  á  sus  padres,  repi- 
tiendo á  su  presenciaycon  esa  discusión  insolente  que  hace  en- 
cender las  megillas  de  las  personas  imparciales,  que  es  su  voluntad 
abandonar  la  familia,  establecer  esa  •  separación  ¡ah!  qae  puede  ser 
'^te^na:  que  tal  vez  no  cesará  sino  cuando  .la  realidad  de  la  obceca- 
<^ion  busque  remedio  en  la  misericordia  de  los  padres:  el  juez  sale 
en  demanda  de  un  asilo  estraSo  para  la  hija  que  ha  roto  con  el  su- 
yo; la  familia  sumida  en  el  ma^or  quebranto  no  halla  consuelo  ante 
la  idea  de  que  la  autoridad,  encargada  de  velar  por  los  derechos  del 
'Ciudadano,  sea  la  misma  que  hayadesconocido  los  suyos,  llevándole 
una  alhaja  de  casa  sin  remedio  para  recuperarla,  sin  tribunal  nin- 
guno, como  no  sea  el  de  la  propia  conciencia,  para  esponer  sus  re- 
sentimientos. ¿Para  qué  intentar  la  remoción  del  depósito?  Antes  de 
^conseguirla  se  ha  obtenido  la  orden  de  la  autoridad  encargada  de 
"entender  en  los  espedientes  de  disenso.  En  cualquiera  casa  en  que 
ii  bija  permamezca,  el  resultado  será  siempre  igual:  puede  estar 
segura  de  conseguir  de  la  autoridad  el  consentimiento  que  el  padre 
la  niega:  no  mudando  de  propósito,  y  eso  es  difícil  después  de  haber 
llegado  á  costa  de  un  escándalo  al  punto  en  que  se  encuentra,  sabe 
^ue  su  deseo  se  cumplirá,  que  la  autoridad  de  la  provincia  tiene 


fHMYMiJienií^ilt  qiiA  m  fVi»dff!i4^íji^.i(fít.éÍB^^  hay 

4ses  el.iaatiatprdeirl(j^ {éUcid^d^d^ws  hijos^  ;  qs  ^  ^o  traerle^» 
daneudata,  oi^igartoili^efespiiqíieaf  los.  fuw4aiQ^atQ84B  su,  cmr 
diKHa»  Nafli^ide  le^.  $Qf;ed€$.QP0tIaraiUvi4a<l^  y  ooimo  no  ise.  le  daa 
if^Oiiie^;  y.^táuUa]99d/9i¿r>0O|tf)q»p  ;.da,Ha.ft^^  lo^.qiie 

mas  descuella  es  la  volantad  firmemeate  espresada  por  d^. Jóveiifi^ 

ibc<Kllri^raiat>fÍ9PíaiiÍ<^  »i#Hái^|eftd^j^  la,«iá^.gue<el(  a^  tiene 
4|i«aii  modo  .4e/VÍTWi¿lq(4wáafqi|é»ji/e  i^poria^  ¿fetá.)lanifulMl|k 
j^g^.de  Ía»^dqínáíSt^cQBi;fyQÍ(WQW:de  ^mMia?  La.  suerte  qpQ  tíkvm- 
4ríoiQníoiiies0rv^.para<6^fPOi;TWÍi7  kkMqa^  le.á^teiiQsaJ.  JB^la  eatfs 
awi«to  c^ria  pú^ma  &ia  ipiparwtidadrcii^nfu^ffesHelve'Q^  ^m 
(ejdAOQCirf^ip^  las  oainbDes,d#  l9|s^^per«paa<  qii^  \o  agítoft»  para^o^ 
:HÍ^m^  ^.eUos,  y  9ava;qfiei9l  ^jy^e^dieíayti^.pa^q  íívíüí  ari^vo  de^ 
el  momento  que  salga  de  sus  manos. 

.  •  iFof (lAaiMffa  que  eoi  YaBd/e$.  1&: ro^i^to^íí^a,  úif,  tos  ,p^r,es  de  |a.mi» 
^iardeeNi»  triunfa  l9<iEq)uAla4  de^las^hijiis.,  La  in^Migur^iqn  de^if^i 
iMDJAia^QQsade/tasUatímpQrtanqiaAn^re  .lo^  .tow^s,  t^n^sokmff^ 
{Ma  toa gqdos^ '^  veciQi^  entre  nosotros, ;qjieieaes;ta,parte  noQoív- 
•Aorvamos  a^llo^jPffeciedentes,  (casi  %  laiu^r^a^  i^poprque  dos  jc^^ 
voaes  lo.ban»  miielto»  y  ipesi^  é»  sin  iB&^fk^d^  y  .aunque  .$efi 
fUna  oaiaveya^  es^^n  ;vphiatad  oQiwunar)si  y  larjley  n9  les  qiuta  to^ 
^ftedios. 

Moobaside  nuestras  l(|ye^  han  do  attfrír,i:e(arma,  y  no  será  laút- 
tima  la  qttQ  ha  i  establecido  elJamoso  r>e(wso.de  irracional  disensq. 
¿itoella  proeeden  todos  loSfWde^.  Si  ha&ta  una  ^dad  maa  ó  menn^ 
Jarga,  se  proiúbiejra  á  los  bjjos  de^{am,üia  contraer  matrimonio^ 
4ii;i|entras  el  .padre  no  laaprobase,  m  sucodería.  laque  boy  pasa.  Los^ 
hijos  modelarían  su  impadencia,  á  bien  que  e^a  es  enemiga  del 
•qon^jo,  y  pooas  resolaciones  le.necesitan  tanto  como  la  que  de  una 
vez  $e  toma  para  no.  revpoarU  nunca.  La^  disposición  de  la  ley  car 
i^óni^s  y  que  es  lanue$tra«  ^nals^ido  la  edad  de  los.  14  y  de  ios  12: 
^os  para  contraer  matrimpoio  no. estarla  en  oposición  con  la  ley 
que  exigiese  además  ha^ta  otra  edad^  el  requisito  del  consentimien- 
to paterno.  Por  largo,  tiempo  se  oon^íderaron  nulos  los  matrimonios^ 
iüontraidos  sin  esta  solemnidad,  y  aunque  hoj[,no  lo  sea»  no  tieno»  k 
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Iglesia  n^^n((aj.Dt,erésq|ie  el  Estaco  en  qm  se.  dé  esa  garantía  ie 
acierto  á  la  uj^ion  ooByugal,  enc^r^ada.  de  realizar  tan  altos  fine^, 
.  Un  altos  destinosi.  La  verdad  es  que  ^n  la  mayor  parte  de  los  países 
,  aquella  edad  e^  prematura;  pero  .nO:es  esa  la  Gue$tíoQ. 
•     La  edad  seioiajada  por  el  art.  144  del  Código  francés  es  de  18 
anos  para  los  yaroues  y  1^  para  las  mujeres.  Para  consignar  la  es- 
cepciei^  del  artículo siguipAte ' sé  ha  tenido  en  cuéntala  ofensa  he- 
cha al  honor  y  la  necesidad  de  evitar  el  escándalo.  Hasta  los  25  anos 
el  mar^doy^Sf  1^  mujer,  aq  permite  el  articulo  148  á  los  hijos  de  fa- 
.milia  contraer  matrin^onio  sin  el  consentimie^tp  de  los  padres:  en 
ca$o  d§  disenso  basta  el  del  padre.  Otras  personas  le  reemplazan  en 
estos  derechos  si  ellos  pp  existen:  por  último  los  h\jos  de  familia 
mayores  de  aquella  edad,  menores  de  30anQs>  han  de  pedir  el  coa- 
.  sejo  por  un  acto  ^espetuo^o^  renovándole  dos  ó  tres  veces  de  mes  en 
mes  (art.  181  y.  182).  ,      .. 

Natural  es  esa  disposición,  en  un  código  que  se  formaba  momen- 
.tos  después  de  haber. salvado  una  revolución  que  habi^  aflojado  to- 
dos los  vínculos,  que  habia  faltado  á  todos  los  respetos:  el  legisla- 
;  dor  eonoció  ia  necesidad  de  estrecharlos,  .y  necesitaba  principiar  por 
.  los  vínculos  y. respetos  que  deben  conservarse  en  la  familia, 'base  y 
,  fundamento  del  orden  social.  . 

Allí  no  hay.  recurso  contra  la  negativa:  es  el  voto  absoluto  que 

no  consjente^apelacioa  ni  alzada:  el  Tribunal  de  un  padre  no  recQ- 

^  noce  otro  superjor^  £1  depósito  carece  de  objeto  desde  que  el  hijo  ó 

r^hija  de  familia  se  persuaden  de  que  no  tienen  mas  remedio  que  con- 

.  formarse  con  la  yoluntad  paterna^  y  aun  si  fuera  verdad  que  el  padre 

.se  ensañase  contra  un  hijo  (j[ue  manifiesta  una  voluntad  contraria  á 

.  la  si^a^  es  menos  posible  que  lo  haga  ni  que  ejercite  actos  de  jrigor, 

.cuando  está  convenqidp ,  de  que  mientras  él  no  consienta^  no  ha  de 

celebrar  el  hijo  el  proyectado  matrimonio. 

Ni  hay  oposición  en  la  ley  al  permitir  los  nptatrimonios  á  los  18  y 
.  18  anos ,  y  mandar  que  no  se  celebren  hasta  los  28  y  los  21 ,  si  el 
fladre  lo  resiste, ,  . 

cLas  fuerzas  del  cuerpo,  dice  un  comentador  (Rogron),  se  desen- 
vuelven antes  que  las  facultades  del  alma;  el  hombre  se  encuentra 
hábil  p^rá  contraer  matrimonio  antes  que  capaz  de  hacer  una  buena 
^lección.  La  ley  ha  querido  que,  la  ternura  ilustrada  de  los  padres 
supla  al  defecto  de  la  experiencia  de  los  hijos  y  se  oponga  al  arrébor 
to  de  las  paswnes.i>  Es  imcuo  suponerle  otras  miras,  pensar  que  ^e 
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arriesga  algo  concediéndole  esa  intervención.  La  ley  que  supoúe  á  los 
"hombres  buenos,  ¿tiene  motivos  en  que  fundar  la  presunción  deque 
tós  'i^ádres  sean  malos?....  Sobre  todo,  el  qUe  alguno  lo  sea,  y  me 
cuesta  conceder  esta  suposición,  el  tfié  alguno  abuse,  es  menos  malo 
'  qué  el  que  dé  todos  se  recele,  estableciendo  un  recurso  general  de 
áisénso  que  descansa  sobré  el  principio  de  qué  es  abusiva  la  auto- 
íridád  patetna;  Lo  primero  es  una  desgracia  sin  consecüenóias :  lo 
segundo  autoriza  un  escándalo  qtie  las  tiene. 

En  este  sentido  está  escrito  el  proyecto  delnueVo  Código,  cuyas 
disposiciones  importa  inucho  ir  cohociendó  para  saber  en  qué  puede 
itiéjorárse,  ó  si  por  ventura  contiene  alguna  peligrosa  innovación. 

Él  art.  81  dice:  el  hijo  de  femlliá  (Jué  íio  ha  cumplido  23  anos  y 
tahija  que  no  ha  cuihplido  20  necesitan  pai^a  casarse  del  cónsenti- 
'  míettto  paterno.  Los  siguientéá  artículos  enumeran  lias  personas  en- 
cargadas de  prestarle  cuando  el  padre  há  fallecido;  y  el  83  dispone: 
fetó  persohus  áütoriiadas  para  pvesíaY  éV consentimiento  no  necesi- 
tan espHsar  laráion  déla  hegativá,  y  contra  su  disenso  no  se  ad- 
muir  i  recurso  alguno. 

No  promoveremos  cuestión  acerca  de  si  deben  ser  los  23  anOs 
que  el  proyecto  Cénala  ó  los  28  'del  Código  flrancés  como  término 
dentro  del  cual  no  se  puede  contraer  mátriíñonió  sin  consentimiento 
pátértfo:  en  una  y  otra  legislación  se  cóásigna  el  mistno  principio, 
^  ést¿  'áos  bá^ta.  Mas  esplícito  nuestro  ptóyectó  niega  todo  recurro 
cótiírá  1á  tíegátíva:  el  Código  francés,  aunque  no  lo  d¡^,  táinpbco  lo 
concede:  en  su  pi^ohibicion  vá  envuelta  la  idea  de  que,  resistiendo  fel 
matrimolííió  l^s  béi^oüas  ahlórizadáá  ^^á' iáÜt'ótizáUe  coú  sü  con- 
'séiífiATéiiíto,li'o  hay  Véétífsó  póáíble  i«  (^tíéja' q[ufe  pítfáér  hacer  valer. 
'  í)é'|[>lótárfanlos  hé  íñiiieñsosiñátes'  qué  tr'áe  '<iiMig6  el  funesto 
íecJtírsS'  y'las  lítfürmationés  que  con  Wásíoñ  de'él  J[)üé(ílen'  hsicersé. 
Pero  no  ha  sido  ese  nucfsttó  óbjetói  el  caso  és  qué  iftíientras  se  es- 
péi^aése  resultado^  teíéntrás  sé  espefá  él  término  del  espediente,  que 
J)6rló1;álilrinácába  supliendo élcóhséiltiilíiéntó  t)áléráo ,  '6  loque 
es  lo  mismo,  con  la  declaración  de  que  la  negativa  ddípaiiréfcrá  irtit- 
cíbnáí,  este  ya  ha  sido  pré'^íañaféhte  castigado,  él  padre  yá  ha  pasa- 
do pbr  lá  amarguea  de  Véb  qué  lá  háh  álrrébatádo  lá  hija;  qtié  ella  ó 
la  ley  ten  présttmid'ó  aue  'sería  Üi^k^  dfe  cdítíéteruú  abusó,  y  pata 
impedírmelo,  dé  fuerza  ó  ^ór  grado,  le  haü  obligado  á  áü^ril' que  sal- 
ga Su  hija  de  casa,  qué  Vaya  á  buscar  la  seguridad  éú  la  casa  dél 
^ééitio.  La  ley  lo  há  mandado,  y  ño  hay  nías  que  respetar  los  motf- 


vos  de  ia  ley.  Sin  embargo,  debemos  disculpar  las  quejas  y  los  re- 
sentimientos que  oo^dona.  Gl  defió&ito  de  su  hija  es,  á  no  dudarlo, 
igrande  humillación  para  un  padre. 

El  examen  de  las  opiniones  reinantes  ofrece  dos  consideraciones 
que  abogan,  á  tío  dudatío,  pot  la  dootriná  que  sostenemos.  Es  lapri* 
mera:  que  el  tiempo  ha  hecho  casi  imposible  las  exigencias  con  que 
ciertos  padres  han  pretendido  alguna  vez  formar  la  vocación  de  los  hi- 
jos hacia  tal  ó  tal  estado;  sea  que  hoy  ninguno  tenga  ventajas  sobre 
otro,  si  eso  era  lo  que  se  bu^eato^  seaque,  como  cambian  los  tiempos,^ 
cambian  ó  cesan  ciertas  preocupaciones,  la  que  se  refíere  ala  elección 
de  estado  ó  no  subsiste  ó  es  menos  de  temer.  La  segunda  tampoco  pue« 
de  negarse.  De  pocos  anos  á  esta  parte  las  condieiones  de  la  familia 
están  mudadas  por  completo:  las  circunstancias  hantraido  cierta  fa** 
xúlídad  en.  el  trato  que  nuestros  padres  no  conocieron:  la  casa  de  úu 
<;iudadano  que  antes  era  un  santuario^  hoy  se  abre  á  todas  las  gen* 
tes:  no  se  inquieren  de  ordinario  los  títulos  de,  una  persona  que  as- 
pira á  ser  contado  entre  los  tertulios,  entre  los  amigos  dé  la  casa:  .el 
menos  atrevido  está  autorizado  para  frecuentarla  después  de  una 
simple  presentación.  De  ese  modo  se  ha  hecho  mas  fácil  estender  las 
relaciones  que  antes  solo  existían  entre  determinadas  familias,  que 
venian  perpetuándose  de  padres  á  hijos,  que  rara  vez  tas  esponian  á 
disgustos  de  ciertos  géneros;  no  nos  admiremos  de  qu6  también  lo 
sea  el  abuso  de  que  algunos*  padres  se  lamentan  sii;i  acordarse  de 
que  puede  haber  tenido  gran  parte  en  su  quebranto  su  condescen* 
dencia,  su  propia  debilidad. 

Benito  'íMikmt. 
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Elf  LOS  ANTIGUOS  l^ÜEBLOS  GERMÁNICOS  (I). 


•     ■      f       v  ■  .       I  -.•.••■••?'  '■  1         •         . 

El  l^rmcipio  de  lá  solidaridad  (2)  q\íe  daba  á  los 'parientes  el  de- 
rechOy  y  les  iúiponíá  la  obligación  de  tomar  parte  en  las  amistades  y 
en  las  enemistades  de  la  familia,  era  tino  de  loi^  rasgos  más  caracte- 
rísticos del  sistema  pénaVde  los  paébloá  de  origen  germánico  y  es- 
candinayo,  que  examinaremos ,  auáqae  brevemente ,   para  com- 
^  pletar  el  cuadro  que  tíos  hemos  propuesto  trazar  del  derecho  y  de  las- 
'  costumbres  de  aquellas  razáis  én  materia  de  |>enalidad.  E^le  pKnci- 
pió  venia  á  procTamai^  la  absurda  doctrina  de  qáe  no  son  personales 
los  delitos,  y  que  de  consiguiente  tampoco  lo  son  las  penas  que  se 
'  han  de  imponer  á  sus  perpetradores.  Por  otra  parte,  su  aplicación 
era  una  tea  incendiaria  arrojada  en  él  seno  de  la  sociedad,  que  se  veía 
destrozada  por  cont(nuaá  y  éncarpizadias  guerras  de  faibilía,  alimen- 
tadas por  el  espíritu  de  la  venganza  colectiva. 

Ta  hemos  visto  en  uno  de  los  artículos  anterioriss»  que  para  poner 
límites  á  este; mal  cpi0.  p^ía  llegar  hasta  el  estremo  de  producir  la 
estincion  casi  completa  dé  las  familias,  se  establecieron  las  compo- 
siciones, voluntarias  al  principio  y  obligatorias  después.  Pero  asi 
eomo  los  parientes  del  ofendido  ejercían  el  derecho  de  venganza,  es- 
tendiéndose con  frecuencia  contra  los  parientes  del  agresor,  asi  tam- 
bién, constituido  el  sistema  de  composiciones,  la  familia  del  culpa- 
ble tuvo  que  con  tribuir,  i  sap  ago,  y  la  del  agraviado  adquirió  una 
parte  de  la  cantidad  que  por  aquel  concepto  se  debía  satisfacer.  Era 
una  consecuencia  rigorosa  de  la  obligación  de  que  jios  habla  Tácito: 


S    Véanse  las  págs.  143  y  317  del  tomo  XIV. 
Para  comprender  con  una  sola  palabra  la  responsabilidad  y  el  dere* 
cho  solidario  de  los  parientes,  usamos  de  la  voz  solidaridad,  que  como  lóc- 
nica  puede  admitirse,  aunque  se  repute  poco  castiza  en  el  lenguaje  común. 


- « 


Suscípere  t<m  inimicüiai  8éu  patris' seu  propingui,  quam  arÁiéUia^ 
neeesse  est;  pues  nada  mas  natural  segün  las  costambl*es'de  estos 
póeblos,  que  los  que  tenían  el  deber  de  auxiliar  al  agraviado  para 
vengar  sus  injurias  tuvieran  el  derecho  de  percibir  una  parte  de  la. 
composición  con  que  se  rescataba  la  venganza,  así  como  también 
que  por  una  justa  reciprocidad  contribuyeran  con  el  agresor  para 
el  pago  del  wergeld.  T  esta  obligación  se  consideraba  tan  firme  y 
tan  eficaz,  que  en  alguno^  piíebfos  de  origen  germánico  el  jefe- 
de  la  familia  no  podía  desprenderse  libremente  de  su  patrimonio, 
garantía  eventual  4el  pago  de  las  compoáeiones,  siendo  preciso  para 
que  surtiera  efecto  la  enajenación  el  consentimiento  de  sus  hijos  y 
aun  el  de  sus  parientes  colaterales,  por  el  interés  qué  tenían  en  que 
no  se  disminuyera  su  responsabilidad.  En  comprobación  de  esta 
doctrina  tenemos  el  ejemplo  de  un  magnate  franco  que,  al  hacer  cier- 
ta donación  de  bienes  á  su  fututa  esposa,  manifiesta  que  há  obtenida 
«1  consentimiento  de  sus  parientes.  Üha  cum  comenm  virormn  illus^ 
triumpropinquorummeorum{í). 

Las  mugeres  se  hallaban  esclnidas  por  regla  general  éñl  derecha 
de  participar  de  las  composiciones,  así  como  también  exentas  de  la' 
obligación  de  contribuir;  pues  no  pudiendo  ejercitar  eí  derecho  de- 
Tenganza,  ni  tomar  las  armas  en  defensa  de  sus  parientes,  á  causa 
de  la  debilidad  de  su  sexo,  era  una  consecuencia  natural  deles  prin- 
cipios que  en  esta  materia  se  seguían  ^  que' no  les  correspondiese 
solidaridad  alguna,  activa,  ni  pasiva. 

Tenemos  un  ejemplo  de  esto  entre  los  íombardoÉí,  cuyas  leyes^ 
escluyen  á  las  hijas  de  la  partieipacidn  del  wergeid,  al  menos  exis-^ 
tiendo  varones  ligados  al  difunto  con  Tínculos  de  parentesco: '  Quict 
filioe  ejm  {Umgobardi  interemH)^  dice  Luftpriindo ,  eo  quód  femínea 
sexu  esse  probantur ,  non  possunl  ipsam  faidam  levare  (2).  don  et 
4iempo,  sin  embargo,  las  mujeres  llegaron  á  adquirir  en  algunas  tri^' 
bus  elderecho á  la  composición:  aísí  sucedía  entre  los  fi^isones^  cuya 
ley  determina  que  et  wérgeld  por  el  homicidib  correspóiída  tanto 
á  la  hija  como  al  hijo,  al  padre  como  á  la  madre  del  difunto  (3).  Las 
leyes  de  Noruega  éonceden  también  á  las  mujeres  el  derecho  de  per- 
cibir el  wergeid,  y  les  imponen  la  ol;^ligacjon.de  contribuir  á  su  pago. 


■•• 


I)    Lindémbrog.,  /orm.  79. 

(2)  Cap.  XIII,  leg.  Luitprand. 

[3)  L.  Fris.,lUXIX. 


.  lili  .14$.  pael)i(]^  germáojcos,  y  e^canjii^avQs  n^.b^bjj^^iin^.jregir^^^ 

t^  habÁ^4^  satís^c^r  ó  percibir.  N^  úbstaate,.  s^  ^ri^e^^qne  $^;U^,. 
plíinqpiofH^  taa  completa  U  ri9^p(¥)^t>Ui4adv  ;quQfP^  ip^olvejaciia  ^ 
d^Uulp^bte  e3tat>a![i  p^igai^^  si|s  {i|^^Ate3«ma8ÍppráiútD0^,á  pa,g;^ .. 
ii|tegFa]UQOl6.1ia;eoi»i|>QsioÍQa.  P^q  qu^le»q^era  quQ  seanjiQts.gr^dQf^t, 
de  certidu^rj^  que  tenga  o^,.  p;^<)ficisicípii,,ep  Ipcier^to^qu^t^  ^ha-, 
]|$(mos{]irQJ^ft4m»^t^w4ific^  ,leyies{4e,fMIi^Uosj)tiieh)o^, 

que  no  splo  ao  imponen  la  oiAig^n  .4e.  coDiiíriJtwir  por  ^\  tQd9 « si-^ 
HQ  quQ  d^iga^»,U  paita  (ms^M  4q  8*ti^a<?erv  RF9B9irpiQiií¿4í>l^ . 
á  la  mayc^  ^  m^mi  ^^f^míM  4*1  iftíjr^í^tesca. 

£1  títu(9r6i  de  ía  te^3^G<^  «Avie^nil^s^t  que  m a^lg^no^Mut^ ^s^ 
el  S8,  eftaJ)Iec0,  la  maii^ca  de  eligir  la  re^poasabiUdaAr  y  el  órdea 
que  para  e^<^( efecto  se  ^gaia.  «El  qne  h^^T^uerto  á  ua  hombre,  se., 
dice  en  el  Q^re^9  títiilo,  y  no  posee  l^íe^es  t^a^tai^tes  para  cw- 
plúr eoa Ja ley^  ha d& pre^eatar^ocet^tigQs,^ Iqs .ca^e^haa  dejur 
rar  qae  dí  debajo  de  tierra,  ai  sobre  ia^  0errai  t^ae  ma^  q^e  lo  que 
hf^  eatreg^ya.  Ea  segu^ic^^eatrafá.eu  $u  babitapioa^  y  tpipa^da 
lierra  da  ios  euatro  ángi^o^,  se  colocará  en  elumbral,  y  volvi^n^oseí 
hjJKsia  el  i^tc^rfor  de  la  casa,  air{:oy[ará,  coa  |a  m^^  Lsqnierda.la  tierra, . 
qiie  baI]Áa  CG^^P»  Ptor  enqoíaite  los  hombros.  ^  sobre  su  mas  próxiip(> 
ps^rient^  V^r^,  si  su  padre^  ^u  wadre^  6  su  herjnano  han  pagado  p(»r 
^«  1$^  deberi.a^rpjfr,  sobr^  la  beriaia^a  dQ  ^u.ptadfe»  6  gobr^  lo^  hi- . 
Jos  de  esta  hermana,  y  si  no  existea  tales  ps^ri^nte&i  sobrO:  Jio^  tr§& 
ipas  próxi^ps  de.p^riiedes^ps^^i^eódesu.madcfif  E^seg|4Á4f^:d<(be> 
irá  saltar  elíVaíladp^  d?8(5p$i¿)^en^S«róa,  descaído,  y  cQft  uji  99\qM, 

1^  vmU^iYMk>'^W^^^  dj^  q^e  ios,  paiáeirte^.de  ja^qft^ll^^  ty^^i 

ieneraeÍQoaiPi  p^guenpor  ella  q^uposicioa*,,..  Pero  si  ^Ig^no  de 

ülos  fyere  )i^a¥y  PQbre^  y  no.tiepe  bienes^  bastantes  para  el  QQmpl^ 

^  P^Q>  4ebQfá  9obar.  t^ng^bieii  la  efirenecrud^i^Boi^vf^  el  que.tieAe^ 
Wh»  y.estte^dfhí^rásatisfaá^  4  1^  ley*  3i  Cwpoco  tuylere  bastaates* 

W^^i  el  bomifid^  ba>^<3eF  pre^enta^Or.^^  c^ajtrcí  ma^to,  y  eni 

.  (i)    Esta  era  un  madlQd?^  q^ap^fesit^];  su  pobi^ez^f^  j  da  que  bacian  ce-^ 
sion  de  todos  sus  bienes. 

'  (2>,  €forefiecrada,  (reines  kraut),  yerba  pufi^  cen  la  que  se  significaba 
el  acto  de  la  cesión.  Esta  es  la  opinión  de  Michelet,  Orígenes  del  derecho- 
/roncéyi^Segnn'Pínrio,  en  su  Btttorianatwat^tZ^A,  por  este  medió*  de  la 

Írerba  manifestaban  los  vencidos,  que  cediaU;  la,  tierfa*  GuiíMt  interpreta 
gualmente  por  yerba  verde  la  palabra  GhrQn^^^ruqV^í^^r^^^^us  en  la  nét» 
<!34  á  la  ley  Sálica  no  es  partidario  de  esta  opimon., . 


ca^Q.d^flUe  m^no  de  sus,  |^r¡ei>tes  Ie„qui9iexp,re4í»ir  í^ftdft.pftr 
él  lia,  w>!P^P$icií)n,  hs^  dp  pag^  .C9U.  s^  vida. » 

Respecto  á  los  agraviados,  la  misma  ley  Sálica  disponia  qi^p  Iqs 
hyois  dQ  la  víctim?.  pQrcibjer^fi  la  mitad  del  w^rgeld,  adjadicáQdpse 
la  otra  mi^d  á  los  parientes  mas  pr6ximo^ ,  tanto  de  parte  del  pa^re, 
como  de  la  jQoíadre,  y  al  fisco  en  defe^cto  de  estos  (1).  Dísposiciop  que 
en  cierW  modo  se  h^l)a,  reproducida  en  un  decreto  de  Chil4^berto^t 
aunque  coi^  la,  diferenpia  de  que  §q1o  s^  adjudic^bf^  ^na  cuanta  par- 
te á  los  parientes.  No  era  un  acto  de  heredero  la  p^rticipacjoQ  de 
la  composicioi)  entre  los  fra^cps  salios,  pues  eo  este  c?iso  los  hijos 
del  difunto,  que  eran  susesclusivosber^deros,  habríao^  percibido  iu: 
teg^ra^^ente  el  wer^e)^.  E^'a  u^a^satisfaccion  que  recibia  toda  la  fa- 
nxilia,  pues  según  las  costumbre^  germánicas,  ofei^dida  coi^  lan|uer- 
te  de  uno  de  sus  individuos  tenist  el  derecho  de  vengar  el  homicidio, 
ó  de  percibir  la  correspondiente  coijiposiciou  (2).  La  í^y  de  los  Fri- 
sones  señalaba  al  hejce^ero  las  dos  terceras  partas,  d^l  wergeld  en  el 
c^o  de  honiici4io,  y  la  Qtr^i  t^r^era  ^  los  deqi^s  parientes  del  di- 
funto (3). 

Por  la,  d^  Iqs  \omtfardos,  se^  eslableo^  que  si  hsty  hijos  legítimos 
y  na^urajles,  y  ha  sido  muerto  uno  de  ellos,  Iqs.  hermanos  leg^tiqos 
perciban  las  dos  texqeras  partes^  y  los  ^atúrales  el  resto.  Se  vé  tam- 
bién por  este  ejemplo,  que  uq  siempre  estaban  relacionados  el  dere- 
cho de  heredar  y  el  de  percibir  la  composición,  como  algunos  han 
creido,  pues  la  hereapia  del  difunto  solo  se  trasmitía  entre  los  lom- 
bardos á  los  hermanos  legítimos,  y  si  los  naturales  adquiri^in  una 
porción  del  wergeld,  era  con,  el  objeto,  de  que  por  su  parte  cesaran 
táoobien  las  enemistades^,  y  se  asegurase  la  paz:  propter  faidam  de- 
ponendam,  que  eran  las  palabras  de  la  ley  (4). 

Entre  los  sajones  se  verificaba  un  repartimiento  muy  particular 
y  digno  de  llamar  la  atención.  «Si  alguno  coqiete  un  homicidio,  dice 
i>una  desús  leyes,  se  deberá  fijar  desde  luego  el  wergeíd  con  arreglo 
9ásu  condición:  la  tercera  parte  será  pagada  por  sus  parientes  ^  las 
>otras  dos  por  el  homicida,  y  sobre  ellas  tendrá  que  satisfacer  una 


..11     . .       i. ' 


(1)  Lex  Sálica,  üt.  65. 

(2)  Esta  68  la  esplicacion  que  dá,  y  con  ella  estamos  conformes ,  el  ilus- 
tre jurisiconsulto  Pardessus  en  la  nota  666  de  su  escelente  publicación  de  Ik 
ley  Sálica. 

(3)  LexFris.,lít.  I. 

(f)    Lex  Rothar.,  cap.  CLXll. 
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9suma  siete  veces  mayor,  sin  lo  cual,  él  y  sus  hijos  seráa  faidosos^ 
ves  decir,  permanecerán  Qspuestosála  venganza  de  los  ofendi- 
»dos(l).» 

En  este  pueblo,  uno  de  los  mas  rudos  y  sanguiaarios  de  los  de 
las  razas  germánicas,  se  éstendia  la  venganza,  no  solo  contra  el  cul- 
pable y  su  descendencia,  sino  contra  sus  siete  pariente^  mas  inme- 
diatos. Por  eso  es,  por  lo  que  habiendo  contribuido  estos  al  pago 
de  la  simple  composición,  cumpliendo  así  con  su  debei^  de  familia, 
debia  rescatarlos  el  homicida  pagando  el'octuplo  del  wergtíld,  ba- 
jo pena  de  quedar  espuesto  juntamente  con  sus  hijos  á'las  iras  y  á 
la  venganza  de  los  del  difunto  (^. 

Entre  los  anglo-sajones  existia  igualmente  el  principio  déla  so- 
lidaridad; pero  sus  leyes  hacian  una  distinción  entre  la  línea  paterna 
y  la  materna,  estableciendo  que  los  parientes  que  correspondian  á  la 
primera  pagasen  la  mitad,  y  los  déla  segunda,  solo  la  tercera  parte 
de  la  composición.  Si  el  homicida  no  tenia  parientes  de  la  una  ni  de 
la  otra  línea,  sus  compartícipes  en  la  comuiiidkd  debian  'pagar  la 
mitad,  así  como  en  el  mismo  caso  tenían  el  derechq  d^  perci|)ir 
igual  parte  del  wergeld,  correspondiendo  la  otra  mitad, aítey  (3).' 

La  ley  de  los  borgonones,  inspirándose  en  ideas  m^s  elevadas, 
ofrece  Una  escepcion  notable  áeste  principio  común  á  todas  las  le- 
yes bárbaras,  proclamando  la  doctrina  de  que  las  penas  son  perso- 
nales, que  solo  deben  ser  perseguidos  los  autores  del  delito,  y  que 
no  hay  razón  alguna  para  molestar  á  los  inocentes,  cualquiera  que 
sea  la  relación  que  tengan  con  el  culpable.  Estas  son  las  palabras 
de  la  ley :  Hoe  spedalUer  in  hujusmodi  causa  universitas  noverit 
observandum,  ut  interfecti  párenles  nulltm  nisi  homicidamperse'' 
quendum  esse  cognoscánt:  quia  sicut  criminosum  jubeniús  ^xting^ii, 
itanihil  molestix  sustinere patimur  ínnocentem  (4). 

En  el  mismo  pueblo  franco  en  que  por  la  ley  Sálica. se  hallaba 
establecida  la  responsabilidad  de  los  parientes ,  como  ya  hemos  ma- 
nifestado ,  habia  medios  eficaces  para  libertarse  de  ella,  haciendo 
una  renuncia  solemne  de  los  derechos  de  familia,  que  producía  su 
disolución,  con  ciertos  ritos  y  ceremonias  simbólicas.  Presentándose 


(1)    LéxSax;,  II,  6. 

Ir 


(2 )  Lex  Sax. ,  11,  6.  Du  Boys,  tíistoire  du  droit  criminel  des  peuples  f»o* 
dernes,  tom.  I. 

(3)  Lois  d'Alfred,  cap.  XXVII.  /'i      ', 

(4)  Lexburg.,tít.ir,núm.6.  '    '    ^^^ 
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ante  el  tunginusQl  que  se  qaeria  libertar  de  esta  obligación,  rompía 
sobre  su  cabeza  caatro  ramos  de  álámio,  lánzal^a  los  pedazos  á  los 
cuatro  ángulos  del  sitio  en  que  se  celebraba  la  asamblea ,  y  decla- 
raba que  para  lo  sucesivo  renüucíaba  á  toda  po*jüracion ,  á  toda 
herencia,  y  á  todo  interés  colectivo  (1).  {Disposición  singular  que 
ptueba  cuánta  fuerza  tenía  lá  Volüiítad  del  individuo  entre  las  razas 
germánicas ;  pues  llegaVa'á  qúebtóntar  los  vínculos  de  la  sangre,  y 
á  romper  los  naturales  lazos  que  unian  á  los  parientes  en  virtud  de 
SU  nacimiento! 

Pero  aun  está  misina  renoncia  llegó  á  ser  en  ciei*to  modo  supér- 
flua  respecto  á  lá'respónáabilidad  solidaria/ desde  que  Childeberto  II, 
rey  de  Australis^  y  de  Borgona,  en  una  de  ^us  constituciones  dictada 
en  89S,  declaró  abolido  lo 'dispuesto  en  fil  título  de  Cbrenechruda, 
€omo  repugnante  á  las  máximas  del  cristianismo ,  y  observado  du- 
rante el  tiempo  en  qué  los  francos  estaban  sometidos  á  las  siipersti- 
clones  paganas  (2)1  *. 

Ei^  las  leyes  escandinavas  se  establecieron  reglas  bastante  preci- 
sad pata  la  partición  de  las  composiciones,  y  se  modificó  la  disposición 
al  princij^io  sumamente  rigorosa,  de  que  los  parientes  debian' satis- 
facer el  wergeld  eñ  síí  totalidad  por  írispivépcia  del  malhechor.  Se- 
gún las  leyes  espresadas ,  el  wergeld  se  dividía  en  4os  mitades:  la 
una ,  que  el  culpable'  ó  sus  ínaé  intuediato^  herederos  habían  de  pa- 
gar á  los  mas  próximos  parientes  del  difunto;  y  la  otra,  que  res- 
pectivamente se  había  de  satisfacer'  y  recibir  por  los  parientes  mas 
lejanos.  Lllamáb^ise  la  primera  Orán^í,  multa  de  la  venganza;  y  la 
segunda,  Arvabot,  multa  de  la  iiaza  ó  d^  los  herederos  (2).  Las  muje- 
res mismas,  escluidás  por  regla  general  del  derecho  de  la  venganza, 
y  por  consiguiente  líelde  recibir' fes  composiciones,  le  ejercían  en 
determinadas  circunstancias  ó  percibían  el  wergeld ,  estando  tam- 


I II  *  ■ " '  1 1  II. 


{{)    Si  quis  de  parentüla  toUere  se  voluetit^  in  maito  ante  ttinginum 
imt  eentenarium  (unbulet;  ^tibi.qualmarYugtesiklninós  super  eaputsuum, 
frangat;  et  illas  quatuor  partes  in  mallo  jactare  debet,  et  ibi  dicere  ut  el 
de  juramento,  et  dehcereditate,  et  de  tota  üloruvíi  se  ratione  tollat.  Lex  SaL, 
lít.  63.  .  ' 

(^)  De  ChrenechrudaUx,  quám. pagauorum  tempare  óbservabant^de'* 
inoeps  numquam  valeatf  quia  per  ipsam  cecidit  multorum  potestas, 

(íí)  i^ot,  multa, reparación :  Orar»,  venganza ,  cólera,  furor.  Du-Boys, 
Histoiredu  droit  crimineL^Oiros  han  hecbo  unu.dÍ3tincion  entre  la  multa 
de  los  herederos  art7a6oí,  y  la  que  s^f  distri|)uv4$  enlre  toda  la  familia  aet^ 
tarbot  ónithgiald. 

TOMO  XVI.  52 
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bien  obligadas  en,  tes  Qasos  í^SBgfiHyqsy  PP.r,m\a,.l?gítJffl?^,^ftn&9?, 
cueacia  á  pagar  la.cpmpppion.;  1^  lpyes,apTuegas  qu^e^^l^lgoiaj.^ 
est^p^rt¡cípaqcin.de  la/piuj^r^cpmo^ífnt-ei'iiyin^^^    hQmQsJac[ic?4Q, . 
se  espresabs^n.QQ  los  tér^aijiog  §ijgui<y^íp^;.  «ElÚQifticiíia  y  su  rmdf^t, 
isM  muj^er  y  m  Mjtt  debesp,  pa^^p  f?«i(¿  WP  ROftfiíí  Pftrtq  ana  f^^i^,^ 
»un  quíntp  á  ja  mujer  del.  dí/ui\lQ¿  Jo  q^e  que  equiyale,  i  dos  d^^fti^ , 
»de  paz.; La  I^ermaní^;  del  hoiíiipi4fi^.íl,eb,9,  ua  ,vf^pM  dpM  de  p?^?;^  1%. 
^hermana  del  difunto,  á  su.nnuj^r,  á  gu  hijj^  y  ^  su,ní^dfe ,  lo  qup 
«completa  un  total  de  dos  dones  de  paz.  El  mismo  semi-^oq.dQ  p^?*.. 
»debe  pagarse  á  la  hermana  d^]  mneDtoj^pr  el  tioipicids^»  por  S]i)i,j^a- 
id^re ,  su  rauier  y  su  h|;a.^  Todqs  ft#^  }fim  juntos .  forman  s^is  ,dpr 
nes  completos  (l).j^ 

Por  las  mismas  leyes  ()§  Noruega;^  así  cotQO  ppr  ^s  de, Isl^ij^aí»  . 
era  regla  fundamental,  par^  la  p^rqqpcipn  y  para  la  coatribupiQíi  del , 
wergeid  el  atender  á  la,. mayor  ó.  menor  ,prox¡ini4?t4  del  p^rj^Ateg^p, , 
debiendo  pagar  ó  percibir  mas  en  sus  respectivos  c.^sp9,  Iq^,  pi?is,i}^- 
mediatos  parieQtes^, 

En  las  iegislaíjiongs  d^  Sijecia  y  d9  Pinanji^rjjfi.  se  haciaJ^,.sÍ7: 
guiente  distiqciou  entre  la  ^u^ta  del  h^re^^rq  y  la  n]iulta,  de.  ra^. 
Consistía  esta  última  en  la^.  dos.tejcer^^  pai^t^s  del  wergejd>  y  se, 
tenia  que  satisfacer  por,  Íqs.  pf^r^^te^,  ^ef.  hom¡cj¿[a  pa^ra,  UÍjertacse,, 
déla  venganza  de  jo^  del  dif^J^j^o.  El  homicida  jnisn)Q,paif  a  coipple-;. 
tar  el  pago  de  su  compo^icioi),  teiiia,  ^  derecho  d^  rec|ama.r  la  ^^xi^ 
correspondiente  de. la  myilt^  de  ya?^,;  y  efi cst^Q  Aecesa,rio  se, l^fift^r. 
cedia  una  acción  pa^^  Qbljgar  ,á,8.UvS  p^riente^  por  las  ví^3  j,udijQÍaJie3r.. 
Por  otra  partp ,  los  herederos  del  difunto  Vmm  un  .dpjreK^ho  tai^.  p^r 
caz  á  percibir  íntegramente  «1  ^ergeldj^quc^i^u  el  c^so  de  (|i|e  np  ^^ 
les  pagara  por  completo,  podian  exigir  que»se,deql?trasenprQ3Qi;fp-r 
tos,  tanto  el  homicida  como  tres  pariente?  suyos  de  la  línea  p9.terQ^, 
y  otros  tantos  de  la  materna  (2).  ¡Dureza  extraordinaria  que  solo 
puede^ewieebirsfreftpueWos'tan-atrasados  en  la  carrera  de  la  civi- 
lización, tap  jgnorantei^  de.lag  ma%  s^joo^l^s  qioci(m^s  de)  d^r^hQ  de 
penar,  y  que  llevaban  liasta  las consiecaencias  mas  exageradas  ^ 
principio  de  la  solidaridad! 

No  obstante,  en  estas  mismas  regiones  se  fué  templando  con  el 
tiempo  un  rigor  tan  escesívo^  á  cau^  de  los  abusos  á  que  daba  lugar» 


H!".'H--.M'  '  .R'>-.^    t     '■  •'.  '   '^^ 


ííi 


4)    Cap.  95,  Les.  de  Gula-Thing. 

Du- Boys ,  Hisioire  du  ároit  crimiMU 


y  j]if||^pe^d|ekl#|^fs^  J^m^  <IW  los.  psi^ ient^.  m  faeirau  obliga-  ^ 
dos  á  coDtribajf  fi^a.¿,propprcipQ  de  sus  f¿tcultades^  viaomi^i  ley  á  ; 
c9mb^^r^^§^l;)a^i|C^U^Q^te  aq^l  ma],  establecipodo  que. solo  el  fao- 
mi9J4^  teyiec^  oW jgf^GÍ?a  de  pagar  íatflgr^m^a^  el  wergeld,  prir 
váj^4(^l^'dCfl  de^^eqdo^de  podqi:  apr^qniar  parat^ste  ef^tQ  á  los  indi- 
yíduos'de  su  familif^.  $q|o  sQcoa^idQraba<caso  de  eseepoiou  la  l^uíd?^ 
de}pqJ()|^ei.¥iia(Caj9plÍr  la^<;oQdíi^Qa^  P^caja  pérdid$i  dQ  la  ,pazr 
pyQ&.eiiit^cps^s  tei^9  ^  p^ripat^quf^i^s^^  las  dos  terceraB. 
Pj^r^'íiel  wergpjd,  si  e^deliA^ueiite  n^^  )^$> había  satisfecbo. 

f|i),  alguDps  pc^í^QB  la  respon^i^bilídad  solidaria  oo  se  limitaba  á. 
losi  p^ii$pt€)$t  ^ioo  qii|9  69  fistendja  sobre  les  individuos  de.cier* 
t%l)a«regfi^;io4e^  ó  grupopf,  i  qao;  perioac^ia.^l  qulpabie,  y  que  m 
fQpnAatW(n.,á  fin.  d^  prev^^ir  Jos  delitos,  y  de  poder  ofrecer  mas 
seguridad  á  las  personas  tranquilas  y  pac(flcaSr  Según  una.  ley  a»- 
glo^^jo9^,  todofu  loft  babitantes  de  l09.  pnueblos  del  reino  se  .ola- 
siü^l^nf  d^  idíeiz  ^n  díe^t  y  si  anoda  ^^  oometía  un;  delito  lo» 
otros nqeve  respie^idiap  del. culpable  fMit^  la  juaíícia»  Si  este  dea- 
^ftreqia, ^  confsediapara  presan t|trle  el  plaeo  de  treinta  y  un;dias^ 
y  sise  iQ.halljibfi  durante  e^te  intervalo  ena  conducido  ante  la  jus* 
tiqif^  dol  ]»ey,  y  se  lo  coi(d^ab$ii&  Ja  roparaedondel  danp  qne  habia 
caupa^o.  Si  despuoa.era  cfiincidonte  en  la  misma  falta,  se  bacía  la 
juflícia.Qaau  propia  persona,.  Vas  $i  ao  ae  Iq  podia  hallar  en.eLtérr 
oBHtnp  seialadOf  ^  f^^rg^  beoti,  jefe  de  la<  decena,  se  asociaba  coa 
do^:^  Las  poEsonas  m^  oopaideraWesidel  mi^mofríborg^  y  aden^s^ 
con  el  jefe  y  otros  dos  individuos  nptabl^s  d9  los  tres  fréarg  «t^s 
inmedial6»f  y  coB-eUos-lapaba  queno  tenia  participación  alguna  en 
e)  deilijío,  ni  eoi  l^i^  huida,  del  malhechor.  Has  si  no  podia  hacerlo,  te- 
nia qoe.pvefi^tarsft  ac0(QpaSado  de  su/Hfrorgfá  reparar  los  dalos, 
primer»  con  los^  bienes^iel  culpable,  y  no  sienda  suficientes,  con  losi 
suyos  propios  y  con  los  del  mismo  fríborg^  ha3ta  quo  la  justicia. 
qaedaoajfloip^taffienle  satisfecha  (1). 

Btitre  los  francos  al  mismo  tiempo  que  se  abólia  el  titulo  de 
Ct^cnecn^  4^  I^  I^  3ál¡ca,  y  en  su  consecuencia  la  responsabili^ 
dad  de  los  pwientes  en<  casos  de  hamicidio,  se  establecia  por  Cloto- 


(i)  El»  Inglsterra  estaba  aun  dividido  el  territorio*  ea  condados,  y  estaS' 
en  ceDturía9,l^tHidf0d9*  y  dacudas»  th^things,  antes  del  reinado  de  Alfre*^ 
do^  sagua  lasopinionfls  .mas  autoriisadAS*  Sin  embargos  no  siempre  la  reali- 
dad representaba  el  significado  de  las  palabras,  pues  Jas  decurias,  por  ejem^ 
pío,  solían  comprender  mas  de  diez  familiaai. 


* 
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rio  II,  qae  siempf  e  que  en  una  centena  se  robase  alguna  cosa,  sé  díe'*  ^ 
ra  al  interesado  su  valor,  y  se  persiguiera  al  láflroh  [ifj*  • 

Y  no  solo  se  exigia  esta  responsabilidad  solidaria  á  los  individuos  ' 
de  asociaciones  legales  y  permanentes,  sino  que  á  veces  recaía  tam* 
bien  sobre  los  que  se  habian  juntada  para  Celebrar  un  banquete, 
durante  el  cual.se  habia  cometido  un  homicidio  (2). 

Eh  ESspama  mísnió  existía  en  algiinas^^ártes,  no  solamente  laso* 
lidaridad'respecieí  de  los  pueblos  én  qué  isé  hábia  cometido  el  homi^ 
cidio,  cuánd^^  no  se  descubría* el*  delincuente,  sino  el  abuso  llevado 
al  estrémo  de  exigir  gruesa^  dantídades  ló^  áiinistros  de  justicia  á 
Codas'  las  poblaciones  tí¿l¡ndantes,  siempre  qU6  se  ignoraba  el  tér^ 
mino  ^' qxie  el  hecbo  briminal  se  faabia  ejecutado.  Así  aparece  de 
un  documento  firmadb  flor  Alfohso  Vi  en  que  se  declara  abolida 
<esta  íltima*  costumbre  (S).    .  '       ■        . 

El  princifÁo  dls  la  soKd&ridkd;  que  á  pesar  de'  ser  opuesto  á  las 
iiodones  de  la  justicia  tenlí  al'  menos  una  explicación  lógica  en  las 
costumbres  de  los  antiguos  |)fUeblos  germánicos,  se  conservó  todavía 
en  algunas  partes^  dé  Eurófiá  largo  tiempo  después  de  haberse  mo« 
diñcadó  profundamente  el  estado  social  de  aquellas  razas,  de  haber  ^ 
penetrado. en  ellas  la  luz  de  la  civilización ,  y  cuando  parecía  que 
sus  resplandores  debian  haber  disipado  completamente  las  sombras 
del  error  y  dé  envejeeidsis  preocüj^ciones:  En  confirmatnon  dé  esto 
observáremos  que  la  multa  de  raza  té  se  suprimió  del  todo  en  et 
reino  de  Suecia  hasta  elano  de  i335»  en  virtud  de  una  disposición 
de  su  monarca  Mdgnus  Brichsón  (4)i  <  ' 


(i)    Decreto  de  CioUrio  1[,  año  4o  ^9Á< 
(2      - 


;2)  ,St  i,r»  convivio  ubi  qmiuor  aut  quinqué  fuerinthominééy  dedaf  el 
tít.  45  de  la  ley  Sálica  «nmeudadá  ,  ünu$  ex  ipsis  interfectug  fuerü^  iUi 
qui  rmanenti^  aut  unum  conffiptumíreident;  íjujUamnes  mortm»  tüiu$ 
compositionem  conjecterit.  Quüb  l&c  ujsque.adjieptem  qui  fuerirú  in  con^ 
vivió  üh  convenit  obsérvate,       ,  > « •   -    ; '  ,     ■ 

(3)  Sed  aliud  injusta  operabariUlir  (habla  de  ios  sayones),  eum  enim 
nuUa  (viiia)  deprehensa  fuissel^  et  omnes  viUcs  quasi  same  et  etin(íittatfiB^fer 
Utas  pcBnas  exissent,  et  sine  cvípa^  tune  faciebant  in  commune  cunctié  illis 
vilHs  exolvere  legern  hchnicidiif  ¿t  non  solam  légem  sed  dupUcatunivúeei'^' 
piebant  violenter  illum  homicidium.  Hoc  ego  Adefonma  re^Ji  pr€^ipio 

irritumessey  et  numquam  a/nplius  id  fieri^  sed  ita  constituo 

út  cum  tale  homicidium  perpetratum  fuerit ,  cujus  auctor  non  invenitur, 
eogunt  viiias'de  quibus  suspicio  esty  pet^furamemtumet  púr  ptÉnttíih  aqwB 
oaliddB.  Et  qucKurñqúe  deprekema  fttérit,  ipsa  •sola  eooolvat  legémihomi-^- 
Ciidiiy  reliquiB  vUlcB  calurnniam  non  sustineant,  etc.  Apéndice  XXVll,  ^to« 
mo  36  de  lu  España  Sagrada, 

(4)  Geyer,  Histoire  de  Suede*  .  j 


ORteKNSSJDSIi.DSaSGHO  D£.  PENAR.  *  41? 

£n  IHoaoiarca  duró  mas  tie^npo  todavía,  según  aparece  de  una 
ley  Veí  rey  Crisiíah  lU »  qué  pint*  muy  al  vivo  los  graves  escesos  á 
que  daban  lugar  las  composiciones,  á.cuyo  pago  tenian  que  contri- 
buir! aun  perdonas  tan  inocentes  como  Iqs  niños  que  estaban  en  la 
cuna,  si  eran  parientes  d,el  culpable;  mientras  por  otro  lado  se  au- 
mentaban los  homicidios  por  la  seguridad  que  tenian  los  criminales 
de  no  ser  castigados  con  ja  pena  de  ipnerte,,  y  de  no  sufrir  otro  pa- 
decimiento que  el  pagar^  auxiliados  por  sus  parientes,  la  suma  que 
s^  determinaba  (1).  En  su  consecuencia»  este  monarca  declaró  aboli- 
dasi la^cpipppsicdopés  y  Wsbli^arid^  y |^e6(^l)leció  contra  los  ho- 
micidas la  pena  capital. 

Mas  no  solo  en  las  regiones  escandinavas  se  conservó  por  tanto 
tiempo  esta  obligaciWdek  familia:  en  Holanda  no  cesó  tampoco 
hasta  la  mitad  del  siglo  ^Y^  desde  cuya  época  solo  quedaban  obli- 
gados los  parientes  que  hubiesen  acompañado  al  homicida  al  tiem- 
po de perpeirar  el  delito.    >    .>  .    ^ 

Aun  en  tiempos  mas  inmediatos.á  los  nuestros  se  conservaban 
restos  del  antiguo  derecho  que  tenian  los  parientes  de  perseguir  la» 
ofensas  causadas  á  individuos  de  su  familia,  ó  de  conceder  perdoi^ 
á  ios  culpables,  mediante  determinadas  Condiciones.  Una  costum- 
bre que  á  fines  del  último  siglo  se  observaba  en  Amberes  lo  de- 
muestra de  una  manera  evidente,  pues  para  que  produjera  efecto 
en  casos  de  homicidio  la  gracia  del  indulto,  se  exigia  el  perdón  de 
los  parientes  del  difunto.  De  esta  suerte  seVenia  á  reconocer  el  an- 
tiguo y  erróneo  principio  de  que  la  perpetración  de  un  hecho  crimi- 
nal era  principalmen^  ui^  negocio  privado,  no  so\o  en  cuanto  á  la 
responsabilidad  civil,  sino  también  en  cuanto  á  la  imposición  de^lá 
pena.  Las  formalidades  con  que  se  pedis^  y  ol^tenia  el  peix^on.  spn- 
curiosas.  y  dignas  de  mencionarse  en  breves  palabras.  «Los  parien- 
tes del  difunto,  vestidos  de  luto,  se  reuaia^  en  una  habitación  ente- 
ramente colgada  de  negro:  introducido  á  sa  presencia  el  homicida 
con  la  cabeza  descubierta,  é  hincado.de  rodillas,  imploraba  el  per- 
dón de  su  delito,  y  aceptaba  la  composición  y  las  condiciones  que 
se  le  imponían.  Cumplidas  estas  formalidades,  el  hijo  primogénito 
del  difunto,  ó  en  su  defecto  el  mas. próximo  pariente,  le  daba  el  ós- 
culo de  reconciliación,  con  lo  cual  la  familia  se  declaraba  3atisfecfaa^ 
y  se  aseguraba  la  paz.» 

9 

(1)    RoseyiDge,  Ca{{ectío>^  de  ¿ot5  danoi5ea^  tom.  IV.  , 
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Y  sí  en  la  actualidad,  éi  conseñtiíñiehló  de  los  pki^iéütéis  piira..ila 
concesión  de  los  indultos  no  se  halla  rodeado  de  táátas  áoleñinid'a- 
'des,  no  por  eso  es  menos  real  y  efectivo  en  algunoá  Estados  de  Bji- 
'  ropa,  y  viene  á  recordar  la'  antigua  veilgatfzá  privada  y  la  solídári  - 
dad  dé  las  familias,  aunque  disfrazadas  "^  envueltas  en  las  forUia  s 
judiciales. 

¡testimonio  elocuente  qué  demuestra  hasta  la  eVídéÜciá  ciiráa 
lentos  han  sido  los  progresos  dé  la  humanidad,  y  cbáti  poderosos  Í6s 
obstáculos  que  ha  tenido  que  Véhder  para  llegar  ál  ijonoéíiüiento 'de 
tos  verdaderos  principios,  y  dé  las  baáé^  feíi,  qdfe  descansa  lá  jusfiéia 
penal! 


i  : 


JVRlSPRtDENClA  CRlfllML. 


;.      ■   I». .i  ..nt^ 


iEn  qué  grado  deberá  imponerse  la  pena  al  autor  de  un  solo  he^ 
€ho  que  constituya  dos  ó  mas  delitos,  ó  cuando  el  uno  de  ellos  sea 
medio  necesario  para  cometer  el  otro,  en  el  caso  de  adquirirse  úni- 
idamente  el  convencimiento  de  la  criminalidad  del  acmado  segt/ín 
ias  reglas  ordinarias  de  la  critica  racionall  , 

Fácilbafenté  puede  á  priinertí  viátá  resdlverte  M  (íííéstíón  ^Vo- 
'puesta,  pues  la  ley  la  detérmiiiá  distititamenfé;  y  siendo  clara  su 
disposición,  no  debe  penétírarsé  en  el  ttefirenb  dé  laé  iniérpíéla- 
ctehes;  sin  cnibargo,  observándose  en  la  práctica  diVéísa  apHéa- 
^óioh  del  prebepto  le¿al,  caíece  dé  duda  la  conVéiiieúcia  de  apun- 
tar fós  fundamentos  de  una  y  otra  opinión,  qtté  háñ  prodttóídó  ju- 
tí&^rtidénciá  distinta  eñ  la  dé signacion  dél  gfSidb  dé  ¿énaKdad.  ±¡  t 
párrafo  2.*"  dél  art.  77  del  Código  penal,  establece  qüe  cuatitíé  tn 
s(Aó  hebhó  déiistitttya  dos  6  mas  delitos,  d  cüábdo  él  ttnó  de  ellos 
^a  medio  necesario  para  cotaletér  el  oth>,  se  ibpondj^á  lá  piéha  eór- 
'  fés^Ky^Sent^  al  délitó'táás^áve,  aplitáñdolá  m  sú  grMo  iháxxiño . 

Está  pliescri][)Ciob[  plátécé  Üb  podiá*  íiiducif  ^cikicion  alguna  én 
•^  Gásd  indicado ;  basftábá ' -itnponér  la  péüá  IseSalddá'  él  delita  tüas 
grave  de  los  consumados  en  el  grado  máxitaib  t)árá'  cohsidélra^  bien 
y  estrictamente  aplicada  larley  penal:  así,  -puesvsi'paTa  sirplantar 
m  documento  púbüco,  fiábiá'  dé  sü^ttáéteé  'él  protocolo  dél  archivo 
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éñ  donde  se  cádtodiábla,  el  áútor  de  este  doble  delito  deberia  ser 
<^á(strgado  con  el  grado  iñáxSmo  dé  lá  {)ena  designada  al  mas  grave 
'<S[fíé  fes  él  i4é  falsificaron;  éíílfpfew  tóm  al  jtíz'gador,  tú  su  constar!- 
te  áfáüt  dé  inqnirír  la  Irázoiú  del '  defecho  para  á]()ftcaHo  rectamente, 
lé  fuéi'a  preóiso  comparar  unas  con  otras  disposiciones,  examinar  su 
^iiálógfá  "í  télación  éhtté  ellas;  y  deducir  las  legítibias  consécaén- 
cías  que  de  tal  estudio  se  desprenden,  á  fin  de  no  íncurtír  én  errotr, 
'áeolpre  iTtihésto  y  pérjniltbial  irreparabiemelite  •  mtachas  veces,  ha 

'  tibgado  á  convencerse;  que  cuando  no  consta  aéféditada  en  el  pró- 
iiéáola  brimihálidád  tfet  ádíisádb  éh'la  forma  (¡ue  requiere  la  ley  1^, 
'tituló  t4  de  la  Partida  S.^,  áino  que  aquella  lá  adquiere  por  cbú- 
'Vébdmiento  después  de  éxsliniiíada?  las  pruebas  y  ¿rádúado  su  va- 
lor, segitn  las  reglas  órdittiárias  de  laérítíca  racional;  solamente 
j^tlfede  i<np¿6er  k  i^üi%  señalada  éñ  let  Cóláigó  a(  hecho  justiciable 
én  él  ^rado  iníritínó,  confbrMe  á  lo  di^ésto  en  kt  regla  45  de  la 

'  ^ey  provisional  pata  su  aplfc^ibn,  y  e^té  fdndiamétitó  legal  ha  óri- 

'^hádo  dos  distintas  pfócticás  ^'aplicar  el  castigo  éü  el  caso  dado. 
'  Sieifapre  que  no  a(>árebe  lé^láélnte  ¿onvicto  6  coVifeso  el  pro- 

'  cebado  de  autoir  de  un  hecko  con'Mñtivo  dé  dos  delitos,  ó  en  que  él 
uno  haya  sillo  hiédióiiece^áiíó  ^árá  éometei^  et  otro  de  los  que  re- 
sulten perpetrados,  le  castiga  uila  jtatísj^rtideuciaéon  lá  pena  seña- 
lada al  delito  mas  grave,  á^licándbia  én  él  §radú  mínimoy  pero  én 
sü  iñB.'foT  éstensioá,  ó  ^ea'  én  el  fttáoiifnó  del  grado  mlñimox  en  él 
iiiishio  ¿aso  oirá  juris{>rudenda  impone  al  á(susado  igual  pena  en  el 
^rado  máoAmo,  fijándola  dentro  dé' esté  éá  consideración  á  las  cit- 
<iunstaQcias  atenuantes  ó  agravantes  qiié  concurran.  Fúndase  la 
áítimá  én  la  literal  y  terminante  disposición  del  testo  de  la  ley,  se- 
¿un  lá  cual  se  ha  dé  aplicar  la  pena  en  el  grado  máximo^  y  en  una 
dédüccioh  legal,  tan  seiicilta  tiónio  JUndada  eü  nuestra  opinión  que 
(^oustste,  en  que  isi  lá  mente  del  légiálador  hubiera  sido  no  imponer 
mayor  penalidad  al  autor  dé  dos  defitos  provenientes  del  mismo  he- 
cho, qué  al  que  solamente  édnsumara  uno,  estaba  demás  y  era  su- 
|)érflua  la  prescripción  del  f)á)riráfo  2.^  del  citado  artículo  77,  p6r 
cuánto  ésto  mismo  ordenaba  por  ^utato  general  la  espresada  re  - 
'¿la  45;  observación  que  cóiltéstán  los  sostenedores  de  la  jurispru- 
aéíiciá  co'htratía  éstabieóieiido  la  subdivisión,  también  en  tres  gra- 
dos, de  cada  uno  de  los  e^  (|ue  se  divide  toda  pena  divisible,  ségua 
sé  infiere  de  lo  'precet)tttádo  en  la  regb  7.*  del  art.  74  y  párrafo  3.* 

4el  83  del  luismo  Código;  ]f  por  consecuencia^  al  deteruünai:  ésta  U 
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gra,do.  máxjmo,  h^  impue^to^ft  l()^;Tril:|1i^a^es  elp^eeeptor  dd apli- 
caría siempre  en  aquel  déatnjf  d^l  qiíaiinoi  sin  tomar  en  cueala  oír* 
cunstancia  algcuia  agraya|i¡Lt^  ní.at/wua,ate;  i  ,diferjen<^a<  de  cuando  se 
aplica  ia  disposición  de  la  ley  provi^ión^U  ei^  ,cuyQ  caso  liei^e  lugar 
la  apreciación  decuantas\cpncurraa.  para  fijar  la  pena  en  el  mím- 
mo,  medio  ó  máximo  del  ..grado  a^nioMi. pon  arreglo,  á  la  naturaleza 
Y  calidad  de  dichas  circunstanciase         •  ,  .  '  <    * 

Como  nuestro  propósito  al  escribir  este  articulóse  limita  á  es- 
poner sencillaoiente  una  y  otra  práctica,  y  los,  fundamentos  en  que 
x^da  cual  se  apoya,  prescindiipps,  por  esta  razón  de  refutar  ningu- 
na de  ambas»  ni  deducir  arguqiQntos  en.  corrob9r^ciQp  4^  jla  que 

.  nos  parece  inas  aceptable,  y  más  conforme,  á  dereche;  y  en  tal  con- 

,  cepto  indicaremos  brevemente  Jos  en  que  estriba,  la  ^pri^nera  de  las 
enunciada^  práotica^.  De  la. regla  general  pjrescrUs^.en  la  ley  pro- 
visio{ial,.eom.o^ya,.se  ha  mencionadQ,  de(l^pei)  ^quip^  jos,  tribunales, 
cuando  no  existe  la  prueba  taxativa  de  la  ley  de  Partida,  ó  sea  la 
llama/la  general  y  técoi^i^mente  p^u^2^a  pleiuif  no  pueden  ^mpone^ 
la  pena  sino  en. el  grado  mínimo^  y  de  admitirse  la  jurisprudencia 
que  impugnan habria  necesariamente, de  destruírmela  razón  legal 
de  la  diferencia  por  la  misma  establecida,  anularlaen  parte,  y  pres- 
cindir de  la  armonía  introducida i^a. la  designación  de  la. penali- 
dad, según  los  grados  de  certeza^  que  puedan  adqaíri/:se, acerca  d& 

,  la  criminalidad  del  acusando:,  topando^  coi^,  el  gravísimo  inconve- 
njeniede  jiaber  de  ifnpo^eI:  alguna^  vez  la  de  muerte  sin  obtenerse 
la  evidencia  mored,  ó  como  nosotros,  diríamos  la  prueba  plena.  Sú- 

.  cedería,  por  e^jemplo,  si  un  empleado  publico  revelara  los  secrctos^ 
de  que  tuviere  co¡nooim¡ento.  por  razón  de  su  o£íc|q,  y  de  esta  revela- 
ción proviniera  grave  daño  para  la  causa  pública,  y  al  propio  tiem- 
po suministrara  al  enemigo  planos  de  fortalezcas,  documentos  ó  no- 
ticias que  hirviesen  directamente ; para  hostilizar  á  España;  en 
tal  caso  habria  de  castigarse  este  hecho,  que  constituye  dos  de- 
litos coa  la  últiip;a.  pen^ , .  ppr  sef  mas  agrave  el  castigado  por  el 
número  3.^  del  art.  14^^  que  la  revelación  de  secretos  determinada 
en  el  282,  ambos  del  Código  vigente;  y  como  ftceptándose  aquella 
práctica  ha  de  aplicarse  en  éí  grado  máximo,  de  aquí  el  no  poderse^ 
legalmente  prescindir  de  condenar  con  tan  severo  é  irreparable  cas- 
tigo, aun  cuando  no  exista  la  evidencia  moral. 

Además,  continúan,  de  admitirse  esta  opinión,  se  establece  mar- 
cfi^da  desproporción  entre  el  delito  y  la. pena;  desproporción  qu& 
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coH  minucioso  caídado  se  ha  procurado  evitar  en  la  tan  bien  medi- 
tad^  estructara  de  la  ley.  Supongamos  que  uno  dispara  arma  de 
fuego,  intenci(maltamente  con  objeto  de  causar  á  otro  la  muerte  y 
así  acontece;  mas  al  mismo  tiempo  infiere  lesiones^  á  un  teircero;  en 
la  hipólesis  de  no  ejecutarse  el  homicidio  con  ninguna  de  las  cir- 
(^unstancías  espresads^s  en  el  número  1.^  del  articulo  533  se  ha  de 
penar  conforme  á  1q  prescrito  en  el  número  2.^  del  mismo  con  la 
reclusión  temporal,  y  perteneciendo  las  lesiones  á  la  clase  de  leves 
Qon  el  arrestro,  destierro,  ó  multa;  por  manera  que  á  ser  hechos 
distintos,  por  el  primero  se  impondrían  á  lo  mas  al  agresor  14  año^ 
de  reclusión  con  las  acaesorias,  y  por  el  segundo  2  meses  de  ar- 
resto mayor  ó  de  7  á  16  de  destierro,  ó  la  multa  de  20  á  200  duros, 
según  los  casos  y  circunstancias ;  pues  bien  adoptándose  la  dis- 
posición del  párrafo  2.''  deí  articulo  77,  como  espresa  su  literal  sen- 
tido, y  proviniendo  ambos  delitos  mencionado^  de  un  solo  hecho, 
ha  de  condenarse  al  culpable  en  18  á  20  de  anos  de  dicha  pena  de 
leclusion;  y  de  esta  práctica  demostración  infieren  la  desigualdad  é 
injusticia  de  la  opinión  que  combaten,  puesto  que  por  haberse  con- 
sumado cQi^juntamente  un  delito  de  lesiones  con  otro  de  homicidio, 
penado  aquel  en  el  caso  de  ejecutarse  aislado  con  leves  correccior 
nes,  por  la  enunciada ,  circunstancia  de  provenir  de  un  solo  hecho, 
se  aumentan  al  autor  de  4  á  6  anos  de  una  pena  grave,  según  el 
tipo  que  se  adopte  ep  el  fallo;  y  tan  marcada  diferencia  no  arguye 
nada  en  f;^yor  de  la  justicia.  Otra  razón  derivada  de  aquel  tan  cele* 
bre  axioma  cde  estarse  en  caso  de  duda  por  lo  mas  favorable  al 
rep,»  aducen  por  último  en  apoyo  de  la  jurisprudencia  que  con^de* 
ran  mas  legal;  pero  que  la  intentan  destruir  los  adictos  de  la  cout 
traria^  sentando  «que  el  precepto  de  la  .ley,,  claro  y  terminante,  no 
admite  la  duda.  > 

,  Consecuentes  con  nuestro  propósito  omitimos  aducir  comentarla 
alguno  en  pró^  ni  en  contra  de  ninguna  de  ambas  prácticas;  las  dos 
nos  merecen  altísimo  respeto,  pues  cuando  menos  dan  una  idea  ele- 
vada del  profundo  estudio  á  que  se  consagran  los  encargados  de 
administrar  justicia  para  llenar  con  acierto  su  alta  misión;  pero  sí 
concluiremos  rogando  encarecidamente  al  gobierno  de  S.  M.  tome 
en  consideración  esta  divergencia  en  punto  tan  importante  de  ju- 
risprudencia criminal,  á  fin  de  que  obtenga  satisfactoria  y  equi- 
tativa solución  en  la  ansiada  reforma,  que  se  prepara  á  la  ley  vi* 
gente.— X.  B. 

TOMO  XVI.  53 
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¿Están  obligados  los  fundonaríos  de  las  escalas  inferiores  qM 
ejercen  el  Ministerio  Fiscal,  á  denunciar  al  Superior  correspon' 
diente  los  delitos  justiciable^  en  los  Tribunales  Superiores  6  Su- 
premost 

Habremos  de  empezar'  este  artículo  manifestando  que  era  para 
nosotros  doctrina  incontrovertible  la  de  que  la  acción  fiscal  en  nuestro 
país  de  tal  modo  se  halla  organizada,  de  tal  modo  precisada  á  poner 
en  conocimiento  del  Tribunal  competente  los  hechos  criminosos,  de 
táí  modo,  éii'  fin,  encadenada,  que  allí  donde  se  cometiera  una  tras- 
gresion,  allí  habría  un  funcionario  público  que  la  denunciase  al 
perseguidor  legal  correspondiente.  Mas  todavía,  opinábamos  que 
ño  se  hallaban  deslindadas  las  esferas  de  acción  judicial  y  fiscal; 
preponderando  aun  en  los  funcionarios  de  la  primera  un  carácter 
iírvestigado'r,  quizá  no  muy  conforme  con  la  elevada,  con  la  áugus^ 
tá,  con  ta  imparcial  misión  de  pronunciar  sentencias.  Tal  era  nues-> 
ti'o  modo  de  ver,  cuando  un  caso  práctico  resuelto  en  contrarío  sen^ 
tido  nos  ha  hecho  tomar  la  pluma  para  tratar  este  puiito,  y  ver  si 
obtenéñios  tmá  enseñanza  de  que  nos  confesamos  sinceramente  ne- 
cesitadas. Entremos  en  materia. 

^fb  insistiremos  en  los  diversos  medios  de  entablar  una  acción 
eKnííttáL  Perb  hemos,  sí,  de  notar  que '  cuando '  lós  partíticdares  la 
édtaÚáá.tiHañ  de  un  derecho;  al|>a^  que  él  Miftislerio^  público  cum- 
ple con  un  deber.  De  aquí  es,  que  al  propio  tiemp6  qu^  los  prime*' 
ros  pueden  impunemente  omitir  la  denuncia  y  seguimiento  de  un 
proceso;  el  segundo  se  vé  precisado  á  denunciar  é  intervenir  en  \zs 
caucas  déla-lñañera  previa  estableéida  en  la  ley.  Hasta  aquí  no  hay 
d^fiéúltád;  La  cuestión  consiste  en  ateriguar  cuál  debe  ser  la  inter* 
Veácion  def  Ministro  Fiscal  en  los  asuntos  penales,  cuyo  conocí- 
íniéiito  está  reservado  á  t'ribunales  de  categoría  superior  á  la  en 
que  él  ejerce  sus  funciones.  La  cuestión  consiste  en  averiguar  si  el 
f dñc'ionhrío  de  primera  instancia  ha  dé  permanecer  inertíé  cuando 
llegue  á  su  noticia  la  comisión  de  un  hebhb  i'eprobadó  y  penado,  6' 
3i  por  el  contrario,  deberá  prevenir  al  Tribunal  competente  cuando* 
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08te/s6a  un  Tribunal  Superior  ó  el  Supremo.  Para.ñ08Qtro(i.ie&  iadu-^^ 
dnUe  lo  último.  Creemos  firmemente  que  los  Promotores  y  Jueces- 
üenen  el  estrecho  deber  de  notimaf  á  sus  superiores  gev^rquicos, 
cuantos  delitos  por  ellos  justiciable»  lleguen  á  saber.  Y  paja  nos- 
otros es  obvia  la  demostf  ación.  Nuoatn^  sistema  de  procedimiento 
criminal  es  misto  de  inquisición  y  d^  ^MBusacion,  presentando,  sin 
«ibbareo»,  en  conjunto  un  carácter  eminentemente  inquisitivo.  En 
efecto,  ¿no  tienen  nuestras  leye^  epplícitftmentemandado  que  de  oti* 
<cio  se  persigan  y  castiguen  los  delitos?  Aun  en  el  •  caso  de  una  de«- 
BUttcia  privada,  ¿no  es  verdad  que  los  Jueces  son  durante  el  sum^ 
rio  los  que  le  dirigen?  ¿No  s^  vé  que  aun  después  de  practicadas  la&j 
pruebas,  pueden  los  Jueces  esclarecer  sus  dudas,  desapa^recer  sus. 
escrúpulos,  llenarlos  vacíos,  dictando. autos  para  mejor  proveerá 
¿No  se  vé  que  los  funcionarios  de  érden,  administrativo  son  auxilia* 
res  de  la  acción  pública,  y  cpie  aúnenlas  fCorporacionep  de  origen 
popufor  está  repres^nt^?t  Múltiples  disposiciones  l^^iativas  y; 
numerosas  circulares  emanadas  del  Tribunal  Supremo. y  encamina-*, 
das  á  regularizar,  vigoirizándole,  el  Ministenio  púbüf»,  ¿no  demues- 
tran con  toda  la  claridad  apeíecibl»,  que  el  íin  de  nuestras  l^yefi 
procesales  no  es  otro  sino  ejdevque  ni  unióla  Mohacrimnioso  que- 
de impune  Y  ahora  bien:  ¿no  «seria  un  contrasentido,  un  absurdo» 
jnespIJcable,  que  al  paso  que  los  últimos  funcic^arioB.  d^. orden  ju- 
dicial tienen  sus  auxiliares,  pqr  do  quiera  atendido?,  el  primer  Tri- 
bunal de  la  nación,  el  llamado  á  conocer  de  los  heehp&^mas  censit^ 
rabies  y  á  juzgar  á  las  personas  cuya  responsabilidad  judicial  es  la 
mayor  garantía  de  la  sociedad,  se  eacontsacá,  por  decirlo  asi,  des^* 
'armado  y  sin  que  su  acción  alcanzase  mas  allá  de  su  propia  obser^^ 
Tacion?  ¿Seria  posible  que  se  pudiese  castigar  á  un  Procurador  Sin-; 
dico  por  una  omisión  que*  puede  ser  motivada  por  su  debilidad  y  de^ 
pendencia,  y  que  hulera  de  tol^rar^  la  negtigencia  de  empleados 
cuya  posición,  cnyas'rdlacik)nes,  cuya  significación  social'  les  pone  al 
abrigo  de  cieartas  asechanzas  que  son  bien  pequeño  obstáculo  para* 
los  hombres  dignos  y.  en^gicos  at  pat  rqtte  mesurados?  No,  esto  wy 
era  posible,  y  la  ley  ha  ocurrido  á  flAucoa  sus  •  preceptos,  que,  en 
nuetro  concepto,  son  bien  tehninanteiS,  ide-todo^  punto  ineludibles « 
•Veámoslo.  •  . 

Está  prevenido  en  numerosas  circulares  que  haya  una  corres*^ 
pendencia  incesante  entre  los  idíversos  miembfbs  del  Ministerio  fis-í^ 
ícal>  á  fin  de  que  su.accion  se  ejerza  con  el  celo  é- interés  que  el  ser 
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vído  público  reclama.  T  esta  correspondencia  no  tiene  por  objeto> 
esclnsivo  que  el  superior  tenga  sobre  el  inferior  una  vigilan^a  con- 
tinua, antes  bien  se  encamina  igualmente  á  poner  á  cada  uno  en 
situación  de  desempeñar  sus  deberes  con  la  coveniente  solicitud. 
De  poco  servirla  sino  que  en  el  Real  decreto  de  9  de  abril  de  1888 
se  encomendase  al  Ministerio  fiscal  entre  otras  cosas  (art.  17)  ve- 
lar por  la  pronta  y  recta  administración  de  justicia,  reclamando 
contra  los  abusos,  corruptelas  y  malas  prácticas  que  notare;  promo* 
ver  el  castigo  de  las  personas  responsables  de  los  delitosy  faltas;  ve- 
lar por  el  exacto  cumplimiento  de  la?  leyes,  orden^nzsús ,  reglamen* 
tos  y  demás  disposiciones  cuya  observancia  corresponde  á  los  Tribu- 
nales; ejercer  la  inspección  indispensable  para  que  se  cumplan  Ibs 
condenas  impuestas  y  las  leyes  protectoras  de  los  detenidos ,  pre- 
sos y  sentenciados.  De  poco  servirían  las  obligaciones  impuestas 
por  el  art.  15  del  reglamento  provisional  y  el  núm.  S.^  del  artícu- 
lo S96  del  Código  penal,  dé  poco,  en  fin,  el  precepto  legal  deque 
todos  los  delitos  se  castiguen,  si  solo  él  particular  contra  quien  se 
abusa  hubiese  de  entablar  una  acción  prestando  previamente  una 
fianza  y  esponiéndose  á  los  disgustos  consiguientes. 

Los  preceptos  legales  citados  y  otros  muchos  que  podrían  adu^ 
cirse,  demuestran  de  una  manera  incontrastable:  1.^  que  la  ley  pre- 
visora ha  querido  tener  un  representante  que  cuide  de  su  eficáciar 
2^^  que  este  representante  está  obligado  á  promover  el  castigo  de 
los  delincuentes. 

Y  ahora  bien  ¿cumple  con  el  precepto  legal  el  funcionario  pú- 
blico que  sabedor  de  un  hecho  criminoso,  que  sabedor  de  una  infrac- 
ción evidente,  no  denuncia  al  superior  correspondiente  ese  hecho? 
¿Vela  por  la  observancia  de  la  ley  el  que  4ioticioso  de  que  se  ha  ho- 
llado, y  estando  obligado  á  reclamar  su  cumplimiento  nada  hace? 
¿Promueve  el  castigo  de  las  personas  responsables  de  los  delitos  y 
faltas,  el  que  sabiendo  que  un  delito  se  ha  cometido,  no  suministra 
los  datos  necesarios  al  acusador  legálmente  competente?  Acaso  se 
conteste  que  el  Ministerio  fiscal  solo  se  ejerce  por  medio  de  la  acusa- 
ción, y  que  solo  puede  denunciar  el  que  tiene  el  derecho  de  acusar. 
Pero  de  aquí  se  deduciría:  1.^  que  el  Ministerio  fiscal  de  primer  gra^ 
do  es  impotente  para  denunciar  los  delitos  de  los  aforados  y  de  los 
que  tienen  por  Jueces  á  los  Tribunales  Superiores  6  Supremo.  2.^  que 
menos  libre  que  los  particulares  no  puede  como  estos  denunciar  to<r 
dos  los  delitos  y  á  toda  clase  de  j  ueces.  3.^  que  las  leyes  serán 
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fantasmagóricas  cuando  los  particulares  no  tienen  recursos  ó  ener- 
gía para  acudir  á  otro  Tribunal  que  al  áe  su  partido.  Si  á  pesar  de 
esto  se  nos  demostrara  que  estamos  equivocados,  rogaríamos  al  Go- 
bierno que  remediara  tamaños  males. 

Tomás  Martínez  González* 


ÍURISPRIIDEN€I1  ADNIMSTRATIVA. 


La  ley  es  en  sí  misma  una  palabra  muerta:  su  acción  empieza 
<lesde  el  momento  en  que  es  ejecutada,  desde  que  se  vá  aplicando  á 
la  vida  real.  El  modo  de  entenderla,  el  de  reducirla  í  la  práctica, 
tienen  que  ejercer  necesariamente  una  grande  influencia  sobre  la 
^ciedad  para  que  se  dicta:  cuando  la  ley  es  mal  interpretada,  cuan- 
tío se  juzga  por  ella  de  modo  diferente  al  que  el  legislador  se  pro- 
puso, no  puede  decirse  que  rige  al  país;  la  significación  torcida  que 
se  le  dá,  la  anula:  hace  mas;  sustituye  de  becUo  en  su  lugar  otra 
ley:  podrá  en  apariencia  gobernar  en  el  país,  pero  en  realidad  no 
Jo  gobernará. 

Cuando  la  lev  es  entendida  de  diferente  manera  en  las  distintas 
fracciones  del  territorio  de  una  nación,  no  puede  decirse  que  es  una 
misma,  sino  tantas  cuantas  son  las  circunscripciones  territoriales  en 
que  se  le  dá  diferente  inteligencia.  Para  evitar  este  gravísimo  in- 
conveniente, para  que  baya  verdadera  unidad  en  el  derecbo  de  una 
nación,  para  que  la  ley  y  la  jurisprudencia  no  estén  divorciadas,  se 
ha  introducido  en  los  tiempos  modernos  el  recurso  de  casación:  se 
ha  dicho,  no  basta  la  unidad  en  las  leyes,  es  menester  que  la  haya 
en  el  modo  de  entenderias  y  aplicarlas.  Ta  pues  que  formando  nue- 
vos códigos,  ya  que  destruyendo  desigualdades  y  sacrificando  al 
principio  de  unidad  en  la  legislación  instituciones  profundamente 
arraigadas  en  las  costumbres  de  los  pueblos,  ya  que  renegando  de 
precedentes  que  son  la  historia  de  provincias  ó  loialidades  determi- 
nadas por  una  larga  serie  de  siglos,  llevamos  con  mano  atrevida  á 
todo  el  nivel  de  la  igualdad,  no  desfiguremos  la  obra  que  ven- 
ciendo tanta  resistencia  estamos  levantando:  al  contrario,  <)omple- 
démosla  haciendo  que  baya  un  centro  único  quesea  el  custodió  de  la 
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l^y  al  Aúsitto  tiempaqfte  flu  áaioo  intérprete:  ante  kif  terpretacioar 

«eiitral<  desaparezeiD  todas^as  initerpretacío&es  locales;  ao(e  la  aur 

orMad  doetrinal  de  los  fallos  del  Tábamd  que  oiHipa  el  mas  esii- 

nente  lugar  en  el  órdea  jodicial»  cállela  autoridad d^tríaal de  todos 

los  demás  tribunales. 

Esto?t)Hb<55pios  ^ue  deéde  la  introducción  de  los  recursos  de 
nulidad  en  1838  empezaron  á  prevalecer  entre  nosotros  en  los  ne- 
gocios civiles,  que  despues^hím-tenido  mayor  desenvolvimiento  en 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  que  la  opinión  pública  reclama  que 
se  barata  éstensiVo^  ¿  las  causas  crínales,  son' aun  üiSis  importan- 
tes en  las  cuestiones  administrativas.  Hay  mucbas  razones  para 
ello. 

El  derecho  dvil,  aan^en  el  estado  que  tiene  en  España  en  donde 
un  Código  general  común  no  ba  venido  aun  á  borrar  las  antiguas  le- 
gislaciones; como  ba  sucedido  en  otros  Estados,  no  presen^  las 
graves  dificultades  qué  el  derecbo  administrativo.  Calcado  sobre  ef 
derecho  romano,  cultivado  con> grande  esmero  por  los  jurisoonsul*- 
tos  de  todos  los  países,  comentado  hasta  en  sus  mas  pequeños  por- 
menores, estudiado  en  nuestras  escuelas  con  predilecdon  casi  esclu- 
"siva  por  espacio  de  seis  siglos,  enriquecido  con  los  trabajos  de  los 
grandes  maestros  nacionales  y  estranjeros,  forma  un  cuerpo  ordena- 
do y  regular  de  doctrina,  que  si  bien  aparece  diseminado  en  diferen- 
tes volúmenes,  guarda  en  todas  sus  partes  enlace,  cohesión  y  armo- 
nía. Nose  alarmen  por  esto  los  que  miran  la  codificación  civil  como 
ia  primera  necesidad  de  la  sociedad  en  que  vivimos:  prescindiendo 
de  la  mayor  ó  menor  urgencia  de  apresurad  la  reforma  de  la&  leyes 
meramente  civiles,  puede  tenerse  .{mr  cierto  que  si  dudas  de  derecho 
ocurren  hoy  «en  su  aplicación^  dodas  habrá  en  el  diaen  que  un  nue- 
vo Código  civil  empiece  á  ser  ley  de  toda  la  Monarquía:  podrá  con- 
seguirse'b  unidad  si  se  vencen  las  reásteooias  que  ha  de  encontrar 
en  su  camino;  pero  al  paso  quesé  estingan  algunas  cuestiones  anti- 
^.  «lUas,  nacerán  otras  nuevas  que  no  tendrán  por  mucho  tiempo  el 
auxilio  de  una  doctrina  generalmente  admitida,  ni  el  de  la  juri^pru- 
^dencia  que  es  obra  lenta  y  sucesiva  del  tiempo,  de  los  afanes  de  los 
/jurisconsultos,  ^o  la  dilucidación  forense  y  de  ios  fallos  judiciales. 

Mas  no  sucede  con  el  derecho  administrativo  lo  que  hemos  es- 
puesto del  civil.  Esparcido  en  muchos  mas  volúmenes,  y  aun  asi  in- 
completamente conocido^puesto  qMeibayJmportantisimasdisposício- 
^  nes  i  que  é  él  cof  responden  que  no  hun  sidlo  publicadas»  compuesto» 


dQl^yo^Mil^Uiiieiitqsyotros  acto^  del  GQbúnio,  {UDpducto  deti^pqti 
(Jifereul^r  dm^SWa  de  preceptos  heterogéaeos,  animado  ea  ^pa 
diversas  partes  de  diferente  espíritu,  vario  en  ios  objetos  á  q^f  ^ 
estiéade,  y  por  las  formas  de  que  se  reviste,  modificánd^i  destru* 
yéndose,  y  reha^i^dose,  sin  interrupción,  reflejando  incesantemente 
las  necesidades  temporales  de  la  sociedad,  dominado  de  continuo  por 
ellas,  mudable  por  su  índole,  tiene  actualmente  que  ser  tan  oscuro 
y  tan  difícil  y  tan  complicado ncomo  las  fuentes 4e^e  se  deriva.  La 
multiplicidad  cada  dia  mayor  y  la  variedad  infinita  de  sus  prescrip- 
ciones, la  poca  estabilidad  de  muchas,  agregan  á  la  dificultad  del 
estudio  de  las  leyes  administrativas,  la  de  desconocerse  frecuente- 
mente cuáles  son  las  que  subsisten  en  vigor,  cuáles  son  las  qué  se 
hleJIan  derogadas,  cuáles  las  que  solo  han  sido  modificadas  pascial» 
mente. 

Estas  dificultades  graves  siempre  son  de  mayor  importancia  en 
los  plantos  en  que  la  Adfnioístracion  está  en  con  tacto,  mas  inmediato 
con  el  orden  judicial^  y  cpn  los  derechos  que  se  desenvuelven  bajo 
la  influencia  de  lasjeye^  civiles  en  el  sentido  estrecho  de  esta  frase. 
Asi  sucede  respecto  á  las  competencias  entre  las  autoridades  ad^u- 
lústrativas  y  judiciales,  en  1^  autorización^  para  procesar  á  los 
agentes  de  la  Administración  por  faltas  cometidas  en  el  ejercicio  de 
sos  funciones,  y  en  las  cuestiones  contencioso-administrativas.  Res- 
pecto á  estos  puntos  se  suscitan  á  cada  paso  cuestiones  trascenden- 
tales; el  derecho  escrito,  escasísimo  de  suyo,  hace  acudir  á  los  prin- 
cipios, y  el  libro  en  donde  estos  se  encuentran  consignados  es  prin- 
cipalmente la  serie  de  decisiones ,  autorizaciones  y  fallos  que  el 
Consejo  Real  en  su  principio,  el  Tribunal  contencioso-j^dministratí- 
vo  después,  el  Consejo  Real  por  segunda  vez  y  hoy  el  Consejo  de 
Estado  han  consultado  y  consultan  al  Gobierno  contribuyendo  efi- 
cazmente á  regularizar  la  marcha  de  la  Administración ,  á  contener 
á  los  funcionarios  públicos  dentro  del  círculo  de  sus  respectivas  atri- 
buciop^^s,  á  mantener  las  leyes  en  observancia,  á  garantir  los  (ji^re- 
i^hos  civiles,  á  introducir  tradiciones  de  gobierno  y  á  cortar  abusos 
envejecidos.  Mucho  se  ha  hecho  en  este  camino:  mas  podrá  hacerse 
en  adelante:  la  esperiencía  nos  ensena  ya  lo  que  debe  conservarse,  lo 
que  necesita  reform^^  y  lo  <iue  es  conveniente  proscribir^  para  que 
nuestra. Administración  llegue  al  grado  de  perfección  posible;  pero 
Jos  cimientos  de  la  obra  se  hallan  terminados,  y  ellos  son  la  base  del 
ledi^cio  que  trabajosamente  estamos  levantando.  Bien  merece  esta 
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materia  que  le  consagremos  algunos  artículos/ estimulando  á  esta 
clase  de  estudios  á  que  aun  hoy  por  desgracia  se  dá  entre  nosotros 
una  importancia  muy  inferior  á  la  que  en  realidad  tienen,  y  la  que 
conviene  que  tengan  para  bien  del  Estado. 

Pedro  Gómez  de  la  Sena. 


ENJIIICIAIIMTO  CIVIL. 

€01VSIJf.TA. 

Cuando  el  demandado  residiere  en  pueblo  distinto  al  del  juez  de 
paz  (pie  le  emplace,  ¿deberá  estenderse  en  papel  sellado  el  oficio  que 
se  dirija  al  del  punto  en  que  aquel  se  halle  para  que  la  ata  tenga 
efecto  1 

'  Cuestión  ha  sido  esta  de  dos  jueces  de  paz ,  sosteniendo  el  uno 
la  afirmativa  y  la  negativa  el  otro.  Ambos  citaron  los  arts.  208 
y  1169  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  últimamente  el  del  lu- 
gar en  que  se  hallaba  el  demandado ,  se  decidió  á  estender  la  dili- 
gencia de  la  entrega  de  la  copia  y  la  citación ;  pero  consignando 
que  lo  hacia  sin  perjuicio  de  reintegro. 

El  que  suscribe  fué  consultado  sobre  este  asunto,  y  contestó  que 
el  oficio  debia  estenderse  en  papel  común ,  ó  no  sellado ,  por  ser 
muy  claro  el  espíritu  de  los  artículos  citados;  pues  según  el  prime- 
ro, la  comunicación  no  es  mas  que  un  equivalente  á  la  papeleta  que 
se  entrega  al  que  reside  en  el  mismo  pueblo  del  juez  ante  quien  se 
cita,  y  el  conducto  legal  para  que  se  haga^  y  surta  efecto;  y  según 
el  otro,  es  el  mismo  conducto  y  para  el  otro  fin,  sin  mas  diferencia 
que  en  esta  se  debe  acompajoíar  copia  de;  la  papeleta  para  que  su 
entrega  y  la  citación  se  acrediten  en  la  diligencia  que  se  debe  poner 
á  seguida  de  dicha  comunicación  ü  oficio;  de  manera  que  ya  sé  re- 
fiera la  cita  á  los  actos  de  paz  /ó  ya  á  los  juicios  verbales ,  es  idén- 
tico el  objeto ,  y  en  ninguno  de  ios  dos  casos  debe  exigirse  papel  de 
distinta  clase  á  la  de  aquel  en  que  la  ley  permite  presentar  lo  que 
propiamente  llama  papeleta ,  para  que  no  se  confunda  con  la  de- 
manda ,  ni  se  interprete  de  un  modo  contrario  á  lo  que  se  ordena 
con  respecto  á  los  juzgadl)s  de  paz.  Además  apoyé  mi  opinión  en 
que  estas  diligencias  son  esclusivamente  preparatorias  de  juicios  y 
actos  en  los  cuales  no  hay  práctica  ni  ley  que  obligue  al  uso  del 
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papel  sellado ,  hftsta  que  se  dá  príBcipio  al  acto  ó  al  juicio  escri- 
biendo y  aatorizando  la  correspondieBte  acta. 

No  bastó  lo  espuesto ;  y  como  el  que  opiua  de  distinto  modo 
tiene  derecho  á  que  su  opinión  sea  respetada,  deseo  que  YV.  se 
sirvan  dar  ó  aumentar  las  razones  que  no  están  á  mi  alcance ,  para 
convencer  al  que  se  funde  mal.— Pascual  FaAxifo. 

Contestatím. 

Estamos  de  acuerdo  con  la  opinión  del  ilustrado  consultante; 
pero  debemos  decir  también ,  con  la  franqueza  que  nos  caracteriza, 
que  el  Sr.  Fraxno,  al  tratar  la  cuestión  que  propone ,  ha  dado  por 
resuelta  otra  duda  que»  en  nuestra  oooioépto ,  está  sin  decidir ,  por- 
que la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  guarda  silencio  acerca  de  ella ,  y 
nó  existe  tampoco  otra  disposición  que  trate  sobre  esie  punto. 

La  consulta,  de  cuya  contestación  nos  hemos  encargado ,  versa 
sobre  si  debe  estenderse  en  papel  sellado  ó  en  papel  común  el  oficio 
que  un  juez  de  paz  dirige  á  otro  juez  para  citar  á  un  demandado,  á 
celebrar  acto  de  conciliación  ó  juicio  verbal;  y  al  manifestar  el  con- 
sultante su  opinión,  resuelve  la  cuestión  por  analogía,  diciendo  que 
no  debe  exigirse  para  dicho  oficio  papel  de  distinta  clase  que  el  que 
la  ley  permite  usar  en  las  papeletas  de  citación,  que  es  el  papel  co- 
mún. En  este  punto  no  convenimos :  la  ley  no  autoriza  en  ninguna 
de  sus  disposiciones  el  uso  del  papel  común;  y, aunque  quiera  supo- 
nerse, por  su  silencio  mismo,  que  lo  permite  en  algún  caso,  no  es 
esto  una  cuestión  resuelta  que  pueda  servir  de  precedente  para  deci- 
dir otra  por  analogía,  (¡on  esta  observación,  que  nos  hemos  permitido 
hacer,  contestaremos,  empezando  por  hablar  de  las  papeletas  de  ci- 
tación, que  es,  como  se  dice»  un  punto  análogo  al  que  se  pregunta. 
Al  establecer  la  ley  Se  Enjuiciamiento  civil  los  trámites  que  de- 
ben observarse  en  la  celebración  dé  los  actos  de  conciliación  y  de 
los  juicios  verbales ,  *  nada  ha  prescrito  respectó  del  papel  en  que 
han  de  escribirse  sus  actuaciones,  como  tampoco  lo  ha  hecho  al  tra- 
tar de  los  demás  juicios.  Pero  no  ha  olvidado  esta  necesidad  ni  ha 
dejado  de  satisfacerla  por  medio  de  una  disposición  general  que  los 
comprende  á  todos.  Nos  referimos  al  art.  7.^,  en  el  cual  se  dispone: 
que  «todas  las  actuaciones  judiciales  deben  escribirse  en  el  papel 
sellado  que  prevengan  las  leyes  y  reglamentos.»  Ni  era  necesario 
hacer  mas ;  la  ley  ha  tenido  presente  qué  el  uso  del  papel  sellado 
estaba  ya  arregfaklo  por  medie  de  otras  disposiciones  recientes;  y 
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aoi^tanda  este  ;unr£gIp,KlQj^,^^D9ieniladojQoiii;afia  prorarip^M^ 
tan  lacónica  como  la  que  acabamos  .(fe  tr^^cnl^,  sia  perÍHicioi^j^ 
)aa  raforma^  que  )acas^(4X)ai(enga  ba^r  ea  lo  $acesiyo»  cuyar  pi^evi- 
sion^e  de|a  comprender' en  la  palabra  que  he^mos  subrayado.  Segw^ 
estp>  pararsaber  ep  qu¿i^lase.4e  papel  deben  escribirse  la^difj^^^Or 
tes  actuaciones  de  Jos  juício&y  es  preciso  aeadif -al  Real  decreto.  4c^/& 
de  agosto  é  Instrucción  de  1.^  de  octubre  de  1851,  que,  con  otras 
disposiciones  posteriores ,  ft^rman  la  lé^slacion  que  boy  rige  sobre 
estanaleria. 

MaS' desde  lue^  se  nota  que  ninguna  ^e  estas  disposiciones  se^ 
Sala  la  clase  de  papel  que  debeuáarseen.las  papeletas  que  se 
presentan  en  los  juzgadosdefNizv  con  el  objeto  de  que  se  cite  á  ud 
demandado  para  celebrar  un  ac^tode  conciliación  ó  «un  juicio  tbi^ 
bal;  y  la  razón  de  dio  es,  que  cuando  se  publicó  el  decreto  citado^ 
no  se  co&ocian  todaí^  las  pap^tas  de  que  hablamos,  ó  á  lommos^ 
•na  estaban  ested)lecída9  como  parteado  los  procedimientos  civiles* 
En  éste  estado,  en  el  sHencio^e  la  ley  y  de  lasfHrescripciones  ante» 
rieres,  cuya  dMservancia  previene,  ha  venido  b  jurisprudencia  ¿ 
Henar  el  vacío  resolviendo  que  dichas  papeletas>se  escriban  ^en  pa^- 
peí  común,  y  tambienla  provideficia  en  que  se  mándala  citación,  y 
la  notificación  que  de  ella  se  hace  al  demandado,  puesto^que^  seguft 
la  ley,  han  de  esten^rse  en  la  misma  papeleta. 

T  esta  práctica,  generalmente  admitida,  tiene  su  razón  en. la 
ley  misma,  cuyo  espíritu,  relativiimente  á  esta  clase  de  negocioe, 
es  bien  conocido.  Queriendo  conservar  la  institución  de  los  adiós 
<  que  antes  se  llamaron  juicios  de  ooncilíacion,  y  teniendo  neoeáddd 
de  los  juicios  verbales,  la  ley  ha  fijado  sus  trámites,  pero  tan  send- 
llos  como  correspondía  á  su  índole,  y  con  tanta  economía  como  eti- 
gia  la  escasa  importancia  de  su  objeto  y  la  pequeña  trascendencia 
que  4e  ellos  puede  esperarse.  Parece,  pues,  cotnfiírme  <x)n  ^te  es- 
píritu de  la  ley,  que  las  diligeiscias  preparatorias  para  la  oelebracioii 
de  los  actos  y  juicios  de  que  tratamos,  se  practiquen  con  el  me- 
nor coste  posyile,  escribiéndose  en  papel  común,  toda  vez  que  no  lo 
prohibe  la  législadon  que  r^  en  la  materia.  Además,  ya  hemos 
dicho  que  las  papeletas  de  citadon  son  diligencias  preparatorias; 
'  ellas  tienen  por  objeto  facilitat  «1  juicio,  disponer  las  cosas  pai^a 
/  que  tenga  efecto  su  cdduracion;  mas  en  rigor,  no.scm  aotuaciciies 
•  del  juicio.  Será  conveniente^  necesario,  que  conste  la  eitacíoii  del 
'  demandado;  pero  el  juioio  no.  empieza  hasta  que  el  actor  entabla  su 
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.deD9ijU)di  de  {>alabra  eo' presencia  del  juez,  y  entoncea  es  cuando  ^ 

;negDÓio  principia  á  tener  importancia,  y  cuando  propiamente  $e 
practican  actuaciones  judiciales^ 

Por  estas  razones,  opinamos  cpie  las  papeletas  y  demás  diUgeur 

ciad  preliminares  para  celebrar  a($tos  de  couciliacion  y  juicios  ver<^ 

bedes  deben  escribirse  en  papel  común.  Vengamos  ahora  á  la  con<^ 

salta,  concreta  al  oficio  que  un  juez  dirige  á  otro  para  la  citaeÍDn» 

Guando  el  demandado  se  encuentra  en  pueblo  distinto  del  dela^ 

.  regidencia  del  Juzgado  que  ha  de  conocer  del  acto  de  conciliación  6 
del  juicio,  se  dirige  un  oficio  al  juez  de  paz  de  su  residenqia' paita 
que  disponga  sn  citaeiw^  según  k)  prescribe  la  ley  an  los  arts»  208^ 
y  1169.  En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  se  trata  de  un  ateto  de 
concUiaeion,  debe  insertarse  en  el  oficio  el  contenido  de  la  i^apekta 

.  que  presentó  el  demandante,  para  hacerla  saber  al  demandado;  |f  en 
el  segundo,  6  sea,  cuando  se  baya  de  celebras  juicio  vetbal,  debe 
acompañarse  la  copia  de  dicha  papeleta,  para  su  entrega.  En  uno 
y  otro,  el  oficio  de  que  hablamos  no  es  mas  que  un  medio  para  ¿su»* 

.  litar  la  notificación  que  se  hace  al  demandado  cuando  reside  en  el 
lugar  del  juicio;  y  si  esta  diligencia  debe  escribirse  en  papel -comiiii 
á  continuación  de  la  rpapeleta,  como  ya  hemos  dicho  y  como  se 
practica,  lo  mismo  corresponde  hacer  respecto  del  oficio  por  razón 
de  analogía.  De  este  modo,  se  cumple  el  doble  objeto  de  la  ley  con- 
ciUandolas  formalídadeB  con  la  economía. 

IkffneiiegSI»  iarift  Raíz* 


DE  LOS  MlDORfiS  PARA  LAS  PARIMONES. 


«OlVSlJIiTA. 

La  é&^fH^iéum  Ilegal  que  obKgkba  ákos  vecinos  de  Madrid  ánom- 
brar  contadores  letrados  para  todas  las  parti4none8  ¿está  derogada 
por  el  art.  468  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil? 

La  derogación  general  del  articulo  1418  de  dicha  ley  ¿se  consir 
dera  bastante  para  anuldt^ttna  'StSpbitcion  especial  como  la  citada? 

DICTAMEN* 

No  nos  parece  dudoso  que  el  auto  del  Consejo  de  Castilla  de  1  f 
de  abril  de  1768  que  ordenó  que  en  Madrid  los  abogados  solamente 
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pudieran  hacer  las  particiones,  está  derogado  por  ia  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  El  art.  1418  declara  derogadas  todas  las  leyes,  Reales 
decretos,  reglamentos,  órdenes  y  fueros  en  que  se  hubieran  dictado 
reglas  para  el  enjuiciamiento  civil,  y  el  auto  citado  del  Consejo  no 
puede  considerarse  mas  que  como  una  disposición  local,  un  fuero 
municipal  de  Madrid.  Procuró  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  unifor- 
mar todas  las  disposiciones  relativas  á  Iqs  procedimientos,  y  ante  su 
nivel  desaparecieron  todos  los  privilegios  de  localidad:  lo  que  rige 
hoy  por  regla  general,  es  estensivo  á  todos  los  pueblos  de  la  Monar- 
<]uia  sin  escepcion. 

T  esto  tiene  aun  mayor  fuerza  en  el  caso  actual ,  si  se  atiende  á 
tiue  el  auto  acordado  de  1768  no  fué  siempre  limitado  á  Madrid  sitío 
estensivo  á  todo  el  Reino,  como  se  demuestra  con  la  ley  9.^  del  títu- 
lo XXI,  líb.  X  de  la  Nov.  fteoop.  Al  formarse  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  en  que  tuvieron  parte  tan  principal  algunos  abogados 
úel  Ilustre  Colegio  de  lá  corte,  no  podia  pasar  desapercibido  lo  que 
-estaba  en  observancia,  lo  que  todos  los  ídias  se  veía  y  practicaba,  y 
sin  embargo  se  propuso  que  el  nombramiento  de  contadores  pudiera 
recaer  en  cualquiera  persona  de  la  confianza  de  los  que  la  eligieran, 
y  solo  se  exigió  la  circunstancia  de  letrados  en  los  contadores  que  se 
nombraran  para  dirimir  las  discordias  entre  los  elegidos  por  los  in- 
teresados. Por  hacer  esta  diferencia  hubo  el  motivo  de  que  la  con- 
fianza de  las  partes  es  suficiente  garantía  de  acierto  mientras  no  se 
suscitan  dificultades  y  desavenencias^  porque  no  es  de  creer  que  se 
busque  al  imperito:  pero  cuando  hay  divergencia  de  opiniones  en  un 
punto  para  que  con  mayor  ó  menor  estension  se  necesitan  conoci- 
mientos jurídicos,  la  prudencia  y  Ja  conveniencia  de  los  interesados 
reclaman  que  se  basque  á  quien  por  su  profesión  tenga  la  capacidad 
necesaria  para  resolver  la  discordia. 

L«s  Díreetftres  ée  la  Revista. 


ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL. 


Supuestos  los  daños  causados  por  éisdraccUm  de  aguas  verificada  en 
lugar  distinto  al  en  que  los  daños  han  resultado^  ¿qué  juez  será  eteompe' 
tente  para  conocer  del  delito,  el  del  lugar  de  la  distracción,  ó  el  del  lugar 
del  daño? 

Ciertamente  que  no  carece  de  interés  la  caestion ,  y  mas  para  nosotros 
que,  estando  siempre  de  parte  de  la  jurisdicción  del  lugar  de  la  distracción ,. 
hemos  risto  recientemente  deeidida  la  competencia  á  favor  del  juez  del  lu- 
gar en  donde  los  daños  resultaron. 

Varias  son  las  opiniones  en  este  punto,  que  cada  cual  sostiene  con  con* 
Ticciones  al  parecer  profundas. . 

El  principal  argumeiito  en  aue  descansa  la  opinión  de  ios  que  se  pro» 
nuncian  abiertamente  en  favor  del  juez  del  lugar  ea  donde  ios  daños  apare- 
cen ,  se  reduce  á  que  mientras  los  daños  no  son  resultantes ,  el  delito  no  se 
determina,  creyendo  aun  que  el  mismo  literal  contesto  del  art.  489  del  Có- 
digo penal  resuelve  de  su  parte  la  cue&tion,  al  colocar  los  daños  al  lado  de 
la  distracción  de  las  aguas. 

Vamos  á  ver  si,  como  creemos ,  y  en  oposición  á  aquellos  que  ven  de  sa 
parte  á  la  ley  para  resolver  la  competencia  objeto  de  la  presente  consulta  en 
favor  de  la  jurisdicción  del  lugar  del  daño,  esa  misma  ley  se  pronuncia 
abierta  y  derechamente  por  el  lugar  en  donde  la  distracción  se  verificó. 

No  es  solamente  el  art.  489  el  que  vamos  á  llamar  en  nuestro  apoyo.  He» 
mos  de  tomar  las  cosas  desde  muy  atrás  para  concretar  nuestros  raciocinios. 
Retrocedemos  al  art.  1.*  del  Código  penal  para  recordar  y  tener  siempre 
presente  que  todo  delito  consiste  necesariamente  en  una  acción  ó  en  una 
omisión.  Para  que  haya  responsabilidad  es  de  todo  punto  preciso  que  se 
ejecute  un  hecho  que  la  ley  prohibe  determinada  y  previamente  á  su  ejecu- 
ción ,  ó  que  se  omita  hacer  aquello  que  con  igual  puntualidad  y  antelación 
tiene  dispuesto  que  se  haga.  Sin  una  de  esas  dos  circunstancias  el  delito  no 
puede  proclamarse;  y  nunca  jamás  fuera  de  ellas.  Tenemos  esto  por  una  evi- 
dencia, y  la  evidencia  no  necesita'  demostración. 

Lo  que  cumple  después  de  ese  antecedente,  es  hacer  la  debida  aplica- 
ción relativamente  ai  art.  489,  de  donde  sacan  su  principal  argumento  nues- 
tros antagonistas  en  la  cueUion  que  nos  ocupa.  Para  ellos,  nada  es  y  nada 
significa  la  material  y  simple  distracción  de  las  aguas:  en  concepto  suyo, 
todo  se  resuelve  por  el  daño.  Para  nosotros,  la  distracción  es  realmente  u» 
hecho,  y  no  como  quiera,  sino  principal,  base  y  origen  de  todo,  del  cual 
depende  todo  como  el  accidente  de  la  esencia,  lo  accesorio  de  lo  principal, 
la  consecuencia  de  su  principio.  Y  con  efeóto,  lo  que  realmente  aetermina 
la  intención  del  agente  es  la  material  distracción  de  las  aguas:  la  ejecución 
propiamente  dicha  está  en  la  misma  distracción:  los  daños  son,  y  no  mas, 
una  consecuencia  de  la  acción  de  distraer;  y  en  esa  misma  acción,  es  don- 
de vemos  la  responsabilidad  del  que  con  ella  ha  inferido  un  daño  cualquie- 
ra de  aquellos  que  suben  á  la  esfera  de  delitos  por  su  cuantía.  Los  daños, 
rigorosamente  hablando,  y  en  el  lenguaje  déla  ley,  no  son  ejecutados  de 


430  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

tina  manera  derecha;  y  por  esto  coDcretamos  la  accioa  paníbie  á  la  mate- 
rial distracción. 

T  cuando,  bajootro  concepto,  el  hecho  de  dist^er  es  ui  hecho  real, 
positivo,  concreto,  exacto  y  determinado,  no  iialtamos  motivo  para  que  el 
^conocimiento  de  la  causa  salga  del  lugar  en  donde  la  distracción  se  verii- 
■có,  para  ir  á  buscar  el  lugar  del  daño,  que  es  la  consecuencia  de  la  acción 
misma  de  distraer.  Pero  lu  distraceioa  nada  «s,  se  repite  hasta  la  sociedad; 
y  nosotros  replicamos  que  tampoco  es  nada,  siguiendo  esas  doctrinas,  el  ar- 
ma con  que  se  ejecutó  un  homicidio,  y  sin  embari^o,  todos  los  «rúainaüjitas 
están  conformes  en  atribuir  fuero  al  lugar  del  dispaco  á  una  con  el  lugar . 
"del  homicidio,  cuando  este  viene  á  resultar  en  territorio  de  diversa  iurisdic-* 
cion  de  la  de  aquel  lugar. 

Pero  vamos  al  análisis  del  precepto  legal  dentro  del  cual  á  nuestro  jui- 
cio, se  halla  resuelta  la  cuestión.  £1  art.  489  del  Código  penal  ha  venido  á 
equiparar  y  confundir,  en  uno  los  dos  casos  del  aprovechai^ieoto  y  de  la,, 
simple  distracción  de  las  aguas.  No  hay  mas  que  pasar  la  vista  por  su  testo  . 
literal  y  nos  convenceremos  de  esa  identidad:  Ei  que  aprovechando  aguas  . 
^'Otro  ó  (JMrayéndolas  de  su  curso  causare  daña,  etc.  Luego  si  es  igual 
la  responsabilidad  de  la  simple  distracción  que  la  del  aprovechamiento  dO/ 
las  aguas,  y  en  el  caso  último,  el  delito  se  ha  cometido  por  completo  en  el 
lugar  del  aprovechamieqto,  porque  allí  se  ha  veriticádo  la  utilización  de(. 
objeto  por  la  cual  ha  provenido  ei  daño,  viéneseá  parar  naturalmente  en, 
ia  identidad  del  caso  de  la  distracción  con  el  del  aprovechamiento  y  en  la, 
necesidad  indeclinable,  por  lo  taolo,  de  que  ol  procedimiento  se  instruya. 
^Uí  donde  la  distruccion  se  verificó. 

No  dejan  de  lijarse  también  los  sostenedores  de  la  competencia  del  lu- 
^ar  del  daño  en  el  <caso  particular  de  ser  varios  los  autores  de  la  distracción' 
y  de  jurisdicciones  distintas.  Pero  sobre  que  este  caso  no  parece  que  debe: 
ser  frecuente,  en  todo  evento  un  caso  particular  no  puede  entrar  por  mucho . 
en  la  adopción  de  principios,  y  por  lo  espuesto  resultan  en  favor  del  Jugar 
del  daño  asi  los  preceptos  de  la  ley  penal,  como  los  pricipios  mas  triviales* 
de  la  ciencia  jurídica,  y  aun  las  doctrinas  de  los  publici^as.  Persistimos, 
pues,  en  creer  como  única  jurisdicción  competente,  en  el  caso  consultado, 
ta  del  lugar  en  donde  se  distrageron  las  aguas,  sin  perjuicio  de  la  preven-. 
•cien  que  alguna  vez  puede  existir  á  virtud  de  la  complicación  de  loa  hechos» 
^**t-1Ianubl  Brualla. 

Contentación. 

Al  emitir  nuestra  opinión  sobre  el  punto  que  se  consulta,  debemos  su^ 
poner  que  se  trata  del  caso  on  que  se  cause  un  daño  que  esceda  de  25  duros, 
<;uyo  hecho  se  reputa  como  delito  en  el  Código  penal;  asi  lo  indican  las  pa- 
labras yuez  j  delito  que  usa  repetidamente  el  consultante.  En  otro  caso,  el 
liecho  constituiría  una  falta,  y  conocería  de  ella  un  Alcalde  en  juicio  verbal, 
al  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  regla  primera  de  la  ley  provisional  para  la  eje- 
cuoion  del  Código.  Debe  entenderse,  sin  embargo,  que  cuanto  se  diga  res- 
pecto del  primerease,  tiene  aplicación  al  segundo,  porque  uno  y  otro  son 
materia  del  procedimiento  criminal. 

Mas  antes  de  presentarse  esta  cuestión,  no  hubiéramos  creído  <iue  podía 
seriamente  dudarse  si  el  castigo  de  un  usurpador  de  aguas  competía  al  jueB 
del  lugar  donde  se  cometió  la  usurpación,  ó  al  del  en  que  se  sintió  el  daño, 
«feeto  de  ella;  porqiw  hw  leyes,  de  jicuerdo  con  la  fazcu)  tienen  establecido 
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«I  faero  qae  debe  segoírse,  con  disposiciones  tan  claras  y  terminantes  que 
ao  permiten  interpretación. 

Para  evitar  los  conflictos  á  que  podría  dar  lagar  el  celo  de  los  jueces  en 
Ja  persecución  y  castigo  de  los  delitos,  era  preciso  Gjar  la  competencia/ esto 
6s,. determinar  cuál  de  ellos  debia  prevenir  el  juicio,  averiguar  el  hecho ,  y 
aplicar  al  culpable  la  pena  establecida  por  la  ley.  Este  es  uno  de  los  puntos : 
principales  en  la  administración  de  justicia,  porj^ue  de  otro  modo,  seria  po-  > 
si6le  qué  sobre  un  mismo  delito  y  contra  un  mismo  delincuente,  se  instru«-> 
y^ram  simultáneamente  dos  ó  mas  procesos,  y  se  pronunciaran  tal  vez  otras ^ 
uintas  sentencias,  ó  á  lo  menos,  se  suscitaran  graves  dificultades  sobre  cuál  > 
de  aquellos  habia  de  atraer  á  los  demás.  Era,  pues,  una  necesidad,  y  unaneoé* ; 
sidacf  de  prímer  orden,  terminar  las  atribuciones  de  los  funcionarios  del  po- 
<lér  judicial,  fijando  reglas  para  que  cad^uno  obrase  independientementOé 

Con  este  objeto,  y  estableciendo  estas  reglas,  las  leyes  han  prescrito  que  • 
43ea  juez  competente  en  primer  lugar  para  conocer  de  un  delRo  y  castigarlo 
eí  del  distrito  ó  partido  á  que  pertenezca  el  pueblo  donde  se  haya  cometido; 
de  modo  que  si  otro  juez  previniera  él  juicio,  instruyendo  las  primeras  di** 
ligencias  del  proceso,  debería  inhibirse  de  su  conocimiento,  y  remitirlas  con* 
el  procesado  al  de  aquel  pueblo.  Entre 'varías  disposiciones  que  pudiéramos* 
i^tar,  recordamos  la  ley  15,  tit.  1.^  de  la  Partida  7.^,  que  dice  así:  «Por 
toído  yerro,  ó  mal  fecho,  que  algand  orne  faga,  deue  ser  apremiado  por  el 
J^dgador  (í«¿  hgar  do  io  fixo ,  que  cumpla  de  derecho  á  ios  que  lo  acusan  > 
dello,  maguer  sea  el  malfechor  de  otra  tierra»;  y  confirmando  esta  disposi^ 
cion  la  ley  3.",  título  15  déla  misma  Partida,  dice,  hablando  de  daños:  «E 
Iti  demanda  del  daño,  dezimos,*  que  deue  ser  fecha  ante  el  Judgador  del  ío-»' 
gar  do  fué  fecho.»  Está,  por  lo  tanto,  fuera  de  duda  que  en  el  lugar  donde 
se  comete  un  delito,  debe  ser  juzgado  y  ettscigado  su  autor.  Asi  lo  ha  re-< 
suelto  además  el  Tribunal  Supremo  de  J*üsticia  que,  decidiendo  una  compe« 
tencia,  calificó  de  indisímulable  el  error  cometido  en  este  punto,  y  dijo  en* 
sentencia  de  31  de  octubre  de  1837,  aque,  por  regla  general,  el  conocimiento' 
de  los  delitos,  corresponde  de  pleno  derecho,  y  con  preferencia  al  juez  del 
térritorío  en  que  se  cometen.» 

Y  aunque  nos  bastaría  alegar  como  fundamento  de  naestra  opinión  las  * 
disposicionos  legales,  queremos  también  e&aminar  los  fundamentos  de  estas 
mismas  ley es^  ó  sea  tratar  de  la  filosofía  de  sus  disposiciones. 

La  designación  del  lugar  donde  se  han  de  sustanciar  las  causas  crimina- 
les'no  debía  ni  podía  ser  arbitraria,  sino  que,  para  hacerla  era  necesario 
ctinsultar  la  conveniencia  pública,  prefiriendo  aquél  que  fuera  el  mas  á  pro- 
pósito para  conseguir  los  dos  fines  principales  de  la  penalidad,  á  saber:  la' 
«spiacion  y  la  intimidación. 

£1  hombre  que  comete  un  delito,  causa  un  mal,  y  su  conducta,  le 
üace  merecedor  de  sufrir  otro  mal  que  la  ley^  tiene  establecido  de  antemano; 
edte  padecimiento  del  delincuente  es  la  espiacíon,  primer  fin  de  la  penali- 
dad, y  este  fin  se  consigue  en  el  punto  en  que  se  ejecuta  el  hecho  criminal- 
^on  mayor  facilidad  que  en  otro  alguno.  Donde  sécemete  el  delito  quedan 
por  lo  comuA  vesúgios  de  él  gue  puedfo  utilizarse  con  buenos  resultados: 
un  homicidio,  un  robo,  un  dañó,  dejan  señales  de  su  perpetración  que  con- 
tribuyen á  la  calificación  del  hecho  y  al  conocimiento  de  sus  circunstancias, 
datos  esenciales  para  la  conveniente  graduación  de  la  pena.  En  ese  mismo 
lugar  puede  descubrirse  al  culpAll}lp^.pLOi^gieudlIí  se  encuentran  ios  testigos 

3ue  acaso  presenciaran  la  ejecución  del  delito  y  que  pueden  suministrar  al 
uez  noticias  acerca  de  su  autor. 
El  segundo  fin  de  la  penalidades  la  intimidación,  esto  es,  la  prevención 
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Ó- aviso  que  se  hace  á  quien  no  ha  comaüdo  delito  para  que  seaWeQga  de 
cometerlo.  La  ley,  én  sa  justicia,  se  propone  hacer  sentir  al  delincuente  la 
pena  á  que  se  ha  hecho  acreedor;  percí,  en  su  previsioa,  tiene  además  otro 
objeto;  se  propone  intimidar  para  que  no  m  repita  por  otros  el  delito,  lo 
cual  consigue  con  el  terror  saJudable  que  infunde  la  ejecución  del  castigo. 
Pues  bien;  en  ningún  punto  es,  ni  puede  ser,  mas  fecundo  ese  terror  que 
en  el  lugar  mismo  en  que  se  cometió  el  delito.  Alli  donde  se  produjo  el  es* 
cándalo  con  la  infracción  de  la  ley,  debe  tener  lugar  la  reparación  con  la 
aplicación  de  la  pena.  De  este  modo  se  imprime  la  idea  de  la  justicia  con 
toda  su  severidad,  y  se  ofrece  la  ocasión  ae  comparar  la  satisfacción .  que 
proporciona  el  delito  con  el  sufrimiento  que  viene  detrás  de  él. 

En  estos  principios,  no  solamente  convendrá  con  nosotros  el  autor  de 
la  consulta,  sino  que  también  deben  convenir  los  que  resuelven  la  cuestión 
en  otro  sentido;  pero  á  pesar  de  ello,  opinan  de  distinto  modo  en  el  caso  que 
se  propone,  y  es  que  concurre  en  él  algo  especial  que  debe  examinarse. 
,  Supuesta  la  competencia  legítima  deljuez  del  lugar  donde  se  comete 
un  delito  para  conocer  de  éi  y. castigar. á  su  autor,  se  duda,  tratándose  de 
un  daño  causado  por  usurpación  de  ag^as,  si  el  lugar  del  delito  es  aquel 
en  que  se  ejecutó  la.  usurpación  ó  el  en  que  se  sintió  el  daño;  es  decir,  si 
debe  entenderse  que  el  delito  se  cometió  dopde  se  distrajo  el  curso  de  las 
aguas,  ó  donde  se. [perjudicaron  los  intereses  de  su  dueño.  A  este  punto  vie- 
ne á  (Quedar  reducida  la  cuestión,  que .  vamos  ,á  resolver  con  una  sencilla 
reflexión. 

El  delito  consiste  en  un  acto  voluntario  del  delincuente  por  el  cual  prac- 
tica un  becho  que  la  ley  prohibe.  Esta  es  la  definición  que  hace  del  delita 
el  Código  penal,  y  así  lo  comprende  perfectamente  nuestra  razón.  El  hecho 
intencional  que  quebranta  qn  precepto  de  la  ley  es  el  delito.  Luego  el  lu- 
gar donde  este  hecho  se  ejecute  sei^,  propiamente  hablando,  el  lugar  del 
delito.  Nada  importa  que  sus  efectos  se. sientan  en  otro  punto  distinto,  por- 
que cuando  esto  sucede,  el  delito  estaba  ya.cometido.  Esto  mismo  diríamos 
si  se  ejecutara  un  envenenamiento  de  las  aguas  de  una  fuente  en  el  lugar 
de  su  nacimiento,  y  aquel  hecho  produjera  víctimas  en  un  punto  distante 
donde. ^e  bebiesen  jas  aguas  envenenadas.  .El  deHto  consistida  indudable- 
mente en  la  acción  dé  echar  en  la  fuente  la  sustancia  venenosa  con  la  in- 
tención de  dañar;  por  este  hecho  quedaría  el  delito  consumado,  y  los  re- 
sultados no  serian  mas  que  un  efecto  del  delito  ya  existente.  ¿Cuál  sería  en- 
tonces el  Jutiz  competente  para  castigar  á  su  autor?  Ciertamente,  el  del 
partido  á  que  perteneciese  el  lugar  donde  se  hizo  uso  del  veneno,  que  es 
donde  obró  el  delincuente,  sin  que  obstase  la  circunstancia  de  haberse  sen- 
tido el  daño  en  otro  distinto. 

Es,  pues,  indudable  para  nosotros  que  el  que,  aprovechando  aguas  de 
otro,  ó  distrayéndolas  de  su  curso,  causare  un  daño,  debe  ser  juzgado  por 
el  juez  del  lugar  donde  ejecutó  la  usurpación  ó  distracción,  con  preferencia 
á  cualquier  otro. 

Heraeiegildo  María  Roiz. 
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LA  I6LIISU  T  EL  ESTADO 
ÉL  GOBIERNO  Y  EL  PAPA. 


OteemcMnies  sobre  el  cobyciiío  oelelmiio  con  la  SnU  Sede. 

Sin  pretensión  algana  de  dar  consejo  al  partido  progresista  ni  áí 
moderado ,  había  pensado  mnchas  veces  escribir  alguna  cosa  sobre 
la  desamortización  de  los  bienes  eclesiásticos ;  pero  me  retraje  de 
hacerlo  al  ver  por  una  parte  quQ  se  habian  ocupado  de  esta  difícil  é 
importante  materia  publicistas  de  primer  orden  ,  así  políticos  como 
canonistas,  y  por  otra  mis  muchas  ocupaciones,  que  apenas  me  de- 
jan el  tiempo  necesario  para  descansar. 

No  pretendo  sostener  la  inmunidad  de  los  bienes  de  la  Iglesia^ 
apoyado  en  el  anatema  que  se  fulminó  en  el  famoso  Concilio  de 
Trento  y  en  los  sagrados  cánones  contra  los  que  los  espilan  ó  se 
apoderan  de  ellos,  ni  tampoco  las  ideas  avanzadas  de  los  que  sostie- 
nen que  el  Estado  puede  aplicarlos  á  sus  necesidades. 

Mucho  habría  que  decir  en  pro  y  en  contra  de  estas  ideas,  sí 
bien  en  último  resultado  la  opinión  mas  favorable  seria  la  de  la  in- 
munidad de  estos  bienes ,  apoyada  no  solo  en  las  leyes  canónicas, 
sí  qué  también  en  las  de  la  Novísima  Recopilación  y  en  las  de  las 
Corles  de  España,  que  nos  presentan  pocos  ejemplos  de  haber  dis*- 
puesto  la  potestad  civil  de  los  bienes  de  la  Iglesia  sin  la  autorización 
del  jefe  de  la  misma ;  y  aun  en  los  pocos  casos  en  que  esto  se  ha 
hecho,  ha  tenido  que  recurrirse  á  la  Santa  Sede  para  la  espedicioa 
de  un  Breve,  ó  para  la  celebración  de  un  Concordato  para  legitimar 
las  enajenaciones. 

Los  grandes  regalistas,  como  Campomanes ,  Hacanaz,  Jovella- 
nos  y  hasta  el  mismo  Consejo  de  Castilla,  tan  ilustrado  como  celosa 
de  los  derechos  de  la  nación,  no  han  proclamado  jamás  en  ninguna 
de  sus  obras  ni  en  sus  escritos,  que  el  poder  temporal  pudiese  dis-< 
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^ner  por  sí  háo  de  aquellos  bieneR,  si  bien  han  declamado  fuerle- 
mente  contra  las  mufíiplicadas  adqiüsiones  del  clero. 

El  mismo  Campomanes  ea  su  célebre  Tratado  de  la  RegaUa  de 
Atnortisaewn,  Jovellanos;  en  su  ír^vrme  sobre  la  ley  agraria,  y 
cuanlos  han  escrito  sobre  esta  importante  materia  durante  el  reina- 
do del  ilustrado  y  Jmi^jcierp.It.  Cárl^  lU,  precisamente  en  una 
época  en  qne  descollaron  grandes  escritores  y  en  que  había  toda  la 
libertad  para  emitir  y  publicar  sus  pensamientos  por  medio  de  la 
prensa,  np  (i¿crib^^o[i,jRÍ^,,a(y)jj^se|sr()n  una,  cosa^s^dan^j  al  paso 
que  no  ««satmn  de  encarecer  la  necesidad  de  la  desamortñáeioD  ci- 
vil y  eclesiástica,  y  de  poner  coto  á  las  adquisiciones  de  bienes  rai- 
ces por  las  m^nos  impertas. 

£1  respeto  á  las  citadas  leyes,  aunque  se  quisiese  prescindir  del 
derecho  de  propiedadli  sagrado  é  invíoUble,  que  tienen  la^corwa- 
ciones  dcl^^iáslica^,  lo  nii^mo  que  Jos  demás  particulares^  según  las 
leyes  del  reino  y  la  Coastitiicion  política  dg  la,A^aa(:qd^^espaSo{a, 
se  opoijidri^n  siempre  á  ía  expropiación  fornisa  de  lo^.tal^  bienes 
síala  aprotiacioi^  ó  conseotiniiento  de  la  Iglesia,  como  igualmente. 
leppusoesle  misino  ilereclio  do  propied^  á  lag^  ideas  y  a  los  pro- 
yectos de  Ifi  Asamblea  nacional  de  Francia  del  año  de  1'78^,  cuand') . 
aun  no  m  bal)ia  ¡j^stt^idado.y  conservaba ^1  receto  &,la,religioi(. 
'  Se.  ilisputó  fuerieinente  sobre  la  a^turajez^,  de  t^Ie^btei^;  si 
podían  I  laiBarsc  nauíjjnalps  j  si  los  moiíasterios  obtenia/i  una  verda- 
dera propÍe<Í^^,  y  si  esta,  esjtipgul^ps.  los  mpujisterio^,  pa^^^  á  la 
nación.  Al'iiclios  di^c|iarpn  el  ppnsj^miepto  de  prop^^d^  y  en  me- 
dio de  la.  div^||id^d;^^  pare^er^,  por  fin  se,  adoptó  la  pro^ifi^on 
de  Mr.  Á^rcae,  d«¡ía|^nd6  Ij}  A^^mblea  en  S  dp,  o^yiem^r^.  (]^  ,4,i(%.. 

EI,r^Ípa^o/5j,;V¡r¡m999,j^.  qáíJÍGs.J|[I  Qíis  presBpi%  t^^ip9,jii^^ 
ejemplfl.íís  (([(b|íE,o9^,^p^jqsbi^nss,<lqlqs,,regularc^.d?líi.fi,opu^^ 
nía  sin  )^,^^oj)aj¡Í9^Je.|í\  S^trí  M^-.  Sfllq  a^t(s,de^pu?s  d§,^|es- 
pulsiofl^dftjogjg^srjjj^sj.íe  I^,,(í^e?,9¡(í,í  dfi.^uí  bi^fte^,pÍftH>%.íí<lr- 
méate.  S^Y,e^PÍ#^líttí^ííft.. 

peto  con  que  la  España  venera  a  la  cabeza  visible  A^lüiisííl^iíin^^^i 
"">  "''Jl.'efípftftíes  lji^,(í^|ftíí^Í9!)fis,flu^,e)|ftptiÍ<vrff«);,tU79,V'' 

motivo  df  ,fl.ira^(if}.í  I»  .'pii\,<líPS\'Íf  A^A  PfíM.(ií.?fVíPSM:Cííftl[(l»-,"e, 
notició  l9,<^uÍsi|)ftde,jlQy^lí^.^.  .St|le  ly^,.vW'^ríiílay'iM«,.. 
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7>>a(fttel  rey:  siianoneité  pjaéím  ^délMMRr^d  ««téfd^^MMI,  |a^ 
-aquella  carta  al  Consejo  pleno,  coasultándole  la  respuesto^AidMift 
dar,  f  ffá'CWtMaaÍDiKfirti  qo^ ^^tm$ sáh^tíéM^ tu*im(ypm^su 

Ea  MdaA  l«»ñaftme9  cilMííMytCIHtiilál;  i^^f  %aífeM)li^^é^ 
tiones  sobre  los  casos  en  que  la  potestad  civil  puede  echcip  ttttuio  de 
Itai  \mm  ériHt^tíLsíkmUs^mm^mtaM  mm^t^itaftmítttíÉi  por 
IosCoi«rritMMv  <hitif^mmm,i  HtSMot^  SI(iMM«m  ^Mh)»«{%(Mt)- 
9esilé  QtKKpitto»  y)]N)r^QCra^ila8>éé^lQi  W^mMsmiÉii^m^^'ti^ 

todos.  Por  esto  me  bastará  decir  solamente  que  enUMMtaí^  éif^^i^ 
tM  Milre  mateitiitt^fii$tas'<0(mir6^^  Nl^tótórfa'^clíiM(ffiíé  a^o- 
yaise»  según  la». gMQd«s>vietiAMéá^7íH^^ 
•eltrascaraodtetoaí^h»;  lOgfMidd^t  asoeniAttotév  oím  la  ■  potéütát í 
«eleaiáflttíca,  i»ti'hfH»vñ\  fbro'cptaUamM^n  #«¡Hrtít^  ltti>  {iMiMísé ,  Fas 
<V»M  d^aaiw  ia^eFdad)«(»i|f«fi«»(gti  ^^,'^e»it^otb«MK^e^^  Wf> 

Ins,  sed  affedus. 

peeto^4afiáBii»)Jákede»iá$tíi5i  9í0o^el^i«k^iy]O0m^6mi«^,  6  wms 
béeftt^dancimarlas ventajii6é><d«f«bli!]ás^q«te  M  reporfaddla  na- 
€ÍMdQlaC(Niveiiii(i)qtt9íaM!al^M^JeeíM}m  eon-ltt^'Siinta  S^e. 

Este  convenio,  á  mi  modo  de  ver,  es  miíf^ISvtoPaMiár  áihsis  dere- 
€h«i'«é4i^i»e9i^  de»4a  Igteilaf  oray.  ptiijudieM  álaír^régaMM  éMu- 
termes  de^  la  n¿i«i»n!^e0p£raMa;/ 

Pero  antes  d<&  enriarme  en^^taidfeoHsiow  debo  protestar' iltríi  y 
nsl  veoes^  que  esie  escrito' no  tiéóe  ^0#  <Aj^fi^'tMéeF<lá<opdst(^^r 
a(€lobtepaó*i 

•  Ni0guff«dpáSél  ^iiMtolc(«ar>oMá««fo»^yi^fif0ulM 
rió^Od'  Utt  di<^aiaaiiteipr«fiMe  ^OMdé^d^  La0éñé\^^  *ú(Phá4l&^ 
€ho  un  solo  contínamiento,  que  ha  levant^ldd  tosi'<^(lÁddé^^|i^í$$ltb%a 
túdñ  la>>Í0Barq(ila,  qiie»MeD<'flMtdíQ^d^lá  guerrtfquó  noa'>tf^á)liMi%a 
sabídé  reusar^a^ietorglilto yladJg&idM^e^Botá,  él^pism edtí'^V 
n^ibpiíiddba  M^Gran  BreiaSat'p«t«tii«l^<pa^^ertitta  0^^ 
que  ha  venido  á  exigirnos  en  tan  difíciles  coA^afMféffliÍEmfÉÉI^íit^d^ 
tandas. 

¿Cómohabta  cte  cotif  rariarlaí'niMirtía^^e^iii'GébíeFm)/  q^^el- 
úateo;  que  ea  estos  últimos  tiempos ha'Sdbido  goberiMPsitttér/cfiríii 
aparato  de  fuerza,  y  solo 450»«J  prestigio ^«é  le  bandados  iiom-. 
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bre»  su  moralidad  y  el  respeto  á  las  leyes  y  á  la  Constitución  de  h 
Monarquía?..... 

Queda  pues»  consignado,  que  este  escrito  no  es  de  oposición/  y 
^i  solo  el  pensamiento,  la  espresion  del  jurisconsulto,  que  haciendo^ 
abstracción  de  partidos  y  de  ideas  políticas ,  sola  desea  la  felicidad 
de  su  patria. 

Para  convencerse  de  las  ventajas  que  lleva  la  Iglesia  sobre  el* 
Estado  con  dicho  convenio,  por  lo  que  respecta  á  los  bienes  que  ofre^ 
ce  cederle ,  bastará  hacer  un  análisis  de  sus  principales  artículos  y 
de  los  derechos,  seguridades  y  garantías  que  por  esta  cesión  se  con^^ 
cedea  á  la  Iglesia. 

Por  el  primero  de  los  artículos  del  citado  convenio ,  el  Gobierno 
de  S.  M.  C,  deseando  asegurar  á  la  Iglesia  perpetuamente  la, paci- 
fica posesión  de  sus  bienes  y  derechos ,  y  prevenir  todo  motivo  de^ 
que  sea  violado  el  solemne  Concordato  de  16  de  marzo  de  1851,  pro* 
meto  á  la  Santa  Sede  que  en  adelante  no  se  hará  ninguna  venta,, 
conmutación ,  ni  otra  especie  de  enajenación  de  dichos  bienes  sia* 
la  necesaria  autorización  de  la  misma  Santa  Sede. 

Por  esto  artículo  se  devuelven  sus  bienes  á  la  Iglesia,  se  ratifica 
lo  solemnemente  estipulado  en  el  Concordato,  y  en  su  consecuencia 
queda  derogada  la  ley  de  1.®  de  mayo  de  18ff6 ,  en  cuanto  ordena' 
ia  venta  de  dichos  bienes ,  y  demás  disposiciones  que  se  han  publ^  < 
cado  para  llevarla  á  cabo. 

En  este  artículo ,  con  el  que ,  no  solo  se  devuelven  á  la  Iglesia 
todos  sus  bienes,  sino  que  se  le  dá  la  mas  absoluta  seguridad  de  que 
no  volverá  la  nación  jamás  á  disponer  de  ellos  por  ningún  título,  sin 
la  necesaria  autorización  de  la  Santa  Sede ,  se  echa  de  menos  la 
aprobación  ó  asentimiento  espreso  del  jefe  de  la  Iglesia  á  las  enaje-* . 
naciones  que  hasta  el  dia  se  han  hecho  de  parte  de  estos  bienes  con 
arreglo  á  la  citada  ley.  Este  era  sin  duda  el  lugar  mas  oportuno; 
para  hacer  esta  declaración. 

Por  el  artículo  S.""  manifiestan  las  altas  partes  contratantes  sus 
deseos  de  llevar  definitivamente  á  efecto  de  un  modo  seguro ,  esta* 
ble  é  independiente  el  plan  de  dotación  del  culto  y  clero  prescrita 
por  el  mismo  Concordato. 

Nada  mas  justo ,  nada  mas  conforme  á  las  leyes  del  reino ,  á  la 
Constitución  política  de  la  Monarquía  y  á  las  buenas  máximas  de  la 
religión  cristiana,  porque  justo  y  muy  justo  es,  que  una  nacioa 
católica  dote  competentemente  ¿sus  fieles  servidores,  á  los  mi-^ 
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fttstros  del  altar  de  ua  modo  decoroso,  estable  y  coaveniente* 

La  nacioa  y  el  clero  gaoaa  sin  dada  en  qae  esta  dotación  consis- 
te en  nna  renta  liquida  y  permanente  no  dimanada  de  bienes  raíces. 
fil  clero  se  evita  de  esta  suerte  los  gastos  y  dispendios  que  lleva 
consigo  una  vasta  y  complicada  administración;  las  malas  cosechas, 
que  se  suceden  con  harta  frecuencia ,  y  la  odiosidad  que  en  ciertos 
xasos  y  con  cierta  clase  de  deudores  es  iuherente ,  por  teuer  que 
apremiarles  al  pago  de  las  rentas;  y  sobre  todo  ese  vaivén  continuo 
de  ser  desposeído  de  sus  bienes  raices  ,  porque ,  como  dice  el  céle- 
bre Montesquieu ,  el  clero  ha  adquirido  siempre,  ha  restituido  siem- 
pre,  y  adquirirá  siempre. 

En  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia,  los  bienes  dados  á  la  misma 
ise  vendian  para  cubrir  las  necesidades  de  sus  ministros  y  de  los  po- 
bres. Este  medio  era  el  mas  conforme  á  la  perfección  evangélica, 
que  para  seguir  á  Cristo  en  la  vida  común  manda  vender  los  bienes 
y  dar  de  limosna  su  importe  á  los  pobres.  San  Pablo  estima  por 
opuesta  á  ella  distraerse  en  el  cuidado  de  bienes  y  negocios  tempo- 
rales (i).  Por  esto  se  establecieron  los  Diáconos  y  después  los  Ec6- 
nomos ,  para  evitar  que  los  sacerdotes  se  mezclasen  en  tales  admi- 
nistraciones temporales. 

«Art.  3.®  Primeramente  el  Grobíerno  de  S.  M.  reconoce  de  nue- 
vo formalmente  el  libre  y  pleno  derecho  de  la  Iglesia  para  adquirir^ 
retener  y  usufructuar  en  propiedad  y  sin  limüacum  ni  reserva  toda 
especie  de  bienes  y  valores;  quedando  en  consecuencia  derogada 
por  este  Convenio  cualquiera  disponcion  que  le  sea  contraria ,  y 
señaladamente  y  en  cuanto  se  le  oponga  la  ley  de  1.^  de  mayo 
úe  1888.» 

«Los  bienes  que  en  virtud  de  este  derecho  adquiera  y  posea  en 
adelante  la  Iglesia  no  se  computarán  en  la  dotación  que  le  está  asig- 
nada por  el  Concordato.  > 

Si  por  el  art.  2.^  se  reconoce  la  necesidad  de  dotar  al  clero  de 
mn  modo  seguro,  estable  é  independiente;  sí  esta  dotación  y»  le  ha 
sido  asignada  por  el  Concordato ,  y  sí  por  el  art.  4.^  se  admite  el 
principio  de  la  dificultad  de  administrar  sus  bienes,  lo  que  necesa- 
riamente ha  de  distraerle  de  las  funciones  de  su  sagrado  ministerio» 
y  ha  de  producir  todos  los  males  que  se  han  enumerado,  ¿por  qué 
concederle  de  nuevo  con  este  convenio  la  facultad  de  adquirir,  re- 

(i)    S.  Pablo,  epist.  é  T^, 


i«pier*gji^0{n]^tuai,^a  prQpMcM:y  m  ümitaeioD ai  reserva,  to^i 
$p9QÍe  4¿  túc^i^ll  i  Bpr  gi|ó  m^  ^toíMm>  f  i^^ofei»  oo  s^  h^t  de 
€omp<itar  enJa^filfi^H»!^  qu^.l^^^  a%pda  por  4  GQOoordftto?  Ite 
|o  cqmpneiu)ai^iki^  .pue&  piwr%4|os^^  el  qww 

jftici9|i¡ka9p^  4^  Ae^  «terdoter  al  Qlef(^feai^<yfia  ireota  üj^  y  pftr^r 
fí^ik^qte,  §{1^  ^:a4qMia  I9U  Qpa\;e«ieft9ia  tjle^ciiiiii^  9<Nr 

esta  migqiahiri^ta,  .par  lfHiiq^8<^^i$^itfea,i;a«(^U^yaie^  la  a4tfi.ir 
niMra^ioOft^y  qiiie4  rt!^g|o^;^i\i(Í^  adquirir  M 

ua  i9oda^Hni(;f)4o^to4at<3J^  de.t|Í6o^»  G0I|>del#g^6iQft  de  csaatas 
dÁspQsk|i0Pi)9  se  QpoQgaai  ^$tpt(«i|iMlw<i^f^M^V4td^ 
ble,  por  demás,  que  después  de  estar  dóta4%  ri^cleoo  .^ofl^teaie^ 

n^Q^  Qor  eLQ9fc«M:^,;4f ^Ml#^^^P^4^  1^  ^ino  e»  jus* 

tOy  su  oíaauteacíQ^  eUiíAsf^a^  y  fama  que  tNa  «ido  fijada  por  <al 
misaM)  Gaacocd^Aa)  y  emiiqa  iiak^s^^  d^enpu^  4^  t^oer  el  dero  todo^ 
coaoto  $Q  k^  oQüc^toido  aiec^^pcÍQ  iPfa  «i  decoEosa,  estable  y 
p6riQaaeaie.aubsistepcia»se  le  eouoedaMlalsicuUad  de  . adquirir  ill^ 
j^itadaiaente^ysiti  qme  la&  lejBQbi^  4q  «ijisr.adpí^io^a  debaa  impu-c 
liarse  á  cuapla  de  &a.doi9jrÍ<P^ 

Est^iavtíeala  es^altmeQle  iomraUíe  á  loa.iatefeses  de  la  Iglesia 
y  muy  depresivo  de  los  derechos ,  de  las  regijim  y  4^  k)s  intereses 
de  la  i^aeíoa^  fiara  demo^trairla  ba»lslu:4.dar«k»a)rájpMiit  ojeada  (knt  la 
histovia  y  la  legiskeioE.  aatígüa. 

Siempre  ha  sido  ¿justada  a\iAi»0fh  fa<^(ai  de  adquirir,  y  ge- 
aeralinefitQ  ae  faaa.  «msjdecad»'  pei^udimla»  sus.  ai^quÁsíeioaes  de 
biejiei»  rai^e^  á  los  iotocepies  dpla  aattioa.  Losr  Smpeftadores  róñanos 
coucedieroii  á  las  Instas  lifc^mw  .^  adqwifflo  ^a  üi&  dejafiM  poJT 
testamento  (i). 

La&  loya^  G)iiU^  lüeen /iii$ii$i(^  dei  ias  abasos  de  algunos  ecle- 
siástieos  y  nma^  paira^Q^^taiRseefMiflugQHiaie&las  hereacias  de  ha 
viudas  y  pupilos  en  los  testamentos  (2j.  Se.  calificaba  coa  el  diotad<^ 
de  heiedipetas  ó  oorcedM^e»  de  beeeaoiae^fá'tos^iiue abasaban  de  la 
piedad  de  las  viqdas  y  fUras  personas!  detotas»  De  af  ui  dtmaüó  e)i 
revocar  á  los  ede^iástieos  y  nM)nges,  y  despufiB  á  lalglem  la  C9sp9t 
cidad  de  adquirió.  Nd  dieron,  les  fimperadores  paganos  é  impíos  los 
.^ua^proattlgaroa  tales  leyes,  ^no  rdigiosísimos  y  católicos. 

No  se  Qfpmá'iaiaá&  ponePica  duénila  {«testad  imperial  para  es- 

*(i)  "iíFj^.  i",  €ód;  lie  Sucriui.  Ecct, 

(2)    Leg.  U,0,  22  et  27,  God.  Theodos.  d»:^^  4  0^: 
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HkíS^  ÍSftrléyáMííánlos  ladres  (Jue  áán  noticia  de  éftá'fí),  i)óf- 
^lífe  Káttatt  méy  hfett/íjWS  fe  fócáílád'dfe'^qílírir  8!^  uíí'^riíítcgío 
dtffó  fettpitíVmíí^aido  á  lás  Igfósias*!)^  Ilbéhiftiad  de  los 

t&te)^ftid<íte!s ,  Y  qtíé  feú  ta  ttiátib' feslaftá  éáttlJBtiáííte ,  modéf arte ,  * 
saprfftírie,  ciíáhdo  d^  sa  ^jécttcíoa  total  6  (Marcial  résillTlSé  (íano  á  la 
MféjiülMitía  6  al  fibpéfió. 

•yáflehtfefímo,  TeíJttostó  y  Arcádío  ré*W¿íroil  lá  lihtóFiór  ptóbibí. 
ciótí  éh  béoérfldo  6  gratificación  Se  tes  tgfeáíab  ('S).  Ét  mismo  Sátí 
Uéritóiftío  di^8  tímio  ife  éréer  que  esta  VdfMcíSn  fiíese  medió  de 
h^gr^bíTífeficlo  cóiísriférable  á  la  Iglesia;(}hé  átítefeí  se  piérsiiaidfe,  que 
faé  nódfta  la  #es:(ítttc1on  dél  privilegio  de  aífqtiirifc'  ¡ífa  siis  efec- 

t8y(8). 

ítas  fefn  el  dia,  P  fia^siífó^ifótíao  él  cuttb  y  cle'ro  por  erCBncor- 
(tefb^die  un  modo  decoi^Üáb  y  périháiieiíté,  las  adquisiciones  no  dran 
üfecífeáfías  á  lá  Iglesia,  ó  cuando  mehos  débiá  habérsele  otorgado 
esta  facultad  6  privilegio  con  cfertás  restricciones,  imputándose 
éiempTe  la  renta  proponiente  dé  dichos  biches  áf  c'úenlá  dé  ái  dota- 
ción y  durante  el  béhéjíládltó  del  Goftiérnó  de  S.ít. 

Para  qiíe  i>é  vean  cuales  hah  áido  fas  tendencias  dél  clero  en  to- 
das épocas  ¿obre  ésta  Iliapórtante  m'alería  y  hasta  doÉíde  llegó  la 
energía  d(íl  gran  Rey  6  Carlos lll  para  refteharsusomníúiodasád- 
qiiisibíoiies,  copiaremos  siquí  algunos  frügníéntós  dé  fií  famosa  Rfeal 
cédula  ¿jue  dio  en  San  lídefohso  en  i8  de  agosto  de  1771. 

cLa  ambición  bumanlsi  (dice)  há  llegado  á  corromper  aun  lo  nías 
sagrado,  ptiés  riiiichos  confesores  olvidados  de  su  conciencia,  coa 
varists  sttgestióíiéis  iádiiéefa  á  los  penitentes,  y  lo  quéí  éá  iftá^  á  lo^ 
que  están  en  el  artículo  de  la  muerte,  á  que  les  dejen  sus  herencias 
con  tftnlo  de  fideícomiáb,  ó  con  él  de  díslribüirlás  en  ófirás  pfás,  ó 
aplicaríais  á  fas  Iglesfás  y  conventos  de  su  ín^tituíó,  fundar  capella- 
nías y  otras  disposiciones  piadosas;  de  dónde  proviene  que  los  legí- 
imios  herederos,  ía  jurisdicción  real  y  derechos  de  la  Real  íláciéñda 
qiáedaa  defraudados,  las  conciencias  de  los  que  esto  aconsejan  y 
ejecutan  bastantemente  enredadas,  t  sobré  ttítíó  el  daño  es  grSvfsi- 


(1)  Ü.  Hioron.  in  EpisU  ad  Nepotianum.  D.Ambvds.  in  EpiU.  3  i;  No* 
bis  etiam  private  succesionis  emolumenta  recentibus  legibus  denegantur, 
et  nemo  éonqueritar. 

(2)  Leg.  28,  God.  Theodos.  eod.  tit  Lé^.  úntc.  Cod.  de  Tm  Clerieor. 

(3)  D.  Híeroním.  in  vit.  Malchi:  Stcque  Eccleilia  potentia  quidem,  et  di^ 
vitiis  major,  sed  virtutívus  minor  facta  est. 
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IDO  y  mucho  mayor  el  escándalo. . .  Comprende  el  Consejo  que  las 
mandas  que  hacen  los  fieles  á  sus  confesores,  parientes,  religiosos 
y  conventos  en  la  enfermedad  de  que  mueren,  por  la  mayor  parte 
no  son  libres  ni  con  las  calidades  necesarias,  antes  bien  muy  violen- 
tas y  dispuestas  con  persuaciones  y  engaños,  sin  algún  consuelo  del 
enfermo  que  las  deja  en  perjuicio  de  otros  parientes  suyos  y  obras 
ina»  pías:  y  así  acordó  que  no  valgan  las  mandas  que  fueren  hechas 
en  la  enfermedad  de  que  uno  muere  á  su  confesor,  sea  clérigo  ó  reli- 
gioso, ni  adeudo  de  ellos,  ni  á  su  Iglesia  ó  religión,  para  escusarlos 
fraudes  referidos...  Pero  habiendo  notado  el  mi  Consejo,  que  en  los 
repetidos  espedientes  seguidos  en  él,  el  olvido  y  total  abandono 
con  que  se  ha  mirado  hasta  ahora  lo  dispuesto  en  este  auto  acorda- 
do, dejando  correr  muchas  disposiciones  testamentarias  contrarias 
en  un  todo  á  su  literal  sentido,  en  grande  daño  y  perjuicio  del  Esta- 
do, de  mi  Real  Hacienda  y  de  los  particulares  interesados:  con  el  fio 
-de  evitarlos  en  lo  sucesivo,  me  consultó  mi  Consejo  lo  preciso  y 
conveniente  que  era  tomar  providencia  para  que  esta  saludable  ley 
se  guardase  en  los  Tribunales;  y  conformándome  con  su  dictamen, 
§e  acordó  espedir  esta  mi  Real  cédula,  por  la  cual  con  el  fin  de  evi- 
tar descuidos  é  interpretaciones  en  la  observancia  del  citado  auto 
acordado,  mando  á  los  Tribunales  y  justicias,  que  todo  lo  cumplan 
según  su  literal  tenor,  arreglándose  á  él  en  cualesquiera  determi- 
naciones que  diesen  sobre  los  casos  de  que  se  trata,  bajo  las  penas 
que  contienen;  imponiendo  como  impongo,  la  de  privación  de  oficio 
á  los  escribanos  que  otorgasen  cualesquiera  instrumentos  en  su  con- 
travención, pues  desde  luego  declaro  nulos  los  que  se  ejecutaren  en 
contrario.» 

Hasta  aquí  la  Real  cédula.  Mas  esplícita  y  conveniente  era  á  los 
derechos  é  intereses  de  la  nación  y  conforme  al  espíritu  de  esta  Real 
cédula  el  artículo  41  del  Concordato  de  16  de  marzo  de  1851,  que 
al  conceder  á  la  Iglesia  la  facultado  privilegio  de  adquirir  pone  la 
cortapisa  ó  condición  indispensable,  de  que  sea  por  título  legítimo. 
Es  cierto  que  toda  adquisición  presupone  necesariamente  esta 
circunstancia  para  que  sea  válida;  pero  estando  ya  concedida  á  la 
Iglesia  esta  facultad  por  el  Concordato,  ¿cómo  se  esplica  la  nueva 
concesión  que  se  le  ha  hecho  con  el  artículo  3.°  del  convenio  en  que 
se  declara  vigente  el  mismo  Concordato?  ¿Porqué  se  ha  omitido  aquí 
la  espresion'  ó  eircimstancia  de  titulo  legítimo  que  por  el  Concordato 
¿e  juzgó  ind  ispensable  ? 
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Esto  naturalmente  revela  que  puede  Iterarse  otra  idea^  y  que 
por  la  generalidad  con  que  se  establece  en  el  citado  articulo  la  dero- 
^cion  de  cuantas  disposiciones  se  opongan  á  la  facultad  de  adqui- 
rir, se  ponga  algún  dia  en  tela  de  juicio  si  ha  sido  también  derogada 
la  Real  cédula  que  hemos  copiado.    - 

Artículo  4.*"  En  virtud  del  mismo  derecho,  el  Gobierno  de  S.  M^ 
reconoce  á  la  Iglesia  como  propietaria  absoluta  de  todos  y  cada  uno 
de  los  bienes  que  le  fueron  devueltos  por  el  Concordato.  Pero  habi- 
da consideración  al  Estado  de  deterioro  de  la  mayor  parte  de  los  que 
aun  no  han  sido  enajenados,  á  su  difícil  administración  y  á  los  va- 
rios, contradictorios  é  inexactos  cómputos  de  su  valor  en  renta,  cir- 
cunstancias todas  que  han  hecho  hasta  ahora  la  dotación  del  clero  in- 
cierta y  aun  incongrua,  el  Gobierno  de  S.  M.  ha  propuesto  ala  San- 
ta Sede  una  permutación,  dándole  á  los  Obispos  la  facultad  de  de- 
terminar, de  acuerdo  con  sus  cabildos,  el  precio  de  los  bienes  de  la 
fglesia  situados  en  sus  respectiva  diócesis,  y  ofreciendo  aquel,  en 
cambio  de  todos  ellos,  y  mediante  su  cesión  hecha  al  Estado,  tantas 
inscripciones  intransferibles  del  papel  del  3  por  100  de  la  deuda  pú« 
blica  consolidada  de  España,  cuantas  sean  necesarias  para  cubrir  el 
total  valor  de  dichos  bienes.  > 

Es  sumamente  perjudicial  la  adquisición  que  se  propone  hacer 
el  Estado  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  por  medio  de  condiciones  tan 
onerosas  y  que  tanto  pueden  llegar  á  perjudicar  los  intereses  de  la 
nación,  que  es  la  que  al  fin  j  al  cabo  tendrá  que  pagar  ios  intereses 
de  las  inscripciones  del  papel  de  la  deuda  pübUca  consolidada ,  que 
se  entreguen  en  cambio  de  dichos  bienes. 

Es  ciertamente  inconcebible  que  para  adquirir  unos  bienes  que 
luego  tienen  que  venderse  para  sacar  de  ellos  algún  lucro ,  aplican- 
do sus  capitales  á  la  estincion  de  la  deuda  de  España ,  se  esponga 
el  Gobierno  de  S.  M.  á  tener  que  pagar  mucho  mas  de  lo  que  pueda 
sacarse  en  pública  subasta,  y  á  aumentar  todavía  mucho  mas  el  im- 
porte de  la  deuda  que  se  pretende  disminuir. 

Mil  veces  mas  preferibles  eran  las  disposiciones  de  los  arts.  35 
y  ^  del  Concordato,  por  medio  de  los  cuales  se  obligaba  á  los  Pre- 
lados á  proceder  inmediatamente  y  sin  demora  á  la  venta  de  los  es- 
presados bienes,  por  medio  de  subastas^  públicas  hechas  en  la  forma 
canónica,  y  con  la  intervenciop  de  persona  nombrada  por  el  Go- 
bierno de  S.  M.  El  producto  de  estas  ventas  debía  convertirse  en 
inscripciones  intransferibles  de  la  d^uda  del  Estada  del  3  por  100 
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l4f  ístfmjílik%istítst*cm. 

'f(tr1úéSto  Wí%*tttílí^Émksh  éti'l^áe^débiaa  Vfendéfse,  fe»b  la 
ímei^nCi<rtr'8d''G«WfeMto',  teífiai  esté  tm'típb  póáítivo,  míafegra 
cierta  é  invariable  de  lo  que  valiáfftiís  íílfefl^kágl  (ítéro,  y  ttoseies^ 
pltoteád^teMfp^ttlggtfttttildáfti^^  maybr  rálór^del 

que  réáiyéfctíllVShié!tté*1«léMM« 

Tío  corApíi^ttticmOs ,  {mest,.  fa  ffftéé^dád  dé  vá^iátlas  dii5posibío- 
ues  de  uttos  áttí«titoá  tih  gtíá^Uíeí^eU  k  Ibs  ¡dte>é^  de  fas  ^Ita» 
paHes  cODtrtiraiilés ,  y'!SMi  }tiátOs'y  éotíforilíes  á  los  príhcípfós  del 
defecho,  ya  qtie  p«r  íSté  ttl^Rtí  <é  prfecavla  iddo  perjtiitíb,  tbda 
equivocación,  y  íelaltoñSéiftlSÉr  él'dffio  ó  la  lesión  qtie  ptede  rfesul- 
taT  á  la  narcfon  de  16  dMjjiíééto  eti  ¿1  art*.  4;*"  del  Ctítivenío ,  ^e  ha 
venido  á  sustllofr  á  Ids  3íf  y '88  dél  tltiucortláto. 

No  breemos  dtfpaces  á  tes  ftR.  Obi^{k)6  de  ábü^á^de  la^ótiitííihb- 
da  fáóültad  que  él  éttado'áilfMo  léá  eoR^de  pafá  déieriilinar ,  de 
«cuerdo  cím  fc^  éáMíos,  y  no  coii  el  Gobierno,  el  precio  de  Ids 
bítties  dfe  VüL  fgléála  ^itoadtos  éa  ^^s  *ífeS{ietfti^$  diócesis;  pero  es 
contt^fió  á'fós  {trhfóípfds  D^s  triviales  del  derecho  qiie  el  preció  de 
la  cosa,  objeto  de  la  venta  ó  de  la  tra^ácibn  de  dodlinio,  se  deje  a! 
arbitrio'dcH  viSkidfíddtf  b  t)(teééa(A'dé  h  miktna.  El  i)recío  debe  fijarse 
de  ceimtíhÜct(er(Kr  dé^mtfba^'ttartes  contratantes,  pues  es  sabido  que 
se  perfecciona  este  contrato  de^e  el  ihomebto  en  que  los  contra- 
y^ntestíottvieiEw&ft  eir^lli  cír^^ifti'áe  ha  de  vender,  su  precio  y  detóás 
¿iTcufl^ímcfas,  ^güÉf'teley^é,  *títV  S,  Pa¥t.  S.  Es  verdad  que  puede 
dejarse  al  arbitrio  de  un  tercero;  pero  jamás  debe  dejara  al  áe} 
mfeiiioVéíñdfeddt. 

Podrá  suce^der ,  y  éélriuy  fátíl  qrte^sucéda ,  que  por  circunstan- 
cian Ibcales  ó  de  miera  a^dacfcm,  algunos  de  los  Obispos  fijen  el 
precio  de  los  bienes  en  mücbd*  nnts  valor  del  qu^  materialmente  ten- 
gan ,  ó  del  que  pueda  saCaVse  en  pública  sttbasta.  De  modo  que  es 
muy  fácil  que  haya  finca  {i(f^  la  qu^  pague  el  Gobierno  medio  milhm 
de  rtíErteá  y  qne'solb  saqtte  en  venía  doséfentos  mil,  pues  á  esto  y  á 
mtieho  ma$  ^  e^fmtfe  el  qite  tiéné  lia*  candidez  de  dejar  al  arbitrio 
del  vendedor  el  fijar  él  precio  Á&  la  v^ta.  Esto  e:^  demasiado  pa- 
tente, demasiado  trasceiideiftal  (iara  qu^  no  se  eche  de  ver  que  no 
ha  andado  muy  atinado  el  i'épresenta^  del  Gobierno  de  S.  M.  en 
la  redftoeion  de  tal  convenio. 

«ArL  o."^    La  Santa  Sede>  deseosa  de  que  se  lleve  inmediatamen^ 
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té^«feo(b  uÉa^klotetéfi  tídfilá/^eppMa'é4iiáé|iéaiittBlepirá  el  collé 
y  limi^'Oteffoj^doslo&Obispe?  de  EspaBa'y'teÉ^nociite  ea  el  ossof 
actual,  y  en  el  conjunto  de  todas  las  circunstancias^  la  mayo?  uti|i-« 
diá  .de  U  IgtooiB»  ;a(^hft<  eaocou tiad0'4iífealÉiil  nav^se  dicte  perma- 
tartg»«6'^>e>lice»BttA.  teraa  i  siguteptc,  i^ 

CiiertameiUfeHfiifrS.  S;  M-IImbia^dr  iMiitoiiidWWHHMte  en  qn^ 
se  realizara  un  cambio  de  yaldDés4aQ?veátaiosoi  pum  lalglmay  pue^ 
to«que  Bo  S9bfle  QUí||Bda'BaGÍoir«BpBMft  á^piq^  k  dolacioA  de^ 
te  BÚnktros  y  dd  cnUo  ck'lann»Qia,4e'4iii  mo(ih>  cierto,  seguro  é 
nhlepeodieote;  y  na  solo  le  eonoedeffai;  omiímods  facultad  de  adquH 
Ktr,  que  es  de  grande  impottanmai  n  ^e  loe  Nenes  que  adquiera 
se  impkuten  á  cueata>das€9tfrdotaGÍoD,  áíii<M|Qe  le -autArita  p«a  fijar 
el  valor  de  sus  bíéneB^Sib  iátaáii*^lN^  á^Me  Tvecio  seftaai  mudbos,  y 
yo  el prinei»,  que» presCariaa gvskMBs  á la  ptmutacion  de sua 

El  art.  6."^  esvBB  leprodecdon  d«ió  <|««e  dfce^n  los  srrtíeiito» 
Si  y  33  dd  GoBoordkrto^con  algUA  mayoi' lalitod,  tal  como  el  poder 
la  Iglesia  retener  algalia» finca, 'SÍ  en  a^tma  Dióeseris  estímare  et 
Obispo  que  por  parltculares  rirctMfetaachs  debe  esceptuarse  de  la 
pemtKaeioB,  imputándose  et  importe  de  su  renta  en  la  dotacioa  del 
«lepo.  Este  artáculn  podrá  dar  higar  á  que  losr  bienes  esceptuados  de 
la  permutación  ó  q«e  retenga  lalgiesk,  sin  embargo  de  serquizáís^ 
1«»  mejores  ó  demás  estima,  seatti  lassídoB  á  un  bajo  precio,  ya  que 
se  deja  estaíacidlad  ¿^la  aásma  Iglesia,  y  cpie  el  importe  de  suren^ 
t»  ha  de  imputai^e  á  cnftmade  la  dotaoioa  del  culto  y  clero. 

t>ABt.  7.^  lieeha  pee  k»  Obispos  lar eBümacion  de  les  bienes  sa> 
jeloséla  permotacioB,  se  ttttc^aráo  ÍBBMdlatamente  á  aquellos, 
título»  ó  inseripcióncis  inlrasfenUes^,  asi  por  el  completo  valor  de  los 
nÜBidos  Menes,  eomo  porel^Yalariieflal'delos  que  han  sido  enaje- 
nados después  del  Concordato.  Vep^Uaia  te  entrega,  los  Obispo»,, 
competentemente  autorizados  per  la  Seda  Apostólica,  haran  al  Es- 
dtí  folonal  cesión  de  todos  los  bienes  que  con  arreglo  á  este  convenio 
está»  sfljatoe  á  la  peimutaoíon j» 

cLas  inscripciones  se  imputarás  al  Otero  ocmio  parte  integrante 
.  de  stt  dfrtaeioe,  y  los^  rettpeetiw^diooestfnos  apltearáa  sus  réditos  á 
cubrirla  en  el  modo  preserito  en  el  C<^cordMe«  > 

Puadeconsidecarsefeomo  depmiva de  lar  deidad  de  la  nación 
eapaieiafla-  desooBfimsa  «ffee  se^aparenta  ea  este  arlicoio  de  no  que- 
rer entregar  los  bienes  objeto  de  la  llamada  permutación,  sino  hastet 


i_. 


ijkaspues  de  hi^her  rectlnda  I6s  títulos  ó  íBderipetones  de  la  deadá  r6^ 
|M:e9eiitativo3»  na  de  su  valor  real  y  efectivo,  áino  det  (fae  le  habrán 
dado  los  Obispos. 

Coa  este  miamo  artimdo  se  obliga  también  el  Gobierao  de  S.  H  • 
á  entregar  á  ios  Obispos  los  títulos  ó  inseripcioiies  intrasferibles, 
que  sean  necesarios  paracabrír  el  valor  venal  de  los  bienes  que  han 
sido  enajenados  después  del  Concordato. 

Si  la  Iglesia  recibe»  como  es  justo,  ed^  indemnización ,  ¿en  qué 
se  la  ha  perjudicado?.  ¿  Por  qué  abusar  de  su  posición  hasta  el  punto 
de  haber  exigido  condiciones  tan  duras  y  onerosas  para  la  cesión  de 
naos  bienes,  que  debia  ya  haber  vendido  según  el  Concordato,  para 
(Tonvertir  su  capital  inmediíUamente  y  sin  demora  en  inscripciones 
intrasferihies  de  la  deuda  del  Estado  del  3  por  iOO?  Ciertamente 
que  S.  S.  podia haber  sido  mas  indulgente  y  generoso  con  una  Reina 
tan  piadosa  y  magnánima  como  Dona  Isabel  II,  que  tantas  pruebas 
leba  dado  de  su  acendrado  amor,  de  su  veneración  y  respeto.  De 
esa  segunda  Isabel,  que  tanto  ha  mirado,  por  el  bien  de  los  espsmo-. 
les,  como  por  la  religión  y  la  felicidad  de  k  Iglesia. 

Si  se  habia  faltado  al  Concordato  con  la  venta  de  algunos  de  los 
bienes  de  la  Iglesia,  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de 
S.  M.  C;  subsanada  ya  esta  falta,  é  indemnizada  la  I^esia  de  la 
pérdida  de  estos  bienes  en  la  forma  prescrita  por  el  citado  artículo 
7,  no  parecia  regular  que  el  Santo  Padre  pretendiese  todavía  mayo- 
res indemnizaciones,  mayores  seguridades  y  garantías  de  las  que  se 
hablan  consignado  á  la  Iglesia  por  el  Concordato,  hasta  el  punto  de 
liacer  representará  la  nadon  española  un  papel  poco  conveniente. 

Sin  duda  que  no  habia  necesidad.de  celebrar  este  Convenio,  si- 
ao  que  bastaba  que  se  hubiese  indemm'zado  á  la  Iglesia  de  los  bie- 
nes vjsndidos  después  del  Concordato,  coino  se  hace  por  el  artículo 
sétimo,  y  que  se  hubiese  mandado  llevar  á  su  debido  efecto  lo  re- 
suelto y  convenido  en  «I  mismo  Concordato. 

«Art.  8.^  Atendida  la  perentoriedad  de  las  necesidades  del  cle- 
ro, el  Gobierno  de  S.  M.  se  obliga  á  pagar  mensimlmente  la  renta 
consolidada  correspondiente  á  cada  Diócesis.  > 

Esta^es  oti:a  prueba  de  desconfianza  hacia  el  Gobierno  de  S.  M„ 
puesto  que  las  necesidades  del  clero  no  son  tales  que  le  obliguen  á 
cobrar  mensualÉiente  la  renta.  Creo  que  podia  haber  cobrado  muy 
bien  por  semestres,  y  á  lo  mas  por  trimestres,  sin  ningún  incon* 
veniente. 
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%ÁsU  9.-«  £tt  el  caso  de  cjie  por  idisposick»  de  la  autoridad 
temporal  la  renta  del  3  por  100  de  ía  deuda  pública  del  Estado  He.* 
gne  a  sufrir  cualquiera  disminución  ó  redu^ion,  el  Gobierno  dé  S.  M. 
se  obliga  desde  ahora  á  dar  á  la  Iglesia  tantas  inscripciones  intras* 
feribles  de  la  renta  que  se  sustituya  á  la  del  3  por  100,  cuantas  sea» 
necesarias  para  cubrif  integramente  el  importe  anual  de  la  que  váf 
á  emitirse  en  favor  de  la  Iglesia;  de  modo  que  esta  renta  no  se  htf 
de  disminuir  ni  reducir  en  ninguna  evenáialidad  ni  en  ningún 
tiempo.» 

Esta  doble  gaürantia  que  ha  exigida  la  Santa  Sede  de  que  tenga! 
que  suplir  el  Gobierno  de  S.  M.  cualquier  ^déficit  que  esperimentar<y 
la  espresada  renta,  hace  un  vi?o  contraste  con  no  querer  la  misttiá¿ 
Santa  Sede  que  se  imputen  á  cuenta  de  la  dotación  del  culto  y  chré 
la  renta  de  las  adquisiciones  de  bienes  raices  que  haga  la  Iglesia,  y 
qné  bien  pronto  serán  de  mucha  consideración.  Si  hay  justicia  para' 
una  cosa,  también  debiera  haberla  para  la  otra.  La  condición  dé  las 
partes  contratantes  debe  ser  igual,  y  la  una  no  debe  abusar  de  ^ 
posición  en  perjuicio  de  la  otra* 

ctÁrt.  10.  '  Los  bienes  pertenecientes  á  capellanías  colativas  y  á 
otras  semejantes  fundaciones  piadosas  familiares,  que  á  cuausadé 
su  peculiar  índole  y  destino,  y  de  los  diferentes  derechos  que' en' 
ellos  radican,  no  pueden  comprenderse  en  la  permutación  y  cesión 
de  que  aquí  se  trata,  serán  objeto  de  un  convenio  particular  cele« 
bradero  entre  la  Santa  Sede  y  S.  M.  C.» 

Ciertamente  que  los  bienes  pertenecientes  á  dichas  capellanía^y  > 
otras  semejantes  fundaciones  piadosas  famüiareSy  no  podian  com^  • 
prenderse  en  la  permutación  ó  cesión  de  que  se  trata,  porque  sus 
rentad  están  destinadas  á  los  objetos  peculiares  de  las  fundaciones;  • 
y  si  llegasen  á  abolirse  estas  fundaciones,  como  se  hizo  por  la  ley ' 
de  19  de  agosto  de  1841,  pertenecerian  no  á  la  Iglesia,  sino  á  las: 
personas  llamadas  en  la  fundación  y  que  tuvieren  la  calidad  de  pre-> 
ferente  parentesco  hacia  los  fundadores. 

.  «Árt.  11.  El  Gobierno  de  S.  %.  confirmando  lo  estipulado  en  el ' 
artículo  39  del  Concordato,  se  obliga  de  nuevo  á  satisfacer  á  la  Igle- 
sia, en  la  forma  que  de  común  acuerdo  se  convenga,  por  razón  de 
cargas  impuestas,  ya  sobre  los  bienes  vendidos  como  libres  por  el 
Estado,  ya  sobre  los  que  ahora  se  le  ceden,  una  cantidad  alzada 
que  guarde  la  posible  proporción  con  las  mismas  cargas.  También-' 
se  compromete  á  cumplir  por  su  parte,- en  términos  hábiles,  las  oh\i- 


Cmones  que  ei»itii9i^  et  EftCate  pit^io».^^^  stígéMo 

de  dicbo  4ftieiii9u» 

•que  en  et  tiimwMídei  iwnio  4fM!D0iea>la*.c«rgas<iqpie^  pifiaB'  síím» 
los  kieiQf9$'fiiepet0inido6.  m  irf.f>áffnAhfr¡iBa»'  (iei>fiviQ;lartí6«tdicy^ 
fropengaí  lif)CaiilMÍa4'fttas9«iá  4iie}esíniQS«d^>jlU9nha']4e'fliMitfa^ 

'  G^afUfioide;laÉftftí6«la»  daf«lei&oimmoiéa»pfCsiHte:iiiitR^a¿^ 
seg:uridade9  y  garantías  en  favor  dé  la  Iglesia  y  pocas  ó  ningmp^aií 
^vor del  £«ladi)» ;No YeitiQsila.Becemdtti'lie oat^d» démcT'» con 
^6te  avtía«l0klo  «que  BSHáia  -  yiif  ettqmMa  y  sóleaneÉBOitie&cofiímffo 
1^  ^1  GciDoofdQilkv  NáJuMbMif'tflPíipvn)  joBts^cDiMiBeiiietQ-tafii^' 
•<lititaesia.idi$ppskioii,  pon^iié  9Í^iglesía4a4ft«liE*dori»io8¿M^^ 
llíenos  pw  (A  pf«do*qiie«lái^a4%ifln[fijaricBv  nalntalneiitá'tíiae  la 
^ligación  dt  (nMipIfr  .co»>)ttifi6»MMradoaes  ^bdanéi  pira  fiwdtfciwi 
9es  á  que  e$tóQ.AfeGtQailkÍM>9^'bk|iifls;-3n¿qiier  w  iHñisiceBwi  siifi 
4edtt(H)ioftdftcaitgílS4^ 

Los  demás  artículos  que  siguen  ti»laaiiiet'la;éklnlNi(HQaiá9?k». 
i|iserí|i6ioBe»si]i^teffiribie6idft  la^  de  completar  la  dotieion 

del  cultor  y  GÍeMr<y  deMevori  eiMla?aig^pMf'dbpofiieiMee  defeOta'^^ 
cDfdato^  ha8ta;«lftrUfi9»  que  ditieinsí: 

;    aEl  GofaíMBoide^.  M.^(€oa»§f0mémáo>iíimi4mtomiá bíStm* ' 
Sede^  y  quémi(ia«darT«Miinfo  tesliiiMiii.é»  su-  SÉm  ¡¡ás^mHom' 
Á  promover  no  solo  los  intere$íjOs.l»tiBriatas^.siao  láiQiiiea  liK«6pic^ 
iuale&de  lalgbaia,  decltiaHQpittsBftpoii^         áuk«BlaÍNn«»»de 
Sinodos  diocesaiios,£»itmbttl06  r«6piieltv«»^fNrelad09  estimenA^oenflnBi' 
níente  convocarlos,  k&ímsím  ámimm,*jqfm'mbt9rl9s  celekrasíMr'def* 
Sínodos  provkiíttaleS'  yeeiMre'^Éloe  vwtos  piintoeácdnoaré:^^ 
les,  se  propone^poaeosfiíde  aoiierdiü  eoa  le/Sania  Sede^^coiniillauito 
^  maym*  bim  y4$fl0nd0r(ée  ImJgMéi  ^' 

«Por  úhkuo^  dteehm <pie*aooperaiá  pee: su*  peste<  ceaiodaf-efie»-' 
<ÁB.  á  fin  de  que  se  lleven  á  eGisto  tsia  difcoMira^  las  dispttMciaAasiáat»' 
ODüoocdato  q«eí>aaaee)lwHaaíf!^adieAtesde  «^ecnéio»;  t 

¿Se  quieriAinas  de^%racittRes21>¿JN^eai«petaeerse  laa^itB^e- 
guridades  y.  pruelwia'iiws^wtaa  é«  Joeqafirooas^deliinayeriiiaA  ípea^- 
plendor  de  laJgiesia?  Baua»pabii»«,  ípuedlriíater  oMOHsovfeseeai' 
dencia  y  ma$id€M)iUdad  de  parltt  de  lafiÚMeilM  cítiH  Sk  dud^ofue 
no,  now 

Pero  en  caadiía  ¡de  estoí  ¿qn^  ea. Jo  :qttft.  bai  h^ehuia  Siasla  S/tét^-i 
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favpr,^^^  Gobierna  de  S.  M.?  Nf^ia^  a^l^talnente  iiada;  le  ba  coa-, 
cedidpt,  i^  ^rmutaoioQ  de  «us  bicmies  .pj9ic>  el  valor  que  I03,  Obisp«i. 

,el  bepig^ft  S3apgp^|^^9,430fttew||p  p^€i|^j^  á  tas» 

l)íeQe$  cclesi2^Í\^s  eA^pados^iCPiDsecttti^^  l?y  df^ 

4,^4jp,mayod/5,i853i.  E»Uf  ^J;gij¿^4SiH^  e^Q  prefnio. 

de  t%i»Jj9?  r|ips)s.y  S|ja4sjj(^g3^^<jj}^f^jí|^s  §fig^rida4^^,  di^Jaflta^  Fo- 
me?as^de,J^aptftSií^rOTtíafty.<H)i!^  de.S*,l\I,  C, 

La  docilidad  y^u^i^jpo,.|ÍQl(ii9^i;aa  (|^J^QHÍsa^:ó..dQsa./ep.i:e.sauT 
taj^tftvba,hecb9  j^ift  dpdj^  %^  1«í,5w^  Síftí^fuesj?  iqas,^xigente,en  la 
perwtaciQa  de  ttno^  t^p^^^q^^^.qg^  ti^/MP  ^"Mi^^  Si&  ^lic^ájca  y, 
que  tp.p^rja(^pi^Lppdc4i^^..la}i^^  deuT. 

da  en  vez  de  dismiauirla,  como  se  ha  manifestado  en  este  escrito 
eon  la  debida  tstansm. 

Díosy  de  quien  dimana  todo  poder,  creó  las  potestadades  ecle- 
siástica y  civil  ó  temporal,  8oni»dioorüft  célebre  canonista,  y  marcó 
la  línea  dentro  de  la  cual  cada  una  de  ellas  debiese,  sin  traspasarla, 
«jercer  ^9f4^re^^ j  f^ncjfiyesjil^p)!!^  4|^pi^.  iis  Í0s  soit 
perfectas  y  soberanas  en  su  clase,  y  por  consiguiente  nada  les  falta 
para  el  pleno  ¿indiepeadienie  cjereíe^'d&las  aitríbttcid&és  an^nstan 
con  que  Dios  quiso  se  ■gefaewnaatfft.et  sanl^iwb  y  el  trono.  Objetos 
espirituales  de  primer  orden,  administración  de  sacramentos,  disci- 
plina jintorioíT  Y- ^*^09s,q^ei^^  ^;^Q|di|i»i<^0(iiy.)ey^&itie^n  «spo- 
nooido^  ppr  de  esa  cl^se^  soa  epQ|4si,y^f^(i,iipf  d^,  la  x^mpeteqcia  dftl  > 
primero;  y  )oii,biiPQ9.M^i^ora(^,4(f<i^r^^Íl'>  UaiKittilidad  púbÜGa, 
gpbier^9^4^  lo^  pa^s»  $1^  eoqnoj^ii^  j  fsuaotot  de  esa  esfera  se  h^v 
lie  denitro  del^^^^leoK^cMi^l  pi^^ 

D^dáPi9sJo<{ue^S;4$i(^os|  y  al  Q#a);  lo  que  es  del  César,  dir 
jQ  «Tesaaristo;  y.yp  me  valgq  so{q  d|^#$((  eJíW#lo  P^a  majaife^t^^con 
fcaiuipf^a,q^e  no  pu(^p.^Ui?  4/3^i^4iyiiu)^pfi;eae^^  tM  cul- 

pable seria  á  SjU  divida  pr^n$^  ^apiif^j)49  al  César  lo  que  es  de 
Dios,  comodandQ  á ia  l^i^.d^f^^gf  qi^^^l misifl^o  ftiQs.qAMfiaj^e- 
servar  alC^s^r,  .e§lp es  ála.fiifj^^^ma/pq^#(ftdcl#i^9<^raU 

B^ift  e?te,co»f5eptQ  jestcoíJjQihCtfpíi^íí^Gi^  4^i4^  esta  cuestión^ 
emiiiendo  nú  opjaioa4:)o%^l%fcaHqHe:9^4  in4i^0Qd<^opiaque  le  liagj(>, 
ea  todi)^  ii)i^.e^,i;¡t<j^j.n^ffi^pio|4%^^orii«poirlai^^^ 

Lo  be,,^pb(;i.coja  íffffj^m^i^¡lí¿m^ 
al  Gobierno  de  S,.  M.  n¡,á  la  $^^i4  St^^,  pjtic^^esiQ^'  couvem;id(^  qai& 
en  todas  las  cuestiones,  y  mayormente  en  la  que  se  ventila,  deben 
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evitarse  recrimniacíoiies  y  espresiones  irritantes ,  puesto  que  con 
ellas  no  se  consigue  convencer  á  nadie.  Tal  há  sido  mi  lenguaje,  asi 
en  los  periódicos,  como  en  las  obras  que  he  publicado;  de  modo  que 
tengo  un  particular  orgullo  en  que 'durante  mi  larga  carrera  de  pe- 
riodista y  escritor  jurídico  ninguno  de  mis  escritos  haya  sido  denun^ 
ciado.  Pero  en  medio  de  mi  comedimiento  y  de  mi  templanza  he  sa- 
bido sostener  mi  opinión  en  las  materias  mas  difíciles  del  derecho 
con  la  firmeza  necesaria.  Cumple  á  mi  deber  consignar  aquí  que  es- 
cribo por  convencimiento  y  no  por  espíritu  de  partido. 

En  obsequio  de  la  claridad  y  en  utilidad  de  la  patria,  no  he  teni- 
do reparo  en  sacrificar  el  amor  propio  de  la  gloría  de  escribir  bien, 
que  es  la  pasión  que  con  mas  fuerza  suele  dominar  á  los  autores. 

Frueiseo  de  ?•«« 
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8v  origm^  vioÍMtadw  y  eitado  Mtoal,  te^im  lo  dSfpuerto  por  el  art.  317 

dm  la  1^  ám  Em¡uAmmmMAUt, 


La  investigación  de  la  verdad  es  el  objeto  de  los  debates  júdi-^ 
ciales ;  la  discusión  que  sostienen  los  litigantes  es  la  reunión  de  loí& 
medios  con  que  aspiran  á  arribar  á  ella ;  uno  de  estos  y  muy  im- 
portante, es  el  testimonio  humano.  Quédese  para  el  escepticismo^ 
quédese  para  los  ilusos,  aquella  estrana  teoría  que  al  negar  la  vtr* 
dad  de  todo  testimonio,  niega  la  verdadera  naturaleza  moral  del 
hombre;  la  maldad  siempre ,  la  virtud  nunca;  hé  aquí  él  principio 
destructor  del  orden  social  en  que  aquella  descansa.  ¿Puede  el  indi- 
viduo tener  evidencia  interna  ó  esterna  de  todo  lo  que  existe?  Cuan* 
do  piensa  y  quiere ,  ¿  sale  de  la  limitada  esfera  de  su  personalidad? 
No.  Cuando  ejercita  sus  sentidos,  ¿puede  con  ellos  abarcar  el  man>* 
do?  No.  Pues  hasta  aquí ,  y  no  más,  llega  el  poder  de  la  evidencia. 
Ahora  bien,  ¿cómo  se  investigará  la  verdad  de  aquellos  hechos,  cuya 
evidencia  es  imposible  para  nosotros,  que  desgraciadamente  son 
los  mas  en  el  orden  moral  y  material?  ¿Habremos  de  negarlos  todos? 
Esta  negación  seria  tan  horrible  como  la  negación  de  la  justicia 
misma. 


£1 


DE  LA  PRUim^liiMOIOAlt'feK'MIttAlA  «TIL.  4# 

imposible,  ó  cuaodo  meóos  raquítica  y  mezquina  sin  el  coQtect<ir*AP 
Jdi  dtfids'^l^  i^ft^kmkite:'^M|fé^  ^T^fi^a- 

olMíidé^«l'Veii^aM\  itfé^ltá'd^a^tilíd^de  los  deíáás^hoiáfi^e»;  üeoiM^ 
sMfu¿l<ledtilb6ilio  dé'elld».  SU{MiHíftse,7  eiítoál¿éé%l  hombre  ntítié^^' 
Mi9ifyi§ktíMemi^  ^^mís(fáné'^é'pti^>&tr  fécdr^f^'^dcm  sü'!áte3i¿- ' 
gin#Mi^i «Mi>sttéiséflílid^&.  Fér^f^éÉDosail óMdoüha  Moría (pádiá' 
há^e^tííiótMmtHÉM^  énWtí^uVtétlÍA  htíMtés  ilusti'aM 

M^¥^ifl^fo'^<tri^^i^'<)^4od<t>tí€^I^^^'^^^     ^  exista  Ró^ 
p(^o^<)('lá(hé'ti»ftH  e^tíílvéiéá'afiriiaí^  ^nWlóh  áiÉbitos  dehintttirdó 

qifi»i«fttOf  SoéidlfMo';  y.ddaqtti  ir  de  íié^Mi  étt> iiégádoiri dés^^^ 
trüirton;odé.'  fil  téstilÉtíQf^i  poes,  es  tfna  ueoéstdad'^^^áe  la  Mturdéi^^ 
m«fM^^ll^tiít$ye'y  ütt>té^        preciáb  d!Mr|)fer^iíM  itupótenciaí, 
¿ib»m'^^#-<^ftbii^  4tíe{if(«Mle  coBdt^í'iei  á  descubrid  ^  miste^ 
ri^d^tar«ií«rft(tl^A  ^^)Mett  ttto^al'y  maüéiftál.- 

S«foiiid'ot«ÉlíBWI«  ;^liárii^biéb  fe]6Éf>dé  báCéll^f  ()«ié  sea'nu  táé'^ 
dio<iflftilibte>dcif9ttébff/  Si  no  tefteoíéi'étideiiieiii'dé  titt'iié^H  ¿ptt^ 
d*éfiÉo«  !áblfp)W!piari(im  itt^ié^MP  reaHdad?La  vérdá^  dfei  Vesüm 
DÍi(idepindo^de>  lAit4f€üdid«^  loi^^hólnfaíres  y  de  suhdtfflid^  ,  y  4n 
nlálic^'dé  pi!ttetei/<(|tí($4téiáe  tal  pimío  ée  apoyo ,  bien  merece  que'  se  '- 
leimi^  de  precañciottes:  Asfi  to  han^  h^dho  siemplrtí  tos  legisladores/ 
eslabltoíeidD  :todoMqiieHos>nie(fim'pár^  dar  sotonmldfM  y  garantílsls 
dfinVeié«^ca|]|eMirMÉ)ijq«éipot' sí  s^dto^presettf&i'^etkipré  lángttí- 
deíi^o ptémcjier'éiftí^ las ' á^éts^  fori»s^  €íl3tdblé(3idaá' para  hB.tW 
ceiiaar'e8i^{fréi^biP;.deift(pitflo9  iasftíHm$nto4'^  y  atttétltiíeési  i 

lo$i|itivados3y íel  testimonio  si&iplo'4e'aqdeltáíi>  piirMrfia^  qtie»  ediva^* 
5«a^á^ii]b^Í«idio ,  soft  Hateada»  áf^eefef^  coitos  tü^tígoá ,  sobro  lo»^ 
hedpo9Senétiah^«ios^yiiegádos;  de  al(|iiíielijtframefito,  tai^iEtd^'y^ 
al^naá  dtounstaociaüi^ii^ga^ás  ei^ígidKf ^ilb^tesligoft^  y  do  aqní^ 
QMiñÉt ,  Jhs^'pkiaanBsiiabltfeiáas  pstrai^  hUAttor.  Usté  grsm  <nifl)tuio 
dev^eeaneibiiesn0Dnr>i|ü«í^fie  ha  rodeado  en*  todos  loar  tiempos  7  paf^ 
ser^(t6stilnoai€i/esila'pi^eteuma^conblt^té'  d^  su  faiibilkiaNi  y 
da^buímmüínsa  neoostdád.  lí^f^smié  dtOffibreí^^é  ao  poéde^viTir  úm^ 
re6^xmr^^uaudo>iso  hsAla  licfdftáéo'd^'tílib  aMds^    iofe^tada>  etíi- 
balsam  el  abe  paira  q«Ml  no  le  mate,  así  d  tegteUtdknr,  que  vé  eií^et^- 
testhAüito  Ma  triste  nocésidadv  le  Wgila  coüstanlemente ,  le  ro^dé^ 
de^^^wsamidÉes  para(  o^üir  ^«'^  íMiültiAi^tlíf  eá  Ma  arma  con  qUe^ 
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^  analen  los  derechos  del  ¡adivídfio^  Es  esta  la  lacha  del  hombre 
xpa  el  hombre  mismo ,  hija  de  la  desconfianía  y  de  la  imperiosa  nor 
cesídad. 

Pero  la  falibilidad,  pesadilla  constante  del  escepticismo,  que  es 
condición  natural  del  testimonio ,  cualquiera  que  sea  la  forma  bajo 
que  se  presente,  es  mucho  mas  temible,  es  por  lo  mismo  mucho  mas 
imponente,  cuando  este  se  ofrece  aislado,  sin  mas  garantías  de  ver- 
dad que  las  que  tiene  una  persona  cualquiera,  estrana  á  un  juicio^.y 
que  por  el  precepto  judicial,  acude  á  deponer  sobre  la  verdad  ó  false- 
dad de  los  hechos  que  han  de  servir  de  base  para  la  aplicacipnde  la 
ley,  para  la  aplicación  del  derecho  en  favor  de  uno  de  los  litigantes. 
Entonces  la  desconfianza  se  acrecijsnt^,  se  multiplican  los  temores,  se 
dificulta  mas  la  investigación  de  la  verdad  y  se  ofrece  la  gran  cues^ 
tion  de  saber  cuáles  son  los  mejores  medios  para  apreciar  la  ver- 
dad del  dicho  de  los  testigos;  cuáles  de  estos  son  dignos  de  mas  eüé» 
dito;  como  se  salvarán  las  contradicciones  en  que  puedan  incurrir  al 
declarar;  cuál  será  la  fuerza  de  sus  dichos  en  cada  caso;  si  son  mu- 
chos, pocos  ó  uno  solo;  si  declaranr^o:  visu  ó  ex,  aadüo;  si  deponen 
so^re  hechos  mas  ó  menos  pertinentes,  posibles,  verosímiles  ó  impo^ 
^les;  si  sus  declaraciottes  van  contra  una  prueba  preconstituid^  é 
contra  una  prueba  simple;  yenfin»  si  la  oscuridad  que  de  ellas 
resulte,  llega  á  tal  estremo  que  sea  verdaderamente  perpleja^  Hé 
aquí  el  objeto  constante  de  las  meditaciones  del  legislador  alocn-- 
parse  de  la  prueba  testifical.. Materia  es  esta  digna  de  profunda  le* 
jQexion  y  de  un  escrupuloso  estudio,  porque  afecta  intimamente  álos 
derechos  individuales;  materia  es  esta  muy  disentida,  pero  no  com- 
pletamente discutida,  pues  que  en  nuestros  dias,  en  el  siglo  en  que 
vivimos,  está  siendo  objeto  de  acaloradas  disputas  entre  los  le^s* 
ladores  y  los  jurisconsioltos.  Es  en  mi  concepto  tan  gr^de  esta  enes? 
tion  y  su  resolución  tan.diQcíl ,  que  casi  casi  se  aproxima  á  lo  que 
en  las  matemáticas  se  disputa  sobre  la  cuadratura  del  círculo.  Arquí- 
medes  se  atrevia  á  levantar  el  mundo  con  su  palanca  si  se  le.  daba 
on  punto  de  apoyo,  pero  como  este  era  imposible,  no  pudo  resolver 
ladificultad*  Nosotros,  por  el  contrarío,  tenemos.pjinto  de  apoyo; 
p^ro  nos  falta  la  palanca  segura  y  fuerte  para  levantar  y  revelarla 
verdad  do  quiera  se  encuentre;  nohay  mas  palanca  seguca.que  Ja. 
evidencia,  toda  otra  es  muy  frágil  y  puede  romperse  al  menor  es- 
f^erzop  Pero  sin  embargo  d  hombre  no  debe  retroceder  ante  las.  di'* 
fipiolt^e?,  mixteas  no  sQaK  t^^s  quojhagw  moral  ó  materialmente: 
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imposibte  ta  empresa;  para  eso  es  un  ser  que  pieiisa  y  quiere  por 
^L  desigDio  de  Dícus;  y  mieatraa  piieda  realizar  lo  que  su  inteligencia; 
coucíbe  y  lo  que  determina  su. YQluntad,  adelante,  que  esaes  la  m^. 
^on  de  los  seres  racionales. 

Dos  escuelas  se  yienen  disputando  hace  algún  tiempo,  el  imperio^ 
^e  la  .verdad,  acerca  del  medio  mas  conducente  para  la  apreciación 
de  la  prueba  testifical  en  materia  clyil.  Launa,  que  somete  el  crU 
terio  del  Juez,  el  ci^iterio  del  hombre,  al  criterio  del  legislador,  al 
criterio  de  la  ley,  á  las  reglas  por  e»ta  determinadas,  según  las  qu^ 
ha  de  graduarse  el  valor  de  la  prueba,  y  fte  las  que  aq  se  puede  9fíh 
ptirar  sin  incurrir  en  una  infracción  del  derecho.  Esta  es  la  que  se 
ha  llamado  escuela  del  criterio  legal,  porque  en  efecto,  el  med^c^ 
de  hallar  la  verdad  del  hecho  debatido,  está  tasado  en  la  ley,  y  fuera 
de  este,  no  puede  emplearse  otro  medio;  por  eso,  según  los  princí-* 
píos  que  sostiene  esta  escuela,  no  es.el  juess  elqu^  investiga  la  ver^ 
dad  de  los  hechos,  sino  la  ley  misma  por  iqedio  del  juez. Xa  otra  e&*N 
cuela  que  recibe  el  nombre  (fe  crismo  ractonoZ  abandona  al  magistra-^ 
do,  á su  razón,  á  su  sanacrítica,  laapr^ciacion  de  la fuerz^i que  pue^ 
den  tener  las  declaraciones  délos  testigos  en  el  juicio,  sin  fijar  regias^ 
á  que  deba  atenerse,  sin  sujetar  su  criterio  al  criterio  de  la  ley, 
reconociendo ,  por  el  contrario ,  la  libertad  de  su  razón ,  para  que 
€on  ella  pueda,  según  las  circustancias,  según  la  fisonomía  de  cada 
caso,  hacer  esa  prudente  y  delicada  apreciación.  No  entraremos 
ahora  á  examinar  cuál  de  las  dos  escuelas  es  la  preferible  ó  acep^^ 
jble ;  no  es  esa  la  misión  que  nos  hemos  propuesto.  Ahora  nos.con-* 
cretarémos,  á  ver  cómo  y  por  qué  causas  se  han  desarrollado  en  el 
•campo  de  la  historia. 

En  el  derecho  primitivo  de  los  romanos,  en  el  derechp  decem* 
viral»  indígena  según  unos ,  importado  según  otros ,  pero  bárbaro  y 
repugnante  en  concepto  de  todos,  apenas  hay  disposiciones  relativas 
á  la  prueba  testifical  que  puedan  servirnos  para  saberla  fuerza,  el 
.valor  que  allí  tenia  esa  prueba,  ni  tampoco  si  era  la  ley  (i  solo  ei 
|uez  el  que  había  de  apreciarla.  El  fragmento  tercero  de  la  Tabla  ocr 
tava,  dice:  cui  testimoniumdefuerU,  iis  tercüsdkbmobportum  oba-^ 
guJMum  üo;  el  que.no  hallare  testigos  con  que  probar  su  intención^ 
podrá  publicarla  en  alta  voz  y  por  tres  dias  consecutivos  á  la  puer- 
ta de  su  adversario.  Nada  se  vé  en  este  precepto  mas  que  la  impor- 
tancia de  la  prueba  testifical;  nada  que  determine  su  fuerza,  ni  et 
medio  que  se  daba  para  apreciarla;  síp  embargo,  encesta  prunjBffi^ 


sistetia  «senciallíiefite  slffibóli^my  iOf^^efire^ 
mente  la  jurisdicción  delegada;  el  magisMd6*iii>aibr«to«lH^e2^pil»» 
<^ft.iM^cí^ rabees íi»sgábaip(nrglimi8^  £ü 8efiiéjMt)9sífiiéina 
de  pra^düAiénKM^y  &0iCM]^iMe^^je6p€MPi|(iie  iii^liiM^ffitk^  ni  «I 
]u^  tnyierfti^tifta<re^^s0^ráifM'^fcMilÍi^  étiift  iley^  cpiettest^itvietft 
para^qjMeiar'la^eft»  de^lbs  testigos;  por  tanto,  puede  oafiiite#^ 

lilito  en  esta^  deficadti  tatea. 

Bttstai^V  eA  eA'siglO'III>de^'bh  IgUAia^,  en  tiéfnpode  Dtod^ 
ciám^  'Spoi^^n  (]fa0eis)^tab»  el  sisti^u  formnterio  á^^fms  d0 
haber  Teinádto  «aa^'d&tres^  diglos*  y  sustituido  «1  denlas  acdones  ik 
la  teyv  ei^  ttiettos  ciyúceMbletaAaviála  aplieaoton  4el  erü^rio^iegal 
en^  la-  prueba  de  téEteigosH  Según  ei^tesistMia»  mas  tibeml^>que  el 
anterior ,  en  msL  de4as  pé»rf«^  ds^la  fiívmila  daba  d^  magidtrad^^l 
juez  tedrdénde  eondenaráHle^abdOker,  según  el  resdtado  dfd'ía 
prucíb» ::  al  efecto  le>  deria: .  *  ,.*(»ndenmaíO;  4i  non  pat^  obmUríSOi 
De  aquí'se  infiere,  queal  juesfiose^ietfijaba'el  medio  de^apreeiar 
la  prueba ,  sino  qud  se  eii>c<^e«daba  ¿su  criterio  raioional. 

Baj^^l  Vencer  sistesna,  el  de  tés  puoceffimientos^estnuiidtttrios» 
que  empieBa  en  Díocleiáaiio ,  comiénaanse  á  ver  reglas  nq)octanti^ 
simas  pQím  la  apreeiacioa  de  la.  prueba  testifical  >  sin  que  de  eüas 
puedti'  infeiírse-y  sin  enabargo,  i{ue  el  pensamiento  seguido  baste 
aquí,  q«ela  teoría  del  crlteriot  rateional,  fuese^Biodificada.  Enefeoto-t 
dele^ámen'^de  algutxfiís  disposieionei^  de  tt>s  G<UKgo9  de>  IngIJiiíaiía, 
resultará  esto  evidentemente  demostrado.  €ÜH  nímneru$tea:ib^ 
fwn  aádióe^tir^  etiám  duo^mffi^ierae  pturaiJiS'énm^Umtío^  émrum 
numerO'^s^MefOa  esl^»  <le6ia  unaileyídél  Afgesta  (i)i  La  iiDpor4aQ<- 
tia  d^este  testo^  es.  iuc4estioflabte>  poesto^quecte  él  resulla  una  idea 
^e  Isetíi^ uuu  r^iaeion  inmediata-coaUla  teiMría>de>iq!ue¿iios'Veoiaio» 
ocupando :'.dbn!deto%'  no.tógeínayopínúBiero  de  testigos,  basta 
el  testiflíoaio^  dosi  Exigíase' mayw  ñútoepo  pata»  probar  la  solur 
cion  ée»utt  cWdilo  4fe  mas  de  5ft libras  de. oro,  contenido  en  ua 
quirógrafo  1^) ,  y  cuaUdo  hábia  que  acreditar  el  pa[ge  d^  una  deudí^ 
eonsígii^ada  4n  seHpllis ,  eñ  el  primee  csaso  eran' neeosaríes  tres  teslir 


fi).   tey2Í,'íftV,  lib.XXir. 


^M,  j  ciwsa  tea  el  segando;  á  algéno  hrAwaregmtwis,  y  tras^ 
«Itrtido  diez  aios  «lanífestoe  m  Tolaiil»i*'eoi|tíhrte;  leniilríap^ 
^nAar,  por  tres  teátígos  úvmtM,  qiie  el  tattaíBiéDÉt  había  isido  fr^ 
uto^j).  Es  notable  también  otra  toy  del€6digi>(^,i^)diéé:  tUniug 
iO^nnino  testís  iñdspm($ia  won  audiattar.  'Em  fas  sefiMniiad  de  Paulo 
((Ift.  y  >  tít.  XY/S*  4.''>se  lee:  Ti^see;,  ¿^m  de  /M^MMairum  ntMI 
üBitur^  ladverms  mipioram  interrasan  non  pommt.  La  álUorídai 
^  este  testo  estaría  Uen  contnNidá,  si  cono  pretende  Cujas,  estu- 
viese apoyada  en  una  Constitución  det  eaiperaidor  CaracáUa,  que  atti- 
{mye  á  este  prívídpe  la  ley  Ik  fe^:  de!  Código  <fe  Ittstíaiaaflí^'  que 
dfée:  aCínúra Stripíum testimonimn non iScrlplum tettimontumwm 
i5imfertur;y>  pero  e^Constitaci<mesdéfeoha'po8teri(Mr/«sibieA4 
MÓsto  se  oponen  dos  testos  áe  h  4e  Gonsta&laDo,  «pie  fornum  la  ley  iK 
De ^fíde  imtrumentorum ,  y  dice:'  c/n  ídxercmd»  UHbu$,  temiim 
ifim  ob$inent,  tan  fiá0$im(TummU)ttmqmnñáeposi^^ 
á:^pesardeque  ta  santimonía,  6s  indudable  estreaÜganos^  lostestois 
qué  aeabamos  de*  re{Ht)dQC¡r ,  ancimonia  que  es  muy  frecuente  ^m- 
«ontrar ,  altpouer  en  lanmonAat  dos  preceptos  de  Ids  Códigos  'del  4^ 
glo  VI;  á  pesar  de  esto  decimos,  se  presenta  la  le^lacitm'  remana 
áq;ira&era  vista  tasando  d  juéz  el  criterio ,  filalrio  un  número  d^ 
^lettiges  que  le  Iva  de  seorar  para  fallar,  oaat  tando  en  fin  al  magis- 
trado la  libertad  de  juzgar  de  los  faeehos,  anulando  su  critem.  Sin 
embapgo,  las  «lismas  ^dispesícidties  que,  según  inemos dicho/ofre- 
«en  afiaffenteniQnte  im  enherio  legai,  bien  examínadaa;  cbuejen- 
aadasnente  estudiadas^  da»'á  oonoiD€fr'i)ue  bácia  las  ei^iUa&  del^íBófi- 
bM  se  respiraba  la^misfliaiataiósferaque  en  las  márgjsnesrdial  Tiber: 
y  eso  ^ue  la  fénna  del  gobiarao  -fendíaé  absai^da  («pdo\>  y  4  ani- 
qoilar  todo  lo  que^feera  derecho) iádi vidual.  {!n  efi^lo ,  temos  pne- 
clalnarse  en  priiier  tug»  el^prindípio  del  núm^r.  dmando  laitey.no 
íiÜgB  náyor  nümbro  ide. testigos^  iñata  el  de  dds^y  diesputesidl»  fiiar 
.tnídiversos  testos >citados  iosoasos  en  que  se  requiere  may^r  hú- 
mero, que  es  sifampne  que  sé  trata  de  hacer  pniefaa^ntra  testimo* 
tnoescrUo,  se^dieeá.Ia  vez^^^tniHrós,'!^^^^^^  ^uedé  mterEosarseiá 
lo»  testígt^s.oontcaibis  escalaras  cuando  á  eMas  nada  ae;'ba  opues- 
to ;  qué  contca  el  testimonio  escrito  no<«eeenfiere,  el  tedtiaionii»  no 
.«3Grito;  y  por  otra  paiíte»  qiieeÉ  los  pleitiis,  la  interna  fétíeman 


S 
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W.iiiBtraMtttos  tpie  las.depositíones  de  los  testigos.  Sin  em»* 
Inu^  de  estas  disposiciones,  conlradictorías  á  primer  golpe. de 
vista ,  lo  qtte  se  deduce  positivamente  no  es  otra  cosa  sino  que  lit 
prueba  de  testigos  no  escrita  podia  presentarse  contra  la  escrita 
inaiido  esta  había  sido  impugnada,  y  c[ue  el  valor  de  aquella  podia 
^r  tanto  como  el  de  ésta ,  según  los  casos  y  circunstancias.  Pero 
no' se  vé  nada  que  tienda  á  anular  el  criterio  racional  del  juez:  este 
queda  subsistente ,  si  bien  ha  dé  tener  por  punto  de  apoyo  esas  re- 
glas que  se  dictan  en  ks  leyes. 

Esta  conriccion  se  arraiga  profundamente  al  leer  otras  disposi- 
ciones de  suma  importancia.  La  ley  21,  §.  3,  D.  De  Testib.  y  dke: 
Jim  ad  mvUitudinem  respid  oporUt ,  sed  ad  sinceram  testimonio' 
rum  fidem,  et  testimonia  quibus  potius  lux  veritatis  adsistit.  Es 
también  notable  la  ley  2i,  tit.  5.^  Ub.  22  del  Digesto,  que  dice:  Si 
^testes  omnes  ejusdem  honestitatis  et  extimationis  sint  et  negoíii  eua- 
litas  ac  jíidieis  natus  cum  is  concurrit,  sequenda  sunt  omnia  testi- 
unoiúa.  Merecen  también  llamar  la  atención  las  siguientes  palabras 
de  un  rescripto  del  emperador  Adriano  dirigido  á  Vivió  Garó ,  que 
refiere  Calistrato  (8):  Tu  magis,  sdre  potes  quanta  fides  habenda  sit 
testíbus:  qui  et  cujus  dignitatis  et  cujus  oestimationis :  et  qui  simpU- 
titer  visi  sint  dieere,  utrum  unum  eundemque  meditatum  sermonem 
üttulerint,  an  adea  qum  interrogaveras  ex  tempore  verosimüiá  res- 
líonderit.  Vése  por  estas  importantísimas  reglas ,  que  no  era  el  nú* 
inero  de  los  testigos  precisamente  al  que  había  que  atender  para 
formar  el  criterio  dé  la  verdad  de  los  hechos  sobre  que  recaían  sus 
declaraciones,  sino  á  la  sincera  fé  del  testimonio  y  á  aquellos  testi- 
monios, quibus  potius  lux  veritatis  adsistit^  á  la  dignidad,  á  la  repur^ 
tacion  ó  fama  de  los  mismos,  y  á  la  ra%on  de  sus  dichos.  Este  es  el 
principio  que  preside  en  el  derecho  romano  de  esta  época :  la  líber- 
lad  del  criterio  del  juez  para  apreciar  la  fuerza  de  la  prueba  testifi- 
cal; principio  fecundo  en  consecuencias,  principio  salvador  déla 
injusticia  en  muchos  casos,  y  de  una  elasticidad  tal,  que  podia  aco- 
modarse muy  bien  á  todas  las  circunstancias;  y  aunque  menos  con- 
formé con  el  sistema  de  enjuiciar  vigente  en  tiempo  de  Justiniano, 
'  él  de  los  juicios  estraordinarios ,  que  son  los  anteriores ,  el  de  los 
ttoeúmes  de  la  ley  j^  formulario ,  sin  endMurgo  continuaba  por  no 
Jhaber  una  incompatibilidad  real  y  positiva,  y  porque  los  romanos 
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t^ndian  siempve  á  rendir  culto  á  las  obras  de  m  historia ,  aun  los 
emperadores,  que  tenían  naCaralmente  menos  interés  en  conser- 
varlas.! 

Parece  qué  cuando  los  jurisconsultos  de  la  edad  medía  asistían 
con  timto  placer  al  solemne  espectáculo  de  la  restauración  del  de<* 
reeho  romano,  debieron  si  tanto  le  amaban»  no  bastardearle  y  ca- 
kimniarle  como  lo  hicieron;  aquí  se  yió,  como  en  otros  muchos 
puntos  del  derecho,  que  una  mala  inteligencia  de  los  jurisconsulto^^ 
una  doctrina  errónea,  entronizó  sistemas  perniciosos  que  no  eran 
los  de  las  leyes,  sino  los  de  la  torcida  y  cabilosa  inteligencia  de  los 
escritores.  De  aquí  es  que  los  jurisconsultos  en  esta  época  asenta- 
ran las  reglas  mas  anómalas,  según  las  que  podia  existir  la  convic- 
^n  legal  de  la  verdad  del  hecho,  aun  cuando  la  verdad  positiva  no 
existiese.  De  aquí-  dimanó,  el  siguiente  error:  «yo  estoy  convencido 
como  hombre;  pero  no  lo  estoy  como  juez.»  «Este  hecho  es  verdad, 
y  no  lo  es  al  mismo  tiempo.»  c  Ha  existido  y  no  ha  existido  ala  vez.» 
¡Obi  ¡y  á  qué  estremos  tan  absurdos  conducen  ciertos  principios! 
¿No  es  la  verdad  la  que  se  busca  en  el  juicio?  ¿La  verdad  no  es  unat 
¿No  se  dice  que  es  verdadero  aquello  que  existe?  ¿Pues  cómo  admi- 
tir una  falsa  teoría  que  en  algunos  casos  convierte  á  los  jueces  en 
Otro  Pilatos,  que  sin  convicción  abandonan  la  víctima  á  sus  verdu*- 
gos,  porque  estos  lo  piden  ciega  y  desatentadamente? 

Esta  estrsma  teotía,  tan  fecunda  en  fatales  consecuencias,  tan 
irracional,  halló  su  confirmación  en  las  Decretales,  que  partiendo 
también  de  un  principio  falso,  é  incurriendo  en  gravísimas  contra- 
dicciones, negaban  la  fuerza  del  testimonio  único  (1),  estableciendo 
que  no  pudiera  condenarse  á  nadie  sin  el  testimonio  de  dos  ó  tres 
varones  probaUe  vUce  et  fidelis  cúnversatumis,  fundándose  en  qué, 
según  la  Sagrada  Escritura,  in  ore  duorum  vel  trium  testium  sM 
om^  verbum  (2).  Era  consiguiente  que  después  de  consignar  este 
principio,  viniera  la  contradicción  que  se  encuentra  bien  manifiesta 
en  otras  muchas  disposiciones  y  en  los  escritores  de  derecho  canó- 
nico; así  vemos  decir  á  Lancelot:  testes  cansiderantur  emditiane, 
natura  et  vita. 

Mas  la  teoría  del  criterio  legal  iba  tomando'  cada  vez  mayores 
proporciones,  protegida  por  los  errores  de  los  jurisconsultos  y  san* 


(i)    Cap.  ÍO,  lít.  20,  lib.  2. 
(Ü)   Gap.  23  del  mismo  tit.  y  lib. 
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7€<oaftda,  eomo  hemos  vúlo,  por  laa  Oocretulaa.  Tdot^  &íE9ptfSa.4m 

e^U  époo»  recibir  tina  tegifl^oa  eateAajficav^^lTidando  iine  difibía 

fuentes  abundantísimas  donde  beber  el  derecho  indígena.  Q^uMmi- 

i49 *Xf  cotT^neoombre  de  sAUo  wa  «Pt  senha  dcniosttftdf»  ohitp  una 

.|pialgam$  dotides^cho  roniMa  y  oa]i^QÍflo.M9p^t(i^4ia,apfedaQÍon 

.40  la  pnucto  ]testifipal,.<píeidió^  resullado  que  se  d^ia:d&is$pemr- 

rJlHiOfecto,  iaa  kyos  3S[>  40  y  44  de)  tíl  á^  ile  Ja>lPaniida^,«Qiiiinia 

eloo)«snte  prtiftfaaiiiiejoiddeQfrQQMse  de IftjrreflexiantdeDlX^Aibp- 

lao }Xl  coino^ legislador*  Estas  leyes,  sínasenipftdo  lo  d^sinfis/^saprn- 

.D^i^DOQ  el eiriterio  dejos  magistrados,  domo  .teadremes oeaslon  4e 

probar^  Tal  es  su  iiaportan^sia,  <ftte  ao$  eieemosuen  ebdisber  deia- 

.  «arfarlas  liteir^lmente. 

h^MY  32  (líQe  así:  .«C«áA(os.  testigos  há  menester  paca  pmkiir 
/eii)Cada(pleí^-»  «Dos: ta^igos  que  sean  de  buena  fama»  árquesean 
.  fttales  que  los  non  puedan  desedhar  por  aquellas  oos^s  queimandan 
<  Jasioyes  de, este  maestro  Ubro,  ahonda  para  pvobar  tadoi pleito  tu 
'Iweio:  fueras wde  ea¡nuson  dequítamieiato de^adaaobr&fiunifaiB- 
ire.fe^ha.carta  de  e^ribauo.  Ca  st«l  .deudor  ^pusieie  prebar^uf^b^- 
.  Ariaipa^ada  atal  deuda,  4  que  gola  b^ia  quitado  a<||uel  á  cfuiea  la 
^  de^a«  désirelp  averiguar  por  caifta  yaledera,  ó  per  wieo [iústígosvie 
^an  que  «Iloa  snm  fTiesente^ímmiQ  aquella  paga  é  iquiMaíeuto  fué 
fecho,  é  que  fíieroQ  Uamados  é  .regados  quie  fuestn  ende  vtestígqs. 
: Otrfi^.decimos, qn^pkUo de  testamenta jsn.que  alguncí fudcei esta- 
i  btmáo  por  beredero,  iqoe  se  hade  probar  por  siete  tetfigos  rogados. 
.  £  $i aquel  querello  el  testamento  fuQre  ome^ego»  b^tmeneslcar  que 
*  aa^psufibe  ^1  fH^o  por  ocho  4estiga$.  Rsiiotco  pleito  fuese  eDifa»n 
de  Diauda  en  que  non  fuere  estaUeddo  heredero,  abenterian  oiuco 
/testigos  ^para  pnobarlQ.  Mas  9or  usa  tf^stigo  decáin»»  que  «¿iigiin 
tpleitomw  se  {iHede<pn9ib»r,>,wauto.quierique  sea  orna  bueitoióibao- 
iij8^^,ei>HM)  quiar  fuelaifiaigrauipermisioft  al  lecbpLS(d»re<|He  atuetí- 
.  gaa^..  ]?erp  ^i  elj^mj^fiidor  Jr^]ií4iei;eJu»stímQaia«obAealgUQft>i^ 
^^iuas»qu^^abandaípa]ia^i^i^bartodopl^yto^>G^  aSoar^ue 

.  .^^rkísp^  puerto  panat^^aDi^A^r  I»  tie^rd  ep  jii^^ii^ea^demlio» 
que  non  diría  en  su  testimonio  si  non  verdad,  nia>qiieiNriíft\imital 

testigos  en  los  pleitos  sobre  j[ue  entienden  los  ornes  en  juicú^»  <icLa 
fuerza  que  han  los  testigos  en  los  pleitps  sQbre  qu,e  cy)ntie;ude|[^  los 
ornes  en  jnicioes  esta;  que  cuando  alguna  de JUs  paEté9».los  adu^  por 
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t9i,  éifffmbkp^  6Ü9iárc\)«i|iU4iiñc^te)WÍ]iteBdon;  aisoii  atateBtjne 

4Mlcitoíto8»  debe  eljiisgi^orffegiiir.fiif  testíinaiiíoíédar  dji^ 
*A0LP9fte¿qiiie|lQ»(te«jo^  vom cuaadftiafDbasipBUDttt  admcemitAst^ 

rii.<tie.jQ9  «(üohft^ide  te  ttnatfikrte'yfiu^  á  la  olea;  etíM^ 

ce  debe  catar  -el  juzgador  é  crearitwdidliaB  de  aqudUo6  testigos  tque 
^nidiaímt  q%^fám  ia  vQrdUd, .^é  que  «eiaaemn  bibs  á  atta,  á  que 
j^MtQWi^  de  wijrdr  foma  .i  dejuayor  derecho,  dfbe<;ceer  á  e^as 
ia(tateisi^«sagráse¡por;l^  que  t  las.. otros. qm 

riülieim^^  ^oiUrario  iami  iMtt  E  «i  por  Tentoira  fueve  igaalb- 
«a^Qi^iJias  tei$tígas,  le^iiasoa^  áu^.pffs«<iaa  ^éde  ansdÍQkfts^  poniab 
l^píi^Hftfiio^  libias  dMíiv^to  o(rQ%;fttare«J)iMMias^  árcate  iwift  de  ^^ 
j^^pppja^^qaei.dk^  f^sajpe.fodbita^t^,  etiteace  debea  ^meri  los 
-i(^t|gf»s,;i9i)e;Pe(aí6pi^qA.é  fiM^re»  ma^ié  jm^gar  por  la  parte  qne 
.{^«md^ito^Jlnii  la  pni(^aifuaMjadaoh^feii!Íwk»4e%ittaQ^ 
Jiía]^  taatosde  la  «m  p^te  iHUWOtde  la  otra»  é  fiier«ii  igaalo^^ton 
fma.4Í(b^S(  é  :^  :^  law»»  ant^&iioefif^^ittQ»  q«e  debe  el  }a;igaiáav  dar 
jior^tQ  al  demandado,  de  la  dem/>i)da  que  le  íwtn,  é  mn^h  dft- 
Jbaa.^peoer  Jos  tes(i^s,qj»ei«^^  aduchos  xoortra  él,  porque  fa)s 
ju^adoi^  «ieíopre  deboA  c^r  (Of^re^Mos  vm  «pavaquiíar  «al  «datoaa- 
.  dado^  que  para,(Boadeiiaclo^  pimtdía  falIjafeoi^Qi^i^bp»  raxoaables  pasa 

!,#  ley  41  dipea^í:  .«Ugerafneote  podfia  aeaeseer,  que  los 
:  tfi^tig^  quis  .^a.iAna  pai^^  ladHigepe^,  que  d^^^soidariaii  ^u  $ufi  di- 
^^,  de.n^wrí^  q^e  Ipa^i^iyi^t^^iÁaA  al  (SQUtr^to  de  los  otsos.^fitpnr 
'< ^mdiewijlí^íaioa que  civmdo  a^^ac^iasoia^, 'qu^ ^ jii;(gador  debeoreer 
t^wm^qm  sej!wj#re.que£i^.a€mstw  o^as^la.v^i^ad,  éqjBe.aeuc»r- 
.^4Ma4ílf^  i^^  ,4(M^(ii9  ^agMar  .qMer|a»^(4Eí9&fWiraB  laas,  é  aoadabe 
iWBW^iíJt^^  parte  el  te9túii^mo<i^f)oi|trairip)qaeio&  otros  oviereu  di- 
cho. Ca  como  a^i^  iW^'«QaÁ^<^»adttir%IAh#%^^ 
¿  iilp«il«H^'4oa^car»a9  ,que  luajM^i^oaatjRama^ila  uuafde  >la.A|ra»  que 
-.vuifi  deb^^  Maler.  «iugaaa  de  i^Uf^  ^í^Utmo^t^Mf^í^  mo^trarépofs. 
;  PttPO'fiM  deba  e$tQ»  así  sor  juagado  enJo^tefitísi^,  ppufvbo  aqwA/qi|e 
. «84ii$^ias^€iarta9  eu  juicio,  puede ^aute  que* laa  .o^mUre  mt  ^VL^m 
-M^^ra:^  sabef :  pi  la  una  esjoa^ai^  i,  Uy^n,  ó  uoa  dude  par.^to 
^dÍEíh^to^ariái^ttci^^  si  touii9«(faisafltaiei  juicio  qnia  ¿sea  ooa- 

<  IfWiiteilaa^B  fea  t^ti^jiM  p0dríaivuíi«^i^tpw^'^MU^^  «^    > 
L»m^Wf:^mm  4iceu>tilos  4  ,la  part0  que  sl9s,tm  qu^^úiu 
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una  ciwa^  é  cnando  scm  dektace .  é  Juzgador,  dieén  el  co^traijo  en 
poridad  de  aquello  que  saben.  E  por  endenon  es  en  cidpa^  la'párte 
que  los  trae  nin  le  deben  empecer,  maguer  elic¿  desacuerden  'Ma^ 
mente  que  por  alguno  de  ellos  querían  ornes  buenos,  pueda  probad 
sa  intención,  é  los  otros  qiie  dicen  en  contrario'  no  sean  mas  ó'tne* 
jores.  Mas  cuando  algún  tesligofuere  contrario  asi  mismo  en  «Ml^di* 
cho,  non  deí)e  valer  su  testimonio 

Es  notable  también  la  ley  29  del  mismo*  título  y  Partida,  cuya 
epígrafe  dice:  «En  cuales  pleytos  debe  valer  el  testimonio  que  dije- 
re de  oida.»  (¡cGontiendas  hacen  entre  los  omes  á  las  veces  en  razón 
-ád  las  voces  antiguas,-  querellándose  algunos  de  lavores  altas  que 
fueron  fechas  por  manos  de  ornes,  é  correr  aguas  que  les  facen  da- 
no  en  las  heredades,  é  en  sus  casas,  é  piden  al  juzgador  que  las 
mande  toller  ó  abajar.  Por  que  acaece  muchas  veces  que  tales  lavo«* 
res  como  estas  son  antiguas,  que  non  ome  ninguno  vivo  que  las  vie- 
se facer,  por  ende  tobieron  por  bien  los  sabios  antiguos  que  ficie- 
ron  las  leyes,  que  en  tal  pleyto  como  este,  que  valiese  el  testimonio 
de  oida,  seyendo  dicho  en  esta  manera,  digo  que  el  agua  que  corre 
de  tal  lugar  á  tal  que  face  daño,  é  de  aquel  lugar  de  que  corre  qife 
fué  fecho  por  mano,  é  si  fuere  preguntado  como  lo  sabe  é  respon* 
diere  que  oyó  decir  á  otros  que  vieron  facer,  é  que  de  esto  era  fama 
entre  los  omes  que  así  fuera,  provándole  esto  ahóndale  al  deman- 
dador. Otrosí  decimos  que  si  el  demandado  provare  por  los  testigos, 
que  non  vieron  nin  oyeron  decir,  que  aquella  obra  fué  fecha  por 
mano,  nin  oviese  óme  que  oyese  decir,  mas  que  comunalmente  era 
entre  los  omes,  que  aquí  aquella  obra  era  segund  natura,  é  non  fue* 
fa  fecha  por  mano  de  ome,  que  tal  testimonio  como  este  cumple  al 
demandado.  Mas  en  otro  pleyto  non  debe  ser  cabido  testimonio,  de 
vida,  si  non  como  de  suso  diximos.  Otro  sí  decimos  que  el  testigo 
que  non  diere  razón  de  como  sabe  lo  que  testiguan,  si  non  dice  que 
lo  cree,  que  non  debe  valer  aquello  que  testiguare.» 

Hemos  copiado  íntegramente  estas  cuatro  leyes  de  Partida  para 
presentar  en  conjunto,  toda  la  doctrina  que  sobre  el  valor  de  la 
prueba  testifical  admitió  el  rey  D.  Alonso  el  sabio.  De  su  lectura  se 
iufiere,  que  arrastrado- ese  monarca  por  las  malas  teorías  de  los  ju* 
risconsultos  de  su  tiempo,  y  por  el  espíritu  de  imitación  servil^  utai^ 
cionó  el  criterio  legal  dejando  reducidos  á  los  magistrados  á  nn  me- 
ro instrumento  de  los  preceptos  del  der^ho.  Después  de  estas  leyes 
Bo^ra  estraSo  ya  que  los  jurisconsultos'  y  los  jueces  se  creyetM  4a 


•» 
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'QÍ' BÉ^ienóso^defaer  4e  admitirle  5a  cHaéa  máxiiiuB  yo  estoy  mweri- 
eido  como  juezy  aum^  np' estoy  cmveticido  cómo  hombre;  lavesdad 
JHieilc^  existir  y  110  existir  al  misnio  tíempo.  rUn  ioiposíble  moral  ser- 
Vnr4e:;)ij^pai'aík''ded8Íofi: sóbrete^  iadividue!  Per^ 

el  mal  estalMpliriclio,  las  circüitttaflbiad  le  fa?or^iaii  7  sob  una  j&- 
vóluoioii  {ffofdfixIaílNi'  laa  ideas,'  p6dia  cotadenar  al  absurdo  á  un  si^ 
iencio  perpétüov  ¿SfiBstrafiará  qaé  despuesdecanonizada  tal  doctri* 
na,  se  TeadeGnir.Ia  prueba  pJ^Qa,9ttíB*/i¿dfiafrtt5feslt{itM?  Llegó», 
porque  no  pedia  menos  de  sucedery  la  época  en  que  hombres  de  un 
eminente  tafento,  españoles  y  estcanjeros,  se  levantaron  contra  la 
dodtrina  del  criterio  legal»  como  aniquiladora  de  la  sana  razón 
del  juez;  cundió  esta  idea  en' todas  las  naciones,  y.  en  España  no 
tuvimos  la  dicha  de  verla  realizada  hasta  que  se  promulgó'  la 
ley  de  5  de  octubre  de  188K  sobre  el  enjuiciamiento  civil,  sí 
bien  antes  se  habia  ya  visto  aceptada  en  cuanto  á  los  procedió 
mientos  criminales  de  diversa  kdole;  lo*  que  prueba  cuando  menos^ 
que  el  pensamiento  de  la  teformabulfia  enlaseabezas  de  los  legisla- 
dores. 

La  ley  de  13  de  oaayo  de  18SS  que  autorizó  al  gobierno  para  (nt- 
denar  y  compilar  las  leyes  y  reglas  del  enjuiciamiento  civil,  sujetó 
esta  reforma  á  varias  bases,  entre  las  que  es  muy  notable,  la  prime- 
ra que  exige  se  restablezcan  en  toda  su  fuerza  las  reglas  cardinales 
de  los  juicios,  consignadas  en  nuestras  antiguas  leyes,  introducien- 
do las  reformas  que  la  ciencia  y  la  esperiencia  aeons^m  y  dester" 
rundo  todos  los  abusos  intréduoido»  en  la  práctica.  Los  autores  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cumplieron  sin  duda  con  esta  base, 
al  consignar  en  el  articulo  317  de  la  misma:  que  los  jueces  y  tríbur 
nales  apreciarin,  según  las  reglas  de  la  sana  critica,  la  fuerza  pro- 
bi^oria  délas  declaraciones  de  los  testigos.  Al  llegar  al  examen  de 
esté  precepto,  los  mas  distinguidos  jurisconsultos  han  tenido  necesa- 
riamente que  fijar  su  atención,  pues  aun  para  los  menos  aficionados 
¿  la  r^ohna,  el  lenguaje  de  la  ley  era  completamente  nuevo  y  se 
debía  fijar  su  verdadero  sentido,  ¿Es  un  nuevo  sistema  el  que  aqiií 
se  plantea,  el  del  criterio  racional?  ¿Es  el  sistema  de  las  leyes  de 
Partida,  el  del  criterio  legal?  ¿Es  un  sistema  misto  que  deja  líber* 
iad  al  criterio  judicial,  pero  snjet&ndole  á  las  reglas  establecidas  én 
las  leyes  alfonsinas  para  la  apreciación  de  la  fuerza  y  valor  de  la 
pniéba  de  testigos?  Para  resolver  esta  cuestión  con  el  debido  ader*^ 
lo,  es  preeiso  fijar  previamente  el  sentido  filosófico,  verdadero  de 


Im  pitebBtt  del  aiiíciilo;  ide  eiro  modo  no  iioo  iparagemwiMti  Ike» 
4idai  'iEwstigacíoa  de^lft  iN^rdaé  sobre  este  panto. 

SeguM  las  rtgUts  de,  la  smirn  eiitica  apMiváii  ios . jueoes  y;*)!»* 
teiiAlesilftiteaatiiroltttoim^eJtSidedafaoioMSi^  tesligoft.  Sé 
jqui  te  diqíomomLlenmiiaiite  de  Ja  ky..i^é.«ttdeiK(a6  rigitiiea  i 
pnmera  Tiste?  Qiie  hs^negios  de  te  sandcMcaimsiÁ^B^  ieli|ii0dio 
4lefae  ^  Felgan^asoesanamenteJos  jmoes  y  irüMineios  para  apie- 
/nar  la  fnciaa  de^  las>4sclaraoHuias'dli'  los  <  te¿%ts. 
;  La  9erdaid:es  ana  sob»  yjelqueJIcgft  ilcoBoeerla^  ó  pone  ^ea  jn^ 
jgo^.laa«iedio9  oondttCMiteBipaiaieUo,  «s  obqaa  fíensa  kiwn.  La  f«r«* 
láad.deiiniiieeho  puede  «Kistif  y  existe  iiideipcÉdi&DteBiente.ddtctí. 
4eriio  1i]|iúaoo«  Antes  desque  élfeiHtoasocpieMliera!>al  mando  eontsu 
.invento,,  te  gravedad  Qra4maí'i]eyi|»sittea  ^eítiosRxmerpos;  asicemo 
2>ÍQS existe^  á  pesar  de  seií  igneiado^por  lo¿>ates8;.así  como  IscieleG- 
4Kioídad  y.d  ¥apar¡lBnian>  aos^^piedades  lyosüisals ,  antes  de  ser 
pODOoidas  partos  Aombres.  fie  :alpii  te^necesidad  deidisti&gairteiirer- 
4adiéA  otgoto,  de^Ia  Fesdad^deLaogeio,  tejreaiíéedjó  eiiaienoiaide 
la  cosa,  del  conocimiento  de  esa  realidad  por  el  hombre,  ó  en-finlo 
-4|He 4as  légiees  Uamaii mtéadolffétim  y  veréBíi  sübídmra. ' La  pri- 
dnsia  puede  existir  sin  Ja  sagrada,  fosqoe  ias  cosas  no  dejarán  de 
serio  quejSQnannqitt  etlNCibfe  lasidesennaea;  te  aegflndkmojpo- 
>4lBá  existír  sin  la  primera,  {lerqae  el  hombre  no  puede  conocer  lo  cpie 
Malmente  no  e:iiste,  y  cuaiDéO'peitBndeliÉeeEte  forma  un  jaim  fal- 
so qoe  se  Uama  error. 

£1  hombre,  |Mies,  es  el  Uamado^i  te  iwestígacioa  de  tas  yerda- 

desiió  4le  la>vealidad  de  las  ^áas.  .fiMnibago  de  te  ÚTestigadones 

poramenle  personal,  notpañpe  poeda  hacerte  sin  aaiilio  estraia, 

4ini)4ioo|ae*fia  misioa  as  apraveebafse^vde  vsiR>«aBÍIio.yjporawdio 

dedaráatriiseneteiáarlc  el;afBteio  y  te  estiniaioni;4ehida;.Elbmabie 

no:p«ede  leaer  «ndéiiete'>aiaB  qoe^fcoaüás  picAsa^  qaereó  sie&te 

porisi  misnfid  y  tor  lo^ae  hace  relación  i  $L  ;Baéos  demás  casas, 

OHUido.lRB^' que! valone  de  Auiiüios  estraios,  yaina  es  evidencia  te 

jqpia  4wne;  pñlEá:  ser  iprobabüidad;  podrá  ser  cuando  niáSt^eBlttte, 

v'^eroM  pfiúráserriuuiealtvídenete.  CuandoyoaplíiAlaaianAiaMiiege, 

-ad4nierttla«vidMiGÍa;del  calónoo<£ustndO'DÍgb4mriqnet8e  iá  oomfe- 

rlidOiaD-soba^5neceiíloiHq^re&d^  laoeajd^  lateirestigaBÍea 

/4a4a'vt$i!dad  daUNtthaL  9I  caMiiO'peiseilcíe^o^ecuoíüii»  (eagDqjie 

-wtai  dMüiboliiade  iQaÜaaiisiparalbtMar  elíffidwflobrfi  siiiOBNeflHió 

ofMsfldad*  yA(^uMobaslaiá/aiff  sa  tastttiMite»aíaqqaiiáepdiéi|Beas(did 
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dkib»/!»  cnrcoBtñeifl»  especnte^deioadaiiíMi,  y  ei^finloéérciunK» 
tonoonduoei  k  BmágUXt  tai.  iwrdad  Ab^nibo.  Gib&áéi  sdjetd'.mi  in- 
téGgeiaiá'á^estetrabiqoíJde'mvastígati  ejeidtoím  erítetio  ó'ittii 
crtLiesí;  7'$i-^te  tmtoajcíifelbrma^inai  ranidn  de  k»  mim  oódhIii^^ 
eentef  p^Ni  hallar,  bi^  ?erdád^  seodicá'  qoe  he  aprecíiM  $egBiii  laip 
reglM  del^tiiif)  é^rM?i^/ó8é^'hHrtri|^lasd€rlafi*^  orlát^/SlfÍMt} 
qoe  eiL>l«  a|Kre<iackMi>de  fe  faenan pfolttiioriaide<>«sd0(líirttoí^ 
lo&.^díi6goi'96tM!Í^  es-d qué  obra  segvúifils  f^eglw 

de  la^^Miaí'étfflM  yi  cttipte  eMiiel<pre«!^t»(diil  aittettte9(7  de  W 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  llilerfA^Ktaiiride  <^ro  iMdo  9tf»pakibm#^^ 
es^ Ira^ñai^  éoiftpléliMiIMte «I  {fensámtoiHó  d^llegísfodí)^;  ¡^re- 
glas de  la  lógica  y  el  baen  sentido.  El  criterio  racional  detjaes,  eeM^ 
satiek>iiad»ÍBdttMtálifléineflfe  6n  «I  «rttdiito  3i7  citado. 

Efi  efectt),  elcHierid^deiá%  e»kidepéfidi6nÚ»énüQ'Mé^éff 
criterio  jndieial.'  Si  el  legislador  fb^a  iafetíbie,  podríanlos  siipoíien^ 
que  no  existiatiBta  independett^ia,  poique  estond»  *1  dictar Iks'rtf^^ 
glás  parar>afütií«iar  la  flreir2ft'dér.lfií  p¿«etya'dé  teistigos>  baria  una  ttta^' 
nifestacion,  no  de  su  propio 'erüérié;  shfo  del  criterio  tinit^sat;yi 
sus  reglas^V^nno  üftfkliBki^  d^fttoriañ'ser  adoptadaí»  por'  todos,  Y  lo 
serian  efectivamente  mientras  no  quisiera  separarse  de  la  verdadi 
Pero  por  d^^acia  no  sueede  dsi> 'á  •criterio  éel  legislador  es  faHble 
y  déÚI  como'eNeVjAezv  y  aoncptélsea  atas  ilustrado:  que  éste,  ál^ 
dictar  reglas  genfertiliés'  no  puede  proveer  todos  leseases  y  se  es» 
pone  á  sancionar  la  arbitrariedad  y  la  injusticia.  Por  eso  se  dice;  con* 
sobrada  razón,  que  ei«istéiÉa del  criterio  legal  suprime  el  eriterid 
judicial,  porque  suMitbye  en  efecto  llt' crítica  del  legislador  á  la  crí- 
tica del  jtiee,  y  el  criterio  humáAO'  es  purameiite  personálfámo  éi^ 
tales  términos,  qué  cuando  tenemo^que  pasar  forzosamente -y  siií 
razón  por  el  criterio  de  otfo,  se  dide  que  nuestro  criterio  no  funcio- 
na, é  que-estáfdormidfc.  Por  eso  el  arttoulo  317  áétaley  *de  Bnjúi-^ 
ciainie&focivit,  al  bsiblar  de  Icü»  reglaste  ta  saimériCiláa  eseluye  ab-^ 
solutamente  el  criterio  legal,  de  suerte  que  para  nosotros  esrndtr^ 
dable  que  esiesntemaha  pasado  á  la  historia  y  ha  Aáot  sustíruido 
por  el  delcriterio  tacidnál.  No  és  dé  este  moitfento  descender  éttí 
crítica  de  la  ley,  á  saber,  si  ha  heehv  bien  6  ha  heehomal;  bástesio^ 
lo  asentar  e^  dbcftíM.  ^ 

iü  BegM  aquí,  fíaieMiqm  d^riamoi  dttr.  iw  tenuihadé  eiMf 
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traboto;  pero  «¡n-etibargo  tenemos  macho  cMnmo  que  «i|d»í  todavin 
51  hemos  de  rebatir  una  opimon  peligrosa,  que  en  núéstrotimmílde 
concepto  se  ha  sostenido  por  algunos  de  aúesIrQs  júrisoonauUos* 

Si  el  artículo  317  déla  ley  de  Enjinciamiento  civil  sanciami.comtt 
liemos  demostrado  el  sistema  M  criteijo  racional ,  yiordadém^ti- 
lesis  del  de  las  leyes  de  Partida,  que  es  el  ciiterio  legal ,  parece  in- 
dudable ,  y  lo  es  efectivamente  ^  que  las  leyes  29 ,  3S ,  40  y  41  del 
título  16  y  117  del  tít.  13  de  la  Partida  tercera,  han  quedado  dero^ 
gadas.  Sin  embargo,  en  los  comentarios  ¿  dicha  ley  de  Enjuicia^ 
iniento  por  los  Sres.  Mantesa,  Miquel  y  B^ds,  se  sostiene  una  opi- 
nión hasta  cierto  punto  (Contraria,^  pero  sin  el  fundamento  necesario 
^n  mi  concepto  para  que  sea  aceptada. . 
.  Su  doctrina  sobre  este  punto,  puede  reasumirse  en  los  estremos 
fignientes: 

1.*^  El  art.,317,  ha  derogado  la  ley  32^  si  se  la  considera  como 
regla  generad  y  absoluta  para  todos  los  casos,  pero  esteno  obsta  para 
que  los  jueces  deban  dar  entera  fé  y  crédito  al  dicho,  conteste  de  dos 
testigos ,  libres  de  toda  escepcion ,  cuando  sean  personas  de  buena 
fama,  imparciajes,  de  buen  criterio,  y  con  las  dotes  necesarias  para 
poder  aprecijSLr  los  hechos  «cuales  son  en  sí. 

2/  El  artículo  317  no  ha  derogado  igualmente  las  leyes  40  y 
41  del  título  y  Partida  citada. 

3."^  Ha  derogado,  sin  embargo,  la  ley  32  en  cuanto  exige  un  nú- 
mero de  testigos  determinado,  para  destruir  la  fuerza  dein^mmen- 
tos  públicos,  y  la  117  del  tít.  18  de  la  Partida  tercera  que  exige 
cuatro  testigos  para  justificar  la  falsedad  de  un, documento  público, 
y  dos  para  la  de  cualquier  documento  privado. 

4.^  Un  solo  testigo,  por  mas  favorables  que  sean  sus  condiciones, 
no  hará  nunca  prueba  plena,  si  bien  el  juez.podrá  darle  masó  menos 
valor,  según  las  circunstancias  que  en  él  concurran. 

Hé  aquí  en  resumen  la  opinión  dejos  citados  comentaristas, 
acerca  del  artículo  317.  Nosotros  no  podemos  adfoitirla  en  todas 
sus  partes ,  por  mas  que  la  respetemos  cuanto  sus  autores  me- 
recen. 

Antes  de  entrar  en  el  examen  detenido  de.  cada  uno  de  esos  pun-- 
4os,  conviene  dejar  asentados  ciertos  precedentes  que  empiezan  por 
destruir  la  fuerza  del  pensamiento  capital  que  en  ello?  domina.  En 
efecto,  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento, civil,  sino  es  el  más 
importante  de  todos,  le  falta  muy  poco  para^rlo,  como  que;  en  él 
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^e  coarigna  todo  an  naevo  sistema  para  la  apreoiacioa  de  la  praeba 
de  testigos*  Esto  hace  suponer,  que  al  escribirle  los  legisladores  no 
tuvieron  ánimo  de  dejar  vigentes  antiguos  sistemas*  mas  6  menos . 
desacreditados. 

Si  respecto  de  cualquier  precepto  de  la  ley ,  es  aplicable  el  artí* 
culo  1415  de.  la  misma,  derogatorio  de  todas  las  teyes,  reales  deere^ 
ios,  reglamentos,  órdenes  y  fu&ros  en  que  se  hayan  dictado  reglas 
para  el  Enjuiciamiento  civU;  ¿con  cuánta  mas  razón,  no  lo  será  el 
artículo  317,  que  establece  un  sistema  de  apreciación  de  la  prueb«^ 
de  testigos,  completamente  opuesto  al  de  las  leyes  de  Partida? 
¿Cómo  puede  hablarse  de  esas  leyes  después  del  artículo  317?  Po- 
ádn  ser  mas  que  un  monumento  histórico? 

De  este  empeño  de  dejar  vida.á  las  leyes  antiguas,  aun  después , 
de  hechas  las  reformas,  proviene  el  caos  que  presenta  la  legislación 
nuestra  en  su  desarrollo  histórico,  caos  en  que-  desgraciadamente) 
aun  se  encuentra.  ¡Tanta  veneración  á  lo  pasado»  y  tan  poco  amor 
á  la  obra  de  nuestros  dias  amoldada. á  las  necesidades  y  circuns^ ) 
tsg^cias  de  los  pueblos!  ¿Qué  estrano  es  que  todavía  veamos  interpo- 
ner un  recurso  de  casación  por  haberse  infringido,  no  ya  un  prin^  ^ 
cipio  de  derecho,  sino  una  ley  roman^af  ¿Cuánto  espíi:itu  de  estraur ; 
jexía,  y  qué  poco^mor  al  derecho  nacional  indígena?  Este  apego; al 
derecho.importado  que  tiene  su  origen enel  siglo XIII,  hacequejodos 
los  dias  veamos  cuestiones  de  interpretación  de  ley,  por  querer  citar 
las  antiguas  que  murieron  por.  haber  ^ido  reformadas,  pero  que. en 
concepto  de  algunos ,  deberían  vivir  eternamente.  Así  se  embroUaii 
los  negocios,  y  la  ley  mas  clara  y  mas  previsora ,  es  impotente  para 
resolver  las  mas  scQcillas  cuestiones. 

Se  distingue  además  entre  unap  leyes  de  Partida  y  otras,  maniCes* 
lando  hallarse  unas  vigentes  y  otiras  no,  después  del  artículo  317  de 
la  de  Enjuiciamiento  civil.  Esta  distinción  hace  todavía  mas  inadmi- 
sible su  doctrina,  por  que  dá  lugar,  á  que. suscitada  en  los  tribunaf^ 
les  una  cuestión  sobre  la  apreciación  de  la  prueba  testifical,  se  ven- 
tile la  duda  de  si  todas  han  sido  derogadas,  ó  solo  lo  han  sido  algu- 
nas, y  con  franqueza  lo  decimos,  una  reforma  que  hubiera  dejado 
en  tal,  estado  de  vacilación  el  valor  de  la  prueba  de  testigos,  no  se^^ 
na  reforma,  seria  un  motivo  mas  para  que  se  aumentase  la  cpnfu- 
mjxj  el  caos.  Ni  ¿quién  puede  creerse  autorizado  para  hacer  esas 
distinciones,  cuando  el  artículo  317  ni  por  incidencia  menciona  las 
leyes  de  Partida? 


observarán  por  los  jueces  como  reglas  de  la  sana  criticft  y  tft  cMÉfSd^^ 

nüD6a'p<^)Kfiie  se  hálléa  esétius^^e^ 

Eite^ser&^aAttdb'ififeiih' tftütodcHrefept^  del  fué^  - 

bileia  aqMNá ,  p^fd  no  él  cüknpHriiieMo^déiíiía  léy^que  dejó  de  :e^s^ 
tír  por^^tMi  maíS'd&bia,  por  (Hrift'mas'ccMrfonribecon  losippíndpids  dé'* 
lá  ct^fteia ;  itoa'ei  h\m  s(íidÍño  fíüi  feceibués  de  h  espeHeiídsii 

Deisptre^de  estasí  cofisidér^íénésgetietales ,  entremos  ya  etf "éí'^ 
detenido  examen  dé  las  doiótritídS';  eitatninamdd  pmiítb  pórpuíitb  ib- ' 
dfefB  toar  qrfri^eifcteán^éríí  títsMaf'ol)íra  d   pfocedSrníetttociViPW). 

G«<n(>^sabBn%ücslrostett0íe9,  la  fey32;-tftí  í&áé  tó'ftbrt.  8.*"^' 
cMtiene'lér  prifóefptb»  si^eMe^:; 

i.""    D6^  testigoé^de  faf«éüá  fáína'é  iatáchkblés^  cüttté^tbg  eii  stts ' 
dichos ,  ha<íeÉ  prtiebá  pieria  en  1»do' ptettó; 

a.^  Pstnepí^bafr  !á  sóliftSén  dé  tin'  crédito  «oTitenMb  én  escrfttilfá 
ptüfUica,  se  reqnierenr  cineó  tésfígo$fpretett(;iá1es  del'  acto  de  p^  ó' 
remisión  de  la  deuda,  Itemados'  y  recaídos.  \ 

Z.""  Siete  testigos^  si  se'  Iftiga-  sobfe  ík  rMéz  de  tiú  testán/entór 
ocho,  si  el  pleito  yers|a  sobre  el  de  un  tíego,  y  cinóo ;  si  sobre  lá/de* 
üHa  manda. 

4.^  Ningún  pleito  se  ptiede  prtíbárpbr  un  sdo  tesfigd;,  atinquc^ 
s«i  bueno  y  honrado. 

9^  Báce'  mn  embargo  (ifneiMr'i^léáia  ef  te^fShonio  del  ^empepááot' 
6  rey. 

Mldñ  será  hallar ünjumeofl^Ito  qué  «e^irf^sí'á  sos^nt^f  cdno 
v^nte  esta  léy  dé^ptr^  déf  ait!  3lt  de  la  de  Enjniciamientbcitfli ; 
Géino'se  vé  pot  todbs  les  precepto»  que  contiene',  es  lá  sandon'de)^ 
crüerio  legal  y  la¡  sttprtéi^ú  del  óriteña  humano^  (Jonrt)  muy  cfe^- 
gantémente,  y  en  una  ocasioa  tan  oportnira  como  sofemne ;  dijb'  él*' 
yeuerable  y  eminente  jurisconsnllO'Sr.  Luzuriaga.  Esta  ley  eircá^' 
dfehaba ,  en:  verdad  ^  lafaz(inylaconelc!iida;delfuez  af  núttieró'dl^^ 
loéí<  testigosr,  por  mas  que  isiis  'dedi(vrac¡*one^  fueran  evidéntelfnen^' 
fafeaB.  ¡  Guántas^  veces  han  tenida  que  lamentarse- los  tribunales  de- 
tener que  cumplir  con  ellas!' Rec6rdamos  con  este  motivo  un  pleki<i'' 

''-  ■  -■         -  ■ — i— .1 •"'  i 

(i)    ComentaríoaUrt.  3!7,  tomo2.*  —j'^ 
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fallado  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid»  sobre  re- 
clamacioQ  de  un  créditd  de  caalrenta  mil  reales.  El  deudor,  persona 
honrada  y  de  toda  probidad ,  había  satisfecho  á  isu  debido  tiempo  el 
eiMdíto  que  se  le  reclamó  después  en  virtud  de  escritura  pública, 
cuya  cancelación  se  había  abstenido  de  exigir  por  razones  de  deli- 
cadeza, fundadas  en  una  antigua  é  íntima  amistad  con  el  acreedor. 
No  tnvo  tampoco  la  previsión  de  hacer  constar  la  entrega  de  lo^ 
cixarentá  mil  reales  delante  de  cinco  testigos,  según  exige  esta  ley; 
peto  en  el  término  probatorio ,  declararon ,  no  cinco ,  sino  treinta 
testigos ,  en  tales  términos  y  con  tales  circunstancias,  que  hicieron 
al  tribunal  adquirir  la  profunda  convicción  de  que  el  deudor  habla 
pagado  ya ,  y  de  que  íse  abusaba  inicuamente  de  su  buena  fé.  En* 
vano  su  abogado  defensor,  en  un  brillante  discurso  invocó  los  prin- 
cipios de  equidad  y  de  justicia  en  favor  de  aquella  víctima  de  la  ley. 
La  Sala,  coino  no  podia  menos,  cumpliendo  rigurosamente  con  es* 
tá,  le  sentenció  al  pago  de  los  cuarenta  mil  reales ,  como  si  no  los' 
hubiera  satisfecho,  y  contra  toda  razón  y  contra  toda  justicia  ,  el 
infeliz  deudor  fué  víctima  de  la  dichosa  ley  32 ,  tít.  16  de  la  Parti- 
da 3.^,'  contra  los  mas  sanos  deseos  del  tribunal.  ¡Habrá  quien  de- 
see todavía  la  conservación  de  una  ley  que  consagra  un  sistema  tan 
absurdo!  ¡Habrá  quien  diga  que  no  se  suprimía  el  crUerio  humanal 
Los  citados  comentadores,  al  hablar  del  primer  precepto  de  la 
ley  52,  dicen:  «si  se  considera  dicho  principio  (el  de  los  dos  testigos 
tcontestes  y  libres  de  toda  escepcion)  como  una  regla  general  y  abso- 
»luta  para  todos  los  casos,  cual  solia  entenderse  en  la  práctica,  indu- 
sdablemente  ha  sido  modificado  por  el  artículo  que  estamos  comentan- 
]»do.  Dos  testigos,  aunque  estén  contestes,  y  sin  tacha  legal,  no  pue- 
»den  hacer  prueba  plena,  cuando  sus  declaraciones  han  sido  desvir- 
»tuadas  por  algún  otro  medio  de  prueba,  ó  cuando  los  hechos  sobre 
ique  declaran  son  inverosímiles  en  el  orden  material  de  las  cosas,  ó* 
icuando  no  concurren  en  ellos  las  condiciones  necesarias  para  poder 
«{preciar  los  hechos  debidamente  sin  temor  de  que  puedan  haber  sido> 
^engañados.  Pero  fuera  de  estos  casos,  los  jueces  y  tribunales  no 
«podrán  menos  de  dar  entera  fé  y  crédito  al  dicho  conteste  de  dos^ 
^testigos  libres  de  toda  escepcion,  cuando  sean  personas  de  baena^ 
«fama,  imparciales,  de  buen  criterio  y  con  las  dotes  necesarias  para 
iipoder  apreciar  los  hechos  cuales  son  en  sí.....  Sostener  lo  contra* 
»río,  seria  proceder  arbitrariamente,  y  contra  las  reglas  de  la  sana ' 
^critica,  y  de  consiguiente.cootra  el  precepto  terminante  al  artículo 
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%que  esUmas  oomentasdo.»  Admitíalos  sia  obstáculo  de  nkigaa  gl^ 
oero  la  ido»  de  que  no  se  acepte  como  pleaa  la  prueba  de  los  d^é 
testigos,  cuando  por  tas  circuuslaacias  que  se  indic»!  ó  por  otra» 
semejantes  se haUa.desvirtttada,  advirtiendo  sin  embargo,  queesio 
mismo  sucedería  con  la  prueba,  no  de  dos,  úm  de  cuatro  ó  de  me* 
testigos»  porque  ea  el  sistema  de  la  critica  raoioual ,  las  deelarado-*> 
i^ts  se  pesan  y  no  se  coentau.  Pero  no  admitimos  del  mismo  modo» 
que  deba  darse  entero  crédito  al  dicho  conteste  de  los  do»  testigeak; 
cuando  no  se  haKe  desvirtuado  por  las  oircanstan^  anterioies; 
porque  la  buena  fama,  la  imparcialidad  y  el  buen  criterio ,.  no  sen 
cosas  que  en  la  mayoría  de  tos  casos»  ni  con  macbo»  se  reífelefit  poir. 
las  circunstancia^  puramente  esternas  que  la  ley  exig&  4  les  testi- 
gos. Un  pareatesQO  de  quinto  grado,  por  ejemplo,  suele  aeír  mueba» 
yeces  motivo  d(&  janayor  parcialidad  que  ua  pareute^o  de  secado  á 
de  tercero,  y  sia  embargo  no  es  tacha  legal.  Una  amiatad  íntima» 
completamente  ignorada  é  improbable,  suele  ser  también^  motiyd  de 
jiarcialidadji  y  sin  embargo  no  estar  al  alcance  de|  jue^  per  el  resul- 
tado de  los  autos.  Mas  fuerte  que  la  amistad  todavía,  puede^seí*  on 
beaeficio  dd  mooiento  y  al  que  para  corresponder  tenga  et  tesúge 
que  declarar  en  fa^vor  del  que  se  le  hizo.  Nada  mas  frecoenle  qi» 
Tcr  en  las  informaciones  de  pobreza  el  dicho  de  tres  tes^iges  coa* 
testes  y  Ubres  d^.  toda  espepcion,  y  sin  embargo,  puede  declararse 
pobre  y  se  declara  en  efecto  á  la  persona  que  e^té  ma?  dietaittd  de 
serlo.  Las  garantías  que  la  ley  exije  á  los  testigo»»  ni  son  ni  podrán 
ser  nunca  bastantes  para  que  el  juez  pueda  conocer  por  ellas  la  veií* 
dad  de  las  declaraciones.  La  buena  fama  se  supoiie  mieiiílras  ne  se 
prueba  la  mala ,.  que  existe  muchas,  veaes^  sia  que  se  ij^ente  símete 
su  prueba  por  ser  imposible.  La  íuiparGiaUdad  se  supone^  núéntiie 
no  hay  tacha  legal »  y  aun  si«  haberla  puedeu  ser  isáaitos  los  Hid« 
tivos  de  parcialidad  qt«e  íiiq[>ulsen  al  testigo  á  faltar  á  la  verdad.  El 
buen  criterio  hijibrá  sJgua  caso  en  que  el  juez  no  pueda  ap B<)ciarle|. 
y  aprecíele  6  SiOr,  es  mas  posible  la  falsedad eu  testigos  de!  buéftcm^ 
terio  que  en  personas  torpes;  aqueUeS'  suelen  tener  malieifl  pank 
proveer  y  librarse  de  toda  contradieciOQ^  á  la  vez  qu(s  eslas-  itttmtffeoí 
e^  ella  lastimosamente;  en  fia,  es  necesario  couveneerse  de  que  so^ 
bre  esta  materia  no  bay  r^^  general  posible,  cada  testi^  es<  itún 
misterio  y  el  j^ez  es  el  llamado  á  descubrirte  por  los  medies  qile  hfk 
sugieran  las  circunstancia^;^  dictarle  reglas  para  qile  lo  hage^  esúai^ 

clavizar  aii  inteligeodia  y  si^.cora%oa  y  exponerse  á  sacrificar  lai  jhe^ 
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^SSa^m  más  efe  Ih  «feseíúüfisiizi  bác»  ét.  Alimr  Uoffv  dtaspuD^ie 
tbñtás  eirétmstatticias  y  dé  taMts  restricdoms ,  itpxé  úgmñmú'WÍ* 
tterd  dé  dos  testigos  dé  que  haWa  la  ley  de  Pa? tidat  ¿Qoé  faem  ha 
Ife  téüér  ti  r^qoiditó  puf  amenté  «stárM  del  nimero,  si  pnodi»  ser 
fnffínifos  los  motivos  interttitys  pata  dudar  de  lá  verdad  de  sos  decía- 
t^kmés?  (Mgamos  sino,  |é  que  sobre  este  posto  dice  Ha  eni&ente 
]ttirf^díi9uUo  qné  don  su  acreditada  laboriosidad  y  talento  contribuyó 
4  la  formación  de  la  ley  de^  Enjuiciamientb  ctviL  c  El  número  de  tea* 
tfgos  es  la  itaiéa  circunstancia  que  nuestras  leyes  anteriores  á  la  del 
tonjuieiamiento  civil  quisieron  que  sirviera  de  norte  pai»  el  faUodel 
jn^addr :  dos  testigos  contestes ,  se  decia^  no  deben  bacer  plena 
^ruef>a;  el  juez  debe  someter  á  seme}anite  tesiimoiiio  sm  ooneíencía: 
^<$n  nada  se  apfréciaban  las  ciretiiistancias  ^peeiates  de  los  testigus 
tÜeAtras  no  eran  motivo  de  taclla  legftl:  el  número ,  no  la  calidad 
íitobfei  considerarse;  en  una^  pátaMa,  \m  testigos  no  ae  pesabaa»  sino 
que  se  contaban.  Esto  pareció  á  la  CkMÜsimí:^  absitfdoyiaBastenible;  el 
^teMlié  roittlinó  lo  rechazó ;  quiso  y  con  rason  deífi*  en  este  punto 
■i  Ni  cienci'á  y  conciencia  de  losjuieces  lá  apredaeiob  délos  medios 

3 he  debian  formar  su  coávicción :  la  sujiefó  infleotlilemente  i  loque 
ige^áh  cto^  testigos ,  desautorizado^  tal  veír,  y  cuyo  testimonio  á 
Yuerüa  de  deítiasiado  conteste ,  dabia  logar  á  que  se  creyese  que  era 
ensenado  y  estudiado  hasta  en  las  palabras,  y  cpie  estaba  bien  apren- 
IRdo.  Quedé  al  ju?ez  libertad  prudente  y  racional  pora  formar  su  con- 
víccidn,  nó  se  le  sujete  á  condiciones  repugnantes ,  fiese  mas  m  su 
•Uten  juicio  y  en  su-  responsabilidad  y  no  se  le  convierta  mwsk  auto.- 
.'Aiata degradando  su  alt(f  ministerio.  Cuanto  mas  se  ensalce  lasins- 
<^tftttcionés  judiciales,  mas  ganará  la  /uslicia,  mas  ganará  el  país.  Por 
<esto  la  comisión ,  separándose  del  derecho  anterior ,  prodamó  «n 
principio  más  antiguo,  mas  racional,  mas  filosófico»  á  saber: que  los 
jueces  y  tribunales,  apreciarán  según  las  re^as  de  la  sana  crítica, 
iá  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos*»  Estas  au- 
•tm'izadas  palabra»  del  Sr.  Gómez  de  la  Sema  (1),  pneden  eon»de- 
il^arsé' conno  tína  tntéi*pretacion  auténtica  del  art.  317,  inteipretOíCien 
que  ct^rrobora  nuestra  opmion  antes  manifestada. 

Preséntase,  sin  embargo ,  como  argumento  oontrft  esta  doctrina^ 
el  airt.  3i9  y  siguientes  de  la  ley  que  Hablan  de  la  prueba  4e  ta- 
-dkiBíS.  Si  d  dicho  conteste  de  dos  ó  mas  testigos^  se  dice  no  hioieía 
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t^roeba  plena,  ¿de  qa¿  sirviria  la  alegación  d^  tactiasT  ¿Para  qué 
desvirtuar  sus  declaracioaes?  ¿Paraxiué  admitir  la  prueba  de  testi^ 
gost  Bien  sencillo  es  contestar  á  estas  preguntas.  La  alegación  de 
las  tachas  no  serviria  para  nada  si  no  se  probasen;  pero  como  sq 
alegan  para  sar  probadas;  como  con  hechos  puramente  estemos  d^ 
que  el  juez  ha  de  adquirir  convicción  por  medio  de  la  prueba ;  coma 
que  sin  esta  él  juez  no  podria  ejercer  su  sana  critica  é  investigar 
la  verdad  de  aquellos  hechos ,  por  eso  se  exige  la  alegación  y  la^ 
prueba  de  las  tachas ,  como  uno  de  los  medios  de  investigar  la  ver- 
dad y  por  consiguiente  una  de  las  reglas  de  la  sana  crítica  que  el 
'juez  apreciáiá  debidamente  según  las  circunstancias.  No  hablare- 
mos ahora  del  sentido  en  que  debe  tomarse  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  43  de  octubre  de  1886 ,  porque  nos 
reservamos  examinar  separadamente  estas  y  otras  sentencias  que  is# 
son  por  cierto  un  argumento  poco  fuerte  en  contra  de  las  doctrinas 
que  nos  tomamos  la  libertad  de  combatir. 

Pero  la  ley  32  contiene  además  otros  preceptos  de  no  menos  im- 
portancia que  el  anterior.  Tales  son,  el  exigir  cierto  número  de  tes- 
tigos  para  determinar  la  fuerza  ó  validez  de  los  instrumentos  public- 
eos cuando  esta  se  disputa,  y  el  manifestar  que  el  dicho  de  un  solo 
lesti<^o,  cualesquiera  que  sean  sus  circunstancias,  á  escepcíon  dej 
Emperador  6  Rey,  no  hace  prueba  en  juicio. 

En  cuanto  á  lo  primero,  se  indica  que  las  disposiciones  de  la  Ley 
no  dejan  de  estar  fundadas  en  las  reglas  de  la  sana  crítica,  pues  pa- 
xece  muy  racional  que  concurra  un  mayor  número  de  testigos  para 
desvirtuar  el  testimonio  del  escribano  y  de  «los  testigos  instrumenr 
tales.  Esto  parece  racional ,  en  efecto ;  pero  no  lo  parecerá  nun^ca 
que  la  Ley  exija  el  número  determinado  de  dos,  cuatro,  cinco  ó 
siete  testigos  contestes  y  presenciales  del  hecho ;  porque  esto  es  lo 
que  condena  el  buen  sentido,  el  art.  317,  y  lo  que  nos  conduci- 
ría á  absurdos  tan  lamentables  como  el  que  tuvo  que  sancionar  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  en  el  caso  que  hemos 
mencionado.  Respecto  de  lo  segundo ,  es  decir,  de  la  fuerza  del 
testimonio  de  un  solo  testigo ,  se  presenta  la  doctrina  corriente  y 
conforme  con  los  priqcipios  de  la  ciencia;  pero  que  está  muy  lejos 
de  ser  la  doctrina  de  la  ley  32  que  dichos  comentadores  citan  y 

que  se  contiene  en  estas  palabras: «Mas  por  un  testigo,  der 

cimos  que  níngund  pleyto,  non  se  puede  pro var ,  cuanto  quier 
que  sea  orne  bueno  é  honrado ,  como  quier  que  faria  gran  pre^ 
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ifoncioii  al  fecho  sobre  qué  atestiguase.  Piero  si  el  emperador  A 
rey  diese  testimonio  sobre  alguna  cosa^  decimos  que  abonda  para 
provar  todo  pleyto.9  No  hay  duda  de  que  por  estas  palabras  se 
rechaza  absolutamente  el  testimonio  de  uü  sólo  testigo  por  machft 
que  sea  su  buena  fama  y  honradez.  De  aquí  se  dedujo  por  los  jaris- 
consultos  un  principio  falso  en  el  terreno  científico:  vox  unius,  voai 
nulliu$  est;  unius  ormino  testis  respomio  non  audiaiur;  como  si  no 
tiiera  posible  que  esa  única  decláracion^  estuviera  corroborada  con 
^tros  adminículos  resultantes  de  los  autos,  en  cuyo  caso  el  jue£ 
no  podría  impunemente  negar  el  valor  á  ese  único  testimonio,  que 
sin  embargo  rechaza  de  un  modo  absoluto,  la  tantas  veces  citada 
ley  32.  Hacemos  esta  advertencia,  para  que  se  comprenda  que  en 
esa  ley  no  está  la  regla  de  sana  crítica  respecto  del  testimonio  úni- 
<bo,  sino  en  la  doctrina  de  los  jurisconsultos,  que  nosotros  tainbieii 
no  podemos  menos  de  admitir.  Mucho  pudiera  decirse  sobre  la  fner-^. 
za  que  la  ley  de  Partida  dá  al  testimonio  del  emperador  ó  rey;  pero^ 
nos  concretaremos  á  indicar,  qué  si  ese  precepto  estaba  entoncea 
conforme  con  las  circunstancias,  hov  seria  un  verdadero  anacro* 
nismo,  cuyos  efectos  llegarian  en  algún  caso  á  atacar  la  indepea«* 
dencia  del  poder  judicial,  sin  la  qué  dejaría  dé  ser  poder. 

Habiendo  demostrado  evidentemente  que  la  ley  32,  tit.  i6  de  la 
Partida  3.^  ha  sido  derogada  por  el  artículo  317  de  la  Ley  de  Eih 
juiciamiento  civil,  vamos  á  ocuparnos  ahora  del  examen  de  las  otras 
leyes  que  en  concepto  ¿q  los  citados  autores  Consignan  las  reglas  d^ 
Ja  sana  crítica  que  los  jueces  deben  seguir  en  virtud  del  art.  317^ 
Tales  son  las  leyes  40  y  41  del  título  y  Partida  citados.  En  la 
ley  40  se  dice:  qué  cuándo  los  testigos  presentados  por  una  parte 
fueren  contrarios  á  los  presentados  por  la  otra,  debe  creer  el  juez 
á  aquellos  que  entendiere  que  dicen  la  verdad,  á  que  se  acercan  mas 
á  ella,  ó  que  son  ornes  de  mejor  fama  é de  mejor  derecho,  aunque 
ios  otros  que  digesen  lo  contrario  fuesen  nías:  qué  si  hubiese  igual- 
dad absoluta  en  los  testigos  en  razón  de  sus  personas  y  de  sus  di- 
chos, porque  también  los  unos  como  los  otros  fueren  buenos,  é  cada 
una  de  ellos  semejase  que  dicen  cosa  que  podria  ser,  debe  óreer  á  los 
testigos  que  se  acordaren  y  fueren  mas,  y  juzgar  en  favor  de  lá  parte 
que  ios  presentó:  y  en  fin,  que  si  los  testigos  presentados  fuesen  tan- 
tos de  una  parte  como  de  otra  é  iguales  en  sus  dichos  y  en  su  for- 
ma ,  debe  el  juez  absolver  al  demandado.  Estas  tres  reglas  mm'ecen 
úndelicado  examen  para  conocer  si  son  de  recta  ¿dé  torcida  crítica*. 
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•  La  priopom  lio  «s  ifie«a  46  swéja^te  iM>mbre^  ^^  ufa  de  ^mtffft, 
periodos  como  hay  en  las  leyes  de  Partida  ea  que  D.  Alonso  el  Sá-; 
bio  tvro  pietennoae»  dfi  dqpir  muclio  y  realmente  no  dijp  nadfu  ]^ 
efecto^  ¿Gail  es  la  regla  de  or^ca  que  aquí  consigna ;  cu^l  la  dnd^ 
de  que  á  los  jaeces  saca?  Ninguna;  porque  decir  que  cuando  los  tes- 
tigos  de  amlms  partes  sean  cpntrarios  en  s^s  dichos ,  d^ebe  el  juez 
creer  á  hw  qne  entendiere  que  dicen  la  verdad ,  ó  que  se  acercan 
inasáclla,  ó  que  son  de  mejor  fama,  aunque  los  que  digan  V» 
oontrano  sean  mas,  es  dejarle  cwpletamente  abandqpado  á  ^u  pror 
pió  criterio  para  la  apreciación  de  esas  contradicciones,  p^es  que  na 
dÉce  ai  mas  ni  menos,  que  crea  á  aquellos  que  eiüiende  qm  dkm 
¡a  verdad^  ó  que  se  acercan^  9Xis  á  ella ;  ó  que  son  de  mejor  fama,, 
aunque  los  contrarios  fuesen  muís.  ¿Pero  se  dice  aquí  á  los  jueces 
eámo  han  de  hacer  para  entender  ^  los  testigos  dicen  la  verdad  ó  se 
acerean  mas  á  ella?  ;Se  dice  si  la  apreciación  de  su  buena  fama  po- 
drá hacerse  por  el  juez  fuera  de  aquellos  casos  en  que  se  hayan 
alegado  y  prohado  tachas  legales?  ¿Una  regla  de  s^a  crítica  que 
todo  la  deja  al  criterio  del  juez,  es  regla  verdadera,  ni  se  aproxima 
si^Cfra  á  serlo? 

Menos  importante  es  todavía  la  ^gunda,  que  cpm,o  ya  hemos 
visto  declara:  que  hahiendo  igualdad  en  las  declaraciones  de  I03  tes- 
tigos por  razón  de  sus  personas  y  de  sus  dichos,  porque  taml^ien  los 
unos  cómalos  otros  ftiesen  buenos,  é  cada  uno  de  ellos  $emejasefs 
que  dicen  co$a  que  podría  ser  debe  creer  i  los  que  se  acordaten^  m 
fueren  mfis  y  juzgar  en  favor  de  la  parte  que  los  presentó.  Esta  re- 
gla deja  de  serlo,  no  solo  por  ^u  vaguedad,  sino  priacipali)aiente  por 
una  grave  contradiccipn  qjiie  contiene,  pues  al  suponerse  en  ella  el 
eMo  de  I9  igualdad  de  Ips  tesjtigo^  por  razón  de  sus  personas  coma 
de  sus^  dichos,  porque  ^01^  buenos  los  unos  pomo  los  otros,  porque 
Ipdos  dicen  cosa  qne  podr^  spr^,  dice  á  cpntinuacíon  que  se  crea  á 
Ic^  qne  se  acordaran  y  fueren  mas.  A  primera  vista  seQompriendq 
qne  si  nnos  testigos  se  acuerdan  y  otros  up,  ó  se  acu^rd^n  mas  unos 
qpe  (4ros,  no  hay  igúaleza,  como  dice  la  ley,  ^n  sus  dichos,  y  ppr 
^nsiguiente  esta  regla  carece  de  base,  ó  favoreciéndola  algo  mas^ 
es  bastante  confusa. 

La  tercer^  y  última  que  supone  el  caso  de  ser  iguales  los  testi- 
gos de  ambas  partea,  por  razón  del  número,  ^e  sus  dichos  y  de  sa 
Ifuna,  4^ié&dpse  absolver  entonces  al  d^n^nnidado,  mas  que  reg^ 
<^  esc^pcípit,  por^  Qp  niro^  casos  s^  v.ej^ificiur^»  y  mas  <¡[uq  ré$l|| 
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^  «HMt  critica  {KM  kv^stigar  la  verdad  de  los  hechos,  es  la  as^« 
^íuMafegla^e  procedimieiito,  aetore  non  pobúnte  reu$  est  absoU 
mndt0;  1^0  en  ella  no  se  presenta  medio  algano  á  los  jueces  para 
hnHar  la  r ealidid  de  t»s  hechos,  sino  que  partiendo  de  la  hipótesis 
4e  qwd  es  imposible  encontrarla,  se  manda  absolver  al  demandado. 
Be  suerte,  que  en  nuestra  opinión  las  tres  reglas  de  la  ley  40,  que 
acabamos  de  anaBzar,  nada  dicen  á  los  jueces  que  pueda  guiarles  en 
el  difícil  sendero  de  la  investigación  de  la  verdad,  dejan  su  criterio 
Un  libre  como  si  la  ley  no  hubiera  hablado.  Veamos  lo  que  se  dice, 
Qa  la  ley  41. 

Bsta»  que  habla  del  caso  de  ser  contr^urios  los  dichos  de  los  tes- 
tigos presentados  por  una  de  las  partes,  se  limita  á  maíiifeétar  lo 
mismo  que  la  antmor;  qiie  el  jmgador  debe  creer  aqueHe^  que  se* 
melase  qae  se  acítóskm  mas  é  la  veriady  magmr  que  las  otros  fue- 
ren mas,  k)  que  claramente  hablando  no  significa  otra  cosa  ique 
advertir  al  Juez:  tu  tienes  obligación  de  busoar  la  verdad,  cumple 
tíMt  elía*  ¿Y  es  esta  por  venítura  aljpma  regla  de  saña  crítica?  ¿y  esto 
ofrece  i  los  jueces  algún  medio  de  conocer  la  verdad?  No  podemos 
pues  concebir  como  se  ba  dado  tanta  importancia  á  las  reglas  con- 
M^nadu  en  estas  leyes,  cuando  no  son  mas  que  yagas  indicaciones 
eonfusas,  coalradictoriú,  6  impertinentes. 

Pero  oí^unos  loque  dice  la  29  del  título  16,  Partida  citada. 
€k»!ipace  esta  ley ,  de  lé»  casos  en  que  es  admisible  el  testimonió 
tíc  uuditu  y  dispmie  que  cuando  se  litigue  sobre  lavores  antiguas 
qu&reUánd(^  algunos  de  Um>res  áUas  que  fkwran  fechas  por  filian 
f9Q^deomeg,  é  corren  aguas  qm  les  facen  dañúen  ms  hetedades 
é  en.  ms  casaSy  é  piden  al  jwskgador  que  las  mande  toUer  ó  abajar, 
Qua  en  esk^s  casos  vale  el  testmonio  de  oiday  seifcnéo  dUslha  dé  está 
muñera,  dyo  que  el  agua  que  corre  ée  tal  lugar  á  tal  que  face  daño, 
é  de  aquel  lugar  de  qmconeque  fué  fschoffor  manof  sí  fk/iesepre- 
gitídada  parque  lo  sabe,  y  respondiere  qiáe  lo  ogá  deeir  á  otros  que 
lo  vieron  hacer,  g  que  asi  era  fama  entre  los  hombres,  bíBüstapaf^a 
el  demandan^;  pero  si  los  trigos  digéran  que  ni  vkffon  iif  oyeron 
decir  que  aquella  obra  fuese  hecha  porman»  de  hombre,  aftto  qué  sé 
creía  mmuñmente  entre  los  hmbres  que  era^ebra  de  la  natutat^ia, 
qae  tal  tesiimeuio  cumple  al  demandade.  SDas  en  otro  pleito,  túú- 
tiaiíkf  nan  debe  ser  ctárido  teetbnonia  de  oida.  Paréenlos  que  Ito 
reglas  (pie  esta  ley  dicta,  no  podrán  aceptarse  por  nadie  dnés6í>s 
tiempos,  como  reglas  de  sana  crítica.  Guando  se  trata  de  probar  si 


luna  obra  procede  de  la  maao  del  hombre  ó  de  la  jDiataraléza,  pormuy 
antigua  que  esta  obra  sea,  la  prueba  que  procede,  la  prueba  que 
ilustra  al  Juez,  es  la  prueba  pericial,  con  preferencia  á  todas;  por  lo 
dem&s,  la  común  de  testigos,  no  ea;  mu  sino  ex  audUu,  es  una  prue- 
ba supletoria,  que  solo  podría  aceptarse  como  recurso  estremo,  á 
falta  de  toda  otra,  y  aun  así  y  todo  y  acompañada  de  la  vista  ocular 
sería  peligrosísimo  fallar,  sin  ver  el  dictamen  razonado  de  los  mis- 
inos testigos  competentes,  los  peritos. 

Demostrado  cumplidamente  que  en  las  anteriores  leyes  no  se 
contienen  reglas  de  sana  crítica,  sino  indicaciones  vagas,  confusas, 
contradictorias  alguna  vez,  y  algunas  erróneas,  como  sucede  en  la 
ley  29,  no  podemos  aceptarlas  con  el  calificativo  de  reguladot^as  del 
criterio  judicial.  Si  el  criterio  de  los  jueces  no  tuviera  otro  regulador 
que  esas  leyes,  bien  pudiera  decirse  que  estaba  abandonado  al  aca- 
so. Una  vez  consignado  en  la  ley  el  principio  que  reconoce  el  ar^ 
tículo  317  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  es  forzoso  admitirle  con  to- 
das sus  consecuencias,  es  necesario  dejar  á  los  jueces  la  libertad 
de  la  inteligencia  sin  otra  restricción  que  la  que  las  reglas  de  la 
buena  lógica  establecen  para  llegar  á.  la  investigación  de  la  verdadw 
Si  los  autores  de  la  nueva  ley  hubiesen  pensado  en  dejar  vigentes 
los  preceptos  de  las  de  Partida,  no  hay  que  dudarlo,  hubieran  hecho 
mencioa  espresa  de  ellas»  como  se  hizo  en  la  regta  45  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código  penal,  y  puesto  que  no  lo  hí-» 
cieron,  no  nos  es  lícito  á  nosotros  considerar  como  vigente»  aquello 
(|ue  no  es  ya  mas  que  un  monumento  histórico.  Y  no  se  diga,  que 
con  esta  interpretación  se  eiüme  á  los  jueces  y  tribunales  de  fallar  se* 
cundum  allegata  et  probata,  no;  el  juez  ha  de  formar  su  convic- 
ción con  arreglo  al  resultado  de  los  autos  dirigiendo  su  juicio,  por 
medie  de  las  reglas  que  le  sugiere  la  sana  crítica  en  el  momento  en 
que  juzga,  y  no  por  reglas  establecidas  en  otras  leyes,  que  de  ad- 
mitirse, vendrían  en  último  resultado  ¿anular  poco  á  poco  su  ente- 
rio.  Si  fuera  posible  que,  el  legislador  examinara  caso  por  caso,  to- 
dos, los  que  se  presentan  en  los  tribunales,  seguros  estamos  de  que 
uo  se  atrevería  á  dictar  reglas  de  ninguu  género,  sino  que  se  con* 
vencería  de  que  cada  caso  es,  un  misterio  que  solo  puede  profundi- 
zar el  juez  cuando  se  le  deja  libre  y  se  le  guardan  las  consideracio-' 
lotes  de  hombre  responsable*  Límpiese  de  errores  la  inteligencia  de 
los  jueces;  hágaseles  entender  que  están  fuera  de  la  presión^  de  al- 
gunos ridícujos  principios,  como  por  ejemplo  el  de  magk  crecer 
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virgini  quám  viátMe,  y  se  les  yerá  marchar  coq  desembarazo  es  el 
camino  de  la  ínvestigacioitde  la  verdad.  No  opinaré  yo,  sin  embar- 
go  9  porqae  se  adopte  en  este  pnato  el  testimoniómetro  de  Benthan; 
por  nmcho  que  el  espíritu  hamano  avatice  hacia  el  progreso,  no  se- 
rá posible  sujetarle  á  grados  y  medidas,  como  se  ha  llegado  á  sujetat 
el  calórico,  la  humedad,  etc.;  es  sin  embargo  este  un  error ,  aun^ 
que  condenado  al  olVido,  digno  de  inmenso  respeto  porque  procede 
del  talento  gigante  del  inmortal  jurisconsulto  inglés ,  á  quien  la 
ciencia  debe  grandes  progresos.  Bastan,  i  pesar  de  esto,  las  reglas 
sencillas  de  la  lógica  para  que  el  juez  pueda  averiguar  la  verdad 
hasta  donde  sea  posible. 

Si  no  temiéramos  rebasar  los  límites  de  la  cuestión,  nos  ocupa- 
remos estensamente  del  articulo  42  de  la  ley  de  11  de  mayo  de  1849 
que  reguló  el  sistema  de  procedimientos  del  Senado;  del  art.  82  del 
Real  decreto  de  20  de  junio  de  18S2  sobre  delitos  de  Hacienda;  y 
en  fin  de  la  regla  45  de  la  ley  provisional  dictada  para  la  aplicación 
del  Código  penal;  pero  no  queremos  que  se  nos  arguya  con  la  di- 
versidad de  la  materia,  el  carácter  especial  del  procedimiento  y  la 
diferencia  de  Tribunales.  Bastan,  sin  embargo,  estas  citas  para  co-* 
aocer  cuál  es  el  espíritu  de  la  época. 

Mas  importante  es  todavía  efdetenido  examen  de  algunas  deci- 
siones del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  las  que  se  ha  interpre- 
tado eKart.,317  jie  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Todas  ellas,  cuya 
mente  es  absolutamente  la  misma,  harán  comprender  á  los  que  ten- 
gan alguna  duda,  que  en  el  sistema  contenido  en  ese  artículo,  no 
cabe  de  ninguna  manera  ni  bajo  de  ningún  aspecto,  el  sistema  de 
las  leyes  de  Partida.  Este  examen  será  mas  detenido  de  lo  que  co- 
munmente se  acostumbra,  porque  la  materia  es  demasiado  impor- 
tante. 

En  la  sentencia  de  13  de  octubre  de  1858  pronunciada  en  eí 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Marqués  de  Rianzuela  contra 
la  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres ,  em 
.  pleito,  sobre  abono  de  mejoras  hechas  en  bienes  que  fueron  vincu- 
lados, alegando,  entre  otros  fundamentos  del  recurso ,  lainfrac^ 
cioa  de  las  leyes  32  y  33  del  til.  16  de  la  Part.  3.*,  dice  el  Tribunal 
Superno:  «Considerando  que,  además  de  que  las  leyes  32  y  33,  títu- 
la  16  de  laPart.  3.*,  cuya  infracción  se  invoca  también,  han  sido  rtf- 
dicalmente  modilicadas  por  el  art.  317  de-  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil;....»  Los  citados  cometi^tadores,  queriendo  interpretar  este  con"* 
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C^bímk¡  mo^fio$^, ,  4q,  «ua  jh^  ^  Tr9»^»aL  Suprema),  jid  doponea 
^»!ím»sk^^iii0^jpm^  m^f!^  I»  pwrte qn^  toca  al  ainaro  datas*. 
%>$«  sfig<Hi  ^  QiiWf  N<9t  ^mkmm^  ^ie  argomeato  porq«e  «»^ 
«Wtrwi'^<}Dfi60te-  ]^4%3F  Si^.^i  unto  en»' taxativa  deade  la  fübrpoa 
h4^  la  ÁÚipa  f  alibni;  di^lii^rtfMqtt^  ^  iiogi«#ftMÍ0  eaaaló  pndié- 
íí9fm»  apQl#cer. 

P  P)isiao  a8pí|j|U(afkiVé,#ii}f^aeiilai|(»a4e  36  de  ootabreéeiSST» 
dM^Ma.^ü  el  rcK^;SO  d&  cas$ieioa  int^tte^to  por  D.  Manuel  Tablas, 
i^QOtfavls^  proomoiada  par  la  Sala  priinera  de  la  Aadieiicia  de  la  fio- 
runa,  sobre  rescisión  de  un  contrato  por  lesloa  eaorme  yenormístaia» 
fijundado  en  la  iAfkaocioA  de  la  loy  ^  cHada ,  ea  la  que  el  Tribunal 
Supreopo  dice  ea  ^  priaiero  4e  im  emá^tmim :  cCMsidaiaado 
foe  a^iiu  la  aprecüaolfiq  de  las  pKtteb9t&>  kgélmente  Ae^eftaa  con  ar- 
r/dglo  oL  art  317  40  la  ley  4$  ^ijmmnmnto  ci9il ,  por  la  Súsl  prir 
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aqu^2|  aprieejs^aa  la  Sala ,  no  ha  eooi^ído  mnguoa.  infracción  le- 
S^vMf»  cCpn$iderAud0  que  uo  tieíae  aplicaeion  después  de  publica^ 
d^  Ja  Ifijf  de  EnjiMpianúeiito  mú,  la  32,  tít.  i6,  Part.  S^.....*  Cmu» 
se  yé,  se  reconoce  por  esta  sent^noía  la  lübiémoia  facultad  de  la  Sak 
prúuera  de  1%  Audji^qeil^  dQ  la  GaruSa » de  apreciar  la  prueba  aegun 
lo  di^pu^lQ  por  el  aat».  $17,,  y  m  obelara  ademáa»  tefmlaauteuiaatft 
diQi^adii,  y  no  «ol^.  rüimlmímt^  mMfiméki  la  ley  3£,  Itt.  16  de 
laPart.3.' 

Es  digna  tamlnen  de  aAeuciw  to  seuteuda  de  2  de  oetabre  da, 
1859|  dictada  en  el  recqf  so  4e  (marión  interpuesto  por  O.  Bernardo 
Cmde ,  Go^tfa  la  de  h  S^(a  secunda,  de  la  Audiencia  de  YaUadolkl^ 
sabré  usufrux^to  y  poae^oo;  de  bienes  de  uua  capellanía  colaiíva  b^ 
miliar ,  en  cuyo  primer  fundamento  de  derecho  se  dice :  ffGonaid&« 
lando  que  la  prueba  pra^Ücadd.  ea  eatos  autos  es  la  tastíficid,  la 
ouai  ha  sido  apreciada  por  la,  Sala  seutet^íiadora  de  conforaúteá 
eon  lo  dispuesto  en  el  arU  3|7  de  la  k;  de  Eojuicianiieníto  mil, 
n9  procediieudo  por  tantd  eonbm  esH  api^iaciou  el  actual  recurso^ia 
la,  misma  doctrina  exactanieAte  que  en  laa  seuteociaa  aaieriores. 

En  3  de  marzo  de  18S7  reoayd  otra  eu  recurso  de  casación  in^ 
terpuesto  por  D.  Ildefonso  Vicente  de  U.ri»tía,  centra  la  sealeiiaii^ 
definitiva  de  la  Sala  primera  de  la  Audíeuda  de  Madrid,,  enpleüu 
$obre  pago  de  una  pensión»  ep, cuy9  s^wido  oousideraudo  aediei^ 
•Considerando  que  para  paobar  su  ii^teneioii,  y  en  pago  de.ladaH 
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t)^;  la  qi|e  Ihi  sjd^  s^preci^a  por  \$,  Sala.  ^entoacwdiMf^,  l^  decitt 
d)r  I^  cuestioa  c|e  liecho ,  di^  coaforniiicN  cqpi  jo  disp|i%f^  w  «I^  n^**. 
tí^ij^o  3Í7  4e  la  ley  de  Eaj^¡€ia^u^Il(o  ^TÍÜ.;» 
.  lis  «Duy  noMible  t^mbi^  por  o)  e^pUeilO:  l^enpi^  910  ^  «U»  «» 
us^t  la  dicti^^  w  S?  d^  dipiei«^e  de  i8Sí7  ea  i^jM^wiade  !(^9Apioii 
íQi^rpjQesto  p(Mf  D.  Aptomo  Fíoll  y  Ruyiiaftd  oontra  la  seateaoia  4e  1* 
^a  ^gui»d4  4»  li  Aadíencia  de  Mallocoa ,  en  pl^iu»  ssd^se  doitacioft» 
eHi^^G^ya  primer  6Qnsi4^aitda  se  díee:  «G^HifideriaDdo  qye  ]os  triba* 
n^eft  debeii  ftpi?e(^r » se^nr  Ut»  regIa^  de  l^i  sana.  ctíMea ,  la  fimsi 
prp^oria  de  U^s  deolaraekiaes  de  los  te^tígoB,  coa  arreglo  á  lo  dis*r 
puesto  ea  el  act.  3i7  de  la  ley  de  {¡ly^iciSMQÍeiUo  civil,  y  que  eo  la 
apreciación  q^e  t^  becbo  la  sQgiiadft  4e  Ja  Audieücáa  4e  Mallos-^ 
ca^,  coa  9ttÍQi)io&  ^1  arlj[culo.cUad0,  iio  b^i iaCf ipgido  lais  Ieye$  qne  m 
ciíaa  epe}  reoarap,  y  que  ^lo  poi^dea  oí»i«idQfat9e  vigeaíe$  ea 
cuanto  no  se  opongan  á  la  última.» 

Ip-pr  sentencia  de  8  de  fel^cMro  de  48$9,  Pesiad»  en  ti  reenne  de 
ca(i$ioi<»i  iaterpMeslp  por  D.  Yioe^le  PníggaU,  eonlva  la  de  la  Sala 
pj^imera  d^  la  Audiencia  de  Barcelona ,  ea  pleüo  sobre  pago  de  ua4( 
cridad ,  tiene  tres  notables  considearandos  qm  copiamos  á  eonti- 
niUBtqícift:  c  Considfspaadp  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
BareelpAa ,  apreciando  del  modo  (pae  lo  ba  becbo  en  los  fuadamen* 
to3.  de  m  senteoeia,  las  pruebas  presentadas  por  las  partes  en  este 
(jieHoi ,  obr4  en  u^p  de  las  facultadles  que  le  conieede  el  art  3d7  de 
lis  ley  de  EmiuifÁmmto  civil.9  «fionsíideraftdo  que  promulgada  di-^ 
ob»  ley,  <?arece  de  ^plipacion,  en  casas  como  el  presente»  la  23,  tn 
tjidp  i6,  fiart.  S."",  que  es  uns^  de  l^s  qvese  suponen  infringidaa  fm 
qI  ceonriente.^ 

fxCpnatdera^  <ne  la  le;  114  y  119  deltít.  18  de  laindiandn 
P#r^  igualmente  citada  coo^o  inifrinsida,  en  sjot^^referencia  4  do^ 
caiof^tos  privados  exigen  para  su  valides  y  eücaeia  en  juicio  la 
posterior  disposición  de  testigos,  aun  la  de  aquellos  presenciales 
del  w^f  cQ.yos  nombren  apare2;^)an  en  el  documento,  que  son  por 
lo  mismOy  ppn  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  citado  artículo  317  de  U 
ley  de  Eiíj]9ícia^i0fito,  tan  ioEiplic^e  como  la  primera  al  preseAtd 
cecursot  y  que  nijpguna  <)e^U^por  ^^woisigiiienKe  ba  sido  inf^^gide^^ 
W,  )$k  sentenoi^  de  cuyf^  qasacíon  S9  lntta«» 

En  27  de  t^veio  de  18S8,  sg-^^  i^^^  en  recurso  de  cstsacion 
i^lfl^^  pqr  #q^  Ifpta  V^m$  <W^  1^  sentencia  prononcÍA^ 
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da  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  en  pleí¿>  Só* 
bfe  lesión  enorme  en  la  venta  de  nn  prado,  en  que  ^  dice:  cCkni' 
siderando  que  al  calificar  la  referida  Sala  el  mérito  de  la  prueba 
testifical,  en  uso  de  las  facultades  que  le  concede  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  ha  infringido  ninguna  disposición  legad.» 
'  En  fin,  es  digno  de  especial  mención,  por  el  contraste  que  for- 
ma con  los  anteriores,  la  s^tencia  de  26  de  marzo  de  18S8  en  tt^ 
curso  de  nulidad  interpuesto  por  D.  Manuel  Iturralde,  contra  la 
dictada  en  revista  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos  en 
l^leito  sobre  entrega  de  cantidad  procedente  de  premio  de  lotería, 
en  cuyo  7.**  considerando  se  dice:  c Considerando  que  es  jtirisprü^ 
dencia  inconcusa  de  este  Tribunal  Supremo  que  en  las  cuestiones 
de  puro  hecho  la  simple  apreciación  de  las  pruebas,  mientras  seen^ 
cierra  en  los  límites  que  la^  leyes  fijan  á  la  crítica  racional  y  judi- 
cial criterio  del  Tribunal  sentenciador,  no  son  objeto  del  cecursode 
nulidad.» 

De  las  ocho  sentencias  cuyo^  considerandos  relativos  á  )a  cues- 
tión que  nos  ocupa,  hemos  transcripto,  resultan  consideraciones  im- 
portantes sobre  la  apreciación  de  la  prueba  testifical.  El  articulo 
317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  recibido  con  las  decisio- 
nes del  Supremo  Tribunal,  el  carácter  de  jurisprudencia  práctica, 
y  no  acertamos  á  comprender  cómo  después  de  dictada  la  primera, 
se  ha  seguido  alegando,  sin  embargo ,r  repetidas  veces  como  fun- 
damento de  casación,  la  infracción  de  las  leyes  de  Partida  en  esos 
recursos  citadas.  Esta  es  una  de  tantas  pruebas  como  tenemos  de 
que  la  ley  de  Enjuiciamiento  ha  abierto  de  par  en  par  las  puertas  del 
recurso  de  casación,  por  donde  pueden  entrar  todos  los  litigantes, 
aun  á  despecho  de  los  tribunales.  Es  este  un  mal  hijo  de  la  ley, 
cuya  reforma  se  hace  necesaria  por  momentos.  De  otra  manera,  re- 
petimos, no  se  comprende  cómo  después  de  haber  manifestado  t^- 
minantemente  su  opinión  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  se  ha  in- 
sistido por  las  partes  sin  haber  motivo  de  duda. 

Como  se  deduce  á  primera  vista  de  la  lectura  de  los  conside- 
randos de  las  sentencias  de  13  de  octubre  de  1856,  S6  de  octubre, 
9  de  marzo,  2  de  octubre  de  1887  y  27  de  febrero  de  18S8>  el  ar- 
tículo 317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  nüodiflcado  radical- 
mente  las  leyes  32  y  35,  tít.  16  de  la  Partida  S.*",  según  sp'dice  en* 
kt  primera  sentencia;  que  no  tieneü  aplicación  posible  después'  del 
articulo  317,  seguh  se  afirma  ^  ht  segunda;  que  la  única  wm^ 
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imMi#[iC9c¡iur ibi pruebft  tes|í6(^^  e^dleboartieulo  3i7,  ^egdn  se 
áki OWH^T eó la 3.%  y  m fi»» qoe aleaiifiear los triboaíales el mér 
rito  de  la  prQoba  de  testigos  de  coafonodidad  coa  ese  artículo,  no  ia* 
fringen  jüngoDa  disposición  legal,  según  se  nmaiflesta  en  la  4.^  No 
creemos  posible  que  hasta  aqui  se  pueda  suscitar  ninguna  duda  sor 
bra  la  inteligenpia  del  articulo  317,  £1  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia en  estas  cuatro  sentencias  d&  á  conocer  de  un  modo  bien  termií- 
naate  que  la  disposición  del  artículo  317  lleva  envuelta  la  dérogiab- 
eioB,  no  solo  de  las  leyes  32  y  33  del  tít,  y  Parí,  citado,  sino  la  de 
todas  las  demás  que  hablan  del  valor  de  la  prueba  de  testigos,  puea 
que  si  bien  en  esas  sentencias  no  se  hace  meocion  de  todas  las  1^ 
yes  de  Partida  referentes  al  asunto,  al  declararse  el  valor  del  arti- 
culo 517  citado;  no  se  dice  que  quede,  vigente  bajo  ningún  Concepto 
algunas  de  esas  mencionadas  leyes,,  sino  que  al  contrario,  se  sienta 
el  principio  de  que  los  tribunales  de  justicia  al  apreciar  el  valor  de 
Jos  testigos,  según  el  artículo  317,  están  dentro  de  su  terreno  y  no 
infringen  ninguna  disposición  legal. 

Necesario  es  ,sin  embargo,  examinar  con  imparcialidad  las  otras 
sentencias,  que  á  primera  vista  no  parecen  tan  claras  como  las  9Xh 
teriores,  y  como  la  cuestión  es  vital  para  el  procedimiento  civil,  no 
economizaremos  ninguna  consideración  que  pueda  ser  necesa*^ 
ría,  aun  á  riesgo  de  que  se  nos  califique  de  prolijos* 

La  sentencia  de  23  de  diciembre  de  1857,  después  de  sentar 
el  principio  de  las  anteriores,  de  que  los  tribunales  deben  apreciar 
según  las  reglas  de  la  sana  crítica  la  fuerza  probatoria  de  las  de«- 
claraciones  de  los  testigos,  dice,  que  la  Sala  segunda  de  la  Audien* 
cia  de  Mallorca  no  ha  infringido  las  leyes  que  se  citan  en  el  recur-K 
so>  y  (¡^  ^olo  pueden  considerarse  vigentes  en  cuanto  no  se  opongan 
á  laúUima,  es  decir j  al  art.  317,  Parece  que  por  las  últimas  pala* 
bras  de  este  considerando  se  dá  todavía  algún  valor  á  las  leyes  de 
la  Partida  3.*,  32  y  40  del  tít,  16,  puesto  que  se  dice  que  solo  se 
podrán  considerar  vigentes,  en  cuanto  no  se  opongan  al  art.  317. 
jÉintes  de  ahora  hemos,  examinado  estas  leyes  y  hemos  visto,  que 
la  32  es  taxativa  en  todas  sus^  partes  é  incompatible  absolutamente 
con  el  art.  317;  y  que  la  40,  si  alguna  regla  de  sana  crítica  contiena; 
es  vaga,  confusa  y  contradictoria,  y  mas  bien  que  regla  de  esa  íar 
dolé,  es  un  principio  de  procedimiento  mal  espresado ,  por  consír 
gniente  no  hay  siquiera  posibilidadde  que  estas  leyes  dej^n  de  opo- 
nerse al  art.  317*  .  i 


•tílaéi»,  f  á  cüftftatiftdoá  se  dice  tf«íé;  j?á  iMti^lMiífa?  «É  6»«dü  <$(ím  t0l 
fKsente  ht^  kf  Sí,  fft.  46  dü  In  ^üirt.  S.'^^  cp«  d«  mpméiÉM0gíL 
•éft;  de  ouyas  jMtÍAblras  párela  ibfeHrsé  qUé  éñ  ótrc^  i^&so^^dífemHlé^ 
-del  qpie^eB' objeto  4e  la  sénteBda,  íK)drá  aplicarse  %^  l^>  épeftái^  llb 
Jo  dát^tesb  €a  d  ^t.  ^i7.  Sin  embargo  no  creemos  qfK»  M  ksya 
«ido  ktméftle  del  TrilMmal  l^üpiteme  dé  lu^teia,  i^ties  basta  Me»  fe 
ley  89  y  ver  ^oo  en  ella  la  íhérza  de  los  testigos  se  h^  depeiiésr 
4el  número  determinado  de  2/  S  é  7,  segon  los  easos,  y  se  eéiaptisá- 
4erá  qee  Iftr  tat  ^  no  puedo  ^i^lieabte  nunca,  por  opotier^  al 
állfcala347. 

Si  alguna  dada  nos  pufioira'tíadier  respecto  á  in:  dobufisa  ^e  te- 
iúnos  sosteniendo ,  quedará  completaraenie  desvanecida  ooa  «Uo 
observar  él  oontrafite  notable  q^  ñnrma  él  ienguftje  del  Tfibniial 
Supremo  de  Justicia  en  \ks  Mnt^ncias  dictadas  sobre  recurso  de*  nulU 
lídad,  según  las  antiguas  leyes,  y  las  quo  ba  preawKciadomi  ios  M- 
«nrsosde  casisMion,  cíon  arr^jflo  á  fo  de  Enjuiciamiento  mAi  Para 
oonooer  ese  coatfiáste,  bastatá  fii^se  en  nn  considerando  de  toases- 
tmcta  de  23  de  marzto  de  i9SS ,  ya  ckada>  en  el  qtfe  se»  dice  sev  jü- 
riapradeneia  ift^nousa  del  TribnuaKSupremo;  <^eon  tas  eúeatíMies 
de  puro  hecho,  la  sltíqde  a|iredacion  de  ia»  proejas,  ntíerUroE'se  e»- 
9ierrB  en  hs  Umites^que  la^  leyes  fím  úla  crftíca  rmíümd  §  judi' 
tial  erüerio  del  tribunal  ienteneiaáár  ^  no  Súé  obfeh  éet  remrw^  ide 
nulidad.  Esta  sentencia  recayó  en  un  recurso  de  nulidad,  stofetarnte- 
éo  por  supuesto  según  la  practica  antigua,  y  en  e(  que  la  afireei»- 
don  de  las  pruebas,  se  \úto  con  arreglo  á  las  leyes  de  Fartídá;  fior 
«80  se  esplíea  ^  el  Supremo  Tribunal  hable  de  límites  que  lasba- 
yes  fijan  á  In  erÜioaraéimuA  if  Judicial  eritério ;  palabras  que  nd  se 
ban  vuelto  á  usar,  ni  por  in^idénidiay  en  deciswnés  sobre  reculaos  :de 
«asacion  sustaiíeiack)s>  según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  lo  qáe 
prueba  térmioanfemente ,  que  si  antes  de  eata  el  etíterio  judidal 
ne  hallaba  limitado  por  la»  leyes,  boy  no  tiene  mas  líiíiites  qÉE^ 
ias  regfas  de  la  kaáaórUka  de  qíue  habla  el  artícuto  3d7,  y  que  U- 
jos  de  boHafse  oODfsigÉaidas  en  ninguna  ley  anterior,  son  páMu  bs 
jueces  y  tribunales^  las  de  la^  tógiea  que  ctmdneea  á  la  inv^estígacion 
déla  verdad. 

Al  llegar  aqfccf^  después  de  haber  deaMstrado  ovideUteniOBté  en 
nuestro  humilde  concepto,  que  el  art.  317  de  la.Idy  de  Enjweíah 
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flÜMlo  oifvil  Itt  dli<9Ígado  todü  iMtiofes»  de  Pio^íObI  qM  MábMfMil 
fe|^  aiMcft  d«l  modo  dé  spMfriai^  h  fMittl»á  dé  téitigos,  h^  vMS^ 
Uúfe  al  am^ao  eri$efto  kjgat,  af^tíílmít»tíeH(>éeb>l^jiiem  y  m- 
tanate,  parece  qne  deberfMM^eoÁckUr  <M  tu  jttieief ^«i^Mlíto 
eatie  dantigao  y  el  aoeto  ateteaia  ^m  opiar  {Mr  ál^ite»  de  dMíj 
per»  ésto  seria  éát  demasiada  edteimion  M  ártfoulo ,  eüt  -el  qae  ^ 
otra  parle,  miealfo  prituápal  eK¡¡eCe  lie  ha  sido  élto  qué  velMiM'  Má 
cnestioii  práetiea  de  inmeosa  impertinciá  para  Mesero  ptdoedUliMítil 
civiL 

CtfCllM  r«UMÍNI  I  f  flMllM. 
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MliriÉt» 


En  Aragón  He  pneie  íameiá  wsmmo  nuncupaÜTO  ó  abierto' 
ante  el  párroco  y  dos  vsiíúgtfí,  criMirMAdo'  tos  mismas  itolemnijadé^ 
que  en  el  testifioaé»  f^  netáTio.  ^Akí  se  6foi^n  en  donde  no  ha^ 
lal  funoionarid  piíMibo,  ó  emO^  il6  p«iede  agi£airaarse  su  llegada 
l^r  kallaiM  ti  teétoéoír  en  gtate  riesgo  de  morir.  Para  qne  el  testa- 
mentó keeho  ante  el  párrocb  sarta  sn  efecto,  es  adeínás,  indispen- 
ííMe,  qne  se elev^ 'á  acto  ptGbBce  por  medio  déla  adveración,  y  es- 
tk  se  qednta  del  iñodo  sigttiente :  á  solicitad  de  los  atbaceas  ó  de 
«nakpiiera  que  tenga  interés  en  eí  testamento,  lo  presentan  al  pár- 
roco y  testigos  que  itttérvinieron  en  él,  delante  de  las  puertas  de  lá 
iglesia  parroquial,  aftte  el  juez  ordinario  de  la  población,  que  debe 
e^ta^  acompañado  de  un  notario  f  dos  testigos.  El  juez,  entonces, 
id>iertt>  el  libro  de  les  Evangelios,  manda  que  se  lea  la  cédula  ó  pa-^ 
^1  que  contiene  I&  disposición  feáfamentaríá,  y  disspues  de  jurar  el 
ipáhroco  y  testigos  que  aquélla  es  Ta  verdadera  dis^posicion  del  testá^ 
der,  y  q¿e  éste  leír  rogó  qne  dieran  festimonió  de  ello,  el  notario  for- 
ata  aota  de  tedo,  iiüsertando  la  referida  disposición.  Sin  ejemplar  en 
«ontrasrio  te  ha  ebséhrádo  lo  dicho  con  arreglo  á  los  fueros  1.*^  de 
tiOorikuíB  y  1,  3  y  3  de  íetMñentw,  hasta  que  D.  Serapio  Rubio  su- 
{llieé  á  la  Andienü^  de  Zaragoza,  por  conducto  del  juez  del  partido, 
que  se  sirviera  declarar  la  práctica  qti)e  débia  observarse  eñ  la  ad- 

TWacion  de  testamentes;  y  con  fecha  1  de  ttOViMkibre  de  1^7|  co* 


— -— ' 


UMinicó  la  providencia  que  á  la  letra  copio.— cCk>Qtéstese:  al  juez  de 
primera  instancia  de  Daroca  que  ios  advertwiones  de  testamentos 
debeti  hacerse  como  acto  de  jurisdicción  voluntaria  y  en  el  modo  y 
forma  ordenado  en  ja  LeyídeEnjuiciftmiento  civil,  y  que. una  vez 
practicadas  en  el  juzgado  )las  diligencii^s  necesarias  para  acreditar 
la  verdad  del  testamento  de  palabra,  debe  remitirlas  á  un  escribano 
numerario,  conforme  á*  lo  dispuesto  en  los  artículos  1388  y  1389, 
para  que  lo  eleve  á  escritura  púb)ica»  y  el  escribano  rejuitir  al  jaz-*' 
gado  un  testimonio  del  dia  en  que  hubiere  tenido  lugar  tal  acto;  y 
del  número  y  folio  que  ocu^e  en  su  protocolo.» 

ALcoñtesítar  á  noa  consulta  réla^va  k  la  fijación  del  dia  desde  el 
cual  debe  empezar  á  correr  el  término  para  retraer,  dijeron  muy 
oportunamente  los  ilustpadoa  S^kore»  directores  de  la  Rbvista  ge- 
neral DE  Legislación  y  Jcrisprudengu,  que  la  Ley  de  Eojuicia- 
miento  debió  salir  y  ssüió  al  encuentro  ]d^  opiniones  d&iníi^|ralit|ente 
opuestas^  Allí'se  comprende  que  pudo  hacerse  sin  destruir  la  base, 
pero  no  sucede  lo  mismo  en  el  caso  de  que  me  ocupo,  porque  el  pro- 
cedimiento es  consecuencia  precisa  de. los  fueros,  sk los  cualés.se  ar- 
regla la  testameutificacion.  Voy  á  demostrarlo.  Todo  el  titulo'il  de 
la  segunda  parte  de  |a  nueva  ley^  se  refiere  al  modo  de  elevar,  á 
escritura  pública  el  testamento  hechode  palabra.  ¿Y; puede  cálffi-« 
carse  de  tal,  el  que  por  legislación  especial  se  otorga  en  Aragón 
ante  el  párroco  y  dos  te3tigos,  escrito  y  firmado  con  las  misinas  so- 
lemnidades  que  el  que  se  recibe  por  notario?  T  si^  el  que  asi  se  hace 
se  considera  escrito,  ¿qué  diremos  del  qué  según  costumbre  otorgan 
los  enfermos  del  hospital  de  Nuestra  Señora  de  Gracia  de  Zaragoza,, 
ante  cualquiera  capellán  del  establecimiento  y  dos  testigos,  surtien-r 
do  así  todos  sus  efectos?  Uno  y  otro  distan  mucho  del  propiamente  lia* 
mado  testameato  de  palabra.  Este  debe  hacerse  ante  cinco,  y  si  not 
'  pudieren  ser  habidos,  ante  tres  testigos  vecinos  del  lugar  en  que  se; 
hace  la  disposición,  ó  ante  siete  que  no  lo  sean;  y;  aquellos  ante  el 
párroco  y  dos  testigos,  ó  ante  el  capellán  del  establecimiento  y  do» 
testigos;  de  maaera  que  para  estar  en  su  lugar  lo  dispuesto  por  la 
Audiencia,  es  precisa  la  abolición  de  costumbre  y  fueros  regoicolas,. 
porque  si  al  párroco  ó  capellan.no  se  consideran,  en  sus  respectivos 
casos,  como  personas  autorizadas,  tampoco  debe  considerarse  bas-i 
tante  el  número  de  testigos,  ni  la  diferencia  de  hallarse  escritas  y 
firmadas  las  últimas  disposiciones. 

Si  lo  espuesto  no  fuera  suficiente  para  convencer  de  que  el  inri 
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picado  título  i  i  no  ha  podido  referirse  á  la  adveración,  ni  alterar  ó 
modific^^ lo^i^os  :^agg9es|^s,  ;^r^l^  pjn^ba^niuts  cpncluyente 
que  ser  puede  ofrecer:  la  áe  la  incompátibllidaá.  Según  el  art.  1387 
de  la  citada  le^ .ha^de  re^j[tor  .de^jsis ^jJ^cjaM^ jones  clara  y  termi- 
nantemente: i.°  El  proposito  déin)eraaó  que  tuviere  el  testador  de 
hacer  su  última  disposición:  ^.^  La  institución  de  heredero,  ó  el 
destino  que  el  mismo,  diera  á  ipdo$  sus  bienes  ó, parte  de  ellos:  3.^ 
Que  los  testigos  y  el  escribano  en  su  caso  han  oído  de  boca  flel  tes* 

*,tííi|f(^,vy.^un  so^  actp^?W;^spo3ícian:.^/  Qupjlosíjtegtigos.sonios 
.go<^,eí¡gft.iiaX^y,jy  feunpn.j^p  fual¡da4e^<iue  la  ny^ma  .í^taljl^ce. 

>  itl^u^/los  Iii^rj9§  es  inpfici()S9.éjipproq^€iDlelo,di^^        ei^.49^' 

ao  ,iv3vpf^rque  ;C€||i^  jBl  pfop^^lp  4^  testador,  xip  sojp  del||^r^jio, 

sino  también  llevado  á  efecto  efi  ^d^sp, partes:  lo  prt)pio^ug^de 

.iiy^;io.Qf.d0i¥HJlQiep4<^H9d^^  poique  del  n^sma  i?stai(ientq  resul- 

:>lft  il$t:  »}9t|4i|cion  de  liiQrpdifiro,  ó  el  df^iqo  .jdadp  á  Iqs  biepes;  es 

,  íg*alweí«ei.8^pérfluo.elé^fttenido  del^.^piairqfleciiBÍifrQCjO  ytfjsti- 
gos  suscriben  lo  mismo  que  el  testador  dictó  y  firmó;  y  ,^s,^i^^ien 

MQjp^fSk  qu^  l«^4í*ta(W#iMos§e.  otQrgwei^  «pite  el  pítrr9,eo  y  4os^es- 
tigos  debñajerlo  ts^bij^  j^ri^flUQ  se  adveren  én.el  (jjjodo  y^fp/jma 
^e  JQ$  mj^po^  |dÍ9po^BM^!i. 

Apeear  j(te  mí  W>yjciQÍi3a,np  nipgp.que, podren  ger  definas  ó  jpe- 
nQ$  v.iik>r  Ja3Jra9anes.que  mptíviaiirpp  la  providqiictavfn  pentido  Qon- 
'  tpariiD,«>pe80  hay  iquia  (jpufi^díiwe,  el  iWe^e^nte.^ryicio  que  prjsto 
.  :ík  mi  p»Í9^|)0A¡QA#  jki^mdios  que  están  á.mi.;9.lQa;[tc6  p^a  coi^se- 
(gttijrJa.mtfai»]¡iidad;  porqfie  er^  v^os  p^rtj4os4^(}|ciale^sp2^Ieyap  ¿ 
.^eaontura^^tdi^ios  ipp^tamenlQs  ,r.fiiQ¡b¡iÍios,poclpspárj:o5ps^  con , ar- 
reglo alo  4j6p}ie$tp  por  la  Ai|4iíe9cpa,.  en,;|f^i)í^  qu^i^  otros  .se^^ad- 
. :ViMftiií8pgwR.p!r^^^^ííiJosftteE^,  y  seKÍ9i  p*y  tcipt^.qpe  ;?p,suscita- 
.iaB'Ci«e^lJi$n0$  9ob^c^  1^ .V9)i4e^  dplp^^^llim^s^, izando  ya  no,h^t)ie- 
m  x&m^  9^9,  r.§pfirar  Ipg  íaSps»  ppr;.4at>ér  J&iílecídp  íod^fí  pjua- 
Je9q«i0Vi3kf4Q4as  jpQrsoQ^sque  Qs\ii^  inti^rv^r. 


TOMO   XTI. 


M 
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80BU  ti  UEROqO  DE  LA  AB06A(KA  KN  KSPJUti 

POR  LETRADOS  ESTRANJEROB. 


Dictamen  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

^ 

El  Fiscal  dice:   Que  la  Real  Audiencia  de eleva  á  S.  M. 

por  conducto  de  este  Supremo  Tribunal  una  reverente  esposicion 

con  motivo  de  haberse  concedido  á  D.  N ,  abogado  venezolano, 

permiso  para  ejercer  su  profesión  en  los  Tribunales  y  Juzgados  de 
la  Isla.  Consalta  la  Audiencia  á  S*  M.: 

i.^  Si  el  permiso  para  abogar  se  entiende  previa  naturalización 
del  interesado.  2.®  Si  igualmente  se  ha  de  entender  previa  la  incor- 
poración en  la  Audiencia  que  practican  todos  los  abogados  no  recibi- 
dos en  ella. 

El  Fiscal  cree  que  debe  hacer  algunas  indicaciones  del  derecho 
constituido,  respecto  á  todos  los  que  siendo  estranjeros  pueden  ser 
habilitados  para  el  ejercicio  de  una  profesión  científica. 

Dos  medios  hay  para  que  puedan  ejercer  los  procedentes  de  es- 
tablecimientos literarios  estranjeros,  una  profesión  científica  en  Es- 
paña. Consiste  el  primero  en  la  incorporación  de  sus  títulos  en  las 
Universidades  españolas;  el  plan  vigente  de  Estudios  de  28  de  agos- 
to de  1850,  señala  en  su  artículo  54  el  modo  de  autorizarse  esta-in- 
corporacion.  No  es  del  caso  examinarlo  aquí,  porque  reemplazando 
los  títulos  españoles  en  este  caso  á  los  títulos  estranjeros,  se  acornó- 
dan  en  todo  á  las  mismas  reglas  los  que  los  han  obtenido. 

El  otro  medio  es  la  habilitación  temporal  ó  perpetua  que  con  ar- 
reglo al  mismo  plan  y  su  art.  56,  puede  conceder  S.  M.  precedido 
el  dictamen  del  Real  Consejo  de  Instrucción  pública  á  los  profesores 
estranjeros  que  lo  soliciten,  siempre  que  acrediten  la  validez  de  sus 
títulos,  el  ejercicio  de  su  profesión  en  el  estranjero  por  espacio  al 
menos  de  seis  años,  y  el  pago  de  la  cantidad  que  en  cada  caso  se 
señale.  No  sabe  este  Ministerio  público  si  se  habrán  cumplido  estos 

requisitos  con  respecto  &D.  N :  lo  supone,  porque  no  es  de  creer 

que  de  otro  modo  se  le  hubiera  concedido  una  habilitación,  que  casi 
siempre  conduce  á  hacer  de  mejor  condición  á  los  estranjeros  que 
4  los  subditos  de  S.  M.  T  en  prueba  de  ello,  baste  observar  que  es 
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Fraaciá  son  snficieates  tres  anos  de  junspradencia  para  obtener  tt 
títolo  de  licenciado  en  derecho  al  mismo  tiempo  que  se  requieren 
siete  en  España ,  que  es  una  de  las  naciones  en  que  és  más  larga 
esta  carrera. 

Pero  suponiendo  llenas  estas  circunstancias»  naceráii  todavía  las 
dificultades  que  para  el  ejercicio  de  la  abo^cía  suscita  oportuna- 
mente la  Audiencia  de En  efecto,  no  es  lo  mismo  el  ejercicio, 

^r  ejemplo,  de  la  farmacia,  ó  de  la  medicina  que  el  de  la  abogacía. 
El  abogado  no  ejerce  un  oficio  privado,  sino  un  cargo  esencialmente 
necesario  para  la  administración  de  justicia;  no  se  limita  á  postular, 
frecuentemente  se  asocia  como  asesor  á  las  funciones  del  Juez ,  v 
hasta  es  erigido  en  juez  por  la  voluntad  de  las  part^.  0e  aquí 
nace  la  primera  dificultad ;  ¿  pueden  abogar  los  estranjeros  en  los 
dominios  españoles?  * 

Difícil  es  conciliar  el  juramento  que  tienen  que  prestar  los  abo- 
gados en  el  primer  ano  de  su  ejercicio  con  la  sumisión  que  deben, 
ai  son  estranjeros,  al  gobierno  de  su  país.  Difícil  es  también  conci- 
liar el  fuero  de  estraujería  de  que  gozan  los  no  naturalizados  con  la 
dependencia  en  que  están  respecto  á  la  jurisdicción  ordinaria  cuan- 
tos como  letrados  intervienen  en  los  juicios  del  fuero  común  poV  lo 
que  al  ejercicio  de  sus  funciones  se  refiere. 

Estas  consideraciones  hacen  que  el  Fiscal  se  incline  á  que  solo 
debe  permitirse  á  los  naturalizados  el  ejercicio  de  la  abogacía;  pero 
si  el  Tribunal  no  lo  creyese  asi,  deberían  por  lo  menos  limitarse  las 
funciones  de  los  abogados  estranjeros  á  la  postulación,  y  consulta^ 
y  de  ningún  modo  al  desempeño  de  funciones  de  asesor,  de  cargos 
fiscales,  y  de  arbitros  de  derecho.  Debería  además  declararse  que 
en  cuanto  concernía  al  ejercicio  de  su  profesión  no  gozaran  del  fue* 
ro  de  estranjería. 

Si  de  estas  consideraciones  generales,  aplicables  á  todos  los  abo- 
gados estranjeros,  nos  fijamos  en  el  caso  particular  que  há'promo- 
vido  este  espediente,  no  encontrarénv^s  motivo  pat'a  separáriíos  de 
la  regla  general.  El  único  tratado  que  hay  con  la  república  de  Ve- 
nezuela es  el  de  22  de  junio  de  1846,  y  de  seguro  nadie  com- 
prenderá en  la  libertad  de  ejercer  toda  clase  de  industria  el  ejerci- 
cio de  la  nobb  y  distinguida  profesión  de  la  abogacía! 

El  segundo  punto  que  consulta  la  Audiencia  es  de  mas  fácil  re- 
solución en  el  sentir  del  Fiscal.  No  puede  hacerse  al  abogado  «stran- 
jero  de  mejor  condición  que  al  abogado  español;  no  puedei  por  k^ 


'  484"  XlViéTA   DI' LKfilSLAd&f. 

taniíó  dispensársele  coa  jií^ici^  dé  tó  que  áe^e  se  W'exige,  ^mu- 
cho menos  de  cuanto  conduce  &  acreditar  qne  és'abogádo. 

Al  fiótüizar  este  informe  debe'el  Fiscal  Itámar  la'áténSoD 
de  V.  A.  hacia  lo  que  al  concluir  la  esposicion  á  S.M.;'áfé4%v^ri- 
bUDalei^ponente,  que  ensuleallad  preí^ágía  males  aé'tíaícéadtUDCta 
con  semejaDtes  concesiones,  especialmente  en  las  phíTÍnÉías  aéTll- 
tramar.  I  que  e^tos  presagios  tienen  fundamento,  no'pnede'pUlcrse 
en  duda.  Desde  el  día  en  que  los  abogados  estra^njeros'  ^en'irilfD  & 
España  á  ejercer  su  profesión,  está  andado  gran  parte  del  'camin» 
para  que  los  españoles  vayan  á  aprender  la  jurispriidenciaeVéfes- 

tranjero,  y  esloes  más  fácil  aun  en  donde,  como'lén^ 'ko'Miay 

universidad  literaria.  Ciián  daríoso  puede  ser  estoá  la  coíí^va- 
cion  de  tas  provincias  ultramarinas,  cüán  perjudicial  á  la  filena 
administración  de  justicia^  cuan  funesto  para  nüfe'^trias "Üi'riirela» 
es  por  demás  encarecerlo.  Si  es  conveniente  que  lajiiventiid  espa- 
ñola  se  eduque  en  España,  esto  sube  mas  de  punto  cuandé'se'^frata 
de  las  pro\  incias  ultramarinas  y  de  la  ciencia  del  dyrtttí(i,  que'ljajo- 
el  punto  de  vista  práctico  y  nacional  solo  en'los  doininiosífé'Ésp!^ 
serd  bien  entendida  y  estudiada. 

En  eale  seiilido  cree  el  Fiscal  que  debe  informar  V.'  A.  dPele- 
var  al  Gobierno  la  espósicion  de'lá  Audiencia,  6  cómo  estiale'tt^jor. 
-Maánli  «"aeTelirero  de  Í856. 

fiwu  de  li  Seru. 


DERECHO  PÉÍVAL. 

£1'  me  no  devuelve  um  cantidad  recibida  i  cáXidai  dé  depótito 
siti  ólfip  /tírtnoíiáad ,  y  lo  confi^ua  en  escritura  piífelfca,  'ipue^  ter 
procesado  crtniinalmeníe  por  noaetiolverlaí 

^a)  es  la  cuestión  iniciada  por  Vds.  en  sn  apteciaUe  RbVista 
oknÜbal'si  Lsgíslacion't  luRis'ntDDSNCiA ,  7  en  séntMo  ne^tivo 
resuella  eó  la  entrega  del  ultimo  mes  de  noTiembre',  pero  á  lacua) 
me  péfmitíí^  su'bondad  fiacer  observaciones,  indicadas  porTds.  an- 
tícipádiáfente ,  y  cuál  lodas  lasmiias ,  sometidas  á  su  ilustraido  crí- 
ttí». 


OMaadot  9pmfi  I«8'  exagera()09  ijf^c»  y.  g^nyit^  eseesin^  4 
tiue  Yds.  se  cQQ^aen ,  que  justameiJLte  re|iroejbaa  ;  considero  aje* 
ñas  de  las  bueoas  ooociencias  y  de  la  ley /de  14  de  marzo  dff  iS56, 
dísB9i&i(fioa  aér^pi^fUe  permisiva ,  redacíendo  d  contri^  dentro 
de  Iq^  verdadero^)  líóútes »  entiendo,  qne  deb¡e  tener  bi^r  jel  proce^ 
dimíento  criminal  en  el  caso  de  insolvencia  indicada,  bien  se  consi- 
dere como  mutuo  ó  préstamo ,  bien  como  ^depósito  ú  otro  contrato 
análogo,  ya  se  crea  q^e,  tuvo  tugar  por  él, la  tn^lacion  de  dominio» 
ora  ^  niegue  que  baya  habido,  concesión  dominical;  porqufi  dos  cla- 
ses de  valorefi  se  hallsm  en  tpdo  numerario  comprendidcj^,  uno  el 
valor  cQQcretp  cou  las  formas^  modificación,  eti^;  otro,  el  valor 
abstracto ,  ideal,  estríoseco  á  la  moneda,  valores  fijo  éiatransití- 
To  éste,  movible  y  tc^slatjvo  aquel ,  á  di^sicion  d^l  deuc^fur  el  prí'- 
meco,  como  lo  es  del  acreedor  el  segundo. 

Bayo  este  concepto ,  pjaes,  es  q^e  el  CódigQ  peiial  castiga  toda 
distracción  de  cantidades  y  valores ,  ora  se  verifique,  con  violencia 
(art*  431),  ora  se^  con  spjo.  ánimo  de  lucrar  (art.  43*2) ,  bien  usur- 
pando (art,  440),  bien  alzán4Qse  con. sus  biejj^es  en.pprjuicio  de  sus 
acreedores  (art.  443,)  ya. sea  constiti^yénd^Oise  ^^gno'en  iosolveí^- 
cia  p^r  ocoltaoioUj  ó  ei)iijenacion  maliciosa  (art.  44§j| ,  como  ¿éfirau- 
daq^do  las  sustancias,»  cantidades  ó  calidades  de  las  cosas  de()i- 
da»(art.  449),  ó,  por  último,  apropiái^dose  dinero  ii^  olidos  efectos 
recibidos  en  deposito,  c9miÚ9A^  administracip;^,ú,,otro  tj^([)|p  obli: 
gal^io,  según  el  art..  4S2. 

Isí  que,  no  pudiendo.  los  particular^^  coqjf^  Yds.  di^n  muy 
bicA,  alterar  ni  cambiar  e)  derecho  p4b|ico,  no,e$t^dp  á  su  arbi- 
trío  tampoco  modificar  al  menps  susmng^^ljoj^te  el  usq  y  concepto 
de  ios  espresadQS;  valores ,  es  forzoso,  cpnvje^ir  ej^  que^.si^po  por  un 
artíGulo,  por  otro,  deben  reputarle  penadas  la^.  9^>ii^{0|p jreferjidas  , 
quei  caen  precisamente  bajo  la  acción  criojuial  y,  sus  oef^sor^s  ^^ 
guaffdadoies  legales,  alípawr^per  si^  la  níen^rc^ud^L,  aí^^ 
abolida  la  prisión  por  deii(i|as,  con  razq^iiyape^^i^ppr  Yds^,  m.e^ 
diando  bechos  vilnpe^fabies. 

¥  no  ppdia  ser  de  otra  manerfi ,  atendido  el  e9B(rit^,ig[^^,pj^esi^ 
dio  ¿  la  redacción  del  CiidigP  ci^do,  sj  la.,propÍ94^y  4Qf^^08 
privados  han  de  quedar  i  salvo  ppr  comj^^ :  e/ci  n^al.  bqr%saldrj^ 
á  i«2  el  capital ,  palanca  del  co^^er^ip  y  ^jj^io,  egpa^  4(i-1^  <^^4^* 
tria  y  agricultura.,  si  hubiera  (^  sffpe^gij^j  pn(j[^  IjM  9JDfmos  de 
nn.dftiidoit,  4  btúolaft»FWrwt^yiqrjmM4«&.!^^  ^- 
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wlvtúité ;  asi  lo  ha  saneionádo  la  moral  publica ,  y  mas  que  todo,  ta^ 
prescrípcioiies  religidsas  qae  tradncea  en  Tobo  y  defraadacion  la  di- 
lación misma. 

Sírvanse  Yds.  ahora  añadir  lo  que  gusten  en  vista  de  esto  á  su 
afectísimo  atento  S.  S.  Q.  B.  SS.  IBI.— Joaquín  Manuel  de  Monír. 

fiecordarán  nuestros  lectores  qué  en  las  páginas  de  La  Revista  ni 
tlírecta  ni  indirectamente  hemos  sostenido  que  no  fueran  penables 
los  actos  comprendidos  en  los  artículos  del  Código  penal  á  que  se 
refiere  nuestro  ilustrado  suscrítor  en  las  observaciones  que  prece- 
den. Lo  que  hemos  sostenido  es'  que  el  mutuario  que  no  está  obliga- 
do á  restituir  la  cosa  que  recibió  porque  la  hizo  suya»  cuando  no  de- 
vuelve otro  tanto  del  mjsmo  género,  no  puede  ser  criminalmente 
perseguido  por  esta  falta  de  cumplimiento  del  contrato:  lo  que  he- 
mos sostenido  también  es  que  cuando  se  dan  cosas  fungibles  por 
cuenta,  aunque  se  diga  que  es  en  depósito,  no  hay  verdadero  depó* 
sito  sino  un  simple  mutuo,  lo  que  creemos  haber  demostrado  con 
las  leyes  de  una  manera  concluyente  á  nuestro  juicio. 

A  estas  cuestiones  son  absolutamente  ajenos  los  artículos  det 
Código  penal  que  se  refieren  al  robo,  al  hurto,  á  la  usurpación,  al 
alzamiento  de  bienes  con  perjuicio  de  los  acreedores,  á  Jas  quiebra» 
é  insolvencias  punibles,  y  á  las  estafas  y  á  los  demás  engsmos  que 
con  la  estafa  tienen  semejanza.  Si  por  parte  del  mutuario  que  ha 
recibido  como  depósito  lo  que  en  rigor  solo  y  esclusivamente  es 
préstamo  mutuo  según  el  precepto  terminante  de  nuestras  leyes  hay 
alguno  de  los  engaños  penados  en  la  sección  segunda,  capítulo  IV, 
título  XIV,  libro  II  del  Código  penal,  no  hay  duda  que  deberá  ser 
juzgado  y  cas^gado  con  arreglo  á  sus  prescripciones;  pero  estoserá 
por  la  estafa  ó  por  el  engaño  que  comete  y  concurriendo  todas  las- 
circunstancias  que  requiere  el  mismo  Código  para  que  su  acción  sea 
reputada  como  criminal:  pero  mientras  ninguno  de  los  hechos  es- 
presamente  señalados  en  el  Código  puedan  imputarse  al  mutuario  y 
solo  se  pretenda  aplicarle  lo  que  del  depositario  que  no  restituye 
dice  la  ley,  nosotros  continuaremos  sosteniendo  con  esta  que  no  hay 
semejante  depósito;  que  lo  que  el  Código  dice  del  depositario  que 
indebidamente  retiene  la  cosa  depositada  no  es  aplicable  al  mutua- 
rio, por  mas  que  los  usureros  quieran  dando  á  las  palabras  una  sig- 
nificación anti-legaly  convertir  á  la  ley  en  instrumento  de  sus  mez-^ 
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quiímsf  arterías;  que  lo  que  se  hace  en  fraude  de  ia  ley  no  puede 
aprovechar  al  que  asi  la  quebranta;  que  no  está  en  arbitrio  de  hi. 
parlicuiares  erigir  en  delitos  los  actos  á  que  el  legislador  no  señala 
pena;  que  ninguna  pena  establece  contra  el  mutuario  que  no.resti- 
laye  otro  tanto  de  lo  recibido,  tal  vez  porque  cree  que  esto  está  bas- 
tantemente prevenido  ó  reprimido  por  la  ley  civil,  y  por  último  que 
fimdándose  en  razones  de  analogía  no  puede  la  ley  penal  llevarse 
de  un  caso  espreso  á  otro  por  inducciones. 

No  se  crea  por  esto  que  somos  partidarios  de  la  lenidad  de  nues- 
tro derecho  actual  respecto  á  los  deudores  insolventes:  hemos  indi- 
cado ya  nuestra  opinión  respecto  á  este  punto  en  el  número  de  La 
Rbvista  á  que  alude  nuestro  distinguido  suscritor:  creemos  que  no 
podrá  dejarse  de  tomar  en  consideración  la  necesidad  moral  que  tie« 
ne  el  país  de  evitar  los  escándalos  repetidos  que  todos  los  dias  pre- 
senciamos de  hombres  que  sobre  la  ruina  de  sus  acreedores  levantan 
su  fortuna:  creemos  por  último  que  no  basta  en  el  estado  actual  de 
nuestra  sociedad  castigar  la  insolvencia  fraudulenta,  sino  que  es  ne- 
cesario que  el  legislador  busque  por  otros  medios  que  los  penales  y 
sin  salir  del  orden  civil  reprimir  á  los  insolventes  á  quienes  no  pue- 
de echarse  en  cara  un  hecho  criminal,  en  el  sentido  riguroso  de  la 
frase,  pero  sí  actos  que  desdicen  de  la  probidad,  buena  fé,  circuns- 
pección y  virtudes  á  que  todos  tienen  la  obligación  moral  de  arreglar 
su  conducta. 

Los  Directores  de  la  RevisU. 


"  1 1    —t»^» 


iQiLépena  debe  imponerse  por  la  simple  entrada  de  ganado  la- 
nar en  sitio  vedado  ó  heredad  agena,  cuyo  dueño  no  lo  permita;  lo 
mismo  que  referida  la  suposiríon  á  ganado  cabrio  y  heredad  no  ar- 
boladat 

El  punto  respectivo  al  ganado  lanar  y  cabrío,  bajo  el  aspecto 
de  la  penalidad  en  el  caso  indicado,  adolece  en  el  Código  de  un  de- 
fecto que  muchos  habrán  notado  sin  duda,  y  sobre  el  cual  voy  á 
escribir  unas  cuantas  líneas,  proponiendo  la  solución  que  me  ha  pa- 
recido mas  lógica,  y  que  he  dado  siempre  en  las  varias  consultas 
que  se  me  han  hecho  por  diferentes  alcaldes* 

Consiste  el  defecto  en  que  siendo  respectiva  á  otro  caso  la  pena- 
lidad establecida  para  el  que  ahora  se  trata,  el  legislador  padeció 
un  iíivoluntario  estravío,  viniendo  á  señalar  como  término  de  la  re- 
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feren'cia  un  artícuío  ó  precepto  ^enal  de  aplicacioii  itafloklfrfé  U  fle- 
cho ó  falta  de  ^e  se  estaba  ocupando. 

En  efecto,  habiendo  peniado  con  multa,  y  ^j6  tipíos  áMoMos, 
los  da7os  dé  mas  de  dos  duros,  catusÉdós  en  heredades  ajenáis  por 
el  giááado  vacuno,  caballar,  mular,  asttal  j  cáblrto  (téníéMo  en  el 
úlffmo  caso  la  heredad  áfbbládo)  detériiliná  en  segikida  blaLJO  un  trp» 
reláiivo,  qde  éíá  el  importé  del  daño,  la  mdlta  córféspondienle  al 
que  causare  el  ganado  lanar  en  cualquiera  heredad,  como  aljpitOGe- 
deñte  así  bien  del  cab'Ho,  careciendo  de  árbbleá  la  herediM  invadi- 
da ^r  él  (ar(.  487).  Pasando  de  aquí  á  ocuparse  (488)  deb  siflipie 
entrada  de  veinte  ó  más  cabezas  de  ganado  eoí  sitio  vedado  ó  here- 
dad a}éna,  establece  qiíe  siendo  aquel  lauat  ó  cabrío  (con  igual  Mi- 
po^ítíon  de  sitio  sin  árboles  por  lo  cfue  hace  al  segundo),  se  esté  á  to 
dispuesto  en  el  art.  496,  ciaalquiera  que  sea  el  número  de  cabé2a9 
ó  i^ses.  Piíes  bien:  prescribiendo  este  üttímo  aiticulo  que  «el  ddeno 
dé  ganados  que  en  tiraren  eü  heredad  ajena,  y  causaren  daño  que 
na  pasase  de  dos  duros,  será  castigado  con  uüá  ittttlta  don  arre-* 
gló  á  la  escala  del  art.  487  en  su  grado  míniího»  ¿qué  multa  sé  im- 
pone en  su  respectivo  caso  por  la  simple  entrada  del  gáiMo  lanar 
y  báBHo,  cüáádo  él  art.  487,  térúirino  dé  la  refétiencia'étt'  él  t>^nto 
en  cuestión,  señala  como  basé  pái^a  lá  multa  el  importe  de  ün  daño 
qub  no  se  dá  éá  la  hifíótésis  en  ((ue  estamos?  ¿Ghál  es  él  mínimum 
de  esa  multa,  cuyo  tipo  no  existe? 

Resultando  pt)r  coUseéüéhcia  nó  estar  castigado  el  hecho  de  que 
ae  trata,  en  el  rigor  del  derecho  escrito  y  de  la  ciencia  penal  poikia 
muy  bien  sostenerse  que  no  constituyendo  aquel  una  falta,  serán 
otros  tantos  casos  de  absolución  cuantos  quiera  que  de  la  especie 
indicada  se  propongan^n  su  respectivo  juicio  verbal  criminal. 

£1  derecho  escrito  no  puede  estar  mas  esplícito  sobre  este  parti- 
cular: cEs  delito  6  falta  (dice  el  Código  en  su  primer  artículo)  toda 
acción  Ú  oilíision  voluntaria  peñada  por  la  ley.»  l^onde  no  hay  péha, 
no  "hay,  piies,  delito  ni  falta.. 

Lií  ciencia  jurídica  proclama  á  su  vez  qué  n'o  cabe  poV  vía  de 
intétprétácion  é^ábfec^r  úáa  penalidad  nb  marcada  en  las  íéyes, 
nilíeVár  rda¿  allá  cte  ^d^'  casos  la  yá  preñíjadá.  La  absolución  es  por 
tanto  el  término  preciso  á  qué  hay  c(ué  vehiY  á  ptihi  en  ÍÉt^  men- 
oioííiak  ¿i^téál 

tt)  >  Án  émí)áf gó .  kciÍ¿Si^o  esk  ^ápoá'óion  y  ésa  máxiiüa  que 
la'^üitianíd^  fti  ñwMíi  cMsagtán,  nb  quiero  exajerárt^  tá¿to. 
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qoe se  llegae  con  ellas  á  un  estremo  ridículo;  porque  ridiculo  es 
todo  lo  que  traspasa  derto  línule  racioaal  y  prudente ,  á  que  se  su- 
bordinan también  muchos  axiomas  jurídicos ,  por  universales  y  ab- 
solutos que  nos  parezcan. 

GkufeidD  yo  teoflo  k  conficdon  iaüma^  doi  qn»  m  voy  ¿  orear 
una  penalidad  arbitraria ,  sino  ¿  desí^ubrir  la  que  tiene-fijada  el  Có- 
digo, oculta  tras  una  errata  de  escritura  ó  imprenta,  no  me  deten- 
go^wM  ese  augusto  prnid^  que*  veda  la  inlerpretaeion  estensiva 
enlH^sétttido  níaniTéstádo ,  porque  crieo  que  el  invocarlo  en  un  caso 
cofttol^te,  no  seria  enaltecerlo ,  sino  degradarlo  y  ponerlo  á  nivel 
de iHift  á^^cia' ó  tranquilla  escolártioa.  SI  éñ  defensa  partieular 
podMa  «diflUirse;'  la  dcfnéiá  d^  mMtéiclúy  tnftade  el  caso  en  abs- 
tracto. 

¿Wft  <niá}  es,  en  fin,  e^  resjpcinsábiltdad  pecuniaria  que  por  vía 
de'f9nft'<Mfrefilpotidé  énf  el  cttso  ett  cuei^tiiM?  La  que  tiene  prescrita 
el  iítd  41^7 ,  qtfe  es  la  verdadera  ^eTerewáia  del  488.  Hé  ahí ,  pues, 
la  equivocación  del  Código ,  oditio  de  elto  cOuve^aoen  dos  poderosos 
mdlSVost  1;^  que'  refiriéndose 'aquel  á  un  artícuhy  posterior,  que 
deMTháblatr  dé  gataádos^  y  no  h&biéndo'en  eisfó  caso  ma^  qtie  el 
4dB  y  eT  497,  necesariamente  ha  dé  ser  este  dlthno,  por  no  hallar '- 
se  lá'  debida  coágruencia  en  el  oti^o:  S.^,  que  la  primitiva  edición 
oficial  establecía  la  referencia  á  esa  propia  disposición ,  contenida  ^ 
entonces  con  las  mismas  palabras  en  el  afrt.  484,  asi  como  la  del 
hdV  488  era  en  aquella  edición  el  precepto  testifti  del  475 ;  corres- 
po^defaciá  que  sé  ádviette  tattbienen  la  inversión  de  artículos  que 
ocásfóbS  la  réformisi  dé  21  dé  setiembre  de  1848,  según  la  cual  él 
hoy'488  sé  hizo  478 ,  pasandé  á  selr  hoy  487  el  acthal  497. 

6bn  cuyas  observaciones  me  persuado  de  que  sin  temor  alguno, 
sin  sóbré^atto  ni  réttiíordiniientos,  pcfdrá  apticafse  et  aft.  497  coma 
refSéétíciá  tegitiína  del  488,  ^etn^  que  se  trate  de  la  simple  en- 
trada de'  ^ñádo  lañar  en  heredades  ajefiasi  cuandi»  no  es  permiílido, 
loÜDÍfsiMó  que  respectando  ei  éaso  á  gbtiaétf' éabrfo,  pe»o  no  teniendo 
la  fiéirédád' árbdiádcl.  Yo  poir  lo  níeno^  quedo  muy  tranquilo  con  la 
solución  (^é  acabo  de  proponel".  ni  H' evMí^  éébe  darse  por  ofen- 
dida, ni  habrá  nunca  otra  calamidad  que  la  de  medio  á  cuatro  d«- 
roldéloÉMíta. 

Seá¿  como  esa  todas  la$  vejaciMbs  é  injusticias  que.  sufran  los 
htfnibrés. 

José  Ams  iríM. 
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iPuede  abligane  á  tai  lüigánte  ausente  á  que  eomparezea  á  jii- 
rar  posManes  m  el  juxgado  del  juicM 

La  historia  de  nuestras  leyes  y  los  principios  que  dominan  en  la 
de  Enjuiciamiento  civil,  manifiestan  de  una,  manera  indudable  cpie 
no  puede  obligarse  á  un  litigante  ausente  á  que  comparezca  á  jurar 
posiciones  en  el  juzgado  del  juicio,  sino  únicamente  á  declarar  en 
cualquier  estado  de  jíste  y  ante  el  juez  del  lugar  en  que  se  en- 
cuentre. 

El  párrafo  4.''  de  la  ley  ü,  tíL  i.^  libro  4.''  del  Código  romano, 
decia  que  el  litigante  ausente  que  tuviere  procurador  en  autos,  pe- 
dia jurar  fuera  de  la  provincia  del  juicio ,  ó  en  el  lugar  dopde  se 
encontrase ,  si  el  juez  lo  estimaba  conveniente. 

Las  leyes  de  Partida  aceptaron  tacflbien ,  aunque  de  una  manera 
mas  general,  este  principio,  y  en  la  22,  tít.  11  de  la  5.^  al  designar 
las  personas  que  no  están  obligadas  á  prestar  la  jura  ante  el  juez 
del  pleito,  señalan  entre  otras  al  litigante  que,  por  no  querer  venir 
por  si  á  él,  tiene  procurador. 

Pero  donde  esta  cuestión  se  resuelve  de  una  manera  mas  esplí- 
cita  y  mas  terminante  es  en  la  ley  22 ,  tít.  8.°,  Partida  3.^,  cuando 
dice:  c Que  si  el  principal  del  pleito  fuere  en  el  lugar,  mandamos 
>que  el  juzgador  lo  apremie ,  é  le  faga  venir  á  responder  á  las  pre- 
«guntas  ante  sí.  O  si  fuere  á  otra  parte,  do  haya  otro  juzgador^ 
>debe  mandar  escribir  las  preguntas  que  ficieron  antél,  é  embiarlas 
iiselladas  con  su  sello  al  otro  juzgador  en  cuya  tierra  es  aquel  que 
«quieren  preguntar,  rogándole  que  constringa  al  señor  del  pleito, 
»é  le  faga  venir  ante  sí  é  desque  hubiere  recibido  la  jura  del ,  que 
9 le  faga  responder  á  las  preguntas,  é  que  le  embie  las  respuestas 
«escritas,  cerradas,  selladas  de  su  sello.  E  el  juzgador  que  recibie- 
re la  carta  del  otro ,  mandamos  que  sea  tonudo  de  lo  facer  asi  como 
«uno  es  dicho. » 

En  esta  ley,  pues,  no  solo  se  resuelve  de  una  manera  negativa 
la  cuestión  qqe  nos  ocupa,  sino  que  se  establece  el  principio  de  que 
el  litigante  ausente  no  pueda  ser  apremiado  á  jurar  posiciones  mas 
que  ante  el  juez  del  lugar  en  que  se  encuentre. 
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h$e  leyes  wicapytodft»  no  obligltrDa  tampoca  al  litigante  ausente 
á  persMiarBe  aóte  el  juez  del  jaicio  j^a  evacuar  las  posicioues,  sino^ 
que  dejaron  i  la  voluntad  del  contrario  que  el  procurador  con  pen- 
der espeokl  las  contestase ,  ó  que  lo  hiciera  el  mismo  reo  ante  las 
justicias  del  lugar  donde  estuviese ,  como  resulta  de  las  leyes  2/ 
y  3/,  tít*  9«®,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  compilación  en  parte  de  nues- 
tra» antiguas  leyes,  aceptó  implícitamente  la  doctrina  de  las  Parti- 
das cuando  en  el  art.  292  dijo:  c  Que  todo  litigante  estaba  obligado^ 
üá  declarar  bajó  juramento  en  cualquier  estado  del  juicio,  contesta- 
ida  que  sea  la  demanda  hasta  la  citación  para  definitiva ,  si  así  h> 
» exigiere  el  contrario.» 

La  ley  no  dijo  que  todo  liti^nte  estaba  obligado  ¿  comparecer 
personalmente  en  el  lugar  del  juicio ,  sino  á  declarar  en  ettalquier 
estado  del  pleito;  y  esto ,  lo  mismo  lo  puede  verificar  ante  el  Juez 
que  conoce  de  él,  que  ante  el  del  lugar  donde  se  halle,  puesto  que 
el  juicio  está  en  suspenso  hasta  que  se  evacúen  las  posiciones. 

Si  la  ley  hubiera  querido  que  la  jura  ó  las  posiciones  solo  se  pu- 
dieran tomar  ante  el  Juez  del  pleito ,  no  habría  dicho  tan  solamente 
que  todo  litigante  estaba  obligado  á  declarar  jen  cualquier  estado 
del  juicio,  sino  á  comparecer  personalmente  ante  el  Juez  de  él,  por- 
que pudiendo  tener  lugar  lo  uno  sin  lo  otro,  habría  tenido  cuidado 
en  ser  mas  precisa  en  sus  términos,  y  en  no  dar  motivo  á  una  inter- 
pretación contraria  á  lo  que  quería  establecer.   . 

El  articulo  293  dice  que  el  que  ha  de  ser  interrogado  será  cita-^ 
do  con  un  dia  de  antelacioa  tan  solamente,  y  por  lo  tanto,  esto  quie- 
re dar  á  entender  también,  que  aquel  ha  de  estar  en  el  lugar  del 
Juez  que  le  ha  de  interrogar,  porque  de  otro  modo  seria  inútil  la 
citación. 

'  Si  el  pensamiento  de  la  ley  hubiera  sido  que  el  litigante  ausente 
compareciere  á  contestar  las  posiciones  ante  el  juez  del  pleito ,  le 
habría  señalado  un  término  para  ello  según  la  distancia ,  como  lo 
hizo  el.  ai^tíciib  229  para  presentarse  en  juicio;  y  no  hubiera  esta- 
blecido el  principio  absoluto  de  qi^e  su  comparecencia  había  de  ser 
precisamente  al  dia  siguiente  de  la  citación;  mucho  mas,  cuando  no 
habiendo  óbUgado  á  los  litigantes  en  ningún  caso  á  comparecer  per- 
sonalmente enjuicio,  sino  á  verificarlo  tan  solo  por  medio  de  procu- 
rador,; era  mas  probable  que  no  se  encontrase  en  el  lugar  donde  se 
se^uiaaquel. 
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La$  posteione»)  cm«>  el  eiámea  de  los  testigos  Mseiteá  ^  petle- 
neceü  áesa  clase  de  díltgencías  que,  no  padiendo  practicarse  en  d 
partido  áofide  se  sigae  el  litigio,  tienen  que icónieterse  precisamente, 
segon  lo^  urtfedlos  Sé  y  312  de  la  tey  de  Enjniciamieiito,  al  Jness  de 
aqiiel^  en  <}ue'lián  de  ejeentjH*8e. 

Si  esto  no  fuese  cierto,  y  las  posioiones  túniéseii  qoe  coatestarse 
praíimmeñteiíMt  el'Jnezque^ conoce  del  faksio,  él  litíganie  de  tnabí 
fé  tendría  siempm  nn  arma  terrible  •en  sus  manos  para  cansar  en  la 
luciHt'  á  su  oostíwriOé 

Llets  posiciones;  qoe  ge&erakntnfta  son  nn^medie  dé  alargar  los  li- 
tigios y^  de  prolongar  los  lénninos,  serian  enlonées,  no  solo  un  buen 
recurso  para  conseguir  esto ,  sino  un  resorte  paraiUegar  á  alcanzar 
en  unoi  «reusaecton  le  que  düfeilmente  se  lograría  en  uña  decisión  de 
dentoho^ 

SI  libante  ansente  tendría  q«e  abandonar  sus  negocios  y  sus 
maau^rOs  ittieFeseB  para  irse  á  residir  en  el  paotido  en  qué  cualquie- 
ra le  prométese  un  pleito,  ó  tendriai  que  acceder  desde  luego  ¿  la 
demanda  si  queríar  evitar  mayores  pérdidas. 

Las  posiciones,  en  fin,  darian  pábulo  á  la  estafa;  y  serian  el  des* 
crédito  de  la  justicia^ 

Oreemos;  pues,  que  con  arregle  k  los^prec^tos  legales^  y  á  lo  que 
aconsie}»  la  esperíencia,  no>pue(te  obligarse  á  un  litigante  ausente  á 
quevcom|»«pezCa  á  jurar  posioiones^  en  el  juzgado  del  juicio,  sino 
únicamente  á  declarar  en  cuai^íer  estndo^^^  él  y  ante  el  luez  del 
lugar  donde  se  encuentre. 

T^lésforo  Gvmez  Rttdrísoez. 


MJl^llCliálOMTO  mil, 

I    iH      lili 

iPl  reconQcimientQ  (5  confesión  que  se  presume  por  la  ley¡,  traen 
ej^Qi^n  Ofiarej^^a'i 

£1  ai^.  OM'de  la  ley  de  Bnjnícíainiealo  citii ,  dá  apu^ejada  eje« 
cuoSéná  cualquier  decumentoprivado^ue  haya  sido  reeonoeído  bajo 
jummenco  ante  aniCdrídad  Jo^^smA,  y  á  la  eopfesíut  hecha  ante  Jneia 
competente.  Para  conseguir  el  reconocimiento  ó  la  confésiop'eiiiii. 
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cáio»  yipreporarooii  dbidftaedbMeaiHmj^l'arl.  949  dQ.lanvima 
ley  ocmñáé  al  aoreeáor  el  detoche  de  pedir  qoe  se  pradímoea  latidi- 
Mgenoias  jadieialeg  Beoesarias^jé  iíifQ9»úJmzh  obligacioq  de^or- 
dénar sti^fealizaeíen. Latey citeda»  UDtóea(esleYrtíoiilt>^iMMiea 
el'sigvieiite  943,^  parte  dd  supaesto  de  «qoedi  deudor  coio|)affeee  y 
re^oAooe  á  niega  sii  firma^:  confiesa  ó  n^ega  la  deuda;  pem  álail»ve- 
eesloS'dUigaflos^^apeláa'  ánalnedio^deresiate^Gi^  pafiiir%rQOi|re- 
sentándose  ante  la  autoridad  judicial  que  les  ha  mand9d^)Q«9ipa- 
recer.  ¿Podrán  en  este  caso  aplicarse  las  disposiciones  que  para  el 
juicio  tiratíat%1&^táfelécfé1d'a^/'29^  segunda  citación  no 

compareciese  el  deudor  á  declarar,  aun  habiéndoles  hecho  la  con- 
minación de  tenerle  pui  umfcsi^pui  su  rebeldía,  y  hecha  solemne- 
mente esta  declaración,  notificándosela  debidamente  y  no  recla- 
mando de  ella  en  el  téfñffiifí^9&^^co  días,  ¿podrá  considerarse 
el  documento  como  reconocido  y  la  deuda  como  confesada  en  cuan- 
to al  ^j^^eftsid  dii^l^^e^W  éjemi^a?  ílñ^di^  líolieitat^  el  kanda- 
miekito  áeejeetlctoii?  ¿Deberá  de»paekar9e?-^Jo9i>  VAi<v«)ft)^. 

• 

Solólos  Únltt^qté'fS^í^MÉié^  mmer^^éú^  artí'áolo  941 
de  la  lej  Aj  Eojüiciáiüíétito  citil  traen  ápatejadaéjecucioffí^íluez 
no  puede,  á  nuestro  júiciolp'm'  i^a^one^' de  induebion  ó  analo^;  es- 
tender de  un  caso  á  otro  el  pfrfecepto  de  la  '!cy,  ni  ferílar  sw'ltítí'a  á 
titulo  desairar  sü'éspMtu.  El  jitício  éjfecüliVo,  por  lo  mhmo<*que 
es  tan  rápido,  por' lo  nihmo' qué 'comienza  por  embargo  dé  bienes 
y  que  afecta  tan  'grÜTetoefeteá'átittcllos  (»nlhií  qufeneá  se  éritiíbla, 
no  debe  llevarse  mas  áflá'dé  los  casos  en*  que*  esplic!(alnentese^fialla 
autorizado. 

Ni  se  crea  que  seria  cónfomíe  cen  d^^íritu  del  éiíado'^ttfculo 
hacer  éstensíTa  du  disposición  al  tjaso  <;otísultado.  La  ley  cóücéde  la 
vía  ejecutiva  fundándose  en  que  ciertos  doctrmé'nto^  de  cuya'atften- 
ticidad  no  hay  al  parecer  duda  ó  ciertas  declaraciones  de  uMüfliví» 
dúo  dadaá  p^laditíatíienté' cbntra  sí  llévatela  éo¿yiccion*séguií^ por 
regla  geneilal  de  que  es  efectiVá  la  deuda.  La  confesión  q«[e^'«b  se 
presta,  pero  que  por  aétos  del  interesado  se  supone,  no  fiefáe  la 
misma  fuerza:  la  ley  solo  adiÉite'^e6ta  presufi<?ion  para'  loseféctos 
de  ia  prueba' deüfriodéMéftníao'seSalado^ para  hacerla:'  asi,' ^y^solo 
así,  ÁUtorisa  ai^Otaáií^^pára'deQiMráar  p(»r«diM%ddaliid^OGimpar^^ 
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«  d  que  rehtisé  deebrár  6  pefsieta  mmf^  i«i|ii>tiér  tfmalha  á 
negativame&te,  á  pesaír  del  apercaÉÉknrtvque  se  le  hájra  hectid;  y 
deja  salvo  el  reeurso  ée  apehMÉNi  af  (forsecree  agraviado  ooii  ésta 
provideneia.  Todo  lo  (foe  m  ¡med^  conceder,  paes,  á  esta  declara* 
eion  del  Jaez,  es  el  cttrMer  de  uta  confesión  tácita^  ó  por  mejor 
decir,  de  mía  coafesíon  presnnta,  y  la  vía  qecntíva  solo  se  dá  por 
la  confesk»  real,  egresa  y  prestada  en  juicio  con  la  solemnidad  de 
doiccito. 

Lm  DíreeUns  it  la  Revista. 


Otorgado  en  segunda  instancia  el  recibimiento  á  prueba  por  una 
4e.las  causas  egresadas  en  el  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
4ivil,  ¿podrá  utilizarse  el  témUno  concedido  para  hacer  prueba 
sobre  otros  estremos  no  comprendidos  en  el  mismo  arliculot 

Para  que  la  prueba  proceda  en  segunda  instancia ,  según  el  ar- 
tículo 869  de  la  nueva  ley  de  procedimiento  civil,  se  requiere  que 
exista  cualquiera  de  las  tres  causas  que  en  aquella  disposición  se 
enumeran.  Mas  se  ofrece  la  duda  si  otorgado  el  recibimiento  á  prue- 
ba, por  existir  alguna  de  ella^ ,  las  partes  pueden  utilizar  esta  di- 
lación para  practicar  al  mismo  tiempo  algunas  otras  diligencias 
sobre  otros  estremos  jde  los  no  espresados  en  el  citado  artículo ;  ó  si 
necesariamente  se  han  de  reducir  todos  los  medios  que  se  empleen 
á  los  puntos  que  dieron  ocasión  al  recibimiento,  por  estar  compren- 
didos en  uno  de  los  tres  casos  aludidos.  Mas  claro:  el  art.  869 ,  an- 
tes citado,  ¿debe  servir  de  punto  de  partida  solo  para  abrir  ó  negar 
«el  término  de  prueba,  como  parece  inferirse  de  sus  propias  pala- 
l)ras  que  se  refieren  solo  al  recibimientOf  6  una  vez  otorgada,  ha  de 
ser  la  base  de  las  articulaciones ,  no  permitiendo  á  las  partes  que 
prueben  otros  estremos  que  convenirles  pudieran ,  y  acaso  se  omi- 
tieron en  la  primera  instancia  por  error  ó  descuido  de  sus  directo- 
res, ó  por  otras  causas  cualesquiera,  que  no  sean  las  enumeradas 
lestuabnente  en  aquella  deposición  legal?  Cuestión  es  esta  de  suma 
importancia  que  diariamentj»  se  ofrece,  y  en  que  hasta  hoy  ^  oh- 
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serva  diversa  jorisprodencia  y  que  reclama  uoa  solución  definitiva; 
pero  entre  tanto  ¿caál  parece  la  ayitaceptableT-^osi  YáLviani. 

Contestaekm. 

El  adagio  jurídico  vigilarUibus  jura  sucurrunt  es  muy  digpo  de 
tenerse  en  cuenta  siempre  que  se  trata  de  procedimientos  judiciales^ 
y  mas  cuando  corren  térifiinos  fatales  cuyo  lapso  trae  irreparables 
perjuicios  á  los  que ,  interesados  en  aprovecharlos ,  dejan  que  tras- 
curran sin  usar  oportunamente  de  ellos.  La  negligencia  ño  puede 
servirles  de  disculpa,  porque  para  utilidad  general,  para  que  los 
pleitos  no  se  prolonguen  indefinidamente  se  han  fijado  los  términos 
dentro  de  los  cuales  cada  uno  d^nzca  sus  acciones ,  sus  escepcio- 
aes ,  sus  pruebas  y  sus  alegaciones  ^  sin  que  sea  licito  ai  omiso ,  al 
negligente  ó  al  mal  intencionado  volver  atrás/ ya  para  suplir  lo  que 
pudo  hacer  y  no  hizo,  ya  para  vejar  á  su  contrario  con  dilácibnes 
indebidas,  con  pérdida  de  tiempo,  con  gastos  inneceáurios ,  y  con 
la  prolongación  de  la  incertidumbire,  de  los  disgustos  y  del  malestar 
que  ocasionan  frecuentemente  los  pleitos. 

Cuando  por  circunstancias  estraordinarias  y  en  consideración  á 
ellas  se  dá  cierta  amplitud ,  ó  se  concede  un  término  nuevo  para  la 
practicado  alguna  diligencia,  este  término  solo  se  dé  para  aquello 
que  es  objeto  de  la  esoepcion;  sin  violar  la  ley  no  puede  ser  llevado  ' 
i  otros  casos  que  al  estraordinario  porque  se  otorgó.  Por  esto  cuan- 
do se  otorga  en  la  segunda  instancia  el  recibimiento  á  prueba,  en 
conformidad  del  art.  865  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cree- 
mos que  solo  puede  permitirse  articular  la  que  se  refiera  á  hechos 
que  no  pudieron  probarse  en  la  primera  instancia  por  cualquier 
causa  no  imputable  al  que  la  solicitó,  ó  á  hechos  nuevos  conducen-^ 
tes  al  pleito  y  ocurridos  con  posterioridad  al  término  de  prueba 
de  la  instancia  anterior,  ó  á  hechos  ignorados  antes.  Salir  de  aquí 
es  barrenar  la  ley  y  dar  vida  á  derechos  caducados. 

Los  Directores  de  la  Revisti* 


y 


m6 


.  r 
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i  Puede  despacharse  iMWiiiiwiwtf»  de  ejeeutíon  carura  una  mu- 
jer  en  virtud  de  escritura  en  que  centra  la  prohibición  del  derecha 
Éé  hacáMtUtSdóliádarií! 

fic^tacion.  .  ^ 

SplofiaMe4éspáohaoflqieJMiiáoii<eii)irirtud  defina  dood^ioifil, 
tporqne  kÑmfDe.fiaieoNl  de  ttteviC«áfiter»..QO.;a^  exigiUes.atiejos 
itrilmiNdeci.  La  oUigaéioii  ésilamiijer  cottf  titajóiuloBe  tiadora^eaJos 
oasos' naéadBfttaadifi  BSfutaHmnteiMirJas  lejes,  esn^b,  y  nofiapde 
'P^  lo  taoito  fHmiiioir  jftiectiK  alguno  :eii  ia  Tía^.obdinaria,  y  biyaé  es 
coQBignicQte^ünsaQSv'flqiiiai  la  «}oc«ii^«i  iSo»  deadanoiiMieda-Ilantrse 
-asfen  ^«aili|ltt€mlde  Ia»paiahBa,jicst¿'ea  elmismo  oaao  i^das 
obtigaciones  deNsatiflCaoor do>f|ordidaipa  an  jiMgoiiliciio^.las^udeiIos 
hijos  defAiii&ia*pai^fiagarMtaaH(io  8^  easaa  6  »liered6Q.¿.8uafadres 
7  otras  if  quelaaij^yea^iii^a  lailoesi»  obligatoria.  El. ÍMiniji^ 
público  en  que  se  otorgaQ^iiiqle&dá^eliiTalor^'detqtta  oareoemujfas  , 
(debe  tenerse  presenté,  fveiauíiqiie  por  regla  general  lasi  leyes  pro- 
hibítivasima  pueden  ven&ncíanevilidftiDente ,  iik):/8aGéde  siei¿pre 
' esto,  req^eotoá 4a •qae<prohib6iqae>las mujerea se, obliguen. vLa^ley 
Z  del  tít.  Sliífleia.flartida'  Y  ordena  ,.qpe  unoi  dé  los  casa»  en^que 
las  mnjeiesiqaeissIleiFfiadpra^cfaedan  obligadas  escuaadalaimMJer 
¡  fuessesqbidmfayáeierta,  que  nonfodia^  nin^deuia  entrar  futdot)y  si 
despuesüo\fiAÍ0S8efrstiunciúnd>qJia-su  grado  ¿  desampatsando  eL)de' 
itesho  queda  ley-  les;ctarffi\á)(tae  nageres  m  jf8tot,ra»>n. :)Es: decir^ 
.qiie  en  este caso^mas  qnepoqhibir.  la  ley:  iai flanea  de  ia Jnujer^  se 
yropusoa&vílariCpie'por  ignoraociaHdel  derecho »  y  »ppr  noiCOBOcer  la 
estensíonde  la  obligaciony  el'peMgoeá  quei  seespenía,  «oontiagera 
.  la  übligiftoion'aeoesevia^de  la  fiaiizaii  si  advertida  de  Ja  protecoionique 
la  ley  dispensa  áJas' 4e  sn^obae»  Aoctauvíainsiste  enisalir:>fiadora,  la 
ley  yajio  ls^:)ibfirta  4^1  la  rf^popfabilidad  que  tan  deliberadamente 
quiere  contraer.  Si,  pues,  en  la  escritura  aparece  que  fué  advertida 
oportunamente  de  la  prescripción  de  la  ley,  y  que  á  pesar  de  esto,, 
quiso  obligarse,  entonces  habrá  lugar  al  mandamiento  de  ejecución,, 
porque  la  escritura  9  atestiguando  an  hecho  lícito,  traerá  ejecución 
aparejada. 

Los  Direetores  de  la  RevisU* 


.•''..    .":•■.'■•     '■   ."^ 


'  ..N 


CvMéú  el  deudor  paga  después  de  preparada  la  ejecución  por 
medio  de  la  confesión  júdicidt  ¿quién  debe  satisfacer  los  gastos? 

CotUestaeion, 

.  ■  I        ' 

9 

( 

El  art.  984  de  la  ley  de  Eojuíciamiento  civil  contesta  á  la  pre- 
gunta que  se  hace.  Dice  así:  Aunque  pague  el  deudor  dentro  de  tas 
pentieuatro  horas  posteriores  al  requerimiento  y  aun  en  el  acto  de 
¿stéf  serán  de  su  cargo  las  costas  causadas  en  el  juicio.  Es  decir, 
que  soló  cuando  se  ha  hecho  al  deudor  el  requerimiento  con  el  man- 
damiento de  ejecución,  hay  lugar  á  imponerle  las  costas,  y  que  por 
lo  tanto  que  si  paga  antes  no  debe  satisfacerlas.  Esto  no  debe  pare- 
cer estráno  porque  el  requerimiento  es  el  acto,  que  en  el  juicio  eje* 
cativo  equivale  á  la  contestación  á  la  demanda  en  el  ordinario.  T  en 
esto  hizo  una  variación  la  ley  de  Enfuiciamiento  civil '  en  el  dere* 
cho  antiguo,  según  el  cual,  cuandjd  el  deudor  pagaba  denítro  de  las 
veinticuatro  horas  contadas  desde  la  notificación  de  estado  se  liber- 
taba del  pago  de  las  cójStásí 

Los  Direetores  de  la  Revista. 


La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  airik  Supone  entre  los  ti- 
tvilos  que  traen  aparejada  ejecución  la  escritura  pública  ^con  los  re^ 
quisitos  que  espresa ,  ¿deberá  limitarse  la  inteligencia  de  esta  diS" 
posición  esclusivamente  á  las  escrituras  de  préstamo  mútuOy  ó  se  ha 
de  estender  también  á  las  escrituras  de  los  demás  contratos,  como 
vetUas  y  arrendamientos! 

Contestación. 

••  •  »  .» 
Nuestra  opinión  es  que  toda  escritura  pública  en  que  aparezca 
deberse  una  cantidad  líquida ,  y  exigible  por  no  estar  pendiente 
del  cumplimieoto  de  un  plazo  ó  de  una  condición  trae  ejecución  pro- 
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parada.  Ni  las  leyes  anteriores  á  la  de  Enjuiciamiento  civil  ni  este 
hacen  distinción  entre  la  C2^|]f%  de^l^er;  cualquiera  que  ella  sea, 
el  precepto  de  la  ley  es  el  mismo,  y  por  lo  tanto  debe  ser  igual  su 
ljjil¡caQÍojJi^Jl.a^y4jJelXft,  $íyíj^,Jb,,4flr  ^v^  íloFÍ^?w„^ico- 

pila(4gin^Jtr^|iel^^Wv«iíV^?.í  mtV^^UfPWf^^^f^^^ 
tencias  ú  otras  cuaíesquier  escrituras  que  tengan  aparejada  ejecu- 
ción ;  es  decir  que  bastaba  ^^^  .^üf^rsL ,  que  esto  constara  por 
escritura  pública,  y  que  la  deuda  fuera  líquida  y  exigible  para  que, 
s^gun  e?ta^j[„^o|5eajer^,te  y(a  #fi#iv;f  • . 

Así  >^n,e^ilíen4(^o.^^^,,^f,ye§.n^í^  í[)r#gm^fios;  MfiVims^ 
^lo  dps^j|[i9/?Ql}r^  pq|r,^aimpQi:taacia,v^qu^  desde  la  ^p^ricio^.  4e  m^ 
obras  h^n  ^^^^^q  y  4uev*ím  hí)y  consiwvíiff:  He,v¡a  Solapos  y  Febrar 
ró.  A#ps'^(^f^ft  queJi?.  .qocucio^i  proifede  siempre  fp^  Aa  deuda  ^^ 
l^;![jgib^e.Y  Umji^f  ^J^vli^dqmxBL  la  x^ftusa  de  que  psocí^a;  afnbqs 
hablan  4^ \^¿da*  pi;qcc;dente8  dj^.^o^e^^^de  cptot^S;,  y  tp^laei, 
a;[ifd)0s  e?,^  pQi¡íf(u:xúes  i^n  ,q\ie  la  e^ritura  .de  arreiji^^ipiento .  tr^ 
aparejada  .^,p^^i.()ji¡i,^pQreUiempa  expresado  en  el  contrato,. ^(UpfHe 
1^0  por  ,Í9^,^pi|9ifigq«ion  que  ,^  supoiae  j)or  el  I^^^cho  de  oo^tínuar 
¡después , ^. jlprpiinado  ,ei  tiempo  conven^d^o  espcp^amente ,  ponfor- 
iQándo^e^^  ^o  f^o^  la  opiaion  de  Antonia  Gome;,  Gregorio  ipp^, 
Diego  Pérez  y  Juan  Gutiérrez:  ambos  y  con  ifi^  ixk$i$teD^ia  elffiFi- 
mero  ^ostiejiea  qu^  la  deuda ,  el  legado  y  el  fideicomiso  dejado  en 
testamento  solemne  ante  escribano  tiene  también  fuerza  ejecutiva. 

La  Ley  de  Rnjníp.iapftí<>^fr\.piirii  njugipna  nAyaH^^  ha  introducido 

en  este  punto:  ha  seguido  el  derecho  antiguo  sin  hacer  innovación 
alguna  respecto  á  la  causa  d^*d^)Mip  ^  esta  es  del  todo  indiferente 
para  el  legislador  que  al  acordar  la  vía  ejecutiva  solo  busca  la  au- 
4ánCi6idaa'id[e^<d0étkeÉt^  '^preséiítadb^  qtte  aparezca  dettáa ,'  (|ue 
-esta  sea  Uqinria^ty^ae  nó  esté  aplazada  porque  entonces  hasta  ét 
4mmplifliieÁto>delplazo'nosepaede  pedir,  oque  dependa  de  nna 
condición/  pofqoBfaaftta^qaeAsta  tenga  tagar  en  rigor  no  hay  denda^ 

Los  DireeUns.  ie^k  Atvísti* 
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I    1 


r^'i'r^f^í***  ♦**l'te9rpiíll0'«o^^  Jl«  iberia  y 

proieecVon';  poAl  ExcMO.^á.  b.  )dkÉ  AlóW»oXMc816^,  186Ót  na  totnb 

Jn  8'.- májSjf .).  *        '  '  .  ' 


'  fifr  'él  iritnéUs(r  éfíiiiltílo  dé  ^m  Ifterasiis  qae  «adh  día  níen  áe  oíimm- 
'trtsteltaftfeióiftrinio»  tfpIftgrtiÍBtf»»,  po6Íí8,«my  j^oOs'son,  utor  cierta  lab  fn^ 
^t^ó  láá  en  im^&'etáthffti  vsírbos  á  o^pUAi^no»,  merecét»  un  tngnr'pháfertiíie 
'<sb)Kim\<m^,'6  iñtejbi'  dfieMé^/^fiqfl buMe^  todbrnhgigtfadó,  r^tueoí^ 
«taitby1iónjbte1de(3ob!ei^/Lá  ^Rtoría  ádM  ^«^  versa,  una  de  las  mas 
línportanftes  de  lá  ciencia  canónica,  tK)1^4ftSí4lt1Aiasrel«<iBionéffqalátie6e  oon 
las  jtlrfdica;  polfticá  y  a^^Msti^íÁi^a  )r  I^i"  m'áiáúk  aplicación,  ipaMOía  ^e 
habla  daüplá  fiftímia  ftrrntírá'dé^  pro^t)^o'«n  tag obras  ilateíklsürea  Cklh- 
ides  de  Catnfpómánes  y  la'Gañtfda  y  de  D.  fosé  dfe  Coriihiibiaiá;  «sle  Nbro,  no 
obstante,  Viehe  á  di^hiostraír  de  nú  Ékódo  darb  fidecisiro  la  inaxactitud  ée 
¡este  concepto,  cubriendo  16!(  ^ác!(rs  y  aefartfndo  los  machos  pantos  inrinlros 
que  se  obsérvate  énias -páginas  dé  ^qoéttaSy'altfaiiS'del  grande  y  justojiíé- 
rito  que  iréTáh  consigo.  Tdi'qae  irmkteria  de  lasTecursos  da  faerza  y 
{toteccion  no  se  bollaba  'espuestáeñ  toda  sa  amptitud,  ya  respecto  á  todos 
Ibs  recnrsoá  que  pueden  entablarse,  ^a  respecto  i  cada  ihira  de  ellos,  bas* 
¿ándólo  en  sa  oílgén,  en  sñ  causa  y  ilerfándólo  hasta  •su  lémrina,  hasta  k 
"seütencia  del  ^tribunal  qü6  de'dl  debiere  cottaicer^  estaban,  si,  iodes  kidioii  - 
Üos  con  mas  ó  menos  darfdád,  estaba  también  sentada  e\  prioftipio  ^ise  dio 
Irhi  servirnos  de  guía  sobtie  este  punto  énet  vastisimo  eampo  de  la  pnieM- 
ea,  péirono  había  una  dbtia  que  ttbarcase  en  su  anidad  todo  le  laíerente  á 
ei^á  materia,  sino  ^ueera  pt^eejso  ir  á  ojear  las  páginas  dei  may^r.  númeiFo 
be  nuestros  juriscofrsülloi^  y  canornílAas  de  ios  siglos  47  y  18,  y  aun  de  «9ie 
-modo  no  podiárhos  lialtar  irtia  esposicibn  completa  y  períetota  del  r^fuur^ 
"(fie  íntetitásen^bs  ei^tlidíaK '  Parece  qde  aqaellbs  sabios,  al  escribir  sobre 
esta  Interesahtí^má'mMefia,  faabiaii  Iddo  Wctíflaás  de  una  Ladia  iateríor  ^- 
tre  i^isdoctriiiaá  teüentlddaa  y  oti-as  causas  pcot^laís  del  ^iglo  en  que  visian, 
que  no  es  necesario  manifestar  aquí,  pero  que  ejercían  una  vloleata  presiiui 
^hñ'  sus  rebcos  y  pvtriM  e^íidbintiieivios.  Asi  es  que  eoando  «n  medio  de  los 
tégoóiós  nos  fa^ábáímas  de  flredte  con  alguno  de  ks  muchos  recur^o$^qae 
se  presentan  cadádia,no  nos  MisfociuDt s  ni  podíamos  satisfaQflrjiH)^  cpp 
registrar  el  tratado  del  Conde  de  4a  Ganada  ó  ¡A&  MáscimaséQl  Sr.  ^y^^^ 
foias,  sino  que  Íbamos  á  llenar  e(  vació  que  estas  dejaban  en  luaestro  éfúmo 
en  las  páginas  del  ObBpo  Ck>tMtublto,  de  Saligada,  GebaUoa,  Saleedo*  ete.;'y 
después  dé  todo  nuestra  Meügettiar  MAa  qua  tooipiemeatar  «t  pp^H^  4a 
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dichos  escritores,  ya  acomodando  su  doctrina  á  las  modificaciones  actuales 
de  nnestra  legislación,  ya  desarrollando  las  ideas  que  aquellos  solament* 
IM-esentaran  como  en  i^men.  Trabi^o  molesto  y  mttdias  f^^ces  dificultoso, 
que  no  podrían  tal  vez  ejecutar  algunos  de  los  que  se  dedican  á  los  negó* 
tíos,  y  que  la  obra  del  Sr.  Alonso  viene  hoy  á  escusar  y  hacer  innecesario. 
£n  una  palahra,  nuestra  riquísima  jurisprudencia  nacional  carecía  todavía 
de  un  tratado  es^nso  y  completo  sobre  los  recursos  de  fuerza  y  proteeetpii, 
7  la  obra  del  Sr.  Alonso  llena  satisfactoria  y  cumplidamente  este  vacio» 

No  se  crea,  sin  embargo,  que  en  este  libro  se  hallen  alteraciones  ó  inno« 
lONáenes  esenciales  de  lo  que  hasta  el  dia  era  admitido  sobf e  el  punto  que 
HMMstituyei€ti)materia¿  Esto  no  rsucjBde  ni  puede '  suceden  L(»srec^ffQf  que 
•fil;Sr.  Alonso  reconoce  y  esplica  son  los  reconocidos  en  jos  ojiejofes»  ji^po^ 
de  Dues^jüri^mdenciá  canónica,  y  todosellosi  todos,  sin  esoepfiíon,  tie^ 
'«Hk^ia  origen  en  nuestras  leyes  recopiladas,  y  en  la  recta  interpretación 
t|uode.  ellas  hicieron  ■tteatrosi  pragmático^.  El  Sr.  A»lonso.,ap.Q^a  todas» 
doctrina  en  la  ley  y  en  las  autorizadas  opiniones  de  los  mas  jjustres  tratar 
-dislasde  la  escuda  canónica  española,  nadainventa,  nada  innova.  Su  mérito 
«relevante  é  indisputable,  y  el  inmenso  servicio  que  su  obra  está  destinada  á 
présrar,  consiste  tan  solamente  en  haber  recopilado  y  reunido  en  .un  cuerpo., 
valiéndose  de  un  escelente  método,  las  doctrinas  esparcidas  en  e)  inciensa 
número  de  las  obras  de  nuestros  escritores  de  tres  siglos,  en  haber  desarro-* 
^lado  en  toda  su  estensíon  y  haber  hecho  fácilmente  aplicables  las  ideas  qúa 
pMos  se  limitaran  á  indicar  sin  desenvolverias,  y  finalmente  en  armonizar 
nuestra  veneranda  jurisprudencia  con  las  modiGcaciones  introducidas  en  la 
presente  centuria  en  la  legislación,  y  organización  de  los  tribunales.  Oí» 
-suerte  que  el  libro  de  este  ilustre  sabio,  y  en  cuyo  análisis  nos  ocupamos, 
está'en'perfectay  absoluta  consonancia  cenias  obras  de  los  inimital^les  y 
piadosos  canonistas  españoles  que  desde  los  tiempos  del  Concilio  de  Tron- 
ío vinieron  elevando  la  ciencia  á  la  altura  en  que  hoy  la  vemos,  y  apa«» 
rece  como  la  última  y  brillante  espresion  de  esa.  gloriosa  escuela  regalis- 
1a  españnla  que  desde  el  Arzobispo  de  Granada  Guerrero  y  del  Presidente  y 
Obispo  Govarrubias  contó  entre  sus  hijos  á  los  mas  sabios  y  santos  prelados,, 
magistrados  y  hombres  de  derecho  de  nuestra  patria  en  el  trascurso  de  los 
tres  últimos  siglos.  El  Sr.  Alonso  es  el  último  y  digno  eslabón  de  esa  cade- 
4)a  científica,  y  su  obra  el  último  tomo  de  la  riquísima  y  preciosa  biblioteca 
de  esta  escuela. 

Y  séanos  permitido  hacer  patente  aquí  la  repugnante  mala  fé.con  que  se 
pretendió  manchar  su  fama,  y  la  villana  calurajnia  con  que  se  quiso  envolver 
su  buen  nombre.  Achaque  añejo  es  de  ciertas  gentes  confundir  su  mala 
causa  con  otra  santa  y  sagrada,  y  presentar  como  enemigos  de  esta  al  qu^ 
amante  de  ra  pureza  y  recto  espíritu  de  las  instituciones,  intenta  purgarlas, 
de  los  abusos  y  corruptelas  con  que:  se  ha, logrado  empañar  su  brillp,  y  pe|- 
jngue  la  Itiínoralidad  y  la  licenda  donde  q^era  queasoma  3tt  asqi^rosoxos^ 


tn.  üita  és  la  dsplicaeion  del  calamnioso  concepto  de  irreligiosidad  que  ¿a 
iba.  preteadido  unir  al  ilustre  nombre  de  este  ^mínente  jurisconsulto,  que 
lia  el  seno  de  su  familia  y  en  el  circulo  de  sus  amigos  era  respetado  por  8i^ 
«rdíente  fé,  su  sincera  piedad  y  sentimientos  religiosos.  Ahora  la  obra  da 
^ue  DOS  ocupamos  viene  á  purificar  su  memoria  y  á  dar  un  solemne  mentís 
i  su5  detfactoire3.;Tóda  ella  rebosa  la  mas  pura  doctrina  de  la  Iglesia,} 
«s  una  esposición  de  la  disciplina  mas  santa  y  recta.  En  cada  una  de  sus 
p&ginas  abundan  las  protestas  de  la  Independencia  y  libertad  de  !a  Iglesia 
y  de  sos  derechos  esenciales.  La  facultad  de  imponer  censuras ,  de  conde- 
nar los  libros  contrarios  al  dogma  ó  disciplina  interna  de  la  Iglesia  ,  de  juz- 
gar las  causas  sacramentales  y,  para  decirlo  de  una  vez,  de  conocer  de  los 
tiegocios  que,  según  los  mas  sabios  canonistas,  corresponden  á  la  jurisdic- 
^on  propia  de  la  Iglesia ,  aparece  en  ella  de  una  manera  clara  y  patente^ 
i^ermitasenos  esta  ligera  digresión  para  vindicar  la  inmaculada  honra  de. 
este  patricio  ilustre  é  insigne  sabio,  víctima,  y  desgraciadamente  no  única^ 
dé  los  odios  de  nuestros  intransigentes  partidos  políticos. 

Pero  no  se  busquen  en  este  libro  deslumbradoras  teorías  ó  hermosas  elu<^ 
cnbraóiones  especulativas,  porque  sería  ocioso  trabajo.  No  es  ese  su  objeto; 
la  obra  mencionada  no  tiene  su  destino  en  la  mesa  de  estudio  del  sabio,  sino 
én  el  revuelto  bufete  del  abogado  y  hombre  de  gobierno ;  es  altamente 
práctica.  Por  esa  razón  no  hallaremos  en  ella  ni  siquiera  un  capítulo  desti-^ 
hado  esclusivamente  á  investigar  el  origen  histórico  y  científico  de  los  re- 
cursos de  fuerza  y  protección ,  ni  á  hacer  ver  su  bondad  y  justicia  que  ho; 
ningún  hombre  medianamente  versado  en  la  ciencia  impugna;  pero  en  cam* 
iÁo  con  ella  sola  tendremos  bastante  para  dirigirnos  en  el  desempeño  de 
nuestro  cargo  si  ejercemos  funciones  gubernativas  ó  judiciales  ya  civiles 
ya  eclesiásticas^  ó  para  defender  los  derechos  que  se  nos  hayan  confiado ,  si 
estamos  consagrados  á  la  honrosa  profesión  del  foro.  Esta  obra  no  es  segu- 
jrámente  una  obra  de  testo  para  las  aulas,  pero  es  una  obra  absolutamente 
indispensable  para  los  hombres  que  salen  de  ellas.  Una  sucinta  esposición  da 
su  método  y  de  las  materias  que  comprende  jo  demostrará  con  toda  cla- 
ridad. 

Se  halla  dividida  én  dos  partes:  la  1/  dedicada  á  los  recursos  de  fuerza 
jjproteccion  que  tetigan  lugar  en  la  Península  é  Islas  adyacentes,  y  la  2.*  á 
los  que  se  refieran  á  las  posesiones  de  Ultramar;  división  acertada ,  porque 
aon  en  muchos  puntos  distintas  las  reglas  que  la  ley  ó  la  práctica  prescribe 
•enlo^  primeros  de  las  que  establece  nuestra  preciosa  legislación  de  Indias. 
La  causa  dé  esto  es  manifiesta:  la  jurisdicción  atribuida  de  la  Iglesia  pare-^ 
cía  tener  sobre  algunos  puntos  mas  ostensión  en  Ultramar  que  en  Castilla 
V.  gr.:  en  la  jurisdicción  criminal  contra  clérigos,  mientras  que  sobré  OtíOS 
no  solamente  estaba  cercenada  sino  que  era  del  todo  desconocida|v.  gir.  0h 
las  canslis  de  diezmos.  Y  por  consiguiente  siendo  distintos  en  ios  dos  he- 
"misferiós  los  límites  del  fuero  eclesiástico,  distintas  debían  igualmente 
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c^, este  fuero.  .  ,.» 

Eá  la  1/  copo,  .^A  h  Í*\  pjaJtte  se  halla  .espuesta^  con.  toda  .claridad;  l^i' 
doctrina  relativa  4  tos  recur,sqs  ji^  fuerzo^  f¡r^  conocer, y  froced^'^.i^f^yi^ 
fnq40f  en  no  otor^f^  á  la  ip^áera  de  preparafiós,  é  intefpoaerloá  al  6^¿ñp^ 
^e  su  tramitacípa^  á  los  ii'i(»mi9les  qi^e  de  ellps-^ebeh', juzgar,.  Todo^st^ 
en  los  dos^rina^ros  libro^.  Eo.el  tercero  examina  el  ai^tpc  los  recursos  lla*^' 
n)ados,/í«/tf^j5(i  y,  j^r^tepc^on». como  son  el  ej^imenj  retención  de  biilfi/sj^ 
despachos  de  Ja.Curiii.RoniaAai  la  regalía  de  Ijamax  y  compeler  á.  lo^.jptr^, 
lados  ecles¡4¿tic;08  en  qiertos  cs^so^  á  que  proce4ain  á  la  reforma  de  a))uso9»Jla; 
de  estranár  á  los  eclesiásticos  y  ocupar  sus  temporalidades ,  y  la  dé  la  es-: 
pecial  protección  que  la  Corona  concedió,  á  loé  regulares ,  y  ex^mioa  cítales! 
son  las  autoridades  á  qi^ienes  compete  el  conocimiento  d^  estips  requr^s  y. 
regaU'as  y  su  forma;  terminando  la  obra  con  un  libh).  adicional  que  cointiexif^ 
los.  formularios  de  todos  ellos*  Por  lo  dicho  se  vé  que  es  un  trabajo  comple- 
&  y  acabado  sobre  tan  importantes  materias»  pero  mas  resaltará  esto  mism», 
al  leer  en  sus  páginas  el  concienzudo  examen  del  loayor  número  d^Ios  mo- 
chísimos casos  en  qjie  dichos  recursos  serán  procedentes,  y  al  hallar  tra- 
zada la  marcha  qu^  deberá  hoy  seguirse  atendida  1^  alteración  profunda  quo 
nuestra  organización  política,  admioistrativá  y  judicial  ha  sufrido  eq  iq» 
últimos  30  anos. 

No  nos  ocuparemos  de  I^  parte  2.*  referente  á  Indias,  por  no  hacer  de*r 
mastado  largo  este  articulo,  una  ve:&  que  el  mayor  número  de  nuestros  lec- 
tores residen  en  la  Península,, y  presentaremos  á  grandes  rangos. isjuí  solo.ei 
proquis^  séauos, permitida  laespresion,,de  la  1»%  para  aquellos,  mas  intere?* 
sante. 

(Jpmíenzai  el  autor  con  un  breve  párrafo  sobr,e  los  recursos  de  fuerza  ei| 
general,  dando  á  conocer  su  naturaleza  y  carácter,  y  deduciendo  deaqfj^llf^ 
la  división  trimeiubre  admitida  en  las  escuelas^, en  el  foro.  Pasa  lu^go  á 
examinar  los  recursos  ea  conocer  y  'proceder  consagrando  á  su  examen  todo 
el  primer  título  que  se  halla  dividido  en  tres  secciones.  En  h  i,  se.aqali-* 
zan  los  qué  tienen  su  causa  en  proceder  los  jueces  eclesiásticos  contra 
personas  y  en.,negocio3  ajónos. al .  fuero^  deto.rminapdo  l9s,ca9ps  qn  que  se- 
gún, las  leyes  recopiladas  líay  lugar  a  sui  interposición,  y  esjponíendo  ea  ^ 
capítulos  1^  doctrina  canóiiico-jurídicá,  sobre  las  sumisiones  y  juramentos 
hechos  én  las  Escrituras  públicas,  sobré  las  últimas  voluntades^  patronatos 
de  legos  y  vinculaciones,  juicios  posesorios,  ejecución  4e  disposiciones  pia- 
dosas, aranceles  judiciales,  parroquiales  y  de  visita,  delitos  causativos  de 
idcsafuero,  cobranza  de  rentas  públicas  y  asilo,  eclesiástico,  esponiendo  en 
ca()a  uno  de  ellos  lá  parte  que  en  estos  puntos  es  eclesiástica,  y  los  limites 
del  fuero,  pasados  lo^  cuales  Iqs  jueces  de  él  abusarán  y  usurparán  juris- 
dicción.  Estamos  conformes  con  jas  ideas  emitidas  por  el.  autor,  porque 
«demás  de  ser  l^s  reconocidas  por  el  mayor  y  mejor  número  de  .canonistas* 
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9^níí9»kmiát*évtéí'e»p.  tf tobré  laapticttcloti  qtie iié^iílaprdMItíte  le'-^^ 
gÍBte^éiKpiíialdeliéteinef  dt  asilo ^té^ástl^.  OM  éVtálot  qfKie piafa can-^' 
dfíaKlos efectos  de  Itfíciy  6,  tilv  4v^  lib.'  l.'^idé UT^t.  R^p-  '<i[u6'régfiitá-> 
ráfai'lá'iMtería  de  asilos 'eon* las  ditpo^oiones  éM  Gód?ge  peftáT,  dMén  dís- 
ünsoirSe  los  calos  <Mqué  el  ftfügiafdo  hay»  eonMido  udkt/diiraf  ó  c^^Hfb' 
íloe;  dft>iai»un  dislitaiino  es00|A(iiido,'4Í  nao  olH>ir*i)Ué  ás  hadíefeii'el  núnie'^ 
muébmtOB  áltiiliaB.t  En  «i  pHiftSF  oastf  úfÁm^tfñé  eí  Júét  debe  iittj^tíer  al  - 
dUÉÉQuaDt»e(  imoiñam  da  la  peila's^ñaltfdti'anerGódí^aá  (asfaltas,  eael- 
segimd^^iquedóbv.teiierpraseote  la  eirciilislálKíf»'  dSl^flsiló,  ptirá  dlsmw' 
hmT' en  lo  posible  la  pem  mateada  eo  aquel ,  y  ptúó^íeü'  étl'el  téréero  sin 
téáecr en  cuenta  la  circunstaneifl'de  la  himMfldIíd  á^'^^k  ntí  g^aráel 
reev^&fa  nosoUois  díeiía  ley  reeopilada  no  paedé  boy  prodd(^r  efe^tb^'aTga- 
ne  dñ  el  oastigo  délos  ddües,  porque  el  Gddigo  pedal  lÉ^-  recodo^  comió 
oÚMdstancáa  atónuante  el  refugie  del  reo  á  lugar  inmune.  Giérto^es  que ' 
dlBpités. de  enumerar  varaasicoifcluyefdelermiitaffi^qüb  seeofisidéi'e  coiiio 
tal  olra  etudquiera  d$  igwU  entidatd  y  análbga'  élaé  anteriotéí,  Pero  por 
esto mismoiio nosdeoidiniDs á tener cmao  inbinída en eStá'^ládsula' gene- 
ral la,del  asilo;  falta  en  joUa  la  aaatoigta  con' las  espreiatitétíter  sefSidadas  por 
la-ley^  cualidad  abaolaiameiite  precisa;;  tbdas  reeiben  su'fdei^ztf  y  tienden  sU' 
just^iadOb  en  que  danotanf  menos  perveráAad  eii  el  delidcu^té  qne  la 
oidinaria  y  eonoo^  pera  el  refugio  i  logar  de  asilo  es  utt  ae«o  )[f(iAetíbr  á  la' 
ej€fe«ei«a  del'delito  que  avia  iofluYÓ:ni  nada  dennuéist^a  sobre  hi'  intención' 
y  cnaainalidad  del  reo  antes  4Qiet¡ee«ritaf)o',  Ni»  es'  srMllogA''á  las'désigbadaii 
por  el  Código  úeino  este  requiere^  né  es,  pues,  ciroiínsianeta- atenuante. 
Paral  nosotros;  por  oonsigaimte^  la  *  legislaeioii  sobre  aidlds  áó'  ÍM^  bajo 
este  aspecto  fuerza  algpda^  por  estar  derogada  por  eFGddIgo  pidiMír;  y  por 
haber  caído  en  completo,  desasa.  Greemos^qoe'  la  aiítdi'iifód' téiufpüréll  es  lá ' 
únlea  y  esclusiva  competente  par»>dÍGtaF  disposicicmosen  ^td  punto,  y  es-» 
pUcamos  los  hechoa  que  á  esta  ptoposioion  pareeon  oponerse  por  la  ai^tiles*" 
cencía  y  tolerancia  del  poder  civil^.  n»  so  objelsv  por  to  tasXor/'  á'huestra 
opiaioa  el  que  el  Gódígoponahnoipodiir  afectar  la  fé^ns»  de  lál  ibnAmfdlad 
locai,  por«]ue recbazamos eompletaipenteeata asoreloni' 

La  Sección  2.*,  que  tiene  por  obfittflos  recofsos  ei»  t;onoidof*y*pro<^edel^ ' 
en:  naaioriasoolesíástícas»  y  por  actosde  toijuétef  >de'(iste  fdOrO^'sá  &Máé 
enOeiitftulas^  consagrado»  al  eiámqn  rnkracidssi  y  detenido  dé  toldo  W  i^«' 
fere nt()  á  las '  contiendas  da  cóasfietenoia  *  entrd  >  Ws  «jiaíocos  y 'tribui^te^  ecf^-* 
siástícos,  álos  procesos  y  protección  de  ids  regn<áñís;  patrbnáto  Real;  cOd-  ' 
donaciOQ  de  loa  escritos' cOntraiios  al  dogma  y  ála^diséS^lfna^  oén^sdraé  y 
caponólo»  y  depdsitos  de  •personas.  Es  muy  imputante  eipárrdfo  prOU^-  ' 
nar  de  esta  sección;  posqueren  él  se  justiica  la  opinión  de  Geballoi;  trsns^  ' 
ccita  00  la  ley  i  7»  tft.  2^  lib.  S^>  Nov.  Rec.  y  sé  destruyen  todas  las  rázOite^^ 
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ladas  por  Salgado  para  demostrar  qoe  oo  puede  proceder  el  reoursod^  fumm 
cbaodo  dqs  jaeces  eclesiásticos  eataUan  competeocia  entre  si  para  conocer 
de  na  negocio  de  so  propio  fuero,  yaliéndose  al  efecto  de  las  censaras  y  de- 
más medios  que  crean  conTenientes  paraponor  espedita  sn  jurisdieeioni 
aunque  el  drd^n  públipo  se  altera  con  estas  escandalosas  cuestiones.  Nada 
de  inexacto  observamos  en  esta  sección' en  que  resalla  un  estudio: profundo 
de  nuestra  disciplina,  como  en  el  capítulo  del  patronato  Real,*  y  la  pura 
doctdna  de  la  Iglesia,  «om^.ea  el  do  la  condenación  de  libros,  en  el  cual 
se  distingue  con  claridad  la  obra  del  autor,  exigiendo  para  la  condenación 
de  este  como  previo  é  indispensable  requisito  la  audiencia ,  en  conformidad 
del  vulgar  axioma  unon  error,  sed  erroris  pertinatia  hcsreUcum  facit» 

En  la  Sección  3/  se  examinan  ios  recursos  procedentes  en  negocios  «n 
los  cuales  tan  solo  son  en  parto  competentes  los  jueces  eclesiásticos.  Al 
efecto  se  halla  dividida  en  dos  capitules,  ocupándose  el  primero  de  la  eje* 
cucion  de  las  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  eclesiásticos,  y  ú  últi<« 
mo  de  las,  causas  de  divorcio  y  bigamia  y  sus  incidencias.  En  aquel  el  au* 
tpr  defiende  la  opinión,  que  por  otra  parte  se  halla  transcrita  en  la  ley9| 
título  8.^,  libro  i.®  de  la  P^ov.  Rec.^  de  que  los  jueces  eclesiásticos  no  de- 
ben fulminar  censuras,  entretanto  que  puedan  conseguir  la  ejecución  de 
sus  sentencias  solicitando  el  auxilio  del  brazo  secular.   Asi  opinan  también 
Bob^dilla,,  Van*Espen  y  otros  escritores,  por  mas  que  tengamos  el  senti- 
miento de  no  contar  en  este  námero  al  Presidente  iGovarrubias.  En  el  2.^,  . 
deslindan  perfectamente  y  con  toda  exactitud  las  atribuciones  respectivas 
de  los  fueros  ordinario  y  eclesiástico  en  las  causas  de  divorcio  y  sus  inci- 
dencias, f  se  prueba  por  la  ley  de  Garios  III  y  por  el  Código  penal  que  el 
delitode  bigamia  corresponde  al  conocimiento  de  la  jurisdicción  ordinaria. 
El  título  2.^  sobre  los  recursos  de  fuerza  en  el  modo  se  halla  disido 
en  dos  secciones  .que.  versan  sobre  la  infracción  del  procedimiento  civil  y 
crirninal.  En  el  párrafo  preliminar,  se  espone  con  toda  detención  la  clase  de 
infracciones  que  pueden  dar  causa  al  recurso,  distinguiendo  los  trámites 
esenciales  al  juicio  de  los  que  interesan  tan  aolío  á  la  defensa,  y  subdividien- 
do  estas  f^n  escQoiales  y  simplemente  útiles.       ' 

Eneltít.  3^^  0e  estudian  los  recursos  en  no  otorgar ^  fijando  ios  tres 
puntos  que  es  necesario  tener  presentes  para  conocer  los  casos  en  que  pro- 
ceda el  r|9Gurso,  á  saber:  naturaleza  de  la  causa,  providencia  apelada,  y 
tiempo  y  forma  en  que  se  interpone  la  apelación;  dedicando  á  cada  una  de 
ellos  una  sección,,  en  que  nada  se  deja  que  desear/relativo  á  esta  materia: 
Creemp^  en  todo  admisiUe  la  doctrina  en  este  titulo  contenida,  que  por  otra 
palote  ^s  la  .espuesta  por  todos  los  tratadistas. 

.  Ellib^^»*^  disidido  en  tres  títulos  y  cada  uno  de  ellos  en  dos  secciones 
se  refiere  áila  preparación  é  interposición  de  los  recursos  de  fuersa^  á  los 
tribunales  que  de  eHos  deben  oonoeer  y  ftl  érden  con  que  deben  sustanciara 
g^y  determinarse.  Este  es  uki  trabajo  perfeeto-^fundadoen  la  antijjna  'jiiri9^  ' 
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prqdéiieia  cM  Gmisejo  y  de  \n  GhaDciltérfM  y  AndienciM,  con  las  modifi-» 
eadonea  introducidas  en  ella'  por  el  tlt.  5.*^  de  la  Gonstítucion  de  1812  W- 
gente  en  maehos  puntos  boy,  y  por  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI. 
En  nuestra  opinión  este  libro  es  uno  de  los  mejores  de  la  obra^  y  en  él  se  Té 
el  profundo  saber  y  la  vastisima  práctica  de  su  antop. 

El  iib.  3.^  está  destinado  al  examen  de  los  reeunos  de  fuerza  y  prútee" 
ejofi,  consagrando  un  titulo  á  la  retención  de  las  bulas ,  breves  y  despachos 
de  la  Curia  romana.  Se  halla  dividido  en  cinco  secciones.  En  la  primera  se 
justifica  la  previa  presentación  de  estos  documentos ,  éeméntando  la  R^l 
cédula  de  4766;  y  en  las  «uatro  siguientes  se  distingue  con  precisión  el  re- 
curso especifico  de  retención,  de  la  regalía  que  tiene  el  mismo  objetb.  Aun-> 
que  hoy  sea  casi  del  todo  inútil  el  recurso  contencioso,  porque  si  alguna 
bula  ó  despacho  se  ejecutase  sin  el  previo  pase,  no  seria  este  el  procedente, 
sino  un  juicio  criminal  por  la  infracción  de  la  ley ,  el  autor  espone  detenía 
damente  iodo  lo  á  él  relativo,  porque,  si  bien *rarosj' algunos  pueden  serlos 
casos  en  que  tenga  logar;  espone  las  disposiciones  de  la  ley  y  la  doctrina  de 
los  autores,  especialmente  de  Salgado^  sobre  la  suplicación  á  Su  Santidad 
de  las  bulas  y  breves  retenidos,  y  fiQalmente.4iiv«sUga'la  autoridad  á  quien 
corresponde  el  conocimiento  del  recurso  contencioso  de  reelección,  pro- 
hf^ndo  la  derogación  del  reglamento  provisional  que  16  adjudicaba  al  Tribu- 
nal Supremo  por  el  título  5.^  de  la  Constitución  de  1812 ,  puesto  en  obser- 
vancia con  posterioridad  á  la  de  1837,  que  concede  estas  atribuciones  al 
Tribunal  Supremo  y  á  las  Audiencias^en  sus  respectivos  casos.  En  cuanto  al 
uso  de  la  regalía  del  pose,  no  ofrece  duda  alguna  désd;e  la  creación  del  Con- 
sejo Real  y  boy  desde  la  promulgación  de  la  ley  del  Consejo  de  Estado  que 
atribuye  á  este  alto  Cuerpo  la  facultad  de  emitir  su  dictamen  sobre  el  obje- 
to, cuando  fuese  consultado  por  la  Corona. 

En  e\  título  2.%  dividido  en  4  secciones,  se  esplanan  las  regalías  que  ya 
llevamos  indicado  en  otra  parte.  Y  sobre  la  2.*  tenemos  el  sentimiento  de 
no  estar  conformes  con  este  jurisconsulto  eminente.  Siguiendo  á  Bobadilla 
sostiene  que  el  gobierno  temporal  puede  gubernativamente  estrañar  del 
reino  á  los  eclesiásticos  díscolos  en  casos  de  urjencia.  No  pretendemos  ne- 
gar la  conveniencia  de  esta  i^galía  en  otros  tiempos  en  que  ni  los  derechos 
de  los  subditos  estaban  garantidos  de  una  manera  terminante  por  una  ley 
fundamental,  ni  por  otra  parte  la  ostensión  del  fuero  eclesiástico,  y  el  con- 
fuso procedimiento  en  los  tribunales  civiles,  servían  de  suficiente  resguar- 
do contra  los  desmanes  y  escesos  de  algunos  miembros  del  clero.  Mas  hoy 
la  Constitución  política  sanciona  la  seguridad  personal,  y  prohibe  imponer 
gubernativamente  verdaderas  penas  como  es  la  de  estrañamierUOf  cuando 
previene  que  ningún  e$pañol  sea  juzgado  ni  sentenciado  sino  en  virtud  de 
leyes  anteriores  al  delito  y  en  la  forma  que  estas  prescriban^  es  decir,  por 
los  tribunales  competentes  y  por  el  procedimiento  establecido.  Y  no  se 
querrá  negar  á  los  eclesiásticos  la  cualidad  y  los  dereclios  de  ciudadanos* 
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áv\fpf  lo  Unto  Ki^n  phiiisil»ki  qne.poddi.  aervir  de  fatod^nMiilorá  48  éAí^' 
tgR^aA  dMveftri(i<3ki0tMiil»«'Bi»]Oiiirtstt»  ptgtlia  faá  de8a(H»Mi- « 

do  por  ant¡ooD8titaciouaii44niiMtt«ria;  > 

.  Ii»r|i2^*  parle  detift-^obra^  ya; hémordichd  qiie  el-Sh  áíloifM.sí||tié(iu» 
aiétodoijgorQttiiioim  jg«ai  «Itqtle  b^nesveíamioadb  an:  ii'prhiKnqr'piMr) 
euponor  laidifaroit»  legialackm  ly^  juriaptüdonaíar  MMíw  á  Ultraiilál.^Nli> 
mnianémo^imt  IraiMJo.por  la»  rftsaiic»jq«»)yatHinraiiios  índicadaB* 

.  ^mímenle  el  4H»io  adkiODal  esée  «ii  ioleBésimaontestable  pdrqao^  tiies^ 
ofiraea  ixaa  colaoelott  coeiftliebí  de  formuiofios  eB>(e0üD  nÉatotitay'^  «n'qua> 
Ueoe  tanta  aMrtdad  lo  tradícÁonaL  y  aeosttinibrado,  y  en  qoe  tantcvodnvpo 
hay  fuera-de  laa  preacvi^ione»  de  laflAfi,  y  entregado  á  la»  ritualidades  y 
PKáoücas  deia  junaprudeueNl. 

NneaUoft  lectores  ceneeerán  ahoAi  eon  enante  razón  doefamoa  á|jco^ 
naenzar  este  articulo  qoe  ta.obra  clel  Sr«  Alonso  venia  á  IDeoar  ún:  gnin-ta* 
cío  en  nuestra  4)ibiiegÑi^ía.joridieo^oy  .cenieaiinta  inatkia  la  considerába- 
mos'necesaria  para  todo  raagííBtradOy  para  todo  jurisooBsiilto,  y  pm^odeí 
hombro  dO'  adaiinislracioü*  Concluiremos  dieíeado  que  el  St*  Alonso  ad« 
qnirnS  «en  au  libro  un  derecho  i  la  gratitud  de  todos  los  quer  tienen  en  aU« 
estioNk  los  progreso^  de  la  «ciettoia. 

:  Debqmos, advertir  que  la  obra  está.tfnlaíada  con  lab  disposicionesi  dé'  la^ 
ley  de  finjuioiamieoto  dvil,  lo  quesea  debido  al  tmbajo  del  Sr^  [k'Eduardoi 
Alonaoi Colmenares,  hij»  del  autos.  De  este  modo  la  ntilidad  dal  libre  esi«^( 
aohita  y  completa. 

Pedro  Gómez  dé  la  Serna» 
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mudioB  históricos  y  fliosóflco-JarMieiMi.-^BnMyo  hlÉ- 
-lérico-i&kisófieiHegal  sobre  el  dteio;  por  0«  Cirilo  Ai>-' 

.'^  TAREZ.  ,  5 

Id.  id.  {Cqntinuacion), 
Id."  id.  (Conclusión.). 

OereclM»  pvblteii  eelevlástleo. — Dictamen  fiscal  m  que  se 
deslindan  los  actos  de  los  eclesiásticos  qtt«  son  jastieiabtes 

:poff  tajurisdiccioí)  civil,  de  los  que  no  pueden  caer  baie> 
de  la  potestad  de  esta;  por  D.  Mabhjel  Sbi jas  Lozaivo:  i99 

Djfitámen'íiscftl  en  el  espediente  formado  á  consecuencia  de 
una<  Beal  orden  para  que  el  Tribunal  Supremo  de  Jttsticia 
ecnitiei»  su  dictamen  sobre  la  impetración  y  ejecucioTí  de 
un  rescvFpto  de  la  sagrada  penitenciaria  referente  á  bienes 
nacionales  sin  el  Begium'  exequátur^  y  sobre  negarse  la 

•  aibsoluoion  á  compradores  de  los  mismos  bienes;  por  D»  Pi^' 

DRO  GOMBZ  DB  LA  SgRüÁ.  *  20^ 

Lailgteaia  y  el  Estado  ó  el  Gobierno  y  el  Papa. — Obsep?aaío- 
noft^obre  et  convenio  celebrada  con  la  Santa  Sede;  pordbn 
.    r         Francisco  db  Pou.  43^ 


clvtl.r-Del.  feudalismo  y  de  los  Señoríos  territoriales  .en 
Aragón  [art,.  8,**);  por  D.  Manuel  I^^sala.  14 

Dé  la  insinnacion  de  las  donaciones;  por  D.  Francisco  db  Póu.        27 
De  la  sucesión  forzosa;  por  D.  Francisco  CastaSs.  31^ 

Dé  los  intereses*  en  el  contrato  de  préstamo.— j  Ha  y  en  el  dia'    '   ' 
'  fárrtrinos  hábiles  para  um  demanda  judichl  sobre  reduc- 
'  cfon  de  intereses  en  el  contrato  de  préstamo?  Por  D.  José 

ArusBrime.  44 

Id.  id.;  por  D.  Telesporo  Gómez* BfoeRiGtJÉZ.  23S 

¿811*  Vigente  laiey  que  prohibe  á  los  labradores  ser  fiadores 
ÚM  entre  st  mismos?  GoilsuUa  contestada  por  los  Direc- 
tores de  la  Revista.  74 
Difi^  Itf  reivindieaciofi  de  lo»  efeetoepábücoe  alportudor,  segtm 
el'defecbo  coDStitoido;  pof  Di  Desnnoo^flV^fcRA.  81 


SOft  irmiGi. 

De  la  tegitimacion  {arL  I.*');  por  D.  Catetáxio  Población  t 
Ferhandez.  190 

Memoria  sobre  la  sticesien  testamentaria ^'k  legitima  óabín* 
testado  en  Cataluña;  por  D.  Frarcisgo  de  Pou.  i41 

^Tiene  la  mujer  capacidad  para  ser  nombrada  curadora  ejem- 
piar  de  su  hermana  ó  herrdtbo?  Consulta  contestada  por  los 

blRECTORES  DE  LA  ReTISTA.  Vít 

¿Tiene  el  padre  facultad  pif^Jiipoteear  loa  tfíenes^e  el  )ii|o 
herede  de  su  madre?  Consulta  contestada  por  ios  Directo* 
RES  DE  LA  Revista.  174 

De  la  sucesión  forzosa  {art  5.^;  por  D.  Franqsco  de  Poo.         22$ 
Demostración   legal  sobre  que  no  procede  la  reivindica- 
ción de  los  efeotos  pábüeos  al  portador  ,^  según  el  derecho 
constituido;  por  D.  Francisco  de  Pou.  ^2 

Be  la  dote;  por  D.  Manuel  Danvila  t  Collado.  382 

Del  depósito  de  mujer  soltera  por  causa  de  matrimonio;  por 

D»  Benito  ^utierrbz.  .  30$ 

De  la  adveración  de  ^s  testamentos  en  Afvgon.;  por  D<  Pas- 
cual Fraxno.  479 

Hdreeho  penal. — Debe  considerarse  siempre  como  circunstan- 
cia atenuante  la  confesión  del  reo,  ó  es  preciso  que  con- 
curran en  ella  ciertos  y  determinados  requisitos?  Por  Don  .  . 
Telesdoro  Gómez  Rodríguez.  i6S 

^£s  bastante  la  autoridad  que  ejercen  los  Jueces  de  paz  para 
que  puedan  cometerse  contra  ellos  los  delitos  de  atentado 
y  desacato  de  que  tratan  los  arts.  489  y  i  92  del  Código 
penal?  Casoaflrmativo,  ¿qué  Tribunales  conocerán  de  las 
causas  de  esta  especie?  Por  D.  Pedro  Ochando  Chumillas.      212 
Orígenes  del  derecho  de  penar  en  los  antiguos  pueblos  Ger- 
mánicos; por  D.  Juan  M.  Montalvan.  404 
El  que  no  devuelve  una  cantidad  recibida  á  calidad  de  depó- 
sito sin  otra  formalidad,  y  lo  confiesa  en  escritura  pública, 
^uede  eer  procesado  criminalmente  por  no  devolverla?. 
jCoasulta  de  O.  Joaquín  M.  de  Moner  ,  contestada  por  los 

DiRECTOaES  DE  LA  REVISTA.  484 

iQüé  pena  debe  imponerse  por  la  simple  entrada  de  ganado 
lanar  en  sitio  veaado  ó  heredad  ajena ,  cuyo  dueño  no  lo 
permita;  lo  miámo  que  referida  la  suposición. á  ganado  ca- 
brío y  heredad  no  arbolada?  Por  D.  José  Arias  Brime.  487 

Deredlio  administrativo.— ¿Gl  que  por  causa  de  utilidad  pú* 
.  blica  ha  sido  expropiado  de  una  lincas  tiene  derecho  para 
recobrarla  eq  e|  caso  de  que  la  obra  proyectada  causa  de 
la  espropíacion  nó  se  ejecute?  Consulta  constestada  por  los 
DiaEcroRBs  DE  LA  Revista.  258 

¿Los  Consejos  provinciales  pueden  reformar  su  resolución  aiia 
.  r  vez  dictada  en  asuntos  de  quintas?  Consulta  contestada  por 
{  los  Directores  DE  LA  Revista.  352 

;^bre  el  ejercicio  de  la  ajbogacia  en  España  por  letrados  esf* 
tranjeros.— Dictamen  dela.Fiscalía  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia ;  por  D.  Pedro  Govbz  de  la  Serna.  482 
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WÜr^^^  mémínímtrmtU/o  y  e«i|4«j^.-*D6  )a  priTaeion.de 
,  .sepultara eclesiástica.— Diclátnbaes  del  Fiscal  de  lá  taba-' 
Va  del  Real  Patronato  D.  Pedbo  Gómez  de  la  SEáNÁ  y  y  del 
Consejo  de  Estado .  322 

DereelM  Mier«aiilil.-TDel  contrato  á  la  gruesa.-— ¿Puede  el  Ga- 

Sitan  constituirle  alguna  vez  sobre  las  mereaderiasaoeiCon- 
UC6  á  bordo  del  bu(|oe  de  suikiaiido?  Y  si  la  pronibioion 
llegase  á  ser  perjudicial  al  cardador,  ¿qué  conducta  debe  ob^ 
"  servar  aquel  mandataríb  procurahdó  por  los  intereses  del 
"dueño  del  cargamento?  Por  D.  Ramón  de  Solano  Alvear.       215 

lieglslaeioB:  Uptoleearia— !•'  Estando  dentro  de  los  quince 
días  del  otorgamiento  de  una  escritura  de  adjudicación  de 
>  bienes  de  una  herencia,  ¿habrá  lugar  á  la  multa  del  2  por 
lOfi  que  parece  ser  lo  que  exice  UQTGontador  de  Hipotecas? 
— 2/  Haoiendo  tres  interesados  en  la  adjudicación,  ¿podri 
icoroprendierse  fa  de  todos  tres  bajo  un  solo  testimonio,  ó 
habrá  lugar  al  reintegro  de  un  pliego  de  papel  de  ilustres 
por  cada  uno,  como  exige  el  mismo  Contador?— 3.* ¿Puede 
negarse  el  Contador  de  Hipotecas  á  poner  en  el  testimo- 
nio, nota  del  dia  en  que  se  le  presentó?— 4.*  ¿Puede  negar- 
se á  dar  certificación  de  esta  negativa  y  de  la  de  toma  de 
razón?  Consultas  contestadas  por  D.  Manuel  GuTiEaRBZ 
Solano.  17S 

Deredho  internaeioiial  prlvado.-^¿Será  válido  y  producirá 
efectos  legales  en  España,  el  matrimonio  civil  contraído 

'  por  dos  españoles  residentes  en  Francia,  observando  las 
formalidades  que  allí  se  exigen  para  la  legitimidad  del  ma- 
trimonio? {Art.  2.^)  per  D,  Alejandro  Groizard.  4^ 

Id.,  id.  {ArL  3.°).  307 

De  los  instrumentos  otorgados  ante  los  Cónsules. — ^¿Qué  va- 
lor y  fé  deben  tener  en  España  los  instrumentos  otorgados 
por  subditos  estranjeros  ante  los  Cónsules  españoles?  Dic- 
tamen de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  5S 

De  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  por  tribunales  es-  . 
tranjeros;  por  D.  Manuel  Seijas  Lozano.  293 

Knjuielaiiiieiito  civil. —Observaciones  sobre  el  recurso  de  ca- 
sación en  España;  por  0.  José  María  Manhesa  t  Navarro.  257 
De  la  prueba  testifícal  en  materia  civil. — Su  origen,  vicisitu- 
des y  estado  actual,  según  lo  dispuesto  por  el  art.  317  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento ;  por  D.  Cayetano  Población  t 
Fernandez.  44ft 

¿Puede  obligarse  á  un  litigante  ausente  á  que  comparezca  á 
á  jurar  posiciones  en  el  Jusgado  del  juicio?  Por  D.  Teles- 
FORO  Gómez  Rodríguez.  499 

Cofwtf/tos.— 95.— ¿En  los  juicios  ejecutivos  viene  obligado  el  reo 
ejecutado  á  enumerar  los  hechos  y  fundamentos  del  dere- 
cno  en  el  escrito  en  que  alegue  sus  escepciones?  Consulta 
deD.  Manuel  Brualla,  contestada  porD.  Hermenegildo 
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puesta, hacerla  en  el  resto  del  lóroiino?  Coósurtá  de  0^  /osé 
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i^jyiiQfoniiémdeivil/7'heüohod  fM>tQbrah]íenlo  Vie^rara- 
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